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PROLOGO 


Jl  EMOS  tomado  (;oino  base  de  nuestros  Estudios  el 
^  -^Código  chileno,  porque  es  la  obra  original  de  D. 
Andrés  Bello,  que  ensoñó  el  español  á  todos  sus  her- 
manos de  hts  Repúhlivas  de  Sud-Améviea^  y  fue  el 
legislador  de  las  mismas  naciones. 

Si  su  gramática  basta  para  inmortalizar  al  lilólo- 
go,  no  inferior  á  los  más  eminentes  de  Alemania, 
Inglaterra  y  Francia;  su  Prof/ecto^  obra  de  un  solo 
hombre,  admira  r  ])asma,  no  por  los  prcxfundos  cono- 
cimientos del  autor,  sino  porque  en  ella  resplandece 
el  más  acendrado  eclecíticismo. 

Recórranse  los  trabajos  que  precedieron  al  Código 
de  Napoleón:  las  mil  y  mil  modificaciones  de  los 
proyectos  de  cada  título;  las  discusiones  en  el  Conse- 
jo de  Estado  y  en  el  Tribunado;  los  discursos  de 
Portalis.  Bigot-Préameneu,  Tarrible;  las  observacio- 
nes de  la  C(n-te  de  (casación  y  demás  tribunales  .  .  .  . ; 
y  se  verá  que  la  perfección  de  aquel  C<)digo  corres- 
ponde á  los  medios  empleados  para  alcanzarla;  que 
él  es  un  grandioso  monumento  levantado  por  la 
República  Francesa  y  el  Primer  Cónsul  á  la  Liber- 
tad y  al  X)erecho. 
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D.  Andrés  Bello  no  tuvo  otra  cooperación  que 
la  de  su  imponderable  buen  sentido;  y  su  Proyecto 
se  convirtió  en  fecunda  realidad  merced  á  la  ilustra- 
da Xación  que  supo  comprenderlo. 

Muy  lejos  estamos  de  juzgar  que  el  Código  chileno 
ni  se  aproxime  á  la  perfección;  pues,  antes  al  con- 
trario, tiene  gravísimos  defectos  provenientes,  ya  de 
las  ideas  que  predominaban  en  la  Uepública  cuando 
se  ftu'mó  el  Proyecto;  ya  de  que  el  Derecho  cien- 
tífico moderno,  que  apenas  si  principiaba  á  formarse, 
no  era  aún  ese  inmenso  foco  de  luz,  que  ahora  alum- 
bra y  guía  á  todos  cuantos  no  son  ciegos  voluntarios. 

Si  la  jurisprudencia  se  reduce,  según  la  profunda 
expresión  de  Savigny,  al  arte  de  conocer  el  pensa- 
miento del  legislador,  y  si  para  conocerlo  es  necesa- 
rio atender  a  la  historia  ñdedigua  Av  la  ley;  no  pode- 
mos estudiar  el  osjjíritu  del  Código  chileno  sin  acu- 
dir á  las  fuentes  donde  bebió  el  autor   del  Proyecto, 

D.  Andrés  Bello  se  inspiró  principalmente  en  los 
Códigos  romanos,  en  las  Píirtidas  y  la  ííovísima  Re- 
copilación, en  el  Código  de  Napoleón,  de  la  Luisia- 
na,  de  Austria,  en  el  Proyecto  de  García  Goyena 

Consultó  á  Pothier,  Domat,  Merlin.  Delvincourt, 
Kent 

Los  prácticos  españoles,  como  Gutiérrez,  Hevia 
Bolaños,  Febrero,  Bscriche,  suministraron  no  escasos 
materiales  para  la  formación  del  Proyecto. 

Pero  el  escritor  que  ejerció  en  éste  mayor  influen- 
cia fue  Savigny.  La  división  misma  de  las  materias 
comprendidas  en  los  cuatro  libros  del  (Código  civil, 
las  reglas  sobre  la  computación  del  tiempo,  el  título 
de  las  personas  jurídicas,  el  de  las  donaciones  .  .  .  .  , 
son  meras  reminiscencias  de  la  fecundísima  enseñan- 
za del  jurisconsulto  alemán,  el  má^j  insigne  de  todos 
los  de  este  siglo. 
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Siendo  estos  los  elementos  de  qne  se  compone  el 
Código  chileno,  gravísimo  error  es  pensar  que  T>. 
Andrés  Bello  copió  el  Oódigo  de  Napole<m.  Si  en 
algunas  materias,  como  las  servidumbres  y  los  con- 
tratos, apenas  hay  alguna  diferencia  entre  los  dos 
Códigos:  difieren  ellos  esencialmente  en  el  sistema; 
y  el  acudir  á  ciegas  al  Código  de  Napoleón  y  sus  ex- 
positores para  interpretar  el  Código  chileno,  es  el 
origen  de  no  pocos  desaciertos. 

Para  comprender  cuan  diferente  es  el  sistema  de 
cada  unp  de  los  dos  Códigos,  hasta  fijarse  en  la  nota- 
bilísima (;omo  decisiva  circunstancia  de  (jue  el  Có- 
digo de  Napoleón  no  acepta  la  tradición  entre  los 
modos  de  adquirir  el  dominio;  mas  J).  Andrés  Be- 
llo, siguiendo  las  leyes  romanas  y  las  españolas,  de- 
clara, y  con  razón  á  nuestr{>  ver,  que  del  contrato  no 
nacen  sino  accicmes  personales,  y  que  la  tradición  es 
la  que  confiere  el  dominio. 

Al  enumerar  los  elementos  que  concurrieron  á  la 
formación  del  Código  chileno,  hemos  manifestado  lo 
principal  del  plan  de  nuestros  Eíftndios;  pues  nos 
proponemos  comprender  en  ellos  todo  cuant>o  tuvo  a 
la  vista  el  autor  del  Proyecto. 

Y  no  pueden  ser  luás  necesarios  tales  elementos. 

Las  leyes  romanas  son  y  serán  siempre  la  razón 
escrita.  Los  profundos  (estudios  que  desde  el  siglo 
XII  se  han  hecho  acerca  de  ellas,  los  de  Niebuhr  y 
Savigny,  (pie  dieron  tanta  impoi'tan(*Ja  a  la  reséñe- 
la hiíttárica^  los  de  .Ihering  y  Maynz,  demuestran 
que  la  jurisprudencia  actual  se  funda  en  las  leyes 
romanas,  y  que  sin  el  perfecto  conocimiento  de  los 
Códigos  de  Justiniano  es  de  todo  punto  imposible  la 
recta  interpretación  del  Derecho  moderno. 

Las  leyes  españolas  arraigaron  en  nuestras  cos- 
tumbres, y  no  era  posible  prescindir  de   ellas  al  for- 


mar  un  Código  eu  realidad  .8iuVameríoano«  1).  An- 
drés Bdlo,  lo  repetimos^  (^opió  umcliaH  disposiciones 
de  las  Partidas  y  de  la  l^ovitúina  Recopila<;ión,  v 
debeuioís  conocerlas. 

Casi  todas  las  naciones  civilizadas  liau  (;onsuItado« 
cual  mas,  cual  monos,  el  Código  de  Xapoleótt  al 
redactar  los  códigos  cjue  liov  las  rigen.  El  Primer 
Cónsul  ejerce,  pues,  la  domina(*íóu  universal  que  el 
Fimperador  no  pudo  alcanzar  por  inedio  de  las  ar- 
mas. 

Tanll)¡én  hemos  comprendido  en  las  voneOrdannaü 
el  (Wligo  argentino,  compuesto  por  el  cék^bre  juris- 
consulto J).  Damacio  Vélez-Sarsrteld:  el  cual  supo 
aprovechar  de  muchas  disposiciones  del  í'ódigo  chi- 
leno, y  principalmente  del  proyecto  que,  para  el 
Brasil,  trabajó  el  no  ihenos  célebre  jurisconsulto 
1).  A.  J.  Freitas. 

El  Código  argentino,  c(m  las  abundantes  anotacio- 
nes de  su  autor,  es  obra  cuya  utilidad  nadie  puede 
descono<»er;  y  muy  conveniente,  por  lo  mismo,  que 
el  lector  se  instruya  de  los  artículos  análogos  ó  idén- 
ticos á  los  del  Código  (*hileno. 

Muv  conveniente  asimismo  conocer  las  modifica- 
cienes  (|ue  el  (Vuligo  chileno  ha  experimentado  en 
Colombia,  y  compararlo  con  el  de  la  Repiibli(;a  del 
Perú. 

Entre  los  códigos  publicados  en  las  naciones  don- 
de se  habla  cast(»llano,  merecen  preferente  atcn(*.ión 
el  de  España  y  el  de  Méxic  o;  y  creemos  prestar  un 
servicio  {\  los  íjue  estudian  el  Código  chileno,  exten- 
diendo las  concordancias  á  <*stos  dos  códigos. 

Nuestros  Estudios,  como  se  ve.  son  abundantísi- 
mos en  roncordancias;  y  aunque  la  (*opia  textual  de 
las  respectivas  disposiciones  exige  algunos  tomos,  he- 
mos resuelto  superar  la  diticult^id.     No  se  necesitan 
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grande»  esfuerzos  para  demostrar  cuan  útil  es  leer 
en  el  acto  la  ley  misma,  que  es  unas  veces  la  Iiis- 
toria  fidedigna  del  artículo  de  cuya  interpretación  se 
trata,  y  otras  sirve  por  lo  menos  de  guia  para  com- 
prenderlo bien. 

Con  el  mayor  aplauso  ha  recibido  ol  Foro  de  todas 
las  naciones  la  importante  obra  do  Saint-Joseph;  el 
cual  copiando  los  respectivos  títulos  de  muchos  códi- 
gos europeos  y  americanos,  los  compara  con  el  Códi- 
go de  Napoleón. 

Como  juzgamos  absolutamente  necesario  conocer 
á  ciencia  cierta  las  leyes  romanas  y  el  Código  de  íía- 
poleón,  hemos  incluido  el  texto  original  y  las  repec- 
tivas  traducciones. 

Nos  hemos  servido,  en  cuanto  á  las  Pandectas,  de 
la  muv  buena  de  Fonseca,  v  no  la  alteramos  sino 
(mando,  á  nuestro  ver,  hay  infidelidad  (lo  cual  es  muy 
raro),  ó  cuando  lo  exige  el  lenguaje  moderno. 

Xo  nos  ha  satisfecho  ninguna  traducción  de  las 
Instituciones  de  Justiniauo,  y  hemos  procedido  á 
ese  trabajo;  sin  pretender,  empero,  que  la  nnestra 
sea  mejor  que  las  demás. 

¡Si  se  ha  de  hablar  siempre  lisa  y  llanamente  la 
verdad,  todas  las  traducciones  del  Código  de  Napo- 
león que  han  llegado  á  nuestras  manos,  son  detesta- 
bles. Publicamos  la  nuestra,  en  que  hemos  procu- 
rado la  mavor  exactitud. 

* 

Denominamos  RcfermcinH  el  determinar  la  mu- 
tua  relación  entre  todos  los  artículos  del  Código  civil. 
Nuestra  larguísima  práctica  nos  i^usena  cuan  conve- 
niente es  conocer  á  primera  vista  todas  las  disposi- 
ciones sobre  cada  materia. 

Para  <jue  las  referencias  fuesen  en  extremo  útiles, 
era  ncí^esario  determinar  no  sólo  la  mutua  relación 
entre  los  artículos,  sino   también   la  parte   de    cada 
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uno  conexionada  cou  l08  demás.  Por  ejemplo,  eo 
las  referencias  del  art.  15  vemos  (jue  el  art.  1437 
enumera  las  fuentes  de  las  obligaciones;  que  Ioh 
arts.  59  y  62  tratan  del  domicilio,  y  que  el  304  con- 
cierne al  estado  civil. 

Cuando  todo  el  artículo  se  refiere  á  otro  n  otros, 
empleamos  las  palabras:  £!t  artíndo. 

Si  el  estudio  de  la  legislación  comparada  es  abso- 
lutamente necesario  para  interpretar  la  ley,  no  lo  es 
menos  el  del  Derecho  científico. 

De  ahí  que  sin  omitir  ningiin  esfuerzo  lo  com- 
prendemos en  nuestros  HJHudio^H^  dividiéndolo  eu 
dos  partes: 

1*.  En  cada  artículo  ó  cnida  materia  (cuando  el 
artículo  abraza  dos  ó  más)  determinamos  los  escrito- 
res á  quienes  puede  consultarse.  Con  el  mayor  es- 
mero hemos  verificado  la  exactitud  de  las  citas,  para 
que  el  lector  pueda  acudir  con  toda  seguridad  á  los 
autores;  y 

2*.  Oopia  textual  de  sus  doctrinas,  cuando  ellas 
contribuyen  á  esclarecer  las  materias. 

La  copia  de  las  doctrinas  tiene  asimismo  el  incon- 
veniente de  exigir,  para  ser  completa,  algunos  volú- 
menes. Pero  tal  obstáculo  nada  significa,  compara 
do  con  la  utilidad  que  de  ellas  reporta  el  jurisc(msul- 
to  ó  el  juez  que  quiere  ilustrarse  para  sus  defensas  6 
decisiones. 

Además,  en  Sud-América  son  todavía  muy  esca- 
sas las  obras  que  diariamente  deben  consultarse. 
Largos  anos  hemos  pasado  nosotros  antes  de  obtener 
la  inmejorable  traducción  francesa  de  la  (/randc  ohra 
de  Savigny  sobre  el  J>erecho  Romano,  las  buenas  edi- 
ciones latinas  de  Grocio  y  de  Bvnkershoek,  las  obras 
de  Kent,  Blackstone,  Fhillimore 
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Práctica  universal  os  hoy  día  entre  los  expositores 
del  Derecho  la  de  citar  las  obras,  en  cnanto  sea  po- 
sible, en  el  mismo  idioma  en  que  se  escribieron; 
ya  porque  se  halla  muy  difundido  entre  los  juriscon- 
sultos el  estudio  del  latín  y  de  las  lenguas  modernas, 
ya  porque  la  traducción,  por  buena  que  sea,  no  pue- 
de  inspirar  la  misma  fe  que  el  original. 

Nuestros  Eétudioa  no  fueran  en  realidad  com- 
pletos, a  no  comprender  el  Derecho  internacio- 
nal público  y  privado,  en  cuanto  se  relacionen  con 
el  Derecho  civil.  Así,  al  comentar  el  art.  14  del 
Código  chileno,  hemos  tratado  de  las  excepciones, 
que  según  la  práctica  de  los  Estados  y  las  doctrinas 
de  los  publicistas,  tiene  la  regla  de  que  la  ley  obliga 
á  todos  los  habitantes  de  la  Bepública  con  inclusión 
de  los  extranjeros. 

Oierto  que  en  ello  hay  innovación;  pero  ésta,  por 
serlo,  no  merece  censura.  La  innovación  debe  exa- 
minai^e,  sin  ideas  precioncebidas,  á  la  luz  de  lo<^  prin- 
cipios de  la  ciencia,  y  ser  aceptada  si  fuere  necesaria 
ó  provechosa. 

Si  las  innovaciones  hubiesen  sido  vedadas  siempre, 
no  se  habrían  escrito  las  obras  do  Hugo  Grocio  y  de 
Adam  Smith;  las  cuales  transformaron  el  mundo 
moderno. 

Por  otra  parte,  la  innovación  está  ya  comenzada. 
Compárense  Iuh  obras  de  TouUier  y  Delvincourt, 
que  se  limitaron  al  mero  Derecho  Civil,  con  las  de 
Aubry  y  Rau  (anotadores  do  Zachariae)  y  con  los 
de  Baudry-Lacantínerie;  y  se  Verá  cuánta  extensión 
tienen  en  las  dos  últimas  los  estudios  del  Derecho 
civil. 

Por  lo  mismo  que  los  nuestros  son  tan  vastos, 
desconfiamos  do  haberles  dado  cima;  y  no  los  publi- 
camos sino  para  manifestar    que  otros  jurisconsultos 
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deben    emprender  en  obras  fuudauíentales  sobre  el 
Derecho  civil  de  Sud-América. 

Tal  Derecho  es  propio  nuestro,  y  hasta  ahora  no 
se  ha  escrito,  que  sepamos,  nna  obra  de  largo  alieu' 
to  (-);  en  la  cual  se  examine  especialmente  todo 
cuanto  nos  sea  peculiar,  aplicándose  las  doctrinas  de 
los  jurisí^onsultos  antiguos  y  modernos. 

En  resolución,  nos  hemos  propuesto  escribir,  no  un 
libro  original,  sino  útil  á  los  que  estudien  el  De- 
recho civil  chileno,  esto  es,  el  Derecho  civil  and- 
americano. 

En  un  siglo  que  ha  visto  las  obras  de  Savigny, 
Merlin,  Jhering,  componer  una  original  hubiera 
sido,  lo  confesamos,  empresa  muy  superior  á  nues- 
tras fuerzan). 

Merced  á  la  más  asidua  labor,  al  estudio  de  los 
gi'andes  maestros,  á  la  comparación  entre  las  legisla- 
ciones, el  jurisconsulto  puede  acopiar  muchos  mate- 
riales, y  construir  con  ellos  un  majestuoso  edificio, 
donde  se  hermanen  la  solidez  con  la  simetría,  la  co- 
modidad con  la  elegancia.  3  Mganlo  las  obras  de  Lau- 
rent,  Demolombe,  (^olmet  do  Santerre,  Massó,  Phil- 
limore,  Calvo,  Weiss,  Pradier-Foderé;  dígalo  princi- 
palmente la  Jurisprudeniíia  General  de  Dalloz,  sin 
cuyo  auxilio  es  mny  difícil  cualquier  trabajo  sobre 
el  derecho  científico. 

Pero  las  creaciones  en  jurisprudencia  son  hoy  tan 
difíciles  y  tan  raras  como  las  portentosas  del  inmor- 
tal Rafael. 


Cumplimos  con    el    sagrado  deber  de  manifestar- 
nos reconocidos  al  Congreso  de  1898,  que   se   dig- 


(-)  PerdónesenoB  el  galicismo,  por  sev  muy  expresivo. 
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QÓ  decretar  la  edición  de  nuestra  obra  á  costa  del 
erario;  a  los  Sres.  ti-eneral  I).  Elov  Alfaro  y  Dr.  D. 
José  Peralta,  sin  cuya  eficacísima  cooperación  este 
volumen  no  «e  hubiera  publicado;  y  ai  Director  de 
la  Escuela  de  Artes  y  Oficios,  Sr.  I).  Juan  Murillo, 
que  no  ha  omitido  ningún  medio  conducente  á  la 
brevedad  y  esmero  en  la  edición. 


Quito,  Agosto  10  de  1899. 


Luis  F.  Borja. 


OBRAS  CITADAS  EN  ESTE  PRIMER  TOMO. 


AccARiAS. — Précls  (le  Droit  Komaiii. 
Akntz. — Ooiirs  (le  Dvoit  Tivil  Fraii(;ais. 
AssEii. — íjiéinonts  de  Droi  International  Prive. 
Baudry-Lacantinerib. — Traite  Théoriíjue  et  Pratiqne 

(le  Droit  Civil. 
BÉDARKIDE. — Traite  du  Dol  ct  de  la  Fraude. 
Bello. — Derecho  Internacional. 
BerriatSaint-Prtx. — Jiotes  Éléiuentaires  sur   le  Oode 

Civil. 
Bluntsohli. — Le  Droit  International  ( 'odifiá  (traduit  de 

l'alleniand  par  M.  C.  Lardy). 
BoiTAun. — Le^oiis  de   Prociídure   Civile   (continuéí^s    et 

completées  par  Colniet-Daage). 
BoNNiER. — Traite  théoriíiuo  et  pratiíiue  desPreuves. 
BouLLBNOis. — Traite  de  la  personnalité  et  de  la  rc^alitó 

des  Loix. 
Bynkershobok. — De  Foro  Legatorum. 
Calvo. —  Le  Droit   International   th(3ori(|ue  et  pratiípie 

(edici()u  de  189G). 
Cogordan. — La  Nationalit^  au  point  de  vue  desrai)ports 

internationaux. 
Colmet  de  Santerre. — Cours  analytiíiue  de  Code  Civil. 
('ONSTANT. — De  l'(5xécution  d(^s  Jngenients  ÍStrangers. 
Chabot  de  l'xVllier. — Questions  transitoires  sm*  le  Code 

Civil. 
C'HiRONi. — La  culpa  en  el  Derecho  (^ivil  moderno  (tradu(;- 

ción  de  A.  Posada). 
D'xVguesseau. — fEvres  (edición  de  Pard(\^sus). 
Dalloz. — Jurisprudence  Genérale. 
Dalloz-Vergé. — (!o(le  Civil  annotcí  et  expli(pié  d'aprtís 

la  jurisprudeníie  et  la  doctrine. 
DELViX0(>f::T. — Cours  de  ('ode  Civil. 
Demante. — ('ours  analyti(iue  de  (Jode  Civi!. 
Demolombe. — Cours  de  Code  Napoliíon. 
DoMAT. — Les  Loix  Civiles. 
Donello.— De  lure  Civili  Coniment. 
Du  Cauruoy. — Institutes  de  Justinien. 
DuRANTON. — Cours  de  Droit  Fran(;a¡s. 
DuvERíHER. — De  la  Vente. 

Escriche. — Diccionario  razonado  de  LegishuMÓn  y  Juris- 
prudencia. 
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no  decretar  la  edición  de  nuestra  obra  á  costa  del 
erario;  á  los  Sres.  ti-eneral  I).  Elov  Alfaro  y  Dr.  D. 
José  Peralta,  sin  cuya  eficacísima  cooperación  este 
volumen  no  se  hubiera  publicado;  y  al  Director  de 
la  Escuela  de  Artes  y  Oficios,  Sr.  I).  Juan  Murillo, 
que  no  ha  omitido  ningún  medio  conducente  á  la 
brevedad  y  esmero  en  la  edición. 


Quito,  Agosto  10  de  1899. 


Luis  F.  Borja. 


Ortolak  (J). — Histoire  de  la  Léginiation  Bomain. 
„         „      General isat ion  dn  Droit  Eomain. 
„  „       Explication  hlstorique  des  Tnstituts  de  1' 

Enipereur  Justinien. 
Oktolan  (T). — liéíáfleíH  InteruatioiiHles  et  Diploiiiatie  de 

la  nier. 
Pachkco. — Ooinenterio  á  las  Leyes  de  Toro. 
Paiídkssüs. — Oours  de  Droit  Connnereial. 

„  Traitá  de  Servitudes.  (S) 

Phílltmore. — ( ;onimeutaries  iipou  International  Law. 
PiLLET. — De  I'  Ordre  publicen  Droit  International  Privé. 
PoTHiEK, — OEvres  (edición  de  Bn<»net). 
Pradieh-FodekÍ}. — Traite  de  Droit  International  Pnblie 

Européen  &  Américain. 
RoDEMBüRGO. — De  Jure  qnod  oritur  ex   Statutoruní  vel 

Oonsnetndinnm  diversitate. 
Saviuny. — Histoire  du  Droit  Bomain  an  Moyen  Age  (H). 

(tradneeión  de  (íuenoux). 
„  Traite  de  Droit  Bomain. 

„  Traite  des  obligations  (O),  (traducción  de  Gó- 

rardin-Gozon). 
Stbptten. — New  Comuientaries  on  tbe  Laws  of  England 

(l)artly  t'ouuded  on  Blackstone). 
Stouy. — ('oinmentaries  on  tbe  Coníliet  of  Laws. 
TouLLiER.—Le  Droit  Oivil  Pranc^íais. 
Troplong. — Traite  du  Louage. 
„  De  la  Prescription. 

„  De  la  Vente. 

Vattel. — Le  Droit  de  Gens. 

Weiss. — Traite  tbéorique  et  prati(|ue  <le  Droit  Interna- 
tional Privé. 
Westlakb. — A  Treatiseof  Prívate  International  Law. 
Whratoií. — Eleinents  of  International  Law  (edición  de 

Lawrenee). 
„  Histoire  (les  Progres  de  Droit  de  Gens. 

WiOQüEFORT. — L'  Ambassacleur  et  ses  fonetions. 
Zachariae. — (Conrs  de  Droit  Civil  Fran<;,ais  d' a]  írosle 

nióthoíie  de ,  par  Aubry  et  Kan). 

„  Le  Droit  Civil  Franjáis,  Iradnit  <le  1'  allemand 

suivant  l'ordre  du  Code  Napoleón,  par^Fassé 
et  Yerfre. 


I*.  Las  abreviaturas  para  las  comordancias  son  las  si- 
guií^ntes: 

P.  (le  ]i. — Proyecto  de  Bello. 

C  E. — Código  ecuatoriano. 

C.  de  N. — Código  de  Napoleón. 

C.  Arg. — Código  argentino. 

P.  de  G. — Proyecto  de  Goyena. 

C.  C. — Código  colombiano. 

O.  P. — (Jódigo  peruano. 

C.  M. — Código  uiexicfino.  (1) 

C.  de  la  L. — ^C'ódigo  de  la  Luisiana.  (2) 

C.  esp. — Código  español. 

C.  A. — Código  austríaco    (.H). 

N.  R. — Novísima  Recopilación.  (4) 

P.— Partidas.  (5) 

I. — Instituciones  de  Justinian<K 

D.— üigesto.  (6) 

2*.  Hemos  creído  necesario  formar  lista  de  las  obras  ci- 
tadas; pues,  evitándose  repeticiones,  basta  citar  el  autor, 
el  tomo  y  el  respectivo  parágrafo  ó  página. 

Si  un  mismo  autor  ha  escrito  dos  ó  más  obras,  basta  la 
letra  inicial  de  la  citada. 

Cuando  citamos  á  Savigny,  sin  determinar  la  obra,  nos 
referimos  al  Derecho  Romano. 

3\  Debemos  explicar  la.s  citas  de  la  obra  de  Locré,  sin 
la  cual  no  puede  comprenderse  bien  el  Código  de  Napo- 
león. El  número  romano  significa  el  tomo,  el  primer  nú- 
mero arábigo,  la  página,  y  el  segundo,  los  parágrafos  que 
en  t^^ta  llevan  numeración.  Cuando  se  citan  dos  ó  más  pá- 
ginas, se  emplea  un  guión  para  separarlas,  evitándose  que 
se  confundan  ellas  con  los  parágrafos. 

A  citarse  la  página  y  un  artículo,  este  último  indica  las 
alteraciones  que  en  cada  discusión  iba  experimentando  el 
respectivo  proyecto. 


(1)  Hemos  tenido  ú  la  vista  %l  íM  Distrito  Federal  y  de  la  Ba^ja  California 
(edieióu  de  1891). 

(2)  Nos  referimos  al  Código  de  la  Lnisiana  inserto  en  la  obra  de  Saint-Jo- 
seph,  Z  ^  ^^  mny  buena  tradncción  al  inglés  publicada  en  Nueva  Orleans. 

(3)  En  cuanto  al  Código  austriaco,  también  hemos  tenido  íí  la  vista  la 
traducción  de  Saint- Joseph. 

(4)  Hemos  copiado  la  edición  déla  Novísima  Ue<;opilación  y  de  las  Parti- 
das insertas  en  Los  Códigos  Españoles.  (Madrid.  18^i7). 

(5)  En  las  citas  de  las  Partidas,  el  primer  número  romano  »ií<nifica  la  Par- 
tida, el  segundo,  el  titnlo,  y  el  número  arábigo,  la  ley. 

(6)  En  los  citas  de  la  Novísima  Recopilación,  las  Instituciones  y  el  Diges- 
to, el  primer  número  romano  signiíica  el  libro,  el  segundo,  el  título,  y  el  nú- 
mero ariihigo,  la  ley. 
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TÍTULO   PRELIMINAR. 

I>e   la.   X^ei. 

Art.  I"".  La  lei  es  una  declaración  de  la  volun- 
tad soberana  que,  manifestada  en  la  forma  pres- 
crita por  la  Constitución,  manda,  prohibe  ó  per- 
mite.   (-)• 

REFERENCIAS. 

£1  artículo.    6,  7. 

CONCORDANCIAS. 

P.  de  B.  I''.  La  lei  es  una  declaración  de  la  voluntad 
soberana,  que  manda,  prohibe  ó  permite. 

O.  B.  r. 

G.  C.  4. 

O.  de  la  L.  I"*.  La  ley  es  una  declaración  solemne  de 
la  voluntad  legislativa. 

2^  La  ley  ordena,  permite,  prohibe,  determina  recom- 
pensas y  penas.    Dispone,  no  para  casos  raros  ó  singula- 


(-;  Savigiiy.  I.  $  4-U.  13.  15.  16.  23.  24.  27.  52.  63.  App.  I.— VIH.  $ 
3U-349.  356.  369-361.  398.— (O).  I.  $  14 —(H).  I.  §  1-3.— Locré.  I.— 35445.— 
255.  8- 10.— 265.  19.— 286.  21.— 269.  26.-461. 10.  —  Merlin.  Loi.  $  II.  u.  I.  II.— 
Dalloz.  LoÍ8.  527.  — Toullier.  I.  17.  19.  82 - 85.  100.  —  Laiireut.  I.  2-5 
50-52.  — Zaohariae  (M.  V.).  I.  $  1-3.  34.  —  Zachariae  (A.  R.).  I  M-3.— 
Dclviiicourt.  I,  p.  1-11.  183  (4).  —  Deiiiolombe.  I.  2-20.  —  Baudry-Lacan- 
tinerie  1. 10.  11.  —  Mass<S.  I.  32  -  42.  57.  58.  —  Ortolan  (I).  8  -  31.  —  (G).  8  - 14. 
17-  20.  —  (H).  27.  G6. 106.  178.  316. 440.  —  Maynz.  I.  30  -  34.  113  -  Ul.  173  - 198. 
—  Gibbon.  m.  XLIV.  p.  175  - 184.  —  Phillimore.  I.  XXXII.  — Moiiteaquieu, 
J,  I.  III.  —  Lermiiiier.  (I),  p.  1-8.   18-30.  — (Pli.).  1. 1.  II.  ohap.  U. 
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AKTicno  1*. 


re8, 8ÍDo  eu  general  para  lo  que  pasa  en  el  curso  ordinario 
i\e  las  cosas. 

P.  I.  I.  4.  Ley  tanto  quiere  decir  como  leyenda  en  que 
yace  enseñamiento,  é  castigo  escripto  que  liga  é  apremia 
la  vida  del  borne,  que  no  faga  mal,  é  muestra  é  enseña  el 
bien  que  el  borne  debe  facer,  e  usar. 


D.  I.  III.  1.  Lex  est  com- 
mune  praeceptum,  vironim 
prudentum  '  consultum,  de- 
líctonim,quaespoute  vel  ig- 
noran tia  con  trabun  tur,  coer- 
citio,  communis  reipublicae 
sponsio. 

7  Legis  virtus  baec  est : 
imperare,  vetare,  permitté- 
le,  puniré. 


I.  La  ley  es  precepto  co- 
mún, decreto  de  varones 
prudentes,  freno  y  castig^o 
de  los  delitos  que  se  come- 
ten por  voluntad  ó  igno- 
rancia, y  obligación  común 
de  la  República. 

7  La  naturaleza  ó  esencia 
de  la  ley  es  esta :  mandar, 
vedar,  permitir  y  castigar. 


CaMENTARlO 

1.  ÍJnt re  las  muchas  detiniciones  de  la  ley,  merecen 
mencionarse  las  de  Montesquieu,  Portalis  y  Savigny. 

"Las  leyes  en  la  significación  más  extensa",  dice  el  pri- 
mero, "son  las  relaciones  necesarias  que  se  derivan  de  la 
naturaleza  de  las  cosas;  y  en  este  sentido  todos  los  seres 
tienen  sus  leyes;  las  tienen  la  divinidad,  el  mundo  mate- 
rial,  las  inteligencias  superiores  al  hombre,  los  animales 
y  el  hombre.  Hay,  pues,  una  razón  primitiv^a;  y  las  leyes 
son  las  relaciones  ei^tablocidas  entre  esa  razón  y  los  otros 
seres,  y  las  relaciones  de  estos  seres  entre  sí". 

Aunque  no  poco  metafísica,  como  todo  lo  que  escribió 
Montesquieu  en  su  admirable  JEsjyíritn  de  las  leyes,  la  de- 
finición es  profunda  y  muy  exacta.  Las  leyes  declaran 
efectivamente  las  relaciones  de  los  hombres  entre  sí. 

Según  Portalis,  la  ley  es  una  declaración  solemne  de  la 
voluntad  del  soberano  sobre  un  objeto  de  interés  común. 

Esta  definición  es,  á  no  dudarlo,  la  aceptada  en  el  Có- 
digo de  la  Luisiana  (véanse  las  co)icorda)icias)jy  modifi- 
cada en  el  Proyecto  de  D.  Andrés  Bello. 


.toE  LA  iBt  $ 

"tel  derecho  positivo"  [leo  en  Savigny]  "expresado  por 
el  idioma  en  oaracteres  exteriores,  y  revestido  de  autori- 
dad absoluta,  se  llama  ley". 

La  definición  de  este  eminentísimo  escritor  nos  parece 
acabada  y  perfecta;  pues,  en  realidad,  de  verdad  encierra 
todoa  los  carcteres  de  la  ley,  á  saber,  derecho  posit^o^  ó 
retóla  que  fija  el  legislador;  revestida  ^  autoridad  absoluUí^ 
ú  obligatoria  á  todos  los  ciudadanoSi 

2-  La  definición  que  da  el  artículo  1°.  del  Código  civií 
no  es  muy  propia,  por  cuanto  no  toda  declaración  de  la 
voluntad  soberana  es  propiamente  ley. 

La  declaración  de  la  voluntad  soberana  sobre  un  objeto 
de  interés  común  es  lo  que  se  denomina  ley.  (1). 

Los  de(yretos  que  atañen  á  los  intereses  de  los  particulares, 
y  las  resplwÁones  en  que  el  poder  soberano  declara  cier- 
tos derechos,  no  son  ley^.    . 

El  Oódigo  fundamental  chileno  no  establece  la  distin- 
ción entre  leyes,  decretos  y  resolticlon#*s;  pero  ésta  se  dedu- 
ce de  la  naturaleza  misma  de  las  cosas. 


(1)    lura  nou  in  slugülas  personas,  fled  generaliter  constitiinntnr.    (D. 

I.  III.  8). 

'^Nons  avons  dit  que  la  loi  est  V  expression  déla  volont<^  Honyeraiue;  xé>- 
flitlte't^il  de  cette  dófiuitiou,  que  tout  acto  qiil  exprime  la  voloiité  sonve- 
raine,  doit  í^tre  considí^ré  comme  une  Loit 

''Cela  doit  ^tre,  on  la  déñuítioii  que  nons  avons  doniK^e  de  la  Loi  ent 
fansse:  oar,  definir  na  objet,  c'  est  le  caractériser  de  maniere. qu^  ou  ne 
puisse  adapter  á  aucuTi  autre  la  descriptioii  que  V  on  en  fait;  et  ponr  cela 
11  ñint  qne^dans  la  phrase  qui  contient  la  d<^finition,  lesnjot  pnisoe  de- 
venir Wígime,  et  le  rógim^  se  convert  ir  en  snjet,  Hnns  que  Jestiis  en  ísouffie 
ni  que  la  veri  té  ensoit  alter<$e. 

"Cependant,  direz-vons  que,  lorsqne  le  peiiple  d'  Ath^nes  eoudanmait  So- 
orate  ^  mort,  o'  était  une  Loi  qn'  il  faisait?  Direz-vous  que,  lorsqne  le 
penple  romain  bannissait  Coriolan  de  ses  mur»,  sa  volonté  )ionvait  ^tre  con. 
sidéreo  comme  une  Loit 

''Non,  sans  doute:  oar  pour  qu'  un  acto  forme  une  Loi,  il  ne  faiit  pas  seule. 
meut  que  la  yolonté  dont  il  emane  soit  colle  dn  plus  grand  nombre;  il  fout 
encoré  que  la  matiéro  sur  laquellc  statue  le  voeu  d'  nne  nation,  soit  com- 
muñe  á  tons,  et  si  quelquefois  une  nation  exergait  sa  puissanco,  ou  mani- 
festait  sa  volonté  sur  des  objeta  particuliers,  ce  ne  spraitpas  conime  son- 
▼eraiu,  mais  oomme  gouvcrnemont:  elle  n'  agirait  pas  alors  en  législaieur, 
mais  en  raagistrat,  et  au  lieu  do  faire  une  Loi,  elle  ne  donnerait  qu'  un  or- 
dre,  on  ne  prononcerait  qn'  un  jugemenf .  (Merlin,  Loi,  $11.  n.  I.) 


4  ARTÍCULO  1*. 

La  Constitución  ecuatoriana  sí  distingue  los  actos  legis- 
lativos en  leyes,  decretos  y  resoluciones;  y  la  deflnicicm 
comprendida  en  el  artículo  que  comentamos  se  refiere,  á 
no  dudarlo,  sólo  á  las  primeras. 

3.  El  propio  artículo  acepta  la  división  de  las  leyes  en 
imperativas^  prohibitiva^s  y  permisivas.  Pero  ya  observó 
Savigny  que  esta  división  no  es  científica:  "La  distinción 
éntrelas  leyes  imperativas  y  \q>b  \eyes  i>rohibitivas^\  dice, 
"no  proviene  sino  de  la  forma  afirmativa  ó  negativa  em- 
pleada por  el  legislador,  circunstancia  que,  del  todo  indi- 
ferente, no  puede  originar  una  clasificación.  Tampoco 
es  exacto  que  la  ley  permita:  suple  la  voluntad  incomple- 
ta; el  permiso  supone  prohibición  anterior,  que  la  ley 
deroga  ó  restringe". 

La  más  importante  de  las  divisiones  de  la  ley  es  la  for- 
mulada por  el  mismo  escritor:  leyes  ahsoluta>s^  y  leyes  su- 
pUtoHas.  El  caráctersiempre  obligatorio  de  las  primeras  se 
funda  en  el  sistema  de  la  legislación  ó  en  la  moral.  Las  se* 
gundas,  al  contrario,  dejan  expedita  la  voluntad  del  in- 
dividuo, y  sólo  cuando  ésta  no  se  ha  explicando,  se  presenta 
la  regla  para  determinar  el  hecho  jurídico.  (2)  "Estas 
reglas",  añade,  "destinadas  á  suplir  la  expresión  incom- 
pleta de  la  voluntad  individual  se  llaman  derecho-  suple- 
torio'*\  Tal  distinción  fue  expresamente  reconocida  por 
los  Jurisconsultos  romanos.  Para  designar  la  primera  es- 
pecie de  reglas  empleaban  ordinariamente  estas  expre- 
siones: Ihs  puhlicum^  itis^  inris  forma.  En  cuanto  á  las 
reglas  de  la  segunda  especie,  cuya  naturaleza  se  determi- 
na por  su  contraste  con  hvs  de  la  primera,  no  los  designan 
en  términos  tan  precisos. 


(2)  La  palabra  alomana  rechtnrerhiiUmnne,  pinploaila  por  Savipriiy,  es 
olaní  y  precisa,  y  no  tiene  erniivalente  en  franc^^s,  e.spai1ol  ni  italiano. 
Jnzji^ainOH,  con  Lanrent,  que  la  tnMlncción  nnw  aproximadn  ea  hecho  Jurí- 
dico. 
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El  Oódiga  Oivil  acepta  tan  importante  como  necesaria 
distinción;  pues  encierra  dos  clases  de  leyes:  1^  Leyes  que 
formando  el  derecho  pfíblico  chileno,  no  pueden  alterarse 
por  la  voluntad  individual;  y  2*  Leyes  que  pueden  modi- 
ficarse ó  renunciarse,  y  que  se  limitan  á  suplir  las 
omisiones.  Gomo  aplicación  de  la  primera  categoría  te- 
nemos el  articulo  1464,  según  el  cual  hay  un  objeto  üí-^ 
cüo  en  todo  lo  que  contraviene  al  derecho  público  chile- 
no; de  manera  que  los  particulares  no  pueden  estipular 
nada  que  modifique  ó  derogue  las  leyes  absohitas. 

4.  Leyes  inconstitucionales.  Oontroviért-ese  á  menudo  si 
los  actos  legislativos  que  pugnan  con  la  constitución  tie- 
nen fuerza  de  ley;  (3)  esto  es,  si  los  jueces  deben  aplicar- 
los á  las  causas  en  que  conocen. 

Distínguense  en  la  ley  su  fo'rmacián  y  su  conte/Ñido. 
Aquélla  se  refiere  &  los  trámites  ó  solemnidades;  y  éste, 
al  precepto  mismo,  que  todos  cuantos  habitan  el  territorio 
chileno  tienen  de  obedecer. 

Si  al  formarse  la  ley  se  ha  faltado  á  los  trámites  cons- 
titucionales, salta  á  la  vista  que  aun  cuando  tal  ó  eual  ae- 


(3)  "The  pTÍnciple  in  the  Ení<li8h  governnient,  thíit  the  Parliament  is 
omnipotent,  does  not  provail  ín  the  United  States;  thongh,  if  there  be  no 
eonstitational  objeotion  to  a  statnte,  it  la  with  iis  as  al>aolnte  aml  nncou- 
trollablo  a8  laws  flowíng  froni  the  sovereion^i  power,  undor  any  other 
form  of  govemment.  But  iii  this,  and  all  olher  count-ries  where  there 
Í8  a  written  c^ustitntiou,  desigiiating  the  powers  and  diities  of  the  le- 
gislative,  as  woll  as  of  the  other  departments  of  the  govemment,  an 
act  of  the  legislatiire  niay  be  void  as  beiag  against  the  oonstitntion. 
The  law  with  na  must  conform,  in  the  first  place,  to  the  Constitn- 
tloii  of  the  United  States,  and  tben  to  the  sahordinate  coustitution  of 
its  particular  átate,  aud  if  it  inüringes  tlie  provÍBious  of  either,  it  is 
so  far  void.  The  courts  of  jiistice  have  a  right,  and  are  in  duty  boand, 
to  bríug  every  law  to  the  test  of  the  ConstitntioD,  and  to  regard  the 
Constitntiou,  fírst  oí  the  United  States,  aud  then  of  thoir  own  states, 
as  the  paramount  or  snpreme  law,  to  which  every  inferior  or  derivative 
power  and  regnlation  ranst  conform.  The  Conatitution  is  the  act  of  the 
people,  speaking  in  their  original  character,  and  dcfíning  the  permanent 
conditions  of  the  social  alliance;  and  there  can  be  no  donbt  on  the  point 
with  US  that  every  aet  of  the  legislativo  power,  contrary  to  the  Ime 
intent  and  meaning  of  the  Oonstitutimí,  is  ahsolntely  nnll  and  void.'' 
(Kent.  I.  XX.  1.). 
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to  se  disfrace  de  ley,  no  lo  és  en  realidad  de  verdad.  Su- 
póngase que  reunidas  las  cámaras  sin  el  respectivo  quo- 
ruíiiy  dictan  un  acuerdo,  lo  denominan  ley,  y  el  poder 
ejecutivo  procede  á  promulgarlo.  Evidentísimo  que  ese 
pretenso  acto  legislativo  no  surtiría  ningún  efecto,  y  que 
de  ley  sólo  tuviera  el  nombre.  A  decirse  que  expedido 
por  el  Oongreso  el  acto  legislativo  y  promulgado  por  el 
Presidente  de  la  Bepública,  el  poder  judicial  debe  aplicar- 
lo como  ley,  deduciríamos  que  también  fuera  ley  el  acto 
legislativo  de  una  sola  de  las  cámaras,  ó  el  que  después 
de  una  sola  discusión  se  promulgase. 

Y  siendo  claro,  indubitable  que  si  faltan  al  acto  legisla- 
tivo los  requisitos  concernientes  á  la  forma,  no  puede  surtir 
él  efecto  alguno  en  ningún  caso;  ello  es  más  evidente  to- 
davía, si  atendemos  á  la  esencia  misma  de  la  regla  que  el 
poder  legislativo  se  propone  dar  contraviniendo  á  la  Cons- 
titución. 

Sean  cuales  fueren  los  principios  que  se  acepten  en 
cuanto  al  otígen  de  la  asociación  civil,  nadie  desconoce 
que  el  Estado,  en  virtud  de  su  soberanía,  tiene  perfectisi* 
mo  derecho  para  establecer  las  bases  fundamentales  so- 
bre la  forma  de  gobierno,  sobre  las  garantías  que  asegu- 
ren los  derechos  políticos,  sociales  y  civiles,  y  sobre  otros 
objetos  de  que  dependen  la  existencia  y  la  perpetuidad  de 
la  nación.  Expedidas  esas  reglas  fundamentales,  obliga- 
torias á  los  tres  poderes  que  forman  el  gobierno,  ninguno 
de  ellos  puede  infringirlas  ni  usurpar  atribuciones. 

"La  soberanía  reside  esencialmente  en  la  nación,  que 
delega  su  ejercicio  en  las  autoridades  que  establece  esta 
constitución"  (artículo  3""}.  (4)  Hó  aquí  reconocido  el 
principio  esencial  de  que  los  poderes  constituidos  no  pro- 


(4)  La  Hoberanía  reAÍde  eHciicialmetitA  en  la  Nación,  ]a  que  la  dele- 
ga á  las  ant-oridades  que  esta  Constitueión  establece.  (Constitución 
ecuatoriana.  Art.  .5**.) 
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cedeD  8ÍDo  como  delegados  del  pueblo;  y  la  propia  Oons- 
títiición  habla  de  los  tres  poderes,  legislativo,  ejecutivo  y 
judicial,  determinando  ta;cativamente  las  atribuciones  que 
cada  uno  ejerce. 

Ahora  bien,  siendo  tan  importantes  como  trascendenta- 
les todos  los  preceptos  que  la  Constitución  encierra,  se  han 
tomado  las  mayores  precauciones  para  que,  á  ser  necesario 
reformarla,  el  Poder  Legislativo  proceda  con  calma  y  ma- 
durez. De  ahí  que  en  el  Capítulo  XI  se  dan  reglas  sobre 
la  reforma  de  la  Constitución;  ¿y  cómo  desconocerse  que 
si  las  leyes  contravienen  á  la  Constitución,  la  modifican  sin 
observar  los  trámites  esttiblecidos  como  prendas  de  acier- 
to? Si  se  agregase  á  la  Constitución  un  artículo  discutido 
por  un  sólo  Congreso,  nadie  vacilaría  al  atírmar  que  ese 
artículo  no  es  parte  del  Código  fundamental;  y  si  el  mis- 
mo artículo  ^e  denominara  ley,  ^sería  obligatorio  porque. 
se  han  alterado  las  palabrast  ¿Deben  los  jueces  lijarse  más 
en  éstas  que  en  la  eseucia  misma  de  las  cosas? 

El  art.  132  de  la  actual  Constitución  ecuatoriana  dice: 
**La  Constitución  es  la  suprema  ley  de  la  Bepública,  y  cua- 
lesquiera leyes  secundarias,  decretos,  reglanientos,  órdenes, 
disi>osiciones  ó  tratados  públicos  que  estuvieren  en  contra- 
dicción ó  se  apartaren  de  su  texto,  no  surtirán  efecto  al- 
guno". Tal  artículo,  eminentemente  republicano  y  prác- 
tico, autoriza  á  todos  los  jueces  para  no  aplicar  las  leyes 
inconstitucio7iales. 


8  ARTÍCULO  a**. 


Art.  2".  La  costumbre  no  constituye  derecho 
sino  en  los  casos  en  que  la  leí  se  remite  á  ella.  (-) 

BEFEKENCIAB. 

Sino  en  Iuh  canos  en  que  la  ley  ne  remite  á   ella.  1168.  119H.  IMB.   18U. 
1938.  1910.  li^U.  1951.  1955.  1986. 1987.  3117. 

CONCORDANCIAS. 

P.  de  B.  2.  La  costumbre  tiene  fuerza  de  lei  cuando  se 
prueba  de  cualquiera  de  los  dos  modos  siguientes: 

I"".  Por  tres  decisiones  judiciales  conformes,  pasadas 
en  autoridad  de  cosa  juzgada,  dentro  de  los  últimos  diez 
años; 

2°.  Por  declaraciones  conformes  de  cinco  personas  inte- 
lijentes  en  la  materia  de  qne  se  trata,  nombradas  por  el 
juez  de  oficio  ó  á  petición  de  part«. 

Sólo  á  falta  del  primero  de  estos  dos  medios  podrá  re- 
currirse  al  segundo;  i  ni  el  uno,  ni  el  otro,  ni  los  dos  jun- 
tos, valdrán,  si  durante  dicho  tiempo  se  hubiere  pronun- 
ciado decisión  judicial  contraria,  pasada  en  autoridad  de 
cosa  juzgada. 

3.  La  costumbre  puede  ser  jeueral  ó  parcial.  La  cos- 
tumbre parcial,  limitada  á  cierta  parte  del  t-erritorio,  á 
cierta  profesión,  á  cierta  clase  de  personas,  no  tendrá  va- 
lor alguno  fuera  de  estos  límites. 

O.  B.  2. 

C.  Avg.  17.  La«  leyes  no  pueden  ser  derogadas,  en  todo 
ó  en  parte,  sino  por  otras  leyes.  El  uso,  la  costumbre  ó 
práctica  no  pueden  crear  derechos,  sino  cuando  las  leyes 
se  refieren  á  ellos. 

P.  de  G.  5.  Las  leyes  no  pueden  ser  revocadas  sino  por 
otras  leyes;  y  no  valdrá  alegar  contra  su  observancia  el 
desuso,  ni  la  costumbre  ó  práctica  en  contrario,  por  anti- 
guas y  universales  que  sean. 


(-)  Savií^ny.  I.  $  12.  13.  18.  28-31.  —  App.  II.  — Locro  I.  269.27—585. 
17—615. 17.— Merlin.  Usnge.  $  I.— DallozLois.- 112-121.  528-537.— Toiil lie f,  I. 
158-165.— Demolombe.  í.  21.32-^5.  130.-XI.  491.— Zach aria*»  fM.  V.j  I.  $ 
22.  —  ^achariae  CA.  K.).  I.  $  21.— Marcado.  I.  35.— Bamlr.v-Liu?aiitinerie.  1. 1- 
16-20.  21-27.— Massc.  1.  83.— Gutiérrez  (B.).  I.  i;í6-118.-Ortoliíu  (1).  32.— Gó- 
mez de  la  Serna.  I.  30.— MajTiz  I.  30.  141.  198.— Accarias.  I.  8.  9- 
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C.  O.  8.  La  costumbre  en  níni^iu  caso  tiene  fuerza  con- 
tra la  ley.  Uo  podrá  alegarse  el  clesuscj  para  su  inobservan- 
cia, ni  pmctica  aljyuna,  por  inveterada  y  general  que  sea. 

C  P.  T.  P.  VI.  Las  leyes  no  se  derogan  por  la  costum- 
bre ni  por  el  desuso. 

O.  M.  9.  Contra  la  observancia  de  la  ley  no  puede  ale- 
garse desuso,  costimibre  ó  prácticíi  en  contrario. 

C.  <le  la  L.  3.  La  costumbre  resulta  de  una  larga  serie 
de  actos  constantemente  repelidos  que,  por  esa  repeti<*ión 
y  una  aquiescencia  no  interrumpida,  han  adquirido  fuer- 
za de  consentimiento  tácito  v  común. 

O.  Bsp.  5.  Las  leyes  sólo  se  derogan  [>or  otras  leyes  pos- 
teriores, y  no  prevalecerá  contra  su  observancia  el  desuso, 
ni  la  costumbre  ó  la  práctica  en  contrario. 

G Cuando  no  haya  ley  exactamente  aplicable 

al  punto  controvertido,  se  aplicará  la  costumbre  del  lugar, 
y,  en  su  defecto,  los  principios  generales  del  derecho. 

C.  A.  2.  La  costumbre  no  ]mede  aplicarse  sino  en  los 
casos  en  que  la  ley  se  remite  á  ella. 

N.  E.  IILILli.  Todas  las  leyes  del  Eeyno,  que  ex- 
presamente no  se  hallan  derogadas  por  otras  posteriores, 
se  deben  observar,  literalmente,  sin  que  pueda  admitirse  la 
excusa  de  decir  que  no  están  en  uso,  pues  así  la  ordenaron 
los  Señores  Reyes  Católicos  y  sus  sucesores  en  repetidas 
leyes,  y  yo  lo  tengo  mandado  en  diferentes  ocasiones;  y 
aun  cuando  estuviesen  derogadas,  es  visto  haberlas  rem^- 
vado  por  el  decreto  que  conforme  á  ellas  expedí  (Ley  I. 
tít.  3),  aunque  no  las  expresase:  sobre  lo  cual  estará  ad- 
vertido el  Consejo,  celando  siempre  la  importancia  <le  este 
asunto. 

P.  I.  II.  4.  Costumbre  os  derecho  ó  fuero  que  non  es 
escrito:  el  qual  han  usado  los  homes  luengo  tiempo,  ayu- 
dándose de  él  en  las  cosas  é  en  las  razones,  sobre  qtie  lo 
usaron. 

(>.  Fuerza  muy  grande  ha  la  costumbre,  cuando  es  pues- 
ta con  razón,  así  como  diximós,  ca  las  tiéndaos  que  los  ho- 
mes han  entre  sí,  de  (¡ue  non  fablan  las  leyes  escritas, 
puódense  librar  por  la  costumbre  que  fuese  usada  sobria 
las  razones  sobre  (pie  fue  la  contienda,  ó  aun  ha  fuerza 
de  ley. 

Ins.  I.  II.  9.  Ex  non  es-  )       9.  El  ílerecho  no  escrito 

oripto  ius  venit,  <]Uod  usus  I  es  (í1  (pie  el  uso  ha  introdu- 

coniprobavif.  Xam  diuturni  c  ci«lo,  pímpie  las  costumbres 

jnores,  c(nisensu   utentium  >  diariamente  repetidas, com- 
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coiiiprobati,  legeiu   imitan-  ^  probadas  por   el  conseuti- 
tur.  \  uiiento  de  los  que   las  si- 

>  írneii,  tieueo  igual  fuerza 
I  que  las  leyes. 
D.  I.  III.  33.  Diuturna  <  33.  La  costumbre  iuvete- 
coDSuetudo  pro  iure  et  le-  >  rada  suele  observarse  i)or 
ge  iii  his,  quae  non  ex  S  derecho  y  ley  en  aquellas 
scripto  ilesceudunt,  obser-  \  cosas,  que  no  provienen  de 
vari  solet.  <  un  derecho  escrito. 

COMEXTAIilO. 

5.  Las  leyes  romanas  y  las  de  partida,  copiadas  en  las 
concardandasj  nianiflestau  la  grande  influencia  que  la 
costumbre  ejercía  en  liorna  y  en  la  España  de  Alfonso 
XI .  En  ios  Estados  antiguos  debía  ejercer  la  costumbre 
influencia  decisiva,  poríjue  el  pueblo  mismo  era  el  legis- 
lador, y  por  medio  de  la  costumbre  mcanifestaba  su  vo- 
luntad tácitamente. 

En  los  estados  modernos  constituidos  la  costumbre  no 
tiene  fuerza  de  ley;  pues  como  el  pueblo  delega  el  poder 
legislativo  á  ciertas  asambleas,  y  el  pueblo  mismo  no  lo 
ejerce,  dicho  se  está  (lue  no  i)uede  dictar  leyes. 

Las  razones  expuestas  por  Savingny  (1)  y  otros  juris- 
consultos (2),  para  demostrar  (jue  la  costumbre  constituye 


(1)  *^Si  1'  on  examine  la  vi^ritable  base  de  tout  droit  positif,  on 
troiivtí  un  ordrü  d«  principas  et  d¿^  conséqiitínces  bien  différent.  La 
base  dn  droit  pí»8Ítif  h  hou  existence  et  .sa  rí^alitc  dans  la  conHcience 
genérale  du  peuple.  MaÍH  cette)  consoienee,  invisible  de  sa  natuve,  á 
quoi  la  roeuniniitrons-nouif  Nona  la  rec^onnaitrona  anx  aetes  ext^^rieiirs 
qni  la  nianifentent»  anx  nsages,  anx  nioeurB,  aux  contunies.  Uno  bu! te 
(V  actes  nnif(>nno8  traliit  nne  .sonrctv  coninnne,  la  crttyauce  dn  penple;  et 
rieii  ne  rcssemble  moins  an  liaaard  et  á  1'  arbitra  iré.  Ainsi  done,  la 
coutnnie  n'eufi^endro  pas  le  droit  positif,  elle  est  le  sigue  anqnel  on  le 
recononait"  (I.  $   Xll.) 

(2)  *'A  grcat  proportion  of  tUe  rule»  and  máxima  which  constitute  tlie  iu- 
mcuMii  c'jd'/^  of  the  voiniion  law  gvcw  iuto  Uiá  by  gradual  ado])ti<m,  and 
reoeived,  from  time  to  time,  th-.i  sanction  of  the  üourtn  of  juntiee,  witli- 
out  auy  legislative  act  or  ínter ferenee.  It  was  the  aplicatiou  of  the 
dii'tat«8  of  natural  juntice  aud  cultivated  r:>.a8on  to  particular  .caHes.  In 
tlie  just  language  of  Sir  Matthew  Hale,  the  conmou  law  of  Eugland 
Í8,  'not  th.i  product  of  windoin  of  sonM  ouí  man,  or  aociety  of  men,  ín 
any  one  age»;  but  of  thí*  wisdom,  oonuiel,  expi^rieDce  and  obser  va  t  ion  of 
many  ages  of  vííh^  aud  obaerviug  meu^    Aud    his    further  remarks  oii 
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derecho,  sólo  maBÍñestan  que  el  legislador,  al  expedir  las 
leyes,  debe  seguir  la  corriente  popular  en  cuanto  ésta  sea 
conforme  á  la  moral  y  á  la  conveniencia. 

Como  en  los  gobiernos  representativos  el  poder  legis- 
lativo se  ejercCj  siquiera  en  parte,  por  individuos  que  el 
pueblo  elige,  éstos  conocen  á  ciencia  cierta  las  necesidades 
de  la  nación  y  la  voluntad  de  la  misma  manifestada  [)or 
la  costumbre.  Luego,  la  cos^tumbre  ejercerá  influencia 
decisiva  para  crear,  modificar  y  perfeccionar  el  derecho. 

6.  Cuando  el  art.  2°.  del  Código  chileno  declara  que  la 
costumbre  constituye  derecho  si  la  ley  se  remite  á  ella, 
hay  algún  tant«o  de  impropiedad  en  la  expresión;  porque, 
como  lo  hemos  observado  al  comentar  el  art.  1**.,  la  Cons- 
titución determínalos  trámites  que  han  de  observare  en 
la  formación  de  las  leyes;  y  si  ellos  no  se  observan,  no 
puede  haber  ley  obligatoria. 

El  precepto  del  Código  chileno  significa,  pues,  que  la 
costumbre  sirve  para  interpretcir  en  ciertos  casos  la  vo- 
luntad individual.  Tan  cierto  es  eso,  que  los  usos  uacio^ 
nales  ó  locales  no  son  obligatorios  sino  en  materias  de 
práctica  diaria,  en  que  no  puede  conocerse  á  {ninto  fijo 
la  voluntad  de  los  contratantes  sino  atendiéndose  á  lo 
que  se  acostumbra  generalmente. 


tilia  anbject  would  be  well  wortiiy  tlie  consideration  oí  thoAe  bolcl 
projeotors,  who  can  tinink  of  striking  off  a  porfect  code  of  law  at  a 
single  essay.  *Whero  tbe  subject  of  any  law  is  Ringle,  tlie  prudence 
of  one  age  maj'  go  far  at  one  essay  to  próvido  a  fit  law;  and  yet,  even 
in  the  wisoHt  provisión»  of  that  kind,  experience  shows  ns  that  new  and 
nnthonght  of  emergencies  offcen  happüii,  that  necessarily  requiere  new 
snplements,  abatenieuts,  or  explanations.  Bnt  the  boily  of  laws  that 
concern  the  oommon  justice  applicable  to  a  great  kingdom  is  va^t  nnd 
comprehensive,  consista  of  infinite  particnlars,  and  must  raoet  with 
varions  emergencies,  and  therefore  requieres  mnch  tin^e  and  mnch  ex- 
perience,  as  Well  as  mnch  wisdom  andprndence,  snccessively  to  discover 
defects  and  inconvoniences,  and  to  apply  apt  snpphmicnts  and  remedies  for" 
theni;  and  snch  are  the  eommon  laws  of  England,  namely,  tlie  prodnc- 
tions   of  mnch  wisdom,  time,  :vnd  experience".  (Kent.  I.  XXI.  1.) 
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7«  Üi  bien  el  f  Vidigo  de  Napoleón  no  eoeierra  ningún 
preeefito  análogo  al  qne  eonientani«is.  >e  refiere  á  lo«i  usos 
en  Um  nm^.  5ím^  5a%  (WS,  67L  ti7-L  1133,  1159.  lltiO,  1648, 
17%  1745,  174S,  1753,  1754,  1757,  175S,  175!i,  17IKÍ,  1777 
y  17^^;.  Lnej^o,  en  tale>  ca>oc>  el  juez  liel-e  aeniUr  á  la 
eostnmbre  ¡lara  inlerj»rerar  la  voliinta<l  iiiilividoal;  y  la 
C49ne  de  Ca>aei<>n  ha  anulado  2»enteneía.N  jior  coutnive- 
uiive  en  ella^^  a  \o>  \\m^  á  qne  se  refieren  las  citadas  dis- 
po»íeione>i. 

8.  El  legi?^lador  no  determina  los  re4|ULsitos  que  han  de 
eoncnrrir  ¡«ara  qne  los  nsa<«  generalegí  ó  locales^  se  convier- 
tan en  co>tnnibre>  obligatoria^  al  jnez  como  medio  de 
¡nteriiretar  la  volnntail  individnal.  Pero  de  la  naturaleza 
nii^ma  de  la  costumbre  se  deduce  qne  ella  no  lo  es  sino 
en  lo»  ftignieuteÁ  casas:  1*.  Que  el  uso  haya  sido  oliser- 
va#lo  durante  largo  tiemi>o  y  generalmente  en  una  co- 
marca determinada:  2^.  Qne  el  uso  se  haya  consideratlo 
como  obligatorio,  mas  no  como  acto  de  tolerancia  o  de 
beneficencia. 

CVmio  la  costumbre  consiste  en  heehasy  éstos  deben 
fprriliarse  ¡Kir  la  |»arte  qne  la  alega;  y  es  sulminilileenton- 
it^iH  la  |fm€*t»a  testimonial^  sesi  cual  fuere  la  cuantía  del 
ajiUfito  controvertido. 
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Art.  3.  Sólo  toca  al  legislador  explicar  ó  interpre-> 
tar  la  lei  de  uu  modo  Jeneralmente  obligratorio. 

Las  sentencies  Judiciales  no  tienen  fuerza  obli- 
gatoria sino  respecto  de  las  causas  en  que  actual* 
mente  se  pronunciaren.  (-) 

REFERENCIAS. 
Interpretar.    19-24. 
El  inciso  2".  315. 

CONCORDANCIAS. 

P.  de  B.  8.  Sólo  toca  al  lejislador  explicar  6  interpre- 
tar la  lei  de  un  modo  jeuenU mente  obligatorio. 

LUvS  decisiones  de  los  tribunales  no  tienen  fnerza  obliga- 
toria sino  respecto  de  las  controversias  i>articulares  vu  que 
se    pronniiciaren 

O.  B.  3.  Sólo  al  legislador  toca  explicar  ó  interpretar  la 
ley  de  un  modo  generalmente  obligatorio 

O.  de  N.  5.  II  est  défendu  ]  5.  Prohíbese  &  los  jueces 

auxjugesdoprouoneer,  par  >  decidir,  por   vía  de  dispo- 

voie  do  disposition  génóra-  \  sición  general  y  reglainen- 

le  et  róglementaire,  sur  les  ^  taria,  las  causas  cm  que  co- 

causes  qui  leur  son  soumi-  >  nocen. 
Res.                                          I 

P.  de  G.  13.  Se  prohibe  á  los  jueces  proveer  en  los  ne- 
gocios de  su  competencifl,  por  vía  de  disi)osición  geuernl 
y  reglamentaria. 

C.  O.  17.  Las  sentencias  judiciales  no  tienen  fuerza 
obligatoria  sino  respecto  de  las  causas  en  que  fueron  i)ro- 
nunciadas.  Es,  por  tanto,  prohibido  A  los  jueces  i>roveer 
en  los  negocios  de  su  compet^^ncia  por  vía  de  disposición 
general  ó  reglamentíiria. 

25.  La  interpretación  (¡ue  se  hace  con  autoridad  para 
fijar  el  sentido  de  una  ley  oscura,  de  una  manera  general, 
sólo  corresponde  al  legislador. 


(-)  Locré  I.  232.— U.  2'ói.  17-21.— ;W1.  Art.  6.— 401.  13.  U.-M)«.  7.-417. 
f>.  — TonUior  I.  i;i5.  lHr>.  14.>.— Dalloz.  Loíh.  4.58  471.— Laiii-ent.  I.  250-252. 
2.>S-2;]7.  — Za«hariap  (M.  V.)  I.  ^37.--  Zachariae  (A.  U.)  I.  sW39.-  Marcadé. 
I.    37-tO.—  Baudry-Lacantiuerie.     I.    233.  2ttí-250.—  MonteKCjnieu.  XI.  VI 
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C.  A.  8.  Sólo  al  legislador  coiresponde  interpretar  la  ley 
de  nn  modo  generalmente  obligatorio. 

12.  Los  autos  y  sentencias  no  pueden  extenderse  á  otras 
causas  ni  á  otras  partes* 

P.  I.  I.  14.  Dubdosas  seyendo  las  leves  por  yerro  de 
escriptursi,  ó  por  mal  entendimiento  del  que  las  leyese: 
porque  debiesen  de  ser  bien  espalinadas,  é  facer  entender 
la  verdad  dellas|  esto  non  puede  ser  por  otro  fech^»,  sino 
lK)r  aquel  que  las  ñzo,  ó  por  otro  que  sea  en  su  logar,  que 
haya  i>oder  de  las  facer  de  nuevo,  é  guardar  aquellas 
fechas. 

COMENTABIO. 

9.  El  inconcuso  principio  (1)  declarado  en  el  inciso  1^ 
era  innecesario  en  el  Código  civil;  pues  la  Constitución 
enumera  taxativamente  las  atribuciones  de  cada  uno  de 

los  poderes  en  que  se  divide  el  gobierno  de  la  Bepublica« 
Los  redactores  del  Código  de  Napoleón  formularon 
el  art.  5"  (copiado  en  las  concordancias) j  porque  te- 
nían presente   la  arbitrariedad   de  los  parlamentos;  los 

cuales  expedían,  en  forma  reglamentaria,  resolucio- 
nes obligatorias  á  todos  los  ciudadanos.  Por  eso  de- 
cía Portalis  al  presentar  el  proyecto  de  aquel  Código: 
"Dejándose  al  poder  judicial  la  más  amplia  libertad  en  el 
ejercicio  de  sus  atribuciones,  recordémosle  los  límites  que 
la  naturaleza  de  ellas  determina.  El  juez  debe  compren- 
der el  espíritu  de  la  legislación,  mas  no  particiimr  del  po- 
der legislativo.  La  ley  es  acto  del  legislador;  la  sentencia, 
de  jurisdicción;  y  el  juez  legislaría  si  resolviese,  en  forma 
reglamentaria,  los  litigios  en  que  cx)noce.  Los  fallos  obli- 
gan sólo  á  las  partes;  un  reglamento,  á  todos  los  litigantes 
y  aun  al  tribunal". 


(1)  "II  11*  y  a  point  encoré  de  libert^^  rí  la  pnÍRsaiice  <le  jnger  ii*  est 
pftH  n^imrfiti  de  la  pnÍRAaiife  I<^^Í8lative,  et  de  rex^cntrico.  Mi  ello 
átoítjoiiite  á  la  pnÍHHaiirp  l^giHlative,  le  ponvoir  sur  le  vie  et  la  liberta 
des  ritoyoiiH  Beroit  arbitral  re;  car  le  jnj^e  seroii  J^gislatetir"  (Montes- 
f|iiieu.     XI.  VI.). 
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10.  También  es  incoucusa,  evídeatisiiua  la  regia  que 
da  el  iuc.  2^  del  arícalo  que  coiaeatumois.  La  Countitu- 
cióa  garautíza  el  derecho  de  defensa;  el  juez  no  oye  si- 
no al  actor  y  al  reo,  ¿y  por  qué  concedería  derechos  ó  im- 
pondría obligaciones  á  las  partes  que  no  han  litigado!  • 
¿Oómo  resolviera  en  la  sentencia  sobre  puntos  que  no  se 
han  puesto  en  tela  de  juicio?.  El  principio  de  que  las 
sentencian  no  tienen  fuerza  obligatoria  sino  en  las  cau- 
sas eu  que  se  pronunciaren  es^  por  tanto,  claro  como  los 
axiomas. 

Origina  sí  graves,  casi  insuperables  dificultades  el  de- 
terminar los  efectos  que,  entra  las  partes^  surte  la  sen' 
tencia  definitiva,  esto  es,  la  cosa  juzgada. 

Debemos  estudiar  tan  importante  materia  en  dos  as- 
pectos: 

V.    La   com  juzgada  misma;  y 

T\    Qué  efectos  surten  las  sentencias  extranjeras. 


Oe  la,  eoHa  Juzgúetela,.  (-) 

11.  El  Código  civil  se  limita  á  expresar  que  la  senten- 
cia no  tiene  fuerza  obligatoria  sino  en  la  causa  en  que  se 
pronunciare,  y  ni  una  sola  palabra  dice  sobre  los  efec- 
tos que  la  sentencia  surte  en  cuanto  á  las  partes  (lue  han 
litigado.  Los  redactores  del  art.  1351  del  Código  do  Na- 
poleón, en  vista  del  Libro  XLIV,  título  II  del  Digesto, 
y  do  las  doctrinas  de  Pothier,  dieron  regUis  sobre  la 
cosa  juzgada]  las  cuales,  si  bien  dejan  mucho  que  desear. 


(-)  D.  XLIV.  II.  —Savigny.  VI.  ^  CCLXXXVI-  CCCI.  App.  XVI.  XVII- 
Pothier  (OliÜKatious).  860-909.-  Merlin.  Choae  JiigíSe.—  Diilloz.  Cht»- 
86  Jiigóa.-  -  TouUier.  X.  64-75.—  Lauroiit.  XX.  M54.  —  Zacliariae  (A.  R). 
VIII.  $  769.— Üemolombo.  XXX.  279401.—  Bonuier.  11.860^889.  —  Foelix. 
II.   4W-462.  —  Pbillimore.   IV.    DCCCCLVI. 
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evidencian  que  se  cuentUD  entre  las  leyes  sustantivas  las 
que  determinan  los  efectos  de  la  cosa  juzgada;  pues  ellos 
moditican  ó  extinguen  los  derechos  que  el  Código  eivil 
reconoce,  crea  y  garantiza.  BI  citado  art.  135  L  enumera 
la  cosa  juzgada  entre  las  pruebas,  declarando  que  ésta  cons- 
tituye una  presunción  de  verdad  que  nunca  puede  poner- 
se en  tela  de  juicio.  (2). 

12.  Según  las  leyes  romanas,  las  antiguas  españolas  y  la 
mayorparte  de  las  legislaciones  modernas,  la  cosa  juzgarla 
es  una  institución  especial,  distinta  de  la.s  pruebas,  estable- 
cida con  el  importantísimo  objeto  de  evitar  que  sobre 
unos  mismos  derechos  se  controvierta  entre  unas  mismas 
partes  dos  ó  más  veces. 

13.  Como  lo  observa  Savigny  con  tanta  profundidad  y 
exactitud,  los  efectos  de  la  cosa  juzgada  sobre  los  dere- 
chos que  se  pusieron  en  tela  do  juicio,  no  son  consecuen- 
cia necesaria  de  la«  funciones  judiciales;  pues  ellas  no 
consisten  sino  en  que  todo  litigio  termine  por  sentencia, 
y  en  que  ésta  se  ejecute  aún  contra  la  voluntad  de  la  parte 
que  perdió  el  pleito. 

Mas,  si  después  se  controvierte  la  legalidad  de  la  senten- 
cia, alegándose  que  ella  no  es  conforme  á  la  verda<l,  pa- 
rece natural  examinarla  d«  nuevo  para  reparar  el  error  ó 
la  injusticia.  Evidentes  son,  empero,  las  consecuencias 
peligrosísimas  que  de  tal  sistema  se  deducirían.  Ante 
todo  observemos  que  en  la  mayor  parte  de  los  cjisos  la 
decisión  de  un  litigio  es  en  extremo  difícil;  ya  porque  los 
hechos  son  oscuros,  ya  porque  la  recta  aplicación  de  la 
ley  es  un   problema  complicadísimo.     Luego,   frecuen- 

(2)  Art.  1350.  La  pr<^somptiou  Icgaleest  colle  qni  est  attaolu^e  par  une 
loi  Hpócialtí  í\  certa'iiiH  acates  o\\  ;\  certaiiiH  faits:  tels  Hont 

3*'.     L^  aiitorit<^  (pie  la  loi  attribue  íi  la  vhose  jugh' 

1351.  L'  autorító  de  la  cliose  j«g6e  ii^  a  lien  iiu'  j\  V  6\r\\r{\  de  cwi  qiii 
a  fait  V  t)l)jet  dii  jii^emeut.  II  laiit  fim*.  la  cliose  demaiidée  soit  la  ine- 
nif*;  que  la  <leinaiide  8oit  fond<Se  sur  la  nu'iiie  cau.se;  que  la  deuiaude  Hoit- 
«'Utre  les  mouied  parties,  et  formóe  i)ar  elles  ct  coutre  elle»  en  la  nieuie  qua- 
Uté. 
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teiueutc  $e  verín  <|ue  uua  8ciit«HC¡a  dictada  en  últi- 
nin  íiistanch],  «e  reformara  ó  revocara,  y-  que  la  nue- 
va, sentencia  tampoco  üiirtiera  niiigñti  efecto,  porque 
otro  jue^,  con8Íderáudola  «errónea,  pudiera  confirmar  la  pri- 
mera ó  expedir  una  distinta  de  las  oti-as  dos.  Como  el  resul- 
tado  inevitable  de  semejante  sistema  fuera  la  absoluta 
inseguridad  de  loá  derechojí,  es  necesario  elegir  entre  dos 
males:  ó  bien  subsiste  una  sentencia  manifiestamente 
errónea  ó  ilegal,  parto  de  la  ignorancia  ó  prevaricji- 
ción,  ó  bien  aceptamos  la  i>erenne  inseguridad  de  los 
derechos.  Evidentísimo  que  el  segundo  es  más  grave, 
por  entinto  caíla  Estado  fuera  un  verdadero  campo  de 
Agrámente,  si  aun  empleándose  todos  los  medios  acon- 
sejados por  la  ciencia  para  consultar  el  acñerto  en  las 
decisioncij  juiliciales,  las  que  se  expidiesen  en  última 
instancia  no  garantizaran  los  derechos  en  ellas  declarados. 

14.  La  institución  establecida  con  el  necesarísimo 
objeto  de  garantizar  esos  derechos,  es  la  cosa  juzgada;  la 
cual  obsta  á  que,  expeílida  tal  sentencia,  se  controvierta 
de  nuevo  sobre  lo  mismo. 

La  esencia  <le  la  cosa  juzgada  se  resume  en  el  siguiente 
texto  de  las  Pandectas  (XLI V.  íl.   6.):  (3). 

"Singulis  eolltrover^siis  singulas  aetiones,  unumqiie  iudi- 
cati  finem  sufflicere,  probabili  ratione  i)lacuit,  ue  aliter 
niodus  iitium  multiplicatus  sun>mnm  atque  inexplicabilem 
faciat  difíieultatem,  máxime  si  diversa  pronuntiurentur; 
parére  ergo  exceptionuem  rei  iudicatae,  fiequens  est". 

lo.  El  estudio  de  U^n  importante  materia  nos  conduce 
al  de  los  siguientes  puntos: 

I.  Requisitos  de  la  cosa  juzgada: 

a).  Be^iuisitos  concernientes  á  la  fornuí; 


(3)  Se  tlet'^rniiiió  por  razi'm  probable,  qu»  cada  roiitvovcrsia  hal)ía  de 
.st*r  \uív  dÍHthita  a<M-ión.  y  qii^  terminaba  [Htv  la  8(*iit encía;  pues  de  b» 
caiitrario  H'ívííi  í^rando-  la  iriiiltihul  de  los  plo.itoB,  y  dUicultosa  su  de^ 
tíírininaeióii,  partbMilariueiit.5  si  .se  proiuii»c¡así»ii  diversas  Jíeiiteiieias:  liiejjfo 

so  debe  oponer  la  excepción  de  cosa  juzgada. 

3 
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b).  El  contenido  de  la  sentencia  como  base  de   la  ooea 

juzgada: 

II.  Efectos  de  la  cosa  jozgada  para  lo  venidero,  eeto 

eft,  relación  necesaria  entre  el  litigio  sentenciado  y  el  li- 

tiirío  fntiiro,  en  que  debe  ejeroer  influencia  la  decisión 

definitiva. 

Esta  relación  necesaria  equivale  á  ideiUidaA,  y  debe  ha- 
berla en  dos  aspectos: 

a).  Identidad  de  los  hechos  jiu*ídicos  (objetiva); 

b).  Identidad  de  las  {personas  (subjetiva). 

Tal  relación  puede  expresarse  con  más  sencillez  dicién- 
dose: 

Para  que  una  sentencia  obste  á  otra  ulterior,  es  preci- 
so que  los  dos  litigios  sean  idénticos  en  dos  sentidos: 

Una  misnia  cuestión  de  derecho; 

Unas  mismas  persanas. 

16.  Autes  de  examinar  los  requisitos  concernientes 
á  la  forma,  recordemos  que  el  juez  conoce  en  dos  clases 
de  asuntos  del  todo  diversos:  los  de  jurisdiccián  volun- 
taria y  los  de  jurisdicción  conteiiciosa.  En  los  primeros 
no  hay  pretensiones  opuestas  de  las  partes;  el  juez,  lejos 
de  resolver  ninguna  controversia,  no  interviene  sino  para 
dar  solemnidad  á  un  acto  ó  contrato,  como  la  emancipación, 
la  venta  de  bienes  raíces  de  mujeres  cansadas.  Mas,  si 
ejerce  la  jurisdicción  coutenciosa,  decide  las  preten- 
siones opuestas  de  las  partes:  el  actor  exige,  en  la 
demanda,  la  declaración  de  un  derecho;  el  reo  alega 
excepciones;  ríndense  pruebas  sobre  los  hechos  puestos 
en  tela  de  juicio,  y  el  juez  sentencia. 

17.  Ahora  bien,  como  el  juez  no  declara  niugiín  derecho 
al  ejercer  la  jurisdicción  voluntaria,  las  resoluciones  que 
entonces  expide  no  pasan  en  autoridad  de  cosa  juzgada. 

Este  principio,  aunque  claro  y  muy  obvio,  es  en  extre- 
mo trascendental;  porque  son  frecuentes  y  de  suma  im- 
portancia los  casos  en  que  el  juez  concede  autorización  pa- 
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ra  celebrar  ciertas  eontratos;  la  cual  deja  íntegro  el  pun- 
to de  derecho  sobre  la  validez  ó  nulidad  del  contrato* 

La  doctrina  de  que  no  pasa  en  autoridad  de  cosa  juzga- 
da sino  la  sentencia  expedida  en  juicio  contradictorio, 
se  funda  no  sólo  en  la  esencia  misma  del  verdadero  litigio^ 
en  que  el  juez  decide  sobre  las  pretensiones  opuestas  de 
las  partes,  sino  también  en  la  opinión  unánime  de  los 
más  acreditados  expositores  del  Código  de  ^N^apoleón  (4), 


(4)  '*L'  antorité  de  la  ohose  jugéo  n'est  attaehée  qn'aux  jugemeots 
rendns  en  matlére  de  juridietion  oanimtieuae. 

'*£lle  ne  resulte  pas  des  actes  de  jurUliction  gracieusCj  tela,  par  exam- 
ple,  que  les  Jugements  et  arréts  qui  a<luiettent  des  adoptious,  qui  per- 
mettent  raliéuation  d^mmuebles  dotaux,  qui  hoiuologuent,  soit  des 
a  vi  8  du  conseil  de  famille  autorisaut  des  actes  daus  lesquels  un  iuca- 
pablú  se  trouve  iutéressé,  soit  des  partages  sur  lesquels  il  ne  c't^st 
elevé  aucune  contestatiou.  ou  qui  ]>rononcent  Penvoi  en  i>osses9Íou  des 
biens  d»un  absent".    (Zachariaé,  A.  R,  VIH.  $  769,  n.   I**.;. 


gée,  15). 

'*0n  distingue  la  juridietion  en  contentieuse  et  en  gracieuse  ou  vo- 
luntaire.  La  juridietion  contentieuse  decide  les  contestations  qui  s' 
élévent  eutie  les  particuliers.  Daus  la  juridietion  voluntaire,  il  n' 
y  a  pas  de  procés,  elle  ií  ponr  objet  de  coni^erver  les  droits.  Jadis  les 
deux  juridictions  étaieut  confondues,  les  trlbunaux  exe^aient  Pune 
et  l'auttre.  La  révolution  les  separa,  en  attribuant  les  fonctions  de 
la  juridietion  voluntaire  k  des  ofíiciers  de  Pordre  adniinistratif,  no- 
tamment  aux  notaires  et  aux  conservuteurs  des  hypottihques.    Toutefois 


la  róparation  ne  fut  pas  complete:  les  tribuuaux  conservent  una  par- 
tió de  la  juridietion  volimtaire.  Ainsi  ils  intervienent  en  matierc  d' 
adoption  pour  constater  le  contrat  qui  se  fait  entre  Fadopt^nt  etl' 
adopté,  (.juand  le  juge  de  paix  re9oit  le  contrat  d'adoption,  il  ne 
juge  pas,  il  n*y  a  rien  h  juger,  puisqu'il  n'y  a  pas  ile  preces,  il 
fiíit   &nctiou  de  notaire.    Le  tribunal   de  premiere  inataDce  et  la  tour 


d'appel  bomologuent  cet  acte^  cela  se  fait  sous  forme  de  j  ugenient;  en 
réafué  11  u'v  a  pas  de  jugement,  puisque  aucune  contestatiou  n' est 
soumise  aux  juges. 

**Le8  tribunaux  exercent  encoré  la  juridietion  voluntaire  en  matié' 
re  de  tutelle.  11  y  a  des  actes  que  le  tuteur  ne  peut  faire  qu*  avec  V  auto- 
riaatiou  du  conseil 
tribunal.  Cela 
n'est    pas    un  ^   ^  , 

iutervient,  c'est  uniquement  pour  sáuvegarder  les  intérfets  des  mineurs, 
il  íait  Poffice  d'un  collége  pupillaire,  c'est-á-dire  d'une  autorité  ad- 
ministrative. 

''Les  imnienbles  dotaux  de  la  femme  mariée  sous  le  régime  do  tal  ne 
peuvent  etre  alienes  et  écbangés  que  dans  les  cas  et  sous  les  con> 
ditious  determines  par  la  loi;  pour  garantir  que  Paliéuation  ne  se 
fasse  que  dans  les  cas  oü  la  loi  la  permet,  les  tribuitaux  intervienent; 
l'autorisatiou  ou  la  permission  qu^•/ils  dounent  n'est  pas  uujugement 
pioprement  dit^  car  aucune  contestatiou  ne  leur  est  soumise;  ie  but 
de  lettr].intervention  est  de  sáuvegarder  les    intéréts  de  la  femme  dótale. 
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18;  DistÍDgiiida  la  jurisdicción  contenciosa  de  la  vo-^ 
liintaria,  volvamos  á  los  requisitos  concernientes  á  liv 
forma  de  la  sentencia. 

El  primero  es  nna  buena  organización  del  pmier  judi- 
cial: sean  los  jueces  probos  ó  ilustrados,  y  no  se  dejen 
llevar  por  la  turbia  corriente  de  la  política. 

Xo  basta  que  los  jaeces  sean  probos  é  ilustrados;  es  ne- 
cesario, además,  establecer  grados  de  jurisdicción,  para  que 


'^La  distinctiou  des  deiix  juridictioiis  a  uiie  couséqueiiee  tres  importan- 
te, eii  ce  qui  coiiceme  l'autoritt^  de  ia  chose  jng^i^  Pour  qu'  un  actt» 
ait  P  autor! té  de  la  chose  jn^^ée,  il  faut  que  oe  soit  mu  Jugrment;  or, 
il  u'  y  a  de  jugenieni  que  lornque  les  trilniuaus  déoideut  uue  vou,te9Ía- 
iion:  ils  ne  jugeni  pas  quaud   ils  exenieiit  la  jaHadUtinn  voJantairc, 

'T)ouü  lejijui^ements  reudus  en  matii^re  coutentiense  ontseuls  l'autoritó 
de  cliose  jugee;  quaud  aux  actes  <le  jurisdiction  voluntaire,  il.s  n'out 
que  Fapareuce  de  jugeinents,  il»  ue  déi-ideut  aucuu  procM'^s;  des  lors  il 
u'y  a  pas  de  laison  pour  leur  atttriluit»r  l'autorité  de  chose  .jug<^»*,  pas 
plus  qu*ou  ne  reoonnait  Tautorití^  de  chose  Jug^e  aux  a u tes  des  no- 
taires  on  aux  ddliberatloiis  des  conseiJs  de  faniille.  Les  inotifs  jiour  les,- 
quels  la  loi  a  établi  la  presouiption  de  veri  té  qu'elle  attaohe  aux  ju- 
^emeuts  iuipliquent  l'existence  d'uu  ^procíca,  ils  son  étragers  h  la  Juri- 
diction  gracieuse^'.  fLaurent.  XX.  5J. 

"C'est  un  principa  certaiii  que  l'autorité  de  la  chose  jugée  n'eat  at- 
tachée  qu'aux  jugemeuts  rendus  en  niatiore  de  jurisdiction  c^nien^ 
lieuac,  itiíer  volcnU'Sf  et  qu'elle  ne  resulte  x)<'iBdes  actos,  qT.iéraanent  déla 
Juridiviion   f/racwufte,  ínter   rolenles. 

**Est-ce  que,  par  exeuiide,  les  jugci'ients  et  a^r^ts,   qui  admettent  des 
adoptions,   son  révetus    de    Tautorite  de  la  chose  jugee? 
*'0n  a  entrepris,  il  est  vrai,  de  le  soutenir. 

"Mais  la  negative  nous  parait  uianiíVste.  Quefont,  en  efíbt,  cea  ju- 
gements  et  arrets,  autre  ctiostí  que  de  peruiettre  j\  Pofiftcer  de  Pétat 
civil   de  recevoir    Pacte    constataut  le  consentement   des  partiesl 

*'I1  en  est  dem^nle  des  jugeinents  rendus  sur  requete,  comme,  par  exem- 
ple,  de  ceux,  qui  acíordent  Penvoi  en  i>o38cssion  provisoire  des  biens 
d^m   abseut. 

"De  uieniedes  jugoments,  ([ui  p»nn»ttent  l'alií'nation  de  nn  iinmeu- 
ble  dotal; — qui  accordent  une  simple  autorisation  a  nu  offlcier  miniS" 
tériel,  etc. 

'*Ccs  décisions-lA.  ne  jugent  pas,  ct  par  conséquent,  elles  ne  sauraint 
avoir    Pautoritéde   la  cliose  jugée".  (Deniolombe  XXX    286.). 

*'Nous  avons  maintenant  á  nous  dcmander  quels  son  les  jugements  aiix- 
quels  peu    ai)parttenir    Pautorité  de    la  chose  jngée. 

**Et  d' abord,  il  ne  «.aurait  y  avoír  autorité  de  chose  jugée  qu'an- 
taut  qu'il  y  n  juyemcnt  propreinent  dit,  c'est-íi-dire  déciídon  du  juge 
en  matiore  contentieuse.  Les  actes  de  juridiction  grádense  ne  son  point 
(le  vrais  jugements,  nuiiti  des  contra ts  ré vi- tus  de  formes  judiciai res.  Ain- 
si,  Parre t  ciui  autorise  défiuitivcment  une  adox>tion  u'a  d%antre  effVt 
que  de  peruu'ttre  a  Poíiicier  civil  recevoir  acte  dn  consentement  des 
perties;  il  laisse  intacte  aux  intéressés  la  faculté  de  faire  valoir  tons 
moyens  de  fait  et  de  droit  contrc  la  validité  de  Padoption.  De  m^me, 
un  jugement  d' expédient,  c*  est -a- diré  qui  homolo<^ae  une  trausactiott 
entre  les  jilaideurs,  a  bien  P  antorité  de  la  convention,  mais  non  pas 
celle  de  la  chose  jugée.  Et  c'  est  n'  est  point  bi  une  question  iiemots,  puis- 
que  les  couvcntions  ne  sont  points  susceptibles  d^etre  attaquées  déla  ine- 
nie  maniere  et  dans  la  nl^me  forme  que  les  jugements".  (Bonniet  II. 
862.) 
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los  litigantes  contr^vieirtan  dos  ó  má»  Veces  nn  nUdmo 
asunto,  y  pava  qne  los  tribunales  que  ocupen  el*  puesto 
más  .elevado  en  la  esoaJA  judioial,  revean  los  falioe  4e 
los  juagados  y  tribunales  infetiores;   < 

Lasenteücia  e.Tpedida  ert  última  instancia  pasa  sieraprí*' 
en  autoridad  de  cosa  jiiigada,  y  lo  mismo  se  aplica  al  ca¿o 
en  que  no  se  ha  interpuesto  oportunamente  apelacióii. 

19.  Las  leyes  ecuatorianas  distinguen  razonablemente, 
en  cuanto  á  los  efectos,  entre  la  sentencia  de  la  Corte  Su; 
prema  y  la  de  los  juzgados  ii  otros  tribunales;  pues  las  pri- 
meras  pasan  siempre  im  autoridad  de  cosa  juzgada,  sin 
qne  pueda  en  ningñn  caso  controvertirse  de  nuevo  lo  re- 
suelto por  aquella  Corté;  pero  las  sentencias  de  primera  y 
de  segunda  instancia  puede  ti  ser  anuladas  cuando  adole- 
cen de  \m  vicio  radical,  como  si  el  jue^í  no  fuese  competen- 
te, ya  por  la  cuantía,  ya  por  la  materia. 

Nos  limitamos  á  c4as  breves  apuntaciones  sobre  la  nuli- 
dad de  la  sentencia,  |)orque  eso  no  atañe  á  ía  cosa  jnzffada^ 
ni  menos  a  un  comentario  del  Oódiffo  civil. 

20.  Hemos  dicho  que  la  cosa  juzgada  garantiza  la  efica- 
cia futura  de  toda  sentencia,  y  qne  para  ello  es  necesario 
conocer  á  punto  fijo  en  qué  consiste  la  resolución;  la  cual 
constituye  la  cosa  juzgada. 

Debemos  distinguir  tjos  especies  de  sontenci^Wi; 
1*.  Sentencias  condenatorias;  y 
2*.  Sentencias  absolutorias. 

Antes  de  estudiar  estas  dos  clases  de  sentencias,  haga; 
n)os  una  importantísima  observación. 

Con  frecuencia  sucede  que  propuesta  la  demanda,  alefta- 
cías  las  excep<?¡ones,y  rendidas  las  pruebas,  el  jiiez  no  acep- 
ta en  su  totaliílad  ni  la  acción  ni  tas  excepciones,  sino,  que 
cumpliendo  con  el.debei:  de  decidir  según  lo  alegado  y  pro- 
bado, condena  al  reo  á.  una  prestación  menor  .do  la  pun- 
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tualizada  en  la  demanda.  Así,  por  ejemplo,  fnndándose 
el  actor  en  un  contrato  de  mntao,  exige  al  reo  el  pago  de 
mil  pesos  y  los  intereses  estipulados;  el  reo  alega  com- 
pensación,  y  en  el  término  de  prueba  jnstiflca  plenamente 
que  tiene  contra  el  actor  un  crédito  líquido  y  de  plazo 
cumplido  por  quinientos  pesos.  jQué  resolverá  el  juez! 
Que  es  legal  la  compensación;  pero  que  no  extinguiéndo- 
se el  crédito  demandado  sino  hasta  concurrencia  de  las 
mutuas  deudas,  el  reo  tiene  de  satisfacer  los  quinientos 
pesos  que  todavía  debe. 

De  la  misma  manera,  si  el  actor  reivindica  cien  hectá- 
reas de  terreno,  y  prueba  el  dominio  de  sesenta,  el  juez 
condenará  al  reo  á  la  restitución  de  las  sesenta  hectáreas. 

De  lo  cual  se  deduce  que  el  juez,  en  virtud  de  sus  atri- 
buciones, no  tiene  otro  límite  para  condenar  al  reo  que  el 
máximuní  de  las  pretensiones  puntualizadas  por  el  actor 
en  la  demanda.  Guando  éste  exige  el  pago  de  diez  mil 
pesos,  ello  significa  que  el  reo  está  obligado  á  pagar  los 
diez  mil  pesos  mismos,  ó  cualquiera  de  las  cantidades  que, 
comprendidas  entre  uno  y  diez  mil,  se  justifiquen. 

Sabido  es  que  según  la  jurisprudencia  formularia  de  los 
romanos,  si  la  acción  tenía  certa  intentiOy  el  juez,  indeZj 
debía  aceptar  la  dem<anda  íntegramente  ó  rechazarla  ínte- 
gramente, aunque  en  parte  estuviese  fun(Íada;  pues  la  fór- 

muía  8i  pa/ret  condemna ,  no  le  dejaba  sino  una  de  las 

dos  alternativas. 

Abolidp  el  sistema  formulario  de  los  romanos,  estable- 
cióse el  procedimiento  que  se  aceptó  por  los  Estados  mo- 
dernos: el  juez  no  está  obligado  sino  á  no  conceder  más 
de  lo  pedido,  y  tiene  amplias  facultades  para  calificar  las 
pruebas,  y  condenar  al  reo  á  una  prestación  mucho  menor, 
absolviéndole  de  lo  demás. 

Estos  principios  se  expresan  por  la  fórmula  siguiente: 
Todos  los  dereclios   que^  puestos  en  tela  de  juicio^  no  fneron 
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concedidos  por  eljuez^  se  entienden  denegados;  ój  en  otros  tér^^ 
minosy  la  sentencia  fija  definitivamente  el  hecho  juridico  ma- 
terial del  Ktigio^ 

21.  Presupuestoíi  estos  antecedentes,  volvamos  al  con- 
'tenido  de  )a  sentencia.  En  la  sentencia  que  condena  al 
reo  debemos  distinguir  las  dos  principales  clases  de  accio- 
nes: las  acciones  personales  y  las  acciones  reales. 

Si  se  deducen  las  acciones  personales,  la  condena  con- 
siste en  declarar  que  el  reo  debe  cumplir  una  obligación, 
esto  es,  que  debe  dar,  hacer  ó  no  hacer  alguna  cosa. 

Las  acciones  in  rem  se  fundan  en  un  derecho  real  qne, 
según  la  demanda,  pertenece  al  actor.  La  condena  encie^ 
rra  lisa  y  llanamente  la  declaración  de  que  el  actor  es  due- 
ño de  ese  derecho,  y  de  ello  se  deduce  que  el  reo  debe  eje- 
cutar ú  omitir  ciertos  actos.  Si,  por  ejemplo,  la  acción  es  la 
reivindicatoría,  y  se  justifica  el  derecho  de  dominio;  el  juez 
declara  que  el  actor  es  propietario,  y  condena  al  reo  á  res- 
tituir la  cosa.  Si  la  acción  real  se  refiere  á  una  servidum- 
bre, la  condena  consiste  en  la  declaración  del  derecho,  y 
en  que  el  reo  debe  omitir  todos  los  actos  que  al  ejercicio 
de  la  servidumbre  se  opongan. 

£n  cuanto  á  la  acción  real  misma,  prescindiéndose  de  la 
condena  ó  de  la  absolución,  en  el  litigio  se  controvierte 
sobre  un  derecho  exclusivo,  qne  puede  pertenecer  á  una 
de  las  dos  partes  y  que  en  algunos  casos  no  pertenece  á 
ninguna.  Sígnese,  (mes,  que  si  la  sentencia  declara  que 
el  actor  ha  justificado  el  derecho  real,  implícitamente  lo 
deniega  al  reo. 

22.  Si  la  sentencia  absuelve  al  reo,  ¿en  qué  consiste  la 
absolución  y  cuáles  son  sus  efectos?  La  absolución  del  reo 
es  puramente  negativa;  pues  no  le  reconoce  ningún  dere- 
cho. Tan  radical  é  importante  diferencia  entre  la  abso- 
lución y  la  condena,  se  expresa  en  estos  términos:  la  con- 
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(lena  conciHle  al  aetuí*  acdón  y  exoepcióu;  pero  i\e  ia  abso- 
lueiófi  uo  iim*c  si  no  excepción. 

FiíihIh^c  esta  diferencia  en  la  uatnrale'^a  Diinuia  de  lo8 
HtigioH.  En  efecto,  todo  demandante  acude  al  jue^^  para 
que  altere  un  e.stado  de  cosas  que  no  es  conforme  á  las  le- 
yes. El  juez  ó  accede  a  las  pretensiones  del  actor  ó  las 
deniega;  pero  la  acción  misma  no  exige  otra  resolu- 
ción,  ni  menos  que  el  juez  obligue  al  actor  á  ejecutar  actos 
(pie  le  sean  onerosos. 

La  aplicación  de  esta  regla  alas  acciones  personales  no 
presenta  ninguna  diflcultad.  El  actor  pretende  que  st^ 
C4>mp^Ia  al  reo  á  ejecutar  un  acto,  y  el  juez  declara  (jue  el 
v^o  no  está  obligado  á  ello. 

^o  sucede  lo  mismo  cuando  la  acción  es  in  rem.  J^xi  los 
casos  más.  frecuentes  y  más  importantes,  como  el  da  do* 
minio  ó  de^  herencia,  se  controvierte  un  derecho  del  todo 
exclusivo;  de  lo  cual  se  deduce  que  si  él  pertenece  á  una 
(le ,  las  partes,  la  otra  no  puede  pretenderlo..  Cuando  el 
actor  añrma  que  es  dueño  día  imo  de  9fios  derechos,  el 
reo  puede  combatir  tal  preten^ón  de  varios  modos:  ó 
Uupugua  las  pruebas,  del  actoir,  ó  se  pL'oiK>ne  justificar  que. 
el  derecho  litigioso  le  pertenece.  . 

Ahora  bien,  si  el  reo  opta  por  este  último  partido,  y 
justifica  que  en  efecto  á  el  le  pertenece  el  <lerecho,  podría 
juzgarse  (pie  la  sentencia  debe  declarárselo,  condenando 
al  demandante  para  asegurar  al  reo  en  lo  sucesivo  así  la 
acción  como  la  excepción  de  cosa  juzgada.  Sin  enií)árgo 
eso  no  se  efectúa;  pues,  aun  en  tal  caso,  la  sentencia  se  li- 
mita  a  rechazar  la  demanda;  y  la  sentencia  es  absoluta- 
mente una  misma,  ya  cuando  el  reo  prueba  (pie  él  es  el 
dueño;  ya  cuando  el  actor  no  justifica  su  derecho. 

33.  La  demostraííión  de  este  principio  se  híjílla  en  un 

texto  im[)ortante  de  Gayo,  cuyo  sentido   y  cons(M*uencias 

vamos  á  exponer  antes  de  llegar  al  pasaje  d(íCÍsivo  en 
numtro  asunto. 
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«TÚ  y  yo,  ^'dice",  litigamos  por  una  herencia.  Cada  uno 
de  nosotros  pretende  que  es  el  único  heredero,  y  que  po* 
see  bienes  pertenecientes  á  la  sucesión.  De  lo  cual  resul- 
ta que  cada  uno  puede  ejercer  contra  el  otro  la  acción  de 
petición  de  herencia.  Si  propongo  demanda,  y,  expe- 
dida sentencia,  quieres  deducir  después  contra  mí  la 
acción;  trátase  de  saber  si  ésta  es  admisible  ó  si  debe  re- 
pelerse por  la  excepción  de  cosa  juzgada.  Todo  depende 
entonces  del  contenido  de  la  sentencia.  Si  ella  te  conde- 
na, la  excepción  es  admisible,  porque  habiéndoseme  de- 
clarado único  heredero,  sigúese  necesariamente  que  tú  no 
lo  eres.  Si,  al  contrario,  mi  demanda  fue  rechazada,  la 
sentencia  no  obsta  á  tu  acción  ni  al  nuevo  fallo  del  juez; 
quien  puede  condenarme  ó  denegar  tu  demanda,  porque 
no  fuera  difícil  que  ninguno  de  los  dos  sea  heredero.» 

Transcribamos  literalmente  la  última  parte  del  texto;  la 
cual,  á  no  dudarlo,  es  de  lo  más  decisiva: 

Inlerest,  utrura  meam  esse  hereditatera  pronuntiatum 
sit,  an  contra;  si  meam  esse,  nocebit  tibi  rei  iudicatae 
exceptio,  quia  eo  ipso,  quo  meam  esse  pronuntiatum  est, 
ex  diverso  pronuntiatum  videtur  tuam  non  esse;  si  vero 
meam  non  esse,  nihU  de  tuo  iure  iudicatum  intelligitur, 
quia  potest  nec  mea  hereditas  esse,  nec  tua.  (D.  XLIV.  II. 
15.).  (5). 

Evidentemente  no  se  admiten  como  posibles  sínodos 
decisiones:  ó  bien  la  condena,  ó  bien  la  absolución,  la  cual, 
dejando  íntegros  los  derechos  del  reo,  no  influye  en  un  li- 
tigio ulterior  relativo  á  tales  derechos.  Gayo  no  supone, 
pues,  que  la  sentencia  pueda  conferir  al  reo  la  calidad  de 
heredero;  por  cuanto  es  certísimo  que  quiso  enumerar  to- 
das las  soluciones  de  que  es  susceptible  el   primer  litigio. 


(5)  Se  ha  de  ver  si  se  pronunció  que  ú  mí  me  pertenecía  la  herencia,  ó  que 

te  pertenecía  íí  tí.     Si  me  corresponde  á  mí,  te  obstará  la  excepción  de  cosa 

Juzgada;  porqne  por  el  mismo  hecho  de  resolver  que  es  mía,  se  declaró  qu© 

no  era  tuya;  mas  si  se  dijo  que  no  era  mía,  se  entiende  que  no  se  determinó 

cosa  alguna  en  cuanto  á  tu  derecho,  y  puede  no  ser  tuya  ni  mía. 
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23.  Habiéndose  determinado  ]o8  efectos  que  surte  la 
sentencia,  condenatoria  ó  absolutoria,  tratemos  de  otro 
punto  importantísimo,  á  saber,  si  la  autoridad  de  cosa 
juzgada  se  limita  á  la  parte  diapositiva^  6  también  se  ex- 
tiende á  los  considerandos  6  fundamentos. 

En  todas  las  naciones  civilizadas  se  ha  establecido,  co- 
mo garantía  de  la  buena  administración  de  justicia,  que  en 
las  sentencias  determine  el  juez  las  razones  que  le  han  in- 
ducido á  resolver.  De  ahí  que  la  sentencia  se  divide  en 
dos  partes  del  todo  distintas:  la  motiva^  en  que  se  exponen 
los  fundamentos,  y  la  dispositiva^  en  que  se  absuelve  ó  con- 
dena aireo. 

Muchos  de  los  jurisconsultos  modernos,  y  en  especial 
los  franceses,  afirman  lisa  y  llanamente  que  la  parte  dis- 
positiva de  la  sentencia  es  la  que  pasa  en  autoridad  de  co- 
sa juzgada,  mas  no  los  fundamentos;  x>orque,  según  dicen, 
éstos  no  consisten  sino  en  las  razones  que  han  influido  en 
el  ánimo  del  juez  para  expedir  la  i)arte  dispositiva. 

Pero  es  evidente  que  si  atendemos,  no  á  las  palabras,  si- 
no á  la  esencia  misma  de  las  cosas,  lo  que  debemos  bus- 
car siemx)re  en  las  decisiones  judiciales  es  el  pensamiento 
Aeljuez^  procurando  conocerlo  á  ciencia  cierta;  porque  tal 
pensamiento  es  la  resolución  misma,  y  ésta,  lo  que  pasa 
en  autoridad  de  cosa  juzgada. 

24.  Luego,  tenemos  de  plantear  y  i'esolver  estos  dos  pro- 
blemas: 

I.  i^uál  es  en  realidad  el  i)ensam¡ento  que,  expresado 
I)or  el  juez,  pasa  en  autoridad  de  cosa  juzgada? 

II.  ¡Qué  signos  dan  á  conocer  el  verdadero  pensamien- 
to del  juez?  ¿Dónde  debemos  buscarlo? 

Aceptemos  por  un  instante  la  opinión  de  los  que  niegan 
en  lo  absoluto  que  los  fundamentos  pasan  en  autoridad 
de  cosa  juzgada,  y  atengámonos  sólo  á  la  condena  ó  la  ab- 
golucióu. 


COák  JUAGADA  ¿? 

Entonces  la  sentencia  condenatoria  diría:  Declárase  que 
el  reo  debe  dar  al  actor  una  cosa  determinada,  6  pagarle 
cierta  suma  de  dinero. 

La  sentencia  absolutoria  se  reduciría  á  estos  términos: 
Absuélvese  de  la  demanda  al  reo. 

Pero  si,  como  lo  hemos  visto,  es  necesaria  la  cosa  juzga- 
da, las  hipótesis  que  hemos  presentado  son  del  todo  ina- 
plicables é  inadmisibles. 

Para  ello  fijémonos  en  los  dos  siguientes  puntos: 

1^  Los  efectos  que  paralo  sucesivo  surte  la  cosa  juzgan 
da;  y 

2^  La  naturaleza  del  litigio  y  las  funciones  del  juez. 

La  cosa  juzgada  consiste  en  que  los  efectos  irrevocables 
de  la  sentencia  obsten  á  que  la  misma  controversia  judi- 
cial se  suscite  nuevamente. 

Pues  bien,  las  resoluciones  que  hemos  presentado  como 
ejemplos,  no  pueden  servir  de  base  á  la  autoridad  de  cosa 
juzgada. 

Las  causas  en  que  el  juez  se  funda  para  condenar  ó  ab« 
solver  pueden  ser  muy  complejas. 

Si,  por  ejemplo,  se  deduce  la  acción  reivindicatoría,  los 
fundamentos  de  ésta  son  siempre  los  siguientes:  1^.  El 
dominio  perteneciente  al  actor;  y  2".  La  posesión  del  reo. 
El  reo  puede  oponer  á  la  demanda  varias  excepciones: 
transacción,  cualquier  otro  contrato  relativo  á  la  cosa  liti- 
giosa, prescripción,  <fir.,  &.  Si  la  petición  de  herencia  es  la 
acción  deducida,  su  buen  éxito  depende  de  estas  circnns* 
tancias:  1*.  El  actor  debe  ser  heredero:  2*.  El  reo,  posee- 
dor de  las  cosas  determinadas  en  la  demanda;  y  3\  Las 
cosas  poseídas  han  de  pertenecer  á  la  sucesión.  Contra  la 
petición  de  herencia  pueden  alegarse  transacción,  pres- 
cripción, nulidad  de  testamento,  &.,  &. 

Estas  acciones  no  acarrean  sentencia  condenatoria,  sino 
cuando  el  juez  se  convence  de  que  la  demanda  es  funda- 
da y  de  que  no  constan  las  excepciones. 


Í$  ABTÍOULO  i". 

Para  la  absolución  basta  que  el  juez  declare  que  falta 
uno  de  los  requisitos  constitutivos  de  la  acción,  ó  que  es 
legal  cualquiera  de  las  excepciones.  Luego,  la  fórmula 
que  se  limita  á  la  absolución,  no  nos  manifiesta  el  pensa- 
miento del  juez.  Así,  en  el  caso  propuesto  ^le  la  acción 
de  dominio,  puede  declarar  el  juez  que  el  actor  no  es  pro- 
pietario, ó  que  el  reo  no  es  quien  posee,  ó  que  consta  la 
transacción  ó  la  prescripción. 

Por  tanto,  es  de  todo  punto  imposible  alegar  contra  una 
demanda  la  excepción  de  cosa  juzgada,  si  sólo  sabemos 
que  en  el  primer  litigio  se  absolvió  al  reo.  Si  bien  toda 
sentencia  absolutoria  pasa  en  autoridad  de  cosa  juzgada, 
trátese  de  saber  en  qué  consif^te  la  absolución,  esto  es,  el 
contenido  de  la  sentencia  como  único  medio  de  alegar  con 
seguridad  la  excepción  de  cosa  juzgada. 

Aunque  la  sentencia  con<ienatoria  también  presenta  al- 
gunas dificultades,  la  iucertidumbre  no  es  tan  absoluta; 
por  cuanto  sabemos  positivamente  que  según  el  juez  C/Ons- 
taban  todos  los  fundamentos  de  la  acción,  y  no  se  ha- 
bían justificado  las  excepciones*  Pero  aun  entonces  se 
suscitan  dudas,  que  la  mera  [tarte  dispositiva  no  desvane- 
ce. Cuando,  por  ejemplo,  la  sentencia  deniega  la  compen- 
sación que  se  opone  á  una  acción  personal,  el  juez  pudo 
fundarle  en  que  no  consta^ba  el  crédito  materia  de  la  com- 
petisación,  ó  en  que  ésta  no  se  efectuó  por  ser  aquél  ilíqui- 
do» La  parte  dispositiva  de  la  sentencia  no  nos  mani- 
fiesta en  qué  consiste  el  pensamiento  del  juez;  y  en  tal 
caso  no  puede  saberse  si  es  admisible  la  excepción  de  cosa 
juzgada. 

Si  estudiamos  el  problema  en  el  otro  aspecto,  á  saber, 
la  naturaleza  <lel  litigio  y  los  deberes  del  juez,  llegaremos 
al  mismo  resultado. 

Tan  luego  como  termina  la  sustanciación,  el  juez  debe 
decidir  los  puntos  controvertidos,  y  asegurar  la  eficacia  de 
BU  resolución.    Es  necesario  que  la  cosa  juzgada  resguar- 
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de  el  derecho  no  sólo  actualmente^  sino  de  <oda  violación 
ulterior.  Si  el  juez  se  limita  á  garantizar  actualmente  el 
derecbo,  no  cumple  sus  deberes;  no  los  garantiza  para  lo 
sucesivo  sino  puntualizando  los  elementos  de  su  resolu- 
ción; la  cosa  juzgada  impide  que  después  el  derecho  sea 
violado;  y  pasa  en  autoridad  de  cosa  juzgada  todo  cnanto 
resuelve  el  juez  sobre  los  puntos  puestos  por  las  partes  en 
tela  de  juicio. 

De  lo  cual  se  deduce  que  los  fundamentos  de  la  senten- 
cia pasan  en  autoridad  de  cosa  juzgada;  ó,  en  otros  térmi- 
nos,  que  la  autoridad  de  cosajuzgada  inherente  á  la  sen* 
tencia  es  inseparable  de  los  hechos  jurídicos  declarados 
por  el  juez;  ya  que  la  parte  meramente  práctica  de  la  sen- 
tencia, la  obligación  impuesta  al  reo  ó  la  absolución  de  la 
demanda,  no  es  sino  la  consecuencia  de  tales  hechos  ju« 
rídicos. 

25.  Mas,  á  fijarnos  bien  en  los  fundamentos  de  la  abso- 
lución ó  de  la  condena,  veremos  que  son  de  dos  especies: 

1*.  Los  fundamentos  objetivos^  que  consisten  en  la  apre- 
ciación de  las  acciones  y  excepciones  que,  deducidas  por 
las  partes,  resuelve  el  juez  en  la  sentencia;  y 

2*.  LoH  fundamentos  suhjetivos,  es  decir,  las  razones  que 
influyen  en  el  ánimo  «^el  juez,  y  le  persuaden  á  afirmar  ó 
ne^gnr  los  funlanuMitos  objetivos,  como  la  interi)retación 
de  las  leyes,  el  análisis  de  las  pruebas,  &.,  &. 

hoH  fundamentos  objetivos  son  los  que  pasan  en  autoridad 
de  cosa  juzgada. 

Si,  propuesta  acción  personal,  se  alega  compensación, 
y  ésta  se  admite  ó  rechaza;  los  fundamentos  de  la  absolu- 
ción ó  de  la  condena  pasan  en  autoridad  de  cosajuzgada, 
así  como  también  lo  pasan  los  que  mueven  á  denegar  ó  ad- 
mitir la  excepción  de  pago. 

Vimos  ya  que  deducida  la  acción  reivindicatoría  ó  la  de 
petición  de  herencia,  el  reo  puede  afirmar  ó  que  se  extin- 
guió el  derecho  del  actor,  ó  que  la  propiedad  ó  la  herencia 
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litigiosa  sólo  á  él  le  pertenece,  y  que,  por  lo  misino,  el  ao« 
tor  no  es  propietario  ni  heredero.  Si  aceptando  el  juez 
las  excepciones,  funda  en  ellas  la  absolución  del  reo,  tales 
fundamentos  objetivos  pasan  en  autoridad  de  cosa  juzgada, 
y  el  reo  á  quien  se  ha  declarado  propietario  ó  heredero, 
puede  oponer  al  actor  la  sentencia  como  título  incontro- 
vertible. Lo  cual  demuestra  que  la  autoridad  de  cosa  juz- 
gada inherente  á  lo^  fundamentos  objetivos^  es  lo  que  garan- 
tiza los  resultados  de  tan  necesaria  institución. 

También  hemos  visto  que  la  absolución  del  reo  nunca 
se  convierte  en  condena  del  actor,  por  lo  cual  pudiera  su- 
ponerse que  esta  doctrina  pugna  con  los  principios  que 
acabamos  de  a  sentar.  Pero  aduzcamos  las  razones  que 
explican  esta  aparente  contradicción.  La  condena  surte 
en  general  dos  efectos,  que  si  bien  son  correlativos,  pue- 
den distinguirse.  El  primero  consiste  en  un  acto,  presta- 
ción ó  abstención  á  que  el  reo  está  obligado;  obligación 
que  no  puede  imponerse  al  actor.  En  este  sentido  el  prin- 
cipio, absolutamente  cierto,  es  de  grande  importancia.  El 
segundo  efecto  es  la  influencia  de  la  cosa  juzgada  en  los 
litigios  futuros;  y  sólo  entonces  hay  la  aparente  contradic- 
ción que  procuramos  conciliar.  Ahora  bien,  aun  á  este 
respecto  nuestro  principio  se  reduce  á  que  la  absolución, 
como  tal,  nunca  tiene  fuerza  de  condena  contra  el  actor; 
pero  ello  no  obsta  á  que  la  autoridad  de  cosa  juzgada,  que 
se  extiende  á  los  fundamentos  objetivos,  surta  acerca  del 
reo  los  mismos  efectos  que  hubiera  surtido  la  condena  del 
actor,  si  ella  hubiera  sido  posible. 

26.  Pasaremos  &  los  efectos  de  la  cosa  juzgada;  los  cua- 
les se  reducen  á  dos: 

V.  La  pedición  de  la  sentencia;  y 
2^.  La  excepción  de  cosa  juzgada. 

27.  Lo  primero  no  presenta  ninguna  dificultad.  Si  bien 
varían  las  leyes  adjetivas,  todas  conceden  al  actor  victo- 
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rioso  los  medios  conducentes  á  compeler  al  reo  á  la  pres* 
tación  materia  del  litigio. 

En  Chile  y  en  el  Bcuador^  que  han  aceptado  las  leyes 
españolas  que  determinan  los  medios  de  ejecutar  la  sen- 
tencia, ésta  es  uno  de  los  títulos  ejecutivos,  y  el  juez  de- 
clara que  el  reo  debe  proceder  al  cumplimiento  de  la  obli- 
gación, á  menos  que  alegue  excepciones  nacidas  después 
de  la  sentencia;  y,  observados  breves  trámites,  se  procede 
al  embargo,  avalúo  y  subasta  de  los  bienes  del  deudor. 

28.  Tratándose  de  la  ejecución,  debe  sí  observarse  que 
hay  casos  en  que  la  sentencia  puede  ser  corregida,  y  otros 
en  que  no  se  cumple  por  absoluta  imposibilidad. 

La  sentencia  se  modifica  por  el  juez  á  quien  correspon- 
de ejecutarla,  cuando  ella  encierra  error  de  cálculo,  esto 
es,  si  pugna  con  las  leyes  matemáticas.  Si,  por  ejemplo, 
se  dijera:  "Condénase  á  Pedro  á  pagar  diez  mil  pesos,  y 
además  dos  mil,  que  son  los  intereses  que,  al  cinco  por 
ciento,  los  diez  mil  pesos  han  producido  en  un  año";  es 
evidente  que  el  reo  tendría  perfecto  derecho  para  mani- 
festar que  si  bien  ha  pasado  en  autoridad  de  cosa  juzgada 
la  sentencia  que  le  condena  al  pago  de  diez  mil  pesos  y 
los  respectivos  intereses;  es  susceptible  de  reformarse  en 
cuanto  al  erróneo  cálculo  de  los  intereses  que  el  cai)¡tal 
ha  producido. 

Muy  análogo  al  caso  de  error  de  cálculo  es  aquel  en  que 
la  sentencia  impone  una  obligación  contraria  á  las  leyes 
de  la  naturaleza;  como  si  resuelve  que  el  reo  debe  abrir 
una  ventana,  y  los  arquitectos  declaran  que  el  edificio  no 
l)odría  resistir  á  las  obras  para  ello  necesarias. 

Salvos  los  dos  casos,  error  de  cálculo  ó  imposibilidad, 
el  juez  no  oye  ninguna  excepción  que  obste  á  la  ejecución 
de  la  sentencia. 

29.  Debíamos  estudiar  exclusivamente  la  excepción  de 
cosa  juzgada;  ella  es  lo  que  influye  en  los  derechos  mis- 
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mos  puestos  por  las  partes  en  tela  de  juicio,  porque  si  bien 
en  muchos  cansos  el  juez  se  limita  á  declarar  un  derecho, 
en  otros  la  sentencia  extingue  la  obligación  y  aun  crea 
nuevas  obligaciones. 

La  exceptio  reHudicatae^  6  excejyción  de  cosa  juzgada,  es 
lo  que  obsta  á  que  una  sentencia  pugne  con  otra  senten- 
cia anterior.  Esta  excepción  nace,  pues,  de  la  sentencia 
absolutoria  y  de  la  condenatoria.  Cuando  nace  de  la  pri- 
mera, protege  al  reo  contra  toda  acción  que  pugne  con  tal 
sentencia.  Si  la  sentencia  fué  condenatoria,  pueden  ale- 
gar la  excepción  tanto  el  actor  como  el  reo:  aquél,  si  el 
primitivo  reo  pret^jnde  un  derecho  opuesto  á  la  sentencia 
condenatoria;  y  el  reo,  si  demandado  en  virtud  de  la  sen- 
tencia, se  le  exige  más  de  lo  que  ella  declara. 

30.  iEn  qué  casos  se  admite  la  excepción  de  cosa  juzgadal 
Planteamos  tal  problema  en  los  siguientes  términos:  Cuan- 
doj  propuesta  demandUy  se  alega  la  excepción  de  cosa  juzgada^ 
debe  investigarse  qué  relación  hay  entre  los  dos  litigios;  esto 
es,  entre  el  litigio  qtie  terminó  con  la  sentencia  y  el  nuevo  li- 
tigio. 

En  cuanto  á  este  problema  tenemos  dos  textos  en  las 
Pandectas: 

lulianus  respondit,  exceptionem  rei  iudicatae  obstare, 
quoties  eadem  quaestio  Ínter  easdem  personas  revocatur. 
(6)  (XLIV.  II.  3.). 

Et  generaliter,  ut  lulianus  deflnit,  exceptio  rei  Iudica- 
tae obstat,  quoties  inter  easdem  personas  eadem  quaestio 
revocatur,  vel  alio  genere  iudicii.  (7)  (XLIV.  II.  7.  §  4".). 

Los  dos  textos  están  conformes  en  cuanto  exigen  para  la 
eficacia  de  la  excepción  doble  relación  de  identidad  entre 


(6)  Responde  Juliano  que  obsta  la  excepción  de  cosa  juzgada  cuaudoqnie- 
ra  que  las  in lamas  personas  van  á  litigar  sobre  lo  que  ya  oattí  determi- 
nado. 

(7)  Como  dice  Juliano,  por  regla  general  obsta  la  excepción  de  cosa  juz- 
gada cuando  las  mismas  personas  susciten  la  propia  coutroyeraia,  aunque 
sea  por  distinta  acción. 
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el  primero  y  el  segundo  litigio:  la  tmestión  ds  derecho  debe 
ser  la  que  antes  se  decidió,  y  las  personas,  las  mismas  que 
intervinieron  en  el  primer  litigio;  en  otros  términos,  debe 
haber  identidad  objetiva  y  subjetiva. 

Pero  obsérvase  que  sólo  para  facilitar  el  estudio  se  dis- 
tingue la  identidad  objetiva  de  la  identidad  siibjetiva;  por- 
que la  cosa  ju7.gada  puede  alegarse  sólo  cuando  hay 
identidad  entre  los  dos  litigios,  y  no  la  hay  sino  cuando 
el  punto  controvertido  es  uno  mismo  y  unas  mismas  las 
I)ersonas.  Aunque  sean  Í€lénticos  los  ])untos  controver- 
tidos en  el  litigio  suscitado  por  O  á  D,  y  en.  el  que  sus- 
cita X  á  Z,  ¿cómo  se  afirmaría  que  los  dos  litigios  con- 
siderados, por  decirlo  así,  individualmente,  son  idénti- 
cos? jNo  nos  <iiceu  la  razón  y  los  principios  que  la  sen- 
tencia pronunciada  á  favor  de  una  persona  ó  contra  ella  no 
aprovecha  ni  perjudica  á  terceros!  Muchas  veces  observa- 
remos, en  el  curso  de  nuestra  obra,  que  si  bien  los  romanos 
levantaron  sobre  bases  de  granito  el  edificio  de  la  jurispru- 
dencia, las  leyes  romanas  y  las  doctrinas  de  sus  expositores 
adolecen  de  sutilezas  que  han  extraviado  á  los  entendi- 
mientos más  eminentes.  El  mismo  Savigny,  á  quien  hemos 
seguido  paso  á  paso  en  el  estudio  de  esta  difícil  .cuanto 
complicadísima  materia,  por  atenerse  al  pie  de  la  letra  á 
los  t^íxtos  de  Juliano,  no  hace  observación  alguna  acerca 
de  las  dos  especies  de  identidad;  cuando  la  id^iutidad  es 
un  todo  absolutamente  indivisible,  y  si  falta  cualquiera  de 
sus  elementos  constitutivos,  no  la  hay  ni  puede  haberla. 

Los  jurisconsultos  franceses,  que  se  limitan  á  comentar 
el  art.  1351  del  Código  de  Nai)oleón,  entran  en  un  inex- 
tricable laberinto,  fijando  reglas  sobre  la  identidad  del 
objeto,  causa  y  personas;  y  no  salen  de  él  sino  por  medio 
de  innumerables  distiuciones,  (jue  lejos  de  aclarar  la  ma- 
teria, la  oscurecen,  embrollan  y  confunden. 

o 
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La  regla  fiiDdaiueutal  parece  muy  sencilla.  El  juez 
acepto  la  excepción  de  cosa  juzgada,  si  al  sentenciar  un  li« 
tigío  decidiría  lo  mismo  que  en  otro  fue  resuelto. 

31.  Para  que  esto  se  comprenda  bien,  juzgamos  necesa- 
rias algunas  observaciones  en  cuanto  á  la  sustanciacióu  de 
los  juicios. 

Sean  cuales  fueren  los  códigos  que  la  determinan,  si  se 
fundan  en  los  principios  de  la  ciencia,  tienen  de  ser  casi 
uniformes.  Dodiícese  la  acción  en  la  demanda;  el  reo  se 
opone,  en  la  contestación;  á  las  pretensiones  del  actor,  ya 
se  denomine  ello  medios  de  defensa,  ya  excepciones  pe- 
rentorias; las  partes  prueban  los  respectivos  hechos;  ex- 
ponen los  fundamentos  de  su  derecho,  y  el  juez  absuelve 
ó  condena  al  reo. 

La  demanda,  para  serlo,  <lebe  puntualizar: 
1^  La  persona  contra  quien  se  deduce  la  acción; 
2".  Qué  es  lo  que  el  actor  exige; 

3**.  El  fundamento  denominado  causUj  esto  es,  el  hecho 
jurídico  origen  del  derecho  controvertido. 

Cnsindo  la  acción  cá  personal,  la  causa  consiste,  ya  en  el 
hecho  que  ha  originado  la  obligación,  esto  es,  un  contrato 
ó  cuasicontrato,  un  delito  ó  cuasidelito,  ya  en  la  ley 
nnsma. 

Si  la  acción  es  real,  se  expresa  el  origen  del  derecho  re- 
clanmdo.  Por  ejemplo,  á  reivindicarse  un  inmueble,  có- 
mo se  adquirió  el  dominio:  compra,  sucesión  por  causa  de 
nuierte,  &.,  &.;  si  la  acción  es  la  de  petición  de  herencia, 
cuál  es  el  título  del  heredero:  un  testamento,  la  sucesión 
abin téstate,  &.,  &. 

Los  c4)menta{lores  de  las  leyes  romanas  y  españolas  dis- 
tinguían, respecto  á  la  demanda,  entre  la  acción  perso- 
nal y  la  acción  real.  A  deduciroC  la  primera,  debía  de- 
terminarse riecesariamente  la  cátela  <le  la  obligación;  mas, 
si  la  segunda,  bastaba  exigir  un   derecho,  como  el  domi 
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ilio,  liopencia,  sürvidninbre.  Pero  las  logislacioues  mo- 
dernas no  aceptan  talos  sutilezcos,  j'  prescriben  qne  sea 
cual  fuere  la  acción,  ol  actor  enuncie  todo  cuanto  sea  ne- 
cesario para  que  con  pleno  conocimiento  de  «insa  proce- 
da el  reo  á  contestar  la  demanda,  el  juez  falle  sobra  todo 
cuanto  pueda  influir  en  el  derecho  reclamado,  y  la  deci- 
sión que  pase  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  obste  necesa- 
riamente á  (pie  en  otro  litigio  se  pongan  en  tela  de  juicio 
los  mismos  derechos  ya  controvertidos. 

32.  Ahora  es  fácil  comin^ender  cuándo  hay  identidad 
entre  dos  litigios,  «unque  en  apariencia  el  objeto  y  la  cau- 
sa sean  distintos. 

El  distinguirla  identidad  de  la  cuestión  de  derecho  de 
la  identidad  de  las  personas  no  puede  aceptarse,  lo  repe- 
timos, sino  para  faunlitar  el  estudio,  mas  no  como  principio 
jurídico;  i>orque  la  institución  de  la  cosa  juzgada  no  res- 
guárdala sentencia  sino  cuando  entre  el  litigio  anterior 
y  el  post-erior  hay  identidad;  y  sfilta  á  la  vista  que  no  pue- 
de haberla  si  en  los  dos  litigios  las  partets  son  del  todo 
diversas. 

Volvamos,  pues,  al  estudio  de  los  dos  punto.^  determina- 
dos por  Juliano: 

Vnamimxa  cuestión  dcdnrehc; 

Uíma  misnufjt  pn'soiuts. 

La  identidad  ohjetiva  so  explica  por  medio  de  «los  reglas, 
cuyo  sentido  debe  eompreniler.He  bien: 

1*.  Cuando  las  dos  acciones  se  reHtren  á  controversias 
distintas,  no  puede  alegarsií  ?a  excepción  de  cosa  juzgaila, 
aunque  haya  apar(;nte  identidad  entre  las  cuestion(;s  de 
derecho.  Así,  de  la  sentencia  sobre  la  posesión  no 
naoe  nunca  excepción  de  cosa,  juzgada  en  cuanto  al  domi- 
nio y  viceversa.  Pudiera  alegarse  que  la  propiedad  y  la 
posesión  son  «lerechos  en  la  cosa,  el  uno  extenso  y  el  otro 
restringido,  y  que  por  eso  el  segunilo  es  parte  integrante 
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del  primero.  Mas  tales  derechos  son  del  todo  distintos; 
de  manera  que  la  afirmación  ó  negación  del  uno  no  obsta 
á  la  afirmación  ó  negación  del  otro: 

2^.  Guando,  al  contrario,  las  dos  acciones  se  refieren  á 
una  misma  cuestión  de  derecho,  admítese  la  excepción  de 
cosa  juzgada,  aunque  haya  diferencias  aparentes. 

A  fin  de  explicar  esta  regla,  tan  importante  como  difí- 
cil, examinemos  primero  los  casos  más  sencillos,  en  que 
no  puede  revocarse  á  duda  la  absoluta  identidad  de  las 

dos  cuestiones  de  derecho;  y  después,  aquellos  en  que  fal- 
ta la  identidad  absoluta,  sin  que  deje  de  haberla  jurídi- 
camente, ni  obste  ello  á  la  cosa  juzgada. 

Casos  en  que  la  identidad  de  las  dos  acciones  es  evi- 
dente. 

Fundado  el  actor  en  la  prescripción,  demanda  el  domi- 
nio de  un  inmueble;  recházase  la  demanda  *por  sentencia 
definitiva;  después  el  mismo  actor  deduce  contra  el 
propio  reo  idéntica  acción,  y  se  funda  en  la  misma  causa. 
Exígeuse  en  juicio  mil  pesos,  absuélvese  al  reo,  y  contra 
éste  se  deduce  de  nuevo  la  misma  acción. 

Gomo  en  estos  dos  casos  el  segando  litigio  en  nada  di- 
fiere del  lirimero,  ninguna  dificultad  presentaría  la  ex- 
cepción de  cosa  juzgada. 

Para  que  la  excepción  sea  admisible,  no  es  preciso,  em- 
pero, que  la  identidad  sea  tan  absoluta  como  acal>amo8  de 
suponerlo.  Trátase  sólo  de  investigar  si  en  dos  litigios 
determinados  concurren  realmente  los  requisitos  esencia- 
les, esto  es,  la  identidad  objetiva  y  la  subjetiva. 

Vamos  á  enumerar  brevemente  las'  diferencias  que  pue- 
de haber  entre  los  dos  litigios,  sin  que  obsten  ellas  á  la 
excepción  de  cosa  juzgada: 

1*.  La  segunda  acción  puede  ^er  distinta  de  la  primera: 

2*.  Las  partes  pueden  intervenir  en  el  segundo  litigio 
en  diversa  calidad  que  en  el  primero,  como  si  el  que  fue 
actor  en  el  uno  pasa  en  el  otro  á  ser  reo: 
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3*.  El  derecho  que  en  la  primera  demanda  fue  el  objeto 
controvertido,  en  la  segunda  puede  ser  la  causa  de  lo  que 
se  pide: 

4*.  El  objetó  materia  dei  litigio  puede  ser  distinto  en 
las  dos  acciones. 

Sigúese,  pues,  que  la  identidad  de  las  cuestiones  de  de- 
recho (eadem  qiuiestio)  es  la  única  circunstancia  decisiva 
para  que  se  admita  la  excepción  de  cosa  juzgada;  y  que 
cuandoquiera  que  haya  tal  identidad,  se  jjrescinde  de  las 
diferencias  aparentes  entre  los  dos  litigios.  Esta  doctri- 
na, lo  repetimos,  tiene  íntima  conexión  con  la  que  estable- 
ce que  lo^ fundamentos  objetivos,  como  parte  esencial  de  la 
sentencia,  pasan  en  autoridad  de  cosa  juzgada. 

I.  Acciones  diversas. 

La  segunda  acción  puede  ser  distinta  de  la  primera,  sin 
que  ello  impida  la  excepción  de  cosa  juzgada.  E?to  suce 
de  cuando  de  un  mismo  acto  ó  contrato  nacen  dos  ó  más 
acciones.  Si  deducida  la  una,  el  juez  resuelve  implícita- 
mente sobre  la  otra,  puede  alegarse  la  excepción  de  cosa 
jiizgada,  cuando  la  segunda  se  dirija  en  distinta  demanda. 
Así,  por  ejemplo,  á  constituirse  el  comprador  en  mora  de 
pagar,  el  vendedor  tiene  derecho  para  exigir,  ya  el  precio, 
ya  la  resolución  del  contrato.  Supóngase  que  el  vende- 
dor exija  la  resolución,  y  que  el  comprador  alegue  que  el 
precio  está  pagado.  Si  el  juez  acepta  la  excepción  en 
la  sentencia,  evidentísimo  que  no  podrá  el  vendedor  en- 
tablar otra  demanda  por  el  pago  del  precio;  porque  si 
bien  la  acción  es  distinta,  se  controvertiría  el  mismo  pun- 
to resuelto  en  otra  sentencia;  y,  segiin  la  expresión  roma- 
na, hubiera  eade^n  quaestio. 

II.  Diferencia  de  la  calidad  en  que  intervienen  las  par- 
tes en  el  primero  y  en  el  segundo  litigio. 

Esta  circunstancia  nunca  impide  que  se  oponga  con 
buen  éxito  la  exceiición  de  cosa  juzgada.  Si  el  reo  pierde 
el  litigio  sobre  dominio,  y  deduce  acción  .reivindicatoría 
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contra  el  primitivo  actor,  puede  alegar  óst^i  la  excepción 
ele  cosa  juzgada;  jjorque  la  sentencia  dcclart)  irrevocable- 
mente que  el  reo  no  era  el  dueño.  Lo  mismo  se  aplica  á  la 
petición  de  herencia,  cuando,  pronunciada  sentencia  con- 
denatoria, se  invierten  en  otro  itigio  las  calidades  de  actor 
y  de  reo. 

Si  auna  acción  personal  se  opone  compensación,  y  ©1 
juez  la  declara  infundada,  porque  el  reo  no  es  acreedor  .del 
demandante;  y  después  volviera  á  litigarse  sobre  el  mis- 
mo crédito  ya  rechazado  en  la  sentencia,  el  segundo  liti- 
gio terminaría  por  la  excepción  de  cosa  juzgada. 

III.  La  diferencia  entre  los  dos  litigios  puede  consis- 
tir en  que  lo  controvertido  en  el  jirimero  no  sea  en  el  se- 
gundo sino  la  causa  de  la  acción. 

Esa  diferencia  tampoco  obsta  á  la  cosa  juzgada.  8i,  por 
ejemplo,  el  actor  perdió  el  litigio  sobre  petición  de  he- 
rencia,  y  demanda  después  al  reo  primitivo  el  dominio  de 
un  objeto  perteneciente  á  la  misma  herencia;  se  le  opon- 
drá con  buen  éxito  la  excepción  de  cosa  juzgada,  aunque 
la  calidad  de  heredero,  que  se  le  denegó  jurídicamente,  no 
sea  el  objeto  del  segundo  litigio,  sino  la  causa  de  la  acción. 
Lo  mismo  se  aplicaría  al  caso  contrario.  Si  habiendo  liti- 
gado el  actor,  como  heredero  del  propietario,  sobre  el  do- 
minio de  una  especie;  el  juez  hubiese  declarado  que  aquél 
no  era  tal  heredero,  y  si  el  mismo  actor  dedujese  posterior- 
mente la  acción  de  petición  de  herencia;  rechazábase  ést^a 
por  la  excepción  de  cosa  juzgada. 

Esta  regla,  importantísima  en  la  práctica,  es  consecuen- 
cia necesaria  del  princix^io  según  el  cual  los  fundamientos 
objetivos  pasan  en  autoridad  de  cosa  juzgada;  y  los  auto- 
res modernos  la  reñeren,  con  razón,  al  principio  de  la  eor 
deni  qítaestio. 
IV.*  Diferencia  del  objeto  controvertido. 
Tal  diferencia  no  siempre  impide  que  se  oponga  la  ex- 
cepción de  cosa  juzgada;  pues,  acerca  de  este  punto,  sólo 
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se  investiga  si  en  los  dos  litigios  se  trata  de  una  misma 
cuestión  de  derecho. 

Si  algunas  leyes  romanas  declaran  que  la  excepción  no 
es  admisible  sino  cuando  los  dos  litigios  versan  sobre  un 
mismo  objeto,  debe  aplicarse  ello  á  los  casos  ordina- 
riosy  en  que  acciones  distintas  se  refieren  á  distintos  ob- 
jetos. Así,  la  sentencia  que  deniega  el  dominio  de  un 
predio,  no  puede  pasar  en  autoridad  de  cosa  juzgada  en 
cuanto  á  un  litigio  en  que  se  disputa  el  dominio  de  otro 
inmueble. 

Pero  hay  muchos  casos  importantes  en  que  la  diferencia 
de  los  objetos  mati^ria  de  las  dos  acciones  no  impide  que  á 
la  segunda  se  oponga  la  excepción  de  cosa  juzgada.  En- 
tonces se  funda  ésta  en  la  relación  del  todo  á  sus  partes. 
En  efecto,  como  cada  una  de  las  partes  se  comprende  en 
el  todo,  sucede  con  frecuencia  que  la  decisión  relativa  al 
todo  se  refiere  asimismo  á  las  jiartes;  y  si  bien  parece  que 
las  acciones  atañen  á  objetos  distintos,  no  es  menos  real 
la  identidad.  Planteando  el  problema  en  esta  forma  abs- 
tracta, no  procuramos  sino  manifestar  el  punto  de  vista  en 
que  debemos  colocarnos  para  resolverlo.  Pero  el  examen 
de  los  casos  i)articulares  á  que  el  ])r¡ncipio  se  aplica,  es 
lo  único  que  puede  poner  en  claro  el  asimto,  y  fijar  los 
límites  del  principio. 

El  caso  más  notable  en  esta  materia  es  el  <le  petición  de 
herencia,  cuyo  objeto  es  naturalmente  la  universalidad  de 
un  patrimonio;  pero  la  misma  acción  puede  eiercerse  con- 
tra el  reo  que  posee  alguno  de  los  bienes  (lue  componen  la 
sucesión.  Si  el  actor  que,  como  heredero,  demanda  el  do- 
minio de  una  casa,  pierde  el  pleito,  y  después  demanda  al 
mismo  reo  terrenos  pertenecientes  á  la  propia  herencia;  se 
le  opondrá  victoriosamente  la  excepción  de  cosa  juzgada, 
aum]ue  cada  una  de  las  dos  acciones  se  refiere  á  un  objeto 
del  todo  div^erso.  Evectivamente,  la  cuestión  (UiUrevlio  no 
consiste  sino  en  la  calidad  de  heredero;  la  primera  sen* 
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teocia  la  deniega  al  actor,  y  ella  obliga  al  juez  que  conoce 
en  el  segundo  litigio. 

El  mismo  caso  puede  presentarse  con  la«  siguientes  apli- 
caciones, que  vemos  en  un  texto  del  derecho  romano. 
A  y  B  pretenden  la  herencia  del  difunto  C,  y  cada  uno  de 
ellos,  que  es  el  único  heredero.  A  posee  una  casa,  B,  otro 
pi'edio,  y  ambas  fincas  pertenecen  á  la  sucesión.  A  dedu- 
ce la  petición  de  herencia  en  cuanto  al  jiredio,  y  B  es  con- 
denado á  restituírselo.  Cuando  B  entabla  demanda  con- 
tra A  exigiéndole  la  casa,  este  le  opone  la  excepción  de 
cosa  juzgada,  porque  la  primera  sentencia  ya  decidió  (pie 
B  no  es  heredero. 

También  se  aplica  esta  regla  cuando  la  demanda  que  se 
refirió  á  ciertos  bienes,  como  á  un  derecho  real  ó  á  un 
crédito,  se  deduce  de  nuevo  respecto  á  una  parte  de  los 
mismos  bienes.  La  condena  relativa  al  todo  se  extiende 
á  sus  partes,  segiin  la  regla:  in  tolo  etpars  continetar. 

Estaregla  es  conforme  al  principio  de  la  eadem  quaestioj 
porque  el  juez  puede  conceder,  bien  la  totalidad  de  lo  con- 
trovertido, bien  sólo  una  parte.  Por  lo  cual,  si  absuelve  al 
reo,  decide  implícitamente  que  el  actor  no  tiene  derecho  á 
ninguna  fracción  de  la  cosa  controvertida;  y,  por  entle,  la 
demanda  que  exigiese  una  de  las  fracciones  estaría  en 
abierta  pugna  con  el  contenido  de  la  sentencia. 

33.  La  regla  im[)ortante  que  acabamos  de  fijar  se  mani- 
fiesta de  una  manq*a  tan  completa  en  un  texto  de  Ulpia- 
no,  que  las  diversíis  aplicaciones  de  <pie  es  susceptible  se 
deducen  del  propio  texto: 

Si  quis,  quura  totum  petiissent,  partem  i)etat,  exceptio  rei 
judicatae  nocet;  nam  pars  in  toto  est;  eadem  euim  res  ac- 
cipitur,  etsi  pars  petatur  eius,  quod  totum  petitum  est, 
nec  interest  utrum  in  corpore  hoc  cpiaeratur,  an  in  (juan- 
titate,  vel  in  jure.  Proinde  si  (juis  fundum  petierit,  dein- 
de  partem  petat,  vel  pro  diviso,  vel  pro  indiviso,  dicen- 
duiu  erit,  exceptionem  obstare,    Proinde  et  si  proponéis 
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mihi,  certum  locum  me  petere  ex  eo  fundo  quem  petii, 
obstabit  exceptio (8)  (D.  XLIV.  II.  7). 

Dícenos  XJlpiano  que  la  regla  del  todo  y  sus  partes  es 
aplicable  en  tres  casos:  1^.  Cuando  se  trata  de  un  corpus  y 
de  sus  partes  reales  ó  abstractas.  Si  demandado  el  domi- 
nio de  un  predio,  .ne  absolvió  al  reo,  el  actor  no  puede  exi- 
girle después  una  parte  determinada  del  mismo,  ni  una 
fracción,  como  un  tercio  ó  un  cuarto:  2"*.  Cuando  se  trata 
de  una  qiMntitatis.  Por  lo  cual  rechazada  la  demanda  de 
mil  francos,  no  puede  intentarse  de  nuev^o  por  setecientos 
ó  por  trescientos;  pues  cada  una  de  estas  sumas  se  com- 
prende en  la  sentencia  primitiva  que  absolvió  al  reo;  y  3". 
Cuando  se  trata  de  un  ias.  Así,  absuelto  aquél  de  la  de- 
manda sobre  usufructo  de  una  cosa,  no  se  puede  enta- 
blarla de  nuevo  por  la  mitad  del  propio  usufructo. 

Supongamos  el  caso  inverso,  esto  es,  que  se  exija  el  to- 
do después  de  perdida  la  litis  sobre  una  de  sus  partes. 
¿Recbazaráse  la  demanda  por  la  excepción  de  cosa  juzga- 
da! Eesuólvese  este  problema,  ya  afirmativa,  ya  negativa- 
mente; pero  la  resolución  absoluta  es  errónea.  No  tene- 
mos ahora  un  principio  tan  general  como  en  el  otro  caso, 
y  es  menester  investigar  encada  controversia  si  la  segunda 
acción  se  refiere  A  la  misma  cuestión  de  (Urecho;  porque,  lo 
repetimos,  en  eso  consiste  siempre  la  única  circunstancia 
decisiva.  Cuando,  por  ejemplo,  se  demanda  una  de  las  por- 
ciones de  terreno  que  componen  un  predio  rustico,  y  se  ha 
rechazado  la  acción,  no  obsta  ello  á  que  se  exija  otra  por- 
ción del  mismo  predio;  pues  las  dos  porciones  pueden  con- 


(8)  Si  alf^niio  habiendo  pedido  el  todo,  pidiese  despm^H  la  parte,  le  obnta 
la  excepción  de  cosa  jnzgada:  porque  la  parte  se  comprende  en  el  todo,  y 
se  recibe  lo  mismo  annqne  se  pida  la  parte  del  todo  «jne  se  pidió:  y  no  es 
d«»l  caso  que  esto  se  diga  respec^to  de  la  cosa  corporal,  ó  <iue  consista  en 
cantidad  ó  en  derecho;  por  lo  cual  si  alguno  pidiere  un  fundo,  y  después 
pidiere  parte  de  él,  dividida  ó  sin  dividir,  se  ha  de  decir  que  le  obsta  esta 
excepción;  pcu'que  si  propones  que  pido  cierta  parte  del  fundo,  que  ya  ha- 
bía podido,  me  obstavá  esta  excepción  
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siderarse  como  heredades  distintas.  Luego,  á  deman^ 
darse  nuevamente  el  predio  íntegro,  se  puede  oponer 
la  excepción  de  cosa  juzgada  en  cnant'O  á  la  parte  que  en  la 
I)rimera  sentencia  se  determina,  mas  no  respecto  á  las 
otras  partes  del  predio.  Si  deducida  la  acción  confesoria, 
se  deniega,  en  cuanto  á  dos  metros,  el  ius  altim  non  tollón- 
dij  y  en  virtud  de  otra  acción  se  reclama  el  mismo  derecho 
acerca  de  cinco  metros;  á  la  segunda  obsta  la  excepción 
de  cosa  juzgada,  porque  tal  servidumbre  no  podría  ejer- 
cerse sin  la  que  ya  se  denegó  en  la  sentencia. 

Los  siguientes  casos  tienen  analogía  con  la  relación  en- 
tre el  todo  y  sus  partes. 

Cuando  se  ha  absuelto  de  una  demanda  sobre  intereses, 
y  exígense  después  otros  ó  el  capital;  trátase  de  saber  si 
á  la  segunda  demanda  cabe  oponerse  la  excepción  de 
cosa  juzgada.  La  misma  duda  puede  suscitarse  cuando 
la  primera  demanda  se  refirió  á  los  réditos  de  uua  renta, 
y  la  segunda  á  otros  réditos  ó  al  derecho  de  exigirha. 

Entonces  se  investiga  únicamente  si  las  dos  acciones  se 
refieren  á  una  misma  cuesti&n  de  derecho.  Si  el  reo  fue  ab- 
suelto de  la  primera  demanda.por  haberse  declarado  que 
no  debía  el  capital,  ó  que  la  renta  no  se  había  constituido, 
á  la  segunda  demanda  obsta  la  excepción  de  cosa  juzgada; 
mas  no  sí  la  demanda  se  hubiese  rechazado  á  causa  del 
pago  de  los  intereses  vencidos,  ó  de  compensación  con  los 
réditos. 

34.  Habiéndose  tratado  de  la  identidad  objetiva,  pase- 
mos á  la  suijetiva^  esto  es,  á  la  identidad  de  las  personas. 

Al  comentar  el  inciso  2"-  del  art.  3^.  asentamos  la  regla 
fundamental  de  que  las  sentencias  judiciales  no  tienen 
fuerza  obligatoria  sino  respecto  de  las  causas  en  que  se 
pronunciaren;  y,  por  lo  mismo,  la  sentencia  expodida  en 
un  litigio  no  surte  ningún  efecto  acerca  del  que  siguen 
otra«  personas. 


>    » 
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De  ahí  también  se  deduce  que  no  puede  oponerse  la  ex- 
cepción de  cosa  juzgada  sino  cuando  en  los  dos  litigios  in- 
tervienen unas  mismas  partes. 

La  regla  tiene  mayor  importancia  á  tratarse  de  las 
acciones  reales.  Gomo  el  dominio  y  la  herencia  confieren 
al  propietario  ó  al  heredero  iw  derecho  exclusivo,  suscepti- 
ble de  alegarse  contra  todos,  acaso  se  juzgue  que  la  cali- 
dad de  propietario  ó  .de  heredero,  declarada  ó  denegada 
en  sentencia,  tiene  generalidad  y  eficacia  absolutas;  lo  cual 
no  seria  exacto.  La  esencia  de  la  cosa  juzgada  consiste 
en  que  si  una  de  las  partes  triunfa  en  el  litigio,  adquiere  un 
derecho  contra  la  que  lo  pierde;  derecho  que,  muy  análo- 
go á  los  provenientes  de  las  obligaciones,  no  podría  oijo- 
nerse  á  terceros  que  exigiesen  el  mismo  dominio  ó  la  mis- 
ma herencia. 

35.  Debe  sí  observarse  que  las  sentencias  constituyen 
titulo  de  propiedad  que,  como  tál^  surte  efecto  contra 
todos.  "La  sentencia  que  declara  un  derecho  ín  rem?\ 
dice  Bonnier,  "es  titulo  que  equivale  á  instrumento  anténti- 
coj  aún  en  cuanto  á  los  que  no  han  sido  parte  en  el  juicio, 
y  constituye  respecto  de  ellos  j)ríe^6cfvi^í«wrt,  á  menos  que 
los  mismos  justifiquen  lo  contrario."  Y  la  Corte  de  Ca- 
sación, en  fallo  pronunciado  el  22  de  mayo  de  1865,  decía: 
"La  sentencia  que  declara  un  derecho  real  constituye  tüu^ 
lo  que,  como  cualquier  otro,  puede  oponerse  contra  todos 
por  el  que  lo  obtuvo.  Cierto  que  segán  el  art.  1351 
la  autoridad  de  cosa  juzgada  se  limita  á  hxs  partes  que 
intervinieron  en  el  juicio,  y  que  la  sentencia  no  pasa 
respecto  de  terceros  en  autoridad  de  cosa  juzgada;  pero  no 
deja  de  ser  verdadero  título^  y  los  terceros  contra  quienes 
éste  se  presenta,  no  pueden  impugnar  la  prueba  que  resul- 
ta de  ella  sino  rindiendo  prueba  en  contrario,  que  justifi- 
que un  derecho  preferente  ó  la  posesión  anterior  legalmen- 
te  adquirida." 
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Esta  importantísima  distinción  es  conforme  á  la  natu- 
raleza misma  de  las  cosas.  La  seut<)ncia  debe  considerar, 
se  en  dos  aspectos  del  todo  diversos:  como  deciHión  que 
termina  el  litigio;  y  como  prueba  del  derecho  real  declara- 
do por  el  juez.  En  el  primero,  la  sentencia  no  surte  efec- 
to sino  entre  las  partes,  y  no  puede  alegarse  la  excepción 
de  cosa  juzgada  sino  contra  la  que  pretende  impugnar  tal 
sentencia.  En  calidad  de  prueba,  e^mstruniento  auténtico^ 
que  merece  tanta  fe  como  la  escritura  pública.  Ahora 
bien,  según  lo  manifestaremos  después,  la  escritura  pií- 
blica  constituye  prueba  plena  contra  todos;  pues  las  le- 
yes y  los  autores  según  los  cuales  la  escritura  no  surte  efec- 
to en  cuanto  á  terceros,  confunden  dos  cosas  muy  distin- 
tas, á  saber,  el  titulo  mismo  de  propiedad,  que  no  se  ex- 
tiende sino  para  que  pruebe  siempre  contra  todos^  y  los 
efectos  de  la  convención^  que  no  aprovechan  ni  perjudican 
sino  á  los  contratantes. 

Limitámonos  por  ahora  á  estas  brevísimas  observacio- 
nes; pues,  al  comentar  el  art.  1700,  examinaremos  la  escri- 
tura pública  como  prueba  del  derecho  que  nace  del  acto 
ó  contrato  para  cuya  constancia  se  otorga. 

36.  La  sentencia  pasa  en  autoridad  de  cosa  juzgada  res- 
pecto de  las  partes,  y  de  los  sucesores^  á  título  universal  ó 
singular. 

El  principio  de  que  la  sentencia  aprovecha  ó  perjudica 
á  las  partes  y  á  sus  herederos^  es  t^n  inconcuso,  que  apenas 
si  merece  mencionarse.  La  esencia  de  la  sucesión  á  título 
universal  consiste  en  que  el  difunto  trasmite  al  heredero 
todos  sus  bienes,  derechos  y  obligaciones. 

Pero  hay  una  restricción  proveniente  del  beneficio  de 
inventario.  El  heredero  que  acepta  con  tal  beneficio  no 
está  obligado  á  las  deudas  y  cargas  de  la  sucesión,  sino  con 
el  precio  de  los  bienes  hereditarios.  De  manera  que 
aun  cuando  el  heredero  beneficiario  no  imx)ugne  la  sen- 
tencia misma  que  contra  el  difunto  se  hubiere  i)ronuncia- 


COSA  JÜ;2GADA  45 

(lo,  [Hiede  excepcioiiíirse  aflrmando  que,  como  tal  herede- 
ro, carece  de  bienes. 

Los  sucesores  á  título  singular  están  asimismo  obli- 
gados por  la  sentencia^  cuando  ella  se  refiere  á  los  bienes 
en  que  han  sucedido;  lo  cual  se  aplica  diariamente  al  de- 
recho de  propiedad.  La  sentencia  que,  pronunciada  con- 
tra el  vendedor,  declara  que  un  inmueble  tiene  ciertos 
límites,  está  gravado  con  servidumbre,  censo  ó  hipoteca, 
pasa  en  autoridad  de  cosa  juzgada  en  cuanto  al  compra- 
dor; pues  el  vendedor  no  pudo  trasmitirle  sino  los  dere- 
chos que  tenía.  Por  idénticas  razones,  cuando  el  acreedor 
cede  un  crédito,  perjudica  al  cesionario  la  sentencia  que, 
respecto  al  propio  crédito,  se  hubiere  pronunciado  antes 
que  la  cesión  se  notificara  al  deudor. 

37.  Notabilísimos  expositores  del  Derecho  francés,  como 
Laureut,  Bonnier,  Aubry  y  Rau,  sostienen  que  los  aeree- 
dores  no  hipotecarios  son  re¿)resentados  por  el  deudor  en 
todos  los  litigios  que  contra  él  se  suscitan.  Lo  cual  no 
pasa  de  una  incalificable  sutileza. 

Si  nos  fijamos,  no  en  las  palabras,  sino  en  la  esencia 
misma  de  las  cosas,  vemos  que  el  art.  2408  del  Código  ci- 
vil declara  que  toda  obligación  personal  da  al  acreedor  el 
derecho  de  perseguir  todos  los  bienes  del  deudor,  presen  - 
tes  y  futuros,  exceptuándose  solamente  los  no  embarga- 
bles;  y  conforme  al  art.  2093  del  Código  de  Napoleón, 
los  acreedores  tienen  sobre  todos  los  bienes  del  deu- 
dor un  derecho  á  manera  de  prenda.  Pero  esa  prenda,  lejos 
de  constituir  un  derecho  real,  no  consiste  sino  en  la  facul- 
tad de  hacer  embargar  y  vender  los  bienes  del  deudor,  así 
los  actuales  como  los  que  vayan  adquiriéndose.  Luego, 
la  sentencia  pronunciada  contra  el  deudor  surte  el  efecto 
de  disminuir  los  bienes  que  los  acreedores  pueden  embar- 
gar y  vender;  ¿y  hay  analogía,  ni  la  más  remota,  entre 
tal  efecto  y  la  representadónt 
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38.  Eu  cuanto  íi  los  efectos  de  la  cosa  juzgada  en  casos 
especialísimos,  como  cuando  se  trata  del  estado  civil  de  las 
personas,  de  la  fianza,  de  la  obligación  solidaria  ó  indivi- 
sible; tratareipos  de  ellos  al  comentar  cada  uno  de  los  res- 
I)ectivos  artículos. 

§  II. 
De  las  sentencias  extr*anjei*as.  (-) 

39.  Los  efectos  que  surten  las  sentencias  pronunciadas 
en  otro  Estado,  es  uno  de  los  puntos  más  importantes  y 
más  difíciles  del  Derecho,  y  en  que  hay  absoluta  divergen- 
cia así  en  la  legislación  ó  la  práctica  de  las  naciones,  como 
en  los  pareceres  de  los  publicistas  y  jurisconsultos. 

A  tres  se  reducen  los  sistemas  de  los  Estrados  y  de  los 
escritores  sobre  los  efectos  que  surten  las  sentencias  ex- 
tranjeras: 

1**.  La  autoridad  de  la  sentencia  es  meramente  territo- 
rial; el  juez  de  la  nación  extranjera  debe  examinar  los 
méritos  del  proceso,  y  resolver  de  nuevo  sobre  los  dere- 
chos de  las  partes:  (9) 

2°.  Distingüese  entre  los  ciudadanos  y  los  extranjeros, 
y  sí  bien  la  sentencia  se  ejecuta  contra  éstos,  para  ejecu- 


(-)  Fioíe.  Effetti  internazionali  deUe  senteuze  e  degU  atti. ^Constan t.  De 
Pexécution  des  jugements  <>traugers.  —  Phillimore.  IV.  DCCCCXXVIII- 
DCCCCLVI.  —  Calvo.  II.  ^  873  -  8^.  —  Massé.  II.  793  -  804.  —  Pardessua.  V. 
1488.— FoeUx.  ir.  316-404.— Story.  $  584-618  i.  — Kent.  II.  XXVII.  3.— 
Wheaton.  P.  II.  Chap.  II.  $  21.  —  Heffter.  $  39.  —  Asser.  88.  90.  —  Vattel.  II. 
}  84.  85.  -^Martens.  I.  $  94.  95.  —  Klüber.  $  59.  —  Dalloz.  Droit  civil.  417.  — 
Merlin  (Q.).  Jugemeut.  $  XIV  u.  II.  —  Zachariae,  (A.  R.).  VIII.  $  769  ter. — 
Boitard.  II.  801. — Troploug  (Priviléges  et  Hipotheques).  II.  461.  —  Demo- 
lombe.  I.  262  -  264.  —  Pradier  Fodoré.  III.  1818-1831. 

(9)  "Peu  d'États  vont  jusqu^á  refuser  toute  valeur  aux  décisions  jndi- 
ciaires  á  V  étranger.  Cependant,  dans  la  pratiqne,  on  arrive  an  méme  té- 
sultat  dans  beancoup  de  pays  oü,  si  la  questiou  u'  est  pa8  réglóe  par  un 
traite  international,  la  partie  qui  ponrsuit  P  ex^cntion  d*un  jngement 
étrauger  est  obligée  de  idaider  i\  uouveau  V  aflfaire  au  fond,  avec  cette  re- 
serve toutefoia  que  les  plaidoiriea  et  les  témoignages  du  premier  procés 
peuvent  étre  utilisés  dans  le  second."  (Calvo  II.  }  873). 
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tarla  contra  aquéllos  es  menester  que  la  revean  los  jueces 
de  la  nación;  y  (10) 

3**.  La  autoridad  de  cosa  juzgada  es  distinta  del  títu- 
lo ejecutivo;  reconócese  la  eficacia  extraterritorial  de  la  co- 
sa juzgada,  y,  como  título  ejecutivo,  aunque  la  sentencia 
no  se  equipara  á  la  expedida  por  los  jueces  nacionales, 
concédese  al  juez  local  la  atribución  de  declararla  tal  título 
mediante  exequátur. 

Este  sistema,  que  es  el  más  razonable  y  el  más  liberal, 
suscita  muchas  controversias  sobre  los  requisitos  que  de- 
ben observarse  para  dar  á  la  sentencia  extraDJei*a  la  cali- 
dad de  título  ejecutivo. 

40.  A  causa  de  tantas  divergencias,  los  publicistas  han 
trabajado,  tiempo  há,  por  resolver  el  problema  de  que  se 
acepte  en  todas  las  naciones  una  práctica  uniforme  sobre 
el  efecto  que  surte  en  un  Estado  la  sentencia  pronunciada 
en  otro;  considerándola,  ya  como  excepción  de  cosa  juzga- 
da, ya  como  título  ejecutivo. 

Ese  problema  fue  uno  de  los  propuestos  al  Oou{f reso 
que,  en  1863,  reunió  en  Gante  la  Asociación  Internacional 
l>ara  el  perfeccionamiento  de  las  ciencias  sociales. 


(10)  '*Qiiant  aux  jugeoieus  des  tribunaiix,  il  u' est  pas  uue  seiicle  lógis- 
lation  qui  ue  les  raette  au  rang  des  actes  autheutiqnes.  Mala  si  moius  qii' 
une  coiiveution  diploiiiatique  ne  leur  assnre  en  Frauce  l'exc^cutiou  paree, 
ils  ir  oiit  d'  autre  eftet  que  do  servir  de  fondenieut  a  iiue  actioii  devant  les 
tribiiiiaiix  franjáis»  saiis  rautorisatiou  desqiiels  ils  ne  peuveiit  etre  exécu- 
t^s.  A  cet  é^ard,  on  peut  distingiier  sllejiigeiiient  a  été  rendu  contre  uu 
^tranger  justiciable  du  tribuual  qui  V  a  prenoucé,  ou  s'  il  a  été  reiidu  cou- 
tre  11U  Fraucais.  Au  premier  cas,  le  tribuual  franjáis  a  qui  1'  exécntiou 
est  deniaudée  peut,  meme  par  des  nioyeiis  du  fond,  refuser  d*  ordoiiuer  V  exó- 
futioii;  et  cependaiit  sMI  ne  croyoit  pas  devoir  se  livrer  á  cet  exameu,  sou 
Jugeineiit  ne  seroit  pas  attaquable  en  cassation,  parce  que  cette  revisión, 
faoultative  pour  le  tribunal  qui  croit  devoir  s'éclairer  avaut  d' urdonner 
V  pxécution,  n'est  pas  établi-  daus  V  intérí^t  privé  de  1'  étranger  condaiu- 
lié  par  le  tribunal  dont  il  étoit  uatuxelleinent  justiciable. 

''Au  second  cas,  lejugement  rendu  en  pays  étranger  contre  le  Franoais, 
eHt  nécessairement  souniis  á  la  revisión  des  juges  de  France.  Quand  inenie 
il  anroit  ét^  rendu  sur  la  provocation  de  ce  Franjáis,  et  qu' il  seroit  em- 

})loyé  eomine  exception  h,  sa  uouvelle  demande,  il  faut  de  uoiiveau  débattre 
o  fond,  comme  sMl  n' y  avoit  rien  de  jugé;  á  moins  que  quelqiie  traite 
n*  accordíU  aux  jugemens  du  pays  oh.  a  été  rendu  celui  dont  il  s'agit,  la 
I^^me  autorité  quMiux  jugeniens  franoais,  ou  que  lo  jugeimiiit  étranger 
n*  eiit  ét-é  que  la  conséquence  nécessairededécisions  rendues  par  les  tribu- 
iiaux  de  France.*'  (Pardessus.  V.  1488). 
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El  Congreso  Internacional  de  la  Asociación  para  la  re- 
forma y  codificación  del  Derecho  de  Gentes,  reunido  en 
Milán  en  1883,  declaró  que  "conviene  un  acuerdo  interna- 
cional sobre  la  ejecución  de  las  sentencias  en  materia  civil 
y  mercantil,  y  que  es  de  desear  se  reúna,  al  intento,  una 
conferencia  oficial  como. la  propuesta  en  1874  por  el  Go- 
bierno de  los  Países  Bajos." 

En  virtud  de  tal  declaración,  la  conferencia  puntualizó, 
para  el  proyectatlo  acuerdo,  estas  ocho  bases: 

1*.  La  sentencia  debe  expedirse  por  juez  competoute. 
La  sobredicha  Convención  Internacional  determine  reglas 
uniformes  sobre  lacompetenciM: 

2*.  Debe  citarse  en  forma  al  reo: 

3*.  Si  se  trata  de  sentencia  en  rebeldía,  la  parte  contra 
quien  se  ha  pronunciado  hubo  de  tener  conocimiento  del 
litigio  y  posibilidad  de  defenderse: 

4*.  Ninguna  de  las  resoluciones  de  la  sentencia  jíugna- 
rá  con  la  moral  ni  con  el  derecho  publico  del  Estado  donde 
se  ejecute: 

5*.  En  la  nación  donde  se  pronunció  la  sentencia,  debió 
pasar  ésta  en  autoridad  de  cosa  juzgada: 

6*.  El  juez  á  quien  se  pide  la  ejecución  de  la  sentencia, 
puede  examinar,  no  lo  principal  del  litigio,  sino  los  ya 
mencionados  requisitos: 

7*.  La  sentencia  extranjera  que  los  reúna  suri  iiii  los 
mismos  efectos  que  la  sentencia  nacional,  bien  se  pida  la 
ejecución,  bien  se  oponga  como  cosa  juzgada;  y 

8"*.  Los  trámites  de  Ja  ejecución  y  los  medios  que  para 
ella  se  empleen,  se  determinan  por  el  Estado  donde  se  pi- 
da la  ejecución. 

41.  Los  escritores  no  se  acuerdan  al  determinar  el  ori- 
gen de  los  efectos  extraterritoriales  de  la  sentencia;  y  tanu- 
biéu  sobre  este  punto  hay  tres  opiniones; 
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La  primera  da  á  la  sentencia  fuerza  extraterritorial  obli- 
gatoria, porque  la  liti«contestación  encierra  un  cuasicon- 
trato de  cumplir  lo  juzgado.  (11) 

Escritores  notables,  como  Foelix  (12),  Wlieaton  (13), 
FhilHraore   (14),    sostienen  que   líis  relaciones  de  bue- 


(11)  I 'Les  jngeoienta  paHséA  en  íbrcede  chose  jugée,  9ont  éxécntoire^  daud 
le  territoire  oü  ils  oiit  otéreiulus,  et  dans  les  payH  oíi  leur  exécution  a  6t^ 
^arautie  par  cleB  trait^^s  oii  ]iar  das  usages  intematiouanz.  Oepeudaut 
daus  aucim  l^tat  oii  ne  devrait  refnaer  d'  accorder  aux  jngemeuts  rendas  par 
de«  tribunaiix  oompi^teuts  ti  V  étran^er,  1'  antorité  d'  un  i'&ntrat  jHdiciaire 
int4»rvenu  entre  les  partiea,  et  par  snite  ils  devraient  i^tre  d^^olarés  éxócntoi- 
res  apr^s  avoir  été  soumis  íi  un  examen  préalable,  ani  porterait  senlement 
Hur  la  comp^teucí»  du  trihiinal,  snr  la  r^gnlarit^  de  la  pro<5edure,  V  abdeuce 
de  tontedisposition  contraire  anx  lois  et  anx  intitutions  dn  pays.  enfin  snr 
la  forcé  de  la  chose  jiigi^e  acqnise  au  jngement."  (Heffter.  $  39.  n.  IV). 

(12)  '^Qnant  an  jugeraent,  nue  máxime  incontest^e  établit  que  Tautorité 
dont  les  juges  de  chaqne  État  sont  investís  ponrrégler  les  relations  des  jus- 
ticiables, iu^me  contre  le  gr^  de  ees  demiers,  tire  son  origine  ou  sa  forcé 
nniquement  <ln  pouvoir  souverain  du  nn^me  État,  par  Pelfet  de  la  nomina- 
tion  des  jnges  faite  par  oe  pouvoir  ou  pnr  ses  delegues.  II  suit  de  lüb,  oonibi' 
uK^ment  an  princi^)ede  V  indépendance  desnations,  que,  daus  la  rigueur  du 
droit  (en  droit  striot),  les  jngenients  rendus  dans  nnÉtatne  peuventpaa 
avoir  d'  effet  dans  les  pays  (^traugers;  en  d*  autres  termes,  et  pour  nous  ser- 
vir des  paroles  de  Meríin,  1' antorité  de  la  chose  jng^e  ne  derive  pas dn 
droit  des  gens;  elle  ne  tire  sa  forre  que  du  droit  civil  de  chaqué  uation. 

'*Lesreiationsde  bonne  aniitiá  (oomita»)  et  des  considerations  d' ntilité 
et  de  convenance  r<^í*iproque  (oh  reciprocam  ittiUtatem)^  oiit  fait  aílnettre  des 
exceptions  au  principe  que  los  Ingenien ts  ne  penvent  rí^cevoir  leur  ex^cu- 
tion  daus  un  État  <«traiiger.''  (II.  318.  819). 

(13)  "The  most  emiuent  publicjiíriiitsooueur  iu  asHcrtiug  the  principie, 
that  a  final  jiidgnient,  rendored  in  a  personal  action,  in  the  eonrís  of  oom- 
petent  jurisdietion  of  one  State,  ought  to  have  tbe  conelnBivo  ettet  oi&re» 
indicata  in  evt*vy  otlnT  Stat^,  wlieri^ver  it  is  plead«Ml  iu  bar  of  another 
action  for  the  sanie  cause. 

**But  no  sovenMgu  is  bouud,  uulesa  by  special  i'ompart,  to  execute  witliin 
his  dominionH  a  Jndgment  rendere<l  by  the  tribnnalsof  another  Stat-e;  and 
if  exeoution  be  sóught  by  suit  upon  the  judgment,  or  othcrwise,  the  tribu- 
nal in  which  tii(»  Huit  is  bronght,  ot  firom  whirh  execntion  is  sought,  is,  on 
principie,  atliberty  to  oxamine  into  the  merits  of  suchjudgmünt,  and  to 
givp  effect  to  it  or  not,  as  may  be  foundjust  and  equítable.  The  general 
comity,  utility,  and  coiivenieiice  of  nations  have,  however,  estabhslied  a 
u.sage  among  rnost  eivilized  States,  by  which  the  final  judgment  offoreign 
courts  of  competeut  jurisdietion  are  reciprocally  carried  into  execntion, 
under  certaiu  regiilatious  and  restrirtions,  which  difi'er  in  difterent  coun- 
tries.^'  (P.  II.  Chap.  II.  $  21), 

(It)  **The  authority  of  a  judgment  in  timeof  peace  is  deriveilexclusively 
from  the  civil  law  of  the  territ<U'y  in  which  it  is  given;  it  cannot.  there- 
fore,  according  to  strict  principies  ot  intcmational  l..iw,  have  efiVct  or 
operation  iu  a  toreign  territory.  Hnt  intcrnatioual  Coniity.  'hhh  ex'uienU) 
tt  humanin  nev€HttitatibHít\  speaks  anotlu*r  language,  an<l  a  foreign  judgment 
is  generally,  in  «onio  siiape  or  otlier,  aml  with  more  or  leas  restriction, 
upholdenand  executed  by  all  states."  (IV.  DCCCCXXIX). 
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\  na  armonía  (camiUis)  entre  los  Estados,  es  el  fundamento 

de  la  fuerza  extraterritorial  de  la  sentencia. 


i  Ha  prevalecido  generalmente  la  tercera  opinión  (15), 

Á  según  la  cual  á  virtud  de  la  eficacia  misma  del  d^recho^ 

i  las  sentencias  pronunciadas  en  un  Estado  deben  ser  efi- 

j  caces  en  otro,  á  menos  que  á  ello  se  opongan  las  leyes 

de  éste  ó  el  derecho  internacional. 

42.  Debemos  examinar  la  sentencia  extranjera: 
1°.  Oomo  instrumento  páhlico  que,  prescindiéndose  de 

la  cosa  juzgada  y  de  la  ejecución,  es  mera  prueba  del  de- 
recho controvertido: 

T.  Oomo  excepción  de  cosa  juzgada;  y 

3®.  Como  título  ejecutivo, 

43.  Considerada  la  sentencia  como  instrumento  público, 
es  prueba  irrefragable  dondequiera  que  ella  se  presente; 
pues  se  aplica  entonces  la  regla:  locus  regit  actum.  "Se 
reconoce  generalmente",  dice  Masée,  (16)  "que  la  sen- 
tencia extranjera,  aun  cuando  no  se  hubiere  declarado 
título  ejecutivo,  merece  plena  fe,  á  menos  de  prueba  con- 

I  traria,  en  cuanto  á  los  hechos  que  da  por  probados,  pres- 

:i  cindiéndose  de  la  condena  del  reo.    Pot  lo  cual  se  ha  de- 

cidido que  una  sentencia  extranjera,  aunque  no  lleve  pa- 
reatis  de  los  tribunales  franceses,  puede  alegarse  como 
prueba  de  haberse  declarado  la  ausencia,  y  conferídose  la 
]  povsesión  de  los  bienes  del  ausente;  de  manera  que  los  he- 

rederos pueden  perseguir  en  Fraucia  á  los  deudores  del 
ausente,  sin  necesidad  de  que  se  declare  ejecutivo  el  fallo 
sobre  la  ausencia."  Por  eso  decía  la  Corte  de  Douai,  en 
sentencia  de  5  de  marzo  de  1836:  "Considerando  que  la 


(15)  " A  uoi  iuvece  Heni}»ra  che  1' accordo  degli  Stati  non  debba  coiiside- 
rarsi  como  ettetodi  coinpiaceiiza,  o  atto  revocabile  di  una  volunta  arbitra- 
ria, ma  piuttosto  come  soleuue  rluognizioue  dei  sapremi  priiicijúi  del  di- 
ritto."  (31). 

(16)  II.  798, 
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sentencia  extranjera  no  se  ha  presentado  en  la  cansa  como 
título  ejecutivo,  sino  como  mera  prueba  del  derecho  del 

actor "    Y  la  Corte  de  Casación  decidió,  en  12  de 

diciembre  de  1826,  que  un  tribunal  francés  había  podido 
condenar  á  un  vendedor  al  saneamiento  de  la  eviccióu  or- 
denada por  sentencia  extranjera,  sin  que  fuese  necesa- 
rio la  declaración  previa  de  la  fuerza  obligatoria  de  tal 
sentencia. 

44.  A  presentarse  una  sentencia  extranjera,  bien  co- 
nio  excepción  de  cosa  juzgada,  bien  exigiéndose  que 
se  declare  título  ejecutivo;  el  juez  ó  tribunal  debe  exar 
minar  muchas  circunstancias  para  saber  si  la  sentencia  es 
ó  no  eficaz. 

Acertadísimo  nos  parece  áenovainav  eftctma  de  la  senten-* 
cia  el  conjunto  de  los  requisitos  necesarios  para  qne  ella 
surta  efectos  extraterritoriales.  (17) 

Debe  distinguirse  entre  la  forma  de  la  sentencia  y  la  re- 
solución. 

Es  necesario  que  la  sentencia  esté  redactada  según  las 
leyes  ó  la  práctica  de  la  nación  cuyos  jueces  la  pronuncia- 
ron. (18) 


(l'n  '^Abiamo  stiiu ato  meeli o  denotare  colla  parola  effcaoia  tutto  ci^  che 
8i  riwrisce  alPantoritiV  delYa  si^ntenza,  perchi^  iiitendianio  discorrere  della 
foi'ssa  f^inridica  della  senteiiza  in  genérale,  osBÍa  degH  eifeti  giuridici  sva' 
riati  e  indefiniti  che  x^osono  derivare  da  una  senteuza  defínitiva,  oltre  quel- 
lo  dell'  esecnzione  niateriale  che  puo  anche  derivarne  e  ordinariamente  ue 
deriva,  ^j  vero  che  esecnzione  della  sentenza  in  nn  fiiguiñcato  esteso  deno'^ 
ta  anche  V  antoritá  della  senteuza  in  quanto  regola  in  modo  inalterabile  i 
diritti  delle  parti,  e  t)eroi5  gli  sorittori  discorrono  delP  efflcacia  sotto  la  de- 
nominazione  genérale  delP  e8€cutaríet<í  delle  sentenze^  e  11  nostro  legisla» 
tore  adopera  I'  espressione  forza  taccutira  per  significare  la  stessa  cosa^ 
ma  ci  aembrameglio  adoperáre  la  parola  eñicac'ia  jier  prerenire  qualttnqne 
winivooo."  (Fiore.  35). 

(18)  '^Affinchenua  sentenza  possa  a  veré  eñicacia  estra- territoriale  deve 
avere  le  forme  estrinseche  stabilite  dalla  legge  del  paese  in  cni  fu  resa. 
Ciasotuia  legge  stabilisce  le  forme  essenziali  delle  sentenze  e  delle  ordinan- 
ze  dei  magistrati»  e  il  modo  de  pnbblicarle^  e  di  notificarle,  e  determina  le 
conseguenze  ginridiche  che  possouo  derivare  delT  oniissione  tot-aleo  parzla* 
le  di  certe  formalitá."  (Fiore.  37). 
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Si  lá  sentencia  b^  presenta  legalizada,  presúmese  tal 
tíonformidad;  y  si  la  otra  parte  afírmalo  contrario^  el  juez 
toncédé  breve  término  para  la  prueba  del  incidente. 

Cerciorado  el  juez  de  que  la  sentencia  se  halla^  en  cuan- 
to  á  la  forma,  arreglada  á  la  Uzforiy  examina  si  ba  pasa- 
do en  autoridad  de  cosa  juzgada,  y  á  este  punto  también 
és  aplicable  la  íífx /orí.  (19) 

Ija  parte  que  presen  t-a  la  sentencia  pudiera  acompañar 
feertiflcado  auténtico  de  que  ésta  ha  pasado  en  autori- 
dad de  cosa  juzgada,  porque  se  pronunció. en  ultima  ins- 
tancia, 6  porque  expiraron  los  términos  en  que  se  podían 
interponer  los  recursos  que  la  ley  concede. 

Si  la  parte  contra  quien  se  presenta  la  sentencia  alega 
que  ésta  adolece  de  nulidad,  por  haberse  pronunciado  en 
virtud  de  títulos  falsos,  ó  por  cualquiera  otra  causa,  no  se 
admitirá  esa  excepción;  pues,  como  varaos  á  verlo,  los  tri- 
bunales están  llamados  sólo  á  examinar  las  solemnidades 
extrínsecas  de  la  sentencia,  y,  en  cuanto  al  contenido,  si  la 
sentencia  pugna  con  la  moral  ó  con  el  derecho  público  de 
su  nación. 

Si  se  alegare  que  la  sentencia  no  ha  pasado  en  autori- 
dad de  cosa  juzgada  según  la  lex  fori^  y  no  se  hubiere 
presentado  el  certificado  de  que  ya  hablamos,  la  parte  que 
exige  el  cumplimiento  es  quien  debe  justificar  que  la  sen- 
tencia se  halla  ejecutoriada,  acompañando  copia  auténtica 
de  la  ley. 


(,19)  *^Per  determinare  se  la  seuienza  che  si  vuole  far  dichiarare  effioAoe 
sia  paseata  iii  cosa  Kindicata,  e  se  sia  defínitiva  ed  eseguibile  si  deve  tener 
couto  únicamente  (fella  ¡ex  fori,  e  se  non  fossoro  ancora  decorsi  i  terminl 
perimpuguarela  Hcutenza,  e  quella  legge  disponease  che  non  fosse  concessa 
V  esecuzione  finolie  non  sia  scadnto  il  termine  per  impugnarla,  o  clie  1'  effe- 
t«  Bospenaivo  duri  finche  non  sia  pronunciata  la  sentenza  di  mérito  in 
appello,  la  sentenzanon  potrebbe  essere  dichiarata  esecntiva  in  un  altro 
Stat^.  £  per  contrario  se  secoudo  la  Isx  fori  la  sentenza  fosso  eseguibile 
nou  ostaute  ricorso  in  Cassazioue,  dovrebbe  essere  cousiderata  tale  iu  paese 
straniero,  nou  ostaute  che  la  sentenza  fosse  impuguata  o  impugoabile  con 
rioorso  iu  Caasazioue."  (Fiore.  41). 
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45.  La  aplicaciÓD  de  la  ley  extranjera  es  uno  de  los  pun- 
tos más  difíciles  cuandoquiera  que  se  alegue  tal  ley  parfi 
fundar  el  derecho.  (20)  Aun  presentado  lin  artículo  en  co- 
pia, no  bastaría  éste  para  que  el  juez  se  cerciore  de  que  él 
es  decisivo;  pues  muy  bien  puede  haber  otros  artículos  que 
lo  adicionen  u  modifiquen.  Nadie  desconoce  la  verdad 
inconcusa  de  que  aplicándose  una  ley  aislada,  casi  nunca 
se  i)rocede  acertadamente. 

De  ahí  proviene  que  algunos  jurisconsultos  opinan  que 
á  menos  de  demostrarse  evidentemente  la  exactitud  de  lo 
aseverado  por  alguna  de  las  partes,  el  juez  debe  aplicar 
las  leyes  de  su  nación.  (21) 

Los  tribunales  de  Inglaterra  oyen  el  dict^imen  de  un  ju- 
risconsulto del   Estado  donde  se  pronunció  la  sentencia; 


(20)  "In  qnestí  e  in  tutti  gli  altri  casi  nei  qnali  il  gindic©  deve  giiidica- 
re  applinando  la  legge  straniera  iiiolte  dlflHcoltá  ponsoiio  sorgere  perappli' 
caria  eHattamcute.  Abbiamo  parlato  della  nulitj\  deila  Heutenza  ¡ter  la 
maiicanza  di  fbrmaUtíl  stabilite  dalla  tex  forij  e  tutti  sanno  che  la  materia 
della  nnllit{\  degli  atti  í*  ardua  e  difticiíe  ncl  diritto  ci\'ile  e  nel  diritto 
giudiziario  del  propio  paese.  Abbiamo  detto  che  della  decadeuza  si*  deve 
giudicare  secondo  la  lex  furi  e  non  ^  merio  difficile  questione  quella  della 
decadenza."   (Fiore.  43). 

**Lor8qu'un©  añViire  déférée  i\  uu  tribunal  ne  peut  í;tre  appréciée  et  résolue 
que  conformément  h  la  loi  int^rieure  oncoutumi^re  (V  un  autre  pays,  c'est 
aux  parties  en  cause  á  ju^^tifier  de  1'  existence  de  cette  loi  et  &  en  fouruir 
un  texte  anthentiquc.  Les  formes  de  cette  justification,  les  conditioiis 
d' autüentioité,  lanature  et  V  étenduedes  preuves  ü  foutnir  h  l'appui  d'iin 
droit,  enñn  les  garanties  spícieles  requises  pour  la  validit<5  du  t(^moignage 
verbal  dans  les  pays  qui  admettent  la  preuve  testimoniale  avec  ou  sans 
serment  en  matiere  civile  varieut  sans  doute  suivant  les  circoustauces;  mais 
elles  son  exclusivenient  regios  par  les  lois  de  proc<^dure  ou  les  usages  de 
ríltat  sur  le  territoire  duquel  le  dift<5rend  doit  ^tre  vidé^  et  ne  rentreut  j\ 
aucun  point  de  vue  dans  lo  domaiñe  dn  droit  in  terna  tion  al/*  (Calvo.  II. 
$883). 

(21)  Let  US  consider  in  what  manuer  conrts  of  justice  arrive  at  the 
knowledge  of  foreing  laws.  Are  they  to  be  judicially  taken  notice  off  Or, 
are  they  to  be  provea  as  matters  of  íact?  The  establislied  doctrinw  now  is, 
that  no  oourt  takes  judicial  notice  of  the  laws  ofaforeign  couutry,  but 
they  raust  be  pro  ved  as  facts, 

**bot  it  has  been  held  in  some  of  the  American  states,  that  the  court  will 
presnnie,  until  the  contrary  is.  proved,  that  the  laws  of  auother  statc  are 
the  same  asits  own,  astocoutracts  relating  to  por^ional  estáte,  and  as  to 
oommercial  matters  particulary;  and  that  where  the  common  law  is  kuown 
to  prevail,  it  is  construed  there  ao  with  us,  whether  as  to  lands  or  personal 
property;  but  no  such  presumtion  will  be  made  as  to  statute  law.  This 
rule,  although  somewhat  ditterent  from  the  rule  geuerally  prevailing  npon 
the  subiect, lias  been  considerably  acted  npou,  m  the  dificreut  American 
States."  (Story.  }  687.  637  a). 
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pero  son  inaiiiñestos  los  inconvenientes  de  tal  práclí- 
ca.  (22). 

Volveremos  después  al  estudio  del  importantísimo  pun- 
to relativo  á  la  aplicación  de  las  leyes  extranjeras. 

46.  Tratándose  de  los  requisitos  intrínsecos  es  cuando 
debe  hacerse  un  examen  profundo  de  la  sentencia,  y  cuan- 
do ese  esamen  es  aUsolutameute  necesario.  Los  más  no- 
tables escritores  se  acuerdan  al  afírmar  que  la  sentencia 
expedida  en  una  nación  no  puede  ejecutarse  en  otra  sino  á 
virtud  de  un  fallo  que  los  jueces  de  ésta  pronuncien,  de- 
clarando que  tal  sentencia  debe  cumplirse.  (23) 


(22)  "The  lex  fori  mimt  alvtijA  decide  wh»t  kind  of  proof  it  willrequíre 
of  the  existente  anil  the  iiietiiiiuu;  ufa  fureiii}(  l»w.  The  En  si  i  oh  rule  npoii 
lliia  Rulyect,  stated  Keneratlf,  ih  that  it  mast  be  proved  ii.T  cbIHiic  aa  " 
WitneaB  a  foTei^^u  advócate  ot  Jurist,  or  one  who  is  periluí  rtrlnfe  officií  iu 
the  kDOwledge  of  that  foreign  Lsw;  and  thiH  mast  tw  done  in  eacti  case. 
hecBíise  it  is  possible  tliat  the  (fureiga  law)  may  llave  obauKCil  sínce  it 
W*s  proved  in  a  íbrmer  case  ho Rover  leoent."  (Philliiiioie.  DCCCCIX). 

(23)  "Cest  noe  rí-gle  funilameiitaledu  drott  de  toiitu  les  natious,  qu'uu 
jugeineiit  reiidu  daus  un  paya  ue  peiit  etre  de  pleiu  droit  eiéuntoire  daua  uu 
nutre,  en  vertu  du  tiiHiidemeut  seul  diijuge  qiii  l'arendu,  Pnrtont  íl faut, 
ponr  qu'nnjugeineiit  étrauger  rmisse  i>t[e  eiécutá,  qa'il  Hoit  urésenhS  aiut 
tribunanK  du  paya  qni,  eii  se  1  apptopiíiDt,  lui  duuuet  eu  qnelque  aorte  la 
balitóme  de  la  nationallté,  daiie  Jeqnul  il  pniae  aa  furoe  exéouloiie.  Cetl« 
rfegle  tronre  aou  fuiídemeut  natnri-I  llana  cette  couaideratiou,  que  la  tbrre 
exi!cnt«LTe  ii'eat  coiiimuiiiqu^(>  nujiigeineut  que  par  le  niaudemeut  da  aon- 
verain  eu  qul  senl  vette  fi>rüe  ri^aide,  et  que  «e  innndenieut  u'  ayaut  d'  nu- 
tOTitt<  que  daus  le  territoire  aoumis  au  souventin  dout  il  ^luane.  doitniioea- 
aairement  Mre  reinplavit  [mr  uu  autre  maudeuient  qiiaud  11  a' asit  d' exé- 
cúter  lejilgenielit  dai;  ua  autru  territoire.  Krlra  Irrriíoriaw  in*  dic«nli  im- 
pune non  pufílBc"  (MoBué  JI.  793). 

"Tutti  )fli  Bcritori  auno  euncoiili  nel  licoaostete  ohe  leaentenzedi  tribn- 
uali  atraineri  non  puasouo  nvure  la  ateaau  autoritíi  ulie  quelJe  dei  tribimali 
noziouali,  e  che  se  il  ni agislrodo  puteen  darcfoiza  esecutíva  allasna  sen- 
ten/a  ultrtil  territorio  aiil  qnaleaieatendelasuagiuriadizioue,  ne  sarebbe 
oñ'esa  l'indipeudenza  degli  SCati.  Messuuo  poue  qniudi  iu  dubbio.  che 
apett»  al  inagialrato  lócale  aatoiizzare  I'  cseuuziliue  di  ana  seiiteuza  stni- 
mera;  díaputauu»oltant»  cima  1' iiutoritíi  uhe  pnii  uvern  la  aeuti-usa  eteasa 
per  fuudare  su  di  ussa  l'exeeptio  rei  judicalae;  uiruit  P  ubliligazione  «pet' 
taute  alio  S  tato  di  concederé  1' oaetutricirtii;  circa  le  uondizioui  ouipuó 
eanere  aubordinatii  tale  ciuiceaaioiie."  (Kiorc.  16). 

"Botb  froni  jurisprndeuce  and  thepositive  enui^tnienls  «f  states  npou 
suluect,  theseneralaxioiu  muy  1u'  deduced— thatnostatealluwsafoceign 
Judglneut  t«  lie  rxenuted  withiu  ita  tcrritoTy,  except  under  the  authority 
aiicl  by  the  ofdur  of  its  own  tribunal.  Biit  tbe  practiue  of  atates  ia  vationa 
iipoiithia  aiiliordiuate  poiiit  —  nauíely,  whether  the  fureignjndgmeutshall 
be  executeil  at  the  Himple  requeat  of  n.  party  (limpie  demande  iin  recuele} 
oT  thi'  formal  rcquiaitiou  (comüiion  roiiatoini)  of  the  foceigu  tribunal;  oi' 
whetbcr  thu  perutissiou  toexecnte  it  ahall  bs  deluyed  uutil  the  domestio 
tribunal  has  examinecl,  more  or  leas,  tliP  gTouiids  opon  whicb  the  fnraigu 
UibuDulfouudedítadcdaióu."    (I'hilliuiore.  IV.  DCCCCXXX). 
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47.  Cuando  eJ  juez  examina  los  requisitos  intrínsecos  de 
la  sentencia,  debe  ante  todo  investigar  si  ella  es  contraria 
al  derecho  internacional,  ó  al  derecho  público  del  Esta- 
do donde  va  á  ejecutarse.  Si  expressini  sententia  contra 
inris  rigorem  data  fuerit,  valere  non  debet;  et  ideo  et 
sine  appellatione  causa  denuo  induci  potest.  Non  iure 
profertur  sententia,  si  specialiler  contra  leges,  vel  Se- 
uatus  consultum,  vel  Gonstitutionem  fuerit  prolata.  (24) 
(D.  LXTX.  1. 19). 

Esta  regla  se  extiende  á  las  sentencias  contra  el  Dere- 
cho internacional. 

Tampoco  es  eñcaz  la  sentencia  cuando  pugna  con  la  mo- 
ral ó  con  el  derecho  público  del  Estado  donde  va  á  ejecu- 
tarse. (25)  Para  evitar  repeticiones,  nos  referimos  á  lo  que 
expondremos,  al  comentar  el  art.  14,  sobre  los  efectos  que 
surten  las  leyes  extranjeras. 

48.  Examínase  también  la  competencia,  (26)  ¿Cómo  admi- 
tir que  la  sentencia  pueda  declarar  derechos  irrevocables, 
si  el  juez  que  la  pronunció  no  fue  en  renlidad  juez!  La  Ley 

81,  Tit.  I.  Lib.  V.  del  Digesto  nos  enseña:  Qui  ñeque  iu- 
risdictioni  praeest,  ñeque  a  Principe  potestate  aliqua  prae- 


(24)  La  sentencia  qae  se  tlió  expre-iameute  contra  el  rigor  de  derecho  no 
debe  valer;  por  lo  cual  se  pnede  seguir  de  nnevo  la  cansa,  sin  necesidad  de 
apelación.  Se  pronuncia  sentencia  contra  derecho,  si  especialmente  es  con- 
tra las  leyes,  constituciones  del  Senado  ó  de  los  Príncipes. 

(25)  **I1  resulte  dn "principe  de  V  independance  desÉtats  que  le  tribunal 
auqnel  on  s' ádrense  ponr  obtenir  1' exécntion  d^m  Jugeinent  étranger 
examiuera  avant  tont  la  question  desavoir  si  ce  jugenient  renferme  on  non 
une  dispositiou  coutraire,  soit  ii  la  souveraiueté  de  la  natiuu  dans  le  terri- 
toiro  de  laquelle  V  exécution  devra  avoir  lien,  soit  anx  infór^ts  de  cette 
natiou  comme  telle,  soit  en  fin  an  droit  public  dn  raíame  État."  (¿^oelix, 
II,  321). 

(26)  The  tribunal  which  pronunced  the  judgment  must  ha  ve  beeu 
coi*ii>etent,  according  to  the  law  oí  the  state  to  which  it  belonged,  to  deci- 
de lipón  the  matter  adj'udicated  upon. 

**The  tribunal  must  be  duly  seized  or  possesscd  of  the  subject  of  its  deci- 
sión. The  jnrisdiction  of  it  must  be  propcrly  fouuded.  ít  is  non  compe- 
ten t  to  a  tribunal  U)  cite  beíbre  it  a  person  who  belougs  neither  by  birth, 
ñor  doniúül,  ñor  ttmiporarv  residence,  to  the  stato  ft'oui  wliich  it  "derives 
its  jnrisdiction,  uuless  he  nave  property,  or  has  ineurred  sonie  obligation 
witliin  tho  liniíts  of  the  átate,  couccrning  which  is  a  litigation  before  this 
tribunal."  (Puillimore.  DJCCCXXXIV). 
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ditus  e.st,  ñeque  ab  eo,  (|ui  ins  dandoriiin  iiidi«.*iim  ballet, 
datiis  eatj  nec  ex  coraproniisso  sniutns,  vel  ex  aliqívi  lege 
coiifirinatus  est,  iudex  esse  non  i>otiiit.  (27) 

Coiitrovíéit-ese  sobre  si  la  eompeteueia  debe  calificarse 
Hügún  la  lexfori  6  la  ley  del  lugar  donde  la  sentencia  va  á 
surtir  efecto.  Los  principios  exigen  que  se  caliti<|ue  con- 
forme á  la  lexfori;  [lero  si  ésta  contraviene  al  Derecho 
internacional,  la  sentencia  no  surtiní  efecto. 

La  jurisdicción  nace,  entre  otras,  i\e  las  siguientes  cir- 
cunstancias: 

1*.  La  prorrogación  expresa; 

2*.  El  domicilio  convencional; 

3"*.  La  situación  de  los  bienes; 

4*.  La  sucesión; 

5*.  La  quiebra. 

Pero  es  preciso  reconccer  que  acerca  de  la  competencia 
no  hay  todavía  acuerdo  entre  las  naciones,  y  que  la  prác- 
tica de  éstas  es  muy  varia. 

Debe  sí  observarse  que  presentada  la  sentencia  extranje- 
ra, el  juez  de  oficio  no  la  declara  ineficaz  por  incompeten- 
cia del  (pie  la  pronunció,  sino  cuando  ésta  se  desprende  de 
la  sentencia  misma;  y  que  á  la  parte  contra  quien  se  pre- 
senta la  sentencia  incumbe  alegar  y  probar  la  excepción. 

49.  Entre  los  requisitos  que  el  derecho  internacional  pri- 
vado enumera,  se  cuenta  la  citación.  (28)  Pero  no  es  nece- 
sario (jue  el  reo  hubiese  comi)arecido  en  el  juicir;  bas- 
ta que,  citado,  se  le  concediera  término  suficiente  para  la 
defensa. 


(27)  El  (pie  uo  ejerce  jurifwliccióii,  ni  tien«  ])ote8tad  ulgiiua  dada  por  el 
rríiu'tpe,  ni  fue  nombrado  por  el  í{\\q  tiene  ¡acuitad  de  n  >ukbrar  jueccK, 
ni  fue  nombrado  por  comproniiHO,  ni  confirmado  por  ley  alguna,  no  putnle 
ser  juez. 

(2X)  Si  pni)  (piindi  considerare  como  ciinoue  di  ^{iusitizia  unlvcr^ale  ri^pe^l- 
t.itodatutti  i  popoü  í'ivili,  clic  non  vi  J)í)>»íí:í  esaere  í^nulizio  seuza  jíuaivii- 
tire  al  ronvenuto  ¡I  diritto  nafuraie  della  difusa,  al  che  e  necessario  iiu- 
riíicargli  regolaruiente  la  citazione.'^  (^Fiore.  HHl). 


I^a  citaQión  se  efe^táa  eu  la  fopma  pre^orifca  por  ]a  Uz 
fari  (29),  y  la  misma  ley  deteriniua  si  es  válido  el  auto  m^ 
b|^  ooutumueia.  Pero  el  juez  ante  quien  ae  preséntala 
sentencia  pmiiera  ^leclarar  que  1^  citación  no  es  legal, 
porque  se  procedió  á  ella  como  simple  fórmula,  sin  oonce* 
derse  al  reo  los  medios  de  defensa. 

^¡  el  reo  fue  incapas^,  sería  necesario  que  hubiese  inter^ 
venido  en  el  juicio  su  representante  legai. 

Por  último,  la  validez  de  la  citación  depende  de  la  com^ 
potencia  del  juez« 

50.  Examinados  todos  estos  puntos,  investígase  si  se 
niega  la  excepción  de  cosa  juzgarla,  ó  se  exige  que  el  deu- 
dor sea  competido  ejecutivamente  al  cnmpliniiento  de  la 
obligación. 

Aunque  no  se  haya  expedido  auto  de  exeqtuitwPj  la  sen- 
tencia puede  surtir  efecto  como  excepción  de  cosa  juzga- 
da. "Es  evidente",  dice  Massé,  (30)  "que  hay  enorme  dife- 
rencia entre  la  ejecución,  que  conduce  &  poner  en  efecto  la 
sentencia,  y  la  autoridad  de  coaa  juzgada^  mera  excep- 
ción, ó  un  estado  pasivo  diametral  mente  opuesto  á  la 
ejecución;  la  cual  exige  las  respectivas  gestiones.  Tan 
cierto  es  eso,  que  en  muchos  Estados  de  Europa  la  sen- 
tencia, aun  pronunciada  por  los  jueces  nacionales,  no  es  tí- 
tulo ejecutivo,  y  que  si  bien  puede  presentarse  oponién- 
dose á  una  demanda  contraria  ú  lo  que  en  ella  se  declara, 
no  es  título  ejecutivo  sino  después  del  mandamiento  espe- 
cial  de  ciertos  funcionarios. 


(29)  "Qnaiid  il   Heroit  vrai  que  toutes  le»  l<5gisiation8   n'auToient  pa« 

auotine 

k 

de 

fri'liii  ü  qut  elleeeit  udre.iéae  fiiíj^eiit  coiintatos  par  un  oíficier  ayantcaraoté- 
re  et  fui  eu  jnstice  pour  des  ac tes  de  cette  uature;  ou  s'il  u' eu  existoit 
pas,  x>''*r<^e*'  t.¿moiu8.  La  fornin  de  telb  a<*tes  si*  regle  par  la  loi  dn  lieu  oü 
la  requisitiojí  est  faite,  parce  qn'en  fait  de  formalités,  on  sait  la  Joi  et  le 
stylodu  lieu  oü  1'  acte  est  pas^iéí."  (Pardessus.  V.  14S9). 

<80)  IL  SOO. 

8 
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"Supongauíos"  (wutiuúa)  "que  uuft  de  las  partes  hubiese 
apuesto  ileniiiDda  «mi  Estoilo  extmnjero,  yqne,  perdido 
pleito,  demandase  de  nuevo  eu  Fraucia.  La  otra  parte, 
;]HÍeD  se  absolvió,  ale^a  la  excepción  de  cosa  )uzga- 
1.  iFudrá  o|K>uérsele  que  en  Francia  la  sentoncia  no 
título  ejeciitivoí  EviíienteKíentc  no.  La  parte  no  exi- 
la  cjetüiciÓD  ni  tiene  qué  ejettiitur;  la  üeiitcncia,  en  ctiaii- 
abflueivc  de;  la  demanda,  no  es  título  ejecutivo,  porque 
limita  á  rechazar  la  acción.  A  nada  conduciría  enton- 
í^  acudir  á  los  tribunales  franceses  para  que  resuel- 
D  que  la  sentencia  es  titulo  ejecutivo;  el  cnat  su)K>ne 
tmpre  la  necesidad  ó  uMIidaí!  <le  la  ejecución.  Aunque 
Bent«ncia  declarase  derecbos  á  favor  de  la  persona  que 
iga  lacosa  ju/gada,  como  ella,  sin  exigir  la  ejecución, 
propone  a|)rovecbar  de  la  parte  en  que  se  le  absuelve 
-■  la  deiuaufla,  y  se  limita  á  una  exc4-pcióii  que  excluye 
da  ejecución  actual;  no  se  le  pudrían  oponer  las  leyes 
ilicables  .sólo  á  la  ejecución."  ])t;  alii  proviene  que  la 
)rte  de  Casación,  en  seiitenciH  expedida  el  13  de  Qovieni- 
e  de  1827,  re¡<olvió":  Sólo  la  fuerza  ejecutiva  <le  iii.s  sen- 
líelas  e\tFanjera.se,s  lo  que  se  denicy:acu  Francia  lia^ta-su 
visión;  lo  cual  se  deduce  de  los  arls.  2123  y  2I2S  del  Co- 
ge civil  y  540  del  Código  do  enjuiciamientos;  pero  e^tas 
aposiciones,  que  se  fundan  cu  el  derecho  de  .'<olH'ra- 
a  territorial,  no  iitañen  ü  los  intereses  privados;  y 
los  contratantes  ó  litigantes  oldiíran  los  actos  de  ju- 
idicción  voluntaria  y  contcncio.-ia  A  que  se  sujetaron." 
51.  Si  el  juez  unte  (pilen  se  presenta  la  sentencia  decla- 
que ést«  es  título  ejecutivo,  procódes<!  á  la  ejeciu-ión 
informe  á  las  leyes  dcíi  Kstado  donde  la  .sentencia  va  á 
iniplirse. 

Obsórvcse  ante  todo  qne  á  suscitarse  controversia  .sol)re 
«entencia  misniii,  mas  m»  solirc  los  medios  de  ponerla 
I  efecto,  tal  controversia  debe  resolverse  según  las  leyes 
•\  Kstado  donde  la  sentencia  se  pronunció.     Si,  |ioi'  ejem- 
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pío,  se  alega  que  la  sentencia  es  oscura  y  que  es  necesario 
interpretarla,  la  interpretación  debe  efectuarse  según  las 
leyes  de  aquel  Estado;  porque  se  procede  precisamente 
Kobre  el  supuesto  de  que  el  juez  que  la  pronunció  tenía 
pleno  conocimiento  de  las  leyes  de  su  nación,  y  que  las 
aplicó  bien  al  expedirla. 

Pero  téngase  presente  que,  como  ya  lo  dijimos,  la  apli- 
cación de  las  leyes  extranjeras  presenta  muy  graves  difi- 
cultades, y  que  cuandoquiera  que  el  iuez  no  llegue  á  con- 
vencerse íntimamente  de  que  esas  leyes  son  las  aplicables, 
debe  aplicar  las  de  su  nación. 

Si  en  cuanto  ai  contenido  mismo  de  la  sentencia  no  se 
presentan  dificultades,  el  juez  debe  observar  todos  los  trá- 
mites que  la  ley  prescribe  para  la  ejecución  de  la  senten. 
cia.  Expedido  el  auto  de  exequátur,  la  sentencia  surte  los 
mismos  efectos  que  si  se  hubiere  pronunciado  por  los  jue- 
ces de  la  nación  donde  ella  va  á  ejecutarse. 

Parécenos  conveniente  que  tratándose  de  las  sentencias 
extranjeras,  se  conozca  la  i)ráctica  especial  así  de  Ohile  y 
el  Ecuador,  como  de  otras  naciones. 


52.  Las  leyes  chilenas  no  encierran  ninguna  disposición 
en  cuanto  á  las  sentencias  extranjeras;  (31)  y  así  del  silen- 
cio de  la  ley  como  de  los  arts.  15  y  16  del  Código  civil,  de- 
duce Oonstant  que  en  Chile  no  se  ejecutan  aquellas  sen* 
tencias.  (32)  Tal  aseveración  nos  parece  del  todo  inexac- 
ta, ya  porque  el  silencio  de  la  ley  sólo  significa  que  los 
tribunales  tienen  de  sujetarse  á  las  prácticas  establecidas 


1825). 
(32)  P.  181. 


eo 
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por  el  derecho  internacional^  ya  porque  los  arta.  15  y  16 
no  obstan  sino  en  ciertos  casos  á  la  ejecución  de  la  sen* 
tencia.  Según  el  art.  16  las  leyes  concernientes  al  estado 
de  las  personas  y  á  su  capacidad  para  ejecutar  ciertos  ac- 
tos, obligan  álos  chilenos  aunque  residan  ó  estén  domioi* 
liados  en  otra  nación.  De  lo  cual  se  sigue  que  no  se  re- 
conocería en  Chile  la  efíiraciade  la  sentencia  extranjera 
sobre  el  estado  civil  de  los  chilenos.  El  art.  16  declara  que 
los  bienes  situados  en  Ohile  están  sujetos  á  las  leyes  chi- 
lenas,  aunque  sus  dueños  sean  extranjeros  y  residan  en 
otra  nncióu;  pero  añade  que  ello  se  entiende  sin  perjuicio 
de  las  estipulaciones  contenidas  en  los  contratos  otorga- 
do» válidamente  en  país  extraño;  y  que  los  efectos  de  esos 
contratos,  para  cumplirse  en  Ohile,  se  ari'eglan  á  las  le- 
yes Obilenas*  ¿Cómo  puede  obstar  ese  artículo  á  la  eje- 
cución de  las  sentencias  pronunciadas  en  nación  ex< 
tranjeraf 

El  error  de  Constant  proviene,  á  no  dudarlo,  de  que  en 
Francia  las  sentencias  surten  él  efecto  de  constituir  hipo- 
teca en  los  bienes  del  deudor;  hipoteca  que  no  se  extien- 
de á  los  bienes  situados  en  Chile,  porque  la  ley  chilena  no 
la  reconoce.  Pero  si  la  sentencia  se  ha  pronunciado  en 
otra  nación  contra  un  chileno  ó  un  extranjero  que  tenga 
bienes  situados  en  Chile,  podrá  presentarse  ante  el  juez 
chileno;  el  cual  expedirá  el  exequátur^  observando  las 
reglas  que,  como  acabamos  de  verlo,  prescribe  el  derecho 
internacional  i)rivado. 

-   52  Hs.  Todo  lo  dicho  sobre  las  leyes  chilenas  es  aplicad- 
ble  á  las  del  Ecuador. 

53.  Pedida  la  ejecución,  el  juez  examina  si  la  senten- 
cia, además  de  llevar  exequátur^  es  título  ejecutivo  por- 
que declara  nná  obligación  liquiáa. 

Sábese  que  la  obligación  es  líquida  cuando  es  cierto  lo 
que  se  debe  y  cuánto  se  debe. 
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A  8ér  ilíquida  la  obligación,  el  título  no  es  ejecutivo,  y 
el  juez  deniega  el  auto  de  pago.  . 

Bntonces  puede  suHcitarse  controversia  sobre  la  liqui* 
dación  conducente  á  que  la  sentencia  sen  título  eje- 
cutivo. 

Si  fuese  necesaria  liquidación  para  la  cual  deban  ren- 
dirse pruebas  en  el  Estado  donde  la  sentencia  se  pro- 
nuncio  y  de  aplicar  las  leyes  del  mismo,  sería  más  con- 
forme  á  los  principios  del  derecho  internacional  privado 
que  el  juez  se  limitara  á  negar  la  fuerza  ejecutiva  del  ins- 
trumento, declarando  que  la  liquidación  ha  de  practicarse 
ante  el  juez  que  pronunció  la  sentencia.  Supóngase 
que  en  ésta  se  condena  al  reo  á  la  indemnización  de  los 
perjuicios  provenientes  de  no  haber  devu^to  un  predio 
querecibió en  arrendamiento,  y  que  tal  sentencia  no  de- 
termina el  monto  de  esos  perjuicios.  Si  en  Chile  se  pre- 
senta la  sentencia,  los  jueces  no  serán  competentes  para 
ponerla  en  efecto* 

54.  Otra  de  las  circunstancias  á  que  necesariamente  de- 
be atender  el  juez  chileno,  es  la  prescripción,  que  se  rige 
por  el  art.  2615  del  Código  civil,  según  el  cual  la  acción 
ejecutiva  se  extingue  en  diez  años. 

55.  Si  la  sentencia  encierra  obligación  líquida,  y  no  es- 
tá prescrita  la  acción  ejecutiva,  expídese  el  auto  de  pago, 
ordenándose  que  el  deudor  cumpla  la  obligación,  ó  que 
alegue  excepciones  nacidas  después  de  la  sentencia. 

La  citación  con  el  auto  de  pago  se  efectúa  conforme  á 
las  leyes  de  Chilej  esto  es,  debe  citarse  en  persona  al  deu- 
dor, y  si  estuviere  él  en  otra  nación,  se  librará  exhorto. 

Hientras  no  se  efectúe  la  citación^  no  puede  continuar 
el  juicio;  lo  cual  no  obsta  á  que  se  dicten  providencias 
conservativas,  como  la  retención  de  un  crédito,  el  secues- 
tro provisional,  etc.,  etc. 

55  6wi  Alegadas  excepciones,  el  juez  examina  si  ellas 
80D  posteriores  á  la  sentonciai 
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Denomínanse  excepciones  nacidas  de^^pués  de  la  sen- 
tencia, las  que  se  refieren  á  un  medio  de  extinción  no  con- 
trovertido en  el  litigio;  lo  cual  constituye  en  realidad  de 
verdad  una  cuestión  distinta,  que  |>uede  originar  otro 
juicio,  sin  (pie  en  éste  sea  admisible  la  excepción  de  co- 
sa juzgada.  Así,  por  ejemplo,  se  demandó  en  nación  ex- 
tranjera por  veinte  mil  francos,  y  el  deudor  fue  condena- 
do al  pago.  PeJidn  la  ejecución  de  la  sentencia,  es  admi- 
sible la  compensación  con  un  crédito  líquido  que  el  deu- 
dor tiene  contra  el  acreedor;  ])orque  ese  cródito,  lo  repeti- 
mos, fuera  exigible  en  otro  juicio  sin  que  obste  la  excep- 
ción de  cosa  juzgada. 

Pronunciada  la  sentencia  que  desecha  las  excepciones, 
X)ásaxSe  á  la  vía  <le  apremio;  la  cual  consiste  en  los  medios 
coercitivos  para  compeler  al  deudor  al  cumplimiento  de  la 
obligación. 

El  embargo  de  lo»  bienes,  avalúo,  subasta,  todo  esto  se 
sujeta  á  los  trámites  deja  ley  chilena;  y  la  misma  deter- 
mina qué  bienes  son  embargables,  si  jmede  ó  no  proceder- 
se ala  prisión  del  deudor 

56.  Supóngase  que  en  otro  Estado  se  sustancia  juicio 
ejecutivo,  y  (¡ue  se  envía  exhorto  á  Chile  i)ara  que  se  em- 
barguen y  vendan  bienes  raíces  del  deudor.  ¿Oumpliríase 
la  providencia  (pie  consta  del  exhortof  No  se  cumpliría; 
ponpic  el  derecho  internacional  privado  prescribe  que  no 
se  proceda  á  la  vía  de  apremio  en  virtud  del  juicio  ejecu- 
tivo <iue  en  nación  extranjera  se  sigue,  á  menos  que  con- 
forme á  las  reglaos  ya  puntualizadas,  se  ponga  exequátur  á 
la  sentencia  de  cuya  ejecución  se  trata.  Tal  regla  es  con- 
secuencia lógica  de  los  principios  generales  sobre  las  sen- 
tencias extranjeras.  (33) 


(33)  "Aj^giniigereino  fiíuilmt^nto,  che  qualora  gU  atti  del  procediinento  ese- 
cutí  vo  fuasero  inconiinciati  uel  paesestrauíero,;nou  si  uotrebbero  continua- 
re iu  altro  territorio,  o  clúedere  che  fose  quivi  dichiarato  esecutorio  il 
decreto  del  gindice  straniero,  che  autorizzd  V  eseciuione.    Suppongasi  ohe 
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57.  Aplícanse  á  las  sentencias  extranjeras  el  art.  546  del 
Código  deenjiiiciamientofcj,  y  los  art-s.  2123  y  2128  del  Có- 
digo civil.    Copiémoslos.  (34) 

Art.  546.  Les  jiigements  rendus  par  les  tribunaux  ótran- 
gers  et  les  actes  ré§ns  par  les  efficiers  étrangers,  ne  seront 
susceptibles  d'exócution  en  Franee,  que  (íe  la  maniere  et 
dans  les  cas  prévus  par  les  arts,  2123  et  2128  C.  civ. 

Art.  2123.  L'  hipothéque  jndiciaire  resulte  des  juge- 
ments  soit  contradietoires,  soit  par  défiíut,  délinitifs  ou 
provisiores,  en  faveur  de  celui  qul  les  a  obtenus.  Elle  re- 
sulte aussi  des  connaissances  ou  vérifications  faites  en 
jiigement,  des  signatures  apposées  á  un  acte  obligatoire 
sous  seing  privé. 


il  tribiinaleBtrairieroabbia  proTuinziata  la  seuteuza,  e  decreta to,  in  ezecu- 
zionedella  stessa,  U  ingtiorameiito  dei  mobili  del  debitore:  ch»;  il  debitore 
traspoTti  i  ano  i  beiii  iii  Italia:  eche  si  vogíia  qnivi  procederé  all' esecnzio- 
ne  mobi liare.  Xnii  si  potvebbe  ¡ii  tul  caso  domamíave  al  tribuiialc  nostro 
che  dichiari  eserntorio  il  de(:r«*tü  de  pi^ipiorameiito,  qnasiché  ai  potesse  da- 
re  forza  di  eMeciizioiie  all'esíecivzionc  siass:i,  o  ensere  autorizzato  ad  espleta- 
renel  t-erritorio  uostro  gli  atti  di  eseeiizione  incoati  in  paoso  straniero.  II 
tribunale  iiostro  puó  solameute  dichiarare  etií^cutoria  la  seiiteiiza  strauiera, 
che condaiiiió  una  parte,  e  concuaso  all'altra  ildiritto  de  procederé  alTese- 
cuzloue  mobi  liare,  nía  non  potrebbe  nini,  seuza  offeza  del  la  Sovrauitá  te- 
rritoriale,  perniefctere  che  si  proeedesse  alPeneíMizione  forzata,  ne  anche 
9oprabeni  mcdiili  spertanti  a  straniero  r»;sidonte  nel  rejjno,  in  virtil  di  co- 
mando di  antor  ir  ;\  strauiera  II  decreto  de  pijínoraniento  ^  gia  esecuzione 
della  (íondanna,  e  T  esecuzione,  come  abbiamo  piii  volte  detto,  dev' essere 
autorizzata  del  niaj^istrat»)  lócale  «  retta  dalla  lege  territoriale.  Conver- 
rebbe  qnindi  far  prima  dl(.'hiararr'  esecntiva  la  seutenza  di  eondauua,  e  ció 
otteiiuto,  procederé  col  le  nonne  procednrali  imposte  «billa  íejjfge  nostra, 
alleqnaÜ  nou  licH  «íianmiai  deroifare.''  (Fiore.  136). 

(34)  Art.  5t<).  i^a8  sentencias  pronunciadas  por  los  tribunales  extranjeros, 
y  los  instrumentos  autorizados  por  funcioiíaiios  extranjeros,  no  son  suscep- 
tibles de  ejecutarse  en  Francia,  sino  de  la  manera  y  en  los  cavaos  previstos 
por  losarticnlos  2123  y  2128  del  ('<;dit;<)  civil. 

Art.  2123.  La  hipoteca  jndicinl  proviene  de  bisresolnciones,  ya  contradic- 
torias, ya  en  rebeldía,  definitivas  ó  provisionales,  á  favor  del  que  las  ha  ob- 
tenido. Proviene  también  de  los  recono<'imientos  ó  cotejos,  hechos  enjui- 
cio, délas  firmas  puestas  en  instriniienlo  privado  deohli^aci('m. 

Puede  constituirse  en  los  inmuebles  a<tuales  del  deudor  y  en  los  que  pueda 
adquirir,  salve»  tambií^n  las  modití<aciones  <jue  ilesimcs  se  exnrevS.aríín. 

Los  fiíllos  arbitrales  no  producen  hipoteca  sino  cuando  llevan  auto  de 
ejecución. 

Tíimpoco  puede  provenir  hipoteca  <le  las  sentencius  exi)ed¡dasen  nación 
extranjera,  sino  cuando  un  tri))unal  ftam  ós  Jas  ha  declarado  eji'cutivas.  sin 
perjuicio  de  las  disposiciones  contrarias  que  puede  haber  en  las  leyes  polí- 
ticas ó  en  los  tratados. 

Art.  2128.  Los  contratos  celehrad<ís  (*n  nación  extranjera  no  pueden  cons- 
tituir hipoteca  en  los  bienes  de  Francia,  si  no  hay  disposiciones  contrarias 
á  este  priucipio  cu  las  leyes  políticas  ó  los  tratados. 
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Elle  peut  s'  exercep  sur  les  iminéubles  actaels  dn  débi- 
teur  et  sur  ceux  qn^  il  ponrra  acquérir,  saiif  ausaí  les  nio- 
difications  qni  seront  ci-aprés  exprimées. 

Les  décÍ8Íou8  arbitrales  u' em|>ortent  bipothéque  qu'an-* 
taot  qu'  elles  son  révétues  de  V  ordounauce  judiciaire 
d'  exécutlon. 

U  bipothéqiie  ne  pent  pareillmeut  résnlter  des  juge- 
meiits  rendues  en  pays  étranger,  qu'autant  ((uMIs  out 
été  declares  exécutoires  par  un  tribunal  franjáis,  sans  pré- 
judice  des  dispositions  contraires  (|ui  peuvent  étre  dans 
les  lois  politiqnes  ou  dans  les  traites, 

Art.  2128.  Les  contrats  en  pays  étranger  ne  peuvent 
donner  d'  hipothéque  sur  les  bienes  de  France,  s'  il  n'  y 
a  des  dispositions  contra¡re«  h  ce  principe  dans  les  lois 
politique  ou  dans  les  traites. 

Aunque  el  artículo  final  del  Código  de  Kapoleón  derogó 
todas  las  leyes  sobre  las  materias  de  que  trata  el  propio 
Código,  y  aunque  los  arfcs.  2123  y  2128,  combinados  con  el 
546  del  Código  de  enjuiciamientos,  determinan  los  efec- 
tos que  surte  en  Francia  la  sentencia  expe<iida  en  otro 
Estado;  la  mayor  parte  <Ie  los  jurisconsultos  franceses, 
preocupados  siempre  de  un  extravagante  nacionalismo, 
opinan  que  subsiste  el  art.  121  de  la  Ordenanza  de  1629; 
(35)  según  el  cual  los  tribunales  franceses  pueden  rever 
las  sentencias  extranjeras  cuando  se  hubieren  pronuncia- 
do contra  un  franc>és.  Demolombe  (36),  Boitard  (37), 
Massé  (38)  combaten  esa  opinión  con  razones  poderosísi- 
mas, manifestando  <pie  está  derogado  el  sobredicbo  art. 
121;  que  el  C5ódigo  <le  enjuiciamientos  no  concedí^  á  los 
tribunales  franceses  la  atribución  de  rever  la  sentencia  ex- 


(35)  Le8Jngera«nts  rondiia  routrats  ou  ohligations  n^giis  es  rojanine*  ct 
soiiverainetéaétrangeres  poiirqiielí^ue  cause  que  ce  soit,  n'uuront  aucune 
hipot,h^que  ni  exécution  t^n  uotre  dit  royaumt*;  ains  tiendrout  les  routrats 
lien  de  simples  promesses  et  non  obstant  les  jngemeiits,  nos  snjets  contre 
lesquels  ils  uurront  été  reiidus,  pourroiit  de  nonveau  débattro  leurs  droils 
oomrne  cntiers  par  de  van  t  nos  oínciení. 

(36)  I.  2a3. 

(37)  II.  «01. 
(38)11.800-802. 
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traiijera,  y  que  tampoco  establece  diatinción  entre  las 
senteucias,  ya  contra  un  francos,  ya  contra  un  extraño. 
Pero  es  preciso  confesar  qne  las  decisiones  do  los  tribuna- 
les son  contrarias  á  la  doctrina  de  estos  jurisconsultos. 


58.  Los  arts.  660  y  661  del  Código  de  enjuiciamientos  pro- 
mulgado en  el  Imperio  de  Alemania  el  año  de  1887,  deier- 
niinan  con  claridad  y  exactitud  los  efectos  que  surten  las 
sentencias  extranjeras.  (39) 

'^  660.  Aus  dem  Urtbeil  eines  auslandisclien  Gericbts 
ñndet  die  Zwangsvollstreckung  nur  statt,  wenn  ihre 
Znllassigkeit  durch  ein  Vollstreckungsurtheil  ausgespro- 
eben  ist. 

Für  die  Klage  auf  Erlassung  desselben  ist  das  Amtsge- 
ricbt  oder  Landgericbt,  bei  welchem  der  Scbuldner  seinen 
allgemeinen  Gerichtsstand  hat,  und  la  Ermangelung 
einés  solcbeu  das  Amtsgericbt  oder  Landgericbt  zustiin- 
dig,  bei  we]chem  in  Gemiissbeitt  des  §  24  gegeu  den 
Scbuldner  Klage  erboben  werden  kann. 

^  661.  Das  Vollstreckungsurtbeil  in  obne  Prüfung 
der  Gemíissigkeit  der  Eutscbeidung  zu  erlasseu. 

Dasselbc  ist  nicbt  zu  erlassen: 

1).  Weun  das  Urtbeil  des  auslandiscben  Gericbts  nacb 
dem  für  dieses  Gericbt  geltenden  Recbte  die  íiecbtskraft 
nocb  nicbt  erlangt  bat; 


(39)  Art.  660.  Laüjuciición  de  ana  aenteucia  extranjera  no  puede  eíWc- 
tnarse  siuo  por  un  auto  de  exequátur. 

£1  conocimiento  de  ]:is  demandas  de  exequátur  pertenece  aljnez  del  dis- 
trito ó  al  tribnual  del  Iw^av  dondo  el  deudor  tiene  su  domicilio  Judicial,  y, 
á  falta  de  ese  tribunal,  al  juez  ante  quien  el  deudor  x)nede  ser  citado  en 
virtud  del  arr.  24  relativo  á  la  competencia  judicial. 

Art.  661.  £1  auto  de  ejrequatur  se  expide  sin  examinar  lo  principal. 

La  ejecución  debe  denegarse: 

1®.  Cuando  la  sentencia,  scf^ún  la  ley  déla  nación  donde  se  expidi*),  no 
lia  pasado  en  autoridad  de  cot^a  juzgada; 

2".  Cuando  la  eijecupión  surta  el  efecto  de  compeler  :í  un  acto  prohibido 
por  la  l.\v  alemana; 

í^.  Cuando  los  jueces  de  la  nación  donde  la  sentencia  se  ha  expedido  son 
incompetentes  segiln  Ja  ley  alemana; 

•I:'*.  Cnaudo  el  deudor  es  alemán  y  ha  incurrido  en  rebeldía,  á  menos  que  se 
le  baya  citado  personalmente  en  la  nación  donde  se  ha  8:»guido  el  litigio  ó 
en  AÍemunia  ti  virtud  de  exhorto; 

,V*.  Cuando  no  se  reconozca  la  reciprocidad. 

9 
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2).Weiin  clurch  dieVollstreckung  eihe  Handlung  erzwiin- 
gen  werden  würde,  welche  nach  dem  Eechte  des  über  die 
Znllássigkeit  derZwangavollstreckung  urtheilenden  deuts- 
chen  Eichters  nicht  erzwungen  werden  darf; 

3).  Wenn  nach  dem  Kechte  des  Uber  Znlassigkeit  der 
ZwaugsvoUstreekung  urtheilenden  deiitschen  Eichters 
die  Gerichte  desjenigen  Staates  nicht  zustandig  wareu, 
welchem  das  auslandische  Gericht  angehort; 

4),  Wenn  der  verurtheilte  Schuldner  ein  Deutscher  ist 
nnd  sich  anf  den  Prozess  nicht  eingelassen  hat,  sofern  die 
den  Prozess  einleitende  Ladung  oder  Verfügung  ihm  we- 
der  in  dem  Staate  des  Prozessgerichts  in  Person  noch 
durch  Gewáhrung  der  Eecht^hülfe  im  Deiitschen  Eeiche 
zugestellt  ist; 

5).  Wenn  die  Gegenseitigkeit  nicht  verbürgst  ist, 

59.  Si  bien  no  hay  leyes  que  determinen  los  efectos  de  las 
sentencias  extranjeras,  según  la  práctica  de  los  tribunales 
prevalecen  las  siguientes  reglas: 

1*.  La  sentencia  extranjera  es  prueba  plena  del  dere- 
cho que  declara:  (41) 

2*.  En  cuanto  á  la  cosa  juzgada  y  á  la  ejecución^  se  dis- 
tingue entre  las  acciones  personales  y  las  acciones  reales: 

3*.  Si  la  acción  es  persona),  la  sentencia  puede  oponerse 
como  excepción  de  cosa  juzgada  y  aun  es  título  ejecutivo; 
pero  cabe  alegarse  contra  ella  la  falta  de  competencia  del 
tribunal,  el  no  haberse  citado  al  reo,  un  error  manifiesto 
en  la  parte  dispositiva,  el  ser  contraria  á  los  principios  del 
derecho  internacional  ó  á  las  instituciones  del  Estado: 

4*.  Si  la  sentencia  es  in  rem^  se  considera  práctica^  in- 


(40)  Fiore,  12.— Phillimore.  IV.  DCCCCXLII  -  DCCCCXLIII.— Calvo.  II. 
878.-Foelix.  304. 

(41)  **Mü8t  uuqueatiunably,  however,  such  judgiueutt)  would  be  conside- 
red,  according  to  all  the  case^,  as  (ioustitutiug  the  strongest  primufavie 
evidenceof  theriglit  that  eould  beproduced,  aiid  as  throwiug  a  very  heavy 
biirden  of  disproof  opon  the  party  opposiug  it.  It  is,  mereover,  a  general 
rule  of  English  courts  to  regará  the  Bubstance  rather  than  the  forní  of 
foreigii  Jndgnieut.'i.  Aud  it  seenis  clear  that  wheiv  a  forcign  judgmeut  waa 
offercd  to  provo  the  aame  fact,  but  for  a  different  or  collaterid  parpóse, 
theu,  if  the  jndgment  had  been  delivered  I)y  a  court  of  exclusive  jurisdic- 
tion,  !t  wouUl  be  eonelusive  evideuci  upou  the  questiou  so  iuoídentally 
arisiug."  (Phillimore.  IV.  DCCCCXLIII). 
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controvertible  que  aun  cuando  se  tiene  por  título  para 
justificar  el  dominio  de  los  bienes  situados  en  la  nación 
donde  se  pronunció,  no  surte  efecto  alguno  en  Ingla- 
tfirra. 

SS'T.ÉéUDOS  T72TX3DOS  (48) 

60.  Las  sentencias  de  los  tribunales  extranjeros  se  consi- 
deran como  prueba  prima  facie;  pero  pueden  ser  itlipug- 
nadas. 

"La  aplicación  de  esta  regla",  dice  Flore,  "no  se  halla 
exactamente  determinada.  Es  cierto,  según  Story,  Phíl- 
limore  y  Wharton,  que  una  sentencia  definitiva  de  tribu- 
nal extranjero  puede  valer  para  probar  la  existencia  de  un 
crédito,  y  corresponde  al  deudor  justificar  el  pago  ó  im- 
pugnar la  sentencia  como  irregular." 

Si  la  acción  hubiere  sido  real,  se  observa  en  los  Estados 
Unidos  la  misma  regla  que  en  Inglaterra:  la  sentencia  es 
título  en  cuanto  á  la  propiedad  de  los  bienes  situados  en  la 
nación  donde  se  pronunció;  pero  no  surte  ningún  efecto 
en  cuanto  á  los  bienes  situados  en  la  Unión  Americana. 


61.  El  art.  10  del  Código  de  enjuiciamientos  promulga- 
do en  1876,  dice:  (43) 


(43)  Fiore.  13.— Foelix.  II*  898.— Phil limore.  IV.  DCCCCXLiX.— Calvo. 
II.  $  858. 

(43)  Alt.  10.  Los  tribunales  de  primera  instancia  conocen  de  las  deci- 
siones expedidas  por  los  jueces  extranjeros  en  materia  civil  y  en  materia 
comercial. 

Si  Bélgica  y  la  nación  donde  se  ha  expedido  la  sentencia  tienen  tratado 
sobre  la  base  de  reciprocidad,  el  examen  no  se  referirá  sino  á  los  siguientes 
puntos: 

1^.  Si  la  decisión  no  encierra  nada  que  contravenga  Á  los  principios  del 
orden  público  belga; 

2^.  Si  según  la  ley  donde  la  sentencia  se  ha  expedido,  ha  pasado  ésta  en 
autoridad  de  cosa  juzgada; 

3^.  8i  según  la  primera  ley,  la  copia  que  se  ha  presentado  reúne  los  requi- 
sitos necesarios  para  su  autenticidad; 

4**.  Si  se  han  respetado  los  derechos  de  defensa;  y 

5®.  81  el  tribunal  extranjero  es  el  único  competente  á  causa  de  la  nacio- 
nalidad del  actor. 
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lis  (les  tribnuaiix  de  premiére  iiistance)  connaissent  eii 
find^s  décisions  reiidues  par  les  jugos  étrangers  en  ma- 
tiére  civile  et  en  mati^re  comiuerciale. 

S'  il  existe,  entre  la  Belgíqiie  et  le  pays  oh  la  decisión 
a  été  rendue,  un  traite  conclu  sur  la  base  de  la  reciprocité, 
leur  examen  ne  portera  que  sur  les  cinq  polnts  suivauts: 

1^.  Si  la  decisión  ne  contient  rien  de  contraire  k  V  ordre 
public  belge; 

2^.  Si,  d'  aprés  la  loi  dii  pays  ou  la  décibion  a  été  ren- 
due, elle  est  passée  en  forcé  de  chose  jugée; 

3".  Si,  d'  aprés  la  premiére  loi,  1'  expédition  qui  en  est 
produite  réunit  les  conditions  necessaires  á  son  autlicnti- 
cité; 

4*^.  Si  les  droits  de  la  défense  ont  été  respectes; 

5**.  Si  le  tribunal  étranger  n'  est  pas  xiníquenient  com- 
pétent  á  raison  de  la  nationalité  du  demandeur. 

De  lo  cual  se  deduce  que  <leben  distinguirse  dos  casos 
para  determinar  la«  gestiones  conducentes  á  que  se  expida 
el  auto  de  exequátur;  esto  es,  si  hay  ó  no  tratados  entre 
Bélgica  y  la  nación  donde  la  sentencia  se  ha  pronun- 
ciado. 

Si  hay  tales  tratados,  aplícase  el  art.  10  que  acabamos 
de  copiar;  si  no  los  hay,  rigen  el  art.  546  del  Código  de  en- 
juiciamientos de  1804  y  los  arts.  2123  y  2128  del  Código 
de  Napoleón. 


62.  El  Código  de  enjuiciamientos  expedido  en  1885,  y 
revisado  el  15  de  febrero  de  1881,  encierra  las  siguientes 
disposiciones  sobre  el  efecto  de  las  sentencias  extranjeras: 

Art.  951. — 'Las  sentencias  pronunciadas  en  países  ex- 
tranjeros tendrán  en  España  la  fuerza  que  establezcan  los 
tratados  respectivos. 

Art.  952. — Si  no  hubiere  tratados  especiales  con  la  na* 
ción  en  que  se  hayan  pronunciado,  tendrán  la  misma  fuer- 
za que  en  ella  se  diere  por  las  leyes  a  las  ejecutorias  dicta- 
das en  España. 

Art.  953. — Si  la  ejecutoria  procede  de  una  nación  en  que 
por  jurispnidencia  no  se  dé  cumplimiento  alas  dictadas 
en  los  tribunalas  españoles,  no  tendrá  fuerza  en  España. 


J 
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Art.  954. — Si  no  estuviere  en  ninguno  de  los  casos  de 
que  hablan  los  tres  artículos  que  anteceden,  las  ejecuto- 
rias tendrán  fuerza  en  España,  si  reúnen  las  circunstancias 
siguientes: 

a)  Que  la  ejecutoria  haya  sido  dictada  á  consecuencia 
del  ejercicio  de  una  acción  personal; 

b)  Que  no  haya  sido  dictada  en  rebeldía; 

c)  Que  la  obligación  para  cuyo  cumplimiento  se  haya 
procedido  sea  lícita  en  España; 

d)  Que  la  ejecutoria  reúna  los  requisitos  necesarios  en 
la  Nación  en  que  se  haya  dictado  para  ser  considerada  co- 
mo auténtica,  y  que  las  leyes  españolas  requieren  para  que 
hagan  fe  en  España. 

Art.  955.  La  ejecución  de  las  sentencias  pronunciadas 
en  Naciones  extranjeras  se  pedirá  ante  el  tribunal  supre- 
mo de  justicia. 

Este,  previa  la  traducción  de  la  ejecutoria  hecha  con 
arreglo  á  derecho,  y  después  de  oír  á  la  parte  contra  quien 
se  dirija  y  al  fiscal,  declarará  si  debe  ó  no  dársele  cumpli- 
miento. 

Art.  956.  Para  la  comparecencia  de  la  parte  á  quien  de- 
ba oírse  según  el  artículo  anterior,  se  librará  Real  provi- 
sión, cometida  á  la  Audiencia  en  cuyo  territorio  esté  do- 
miciliada. El  término  de  la  comparecencia  será  el  de 
treinta  días.  Pasado  dicho  término,  el  tribunal  prosegui- 
rá en  el  conocimiento,  aunque  nó  haya  comparecido  el 
citado. 

Art.  957.  De  la  providencia  que  pronuncie  el  tribuna] 
supremo  no  habrá  ulterior  recurso. 

Art.  958.  Denegándose  el  cumplimiento,  se  devolverá 
la  ejecutoria  al  que  la  haya  presentado. 

Otorgándose,  se  comunicará  esta  providencia  por  Real 
provisión  á  la  Audiencia,  para  que  ésta  dé  la  orden  co- 
rrespondiente al  juez  de  la  primera  instancia  del  partido 
en  que  esté  domiciliado  el  condenado  en  la  sentencia,  ó 
del  en  que  deba  ejecutarse,  á  fin  de  que  tenga  efecto  lo 
que  en  ella  ha  mandado. 


63.  Del  Código  de  procedimientos  civiles  del  Distrito 
Federal  y  Territorio  de  la  Baja  California,  copiamos  las 
siguientes  disposiciones: 
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Art  780.  Las  sentencias  y  demás  resoluciones  judicia- 
les dictadas  en  ijaíses  extranjeros,  tendrán  en  la  República 
la  fuerza  que  establezcan  los  tratados  respectivos. 

Art.  781.  Si  no  hubiere  tratados  especiales  con  la  na- 
ción en  que  se  hayan  pronunciado,  tendrán  la  misma  fuer- 
za que  en  ella  se  diere  por  las  leyes  á  las  ejecutorias  y  re- 
soluciones judiciales  dictadas  en  laEepública. 

Art.  782.  Si  la  ejecutoria  ó  resolución  procede  de  una 
nación  en  la  que,  conforme  á  su  jurisprudencia,  no  se  dé 
cumplimiento  á  las  dictadas  en  los  tribunales  mexicanos; 
no  tendrán  fuerza  en  la  República. 

Art  783.  Para  la  ejecución  de  las  sentencias  se  obser- 
vará lo  dispuesto  en  los  artículos  siguientes;  para  la  eje- 
cución de  las  demás  resoluciones,  se  observarán  las  reglan 
establecidas  en  el  Cap.  II  de  este  título. 

Art.  781.  Para  la  legalización  de  las  sentencias  y  reso- 
luciones dictadas  en  el  Extranjero,  se  observará  lo  dis- 
puesto en  los  arts.  455  á  458,  salvo  lo  dispuesto  en  los  tra- 
tados, ó  en  su  defecto,  por  el  derecho  internacional. 

Art.  785.  En  el  caso  á  que  se  refiere  el  art.  781,  sólo 
tendrán  fuerza  en  el  Distrito  y  en  la  Baja  California  las 
ejecutorias  extranjeras,  reuniendo  las  cinco  circunstan- 
cias siguientes: 

I.  Que  hayan  sido  dictadas  á  consecuencia  del  ejercicio 
de  una  acción  personal: 

II.  Que  no  hayan  recaído  ím\  rebeldía: 

III.  Que  la  obligación  para  cuyo  cumplimiento  se  haya 
procedido,  sea  lícita  en  la  República: 

IV.  Que  sean  ejecutorias  conforme  á  las  leyes  de  la  na- 
ción en  que  se  hayan  dictado: 

V.  Que  reúnan  los  requisitos  necesarios  conforme  á  es- 
te Código,  para  ser  consideradas  auténticas. 

Art.  78j6.  Es  competente  pjira  ejecutar  una  sentencia 
dictada  en  el  Extranjero,  el  juez  que  lo  sería  para  seguir 
el  juicio  en  que  se  dictó  conforme  al  capítulo  II,  del  título 
II,  de  este  libro. 

Art.  787.  Presentada  la  ejecutoria  eu  el  juzgado  compe- 
tente, traducida  en  la  forma  que  previene  el  art.  458,  y  so- 
licitada su  ejecución,  se  correrá  traslado  contra  quien  se 
dirija,  por  el  término  de  nueve  días. 

Art.  788.  Si  la  parte  contra  quien  se  ha  pronunciado  el 
fallo  no  estuviere  presente,  se  le  notificará  el  decreto  con 
arreglo  al  Cap.  IV,  tít.  I.  de  este  libro. 
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Art.  789.  Evacuado  el  traslado  ó  pasado  el  término  de 
los  nueve  días,  se  pasará  el  asunto  al  re])resentaute  del  Mi- 
nisterio público,  por  igual  término. 

Art.  790.  Con  vista  de  lo  que  exponga  dicho  funciona- 
rio, se  dictará  auto,  declarando  si  se  ha  de  dar  ó  no  cum- 
plimiento á  la  ejecutoria:  esta  providencia  es  apelable  en 
ambos  efectos. 

Alt.  791.  En  segunda  instancia  será  oído  también  el 
Ministerio  Público. 

Art.  792.  Ni  el  juez  inferior  ni  el  Tribunal  Superior  po- 
drán examinar  ni  decidir  de  la  justicia  ó  injusticia  del  fa- 
llo, así  como  de  los  fundamentos  de  hecho  ó  de  derecho 
en  que  se  apoye;  limitándose  á  examinar  su  autenticidad 
y  si  conforme  á  las  leyes  nacionales  debe  ó  no  ejecut^arse. 

Art.  793.  Si  se  denegare  el  cumplimiento,  se  procederó 
á  la  ejecución  conforme  al  cap.  I.  de  este  título. 


64.  El  Código  de  procedimientos,  promulgado  en  la  pro- 
vincia de  Buenos  Aires  el  ano  de  1880,  encierra,  en  el  Tí- 
tulo XVI,  estos  artículos: 

558.  Las  sentencias  pronunciadas  en  países  estranjeros, 
tendrán  en  la  Provincia  la  fuerza  que  establezcan  los  tra- 
tados celebrados  entre  la  República  y  esos  países. 

559.  En  defecto  de  tratados  que  estatuyan  sobre  el  par- 
ticular, las  ejecutorias  de  países  estranjeros  tendrán  fuer- 
za en  la  provincia,  si  reúnen  las  circunstancias  siguientes: 

V.  Que  la  ejecutoria  haya  sido  dictada  á  consecuencia 
del  ejercicio  de  una  acción  personal; 

2^  Que  no  haya  sido  dictada  en  rebeldía  de  la  parte 
condenada,  siempre  que  ésta  haya  tenido  domicilio  en  la 
República; 

3**.  Que  la  obligación  que  haya  dado  lugar  á  la  ejecuto- 
ria, sea  válida  según  nuestras  leyes; 

4^  Que  la  ejecutoria  reúna  los  requisitos  necesarios  en 
la  Nación  en  que  se  haya  dictado  para  ser  considerada  co- 
mo tal  y  los  que  las  Leyes  Argentinas  requieren  para  que 
hagan  fé  en  la  República. 

5G0.  La  ejecución  de  las  sentencias  dictadas  en  naciones 
estranjeras,  se  pedirá  ante  el  Juez  de  Primera  Instancia 
(pie  corresponda.  Este,  previa  la  traducción  de  la  ejecu- 
toria, si  no  estuviera  redactada  en  idioma  patrio,  y  des- 
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pues  <le  oír  á  la  parte  contra  quien  ne  (liri^^e  y  al  Agente 
Fiscal,  declarará  si  debe  ó  no  dársele  cumplimiento. 

561.  De  la  resolución  que  se  dicte  podrá  apelai'se  en  re- 
lación para  ante  la  Cámara  respectiva. 

562.  Consentida  ó  ejecutoriada  la  resolución  que  denie- 
gue el  cumplimiento  de  la  ejecutoria,  ésta  se  devolverá  al 
que  la  haya  presentado. 

En  el  caso  de  que  la  resolución  fuese  otorgando  el  cum- 
plimiento de  la  ejecutoria,  se  procederá  en  la  forma  esta- 
blecida en  esta  Ley  para  la  ejecución  de  las  sentencias. 


1 


65.  En  estas  dos  Repúblicas  no  se  han  expedido  leyes 
sobre  la  materia.  Por  lo  cual  juzgamos  que  ahí  son  apli- 
cables las  reglas  generales  sobre  los  efectos  de  las  senten- 
cias extranjeras. 
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▲rt.  4''.  Las  dlsposloiones  contenidas  en  los 
Códigos  de  Comercio,  de  Minería,  del  Ejército  i 
armada,  i  demás  especiales,  se  aplicarán  con  pre- 
ferencia á  las  de  este  Código. 

CONCORDANCIAS. 

P.  de  B.  16.  Las  disposiciones  de  este  Código  se  api  i- 
carán  sin  perjuicio  de  las  contenidas  en  los  Códigos  do 
Comercio,  de  Minería,  del  Ejército  y  Armada,  i  demás  es- 
peciales que  en  adelante  se  promulguen. 

C.  E.  4.  En  el  juzgamiento  sobre  materias  arregladas 
por  leyes  especiales,  no  se  aplicarán  las  disposiciones  de 
este  Código,  sino  á  falta  de  esas  leyes. 

P.  de  6. 17.  Las  disposiciones  de  este  Código  sólo  son 
ai)l¡cables  á  los  asuntos  que  se  rijan  por  las  leyes  de  co- 
mercio, minas  y  otras  especiales,  en  cuanto  no  se  opongan 
á  estas  leyes. 

C.  C.  10.  El  orden  en  que  deben  observarse  los  Códigos 
nacionales,  cuando  ocurran  entre  ellos  incompatibilidades 
ó  contradicciones,  será  el  siguiente: 

1**.  En  sus  respectivas  especialidades:  el  Código  Admi* 
nistrativo,  el  Fiscal,  el  Militar,  el  de  Fomento; 

2**.  Los  sustantivos,  á  saber:  el  Código  Civil,  el  de  Oo» 
mercio,  y  el  Penal; 

3^  El  adjetivo  Judicial. 

C.  Esp.  10.  En  las  materias  que  se  rijan  por  leyes  espe- 
ciales, la  deflciencia  de  éstas  se  supliría,  por  las  disposicio- 
nes de  este  Código. 

COMENTARIO. 

66.  Dos  reglas  importantísimas  encierra  este  artículo: 
1".  Cuando  hay  leyes  especiales  relativas  á  ciertos  asiui- 

tos,  ellas  son  las  que  se  aplican;  y 

2":  El  Código  civil  suple  las  omisiones  de  las  leyes  susr 
tan  ti  vas  especiales. 

67.  La  primera  regla  es  consecuencia  del  objeto  que  el 
legislador  se  propone  cuando,  atenta   la  importancia  de 

10 
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algunas  materias,  trata  de  ellas  por  separado  en  los  respec- 
tivos códigos  ó  leyes.  Absolutamente  necesarias,  por  ejem- 
plo, las  leyes  relativas  al  comercio,  uno  de  los  manantiales 
de  la  prosperidad  nacional;  y  asimismo  absolutamente 
necesario  un  código  en  que  se  puntualicen  las  infraccio- 
nes y  los  medios  de  reprimirlas.  Evidente,  pues,  que  de- 
be aplicarse  ante  todo  el  Código  de  comercio,  si  lo  con- 
trovertido es  una  convención  mercantil;  el  Código  penal, 
si  se  castiga  una  infracción. 

68.  La  regla  segunda  se  fimda  en  la  esencia  misma  del 
Código  civil;  el  cual  comprende  todas  las  relaciones  de  los 
particulares  entre  sí,  exceptuándose  sólo  las  que  otras  le- 
yes determinen  taxativamente.  Trata  de  la  existencia  de 
las  personas,  su  estado  civil,  su  capacidad  ó  incapacidad; 
clasifica  los  bienes;  da  reglas  sobre  la  sucesión,  testada  ó  in- 
testada; sobre  las  obligaciones  provenientes,  ya  de  actos, 
lícitos  ó  ilícitos,  ya  de  la  ley;  enumera,  en  fin,  los  re- 
quisitos para  la  adquisición  del  dominio  mediante  la  po- 
sesión, y  para  que  la«  acciones  se  extingan  por  no  ha- 
berse ejercido  cierto  tiempo.  Luego,  de  toda  imposibili- 
dad imposible  prescindir  del  Código  civil,  cuando  se  con- 
trovierta un  acto  de  comercio,  la  adjudicación  de  una 
mina,  ó  cualquier  otra  materia  regida  por  leyes  espe- 
ciales. 

BI  Código  civil  suple,  lo  repetimos,  todas  las  omisiones 
de  las  demás  leyes  sustantivas.  (1) 

69.  Y  acaso  convenga  observar  que  si  el  Código  civil  es 
la  ley  sustantiva  por  excelencia,  el  Código  de  enjuiciamien- 
tos civiles  es  asimismo  la  ley  adjetiva  aplicable  cuando 


(1)  lies  lois  civiles  influent  encoré  sur  le  comraerce  h  uu  autre  titre,  coni- 
me  supplément  des  lois  coinuierciales.  La  loi  ci vile  éUmt  la  rMe  irénérale 
desactioiis  des  citoyeiis  d' un  État,  et  la  loi  commerciale  u'étant  que  la 
rogle  pa^tlculi^^e  de  certaiues  actious,  ou  doit  recounaitre  en  principe  que 
dans  tons  les  cas  oü  la  loi  particuliííre  se  tait,  la  loi  genérale,  ou  le  droit 
pomrauu,  reprend  son  enipire!" (Massé.  I.  63). 
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otras  leyes  adjetivas  no  hubieren  previsto  el  caso  contro- 
vertido. Sea  cual  fuere  el  litigio,  hay  acción  deducida  por 
el  demandante,  excepciones  que  el  reo  alega,  pruebas  pa- 
ra justificar  los  hechos  puestos  en  tela  de  juicio,  un  fallo 
que  decide  la  controversia.  Si  el  Oódigo  de  ei^uiciamien- 
tos  fija  las  reglas  sobre  todas  estas  importantísimas  mar 
terias,  tampoco  podemos  prescindir  en  ningún  caso  de 
sus  disposiciones. 
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Árt.  5^  La  Corte  Suprema  de  Justicia  i  las 
Cortes  de  Alzada,  en  el  mes  de  marzo  de  oada  año, 
darán  cuenta  al  Presidente  de  la  &epttblica  de 
las  dudas  1  dificultades  que  les  hayan  ocurrido 
en  la  intelijencia  i  aplicación  de  las  leyes,  i  de 
los  vacíos  que  noten  en  ellas. 

CONCORDANCIAS. 

P.  de  B.  15.  Las  Cortes  de  Alzada,  i  la  Corte  Suprema 
de  Justicia,  en  el  mes  de  marzo  de  cada  año,  darán  cuenta 
al  Supremo  Gobierno  de  las  dudas  i  dificultades  que  les 
hayan  ocurrido  en  la  intelijencia  i  aplicación  de  las  leyes 
i  de  los  vacíos  que  noten  en  ellas. 

C.  E.  19.  Cuando  haya  falta  ú  oscuridad  de  ley,  los 
jueces,  sin  perjuicio  de  juzgar,  consultarán  al  poder  legis- 
lativo por  medio  de  la  Corte  Suprema,  á  fin  de  obtener  una 
regla  cierta  para  los  nuevos  casos  que  ocurran. 

C.  P.  T.  P.  IX.  Los  jueces  no  pueden  suspender  ni  de- 
negar  la  administración  de  justicia  por  falta,  oscuridad  ó 
insuficiencia  de  las  leyes:  en  tales  casos,  resolverán  aten- 
diendo: 1".  al  espíritu  de  la  ley;  2**.  á  otras  disposiciones 
sobre  casos  análogos;  y  3**.  á  los  principios  generales  del 
derecho;  sin  perjuicio  de  dirijir,  por  separado,  las  corres- 
pondientes consultas,  á  fin  de  obtener  una  regla  cierta  pa- 
ra los  nuevos  casos  que  ocurran. 

X.  Las  consultáis  de  que  habla  el  artículo  anterior,  so 
elevarán  al  Poder  Legislativo,  por  la  Corte  SuiJrema,  con 
el  respectivo  informe  favorable  ó  adverso. 

XI.  La  Corte  Suprema  está  obligada  á  dar  cuenta  al 
Congreso,  en  cada  legislatura,  de  los  defectos  que  notare 
en  hi  legislación. 

XII.  Los  jueces  y  tribunales  superiores  tienen  la  mis-^ 
ma  obligación  establecida  en  el  artículo  anterior,  que  cum- 
plirán por  conducto  de  la  Corte  Sui>rema. 

COMENTARIO. 

70.  Esta  disposición  corresponde  á  la  Ley  Orgánica  del 
Poder  Judicial;  por  cuanto  es  meramente  reglamentaria,  y 
confiere  una  atribución  que  los  tribunales  ejercen,  no  al 
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decidir  las  controversias,  sino  como  cuerpos  llamados  á 
procurar  que  el  Derecho  se  perfeccione. 

Si  bien  la  disposición  del  art.  19  del  Código  ecuatoriano 
adolece  del  mismo  defecto,  prevé  por  lo  menos  el  caso 
especial  de  que  no  hnya  ley  aplicable  al  asunto  controver- 
tido; y  BÓlo  entonces  consultan  los  jueces  á  la  Corte  Su- 
I)rema  para  que  acuda  al  poder  legislativo. 

El  artículo  que  comentamos  no  figura  en  el  Código  de 
Napoleón  ni  en  ningdn  otro  de  los  códigos  modernos  más 
notables;  y  eso  manifiesta  que  si  bien  él  es  importante, 
como  reglamentario  se  ha  considerado  ajeno  del  Código 
civil;  el  cual  debe  declarar,  crear  y  garantizar  los  dere- 
chos, para  que  el  juez,  en  caso  de  controversia,  decida 
los  litigios  conforme  al  mismo  Código. 
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Art.  6"".  La  leí  no  obliga  sino  en  virtud  de  eu 
promolgaolón  por  el  Presidente  de  la  BepdbUca, 
1  después  de  transcurrido  el  tiempo  necesario 
para  que  se  tenga  noticia  de  ella. 

La  promulgación  deberá  hacerse  en  el  periódico 
oficial;  1  la  fecha  de  la  promulgación  será,  para 
los  efectos  legales  de  ella,  la  fecha  de  dicho  perió- 
dico. (-) 

REFERENCIAS. 

El  tiempo  necesario  para  que  se  tenga  uotioia  de  ella.  7. 

C0NC0RDAKCIA8. 

P.  de  B.  5.  La  lei  escrita  no  obliga  sino  en  virtud  de 
de  su  promulgación  por  el  Supremo  Gobierno,  y  después 
de  transcurrido  el  tiempo  necesario  para  que  se  t<enga  no- 
ticia de  ella. 

La  promulgación  será,  para  los  efectos  legales  de  ella, 
la  fecha  de  dicho  periódico. 

O.  B.  5.  La  ley  no  obliga  sino  en  virtud  de  su  promul- 
gación por  el  Presidente  de  la  Eepública,  y  después  de 
transcurrido  el  tiempo  necesario  para  que  se  tenga  noticia 
de  ella. 

La  promulgación  de  la  ley  se  hará  en  la  capital  de  la 
Kepública,  por  la  imprenta,  por  bando,  ó  en  la  forma  que 
la  misma  ley  lo  prevenga. 

C.  de  íí.  I"*.  Les  lois  sont  ^  l^  Las  leyes  son  obliga- 
exécutoires  dans  tout  le  ter-  (  torias  en  todo  el  territorio 
ritoire  francais,  en  vertu  >  francés,  en  virtud  de  su 
de  la  promuígation  qui  en  I  promulgación  por  el  Presi- 
est  fait  par  le  Presidente  de  (  dente  de  la  Eepública. 
la  Bepublique.  \ 

(-)  Locré.  I.  380.  art.  P.— 381.  3-8.-397.  art.  1°.  —  408.  1-8.  —  418.  art.  V. 
*- 416.  1,-425.  7-9.— 437.  1*3.— 465.  16-18.— 487.  1-4.-576.  7.-589.2. 
8.-623.  XX.  — Merlin.  Loi.  $  IV.  n.  V.  -  Dalloz.  Lois.  122.  —  Toullier.  I. 
57-71.  — Laurent.  I.  7-9.  12- 18.  25-29.  —  Demolombe.  I,  23-26.  — Za- 
chariae  (M.  V.).  I.  $  24.  —  Zachariae  f  A.  R.).  I.  $  26.  —  Massé.  I.  70.  —  Bau- 
dry-Laoaatinerle  I.  89  -  99.  —  Stephen'  s  (Blaokstone'  s).  I.  p.  25. 
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C.  Arg.  2.  Las  leyes  no  son  obligatorias  sino  después 
de  su  publicación 

P.  de  G.  1*".  (véanse  las  concordancias  del  art  7.) 

O.  C.  11.  La  ley  es  obligatoria  y  surte  sus  efectos  desde 
el  día  que  en  ella  misma  se  designa,  y  en  todo  caso  des- 
pués de  su  promulgación. 

12.  La  promulgación  de  la  ley  se  hará  insertándola  en 
el  ^^Diario  Oficjal",  y  enviándola  en  esta  forma  á  los  Es- 
tados y  á  los  Territorios 

C.  P.  T.  P.  I.  Las  leyes  obligan  en  todo  el  territorio  de 
la  Bepública  después  de  su  promulgación. 

G.  M.  2-4.  (véanse  las  concordancias  del  art.  7.) 

O.  de  la  L.  4.  Como  las  leyes  no  pueden  obligar  sin  ser 
conocidas,  serán  promulgadas  por  el  Gobernador  del 
Estado. 

Las  leyes  se  enviarán  á  las  autoridades  encargadas  de 
ejecutarlas  ó  de  aplicarlas,  y  á  cualesquiera  otras  personas 
que  la  ley  ha  designado  ó  puede  designar,  en  la  forma 
prescrita  para  asegurar  á  las  leyes  la  mayor  publicidad  po- 
sible. 

Los  secretarios  de  todas  las  cortes  de  justicia  del  Es- 
tado insertarán  en  un  registro  especial,  que  al  efecto  lle- 
ven, el  título  de  toda«  las  leyes  que  se  les  hubieren  envia- 
do, con  la  fecha  del  día  en  que  las  hayan  recibido. 

O.  Esp.  l^  Las  leyes  obligarán  en  la  Península,  Islas 
adyacentes,  Canarias  y  territorios  de  África  sujetos  á  la 
legislación  peninsular,  á  los  veinte  días  de  su  promulga- 
ción, si  en  ellas  no  se  dispusiere  otra  cosa. 

Se  entiende  hecha  la  promulgación  el  día  en  que  ter- 
mine la  inserción  de  la  ley  en  la  Gaceta. 

N.  B.  III.  IL  12.  Conforme  á  lo  dispuesto  por  el  Dere- 
cho, y  á  lo  que  se  ha  practicado  en  cuantas  providencias 
se  han  establecido,  se  haga  saber  al  Público  de  esta  Corte 
y  demás  pueblos  del  Eeyno,  que  ninguna  ley,  regla  ó  pro- 
videncia general  nueva  se  debe  creer  ni  usar,  no  estando 
intimada  ó  publicada  por  i)ragm«4tica,  cédula,  provisión, 
orden,  edicto,  pregón  ó  bandos  de  las  Justicias  ó  Magis- 
trados públicos 

COMENTARIO. 

71.  No  era  menester,  en  verdad,  que  el  Código  civil  hicie- 
se la  distinción  científica  entre  \^ promulgación  de  la  ley  y 
su  jmbUcación;  pero  sabido  es  que  entre  una  y  otra  hay 
notable  diferencia.    La  promulgación  consiste  en  que  e] 
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poder  ejecutivo  reconozca  qufe  la  ley  encierra  los  requisi- 
tos esenciales  puntualizados  en  la  Constitución,  y  or- 
dene  que  la  ley  se  ejecute.  La  pnhli<íación  es  el  acto  de 
notiflear  la  ley  á  todos  los  habitantes  del  Estado. 

El  art.  I*",  del  Código  de  Napoleón  (copiado  en  las  con- 
eordanems)  tampoco  distingue  entre  la  promulgación  y  la 
publicación;  pues  se  limita  á  decir  que  las  leyes  no  son  obli- 
gatorias en  el  territorio  francés  sino  en  virtud  de  su  pro- 
nuilgación.  Pero  los  redactores  distinguieron  con  toda  cla- 
ridad cada  uno  de  esos  actos.  Así,  cuando  se  discutía  el 
artículo  en  el  Consejo  de  Estado,  expresaron  Emmery  y 
Portalis  (1)  que  la  jynymiilgación  de  la  ley  le  da  fuerza 
obligatoria;  que  la  misma  no  obliga  sino  en  virtud  de 
la  publicación;  que  la  promulgación  completa  la  esencia  de 
la  ley,  y  que  la  piíblicación  es  efecto  de  la  promulgación,  (2). 

72.  Que  la  ley  no  obliga  sino  en  virtud  de  la  publieaciónj 
es  una  verdad  cuya  exactitud  comprenden  á  ciencia  cierta 
todos  cuantos  saben  el  significado  de  tal  palabra:  "En 
un  gobierno,"  decía  Portalis,  (3)  "es  de  todo  punto  nece- 
sario que  los  ciudadanos  conozcan  las  leyes  bajo  cuyo  im- 


(1)  Locr<5. 1,  p.  389.  390. 

(2)  *'Les  préceptesjuri diques  auxquels  la  puissance  li^gislati  ve  a  iinpriiué 
le  caractére  de  loia  ue  sont  poiut  exécuioirea  par  euxniémes;  ils  ue  le  devieu- 
ueut  qu'  en  vertu  de  la  i)romulgatiou,  c'  est-a-dire  d^  un  ordre  d'' exécution  éuiA- 
i\6  du  chefde  l'État,  en  qui  reside  la  puisHance  exécutire.  Maisun  ordre  ue 
ponvant  obli^er  aussi  longtemps  qn41  u'est  pas  uonnu,  on  qu'il  ue  pent 


prés( 
pnmuUjaia.^^    (Zachariao.  A.  ll.  I.  $26). 

Kxécntoirc  en  vertu  de  la  proraulí»;ation,  la  loi  ne  devient  obligatoire  qu' 
eu  vertu  de  la  publicatiou.  La  pnblicatiou  est  Taüte  de  porter,  par  nu  nio- 
yeu  quelcoiique,  la  promulgatiou  de  la  loi  :\  la  conuaissance  dea  intéresaéa, 
diruUjatio promulgationis.  La  prora ulgat i ou  est  un  ordre  d'exécution;  or  ií 
serait  iiijuste  que  cet  ordre  put  íítr.'  ex^cuté  coutre  ceux  auxquels  11  s'adres- 
se  avant  qu'  il.s  n'  eussent  ét<^  mis  a  nií*nie  de  le  connaitre. 

"Ainsi  défínie,  la  publicatiou  se  distingue  tr(*s  bien  de  la  promulga tion. 
Leur  but  e.st,  d'ailleurs,  tout  dvlí'érent:  l'une  a  pour  but  d'attester  V  exis- 
tenoo  de  la  loi,  1'  antro  a  pour  but  de  la  faire  connaitre.  Dans  presque  tons 
les  pays,  la  distinction  de  oes  deux  actes  est  admise,  bien  qn'elle  ne  soit 
pas  toujours  nettement  Ibrmulée"  (Baudry-Laeantiuei'ie.^'    (I.  93). 

(3)  Locré.  I.  568.  t 
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perio  viven.  ludndablemente  hay  una  justicia  natural 
emanada  de  la  razón,  y  esa  justicia  que  canstituye,  por 
decirlo  así,  el  corazón  humano,  no  es  necesario  promul- 
garla. Es  una  his  que  alumbra  á  todo  honibre  que  vie- 
nt  á  este  nmndOj  y  que  desde  el  fondo  de  la  conciencia 
refleja  sobre  todas  las  acciones  de  la  vida.  Pero,  fal- 
ta de  sanción,  la  justicia  natural,  que  dirige  sin  com- 
peler, sería  nugatoria  para  la  mayor  parte  de  los  hom- 
bres, si  la  razón  no  se  nos  manifestase  con  el  aparato  de  la 
autoridad,  para  combinar  los  derechos  con  los  deberes, 
sustituir  la  obligación  al  instinto,  y  apoyar  los  preceptos 
del  poder  legislativo  con   las  honestas  inspiraciones  de  la 

luituraleza No  bast^i  el  derecho  natural;  son  necesarios 

preceptos  expresos  y  coactivos.  He  ahí  la  diferencia  en- 
tre una  regia  de  moral  y  las  leyes  del  Estado.  Las  leyes  del 
Estado  son  las  cpie  deben  promulgarse  para  ser  obligato- 
rias; pues  ellas,  que  no  siempre  han  regido,  cambian  con 
frecuencia,  no  pueden  comprenderlo  todo,  tienen  época  de- 
terminada y  objeto  i)eculiar.  Luego,  nadie  e;itaría  obli- 
¿fado  á  obedecerlas  si  previamente  no  las  conociese." 

73.  El  inciso  seguiulo  encierra  dos  reglas  de  impor- 
tancia: 

1*.  La  pronuilgación   debe  hacerse  en  el  periódico  oft- 

oial;   y 

2*.  La  fecha  de  la  promulgación  será,  para  los  efectos  le- 
j^ales  «le  ella,  la  fecha  de  dicho  periódico. 

Para  evitar  dificultados  en  asunto  de  tanta  trascenden- 
cia, era  de  todo  pnnto  necesario  fijar  de  una  manera  uni- 
forme cómo  se  efeotiía  la  i)romulgación  de  la  ley;  y  ningún 
medio  más  adecniado  tpie  el  de  insertarla  en  el  periódico 
oficial,  que  merece  entero  crédito  en  todo  cuanto  se  refiera 
á,  los  i){):ltTes  publi(»o.s.  Por  medio  del  periódico  oficial  se 
establece  la  comunicación  entre  el  gobierno  y  los  ciudada- 
nos; y  éstos  ni  por  un  instante  pueden  poner  en  duda  la 
autenticidad  d(í  la  ley  promulgada. 
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De  todo  punto  necesario  asimismo  fijar  la  fecha  de  la 
promulgación;  pues  tal  fecha  maniflesta  desde  cuándo  es 
obligatoria  la  ley  en  cada  una  de  las  secciones  territoria- 
les de  la  República. 

Puede  muy  bien  suceder  que  ya  por  encerrar  la  ley  mu- 
chos artículos,  ya  por  incuria  de  los  re  Jactores  del  perió- 
dico oficial,  se  promulgue  la  ley  en  dos  ó  más  números  de 
aquel  periódico;  y  entonces  no  se  supiera  con  certeza 
desde  cuándo  se  cuenta  la  fecha  de  la  promulgación.  Si 
la  ley  forma  un  todo  indivisible,  tal  fecha  se  contará  des- 
de la  del  número  en  que  se  insertaron  las  últimas  dis- 
posiciones. Mas,  si  la  ley  consta  de  partes  separables, 
como  los  títulos  de  un  Código  ó  de  otra  ley  en  extre- 
mo extensa;  cada  una  de  las  partes  se  considera,  en  cuan- 
to á  la  promulgación,  como  ley  del  todo  distinta,  y  prin- 
cipia á  regir  según  las  reglas  que  el  art.  7°.  puntua- 
liza. Sabido  es,  por  ejemplo,  que  cada  título  del  Oódigo 
de  Napoleón  se  promulgó  separadamente,  y  que  se  ponía 
en  ejecución  según  el  art.  V.  del  mismo  Oódigo. 
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Art.  7"".  En  el  departamento  en  que  se  promul- 
gue la  lei,  se  entenderá  que  es  eonoclda  de  todos 
1  se  mirará  como  obligatoria,  después  de  seis  dias 
contados  desde  la  fecha  de  la  promulgación;  1  en 
cualquier  otro  departamento,  después  dé  estos 
seis  dias  i  uno  más  por  cada  ireinte  kilómetros  de 
distancia  entre  las  cabeceras  de  ambos  departa- 
mentos. 

Podrá,  sin  embargo,  restringirse  ó  ampliarse 
este  placo  en  la  misma  ley,  designándose  otro  es- 
pecial. 

Podrá  también  ordenarse  en  ella,  en  casos  es- 
peciales, otra  forma  de  promulgación.   (-) 

REFERENCIAS. 

£8  conocida  de  tollos  y  será  oblii^iitoria.  8.  14. 
Seis  días.  48.  50. 

CONCORDANCIAS. 

]^.  (leB.  6.  En  la  capital  de  la  Eepiíblica  se  eu tenderá 
conocida  la  lei,  i  .se  mirará  como  obligatoria,  después  do 
seis  días  contados  <lesde  )a  fecba  de  la  promulgación;  i  en 
cualquier  otro  paraje  de  la  República,  después  de  estos 
seis  días,  i  uno  más  por  cada  cuatro  leguas  de  distancia 
entre  la  capital  i  dicbo  paraje. 

Podrá,  sin  embargo,  restrinjirse  ó  ampliarse  este  pla/.o 
en  la  lei  misma,  designándose  otro  especial.  Podrá  tam- 
bián  ordenarse  en  ella,  en  casos  especiales,  otra  forma  de 
promulgación. 

O.  B.  6.  En  el  cantón  á  que  pertenece  la  capital  de  la 
República  se  entenderá  que  la  ley  es  conocida  de  todos,  y 
se  mir¿)rá  como  obligatoria,  después  de  seis  días  contados 


(-)  Looré.  I.  380.  art.  T.— 391.  U.— 397.  art.  1°.— 398.  3-8.-408.  art.  r^— 409. 
2 - 8.— '413.  art.  1".— 414.  3-6.-416.  1.-42.5.  7-9.— 440.  4-8.-575.  6-7.— 590. 
3  -  7.— 609.  6.— 618.  XIX.— Meilin.  Loi.  $  V.  Ji.  VI.  VIII.  X.— DaHoz.  Lois. 
160-18J.— Delvincourt.  I.  181.  (2).  182.  (3).— Toullier.  1. 72  -  SO.—Laiirent.  I. 
16  -  24.— Demolombe.  I.  2'i:-3l.— Zacbariae  (M.  V.).  I.  $  24.— Zachariae  (A.  R.). 
I.  i  26.— Massé.  I.  71  -  74.— Baiulry  -  Lacantinerie.  I.  98  - 116. 


^ 
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desde  la  fecha  de  la  promulgaoioi);  y  en  enalquier  otro 
cantón,  <les]>ués  de  estos  seis  días,  y  nno  más  por  cada  vein- 
te kilómetros  de  distancia  entre  las  cal)e(*eras  de  ambos 
cantonea. 

Podrá,  sin  embargo,  restringirse  ó  ampliarse  este  i>lazo 
en  la  misma  ley,  designando  otro  especial. 

C.  de  X.  V.    La  promnl-  <.     V.  La  promnlgnción  hecha 

gation  faite  par  le  Gonver-  c  por  el  Gobierno  se  reputará 

uement  será   reinitée  con-  /  conocida  en  el  departamen- 

nne   dans    le    département  \  to   de  su   residencia  un  día 

oíi    siégera    le   Gonverne-  (  después  del  de  la  promulga- 

ment,   un  jour  aprés   celui  ;  ción;  y  en  cada  uno  de  los 

de  la  promulgation;  et  dans  s  otros  departamentos,   des- 

chacun  des  autres  departe-  (  i)üés  del    mismo  i)lazo  au- 

ments,   apres    1'  expiration  ;  mentándose     tantos      días 

du  meme  délai,  augmente  \  cuantas  veces  haya  diez  mi- 

d'  autaut  de  jours  qu'  il  y  ^  riámetros  (cerca  de  veinte 

aura  de  ibis   dix  myriame-  ^  leguas  antiguas)    entre   la 

tres    (environ    vingt   lieus  ?  ciudad   donde    se    hubiere 

anciennes)  entre  la  ville  oü  <  efectuado  la  promulgación 

la  promulgation  en  aura  été  ;  y    la    ciudad    cabecera   de 

faite  et  le  chef-lieu  de  cha-  ^  cada  departamento, 

qne  département.  ( 

C.  Arg.  2.  Las  leyes  no  son  obligatorias  sino  después 
de  su  publicación,  y  desde  el  día  que  ellas  determinen. 
Si  no  designan  tiempo,  la  ley  publicada  en  la  Capital  de  la 
Eepública  ó  en  la  Capital  de  la  Provincia,  es  obligatoria 
desde  el  día  siguiente  de  su  i)romuigación;  en  los  dejmr- 
tamentos  de  can  paña,  ocho  días  después  de  publicada  en 
la  ciudad  capital  del  Estado  ó  capital  de  la  Provincia. 

P.  de  G.  I**.  L{us  leyes  sólo  son  obligatorias  y  surten 
efecto  desde  el  día  que  en  ellas  inismas  se  designe;  y  en 
su  defecto  lo  surtirán,  en  la  Península  á  los  diez  días  si- 
guientes al  de  su  inserción  en  la  Gaceta  oficial  del  Gobier* 
no;  en  las  Islas  Baleares  á  los  veinte,  y  en  las  Canarias  á 
los  treinta. 

i^.  \j,  J.Z • 

En  la  capital  de  la  Unión  se  entenderá  promulgada  el 
día  mismo  de  la  inserción  de  la  ley  en  el  periódico  oficial: 
en  los  Estados  y  en  los  territorios,  tres  días  en  la  capital  y 
quince  días  en  los  distritos  ó  poblaciones  <le  que  se  com- 
])ongan,  después  del  recibo  de  dicho  periódico  por  el  Pre- 
sidente ó  Goberur.dor  del  Estado  ó  por  el  Prefecto  del  Te- 
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rritorio  respectivo;  á  cuyo  efecto  estos  fiincioDarios  barán 
llevar  por  sn  Secretario  un  Eegistro  Especial  en  que  se 
ixiíote  el  día  del  recibo  de  cada  número  del  "Diario  Oficial", 
dando  aviso  de  ello  por  el  inmediato  correo  á  la  Secreta- 
ría de  lo  Interior  v  Eelaciones  Exteriores. 

C  M.  2.  Las  leyes,  reglamentos,  circulares  ó  cualesquie- 
ra otras  disposiciones  de  observancia  general,  emanadas 
de  la  autoridad,  obligan  y  surten  suy  efectos  desde  el  día 
de  su  promulgución  en  los  lugares  que  deba  ésta  hacerse. 

3.  Si  la  ley,  reglamento,  circular  ó  disposición  general, 
fija  el  dííi  en  (jue  debe  comenzar  á  observarse,  obliga  des- 
de ese  día  aunque  se  haya  publicado  antes. 

4.  Para  que  se  reputen  promulgados  y  obligatorios  la 
ley,  reglamento,  circular  ó  disposición  general,  en  los  lu- 
gares en  que  no  reside  la  autoridad  que  hace  la  promulga- 
ción, se  computará  el  tiempo  á  razón  de  un  día  por  caíla 
veint-e  kilómetros  de  distancia;  si  hubiere  fracción  que 
exceda  de  la  mitad  de  la  distancia  indicada,  se  computará 
\m  día  más. 

C  de  la  L.  tí.  La  promulgación  hecha  por  el  Gobierno 
se  reputará  conuciíla  en  el  distrito  donde  el  mismo  ten- 
ga su  residencia,  tres  días  desj)ue8  de  la  promulgación,  y 
en  cada  una  de  los  otros  distritos,  despuós  de  la  expira- 
ción del  mismo  plazo,  y  un  día  más  por  cada  cuatro  le- 
guas entre  el  paraje  donde  la  promulgación  se  hubiere 
hecho,  y  el  lugar  donde  resida  la  Corte  de  cada  dis- 
trito. 

C.  E8[).  r*.  Las  leyes  obligarán  en  la  Península,  Islas  ad- 
yacentes, Canarias  y  Territorios  de  África  sujetos  á  la  le- 
gislación peninsular,  á  los  veinte  días  de  su  pi'omulga* 
ción,  si  en  ellas  no  se  dispusiere  otra  cosa. 

Se  entiende  hecha  la  promulgación  el  día  en  que  termi- 
ne la  inserción  de  la  lev  en  la  Gaceta. 

O.  A.  3.  La^i  leyes  son  obligatorias  desde  su  publi- 
cación. 

COMENTAKIO. 

74.  Evidentísimo  que  la  ley  promulgada  debe  ser  obli- 
gatoria tan  luego  como  transcurren  los  términos  que  el 
legislador  fija.  Provee  éste  á  las  necesidades  del  Esta- 
do por  medio  de  leyes,  é  imposible  su  conservación  y  pro- 
greso, si  cualquiera  pudiese  eludirlas  so  pretexto  de  que 
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no  las  conoce.    Imposible  también  emplearse  ningún  me- 
dio para  notiftear  la  ley  á  cada  uno  de  los  habitantes. 

75.  Si  bien  el  legislador  debe  declarar  qne  la  ley  es  obli- 
gatoria, pugna  con  la  naturaleza  misma  de  las  cosas  la  fic- 
ción de  que,  promulgada,  es  conocida  de  todos.  ¿Cómo 
puede  suponerse  qne  la  ley  es  conocida  de  ti>dos,  si  Ja  legis- 
lación más  clara  es  un  laberinto  inextricable,  del  cual  á 
duras  penas  pueden  s«alir  los  que  lian  pasado  toda  su  vida 
en  el  estudio  de  la  vastísima  cuanto  muy  difícil  ciencia 
del  Derecho? 

La  ley,  como  obligatoria,  surte  los  efectos  que  el  legis- 
lador se  propone;  pero  de  ahí  á  que  la  conozcan  todo.% 
aún  los  patanes  y  los  salvajes,  hay  la  distancia  más  in- 
conmensurable. 

Conviniera,  pues,  la  reforma  del  art.  7,  limitándose  el 
legislador  á  expresar  que  la  ley  es  obligatoria  tan  luego 
como  transcurren  los  respectivos  plazos. 

76.  Cuando  se  formaba  el  Código  frauc4s  se  discutió  con 
suma  detención  si  se  fijaría  un  plazo  único  para  que  en  to- 
do el  territorio  rigiese  la  ley  simultáneamente,  ó  si  la  pro- 
mulgación se  supondría  conocida  según  la  distancia  entre 
París,  donde  la  ley  debía  publicarse,  y  las  capitales  de  los 
otros  departamentos.  Prevaleció  el  segundo  sistema,  fun- 
dado en  razones  de  todo  punto  incontestables.  "Si  la  ley", 
decía  Grenier,  (1)  "no  puede  regir  antes  de  conocerse, 
cuando  es  conocida  ha  de  ser  obligatoria;  sus  efectos  no 
deben  suspenderse.  Evidentísimos  son  estos  dos  principios. 
Ahora  bien,  con  ellos  pugna  la  idea  de  que  la  ley  co- 
mienza á  regir  en  todos  los  puntos  de  Francia  á  un  mismo 
tiempo.  Nótese  el  inconveniente  de  lo  largo  del  plazo 
que  transcurre  desde  la  promulgación  hasta  qne  la  ley 
llegue  á  ser  obligatoria.     Ese  plazo  debiera  ser  propor- 


(1)  Looi^.  I.  004.  5. 
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cional  á  la  distaucia  entre  el  logar  donde  la  ley  se  pro* 
mnlgne  y  la  extremidad  del  más  largo  de  los  radios,  ó, 
en  otros  términos,  proporcional  al  tiempo  necesario  para 
que  se  presuma  conocida  la  promulgación  en  ese  punto 
extremo. 

"El  método  progresivo  y  razonable,  calculado  por  las 
distancias,  es  más  conforme  á  la  equidad  que  el  plazo  úni- 
co: ya  sea  la  ley  favorable  ó  adversa,  tiene  de  surtir  efec- 
to más  ó  menos  tarde,  según  pueda  ó  no  ser  conocida. 
Todos  debemos  permanecer  tranquilos  en  la  posición  físi- 
ca ó  política  en  que  la  naturaleza  ó  el  orden  social  nos  ha 
colocado.  Las  diferencias  de  épocas  en  la  ejecución  de  la 
ley,  atendiéndose  á  las  distancias,  se  funda  en  una  verdad 
inmutable,  que  forma  la  base  de  la  presunción  de  derecho 
á  que  los  legisladores  siempre  han  acudido  en  esta  mate- 
ria. Toda  presunción,  toda  ficción  de  la  ley  deben  aproxi- 
marse en  cuanto  sea  posible  á  la  naturaleza;  eso  es  tan 
evidente,  que  no  cabe  ni  concebirse  una  presunción  de 
derecho  que  fuese  del  todo  contraria  á  la  verdad. 

"Comparadas  las  ventajas  con  los  inconvenientes,  se  ha 

aceptado  la  manera  de  promulgación  propuesta  por  el 
proyecto  de  ley.  Esa  manera  es  la  imagen  misma  de  la 
verdad  y  de  la  naturaleza:  la  ley  obliga  á  cada  ciudadano 
tan  luego  como  éste  pueda  conocerla;  la  ley  obra,  anun- 
cia, ordena;  no  es  necesario  ningún  acto  humano. 

"Por  medio  de  un  cuadro  de  las  distancias,  fundado  en 
un  orden  de  cosas  invariable  é  independiente  de  la  volun- 
tad humana,  todos  jmeden  saber  cuándo  los  obliga  la  ley. 
lia  idea  es  tan  útil  como  ingeniosa." 

77.  Aceptándose  el  sistema  del  art.  7^*,  es  menester  in- 
vestigar si  para  el  cómputo  del  tiempo  entran  en  cuenta  las 
fracciones  de  veinte  kilómetros.  Así,  supóngase  que  de 
Santiago  á  otra  ciudad  hay  trescientos  diez  kilómetros  de 
distancia.  ¿Comenzaría  á  regir  la  ley  en  esta  ciudad  á  los 
quince  ó  los  diez  y  seis  días  de  su  promulgación!     Parece 
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que  los  iiltiiiios  treíntu  kilómetros  son  exactíinieiite  lo  niis- 
Dio  que  veinte,  en  cuanto  á  los  efectos  <le  la  promulga- 
ción; i>or<|ue  al  ordenar  el  legislador  que  ]>or  aula  veinte 
kilómetros  se  cuente  un  día,  prescinde  absolutamente  de 
las  fracciones  de  veinte  kilómetros  (2).  Lo  cual  no  tiene 
inconvenijBnte  alguno,  atendiéndose  á  que  el  plazo  de  un 
día  por  cada  cuatro  leguas  es  en  extremo  largo. 

78.  Como  el  art.  7**  determina  los  efectos  que  la  promul- 
gación sucesiva  surte  en  cada  uno  de  los  dei>artamentos, 
puede  haber  casos  en  que  se  dude  si  rige  la  ley  antigua  ó 
la  luieva. 

Opinamos  i\\\e  tratándose  de  tales  efectos,  no  debe  dis- 
tinguirse sino  entre  las  leyes  concernientes  á  la  sucesión 
por  causa  de  muerte  y  las  demás  leyes.  En  cuanto  á  las 
primeras,  sea  cual  fuere  el  lugar  donde  el  individuo  falle- 
ce, la  sucesión  se  abre  al  momento  de  su  muerte  en  el  úl- 
timo domicilio;  (3)  y  i)or  eso  la  ley  que  en  él  rige  es  la  apli- 
cable á  todo  lo  relativo  á  la  sucesión. 

Cuando  la  nueva  ley  modifica  la  capacidad  del  indivi- 
duo, cupiera  suponerse  que  á  los  actos  de  este  es  aplicable 
la  ley  vigente  en  su  domicilio.  Pero  si  atendemos  al  muy 
claro  sentido  del  art.  7"",  el  cual  declara  obligatoria  la  ley 
en  las  diversas  secciones  territoriales  tan  luego  como 
transcurren  los  respectivos  plazos;  evidentísimo  que  se 
aplicaría  la  ley  vigente  en  el  cantón  donde  se  ejecuta  el 
acto  ó  celebra  el  contrato. 


(2)  "Lorsqne  la  distaiiro  cst  Rn])(^rienre  a  dix  inyriain<^tres  et  iiifí^rinire  :í 
vinu:t,  la  fractioii  n'entro  point  en  li<j^ie  de  conipte."  (Zachnviat^.  A.  K.  I.  $  2t>). 

"Main  l'avt.  1**^'  n'  a  pas  jiróvn  lo  ees  oü  dea  frac-ti<ms  d<'  dizaines  de  iiiyria- 
inetivs  eiitreiifc  daiis  la  mesure  de  la  ílintance:  doit-oii  teiiir  coiupte  dr  c*es 
iVactioDs  pouv  le  calcul  dii  délaif 

*'On  le  devrait  rationnellement,  la  loi  étaiit  en  ertet  snpposí^ene  i)aa  p(»ii- 
voii  i>avcourir  plus  de  10  iiiyriaiiietres  ])ar.jour.  Mais  r<)i)hii(>ii  qui  ii^írli- 
«;«  cea  fraetioiis  trioniplie  en  doctrine  et  eii  ,jimsj>rudence:  elle  ¡>.  ponr  elle 
le  íexte,  ípii  aumente  le  ddlai  seiilement  (rautant  de  jours  qu'  il  y  a  de  foia 
<Hx  myrialn^tl•c3."    (Haudry-Lacantiuerie.  1.  KX)). 

(H)  Art.  y50. 
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El  art.  15  del  Código  civil  no  es  aplicable  á  este  caso  ni 
por  analogía;  pues  se  limita  a  extender  fuera  del  territorio 
chileno  el  imperio  de  las  leyes. 

79.  Otro  caso  sí  presenta  gravísimas  diflcultades.  Según 
el  propio  art.  15,  las  leyes  concernientes  al  estado  y  la  capa^ 
cidad  de  las  personas  obligan  á  los  chilenos  aunque  resi- 
dan en  nación  extranjera;  el  art.  1028  autoriza  para  otor- 
gar en  ella  testamento,  observándose  la  forma  prescrita 
l)or  las  leyes  chilenas  ó  por  las  del  lugar  donde  el  testa- 
mento se  otorga;  y,  en  fin,  el  reglamento  consular  conce- 
de á  los  cónsules  atribuciones  de  notarios  para  extender 
en  el  respectivo  territorio  toda  clase  de  instrumentos  pú- 
blicos. 

Pues  bien,  supóngase  que  la  ley  chilena  según  la  cual 
son  capaces  todos  los  individuos  que  hubieren  cumplido 
veinticinco  anos,  se  modiflc^  por  otra  que  extienda  la  in- 
capacidad hasta  los  veintiséis;  que  cuando  la  nueva  ley 
principia  á  regir  en  toda  la  Eepública,  un  chileno  residen- 
te en  Berlín  tiene  veinticuatro  años  once  meses  vein- 
tiocho días,  y  que  tan  luego  como  cumi)le  veinticinco 
años  enajena  inmuebles  situados  en  Chile. 

Si  la  ley  antigua  es  la  que  rige,  el  contrato  es  válido;  si 
la  nueva,  adolece  él  do  nulidad. 

fCabe  ni  suponerse  que  á  los  cinco  días  de  regir  en  Chi- 
le la  menciona<la  ley,  sea  conocida  de  los  dos  contratan- 
tes que  compraban  y  vendían  en  Berlínf 

Las  mismas  dudas  pueden  originar,  ya  los  testar 
iiientos  otorgados  en  nación  extranjera  conforme  al  cir 
tado  art.  1028,  ya  la«  escrituras  públicas  autorizadas 
l>or  un  cónsul.  Si  se  modifican  en  Chile  las  leyes  concerr 
iiientcíi  ;t  los  testamentos,  ¿cuándo  principian  á  regir  ei) 
Ilación  extranjera? 

Si  la  ley  no  es  obligatoria  á  los  chilenos  residentes  eu 

otro  Estado  tcan  luego  con^o  la  promulgación  se  supor 

12 
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ue  eonoeída  en  Chile,  |qaé  regla  hay  para  ese  caso! 
En  cuanto  á  los  chilenos  qne  residan  á  dos  ó  tres  mil  le- 
guas de  sil  domicilio,  ¿aplicaremos  las  reglas  del  art.  7**t 
Esto,  sobre  absurdo,  pugna  abiertamente  con  el  clarísimo 
sentido  de  la  ley;  la  cual  se  refiere  sólo  al  territorio  de  la 
República  de  Chile. 

Evidente,  pues,  que  el  art.  7**  no  ha  previsto  tales  casos,  y 
que,  á  controvertirse  ellos,  los  jueces  deberían  resolverlos 
aplicando  los  principios  de  justicia  universal.  Si  hay  mo- 
tivo razonable  para  presumir  que  la  promulgación  pudo 
ser  conocida  en  el  lugar  donde  se  ejecutó  el  acto  ó  celebró 
el  contrato,  deberá  regir  la  ley  nueva;  de  lo  contrario,  la 
antigua.  (4). 

80.  El  inciso  segundo  del  art.  V  es  muy  útil,  por- 
que obvia  todas  las  dificultades  provenientes  del  plazo 
corto  y  sucesivo  determinado  en  el  inciso  primero. 


(4)  "Le  poínt  de  savoir  dan  8  quels  cas  et  sous  qnels  rapports  un  Fraudáis 
sera  adniis  íi  prétendre  qu'  il  ne  pouvait  pan  eucore  conualtre,  eii  pays  étran- 
ger,  la  loí  nouvelle  pubhí^e  en  France,  conatitue,  suivaut  moi,  une  questiou 
ae  fait,  de  circoiistancea  et  de  bouue  ibi.  Je  comprenda  que  cette  solution 
comuiande  heaiicoup  de  reserve  et  de  discerneraeut;  mais  i  I  me  paraltrait 
auH8Í  troi)  illogique  et  trop  dnr  d'imposer  aux  jnges  V  inexorable  nócesai- 
té  d'appliqner  toiyours  une  loi  á  dea  FrangaU  qui,  á,  raisou  du  pays  et 
de»  cLrconstaucefi  oíi  ils  se  tronvaient,  n'anraieut  pag  encoré  pu  la  con- 
naitre."     (Deniolombe.  I.  29). 

"Mais  notre  présomption  »'éteud-elle  en  dehors  meme  de»  limites  du 
territoirc  frauíais?  On  voít  d'oü  vient  le  donte:  c'eat  que  la  publica- 
tion  ne  pon  van  t  avoir  lien  que  sur  ce  torritoirey  le  seul  soumis  a  la  son- 
veraineté  íran^aiHe,  il  semble  que  ses  ettets  doivent  Mre  <^galemeut  res- 
serrés  á  l'iut<5r¡eur  de  nos  frontií^res.  Aussi  plusieurs  aut^íiirs  pensent- 
ils  que  la  i)résomptiou  est  inapplicable  íi  t*ni«  ceux,  íStrangers  ou  Fran- 
vais,  qui  ue  rósidaient  pas  en  Flanee  lors  de  la  publication.  Quel  roo- 
ven  ont-ilsou,  observent-ils,  de  connaitre  la  loi,  et  comment  pourrait-elle 
les  obliger,  sMls  n'ont  pu  la  connaltref  D'ailleura  V avt.  V^  C.  civ.  et 
le  dócret  du  5  uovembro  1870,  par  leurs  termes  mémes,  s'  appliquent  ex- 
dusivement  si  Pexécution  de  la  loi  sur  le  territoire  franjáis.  II  ne  res- 
te done  qu'á  se  eonforni<;r  a  ce  principe  de  raison  que  la  loi  ne  doit 
("^tre  obligatoire  qu'a  partir  du  momeut  oñ  la  promulgation  en  peut  ^tre 
counue.  Et,  íl  défaut  de  présomptiora  légale  applicáble  pour  determiner 
ce  momeiit,  il  appartiendra  au  juge,  dans  chaqué  cas  qui  lui  sera  sou- 
mis,  de  se  d<Sterminer  d'ap^^s  les  circoustances  <le  la  cause.  II  aura 
surtout  égavá  h  la  date  de  Parrivée  dn  Journal  ofticiel  dans  le  lleu  oil 
a  ái6  fait  Pacte  litigicux.  C'est  cette  doctrine  qui  a  été  récemment 
consacrée  par  la  jurisprudence."    (Baudry-Lacantiuerie,  I.  Í15). 
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Cuando  los  efectos  de  la  ley  son  trascendentales,  con- 
viene emplear  precauciones  para  que,  conocida  de  todos 
la  promulgación,  la  ley  principio  á  regir  en  toda  la  Eepó- 
blica  á  un  mismo  tiempo. 

A  promulgarse  un  código  complicado  y  difícil,  una  bur- 
la fuera  el  suponerlo  conocido  tan  luego  como  Iraiiocu- 
iTan  los  brevísimos  plazos  determinados  en  general  i>ara 
que  la  ley  sea  obligatoria.  Nada  más  pnidente  entonces 
que  Ajar  im  término  de  tres,  cuatro  6  seis  meses,  en  que  lo 
estudien  así  los  ciudadanos  particulares  como  los  jueces 
que  han  de  aplicarlo. 
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▲rt.  8"".  M'o  podrá  alegarse  ignorancia  de  la  lei 
por  ninguna  persona,  después  del  plazo  comtfn  ó 
espeóial,  sino  cuando  por  algiin  incidente  hayan 
estado  interrumpidas  durante  dicho  plazo  las  co- 
municaciones ordinarias  entre  los  dos  referidos 
departamentos. 

Sn  este  caso  dejará  de  Correr  el  plazo  por  todo 
el  tiempo  que  durare  la  incomunicación.  (-) 

REFERENCIAS. 

No  podrá  alegarse  iguoriiin-ia  de  la  ley.  7. 
Por  ninguna  persona.  14. 
Plazo  común.  7,  inc.  l°é 
Plazo  especial.  7,  inc.  2". 

CONCORDANCIAS. 

P.  de  B.  7.  No  podrá  alegarse  ignorancia  de  la  lei  por 
ninguna  persona,  después  del  plazo  común  ó  especial,  si- 
no en  cuanto  por  algún  accidente  (que,  no  siendo  notorio, 
deberá  probarse)  hayan  estado  interrumpidas  durante  di- 
cho plazo  las  comunicaciones  ordinarias  entre  los  dos  re- 
feridos lugares. 

C.  E.  13 y  su  ignorancia  (la  de  la  ley)  no  excusa 

á  persona  alguna. 

O.  Arg.  20.  La  ignorancia  de  las  leyes  no  sirve  de  excu- 
sa, si  la  excepción  no  está  expresamente  autorizada  por 
la  ley. 

P.  de  G.  2.  La  ignorancia  de  las  leyes  no  sirve  de  ex- 
cusa. 

O.  O.  9.  La  ignorancia  de  las  leyes  no  sirve  de  excusa. 

C.  M.  22.  La  ignorancia  de  las  leyes  debidamente  pro- 
nuilgadas  no  sirve  de  excusa,  y  á  nadie  aprovecha. 

O.  de  la  L.  7.  Después  de  la  promulgación,  nadie  podrá 
pretender  que  ignora  la  ley. 


(-)  Savigny.  III.  ^  CXV.  App.  VIII.  n.  XXX  -XXXIII.— Lauront.  I.  24.  35. 
— Dcmolombe.  I.  30. — Zachanae  (A.  U.).  1.  ^^  28.— lituidry-Lacantinerie.  . 
111.  112.— E»crirhe.  Ignorancia. 
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C.  Esp.  2»  La  ignorancia  de  las  leyes  no  excusa  de  su 
cumplimiento. 

C.  A.  2.  Nadie  puede  alegar  ignorancia  de  la  ley. 

N.  R.  III.  II.  2 Esteblecemos  que  ninguno  pien- 
se de  nial  hacer,  porque  diga  que  no  sabe  las  leyes  ni  el 
Derecho;  ca  si  hiciere  contra  ley,  que  no  se  pueda  excusar 
de  culpa  por  no  la  saber. 

P.  1. 1.  tíO.  Escusar  non  se  puede  ninguno  de  las  penas 
de  las  leyes,  jíor  decir  que  las  non  sabe.  ^  .  ¿ . . . 

D.  XXIl.  VI.  9.  Itegula  )  9.  Es  regla  que  á  cual- 
est  inris  quidem  ignorantia  S  quiera  perjudica  la  igQO- 
cnique  nocere \  rancia  de  derecho. 

COMENTARIO. 

81.  De  la  disposición  según  la  cual  la  ley  es  obligatoria 
tan  luego  como  transcurren  los  respectivos  i)lazos  contados 
desde  la  fecha  de  la  promulgación,  se  deduce  lógicamente 
que  la  ignorancia  de  la  ley  no  excusa  á  nadie;  pues  la  ley 
sería  del  todo  nugatoria,  si  cualquiera  pudiese  eludirla  so 
jiretexto  de  que  no  la  conoce. 

Ya  hemos  observado  (74)  que  fuera  absolutamente  ini- 
I)Osible  la  existencia  misma  de  la  nación,  si  la  ley  no  sur- 
tiese todos  los  efectos  que  el  legislador  se  propone,  la  co- 
nozcan ó  no  la  conozcan  los  habitantes. 

82.  E  insistimos  en  que  son  dos  ideas  distintas:  la  igno- 
rancia de  la  ley  á  nadie  excusa;  todos  conocen  la  ley.  La 
j)rimera  se  refiere  á  los  efectos  de  la  ley,  que  rige  sin  aten* 
derse  á  otro  requisito  que  al  de  la  promulgación;  la  segun- 
da, á  los  individuos  mismos;  y  el  legislador  incurre  en  el 
más  incalificable  absurdo  cuando  procede  sobre  el  supues- 
to, desmentido  por  la  razón  y  la  experiencia,  de  que  todos 
cuantos  habitan  el  territorio  tienen  pleno  conocimiento 
de  las  leyes. 

83.  Hemos  visto  (en  las  concordancius)  que  las  leyes  es- 
pañolas y  las  romanas  ordenaban,  como  regla  general,  que 
la  ignorancia  de  derecho  no  excusase  á  nadie;  pero  estable*» 
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cían  excepciones:  los  menores,  los  soldados,  los  rústicos,  y 
las  mujeres  podían  alegar  ignorancia  de  derecho.  (1) 

Volveremos  á  esta  importante  materia  al  comentarlos 
artículos  694  y  1452. 

84.  Cuando  las  comunicaciones  entre  la  capital  de  la  Re- 
pública y  los  departamentos  han  estado  iuternmipidas,  no 
surte  efecto  la  notifícación  hecha  por  el  poder  ejecutivo; 
é  injusto  fuera  que  la  ley  obligase  á  las  personas  que  no 
han  podido  conocerla. 

La  interrupción  de  las  comunicaciones  y  el  tiempo  que 
ella  ha  durado,  son  puntos  de  hecho  susceptibles  de 
prueba. 

Removido  el  obstáculo  que  impedía  las  comunicaciones, 
la  promulgación  surte  el  efecto  determinado  en  el  art.  7^ 


(1)  P.  I.  I.  21, 

c.  R.  I.  XVIIL 

'' Dana  le  cours  de  cette  Techerche)  iions  avcms  rencontK^  beauconp  de  cas 
oh  oertaines  classes  de  persounes  sont  trait<5es  plns  favorablemeiit  que  les 
antres  relativemeut  á  V  erreur: 

^'Ce  sout  les  miiienrS)  les  femmes,  les  homnies  saus  ancnue  édiioatioii 
(ruMicitat)  et  les  aoldats."  (Savigny  III.  App.  VIII.  n.  XXX). 
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^   III 

EJfectos  ele  la  ley. 

85.  Este  parágrafo  encierra  las  reglas  que  en  derecho  ci- 
vil pudieran  denominarse  fundamentales;  pues  determi- 
nan los  efectos  de  la  ley  en  el  espacio  y  en  el  tieinj}o. 

Cuando  se  suscita  una  controversia  judicial,  debe  inves- 
tigarse qué  ley  es  la  aplicable;  y  para  ello  se  atiende  á  dos 
especies  de  leyes: 

1*.  La  ley  del  respectivo  Estado;  y 
2*.  La  ley  que  rige  en  cuanto  al  tiempo. 

Como  el  derecho  positivo  varía  según  las  naciones,  ello 
nos  compele  á  fíjar  los  límites  del  imperio  de  la  ley;  lo 
cual  conduce  á  resolver  los  conflictos  que  de  esos  lími- 
tes provienen. 

Det'Crminada  la  ley  nacional,  debe  examinarse,  en  cier- 
tos casos,  si  es  aplicable  la  ley  vigente  cuando  se  decide 
la  controversia,  ó  la  que  regía  cuando  se  ejecutó  el  acto  ó 
celebró  el  contrato. 

Tenemos,  pues,  dos  clases  de  conflictos  entre  los  límites 
tle  la  ley,  á  saber,  los  conflictos  entre  los  límites  locales  y 
los  conflictos  entre  los  límites  temporales. 

"Considerándose  el  asunto  en  el  primer  aspecto",  dice 
Savigny,  (1)  "las  regalas  de  derecho  se  nos  i)resentan  como 
simultáneas,  fijas  é  inmóviles.  En  el  segundo,  son  sucesi- 
vas y  varían  por  su  continuo  desarrollo.  Para  abreviar, 
designaremos  este  doble  aspecto  de  la  materia  con  las  si- 
guientes expresiones: 

^^Límites  locales  del  imperio  de  las  reglas  de  derecho; 


(1)  VIH.  $  cccxLiv. 
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^^Límites  temporales  de  ese  imperio.^^ 

Cnaudo  hay  conflicto  entre  los  límites  locales,  se  dirime, 
ya  por  el  derecho  positivo  de  cada  nación,  ya  por  el  dere- 
cho internacional  privado. 

El  conflicto  entre  los  límites  temporales  se  dirime  por 
las  reglas  sobre  el  efecto  retroactivo  de  la  ley. 

Lo  lógico  sería  tratar  del  derecho  internacional  privado 
antes  que  del  efecto  retroactivo;  pero  debemos  sujetarnos 
al  orden  que  sigue  el  Código  civil, 


EFECTO     BBTKOACTIVO  97 


Art.  9"".  La  leí  puede  sólo  disponer  para  lo  fatu- 
ro,  1  no  tendrá  Jamá4B  efecto  retroactlTO. 

Sin  embargo,  las  leyes  que  se  limiten  ft  declarar 
el  sentido  de  otras  leyes,  se  entenderán  Incorpo- 
radas en  éstas;  pero  no  afectarán  en  manera  al- 
ffnna  los  efectos  de  las  sentencias  Judiciales  eje- 
cutoriadas en  el  tiempo  intermedio.  (-) 

CONCORDANCIAS. 

P.  (le  B.  9.  tí.  La  lei  sólo  puede  disponer  para  lo  futuro, 
i  no  t^udrá  jamás  efecto  retroactivo. 

Art.  9.  Aunque  las  leyes  sean  puramente  explicativas 
ó  se  limiten  á  declarar  el  derecho  vijente,  no  afectarán  de 
modo  alguno  las  decisiones  judiciales  pasadas  en  autori- 
dad de  cosa  juzgada,  ni  se  aplicarán  á  causas  pendientes. 

C.  E.  7.  La  ley  no  dispone  sino  para  lo  venidero:  no 
tiene  efecto  retroactivo 

Eegla  25*.  Las  leyes  que  se  limiten  á  <leclarar  el  senti- 
do de  otras  leyes,  se  entenderán  incorporadas  en  éstas; 
pero  no  alterarán  en  manera  alguna  los  efectos  de  las 
sentencias  judiciales  ejecutoriadas  en  el  tiempo  interme- 
dio. 

O.  de  N.  2.  La  loi  ne  dis-  ^  2.  La  ley  no  dispone  sino 
pose  que  pour  1'  avenir;  elle  (  para  lo  venidero;  no  tiene 
n'  a  point  d'  eífet  rétroactif.  [  efecto  retroactivo. 

C.  Arg.  3.  Las  leyes  disi)onen  pai*a  lo  futuro;  no  tienen 
efecto  retroactivo,  ni  pueden  alterar  los  derechos  ya  ad* 
quiridos. 

4.  Las  leyes  que  tengan  por  objeto  aclarar  ó  interiiretar 
otras  leyes,  no  tienen  efecto  respecto  á  los  casos  ya  juzga- 
dos. 


(-)  SavI^iiy.  VIH.  ^i  814.  388-388.  397-400.-Locr<í.  I.  380.  art.  2.— 391. 
16.— 432.  10.— 476.  24.-506,  6.-525.  14.— 554.  16-18.— 563.  7.  8.-577.  8.  9.— 
612.  7.  —  Merlin.  EttVt  K(«troa«tif.  St^«t.  1.  III.  — Dalloz.  Luis.  182-2a'). — 
Tonllier.  I.  81  (v  nota).— Lanront.  I.  141  - 168.  192  200.  286.— Demolonibe.  I. 
.37-40.66.  — Zai'hariat^  (M.  V.).  I.  $  28.-Zachariae  (A.K.).  I.  ^30.— Massó. 
I.  76-81. — Banrtry-Larantiuerie.  I.  I2fi- 139. — Cliabot.  Droits  acquis. — Keiit. 
1.  Xa.  3.— Steplieu'  ü  (Bhu'k^toue*  s).  I.  p.  25.— Freí  tas.  art.  I". 
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P.  lie  G.  3.    Las  leves  no  tienen  efecto  retroactivo. 

O.  C  13.  La  ley  no  tiene  efecto  retroactivo.  ífo  hay 
otra  excepción  á  esta  regla  qne  la  que  admite  el  artículo 
24  de  la  Constitución  nacional,  para  el  caso  de  que  la  ley 
posterior,  en  materia  criminal,  imponga  menor  pena. 

14.  Las  leyes  que  se  limitan  á  declarar  el  sentido  de 
otras  leyes,  se  entenderán  incorporadas  en  éstas;  pero  no 
afectarán  en  manera  alguna  los  efe<?tos  de  las  sentencias 
ejecutoriadas  en  el  tiempo  intermedio. 

C.  P.  T.  P.  II.  La  ley  no  dispone  sino  para  lo  venidero: 
no  tiene  efecto  retroactivo. 

O.  M.  5.  Ninguna  ley  ni  disposición  gubernativa  ten- 
drá efecto  retroactivo. 

C,  de  la  L.  8.  La  ley  no  dispone  sino  para  lo  venidero; 
no  tiene  efecto  retroactivo,  ni  puede  alterar  las  obligacio- 
nes provenientes  de  los  contratos. 

C.  Esp.  3.  Las  leyes  no  tendrán  efecto  retroactivo,  si  no 
dispusieren  lo  contrario. 

C.  A.  2.  Ellas  (las  leyes)  no  tienen  efecto  retroactivo. 

P.  III.  XIV.  15.  Otrozí  dezimos,  que  si  sobre  pleyto,  o 
postura,  o  donación,  o  yerro  que  fuesse  fecho  en  algund 
temporal  que  se  judgauan  por  el  fuero  viejo,  fuere  fecha 
demanda  en  juyzio  en  tiempo  de  otro  fuero  nueuo  que  es 
contrario  del  primero;  que  sobre  tal  razón  como  esta  deue 
ser  prouado  e  librado  el  pleyto  por  el  fuero  viejo,  e  non 
por  el  nueuo.  E  esto  es,  porípie  el  tiempo  en  que  son  co- 
mencadas,  e  fechas  las  cosas,  deue  siempre  ser  catado; 
maguer  se  faga  demanda  en  juyzio  en  otro  tiempo  sobre- 
lias. 


C.  E.  I.  XIV.  7.  Leges 
et  Constitutiones  futuris 
certum  est  daré  formam  ne- 
gotiis,  non  ad  facta  praete- 
rita  revocari:  nisi  nomina- 
tim,  et  de  praetcrito  tenipo- 
re,  et  aílhuc  pendentibus 
negotiis,  cautuu)  sit. 


7.  Las  leyes  y  las  consti- 
tuciones deben  dar  forma 
cierta  á  los  asuntos  futu- 
ros; no  revocar  los  hechos 
pretéritos;  ano  ser  que  ex- 
presamente se  compren<lan 
así  los  asuntos  pretórit-os 
(íomo  los  (pie  en  la  actuali- 
dad pendan. 


COMK^^TAUIO. 


8tí.  La  ley  no  tiene  efecto  retroactivo.  lie  aquí  un  prin- 
cij)io  á  primera  vista  muy  obvio;  pero  su  aplicación  á 
inlinidad  de  casos  que  en  la  vida  diaria  ocurren  áeada 
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instante,  presenta  niny  graves  obstáculos;  y  esta  materia  es 
lina  (le  líis  más  complicadas  y  difíciles  de  las  comprendidas 
en  el  vívstísimo  dominio  de  la  jurisprudencia.  (1). 

Aunque  el  Código  romano  determinó  con  admirable  cla- 
ridad (en  la  ley  copiada  en  las  eoncord'anckts )  el  princi- 
pio de  la  no  retrotración,  los  comentadores  antiguos  no 
dejaron  trabajo  alguno  que  fijase  exacta  y  científicamente 
el  verdadero  sistema  de  los  efectos  que  la  ley  surte,  con- 
siderados sólo  con  relación  al  tiempo. 

También  la  ley  de  Partida  fornniló  el  principio  con  pers- 
])icuidad  y  precisión.  Pero  los  más  notables  jurisconsul- 
tos españoles,  como  Molina,  ('ovarrubias,  Castillo,  Grego- 
rio López,  tampoco  dilucidaron  esta  importantísima  ma- 
teria. 

De  los  escritores  modernos,  Savigny  es  quien  ha  funda- 
do sobre  solidísimas  bases  el  sistema  de  los  efectos  que 
surte  la  ley,  atendiéndose  á  la  época  en  que  es  obligato- 
ria. (2)  Por  lo  cual  hemos  seguido  su  sistema  al  estudiar 
los  conflictos  entre  los  límites  ten)porales  de  la  ley. 


(1)  "En  disatit  que  la  loi  ii'a  poinfc  d'eft'ot  r<5troaptif,  on  exprime  une 
idí^e  qni  parait  simple  et  d'nnetacile  application.  II  semlde  qne  tont  m» 
rMuise  á  ce  principe  clair  et  pr«'cis,  qn'il  faut  prcndrc  pour  reíale  {\^^ 
chaqué  fait  la  lígislation  en  vigueur  an  moment,  oíi  cefait  R'e.^t  accompli. 

"Mais  la  reflexión  revele,  et  Texpérience  niontie,  de  graves  et  uombven- 
ses  difficnltéa. 

"Les  actes  ©t  les   <^v<?nemens  de    la    vie  civile  son  féconds    eu   cona^,- 

auences:  lea  unes  se  i»rodnisent  immódiat-ement,  d'antres  sont  rejot<^es 
aiis  un  avenir  souvent  éloign^.  Si  dans  rintervalle,  la  le^íislation 
change,  faut-il  appliquer  la  loi  ancienuo,  l)ieu  qn'elle  ait  6{6  modifi<^e 
avant  que  lea  etiets  qu'il  s'agit  de  rógler  ae  soient  manife8t<5a,*  doit-on, 
au  coutraire,  aonmettre,  sana  exception,  k  l'influence  de  la  loi  nouvelle 
tont  ce  qni  est  advenu  dcpuis  su  i)uh]ication?  Si  l'on  n'avait  j\  clioi- 
sir  qn' entre  cea  denx  opiniona,  la  discussion  nurait  n(^ccKsairenieiit  nn 
résultat  bien  determiné.  Maia  les  jurisconsultes  ct  les  magistrata  se  sont 
apervus  que  ni  1'  une  ni  1'  antrc  de  ees  solutions  n'<ítait  absolunient  vraie; 
ils  out  été  couduits  í\  reconualtre  que  tautot  la  loi  .  ontemporaino  d'nn 
éví^nement  le  régit  dans  ses  suitcs  lea  plus  í^loigní^es,  qne  taufot  Pan- 
torité  d'une  loi  nouvelle  s'exerce  imnn5dietement,  et  mcuie  sur  dea  dio- 
ses dont  le  germe  existait  antcrievircnient.  II  y  a  plus;  ils  dt'^cident 
qnelquefoia  qne  des  etreía  aecomplis,  des  conséquencea  produites  avant 
lea  changemena  snrvenus  dans  la  législatiou,  sont  aftVct^s  pívr  ees  chan- 
¿^emens.  Quelle  est,  au  milien  de  ees  hésitations,  la  juste  mesure,  qnel 
eat  le  véritable  eaprit  du  ¡uincipe  <jue  lea  lois  n'ont  point  d'eft'et  retroac- 
tiff  "    (Duvergier,  íinotaciones  á  Toullicr.  I.  p.  51). 

(2)  *'En  los  últimos  tiempos,  Merlin,  Chabot,  Meyer  y  varioa  jurisconaul- 
tes  alemanes  han  combatido  el  principio  de  la  retroactividad  de  las  leyes 
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87.  Tratándose  de  estos  límites,  se  supone  que  en  un  mis- 
mo lugar,  y  en  épocas  distintas^  rigen  dos  leyes  diferentes 
conexionadas  con  una  controversia  judicial;  y  quéj  por  tan- 
to, puede  dudarse  cuál  de  las  dos  leyes  os  la  aplicable.  El 
conflicto  entre  dos  leyes  manifiesta  que  hubo  alteración; 
mas  para  que  ella  se  comprenda  en  esta  materia^  es  me- 
nester que  se  alteren  las  leyes  mismas  (el  derecho  óljetivojy 
no  un  mero  cambio  de  los  hechos  origen  de  la  controversia 
judicial  (derecho  subjetivo).  En  otros  términos,  hay  hechos 
que  no  varían,  y  dos  reglas  que,  pertenecientes  á  épocas 
diversas,  se  disputan  la  decisión  de  la  controversia. 

88.  En  esta  materia  se  establece  casi  siempre  un  princi* 
pió,  que  puede  reducirse  á  las  dos  siguientes  fórmulas: 

Las  leyes  posteriores  no  tíe^ien  efecto  retroactivo; 

Las  leyes  posteriores  no  pueden  alterar  los  derechos  adqui- 
ridos. 

Si  bien  es  innegable  la  verdad  y  la  importancia  de  este 
principio,  es  inexacta  la  aserción  de  que  su  imperio  sea 
absoluto;  pues,  aunque  verdadero  tratándose  de  cierta  es- 
pecie de  leyes,  no  lo  es  en  cuanto  á  otras. 

89.  De  todo  ¡mnto  necesario  distinguir  dos  especies  de 
leyes: 

1*.  Las  concernientes  á  la  existencia  de  los  derechos,  ó, 
en  otros  términos,   las  leyes  sobre  las  instituciones  mis- 


como  iuconipatibl©  con  raucbas  d©  las  relaciones  de  derecho.  La  fuerza  de 
las  coiisiderHcioues  legales  de  estosjiirisconsnltod  ha  hecho  decir  á  Freltas, 
en  la  nota  que  pone  al  primer  artículo  de  su  Proyecto  de  Código  civil  para 
el  Brasil, 'Que  el  estado  de  la  ciencia  sobre  este  punto  era  bien  poco  satis* 
factorio.  rero  Savigny,  antes  de  ahora,  se  hizo  cargo  de  conteSítar  las  equi- 
vocadas teorías  de  los  jurisconsultos  citados,  y  consagró  á  este  objeto  dos' 
cientas  páginas  del  tomo  8".  de  su  grande  obra  sobre  el  Derecho  Romano. 
Explica  perfectamente  bien  la  materia;  destruye  todos  los  argumentod  que 
se  oponen  al  pr¡ncii>io  recibido,  y  demuestra,  sin  dejar  la  menor  duda,  que 
en  todas  las  relaciones  de  der  icíio:  derecho  de  las  personas,  derecho  de  la 
familia,  derecho  de  las  cosas,  derecho  de  las  obligaciones,  derecho  de  suce- 
sión, etc.,  las  leyes  no  pueden  tener  efecto  retroactivo  ni  alterar  los  dere- 
chos adquiridos;  y  que  esta  doctrina,  bien  entendida,  está  en  plena  confor- 
midad con  toda  la  legislación  civil  y  criminal,  mientras  que  el  principio 
contrario  dejaría  insiibsistentes  y  al  arbitrario  del  legislador,  todas  las  re- 
laciones de  derecho  sobre  que  reposa  la  sociedad. '^  (Vélez-Sarsfíeld.  Notn 
al  art.  3".  del  Código  argentino). 
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mas,  prescindiéndüse  de  las  personas  á  quienes  se  refie- 
ren; y 

2*.  Las  leyes  concernientes  á  la  adquisición  de  los  dere- 
chosj  esto  es,  el  vínculo  que  refiere  á  un  individuo  una 
institución  de  derecho,  ó  la  transformación  de  uña  institu- 
ción de  derecho  (abstracta)  en  un  hecho  jurídico  (per- 
sonal). 

Esta  distinción  qucj  hecha  poi*  Savigny,  no  vemos  ni 
mencionada  por  ninguno  de  los  escritores  que  desput^s  han 
tratado  del  asunto,  es  de  lo  más  fundamental;  y  sin  ella 
casi  imposible  explicar  los  efectos  de  las  dos  especies  de 
leyes. 

90.  Las  leyes  concernientes  á  la  existencia  de  los  dere- 
chos ó  á  las  instituciones  mismas,  establecen  casi  siempre 
un  sistema,  reflérense  á  la  abolición  de  ciertos  privilegios, 
tratan  de  los  intereses  generales  de  la  nación;  y  en  virtud 
de  la  naturaleza  misma  de  las  cosas  tienen  efecto  retro- 
activo. 

Veamos  algunas  leyes  referentes  á  la  existencia  de  los 
derechos. 

Las  leyes  sobre  abolición  de  la  esclavitud  y  de  los  ma- 
yorazgos, surtieron  efecto  desde  su  publicación,  aunque 
los  dueños  de  los  esclavos  perdieron  el  dominio  que  tenían 
en  ellos,  y  aunque  los  bienes  vinculados  se  convirtieron 
inmediatamente  en  bienes  de  libre  enajenación.  Hé  aquí 
el  contraste  entre  los  dos  sistemas:  la  primera  ley  significa- 
ba: no  hay  esclavos  en  la  República;  proclamábase  el  prin- 
cipio de  justicia  universal  de  que  todos  los  hombres 
son  libres.  Una  larga  experiencia  había  demostrado  que 
las  vinculaciones,  estancando  la  propiedad  territorial, 
obstaban  á  la  riqueza  del  Estado;  el  legislador  de  la  anti- 
gua Colombia  proclamó  el  principio  de  la  libre  enííjena- 
ción  de  los  bienes  raíces,  y  la  ley  hubiera  sido  del  todo  nu- 
gatoria, á  respetarse  los  derechos  adquiridos. 


Í02  autíí:ulo  í>". 

La«  leyes  eoncernieiites  H  lo8  iiit^vcfieH  geiiemles  de  la 
naci(>n  nos  maiiifícstan  ctisi  siempre  el  contraste  entre  las 
(los  sistemas.  Así,  en  el  Ecuador  estaba  arraigado  el  odio- 
sísimo privilegio  do  (¡ne  los  militaros  que  habían  servido 
algunos  años  pudieran  exigir  una  patente  do  ociosidad, 
llamada  letras  de  cuartel  y  de  retiro^  en  virtud  de  las  cua- 
les gozaban  de  renta  mientras  viviesen. 

Cuando  la  Asiimblea  Nacional  de  1884  se  propuso  jibolir 
las  letKis  de  cuartel  y  de  retiro,  los  adversarios  de  la  nue- 
va institución  objetaron  que  se  daría  a  la  ley  efecto  retro- 
activo, jíorque  los  militares  habían  adíjuirido  el  derecho  de 
gozar  de  esa  renta.  Pero  se  manifestó  que  según  la 
ciencia  y  la  naturaleza  misma  de  las  instituciones,  que 
tienden  siempre  al  progreso  y  la  perfección,  el  legislador 
debe  abolir  odiosos  privilegios,  sin  atender  á  que  eso  sur- 
ta efecto  retroactivo;  pues  si  bien  los  derechos  que  de  ellos 
nacen  constituyen  para  lo  pasado  im  derecho  adquirido, 
en  lo  sucesivo  dependen  siempre  de  la  voluntad  del  le- 
gislador. 

Pueden  citíirse  otros  muchos  casos  de  leyes  (pie,  concer- 
nientes á  la  existencia  misma  de  los  derechos,  se  expiden 
sin  atenderse  al  efecto  retroactivo  Si,  por  ejemplo,  la  Ley 
Orgánica  del  Poder  Judicial  declara  que  los  jueces  son 
vitalicios,  se  les  elige  con  tal  carácter;  y  si  despuóvs  con- 
ceptiia  el  legislador  que  la  buena  administración  de  justi- 
cia demanda  que  los  jueces  alternen  cada  diez  años,  ])rc- 
cede  á  reformar  la  ley  en  ese  sentido,  sin  importarle  el- 
conflicto  entre  los  límites  temporales  de  las  dos  leyes. 

91.  Examinemos  un  caso  puntualizado  en  el  Código  civil. 
Sabido  es  (pie  según  las  leyes  antiguas,  las  mujeres  cansa- 
das, los  pupilos,  el  tisco,  tenían  privilegios  exorbitantes 
sobre  los  bienes  de  los  maridos,  guardadores,  administra- 
dores; que  esos  privilegios  constituían  un  derecho  real  en 
tales  bienes,  y  daban  prelación  sobre  los  créditos  hipóte- 
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caries.  En  Chile  y  eu  el  Ecuador  se  promulgó  el  Código 
civil,  que  establece  como  base  del  sistema  hipoteca- 
rio la  especialidad  y  publicidad  de  las  hipotecas;  y  á 
conaecueucia  de  ese  sistema,  eu  que  se  fuuda  el  crédito 
territorial,  se  declaró  cpic  los  créditos  hipotecarios  prefe- 
riríauá  los  crólitos  do  los  pupilos,  mujeres  casadas,  Asco, 
etc.,  etc. 

Ahora  bien,  establecido  el  contraste  entre  los  dos  siste- 
mas, indudable  es  que  caducó  el  antiguo,  y  que,  vigen- 
te el  Código  civjl,  las  hipotecas  se  anteponen  á  los  crédi 
tos  (le  cuarta  clase.  Do  otra  manera,  el  sistema  hipoteca- 
rio hubiera  sido  ineficaz  <lur<inte  muchos  años;  pues  los 
créditos  do  las  mujeres  casadas  antes  de  1857,  de  los  pupi- 
los cuyas  guardas  ya  estaban  constituidas  en  la  misma 
época,  hubieran  tenido  prelacióu  sobre  las  hipotecas,  y  el 
acreedor  hipotecario  no  hubiera  estado  cierto  de  que  sur- 
tirían ellas  los  efectos  determinados  por  el  nuevo  sistema. 

En  el  Ecuador  no  se  pone  en  du  la  el  ])rincipio  de  que 
los  créditos  hipotecarios  tienen  prelación  sobre  los  de 
cuarta  clase,  aun  cuando  se  trate  de  privilegios  consti- 
tuidos antes  que  el  Código  civil  principiase  íi  regir;  y  eso 
á  pesar  de  la  regla:  "Todo  derecdio  real  adquirido  confor- 
me á  una  ley  subsiste  bajo  el  imperio  de  otra  nueva." 

No  negamos  que  en  algunos  casos  es  difícil  conocer  si 
las  leves  se  refieren  á  la  existencia  misma  de  los  derechos 
Ó  á  su  adquisición;  pero  casi  s¡em))re  es  posible  distinguir- 
íais, fijándose  en  que  las  primeras  tienen  su  fundamento 
en  la  moral  ó  en  el  derecho  publico,  y  en  (jue  las  segun- 
das ejercen  su  imperio  principalmente  en  el  mero  dere- 
cho civil. 

92.  Pasemos  á  las  leyes  concernientes  a  la  adquisición  de 
los  derechos,  y  en  ese  sentido  sí  es  exactísinu)  el  principio 
de  (pie  las  leyes  no  tienen  efecto  retroactivo  ni  puedeu  al- 
terar los  derechos  adquiridos. 
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Cuaiulo  se  dice  que  las  leyes  no  tienen  efecto  retroac- 
tivo, no  significa  que  la  ley  prescinde  de  lo  pretérito;  pues 
el  legislador  se  limita  á  expresar  que  ella  no  tiene  influen- 
cia sobre  los  actos  jurídicos  consumados.  (3). 

Evidentísimo  que  tratándose  de  la  adquisición  de  los 
derechos,  la  ley  no  debe  tener  efecto  retroactivo.  "El  ob- 
jeto de  las  leyes",  decía  Portalis,  (4)  "es  reglar  lo  futu- 
ro; pues  lo  pasado  no  está  bajo  su  imperio.  Donde  se  a<l- 
mitiese  la  retrotracción  de  las  leyes,  no  habría  ni  sombra 
de  seguridad.  La  ley  natural  no  está  limitada  por  el 
tiempo  ni  por  el  esi)acio,  porque  rige  siempre  en  todos  los 
pueblos;  pero  las  leyes  positivas,  obra  de  los  hombres,  no 
existen  sino  cuando  se  promulgan,  ni  pueden  surtir  efecto 
sino  cuando  existen.  Gomo  la  libert^id  civil  es  la  facul- 
tad de  hacer  lo  que  la  ley  no  veda,  tiénense  por  lícitas  las 
acciones  que  no  están  prohibidas.  jQué  sería  de  la  liber- 
tad civil  si  el  ciudadano  temiese  (pie,  ejecutadas  aquéllas, 
se  investigue  si  son  ó  no  legales,  ó  que  ima  ley  posterior 
le  arrebate  derechos  adquiridos! 

"No  confundamos  las  sentencias  con  las  leyes.  En  vir- 
tud de  la  naturaleza  misma  de  las  cosas,  las  sentencias  se 


(S)  "La  premiare  condition  requise,  avoiw-nons  dit,  pour  qn'  il  y  ait  re- 
troactivitc  daus  le  aens  de  P  art.  2  du  Code  civil,  est  que  la  loi  revi<^iine 
sur  le  pass^  et  qu'  elle  le  cbange. 

**MaÍ8  ciu'  est-fe  qne  le  pas8é  i\  1'  egard  de  la  loif  C^  est  ce  qne  défíuit 
tres-bieu  la  loi  7,  C.  de  iegibus^  apr^s  avoir  dit  que  les  lois  dispusent 
pour  V  avpuir  et  ue  rétroaggissLMit  pas  sur  le  passe,  UgM  et  ooHstittttionea 
futHris  cerUim  est  daré  formam  negoiiiHj  non  ad  facía  praeíerita;  elle  aj(>nt<e: 
a  moius  que  le  legislateur  ne  statne  iionniK^nieut  }\  la  fois  et  sur  le  temps 
]»ass^  et  sur  les  dioses  encoré  en  suspcus,  ni9i  itomiHathn  et  de  prartertio 
tcmpore  et  adhuv  pendentihus  negotiis  rautHtn  8it.  Yoilá  douc  les  choces  enco- 
ré en   su8])ens  mises  en  oppositiou  avec  les  choses  passées 

'*l*our  qu'  il  y  ait  r<^troactivit45,  dans  le  sens  de  1'  art.  2  du  code,  il  ne 
suttit  ^)íis  que  la  loi  change  le  passí?;  il  faut  encoré  qu'  elle  le  cliange  ali 
préjudice  des  persouues  auxquelles  se  rapportent  ses  dis)>ositious. 

**Connnftnt  la  loi  ponrrait-elle  clianjíer  le  pasMÓ  au  príjudice  de  (^s  i>er- 
sonnesf  Elle  no  le  purrait  qu'  on  leur  enlevant  des  droits  actuelleuieut 
acquis. 

*'Le  principe  de  la  nou-r6troactivit<^  des  lois  i:*  est  dono  ótabli  que  pour 
mettre  les  droit-s  actuelleuieut  acquis  aux  individua,  :\  P  abri  des  atteintes 
que  le  caprice  du  législateur  pourrait  leur  p(a*ter,  ot  des  lors,  il  est  í^vident 
qu'  il  ne  saurait  y  avoir  r(^troactivit<^  lü  ou  les  droits  préc^^denuueut  acqui:) 
sont  respect<?s  et  resteut  intacts."  (Merliu.  Etlet  Kétroactif.  Sect.  I.  $1. 
n.  II.  III). 

(4)  Locr<5.  1.  579.  U, 
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refieren  á  lo  pasado,  porque  no  pueden  resolver  sino  ao. 
clones  deducida'^  y  hechos  á  cine  se  aplican  las  leyes  vi« 
gentes;  pero  las  leyes  nuevas  no  se  extienden  nunca  á  lo 
pasado,  que  no  está  bajo  su  imperio. 

^^El  Poder  legislativo  es  la  omnipotencia  humana.  La 
ley  crea,  conserva,  cambia,  modifica,  perfecciona,  des* 
trnye.  El  cerebro  de  un  legislador  sabio  es  una  especie 
de  Olimpo,  de  donde  se  difunden  las  grandes  ideas,  las 
concepciones  felices,  que  deciden  la  suerte  de  los  hom- 
bres y  el  destino  de  los  pueblos;  pero  el  imperio  de  la 
ley  no  puede  extenderse  á  sucesos  que,  ya  consumados,  no 
están  á  sus  alcances. 

^^EI  hombre,  que  ocupa  sólo  un  punto  así  en  el  tiempo 
como  en  el  espacio,  sería  muy  infeliz  á  no  estar  seguro  ni 
de  lo  pasado. 

^^En  cuanto  á  ese  período  de  la  vida  jno  lleva  ya  todo  el 
peso  de  su  destino?  Si  bien  lo  pasado  puede  dejar  pesares, 
termina  absolutamente  la  incertidumbre;  porque,  según  el 
orden  natural,  no  es  incierto  sino  lo  futuro,  y  entonces  la 
incertidumbre  es  mitigada  por  la  esperanza,  compañera 
fiel  de  nuestra  debilidad.  Emi)eoraríase,  pues,  la  triste 
condición  de  la  humanidad,  si  la  legislación  pretendiera 
alterar  el  sistema  de  la  naturaleza,  y  si,  en  cuanto  al  tiem» 
po  transcurrido,  volviesen  nuestros  temores  sin  restituir^ 
senos  la  esperanza.  Rechacemos  la  idea  de  esas  leyes  de 
dos  rostros,  que  teniendo  el  uno  vuelto  á  lo  pasado  y  el 
otro  á  lo  porvenir,  extinguiesen  la  fuente  de  la  confianza, 
y  ftieseu  manf^ntial  perenne  de  injusticia,  trastorno  y  des- 
orden." 

93.  Muchos  jurisconsultos  afirman  que  la  regla  sobre 
la  no  retrotracción  de  la  ley,  es  un  precepto  á  los  jueces, 
mas  no  al  legislador  (5).    Pero  nos  parece  que  tal  opinión 
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es  en  extremo  absoluta,  y  que  es  necesario  distinguir  entre 
los  derechos  garantizados,  ya  por  la  Constitución,  ya  por 
la  ley. 

Si  la  Constitución  los  garantiza,  y  el  legislador  los 
altera  dando  á  la  ley  efecto  retroactivo,  la  ley  es  in- 
constitucional, y,  por  lo  mismo,  los  jueces  no  pueden 
aplicarla.  Así,  por  ejemplo,  tanto  la  Constitución  de 
Cliile  como  la  del  Ecuador  garantizan  la  propiedad, 
y  expresan  que  sólo  al  poder  judicial  corresponde  decla- 
rarla en  caso  de  controversia.  Ahora  bien,  si  se  expi- 
diese una  ley  disponiéndose  que  en  lo  sucesivo  la  ven- 
ta de  bienes  raíces  no  transfiera  la  propiedad  sino  me- 
diante el  pago  de  un  diez  por  ciento  del  precio,  y  que 
la  misma  regla  se  aplique  á  todos  los  contratos  de  ven- 
ta celebrados  desde  que  el  Código  civil  rige;  esa  ley, 
que  pugnaría  con  el  derecho  de  propiedad,  no  pudiera  sur- 
tir ningiin  efecto,  y  el  Congreso  que  la  expidiese  sería  un 
mero  usurpador  que  ejerciera  las  atribuciones  del  poder 
constituyente.  (6) 

Mu^i),  si  la  ley  se  refiere  &  derechos  no  garantizados 
por  la  Constitución,  libre  es  el  legislador  para  darle  efec- 
to retroactivo;  y  entonces  el  juez  atiende  á  las  reglas  de 
interpretación  para  saber  á  punto  fijo  si  la  ley  surte  tal 
efecto.  Pero  si  la  voluntad  del  legislador  no  se  hu- 
biere manifestado  claramente,  el  juez,  aplicando  el  art. 
í)  del  Código  civil,  no  dará  á  la  ley  efecto  retroactivo;  i)or- 


ett'et,  a  iueuute8tableineut  le  pouvoir  il'  attacher  un  eftet  rétroaetif  Ill^nle  á 
des  lois  aiixqiielles  a'  appliquerait  saiis  cola  la  regle  de  la  non-r<^trnacti>'it^. 
II  poiirrait,  notan<meut.  auuiuettre  ü  de  uonvelles  conditioiis  la  eonserTa- 
tiou  on  V  ettlcacit^  de  droita  auti^rieureinent  acquis.  Seiilement,  le  légis- 
lateiir  ne  doit-il  taire  unage  de  ce  ponvoir  que  pour  des  caabos  loajenres 
d'  iut^^ret  public,  et  avee  tona  les  inéuagements  que  coinmaude  V  équit^," 
(ZaoUariae.  A.  K.  $  30). 


(6)  "liG  pouvoir  législatif  ii'  a  point  V  <5teudue  de  puissauoe  qui  appar- 
tieut  au  pouvoir  couatitnaut.  Quaud  la  coustitution  a  d6clar<^  les  droíta 
doiitjouissent  les  (útoyens,  le  lí'^gislateur  les  doit  respecter.  Si  ees  droíta 
sont  absolus,  illiinit<^s,  il  uc  peut  pas  les  liiiiLter.  les  niodifier.  En  ce  seus, 
la  loi  ue  peut  pas  rétroagir/'  (Laurent.  1.  145). 


» 


que  la  no  retrotracciÓB  es  la  regla  general,  y  el  juez  no 
debe  aplicar  las  leyes  excepcionales  sino  á  los  casos  qué 
ellas  determinan  tax.itivámentc. 

94.  Hemos  visto  que  el  principio:  la  ley  no  tiene  féfectd 
i-etroactivOj  significa  qiie  ella  nb  ptied()  alterar  los  dere- 
chos adqniridos.  Sígnese,  pnes^  qne  lá  sblncióti  dfel  im- 
portantísimo problema  sobre  fel  fefectb  retroáctivb  depen- 
de exchisivamente  de  determinar  bien  éií  qué  cóliéisteri 
los  derechos  adquiridos. 

Los  más  eminentes  jurisconsultos  no  dan  sobre  este 
punto  una  regla  que,  fiara  y  exacta,  comprenda  todos  los 
casos. 

"La  fórmula  relativa  á  la  conservación  de  los  derechos 
adquiridos,"  dice  Savigny,  (7)  "debe  expresarse  en  dos 
sentidos  del  todo  diversos: 

"Primeramente,  cuando  nuestra  fórmula  exige  la  con- 
servación de  los  derechos  adquiridos^  se  comprenden  sólo 
los  hechos  jurídicos  de  una  persona  determinada,  esto  es, 
las  partes  constitutivas  del  dominio  en  que  la  voluntad 
individual  ejerce  su  independencia;  mas  no  falcutades 
abstractas  de  todos  los  hombres  ó  de  una  clase  de  la  so- 
ciedad. 

"Bn  segundo  lugar,  no  se  confundan  los  derechos  ad- 
quiridos con  las  meras  expectativas  que,  puntualizadas 
por  la  ley  antigua,  la  nueva  ley  extingue.  Ese  resultado 
en  nada  atañe  al  principio  que  garantiza  los  derechos  ad- 
quiridos. Pero  tampoco  se  confundan  las  meras  expeetativas 
con  los  derechos^  que  sujetos  á  condición  ó  á  plazo,  no  pue- 
den por  lo  pronto  ejercerse.  Tales  derechos  lo  son  en  reali- 
dad. La  diferencia  consiste  en  que  la  expectativa^  en  cuan- 
to á  su  resultado,  depende  sólo  de  la  voluntad  de  otra  per- 
sona; lo  cual  no  es  aplicable  tratándose  de  la  condición  ó 
del  plazo." 


(7)  VIII.  CCCLXXXV. 


^ 


108  artículo  &^. 

En  resumen)  Savigny  enseña  que  los  derechos  adqui- 
ridos, distintos  de  las  expectativas,  consisten  en  los  hechas 
jurídicos  de  una  pet*sotia  determinada,  que  ha  ejercido  su 
voluntad  en  el  dominio  del  derecho; 

l^al  reglaj  sobre  inuy  oscui^a,  no  es  exacta;  porque  los 
derechos  adquiridos  no  sólo  provienen  del  ejercicio  de  las 
íacultades  que  la  ley  concede.  Si  bien  ciertos  derechos  de- 
penden de  la  voluntad  individual;  otros  se  a-dquieren  por 
el  ministerio  de  la  ley,  y  entonces  son  tan  inviolables  co- 
mo los  provenientes  del  ejercicio  de  las  facultades  legales. 
Ün  individuo  muere  abintestato,  y  la  ley  declara  que  la 
herencia  pertenece  á  ciertos  parientes.  ¿No  habría  un 
derecho  adquirido,  tan  inviolable  como  el  que  naciese  de 
un  contrato! 

Según  Merlin  (8)  son  derechos  adquiridos  los  que  han 
entrado  á  nuestro  patrimonio,  forman  parte  del  mismo  j 
no  puede  quitárnoslos  la  persona  de  quien  proceden. 

Esta  explicación,  la  mejor,  á  nuestro  ver,  de  todas  las 
que  dan  los  jurisconsultos  que  hemos  consultado;  si  bien 
exactísima  en  lo  que  encierra,  es  sobre  modo  deflcien* 
te;  porque  hay  derechos  adquiridos  que  no  constitu- 
yen parte  del  patrimonio,  y  esos  derechos  son  acaso  los 
más  importantes,  esto  es,  casi  todos  los  que  se  refieren  al 
derex)ho  de  familia.  ¿Cómo  decir  que  el  estado  civil  de  ma- 
rido, de  padre  legítimo,  de  hijo  natural,  forman  parte  de 
nuestro  imtrimonio? 

Ghabot  expresa  (9)  con  mucha  exactitud  que  el  pro- 
blema de  los  derechos  adquiridos  es  el  del  efecto  retroftctwo 
de  la  ley;  y  añade:  "Son  derechos  adquiridos  los  conferidos 
irrevocable  y  definitivamente  antes  del  hecho,  el  acto  ó  la 
ley  que  quiere  oponerse  para  impedir  el  pleno  é  íntegro 
goce  de  tales  derechos.    Evidente  es  que  un  derecho  revo- 


(8)  Effet  Retroactif.  Sect.  III.  J  I.  n.  III. 

(9)  Droits  acqnis. 
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cable  ad  nutúm  por  la  persona  que  lo  confirió,  no  constitu- 
ye derecho  adquirido,  i)orque  no  pasa  de  esperanza,  de  me- 
ra  expectativa^  La  ley  nueva  que  lo  lialla  en  tal  estado 
puede  apoderarse  de  él  para  alterarlo  á  su  voluntad: 
puede  revocarlo  ó  codificarlo,  porque  es  revocable  por 
naturaleza,  y  el  dominio  de  la  ley  se  extiende  á  todo  lo 
que  no  estaba  irrevocablemente  terminado  antes  de  su 
promulgación.  No  hay  efecto  retroactivo  sino  cuando  se 
lastiman  derechos  definitivamente  adquiridos.'' 

Salta  á  la  vista  que  este  jurisconsulto  incurrió  en  pe- 
tición de  principio,  pues  el  problema  consiste  en  saber 
cuándo  el  derecho  es  irrevocable:  la  definición  es  vicio- 
sísima; derecho  definitivamenU  irrevocable  es  sinónimo  de 
derecho  adquirido. 

"jOómo  se  puede  saber  si  un  derecho  es  adquiridor^ 
pregunta  Laurent.  (10)  "Deben  distinguirse  (dice)  los  dere- 
chos que  nacen  de  los  contratos  de  los  provenientes  de  la 
herencia  abintestato  ó  testamentaria.  Tratándose  de  suce- 
sión, el  derecho  no  es  adquirido  sino  cuando  ella  se  abre. . . 
Los  contratos  son  irrevocables  tan  luego  como  se  perfec- 
cionan; los  derechos  que  de  ellos  provienen  son  esencial- 
mente derechos  adqiiiridos.^^ 

Ciertas,  certísimas  estas  dos  reglas  del  eminente  juris* 
consulto  belga;  pero  no  bastan  para  resol  ver  el  proble- 
ma, porque  hay  de  derechos  adquiridos  que  no  emanan 
de  contrato  ni  de  sucesión. 

Baudry  -  Lacantinerie  (11)  se  expresa  en  estos  términos: 
"Por  derechos  adquiridcs  deben  entenderse  las  facultades 
legales  regularmente  ejercidaSf  y  por  expectativas  las  que  no 
se  habían  ejercido  aún  cuando  se  alteró  la  legislación. 
Bajo  la  denominación  de  derechos,  la  ley  nos  recono- 
ce aptitudes,  nos  confiere  facultades,  cuyo  uso  depen- 


(10)  I.  195-196. 

(11)  I.  133. 
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de  de  la  voluntad.  Mientras  no  heniod  ñtilizádo  Íá«  a}>^ 
titudes,  tenemos  un  derecho  en  el  sentido  de  que  somos 
aptos  para  a<Iqumrlo  conforme  á  la  ley;  y  nuestra  aptitud 
se  maniftesta  por  el  acto  necesario  para  utilizarla.  Bl 
ejercicio  de  la  facultad  legal  que,  por  decirlo  asi,  se  ha  ma- 
tería1iza<1o  en  ese  acto,  traducido  exteriormente  por  él, 
constituye  el  derecho  adquirido^ 

Tenemos  un  buen  criterio  para  juzgar,  en  ciertos  casos, 
si  el  derecho  es  adqtiiridi)j  á  saber,  si  el  individuo  ha  eje- 
cutado los  actos  de  que  depende  la  adquisición  de  tal  de- 
recho. Pero  volvemos  á  las  anteriores  observaciones:  hay 
derechos  adquiridos  que  no  dependen  de  acto  alguno  del 
individuo,  y  para  ese  evento  no  nos  da  este  escritor  nin- 
guna reglu. 

Todas  las  doctrinas  que  acabamos  de  exponer  eviden- 
cian que  no  se  ha  resuelto  el  problema,  porque  siendo  en 
extremo  complejo,  se  ha  examinado  sólo  en  algunos  de 
sus  aspectos.  Con  suma  frecuencia  es  aplicable  la  profun- 
da observación  de  Ba.stiat:  la  mayor  parte  de  los  asuntos 
que  estudiamos  son  á  manera  de  polígonos  de  infini- 
dad de  lados;  cada  escritor  no  ve  sino  uno  solo,  y  de- 
ja desapercibidos  todos  los  demás.  Conviniera,  pues, 
eíuimerar  los  principales  casos  en  que  hay  derecho  ad- 
quirido^ sin  empeñarse  en  definiciones,  que  casi  siem- 
pre son  peligrosas  en  jiu'isprudeucia.  (12). 

Probemos  á  determinar,  si  no  todos,  los  principales  ca- 
sos en  que  según  los  principios  hay  derechas  adqmridos: 

V.  Los  derechos  provenientes  de  un  contrato,  cuasi- 
contrato, delito  6  cuasidelito; 

2^  Los  conferidos  por  una  sucesión  abierta,  testamen- 
taria, ó  abintestato; 


(12)  Omnia  deflnitio  in  inrecivili  periculosa  est (D.  L.  XVII.  30d). 
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3^.  El  estado  civil,  cuaudo  es  consecuencia  de  actos 
ejecutados,  bien  por  las  mismas  personas  que  adquieren 
tal  estado,  bien  por  otras  personas; 

4^  Los  derechos  que  nacen  de  la  prescripción,  si  se 
hubieren  cumplido  los  requisitos  que  la  ley  puntualiza. 

Estos  casos  se  comprenderán  mejor  cuando  tratemos  de 
aplicar  las  reglas  sobre  la  adquisición  de  los  derechos,  co- 
mentando la  ley  que,  expedida  en  1861,  dirime  los  con- 
flictos entre  los  límites  temporales  de  las  leyes. 

95.  Pasemos  ya  al  inciso  2**.  del  art.  9^.  Las  leyes  que  se 
limitan  á  declarar  el  sentido  de  otras,  se  entienden  incor- 
poradas en  éstas;  pero  no  alteran  en  manera  alguna  los 
efectos  de  las  sentencias  ejecutoriadas  en  el  tiempo  inter- 
medio. 

Cuando  se  presentó  el  Proyecto  del  Código  de  Na- 
poleón, el  art.  2^  decía: 

^^La  ley  no  dispone  sino  para  lo  venidero;  no  tiene  efec- 
to retroactivo." 

"Sin  embargo  la  ley  interpretativa  de  otra  anterior,  sur- 
tirá efecto  desde  la  vigencia  de  Ja  ley  interpretada,  sin 
perjuicio  de  las  sentencias  expedidas  en  última  instan- 
cia, transacciones,  fallos  arbítrales  ú  otros  que  hubieren 
pasado  en  autoridad  de  cosa  juzgada." 

"Al  discutirse  el  Proyecto,  Portalis  expuso  (13)  que 
el  principio  de  la  no  retrotracción  de  las  leyes  no  puede 
controvertirse. 

"Todos  los  tribunales  aceptan  la  primera  parte  del  arti- 
culo; pero,  en  cuanto  á  la  segimda,  hacen  observaciones. 

"El  tribunal  de  Agen  i)reten<le  que  las  leyes,  aun  mera- 
mente interpretativas  ó  explicativas,  no  deben  retro- 
traerse. 

"La  opinión  de  este  tribunal  es  aislada. 


(13)  Lucré.  I.  391.  16. 
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^^Los  tribimales  de  Lyou  y  de  Tolosa  desearían  que  se 
determiDasen  los  límites  de  la  ley  purameute  ei^plicativa. 

'^Kl  tribunal  de  Douai  observa  que  las  sentencias  en  úl- 
tima instancia  no  son  las  únicas  que  deben  respetarse  en  la 
aplicación  de  una  ley  interpretativa,  y  que  las  sentencias 
de  primera  instancia  aceptadas  expresamente,  6  que  no 
han  sido  apeladas  en  el  término  legal,  deben  comprender- 
se en  la  misma  regla. 

"La  observación  es  exacta:  fácilmente  i)uede  accederse 
A  los  deseos  de  los  que  la  hacen,  añadiendo  una  palabra 
que  comprenda  todas  las  resoluciones  pasadas  en  autori- 
dad de  cosa  juzgada* 

"Pero  sería  difícil  determinar  bien  lo  (pie  debe  onteu- 
derse  por  ley  meramente  interpretativa. 

"Fuera  más  prudente  suprimir  la  segunda  parte  del  ar- 
tículo, dejando  las  cosas  sujetas  al  derecho  camúii 

"Algunos  miembros  del  consejo  piden  que  la  segunda 
parte  del  artículo  se  suprima;  la  consideran  inútil. 

"El  Consejo  acepta  la  primera  parte  del  artículo,  y  su- 
prime la  segunda." 

Tal  discusión  no  puede  ser  más  instructiva;  pues  ma- 
iiiñesta  que  las  leyes  meramente  interpretativas  surten 
efecto  desde  que  principió  á  regir  la  ley  interpretada. 

La  interpretación  (véase  el  §  IV  de  este  título)  no  con- 
siste sino  en  investigar  y  conocer  el  pensamiento  del  le- 
gislador; y  si  éste  lo  ha  declarado,  dediícese  que  el  juez,  sin 
entrar  en  distinciones  sobre  el  efecto  retroactivo,  debe  en- 
tender la  ley  como  la  entendió  el  legislador. 

Pero  en  este  caso  no  hay  ni  sombra  <le  conflicto  entre 
dos  leyes;  pues  el  admitirlo  envolvería  la  anómala  supo- 
sición de  que  el  juez  es  libre  para  dará  la  ley  un  sentido 
diverso  del  determinado  por  el  legislador, 
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Por  tanto,  en  virtud  de  la  naturaleza  niUuia  de  la  iuter- 
pretacióii,  la  ley  interpretativa  se  incorpora  á  la  ley  inter- 
pretada, y  las  dos  no  tbriuan  sino  una  sola  y  misma  ley. 

Guando  se  ha  expedido  sentencia  que  pasa  en  auto- 
ridad de  cosa  juzgada^  ésta  coníiere  un  derecho  irrevoca- 
ble (14),  y  por  ende  no  puede  alterarlo  la  ley  interpretati- 
va de  la  que  se  aplicó  á  la  controversia  judicial 

Estos  principios  fueron  reconocidos  por  las  leyes  ro- 
manas. '^No  es  disposición  niieva*\  dicen  las  Pandectas 
(XXVIII.  I.  21),  '^explicar  una  dispomión  testamentaria?''  Y 
fundándose  Justiniano  en  el  mismo  principio,  declanS,  en 
la  Novela  XIX,  que  la  interpretación  (en  la  Novela  XII) 
sobre  los  efectos  de  la  legitimación,  serviría  de  regla 
aún  para  las  sucesiones  ya  abiertas;  pero  añade:  ^^Exceptis 
illis  negotiis  quae  contigit  ante  legas  a  nobis  positas^  aut  decre- 
to iadicum,  aut  transactione  determitMri,^^ 


Art.  1".  Los  conflictos  que  resultaren  de  la  apli- 
cación de  leyes  dictadas  en  diversas  épocas,  se  de- 
cidirán con  arreglo  á  las  disposiciones  de  la  pre- 
sente lei. 

(CONCORDANCIAS. 

C.  K.  7 En  conflicto  de  una  lej'  posterior  con  otra 

anterior,  se  observarán  las  reglas  siguientes. 

COMKNTAKIO. 

*ÍM).  Parece  (pie  no  se  procedió  acertadamente  dictándo- 
se una  ley  que,  según  sus  redactores,  comprendiera  todas 
las  reglas  conducentes  á  dirimir  los  conflictos  entre  los  lí- 
mites temporales  de  las  leyes. 

No  se  confundan  las  atribuciones  del  legislador  con 
las  del  jurisconsulto,  llamado  á  formar  el  derecho  científi- 
co. Aquél  declara  los  principios  fundamentales;  est^  los 
explicH  deduciendo  las  consecuencias, 

15 
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Tratándose  del  efecto  retroaetivo,  imposible  que  la  ley 
euuinere  todos  los  casos  eu  (jiie  haya  eouñicto,  real  ó 
aparente,  entre  los  límites  temporales  de  dos  ó  más  leyes. 

La  práctica  de  los  legisladores,  antiguos  y  modernos, 
pugna  con  la  ley  chilena. 

Los  códigos  romanos,  tan  minuciosos  y  circunstan- 
ciados en  otras  materias,  no  tijau  sino  la  regla  general  de 
<iue  la  ley  no  tiene  efecto  retroactivo. 

Acabamos  de  ver  (95)  que  al  discutirse  el  art.  2" 
del  0(5digode  Napoleón,  el  Consejo  de  Estado  suprimió  el 
inciso  2"*  del  proyecto,  fundándose,  entre  otras  razones,  en 
que  es  difícil  determinar  á  ciencia  cierta  en  cpié  consisten 
las  leyes  meramente  interpretativ^as.  Con  cuánt>¿i  cordu- 
ra se  procedía  en  asunto  tan  delicado  y  trascendental! 

Sabido  es  que  en  el  proyecto  redactado  por  un  Andrés 
Bello  tampoco  hubo  las  veinticinco  reglas  (pie  nos  da  la 
lev  chilena. 

Bu  el  proyecto  (le  Freitas  sólo  se  dice  (Art.  V\):  "La^s 
leyes  de  este  Código  no  se  a[d¡carán  fuera  de  sus  límites 
locales,  ni  con  efecto  retroactivo." 

Y  en  ftu  los  mejores  Códigos  modernos  (14),  entre 
ellos  el  argentino,  que  peca  de  muy  difuso,  no  reglamentan 
el  efecto  retroactivo. 


(U)  El  C(>«li¿(«>  eMpafiol  (la  iniu'liaH  ref¡;laa  (Mmiluceuti'8  á  dirimir  el  ron 
llií'to  entre  los  límites   temporales  de  la  ley.     Las  copiamosjiiiitas  jiorfiue 
así  se  eompreiulerá  mejor  su  sentidg. 

DTSPOSICIONKS  TKANSITORIAS. 

Las  variacioues  iiitrodiieidas  por  este  Códi«ío,  «[ue  j)erjiidiqueii  derechos 
ad([UÍridos  se;i^iíii  la  l»'gislaci«'ni  civil  anterior,  no  teiidrjín  efecto  retroactivo. 

J*ara  aplicar  la  le<íislaci<iu  (jiie  «Mírrcspomla,  en  los  casos  ([iie  no  están  ex- 
presamente determinados  «MI  el  (.'(idi«í;o,  se  observarán  las  re<;las  si¿;nienles: 

l"^^.  Se  redirán  por  la  lejjjisl ación  anterior  al  (J(idi;^o  los  derechos  na<-idos, 
se;»nn  ella,  de  hechos  re:iUzados  hjijo  sn  ré^iim'Mi,  aiimjue  el  C^mIíjto  los  réjan- 
le de  oti'o  modo  ó  no  los  reconozca.  Pero  si  el  derecho  apareciere  por  priuie- 
la  Vez  en  el  Ciidijío,  tendrá  cierto  desde  lue«ío.  anntjue  el  hecho  que  lo  ori- 
«;inc.  se  verificara  híij o  la  let^ishiciiin  anterior,  siempre  que  no  ]»erJu(Uque  á 
otro  derecho  adíjuirido,  de  igual  oriifen. 

2'.  Los  actos  y  «'ontratos  celebrados  baj»)  el  régimen  de  la  legislación  an- 
terior, y  que  sean  válidos  con  arreglo  á  ella,  surtirán  todos  sus  efectos  segiin 
la  misnuí,  con  las  limitaciones  establee i<las  en  estas  reglas.     Eu  su  couse 
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Lu  ley  qne  exaiiiiiiamos  manifiesta,  forzoso  es  deeirlo^ 
que  no  fue  obra  de  jurisconsultos  distinguidos;  jmes  eoni- 
l>rende  muchas  disposiciones,  ya  redundantes,  ya  nuga- 
torias. 


fMieiicia  seraiL  Viíllclos  los  tei^taineutos  uuaque  sean  iiianconmiindos,  los  po- 
íleres  para  testar  y  las  nicMiiorias  tosta mentarías  i\\\e  se  hii1»ii*seii  otcu'u^ado  o 
esfrito  antes  de  re*;ir  «d  (NkUi^o,  y  producirán  sn  efecto  las  clausnlas  ad  vau- 
ielam^  los  tideicoinisos  para  aplicar  los  liieues  scfíini  instrucciones  reservadas 
«l»'l  testador  y  cnalesqniera  otros  actos  permitidos  por  la  leíjislacirm  prece- 
dente: pero  la  revocación  «'»  modifu'ación  de  estos  actos  ó  de  cnalqnicra  de 
líi.s  clánsnlaí)  contenidas  en  ellos  no  ymdrá  veriücarse,  despní^s  de  reo^ir  el 
CiMÜj^o,  sino  testando  con  arreglo  al  mismo. 

S".  Las  disposiciones  del  CY>di»^o  qne  sancicman  con  penalidad  civil  ó  pri- 
vación de  derecho»  actos  n  omisiones  qne  carecían  de  snneióii  en  laR  leyes 
nuteriores,  no  son  aplicables  al  qne,  cnamlo  ^stas  se  hallaban  vigentes,  Íin- 
l»iese  incnrrido  en  la  ondsión  ó  ejecntado  el  acto  prohibido  por  el  CóáX^o. 

Cnando  la  falta  eflt<?  tarnbii^n  penada  por  la  leí^islación  anterior,  se  aplica- 
rú  la  disposición  más  benig;na. 

4'\  Las  acciones  y  los  derechos  nacidos  y  no  ejercitados  antes  de  regir  el 
Código  snbsistirán  con  la  extensión  y  en  los  tí^rminos  qne  les  reconociera  la 
letjfislación  precedente;  pero  snjetándose,  en  cnanto  á  sn  ejercicio,  duración 
y  procedimientos  jiara  hacerlos  valer,  á  lo  dispnesto  en  el  Código.  Si  el 
♦ejercicio  del  derecho  ó  de  la  acción  se  hallara  pendiente  de  procedimientos 
oficiales  empezados  ]>aJo  la  legislación  anterior,  y  <^stos  fuesen  diferentes  de 
los  establecidos  p<n'el  Código,  podrán  optar  los  interesados  por  nnos  ó  por 
otros. 

o".  Qneílan  emaneipados  y  fuera  dt;  la  ]>afria  j»oíestad  los  hijos  qne  hn- 
liiesen  cumplido  veintitrés  años  al  cnii»czar  á  regir  el  Código;  pero  si  conti- 
nuaren viviendo  en  la  casa  y  á  expensas  de  sus]Kidres.  podrán  óstoa  conser- 
var el  usufructo,  la  a<lministración  y  los  demás  derechos  que  estí^n  disfru- 
tando sobre  los  bienes  de  su  peculio,  hasta  el  tiempo  en  qne  los  hijos  de- 
berían salir  de  la  patria  i»otestad  según  la  legislación  anterior. 

6".  El  padre  que  viduntariamcnte  hubiese  eU)ancii)a<lo  á  un  hijo,  reser- 
Vííndose  algún  dcrechí»  sobre  sus  bii^nes  ailventicioM,  podrá  continuar  disfru- 
tiíiulolo  hasta  el  tiemiio  cu  cpu*  el  iiijo  debería  salir  de  la  patria  potestad 
con  arreglo  á  la  legislación  anteri<U'. 

7"  Los  })adres,  las  madres  y  los  abuelos  ([Ue  se  hallen  ejerciendo  la  cúrate- 
la de  sus  descendientes,  no  ])odráu  retirarlas  fianzas  que  tengjín  constitui- 
das, ui  ser  obligados  á  eonst i  luirlas  si  no  las  liubicran  prestado,  ni  á  com- 
pletarlas si  resultaren  iusuíioientcs  las  prestadas. 

8".  Los  tutores  y  curadm'esnouíbrados  bajo  el  régimen  déla  legislación 
anterior  y  con  sujeción  á  ella,  couscrvarjin  su  cargo.  ]iero  sonieti«?ndose,  en 
fMiaiitoá  su  ejercicio,  á  las  disposiciones  del  (-i»digo. 

Esta  regla  es  tambiéu  aplicable  á  los  posecílores  y  á  los  aduiinistradores 
interinos  de  bien«'s  ajenos,  en  los  casos  cu  (pie  la  ley  los  establece. 

9''.  Las  tutelas  y  <'uratelas.  cuya  constitución  definitiva  esté  pendiente  de 
la  resolución  de  los  Tribunales  al  enipezar  á  regir  el  Cruligo,  se  cíuistituirán 
con  arreglo  á  la  legislaci<ui  anterior,  sin  jierjuicio  de  lo  dispuesto  eu  la  re- 
gla que  precede. 

10.  Los  Jueces  y  los  Fiscales  niuuici}»ales  no  procederán  de  oficio  al  noni- 
brauíiento  délos  consejos  <lc  íamilia  sino  resiK'cto  á  los  menores  cuya  tutela 
no  estuviere  aún  tlcliuitivjiuiente  constituida  al  euipezar  á  regir  el  Código, 
("nando  el  tutor  ó  cura<lor  hubiere  couienzaóo  ya  á  ejercer  su  cargo,  no  hv 
proceíleráal  nontbrauíiento  del  c<Mis(jo  hasta  <|Uc  lo  solicite  alguna  <le  las 
])(>rs(»nas  que  deban  foruuir  parte  de  él,  ó  el  mismo  tut<»r  ó  curador  existente: 
y  entretanto  quedará  en  suspenso  el  nombramiento  del  protutor. 

11.  Los  expedientes  de  adopción,  los  <le  enuuuipaeión  voluntaria  y  los  de 
dis2)ensa  de  ley  2)endi<"!ntes  ante  el  (loi)ieruo  ó  los  Tribunales,  seguirán  sn 
curso  con  an*eglo  á  la  legislación  anterior,  á  menos  que  los  pailres  ó  solií'i- 
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Tal  ley  se  incor[)oró  al  Código  ecuatoriano  por  de- 
creto que,  eu  1869,  expidió  D.  Gabriel  García  Moreno, 
cuyos  conociniieutos  jurídicos  no  fueron  notables. 

Mas,  sea  como  fuere,  debemos  estudiar  las  cansadísi- 
mas, insoportables  veinticinco  rejclí^^*- 


IV 


Art.  2".  Las  leyes  que  establecieren  para  la 
adquisición  de  un  estado  civil,  condiciones  dife- 
rentes de  las  que  exijla  una  lei  posterior,  preva- 
lecerán sobre  ésta  desde  la  fecha  en  que  comien- 
cen á  rejir.  (-) 

REFERKNCIAS. 

Estado  civil.  304. 

Lb  fVsrha  eu  que  oomioiiop  :í  repfir.  7. 

CONCORDANCIAS. 

C  lí.  Art.  7.  Regla  1".  Las  leyes  que  establecieren  pa- 
ra la  adquisición  de  un  estado  civil  condiciones  diferentes 
de  las  que  prescribía  una  ley  anterior,  prev.alecerán  sobre 
éstíi  desde  la  fecha  en  que  comiencen  á  regir. 

C.  Arg.  4046.  La  capacidad  civil  de  bus  personas  es  re- 
gida por  las  nuevas  leyes,  aunque  abroguen  ó  inoditiquen 
las  cualidades  establecidas  por  las  leyes  anteriores;  pen^ 
sólo  para  los  actos  y  efectos  posteriores,  sin  que  la  nueva 
ley  pueda  invalidar  ó  alterar  lo  ()ue  se  hubiese  hecho  en 
virtud  de  la  capacidad  que  tenían  la^  ]>ersonas  por  la^s  le- 
yes anteriores,  ni  los  efectos  ]>roducidos  bajo  el  imperio 
de  la  antigua  ley. 


tantfts  (le  la  gracia  <leHÍHtan  de  Heí^iiir  esto  procwliinieiito  y  prefieran  el  esta- 
blecido en  elCódigo. 

12.  LoH  derechos  tí  la  herencia  ilel  que  hubiese  tallecido,  con  testamento 
ó  sin  <^1,  antes  de  hallarse  en  vi^or  el  Código,  se  regirán  por  la  legislaeión 
anterior.  La  herencia  de  los  fallecidos  después,  sea  ó  no  con  testamento,  se 
ailj ndicarjí  y  repartirá  con  arreglo  al  CíWligo;  pero  cumpliendo,  en  cuanto 
t'^ste  lo  permita,  las  disposiciones  testamentarias.  Se  respetarán,  por  lo  tan- 
to, las  legítimas,  las  mejoras  y  los  legados;  ])ero  reíluciend^  su  cuantía,  si 
de  otro  modo  no  se  pudiera  dar  á  cada  partícipe  en  la  hereucia  lo  que  le  co- 
rresponda según  el  Código. 

13.  Los  casos  no  «'omprendidos  directamente  en  las  disposiciones  auterio- 
res,  se  resolverán  aplicando  los  ])rincípios  que  les  sirven  de  fundamento. 

Ji')  Saviguy.  VIH.  $  389.— Merlin.  Eüet  Kétroactif.  Scct.  JIL  $  IIL 
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COMENTARIO. 

97.  Mientras  el  estado  civil  tío  se  obtenga,  la  aptitud 
para  adquirirlo  no  pasa  de  expectativa;  la  cual  no  depen- 
de sino  del  legislador.  Atendiendo  éste  al  derecho  público 
y  al  orden  de  las  familias,  determina  los  requisitos  consti- 
tutivos del  estado  civil:  la  calidad  de  nacional  ó  extranje- 
ro, de  cónyugue,  de  hijo  legítimo,  el  reconocimiento  de  los 
hijos  naturales  ó  de  los  simplemente  ilegítimos,  son  asun- 
tos de  suma  importancia,  íntimamente  conexionados,  lo 
repetimos,  con  el  derecho  piíblico  y  con  el  orden  de  las 
familias;  y  libre  es  el  legislador  para  expeilir  todas  las 
reglas  á  ellos  concernientes. 

Si  no  pasa  de  mera  aptitud  la  de  adquirir  un  estado 
civil,  sigúese  que  todo  el  que  lo  pretenda  debe  obser- 
var la  ley  entonces  vigente;  y  que  el  artículo  2",  lejos  de 
dar  reglas  sobre  el  conflicto  eritre  dos  leyes,  es  mera  con- 
secuencia de  las  que  ya  hemos  asentado  al  explicar  el 
principio:  la  ley  no  dispone  sino  para  lo  venidero;  no  tie- 
ne efecto  retroactivo. 

Debe  sí  distinguirse  entre  los  requisitos  constitutivos 
del  estado  civil  y  las  pruebas  concernientes  &  manifes- 
tar que  tal  estado  se  adquirió;  pues  escritores  notabilísi- 
mos, como  Laurent  y  Dalloz,  confnnden  dos  cosas  tan  <li- 
versas.  Cuando  se  trata,  por  ejeníplo,  del  reconocimiento 
de  un  hijo  natural,  ese  reconocimiento,  para  ser  válido, 
debe  efectuarse  conforme  íi  la  ley  vigente;  pero  si  so 
justifica  la  calidad  ya  adcpiirida  de  hijo  natural,  la  ])rn(»- 
ba  debe  rcndii>;e  según  la  ley  <iue  regía  cuando  el  recono- 
cimiento. 

Volveremos  a  este  punto  al  coin<M)tar  el  arí.  23  de  la  ley 
en  cuyo  estudio  nos  ocupamos. 
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Art.  3^  El  estado  civil  adquirido  conforme  á  la 
leí  vljente  á  la  fecha  de  su  constitución,  subsisti- 
rá aunque  6sta  pierda  después  la  fuerza;  pero  los 
derecbos  1  obligaciones  anexos  á  él,  se  subordina- 
rán ft  la  leí  posterior,  sea  que  ésta  constituya 
nuevos  derechos  ti  obllGraciones,  sea  que  modifi- 
que 6  derogue  los  antiguos. 

En  consecuencia,  las  reglas  de  subordinación  i 
dependencia  entre  conyujes,  entre  padres  é  hijos, 
entre  guardadores  i  pupilos,  establecidas  por  una 
nueva  leí,  serán  obligatorias  desde  que  ella  em- 
piece á  rejir,  sin  perjuicio  del  pleno  efecto  de  los 
actos  validamente  ejecutados  bajo  el  imperio  de 
una  leí  anterior.  (-) 

REFERENCIAS. 

EHtaa<»  civil.  304. 
()hli»íA<*ií)iiofi.  1437. 
I)«*r»'<"hím.  57(). 
Dosde  qno  ])riii('ipia  íí  re«íir.  7. 

CONCORDANCIAS. 

O.  B.  Arí.  7.  Kegla  2*.  El  estado  civil  adqiiiriflo  con- 
forme a  la  ley  vigente  en  la  fecha  de  sn  constitnción  sub- 
sistirá, annqne  dicha  ley  deje  de  regir;  pero  las  obligacicí- 
nes  y  derechos  inherentes  á  el  se  subordinarán  á  la  ley 
])oster¡or,  ora  constituya  nuevos  derechos  u  obligaciones, 
ó  modifique  ó  derogue  los  antiguos.  En  consecuencia,  la 
subordinación  ó  dependencia  entre  cónyugues,  padres  {^ 
hijos,  guardadores  y  ])ui)ilos,  &.,  se  sujetarán  á  la  nueva 
ley  desde  que  principie  á  regir,  sin  i)erjuicio  del  efecto  de 
los  actos  válidamente  ejecutados  bajo  el  imperio  de  una 
lev  anterior. 


5«.— Lauvé-nt.  I.   169-mi.   1S9.  191.— DemolomlK^.   í.   41 -45.— Ziidiariaé  (A. 
R).  I.  f  30.  n.  lí.— Baiuby-LaíaiitiiiMie.  I.  144-149. 
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C.  Arg.  40-46.  (vÓHii«e  lus  concordancias  del  artículo  an- 
terior). 

4047.  Las  leyes  nuevas  sobre  el  poiler  y  las  facultades 
(le  los  maridos  se  aplictin  aun  á  los  casailos  antes  de  su 
publicación. 

COMENTARIO. 

■ 

98.  Kste  artículo  formula  dos  reglas: 

1*.  El  estado  civil  adíjuirido  conforme  a  una  ley  subsis- 
te aunque  ésta  deje  de  regir; 

2*.  Los  derechos  y  obligaciones  anexos  á  tal  estado  se 
subordinan  á  la  ley  posterior. 

99.  I.  Los  redactores  de  la  ley  sobre  el  efecto  retroactivo, 
siguiendo  la  opinión  de  Savigny,  establecen  la  regla  ab- 
soluta de  que  una  vez  alcanzado  un  estado  civil,  cons- 
tituye éste  un  derecho  adquirido,  el  cual  no  depende  de 
la  ley  posterior.  Pero  nos  i)arece  que  tal  regla  no  es 
conforme  á  los  principios  fundamentales  sobre  el  estado 
civil  de  las  personas,  y  que  conviene  aceptar  la  doctrina 
de  Duvergier  (15).  "Los  hechos  que  influyen  en  el  estado 
de  las  personas",  dice,  "son  actos  voluntarios  ó  sucesos 
independientes  de  la  voluntad  humana.  El  establecimien- 
to y  la  resiílencia  en  una  nación,  el  matrimonio,  la  adop- 
ción, el  divorcio,  la  perpetración  de  ciertos  delitos,  compo- 
nen la  immera  clase. 

"Las  circunstancias  que  pueden  conjprenderse  en  la  se- 
giuida  son:  el  nacimiento,  el  sexo,  la  edad,  el  desarrollo 
físico  é  intelectual. 

"8i  la  ley  regla  el  estado  de  las  personas  en  cuanto  se 
constituye  éste  por  actos  emanados  de  su  voluntad,  no 
jmede  extinguir  los  efectos  de  esos  actos,  ni  [U'ivarlasde 
las  calidades  ya  conferidas.  Así,  el  extranjero  (jue  ha  obte- 
nido la  nacionalidad,  cumpliendo  las  obligaciones  pun- 


(15)  Aiiotacioues  á  TouUicr.  1.  j».  'TI.  55. 
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tiializa<ias  por  la  legislación  vigente,  no  la  pierde  á  cansa 
(le  lina  legislación  nneva  (¡ne  exige  otros  requisitos. 

"Los  que  se  han  casado  válidamente  en  una  época,  no 
pierden  el  estado  de  cónyuges,  porque  sti  tijen  después 
otras  reglas  sobre  la  validez  de  los  matriiuonios. 

"Lo  mismo  es  aplicable  á  los  cónyuges  divorciados. 
Las  calidades  de  adoptante  y  adoptado  tampoco  depenileu 
de  los  cambios  que  sobrevengan  en  la  legislación. 

"Al  contrario,  cuando  el  estado  de  las  pereoiias  pro- 
viene de  hechos  no  voluntarios,  se  respetan  sólo  los  actos 
consumados,  y  se  tiene  por  cierto  que  las  calidades  prove- 
nientes de  tales  hechos  dejan  de  pertenecer  á  los  «pie  go- 
zan de  elhis,  si  la  legislación  nueva  se  las  rehusa. 

"Así,  el  menor  se  convertirá  en  mayor,  ó,  recíprocamen- 
te, el  mayor  vuelve  á  ser  menoi*;  el  que  está  en  interdic" 
ción  ó  tiene  consultor  Judicial,  será  restablecido  en  su  ple- 
na capacidad;  la  a])titud  para  el  matrimonio  se  anticipa  ó 
retarda  como  efecto  de  la  aplicación  inmediata  de  la«  in- 
novaciones legislativas. 

"Esta  distinción  entre  los  efectos  que  surten  las  leyes 
relativas  al  estado  de  las  personas  se  justitica  plenamente. 
El  que  por  un  acto  de  la  voluntatl  se  ha  constituido  en  cier- 
ta manera  de  ser,  la  cual  ha  formado  ciertas  relaciones  le- 
gales entre  su  persona  y  los  demás  miembros  de  la  socie- 
dad, ha  procurado  una  posición  estable  y  tiene  derecho  á 
que  ella  subsista. 

"Pero  cuando  se  trata  de  un  estado  proveniente  de  su- 
cesos fortuitos,  hijos  del  acaso,  mas  no  de  la  volun- 
tad humana;  el  que  ad<piiere  tal  estado  no  tiene  dere- 
cho á  exigir  su  conservación,  porcjue  la  capacidad  de  que 
goza  no  es  el  fin  de  sus  actos  ni  el  resultado  de  sus  es- 
fuerzos pers(males." 

Fundadísima  nos  parece  esta  teoría;  i)ues  cuando  se 
adquiere  un  estado  civil  por  el  ministerio  de  la  ley, 
y  ésta  juzga  conveniente  alterarlo,  como  si  vuelve  á  suje- 
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tar  á  curaduría  á  las  persouas  que  hau  ouniplido  veintiún 
auos,  éstas  uo  tienen  motivo  alguno  de  queja;  pues  la  ley 
misma  que  las  declaró  capaces^  después  1a$i  inhabilita  aten- 
diendo al  bien  público  y  á  la  protección  debida  á  los  indi- 
viduos que  se  hallan  en  determinadas  circunstancias.  Pe- 
ro cuando  el  estado  civil  proviene  del  ejercicio  de  ciertas 
aptitudes,  c^mo  la  legitimación,  el  reconocimiento  de 
hyos  naturales,  el  legislador  debe  asegurar  la  eficacia  do 
los  actos  que,  garantizados  por  la  ley,  se  ejecutaron. 

100.  Laurent  enseña  una  doctrina  diametralniente  opues- 
íOj  en  cuanto  al  estado  civil  de  las  personas.  ''Dos  sent^sn- 
cías  de  la  Corte  de  Casación,'^  dice,  (16)''  han  asentado  el 
principio  sobre  las  leyes  concernientes  al  estado  de  las  per* 
sonas,  en  los  términos  que  signen:  'Las  leyes  <|ue  reglan 
el  estado  de  las  personas  obligan  al  individuo  tan  luego 
como  se  promulgan,  y  desde  entonces  es  eapax  ó  inca- 
paz; las  leyes  no  tienen  en  tal  caso  efecto  retroactivo, 
porque  subordinándose  el  estado  civil  de  las  personas  al 
interés  público,  el  legislador  puede  cambiarlo  ó  modiñcar- 
lo  según  las  necesidades  de  la  sociedad.'  Merlin  dice  que 
ese  principio  os  demasiado  general;  nosotros  juzgamos 
que  el  principio  es  de  veinlad  absoluta  en  el  sentido  de 
(pie  el  derecho  de  estado  i)ersoual  no  forma  parte  del  pa^ 
triinonio  de  los  ciudadanos;  los  derechos  de  esa  clase 
nunca  [meden  llamarse  derechos  adqnirklm, 

"(Jomo  el  estado  de  las  personas  atañe  esencialmente  al 
intei-és  público,  está  bajo  el  iuiperio  del  legislador;  por  lo 
misuK)  no  es  posible  cpie  forme  parte  del  patrimonio  de  los 
individuos,  ni  (pie  constituya  di^reíiho  adquirido.  Cuando 
hay  derecho  adquirido,  ¿no  es  propietario  el  (jue  )o  ejer- 
ce! Y  el  primer  derecho  del  propietario  ¿no  consiste  en 
disponer  fie  la  cosa  (pie  le  pertenece,  y  trasmitirla  por  ac- 
to entre  vivos  ó  por  testamentof  ¿Puede  suponerse  que  se 

(Itf)  I.  16». 
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dlspoiigii  del  evstado  de  mayor,  del  estado  de  mujer  ea^$ada; 
<liie  tales  estados  se  vendan  6  legiienf  Hay  incompatibi- 
lidad absoluta  entre  la  noción  de  derecho  adquirido  y  el 
estado  de  las  personas." 

La  doctrina  de  tan  eminente  jurisconsulto  pugna  con 
los  más  obvios  principios  de  jurisprudencia.  Cierto  que 
el  estado  civil  no  forma  parte  de  nuestro  patrimonio,  por- 
que a  éste  no  se  refiere  sino  el  derecho  de  los  bienes;  pero 
el  estado  civil  constituye,  por  decirlo  así,  el  individuo  mis- 
mo, colocándole  en  la  familia  y  dándole  cierta  posición  en 
la  sociedad.  El  estado  civil  es  más  sagrado  que  todos  los 
derechos  patrimoniales.  Bi  argumento  de  (pie  el  estado  ci- 
vil no  es  derecho  adquirido  porque  no  es  suseeptible  de  ce- 
derse ni  trasmitirse,  es  de  aquellos  que  probando  demasiado 
no  prueban  nada.  El  individuo  no  puede  enajenar  su  liber- 
tad ni  constituirse  por  níngiin  título  en  esclavitud.  ¿Di- 
i'emos  por  eso  que  la  libertad  de  los  ciudadanos  está  á 
merced  del  legislador?  Porque  el  dominio  forma  parte  de 
iiuestro  patrimonio,  mas  no  el  estado  civil,  ¿añrmaremos 
que  el  legislador  no  puede  dictar  leyes  que  priven  á 
los  individuos  del  dominio  de  sus  inmuebles,  y  que  sí 
puede  despojarlos  á  su  arbitrio  de  la  calidad  de  hijos  le- 
gítimos concebidos  en  matrimonio? 

Bvidentísimo  es  que  el  estado  civil  de  las  personas  se 
halla  en  más  íntima  conexión  con  el  bien  público  que 
los  derechos  patrimoniales,  y  (]ue  por  eso  el  legislador 
niodiflca  en  ciertos  casos  aún  el  estado  civil  adqui- 
rido en  virtud  de  actos  que  los  individuos  hubieren 
ejecutado.  Pero  de  ahí  sólo  se  deduce  (pie  el  bien  pú- 
blico exige  muchas  veces  que  se  dict'Cu  leyes  sobre  la 
existeuüid  misma  de  los  derechos^  aun(pie  ellas  no  respeten 
los  derechos  ad(|UÍridos. 

Pero  las  leyes  sobre  el  contraste  entre  dos  instituciones 
no  sólo  se  refieren  al  estado  de  las  personas,  sino  también 
á  los  bienes;  ponpie  el  legislador,  obedeciendo  á  los  princí- 
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pio8  de  justicia  y  á  \rí>  necesidailes  de  bi  época,  puede  abo- 
lir ciertas  instituciones;  las  cuales  conferían  a  los  ioidivi- 
dúos  derechos  que  formaban  parte  de  su  patrimonio  y  q^^ 
eran  incompatibles  con  la  justicia  ó  con  el  sistema  de  la  le- 
gislación. Así,  el  congreso  de  1852  abolió  en  el  Ecuador 
la  esclavitud,  ileclarando  que  los  dueños  de  e$»clav-os  no 
tenían  derecho  sino  á  exigir  su  precio  al  erario, 

Pero  en  el  curso  natural  de  las  cosas,  tas  leyes  concer- 
nientes á  la  adquisición  misma  de  un  estado  civil,  á  la  mo- 
dificación de  tal  estado,  deben  comi)render  á  las  per- 
sonas que  lo  hubieren  adquirido  por  el  ministerio  de  la 
ley;  mas  no  cuando  el  estado  proviniese  del  ejercicio  de 
aptitudes  conferidas  por  el  legislador. 

Nótese  que  por  ahora  hablamos  sólo  de  los  jírincipios; 
pues  ya  hemos  visto  que  en  Chile  se  considera  como 
derecho  adquirido  irrevocablemente  cualquier  estadocivil, 
ya  se  obtenga  por  el  ministerio  de  la  ley,  ya  ejerciéndo- 
se las  ai>titudes  legales. 

101.  También  debe  observarse  (jue  aun  en  Chile  se  extin- 
guiera  ó  modificara  el  estado  civil,  cuando  ello  proviniese 
de  leyes  concernientes,  no  á  la  adquisición  de  los  de- 
rechos, sino  á  la  existencia  de  los  mismos,  esto  es,  al 
contraste  entre  dos  instituciones.  En  el  Ecuador  se  pre- 
senta este  caso  tratándose  de  la  patria  potestad  de  la  ma- 
dre. El  art.  234  del  Código  civil,  promulgado  en  1801,  era 
idéntico  al  art.  240  del  Código  chileno,  segiin  el  cual  la 
madre  no  ejerce  sobre  sus  hijos  legítimos  los  derechos  de 
patria  potestad;  i>ero  desde  el  ano  de  180?)  se  reformó  el 
Código  ecuatoriano,  declarándose,  y  con  mucha  razón,  que 
lamaílre  legítiuui,  á  falta  de  padre,  ejerce  sobre  sus  hijos 
meuores  la  patria  potestad.  Pues  bien,  tenemos  lin  con- 
traste entre  dos  instituciones:  la  nuulre  no  ejerce  la  patria 
potestad;  la  njadre  sí  ejerce  la  patria  potestad.  El  legis- 
lador ecuatoriano,  lejos  de  expedir  para  este  caso  alguna 
disposición  transitoria,  incorporó  al  Código  civil,  como  ya 
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lo  hemos  visto^  (96)  la  ley  promulgada  en  Chile  sobre  el 
efecto  retroactivo;  y  por  lo  mismo  había  ¡m^na  entre  el 
arte  8"j  esto  es,  el  estado  civil  adquirido  conforme  á  una  ley 
subsiste  bajo  el  imperio  de  una  nueva,  y  la  ley  que  llama- 
ba á  la  nnidre  á  ejercer  la  patria  i>otestad  sobre  sus  hijos 
menores;  y  decimos  que  había  pugna,  porque  el  estado  ci- 
vil de  hijo  emancipado  fue  adquirido  por  todos  los  hijos  le- 
gítimos cuyos  padres  habÍHii  muerto  en  el  intervalo  entre 
los  años  de  18(>1  y  1860.  El  hijo  emancipado  tenía  derecfio 
al  usufructo  de  sus  bienes,  j'  la  madre  legítima  no  era  lla- 
mada sino  sí  la  guarda  del  hijo.  Pero  como  la  iey  que 
confirió  51  la  madre  la  patria  potestad  no  solo  creó  tal  ins- 
titución, sino  que  también  abolió  la  tutela  de  la  madre; 
juzgamos  que  establecido  el  contraste  entre  las  dos  insti- 
tuciones, la  madre  pasó  á  ejercer  los  derechos  de  patria  ik>* 
tentad  sobre  los  hijos  menores  emancipados,  y  como  con- 
secuencia de  ese  derecho,  á  ejercer  el  usufructo  en  los 
bienes  del  hijo. 

102.  En  Francia  se  presentó  otro  contraste  entre  las  ins- 
tituciones antiguas  y  las  nuevas,  tratándose  de  los  pródi- 
gos que  se  hallaban  en  interdicción.  Las  leyes  anteriores 
al  Código  civil  seguían,  en  cuanto  á  los  pródigos,  las 
mismas  reglas  que  las  leyes  romanas,  las  españolas  y 
el  Código  chileno:  los  pródigos  eran  puestos  bajo  la 
guarda  de  un  curador,  sí  quien  se  confería  la  adminis- 
tnicíón  de  los  bienes  de  aquéllos.  El  Código  de  Napo- 
león abolió  la  guarda  de  los  pródigos,  estableciendo  un 
consultor  judicial,  á  quien  debía  pedir  consejo  el  pródigo 
en  los  csisos  más  graves,  como  la  enajeusición  de  los  bie- 
nes raíces,  el  contrato  <le  mutuo,  conterir  cartas  de  psv- 
go  por  dinero,  etc.,  etc.  Entre  las  disposiciones  transito- 
rias nada  se  dijo  en  cuanto  á  los  pródigos  que  entonces  es- 
taban en  interdicción,  y  i>or  lo  mismo  se  i)resentaban  con 
frccuencisi  controversisis  sobre  el  efecto  que  había  surtido 
lu  ley  en  cusinto  á  la  curadinía  <le  los  pródigos. 
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Chabot  (17)  nos  cita  el  caso  de  un  individno  que  habien- 
do esfado  en  curaduría  por  profligo  antea  que  rigiese  el  Có- 
digo civil,  contrató  despuévS.  La  Corte  de  Casación  decla- 
ró válido  el  contrato^  fundándose  en  las  siguientes  razo- 
nes: "Considemndo  que  el  art.  489  del  Código  civil  no 
permite  poner  en  interdicción  sino  á  los  que  se  hallan  en 
estado  habitual  de  demencia;  que  el  art.  513  no  autoriza  á 
la  familia  sino  para  dar  al  pródigo  consultor  sin  cuyo 
dictamen  no  pueda  transigir,  litigar,  enajenar,  4r.,  &,;  que 
en  virtud  de  la  naturaleza  misma  de  las  cosas,  y  atenta  la 
protección  debida  á  las  personas,  las  leyes  que  reglan  ó  mo- 
<liflcAn  el  estado  de  las  personas  mejorando  su  suerte  deben 
aplicarse  desde  su  promulgación;  que  de  ahí  se  deduce  que, 
jnHimulgado  el  Código  civil,  el  pródigo  dejó  de  estar  on 
interdicción;  que  según  el  art.  513  del  Código  civil,  la  úni- 
ca modificación  á  ese  estado  consiste  en  que  al  pródigo 
se  le  prohibe  litigar,  transigir,  etc.,  etc.,  sin  e]  dictamen 
del  consultor  dado  por  el  tribunal,  de  donde  se  sigue  que 
esas  acciones  deben  ser  ejercidas  por  el  con  intervención 
<lel  consultar,  que  nadie  pudo  e¡^jercerlas  en  su  ausencia  y 
Hinque  él  lo  supiese,  y  que  la  sentencia  recurrida,  que  ha 
decidido  lo  contrario,  pugna  con  el  sobredicho  art.  513  del 
Código  civil;  anula,  etc.,  etc. 

Chabot  refiere  que  la  minoría  de  la  Corte  de  (tasa- 
ción opinó  que  el  interdicto  por  prodigalidad  no  había  en- 
trado en  el  pleno  goce  de  sus  derechos;  que  transitoria- 
mente, y  hasta  que  el  pródigo  hubiese  exigido  que  se  le- 
vaTitase  la  interdicción  ó  hasta  (pie  se  le  diese  consultor, 
el  curador  podía  gestionar  á  su  nombre  representándole 
en  juicio,  y  que  libertarle  ipso  ture  de  la  cúratela, 
era  dejar  un  intervalo  durante  el  cual  podía  consumar 
su  ruina.  "Diremos  francamente"  (añade)  "que  i)refe- 
rimos  el  parecer  de  la  minoría  de  la  Corte  de  Casación   al 

« 

(17)  Proiligue.  ^  I. 
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de  la  mayoría  que  expidió  la  sentencia,  y  que  este  ultimo 
nos  parece  absolutamente  contrario  al  espíritu  y  á  la  letra 
de  los  arts.  489  y  513  del  CMigo-" 

Laurent  conviene  en  que  tan  luego  como  se  ¡mUlicó  el 
Código  de  Napoleón  ces<5  la  ¡ntenlicción  de  los  pródigos: 
"No  puede  haber  intenlicción  por  prodigalidad,"  dice,  (18) 
"segiin  un  Oóiligo  que  no  la  admite."  Reconoce,  pues,  el 
contraste  entre  las  dos  iuíttíhícioihesj  y  que  en  todo  caso  debí-n 
prevalecer  la  ley  nueva,  Pero  también  censura  la  sobre- 
dicha sentencia  de  la  Corte  de  Casación,  fundándose  en 
que  inculpa  al  legislador  imprevisión.  No  hay  tal  im- 
previsión, porque  los  parientes  del  pródigo  pudieron  soli- 
citar inmediatamente  el  nombramiento  de  consultor. 

Este  caso  manifiesta  las  graves  dificultades  que  se  pre- 
sentan en  cnanto  al  estado  de  las  personas,  y  que  los  prin- 
cipios sobre  el  efecto  retroactivo  de  la  ley  no  pueden  apli- 
carse con  to<la  exactitud  sino  distinguiéndose  las  leyes 
concernientes,  bien  á  las  instituciones  mismas  ó  al  con- 
traste entre  una  institución  antigna  y  una  nueva,  bien  á  la 
adquisición  de  los  derechos  individuales,  la  cual  presupo- 
ne necesariamente  la  existencia  de  las  leves  concernientes 
á  las  propias  instituciones. 

103.  II.  No  se  confunda  la  adquisición  del  estado  civil 
con  los  derechos  y  obligaciones  que  de  él   provengan; 

9 

pues  tales  derechos  y  obligaciones,  como  íntimamente  re- 
lacionados con  el  orden  iiiíblico  y  con  la  moral  de  las  fií- 
milias,  dependen  de  la  ley  posterior. 

Así,  cuando  los  extranjeros  adquieren  la  naturalización 
en  virtud  de  las  respectivas  leyes,  quedan  sujetos  á  todas 
las  obligaciones  que  por  leyes  posteriores  se  imponen  á  los 
nacionales,  aunque  esas  obligaciones  sean  muy  otras  de  las 
que  debían  cumplir  cuando  obtuvieron  la  naturalización. 


(18)  1.  191. 
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Los  esiiosos  que  eoütraeii  luatriinonio,  adquieren  irre- 
vocableuieiite  el  estado  civil  de  cónyuges,  aunque  la 
ley  i)osterior  declare  nulos  los  matrimonios  posterio- 
res que  se  celebren  conforme  á  la  ley  antigua.  Pero 
todos  los  derechos  y  obligaciones  concernientes  al  estado 
civil  de  marido  y  mujer  se  subordinan  á  la  ley  i>osterior. 
El  marido,  por  ejemplo,  podría  compeler  judicialmente  á 
su  consorte  á  vivir  con  él  y  seguirle  á  donde  quiera  que 
traslade  su  domicilio,  aunque  la  ley  bajo  cuyo  imperio  fue 
celebrado  el  matrimonio  hubiese  permitido  á  la  mujer  no 
trasladarse  á  nación  extranjera.  Asimismo,  auntpie  segó n 
la  ley  anterior  la  mujer  casada  podía  comparecer  en  juicio 
ó  contratar  sin  autorización  del  marido,  si  la  posterior  fue- 
se contraría  á  la  otra,  la  imsterior  sería  la  que  rigiese  en 
cuanto  á  la  capacidad  de  la  mujer  pai*a  comparecer  enjui- 
cio ó  para  contratar. 

La  ley  nueva  es  aplicable  no  sólo  á  la  subordinación 
entre  los  Cilnyugues,  sino  también  á  la  mutua  protec- 
ción que  les  concede.  Así,  aunque  según  la  ley  bajo  cuyo 
imperio  se  casaron  los  esposos  no  se  hubiese  permitido  la 
separación  de  bienes,  esta  podría  solicitarse  conforme  al 
Código  civil,  y,  de  la  misma  manera,  si  la  ley  antigua  no 
hubiese  permitido  el  divorcio,  él  sería  aceptable  conforme 
al  mismo  Código. 

104.  8i  bien  en  lo  que  atañe  al  estado  mismo  de  los  dos 
cónyugues  rige  la  ley  posterior,  la  ley  vigente  cuando  se 
contrajo  el  matrimonio  es  la  aplicable  así  á  las  capitulacio- 
nes matrimoniales,  estipuladas  expresa  ó  tácitamente,  co- 
mo á  todos  sus  efectos.  Si,  por  ejemplo,  cuando  el  matri- 
monio fue  celebrado,  la  ley  no  establecía  sociedad  de  bie- 
nes entre  los  cónyugues,  los  bienes  contiiuiarían  sujetos  á 
la  ley  antigua. 

Importantísimo  es  distinguir  las  reglas,  ya  sobre  la 
potestad  marital  y  los  derechos  que  la  ley  concede  á  la 
njujer  contra  el  marido,  ya  sobre  los  pactos  ([ue,  acer- 


^1TY^ 


i-e 


128 


ARTÍCULO  9". 


> : 


It- 


¿•' 


Y 

S 


ca  (le  lo8  bieuGs,  encierren  las  capitulaciones  inatrinio- 
niales.  Las  primeras  se  determinan  siempre  por  la  ley 
nueva,  porque  atañen  á  la  moral  3'  al  orden  de  las  familias; 
al  paso  que  las  capitulaciones  matrimoniales  forman  parte 
del  derecho  de  los  bienes,  y  se  rigen  por  la  ley  entonces 
vigente.  Por  ejemplo,  si  segán  las  capitulainones  ma- 
trimoniales la  mujer,  autorizada  por  el  marido,  puede  ena- 
jenar sus  bienes  raíces;  y  según  la  ley  posterior  no  puede 
estipnlai'se  que  el  marido  autorice  á  la  nuijer  i>ara  enaje- 
nar aquellos  bienes,  la  ley  posterior  no  regiría  las  capitu- 
laciones matrimoniales  celebradius  según  la  ley  anti- 
gua. (19) 


(19)  ''Je  vieiitt  de  dirc  que  len  lois  iiouvelleH  sur  ]a  puissau^e  inaritale 
s'  appliquent  ineiue  aiix  éponx  mariés  avaiit  leiir  )»roiiinjgatioii. 

^*  Poutefois,  il  y  a  ici  une  uuauce  délicateá  suisir,  ot  qui  rencl  |iarfois 
ditticile  1' applicutiou  d«i  notre  priucipe.  Eu  eít'et,  8Í,  d' une  part,  le«  Ioíh 
uouvelles  sur  la  puissauce  níaritaledoivent  8'appliqncr  nl^lnt9  aux  niaria- 
jíes  autérieuvment  celebres;  d'  autre  part.  il  n'  est  pas  nioins  vrai  <[ue  les 
contratH  en  ;;i^u<^ral,  eomme  iious  1' expliqnerons  l)ieutot,  et  snrtout  len 
c-ontrat»  de  inariage,  doivent  Myí'>  régis  par  la  lo'i  eu  viguer  a  1^  <?^poque  oíi 
ils  out  été  pass(^8.  Or,  i>r<^ri8éuient,  les  couventions  niatrluioiiiale»  oní 
cela  de  partieulier,  qu' elles  agissent,  ;\  eertains  égards,  sur  la  capacita 
liersounelle  de  lal'eutme,  et,  ]»ar  cousí^queut,  sur  la  puissauce  maritale,  qui 
se  trouve  aiusi  plus  ou  inoius  éteudiui,  suivaut  que  les  i^poux  out  ¡ulopté 
tel  ou  tel  rt^giuie  matriumuial. 

"De  la,  plusienrs  dérisious  Judiciaires,  qui  iMiurraient  paraUre,  ti  pre- 
uiiere  vue,  ue  poiut  préseuter  uue  liaiiuouie  parfaite.     Aiusi: 

1".  La  cour  Supreuie,  par  «les  arre ts  de  cadsatiou.  decide  que  la  t'euiims 
uuirit^e  80US  una  legislatiou  qui  lui  peruiettait  d' ali<5uer,  seule  et  saus 
V  autorísatiou  desou  inari,  ses  bious  parapheruaux,  ne  peut  plus  lesaliéiier 
aujouid' hui  sausautovisatiou. 

''2".  I^a  uieuie  Cour  d«^cide  que  les  epoux,  iuvestis  par  la  l(^gislatiuu  exis- 
taute  á  a' (apoque  de  leur  uuiaiage.  du  droit  d' alii^uer  les  biens  dotaux. 
u' out  pasí^tí^  privi^s  «le  ce  droit  par  la  prouiulgatiou  du  Code  Nnpoléuu. 
uieniea  1'  égard  des  biens  qui  ue  seraieut  atlvenus  A  la  leuuue  quedepuis  ee 
Code. 

"Mais  ees  arivts  se  eoucilieut  parla  distiiu-tiou  ipiej'ai  iudiqul^^ 
*'8i  la  loi  uouvelle  est  priucipaleuieut  uue  loi  de  puissauce  ui.iritalc, 
i>5glaut  la  capaeit<^  genérale  de  la  íemuie,  si  elle  est  uue  loi  perttonnelle  ^uñii. 
telle,  ])ar  exaiuple,  que  «eux  f^ui  so  uiarieut  souss(»u  eu)j>ire  u'  y  jíourraieut 
l>üs  <l<^r(»guer.  je  pense  f(u^  elle  devra  etre  appliqu<^e  uit-nie  aux  éponx  aii- 
t(^r¡eiu-enieut  uiariés.  Tel  est  1'  article  217  du  Code  Najiolénu.  qui  exige  que 
la  feuuue  soit  toujours  autorisée  ]»ar  son  niari  poiir  1'  aliénation  de  ses  ini- 
nieubles,  c' est  Tespectí  des  arre  ts  de  18:^3  et  18:16. 

"Que  si,  au  contraire,  la  loi  nouvelle  c(Mj<teni©  les  biens  plutot  quMnie 
loi  de  puissauce  niaritale  propreuieut  tlite,  il  eu  devra  etre  autreuieut.  Tel 
est  r  article  1554  du  Code  Napoleón,  d' aprí's  le<]ucl  les  iuiuieubles  dot>aiix 
ue  peiivent  etre  alienes  ni  par  le  uiari  ni  par  la  í'eunut\  Ajoutez  que  les 
futurs  ópoux  y  jiourraient  déroguer  sous  le  Code  Napoleón,  et  «lue  des  lors 
il  n' y  a  pas  de  inotif  pour  Tapi^liquer  aux  éiwnx  mariés  anterieureiiieut 
sous  une  loi  dilTerente;  c'  est  1'  espí^ce  d«  I'  arret  de  1843."  (Demolombf. 
I.   It). 
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Lm  reglan  que  modifican  lo»  dereclxiA  y  obligaoion6» 
inherentes  al  estallo  civil,  son  aplicables  ¿  los  padres  óhi* 
jos  legítimos,  á  los  padres  é  h\íos  naturales,  guardadores  y 
pupilos,  &.J  &. 


Art.  4"".  Los  derechos  de  usufinioto  leffal  i  de  ad- 
ministración que  el  padre  de  familia  tuviere  en 
los  bienes  del  hijo,  i  que  hubiesen  sido  adquiridos 
bajo  Una  lei  anterior,  se  sujetaran  en  cuanto  ft  su 
ejercicio  i  duración,  ft  las  reglas  dictadas  por  una 
tol  posterior.  (-) 

REFERENCIAS. 

TIsiiAruclo  legal.  243.  7^. 
AAmlAistracion.  M, 
Pudro  de  familia.  840. 

COXCíORDANCIAS. 

C.  B.  7.  Reglas*.  Los  derechos  dé  usufructo  l^gal  y 
de  tidminintraciófi  que  el  padre  de  familia  tuviere  én  \oH 
bienes  del  bijo^  y  que  hubieren  .sido  adquiridos  bajo  una 
ley  anterior,  se  sujetarán,  en  cuanto  á  su  ejercicio  y  dura- 
ción, á  las  disposiciones  (le  la  ley  posterior. 

106.  Este  artículo  es  mera  consecuencia  de  la  regla  for- 
mulada en  el  art.  3",  esto  es,  que  el  estado  civil  adquirido 
conforme  á  lá  ley  vigente  á  la  fecha  de  su  coustitucióu, 
subsiste  aunque  la  ley  deje  tie  regir;  pero  que  los  derechos 
y  obligaciones  anexos  á  ¡él  se  subordinan  á  la  ley  posterior. 
Adquirido  el  estado  civil  de  padre  legítimo,  uno  de  los  de- 
rechos inherentes  á  tal  estado  es  el  usufructo  y  adminis- 
tra<*¡óu  de  los  bienes  del  hijo.     I^as  disposiciones  concer- 


(-)  Sjivignv.  Vlir.  $3X9.  — Merliu  Ettet  Kétroactif.  Sect.  lli.  '^  II.  ar!. 
VIH.  11.  IV.  — Dalloz  LoÍ8.  233-238.— Toul  11  er  I.  p.  64.— Demolombc.  I.  43.— 
Zachariae  (A.  R.)  I.   $30.  u.  II.  — Haudry-Lacantiuerie.  I.  148. 
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iiieiite8  hI  usufructo  del  padre  de  familia  86  determinao, 
iio*porel  derecho  de  lo8  bienes,  sino  por  el  derecho  de  fa- 
milia; porque  la  ley,  que  establece  las  relaciones  entre  los 
padres  y  los  hijos  legítimos,  confiere  á  los  primeros  el  usu- 
fructo y  la  administración  de  los  bienes  que  á  éstos  jierte- 
necen,  y  al  conferírselos  no  se  propone  sino  determinar  las 
relaciones  de  faniili». 

"El  usufructo  legal  del  padre",  dice  Laureut,  (20)  "origi- 
na controversia  sobre  la  cual  hay  dudas.    Nuestros  an- 
tiguos fueros  decían:  'No  hay  patria  potestad';  por  conse- 
cuencia el  i)adre  no  tenía  el  goce  de  los  bienes  de  sus  hi- 
jos menores;  en  beneficio  de  éstos  se  percibían  los  frutos. 
El  Código  ha  puesto  bajo  la  patria  potestad   á  los  hijos 
que,  cuando  su  publicación,  no  habían  cumplido  vein- 
tiún años.     Pero  si    confiere  al  padre   la   patria   potes- 
tad ¿confiérele  también   el   usufructo?     Hay  sentencias 
en  pro  y  en  contra.     Se  suscitan  du(la«  porque  la  ley,  dan- 
do al  pa<lre  el  usufructo,  priva  al  hijo  de  un  derecho  que 
le  pertenecía  como  inherente  al  dominio.    jNo  se  viola 
el  derecho  adquirido?    Lo  dudamos.    No  podría  el  juez 
conceder  tal  derecho  sino  fundándose  en  la  voluntad  táci- 
t¿i  del  legislador.    Luego,  la  controversia  consiste  en  esto. 
¿Exige  el  interés  general  que  el  legislador  dé  á  la  ley  efec- 
to retroactivo?    Creemos  que  en  caso  de  duda,  el  juez  de- 
be presumir  que  el    legislador  concede   el  usufructo  á 
todos  los  que  ejercen  la   patria   potestad."     Aceptamos 
el   parecer  de  Laurent;   pero  fundándonos  en   la   razón 
que  tantas  veces  hemos  expuesto:   el  contraste  entre  dos 
instituciones:  antes  el  padre  era  guardador;  la  ley  abo- 
lió la  guarda  del  padre,  y  le  confirió  la  patria  potes- 
tad; no  pueden  regir  aun  mismo  tiempo  el  sistema  anti- 
guo y  el  nuevo;  acei)tán(lose  el  nuevo,  tiene  de  aceptarse 
con  todas  sus  consecuencias. 


(20)  I.  189. 


iSFRCTO     rMtROÁííTÍVO  ÍSÍ 

Art;  S"";  Las  personas  que  bajo  el  imperio  de  n&a 
iel  hubiesen  adquirido  en  conformidad  6  ella  el 
estado  de  hijos  naturales,  gosarftn  de  todas  las 
yentájas,  i  estarán  sujetas  A  todas  las  obligacle^ 
nes  que  les  impusiere  una  lei  posterior^  (•) 

RKFERENCÍA8. 

H^oa  uatiu-alert.  m.  Sl70. 
Oblt^oinnoH.  1487. 

(íONÍJORDANClÁíi. 

O.  B.  7.  £egla  4*.  Las  i>er80ua8  que  bajo  el  imperio  de 
ima  ley  hubieren  arlquiriclo  la  coiulicion  de  hijoH  natura- 
les, conservarán  esa  condición,  gozarán  de  todas  las  ven- 
tajas, y  estarán  sujetas  á  todas  las  obligaciones  que  les  im- 
pusiere una  ley  posterior. 

COMENTARIO. 

106.  **Los  derechos  que  la  cohabitación  fnera  del  matri- 
monio concede  á  la  madre  ó  al  hijo  contra  el  padre"/ dice 
Savigny,  "es  luia  de  las  materias  más  difíciles  y  más  con- 
trovertidas. 

"Tómase  como  punto  de  partida,  ó  bien  un  delito  que  el 
pa<lre  comete,  ó  bien  el  pareñt'Osco  natural. 

"En  ambos  casos  pudiera  [iretenderse  que  el  hecho  de  la 
cohabit>ación,  aceptado  como  signo  de  la  paternidad,  cons- 
tituye un  derecho  adquirido;  el  cual  no  debe  alt'Crarse  por 
una  ley  i)Osterior  que  extienda  ó  restrinja  los  derechos  del 
hijo  ó  de  la  madre.  Entonces  la  ley  nueva  no  se  apJicaría 
á  los  hijos  naturales  por  nacer;  pero  en  realidad  las  leyes 
de  esta  especie  tienen  una  naturaleza  rigurosamente  obli- 
gatoria, porque  se  refieren  á  un  fin  moral. 

"A  no  dudarlo  nadie  niega  (jue,  atentos  el  interés  de  la 
moral  y  el  del  Estado,  es  conveniente  que  todos  los  hijos 

(-)  Sftviifny.   VIH.  ^  399.— Merliii,   Kfft^t  Rétvoactif,  Set5t.  III.  $  II.  art. 
VIL— Dftlloz.  Loi8  230.  232.— Laurent.  I.  190.~1  )emolombe,  I.  42. 
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sean  legítimos.  Ampliáiulose  los  «lereclios  de  los  hijos  ua- 
t^HVHle»*,  procAttifte  iHejorar  sn  condición  y  refrenar  la  mala 
ooiídn^eta  de  los  liombreH.  Al  contrario,  la  restricción  ó 
^«  inmihsistencia  de  estos  derechos  ve])rluie  hi  ligereza 
detaa  Mnferes,  y  protege  la  tranquilidad  de  los  matrimo- 
nios contra  \í\h  {pretensiones  de  mnjeres  extrafias. 

'\Sea  cual  fuere  el  medio  que  la  nueva  ley  emplee,  la  mo- 
ralidad del  objeto  es  maniMostii,  sin  que  ahora  venga  á 
cuento  discutir  cuál  de  estos  dos  sistemas  sea  pretbrible  y 
más  justificado  por  la  experiencia. 

"Admitidos  estos  principios^  la  ley  nueva  «obre  los  de- 
rechos del  hijo  natural  debe  aplicarse  Inmediatament'e, 
iwesoindíéndose  de  la  que  regía  cuando  la  concepción  ó  el 
nacimiento, 

"La  ley  francesa  que  prohibe  aun  investigar  la  paterni- 
dad, y  que,  en  consecuencia,  niega  toda  acción  al  hijo  na- 
tural contra  el  padre,  salvo  el  ca«o  de  reconocimiento  vo- 
Juntarlo;  es  coqforme  a  nuestros  principios.  Con  injusti- 
cia se  ha  censurado  esta  ley,  aseverándose  que  adolece  de 
retrotracción,  y  la  han  defendido  erróneamente  como  rela- 
tiva al  mero  estado  de  la  pei^sona. 

"La  verdadera  justificación  consiste  en  su  naturaleza  ri- 
gurosamente obligatoria." 

107.  Este  artículo  muy  bien  hubiera  podido  omitirse, 
porque  es  mera  repetición  de  la  regla  general  que,  acerca 
del  estado  de  las  ])ersona«,  da  el  artículo  3**:  una  vez  ad- 
quirido el  estado  de  hijo  natural,  subsiste  bajo  el  imperio 
de  la  nueva  ley,  y  á  ella  se  subordinan  los  derechos  y  obli- 
gaciones á  él  inherentes. 
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Art.  &".  El  lüjo  ilejitiiuo  que  hubiese  adqultMe 
dereolu)  á  ailMientoi  líalo  el  imperto  Ae  «mu  anti- 
gua let»  aegoiz*  goaasdo  de  ettoa  bajo  la  que  pea. 
teriormeute  se  dietare;  pero  en  ouante  al  geoe  i 
eatinoioii  de  eHe  dareelie  se  seguteftn  las  veglas 
de  esta  ultima.  (-) 

Hüo  Llogitivto.  .^.  Ha 

Derecho  ánliiiientoM.  28<).  321.  ii.  H*'. 

CONrOJRDAXCIAS. 

« 

C3.  B.  7.  Ke^la  5*.  Kl  hijo  legítimo  que  hubiere  adqui- 
rido derecho  á  aliinentoB  bajo  el  imperio  de  una  ley,  se- 
guirá gozándolos  bajo  el  de  la  que  se  dé  po^steriormeiite. 
Pero,  en  cnanto  al  go(5e  y  extinción  de  este  derecho,  se  se- 
gnírán  las  reglas  de  la  ley  posterior. 

(COMENTARIO. 

108.  Rsta  regla  es  absolut  rimen  te  innecesaria,  pue^s  ya  se 
dijo,  en  el  artículo  3*",  (¡ue  los  derechos  y  obligaciones  in- 
herentes á  un  estado  civil  adquirido  según  la  ley  ante^ 
rior,  se  rigen  i)or  la  posterior;  y  uno  de  los  derechos  inhe- 
rentes al  estado  de  hijo  ilegítimo  oonmte  en  el  de  ali- 
mentos. 

109.  En  las  últimas  ediciones  del  Oódigo  ecnatioriano  se 
ha  <lejado  subsistente  el  error  tipográfico  de  Mjo  le§Uimo, 
en  vez  de  hijo  ilegitiíim.  , 

evidentísimo  es  el  error,  ya  porque  en  el  decreto  de 
García  Moreno  se  copió  textualmente  el  ai*t.  6"  de  la  ley 
chilena,  ya  porque  los  alirneutoan  de  los  hijos  ¡legítimos 
son  los  que  han  experimentado,  según  las  leyes,  frecuen- 
tes alteraciones. 

(-)  Merliii.  £l&t  M<íUoactif.  Sect.  III.  $  II.  art.  Vil.  ii.  ITI. 
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Art.  7"*.  Las  meras  espsotatlTas  no  fonáan  de- 
reoho. 

Bn  oonssouenoia»  la  oapaoldad  qiM  una  lél  coii- 
ftera  6  los  hijos  llegitiiiios  do  podor  sor  lojltima- 
dos  por  el  nuevo  matrimonio  de  sus  padres,  no  les 
d6  derecho  6  la  lejitimidad,  siempre  que  el  matri* 
monto  se  contrajere  bajo  el  imperio  de  una  lei 
posterior,  que  exija  nuevos  requisitos  ó  formali- 
dades para  la  adquisición  de  ese  derecho,  d  menos 
que  al  tiempo  de  celebrarlo  se  cumpla  con  ellos.  (-) 


RKFERENXMAy. 


HijoH  i)e>(ítiuio8.  Híi.  'Mi, 
TiexitimiuloH.  202, 


CONCORDANCIAS. 


G.  E.  Avt.  7.  Regla  O"".  Las  meras  espectativas  uo  cons- 
tituyen derecho.  Así,  la  capacidad  que  una  ley  reconoce 
en  los  hijos  ilegítimos  para  que  ])uedan  ser  legitimados 
lK)r  el  matrimonio  de  sus  padres,  no  les  da  derecho  á  la  le- 
í¡:itimidad  si  el  matrimonio  se  contrajere  bajo  el  imperio 
de  una  ley  posterior,  que  prescriba  nuevos  requisitos  ó 
formalidades  para  la  adquisición  de  ese  derecho;  a  menos 
que  se  cumpla  con  ellos  al  tiempo  de  celebrar  el  matri- 
monio. 

COMENTARIO. 

lio.  ''La  expectativa",  dice  Merlin,  "ó  proviene,  bien  de 
la  vohmtad  ambulante  del  hombre,  bien  de  la  ley  que  el  le 
gislador  puede  siempre  revocar. 

''O  proviene  ora  de  un  testamento  otorgado  por  la  per- 
sona que  ya  falleció,  ora  de  un  contrato. 

"fín  el  primer  caso  es  evidente  que  la  expectativa  no 
constituye  derecho  adquirido,  porque  es  i mpo.Vi ble  consi- 
derar como  adcpiirido  el  derecho  que  no  se  funda  sino  en 
un  acto  revocable. 


(-)  Savigiiv.  VIIJ.  ^  885.— Merliii.  Eflfet  R^troactif.  Secf.  111.$  I.  ii.  IV.— 
D»Il<»z.  \aúh.  198   205.— ToiiHier.  I.  p.  65-67.- Oeuiolom he.  I.  40. 
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^Tjuego,  mientras  no  inuerne]  testador  que  ha  dispnesto 
i\e  Hns  bienes  conforme  á  la  ley  vigente,  In  nueva  ley  pue- 
de invalidar  sus  disposiciones,  y  dejar  fallida  la  esperanzar 
de  los  herederos  instituidos  ó  de  los  legatiarios. 

^^Y  mientras  no  se  abra  una  sucesión  que^  según  la  ley 
actual,  debe  tocar  á  eiertiv^  personas,  una  ley  nueva,  que 
establezca  otro  orden  de  suceder,  puede  quitar  á  esi^s  per- 
sonas la  esperanza  de  adquirir  los  bienes. 

"Pero  ¿qué  debe  decidirse  en  cuanto  á  la  expectativa 
que  proviene,  ya  de  un  testamento  otorgado  por  una  per- 
sona f|ue  después  falleció,  ya  de  un  contratof  ; Extinguí- 
ríase  tn\  derecho  en  virtud  de  una  ley  expedida  antes  que 
llegue  á  ser  efectiví>t  Exannnenios  primeramente  la  cues- 
tión res[)ecto  á  la  expectativa  (jue  proviene  de  un  testa- 
mento otorgado  por  la  persona  que  después  fallece. 

"No  puede  entonces  haber  expect^vtivas  sino  á  causa  de 
la  condición  impuestíi  |)or  el  testador  á  la  institución 
de  heredero  ó  á  un  legarlo;  porque  si  la  institución  ó 
el  legado  fuese  puro  y  simple,  no  habría  expectativa,  ni 
antes  de  la  aceptación  del  heredero  ó  legatario. 

"8ni)ongamos,  pnes,  que  un  testador  muerto  el  año  últi- 
mo me  ha  instituido  heredero  bajo  la  condición  de  que 

ciei*to  snceso  se  verifique.  Mientras  la  contlición  no  se 
cumpla,  no  tengo  sino  la  expectativa  de  la  sucesión 
del  testadoi*;  y  e^a  expectativa  desaparecería  si  antes  de 
convertirse  en  dei*echo  adquirido  por  el  cumplimiento  de 
la  condición,  muero  ó  me  incapacito. 

"Jlesi)ecto  de  la  expectativa  provenient^e  de  un  contra- 
to, no  puede  alterarla  la  ley  posterior,  porque  todo  con- 
trato forma  un  vínculo  legal  proveniente  del  mismo  con- 
trato: ex  ronditionali  stipnlntione  tnntnm  spes  esf  dehitum  iri. 
Pero  sólo  por  declararse  fallida  la  condición  se  disuelve  la 
obligación;  y  ello  no  impide  que  de  ese  vínculo  resulte,  en 
cuanto  á  lo  presente,  un  derecího  adquirido;  pues  tal  vín- 
culo no  puede  resolverse  de  otra  manera.    Tan  cierto  es 
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ello^  (|(te  la  esiíemnm  provenienie  de  talefi  oxi>eetBtivfts 
s<*  tniHiiiittí  mgitlHrineiite  á  los  bebederos  de  los  qne  la  C8- 
típnlarou." 

111.  Nos  lia  imrecido  necesario  copiar  esta  doctrina,  por- 
tille ella,  á  no  dudarlo,  indujo  al  legislador  chileno  á  distin- 
guir implícitamente  entre  las  expectatitfm  y  Ia8  nieras  exp6(y 
tHtivas.  La  ciencia,  que  no  aceptn  hoy  tal  dintinción,  nu 
contrajione  á  las  ejcp<^ctativuH  sino  los  danrhos  adquiri- 
dos. (94) 

**Los  derechos  (idquirUloH^\  <licü  Duvergier,  (21)  "son 
los  que  pueden  ejercerse  actualmente,  estires,  qne  en  chho 
de  agresión  ó  de  resistencia,  el  poder  público  debe  prote- 
gerlos   lias  expectativas^   al   contrario,  no  son  sino 

gérmenes  de  derecho,  gérmenes  que  no  se  desarrollan  sino 
en  virtud  de  acontecimientos  ulteriores.  De  donde  resulta 
que  entre  el  derecho  y  la  expectativa  hay  dos  diferencias:  el 
urio  deduce  su  eficacia  solamente  de  lo  pasado,  la  otra  de- 
be ser  fecundada  por  lo  porvenir;  el  derecho  pne<ie  ejer- 
cerse inmedísvtamente,  la  expectativa  no  es  susceptildede 
realización  actual. 

"Coiúo  hablamos  ájuri^sconsiiltos,  acaso  sea  innecesario 
decir  que  cuando  el  ejercicio  de  un  derecho  depende  de  un 
plfi^o,  ese  derecho  tiene  existencia  cierta  y  aotnal;  qne 
cuando  un  derecho  se  snbontina  á  una  condición,  cnropli- 
da  ésta  se  retrotrae  al  tíem|>o  en  que  principió  el  germen 
del  derecho,  y  c|ue  la  legislación  entonces  vigente  es  la 
cpie  del)e  consultarse." 

ll"2.  Cono<*ida  la  distinción  entre  Icks  derechos  adquiridos  y 
la«  expec4¡((tíva^j  no  hay  ni  puede  haber  conflict'O  entre  las 
leyes  que  á  éstas  conciernen;  porque,  como  ya  lo  hemos 
visti)  muchas  veces,  el  legislador  no  protege  sino  los  dere- 
chos a'J<piiridos;  y  las  expe<5tativas,  más  ó  menos  fundadas, 
no  dependen  sino  de  la  ley  vigente  cuaudo  se  verifica  el 
suceso  que  convierte  la  expe(*tativa  en  derecho  ad<iuirido. 


C4i)  Anotautlo  K  Toulliinf,  I.  p.  «9. 


EFECTO     KETROACTIVü  137 

Art.  &".  El  que  bajo  el  imperio  de  una  lei  hubiese 
adquirido  el  dereolio  de  administrar  sus  bienes, 
no  lo  perderá  bajo  el  de  otra,  aunque  la  tUtima  exi- 
ja nueras  condlcionss  para  adquirirlo;  pero  en  el 
ejeroicio  i  continuación  de  este  derecho,  se  suje- 
tará, á  las  reglas  establecidas  por  la  lei  poste- 
rior. 

REFERENCIAS. 


Administrar.  2132. 
Bienes.  565. 


CONCORDANCIAS. 


C  B.  Art.  7.  Eegla  7*.  El  que  según  las  disposiciones 
(le  lina  ley  hubiese  adquirido  el  derecho  de  administrar  sus 
bienes,  no  lo  perderá  aunque  otra  posterior  prescriba  nue- 
vas condiciones  para  adquirirlo;  pero  la  continuación  y 
ejercicio  del  derecho  se  sujetarán  á  la  ley  nueva. 

COMENTARIO. 

113.  También  esta  regla  es  mera  consecuencia  del  i)rin- 
cipio  declarado  en  el  art.  3**:  el  estado  civil  adquirido  con- 
forme á  una  ley,  subsist^e  bajo  el  imperio  de  otra;  pero  íos 
respectivos  derechos  y  obligaciones  se  subordinan  á  la  ley 
posterior. 

Uno  de  los  graves  defectos  de  la  ley  chilena,  insistimos 
en  ello,  es  distinguir  casos  absolutamente  idénticos,  y  pre- 
sentar como  reglas  separadas  las  consecueii(;ias  de  re- 
glas anteriores. 
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ARTÍCULO  9**. 


Art.  9"".  Los  guardadores  ▼Alidamente  constitui- 
dos bajo  una  lejlslaclón  anterior,  seguirán  ejer- 
ciendo sus  cargos  en  conformidad  á  la  lejlslaci6n 
posterior,  aunque  segiln  ésta  hubieran  sido  inca- 
paces de  asumirlos;  pero  en  cuanto  á  sus  fundo- 
nes, á  su  remuneración  i  las  incapacidades  6  es- 
cusas supervinientes,  estarán  sujetos  ft  la  lejls- 
laclón posterior. 

En  cuanto  á  la  pena  en  que,  por  descuidada  ó 
torcida  administración  hubiesen  incurrido,  se 
les  sujetará  á  las  reglas  de  aquella  de  las  dos  lejis- 
laciones  que  fuere  menos  rigurosa  á  este  respecto: 
las  faltas  cometidas  bajo  la  nueva  lei  se  casti- 
garán en  conformidad  á  ésta.  (-) 


REFERENCIAS. 


Guardadores,  338. 
Bienes.  566. 
Funciones.  390-427. 
Remuneración.  526. 
Incapacidades.  496-511. 
Excusas.  496.  514. 
Administración.  391. 


CONCORDANCIAS. 


O.  E.  Art.  7.  Eegla  8*.  Los  guardadores  y  demás  admi- 
nistradores de  bienes  ajenos,  constituidos  válidamente  ba- 
jo una  ley  anterior,  seguirán  ejerciendo  sus  cargos  en  con- 
formidad á  la  posterior,  aunque  según  ésta  hubieren  sido 
incapaces  de  obtenerlos.  Pero,  en  cu.into  á  sus  funciones 
y  remuneración  y  á  las  incapacidades  ó  excusas  superve- 
nientes, se  observará  la  nueva  ley. 

Respecto  de  la  pena  en  que,  por  descuidada  ó  torcida 
administración,  hubieren  incurrido,  se  les  sujetará  á  las  re- 
glas de  la  ley  que  fuere  menos  rigurosa;  pero  Ia«  faltas  co- 
metidas bajo  la  nueva  ley,  se  castigarán  en  conformidad  á 
ésta. 

COMENTARIO. 

114.  En  cuanto  á  las  guardas,  la  ley  distingue: 
V.  La  constitución  de  las  mismas: 


(-)  Saviípiy,  VIII.  J  396.— Merlin.  Etiet  Rótroactif.  Sect.  III.  $  II.  art.  IX. 
n.  III. 
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2!.  Los  derechos  y  obligacioues  inherentes  ^1  coirgo;  y 

3^  La  pena  en  que  el  giiardmlor  incurre  por  descuida- 
da ó  torcida  administración. 

La  constitución  de  la  guarda  se  sujeta  á  la  ley  entonces 
vigente;  pues  como  depende  de  actos  conforme  á  ella  eje- 
cutados, eso  confiere  en  realidad  de  verdad  un  derecho 
adquirido,  que  no  puede  estar  sujeto  á  la  nueva  ley. 

Pero  el  ejercicio  del  cargo  se  rige  por  la  ley  en  vigor 
cuando  se  ejecutan  los  respectivos  actos.  Las  aptitudes 
que  la  ley  concede  al  guardador  no  forman  derecho  ad- 
quirido, sino  á  medida  que  van  ejerciéndose. 

Según  el  artículo,  á  la  pena  en  que  el  guardador  incurre 
por  descuidada  ó  torcida  administración,  se  aplica  la  ley 
menos  rigurosa;  lo  cual  es  contrario  no  sólo  á  los  princi- 
pios sino  á  la  protección  que  debe  concederse  á  los  pu- 
pilos. 

Nótese  ante  todo  que  la  pena  es  meramente  civil;  pues 
si  la  torcida  ó  descuidada  administración  envuelve  un  de- 
lito ó  crimen  previsto  por  el  Código  penal,  éste  es  el 
aplicable. 

Ahora  bien,  si  se  trata  de  un  acto  de  torcida  administra- 
ción, tan  luego  como  él  se  ejecuta  el  pupilo  adquiere  el  de- 
recho de  exigir  la  indemnización  determinada  por  la  ley 
entonces  vigente.  Así,  por  ejemplo,  según  el  art.  423  del 
Código  civil,  cuando  el  guardador  no  hubiere  formado  in- 
ventario de  los  bienes  del  pupilo,  éste  tiene  derecho  para 
jurar  y  apreciar  la  cuantía  del  perjuicio  recibido;  y  si  una 
ley  nueva  modifícase  ese  artículo,  claro  es  que  con  me- 
noscabo de  los  bienes  del  pupilo,  ella  surtiría  efecto  re- 
troactivo. 
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ARTÍCULO  9^^. 


Art.  10.  La  eadstencia  i  los  derechos  de  las  per. 
sonas  Jurídicas  se  sujetarán  ft  las  mismas  reglas 
que  respecto  del  estado  civil  de  las  personas  na- 
turales prescribe  el  art.  3"".  de  la  presente  lei. 


KEFERENCIAS. 


Derechos.  576. 

PeMouas Jurídicas.  54.  54f». 


CONCORDANX'IAS. 

C.  E.  Art.  7.  üegla  9*.  La  existencia  y  los  dereelios  de 
las  personas  jurídicas*  se  sujetarán  á  la  regla  2\  de  est«  ar- 
tículo. 

COMENTARIO. 

115.  Si  las  personas  jurídicas  han  cumplido  con  todos 
los  requisitos  que  la  ley  prescribe  para  que  lleguer.  á  exis- 
tir, su  existencia  es  un  derecho  adquirido,  como  lo  e,s  el 
estado  civil  de  his  pei'sonas  naturales  cuando  tal  e«ta<lo 
depende  de  ciertos  actos  que,  puntualizados  por  la  ley, 

» 

pueden  ejecutar  las  mismas  personas  ú  otras. 

Los  derechos  y  las  obligaciones  de  las  personas  jurídi- 
cas dependen  de  la  ley  posterior,  por  razones  análogas  á 
las  que  expusimos  en  cuanto  á  los  derechos  y  obligacio- 
nes inherentes  al  estado  civil  de  las  i)ersonas  nat^irales. 

La«  personas  jurídicas  y  las  naturales  no  se  diferen- 
cian, acerca  de  los  derechos  y  obligaciones,  sino  en  que 
las  personas  naturales  gozan  de  derechos  en  virtud  de  su 
existencia  misma;  porque  uno  de  los  principios  fundamen- 
tales, que  distinguen  el  Derecho  moderno  del  antiguo, 
consist-e  en  que,  abolida  la  esclavitud,  se  reconoce  que 
la  persona,  tan  luego  como  existe,  goza  de  los  derechos  ci- 
viles y  sociales;  pero  la.s  personas  jurídicas,  mera  crea- 
ción de  la  ley,  no  tienen  otros  derechos  que  los  determina- 
dos por  la  ley  misma. 

Todo  esto  se  comprenderá  mejor  cuando  estu<l¡emos  el 
título  (le  las  personas  jurídicas. 
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Art.  11.  Las  personas  naturales  6  Jurídicas  que 
bajo  una  lejlslaclón  anterior  gozaban  del  prlvile- 
Jlo  de  la  restitución  in  integra m,  no  podrán  Invo- 
carlo ni  trasmitirlo  bajo  el  imperio  de  una  legisla- 
ción posterior  que  lo  haya  abolido.  (-) 

REFERENCIAS. 

Personan.  &4. 

Naturales.  ñ6. 

Jurídicas.  545. 

Las  leve»  qne  lo  lian  abolido.  I(i8(>. 

CONCORDANCIAS. 

» 

O.  E.  Art.  7.  Eegla  10".  Las  i)ersonas  naturales  6  jiirí- 
«lieas  que  gozaban  del  privilegio  personal  de  i'estitución 
in  integrum  por  las  leyes  anteriores,  no  podrají  gozarlo  ni 
trasmitirlo  después  de  las  leyes  que  lo  lian  abolido. 

COMENTARIO. 

116.  La  restitución  ¡w  integrum  era  un  privilegio  concedi- 
do á  ciertas  personas  para  que,  en  caso  de  lesión,  se  inva- 
lidasen sus  actos  ó  contratos,  aunque  éstos  se  hubiesen 
ejecut-ado  ó  celebrado  conforme  á  la  ley.  (22) 

El  Código  civil  abolió,  con  razón,  tal  i)riv¡legio;  pues, 
además  de  la  inseguridad  en  las  transacciones  sociales,  él 
perjudicaba  aún  á  las  personas  á  (piienes  se  pretendía 
favorecer. 


(-)  1).  IV.  I.— P.  VI.  XIX.— SaviKiiV.  Vn.  í  .S16.  .^IT.^Merlin.  Rescisión. 
11 —Tonllier.  VII.  523.— Gómez  (V.  K.).  Lili.  II.  Cap.  XIV.— Moliiin.  11. 
Disp.  DLXXV. 

(22)  D.  IV.  I.  1.  UtilitaB  liuiíis  Titnli  (<1e  in  integrum  reaiituíionibuti)  non 
eget  commeiidatioiie,  ipse  eiiini  se  osteiidit.  Nain  sub  hoc  Titulo  plnrifa- 
riara  Praetor  homiuibus  vel  lapsis,  vel  cironiiisí-riptis  8nl)venit,  sive  ii«etii, 
Hive  calliditate^  siveaetate,  sive  absentia  incidermit  in  captioneui. 

F.  VI.  XIX.  I.  Jiestitutio  en  latin,  tanto  quiere  dezir  en  romance,  como 
demanda  de  entrega  que  faze  el  menor  al  .Juez,  que  le  torne  al^un  pleyto,  o 
alguna  postura,  que  ha  fecho  con  otro  a  dafío  de  si,  en  el  estaao  primero  en 
que  ante  estaua;  e  que  renoque  el  juyzio  que  fuesse  dado  contra  el,  e  torne 
el  pleyto  en  el  estado  en  quo  era  ante  que  lo  diessen.  E  tiene  pro  esta  en- 
trega a  los  menores,  ca  por  ella  son  guardados  de  daño,  que  les  i^odría  ve- 
nir por  su  liúiaudad,  o  por  engaño  que  les  ouiesseu  fecho. 
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El  privilegio  de  la  restitución  in  integrum  debía  conside- 
rarse en  dos  aspectos: 

1°.  Como  aptitud  para  ejercer  el  derecho  conferido  por 
la  ley;  y 

2"*.  Como  d^echo  proveniente  de  actos  ó  contratos  eje- 
cutados ó  celebrados  por  las  personas  privilegiadas. 

En  el  primer  aspecto  la  regla  es  exacta,  porque  la  apti- 
tud proveniente  de  un  estado  civil  se  subordina  á  la  ley 
posterior. 

Pero,  celebrado  el  contrato,  el  privilegio  de  la  restitu- 
ción in  integrum  era  un  derecho  adquiridOj  (23)  que  no  se 
podía  alterar  sino  dándose  á  la  ley  efecto  retroactivo.  De 
manera  que  la  regla  entendida  en  su  sentido  literal  retro- 
trae el  art.  1686,  que  abolió  la  restitución  in  integrum. 

Si  la  regla  se  limita  á  declarar  que  la  ley  nueva  extin- 
guió la  aptitud  concedida  por  la  ley  antigua,  es  un  mero 
ripio;  y  sería  un  atentado  contra  la  propiedad,  si  aboliese 
el  privilegio  proveniente  de  un  contrato  ya  celebrado. 

A  cada  paso  se  presentan  los  inconvenientes  de  las  mi- 
nuciosas cuanto  redundantes  reglas  sobre  el  efecto  re- 
troactivo; las  cuales,  como  disposiciones  transitorias,  hu- 
bieran podido  reducirse  á  tres  ó  cuatro  de  las  principales. 


(23)  '*Kestítutioii  contre  un  «ontrat.     L'<^.pr»qm)  diSoisive  eat  cell«  án  con 
trat,  et  non  pa»  de  la  doiuande  en  restitutiou."  (Savigny.  VIII,  $  392). 


BFBCJTO     KETRüAOTIVO  143 

Art.  12.  Todo  dereobo  real  adquirido  bajo  una 
leí  i  en  oonformidad  á  ella,  subsiste  bajo  el  impe- 
rio de  otra;  pero  en  ouanto  á  sus  goces  i  cargas,  i 
en  lo  tocante  A  su  estinción,  prevalecerfin  las  dis- 
posiciones de  la  nueva  lei,  sin  perjuicio  de  lo  que 
respecto  de  mayorazgos  6  vinculaciones  se  hubie- 
se ordenado  6  se  ordenare  por  leyes  especiales.  (-) 

REFERENCIAS, 

Derecho  real.  677. 

CONCORDANCIAS. 

O.  E.  Art.  7.  Eegla  11*.  Todo  derecho  real  adquirido 
según  una  ley  subsiste  bajo  el  imperio  de  otra  nueva;  pe- 
ro en  cuanto  al  goce  y  cargos,  y  en  lo  tocante  á  la  extin- 
ción, prevalecerán  las  disposiciones  de  la  ley  posterior, 

COMENTARIO. 

117.  Tres  reglas  encierra  este  artículo: 

1*.  Los  derechos  reales  adquiridos  según  una  ley  sub- 
sisten bajo  el  imperio  de  una  nueva: 

2*.  En  cuanto  al  goce  y  cargos  del  derecho  real  y  cu  lo 
tocante  á  su  extinción,  prevalecen  las  disposiciones  de  la 
ley  posterior;  y 

3*.  Lo  expuesto  es  sin  perjuicio  de  lo  que  respecto  á  los 
mayorazgos  ó  vinculaciones  se  hubiere  ordenado  ó  se  or- 
denare  por  leyes  especiales. 

118.  L  La  primera  regla  es  consecuencia  necesaria  del 
principio  fundamental  de  que  la  ley  no  tiene  efecto  retroac- 
tivo. Los  derechos  reales,  una  vez  adquiridos  por  contrato, 
sucesión  ó  de  cualquier  otra  manera,  forman  parte  de 
nuestro  patrimonio,  y  el  legislador  no  puede  extinguirlos 
sin  dará  la  ley  efecto  retroactivo. 


(-)  Saviguy.  VIII.  $  390.  391.— TouUier.  I.  p.  71.  72.  78.— Laureut.  I.  217 
220.— Demolouibe.  I.  60.— Baudry-Laoaiitinerie.  I.  150-153. 
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K^ta  regla  se  extieude  al  (iomiuio,  herencia,  lerenda,  hi- 
poteca, &.J  &. 

119.  "Las  reglas  qne  aeabanios  de  fijar''  (dice  Savigiiy)* 
(24)  "acerca  de  las  nuevas  leyes  sobre  el  derecho  dj)  prenda 
ó  de  hipoteca,  no  son  aplicables  cuavulo  ellas,  lejos  de 
referirse  á  casos  particulares  del  derecho  de  prenda  ó  de 
los  privilegios,  establecen  otro  sistema.  Lo  cual  se  ve* 
riflca  cuando  una  ley  nueva  sustituye  al  derecho  de  pren- 
da de  los  romanos  la  publicidad  de  las  hipotecas  ó  recípro- 
camente. Como  esta  ley  no  se  refiere  á  la  adquisición 
de  los  derechos  por  personas  determinadas,  sino  á  la 
existencia  misma  de  los  derechos  (á  la  institución  de  dere- 
cho), no  se  trata  del  principio  que  excluye  la  retrotrac- 
ción;  en  su  aplicación  á  los  casos  particulares  los  dos  sis- 
temas no  pueden  existir  simultáneamente;  la  ley  nueva 
tiene,  pues,  aplicación  inmediata  y  exclusiva."' 

Ya  observamos  que  es  importantísimo  distinguir  entre 
las  leyes  concernientes  á  la  adquisición  de  los  derechos  y  al 
contraste  entre  dos  instituciones  (89,  90.),  y  que  estas  ul- 
timas prevalecen  sobre  las  anteriores  aunque  se  les  dé  efec- 
to retroactivo.  Pero  el  legislador  que  procede  con  caute- 
la, deberá  dictar  disposiciones  para  impedirlos  perjuicios 
provenientes  de  la  extinción  de  los  derechos.  Así,  por 
ejemplo,  las  hipotecas  tácitas  constituidas  en  Francia  á 
favor  de  los  menores,  mujeres  casadíis  <&.,  no  estaban  su- 
jetas á  inscripción;  la  ley  hipotecaria,  publicada  en  1856, 
declaró  que  no  valdrían  sino  las  hipotecas  inscritas,  y 
dispuso,  como  disposición  transitoria,  (¡ue  las  hipotecas  tá- 
citas anteriores  se  inscribiesen  dentro  de  cierto  plazo. 

También  dijimos  (91)  que  en  Chile  y  en  el  Ecuador  se 
extinguieron  las  hipotecas  tácitas  tiin  luego  como  se  pro- 
mulgó el  Código  civil,  y  que  se  reemplazaron  por  los  pri- 


(24)  VIII.  í  390. 
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YÜegios  concedidos  á  las  mujeres  casadas,   menores,  fis- 
co, &.,  &. 

120.  II.  La  segunda  regla  es  muy  análoga  á  la  que  decla- 
ra que  aun  cuando  un  estado  civil  subsiste  conforme  á  la 
ley  antigua,  los  derechos  y  obligaciones  inherentes  al 
mismo  ae  subordinan  á  la  nueva  ley. 

El  derecho  real  es  inviolable;  pero  las  facultades  que 
de  él  nacen  no  constituyen  derecho  adquirido  mientras 
en  realidad  no  se  ejerzan. 

La  manera  de  disponer  y  gozar  de  los  bienes  está,  por 
otra  parte,  íntimamente  relacionada  con  el  derecho  pú- 
blico, y  el  legislador  puede  á  su  arbitrio  dictar  las  reglas 
á  ello  concernientes.  Así,  por  ejemplo,  adquirido  el  do- 
minio de  fincas  conforme  á  las  leyes  españolas,  los  propie- 
tarios eran  libres  para  gravarlas  con  censos;  pero  el  legis- 
lador ecuatoriano  juzgó   conveniente  prohibirlos. 

121.  III.  Limitámonos  á  mencionar  las  leyes  concer- 
nientes á  la  extinción  de  los  mayorazgos;  pues  ellas  son 
ajenas  del  Código  civil. 


Art.  13.  La  posesión  constituida  bajo  una  leí 
anterior  no  se  retiene,  pierde  ó  recupera  bajo  el 
imperio  de  una  lei  posterior,  sino  por  los  medios  ó 
con  los  requisitos  señalados  en  ésta. 


REFERENCIAS. 


Posesióu.  700. 

Constituida.  721-724. 

Retiene.    725.  728.  730.  731. 

Pierde.  730.  781. 

Recnpera.  726.  916-923.  926.  928. 


CONCORDANCIAS. 


O.  K.  Art.  7.  Regla  12*.    La  posesión  adquirida  según 
lina  ley  anterior  no  se  retiene,  pierde  ó  recupera  bajo  el 

19 
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imperio  d^  upa  ley  p(^te]*iQr,  %\j^q  por  los  medio»,  ó  coi)  los 
requisitos  prescritos  en  ésta. 

COMENTARIO. 

122.  Entraríamos  en  cansadas  y  estériles  repeticiones,  si 
nos  propusiésemos  investigar  Ja  naturaleza  de  la  posesión 
y  todos  los  casos  en  que  ella  se  retiene,  pierde  ó  recuijera. 

Dos  especies  de  actos  son  concernientes  á  la  posesión: 

!•.  Los  que  se  refieren  al  ejercicio  <lel  derecho  de  po- 
seer, y 

2*.  Las  acciones  posesorias,  que  conducen  ¿  conservar  ó 
recuperar  la  posesión  de  bienes  raíces  ó  derechos  reales 
constituidos  en  ellos. 

En  el  primer  caso,  los  actos  se  rigen  por  la  ley  vigente 
cuando  se  ejecutan;  porque  si  bien  la  posesión  misn^a 
constituye  un  derecho  adquirido,  en  cuanto  á  su  ejercicio 
no  confiere  sino  aptitud  para  los  actos  posesorios;  los  cua- 
les, á  medida  que  se  realizan,  se  convierten  en  derechos 
adquiridos.  Así,  por  ejem])lo,  la  ley  actual  declara  que  el 
poseedor  retiene  la  posesión  de  los  bienes  cuando  los  da 
en  arrendamiento,  comodato,  prenda,  etc.,  esto  es,  cuando 
ejecuta  actos  que  se  desprenden  de  la  posesión;  pero  si 
otra  ley  dispusiese  lo  contrario,  prevalecería  ella  sin  efec- 
to retroactivo. 

En  cuanto  á  las  acciones  posesorias,  como  ellas  se  dedu- 
cen judicialmente,  se  sujetan  á  la  regla  de  que  las  leyes 
concernientes  a  la  sustanciación  de  los  juicios  se  aplican 
tan  luego  como  principian  á  regir. 


EFECTO    BÉTROAOTIVO  Í4t 

Art.  14.  Los  derechos  deféHdOtf  bajo  tiiiá  óoñdl- 
ei6n  Que,  atendidas  las  disposiciones  de  tina  leí 
posterior,  debe  reputarse  fallida  si  tic  se  réallsa 
dentro  de  cierto  piase,  subsistirán  bajd  el  Imperio 
de  ésta  1  por  el  tiempo  qué  señalare  id  leí  prece- 
dente, A  menos  que  este  tiempo  éscedlese  del  pia- 
se señalado  por  la  lél  posterior,  contado  desde  Itt 
feoba  en  que  ésta  empiece  á  rejlr;  pues  en  tal  ca-* 
so  si  dentro  de  él  no  se  cumpliere  la  condldtfn,  se 
mirará  como  fallida. 

REFERENCIAS. 

Derechos.  576. 

Condición.  1473. 

Fallida.  1480-1482. 

Plazo.  1494. 

La  ferha  en  qne  ^nta  xirincipia  á  regir.  7. 

CONCORDANCIAS. 

O.  E.  Art.  7.  Regla  13*.  Los  derechos  concedidos  bajo 
nna  condición  que,  según  la  nueva  ley,  debe  considerarse 
fallida  si  no  se  realiza  dentro  de  cierto  plazo,  subsis- 
tirán por  el  tiempo  que  hubiere  señalado  la  ley  prece- 
dente, á  menos  que  excediere  <lel  plazo  ^ado  por  la  ley 
posterior,  contado  desde  la  fecha  en  que  esta  principia  á 
regir;  pues,  en  tal  caso,  si  dentro  de  él  no  se  cumpliere  la 
condición,  se  mirará  como  fallida. 

COMENTARIO. 

123.  Este  artículo,  cuya  redacción  deja  mucho  que  de- 
sear, puede  reducirse  á  tres  reglas: 

1*.  Los  derechos  concedidos  bajo  condición  según  la  ley 
antigua,  subsisten  bajo  el  imperio  de  otra  ley: 

2*.  Si  la  ley  nuera  señala  plazo  para  el  cumplimiento 
de  la  condición,  se  atenderá  á  ese  plazo  aunque  el  de  la 
ley  anterior  hubiere  sido  más  corto;  y 

3*.  Si  en  el  plazo  que  señala  la  ley  posterior,  contado 
desde  que  ésta  principió  á  regir,  no  se  hubiere  cumplido 
la  condición,  caducará  el  derecho. 

En  cuanto  á  los  derechos  reales,  las  tres  reglas  se  de- 
ducen   del  principio  asentado  en  el  art.  12;  pues,  según 
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él,  aunque  todo  derecho  real  adquirido  couforme  á  una  ley 
subsiste  bajo  el  imperio  de  otra,  »u  ejercicio  y  extinción  se 
sujetan  á  la  ley  posterior. 

A  tratarse  <le  derechos  personales,  provenientes,  bien 
de  testamento  otorgado  por  un  individuo  que  ya  falleció, 
bien  de  convención,  la  ley  tendría  efecto  retroactivo;  y 
no  alcanzamos  á  columbrar  las  razones  que  han  motivado 
la  excepción  establecida  en  este  caso  por  el  legislador. 
.  El  art.  14  es  otro  de  los  que  evidencian  que  la  ley  cuyo 
examen  nos  ocupa  es  en  extremo  minuciosa  y  redundan- 
te» y  qu^j  como  ya  lo  hemos  observado,  habría  podido  re- 
ducirse, sin  perjuicio  de  la  claridad  ni  de  los  principios,  á 
la  cuarta  ó  quinta  parte  de  sus  disposiciones. 


Art.  15.  Siempre  que  una  leí  nueva  prohiba  la 
constitución  de  varios  usufructos  sucesivos,  i  es- 
pirado el  primero  antes  de  que  ella  empiece  á  re- 
Jir,  hubiese  empezado  á,  disfrutar  la  cosa  alguno 
de  los  usufructuarios  subsiguientes,  continuará 
éste  disfrutándola  bajo  el  imperio  de  la  nueva  lei 
por  todo  el  tiempo  á  que  le  autorizare  su  titulo; 
pero  caducará  el  derecho  de  usuñructuarios  pos- 
teriores, si  los  hubiere. 

La  misma  regla  se  aplicará  á  los  derechos  de 
uso  ó  habitación  sucesivos,  i  á  los  fideicomisos; 
sin  perjuicio  de  lo  que  se  haya  dispuesto  ó  se  dis- 
pusiere por  las  leyes  especiales  relativas  á  mayo- 
razgos i  vinculaciones. 

REFERENCIAS. 

Usufructo.  764. 

Sucesivos.  769. 

Usufructuarios.  765. 

Título.  703.  766. 

Derechos  de  uso  6  babitaoión.  8J 1. 

Sucesivos.  812. 

Fideioomisos.  783.  745. 
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CONCORDANCIAS. 

C.  B.  Art.  7.  Regla  14*.  Siempre  qne  una  ley  une  va 
prohiba  la  condtitución  de  varios  usufructos  sucesivos,  y 
expirado  el  primero  antes  que  ella  enii)iece  á  regir,  hubie- 
re empezado  a  d¡í>frutar  la  cosa  alguno  de  los  usufructua- 
rios subsiguientes,  continuará  éste  disfrutándolo  bajo  el 
imperio  de  la  nueva  ley,  por  todo  el  tiempo  para  el  cual 
le  autorice  su  título;  pero  caducará  el  <lerecho  de  los  usu- 
fructuarios posteriores,  si  los  hubiere. 

La  misma  regla  es  aplicable  á  los  derechos  de  uso  ó  ha- 
bitación sucesivos,  y  á  los  fideicomisos. 

COMENTARIO. 

124.  Esta  disposición  es  asimismo  del  todo  nugatoria,  por 
cuanto  se  deduce  necesariamente  de  la  regla  puntualizada 
en  el  art.  12,  estoes,  que  si  bien  todo  derecho  real  adquirido 
según  una  ley  subsiste  bajo  el  imperio  de  una  nueva,  és- 
ta es  la  que  determina  el  ejercicio  y  extinción  del  derecho. 

Cuando  la  ley  autoriza  para  la  constitución  sucesiva  de 
dos  ó  más  usufructos,  la  eficacia  del  derecho  real  se  de- 
termina por  la  propia  ley;  una  vez  adquirido  el  derecho, 
subsiste  bajo  el  imperio  de  una  nueva;  pero  como  ésta 
prohibe  constituir  sucesivamente  dos  ó  más  usufructos, 
extínguese  el  derecho  tan  luego  como  termina  el  primer 
usufructo. 

Las  mismas  razones  manifiestan  que  tal  regla  es  aplica- 
ble á  los  derechos  de  uso  y  habitación  sucesivos  y  á  los 
fideicomisos 


1.  'i 
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Art.  16.  Las  servldambtes  naturales  y  volnn- 
tarlas  constituidas  válidamente  bajo  el  imperio 
de  una  antigua  lei,  se  sujetarán  en  su  ejercicio 
i  consenración  á  las  reglas  que  estableciere  otra 
nueva. 

REFERENCIAS. 

Servidumbres    820 

Válidamente^  roiifttitnídas.  831.  839.  841.  880-884. 

CONCORDANCIAS. 

C.  E.  Art.  7.  Eegla  15*.  Las  servidumbres  válidamente 
constituidas  bajo  el  imperio  de  una  ley  se  sujetarán  á  la 
posterior,  en  cuanto  á  la  conservación  y  ejercicio. 

COMENTARIO. 

125.  Tan  anómalo  es  el  artículo,  cual  está  redactado, 
que  acaso  por  error  de  pluma  ó  tipográfico  se  escribió  ser- 
t^idumkres  naturales  y  voluntarias,  en  vez  de  servidumhres 
iwturahs  y  legales. 

Las  servidumbres  naturales  y  las  legales,  reconocidas  ó 
creadas  por  la  ley,  no  dependen  sino  de  ésta  en  cuanto  á 
su  conservación  y  ejercicio.  (25) 

Las  leyes  relativas  á  las  servidumbres  legales  miran 
más  á  la  constitución  de  los  derechos  que  á  la  adquisición 
de  los  nnsmos,  y  deben  cumplirse  tan  luego  como  princi- 
pian á  regir,  sin  que  los  imrticulares  puedan  quejarse  de 
efecto  retroactivo.  (26) 


(25)  ''Les  servitudes  lé^íik's  sont  eutiM-erntínt  dans  le  domaine  du  l^gi«' 
latí'ur;  il  jieut  le»  <^tablir,  leu  modifior,  les  Hupnrimer,  á  son  gré.  parce  qn' 
ellen  dópeiideiit  nnirpieiiieiit  de  Ha  volonté."  íCliabot.  Servitudes). 

'Les  servil  iideM  {Mirement  l(^^aIi*M  soiit  eiiti^^remeiit  daos  le  domaine  dii 
léjíislateur;  ne  dí^peiidant  quede  savoloutá,  il  est  libre  de  los  modifier.  de 
lesétíiblir  ou  supprimer.  Ce  n' est  done  pas  la  loi  aneieDne  qu^  il  faut 
eonsidérer  au  momeiit  de  la  eontestation,  mais  relie  en  vigueur  A,  ce  moroent 
meme.'*  (Dalloz.  Lois.  313). 

1^26)  '"C'  esf  au  droit  des  dioses  que  se  fait  1'  applieation  la  plus  pureet 
la  plus  ^ompl^te  de  notre  principe. 

''Propriété. 

"Si  ce  droit  est  trausmi^  par  simple  contrat  sous  l'empire  d^  une  loi  qui 
adinet  cemode  de  transmission,  la  propriété  est  irrevocablement  acquise, 
lors  ménie  qu'une  loi  postí^rieure  exigerait  la  tradition 

'^Servitudea. 

'*La  ri>gle  queje  viens  d'  exposer  touohant  la  propriétó  s'  applique  abso- 
lument,  quand  de  deux  lois  conséoatives  V  une  se  contente  a'  nn  simple 
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126.  Todo  lo  contrario  sucede  respecto  á  las  aervidum- 
bres  voluntarías,  esto  es,  provenientes  de  un  hecho  del 
hombre,  como  los  testamentos,  actos  de  partición,  conven- 
ciones. Tales  servidumbres  son  derechos  adquiridos,  que 
no  se  rigen  sino  por  la  ley  vigente  cuando  fueron  consti- 
tuidas. (27) 

Si  aplicásemos  el  artículo  16  á  las  servidumbres  volun- 
tarias, resultarían  tan  manifiestas  injusticias,  que  no  se 
comprende  cómo  ba  podido  subsistir  él  tanto  tiempo. 

Su|>óngase  que  antes  de  la  promulgación  del  Oódigo  se 
hubiese  estipulado:  1**.  Que  el  dueño  del  predio  sirviente 
permitía  (lue  se  abriese  ventana  que,  dando  luz  á  una  ha- 
bitación del  predio  dominante,  no  distase  del  suelo  de  és- 
ta sino  metro  y  medio;  y  2^.  Que  el  dueño  del  pi-edio  do- 
minante pagaba  cuatro  mil  pesos  por  la  constitución  de  la 
servidumbre. 

Ahora  bien,  promulgada  la  ley  sobre  efecto  retroactivo, 
¿hubiera  podido  exigir  el  dueño  del  predio  sirviente  que 
la  parte  inferior  de  la  ventana  distase  tres  metros  del  suelo 
de  la  habitación?  Levantada  íihí  la  ventana,  la  servidum- 
bre pudiera  modificarse  tanto,  que  la  habitación  quedase 
oscura. 


rontrat;  t^t  l'aiitre  exige  la  tradition  oii  tontr  :mtre  f(»riiu>  diHjiositive  pour 
IVtabli.HHeinent  deH  Herví taden. 

*41  u*  eii  ent  pasde  indine  deo  Hervitiides  li^^alcH.  (¿iiaud  elle.s  u'  exidtent 
)KiH  et  i|ii*  niie  loi  iionvelle  lea  í^tablit,  iiotro  priii<ipe  n*  a  pus  d' applica- 
tioii;  et  Ja  iiuuvelle  loi  une  foÍH  reudiie,  leH  re8tri(^tiouj»  qu  elle  apporte  a 
la  propriétó  cxisteiit  purtout  oíi  .se  recoiitreiit  le^  «oiiditloiib  de  lait  exigée.s 
]iar  la  loi.  En  volci  le  inotif:  Le.s  lois  de  <*er.te  espere  ont  iiioina  pour  ob< 
jet  r  ac(]uÍHÍti(iii  d' un  droit  une  la  coiintitutiou  (lu  iiiauitTe  d' etre)  de  la 
propriété,  c'  eHt-sVdire  leo  couditious  et  leu  limitas  apportéea  á  na  recon- 
iiaÍ88aiire.  Or.  le  principe  »ur  la  nou-Tíítroíu'tivité  iles  Jüíh  iie'  «'  applique 
paa  aux  regles  de  cette  nature.'^  (Savigny.  VIII.  $890). 

(27)  **ll  est  pennia  aux  propriótaire»  d'  établir  sur  leura  propriét/a,  on 
MI  íaveur  de  leiirM  propriétéa,  tellea  serví íuden  ijiie  bou  leur  aemble,  poujvu 
qn^  ellea  n' aient  ríen  de  contra í re  á  Turdre  oublíe:  la  loi  ii' en  regle  m^ roe 
r  nsage  et  V  <^tt*ndue  qu*  a  defaut  de  títre  préi-ís  et  lorsqu'  uue  servitude  ae 
trouv«  aínai  établie  par  une  conventiou,  il  ne  peut  y  l-tre  port<^  la  moindre 
atteinte  par  une  loi  uouvelle.''  (Chabot.  Servitudes). 

''Lea  aervi t n dea  pif ram«n<  conventionnelles  aont  r<^gléa  par  la  loi  conteniuo- 
rsiinue  du  c-outrat."  (I>alloz.  Loia.  313). 
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Y  la  ley  aun  faculta  al  dueño  del  predio  sirviente  para 
construir  en  él  una  pared  que  impida  la  luz,  ó,  lo  que 
es  lo  mismo,  para  retener  los  cuatro  mil  pesos,  y  burlar- 
se del  dueño  del  predio  dominante,  privándole  de  la  ser- 
vidumbre que  le  había  comprado. 

Es  de  observar  que  muchas  de  las  servidumbres  enu- 
meradas entre  las  legales  pueden  constituirse  por  hechos 
del  hombre,  como  los  contratos  y  la  prescripción;  que  en- 
tonces la  servidumbre,  es  voluntaria,  (28)  y  que  la  ley  no 
puede  modificarla  en  manera  alguna,  sin  alterar  ó  extin- 
guir derechos  adquiridos. 

127.  Fundándose  Cliabot  (29)  en  un  fallo  de  la  Corte  de 
Casación,  asevera  que  ésta  ha  establecido  los  siguientes 
principios:  V.  Que  en  cuanto  á  las  servidumbres  puramen- 
te legales,  debe  at^endersc,  no  á  la  ley  antigua,  sino  sólo  á 
la  que  rige  cuando  la  controversia:  2".  Que  si  hubiere, 
respecto  de  esa  servidumbre,  convención  expresa  ó  se. 
nales  que  manifiesten  convención  tácita;  la  controversia 
deberá  decidirse,  no  conforme  á  la  ley  nueva,  sino  se- 
giin  la  convención  escrita,  ó  según  la  ley  vigente  cuan- 
do se  pusieron  las  señales  que  anuncien  la  convención  tá- 
cita; y  3°.  Que  en  consecuencia  todas  las  servidumbres 
convencionales  se  sujetan  á  la  ley  bajo  la  cual  se  ajustó 
la  convención  expresa,  ó  se  pusieron  las  señales  <iue  prue- 
ben la  convención  tácita. 

128.  Obsérvese,  finalmente,  (¡ue  el  art.  IG  se  halla  en  la 
más  abierta  pugna  con  el  884:  "El  título,  ó  la  posesión  de 
las  servidumbres  por  el  tiempo  señalado  en  el  art.  882,  de- 
termina los  derechos  del  predio  dominante  y  la«  obligacio- 
nes del  predio  sirviente." 


(28)  "La  liberté  illiinití^e  <ltís  coiiveiitioiiH,  en  matiere  de  «er  vi  tildes,  lai&^e 
aiix  partiííuliers  la  fti<'nlt<^  de  iníKlifier  les  servitudes  legales,  et  de  déroger 
anx  loÍH  qui  les  établisseiit."     (Tonllier.  III.  591). 

"Les  servitudes  lí^ííalen  p.Miveiit,  en  general,  ^tre  d<^termin<5e8  d' une  ma- 
niere plus  precise,  ou  uiéme  mo<lifié»^8,  soit  an  moyeu  de  conventious,  doit 
par  Peífet  déla  prcscriptiou.     (Zarhariae.  A.  R.  lll.  $  238). 

(?9)  Servitudes. 
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139.  L<i  refarma  del  Código  etmatorfano  no  corresponde 
á  sn  objeto;  pues  m  bien  parece  que  se  conoció  lo  absTrrdo 
del  art.  16,  íi-arcía  Moreno  no  supo  redactar  la  regla  de 
manera  que  se  eliminaren  las  servidnmhrei  rolnntdriusi 
Debió  decirse:  Las  servidumbres,  natttrahs  6  téjales;  vü\* 
damente  constituida.^  bajo  el  irai)eriode  una  ley,  se  sujeta- 
rán á  la  posterior  en  cuanto  ala  conservación  y  ejercicio? 

Ivos  ])rineipios  y  la  má^  estricta  justicia  exigen,  pues/ 
que  en  ese  sentido  se  reformen  el  ártículb  de  la  ley  cíhflfe-^ 
Tía  y  la  regla  del  Código  ecuatoriano.  ?  .  - 


Art.  17.  Cualquiera  tendrá  derecho  dé  apvóve- 
charee  de  las  eervldombreB  naturales  que  autori- 
sare  ft  imponer  una  nueva  lei;  pero  para  hacerlo 
tendrá  que  abonar  al  dueño  del  predio  sirviente 
los  perjuicios  que  la  constitución  de  la  servidum- 
bre le  irrogare,  renunciando  6ste  por  su  parte  las 
utilidades  que  de  la  reciprocidad  de  It^  se2;vidum- 
bre  pudieran  resultarle;  á  las  cuales  podrá  rece^ 
brar  su  derecho  siempre  qu0  restituya  la  liidom-' 
nisación  antedicha.  . .  . .  i 

REFEKKNCIAS. 

•i«  ■  •    .    .' 

8«rvidnnibi*eH  uaturMea.  881. 

COMENTARIO. 

130.  No  hallamos  en  este  artículo  ni  sombra  de  conflicto 
entre  do8  leyes  que^  sobre  luia»  loisuia  materia^  se.  hubieren 
expedido  en  épocas  di  versan.  "      í 

La  nueva  ley  se  limita  á  reconocer  una  servidumbre  na- 
tural, y  reglamenta  su  ejercicio. 

Con  razón  no  se  copió  tan  nugatorio  artículo   entre  las 

reírlas  aceptadas  en  el  Código  ecuatoriano. 

:}0 
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Axt.  18.  Las  sidMaatdfUla»  eartariiMi  de  los  tes- 
tiuneiitos  se  rejlrftn  por  la  leí  coetánea  A  su  otor- 
^amiente;  pero  las  disposidoikes  contenidas  en 
ellos  estarán  subordinadas  á  la  lei  vijente  A  la 
6pooa  en  «me  fallesca  el  testador. 

En  conseeuencia,  preTalecerHii  sobre  las  leyes 
anteriores  á  su  muerte  las  que  reglan  la  incapa- 
cidad 6  dignidad  de  los  herederos  ó  asignatarios, 
las  iejlttmas,  mejoras,  porción  conFugal  7  deske- 
redaciones.  (-) 

UKFEKENCIAS. 

Solemuidacles  extcrua:i.  1008.  tOll. 
Testameutos.  999.  1000. 
Mnorte  del  testador.  963. 
Incapacidad.  963-965. 
líkdtighiíAad.  ^  -m 
Herederos.  951.  1097 -IKK». 
t^fi(>HiHu^.  9.51.  1I<H. 

LegítilUUB.    11^1. 

Jf^Yoras.  1184. 

DesTierecíac iones.  J207.  V20H. 

ca\caiii>ANí;ub. 

O.  R.  Art.  7.  Ifegl-a  16*.  Las  salCfmurdade»  externas  de 
]fi9  testsmeii^ins  se  strjie talán  á  la;  ley  que  regía  al  tíem* 
po  (le  su  otov^HU)reut<>}  yero  Um  (lL«po&ioÍ4nH3ft^  tt)uleiHdiw 
en  ellos  .se  suCoriIinarán  a  la  que  estuviere  vigente  cuando 
talleciere  el  testiulor. 

En  consecuencia,  prevalecerán  sobre  las  leyes  anteriores 
a  la  nuiert^  del  testador  las  que  reglen  la  incapacidad  ó  in- 
dignidad de  los  herederos  ó  legatarios,  Ias  legítimas,  i»e- 
joras,  porción  conyugal  y  desheredaciones. 

COMENTAKIO. 

YiL  Ttatóndofiw  del  testsment^o,  hay  qiiíe  distinguir. 
1".  La  capacidad  <lel  testador: 


^-)  S:iv¡^niy  VIII.  (i  393-395.— Merl i u.  Effet  Rólroactif.  SrcK  fll.  $  V.— 
D^Uoí  i.ow  3U-:^2.— (UiaWa.  FenUmcnt.  $  1.— TouJlier.  V.  3«2 —/>»*•  Ii«- 
TÍsve(.V.K.)  1.  $3).  11.  ir.— I.jiureiit.  I.  202.  235.  236.  213-249,— Dcuioloin he. 
I.   19. 
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.2*.  Lá  forma  ílel  testamento,  esto  es,  las  solemiildadevS 
externas  necesarias  para  hacer  constar  la  volnntad  del 
testador;  y 

3*.  Las  disposiciones  testamentarias. 

132. 1.  Según  el  art.  1005  del  Código  civil  no  son  hábiles 
para  testar: 

l^  La  persona  que  ha  muerto  civilmente; 

2^  El  impúber; 
•3**.  El  que  se  liallare  bajo  interdicción  por  causa  de  de- 
niencia; 

4".  El  que  actualmente  no  estuviere  ei)  mi  8ano  jni^MO 
por  ebriedad  ú  otra  causa; 

5°.  Toé^  el  que  de  palabra  6  pw  e«43ritp  no  pudierie  ex^ 
presar  mi  voluntad  clari^Ji^ente. 

£i  art.  1006  añade:  ^^Ei  téstame»^  otorgada  dorante  la 
existencia  de  cualquiera  de  las  cansas  de  Inhabilidad  éX- 
prasadas  en  el  artfosdo  pmoodonte  m  ncUo,  auniiue  poe^*- 
mHpm^ite  deje  da  existir  la  causa. 

¥,  por  el  .eontrario,  el  testamento  válido  no  deja  de  ser- 
lo por  el  hecho  de  sobrevenir  después  alguna  de  estas  cau- 
sas de  inhabilidad." 

T^  ^quí  reglas  claras  y  precisas,  (pie  d^ter^niuan  tod/) 
lo  concerpiente  á  la  capacidad  del  testador  y  á  la  época  A 
que  ba  de  atenderse  para  determinarla. 

El  art*  1006  es  del  todo  conforme  á  los  principios;  pues 
la  validez  del  instrumento  depende  en  parte  de  la  car 
pacidad  de  loa  otorgantes;  y  si  el  testador  fue  capa/,  de 
testar,  la  ley  le  concedía  aptitud  para  expresar  la  últi- 
ma voluntad,  garantizándole  la  subsistencia  del  act^  ex- 
tendido con  las  respectivas  solemnidades. 

133«  II.  Lod  solemnidades  externas  del  testamento,  o 
la  forma  misn^a  ep  que  debe  constar  la  última  voluntad,  se 
determina  exclusivamente, como  la  de  todos  los  instrumen- 
tos, por  la  ley  que  rige  cuamlo  d  otorgamiento;  de  sitev* 
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te  que  uiia  ley  posterior  no  tiene  ÍDflueucia  alguna  en 
su  validez,  j*a  exija  más  ó  menos  requisitos.  (30)  Puede 
expresarse  esta  proposición  en  los  siguientes  términos: 
tempus  regit  actuniy  de  una  manera  análoga  á  la  regla  so- 
bre el  derecho  local:  locus  regit  actum;  y  la  primera  se  pre- 
senta más  evidente  y  más  necesaria,  porque,  fundada  en 
el  derecho  consuetudinario  general,  se  destina  á  favore- 
cer la  eficacia  de  todos  los  instrumentos.  Efectivamen- 
te, en  cuanto  á  las  reglas  del  derecho  local,  razones  de 
equidad  facultan  á  las  veces  para  que  las  partes  elijan 
entre  el  derecho  del  lugar  del  otorgamiento  ó  el  de 
á<iuel  donde  ha  de  cumplirse  el  acto  jurídico.  El  Có- 
digo civil  aplica  este  principio  á  los  testamentos:  si 
uti  chileno  testa  en  nación  extranjera,  es  libre  para 
hacerlo  conforme  á  la  ley  vigente  en  ésa  nación,  ú  ob- 
servando ante  el  respectivo  agente,  diplomático  ó  con- 
sular, las  reglas  prescritas  por  aquel  Código.  Pero 
respecto  á  la  regla  tempus  regit  actum^  es  del  todo  im- 
posible la  alternativa  entre  la  ley  vigente  y  la  nue- 
va; porque  el  testador  no  puede  i)rever  modificaciones 


(30)  **La  validit^   (V  \m  testumeut,  quant  íisa  forme,  est-elle  régl<^©  parla 
loi  en  vigof  ur  k  V  époqiie  á  laquelle  il  a  été^  fait, 


on  par  la  loi  en  viguenr  a 
1 ' <ípoq lie (1  u  clé<es  tlu  tes ta teur? 

"Ledoute  n'est  pan  possible;  ¡«'i  8'appüqiie  la  regle  que  la  forme  des  ac- 
tes  doit  <^tre  appr<íoi<<e  d'appres  la  loi  sous   1' erapire  de  laquelle  ils  sont 

ÍAÍÍ8. 

^M.  Merlin  dit  (iepeudftut  qu'oii  ue  pourrait  iuicuHer  dei^troactivité  une 
loi  qui,  en  prescrivaut  de  uouvelIeH  formes  pour  les  te.staraens,  ordouuerait 
míe  lee  testumens  íHits  par  des  testateura  encoré  vivant**,  fusfleut  réñiits  daña 
(le8  formes  iiouvelles. 

*'.Je  crols  que  M.  Morlin  se  trompe:  une  loi  semblable  téttoagirait  éVi- 
demmeut,  car  elle  déolarerait  uul  uu  arte  complétemeut  consomm?  et  d'  une 
maniere  conforme  í\  la  loi  antórieure. 

"Saiifl  doute,  11  n' en  faudrait  paa  moins  obéir;  maia  commeje  Tai  déjit 
dit  plus  d'uuefois:  autre  rliose  est  subir  une  loi  formellement  rétroactift 
antre  ehose  est  s' y  sonmettxe,  en  seAúsaut  illusion  sur  son  eft'et  et  en  di- 
/^ant   qu'elle  ne  rí^troagit  point,  lorsque  véritablement  elle  rétroagit. 

"CeUe  observation  n'est  pas  sans  importance:  il  en  T<^sult«  que  les  formes 
prescrites  neseront  applicablesaux  testamaus  aut^^rieurs,  qu'autant  que  le 
l^^gislatenr  aura  expresséraent  dí^claré  qu'il  veut  qu'elles  le  soient.  S'il 
s'est  boriió  a  iudiquer  des  solemnités  uonvelles,  sans  parler  des  aotes  auté- 
rieurs,  ees  actes  contiiiueront  a  valoirdans  leur  aucienne  forme."  (Duver- 
gier.    Anotaciones  á  Toullier.  I.   p.  84). 


ílFROfO     El^TROACTlVO  l57 

de  la  ley  vigente,  y,  aunque  las  previese,  no  sabe  có- 
mo se  efectuará  la  alteración. 

Luego,  no  tienen  hiflnencia  alguna  Jas  leyes  posterio- 
res concernientes  á  la  forma  del  testamento. 

134. 1 11.  El  testamento,  una  vez  otorgado,  es  susceptible 
de  revocaroje  cuando  el  testador  lo  tanga  á  bien;  porque  es 
uu  priucipio  fundado  en  la  naturaleza  mistpa  del/e^taiUien* 
to,  y  reconocido  por  las  legislaciones  y  losjuri^icousuitos, 
que  siendo  ambulante  la  voluntad  del  hombre,  y  destinán- 
dose el  testamento  á  hacerla  constar,  éste  es  esencialmente 
rev^ocable.  De  lo  cual  se  deduce  que  el  testamento  no  con- 
fiere á  los  asignatarios  sino  expectativa. 

Y  si  los  asignatarios  no  tienen  sino  exj>ectativa,  sígne- 
se que  las  leyes  sobre  las  disposiciones  testamentarias 
surten  efecto  sin  alterar  derechos  adquiridos.  (31)  Así? 
por  ejemplo,  la^^  leyes  españolas  facultaban  al  testador 
para  disponer  del  tercio  de  los  bienes  en  mejoras,  y  sólo 
del  quinto  á  favor  de  cualesquiera  extraños.  El  Código  ci- 
vil declara  que  la  herencia  se  distribuye  en  cuartas  partes; 
que  dos  cuartas  forman  las  legítimas  rigorosas;  que  una 
es  para  las  mejoras,  y  que  la  otra  es  de  libre  dispo- 
HÍción» 


(31)  ''Lesort  d' uno  siiccession  se  regle  d' aprc'^s  ladernieíe  voloutó  diido- 
fitnt  (sHprémat  utiiina  tolunia^),  qni  doit  Mre  exprimiré  daiis  de  oertaine» 
formes.  Pata  Mi  il  fant  entendre  la  volonté  existan t  au  moment  de  la  niortí 
car  tonte  volonté  antéíieure  pentí*tíeohangée.  Or,  il  cst  inipoHslble  en  soi 
da  tester  an  moment  précis  de  la  mort;  et,  vu  1'  incertitudo  de  (■«  momeut,  i] 
est  souveut  nóceHsaire  et  con  venable  d'exprimer  la  volontc  cini  doit  valoit 
t'omnie  volouté  derniére,  k  nnt?  époque  aiitórieure,  queiquefoiti  tre8-éloigii<^e. 
O'  eat  pourqitoi  tout  testateiir  doit  Mre  consiíléré  conime  agissant  a  deujt  í^po- 
ques  diíféreutes,  celle  oh  il  teste,  et  relie  oü  il  meurt  en  mainteuaut  son  teÑ« 
tameut.  A  la  premiére  époque  on  peni  diré  que  le  testa teur  agit  en/rtí7,  j\ 
la  seoondei  qo?  il  agit  eu  droit.  Le  prodnit  iln  second  acte  pent  et  doit  sauI 
opérer;  carie  premier  reste  daiis  l'intervalle  ordinairement  ineounn,  ton* 
joiirsinefflcapet  et  tonjoiirs  revocable  au  gré  du  tcstatenr. 

'*Dé.ja  ees  considi^rations  doivent  nous  condnire  í\  ju^er  1'  aetivité  de  fait, 
e'est-íi-direla  forme  du  testíunent,  d'apres  la  loi  eil  vigneuríl  l'^^poqne  <íe 
BA  confection,  et  Tacti vité  de  droit,  c'est-á-dire  le  conteuu  du  te^taraent, 
d'apres  la  loi  en  vigneur  {\  T époque  de  la  mort.^'  (Savignv.  VIII. 
$393). 
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Ahora  bien,  desde  (jue  priiu^lpió  á  regir  el  Código  chi- 
leno son  apliccibles  estas  reglas  á  los  testamentos  otorga- 
dos cuando  regí;m  hdn  leyes  españolas. 


Aft.  19.  SI  el  testamento  contuviere  dleposicio- 
nes  que  segiln  la  leí  bajo  la  cual  se  otorgó  no  de- 
bían llevarse  A  efecto,  lo  tendrán  sin  embargo, 
siempre  que  ellos  no  se  hallen  en  oposición  con  la 
lei  vigente  al  tiempo  de  morir  el  testador. 


KEFKUKXCIAS. 


TeAtaineulo.  999.  liU^. 
Morir.  7f>.  78.  ih-i'J. 


CONCOUÜANX'IAS. 


C.  B.  Art.  7.  Regla  17*.  Si  el  testamento  contuviere  dis- 
posiciones que  no  debían  llevarse  á  ejecución,  Begim  la  ley 
bajo  la  cual  se  otorgó,  se  cumplirán,  sin  embargo,  sieiu- 
jn^e  que  ellas  no  se  hallen  en  oposición  con  la  ley  que  es- 
tuviere vigente  al  tiempo  de  la  muerte  del  t<?stador. 

COMENTARIO. 

135.  Este  artícnlo  es  corolario  de  los  principios  en  qne 
se  funda  el  artículo  anterior. 

La  capacidad  del  testador  y  la  forma  del  testamento  se 
determinan  por  la  ley  vigente  cuando  óst^  se  otorgó;  i^ero 
el  contenido  del  testamento  sólo  depende  de  la  ley  que 
rige  al  abrirse  la  sucesión. 

Si  esta  ley  declara  eficaz  la  voluntad  del  testador  mani- 
festada en  el  testamento,  para  ejecutarla  debe  atenderse  al 
l»rop¡o  testamento,  pues,  á  decir  verdad,  el  tentador  legisla 
dentro  de  los  limites  que  la  ley  misma  le  señala. 

Conocidos  los  principios  sobre  el  efecito  retroactivo  de 
la  ley  en  cimnto  á  la  sucesión  testada,  la  exactitud  del 
art.  11)  se  presenta  con  la  claridad  de  los  axiomas. 
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▲rti  80<  Btt  iMi  tiMertoae»  fbrzMM  tf  tatMta- 
émm  el  denKdte  A0  mvrMttttÉÉ^iéa  te  toa  Uasm400 
á  ellas,  se  rejirá  por  la  lei  iMiJe  te  cnaL  «e  ltiiA>i6ire 
verlfloado  su  apertura. 

Pero  si  la  sucesión  se  abre  bajo  el  imperio  de 
una  lei,  i  en  el  testamento  otorgado  bajo  el  impe- 
rio de  otra  se  hubiese  llamado  voluntariamente  & 
una  persona  que,  faltando  el  asignatario  directo, 
suceda  en  el  todo  ó  parte  de  la  herencia,  por  dere- 
cho de  representación,  se  determinará  esta  perso- 
na por  las  reglas  á  que  estaba  sujeto  ese  derecho 
en  la  lei  bajo  la  cual  se  otorgó  el  testamento. 

Siice.sioiies.  951. 

Forzosas.  1167. 

riitPSÉartan.  980. 

Derecho  <le  reprimí  tución.  tíH^. 

Muerte.  IH.  95.  958. 

Tostament-o.  999.  lOOÍ». 

Asiguiítario.  958. 

Hereucia.  954. 

COXCORÜAXClAíí. 

C.  E.  Art.  7.  Keglu  18**.  Ka  las  siic(vsi<)ue«  fbv/osa.s  ó  in- 
testadas, el  derecho  de  representación  de  los  Mamados  á 
e!1a<3i  se  regirá  por  la  ley  (|ue  estuviere  vigente  al  tiempo 
de  la  muerte  del  intestado. 

Pero  si  el  fallecimiento  sucediere  bajo  el  imperio  de 
una  ley,  y  en  el  testamento  otorgado  bajo  el  imperio  de 
otra  se  hnbiere  llamado  vohintariamente  h  ima  persona 
(ine,  falfcuKdo  el  asignatario  directo,  «uceda  en  el  toda  ó 
parte  de  la  herencia  por  derecho  de  representación,  se  <le- 
terminará  esta  persona  por  Tas  reglas  á  (pie  estaba  sujeto 
ese  dereebo,  según  la  ley  bajo  la  cual  se  otorgó  el  testa- 
mento. 

COMENTARIO. 

136.  Im  primera  parte  de  laíegla  se  rtí^luce  lóglcamen- 
te  de  Iaí8  reglas  W>*  y  17",  y  no  pasa  de  rtn  i*lpio. 

La  segiitida  no  se  refiere,  propiamente  babla^ndó,  al 
caso  de  conflicto  entre  dos  leyes,  sino  á  la  interpreta- 
ción del  testamento;  para  la  cual  debe  atenderse  auto  to- 
do á  la  voluntad  del  testador,  (art.  1069). 
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Art.  ai.  Zn  U  adjudioacltfn  1  yatttolón  4e  una 
herencia  6  legado  se  obaerrarta  las  Mglas  que  re* 
Jf  an  al  tiempo  de  su  delaoldn.  (•) 


liF.KKKKN(iA8. 


Piivticióij.  13J7. 
Herencia  «í  h'gado.  954. 
i:i  artículo.  965.  990. 


CONrOHOANTIAS, 


C.  £•  Art,  7.  lieglu  ll)*^.  Eu  la  adjudii^cióu  y  partjicióii 

(le  lina  herencia  ó  legado  «e  observarán  las  reglas  que  re- 
gían al  tiempo  (ie  la  muerte  de  la  persona  á  (inien  se  su- 
ceda, 

COMENTARIO. 

137.  Este  artículo  se  extiende  a  la  sucesión  testamen- 
taria y  á  la  sucesión  abintestato. 

Tratándose  de  la  sucesión  testamentaria,  entre  las  levéis 
aplicables  cuando  la  partición  y  adjudicación  de  las  heren- 
cias ó  legados  se  comprenden  las  que  facultan  al  t^st^dor 
para  proceder  á  la  partición,  y  para  distribuir  sus  bienes, 
dentro  de  ciertos  límites,  como  lo  estime  convenieuti?. 
De  manera  (jue  en  el  testamento  mismo,  en  cuanto  fuere 
legal,  se  incorporan  las  leycíí  concernientes  á  las  legíti- 
mas, mejoras,  porción  conyugal  y  desherediK'iones» 

La  sucesión  abintestato  no  present^i,  por  regla  general, 
dificultad  alguna;  poríjue  la  ley  vigente  cuando  el  testa- 
dor fallece  es  la  que  se  aplica  A  todo  .cuanto  at^iñe  á  la 
propia  sucesión. 

138.  Debemos  sí  observar  que  siendo  clarísimo  el  artículo 
que  comentamos,  el  juez  no  puede  desatender  su  tenor  li- 
teral a  pretexto  de  consultai-  su  espíritu;  y  que  aplicándolo, 
(*ual  está  i*edactado,  tiene  efecto  retroactivo  respecto  á 


(-)  Stivicruy.  VIH.  ^395.— >r<Mliii.  KtlVt  líótroucíif.  Sect.  fll.  ^  VI.— Dn- 
lloz.  ÍjOÍs.  323-3IU. — CMiabot,  Kapport  a  .siufcs.'jiuu.  —  Jvidiictiou  uees  «lis- 
positiousatitregratuit.— Lanrent.  1.  235-lát9.— Demolomhe.  I.  47,  48. 
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las  (lottacioaes  eutre  vivos  hecha»  á  los   hijos  legítimos 
cuando  regia  la  legislación  española. 

Según  las  leyes  de  Toro  (32)  y  las  doctrina»  de  sus  intér- 
pretes, las  donaciones  á  los  hijos  legítimos  se  dividían  en 
ewusahs  y  vduntarias:  aqoéUas  se  imputaban  á  la  legíti- 
ma, y,  en  cnanto  excedían  de  ésta,  á  la  mejora  de  tercio 
y  quinto;  pero  las  otras^  pitmeiro  á  la  mejora  y  después 
á  la  legítima. 

El  Código  chileno  alteró  esas  leyes,  disponiendo,  en  el 
art.  1198,  que  todas  las  donaciones  irrevocables  á  un  legi- 
timario que  tenía  entonces  la  calidad  de  tal,  se  imputen  á 
la  legitima,  á  menos  que  aparezca  que  la  donación  ha  sido 
á  título  de  mejora. 

Si  en  virtud  de  las  leyes  de  Toro  las  donaciones  entre 
vivos  conferían  un  derecho  adquirido  no  sólo  á  los  bie- 
nes sino  á  que  éstos  se  imputasen  immeramente  á  las  me- 
joras, y  si  el  Código  civil  establece  otras  reglas;  retrotráe- 
se  el  art.  21,  destinado  á  dirimir  los  conflictos  entre  los  li- 
mites temporales  de  las  leyes. 


(32)  Si  el  pa<lre  6  la  madre  en  testamento  ó  ou  otra  caaltinier  última  voluu- 
tad,  6  pnr  otro  algún  contrato  entre  vivos  ficieren  alguna  donación  á  alguno 
de  S118  hi^jos  ó  desrtMidientes,  aunque  no  digan  que  lo  mejoran  en  el  tercio  6 
en  el  qniuto,  entiéndase  que  h\  mejoran  eu  el  tercio  y  quinto  de  sua  bienes; 
Y  que  la  tal  donación  se  cuenta  en  el  dicho  tercio  y  quinto  de  sus  bienes  eu 
)o  que  cupiere,  para  que  á  el  ni  á  otro  no  pueda  mejorar  mas  de  lo  que  uiaN 
fuere  el  valor  del  dicho  tercio  y  quinto i[L©y  XXVI). 

Qnando  algiin  hijo  6  hija  viniere  á  heredar  6  partir  los  bienes  de  su  padre, 
6  de  sa  madre,  ó  de  sus  ascendientes,  sean  obligado  i  ellos  y  sos  herederos  á 
traer  á  colación  y  partición  la  dote  y  donación  propter  nupcias^  y  las  otras 

donaciones  que  oviere  recibido  de  aquel  cuyo4  bienes  vienen  á  heredar 

(Ley  XXIX). 
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Art.  22.  Sn  todo  oontrato  se  entenderán  Incor. 
peradas  las  leyes  vigentes  al  tiempo  de  su  cele- 
bración. 

Escepttianse  de  esta  disposición: 

1".  Las  leyes  concernientes  al  modo  de  reclamar 
enjuicio  los  der  eches  que  resultaren  de  ellos;  i 

2"".  Las  que  señalan  penas  para  el  caso  de  in- 
fracción de  lo  estipulado  en  ellos;  pues  ésta  será 
castigada  con  arreglo  á  la  lei  bajo  la  cual  se  hu- 
biere cometido.  (-) 


REFEKEXCIAS. 


(Contrato.  14*íft<. 
Dere<-liü8.  576. 


CONCORDANCIAS. 


C.  B.  Art.  7.  Begla  20*.  En  todo  coutmto  se  entende- 
rán incorporadas  las  leyes  vigentes  al  tiempo  de  su  cele- 
bración. 

Exceptúanse  de  esta  disposición:  1".  Las  leyes  con- 
cernientes al  modo  de  reclamar  en  juicio  los  derechos  que 
result'aren  del  contrato;  y  2*.  Las  que  señalan  penas  para 
el  caso  de  infracción  de  lo  estipulado  en  los  contratos; 
pues  ésta  será  castigada  con  arreglo  á  la  ley  bajo  la  cual 
se  hubiere  cometido. 

COMENTARIO. 

131).  Importantísima  es  la  regla  de  que  en  todo  contrato 
se  incorporan  las  leyes  sustantivas  cimles  vigentes  al  tiem- 
po de  celebrarse. 

Al  tratar  de  los  derechos  adiiuiridos,  (94)  enume- 
ramos entre  ellos  los  provenientes  de  los  contratos;  por- 
que la  voluntad  de  dos  ó  más  pei*sonas  (lue  se  acuellan 
sobre  lo  ipie  cada  una  debe  dar,  hacer  ó  no  hacer,  es  uno 


(-)  Savijrny.  VIII.  $  392.— Merlin.  Effet  Rótroaitif.  Seet.  III.  $  lU- IV.— 
Dalloz.  LoÍ8.  242-813. —Clmbot.  Contrata. --Laureiit.  I.  201  -  216.— Ton'- 
líer.  I.  p,  67-81.— Demolombe.  I.  54  -  58.— Zacliariae  (A.  R.).  I.   $  30.  ii.  II. 
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de  los  medios  más  naturales  y  eficaces  de  crear  el  ser  mo- 
ral llamado  obligación. 

Aunque  las  partes  sean  en  extremo  previsivas  y  muy 
importantes  sus  estipulaciones,  al  contratar  no  detenni- 
nan  sino  lo  esencial,  lo  que  les  ha  llamado  más  la  aten- 
ción; y  el  legislador,  por  medio  de  leyes  supletorias,  in- 
terpreta su  v.oluntad,  puntualizando,  ya  todos  los  derechos 
y  obligaciones  provenientes  de  los  contratos,  ya  las  cansas 
que  podrían  influir  en  la  resolución  de  los  nn^smos.  Sigue^ 
se,  pues,  que  forman  un  conjunto  absolutamente  indivisi- 
ble las  estipulaciones  expresas  de  las  partes  y  las  le^ 
yes  que  suplen  todo  cuanto  ellas  no  hubieren  previsto,  y 
que  es  conforme  á  los  mas  obvios  principios  de  jurispru* 
dencia  la  regla:  en  todo  contrato  se  entienden  incorpo- 
radas las  Zej/6»  »íe«frtnfíi'ri,s  cwí/t^s  vigentes  cuando  su  cele- 
bración. 

Según  el  artículo  1445  del  Código  civil,  para  que  una 
persona  se  obligue  á  otra  por  un  acto  ó  declaración  de  ve- 
luntad  es  necesario:  V\  Que  sea  legalmente  capaz:  2". 
Que  consienta  en  dicho  acto  ó  declaración  y  su  consenti- 
miento no  adolezca  de  vicio:  3*".  Que  recaiga  sobre  un 
objeto  lícito:  4**.  Que  tenga  una  causa  lícita. 

La  capacidad  de  las  partes,  el  consentimiento,  el  obje- 
to y  la  causa,  en  una  [>alabra,  todo  lo  relativo  al  con- 
trato se  determina  por  la  ley  vigente  cuando  fue  cele- 
brado, sin  que  la  ley  posterior  pueda  influir  en  su  va- 
lidez, nulidad  ó  resolución,  ni  modificar  ó  extinguir  los 
derechos  ni  las  obligaciones  que  de  él  provienen.  (33) 


(33)  **Xotre  principe  s'applique  aiiAsi  g^^iiéralemeiit  audroitdes  oblign- 
tioiiH  qu' an  (Iroit  dea  clioHes;  iiiaiH  c/est  Hiirtout  auz  coiilrats  que  sen  ap- 
plicatioiis  Bont  le  pin»  Ir^queutrH. 

"AiiisL  le  droit  <l'  uii  coiitrat  h6  iv^le  tou,)oiir8  d'  apri>H  la  loi  ou  vlgneur  k 
V  (apoque  oíi  le  coiitrat  a  Hé  fait. 

*'C<^tt>e  r^Kle  s'applique  A  la  cupacát/'  itiTNoiinollc  d*a^ir  et  h  la  forme  dii 
roiitrat.  Klle  H'appli(|iie  óguleiiiciit  aux  coiiditioiiH  de  la  validit<^  dii  coii- 
trat.  au  iiH»de  et  au  degr^.  de  hou  etiicacitó,  en  íhi  a  toutes  les  actious  et  ti 
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140.  Al  hablar  Merlin  del  conflicto  entre  los  límites  tem- 
porales de  la  ley,  hace  las  más  sutiles  distinciones  entre  los 
efectos  y  las  consecuencids  de  los  contratos;  denominando 
efectos  los  resultados  que  las  partes  previ^on  ó  pudieron 
prever,  y  consecuencias,  los  resultados  del  todo  impre- 
vistos- (34) 

establecida  esta  distinción,  sostiene  que  á  los  efectos  se 
fiíplica  la  ley  vigente  cuando  se  ajustó  el  contrato,  y  que  la 
nueva  ley  es  la  que  rige  las  consecuencias. 

Los  redactores  de  la  ley  chilena  tuvieron  la  cordu- 
ra de  aceptar,  en  cuanto  á  la  regla  general  que  fija  el 
art»  22,  las  doctrinas  que,  enseñadas  por  Savigny  (35)  y 


toates  les  exceptiona  dont  on  peiit  se  servit  poor  íaire  proiioncer  la  résolu* 
tion  ou  la  nallité  da  contara t. 

*'De  rexistence  du  con ttat  resulte  pouí  lea  deux  parties  le  droit  de  récla- 
iiier  V  observation  des  regles  relatives  ií  oes  di  verses  qneetions,  indépen^ 
dammont  de  tout  changement  posaible  daña  la  légialatiou.  Cela  constitue 
Un  droit  aoqnis;  et,  d'aprés  notre  principe,  il  doit  ^tre  mailitenn  en  pré- 
sence  de  toute  loi  nouvelle. 

"Cela  B*  appliqne  également  anz  contrats  dont  V  effet  est  suspenda  par  nn 
délai  ou subordouné  '  j--^  -     -  j.^:     xi^        .      ,       v    . 


droit  absolnes  et  su 


a  une  condition,  et  sana  distinction  entre  les  regles  da 
pplétives;  c'est  dono  á  tort  que  souvent  V  on  a  preten- 
da que  des  lois  nonrelles  probibitivea  pouvaieut  changer  la  natnre  dea 
contrats  faits  antérieureraent."  (Savigny.  VIII.  $  392). 

(34)  "Les  iuites  et  les  effets  des  contrats  ne  sont  pasla  mémecbose  et  11 
importe  de  ne  pas  les  oonfondre. 

"Les  regles  concernant  les  eíTets  des  contrats  .sont  simples  int-erprétatious 
de  la  volonté  des  particuliers:  elles  exprimen t  quelle  intention  on  doit  aup- 
poser  aux  parties  contranctantes 

"11  en  est  autrement  des  iuites  dea  contrata:  elles  tienuent  nioina  anx  con- 
trats eux-míiraes,  comme  le  dit  encoré  Bloudeau,  gtf '  ii  des  événemens  accc- 
taires  intervennut  dañé  les  ciroímsiances  ou  les  contrats  oni  place  les  partios; 
elUs  sontplaiot  modifiées  par  les  rappoi'ts  établis  á  la  suite  de  cefix-ci  qu*  elles 
n*  en  sont  lo  résultai. 

"Auasi  convient-on  gónéralement  que,  taudis  que  les  «//«<«  proprenieut 
dits  íVnn  oontrat  sont  tonjoars  régis  par  la  loi  du  temps  oü  les  parties  se 
8*  out  engagées,  leura  suites  sont  invariablement  soumises  h  lo  loi  dn  temps 
oü  elle»  ont  lieu."  (Effet  Rétroactif.  Sect.  III.  $  III.  Art.  IV). 

(35)  "Deux  auteurs  modernes  ont  dirige  centre  la  généralité  de  notre  regle 

une  attaqne  beaucoup  plus  grave Bient^t  aprt'^s  Meyer  V  a  ramenée 

i\  un  principe  abstrait,  qu'  il  cherche  }\  justifier  de  la  maniere  suivante. 

"Les  contrats  ont,  dit-il,  deux  bspéces  de  consé^uenoes  qu'  il  importe  de 
distinguen  les  unes  necessaires  etimmédiates,  qui  <^chappent  h  la  rétroac- 
ti  vi  té  déla  loi; — les  autrcs  accidente]  les  on  éloignées,   qu' une  loi  nouvelle 

Í^eut  régler  pour  les  contrats  ant<^rieurs.— Á  la  premiere  classe  appartiennet 
es  conséquences  que  les  parties  ont  prévues  on  pouraient  prévoir,  et  que  dhñ 
lors  elles  ont  admises  tacitemeut  daña  lenr  contrat.  A  la  secoude  classe 
aptiartiennet  les  conséquences  resultan t  de  faits  ultérieurs;  telles  aont  lea 
actious  en  nullité  fondees  sur  la  laesh  snormis,  la  fraude,  la  violence,  V 
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Duvergier,  (36)  son,  lo  repetimos,  en  todo  conformes  a 
los  más  inconcusos  principios  de  jurisprudencia. 

141  De  la  regla  que  en  todo  contrato  se  consideran 
incorporadas  las  leyes  sustantivas  civiles  vigentes  cuando 
su  celebración  se  deducen,  entre  otras,  las  siguientes: 

1*.  Aun  cuando  el  contrato  dependa  de  una  condición, 
y  ésta  se  cumpla  cuando  rige  una  ley  posterior,  la  ley  vi- 
gente cuando  fue  celebrado  es  la  única  aplicable  al  con- 
trato mismo  y  á  todos  sus  resultados: 

2*.  La  rescisión  por  lesión  enorme  se  juzga  según  la  ley 
vigente  cuando  el  contrato: 


etiear,  la  miuoríté,  comme  ausai  la  révocation  des  donations  pour  cause  d' 
inicratitude  oa  de  siirvenance  d'  enfirnts. — Toute  cett«  distínetion  est  abso- 
lumeut  inadmissible;  car  d'  abord,  parini  les  cas  de  la  preiniere  olasse,  il 
11*  y  en  aueun  que  les  |iarties  n*  aient  »tt  prí^^xiir  oomm©  pons^^queiice  dii  coii- 
trat.  Kiisuite,  ponr  ajouter  i\  la  oonniaion  «le»  id^^es,  Meyer  mit  intervenir 
ípí  la  distinction  dn  tp«o  iiífA  et  |)0r  exemÜMiem^  cnii  certainement  ne  doit 
avolr  aucune  intlueno«)  sur  la  question.'^  (VIII.  $  $92). 

(36)  "M.  Merliu  examine  l'eifet  des  lois  nouvelles,  1^.  Burles  contraes an^ 
t^ri^UTs,  tant  de  bienfaisauee  qu'  k  titre  ouéreux;  2".  sur  les  quasi-coutrats; 
3".  sur  les  testamens;  4*^.  sur  les  sucoessious  défér^es  ah  inteetat,    II  distin- 

?:ueensutteentrelavalidlté  et  reñicacité  iutriuséque  des  contrata — leur 
onne  probante  —  leur  eifets  —  leurs  suites  —  les  causes  de  rescisiofi  —  les 
pauses  de  résolutiou,  de  revocatiou  ou  de  rcduotion  —  le  confirmatlon  ou  ra^ 
tiñcation. 

'*En  parconrant  ce  cadre.  le  grand  juriscousulte  r^pand  les  trésors  de  son 
<^Tnditiou  et  d^ploie  toat«  la  forcé  de  sa  dialectique;  et  ponrtaiit  Pesprit 
n'  est  pas  compiátement  satisfait.  En  acceptant  cnacune  des  solutions,  on 
ue  voit  pas  le  lien  qui  les  nnit.  Les  choses  qui  sont  plaoées  daos  des  ca- 
t4$gorles  différentes  se  confoiident;  l^s  traits  qui  les  distlnguent  sont  indi^ 
qués  d'  une  ^lani^re  peni  ble  et  ^aelquefois  obscure,  en  sort-e  que  la  pin» 
sárienm  attention  a  peine  :\  les  satsir. 

'*Per  exeinxde,  ríen  de  inoius  clair  que  la  distinction  entre  les  SHttea  et  les 

effets  des  contrats.    M.  Blandean,   M.  Meyer,   M.   Merliu  et  M.   Dalloz  V 

adoptent;  inais  d'aecorden  cela,  lie  cessent  de  s' en  tendré,  tXísñ  quMl  faut 

■  diré  en  quoi  Vefféi  dilfére  de  lasuite;  et  encoré  plus,  lorsqu'il  faut  faire  a 

des  csp^<'ps  V  application  de  leur  théorie.'^ 

Y  desi^uósde  examiuar  Duvcrgier  las  doctrinas  de  Merliu,  Meyer  y  Rlou- 
deau,  a&ade:  '^Mou  uuique  intention  a  6tá  de  montrer  que  les  tli^ories  de 
jurisconsultes,  que  uous  sommes  accoutuui^s  ü  considérer  comme  nos  mal' 
tres,  n'ont  pas  atteint  la  perfeotion  desiderable,  pnisqne  daiis  V  applioaf  ion 
clles  préseutent  tant  de  chances  d'  erreur.  Un  autre  reproche  pent  leur 
^tre  ifdressé:  elles  nianquent  v^ritablement  d'étendue  et  de  gón^raliU^; 
aussi  voit-on  M.  Merliu  oblig<^  de  se  li>Ter  sur  chaqué  cas  particulier  qu'  il 
examine  h  de  longues  digressions,  de  pr<^senter  des  consid^rations  nus-si 
nonibreuses  et  aussi  variées  que  les  espéces  qn'  il  trait<\  Je  tente,  comme 
Je  r  ai  áé\ií  dit,  de  présenter  uu  sy.stéme  plu.s  complet  et  plus  propre  á 
düuner  d'uue  maniere  daire  et  proinpte  la  solution  de  chaqué  questicni 
qui  peut  ualtre  dans  la  pratique."  (Anotaciones  á  Tonllier.  I.  piig.  66-69). 
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S".  8i  la  ley  coetánea  á  la  celebraciÓD  declara  que 
en  los  contratos  bilaterales  va  envuelta  la  condición  reso- 
lutoria de  no  cumplirse  lo  pactado,  la  propia  ley  se  aplica- 
ría aunque  la  posterior  aboliese  esta  causa  de  resolución: 

4*^.  La  ley  aplicable  al  contrato  de  arrendamiento, 
es  la  que  determina  si  el  comprador  debe  ó  no  respe- 
tarlo: 

5*.  Si  una  ley  posterior  altera  el  máximum  del  interés  que 
puede  estipularse,  ó  los  intereses  legales  de  la  mora,  los 
intereses  se  exigen  conforme  á  la  ley  vigente  cuando  el 
contrato  fue  celebrado. 

142.  El  artículo  que  comentamos  no  habla  sino  de  los 
contratos,  y  silencia  las  demás  fuentes  de  las  obligaciones. 

Las  obligaciones  nacen  (art.  1437),  ya  del  concurso 
real  de  la  voluntad  de  dos  ó  más  personas,  como  en 
los  contratos  ó  convenciones,  ya  de  un  hecho  voluntario 
de  la  persona  que  se  obliga,  como  en  los  cuasicontratos, 
ya  á  consecuencia  de  un  hecho  que  infiere  injuria  6  daño 
á  otra  persona,  como  en  los  delitos'y  cuasidelitos,  ya  por 
disposición  de  la  ley,  como  entre  los  padres  y  los  hijos 
de  familia. 

Ahora  bien,  jqué  leyes  serán  aplicables  á  las  obligacio- 
nes que  nacen  de  los  cuasicontratos,  delitos  y  cuasidelitos? 

Inconcuso  nos  parece  que  también  se  incorporan  las  le- 
yes síistantwas  civiles  vigentes  cuando  la  ejecución  del 
acto  lícito  de  donde  la  obligación  nace.  No  hay  razón 
alguna  para  distinguir,  en  cuanto  á  la  ley  aplicable,  en- 
tre los  contratos  y  cuasicontratos;  pues  aquéllos  no  se 
diferencian  de  éstos  sino  en  que  el  consentimiento  se 
manifiesta,  ya  expresa  ó  tácitamente,  ya  de  una  mane* 
ra  presunta.  De  los  cuasicontratos  nacen  derechos;  estes 
constituyen  derechos  adquiridos^  y  la  nueva  ley  yxo  puede  al- 
terarlos. 
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Lo  mismo  opinamos  en  ouauto  á  la»  obligaciones  prove- 
nientes délos  delitos  ó  cuasidelitojs;  (37)  pues  si  tau  luego 
como  ellos  se  cometen  hay  un  derecho  adquirido,  la  ley 
posterior  ilebe  respetarlo. 

De  manera  que,  como  ya  lo  hemos  insinuado,  la  regla 
hubiera  sido  completa  y  exacta  diciéndose:  todo  lo  con- 
cerniente á  l€tó  obliaacianes  que  rhootn  de  un  l^echo  vvluntarioj 
Uoito  6  ilMtOj  se  determina  por  las  leyes  sustantivas  civiles 
rigentes  cuando  la  obligación  se  contrajo. 

143.  Las  obligaciones  impuestas  á  las  personas  i>or  el 
ministerio  de  la  ley  no  dependen  sino  del  legislador,  que  á 
su  arbitrio  las  modifica  ó  extingue.  Ellas  están  íntimamen- 
te relacionadas  con  el  estado  y  la  capacidad  de  las  perso- 
nas, y  nos  referimos  al  comentario  del  art.  3"^  (103)  de  la 
ley  sobre  el  efecto  retroactivo. 

144.  El  articulo  22  declara  que  la  regla  absoluta  del  in- 
ciso 1"  tiene  dos  excepciones;  pues  no  se  consideran  in- 
corporadas en  los  contratos  las  siguientes  leyes: 

1*.  Las  concernientes  al  modo  de  reclamar  enjuicio  los 
derechos  que  del  contrato  nacen;  y 

2*.  Las  que  señalan  penas  para  el  caso  de  infracción  de 
lo  estipulado  en  los  contratos;  la  cual  se  ciistiga  con  arre- 
glo á  la  ley  vigente  cuando  se  hubiere  cometido. 

145.  La  extrema  latitud  de  la  regla  principal  originó 
la  in*im  era  excepción.  No  es  cierto  que  en  los  contratos 
se  supongan  incorporadas  todas  las  leyes  vigentes  cuando 
su  celebración;  pues  no  se  incorporan  sino  las  kyes  sustan- 
tivas civiles. 


(37)  "Lesdroite  qiii  pTeiiiieiit  naissaiu-e  dauH  un  ftiit  de  V  hointiie  «oiisti- 
tuent  de»  droits  acquin.  lorsqae  T  individii  qiii  en  esf.  I' anteur  n«  peut, 
par  sa  seule  volout^,  an<^uiitir  oii  moditier  len  eflots  jiiridiqueH  qiii  a' y  tr«»u- 
v^ut  attachéa  aii  proíit  d'  une  autre  persuuue,  et  que  ve  fait  forme  aiiiai, 
p<mr  cette  dernií»re,  un  titre  irrevocable.  Tels  sont  les  droitn  qui  uaiHseiit 
des  contrata,  des  qnaíii-contrats.  dos  d<^lit8  et  dea  quaHi-delits."  (Zachariae 
A.  R.  1.  $  30.  11.  II). 


ir>8  ARTÍCULO  ir. 

La  uiaiiem  de  reclamar  en  juicio  1ü«  derccUos  prove- 
uieutes  de  los  contrato»,  como  ajena  del  Código  civil,  8e 
determina  por  reglas  especiales. 

140.  La  segunda  excepción  se  renieute  de  la  oscuridad 
<pie  reina  en  la  mayor  parte  de  los  articulóos  de  la  ley  so- 
bre el  efecto  retroactivo. 

Primeramente  debe  distinguirse  entre  las  petMs  esHpu- 
lados  y  las  penas  legales. 

Las  leyes  que  determinan  los  efectos  de  las  cláusulas 
penales  estipuladas  para  asegurar  el  cumplimiento  de  las 
obligaciones  provenientes  del  contrato,  no  se  comprenden 
en  la  excepción  que  examinamos;  porque,  á  no  dudarlo,  el 
legislador  no  habla  sino  de  las  penas  en  que  se  incurre 
por  el  ministerio  de  la  ley. 

Las  cláusulas  penales  forman  parte  de  la  convención,  y 
confieren  derechos  adquiridos,  (pie  á  modificarse  por  las 
leyes  posteriores  surtirían  éstas  efecto  retroactivo. 

No  comprendiéndose  en  la  excepción  sino  las  peiuis  le- 
gales, jcuál  es  el  significado  y  la  extensión  (pie  en  este  ar- 
tículo tiene  la  palabra  pena? 

Así  en  el  sentido  natuial  y  obvio  como  en  el  técnico, 
[>ena  es  el  mal  que  el  legislador  causa  á  los  (pie  violan  la 
ley.  Si  entendemos  por  mal  ó  castigo  todos  los  menosca- 
bos y  perjuicios  que  la  infracción  de  la  ley  acarrea,  la  ex- 
cepción tiene  tanta  latitud  que  acaso  comprenda  más  que 
la  regla  general;  pues  sería  pena  la  resolución  á  virtud  do 
la  condición  envuelta  en  los  contratos  bilaterales,  y  lo  se- 
rían los  efectos  de  la  mora. 

No  podemos,  pues,  aceptar  tal  interpretación,  que  pug- 
na con  la  justicia,  y  que  nos  conduciría  á  la  consecuencia 
de  que  tratándose  de  las  convenciones,  los  derechos  de  las 
partes  quedan  siempre  á  merced  de  las  leyes  que  sucesiva* 
mente  van  expidiéndose, 


.»-. 
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Luego,  por  pena  entendemos,  en  este  artículo,  el  casti- 
go impuesto  por  el  legislador  á  la  parte  que  ha  violado 
un   contrato,  ejecutando  actos  de  fraude  6  dolo. 

Aun  en  tal  caso  la  excepción  sería  injusta  y  peligrosa, 
porque  los  más  obvios  principios  de  jurisprudencia  y  las 
decisiones  de  los  tribunales  sauciouan  la  regla  redactada 
por  Cliabot:  (38)  "Los  contratos,  puros  6  condicionales, 
deben  regirse  siempre,  en  todos  sus  efectos,  por  la  ley 
vigente  cuando  su  celebración,  aunque  se  cumplan  las 
condiciones,  los  efectos  se  verifiquen  y  la  ejecución  se 
realice  bajo  el  imperio  de  la  ley  posterior." 

Todo  cnanto  emana  de  las  convenciones,  lo  repetimos, 
constituye  derechos  adquiridos  en  el  instante  mismo  en 
que  ellas  se  perteccionan;  y  si  sus  efectos,  sean  cuales 
fueren,  se  modifican  por  la  ley  posterior,  ésta  se  retrotrae 
violándose  los  más  inconcusos  preceptos  de  justicia  uni- 
versaL 

Extraño  es  que  al  formularse  reglas  para  dirimir  los  con- 
flictos entre  los  límites  temporales  de  las  leyes,  se  susci- 
ten nuevos  conflictos^  provenientes  de  la  poca  medita- 
ción con  que  se  redaotaroo  tóales  reglas. 

(.%)  Contrate. 
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lebrado»  fcftJa^lliapprlQ.  j^a  ,^a,  Jlei^j^p^rán  ^pro 
.baarse  baj^.  e^imMrlo  de  otra,  Ppi;  109  9ie^ip8  qm 

forma  en  «^e  d^lff)  r^nd^ri^e  1,^  pr,\ie,ba  eijijtaicáv  su 
•bordinada  A  la  lei  vijente  al  tiempo  en  que  se  rin 
diere.  (-) 


( ■  i 


hkki:uem;ja.s. 


Validjimeuttí  celcUrailoH.   1445.  ir)4r>. 


•         r  t 


(;()\('ori>aní;ia8. 
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* 

C.  Ü.  Art.  7.  Kejücía  2r*.    Los   actos  ó  coiüratos   váüJ^ 

*''Vi\oiifó  celelM'atVos  sejíüiiniia  ley,"i>oi'lifán  p^obHrfK'  h«joe 

'  init)(n*ro  de'  otra,  po^  íos  niédio??  í|iit*»  ai<)UélUiie8tHM^a  [« 

;     ra  jnstifiravlos;i>ero  la  forma  oii  que  ♦l,ebe  reudii-se  U\  pnw 

ba  estará  sujeta  á  la  ley  vii^ente  al   i  ienipo  eu  que  se  rin 

diere. 


COM  i:\TAKIO. 


!:. 


^  , 
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147.  ^Tjos  4írtOH  ó  eontrato8  r«r7f€Íam<V(M  <*elebnidoi^ ... .  • 
dice  el  art.  23.  .  Ijücuarafiioí»  {un  que  se  irestriu^%^;  la  i*e, 
los  actos   ó  contratos   raudos;  pues  no  puede  ileciíli 
son  válidos  6  nulos,  si  no  i^e  prueba  que  se  ejecutaron  ó 
lebraron. 

Por  otra  parte,  aun  los  actos  ó  contratos  nulos  coiiíi 
el  derecho  <le  que  las  partes  sean  restituidas  al  nrsnio 
tado  en  que  se  hallaban  antes  de  su  ejecución  ó  cele 
ción;  y  las  restituciones  mutuas,  inherentes  á  la  nali 
no  se  hacen  efectivas  sino  mediante  h(  prncha  de  q 
acto  ó  contrato  fue  ejecutailo  ó  celebrado. 

Dividiendo  el  l<»gisIador  chileno   los  actos  y  con 
en  dos  especies:  actos  y  contratos  rdli^los;  actos  y  co 


(-)  S.-ivi^riiy.  VJII.  vS3H2.— Mcrlin.  KÜet  Uólro.ictif.  St-rl.    III.  ^.11. 
II.  ÍI.  Art.  vil.  II.  ni.  \\  111.  Alt.  11.— DaUoz.   217.— Chabot.   rrmü;:^^ 
—  LanriMit.  174.  190.— ToiiUifr.  p.  7:^.— Zachaviae  (A.  K\).  I.  $  :V).   ii.  ir| 
in«>I<»ni'>e.  1.  .')<).— n.iiHlry-LHcaiitiiierio.  1.  171. 
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tos  nulos,  no  da  reglas  sino  acerca  de  los  primeros.  ¡Qué 
regliis  sbobs¿Vviirían  rósiVecfü  a  los  segíftnlésf  Jrtígamds  • 
apirca;Üíe.s  lUlihií.siJiás^  liresVritós  en  el  art.'ÍS^,'  iniesr,  4faK  - 
tn  de  íéy,'«¿  áplicaii  las  (|iie  éxl.^ten  sol)re  casos  anátegoíl;'! 
y  traííindóse"ex(ríAslviiniente  de  ki  prnebá\  entre  íwUo8- 
casos  lió  sóto^'liaV  iíiialogfa  sino*  Ali^olüt-íi  ídentída'd. *  - 

De  lo  cnal  se  deduce  (jue  al  redactarse  el  artículo  que  co- 
mentamos se  procetíió  con  ligereza  y  precipitación^  como 
proceden  casi  sieiiípre  los  congresos  de  vSud-Ám^rica. 

148.  Que  los  actos  ó  contratos  deben  [)robarse  conforme 
á  la  ley  vigente  cuando  su  ejecución  ó  c^iebracióu,  es  del 
todo  conforme  á  los  principios  {IV,))]  porque  la  ley  garan- 
tiza los  derechos  adquiridos,  .y  derecho  adcpiirido  es  el 
de  rendir,  á  suscitarse  controversia,  las  pruebas  puntúa* 
libadas  por  la  l<*y  vigente  cuando  la  ejecución  del  acto  ó 
celebración  del  contrato. 

Las  partes  no   podían  prever  que  una  ley  posterior  exi- 
giría otms  pruebasrque  las  detor  mi  nadas,  por  la. ley  áque 
se^  sujetaron  cuando  laejecución.del  actoó  celebracipn  d^l . 
contrato.  .  .  •  ,    -  i    ..  - 

149,  Como  ya  lo  advertimos  (97),  deben  distinguirse 
los  requisitos  constitutivos  del  estadio  civil  de  las  pruebas. 
coucerB lente»  á  manifestar  que  tal  estado  se  adciuirió;  pues 
escritores  notabilísimos  (40)  confunden   dos  cosas  tan  di- 


(39)  **Le»  iiioiltísilí'  prciiVe.sDiii  vv¿íh  par  l:i  loi  en  ví^^iumu"  á  1'  ópoqiie  oü 
le  faitJiiritUqiie  qu'  il  a'  aj^it  <le  prouver  s'fst  acconipli;  et  la  forre  proban- 
te de  r  acto  in»Uam«)Ut»iirtí  est  dóteiuiiiióe  par  la  loi  eu  vignenr  ati  tno* 
iiient  011  il  a  étó  dr«8Stí.  Cttserait,  »*u  eflVt.  fnltiwi:  unx  parties  un  droit 
tioqmsqnudv  leu  priveír  iV  un  niuyru  tle  jireiiVt^  sur  liMiut;!  ellejj  oiit  pn  ot" 
dü  coni|»t>er  avec  la  periuisMiuii  (l(^  la  loi  a  la<iii<'ll«-  cII^m  ('taleqt  sonuiise!^ 
an  mou'.out  dt»  I' acto,  potir  Itmr  appUquer  iiue  loi  po^t^rieure,  (^u' ellos  n* 
utat  pu  nidii  pr4»v'oir."  (IJaiiilry-Lacaiitint'rie,  I.  174^). 

**l*our  íWi»areT  1'  ertieanitó  coniplitto  de  Ian'i;"le  <!'  apn-s  la(|uolle  les  «IroitH 
acquis  ue  recjoiveut  ancuiie  atteinte  })ar  un  (*lian^euieut  de  Ic^islation,  on 
doit  décideE  que  le»  movéis  de  preuvrt  aniorifiÓH  par  la  loi  anciepne  s6u!< 
1' emptre  d«i  laque  lie  1'  obli^ufiou  a  pris  naissanre  sout  encoré  adniíssihlef). 
Idt^u  qn'  une  Ini  nouvelle  leH  aii  rejt'tó.^."  (Zacliariae  A.  U.  1.  $  ¿JO.  n.  ÍI), 

(40)  ••Une  queatiau  doutease  e.st  celle  de  la  prmve  déla  i>ateriiifé.  Les 
preuKesont  varié.     líl*t-.e  le  eode  eivil  qu' il   íaut   appliquer  aux  enfantís 
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versas.  Los  requisitos  constitutivos  se  determinan  por  la 
ley  vigente  cuando  el  individuo  ejerció  las  aptitudes  de 
que  dependía  la  adquisición  de  ese  estado;  las  pruebas 
se  sujetan  á  la  misma  ley,  aunque  leyes  posteriores  pres- 
criban nuevos  requisitos  para  la  adijuisición  del  estado 
civil. 

Así,  el  matrimonio  contraído  en  cierta  época  es  vá- 
lido ó  nulo  conforme  á  la  ley  entonces  vigente;  y  aunque 
la  ley  posterior  exija  otros  requisitos,  el  matrimonio  se 
prueba  por  los  medios  que  la  ley  antigua  determina.  (41) 

Según  la  ley  1*,  tit.  XIII,  P.  IV,  ciertos  hijos  ¡legítimos 
eran  legitimados  ipso  ÍHt*e  por  el  matrimonio  que  sus  pactres 
contraían;  sabido  es  qUe  el  Código  chileno  (art.  208)  orde* 
na  que  los  padres  otorguen  escritura  pública  de  reconocí* 
miento;  tal  artículo  no  sería  aplio^ible  á  los  hijos  legitima* 
dos  por  matrimonio  anterior  al  I"  de  enero  de  1867. 

La  ley  11  de  Toro  declamba  hijo  natural  al  reconocido 
por  el  padre,  ó  al  habido  por  ést€  en  mujer  con  quien  ha- 
bitaba en  su  casa.  La  ley  expedida  en  el  Ecuador  el  año 
1837  y  el  art.  270  del  Código  chileno  exigen,  como  requisi- 
to esencial,  el  reconocimiento  del  padre,  madre  6  ambos. 
Vigentes  estas  leyes,  los  hijos  naturales,  reconocidos  ó 
nacidos,  respectivamente,  antes  de  1837  ó  1857,  pueden 
probar  su  estado  conforme  á  la  ley  11  de  Toro. 


néssoiis  1*  einpire  tlii  droit  aucien?  Qaaml  il  A'agit  rVenfants  legitimes, 
uoiia  croyoiis,  avec  Merliii,  qn<'  la  loi  nonvoUe  uerétroagit  pas 

"La  que.stinii  est  plus  diftioile  pour  les  enfants  luiturel».  Si  1'  enfaut  a  été 
recouuu  par  hch  piTe  et  mere,  et  s'il  dcmaiirtt*  k  fiíire  preuyede  cette  recoii- 
natssance,  c' est  enoore  le  droit  anrien  quMl  friut.appiiqíier,  en  verba  da 
principe  qntí  iious  veiiona  de  rappeler.  SMl  s'agit  do  la  recomnaistance 
forcee,  c*  est  la  loi  uouvelle  qiii  doit  recevoir  son  application.  Pour  la  re- 
rherehe  de  la  naternité,  cela  ii' est  pas  doiitenx;  le  code  la  prohibe  d' une 
maniere  absoliie  (art  340),  par  des  motifs  d'ordre  publicque  nous  expose- 
ronsplu»  loin."  (Laurent.  I.  190). 

(41)  "Dii  pr¡n('ipe  qiiB  T  état  d' époiix  ne  peufc  dépeudre  que  de  la  loi 
dii  temps  Olí  le  raariage  a  ét6  eélébré,  il  snit  nócessairement  que,  si  une 
uouveile  loi  vieut  exi^er,  pour  la  prca  ve  de  la  célébration  dii  nmriage,  plus 
de  formes  que  n'en  exijijeait  la  loi  sous  Tempire  de  laquelle  des  époux  se 
sjut  mariés,  ees  epoux  n' auvont  besoiu,  ponr  coustater  lenr  m  aria  ge,  que 
desformes  que  leur  prescribait  cBlle-ci."  (Merliu.  Ettet  Rátruactif.  Seot.. 
111.  $  II.  Art   V). 
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150.  Respecto  á  los  contratos,  la  propia  regla  8e  deduce 
de  aquella  según  ia  cual  en  ellos  se  entienden  incorpora-- 
das  las  leyes  sustantivas  civiles  vigentes  cuando  su  cele* 
bración.  (42)  Aunciue  no  puede  confnndirse  en  ningún 
caso  el  contrato  mismo  con  los  medios  de  justificarlo,  hay 
tan  estrecha  conexión  entre  lo  uno  y  lo  otro,  que  si  la  ley 
garantizase  exclusivamente  los  derechos  que  provienen 
de  un  f*.ontrato,  sin  atender  al  propio  tiempo  á  esos  me- 
dios, tales  derechos  serían  casi  siempre  nugatorios;  por^ 
que  ó  bien  no  [>udieran  reclamarse  en  juicio,  ó  bien  el 
propietario  ó  el  acreedor  no  pudieran  obtener  que  el  juez 
pi*ouancie  sentencia  en  su  beneficio.  De  ahí  proviene  que 
casi  todas  las  legisl€M3Íones  cuentan  las  pruebas  mismas, 
prescindiendo  de  la  manera  de  rendirlas,  entre  los  objetos 
reglados  por  el  Código  civil. 

Vimos  ya  (133)  que  en  cuanto  á  la  forma  de  los  instru- 
mentos, ésta  se  determina  por  la  ley  que  regía  al  tiempo 
en  que  se  otorgaron.  La  propia  ley  determina  no  sólo  la 
forma  sino  también  su  eficacia,  esto  es,  qué  fe  merece  en 
juicio  el  instrumento  que  se  ha  otorgado,  y  desde  cuándo 
se  cuenta  su  fecha  respecto  de  terceros.    Luego,  un  instru- 


(42)  '^neii  estáe  la  forme  prohante  dos  contrats,  comnie  de  Jeiu  vaUdit^ 
intrinseqae.    KUene  dépeud  que  de  la   loi  dn  temps  ob  les  contrata  8out 

Salsea £ueíf(;t,  bi  loi  ue  pent  vonlolr  V  impossible;  elle  ue  pent 
onc  vonloir  qu'  un  acte  soit  as9i\|etti  á  des  formes  qui  ii'  átaieiit  pna  cou- 
nnes  lorsqn'  il  A  éte  £iit;  or,  on  u'  a  pu  prévoir  les  formes  qu'  nue  nouvelle 
loi  pourrai  cxiger;  on  ii'  a  dom*  pu  s  y  couformer  d'  avance,  et  les  partien 
seraient  lisies,  si  des  Ioím  pjstí^rieuteiiumt  iutroduites  ftnnulaient  un  acte 
dans  lequel  toutes  les  formes  de  la  loi  alorn  existaiite  aaraieut  ét<^  obsecv^ea: 
les  partios  ont  manifest<<  leur  iatontion  de  se  soumettreaux  próreptes  de  In 
loi:  elles  auraient  observó  d' autres  formalit^s,  hí  oes  formalitós  Icur  eus- 
sent  oté  connues;  no  serait-ce  pas  surprendre  leur  bonne  foi  si  une  loi  poHt<^- 
rlenre  rendait  leur  disposition  inntile  el  saus  edet?  I.e  le^islat-eur  ue  s' 
arrogerait-il  pas  une  autorit<5  sur  ce  qui  a  ét6  fait  précédennneut  et  avant 
qn'u  eut  droit  d' exíger  1' obóiasancef  Eiitin,  avec  quello  8<^curit6  ponr- 
rait-ou  s'  engager^  si  on  risquait  de  voir  d(í pendre  la  validité  d'  un  contra t 
on  d*  une  obTigation,  de  formalit<?.i  inronnues  lorsqu  1'  engagement  a  ^tií 
pns,  forma]it<^s  qu'  on  no  pouvait  prtWoir  et  auxquelles  par  conydquent  il 
était  impossible  de  so  coníormerf 

"La  8tabilit<^  dos  artes  est  un  des  pr«mi?»rfl  fondemens  de  toute  sooietíí  ci- 
vile,  et  le  principe  do  la  non  rótroactivit^  des  lois  ne  pent  étre  plus  solide- 
ment  ¿tabli  que  dans  toiit  ce  qni  regarde  la  formo  exterieure  des  actes/' 
(Merlin.  Effet  Rétroaotif.  Sect.  III.  $  III.  Art.  II). 
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monto  priyado.6xtou(lido  aut^es.  del  ado. 1857  tendría  fecha 
cieista  ^ún  cespecto  de  terceroéi^  porque. la."^  .leyes  espaüolas 
lio  fovmulapou  regla .  alg^uua.  auáloga  á  la  (lue  fija  el  art.  . 
1703:del  Código civiL.. 

La  prueba  teíi(ímouial  taiabíeu  sería,  adiuju^ible  cou- 
fovme  á  las  leyes  españolas,  sin  distiuguir$e  la  cuantía  de 
los  actos  ó  ooutr/atos. 

Eueuauto  á  ja  forma  eu  queja  pru^^ba  del>e  rendirse, 
nos  referimos  al  art.  24« 


clon. 4  ritualidad  Abl  Jlw  Jui«A«»  prciv^^ecen  sobijo 
la».attteiidlDrefl.4eAA9;  .el.monieAtPi^n  qu?  dqb^n,^ 
empezar  a  rejir.    Pero  los  t^nuilipAAue  ]|;i^1iiet|en  , 
empM^ftq  í  cQi^qy  .1  \af^  ,a9t]aapj^9|i^es.  i  diU^en^isp 
qiW ar»ie»íuvleúTeí^.Jiiiqiad¿9  s^  v^]^lxÁ^por  l^l©!,, 
vUqnte  <a}  ^le^i^pq  ,d«  »P  ii»lo^9l<Jn.,  (-) 

KEFEKENCIAS. 
TéTiiiinos.  48.  50. 

COXCOROANC'IAS. 

C.  E.  Arti  7.  Regla  22*.  Las  leyes  concernientes  á  la 
Rustanciación  y  ritualidad  de  los  juicios  prevalecen  sobre 
la*^.  anteíioríís  desde  el  uioniento  en  que  deben  comenzar 
á  regir.  Pero  los  términos  que  hubieren  comenzado  á  co- 
rrer^ y  las  actuaciones  y  diligencias  que  ya  estuvieren  co- 
men^^das,  se  regiráii  por  la  ley  <iüo  estuvo  entoncré^  vi- 
gente. 

('f)MENTARIO. 

151.  Si  el  legislador  dio  reglas  sobre  la  sustauciación  y 
ritualidatl  de  los  juicios,  hubo  de  prever  los  casos  én  que 
se  alterasen  las  leyes  concernientes  á  la  competencia. 

(-)  M«rlüí.  Kft'wt  Rótroaitif.    Se.ot.  111.  $  VIL— Dalloz.  Lois.  335-352.- 

Toullier.    1.  j».  85.  Sli.— Laureut.    1.    227-23l.~Deniolombe.    I.  59.— Zftclia- 

liae  (A.  R.).  1.  $  30.  u.  I.— lionnior.  Tí.  290-296.— Ka udrv-Lacan ti iiecie.    I. 
175-178. 
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Onandoííe  trata  de  litigios  hay  que  atender  á  tres  puntos: 

I**.  La  competeticiadel  juez: 

i'\  LoH  tráraitfes  que  en  la  sust<aíncia!cióu  sé  obsei^au;  y 

3^  Loíí  inedioít  conrtueente/S  á  1»  ejecución  de  la  sen- 
tencia. 

162.  r.  Lñ  eamfpetfnoia y  nomo  de^lerécho'imblico,  lio  de- 
pende sino  iiel  legislado]^:  las  patíés  deducen  Iá8  reíspecti- 
vas  acciones  ante  oljufezqué  la  ley  hubiere  detemiina- 
do,  y  prescinden  absolutamente  de  la  qu45  regía  cuando  la 
ejecución  del  acto  ó  celebración  del  contrato  origen  de  la 
contiroVersia. 

'  Expedida  nnevíi  ley  sobre  la  competencia  de+  ju^z,  si 
estuvieren  síistaneíAndose  procesos  imeden  ocurri^r  dos 
casos: 

1'*.  La  ley  sniu'iine  l:i  judicatura  (pie  (jouocía  eü  lu  litis;  y 

2".  La  ley  modifica  su  competencia;  de  .^ueite  que  si 
bien  el  juez  era  compétente  cuando  sé  'dedujo'la  at'cióu, 
deja  de  serlo  en  virtud  de  la  ley  posterior. 

Si  la  judicatura  se  suprime,  salta  á  la  vista  que  no  pue- 
de continuar  conociendo  o\\  la  causa.  Kegún  los  princi- 
pios de  Savigny  (90)  la  ley  que  suprime  uii  tribunal  se 
refiere,  no  a  la  adquisición  de  los  derechos,  sino  a  las  ins- 
tituciones  mismas,  y  surte  pleno  efecto  tan  luego  como 
comienza  a  regir,  l'ixíos'l'is  autores  se  acuerdan  en  que 
el  proceso  debe  pa^nar  át  juez  á,  qúieh  hi  nueva  li^y  atribu- 
ve  él  conocimiento  de  la  causa. 

l^ero  si'la'ley  posterior  f?e  limita  á  modificar  la  ^compe- 
tencia, privando  al  juez  de  hi  atribución  do  conocer  en 
la  causa,  la  coin|>etencia  suscita  dífi<niltades;  porque  los 
jurisconsultos  y  ío.s  jne<íes,  guiados  por  una  ley  ronm- 
ua,  (43)  opinan  que  una  vez  propuesta  demanda  ante 
el  tribunal  competente,  Imy  '  de nrh'o'  adquirido  pata  con- 
tinuar el  juicio  ante  el  mismo  juez. 


í 


<•.!•     .'M 


t  h 


(43)  Vhi  accf'ptum  esl  semel  intlicimn.  ¡hi  et  Jhnm  avi'iptre  dthei.  (1).  V.  1.  .30), 
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8i  bien  debe  acatarse  el  parecer  de  juri^oDsultos  co- 
mo Merlin,  Dnvergier,  Baiidry-Lac^intinerie,  no  luaecpta^ 
nio8  en  este  punto;  porque^  lo  repetíremoM  siempre,  la  ver- 
dad y  Io8  principios  bou  loás  respetables  que  la  opiíúóu  de 
los  hombreSj  por  distinguidos  y  eminentes  (pie  sean.    (44) 

Cuando  el  actor  proi>oue  demanda  ante  jue%  compe- 
tente, ejerce  las  aptitudes  conferidas  por  la  ley;  pero  la 
aptitud,  en  cnanto  al  juicio  mismo,  no  es  uu  derecho  ad- 


(44)  ''Qii'  un  trilmual  ha  i  si  ^V  une  aífaire  doÍTe  la  jager  daus  la  forme  noa- 
velle  que  prcsci'it  uno  lol  ^4U^venue  pendant  1' instruction ,  4  la  bouue  hen- 
re;  iiiais  que  ve  tribunal  n*  pni.s.se  pluH  la  jnger,  parr^  qn'ane  loi  nou- 
velle  snrvenne  pendant  V  iiintriictioui  aura  chanté  ¡\  (>«'t<^gard  les  regles  de 
la  Compélencf,  c^est  ce  qui  réjnigun  á  touteí»  les  id<5es  re^nea:  c'eat  nn  sye- 
téme  quela  raison  etle  droit  roniaiu  coiidamuentt  ^^alouient.'^  (Merlin. 
Competence.  $  III). 

^'Suit-il  de  ce  principe  (|ue,  Un-sque  la  loi  introduit  de  uouv^elle  r^gl««  de 
(Hmip(^ten 00,  le  tribunal  qui  ('^taitdejartaÍHÍ  de  la  enunaÍAsanee  d' une  affaire 
en  soit  dessaisi  de  plein  droitf 

'^M.  Merlin  pense  qne  la  loi  nouv<>iIe  pi>ut  le  <le8s:iÍAÍr  par  une  disposition 
expresse.  Cela  est  vrai;  mais  alorn  la  qnestioii  <le  rótroaotivité  est  déoidée 
par  la  loi  ineine,  il  n'y  a  plus  lieu  «Ten  cherclier  la  solutiou  dans  les  prin- 
cipes généraux . 

''II  ajoufe  que,  si  la  loi  ne  statue  pas  íormellement,  la  connaissance  de  V 
affaire  doit  í^tre  laissííe  au  tribuna]  d^Ja  sai  si,  }\  inoins  qne  le  tribnnal  ne 
soit  supprimé  par  la  non  velle  organiaation. 

"Dans  ce  dernier  cas.  r:i]>pli«'ation  r*'fr.>.'i('fívt^  de  la  loi  nouvellcs  est  im- 
plicit'Cmeut  onlounée.  U  est  iraposaible  qu*  une  institntion  qni  n' existe 
plusirontinue  a  fon<*tionner  dans  rintérí't  de  (pielques  particuliers.  L'or- 
dr«^publie,  la  boune  organisatiou  de  T  autor tt'\jadioiaire  ont  para  exiger 
qu'un  tribunal  füt  fup[>riuiá  et  snp)'riiu<>  a  1*  instant  m(>ine;  il  faut  se  sou- 
mettre  :\  cette  nécessité;  iei  s'appliqne  le  principe  qui  veut  qne  lea  oonsi- 
dí^ration»  d' ordra  publi»*  1' euiporteut  sur  la  reglede  non-rétroactivité  des 
lois. 

''Maisquand  le  tribunallsaisí  est  maintenu,  et  qu'il  est,  par  oonséqaent, 
possible  de  eonfinuer  devant  lui  laprocédure  qni  est  déjí\  entamée,  il  fant, 
cueftet,  laeontinuer,  commeleditM.  Merlin. 

**11  semble  au  premier  coup  d'oeil  qne  la  r^gle  genérale  qni  sonmct  la  for- 
me des  aetes  ií  la  loi  sous  Tempire  de  laqnelle  ils  sont  falts,  soit  blessée  par 
eette  <l<^oÍHÍ(ui,  car  enfin  larégularité  extrin8^que  des  procédnres  eí  des  ju- 
geiueus  dépend  de  la  eapaeité  des  attribatioua  de  la  oompéteuce  dvn  magis- 
trats  ehargí^.s  de  statuer. 

*'Mais  eette  considératiou  doit  ceder  á  une  raison  spéciale. 

''81  les  partieR  avaient  par  lenr  consentemeut  donne  mission  k  une  autorité 
d^sigiK^e  par  elles.  de  pTOoéder  h  Piustractlou  et  au  jugement  de  leiflr  con- 
teKtation;  et  hí  d'  ailleurs  ttette  convention  ne  ponvait  etre  consitlérée  com- 
nie  eontraire  u  V  ordre  poblic,  elle  constitneíaii  nu  droit  acqais  reciproque- 
ment  á  cliaeun  des  plaideurs. 

"II  y  a  quelque  rebose  d'éqnivalent  á  e^tte  convention,  lorsqa  une  jaridic- 
tion  est  saisie.  soit  par  le  íait  des  parties,  soit  par  Texereiee  de  Paction 
publi(|iie>.'*    (Ouvergier.    Anotaciones  s\  Toull i er.  I.  p.  85.) 

**L'  existence  de  ce  droit  nons  parai  t  eertaine,  s'  il  est  vrai,  eoniine  nous  cro- 
yons  l'avoir  d<^montré,  qu'il  faut  voír  uu  droit  acquis  dans  tont-e  aptitnde 
lí^gale  dí^ja  exereáe,  puisque,  en  1' espere,  le  deuiandeur  a  usé  <le  la  facult^^ 
que  lui  aocordait  la  loi  de  Houmettre  ses  prétentions  íides  juges  determiné^." 
(Baudry-Lacantinerie.  I.  176). 
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quirido  mieutiras  no  se  proQuucie  sentencia;  ó,  más  bien 
dieho^  los  diligencias  que  las  i)artes  i>ractican,  los  de* 
cretós  y  autos  no  confieren  derechas  adquiridos  sino  en 
cuanto  conducen  éstos  á  la  decisión  final;  tales  derechos 
subsisten  aunque  el  juez  pierda  la  competencia;  pero  de 
allí  no  se  sigue  que  las  partes  tengan  de^recho  adquirido 
á  que  el  mismo  juez  expida  el  fallo  definitivo. 

Además,  cnando  la  ley  priva  á  un  juez  de  las  atri- 
buciones en  cuyo  ejercicio  sustanciaba  la  litis,  en  cuan- 
to á  olla  dej  a  él  de  serlo.  Ahora  bien,  si  los  jurisconsultos 
citddos  convienen  en  el  principio  inconcuso  de  que  supri* 
mida  la  judicatura,  las  partes  no  pueden  exigir  que  ésta 
continúe  administrando  justicia,  no  se  comprende  cómo 
pretendan  que  el  juez  ejerza  sólo  i'especto  de  ciertas  causas 
las  atribuciones  de  que  el  legislador  le  ha  privado. 

La  jurisdicción  del  juez  emana,  no  de  las  partes,  sino  de 
la  soberanía,  y  éstas  pueden  prorrogar  la  jurisdicción 
sólo  cuando  la  incompetencia  se  refiere  á  las  personas, 
mas  no  á  la  materia  controvertida. 

Si,  por  ejemplo,  á  virtud  de  la  ley  orgánica  del  ¡wder 
jiulidal  una  corte  de  apelaciones  conoce  así  en  can- 
sas civiles  como  en  causas  mercantiles,  y  una  ley  poste- 
rior, que  crea  otro  tribunal  para  lo  mercantil,  declara  que 
el  primero  no  tiene  comi)etencia  sino  para  las  civiles, 
¿cómo  desconocer  que,  tratándose  de  las  otras,  el  anti- 
guo tribunal  ya  no  ejerce  jurisdicciónf 

En  todos  estos  casos  hay  un  contraste  entro  dos  ins- 
tituciones; ambas  no  pueden  subsistir  á  un  mismo  tiempo, 
y  tan  luego  como  principia  á  regir  la  ley  nueva,  sólo  ella 
debe  surtir  efecto. 

153.  II.  La  sustanciación  de  los  juicios  no  presenta 
ninguna  dificultad.  (45)     Cada  uno  de  los  actos  que  eje- 


(45)  ^'Les  prooéduros  étaiit  d'  une  uSLÍiire  auoceasive^  appartieut  au  passé  et 
L' avenir.    Oompoqéea  de  plusieurs  actes  qui  se  fout  «ucce^aiyeuient  et  ^ 

♦o 
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cntau  ]a8  partes  ó  el  juez  son,  como  acabamos  de  verlo, 
derechos  adquiridos  acerca  de  los  trámites;  pero  el  derecho 
misuio  puesto  en  tela  de  juicio  es  mera  expectativa  mieu* 
tras  la  seutencia  no  pase  en  autoridad  de  cosa  juzgada. 

El  artículo  que  comentamos  establece  una  restricción 
razonable  á  la  inflexibilidad  de  la  regla;  pues  según  él  lo 
términos  que  hubieren    em[»ezado  á  correr  y  las    dili- 
gencias que  hubieren  principiado  se  seguirán,  uo  por  la 
ley  nueva,  sino  por  la  antigua. 

La  conveniencia  exigía  que  hubiese  unidad  en  la  sus- 
tanciación  ya  comenzada;  pero,  lo  repetimos,  si  aplicá- 
semos los  principios  absolutos  sobre  los  efectos  de  la  ley, 
la  nueva  se  aplicaría  á  todos  los  términos  y  trámites  que 
no  estuvieren  concluidos; 

Entre  las  ritualidades  se  cuenta  precisamento  la  ma- 
nera de  rendirse  las  pruebas.  Qué  pioieba  es  admisible 
enjuicio,  se  determina  (148)  por  la  ley  vigente  cuando 
se  ejecutó  ó  celebró  el  respectivo  acto  ó  contrato;  i>ero  se 
rinde  la  prueba  en  la  forma  prescrita  por  la  ley  vigente  al 
sustanciarse  el  litigio. 

Si,  por  ejemplo,  se  trata  de  probar  un  acto  ejecutado 
antes  del  año  1857,  es  admisible  la  prueba  testimonial  se- 
gún las  lej^es  españolas;  se  examinará  á  los  testigos  en 
la  forma  determinada  por  la  ley  posterior,  y  la  misma  ley 
será  aplicable  á  las  tachas.  (46) 


(lifféreus  ínter  valles,  elles  appartieuiieut  aii  pass^  par  tona  feax  de  leurs  ar- 
te» ^ui  out  préoédé  la  uoiivelle  loi  oonceruaut  la  lome  de  prue^der,  et  á  1'  a- 
venir  por  toiis  ceiix  (pii  doivent  la  Biiivre. 

^'Aiiiai,  la  loi  ue  pourrait  pas  saiis  T<^troagir,  do  u  I  arel*  unís  les  actan  aiité- 
rieurs  d'  niie  procédnre  qni  a  éUí  conimencée  sous  la  loi  pr<5cédeiite."  (Mer- 
liu.  Effet  K<<troaotif.  Sect.  III.  $  VII.  n.  I.) 

(46)  "11  y  a  dea  dioses  <iui,  au  premier  abord,  paraisseut  apparteuir  ala 
formo  des  aotions,  et  par  cou8<5queiit  ii'íítre  soumises  qu' j\  la  loi  du  teiiip» 
oü  l'acjtioii  aétó  iutsutóe,  mai8  quir<^ellemeufc  appartieuiieut.  an  fondet  ue 
dépendent  que  do  la  loi  dn  temps  oíi  s'  est  passd  le  fait  dont  l'actiou  derive. 

"C^est  qw'  il  y  a  deux  sortea  de  formalit(^8.|udiraire.s:  les  mies  qui  appar- 
tieuiieut seulement  íi  Piíistriictioii  et  ue  sout  rslatives  qu'ü  la  procédare. 
raisou  ponr  laquelle  les  jurisconsnltes  les  appelleufe  ordimitoria  UH»;  les  au- 
tres  qui  appartíetnieut  an  fond  mémede  la  canse,  dout  romissiou  oa  l'ali- 
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154.  III.  Los  medios  de  ejecución  de  la  senteBcia  no  de- 
penden sino  de  la  ley  que  rige  cuando  se  sigue  el  respec- 
tivo juicio  ejecutivo. 

Si  el  título  es  ó  no  ejecutivo,  se  calificará,  por  tanto, 
según  la  ley  vigente  al  deducirse  la  acción;  lo  nüsiuo 
es  aplicable  al  embargo  y  venta  de  los  bienes,  y  á  si  la 
obligación  puede  exigirse  por  medio  de  la  prisión  del 
deudor.  (47) 

En  cuanto  á  la  prisión,  hay  además  la  circunstancia  de- 
cisiva  de  que  las  leyes  concernientes  á  establecerla  ó  abo- 
liría miran  á  las  instituciones  mismas,  y  deberían  aplicar* 
se  aunque  se  les  diese  efecto  retroactivo. 


aenoe  neatxalise  ou  anéantit  raotion,  et  que  iMjiurisconsaltes  déaiguent 
par  les  mots  decisoria  litis. 

''Lies  premieres  ne  d^pendent,  ou  Pa  déjá  dit,  que  de  la  ]oi  du  temps  oh 
Paction est  inteiit^^,  á  moius  que  cette  loi  elle-meme  ne  les  sotunette  a  une 
loi  antérieure. 

*'Mais  pour  les  secoudes,  un  ue  peut  s'attaeher  qu' á  la  loi  du  tem|>8oh 
1'  action  est  née,  c'est*á-dire,  qu'  ti  la  loi  du  fond. 

''Ainsi,  s'  aeit-il   d'  une  pienve  par  témoinsf 

''La  forme  &na  laquelle  il  doit  y  ^tre  proceda,  daus  les  matieres  qui  en 
sont  susoeptibles,  ue  dépeud  qne  de  la  loi  du  temps  oh  la  preuve  se  ftiit. 

"Mai8  la  qnestion  de  V  admi8si1>ilit(^  ou  de  1'  inadmissi  olité  de  cette  preu- 
ve, nepeut  ütrejugée  que  par  la  loi  dn  temps  oh  1' action  a  pris  uaissauce.'^ 
(Merliu.  Effet  R<<troa(tíf.  Sect.  III.  í  VIII). 

(47)  "Ku  taut  ^ue  les  lois  relativos  uiix  vuies  d^excuutiou  forcee  étendent 
lesanciennes  lois  d' exécntiou  ou  qn'ellescn  établisseut  de  nouvelies,  les 
lois  de  cette  espéoe  r<^gi8sent  les  (xiursuites  faites  sous  leur  empire,  quoiqne 
V  obligation  dout  on  poursnit  V  ex<^cntiou  ait  pris  naissance  sous  la  léeisla- 
tion  antérieure.  Ce  principe  s'appliquo  m^n1e  aux  lois  nouvelies  admet- 
taut  la  contrainte  par  corps,  daus  des  cas  oii  elle  u'  <^tait  pos  antorisée  par 
la  loi  anoienue. 

**Réüiproquenieut,  les  voicH  d' cxécut ion  «Habí íes  pur  la  loi  unoieiiue  ue 
peuvent  plus,  lors  mi^me  qu'il  s'agit  de  det tes  contráctiles  sous  Tempirede 
cette  loi,  etre  employées  uprits  la  i>roiiHilgatiou  d'une  loi  noTiVelle  qui  les 
abolles.  II  en  est  aiusi  uomamment  de  la  coutraiute  par  corps.  Le  créaucier, 
auqnellaloi  aucienueaccordait  laiacnlti^  de  falre  pronoucer  la  coutraiute 
par  corps  oontreson  débitenr,  ne  pourra  plus  nser  de  cette  faculté  sous  V  em- 
pire  d' une  loi  nonvelle»  aux  termes  de  laquelle  el  lene  lui  appartieudrait 
pas,  pour  une  créance  de  m^me  uature  qui  n  aurait  pris  naissance  qae  pos' 
térieurment  á  la  publicatiou  de  cette  loi."    (Zachariae.  A.  R.  I.  $  30.  n.  1). 
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Art.  25.  La  pr#8crlpoldn  iniciada  bajo  el  Impe- 
rio de  nna  lei,  1  qne  no  se  hubiere  oompletado  ailn 
al  tiempo  de  promulgarse  otra  qne  la  modifique, 
podrá  ser  rejlda  por  la  primera  ó  segunda,  A  vo- 
luntad del  prescribiente,  pero  elUiéndose  la  Ulti- 
ma, la  prescripción  no  empesará  á  contarse  sino 
desde  la  fecha  en  que  aquélla  hubiere  empesado  á 
rejlr.  (-) 

REFERENCIAS. 

Prese ripcWn.  24&2. 
Cuando  regía.  7. 
Promulgarse.  6. 

CONCORDANCIAS. 

O.  E.  Art.  7.  Eegla  23*.  La  presctípción  prÍDcipiada 
cnando  regía  una  ley,  y  que  no  se  IiubieBe  completado  al 
tiempo  de  promulgarse  otra  que  modifique  la  anterior,  po* 
drá  ser  regida  por  la  primera  ó  segunda,  á  volunta  del 
prescribente;  pero  si  eligiere  la  última,  la  prescripción  no 
empezará  á  contarse  sino  desde  la  fecha  en  que  principió 
á  regir  la  ley  posterior. 


O.  de  N.  2281.  Les  pres- 
criptions  commencóes  h  V  *¡ 
apoque  de  la  publication 
du  presen t  titre  seront  ré- 
glées  conformément  aux 
lois  anciennes. 

Néanmoins  les  prescrii> 
tions  alors  commencées,  et 
ponr  lesquelles  11  faudrait 
encoré,  suivant  les  ancien- 
nes lois,  plns  de  trente  ans 
k  compter  de  la  méme  épo- 
qne,  seront  accomplies  par 
ce  laps  de  trente  ans» 


2281.  Las  prescripciones 
ya  comenzadas  cuando  la 
publicación  del  presenta  tí- 
tulo, se  reglarán  conforme 
á  las  leyes  antiguas* 

Pero  las  prescripciones 
entonces  ya  comenzadas,  y 
para  las  cuales  fueren  nece- 
sarios, según  las  leyes  an- 
tiguas, más  de  treinta  anos 
contados  desde  la  misma 
época,  se  completarán  por 
el  lapso  de  treinta  años. 


C.  Arg.  4051.    Las  prescripciones  comenzadas  antes  de 
regir  el  nuevo  Código,  están  sujetas  á  las  leyes  anteriores; 


(-)  Saviguy.  VIII.  391.-Merliu.  Prescription  Sect  I.  $  III.  il.  8.  9.  10.— 
Dalloz.  Loíh.  377-384.— Fri'Mcription  Civile.  87.— Troploii^?.  II.  1075.  1088.— 
P.mlpsHUs  (S.).  II.  341.  3t2.— Zachiiriao  íM.  V.).  V.  $  846.-Zachariae  (A.R.) 
II.  sS2l5.  bÍH. — Doinolombo  I.  61.— Biindry-Laoaiitiiierie.  1. 171. 
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pero  si  por  esas  leyes  se  requiñeae  mayor  tiempo  que  el 
qne  fijan  las  uuevaa,  quedarán  sin  embargo  cumplidas 
desde  que  haya  pasado  el  tiempo  designado  por  las  nue- 
víis  leyes,  contado  desde  el  día  en  que  rija  el  mismo  Códi- 
go- 

COMENTARIO. 

156.  TTecesario  e^  observar  que  la  redacción  de  este  artí- 
culo es  del  todo  inexacta:  "La  prescripción  iniciada  bajo 
el  imperio  de  una  ley,  y  que  no  se  hubiere  completado  aán 

al  tiempo  de  promulgarse  otra  que  la  modifique '' 

La  promulgación  no  es  lo  que  infiuye  en  el  pensamiento 
del  legislador;  averiguase  si  la  prescripción  estuvo  ó  no 
completa  cuando  la  nueva  ley  principió  á  regir^  y  salta  á  la 
vista  que  la  ley  es  obligatoria,  no  al  tiempo  áe^  promulgar- 
sej  sino  después  del  plazo  que  el  art.  7  determina,  ó  del 
que  la  nueva  ley  hubiere  fijado.  Tratándose  de  leyes 
que  tienen  tanta  influencia  en  los  derechos,  como  las 
concernientes  á  la  prescripción,  puede  transcurrir  largo 
tiempo  entre  la  promulgación  y  la  fecha  eri  que  la  ley 
comience  á  regir;  y  como  mientras  la  nueva  ley  no  ri- 
ge la  anterior  sigue  su  curso,  puede  haberse  completado 
la  prescripción  en  ese  lapso  de  tiempo. 

Opinamos,  pues,  que  el  artículo  se  ha  de  entender  en  el 
sentido  de  que  la  prescripción  no  se  había  completado 
cuando  la  nueva  ley  princii)ió  á  regir. 

156.  Previa  esta  observación,  veamos  las  dos  reglas  que 
encierra  el  art*  25: 

1*.  La  prescripción  principiada  bajo  el  imperio  de  una 
lej',  y  que  no  se  hubiere  completado  aún  al  tiempo  de  pro- 
mulgarse otra  que  la  modifi<}ue,  puede  regirse,  á  voluntad 
del  prescribente,  por  la  ley  antigua  ó  por  la  nueva;  y 

2*.  Si  el  prescribente  eligiere  la  nueva  ley,  la  prescrip- 
ción no  corre  sino  desde  que  ésta  principie  á  regir. 
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i57.  La  primera  de  estas  reglas  no  es  conforme  á  los 
principios  absolutos  que  determinan  el  efecto  retroactivo 
de  la  ley  en  materia  de  prescripción. 

Si  una  ley  nueva  modifica  en  cualquier  sentido  el  dere- 
cho de  la  prescripción,  ocurren  los  siguientes  casos* 

La  ley  nueva  puede  expedirse  antes  que  la  prescripción 
comience.  Entonces  es  evidente  que  la  ley  nueva  debe 
regir  y  que  se  prescinde  de  la  antigua.  Si  la  ley  nueva 
se  dicta  después  de  completada  la  prescripción,  eviden- 
te  también  que  esta  ley  no  es  aplicable,  y  que  el  derecho 
adquirido  conforme  á  la  ley  antigua  debe  conservarse  en 
toda  su  integridad.  En  fin,  si  la  ley  nueva  comienza 
á  regir  durante  el  curso  de  la  prescripción,  se  presen- 
tan casos  difíciles,  respecto  de  los  cuales  vamos  á  dar 
reglas. 

Durante  el  curso  de  la  prescripción  no  hay  derecho  ad- 
quifidoj  sino  actos  i>reparatorios  para  una  adquisición. 
Por  lo  cual  la  ley  posterior  debe  regir  inmediatamen- 
te el  nueva  orden  de  cosas.  (48)  Sin  duda  había,  en  cuanto 
á  la  adquisición,  expectativas  más  ó  menos  remotas;  pero 
ellas  no  se  protegen  por  el  principio  que  excluye  el  efecto 
retroactivo. 


(48)  *'En  principe,  une  prescíiption  comnieücí^e  ne  forme  pas  un  droit  ^ven- 
tuel  acquiH;  eueffet,  8i  ou  la  considere  couime  meyen  d'  acquérir,  eUes  est 
«i  peu  un  droit  acquia  qn'  elle  pent  «'^tre  k  toufc  moineut  effaeée  par  nne  in- 
ferrnption;  elle  n'  est  encoré  qn'  un  germe  íaclle  Sí  détraire^  an'  une  espe- 
rance 8i\¡ette  á  déception.  Si  on  la  considero  comiue  moyenaese  lib^rer, 
et  coinme  peine  prononcée  contra  lanégü'gence  ducréancier  á  íaire  valoir 
Bes  droits,  il  est  olair  qne  le  l^gislateur  p(^at  tonjonrs  allonger  ou  abréser 
les  délais  pendant  lesquels  ccliú-ci  est  tenu  d'  agir."  CftropTong.  Prescriii- 
tion.  II.  1075). 

^'11  n-  y  a  pas  pour  celni  qui  a  conimencé  k  prescrire  sous  V  empire  d'  une 
loi,  droit  acquis  á  compléter  cette  preScrix^tion  de  la  mauibre  et  dans  le  d^- 
lai  ñxé  par  la  ui^ine  loi.  Qn'  est-ce  qUe  la  prescription,  taut  qrt'  elle  n'  est 
que  oomuienoéef  Une  simple  expeetative,  qui  u'  a  sont  foudement  que  daiis 
la  loi^  et  non  dans  une  stipulation  conven  ti  ouuells  tacite  ou  expresse;  une 
esperance  que  peut  détruire,  par  des  actes  interruptife,  celni-lá  ménie 
centre  lequel  elle  agit.    Or  qn'on   se  rappelle  un  principe  développ^  dans 


qu^  un  particulier  peut 
ici  par  des  actes  interruptifs;  la  loi  peut  done  aussi  le  faire  par  nne  dispo- 
sitien  genérale.^-  (Dalloz.  Loiü.  877). 
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Examinemos  los  diierentos  casos  que  eutoDces  pnede 
presentar  la  nueva  ley: 

P.  Tal  ley  establece  una  prescripción  hasta  enton- 
ces desconocida.  La  nueva  institución  se  aplica  inme- 
diatamente á  todos  los  asuntos  no  concluidos;  pero  de 
manera  que  el  plazo  se  cuente  desde  la  vigencia  de 
la  ley.  El  que  poseía  bienes  ajenos  con  los  requisitos 
que  ella  puntualiza,  comienza  la  prescripción  como  si  el 
día  inicial  de  ésta  fuese  aquel  en  que  la  ley  principió 
á  regir,  y  la  posesión  anterior  no  entra  en  cuenta.  To- 
dos los  asuntos  anteriores  á  la  nueva  ley  se  sujetan  in- 
mediatamente á  la  prescripción;  pero  como  si  ellos  no  se 
hubieren  originado  sino  ala  fecha  de  la  ley,  se  prescinde 
del  tiempo  antes  transcurrido. 

2"*.  Si  es  abolida  cierta  manera  de  interrupción,  ó  se  es- 
tablece otra,  ambas  disposiciones  se  aplicivn  inmediata- 
mente á  la  prescripción  ya  comenzada. 

3^  Cuando  la  ley  nueva  abrevia  el  plazo,  el  problema 
es  más  difícil  y  en  la  práctica  más  importante.  Atendién- 
dose á  los  principios,  el  que  adquiere  el  derecho  es  libre 
para  sujetarse  á  la  ley  antigua  ó  á  la  nueva;  y,  en  este  ill- 
timo  caso,  el  término  comienza  á  correr  desde  la  jiromul- 
gación  de  la  ley  nueva,  no  contándose  él  tíerai)o  hasta  en- 
tonces transcurrido.  Esa  facultad  de  elegir  se  funda,  en 
el  primer  caso,  en  que  la  ley  nueva  no  ha  querido  co- 
locar al  prescribente  en  situación  más  favorable  que  la 
que  tenía  según  la  ley  antigua;  en  el  segundo,  en  que 
su  condición  no  debe  ser  peor  que  la  de  los  otros  pres- 
criben tes.  Hubiera,  al  contrario,  retrotracción  á  permi- 
tírsele/ aprovechar  del  nuevo  plazo,  comprendiéndose  en 
éste  el  tiempo  ya  transcurrido;  ponjue  el  adversario  no 
tuviera  para  la  interrupción  todo  el  plazo  señalado,  ya 
\yoT  la  ley  antigua,  ya  por  la  nueva;  y  aun  sucedería  que, 
con  injusticia,  la  acción  estuviera  prescritii  tan  luego  co- 
mo la  nueva  ley  principie  á  regir. 


n 
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158.  EtiU\&  sou  los  reglas  concernieutes  al  efecto  re- 
troactivo (lo  la  ley  en  materia  de  prescripción;  pero  la 
ley  chilena,  lo  repetimos,  se  separa  de  los  principios  ab- 
solutos, y,  á  nuestro  ver,  con  rassóu;  i)orque  en  ciertos  ca* 
sos  la  exi>eGtotiva  proveniente  de  la  posesión  es  tan  fun- 
daíla,  que  la  equidad  exige  atenderla.  Si,  por-  ejemplo, 
cuando  se  promulgó  el  Código  civil,  un  individuo  ya 
había  poseído  un  inmueble  durant-e  veintinueve  años, 
durísimo  fuera  que  prescindiéndose  de  tan  larga  pose- 
sión no  principiara  á  contarse  el  tiempo  necesario  pa* 
ra  la  prescripción  extraordinaria  sino  desde  el  año  1857. 

159.  Hemos  visto,  en  las  concordanciasy  que  el  artículo 
2281  del  Código  de  Napoleón  encierra  dos  reglas: 

1*.  Las  prescripciones  que  estaban  comenzadas  cuando 
la  publicación  del  respectivo  título  se  rigen  por  las  leyes 
antiguas;  y 

2"".  Las  prescripciones  ya  comenzadas,  y  para  las  cuales 
se  necesitaban,  según  las  leyes  antiguas,  más  de  treinta 
años  contados  desde  la  misma  promulgación,  se  comple- 
tarían por  el  lapso  de  treinta  años. 

Si  bien  el  artículo  favorece  á  los  que  tienen  adelantada 
la  prescripción,  acarrea  perjuicio  respecto  á  las  prescrip-^ 
cienes  que  el  Oudigo  francés  facilita.  Podría  suceder  que 
no  se  extinguiese  la  acción,  según  la  ley  antigua,  sino  al 
cabo  de  treinta  años,  y  que,  cuando  la  promulgación  del 
sobredicho  título,  la  prescripción  estaba  apenas  comenza- 
da. Sujetar  al  prescribente  á  la  ley  antigua  pugnaba  con 
la  justicia  y  con  los  verdaderos  principios  sobre  el  efecto 
retroactivo  de  la  lev. 

Y  nótese  que  tanta  inflexibilidad  proviene  de  que  los 
redactores  del  Código  de  Napoleón  cayeron  en  error 
acerca  de  la  naturaleza  misma  de  los  principios  sobre  el 
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efeoto  retroactivo  (49);  pues  juzgaron  que  la  prescrip- 
ciÓD  comenzada  era  uu  derecho  adquirido,  y  que  el  legis- 
lador no  podía  modificarlo  8in  retrotraer  la  ley. 

Parece,  pues,  incoutrovertible  que  el  artículo  de  la  ley 
chilena  es  más  conforme  á  la  conveniencia  y  la  equidad 
que  el  art.  2281  del  Código  de  Napoleón. 


(19)  **Ua<5tó  n<^co88aire  do  prévoir"  (decíaBigot-Préameneii) ''qn^aiimo- 
ineiit  oíice  Titre  dii  Code  aiiniit  la  forco  de  loi,  des  proHcriptions  de  toiite 
genere  í-erout  coninienci^es. 

**C' ©atsnrtout  en  matiíre  de  propriét4$  que  Pon  doit  evitar  toiit  eftVfc 
rétroacti£  le  droit  éveutnel  résnlt-ant  d'ano  prescriptiou  coiimieiicée  i)3 
peut  pas  dénendre  }\  lo  fois  de  deux  lois,  de  la  loi  an(;ieune  et  du  uouvenu 
Cotle.  Or,  il  snflit  qu'  nn  droit  óventnel  «oit  attaché  h  la  prearription  coii;- 
meuc<5e  pour  que  ce  droit  dolve  dópendre  de  1'  ancienne  loi,  et  pour  que  I3 
noiivean  Code  ne  puisse  na»  r^gler  ce  cjui  lui  est  autérieur. 

**Ce  principe  general  etant  admis,  il  ue  se  presentera  ancnn  cas  diffiirili 
h  résoailre. 

''Si  lapreseription  qui  serait  acquise  par  le  droit  uouvean  ue  Test  pn.i 
par  ]'  auoieui  li\,  soit  h  raisou  dn  tenips,  solt  ¡i  raisuu  de  la  boune  foi,  il  fan- 
dra  se  üonfornier  a  r  aucienue  loi,  comine  si  la  uouvelle  n' existait  pas. 

**Uiie  seule  exception  a  été  jngée  nécesaaire  pour  qu'  il  y  eftt  un  temí  j 
apros  lequel  il  fftt  certaín  que  la  loi  uouvelle  rectívra  partout  son  exííeufioii. 
Le  teinps  le  plus  loug  qu'elle  exige  pour  les  prescriptions  est  celui  de  tren- 
te aunees.  8^1  ne  b' agissait  ici  que  des  prescriptious  qui,  daña  cor  tai  iis 
pays,  exigent  quaraute  ans  ou  un  temps  plus  loug.  il  n'  y  eftt  poiut  en  lie.i 
an  reproche  d'effet  rótroactif,  en  statuant  que  les  trente  années  prescvitf.s 
par  la  loi  uouvelle  étaut  ajoutées  au  temps  qui  serait  d<^j}\  écoulé  avai.t 
cette  loiy  sníHraient  pour  accomplir  la  prescription.  Le  droit  des  propri/- 
tairot)  du  pays  contre  lesquels  la  prescription  qui  ne  devait  s' acoomplir 
que  par  quarante  ans  est  déj/i  commencée,  n'  est  pas  plus  favorable  que  ]  ) 
ílroit  <les  propriétaires  de  ce  inome  pays  coutre  lesquels  il  n'  y  a  pas  <1  ^ 
prescription  comniene<5e,  mais  contre  lesquels  la  plus  longne  prescription 
va,  en  vertude  la  loi  uouvelio.  h'  accomplir  par  trente  aus. 

**Ces  motifsont  dí^termin^  la  dispositiou  fiuale  de  ce  Titre,  <|ui  porte  qwó 
les  pre9cri^)tious  cominenoées  a  V  apoque  de  la  publicatiou  du  presen t  Titr  i 
s' accompliront  confonuénieut  anx  aucieuues  fois,  ot  que   n<5auiuoiuH    les 

Í)r«d8criptions  comui<»u(;ée8,  et  pour  lescpiellos  ilfaudroit  ancore,  suivant  IfS 
oia  ancieniies,  plus  de  treute  a*is,  :\  conipter  dt^  la  incnie  apoque,  seront  a(  - 
complies  par  oe  laps  de  treute  ans."  (Locré.  XVI.  587.  46). 
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▲rt.  26.  Lo  que  una  leí  posterior  deolara  abso- 
lutamente Imprescriptible  no  podrá  ganarse  por 
tiempo  bajo  el  Imperio  de  ella,  aunque  el  prescri- 
biente hubiese  principiado  A  poseerla  conforme  6 
una  leí  anterior  que  autorlsaba  la  prescripción. 

REFERENCIAS. 

Absolutauíeuteiiuprescriptiblo.  882.  2498. 
Poseer.  700. 
Prescripoión.  2492. 

C0NC0RDAN«IA8. 

C.  E.  Art.  7.  Regla  24.  Lo  que  una  ley  posterior  decla- 
ra absolntamente  inprescriptible  no  podría  ganarse  por 
tiempo,  bajo  el  imperio  de  la  nueva  ley,  aunque  el  pres- 
cribente  hubiese  principiado  á  poseer  conforme  á  la  ley 
anterior  que  autorizaba  la  prescripción. 

COMENTARIO. 

160.  Esta  regla  se  deduce  de  los  principios  sobre  el 
efecto  retroactivo.  La  prescripción,  mientras  no  se  com- 
plete, no  es  sino  eocpectativa  más  ó  menos  fundada;  (157) 
y  si  la  nueva  ley  declara  que  ciertos  bienes  ó  derechos 
no  pueden  adquirirse  por  prescripción,  extingue  todas  las 
expectativas  de  los  que  hubieren  principiado  á  poseer  con- 
forme á  las  leyes  que  garantizaban  la  adquisición  por  me- 
dio de  cierto  lapso  de  tiempo. 

Así,  por  ejemplo,  según  las  leyes  españolas  podían  ad- 
quirirse por  prescripción  inmemorial  las  servidumbres 
discontinuas,  y  el  art.  883  del  Código  civil  declara  que 
ninguna  prescripción  puede  servir  de  título  adquisitivo 
de  tales  servidumbres.  Evidente,  pues,  que  promulgado 
el  Código  civil  no  podía  completarse  el  tiempo  de  la  pose- 
sión inmemorial  para  adquirirlas. 

161.  Pero  no  se  confunda  la  adquisición  por  medio  del 
tiempo  con  la  sentencia  que  declara  adquirido  el  derecho 
por  medio  de  la  prescripción.    Tan  luego  como  se  cum- 
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pleü  los  requisitos  que  la  ley  exige  para  la  prescripción 
adquisitiva,  el  donlinio  ú  otros  derechos  reales  formau 
parte  de  nuestro  patrimonio^  y  la  ley  nueva  no  influye  en 
los  derechos  adquiridos.  La  sentencia^  lo  repetimos^  se 
limita  á  declarar  el  derecho  como  estaba  cuando  se  tra- 
bó la  litis,  mas  no  es  el  título  de  la  adquisición^  De  Id 
cual  se  deduce  que  todavía  pudieran  los  tribunales  decidir 
que  antes  de  la  vigencia  del  Código  civil  se  adquirió 
por  prescripción  una  servidumbre  discontinua. 
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Art.  10.  Los  actos  que  prohibe  la  leí  son  nulos  i 
de  ningún  valor;  salvo  en  cuanto  se  designe  es* 
presamente  otro  efecto  que  el  de  nulidad  para  el 
caso  de  contravención.  (-) 

REFERENX'IAS. 

Arto8  qno  prohihe  la  ley.  1145.  Vi6(i^ 
Nulos  y  de  niiií?iin  valor.  1681.  1682. 

CONCORDANCIAS. 

O.  E.  9. 

O.  Arg.  18.  Los  actos  prohibidos  por  las  leyes  son  de 
ningún  valor,  si  la  ley  no  designa  otro  efecto  para  el  caso 
de  contravención. 

P.  de  G.  4,  La  renuncia  de  las  leyes  en  general  no  sur- 
tirá efecto. 

Tampoco  lo  surtirá  la  renuncia  de  las  leyes  prohibiti- 
vas: lo  hecho  contra  éstas  será  nulo,  si  en  las  mismas  no 
se  dispone  lo  contrario. 

O.  O.  6.  En  materia  civil  son  nulos  los  actos  ejecutados 
contra  expresa  prohibición  de  la  ley,  si  en  ella  misma  no 
se  dispone  otra  cosa.  Esta  nulidad,  así  como  la  validez  y 
firmeza  de  los  que  se  arreglan  á  la  ley,  constituyen  suti- 
cientes  penas  y  recomi^eusas,  aparte  de  las  que  se  estipu- 
lan en  los  contratos. 

C.  M.  7.  Los  actos  ejecutados  contra  el  tenor  de  las  le- 
yes prohibitivas,  serán  nulos  si  las  mismas  leyes  no  dispu- 
sieren otra  cosa, 

O.  de  la  L.  12.  Las  leyes  prohibitivas  llevan  como  san- 
ción la  pena  de  nulidad,  aunque  tal  pena  no  se  hubiere 
declarado  expresamente. 

C.  E.  I.  XIV.  5.  Nullum  )  Queremos  que  todo  pac- 
enim  pactum,  nuUam  con-  >  to,  toda  convención,  todo 
ventionem,  nullum  contrac-  s  contrato  entre  aquellos  á 
tum  Ínter  eos  videri  volu-  ?  quienes  la  ley  prohibe  ce- 
náis subsecutum,  qui  con-  )  lebrarlos  se  miren  como  no 
trahunt  legecontraherepro-  ]  ajustados..  .  .  .;demane- 


(-)  Savií?ny.  IV.  $  1^3.  203.— Merlin.  Nullit^.  ^L  ii.  2-ñ.  (Q)  $1.  ".  2-7.— 
Toullier.  88-92.— Laiireiit.  I.  58-66.— Massé.  I.  68.  69. 
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iiibente. . . . . :  iit  legislatori 
qaod  fieri  non  vult,  tantum 
prohibuisse  siifficiat:  caeta- 
raqne,  quasi  expressa  ex  le- 
gis  liceat  vohintate  collige- 
re:  hoc  est,  ut  ea,  quae  lege 
tíeri  prohibeutur,  si  fuerint 
faeta,uon  solum  inntilia,sed 
pro  jnfectis  etiam  babean- 
tnr,  licet  legislator  fleri  pro- 
hibuerit  tantum,  nec  spe- 
cialiter  dixerit  inutile  esse 
deberé^  quod  fOLctum  est:  Sed 
et  si  quid  fuerit  snbsecntum 
ex  eo,  vel  ob  id,  quod  inter- 
dicente  lege  factnm  est, 
illud  quoque  cassum  atque 
inutile  esse  praecipimus. 
Secundum  i  taque  praedic- 
taní  regulam,  qua  ubicun- 
que  (non)  servari  factum 
lege  prohibente  censuimus, 
certum  est,  nec  stipulatio- 
nem  huiusmodi  tenere,  nec 
mandatum  ullius  esse  mo- 
nienti,  nec  sacraraentum 
admití. 


ra  que  le  baste  al  legislador 
haber  prohibido  lo  que  no 
quiere  que  se  haga,  y  todo 
lo  demás  se  sigue  de  la  in- 
tención de  la  ley  como  si 
expresamente  estuviese  or- 
denado; esto  es,  todo  lo  que 
se  ejecuta  contra  la  prohi- 
bición de  la  ley,  sea  no  so- 
lo inútil  sino  también  con* 
siderado  como  no  hecho, 
aunque  el  legislador  se  ha- 
ya limitado  á  prohibirlo,  sin 
declarar  especialmente  que 
lo  prohibe  so  pena  de  nuli- 
dad. Y  si  se  ejecuta  aquello 
6  si  algo  se  efectúa,  bien  co- 
mo consecuencia,  bien  á 
causa  de  lo  que  se  ha  hecho 
contra  viniéndose  á  la  prohi- 
bición de  la  ley,  queremos 
que  igualmente  se  mire  co- 
mo nulo  y  de  ningún  valor. 
Según  esta  regla,  por  la 
cual  anulamos  todo  lo  que 
es  contrario  á  las  leyes  pro- 
hibitivas, es  cierto  que  no 
se  debe  admitir  una  estipu- 
lación de  esta  naturaleza,  ni 
cumplir  nn  mandato  de  tal 
especie,  ni  entrar  en  cuenta 
el  juramento  conducente 
á  sanear  la  nulidad  de  uno 
ú  otro. 


COMENTARIO. 


162.  Desde  que  en  el  Código  romano  se  expidió  la  dis- 
posición copiada  en  las  conoordandasy  los  jurisconsultos 
antiguos,  y  muchos  de  los  modernos  más  notables,  han 
dado  grande  importancia  á  las  leyes  prohibitivas. 

Pero  ya  observamos  (3)  que  la  forma  en  que  la  ley  se 
redacte  no  es  criterio  seguro  de  su  importancia  ni  de  sus 
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efectos,  y  que  debe  atenderse  exclusivamente  al  objeto  que 
el  legislador  se  propuso. 

Si  se  trata  del  derecho  público  chileno»  de  las  solemni- 
dades esenciales  de  los  actos  ó  convenciones,  de  objetos,  en 
fln,  que  no  dependen  de  la  voluntad  individual;  nada  sig- 
nifica, en  cuanto  á  la  esencia  misma  de  las  cosas,  que  la 
ley  sea  imperativa  ó  prohibitiva;  pues,  á  contravenirse  á 
ella,  el  acto  ó  contrato  adolece  de  nulidad  absoluta. 

Así,  el  art.  1701  declara  que  los  actos  6  contratos  para 
cuya  constancia  exige  la  ley  instrumento  público,  se  tie- 
nen por  no  ejecutados  ó  celebrados  mientras  el  instaumen- 
to  no  se  extienda.  iQuó  diferencia  hay,  en  cuanto  á  sug 
efectos,  entre  este  artículo  y  el  que  prohibe  enajenar 
los  bienes  que  no  están  en  el  comercio?  Ninguna  á  no  du- 
darlo; porque  tales  artículos  son  leyes  absolutas  siempre 
obligatorias,  y  el  ciudadano  tiene  de  cumplirlas  so  pena 
de  que  la  contravención  acarree  la  nulidad. 

163.  Entre  los  comentadores  de  las  leyes  francesas,  Mer- 
Un  y  Laurent  han  sostenido  con  el  mayor  entusiasmo  las 
doctrinas  de  los  romanos  acerca  de  las  leyes  prohibitivas» 
"Cuando  el  legislador  prohibe  un  acto",  dice  el  segundo, 
(1)  es  menester  que  tenga  graves  razones  para  hacerlo; 
porque,  en  general^  respeta  la  libertad  de  los  ciudadanos. 
Las  disposiciones  prohibitivas  limitan  esa  libertad,  ó  por 
mejor  decir  se  la  quitan  en  cuanto  á  los  actos  cuya  ejecu- 
ción les  prohibe.  Si  á  pesar  de  esa  prohibición  los  i)arti- 
culares  hacen  lo  que  no  podían  hacer,  sus  actos  carecen 
absolutamente  de  valor.  Entonces  se  debe  decir,  con 
los  jurisconsultos  romanos,  que  los  individuos  no  pue- 
den ser  superiores  á  la  voluntad  del  legislador,  y  que 
si  impunemente  lo  iludiesen,  |eu  qué  consistiría  la  au- 
toridad de  la  leyf  El  Estado,  como  soberano,  declara 
por  medio  del  poder  legislativo  que  prohibe  á  los  ciuda- 

(1)  I.  60. 
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danoR  celebrar  ciertos  contratos;  hay  cindadauos  que,  des- 
preciando la  prohibición,  pretenden  que  su  vohmtad  es  su- 
perior á  la  voluntad  general,  y  violan  audazmente  la  ley, 
haciendo  lo  que  ella  les  prohibe.  ¿Sancionaría  el  legis- 
lador esos  mismos  actos  que  han  insultado  á  la  auto- 
ridad? No  anularlos  equivale  á  declarar  que  subsisten 
y  á  concederles  el  apoyo  del  poder  público.  Más  con- 
veniente sería  que  el  legislador  no  diese  leyes  prohi- 
bitivas, si  juzgase  que  era  permitido  violarlas,  lío  debe 
favorecerse  la  violación  de  la  ley,  porque  el  respeto  á  las 
leyes  es  la  base  del  orden  social." 

Si  bien  todos  estos  argumentos  demuestran  que  los  ac- 
tos prohibidos  por  la  ley  adolecen  de  nulidad,  de  ahí  no 
se  deduce  que  las  leyes  prohibitivas  tengan  mayor  impor- 
tancia qiie  las  imperativas^  ni  que  sea  necesaria  la  regla 
que,  copiada  del  Oódigo  romano,  establece  el  art.  10  del 
Código  chileno.  Atendiéndose  siempre,  no  á  las  palabras 
sino  á  la  esencia  misma  de  las  cosas,  debemos  dividir  las 
leyes,  lo  repetimos,  en  ábsohUas  y  supletorias:  las  le- 
yes absolutas,  como  concernientes  al  derecho  público,  ó 
al  sistema  general  de  la  legislación,  son  obligatorias  so 
pena  de  nulidad,  sin  que  nadie  pueda  estipular  en  contra- 
rio. Las  leyes  supletorias  no  se  aplican  sino  cuando  las 
partes  no  han  previsto  los  resultados  del  acto  ó  contratos- 
Las  leyes  prohihil^as  se  cuentan  entre  la«  alsolntas, 
y  por  lo  mismo  no  tienen  más  importancia  ni  más  efi- 
cacia que  las  leyes  imperativas  absolutas.  No  hallamos, 
pues,  diferencia,  en  cuanto  á  sus  efectos,  entre  el  artículo 
según  el  cual  la  venta  de  bienes  raíces  no  se  perfecciona 
mientras  no  se  otorgue  escritura  pública,  y  el  artículo 
del  Código  ecuatoriano:  prohíbese  gravar  los  fundos  con 
censos. 

164.  Si  se  consulta  el  sistema  del  Oódigo  civil,  échase 
de  ver  que  según  él  se  atiende  sólo  al  objeto  que  el  le- 
gislador se  ha  i)ropuesto,  sin  entrar  en  la  distinción  nu^a- 
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toria  entre  las  leyes  prohiMtwas  y  las  wnperativtís.    Volva- 

mas  al  caso  ya  mencionado.  Según  el  art.  1701  la  falta  de 
instrumento  publico  no  puede  suplirse  por  otra  prueba  en 
los  actos  y  contratos  en  que  la  ley  requiere  esa  solemni- 
dad; y  se  miran  caino  no  ejecutados  ó  celebradme  aun  cuan- 
do en  ellos  se  prometa  reducirlos  á  instrumento  público 
dentro  de  cierto  plazo,  bajo  una  cláusula  penal:  esta  cláu- 
sula no  surte  efecto  algnno.  jCómo  se  daría  más  efica- 
cia al  sistema  deque  ciertos  actos  ó  contratos  solem- 
nes no  se  entienden  ejecutados  6  celebrados  mientras  no 
consten  de  instrumento  público?  Y  si  á  esto  agregamos 
que  el  art.  1682  divide  la  nulidad  en  absoluta  y  relati- 
vaj  atendiendo  á  la  esencia  misma  de  los  actos  ó  c^^n- 
tratos;  tenemos  de  convenir  en  que  el  art.  10^  rezago  de 
las  sutilezas  romanas,  en  el  Código  chileno  es  un  mero 
ripio. 

El  mismo  Laurent  censura  muchas  veces  el  Código  de 
Napoleón,  porque  ha  aceptado  tales  sutilezas,  y  dejándose 
llevar  ahora  por  la  propia  corriente,  acepta  como  esen- 
cial la  distinción  entre  las  leyes  prohibitivas  y  las  impera- 
tivas. 

165.  Con  el  mayor  esmero  debe  evitarse  el  confundir  las 
leyes  que  prohiben  ciertos  actos  ó  contratos  con  la^  que, 
en  apariencia  prohibitivas,  no  se  refieren  sino  ala  capad- 
dad  d^  las  partes.  El  art.  1445  determina  los  requisitos 
esenciales  de  las  declaraciones  de  voluntad;  uno  do  ellos 
consiste  en  la  capacidad  de  las  partes,  y  cuando  ella 
falta,  el  contrato  es  niilOy  no  como  prohibido  por  la  ley, 
sino  porque  carece  de  uno  de  tales  requisitos.  El  art. 
1447  enumera  las  mujeres  casadas  entre  las  personas 
incapaces;  el  art.  141  expresa  que  la  mujer  casada  no  pue- 
de contratar  sin  autorización  del  marido;  tenemos  dos 
disposiciones  idénticas,  la  una  en  forma  imperativa  y  la 
otra  en  forma  prohibitiva;  y  por  eso  algunos  jurisconsul- 
tos opinan  que  el  contrato  celebrado  por  la  mujer  casada 
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8iu  la  respectiva  autorización,  es  uiilo  como  prohibido  por 

i^íjéái  j[m^e  4)eWU;;ar;  .co«)ip  1^  yomUí  <l*^  1^  «w^cyM>J^  <^ 
Uttap<»riM)Da^'i\':ii.  Jt!lA^oay:|!;ii^o.U(e  ki^i;|jei'  ,c|i«^aA$)'  ^ip  A'»í 
¡^rolubidfi;  yG^léW^vlo  u^  íhc^^^^  VíM^s  Ja-  cu^tvcii^Ml  ^'.ansi^ 
te  (art.  1445)  eju  (y^iieaiji^  }>^r8gt;ip4  ^  -^^ijH^V^ilii^t^HW.V^ 
8iu  el  iuÍDÍsterio  ó  autorización  de  otr<% 

Volveremos  á  esta  importantísima  materia  al  comentar 
los  art«,  14tí6  y  1682. 


i 


'25 
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..*  • 


> 
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Art.  11.  Cuando  la  lei  declara  nulo  algtln  acto, 
con  el  fin  espreso  ó  tftclto  de  precaTor  un  firaude, 
6  de  prov^eer  A  algitn  objeto  de  conTeniencla  publi- 
ca ó  privada,  no  ae  dejartl  de  aplicar  la  lei,  aunque 
se  pruebe  que  el  acto  que  ella  anula  no  ha  sido 
firaudulento  ó  contrario  al  fin  de  la  lei. 


Nulo.  1681. 


REFERENCIAS. 


CONCORDANCIAS. 


P.  de  B.  20.  Cuando  la  lei  declara  uulo  algúu  acto,  con 
el  fin  espreso  ó  tácito  de  precaver  algún  fraude,  ó  de  pro- 
veer á  algún  objeto  de  conveniencia  pública  ó  privada,  no 
se  dejará  de  aplicar  la  lei,  aunque  se  pruebe  que  el  acto 
que  ella  anula  no  ha  sido  fraudulento  ó  contrario  al  fin  de 
la  lei. 

C.  E.  10.  En  ningún  caso  puede  el  juez  declarar  válido 
un  acto  que  la  ley  ordena  que  sea  nulo. 

C.  Arg.  1038.  La  nulidad  de  un  acto  es  inanifíest^i, 
cuando  la  ley  expresamente  lo  ha  declarado  nulo,  ó  le  ha 
impuesto  la  pena  de  nulidad.  Actos  tales  se  reputan  nu- 
los aunque  su  nulidad  no  haya  sido  juzgada. 

COMENTARIO, 

166.  Este  articulo  es  traducción  del  8"^  que,  comprendi- 
do en  el  proyecto  del  Código  de  Napoleón  (tiUdo  preli- 
minarjy  se  dejó  para  el  Código  de  comercio.  (1) 


(1)  '^Art.  8.  Lor^que,  par  la  crainte  (leqnelque  fraude,  la  loi  aura  di^clart^ 
uuls  oertains  acten,  80h  aispositions  iie  puiirroitt  etre  c^ludóea  nona  |»r<5t«xte 
que  ees  artes  ne  son  pas  fraudiileux.'' 

En  virtud  de  Í&h  modlfícaoiones  que  9e  hicierou  al  proyecto,  el  art  8  pasó 
á  ser  el  5". 

**0ii  discute*'  (en  el  Tribunatlo)  "P  artiole  5. 

"La  sectiou  cu  vote  le  retranchenieut. 

''Cetartide  n'a  pas  pn^Hent<^  un  principe  assez  géii<5ral  et  d'  une  applica- 
tiou  as-sez  certaiue. 

"l^tani  aiusi  concón,  11  i>ourrait  prt^seuter  une  application  dangereuse,  lors- 
qu'  un  fait  d<;^lianqueronre  serait  ]»ort<^  dans  les  tribuuaux  criuiiuels,  en  pa- 
raÍHsant  inteídin»  la  preuve  de  Íait8  tendants  a  se  disculiwr  tVni\  <lélit. 

"Kntín  luie  disposition  ü  ce  8i\jet  a  paru  etre  niieux  pla('<^e  ou  dans  le  Code 
Judiciare,  au  Titre  dos  Preitreír,  ou  au  Code  de  Coniinerce,  au  Titre  oii  il 
sera  parlé  des  actes  faits  dans  les  dix  jours  ant^érieurs  ¡i  la  j^illite.*' 
(Locré.  I.  564.  11). 


a6i?os  nulos 
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Gomo  principio  el  artículo  es  incontestable;  pero  en  la 
práctica  no  tiene  aplicación,  porque  bastan  las  disposicio- 
nes sobre  la  nulidad  de  los  actos  ó  contratos. 

£1  lq§ri¿ilador  declara  la  pulidad^  y,  por  lo  tanto,  el  juez^ 
al  apliear  la  ley,  no  atiende  el  ánimo  de  las  portes  ni 
admite  la  prueba  de  que  ellas  no  se  -propa«ieron  violafla. 

Si  bien  el  art.  10  del  Código  ecuatoriano  encierra  una 
regla  más  general,  tampoco  es  útil  ni  práctico;  porque  de 
la  naturaleza  misma  de  las  funciones  judiciales  se  deduce 
que  el  juez,  llamado  á  la  aplicación  de  la  ley,  no  puede 
infringirla  declarando  válido  un  acto  ó  contrato  nulo. 


■^^M»^^ 
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Árt.  12.  P0<f Cfl  nmtnMmrue  lo#  déVMhov  tfonfi» 
Vés  MditiAuáil  AM  MiLiiii«tetti#f  1  quéíiio  é0l#  yvoM 


RKKtíRKSCIAS. 

KHt<^  prohiliida  mu  re uiiiicia.  Vúi. 

•         • 

COSCOBÍMfCCÍAS. 

P.  de  B.  15.  Lo«  individuos  no  pueden  estipular  oosha 
contrarias  á  his  buenas  costumbres,  ni  á  las  lej^es  que  re- 
glan la  organización  política  i  judicial  de  Chile,  ni  á  las 
prohibiciones  de  las  leyes. 

Pero  podrán  renunciar  cualquier  derecho  que  les  con- 
fieran las  leyes,  siempre  que  mire  á  su  interés  ó  conve- 
niencia individual  i  que  no  esté  prohibida  su  renuncia. 

No  i^uede  renunciiirse  ningi'm  derecho  establecido  en 
favor  de  las  buenas  costumbres  6  del  orden  público. 

C.  E.   11. 

O.  deN.  (>.  On  ne  peut  )  i\.  No  se  puede  estipular 
dóroger,  par  des  conven-  \  nada  contrario  á  las  leyes 
tions  particulieres,  aux  Tois  ^  que  miran  al  orden  públi- 
qui  intéressent  l'ordre  pu-  )  co  y  á  las  buenas  costum- 
blic  et  les  bonnes  raoeurs.       )  bres. 

O.  Arg.  10.  La  renuncia  general  de  las  leyes  no  produ- 
ce efecto  alguno;  pero  i)odrán  renunciarse  los  derechos 
conferidos  por  ellas,  con  tal  que  sólo  miren  al  interés  indi- 
vidual y  que  no  esté  i)rohibi<la  su  renuncia. 

21.  Las  convenciones  i)articulares  no  pueden  dejar  sin 
efecto  las  leyes  en  cuya  observancia  estén  interesados  el 
orden  iniblíco  y  las  buenas  costumbres. 


(-)  Lacró,  EspritileCocle  Civil.  I.  p.  165-169.— Locró  I.  381.  art.  9.— 4SÍ. 
15.— iK2.  29.  30.— 5í)5.  5.-526.  15.— 6«6.  18.  19.— 616.  12.— Merlin.  T.oi.  ^  VIH. 
Derogatioii.  II.  Xnlitó.  $  III.  líeiioiifiation  ^  III.  ii.  I.— TonUior.  I.  101-111. 
— Dalloz.  Loi.i.  521-521.— Laureiit.  I.  41.  44>-49.  54.— Deinolonibe.  I.  162.— 
Zachahae  (.M.  V.)  I.  ^  31.- Zachariae  (.\.  K.)  I.  ^  36.— Baiidry-Larantine- 
rit».  I.  265-285. 


872.  Las  piei*soüffs  cí^íwices  (fe  hftcer  nna  renuncia  pue- 
den remÑfficínr  á  tocios  lo»  dcareeb€>A  «ataUecidos  en  su  in- 
terés partiV'Olar,  aunque  &ean  eventuales  ó  condicionales; 
pero  no  á  los  derechos  concedidos,  menos  en  eí  interés 
[mrticiílar  de  las  personas,  (pte  en  mira  del  orden  pi^blrco, 
ios  cítales  no  son  susceptibles  ile  ser  el  objeto  4e  itha  re- 
nniicta. 

P.  de  G.  11.  No  podrán  derogarse  por  convenciones  par- 
ticulares las  leyes,  en  cuya  observancia  están  interesados 
el  orden  pébHco  y  las  buenas  eostlPnn'bpes. 

G^  P.  T.  P.  VIL  Nii^giitt  pacto  exime  de  la  obftervan- 
cia  de  la  ley;  sin  embargo  es  jierraitido  renunciar  los  de- 
rechos que  ella  concecle,  siempre  que  sean  meramente 
privados,  y  ((wte  no  intereBen  al  ofd«ií  público  y  á  fas  bne- 
nas  costumbres. 

C.  M.  6.  No  tiene  eficacia  alguna  la  renuncia  de  hiH  le- 
yes en  general,  ni  la  especial  de  las  leyes  prohibitivas  ó  de 
interés  público. 

C.  de  la  L.  11.  (Art.  6  del  Código  de  Napoleón). 

C«  Esp.  4«  Son  nulos  los  actos  ejeeiitados  coptra  lo  dis- 
puesto en  la  ley,  salvo  los  casos  en  que  la  misma  ley  orde- 
né sit  validez. 

jLos  Aeréenos  conc^ediilos  por  la»  fevei  son  ren»Ti«iables, 
á  ivo  ser  esta  renuncia  aontrael  interés  ó  el  orden  puUk.0). 
ó  en  perjuicio  de  tercero. 

P.  V.  XL  28.  Otrosí  dezimos,  que  todo  píeyto  que  es 
fecho  eontra  íitie«*m  L^y,  ó  contra  las  Inietras  costumbres, 
qde  non  dené  ser  guardad€>^  maguer  pena,  ó  jnrainettto 
fuesse  puesto  en  e!. 

D.  II.  XIV.  27.  "§  4.  Pac-  >  §  4.  Los  pactos  qne  can- 
ta^   qtfae    turpeiti    eaitsam  I  tienen  causa  torp«i  no  se 

continent,  non  sunt  obser-  ^  deben  cumplir 

vanda S 

38.  Ins  pubiienm  priva-  <  38.  Bl  derecho  iiúbíico 
t^Mfnm  paetis  mutari  non?  no  ptiede  nindarse  por  los 
jmtest.  S  pactos  de  personas  particn- 

]  lares. 

COMEÍÍTARIO. 

167-  T^a  veáúeeión  de  e»te  artículo  es  osonrfsima.  lie 
los  tres  incisos  que  formaban  él  art.  15  del  proyecto  de 
1).   Andrés  Bello,  el  primero,  que  constituía   la   regía 
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general,  es  del  todo  conforme  á  la  ley  romana  y  al  artícu- 
lo del  Código  de  Napoleón  copiados  en  las  eoncordunein». 
Los  revisores  del  |)roi/ecío  suprimieron  los  incisos  pri- 
mero y  tercero,  y  el  segundo  constituyó  la  declaración  de 
un  principio. 

168.  ¥)l  artículo,  cual  se  halla  redactado,  encierra  tres 
reglas: 

1*.  Pueden  reiinnciarse  los  derechos  que,  conferidos  pop 
las  leyes,  se  refieren  s<)lo  al  interés  individual  del  renun- 
ciante: 

2^  Prohíbese  la  renuncia  de  los  derechos  que  no  miren 
al  interés  individual;  y 

3*.  Tampoco  pueden  renunciarse  los  derechos  determi- 
nados en  la  regla  primera,  cuando  la  ley  prohibe  su  re- 
nuncia. 

169.  iQué  dice  la  ley  cuando  declara  que  son  renuncia- 
Mes  todos  los  derechos  que  no  atañen  al  interés  individual 
del  renunciante?  ¿Por  qué  habla  sólo  de  renunciad  Un 
enigma  sería  tal  ley,  si  no  tuviéramos  la  romana  y  el  art. 
6  del  Código  de  Napoleón.  El  sentido  del  art.  12  consis- 
te, pues,  en  que  las  particulares  no  pueden  alterar,  por 
convenciones,  las  leyes  que  no  se  refieren  al  int-erés  indi- 
vidual. 

Luego,  la  dificultad,  lianta  aquí  insuperable,  está  en  dis- 
tinguir las  leyes  que  mimn  al  interés  de  la  comunidad  de 
las  que  sólo  conciernen  al  del  individuo. 

El  art.  1462  cuenta  entre  los  casos  de  objeto  ilícito  aque- 
llos en  que  se  contraviene  al  derecho  jnibUoo  chileno. 
¿Qué  se  entiende  por  derecho  público?  "Es  indiferente", 
decía  Portalis  (1)  "saber  si  según  las  leyes  romanas  las 
lisAahrsL»  ios  piiblicum  significan  algunas  veces  las  leyes  es'* 
critas  y  solemnemente  publicadas,  contraponiéndolas  á  los 
simi)les  usos  que  no  se  establecían  con  la  misma  solemni* 

(1)  Looré.  I«  4S2.  29. 
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dad.  Pero  ^e  trata  de  saber  si  las  palabras  iu^  pnhlicumj 
que  se  emplean  inásordinLriainente  pira  expresar  lo  que 
uasotros  llamamos  df*recho  público,  tienen  esta  acepción 
en  los  textos  según  los  cuales  no  se  prede  derogar  el  dere- 
cho publico  por  convenciones  particulares.  Hé  aquí  có- 
mo se  redactó  el  sumario  de  la  ley  31  (Digesto  (k  partís): 
Contra  teiiorem  legis  privatam  ntilitatem  contínentiH  pascici 
licüt.  Es  permitido  estipular  contra  el  tenor  de  una  ley 
que  no  se  refiere  rsino  á  la  utilidad  privada  de  los  hom- 
bres. Así,  el  derecho  ptíblico  es  el  que  interesa  más  di- 
rectamente á  la  sociedad  que  á  los  particulares,  y  el  dere- 
cho privado,  el  que  interesa  más  á  los  particulares  que 
á  la  sociedad.  Amilanse  las  convenciones  contrarias  al 
derecho  público;  loas  no  las  contrarias  á  las  leyes  que  no 

-'itañen  sino  al  derecho  priva<lo  6  á  los  intereses  particu- 
lares.   Esta  es  la  máxima  <le  todos  los  tiempos,  y  de  ella 

se  deriva  la  distinción,  tan  conocida,  entre  las  nulidades 
absolutas,  que  no  pueden  sanearse,  y  las  nulidades  relati- 
vas, susceptibles  de  excepciones.  Lo  que  decimos  de  los 
pactos  contrarios  al  derecho  público  se  aplica  á  los  con- 
trarios á  las  buenas  costumbres." 

Aunque  el  jurisconsulto  francés  nos  dio  idea  exacta  de 
lo  que  en  el  Código  civil  se  llama  derecho  jrábUcOj  las  difi- 
cultades subsisten;  pues  á  cada  paso  hay  que  investigar 
si  las  leyes  se  refieren  al  interés  de  la  sociedad  ó  al  del  in- 
dividuo. 

170.  ¿Cuáles  son  la^  leyes  civiles  ([ue  no  pueden  ser 
alteradas  i>or  convenciones  de  los  particularesf  Las  con- 
cernientes: 

Á  la  jurisdicción  y  á  loa  prnebm  mlmüibles  enjiikio; 

A  la  organización  de  la  familia,  al  catado  y  capacidad  rfc  las 
persoiuis; 

A  la  distinción  de  los  bienes  y  á  la  constitución  de  los  de^re- 
chos  reales; 

A  las  solemnidades  esenciales  de  los  actos  y  contratos; 
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J.  lii  prescripción^  mientraa  los  derechos  iio  se  (f4i¥ier(m  4 
extinnan; 

Miran  al  interés  iuilivifliial  kk>  leyes  suplctorUtSy  essto 
es,  las  que  no  se  aplican  sino  cuanilo  el  iu<Iiviiliio  uo  lia 
expresado  sü  voluntad. 

S^íguese,  pues,  insistimos  eu  ello,  que  segúu  el  ai*t.  12,  el 
iudi viduo  uo  puede  renuH€Íar  losderechos  proveuieutes  ile 
las  leyes  que  deterniiaan,  ya  la  jarisdiccióu  de  los  jueces  y 
la  orgiariización  íle  los  tribunales,  ya  las  relaciones  de  fami'- 
lia,  como  los  derechos  del  mao^ido  wbre  U  persoi^a  de  Ja 
Qi\ijer  ó  los  del  yadre  soboe  la8  Uijos  legitimos  no  ^einaiu^i- 
pados;  que  si  bien  las  ^airte^s  son  libres  para  ejecutar  \\n  ac- 
to ó  celebrar  un  contrato,  los  eftM!itos  del  acjbo  ó  coutrasto 
depesMÜen,  no  de  la  y.aLunta<l  individual,  eino  de  la  ley. 
Asi,  eeJébjcaae  el  contrato  de  veoitia.    L^  requisitos  eaeoi- 
eiales  son  ^]  oonseotimiento,  cosa  y  .precio;  y  las  piURteH 
no  {Midieran  e6iti.pnlar  que  la   venta  se  perfeccione  sin 
eosa  determinafla  4  sin  bases  fiara  lijar  el  pt*eeio.    Al  dere- 
cho ^ítpletogrio  Bobve  jcI  contrato  >de  v«iita  perteueeetn  ias  iie* 
gtlas  «coíncernieQtes  al  lu^gar  donde  ha  de  entregajrse  la 
cosa,  al  plazo  para  el  pago  del  puecio,  á  la  «calidad  del  ob- 
jeto vendido.    Solo  á  üalta  de.eBt.ipalaciefnes*expreaas  se 
aplican  estas  leyes  suirietorias;  y,  Heaii  cuales  fueren  las 
estipulaciones  de  las  partes,  -el  jnez  tiene  de  re^j^etarlas. 

171.  Ni  por  un  instante  pretendemos  babor  resueílto  un 
problema  tan  difícil;  pues  aun  los  escritores  más  emi^feentes 
apenas  si  apuntan  sus  dificultades.  Ciomentando  tiallosZ  (2) 
y  Demoilombe  (S)  el  art.  fí  del  tiódigo  de  Napoleón,  afir- 

• 

(2)  ''Di*  t-es  iliverst^H  observatLons,  PonoliioriH  «ju'il  «erAít  bien  ilitTicilo  de 
lair  dvs  roglns  ^^ut^'ailes  eu  jiirisprudeuce  poiir  l:i  (Ustiuctiun  des  loÍ8  «^iii 
iiit<^i'í\s8cut  l'in'dre  pnblic  et les  lumiieM  ino«nr«. — Le»  cpiestioiis  piirtinihc- 
ves  qii'añiit  ualtre  cette  distinctiou  se  rcf«reut  a  taiit  de  brauehes  diver- 
HCH  dii  droit,  que  iious  u'aurioiis  pii  uonseii  oociip^fr  ici  saiis  isolerla  jaris- 
piudeiioe  de  ](v  dontriue.  et  iMiis  sdt>aL'er  T  ensemble  des  autres  metieres; 
aiixquelIcH  se  rattaO'hent  «pécíaienieiit."     (Lois.  52t). 

(3)  "Cette  questiou  est  done  celle  de  tonte  la  seieuce  du  droit,  eu  ue  peut 
se  développer  que  fluceeaiveoieut. 
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man  qne  á  ser  completo,  comprendería  el  de  todo  el  Códi- 
go civil;  Merlin  (4)  repite  las  doctrinas  de  los  romanos  so- 


^'Comme  moyen  gí^níral  (Vapplioation,  Je  dirai  fleuleineut  que,  loraquMl 
s* agirá  de  saroir  si  telle  on  telle  di.spositioii  est  de  droit  public  ou  de  droit 
priv<^,  il  fandra  se  rappeler  les  con8Íd<^ration8  sur  lesquelles  repose,  eu  g<^- 
ii^ral,  le  droit  pnblití,  et  voir  si  la  dispositioii  eu  question  s'y  rattaohe. 

"J' ajonterai  encoré  que,  lorsqn'il  y  a  don  te  sur  le  caractí're  d'nue  dispo- 
sitiou  qni  paral t  appartruir  au  droit  prlv^^,  luais  ]Hnu*taut  intt^resscr  anssi 
r  ordre  g^ní^ral,  il  faut  craindre  que  la  possildlitA  d'yreiioueer  ne  fiuisso 
par  Tauí^autireu  fait,  et  par  priver  la  »o<-i<'?té  du  bien  qu'elle  pouvait  eu 
atteiidre.  L*  exp(^rieuce  a  prouv(5  que,  daus  les  fontrats  iutóress<^.s  surtout, 
les  reiionoiat i ous  favorables  au  stlpulaut  ou  créancier  sout  |u*es(|ue  toujonrs 
exigées  par  lui,  dn  jiroíMf/íaMÍ  oud^^bitcur,  qui  subit  sa  loi,  et  qu' elles  de- 
vienneut  aiusi  do  <r/j//f,  protocoles  et  formules  banales  de  tous  les  actea.'' 
(I.   20). 

(4)  *'Qnelles  soiit  lea  Lois  qm  intt^resseiit  V  ordre  pnblicf 

"Leal^glslatenraromalus  avaient  proclama?,  comine  le  (^ode  civil,  le  prin- 
cipe qn'  il  ne  peut  <^tre  rien  cliang<^  au  droit  publie,  par  des  conventions  par- 
tienliores:  fu*  publicum,  avaieiit-ils  dit,  priratorum  vacth  mutari  non  polest; 
mala,  commelaCode  civil,  ils  avaieiit  laisst^  ce  principe  dans  le  vague:  ils 
11* avaient  paa défíui  ce  qu'on  devait  pr^ciscnient  eutendre,  en  tnítte  nuitii- 
re,  par  lesmots  itf*  j^ie&ncMm:  üs  avaient  memo  placeles  Lois  relatives  aux 
formes  des  testamens,  parini  les  objets  régleos  parleílroit  public  . 

"Ha  avaieut  encoré  augment<^  la  confusión  eu  d<^clarant  nuls  indistiucte- 
roeiit  tous  lea  pactes  qui  dórogeaieut  aux  Lois:  pacta  quae  contra  Lcffeit  consti- 

iutiouesre .Jiunty  nnllam  rimhahei'e  i nduhítati  inris  est,  \iO{tiúilsi]o\ 

7,  C.  depavtis;  et  ce  n*6taitque  par  uue  interpr^tatioii  foud(Se  sur  la  facultó 
qn'ila  laiasaieut  euxmcmes  a  cliacun  de  dí^roger  par  des  conventions  aux 
avantagesiutrodnitspar  les  Lois  eusaíavenr,  que  Pon  parvenait  a  ^tablir 
qu©  cette  nullité  devait  ctre  resfereiiite  aux  x>actes  faits  cu  opposition  avec  les 
Lois  qni  avaient  pour  objet   1'  int<^rct  g<^u<^ral. 

**Quoi  qu' il  en soit,  nous  avons  a examiner  quels  sens  V art.  H du  Code  ci- 
vil attache  aux  mots /yO/«  qui  intérensent  V ordre  p ubi ic:  et  cette  quwstiou 
n'  eat  paa  anssi  simple  qu'elle  le  paralt  a  la  premiére  vue. 

•*Klle  nNittrirait  sauadoute  aucnnedilticultó,  si,  paa  V  ordre  puhliv,  onu* 
devait  eutendre  que  le  produit  des  Loia  faites  pour  (;onstituer  le  cor ps  so- 
cial, pour  Torgauiser,  pour  en  délóguer  les  pouvoirs,  ])onr  dóterminer  la  coni- 
pétence,  la  marcheet  les  devoirsde  chaqué  «lutor i t<^  ou  fonctiounaire,  pour 
r^í.gler  lea  obligations  de  citoyeus  envcrs  r<*tat. 

**Et  encoré  aerions-nous  obligas,  dans  cette  supposition,  de  reí-onnoltrc  que 
Tart.  6  uedoit  pas  ctre  entendn  littéralement  et  dans  toute  sa  latitude;  eav 
bien  que  la  compéteuce  des  tribunaux  soit  incontestablenient  de  droit  pti- 
blic,  il  eat  ponrtaut  certaiu  que.  deux  particuliera  peuvent,  cu  coutractant 
enaenible.  stipuler  qne,  s' il  s' óleve  des  dift'éreuds  entre eux,  le  jugenieut  ♦»!! 
aera  soumis  ;\  un  tribuual  qui  u'a  pasdejuridiction  sur  leurs  personnes;  et 
celaest  écrit  tout  an  longdaus  l'art.  111  du  (-ode  civil. 

'*La  difficult^  n'est  pas  de  tronver  le  motifde  cette  exception  ala  génc- 
raliti^  de  l'art.  6:  on  seut  assez  que.  ai,  dans  le  casdout  il  a'agit,  laoon- 
veutiou  privée  des  parties  T  emporte  sur  1'  ordre  public  de  compétence  éta- 
bli  par  la  Loi,  e'eat  nuiquement  parceqne  la  Loi,  eu  asaiuótissant  le  Av- 
niandeur  si  suivre  la  jnriaictiondudcfendeur,  n'a  eu  eu  vue  que  Tavautn- 
ge  peraounel  de  celui-ci,  etquecbacun  est  maitre,  comnie  ou  l'a  dit  toutríi- 
riieure,  dtí  renoucer  aux  Lois  qui  ne  jsont  relatives  qu'íi  son  intóret  parti- 
cuJier. 

•*Mais  ce  qui  u'est  pas  aussi  facile,  c't^st  préciaer  jusqu'oíi  doit  s'áttíudre 
Taccept ion  deamotsorrfiT  p«/>/ír,  pris  daña  un  sens  pina  large-  que  ctíluique 
iiouavenoua  d'iudiciuei':  carón  no  sauraitdouter  qu'ellenedoivb  etre  éteudue 
au-delá,  et  la  preuve  eu  est  qu'il  y  a  unefoulede  matit^res  qui  sont  conaidé- 
récja  comme  appartenaut  á  T  ordre  public,  et  par  suite  connue  absolumeut 
indépendautea  des  conventions  particulieres,  quoitiuc  restreintes  parleur 
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bre  la  distinción  entre  el  derecho  público  y  el  derecho  i)ri- 
vado;  Toullier  (5)  termina  por  dudar  si  el  art.  6  sea  inefr 


objet  anx  intórí'ts  ele  simplt^s  iiuUviiliis,  elle.s  fleinblt^iit  dcpeinlre  niiique- 
lueut  du  droit  privé 

**Qnel  est  le  fleiisde   Viiri.  fi,  en  ce  qui  concerne  Ie«  bonues  niocnr^f 

'^Les  Iégi8latenr8  romains  íléeluraient.  nuiles  les  eonventions  qui  olíVn- 
saieut:  les  bonnes  moenvs:  parta  quae  contra  houoH  mores  finut^  nnllam  vim  ha- 
hére  ÍH(1uhltatt  inris  eslT    C.'étaient  les  termes  de  \\\  Loi  7,  C.  da  pactis, 

*'I/art.  fidnCodeeivil  n^anas  nn  objet  anssi  ét^ndu.  11  ne  proscrit 
que  les  eouventions  par  lesquelles  des  ])articulier.s  vondraient  déroger  anx 
Lois  qui  intéressent  les  bonnes  nioeurs;  et  il  s'cu  fant  beaucoup  que  les 
loisqniinléressenf  les  bonnes  mocMr»,  aient  reprime  toutes  les  actions  ininiora- 
les.  Tout  ce  qui  n'est  pasexpresséuient  défendii  par  les  Lois,  ue  peut  etre 
emp^ché;  mala  ce  qui  est  hors  de  Tatteinte  d*  un  empéchenieut,  n'i'stjms 
toujours  marqué  au  coin  de  1'  honuéteté  naturelle:  non  omnequod  lirrt  honcs- 
tum  est,  dil  la  Loi  144,  />    de  re/fHlis  inris.  * 

"Ou  ne  peut  done  appliquer  l'art.  (>  qu'aux  conveutions  qui  blfsst'ut  di- 
rectement  les  Lois  par  lesi|uelles  certaiues  actions  immorales  sout  ré|>rimé»*s. 
'^*Ainsi,  on  rapplií[ue)"a  sans  diMicult»'»  A  la  conven tion  par  laquelle  le  pí'- 
re,  la  mere,  le  tuteur  d'une  pcr.^onue  de  l'un  ou  de  l'aufre  sexe  au-dt*s- 
Hon8<le  ra<;ede21  ans,  ou  toute  autre  jM-rsonue  ehargée  do  aa  sur  ve  ill  anee, 
se  sera  obli^áe,  moyennant  la  promessj  d'uue  souime  íVarí^eut,  de  la  pri»s- 
tituer  á  celiii  ou  <;eile(|ui  luí  afaitcette  promesse;  etil  ueserapas  douteux 
que  eotte  eonvention  ue  soit  nulle,  puisqu'elle  se  tronvera  en  opposititni  dia- 
metral e  a  vec  l'art.  334  du  Code  penal,  qui  íntli^e  a  cea  sortes  d^attentats 
aux  moeurs  des  peines  ronvetionnellr.s. 

''Mais  l'art  6  serait  inapplieable  a  la  couventiou  par  laquelle  une  persou- 
ne  majeur  se  serait  ainsi  prostituóti  par  un  tiers,  luoycnuant  une  promesse 
d'argent:   pourípiolf     I'arcequ'alurs  la  Loi  péuale  serait  muette. 

**S'ensuit-il  de  líi  (pi'une  pareillc  eonvention  serait  valable,  et  ipie  le^ 
juges  fussent  tenus  d'en  ord<»nnt5r  rexéoution.  sous  le  pretexte  que,  toute 
eoutraire  quVlIe  serait  aux  bonnes  mi)eur4,  elle  ne  le  serait  á  aueiine  Loi 
(]ui  les  intéressjlt;  et  qu'ainsi,  il  y  aurait  néeessité  d' appliquer  Tart.  1184 
qui  declare  que  les  vonventions  UUfuleweut  formrcs  tiennent  lien  de  loi  (i  venr  qui 
les  oni  faites* 

*'Nou:  adétaut  de  l'art.  íí.  les  ¡u«íes  trouveraient,  pour  auuuler  e,';tte  cou- 
ventiou, une  ressource  dans  les  art.  1331  et  1333,  lesquels  portent,  Tun,  que 
V  ohligation  sans  canse,  ou  snr  une  fanssfí  cause,  on  snr  une  iHirife.  nepent  aroir 
anean  effet:  1' autre  que  la  cause  est  il  licite  (¡nund  elle  est  prohihée  par  la  /o», 
qnand  elle  est  contraire  anx  bonnes  inoeurs  ou  á  /'  ordre  public. 

"La  léo^islation  du  Code  civil  se  trouve  <buu',  «n  dei'niere  analy.se,  parfiii- 
teuient  d'accord  sur  ce  point  avec  le  droit  romain."    (Merliu.  I^oi.  $  VIIJ). 

(5)  **L'oT>jet  le  plus  ordiuairc  dea  lois  est  d<' ré<j:ler  les  droi  ta  respe^ti fs 
de»  citoyens.  Or,  comme  chacun  est  toujours  libvf^  de  reuoncer  A  ««^s  dtxiits, 
il  s'eusuit  qu'eu  «íéuéral  les  citoyeus  peuvent  reuoncer  aux  dispositions 
des  lois  qui  ne  soiit  introdnitcs  qu'en  leur  t*;iv/uv,  et  qui  n'iiitéresseut 
(pi'eux  seuls. 

''A'j»í  reffula  inris  antiqui,  omnes  lireniiam  hahere  his  qnae  pro  se  introducta 
suut  renunciare. 

*'.Víais  on  ne  peut  dh'Of/er,  p'ir  d^s  eonventions  particnlibreH^  aux  lois  qui  in- 
téresücnl  V  ordre  pnblU)  et  les  bonnes  moenrs. 

•*t>''est  la  disposition  d<*  1' art.  6  du  (,'ode  civil,  qui  est  tiré  du  droit  ro- 
nuiiu. 

'•(%'tte  máxime,  qui  parait  evidente,  n'est  pourtant  pas  sansexceptioul.... 

"La  Miaxitu^^  qu'on  peut  «léro^íer  ou  renou;*i*r  aux  lois  qui  ne  sont  intrt»- 
í'uits  qu'eu  favr^ur  (b?s  p;irli«'nliers  soutl're  done  exception:  1"  toutes  les 
Ibis  que  la  loi  ellemi'^iue  a  défendu  «le  derogar  :\  sos  dispositions;  2*  lorsqu' 
ou  [MMit  induire  de  ses  tlisj)i)sitionsoude  ses  motif^,  <|u'elle  est  abaoluuu^iit 
proliibitive;  3**  lors<iue  les  dispositions  <le  la  loi  ont  pour  fimdement  quel- 
que  causí5  publique  ou  politique,  ou  l'iutérct  d'uu  tiers 
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caz  y  peligroso;  Zachariae,  á  quien  cita  Velea-SarsfleW, 
(6)  uo  pasa  de  deciruos  que  los  [)articulares  80U  librea  para 
modificar  las  leyes  (7),  siempre  que  ésta^  coucedan  un  be- 
neficio individual;  Lanrent  principia  afirmando  que  el  ju- 
risconsulto debe  dar  regias  para  resolver  toda«  las  dificul- 
tades, y  ensena  lo  mismo  que  Portalis  y  Mcrlin  (8) 


"Cetertisoussion  doit  faire  sciUir  comlílen  il  oHt  cssentiel  de  ne  point  s* 
hal)ituer  Si  se  conteuter  de  niot8,  et  d»  n'eii  ]»Í8Ber  niiRser  aiicnn  sans  en  né' 
ixMtpt  le  spiís.  Eiifin,  elle  niontre  V  í'^ciieil  oíi  ont  eclioiié  len  espritH  les  plus 
íbrtH,  les  aiitenrs  les  j>lu8  savann,  et  ooinhiou  il  eet  diftleile  de  faire  des  i^- 
(flesgdn^rales  en junspriidenfe.  Onnñnf efinitio  in  iuri  ririli  periculoaa  ettt:  ' 
paritm  ctleniíMf  ut  twn  «ubttUi  posset/^    (i.  iOL-108.  108.  111). 

(6)  En  la  nota  al  artículo  19  del  Código  Argentino. 

(7)  '*La  liberté  juri  di  que  des  individua  est  si  éteudue,  qu'ils  penvent  d<^- 
rogeraux  loispai  leurs  conrentions  particuli^re8.  Cependaiit  cette  liberta 
n' est  pas  ¡lUmit^e.  Elle  doit  Mre  renferm^o  dans  les  cas  ofi  il  s'  agit  de  día- 
poaitionsintroduiteseu  faveur  deceluiqui  venty  renonoer  on  qui  vent  les 
modifier:  quilihet  iuri  in  favorem  íuum  introducto  renunciare potest.  II  n'en 
est  plus  de  niéme  des  qa'  un  intárét  pnblic  est  en  jen.  On  ne  peut  done,  par 
des  conventions  pa^ticuli^^e8,  déroger  anx  lois  qui  intéresseut  l'ordre  pn- 
blieet  les  bonnes  inoenra.'^     (M.  V.  I.  $  M). 

(8)  *'L' art.  6  du  code  dit  que,  Pon  ne  peut  d<^ro^er,  psir  dos  conventions 
partip^li^re8,  anx  lois  qui  int/^'esseut  l'ordre  publie  et  les  bonnes  nmiMiTs.' 
Qnefant-il  entendre  par  lois  intóressant  l'ordre  public  et  les  bonne.í  ino'Mirsf 
Le  législateur  ne  donne  pas  de  répouse  ai  rette  question.  Nons  lisous,  uon 
sana  aarprlse,  dans  nnbon  anteurquesi  la  loi  8*est  abstenne  de  trac^r  des 
regles  a  ce  scy^t}  c'est  parce  que  ees  eh oses  se  senteut  plus  nu^on  ne  Jes 
dennit.  CettJo  máxime  ne  devrait  pas  figurer  danw  un  livre  destiní^  aux  íU*- 
ves,  ni  daiis  anenn  Ubre  de  droit.  11  n'  y  a  rien,  il  ne  doit  rien  rester  de  va- 
gue dans  la  jnrisprndence.  La  precisión  des  idees  et  la  nettet^  dn  langage, 
voil^  tout  le  droit.  Notre  soience  est  une  suite  de  pTÍncip*-a  logiques  fon- 
des  sur  la  raison;  elle  ne  doit  pas  renví)y<'r  au  sentinient 

*'LepTojet  portait:  'lois  qui  int<^resaent  le  ])ubli(v*  Bouliiy  ju'oposa  la 
rédactionactuelle,  ordrepnhUc;  i-IIe  í'ut  mlopíí^r  HunsdÍHcusHion.  Leajuris- 
consultes  romains,  anxquels  le  principe  est  cinin-nntí^,  disent  que  les  partí- 
cnliersne  penvent  pas  déroger  au  f//vW/  pnhlii'.  (,''cst  aussi  en  ce  sens  que 
Portalis  explique  l'art.  (i.  Lo  Tribnnat  avait  obJect(^  que  les  motstt/9pn- 
hlioum  ue  siguitiaient  pas  ce  qun  nous  appelons  droit  pul)fir,  n:ai8  bien  les 
loisécrites  et  solennellcnient  pnblic^es,  par  opposition  aux  simples  nsages 
et  aux  coutunies  qui  ne  s'í^tablissent  i)a8  avcc  la  lucnic  Kolcnnit?>.  Portalis 
avone  que  les  lois  romaines  pr<^scnt<»nt  quelqucfoia  ce  scns.  Mais  quuud  il 
s'agit  (le  savoir  si  les  particuliers  i)euveur  dérogcr  aux  lois,  les  iurisconaul- 
tes  distinguent.  On  lit  dans  le  Digeste  *qu'  il  est  permis  de  traiter  contre 
le  teueur  d'uueloiqui  ne  toucUe  qu'a  Tutilit^^  privée  des  homnies.'  Par 
oposition  a  ees  lois  d'int^rct  privé,  ils  enseignent  que  les  particuliers  ne 
penvent  dároger  par  leurs  conventions  a  ce  qui  est  de  droit  public;  ils  enten- 
deut  parla  ce  qui  intércsse  plus  directenient  la  societé  que  les  citoyens. 
C'est  la  máxime  de  toas  les  temps,  ajoufce  Portalis.  Le  Code  civil  entend 
done  paro-ríÍj'c^)Mfe/ic  coque  les  juriscousul tes  romains  qualitiaient  de  droit 
public;  et  ils  comprenaient  par  líi  V  intérct public^  dans  sa  plus  large  accep- 
tiou.  Dans  son  dernier  exposé  des  motifs,  Portalis  s' exprime  en  ees  ter- 
mes: *Ce  n'est  qne  pour  maintenir  l'ordre  public  qn'il  y  a  des  gonverne- 
mentset  des  lois.'  U' est  diré  que  les  conventions  des  particuliers  sout  su- 
bordounées  á  V  intérét  social."    (I.  46.  49). 
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Subsiste,  pues,  la  dificultad:  ¿qué  leyes  forman  el  derecho 
público  y  cuáles  son  las  supletorias?    (9) 

172.  (/larísiniaes  la  regla  tercera:  no  pueden  renunciar- 
se ni  los  derechos  (pie  miran  al  interés  individual,  cuando 
la  ley  prohibe  ia  renuncia; 

Nótese  (pie  aun  cuando  la  ley  prohiba  la  renuncia,  ile 
ello  no  se  sigue  que  el  ilerecho  mire  sólo  al  interés  indivi- 
dual del  renunciante.  Así,  el  art.  2494  prohibe  renunciar 
ia  prescripción.  ¿Cómo  podría  ni  suponerse  que  la  pres- 
cripción no  es  de  derecho  público?  Acaso  se  redactó  esa 
regla  para  contraponer  la  prescripción  principiada,  que  to- 
davía no  es  un  derecho  adquirido,  á  la  prescripción  que, 
ya  conipletn,  confiere  el  dominio  de  los  bienes;  el  cual  sí 
puede  renunciarse. 


(9)  **DaiiH  nne  Hocietó,  rom  me  la  nAtre,  qui  attnch©  un  tres  haut  prix  aii 
ílín'ttloppmnent  íle  l'esprit  dMiiiti:it¡  ve,  (]\\i  a  foi  en  sa  fVcondit^^  et  coiifian(*e 
en  elle  pour  leivj^leuient  des  mpnoiiM  d'intéiv^*t8  oiitre  leH  hommen,  la  loi  ne 
limite  la  UÍ>ert^  (le  chamn  qne  le  nioin»  poAHÍble,  c'est-ík-dire  qn'en  taut 
qii't^lle  «Mt  ineompatilde  avec  la  liberta,  d'antnii  on  inconciliable  nvec  Iph 
id^'es  essíMitielles  sur  It'Hqnelles  rv»pose  la  countition  soeiale.  En  principe, 
n  ítre  loi  r.j'.spt^ííti?  dou»*-  les  voIouíóm  parfciculií»ras:  ee  princíipeest  aonsenten- 
íliipar  Tart.  f>,  et  í'OJi.sacré  míMiie  d*inie  nnini«*re  íormelle  en  matirre  de  oon- 
v.'ntious  ¡lurlen  art.  llíii  et  1IÍK7  (-.  civ.  La  convention.  dit  la  premierede 
fi's  dispositionü,  í*HÍt  la  loi  des  |>:iities.  (Vlle»-ri»  eon.sidérées  c^mnie  len 
nittillt^iirH  jui¡:t'S  de  leur  intéivt,  ne  soiit  done  nullement  tennes,  en  principe, 
de  se  confVirnier  anx  rí'«£les  bajiales;  le  droit  des  contrats  n'est  que  snppl^ 
tifón  dí^cbíratif.  il  n'ent  applicfüde  que  tout  autant  qne  la  vobmté,  expreíi- 
H«'  on  tjicite,  íl«»  contractants  n'a  pa.s  substituid  a  ce  droit  jf<^n<^ral  nn  dioit 
pnvticnlicrde  lenr  cboix. 

"Mais  il  est  un  ensemble  d' idees,  idees  sociales,  politiqnes,  morales,  «^co- 
nomifiues,  raligieuscs  partois,  a  la  consar\ation  desqnelles  une  soci<<t^  croit 
liceson  exifitence.  Vivant,  seloii  sa  croyancc,  <le  robservation  de  <'*'8  prin- 
cipes, elle  ne  peut  admet  tr»  «ju'  il  y  Hoifc  porté  aucune  atteinte.  (*ontre  eux 
la  volont^  des  particulievs  v.ent  su  briser.  impuissante:  'e  respect  de  la  loi 
s'  impose  íi  tous,  lorsqu'elle  est    d'ordn»  pnldic 

•'Tel  cst  lescn-»  ffénf'ral  <l.^  i'art.  6:  "on  ne  pfut  drroffer  par  den  conreulionn 
particuliei'fH,  aux  Uúh  qni  inirt-nseut  V  ordre  publiv  et  leu  boHiie-tt  moenru.**  (Bau- 
drv-LacífcUtiueric.  1.  2i)<»). 


ARTÍCULO   13  ÓÓD 


Art.  13.  Las  disposiciones  de  una  lei,  relativa  á 
cosas  6  negocios  particulares,  prevalecerán  sobre 
las  disposiciones  Jenerales  de  la  misma  lei,  cuan- 
do entre  las  unas  y  las  otras  hubiere  oposición. 

REFERKXriAS. 

Kl  artíiMilo.  4. 

rONí'ORDAXClAS» 

P.  (U^  H.  22.  Las  li  yes  especiales  relativas  a  una  co/ia  o 
iH»<»:()ei<>  particular  prevalecen  sobro  las  leyes  jenerales 
que  parecen  extenrlei'se  si  la  misma  cosa  6  neg'ocio. 

C  E.  12.  (/iian^lo  una  ley  contenga  disposiciones  ^ene* 
rales  y  esjxu'iailes,  que  estén  en  oposición,  i)revulecerán  las 
<lisposicion<\s  especiales 

D.  L.  XVII.   80.  In  toto  >       80.    Kn  todo  derecho  el 

inregeneri  ])er  speciem  de-  \  generóse  deroga  por  la  es- 

rogatur,et  illnd  potissinmm  2  pecie,   y  se  tiene   por  más 

liabetnr,  cpiod   ad  s[)ecieni  >  ]>o<leroso  lo  que  se  «lirigc  á 

directuní  i^st.  ]  la  especie. 

COMKNTAKIO. 

173.  Así  como  el  artículo  í)  determina  los  principios  que 
Ijaii  de  guiar  al  juez  para  dirimir  el  conflicto,  real  ó  apa* 
rente,  entre  dos  leyes  cxpediilas  en  distintas  épocas;  el 
articulo  V\  dirime  los  c<»nñíctos  (]ue  {:e  suscitan  cuan- 
do pugnan  las  leyes  generales  con  las  especiales.  Por 
eien))»Io,  el  art.  57  del  Oódigo  civil  declara  que  la  ley  no 
distingue  los  cliilenos  de  los  extranjeros  en  cuanto  á  la 
adquisición  y  goce  de  los  d(írccli:>s  civiles  que  regla  el 
mísuio  Código;  unís  ei  art.  011  prohibe  <pie  en  los  maies 
territoriales  pes([uen  los  extranjeros  no  domiciliados.  H<í 
aiqní  dos  leyes  que  mutuamente  se  coníradicen;  y  el  art. 
13  declara  que  la  segunda  prevalece. 

La  razón  se  presenta  a  primera  vista.  Cuando  el  legis- 
lador dicta  leyes  generales,  atiende  á  umi  nniteria;   mieu- 
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tras  que  al  expedir  lejes  especiales  se  fija,  por  deciTlo  así, 
en  individuos  determinados,  á  quienes  excepeiona  de  la 
regla  á  virtud  de  cireunstancias  peeuliarísimas. 

Volvamos  al  ejemplo  anteriormente  propuesto.  Cuan- 
do la  ley  declara  que  así  los  ciudadanos  como  los  extran- 
jeros gozan  en  Chile  de  unos  mismos  derechos  civiles,  tún- 
dase en  el  princii»io  de  que  la  comunidad  universal,  esta- 
blecida por  la  civilización  moderna,  exige  que  á  todos 
cuantos  residan  en  el  territorio  de  la  Rcpúblicii,  aunque 
sea  transitoriamente,  se  les  conceda  la  más  amplia  pro- 
tección no  sólo  en  lo  relativo  á  la  seguridad  de  la  person.i, 
sino  también  á  la  adquisición  de  loü  objetos  necesarias  ó 
útiles.  Pero  se  ba  juzgado  qu6est4i  regla  general  no  de- 
bía extenderse  á  la  pesca,  porque  efectuándose  ella  en  los 
mares  territoriales,  cuyo  acceso  es  tan  fácil  aún  á  los  ex- 
tranjeros que  no  habitan  el  territorio,  la  competencia  po- 
dría impedir  absolntamente  que  los  chilenos  ejerzan  tal 
derecho. 

El  principio  que  examinamos,  si  bien  en  extremo  senci- 
llo, es  fecundísimo  en  consecuencias  saludables;  porque 
compele  al  juez  á  fijarse  con  suma  frecuencia  en  las  leyes 
peculiares  á  cada  objiíto  determinado,  y  á  no  aplicar  las 
leyes  generales  sino  cuando  aquéllas  faltan. 

Análoga  es  la  disposición  del  art.  !  3  á  la  del  art.  4"; 
porque  exceptuándose  el  Código  civil,  todas  los  demás  son 
leyes  especiales. 

Nótese  (pie  la  redacción  del  art.  12  del  Código  eeuatoria- 
iw>  es  más  correcta  y  persi>i(*ua  que  la  del  art.  13. 
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Art.  14.  La  lei  es  obligatoria  para  todos  los  ha^ 
bitantes  de  la  Beptlblica,  inclnsos  los  estranje- 
ros. 

REKKKKXCIAS. 


Ley.  1. 
Kxtraiijfro.  53.  W. 


CONCOUDANt'IAS. 


('.  E.  Art.  13.  La  ley  obligsi  á  todos  los  liabitantes  de  la 
República,  con  iuclusión  de  los  extranjeros 

C  <le  X.  3.  Les  lois  de  /  3.  La8  leyes  de  policía  y 

pólice  et  de  snrete  obli^eiit  s  de  se^^Miridad  obligan  4  to- 

íous  ceux  (pii    liabitent  le  ?  dos  los  que  habitan  el  te- 

territoire )  rrltorio 

C  Arg*.  I".  Las  leyes  son  obli<i:atorias  para  todos  los  que 
liabitan  el  territorio  de  la  República,  sean  cindadanos  ó 
estranjeros,  domiciliados  ó  transenntes. 

P.  de  G.  6.  Lns  leyes  penales  y  de  policía  obligan  a  to- 
dos los  (pie  habitan  en  el  territorio  del  Estado. 

C.  C  18.  La  ley  es  obligatoria  tanto  á  los  nacionales 
como  á  los  extranjeros  residentes  en  Colonibiai. 

C.  P.  T.  P.  IV.  Las  leyes  de  policía  y  de  seguridiiil  obli- 
gan á  torios  los  habitantes  del  Perú. 

C  de  la  L.  9.  La  ley  obliga  ú  todos  los  habitantes  del 
territorio.  El  extranjero  está  sujeto  á  ellas  en  cuanto  a 
los  bienes  que  posee  y  aún  respeeto  de  sn  persona  dnrán- 
te  su  residencia. 

C.  Bsp.  8.  Las  leyes  penales,  las  de  jiolicía  y  las  de  se- 
guridad )mblica  obligan  á  todos  los  qne  habitan  en  terri- 
torio español 

P.  I.  I.  15.  Todos  aquellos  que  son  del  Señorío  del  tace- 
dor  de  las  leyes,  sobre  que  las  el  jmne,  son  temidos  de  las 
obe<lescer  é  guardar,  é  juzgarse  por  ellas^  ó  no  i>or  otro  es- 
crito de  otra  ley  feclia  en  ninguna  nianem:  é  el  que  la  ley 
face,  es  temido  de  la  facer  coniplir.  E  eso  niesmo  decimos 
de  los  otros  que  fueren  de  otro  señorío,  (pie  ficiesen  el  i)ley- 
to,  o  postura,  ó  j'erro  en  la  tierra  do  se  juzgase  por  la  leyes: 
ca  maguer  sean  de  otro  lugar  no  pueden  ser  eseusados  de 
estar  á  mandamiento  de  ellas,  pues  que  el  yerro  fi(5iesscn, 
onde  elliis  han  po;ler 
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III.  XIV.  15.  E  isi  por  anentura  alo^jasse  loy,  ó  fuero  de 
otra  tierra  que  fuesse  <le  fuera  de  nuestro  Señorío,  inan<la- 
luos  que  en  nuestra  tierra  non  aya  fuerza  de  i>ruen»; 
fuera»  ende  en  contieudtus  que  fuessen  entre  ouies  <le  aque- 
lla tierra,  sobre  pleyto,  ó  postura  (pie  ouiessen  fecho  en 
ella,  ó  en  razón  (le  alguna  cosa  mueblo,  6  rayz  de  aquel 
logar.  Ca  estonce,  maguer  estos  estranos  contendiessen 
sobre  aquellas  cosas  antel  Juez  de  nuestro  Señorío,  bien 
pue.Ien  recebir  la  prueua,  ()  la  ley,  (>  el  fuero  de  a(]uella 
tierra,  que  alegaren  antel,  é  deuc.se  por  ella  aueriguar,  é 
delibrar  el  pleyto. 

COMKNTAKIO. 

174.  Si  bien  el  artículo  [mrccc  absoluto,  deben  distin- 
guirse tres  casos: 

1".  La  regla  general  de  (pie  la  ley  obliga  á  todos  los  ha- 
bitantes de  la  República,  coinprcu(li(»nd()se  aún  á  los  ex- 
tranjeros; 

2^  Las  excepciones  (pie  tiene  esta  regla  según  el  dere- 
cho internacional:  v 

3**.  Las  reglas  concernientes  á  los  límites  locales  de  bis 
leves. 

^^  I. 

ta^nten  de  la  Hepiíblioa.  (•) 

175.  De  la  soberanía  nacional  se  deriva  el  derecln»  de 
legislacicui,  (1)  (pie  consiste  en  la  potestad  de  dictar  leye-s 


(-)  SjiviKiiv.  VIH.  í:í4^-:íHí.— (H).  I.  ^  HO.  ai.— Lo'iv.  i.  ;w).  ¡at.  \v\  — 
:íy8.  arl.  3".— ;í99.  10.— 4<IH.  arr.  y.— 114.  avt.  3".— ;U>.  3.-4.32.  U.— 477.  2:>.— 
526.  15.— 563.  9 -Ó7».  10.— tí»:).  9.— H2.*.  XXIV— II.  225.  17—250.  12— 2'<S. 
S.— Merliii.  Lois.  ó  VI.  II.  1.  VIII.— UuJIoz.  LoU.  44«  457.— Tounitr.  112. 
113.— Lsiiirent.  I.  73-79.  105- 107.— (I ).  ('.  I.).  I.  :V<1  -  ;W>.— Deiiirloiiihe.  1. 
(«-74.— Ziu«híirine(M.  V.).  I  ^  2f — ZjKlmriat'  (.V.  K).  I.  ^3!.  n.  1.— Mumi- 
il<^.  I.  (i(i.  (i7.  — .  — Banflrv-liJifUiitiiiepie.  I.  72- sr>. — Mhsm^v  I.  521.— Wheíirmi. 
II.  II.  M~í^tovv.  vS  17-1!».- KliiutHhlv.9.  0|.-(j<— Hi^tl'ter.  í  2».  31.— Fot*- 
lix.  1.9.  10.— MáilherileChasHat.  50.  — ('jilvo.  Il.vS5l3.  51 1.— IMiillinior»*  I, 
(ÍCCXIX.  (HU;XX1V.  (H'CXXXIIi-crC.XXXV.— \\>U8.  III.  rhnp.  I.    t.   I.  K. 

1. 1».  7-15.— t.  IV.  H.  IV.  j).  i:í(i-i:í9. 

(1)  "Iji  .souvt»raiiit».t.f»  <riin  ótat  coll^iiHt«*: 

"a)  Daiis  l'iinlepeiiilauc»*  «le  ret  ótat  vis  n-vi«  il' un  ótat  <5:r.uií;er. 
*M0  D.ins  la  HUt*rt'^  qu'il  a  (rarr>tf»r  ef   cr«Kpriiii-r  pir  des  actes  sa  vc»- 
Joiit/».  «uis  qu'un  antro  ótat  aít  ledroitcli;  ,s'y  opposer.''  (Bluiitüchly.  64). 
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sobre  todo  cuanto  concierne  al  régimen  de  cada  pueblo:  la 
forma  de  gobierno,  los  impuestos,  los  derechos  políticos, 

sociales  y  civiles ;  todo  esto  sólo  depende,  ya  del 

poder  constituyente  del  Estado,  ya  del  poder  legislativo;  y 
los  otaros  Estados  no  pueden  exigir  que  aquél  modifique 
sus  instituciones,  sino  cuando  ellas  obsten  á  los  derechos 
esenciales  de  los  demás.  (2) 

176.  Que  la  ley  es  obligatoria  á  todos  los  nacionales, 
mtdie  puede  desconocerlo. 

177.  Respecto  á  los  extranjeros,  el  legislador  no  pudo 
convertii*los  en  sus  subditos  de  una  manera  tan  absoluta; 
porque  si  bien  el  derecho  internacional  antiguo  no  sólo  de- 
claraba que  las  leyes  erau  obligatorias  á  todos  cuantos  ha- 
bitaban el  territorio,  sino  que  el  extranjero  podía  ser  re- 
ducido á  esclavitud  y  sus  bienes  confiscados  (3),  el  de- 
recho internacional  moderno  se  funda  en  la  comunidad 
de  lo8  pueblos  (pie,  miembros  de  la  sociedad  universal, 
procuran  estrechar  sus  amistosas  velaciones.  De  ahí  pro- 
viene que  el  dei'echo  internacional  privado  hace  grandes 
progresos,  y  que  aun  cuando  Voet,  Hubero,  Boullenois, 
Foelix,  Wheaton,  sostienen  como  verdad  inconcusa  que 
las  leyes  de  un  Estado  obligan  en  otro  por  mera 
cortesfu;    hoy  se  admite  generalmente  el   lu'incipio  do 


(2)  **Les  droits  qui  dí^pmdent.  daiis  la  rí'í^le,  de  la  soverainet/  d'  un  ^tut 
son: 

"a)  Ledroltdtí  faire  lui-m^me  sa  (íonstitntioii; 

**b)  Ledroit  d' avoir  poiir  sou  peuple  et  son  toritoire  uno  lé^it^lation 
iiuléiiendante; 

"e)  Ledroitde.se  goiiverner  et  de  s' administrer  lui-nieuie; 

'd)  La  libre  noniiuatiou  aux  euiplois  publica; 

•'e)  Líí  droit  de  désjiguer  ot  d'  accn^diter  des  répreseutants  auprí'S  des 
autreaótats. 

''II  u'  appartient  pas  aux  autrcs  puissauces  de  s'  iniuiiseer  dans  1'  exereí^' 
ocdesdroiU  c¿-de8SU8,  á  ntoiua  que  le  droit  internationul  ue  soit  violé  a 
Toccasioude  cet  exercice."  (Bluutsohly.  68). 

(3)  lu  j)ace  quoquepostlinúuiuní  datom  est;  nam  si  cuní  gente  aliqíia  ne- 
qne  aniicitiaiu,  ñeque  hospitlum.  ñeque  ibediis  aniícitiae  causa  iUctnm  ha- 
¡Híums,  lii  bostcs  quideniuou  suut;  (juixl  anteni  ex  nostro  ad  eos  perveiiit, 
illorum  fit,  ct  liber  bonio  noster  nU  lís  cap  tus  servus  lit  et  eoxum.  Idem-r 
((ueeet,  si  ab  illis  ad  nos  aliquid  perveuiat;  lioc  quoque  igitur  casu  post 
Jimiuium  datum  edt.  (D.  XLIX.  XV.  5.  $  2). 
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Savigny,  Bluutschly,  Fiort»,  Lfturent,  Weiss  (-);  los  cua- 
les eihseñau  que  las  leyes  debeu  surtir  efecto  extraterrito- 
rial en  cuanto  no  se  opongan  al  «Icrcoho  publico  tic  loíj 
demás  Estados. 

178.  Los  principios  de  1«  ciencia  uiodema  exigen  ipie  se 
dividan  las  leyes  en  dos  grandes  grupos: 

1**.  Leyes  obligatorias  á  todos  los  habitantes  de  la  Ke- 
iníbliea,  sean  nacionales  ó  extranjero^r. 

2".  Leyes  que  no  obligan  sino  á  los  nacionales  y  á  l<w 
extranjeros  domiciliados. 

El  primer  grupo  se  subdivide  en  otros  dos: 

a)  Leyes  que  los  redactores  del  Código  de  Napoleón  lla- 
maban de  policfa  y  de  seguridad: 

b)  Leyes  que  Savigny  denomina  absolutamente  obliga- 
torias, porque  atañen  á  la  esencia  de  las  instituciones  de 
cada  pueblo.  (4) 

179.  Si  las  leyes  penales  y  de  policía  no  obligasen  tanto 
A  los  nacionales  como  á  los  extranjeros,  sería  absoluta^ 
mente  imposible  la  existencia  misma  del  Estado. 

De  todo  punto  necesario  que  también  obliguen  aún  á 
los  extranjeros  las  leyes  que  prohiben  la  esclavitud,  la  po- 
ligamia   

La  práctica  de  todas  las  naciones  y  la  doctrina  unánime 
de  los  publicistas  se  acuerdan  en  <pie,  salvo  las  personan 
excepciouadas  por  el  derecho  internacional,  los  naciona- 
les y  los  extranjeros  están  sujetos  á  las  leyes  (pie  compo- 
nen el  primer  grupo, 

(-)  Véase  el  i^  III  de  este  artículo, 

(4)  *'Si  ríltat  (loit  en  í^cnónil  admetre  sur  son  íorrltoirt!  rapplifation 

des  lois  ótranj^erefl il  a,  eeci  ii'  est  coiitoHt^  |>ar  persoiiiu*,   le   droit 

de  se  i'oiiserver  et  de  se  dctMiidre,  et  par  suitt*  de  rejiouser  lea  lois  tjui  con- 
tre<lisent  les  >>ases  foudauíeutales  sur  lesquelled  son  organisattou  est  aasise 
et  <jui  soTit  ]a  jLcarantiela  plus  solide  des  droits  individuéis  ílont  la  pix»tec- 
l«;'riou  lui  i'íít  fontiép.  líenx  intA'ets  (ífant  en  opposition.  «I*  nn««  part  1' 
i II tere t  de  la  sorietó  lócale,  r'est-a-dire  l'intt^rí't  /fe  tonn,  de  Tautre  Tiii- 
térht  d'un  individu  <$tvant;er,  riut<^ret  d^  uu  «eul^  e' est  ee  deniier  qui 
doit  cí^der.  PuisquMl  est  indispensable  aux  honies  de  vivre  en  soeieté,  il 
est  uatiirel  que  les  intérets  de  «'ette  societ*^  soient  saiivefj^aiHlés,  fut-ce  á  lení 
detrinient."  (Weiss.  III.  ehap.  III.  s.  II.  p.  8:S). 
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Bl  segundo  gnipo  couBta  de  todas  las  demás  leyes;  las 
que  no  debían  ser  obligatorias  sino  á  los  nacionales  y  á 
los  extranjeros  doniicilia<los. 

Cnando  se  presentó  el  proyecto  del  tíliilo  preliminar  del 
Código  de  Napoleón,  el  art.  3".  decía:  "La  ley  obliga  in- 
distintamente á  los  que  habitan  el  territorio. — El  extran- 
jero, durante  su  resitlencia,  está  sujeto  á  la  ley  en  cuanto 
á  los  bienes  que  posee,  y  personalmente  en  todo  lo  que 
atañe  á  la  policía/' 

Al  discutirse  el  artículo  en  el  Consejo  de  Estado,  obser* 
vó  Trouchet  que  la  redacción  era  demasiado  lata,  y  que  el 
extranjero  no  está  sujeto  á  las  leyes  concernientes  al  esta- 
do de  las  personas.  (5) 

Y  el  artículo  se  redactó  definitivamente,  cual  está  ahora, 
eu  virtud  de  bis  observaciones  del  Tribunado. 

180.  Sorprende,  pues,  que  el  Código  civil,  tan  liberal 
para  con  los  extranjeras,  por  cuanto  les  concede  los  mis- 
mos derechos  civiles  que  á  los  nacionales,  incurra  en  la  cla- 
morosa injusticia  de  sujetar  al  extranjero  de  una  manera 
absoluta  á  todas  las  leyes  chilenas.  (6)  El  art.  14  obede- 


(5)  ''L' article  3  est  soninis  (\  la  discussion. 

**M.  Tronohet  <Ut  que  cette  rádactioii  «st  tropg^ii^rale..  Elle  coiitrortirait 
PapticleTdu  projet  Hiir  les  droits  círíí#,  leqnel  iie  «oiimet  1' ^tranger  qu' 
anx  lois  de  pólice  et  de  snreté.    Oii  pouirait  le  rédiuer  aiiifii: 

*Lft  loi  rógit  les  propriétés  loiirií^res  HÍtuí^es  sur  le  territoire  de  la  Fran- 
ge, le«  biens  inenble»  et  la  peraoiine  des  frangaiH.' 

**M.  Reini&iid  (de  Saint-Jean-d' Apgely)  fait  observer  que  1'  article  ne  s' 
enteiid  qnedesloia  ei'viles,  en  tant  qii' ellee  prononceut  sni  leti  droita  per- 
Minnele  et  aiir  la  propriét^  de«  <ítran¿iT8. 

'*M.  Tronchet  répond  qne  V  étratif^er  n'  est  paa  sonmis  aiix  loia  elvilea  qiii 
réglent  rétatdes  penionnes.*'  (Loct<^.  1.399.  10). 

(6)  "Les  légiates  anglo-ainericains  partent  dii  priiK'ipe  qnc  rliaqne  natinn 
a  une  Aouveraineté  exclusive  sur  son  territoire.  Saiin  doute,  iiiais  reste  á 
»avoiT  ce  qne  l*oii  etitend  par  souverainet^.  Story,  «aiis  diftcnt^^r  la  ques- 
tion  en  tk^orie,  r^^pond  qne  les  lois  de  chaqué  £tat  aft'eotent  et  lieiit  directe- 
ment  tontespk'e  de  pTopri<^té  qni  se  tronvc  dann  les  limites  de  son  t'^Tritoi- 
üñy  et  tontes les  pamnines  qni  y  rósideat,  qn'elles  soient  indig^nes  on  <^tran- 
geres,  ainsi  que  toutes  espt'ces  de  oontrats  et  d'  actes  qni  y  sont  pasees.  C 
est  le  principe  dn  moyen  age:  tontes  ooutum?»  sont  réelles,  c'está-dire 
Ronveraines.  Leslágistes  auglo-amerioains  ne  se  demanden  t  pas  si  la  son - 
verainet^^  est  illimiteede  son  essence,  ni  qnelleest  la  niission  de  la  pnia- 
sanee  sonveraine;  la  rradition  lenr  fournit  une  máxime  qn'ils  accepteut 
ootnme  si  tont  oeqni  est  traditionnel  était  Fexpressiou  de  la  yerit<^."  (Lan- 
rent.  D.  C,  1. 1.  381). 
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ce  á  los  principios  egoístas  aceptados  eu  luglaterra  y  los 
Estados  Unidos.  "Mientras  el  derecho  inglés  subsista  co- 
mo es  ahora  y  como  ha  sido  siempre",  dice  Westlake,  "es 
necesario  admitir  como  [)rincipio  que  si  se  trata  de  hechos 
jurídicos  que  tienen  su  asieuto  en  Inglaterra,  debo  pres- 
cindirse  de  toda  ley  extranjera,  no  sólo  eu  cuanto  concier- 
ne <i  Ui  edad  de  la  persona,  sino  generahuente  para  la  de- 
termiiiaeión  del  estado  ó  <ie  la  capacidad,  declarados  por 
ley  ó  por  sentencia:  así  el  pródigo  no  seró  priv^ado  del 
ejeMcio  de  los  derechos  civiles  eu  virtud  de  sentencia  ex- 
tranjera que  hubiere  declai*ado  su  interdicción." 

SI  bien  Story  profesa  la  misma  doctrina  (7),  Phillimore 
censura  la  [)ráctica  de  Inglaterra  y  de  los  Estados  Uni- 
dos. (8) 

181.  Pero  aun  cuando  el  artículo  14  sea  njeno  de  la  civili- 
zación moderna, y  contravenga  á  los  principios  del  derecho 
internacional  privado,  los  jueces  chilenos  tienen  de  apli- 
carlo; porque  tratándose  de  los  actos  ejecutados  en  el  te- 
rritorio de  la  República  y  de  las  convenciones  que  en  él 
se  hubieren  jíjustado,  la  disposición  es  clarísima,  y  los  jue- 
ces no  pueden  desatender  su  tenor  literal  á  pretexto  de 
consultar  su  espíritu. 


(7)  ''The  firnt  and  most  gHueral  maxiin  or  pro|M>8Ítiou  Í8  that  Wliich  has 
lnieii  aliN-aíly  «(lv«rtp.4  to,  tliat  every  iiatlou  pos.seoses  aii  exclusive  aov- 
ovnigiity  nii<l  jiirisdictioii  within  its  owii  tervitory.  'riie<lir«ct  coii8t*í|iiciiee 
of  thin  Í'uUvíh.  that  thc  laws  <>f  every  srato  attfot  and  Idud  directly  all  pro- 
pt*Tty,  whetluTi'eal  ur  pt^rsona!,  within  itn  tcrritory;  nud  aU  pei*:»onA  who 
avíí  msid»*ut  within  it,  whethernutural-born  snbjectn  ov  aliena;  and  aUéo 
all  contracta  niade  and  ac-ts  done  within  it."  (^i  \H). 

(8)  '*Thc  statHtíf  jurispnidence  presented  by  the  praetioe  of  t]»©  En^Iish 
and  American  Iribnnals  upon  the  question  of  the  Pcr.iínial  St-atuo  of  for- 
elírncM  will  befoiind  vcry  nnsatisfactory,  whefeher  it  be  oon8Ídere<l  with 
ivfi«renMí  to  Coniity,  as  bs-iofii  at  variance  with  the  biw  of  the  rent  of  the 
Christian  wovld.  or  witli  ref^renee  to  its  owndomcsticjnriaprudeuce,  beinj; 
niarked  by  painful  and  clunisy  inconMintencie». 

"No  inijtartial  ptTH<)n  can  ri.se  froni  the  pernsal  of  Story's  fonrtli  cliapt-er 
on  tlie  *Capacity  of  Pcraons^,  occupyinjjf  nearly  one  hnudred  aud  tliirty 
closcly  printed  page-s.  withont  aHpnse  of  the  ronfiisiou  into  Avhich  thejural 
rclatións  of  niankind  are  plniíj^íHl  in  a  jijreat  meaHure,  thoiigh  certaiuly  not 
altoj^ethcr,  bv  tiie  pecnliaritv  of  what  i.s  cailed  the  ^(UnHmnn  Law.'^  (IV. 
CCCLXXXIÍ). 
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Eu  cuanto  á  tales  actos  y  contratos,  la  ley  chilena  e» 
aplicable  á  sus  solemnidades  y  á  la  capacidad  de  las  per- 
sonas. El  extranjero  que  según  las  leyes  <le  su  patria  es 
mayor  á  los  veintiún  años,  hasta  los  veinticinco  és  en 
Chile  incapaz;  de  lo  cual  se  deilnce  que  un  mismo  con- 
trato puede  ser  nulo  en  Chile  y  válido  en  el  Ecuador  ó  en 
Francia. 

Kesalta  totlavía  más  lo  anómalo  de  la  regla,  obser- 
vandoíse  que  conforme  al  propio  Código  h).s  chilenos  están 
sujetos  á  las  leyes  de  su  patria  aún  en  nación  extranjera, 
en  todo  lo  concerniente  al  estado  de  las  per>'onas  y  á  la  ca- 
pacidad para  ejecutar  ciertos  actos. 

Los  inconvenientes  y  dificultades  son  mayores  respecto 
al  matrimonio;  el  cual  considerado  como  contrato  y  como 
origen  de  los  principales  derechos  de  familia,  es  la  insti- 
tución más  importante.  Llega  á  Chile  un  francés  que  ha 
cumplido  veinticinco  años,  cásase  inmediatamente  sin 
consultar  á  nadie,  vuelvo  á  Francia,  sus  padres  piden  la 
nulidad  del  matrimonio,  y  los  tribunales  la  declaran. .  ¿No 
es  una  burla  que  la  ley  chilena  establezca  el  principio  de 
(pie  el  matrimonio  es  válido,  si  él  no  surte  ningún  efecto 
en  la  nación  doufle  vivirán  los  seílicientes  cónyuges? 

182.  Obsérvese,  por  último,  (pie  son  habitantes  de  la 
República  no  sólo  los  individuos  que  se  hallan  en  tierras 
chilenas  (y  en  aguas  territoriale><,  sino  también  los  que  na- 
veguen en  buques  mercanteá  bajo  bandera  chilena,  cuan- 
do estos  se  hallen  eu  alta  mar,  y  en  navios  de  guerra 
chilenos,  aunque  estén  surtos  en  aguas  pertenecientes  á 
otro  K.Nt^ido. 

Tales  principios  s(m  aceptados  i>;n'  íA  derecho  interna- 
cional consuetudinario;  y  volveremos  á  tratar  de  ellos  eu 
el  parágrafo  s(»gun(l(>. 
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^  II. 

T>e  las  excepciones  esta.l>Iecid.a.s  poi*  el 
I>ei-ecUo  InteviiAcióna,!. 

Según  el  derecho  internacional,  no  están  snjetos  á  las 
leyes  chilenas:  (9) 

1".  Los  soberanos  extranjeros  qne  entren  á  la  Repiiblica: 

2®.  Los  agentes  diplomáticos  acreditados  ante  el  Go- 
bierno de  Chile: 

3".  Lo»  navios  de  guerra  extranjeros  snrtos  en  agnas 
chilenas: 

4**.  Los  ejércitos  extranjeros  que  pasen  por  el  territorio 
de  la  República. 


De  los  sAberanoH.  (-) 

183.  Como  el  soI)erano  representa  á  la  nación  que  go- 
biernn,  el  derecho  internacional  consnetndinario  ha  esta- 
blecido desde  niny  antiguo  que  cuando  un  soberano  se  ha- 


(9)  Entrelasobsei'vacionesqiieel  Trlbnno  Aiidrieiix  hizo  al  art.  .V*.  del 
Código  de  Napoleón,  se  contaba  l:iBÍgiiioiit>e:  '*J1  n'«8t  ¡taa  vrai  Aiicore  que 
1»  loi  obligue  sana  t^xceptioiie  íyjwjT  qui  habilení  le  Uirritoire,  pnisqiie  les 
t^trangerarev^tufl  d' un  oaracter  iiatioiial,  cienx  qiii  conip<iseiit  i«iir  fuinille 
et  leur  snite,  ne  sont  point  HounÚH  anx  loia  civilen  de  la  Frailee,  qnoiqn'  iU 
eif  habitent  le  terrltoire.  La  redaotiotí  de  P  artiolr  eet  douc  eii  eela  eiicoiv 
ini'xacte;  il  fallait  exprimer  ou  dn  nioins  indi quer  les  exceptions/' 

Y  PortuUs  ruplicrt:  '*0n  repit>ehe  de  n'  avoir  pas  parlé  cíes  amliaasaflenrs, 
de  lenr  famille  et  de  lenr  snite.  (,V  qni  rcgarde  Je8  anibasHa^lenrs  appartient 
au  droitdes  gana.  Nona  n'  avions  point  a  nona  en  oecuperdana  une  loi  qni 
ii'eat  qne  de  r<^ginie  intí^rienr. 

"Le  principe  que  vouh  poaez  anjonríd*  bni  aonttiv,  dit-on,  des  exceptious. 
Roit:  niaia  nu^  avions-nona  beaoin  d'énnnK^rer  cea  exceptlona,  qni  ont  lenr 
pfaee  natnretle  dans  les  matí?*rea  parfcicnHeras  anxqnelles  elles  ae  rappor- 
tent? 

**Chaqne  filia  qn'onínonce  un  principe,  eat-on  tenude  faire  un  traít^f" 
(Locré.  I.  432.  U.  477.  25). 

(-)  Vattel.  L  IV.  $38-50.— Heftter.  $  48-50.  54.  55.  l02.~Blnntsclilv.  115- 
^58  — Calvo.  IIL  $  1454-1479.— Ph i  11  iniore.  IL  C -CXIIL— Foelix  I!'309.- 
Laurent.  (D.  C.  I.).  III.  26-87. 
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lie  en  otro  Estíulo,  goce  en  éste  de  todos  los  privilegios 
anexos  á  la  inviolabilidad  y  exterritorialidui.  (10) 

184.  No  sólo  es  de  práctica  estricta  la  invUjiábilídüd  del 
soberano  extmnjero,  sino  también  que  los  funcionarios 
pfiblícos  y  los  pnrticulai'es  le  den  el  mismo  título  y  le  tra- 
ten con  los  mismos  honores  que  si  estuviera  en  la  nación 
donde  gobierna.  (11) 

8¡  el  soberano  es  insultado  por  un  particular,  los  tribu- 
imles  de  la  nación  están  obligados  á  seguir  el  respectivo 
juicio  crimin{il  para  el  castigo  del  delincuente.  (12) 


(10)  *^Ltí  Sonveraiii  <l'  iiu  £tut  est  la  pi*v^-iiuie  )»hytfí(|ue  oii  luovale  v^iiuis- 
8aiit  le^  divzrse.s  foiictionsrln  poiivoir  snpivuie,  et  niii  par  siiite  ibriiie  une 
partie  iuté^rant-c  iIh  l'l^tat  jii^nie.  Lea  foiip.tious  flout  il  i^st'  investí  cMit  nti 
ilouhle  cara'tíTíí,  tant  int^^riie  qii' externa,  ««Ion  quR  leiir  acfion  se  fait  sen- 
tir «n  iLtMlaiiít  r>n  aii  doUorHiln  t.'Trjtoirri."  (Hetfter.  $  4^). 

*'C'  est  audroit  constitiitionne]  d'  nn  état  et  non  pan  au  flroit  iuternatiiv 
iial,  á  trtiiicher )» f|iieMtioii  de  navoir  si  la  Honvt^rañifré  <loit  Hr4)  persounifí^ 
dans  le  chef  de  1  Vtat. 

"Bien  q«e  le  préaident  d'  une  ivpnldique  ne  «oit  jnis  nn  Honveraiu,  il  u 
rependant,  lorsqu' il  agir- crommevepr<^sen tant  de  l'état,  tons  les  droits  qui 
sont  dévoluH  anxreptífHentants  sonverains  deM  <^tats. 

**L'  iiMlépsudance  iV  nn  état  est  .sauvej^ardén  par  le  feíit  que  le  «ouveraiu 
de  cet  état  ne  dépend  d^aucnn  p<»uvoir  ^^traugt'V.  Les  sonvevains  8ont,  dans 
la  regle,  au  deasiLs  desloinde  1'  {íU\%,  meine  si  ils  so  trcinvent  sur  tenitoire 
<<itren><er."  (Bhintsohly.  126.  128.  12.9). 

**The  Soveraij^n  represents  in  liis  persou  tlie  rolleetive  pciwer  of  tlie  State. 
His  person,  as  snch  represen tati ve,  is  the  subject — l»ya  custoni,  whicli.  to 
sav  the  Jeast.  approaenes  the  border  of  positive  law — of  certain  interuatio- 
ualrights."  (Phillimore.  II.  CI). 

(11)  "Celni  qui  est  le  souverain  de  fait  est  antorisé  a  exij^er  pour  lui  le 
raug,  les honneurs et  le respect  dus  a  l'état  en  vevtii  dn  dvoit  interuational 
et  íi  prendreles  títreseorrespoudants."  (Bluntschly.  120- 

**Before  weenter  iipon  the  discnssion  of  the  personal  preroj^atives  inci- 
dent  to  the  Sovereign  in  a  foreign  conntry,  itnmst  he  renieniheivd  that  the 
honoiir  and  ÍMrfepe«f/rwfr  of  nations  nrc  aftet-ted  hy  the  treatuient  of  their 
Sovereign 

"The  Sovereign  is  eutitled  to  International  ri^lits  belonging  to  his  publiu 
character,  both  while  residcnt  at  honif,  and  while  comuiorantafrrooi/. 

**At  honie  he  has  aright. 

"1.  To  be  addressed  by  other  States  according  to  his  proper  and  accustonj- 
ed  title. 

**2.  Tobe  treateil  in  al!  eoniinnnicatíonM.  nnless  o.stablishes  nsage  or  the 
stipnlationsof  Treaty  liavc  niade  a  distiuction,  inail  n-sptM'ts  on  a  footing 
of  perftict  e<inali  ty  with  the  rnlers  of  other  Stated. 

•'.ífrriMiíZ,  the  Sovereign  dr.  ficto  is  entitle<l  to  be  ti'eate<l  by  all  publíc 
functionaries  of  another  State,  inall  imblic  eonimiiiiÍL-atious,  with  respect; 
and  to  hava  h»  prop?r  titles  assign^irl  to  him/'  (Philliiuore.  II.  CIIl). 

(12)  "If  he  be  personally  the  snbjeet  of  a  libel  on  his  eharaet+T  or  l»e  defam' 
ed,  he  is  entitled  to  the  sanie  redress  in  the  nninieipal  C'ourts  of  Jnstice 
iti  the  eountry  of  the  libeller  sw  any  snbject  of  that  eomitry.  If  he  AVere 
shut  out    from  such  redress  on    the  ground,  of  his  beign  a  foreiguer,  oy 
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185.  Para  que  el  soberano  ^oce  de  los  privilegioH  inhe- 
rentes á  su  earácter,  es  neeesario  que.  concurran  esta»  cir- 
cunstancias: 

1*,  Que  no  haya  entrado  al  territotio  clandestinamente: 
2*.  Que  la  calidad  de  soberano  se  le  hubiere  reconocido: 
3'\  Que  no  se  hubiere  sometido  á  las  leyes,  aceptando 
un  cargo  en  la  nación.  (13) 

186.  Cuando  en  casos  nuiy  graves  un  soberano  extranje- 
ro cómete  crímenes  en  la  nación,  las  autoridades  íle  ésta 
pueden  á  lo  más  disponer  que  se  le  conduzca  h^vsta  la 
frontera;  y  nunca  sería  juzgado  por  los  tribunales. 
No  fuera  lícito  emplear  la  fuerza  contra  el  soberano, 
sino  cuando  ella  fuese  absolutamente  necesaria  jui- 
ra  la  defensa  del  Estado.  **Muy  obvio  es",  dice  Phil- 
limore,  (14)  "que  son  rarísimos  los  casos  de  esta  luiturale- 
za,  y  (jue  los  ejemplos  citados  por  algunos  escritores  son 
tan  excepcionales,  que  el  derecho  internacional  apena.s  si 
puede  referirse  á  ellos.  El  derecho  intüriuuíional,  como 
la  ley  civil,  prescinden  de  las  anomalías  originadas  de  muy 
raras  emergencias,  sin  dar  <lc  antemano  reglas  para  tan 
contingentes  sucesos.  (15) 


lipón   any    tccliiiical    j^rouud  he  Woiilcl  Iisiw  }\\h\  ^nmiiíl  olí   cnitiplaiiit. 
unle8s,    iiuleed,    Matisfactiou    were  extra -judicial ly  aftonled  to  hiiii. 

"But  lie  has  no  jiint  groiiml  ou  complaiiit  if  the  seiitence,  after  a  laii 
trial  condiiftíMl  atícordinj»;  t.^  the  ordinary  law  of  the  coiuitr^',  he  adverse 
to  hiin.'^  (Philliinore.  II.  CIII). 

(13)  ''Tontefois,  leasonverainsnei>eiivent  s'añVanehir  «le  Tohlljíationüe 
respecterles  loi.s  de  Tótat  6tTaiii?ev  .sni"  le  teiTitoivo  diupiel  ¡le  se  li-onvent 
que: 

**a)  Si  híur  (jnalit(5  de  sonverains  y  est  connue  vi  nuMinnue: 

"h)  Si  r<"nti<^edn  tervitoire  <5tran»íer  ne  leur  a  pan  otó  interuite.  ou  .s'íIm 
li'ont  i»asét<^  engag^s  a  le  quitter; 

'•<•)  Si  les  dóuxétats  sonteii  paix  P  un  a  veo  Tantre. 

**Lorsqu'nn  souverain  arcepte  une  fouction  daus  un  <^tat  ótraujífr.  sa 
ehar^e  luí  iuiiM)se  certains  oh]igati»»n.s  vi.s-:Vvis  de  cet  <^tat.  II  est  tenu, 
tant  qu' il  la  eonserve,  d' in  venipliv  tous  les  devoiv.s,  vt  doit,  daña  reite 
mesure,  He  souuiettre  á  Tí^tat  ('•tranger. 

"Le  aonverain  i>tMit  en  fout  tenips  rennneer  :iux  ítmctions  quMl  o.cupe 
ílan.s  Fctat  <^tranger,  et  invo(|U;^i' sa  qnalit<wle  souverain.  Inver.seuieiit.  V 
ótiit  étranger  pi-ut  toujou  s  lui  enU'Avr  sa  chirgi;."  (Hlutschíy.  UV).  181.  i;i2). 

(U)  I.  OVIL 

(lu)  "Xon  adeo  frequentes  suut  ipaoruní,  quí  imperaut,  rrincipuui  inalie- 
uis  Iiíip  TUS  peregrination.'s,  minus  fre-uentia  criiuiua  vel  debita,  qiu^o 
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A  la  iuviolabilidad  y  exterritorialidHd  de  los  soberanos 
son  aplicables  todas  las  reglas  concernientes  á  las  de  los 
agentes  diplomáticos. 

187.  El  derecho  internticional  privado  [iresenta  un  pro- 
blema sobre  cuya  solución,  aunque  están  de  acuerdo 
los  tribunales,  hay  absoluta  divergencia  entre  los  más 
notables  escritores.  Controviértese  si  una  nación,  como 
persona  jurídica^  puede  ser  compelida  á  comparecer  en 
juicio  ante  los  tribunales  de  otra  nación,  y  ser  conde- 
nada por  éstos  al  cuoiplimiento  de  las  obligaciones  que 
hubiere  contraído. 

Nadie  desconoce  que  un  Estado  se  considera  en  dos  as- 
pectos: 

l^  Como  miembro  de  la  sociedad  universal  de  las  na- 
ciones; y 

2**.  Como  persona  jurídica  capaz  de  ejercer  derechos  y 
contraer  obligaciones  civiles. 

Tampoco  desconoce  naclie  «pie,  en  el  primer  aspecto, 
cada  Estado  es  independiente  y  soberano;  que  los  demás 
no  pueden  resolver  nada  sobre  los  actos  de  otro  Estado; 
que  si  alguno  pretende  que  tales  actos  son  contrarios  al  de- 
recho internacional,  la  controversia  se  decide  por  la  vía 
diplomática;  cuando  ésta  es  ineficaz,  aciulese  al  arbi- 
traje ó  á  la  mediación  de  una  potencia  amiga,  y,  si  todo 
esto  no  bastare,  á  la  guerra.  Los  tribunales  de  un  Esta- 
do no  i'esnelven,  pues,  si  los  actos  (pie  otro  Estado  ejecuta 
como  soberano  son  ó  no  conformes  al  derecho  interna- 
cional. 

Mas,  á  tratarse  de  las  obligaciones  civiles  contraídas 
por  un  Estado  como  persona  jurídica^  se  ha  pretendido 
que  cualquiera  puede  demandarle  ante  los  jueces  de  otro 
Estado,  y  que  estos  tienen  jurisdicción   para  (conocer  en 

huic  (Uspatatloui  causam  praebertí  ^oasiní,  et  quicquid  «ítj  ob  pereonae  sauc- 
Uiatemj  eo  aemper  temperamento  uiimur,  ne  ob  mínima  qitaeqtie  magnnm  exem- 
plum  slataamus.^'  (ByukeTdhoek.  v.  III). 

2S 
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la  caiisa  y  condenarle  al  euiuplimiento  de  tale»  obliga* 
clones. 

Foelix  (16),  Deniolombe  (17),  A'ibry  et  linu   (anotado- 
res  de  Zachariae)  (18),  DiiHoz  (19),   Phillimore  (20),  Cal- 


(16)  "Auciiiie  poaMuite  ue  peiit  í'tro  exercée  contve  les  bieua  de  tont«  esjWí- 
ce  apparteiiunt  u  un  j^ouvernemeiit  étran^jer.  II  u  é\6  jnj^íf  qn'une  ]H»r8mi- 
iie  priv^^e  tih  peiit  rormer  en  France  nne  aakUie-ar^^t  8UT  les  loud8  d'  iiii  gon- 
veruement  étranger  (Haití,  Hapaf^iio,  Kjíypte),  et  c[ue  lea  trilinuaiix  soiit 
inoompétentt}  ponr  8t4itiier  siir  la  validit<5  de  «tette  naisiíN'arprt."  (I.  212). 

(17)  ^'C'est  míe  queetiou  déUcate  que  celle  de  Rawiir  di  rartiole  14  «st 
applicable  aux  gonveruements  í^trangers,  on,  en  d'  autres  termes,  si  nn  goii- 
t«rnemeiit>trauger  pent  ^tre  tradait  devaut  les  triUunaiix  franjáis  ponr  V 
exécntiou  d^  obligations  contráctiles  envers  un  Franvais. 

**L'añirmative,  qui  cotnptait  beancoup  de  partirán s  flan s  l^auoitni  Drott. 
a  6tA  anssi  dí^fendiie  soiis  V  empire  du  Droit  non  vean. 

''La  jurísprudenoela  pliiri  réoente  adniet  tonteiV>Í8  la  doo trine  ooiitraire; 
et  nons  croyons,  enelfet,  que  Ton  est  fondé  li  diré,  avec  la  Coiir  de  rassa- 
tion,  qne  le  Franjáis,  qiii  contráete  aveo  nn  gouverueuient  'étiranger,  to 
souraet  anx  lois,  au  nitkle  de  eomptabilit<^,  et  k  lajurisdictiou  admtnistrati- 
veoujndiciaire  de  ce  goiiveriiement."  (I.  251  bis). 

(18)  *'La«lÍ8position  de  l'art.  14  pent  ^tre  invoquée  contre  les  perscnines 
<*ivile8,  au88i  bien  «{iie  contre  les  pi'rsounes  physiqaes,  «pécialeinest  eontn* 
les  soüiétés  ou  coinpagnies  étrangeres;  et  ce  dans  le  incme  cas  oü  el  les  n* 
auraieut  pas  été  renonnues  en  France. 

"Mais  cet  article  ue  8*  applique  pas  anx  gonvernenients  í^traug^rs,  qni  ne 
.  pen ven  1  ^tretradttit 8  devaut  les  tribauanx  fraudáis  {>our  T  exéont'itm  dc^t 
obligations  quMls  ont  contráctiles  envera  des  Franjáis."  (VIH.  $  7-W  bis. 
n.  I). 

(19)  *^L(»8  anteara  q ni  ont  écrit  snr  le  droit  internatioual  tnodvnie.  ant 
examiné  la  qnestioii  de  savoir  si  le  privilcge  accord<5  anx  snjet*»  d'  nne  na- 
tiou  detradoire  les  <^trangers devaut  les  jn «jes  de  cette  natírMí  doit  reeevolr 
application  nnand  l'engagement  qiii  donue  lien  a  la  coutcMtatií)n  emane  d* 
uu  principo  etrangi^rf. — A  cet  ógard,  nne  distincbion  se  présente  nalurelle- 
ment  a  Tespirit:  oii  1'  obligation  a  étc  contitictée  i»ar  le  prince.  en  son  noin 
particnlier,  córame  individu.  ct,  dans  ce  case,  la  coni]>ét«ucc  des  tribnnaux 
dn  créancierparait  devoír  etve  reconnii?,  car  tontos  lea  fois  que  le  prince 
aglt  dans  son  intérct  privé,  il  doit,  «ronnne  un  .simple  particulier,  ctre  cou- 

sideró  comme  ayant  pu  traiter  dans  le^  limif-es  tracées  í\  tous  lescitoyeiw 

Mais  si  le  prince  a  traite  comme  chefde  son  goiivernement  et  dans  iin  int^S- 
rí^t  public,  il  nona  semble  diíficilc  d' admctre  la  nieme  aolution,  car  Piuté- 
rct  jirivé  ne  aaurait  ctre  mi  a  en  balance  avcc  V  intcrct  nublic,  et  il  y  anrait 
les  plus  grands  dangevs  íi  aonniett.i'e  a  de  simpleH.juges  la  solntion  des  qnes- 
tions  politiquea  que  ne  pourraicnt  manuuer  de  faíre  naltre  des  débats  de 
cette  nature.  C'í*st  au  gouverncni'int  ele  a<»n  jiays  <|ue  doit  s^ailremerle 
citoyen  qui  veufc  obtenir  Vexécution  d^  un  engagemcnt  contráete  envera  Ini 
parle  chef  d' nn  gonvernemenf  étranger.  L' affaire  devraetre  i>onrnnivie 
jmr  les  voiea  de  la  iiégociatiou  diplomati([ue;  et  cette  voie  est  a  couu  sftr  la 
meillenre  pourariver  íi  un  résnltat:  cela  est  surtout  incontestable  dans  un 
siede  couime  le  nolre,  oii  la  raison  et  la  justice  paraisseut  ctre  les  preniií%re8 
r^glcs  que  sMmposent  lea  gouvcrnementa  respectlfa  les  nns  vissV-vis  des 
autres."  (Droit  civil.  295). 

(20)  "Bynkei*8boek  and  Martena,  who  adopta  bis  view,  draw  no  distiuction 
between  the  movealde  and  immoveable  prívate  properf y  of  tbe  foreign  Sov- 
ereign;  and,  as  far  as  the  reason  of  tbe  thing  imd  the  seuteiiees  of  thc 
Dntí-li  tribunals  are  concerned,  their  opinión  seems  well  foiiuded. 

'*Itmust  bo  admitted,  however,  that  the  comity  at  least  of  rarioiun»- 
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vo  (21),  opinan  que  el  Estado  no  ne  baila  sujeto  á  ninguna 
jurisdicción  extraujera. 

O^os  escritores  y  publicistas  no   menos  notables,  co  - 
nio    Demangeat    (22),    Buudry-Lacantinerie    (23)    Lau- 

tions  has  adopted  tliis  distinutioi),  aud,  moreover,  that  it  would  be)i]ace<l, 
with  thesanction  of  emiuentJüriHts,  auiong  tlieriilei  ot*  positiva  law. 

'*Xot  many  years  l»efore  Bynkershoek  wrot©  his  treatiso,  De  Futo  l^ffa- 
InrHvi^  tbe  K.iíiff  ofPruasia  was  cited  iut4)  a  Dntch  Conrt  as.  a  deft^iidánt 
iii  theraatter  or  the  siiooesioii  to  the  Priiiripality  of  Oranffe. 

''He  apaeared  and  coates ted  the  snit,  and  app<*aleil  to  tne  Supreuie  Conrt 
of  the  Senate,  before  whioh  Ue  seenis  neither  tu  have  prosecntMl  iior  aban- 
doued  his  appeal,  aud  yet  eventual] y  to  have  beeu  successfnl  iu  <'aiisiu)^ 
the  seiiteuee  of  tho  Coort  below  to  bereversed.  Probably,  in  tUis  case  the 
pFoperty  wasoí  both  a  nioveable  and  iinniov«»ab]e  description. 

'The  practieeof  t4ie  English  Conrts.  both  of  Kqnity  aud  Common  Law, 
has  beea  iu  favoor  of  the  privile^ed  exemption  of  SovereijcnB  in  all  niatters 
of  priva t«contraot/'  (11.  (JIX). 

(21)  '*un  usageuou  inoius  general  et  invariable  étend  ]e  bénéfice  de  Tex- 
territorialité  auxsouverainseumatiérecLvilo,  sauf  daos,  les  añ'aires  et  les 
ooutrats  Qiii  u^affectent  eu  rien  leiir  capacité  publique  ou  politiaue  et  dans. 
lesquels  ilsa^Usent  perHonnellenKint  ü  titrc  tont  iiíait  privé.'!  (III.  $  14^1). 

(22)  "La  doctrine  fonnnlée  ici  par  M.  Foelix  a  reyu,  le22.iauvler  1849.  une 
<^clatunte  cousécratiun.  La  Cour  de  casatigu  acassé  uu  arr^t  de  la  Cour  de 
Piui,  du  6  luai  1845,  qui  avait  validé  uue  aaisle-arr^t  pratiquée  par  uu  Fran- 
jáis créancier  du  gouverueineut  espaguol.  La  Cour  de  Cassation  declare 
que  la  Conr  de  Pau  a  violé  le  principe  du  droit  des  gens  qul  consacre  V  indé- 
pendance  des  £tats,  coinnils  uu  exces  de  pouvuir,  faussemeiit  appllqué  et 
par  ault«  violé  1'art.  14  C.  X.  Malheureustiment  ce  sout  lA  do  purés  aihrma- 
tioiit»  que  Ponn'a  pas  trouvé  moyen  de  justifíer:  car,  nous  ne  craignons 
pas  de  le  diré,  des  diti'érents  luotifs  mis  en  avant  par  la  Cour  suprtMue,  il  n* 
enest  uas  un  qul  puisse  résister  h  V  examen  un  peu  attentif  dujuriscousulte 
dont  resprit  n'estpas  troublé  par  je  ue  sais  quolles  preocupa  tions  poli  ti- 
ques." (Anotaciones  2i  Foelix.  1.212). 

(23)  **0n  coniprendrait  qii'eu  vue  de  sauvegarder  aussi  complétement 
que  possible  la  st>nverainetc  d'nn  État,  celui-ci  ne  pftt  jamáis  etre  actionnt^ 
devHBt  une  juridiction  étrang^re.  Mais  d'abord  re  principe  n' est  adniis 
par  persoune  avec  un  caract«''re  aussi  absolu:  «m  adniet,  tout  nu  oontraire, 
qne  lescontestations  lelutíves  aux  iinuieubles  possédés  en  France  par  un 
Ktat  étrauger  sont  de  la  conip^teuce  de  nos  tribiutaux.  Cette  decisión  per- 
met  dejíi  de  dout^r  de  T  existente  du  i)rincipe  lui-ni?«nie.  Ku  quoi,  elfecti- 
venit"nt,  la  sonveraineté  d'uul^tat  seíait-iTle  atteiute  si  rexécutionde  J» 
obligation  dont  il  cst  tenu  pouvait  lui  í'trc  réi'lauíée  devant  d'autres  JugCH 
qne  ceiix  qu' il  a  lui-mcmc  iustitués.  Et  pourciuoi  ees  juges  seraiént-ijg 
antorisésti  connaltre  de  ses  a(*tos  eu  tant  qu«s  propriétaire,  et  pas  de  ses  e],_ 
gagements  en  tant  qiiedébitcur?  Nous  n  apcrrevons  pas  la  raison  d'i^trt 
de  cette  ditférence.  Oonnue  débiteur,  aussi  bien  (pie  coiiiine  prapriétair**» 
un  filat  pent  ^tre,  á  cer  égard,  de  nicni»'  condition  qu'un  particulier:  8>i 
sonveraiueté,  c'est-íi-dire  Ha  puissancc  politique,  n'^est  pas  en  «-anse. 
Celle-ci  ponvait,  sans  donto,  ^t^e  intéresséc  h  cíí  qu'  il  contractát  la  <lette, 
ponr  fa  iré  face  aux  besoins  d*  nn  service  publir:  elle  ue  Test  plus  lorsqu' 
il  s*  agit  du  paieuient  de  celle-ci  et  de  tout  ce  qui  se  rat  tache  ii  ce  paie- 
nieut.  Sans  doute  encoré  les  íinances  de  V  íStat  ressentiront  le  contre- 
conp  de  la  condainnation  prououcéo  contre  liii  \}iít  <les  jiiges  étrau^ers: 
mals  elle  ne  le reijsentiraient  pas  moius  si  la  cond^uunrtion  émanait  d' 
une  juridiction  nationale,  et  en  tout  cas  ce  u'est  la  que  la  coiis<^quencc 
naturelle  d*  engageinents,  peut  í»tre  excessifs,  mais  qui  n'  eu  out  pas 
moins  été  pris.    Les  Juges  appelés  á  connaltre  de  la  demande  seront  eu- 
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rent  (24),   ^lassé  (25),   asevemii  que  si  el  Estudo  ha  (h)ii- 


4» 

lii».  il  est  vrai.  o1»Ií<í:«^<í  de  teñir  ronipte  dea  n^'^gles  dt*  fomptabilit-í^  de  eet 
J^tat,  d'  appréoicr  si  Itís  fouctioiinaires  qui  1'  oiit  eugnf^ó  oiit  an^i  daii8  \n 
limite  d»;  lenrs  pouvoivs:  mais  pourquoi  iie  h' acqn¡tteniient-il«  poiiit  dt* 
cette  tAchef  Feraieut-iU  1ji  aiitrtí  elio.se  t\\i  ai>pli((iiei\  comiiie  en  bien  tV 
jiiitreR  niatii'res,  la  loi  étranj^eref"  (1.  657). 

(24)  '*L' fítat  eyt  une  personuecivile,  c*  e»t-¡Vdire  qu'il  pent  exereer  leí» 
dvoits  prives  (pii  appartieniieut  aiix  particulierH.  Ainsl,  il  est  pro prié taire. 
11  pi»nt  acqniírir  et  posséder  des  biení*;  tous  les  jours,  il  est  dans  lecas  de 
íMuitraot-er,  et,  par  siiltCf  il  devieut  crí'ancier  on  dí^bifceur.  Les  aetes  que  V 
État  fait  coinnie  personne  civile  ne  ditt'erent  point,  dans  lenr  e«senee.  de 
reUK  qne  les  partlcnliers  tont:  une  vente  ne  chance  pas  de  natnrc  selon  que 
1-  État  y  ii^ciire  etMuiue  acheteuv  ou  vendenr,  et  les  obli^^itions  n^8ie1lt  les 
minies  (piand  l'^tat  contráete.  Done,  les  rapport^  sunt  des  rapports  de 
ílroit  et  d'  int<írét  prives;  toute  idee  de  pouvoir,  de  souveraineté  est  étran- 
gi^te  aux  actes  que  l'État  fait  coniine  personue  prlv^e.  Partan t.  qaand  1' 
Etat  agit  dans  un  procos  eonnne  pro pvié taire,  comnie  cr^ancier  ou  débiteur, 
la  souveraineté  n'est  pas  en  cause,  ce  n'i'St.  pas  1'  État  comniepouvoir  qui 
y  figure,  c' est  1' État  exer^ant  les  droits  dMín  particulier;  done  c"  est  un 
particnlier  dont  Jes  tribunaux  appréoient  les  droits;  c'est  un  parfeienlier 
qn'ils  condamnent  íi  psiyer,  ce  n^est  pas  un  sonverain,  ni  un  organe  de  )a 
sonverainet*».  C'est  le  motil'  poiir  lequel  les  tribunaux  nationaux  sont 
conip^tentspour  juger  le  di^bat:  s'il  s'agissait  d' un  acte  de  souveraineté. 
ils  seraicnt  incompí^tents,  car  l'État  est  sonverain  dans  aa  spbi^re,  comine 
pauvoir  exécutif,  et  le  ponvoir  jndiciaire  ne  pent  pas  coiitrAler  le  ponvoir 
ex¿ciitif;  conime  j)ouvoir,  lo  gonveriienient  ne  répond  de  ses  actes  que  si  la 
responsabilit<^  nnnistérielle  est  engagáe. 

'nSí  les  triV)unaux  uationaux  sont  cempétents  pour  connaltre  d' un  con- 
trat  fíiit  par  PÉtat,  pourquoi  les  tribunaux  í^traugers  seraient-iis  incomp<^ 
ttiitsf  lis  ont  devant  eux,  non  pas  un  État  étranger,  sonverain,  indi^pen- 
daut;  ils  jiigent  les  droits  d'unc,  jiersonne  civile,  done  des  droits  prives  r^- 
clauK^s  uar  T'État  on  contve  lui,  A  titre  de  particnlier.  Les  trlliunaux  fran- 
jáis d^eidcnt  tous  les  jours  des  p^oe^s  oü  des  (^trangers  sont  en  canse;  le 
proecs  est  ideníiqne  qunnd  un  État  étranger  y  figure  comme  personne  civile: 
c'est  ton  jours  un  particulier  qui  est  aemandenr  ou  défendeur,  que  la 
p/rsonne  soit  civil  le  ou  natnicUe.  On  n' ajamáis  contestíí  a  un  État  étran- 
g;^i'  le  drívit  d'agir  enjustice  comme demandeur;  s'il  pent  poursivre  íion  dé- 
l»iíeur  devant  les  tribunaux  fraiivais,  sans  que  sa  souveraineté  soit  alt*r<^*» 
ou  eompvumise,  ponninoí  ne  pourrait  il  pas  etre  aetionn(^  s'  il  est  débitenr* 
II  sesonnu^t  a  la  decisión  dnjuge,  comme  demandeur  aussibien  que  comme 
dcfendeur:  jiarqnelle  singuliere  nn^támíU'pbfíse  conserverait-il  sa  souverai- 
Ui'té  intaete  s'il  est  dcmandenr,  tandisque  sa  souveraineté  serait  violée  s* 
il  est  délendeurf  ('onnnc  demandeur  il  pent  perdre  son  proces^  etre  condam- 
né  anx  d«q>c.tiH;  il  ya  plui.  il  est  snjet  á  demandes  reconventiounel  les,  a 
<lfs  exi'eptions,  il  pent  done  subir  des  condanniations:  tout  cela  sans 
pví^jn  li<*e  ponv  sa  sonverainetc.  Kt  ees  nu^Mnes  eondamnatious,  ])ronon- 
í'í^es  contr»- un  Éhit  (^ivanger  comme  dcfendeur,  seraient  une  atteinte  a  sa 
]Miissanee  sonveraine!  1/ État  obtlen  gain  de  canse  en  premiere  instance. 
la  parrie  eondamnóe  interjwtte  appel.  Voila  l'État  d<^feudeur;  la  cour  d' 
appel  se  <l(^clarera-t-elle  ij'.compétente?  Dans  une  nu'^me  aftaire,  la  ju'stice 
serait  done  tout  ensemble  ineoiiip<^tente  et  competente.  Voila  tin  tissu  de 
eontradieetions  et  d' imposs¡bilii^«^s  .jurid¡(}nes.  .le  eonclus  que  lej*  txibu- 
nanx  sont  compétents  <iiiand  TÉat  a  uííí  comnii»  personne  i-ivilt»,  dans 
tous  l«*s  eas,  quti  I'  État  soit  déf.'iuleur  ou  demandeur."  (I).  C.  I.  lll.  W), 

(2."))  **Si  1'  ageut  diplomatique  ne  peut  etre  poursuívi  devant  les  tribunaux 
fr.ineais.  en  tant  qut*  siemple  particnlier,  i)i«ut-il  1' etre  en  tant  que  repr*^- 
sent:int  un  seuiverain  <^franger  et  pínu*  réj)ondre  anx  demandes  qui  seraient 
dirigées  eontre  <íe  stniverain  ou  ef)ntre  sdu  gonvernementf  (^ette  c|uest¡on 
revient  a  la  qnestion  plus  g<^n<^rale  de  savoir  si  les  gouveruements  <5trangera 
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traído  obligaciones  en  calidad  de  persomi  jurídica^  los 
tribuuaUís  extranjeros  son  coiupeteutes  para  condenarle. 

Según  estos  escritores  cuando  los  jueces  de  un  Estado 
conocen  en  los  litigios  en  que  otro  Estado  es  reo,  se  trat^i, 
no  de  los  actos  que  el  Estado  ejecuta  en  ejercicio  de  la  so- 


pen v4»ntí»treoit»ís<ieviint  Ifí*  trilmiirtiix  franjáis  j\  rnison  des  en^a^eiueiits 
(|ii'  íIh  oiit  <'íMitrii(*t<éM  euvern  un  Fran^uÍH. 

"La  jiirÍHpvuilpiií'ü  s*  «st  j^ónéruleiiuMit  ju'oiioncí^e  «laiis  lo  si-iis  de  la  nt'^ga- 
tiv»».     I^esaintenTH  sont  «UvistíA 

**r*a  ilifticnttó  de  la  qupMtitin  gif  dan»  le  i)OÍnt  <le  savoir  si   un  jíonveviie- 
iiient  <*traii*5«>r  |ii*rit  í-tre  ritií  devant  la^  trilMinanxfranv¡iÍH  a  raUon  dea  tU' 
>íaeeiiieiitM  ([iiVil  a  ctnitractÓM  ave<*  un  Fraiiyais  en  traitant  avec  Ini  (Mnnnie 
1 1*  Frnnvsíisínit'iií  traite  avtíí;  nn  partienliev  ítranger,  soit  poní*  de«  entre-, 
prisefide  travaux  ou  de  foiirnitures,  sdit  poiir  des  emprunt». 

**Le  seul  arret  rendu  Mur  la  qiiestion  parla  Cour  de  ras.safion  est  dn  22 
jauvler  1M9.  II  h' ati^iasaU  d' une  demande  eu  payeuient  d'une  fuarnlture 
de  Monlier.H  faite  par  des  ué^oclantH  de  Bayonne  au  ¿jfouverut'inent  espa^nol. 
Ln  (.'Onrde  Tan  avait  re¡u»iuiu  la  conipétence  des  tribunaux  franvaiH:  'at* 
tendn  que  la.Houwr.iinett^  et  1'  inilépendanfe  respectivas  <les  y:ouveruenient 8 
entre*  eux  n*  est  d' aur-uiio  (Hiusidération  dans  la  c*4UiHe.'  Mais  son  arre 1 1> 
éíé  cass6,  'attí^nílu  que  1'  iudépendanee  reciproque  des  Jítats  tjst  1' un  des 
printápes  les  plus  uni verse! í euieii t  reoouuu:»  dn  droit  des  gens;  tiuede  ce 
prini'ipe  il  resulte  qu'nu  gonveniement  ue  peut  etra  soumispour  jes  <^njg[<i- 
i^enients  quMI  contráete  ^  la  jnristUetion  d' nn  État  etranj^er;  qu' en  effet 
le  droit  dejuridiction  qui  appatient  a  (rhaque  j^ouveruenient  pour  ju^er  les 
diftV^renrts  nés  ii  rorcasicm  des  actes  (Ernanes  de  Ini,  est  nn  droit  inb?i*ent  h 
son  a  u  torito  son  vera  i  ne,  qn' uu  autre  K^uvenienient  ne  sourait  s^attribner 
sans  s'exposer  á  altí^rer  leiir  rapporta  respectifs.*  C  est  (^galenieut  sur  ee 
niotif  que  sesont  fondos  les  arrcts  de  Cours  d'appel  qui  out  resol u  la  ques- 
tion  (lans  la  nienie  scns. 

'*Mais  en  quoi  V  indépeudanee  d'  mi  État  qui  a  traite  counne  un  i)artirn* 
lier,  qui  doit  roninuMín  partieulier  devTait,  »*st-celle  intí^res^e  a  ce  qu' un 
JH}i^e  étran^ersoit  ap]»elé  ádécider  a'  Uduit  un  s'  i  I  de  doit  pasf  Le  contrat 
qu'  il  a  fait  avec  un  etrauju^er  au(|uel  il  a  acheté  ou  eniprunté  n'  est  pas  un 
aete  <le  sa  sonveTaineté,  puis<iu'  il  ne  pon  va  i  t  eontraindre-  V  autre  partió  a 
luí  ven<lre  ou  alui  preter;  le  tribunal  qui  le  condanme  i\  payer,  qnel  qu'  il 
soit,  n' entreprend  ilone  pas  sur  une  souveraineti^  qui  n' est  pas  en  jen: 
il  f<»uílanine  un  débitenr.  La  souveraiiieté  de  I'  État  ou  dn  gouverneuient 
rondamné  n*est  ínt<5rt'ss(^e  dans  la  question  que  lorsqu'  il  s'  agit  de  uiettre 
lejugenient  áexécntioii  sur  sojí  propre  ti*nito¡rt;  et  c' est  alors  a  ce  gou- 
vernenicnt  ou  j\  ses  tribunaux  íi  accorder  ou  h  refUáer  cette  exécution.  Mais 
s' il  ne  s' agit  que  d' exócuter  le  jugeinent  sur  le  ten'itoire  <lu  Juge  qui  1' 
a  rt* lidu,  par  exaniple  au  inoyen  d(^  la  saisie  des  biens  <iue  le  gonverncuíent 
c^iudamnó  y  possede,  on  ne  voit  pas  <|uelle  atteinte  serait  imrtée  a  la  son- 
vt*raineté  <íece  gouvernenient.  'Tout^'s  les  fois,  dit  M.  V>h.  Vergé  (biiis  une 
eonsnitation  déiiber^esnr  eettn  question,  (|u*un  de  ntts  nationanx  ri^claine 
d' un  íJonviruíMnent  éíiangcr  TexiM-ntion  d' uil  actc  ([ul  c.st  nou  un  fait  de 
souverain:*t^,  nuiis  un  rontrat,  la  (|ualité  «le  «onverain  n' absorbe  pas  la 
qnalit.^  íle  contractunt,  et  ne  sousírait  pas  le  cííobligé  aux  sanctions  jnri- 
itictiouiielles  qui  sont  la  garanfie  «le  tuute  obligati(»n  reconnue  par  la  loi. 
Ijes  gí»uveru;^n»ents,  quaud  ils  traitcnt  coniiue  ptírsonaliíc  civile  avec  des 
]»articuliers,  ont  des  jngns  nieine  clníz  eux,  et  partant  ils  peuveut  etrejus- 
ticialdes  des  tribunaux  franyais  dans  les  lernies  de  T  artirle  U  du  ('.  i'i- 
vil  s'ils  out  pris  des  eiigageuicnts  envers  dos  Franjáis.' 

*-U'e.st  la  I'opiuioii  i\ni  nieparait  devoir  etre  siiivi»*;  et  c'  esfc  lasenle<|ui 
]nú.sse  se  trouver  d' accord  avec  la  nécessitó  aiituelle  <Ies  rapports  intenia- 
tionanx.''  (I.  68r>  quatír). 
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beranía,  sitio  meramente  de  lasobligacione^;  que  ha  con* 
traído  como  i)ormna  jurídica;  y  en  tal  caso  no  se  me- 
noscaba sn  dignidad  6  independencia,  si  lo»  tribnnaleK  de 
otro  le  condenan  á  enniplirlaSi 

El  argumento  [)re8entado  en  tal  aspecto,  y  Rostenido 
por  la  vehemente  elocuencia  de  Laurent,  fai^cina  mientras 
no  se  observa  la  esencia  misma  de  las  cosas.  Los  pu- 
blicistas aceptan  el  junncipio  inconcuso  de  que  las  re- 
laciones entre  los  Estados  se  fundan  exclusivamente  en 
la  ley  natural,  porque  si  i)rescind¡mos  de  los  tratador  y 
<lc  las  reglas  reconocidas  por  el  derecho  internacional  con- 
suetudinario, los  Estados  se  hallan  unos  respecto  de  otros 
como  los  individuos  á  quienes  no  liga  ningún  vínculo  de 

subordinación.  Ahora  bien,  si  los  Estados,  como  del  todo 
independientes,. no  reconocen  superior  que  dirima  sus  di- 
ferencias, ¿como  puede  un  Estado  declarar  que  otro  ha 
contraído  obligaciones,  y  expedir  un  fallo  que  en  cuanto 
al  reo  pase  en  autoridad  de  cosa  juzgada?  En  el  acto  mis- 
mo de  citar  una  nación  á  otra  para  que  comparezca  en 
juicio,   ¿no  declara  que  la  segnnda  le  está  subordinada! 

Alégase  que  la  práctica  de  todas  las  nacione»  ha  est«- 
hlecido  la  regla  absoluta  de  que  sus  tribunales  tienen  ju- 
risdicción para  conocer  en  los  litigios  que  contra  el 
lísta<lo  se  susciten;  que  entonces  cu  nada  se  menosca- 
ba la  dignidad  del  Estado,  y  que  por  consecuencia  tam- 
poco se  menoscabaría  ella  si  un  tribunal  extranjero  cono- 
ciese en  los  litigios  contra  la  persona  jurídica  llamada  Es- 
tado. Increíble  es  que  jurisconsultos  tíin  perspicaces  co- 
mo Demangeat,  Massé  y  Laurent  no  hubiesen  conocido 
á  primera  vista  la  enorme,  inconmensurable  diferencia  en- 
tre los  dos  casos.  Cuando  el  Estado,  en  virtu  1  de  sus  ins. 
titnciones,  se  considera,  ya  como  soberano,  ya  como 
persona  jarídira  que  puede  celebrar  contratos  con  los  par- 
ticulares, y  atribuye  al  poder  judicial  el  conocer  en  los 
litigios  (pie  se  susciten  contra  tal  persona  jarídic/i;  limita- 
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80  éste  á  ejercer  las  atribuciones  que  el  i>oder  coustituyente 
ó  el  i>ocler  legislativo  le  haii  conferido.  En  una  i>íi]abra, 
la  jurisdicción  que  el  poder  judicial  de  csula  pueblo 
ejerce  sobre  la  persona  juri4ioa  llamada  Mstado^  no  de- 
pende sino  de  las  insüttmones  del  mi&mp  Estado. 

Pero  las  cosas  cambian  del  todo  cuando  al  Estado  so 
citii  como  á  reo  ante  ios  tribunales  extranjeros;  entonces 
la  nación  á  que  pertenecen  esos  tribunales  so  juzga  auto- 
rizada para  investigar  cómo  ha  in*ocedido  otro  Estado  in- 
dependíente y  soberano,  y  se  constituye- en  superior  cuan- 
do 4e  condena  á  cumplir  obligaciones. 

Además,  es  otro  principio  de  derecho  internacional 
que  los  Estados,  en  sus  relaciones  recíprocas,  no  se  con- 
sideran sino  como  personas  internacionales,  sin  distin- 
guirse los  actos  del  poder  legislativo,  ejecutivo  ó  judicial, 
ni  los  que  el  Estado  ejecute  como  soberano  ó  como  perso- 
na jurídica. 

Si  el  Estado  es  indepen^líente,  sin  reconocer  ningún  su- 
l^erior,  en  cuanto  á  sus  actos  <le  gobernación  ó  de  policía, 
4por  qué  no  lo  será  cuando  se  trata  de  su  i)roceder  como 
persona  jurídica? 

Cada.  Estado  tiene  abiertos  á  los  extnmjeros  todos  sus 
tribmiales,  aún  para  las  reclamaciones  provenientes  de  los 
contratos  que  él  hubiere  celebrado;  y  si  hay  denegacióji 
de  justicia  ó  un  fallo  notoriamente  injusto,  entonces,  en 
virtud  de  la  protección  que  cada  Estado  debe  á  los  na- 
cionales, se  emplean  reclamaciones  diplomáticas,  y  á  no 
tener  éstas  buen  éxito,  apelase  á  los  demás  medios  que  el 
derecho  internacional  determina. 

La  Corte  de  Casación  de  Francia,  inspirada  siemjKre 
por  la  justicia  y  los  principios,  ha  declarado  (como  lo  he- 
mos visto  en  las  notas)  que  los  tribunales  carecen  de  juris- 
dicción para  intervenir  en  los  litigios  suscitados  contra  uu 
Estudo  extranjero. 
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188.  Acaso  sea  oportuno  observar  que  cuando  los  tri- 
bunales de  una  nación  conocen  en  los  litigios  que  contra  el 
fisco  de  la  misma  se  susciten,  la  competencia  se  limita  á 
declarar  la  obligación,  y  que  no  pueden  dictarse  providen- 
cias conducentes  á  compeler  al  Estado  al  cumplimiento 
de  las  obligaciones  por  la  vía  de  apreínio.  Atendiéndose 
á  la  existencia  misma  del  Estado,  las  leyes  de  cada  uno 
determinan  cómo  procede  el  poder  ejecutivo  á  la  distribu- 
ción de  los  bienes  y  de  la«  rentas  nacionales;  esas  leyes 
son  esencialmente  de  derecho  publico,  y  por  lo  tanto 
no  pueden  alterarse  en  beneficio  de  los  particulares.  (2(>) 


(26)  Si  bien  Laiireiit  sostiene,  cotilo  ya  lo  hoiiios  visto,  que  jo.s  tribuua- 
Jea  <le  (uula  nación  8on  eonipeteutti»  pui'.'i  «oiiociíi*  eu  los  liti^icm  contra 
otro  Estado;  en  cuanto  ai  derecho  de  eiiibrtr>car  y  vendíT  bU8  bienes,  «e 
expresa  culos  siguienios  notabiHainm.s  ténninoí*:  *'Kn  conunenvant  cette 
discussion,  j' ai  constaté  que,  d*  aprcs  une  Jurisprudence  unánime  et  in- 
contestable, les  Ju^enients  rendus  cí>ntre  l'í!tat,  les  coinumues  ou  un 
établisseuH^nt  public  nc  pouvaient  ctr<»  mis  a  exé«utiou  sur  les  biens  de 
r  État  et  des  psrsf>nues  civiles  pav  les  voies  de  la  saisie,  et  qno  par  ¿«ui- 
tc  aucuue  sasie-arrct  ne  pouvaif  ctrr*  pratiíjué  sur  les  créauces  leur  ap- 
partenant.  Conunc,  le  dit  tres  bien  la  conr  de  cassation,  la  l¡({nidat¡on. 
la  vérifií-ation.  le  payenient  des  <-rcan:'es  a  cliartír'  de  1'  F!tat  se  font  d'  apn\s 
lea  lois  sur  la  coniptaldlité,  et  par  voie  sidnnnistrative.  Lea  voies  ortli- 
uaires  d'cx«»cution  sont  inc(Mni*atiblrs  avec  la  ^(^stion  du  [»atrinioinc  qiit 
appartíent  aux  persounes  civiles  publiques,  et  notanient  á  l'í*itat.  Ici  le 
«Iroit  public  domine  uccessairt'nunit  le  droit  civil,  puis<pie  1' indépendan- 
ce  des  pouvoirs 'publics  estén  caiise;  les  íl<><isions  «ics  tribunn^ix  ne  peu- 
vent  pas  troubler  le  ré*>;iiní'  linain*ier  de  l'íítat  en  suisissant  d**»  bieus  ou 
«les  sonnies  qui  font  pavtie  do  son  capital  ou  de  ses  revtuius.  S'il  en  est 
aiusi  dan?  le  rapj>prts  de  réginie  intérieur,  entre  1' Etat  ct  scs  créanciers, 
il  en  íloit  ctre  de  nicuie  cíes  rapports  cntrí^  TÉtat  el  ses  crcajiciers 
ctrauífcrs;  ceux-<i,  en  traitant  avvv  un  V'Aat,  savent  qu'iis  ue  pcnveut 
pas  faire  valoir  leurs  droits  i)ar  les  voics  ordinaires  <le  la  saisie  et  de  Y 
exécution;  ils  sesouniettent  aux  Icnteuvs  aíbniniatratives,  et,  «^  il  y  a  Ucii. 
aux  embarras  fiínincicrs  «le  1' í!tat  avec  lequl  ils  traitent.  Si  1' I^tat  ílé- 
bitijur  ue  paye  puiut,  il  ne  veste  aux  cvéanciers  qu'a  reeourir  a  1' inter- 
vention  dt*  leur  í^onvernement.  dont  la  jirotection  n^  íait  jamáis  défuut 
íi  ses  sujets."  (Laurent.  1).  O.  I.  III.  51). 


J 
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II 

Jk  ks  Agenta  Mptonátieos.  (-) 

189.  Si  bien  el  derecho  iuternaciottal  moderno  es  el  que 
ha  fijado  las  reglas  conceruientes  á  loa  agentes  diplomáti- 
cosy  la  práctica  de  enviarlos  se  conoció  en  Grecia  y  Koma. 

Bn  la  edad  inedia  fue  cnando  la  diplomacia  comenzó,  en 
Italia,  á  ser  practicada  como  arte  y  enseñada  como  ciencia 
por  diplomáticos  ])ropianiente  dichos.  (27)  La  diploma- 
cia, que  hasta  entonces  había  participado  de  la  sencillez 
de  los  tiempos,  se  convirtió  en  arte  de  sutileza  ó  intrigas 
y  en  instrumento  de  una  política  egoísta. 

En  el  siglo  XV  la  caída  del  Im])erio  bizantino,  la  inveiw 
cióii  de  la  imprenta  y  de  la  pólvora,  el  descubrimiento  do 
América,  las  guerras  religiosas,  compelieron  á  los  gobier^ 
nos  á  continuas  negociaciones,  y  dieron  nueva  impulsión 
á  la  diplomacia. 

Los  Keyes  de  Francia  crearon,  en  el  siglo  XVI,  el  cargo 
de  ministro  de  relaciones  exteriores. 


(-)  (irociü.  II.  XVllI.— Vattel.  IV.  V-IX.  ^  55-l^.—Byuker8hoek.  D«  Foro 
Competen  tti  Legatoruiu. — ^^'il•quelbl•t. — L*  Auibansadeiir. — Mt^rlin.  MítiI.n- 
Iré  publique. — Dalluz.  Ageiit  (1iploiiiati(iiie. — Foelix  I.  209-221. — Heítt»»r. 
$  198-240.— Wlií^atoii.  III.  1.— (lí).  p.  49.  52.  «2.— MarteiiH.  11.  ^  185-218.— Klii- 
lK»r.  ^  166-2:í0.— MaBSií?.  «85  t«r.— Keut.  I.  II.  7.— IX.  2.-Sthopheii^8  (HlaiK- 
»toiiH'8).II.  p.476.  11. 1.-liliint8t:UU.  IH5-153.  l59-2tO.-^PhiUiiiiore.  II.  CXI\  - 
CCXLII.— l^ore.  II.  I.  Cap.  I-I\.  p.  539-607.— Calvo.  III.  131(V13H7. 145M45:{. 
1480-1549.— La ureiit.  (I).  C.  I.)  III.  1-25.  59-88.— Prailier-FodiTí^.  III.  1225-1591. 

(27)  **Ou  peut  añiriuer  que  c' est  eii  Italie  que  la  scieuce  de  la  di  ploma - 
lie  et  l*art.  de  iié>^o('ier  íiirent  d'  abord  eusei^JK^n  et  pratiquén.  Ijegénie 
riu  C't  adroit  de  la  iiatioo  ilalieiuie  sv  d<^ve]oppa  dauH  les  Inttet},  et  lea  iutri- 
gue8  poli  tiquea  des  divers  étatM  déla  peniuHule.  Floreooe,  Venise  et  Ko> 
me  ont  pi'o<luit,  aux  qiiatorziruiH.  quiíizirme  el  seiziíMiie  sii'cles.  une  foule 
de  diplómate^  eonsumnién.  La  répnblique  de  Floreiice  eiuployait  dans  8e8 
fonctinu8  les  plus  ilIuRtren  et  les  plus  iustruits  de  sea  citoyeus.  Uu  pent 
iiommer  cáiiq  des  litt<^rateurs  les  plus  reiiomuiés  de  la  Tuscaue,  le  Dante, 
P<5trarque,  BniHiacc,  (Tuioeiardini  et  Machiavel  (le  plus  ^rand  de  tous  com- 
me  homme  d'^tat.),  qui  fnrent  eh<ar|2:<Ss  par  ce t te  republique  den  uiissious 
les  plus  importaute-s  elle  plus  di  tfíc'ile8.''     (Wheatou.  H.  I.  p.  6B), 

29 


^ 
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Unos  opinan  que  el  Cardenal  de  Kichelieu  (28)  fue  quien 
estableció  el  sistema  de  las  legaciones  permanentes,  y 
otros  lo  atribuyen  á  Fernando  el  Católico.  (29) 

190.  Entre  los  atributos  esenciales  de  la  soberanía  se 
cuenta  el  derecho  de  legación;  esto  es,  la  facultad  de  enviar 
agentes  diplomáticos  que  representen  al  Estado,  y  cultiven 
las  relaciones  de  armonía  y  amistad  entre  los  pueblos.  (30) 

Hay  perfecto  derecho  para  enviar  agentes  diplomá- 
ticos, y  ninguna  nación  está  obligada  a  ello.  Pero  la 
cortesía  internacional  ha  establecido,  á  este  respecto,  una 
especie  de  obligación  recíproca  entre  los  Estados;,  y  así 
como  las  relaciones  diplomáticas  cultivadas  por  medio  de 


(2*í)  *'Le  cardinal  Riehelieu  passe  j)oiiravoir  inauguré  le  systenitíui^jonrcr 
hiii  uuiversellenieut  adopta  iV  eiitreteuirdesletfations  pm'maueutes  aiipiv.M 
des  oonrs  (^traiigeres.  Acetre  nuMiij*  apoque.  T  Euro  pe  octddeutale  euvova 
dea  ambaasadéü  daUvS  de^  coutrées  íjui  jus([ue-lá  avaient  ¿té  reganlóes  vtnu- 
me  en  deliors  d»*  la  sphore  des  iiatioiis  í'ívíILhÓí'h.  Ja  Ivussie,  la  Pcr.sf,  Siaui 
et  les  antre.H  rontrócs  de  rcxtrííuie  Orieut."     (('alv^o.  111.  ^  1311). 

(29)  **Tiie  iniportaiu'.e  of  tUeírdoinestie  coucerns  did  not  preveut  l'Vrdi- 
iiand  and  Inabella  froni  giving  a  vigilant  aíteution  to  what  was  passin^» 
abroad.  The  contiictiii^  relations  ;Li:ro\ving  ont  of  the  feudal  systeni  oecup- 
ied  niost  princes,  till  the  cióse  oí  ílie  fiftcentli  ceutury,  too  closely  at  hu- 
me toallow  theni  often  to  turu  th  ñrcyes  beyond  íhe  bordt^r.s  of  their  owii 
teiTitories.  This  syHteni  wa-s,  iudeed,  now  rapidly  iiieUing  away.  Bul 
Louis  the  ElfVfnth  uiay  perhai)s  be  i'cgardi  d  as}  the  livst  inouniih  who  hIiuw- 
ed  anything  like  an  extended  intercst  in  Kuropeau  politics.  He  inforuied 
hiniself  of  the  interior  procetídings  of  niost  of  thw  iieighboring  courta,  by 
meana  of  aecret  agenta  whom  he  juniaioned  thero.  Feídiuaud  obtaine<l  a  ai- 
niilar  reanlt  by  tlíe  more  honorable  expedient  of  resident  eiubaasira,  a  prac- 
tice  which  heia  aaid  to  have  introdnced,  and  which,  while  it  has  greatly  fa- 
eilttated  eonmiereíal  interi-onrae,  has  stTved  to  perpetnsite  frien<ll.vrelatiüu 
between  ditterent  couutries,  by  acpustonñng  rhem  to  settle  theii' ditferen- 
cea  bv  negütiation  rather  thaii  tlie  aword.''  (í'reacott. — IVrdinand  and  laa- 
belU.  I    ]».  418-417). 

(8í))  "Tont  ítat  souvcrain  estdonc  en  droit  d'envoyeret  de  recevoir  dea 
niinisírea  publi(\M.  Car  ils  sont  les  inatvuiuens  néccssaires  dea  afiairea  qu»» 
lea  aouveraina  ont  entre  eux,  et  de  la  corresponda uce  qu'ila  sont  en  droit  d' 
entretenir."     (V'attel   IV.  V.^57). 

•*Tont  aonverain  a  Ir  «Iroit  inconteató  d'cnvovfr,  ponr  lea  aftairca  <!' 
lítat,  dea  niiniatrea  publica  anx  antrea  puiaaancea.  Lni  aenl  j)eut  lenr  conf<^- 
rt^r  K;  caractereoíticiel.  Aucun  snjet,  quelqne  considerables  que.soient  iTail- 
leurs  aon  iinportanee  et  st*s  prórogatives.  ne  jouit  dMm  droit  analogue.'' 
vUeft'ter.  $  2íX)). 

'*Kyery  independent  State  basa  right  to  s^Mid  jmiMíc  niiniaters  to,  and  re- 
t^eive  niinisTers  irom,  any  other  aovereign  State  witli  wliich  it  desiivs  to 
niaintain  tlie  relations  of  peace  an<l  ainity."     (\Vh('Ht<»n.  IIJ.  1.  ^  2). 

"Chaqué  état  peut,  en  aa  qualité  de  ]>»'rs()nne  souveraine.  noninier  dea  en- 
vovííaet  antrea  agenta  chargea  d<*  lui  aervir  d'  ¡ntennediair«a  daña  aeS  reia- 
tiouaavec  d' antrea  état^.'*     (Bluntschly.  159). 
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los  ministros  públicos  (31)  es  seguro  indicio  de  pnz  y  aniis- 
tad,  de  la  misma  manera  puede  mirarse  como  sig:no  de 
hostilidad  ó  desacuerdo  la  falta  absoluta  de  tales  rela- 
ciones. 

Como  el  derecbo  de  legación  es  inherente  á  la  sobera- 
nía, sigúese  que  no  paetle  ejercerse  ])or  un  Estado  que  de- 
pende de  otro.  Así,  por  eíemi)lo,  la  constitución  de  los 
Estados  Unidos  de  América  prohibe  que  cada  Estado  en- 
víe legaciones  sin  el  consentimiento  del  Congreso  fede- 
ral. (32) 

El  <lerecho  de  legación  pertenece  en  cada  Estado  á  la 
autoridad  que  al  efecto  la  ley  fundamental  designa.  En 
Chile  y  en  el  Ecuador  se  atribuye  (33)  al  Presidente  de  la 
República  el  enviar  agentes  diplomáticos  y  dirigir  los  tra- 
tados ú  otras  negociaciones. 

191.  En  cuanto  á  lo  de  recibir  agentes  diplomáticos,  so 
distinguen  tres  casos: 

V,  Si  en  general  un  Estado  debe  recibir  fegaciones: 

2^.  Si  debe  recibir  un  agente  diplomático  determinado: 

3**.  Si  debe  recibir  legaciones  pernmnentes. 

El  derecho  internacional  ha  resuelto  el  primer  punto 
afirmativamente.    Los  Estados  deben  recibir  agentes  di- 


(31)  '*Xo  State,  striftly  speakiiig.  is  ol»liíí<'d,  hy  the  positive  law  of  na- 
tions,  t«  seiifl  or  r«oeive  piiblic  niinistws,  nltlioiiujíi  tlin  uhují*^  and  coniity  of 
nfttionH  aeeni  to  have  t»«*^al>li.slH'fl  a  sort  of  reoipronal  duty  in  tliis  ve«pf^<'t. 
It  ifl  rvident,  liowover.  tliat  this  cannot  Iw  more  than  an  iniperfert  oblip:a- 
ti«n,  and  mnftt  be  moditied  lietween  diílerent  States  by  meann  of  diplomatic? 
interconrae."     (Wheatou.  III.  I.  ^  2). 

(32)  *'The  United  StateH  ofNorfcb  America,  in  their  first  Federal  Act,  íja- 
ve  the  Riíjht  of  Enibassy  to  each  State  to  be  exercised  With  the  cansen t  oí* 
ííongreas.'»    (Phillimore.  II.  CXIX). 

(33)  ''SouaíribiK'iones  especiales  del  Presidente 

"6*.  Nombrar  y  remover  ánn  voluntad, lí  los  Ministros  diplomati* 

ooH,  á  los  Cónsules  y  demá8a;;ente8  exteriores 

K1  nombramiento  de   los   Ministros  diplomáticos  deberá  someterse  á  la 
aprobación  del  Senado,  ó,  en  su  receso,  al  de  la  Comisión  conserva<loni.  .  .  . 
((Constitución  de  Chile,  art.  73). 

Son  atribuciones  y  deberes  del  Poiler  KJecutivo 

r»".  Nombrar  y  removerá  los  a^í-^ntes  diplomáticos,  de  acuerdo  con  el  Cnn- 
sejo  ele  Estaílo."^ (Constitución  <lel  Ecuador,  art.  94). 
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plomátioos;  pero,  en  casos  muy  oxcei>cionaleFi,  pndiera  el 
soberano  ílarleA  aiiciieiicia  en  los  límites  del  territorio.  (34) 

No  está  obligada  la  nación  á  recibir  como  agente  diplo- 
mático un  individuo  detcrininado;  pero  la  práctica  de  los 
Estados  exige  que  la  negativa  se  funde  en  raeones  de  mu- 
cho peso.  (35)  Para  evitar  «HÜcultades,  en  punto  tan  de- 
licado, el  soberano  determina  casi  siempre  de  antemano 
la  persona  á  quien  va  á  enviar  como  agent<e  diplomático. 

Si  bien  según  el  derecho  estricto  no  es  obligatorio  reci- 
bir legaciones  permanentes^  su  uso  se  halla  tan  general^ 
inente  aceptado^  que  si  una  nación   se  denegase  á  ello, 


(34)  *TaÍ8qae  lea  ^^ations  soiit  obligas  de  comniuui(|uer  ensemble,  iV^cou- 
ter  les  pTopositions  et  les  deniaudoH  qui  ]eiir  soiit  faites,  de  mainteiiir  oii 
tnoyeu  libre  et  8(ir  de  s'  pntendr*»  et  «le  se  cotií^ilier  daus  lears  diftiírends»  nn 
Souverain  ne  peut,  sans  des  raisons  t^^8-pa^t;iculi^res,  refuaer  d-  admetre  et 
d'entendre  le  ministre  d'  une  piiissance  aniie,  ou  aveo  laqtielle  il  est  en  paix. 
^lais  sMl  a  des  raisons  de  ne  point  le  récevoir  daos  rint<^rieur  dn  paya,  il 
pent  luí  marqiter  nn  lien  sur  la  frontii'^re,  oh  il  enveiTa  poní*  enteudre  s^a 
propositious;  et  le  ministre  <ítranger  doit  a' y  arrí'ter:  il  siiflit  qu'ou  Pen- 
tonde;  c'  est  tout  ce  qnil  pent  prétendre."     (Vattel .  IV.  V.  $  65). 

"The  sound  opinión  appeíirs  to  be  that  a  State  is  boiiud  to  give  aadienc  to 
an  ambiissador,  and,  exoept  niider  moat  extraordinary  oircumstances,  to  Te- 
ceive  him  for  that  pnrpose  wíthin  its  terrifcories  and  at  its  Conrt. 

*'If,  however,  snch  circnnistaneea  do  exist,  some  place  mnst  be  speciiñed — 
A'attel  sngK<^sts  the  frontier—at  which  the  ambaasador's  niessage  must  be 
Tv^ceived.  A  State  n.ay  be  aware  that  an  anibassador  is  sent  for  a  miachie- 
Tcnia  purpoae.  or,  it  niay  be,  from  a  tbird  nation  for  a  pnrpo^  conceived 
t<í  be  inexpedient  by  theret'uaing  State,  v.  g.  reoonciliation  with  another 
State.  In  the»e  cases,  ejt  eo  nb  qnod  miftilurj  it  may  refíise  the  ambassador.'* 
(Phillimore.  II.  CXXXIII). 

"Chaqué  ^tat  est  tenu  a  canse  des  liens  de  solidar! t<í  rini  Tunisaent  anx 
uutres  <^tats,  de  rccevoir  les  envoy^s  des  ^tats  reconnna.  II  ne  pourra  ^t^e 
íl(^rog<í  íicette  regle  que  ponr  dos  niotil's  exceptionnellment  graves.'*  (Blnnt- 
Hchly.  1H3). 

(35)  *'It  is  in  the  discretion  of  the  receiving  State  to  refose  the  reception 
of  a  certain  diplomatic  ngent;  bnt  it  is  not  altogetheran  arbitrary  discn*- 
tiou.  Somercason  niust  be  alleged  for  tlierefnsal:  'Non  eniin%  aa js  Gro- 
tins,  'oiniies  adiiiitti  praecipit  gentinm  ius:  se<l  vetat  sine  causa  reiici.'* 
(I'hillimore.  II.  CXXXIV). 

"Oliaqueétat  peut  retuaer  de  recevoir  les  envoy^a  on  agenta  dont  la  per- 
sonal i  té- nel  ni  oonvieiit  paa. 

'*l^n  fitat  pent  (^galeinent  rcfnser  de  reoevoir  nn  envoyécontre  leqnel  il  n' 
a  aucnne  o})¡cction  persíninelle  a  forniuler,  lorsque  cetenvoyé  eat  chargé  d* 
une  missiíui  qui  parait  «levoir  porter  atteintc  anx  droits  ou  h  V  honnenr  de 
l'ctat  appeWíi  lerecevoir."     (Hlnntschly  184.  165). 

"Tout  í  tat  pent  ílonc  rcffiser  d<«  recevoir  dea  agents  diplomatiquea,  en  se 
bsisant  sur  le  cnractcre  personnel  de  l'agent  qui  luí  estenvoy<í,  sur  la  natn- 
re  et  l'etendue  des  [xmvoira  qn'il  doit  ^tre  apjxílí^  íi  exercer.  ÍVeat  ce 
ípii  a  en  lien  en  mainte  occasion,  notanunent  par  rapport  aux  legata  ponti- 
fuaux,  auxqueis  la  cour  «le  Konie  avait  conferí  dea  pouvoirs  jug^s  incompati 
bles  avcc  la  conatitution  et  les  loia  civiles  des?  íítats  nh  i  la  devaient  r^íi- 
d«r."     (Calvo,  ni.  $  1321). 
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incurriría  en  la  censura  y  acaso  en   la  enemistad   de  las 
otras  naciones.  (36) 

192.  Algunas  rehusan  recibir  á  sus  subditos  como  agen- 
téis diplomáticos,  y  entre  ellas  se  cuentan  los  Estados 
Unidos  de  la  América  del  Norte. 

Recibido  como  agente  diplomático  un  ciudadano  del 
Estado,  goza  de  todas  las  inmunidades  y  privilegios  que 
el  derecho  internacional  concede  álos  ministros  públicos. 

193.  Si  una  nación  estuviere  en  guerra  civil,  el  derecho 
internacional  prescribe  que  las  otras  observen,  en  cuanto  á 
las  legaciones,  las  siguientes  reglas: 

1*.  Prescindir  absolutamente  de  la  revolución  de  los 
subditos  de  un  Estado  contra  el  Gobierno: 

2*.  Cuando  hay  propiamente  guerra  civil  y  dos  par- 
tidos que  mutuamente  se  disputan  el  imperio  de  la  nación, 
los  otros  Estados  ó  bien  continúan  las  relaciones  diplomá- 
ticas con  el  gobierno  constituido,  ó  bien  conservan  rela- 
ciones oficiales  con  ambos  partidos,  ó  bien  prescinden,  en 
cuanto  sea  posible,  de  las  relaciones  con  tal  Estado: 


(36)  ^'L'obli^atioii  ue  va  poitit  jiisqn^a  eoiitf'rir  en  tont  tempa  den  iuíiiím' 
triM»  iN^rpétneU,  r|tii  veulcnt  rétiider  auprí^n  <)ii  Sonverain;  liien  (ja'ils  n* 
Hi«nc  ri«i  a  ii«^gurier.  II  e»t  iiatiirelt  h  la  verit<^,  et  tiVH-í'on forme  aux  «eii- 
tim««ii(i  que  se  (loiv«*Tit  itintnenomeut  Ibh  Nations,  el»  rmevoir  avec  aniitié 
reHminÍHtr«*fl  réaideiis^  loríiqu'oii  ii'a  rieii  á  craíTidre  (l««  lear  s<\joiir.  Main 
hí  qnelq lie  raisoii  solide  s'yopposo,  le  himí  de  VÉtHt  pr^ ru u t  »aiis  di fflcnl' 
té;  et  le  Sonverain  étraiij^er  ne  jient  s'otten«er,  si  Ton  prie  «ion  niiniatrede 
m»  rétirer,  qnand  11  a  termina  leH  att'aireH  qiii  l'avaient  anien<<,  ou  lorsqti'  il 
u*  en  a  auenne  i\  traiter.  La  euntnme  d'eutretenir  pavtoiit  des  ministres 
«•outinneHemeut  róflidens,  ent  ai\jonrd'hui  si  bien  ótablie,  qn'i]  fant  nllé- 
^ner  de  tW'S*)>oiine8  raisons  pour  réfnHer  <le  s'v  prí'ter  siins  oHenser  person* 
ne."     (Vafct^l.  JV.  V.  í  «6). 

**Th©  eoutiuoos  rénidenee  of  an  eniliassy  is,  to  speak  strietly,  a  niatter  of 
roinUtf  and  iiot  of  ntrict  rUjhi. 

"Nervertlioless,  solong  aeustoin  and  so  uiii  ver.-)al  a  consent  have  ineorpo- 
rat^d  thÍH  perniissioii  ofcontinuouH  residence  into  the  praetie*^  ofnations, 
that  tlie  g;ro89  di»tH)iiTtesy  of  Te/iisin^ir  ¡t  wonl<l  recpiire  nnanswerable  reas- 
ona  Ifor  itHJiistitieation,  antl  wonld  plaee  the  refusiii^  in  so  nnfVieiuUy  :ui 
attitude  towarda  the  ret'iweii  Stnte  as  to  be  little  removed  from  a  címditicm 
of  devlared  hostílity. 

*'(Trotias,  iudeed,  says,  'Óptimo  aiiteni  iure  reiiei  possnnt.  qnae  mine  in 
nsn  8nnt  legatioues  assidnae;  qnibns  qiiam  non  sit  opns,  doeet  nos  antiqui- 
tas eui  illae  i^noratae;'  bnfc  it  must  be  remembered  tliat  since  tbis  opinión 
was'expresíied,  a  iisaj^e  of  tWo  additiona)  eriitiiries  has  impnrted,  accordiníf 
tothepvinoipíes  laid  <lown  in  an  eaviier  eba]»tev  of  ibis  work.  a  eliarar-tri" 
approaehiii^  tothat  of  positive  biw  upon  this  institiition  ofreNÍdent  emlisis- 
sies.^'    (PhilUmore.  II.  CXXXIX). 


230  ARTÍCULO  14 

3*".  Cuaudo  se  envía  agentes  diplomáticos  al  gobierno 
de  hecho,  se  le  reconoce  implícitamente;  lo  cual  puede 
acarrear  graves  conflicto^:  con  el  gobierno  constituido  si 
éste  llegare  á  vencer  en  la  guerra  civil. 

Se  ve,  pues,  que  las  relaciones  diplomáticas  con  un  Esta- 
do que  se  halle  en  guerra  civil  dependen  de  la  prudencia  y 
circunspección  de  los  otros  Estados,  y  que  reconocer  al 
gobierno  rebelde  puede  originar  contlictos.  (37) 

(87)  '*íu  l)ellÍH  vero  civililms  necossi tas  interdiun  locura  huio  iuri  farit. 
extra  regnlam,  puta  cum  ita  diviHQH  est  popnlus  in  partes  qnaHÍ  aeqiial(*s. 
ut  dubiiim  Hit  ab  iitra  i)orte  stet  iiis  imperii;  aut  cuín  iur«  adniodum  ood tro- 
verso  de  regni  successione  dúo  decertaut,  uam  hoo  eveníu  gens  una  pro  tem- 
pore  quasi  duae  gentes  liabetur.'"     (Grocio.  II.  XVlll.  $  II). 

**Iu  the  (fase  of  a  revolutioii,  civil  war,  ov  otber  coutcst  for  the  sovereigii- 
ty,  although,  strictly  apeaking,  the  uat.ion  ba-stlie  exclusive  right  of  de- 
ternjiuiíig  in  wbom  the  legitiniate  aiithority  of  the  country  resides,  yet  for- 
eigii  States  must  of  necessity  judge  for  theniselves  whether  they  \fill  ree- 
ognize  the  goverument  defartOj  by  «euding  to,  and  receiving  amba«sador.s 
from  it;  or  whether  they  will  continué  their  accnstonied  diplomatie  rola- 
tions  with  thepriuce  whom  they  choose  to  regard as  the  legitimate  sovereing, 
or  Buspeud  aítogether  these  relations  with  the  natío  in  queation.  So,  al- 
80,  where  an  empire  is  scvered  by  the  revolt  of  a  province  or  coloiiy  dedaring 
and  maintainiug  its  independenoe,  foreign  States  are  govcrned  by  expedien- 
cy  in  determiníng  whether  they  w-ill  comnieuce  diploniatio  intercourne 
with  the  new  State,  or  wait  for  its  recogiiition  bv  the  jnctropolitan  coun- 
try."    (Wheaton.  III.  I.  }  4)- 

"International  Law,  strictly  sneaking,  is  iiot  c(>n<'erned  with  cases  of  re- 
belliou.  There  is  no  doubt  tliat  rebellions  suhjcct/t  are  not  entitled  to  the 
iua  legationis  in  their  connnunicationa  with  their  Sovereign;  the  found- 
ationofthe  right  is  wantiug.  Nervertheless,  when  rebellion  has  grown, 
from  the  nuinbers  wlio  partakeiait,  theduratiou  of  it,  the  severity  of  the 
struggle,  and  otiier  caunes,  into  the  terrible  niagnitnde  of  a  civil  war,  the 
eniissaries  of  both  parties  ha  ve  beeu  considered  entitleii  to  the  privilege  of 
ambassadors  so  far  as  their  personal  safety  is  concerued.  *In  hoc  eventn\ 
Grotiua  says,  '(ieus  una  pro  tempere  qnasi  duae  gentes  liabetnr'.  Peao^ 
and  order,  under  these  c-irciinistances,  cuuonly  berestored,  the  Mheddiug  of 
blood  i'iiu  only  hn  stayeíl,  through  the  médium  ofnegotiation:  iiegotlation 
must  be  carried  ou  through  negotiators,  aud  iiegotiators  cauuot  act 
unless  their  personal  secni  ity  be  guaranteed.  So  far  as  the  State  herself,  in 
which  therid)ellion  has  brokeii  out,  is  coneerned,  it  niust  always  be  aqnej?- 
tion  of  circumstauccs,  and  incapable  of  definition  beforehand  wheu  the  citi- 
zen  is  to  be  <H)nsi«lered  as  entitled  to  the  privlleg»}  of  aueneniy  rather  thau 
the  punishmcnt  of  a  rebel.''     (rhillinioro.  M.  CXXX). 

"On  i>cut  se  demander  quellc  conduite  doiveJit  teñir  lea  £tats  étrangers 
b»rsque  snrgit  nnerevolntion  oi\  nne  gucrre  civile  dans  un  pays  anpres  dn- 
quel  ils  sont  représtíutés  par  une  mission  diploniatiqíie  permanente.  Peu- 
vent-ils  continuar  leurs  relations  avec  1'  anclen  gouvernetnent,  ou  doivent- 
ils  en  uouev  tout  <le  suite  de  nouvelles  avec  le  gouverneui(;nt  révolutiouai- 
ref     Sont-ils,  au  contraire,  Imus  da  les  «uivreav«íc  tous  les  (hmx.  h  lafoisf 

"En  prin<'.ij)e,  <tomme  l'í^changc  de  rclations  p(»litiiiiu\s  découle  de  la 
conív»cration  interuationale  donnce  a  un  gouvernement,  oii  peut  diré  qati 
l»is  ítats  étrangcrs  n'ont  pasa  tmircompíe  de  faits  insurrectionnels,  ni 
<U'  gouvt-rnt^meiits  dí^Muirvus  do  la  sauction  de  la  nnijoritédu  peuple  qu'ils 
pr^ te ndent  regir,  et  d' uue  c.onstitution  librement  acceptée,  reguiierement 
débattu.»  ct  promulguée.  Lorsque  (Uis  luttes  intestines  viennent  íi  déchi- 
rer  un  État  et  íi  ébranler  les  i>ouvoirs  publica  qai  y  sont  établis,  le  premier 
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194.  Cuando  entre  dos  naciones  independientes  hubiere 
guerra,  uno  de  los  efectos  de  ést4i  consiste  en  (jue  cesen  en- 
tre ellas  las  relaciones  diplomáticas.  Pero  aun  entonces 
el  derecho  internacional  obliga  á  recibir  agentes  diplo- 
máticos del  otro  beligerante,  no  para  que  residan  en  la 
nación,  sino  con  el  exclusivo  objeto  de  oírlos.  (38) 

El  Estado  á  quien  se  envía  entonces  el  agente  diplomá- 
tico, i)uede  emplear  todas  las  precauciones  conducentes  á 
que  su  venida  no  le  ocasione  perjuicios  ni  peligros. 


ilevoir  des  aiitre»  gouvtjriieuientH  e-nt  done  iV  observer  un«  ueutrulitó  ubso- 
hu*  et  ele  h' absteuir  compléteuieut  (b^  toiis  ruupurts  Ui¿)loiUiitiquei).  l>* 
aprí's  riisaf»e  iiivariableriieut  suivi  :i  cet  (^^urd,  fea  ugeutH  (^traugerj*  coiiti- 
iiiieiit  juHqu' a  iiouvel  ordre  bnUH  Hní'ieuut)sre)atioii4  aveo  le  KOiiverueiiieiit 
pro«  lequel  ils  sont  acorí^ditc»,  oii  íIm  u' onvveut  qii«fb'S  rapportn  pure- 
inent  otticieiix  avec  \ea  aurorit^H,  (in' elK'S  soieiit,  ()UÍ  les  i'ttiiip]ac<*iir  de 
taLt.  I^es  coiivenanceN  intcTiiatioiuiies  comiiiaiident  une  róstM've  bien  pina 
«iOraude  eiirore  qnaiid  il  8Mi<i[lt»  tle  f^iiorrcH  «i  viles  ati  seiii  de,  coiifiMK'ratioTis, 
iiiettaut  en  (pie.stiou  la  Miuveraiiietó  iii<>ine  de  1'  £tat.  Daiis  ce  caHeii  eñ'et, 
r  eiivoi  et  1' adiuisHÍou  d'ajjjeiitH  nU'etus  d' un  caraetere  di pbnnatiqne  im- 
plique la  reroniiaisHanc»  tln  »;onveriiein(Mit  revolutioiíaire  ainHÍ  que  de  sa 
sonveraineté  et  de  son  indepeiid:inf?e  nationsiles,'^     (('alvo.  111.  ^  1823). 

(38)  ••Pluí*  la  j^uevve  est  un  fléau  terrible,  et  plus  dvt*  Nations  sont  (d)li;L!:ées 
de  se  reserver  de.s  nioyeiiM  pour  y  inetre  rtn.     11  ent  dono  iiéeert8Jiire  qu^elles 
puisneiit   a'envoyer  des  ininistVí'H.  au  niiliiMi  inenie  de.slHKstilités,  pour  laire 
quelqiies  ouvertures  de  ])aix,  on  quelqnen  propoHitions  tembiiiteM  a  iuloiieii* 
la  l'ureur  desanncM.     11  est  vrai  que  le  ministre   d'un  ennemi  ne  peut  venir 
Mans  permistión:  aQ8.si  tait-ondeinander  fionr  lui  un  pa^Meport.  ou  Maiit-ron- 
duit,  8oit  par  uii  ami  eoinun,  soit  par  un  de  res  messajíers  )»riviM«^i<^s  par 
les  loi»  de  la  ijueiTe.  et  dont  tions  parlerons  plu«  has,  je  veux  dive,   pal*  nii 
trompetteou  un  tandiour.     II  e^t  vrai  eufore  tjue  Ton   peut  r<^t'ns«'r  le  saul- 
ronduit,  et  ne  ]»oint  admelrre   le  ministre.     Maiseeffe   librt'té.  l'ondtíe  sur 
le  »oin  que  elnique  Nation  doit  a  sa  pn>j»re  sur.^í»'.   n' emperbí*  jioi'it  ipi;^  1' 
on  ne  puisse  poner  »M>uime  une  máxime  •;<'^uérííle,   rpi' ími   ne  iloit   jias  refuser 
d' admettre    et  d' cntemlre   le   ministri'   d'un    ennemi.     C  t^st-sVdire,    ([Ue 
la  gnerre  seule.  et  imr  elle-nieme,   nN\st  pas  une  raison  souftisante  pour  re- 
tii8er  d'eiitendre  toute  proposition  venant  d'un  ennemi:  i)  faut  cine   I'  on 
y  soit  autorisi^  par  quelque   raison  yiartieuliere  et  bien  fíuidée.     Ttlle    se- 
rait,  par  exemple.  une  erainte  raisonnable  et  JustifiíV  par  la  ««onduite  nieme 
«I*  un  ennemi  artifícieux.    qu'  il  ne  pense  á  envnyi»r  ses  ministres,  a  taire  di's 
propoaition.s,  qne  <lan.s  la  vue  de  desunir  des  alíiés.  de  les  endormir  par  des 
appiu*enoes  de  paix,  de  les  snrf»rendre."     ( Vattel.  IV".  V.  ó  H7). 

••The  exÍHteuee  of  a  stateot'war  betwren  two  mitions  by  no  nutans  re- 
Uev»*s  them  from  th©  neossiíy  ot'  reieivin^  eaeh  other's  ambassadtirs,  nt>t  of 
íourne  f«r  the  purpoae  of  residenee,  bnt  of  audience.  It  may  h^^  noeessar>' 
to  (leuiand  a  pH8s|M)rt  or  Hafe  ecmduct,  tlinmjrh  t  he  interven  ti  on  ofatbird 
State  or  of  a  herald,  and  what  it  is  neeessary  to  demand  niay  be  refiised: 
hut  therefiisai  eannot  lawfuily  be;>;rounded  on  the  mereexistviie**  of  asta- 
te  of  war.  for  the  ifre»iter  the  ¿vil  the  more  «trinífent  is  the  obliíration  npon 
iiatious  to  adopt  tiie  readiest  means  of  putíin^r  an  end  to  it.  aml  espeeially 
thosH  which  are  most  likelv  to  prevent  or  stay  the  shedfliug  of  blood. 
;Phillimüre.  II.  CXXXVIIl): 
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El  beligeraute  qu<)  se  propoae  envinr  ag:eute  diplomáti- 
co, solicita  salvoconducto  por  medio  de  heraldos  6  de  im 
uiiuistro  público  de  una  uación  uentrai. 

El  salvoconducto  determina  la  ruta  que  <lebe  seguir 
el  agente  diploioático,  y  solo  cuando  éste  observa  las  pres- 
cripciones en  él  puntualizadas,  goxa  de  los  respectivos 
privilegios  ó  inmunidades. 

195.  Los  inconvenientes  (pie  la  diversidad  <le  idioma^s 
acarrea,  han  manifestado  la  necesidad  de  adoptar,  pai'a 
las  relaciones  diplomáticas,  una  lengua  en  cierta  nianeni 
neutral  é  inteligible  á  todos  los  pueblos.  En  la  edad  me- 
dia se  empleaba  generalmente  el  latín  para  la  redacción 
de  las  comunicaciones  diplomáticas  y  de  los  tratados,  y 
no  son  raros  los  casos  recientes  en  (pie  se  ha  empleado  el 
mismo  idioma:  en  latín  se  escribieron  los  tratados  de  Ni- 
mega,  Utretcht,  Viena  y  la  cuadruiile-alian^ca  que  se  fíruió 
en  Londres  en  1718. 

En  el  siglo  XV  priucipi()  á  usarse  la  lengua  de  cada 
nación  para  las  relaciones  diplomáticas.  {^{))  Pero  en  el 
mismo  siglo  prevalecic)  el  castellano  á  virtud  de  la  pre- 
ponderancia de  España. 

Desde  los  tiempos  de  Luis  XIV  se  lia  empleado  el  fran- 
cés como  el  idioma  de  la  diplomacia.  Pero  no  ae  puede 
decir  que  este  idioma  sea  ottcial  entre  las  naciones  á  cau- 
sa de  convenio  expreso;  antes  al  contrario  cuando  los 
tratados  se  han  escrito  en  francés,    las  partes  han   hecho 


(39)  "La  laiigue  iiatiimale  rem|>la<jH  la  lauque  latiii»  daus  les  ué^ociatiuiiH 
diploinatíqueA  poiidant  la  ilt^rnit're.  iiioitíi^  dii  qiiiiir.ióiiieHiÍM'le.  0<*  íiit  uior» 
nu'oii  comiiieiKjaá  óíTirt*  li*N  Ifttre»  decrí^aiict*,  Ioh  iustrnctioii^et  Jw*  <lói»«^ 
«'lieri  tíii  la  lan^rne  toscaiio  LeH  <:oiiiitiÍ8MÍ(»iiM  ou  iettres  de  cr^auc**  étaieiir 
rourten  et  souv<Mit  coutí»iiaLt*ut  lii  pleiii  pauvoir  <le  ii<^j!;o»'ier;  ou  p«ut  c¡ti»r, 
pour  la  toriiiiile  ohs'n'vi^»*  daiis  ceiSoiuMMioiiH,  la  ctimiiiiHHiou  dotiuót^  a  Mavliia- 
ve]  pour  sa  niUniou  a  Furli  vu  H^'é  .1  hoh  exevUetice  la  damAs  CnthariNH 
.\fort:a  riscontiet  monneiffnfur  Otüíciano  Jiiario,  tieifftieurM  de  Forli  ei  d"*  imoln- 
TreH-i.'hn'it  rt  (j)'andn  (Hhím,  uouh  i'tmM  c.itvitffnuH  yirvolo  Mavhiawiü^  cHojfeii  rfc 
nolrf  repHhlhftte  rt  Hrvn'lairv  de  uotrc  cohhvíI^  qti¡  roMM  dirá  hien  df-it  chotir*  de 
noire  purt,  tiujCf^ut'IlvH  iionH  rou»  prions  d' ujonier  une  pUin*)  et  euliísrv  foi  ivm- 
me  hí  HO'iH  p'iriioHH  itnuH  imrtvíf.  Uouu»»  á  iiutru  pav.«í  le  12  de  ioiiillft,  1499.-^'' 
(Wheaton.  H.,  p.  ^i). 
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casi  siempre  las  respectivas  aclaraciones,  como  se  ve  en  el 
art.  20  del  acta  del  Oongreso  de  Yieua  extendida  en  junio 
de  1815.  (40) 

A  pesar  de  la  preponderancia  del  francés,  se  acepta  en 
nuestros  días  la  refala  de  que  cada  nación  emplee  su  idio- 
ma para  tratar  con  las  otras,  y  que  traduzca  lo  escrito  al 
idioma  de  aquella  con  quien  se  comunica. 

196.  El  antiguo  derecho  internacional  no  estableció  otra 
diferencia  entre  los  ministros  públicos  que  la  proveniente 

»  * 

de  la  naturaleza  de  sus  funciones.  Pero  á  medida  que 
el  numero  de  éstos  iba  aumentándose,  los  cargos  diplo- 
máticos tenían  más  ó  menos  importancia,  bien  por  el  ca- 
rácter del  agente,  bien  por  la  clase  de  encargo  que  se  le 
confería.  De  ahí  las  rivalidades  personales  que,  á  falta 
de  una  regla  determinada,  eran  un  manantial  de  desave- 
nencias entre  los  soberanos. 

Para  evitarlas,  el  Oongreso  de  Viena  formó,  en  19  de 
infiYZo  ñe  1S15,  el  regkínieiito  general  que  divide  los  agen- 
tes diplomáticos  en  tres  clases: 

1*.  embajadores^  legados  ó  muidos: 

2*.  Enviados^  ministros^  ú  otros  agentes  acreditados  ante 
los  soberanos: 

3*.  encargados  de  negocios  acreditados  ante  los  ministros 
de  relaciomes  exteriores.  (41) 


(40)  "Lalangiie  frauyaise  ayaiitété  exelusiveineut  employ<íe  dan»  toutt^s 
les  copies  dii  préscnt  traite,  i  1  chí  rei^rmuu  par  h;8  ^inissance»  í|m  oiit  coii- 
conni  íi  cet  a<"te  que  l'einploi  de  cctte  langiie  ue  tirera  poiut  a  coiiséqúeii- 
eepoiir  T  avenir,  de  sorte  que  chaqué  puisHauce  so  rehierve  d'adopter,  uauH 
les  iiégociatioiis  et  les  conventions  futures,  la  laugue  dout  elle  e' est  ser- 
vie  jnsqiie'  ici  daus  «es  relation»  diploiiiatiques,  saiis  que  le  U*aité  actuel 
pnisse  otre  cité  coniiiie  exeniple  coiitraire  aux  usnges  établis.'' 

(41)  '*Pi>nv  préveuir  les  eiiii)aiTas  qui  se  sunt  suuvent  presen t<^sefc  qui  pour- 
raieiit  naitre  encoré  des  préteutiuus  <le  présóauce  entre  les  divcrs  agentn 
di  ploma  tiques,  les  plénipotentiaresdes  pnissauces  signataires  du  trait.<5  de 
París  sont  convenns  des  articlesqni  snivent,  et  ils  croient  devoir  inviter  les 
représeutants  des  antres  tictes  couronnées  ¿i  ailopter  le  nieuie  rcglí^ment: 

<*Article  premier.- -Les  employós  diplomatiqnes  sont   partagés  en  trois 
cJasses: 
''Cellcdes  ambassadeurs,  I^gats  on  uouces: 
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El  Oongreno  reunido  en  Aquisgran  en  1818  coiuplet/»  la 
clasificación,  formando  de  los  ministros  residentes  una 
clase  intermedia  entre  los  agentes  de  la  segunda  clase  y 
los  encargados  de  negocios.  (42) 

Los  agentes  diplomáticos  se  dividen  desde  entonces  eu 
cuatro  grupos  6  categoríoíi: 

V\  JEmbajadores  y  legados  ó  nuíicios  del  Papa: 

2^.  EnviadoSj  ministros  plenipotencia  ríos  j  n  otros  ayeuies 
acreditados  ante  los  soberanos: 

3^.  Ministros  residentes j  tanihiéíi  (acreditados  ante  los  sobe- 
ranos: 

4!*.  Encargados  de  }iegocios  acreditados  ante  los  ministros  de 
relaciones  exteriores. 

197.  Según  el  reglamento  de  19  de  marzo  de  1815,  las 
e)nbajadoreSy  legados  y  nnncioH  son  los  únípos  ministros 
públicos  que  tienen  verdadero  carácter  represent4itivo, 
esto  es,  que  represenUm  la  persona  misma  del  soberano, 
su  dignidad  y  grandeza.  Conforme  á  este  principio, 
los  embajadores  tuvieran  derecho  á  las  prerrogativas  que 


^'CeUedes  euvoyéá,  miiiintres  oii  ¡iiitrea,  afcr^íUtí^s  anprí's  iles  souveraiin^; 
^'CeHe  des  «hartes  (raftaireü  au  -vé  lit<$H  aiinrí's  das  iniíiUtres  c^har^és  ihi 
portefeuille  des  attaires  ^traií^fíTen. 
**Ai*t.  2. — Les  ainbassadmíN,  lóí?at.soii  uoime-s,  oiit  seiils  le  carat;t(>n^  repre- 

*  Olltfttif.  ^ 

"Art.  3. — Les  employéAdiplomatiqueseii  mission  extraordinaire  iroiit  a 
i'o  titre  au.^iine  Hiiperioritó  de  rang. 

*'Art.  4. — Le.s  einployós  diploinatique.s  pn^udroiit  raiifj  entro  enx,  daiis 
diaípieclasáe,  d' apivs  Iji date  déla  notification  offiicielle  de  leur  arrivée. 
Le  préseut  r^(;lement  n'  apport>era  aucnne  iiiuovation  relntivement  aiix  re- 
lir^sentaiis  dii  Pai)e. 

"Art.  5. — II  Hera  determiii<^  dans  rhaque  fitat  mi  raodo  niiitbime  ponr  la  ré- 
ceptioii  de8emp1oy<^s  diploinatiqucs  de  rhaque  classe. 

"Art.  6. — Les  liens  de  pareiit(^  ou  d'  alliance  de  famille  entre  les  eours  ne 
doTineut  aucuniaiijí^  aleiir^  eniploy^^s  diplomatiques. 

'*-\rt.  7. — Dans  les  artes  ou  les  trait-és  entre  plusieurs  puissauces  o  ni  ad- 
metteut  Talteruat,  lo  sort  decidera  entre  les  ministres  de  1'  ordre  qui  devra 
etre  snivi  dans  les  siguatures. 

•'L-i  pr'ís'^ut  régleme  II  t  sera  insír.Sau  proto.íole  des  p]<$  ulpo  ten  tiaires  des 
hnit  puis<$anc.)ssiguataire^  du  traite  de  París,  dans  lear  séance  dii  19mars 
1815." 


(42)  ''Pouráviter  les  disousiiones  désagréables  qui  pourraient  avolr  lieu 
ji  Taveair  sur  iiu.p()iut  d'etiquettediplomatiquu  que  Vanuexe  du  rec^  de 
Vieiine  par  la((ueU3  len  ({U').stious  de  raug  out  étá  rl^glées  ne  parait  pas 
avoir  prévj,  il  est  arreté  entre  les  elnq  cours  que  les  mhUatres  rétidei^U  ac- 
crádit^s  aupr^s  d'  elles  tbrmerout,  par  rapport  íí  leur  rang,  une  classe  iutei^ 
médiaire  entre  les  ministres  du  secoad  orare  et  lea  chargós  d'  att'airesJ' 
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se  concederíau  al  resi)ectivo  soberano;  pero  sobre  este 
pnnto  no  hay  regla  fija  establecida  por  el  derecho  in- 
ternacional, y  cada  gobierno  tiene  su  ceremonial  y  sus 
lisos. 

Entre  los  legados  y  los  nuncios  del  Papa  hay  la  diferen- 
cia de  que  los  primeros  son  embajatlores  extraordinarios, 
encargados  de  misiones  especiales  más  bien  eclesiásticiís 
qne  políticas,  y  representan  al  Papa  como  á  cabeza  de  la 
Iglesia  Católica  Bomana;  al  paso  qne  los  segundos  son 
embajadores  ordinarios  ó  residentes,  que  envía  el  Vatica- 
no para  que,  representándole,  den  evasión  á  cualesquiera 
asuntos.  (43) 

Los  legítdos  son  siempre  cardenales;  no  se  les  envía  si* 
no  á  las  naciones  católicas  que  reconocen  la  supremacía 
espiritual  del  Papa,  y  se  les  llama  a  látete^  porque  el  Padre 
Santo  los  separa  de  su  lado  para  enviarlos.  También  hay 
legados  llamados  misú  y  otros  nati.  Los  primeros  desem- 
peñan legación  sin  ser  cardenales;  los  segundos  son  arzo- 
bispos á  cuya  sede  es  inherente  la  calidad  de  legado. 

Los  nuncios  nunca  son  cardenales  ni  ejercen  empleo 
permanente. 

Son  agentes  diplomáticos  de  segunda  clase  los  enviados 
extraordinarios  y  los  internuncios  del  Papa. 

La  diferencia  entre  los  agentes  de  segunda  clase  y  los 
de  la  primera  ejs*  muy  difícil  de  precisar.  La  única  dife- 
rencia razonable  (jue  puede  establecerse  entre  las  dos  cla- 
ses debe  fundai\se  en  las  funciones.  Las  sutilezas  ima- 
ginadas poi  algunos  autores,  que  atribuyen  á  los  agentes 
de  primera  clase  una  representación  permanente  y  gene- 


(•43)  *'Legatea  a  ía/0re  iiiiist  iiot  be  coufuiiuded  With  another  cla88  of  l'apal 
a>^ut«  flesi|^imt«d  XaucioB. 

**TheIegattsíj  a  Jatere  areseiitby  tln»  Pope  into  Koniaii  Catholic  ooiuitrieA 
toexercise,  in  hÍ8  líame,  thespiritual  fiiiiotions  which  depend  npoii  Iiis  re- 
cognition  as  Head  of  tlie  Clinrch. 

**Tbe  iiiim'io8  are  aniUaHsador.s  seiit  to  foretlng  coiirts  to  represí^iit  tlie  Pope 
iii  tbe  coiiduot  of  bÍ8  attaires,  of  whatever  klud  thev  inav  be.'^  (Pbillimore. 
II.  CCXVl). 
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ral  del  soberano,  al  paso  que  los  de  la  segunda  no  tienen 
ese  carácter  sino  transitoriamente  y  para  algún  objeto  par- 
ticular^ es  contraria  á  la  realidad  de  las  cosas.  Parece, 
pues,  que  las  dos  primeras  clases  son  exactamente  iguales 
tanto  en  el  carácter  como  en  las  atribuciones,  y  que  no  se 
distinguen  entre  sí  sino  por  la  gerarquía  y  por  el  título 
que  se  les  confiere.  (44) 

En  la  Ufrcera  clase  de  los  agentes  diplomáticos  se  com* 
prende  á  los  ministros,  los  ministros  residentes  y  los  mi- 
nistros encargados  de  ne^godos.  Tiempo  há  se  emplea  la 
denominación  de  residente  para  designar  á  los  embaja- 
dores que  están  en  servicio  permanente.  Para  preve- 
nir susceptibilidades  entre  los  agentes  diplomáticos  de  las 
tres  primeras  categorías,  y  facilitar  la  solución  de  ciertos 
problemas  internacionales,  se  inventó  el  título  de  minis- 
tros encargados  de  negocios. 

La  cuarta  clase  de  los  agentes  diplomáticos  no  consta 
sino  de  los  encargados  de  negocios,  acreditados  ante  los 
ministros  de  relaciones  exteriores. 

198.  Se  llama  cuerpo  diplomático  el  conjunto  de  los 
agentes  diplomáticos  acreditados  ante  un  mismo  gobierno. 
El  cuerpo  diplomático  no  forma  persona  iwlítica  ni  se  reú- 
ne sino  en  ciertas  ceremonias  ó  cuando  se  trata  de  formu- 
lar principios  de  derecho  internacional.  (45) 


(44-)  **The8e  (liflW«nt  orders  of  miuisters,  it  mast  be  obaerved,  can  onlvbe 
distiiigiiishwl  by  tbe  cert*monial  hononrs  accord  totheni;  aiid,  in  fact,  tíiese 
divisioiía,  wUirh  make  the  diffeiviipe  <»r  order  depeiid  npon  tlie  difterenc^ 
nf  cereiiionial,  are,  strirtly  speaking,  illogioal. 

**Foril',  npoii  tliisprinripl»*  of  dintinotion.  it  wereaaked  why  tbe  ambas- 
Hadoreiijoy^^d  groatiTbinioiirs  thaii  the  eiivoy,  itnmst  be  aiiswered.  becan- 
«e  thi\  fonimr  btílong.i  to  th»^  first,  and  tlie  latter  to  tbe  aecoud  claas:  and  it 
it  \ver3asked  wby  the  fortner  belonged  to  tbe  first,  and  tbe  latt-er  to  tbeae- 
roíid  chiss,  it  inu8t  be  aiisWtired,  because  tbe  fornier  Í8  aii  anibassa4lor  and 
tbií  latter  an  envoy."     (Pbilliniore.  II.  CCXXI). 

(45)  "Le  s.vstenie   modeme  d'anibaasades  perniauentes   s^ft^t  d<^veloppó 

dan8  les  diveiiea   coiirs   de  V  Eiirope   depuÍ8   le   XV**  siécle II  avait 

pour  biit  autaiit  une  anrveillance  reciproque  que  le  niaintieii  d^  une  bonue 
entente  constante  et  la  i>lu8  prointe  expí^ditiou  des  iut<^r?'ts  reciproques  des 
nations.  C  eat  ainsi  que  les  Corpn  diplomntUjues  aceróditéa  aupr^s  des  Cour-* 
ont  pris  naissance.  Ceternie  lui-nienie.  a  ce  H'i  il  parait.  a  cté  inventé  en 
1754  par  une  dame  <le  la  cour  de  Vienne."  (Iletfter.  }  199). 
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Él  cuerpo  diplomático  es  presidido  por  un  decano,  que 
es  el  ministro  de  clase  superior,  y  cuando  hay  dos  ó 
más  de  una  misma  clase,  se  atiende  á  la  fecha  en  que  la 
llegada  del  ministro  se  notiñcó  oñcialmente.  Kn  los  pue- 
blos católicos  los  nuncios  del  Papa  presiden  siempre  al 
ciierpo  diplomático. 

El  presidente  no  tiene  otra  prerrogativa  que  la  de  lle- 
var la  palabra  á  nombre  de  sus  colegas. 

199.  Para  proceder  al  desem[)eno  de  su  cargo,  los  agen- 
tes diplomáticos  deben  llevar  necesariamente  credenda- 
lesj  esto  es,  el  instrumento  en  que  se  determina  la  catego- 
ría del  agente  diplomático,  y  se  expresa  que  este  merece 
entero  crédito  en  todo  cuanto  á  nombre  de  su  soberano 
exponga.  De  esta  última  circunstancia  proviene  que  ese 
documento  se  llame  credencial.  (46) 


*'La  réiiuion  iles  euvoyí^nde  toiitíes  classes  accredit^a  aupr^8  d'iiii  itu'ma 
j^oiiveriieineiit  eat  «lésigiióe  8ou.s  leiiom  de  corpa  diploiiiatlciiie. 

"Ce  corpa  u'eat  ni  une  peraoiine  juridiqíie,  iii  une  peraonne  politique;  il 
eat  la  reunión  de  peracnnalitéa  compl^^teuient  indí^pendantea  Jes  nuea  dea 
antrea,  niaia  eí»t  Tiinage  déla  8olidarit<?  dea  <5tat8;  ií  a  le  droit  de  formnier 
l'^a  aentinienta  et  lea  priucipca  coninmna.'*  (Hlnntaclily.  182). 

(46)  Entre  lea  di  vera  caracteres  ^tablis  par  Pusage,  le  Souverain  peut 
cboisir  celui  dont  il  veut  reví^tir  son  ministre;  et  il  declare  le  caractere  du 
ministre,  daña  Im  letires  de  créaure  qu'il  le  reniet  ponr  le  Sonverain  a  qui 
il  Tenvoie.  Len  letti^en  de  rréance  aont  rinatrument,  qui  autoriae  et  con- 
titue  le  ministre  dan»  son  caraot^re  aupn^^a  du  principe  á  qui  elles  son  adrea- 
aéea.  Si  ae  prince  ríí^oit  le  miniatre,  il  ne  peut  le  récevoir  que  daña  la  qua- 
lit4^  que  lili  donnent  aes  lettrea  decr^^ance/'  (Vattel.  IV.  VI.  $  76). 

*'Tout  mitiiatre  chargíS  de  cerlaines  aífairea  ou  de  certaiues  négociatlons, 
doit  etre  muui  d'un  plein  pourvoir  rédij^c  par  é.-nt,  qui  indique  robje. 
et  les  liniitea  de  son  mandat  Ce  pouvoir  forme  la  base  uuique  de  la  vali- 
dité  dea  actea  paaaéa  par  le  niinistrc,  ct  non  paa  les  inatructions  qui  ne 
aont  deatin<^ea  qu'á  luí  m*u1,  í\  nioina  qu' elles  no  aoient  cxplicatíves  du 
[)ouvoir  et  qu'ellea  ne  doivent  i'tre  connnuniqiicca  par  lui. 

*'Tont  ministre  eat  en  outre  niuni  r<^'>;uli<*renient  (et  lorquMl  a*ájjfit  d' 
ti  ne  mi  asi  on  genérale  et  permanente  excluaivemcnt)  íl'une  lettre  du  crí^an- 
ce.  Le  souviTain  ípii  Truvoie  communitpiedana  cette  lettre  le  but  gén<^- 
rai  de  la  miaaion  au  aouvera.in  auprc.s  duqu*l  il  doit  i'tre  accrMite,  en 
priant  ce  dcrnier  d':youter  foi  a  ce  qu'il  Ini  dirá  de  la  part  de  aon  gouver- 
nemeut.  l^ea  agenta  dijdomatiquea  de  troisicnu;  daaacj  ne  re^oirent  paa  de 
lettrea  de  créance:  iN  aont  arrrcdit<^a  din'ctcmcnt  par  leur  miniatre  f'hargí^ 
dea  affaiieaótrangcrea  au  prestí»'  son  collcgne  á  rí5tranger."  (Hefl'ter  $210). 

'*Every  diplomatic  agi'iit,  in  or.ler  to  be  rí^ceived  in  tliat  character, 
and  to  enjoy  tbe  privileges  and  bonors  attacbed  tu  bia  rank,  muat  be 
fuuniiabed  wUb  a  letter  of  credenc.e.  In  tbe  caae  of  an  ambasaador,  en  voy, 
«irminiater,  of  eitber  of  tbe  tbree  tirat  daaaca,  tbia  letter  of  credence  ia 
uddresSíMl  by  tbe  aovcrcign,  or  otber  chief  magiatrate  of  hia  own  State,  tu 
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200.  Con  frecuencia  se  le  dan,  además,  al  agente  diplo- 
mático instruecio7ies  escritas;  las  cuales  si  bien  no  sirveti 
por  lo  regular  sino  como  norma  de  su  proceder,  á  las  ve- 
ces se  destinan  á  ser  comunicadas  al  gobierno  ante  quien 
es  acreditado.  (47) 

201.  También  se  confieren  al  agente  diplomático  plenos 
poderes;  esto  es,  el  instrumento  en  que  consta  el  mandato 
que  va  á  desempeñar.  Hoy  día  no  tienen  tanta  importan- 
cia como  antes  los  plenos  poderes;  pues  casi  todas  las 
constituciones  prescriben  que  los  actos  del  agente  diplo- 
mático no  sean  obligatorios  para  la  nación  sino  cuando 
ésta  los  hubiere  ratificado.  (48) 


the  sovereigu  of  State  to  whom  the  ininister  is  delegat-ed.  Iii  the  case  ni 
ii  ohargé  tr  affaires,  it  is  addressed  by  the  seeretary,  or  luinister  of  state 
c'harged  with  the  department  of  foreigii  aftairs,  to  the  miiiiftter  of  foreigu 
añairs  of  the  other  goveminent."    (Wiieaton.  III.  I.  $  7). 

(47)  "Les  instxuctions  doiiuéeá  au  ministro  eontieimeut  le  iiiandemeut  sé- 
(Tet  du  maUre,  les  ordres  anxqncls  le  ministre  anra  soiu  de  se  conforiner,  «^t 
qui  limiten t  ses  pouvoirs.  On  poumiit  appliquer  ici  toutes  les  r«>gle8  du 
flroit  naturel  sur  la  matiére  de  la  procnration,  on  dn  mandemeut,  tant 
ouvert  que  «écret.  Mais  outre  que  cela  regarde  plus  pa^ticMlli^Tenlent  la 
mati^re  des  trait<3S,  nous  pouvons  d'  autant  niieux  uous  dispeuser  de  ees 
details  dans  cet  ouvrage,  que  par  un  nsage,  sagcnient  établi,  les  engage- 
mens  daus  lesqaels  un  ministre  pent  entrer,  n'ont  aujourd'hui  ancunefoi^ 
ce  entre  les  Souverains,  s'ils  ue  sont  ratifíés  par  son  principal  ''  (Vattel. 
IV.  VI.  $  77). 

•*Le  ministre,  dujour.de  sa  nomination,  est  révetu  d'un  caract-ere  pnbKo 
par  rapport  á  1'  État  qu'  11  reprósente.  Les  instructious  qu'  il  re^oit  de  son 
gouveineuient,  dóterminent  la  conduite  qu'ildoit  teñir  pendaut  le  courst 
de  sa  mission,  tant  euvers  la  Cour  si  laque! te  íl  est  envoy^,  les  niembres  dii 
corps  diplomatique  etc.,  que  rehitivenicnt  ií  l'objet  nitíme  de  sa  inissiou.'' 
(Heffter.  $  210), 

"The  instructious  of  the  niinister  are?  for  liis  own  direotíon  onl,v  and  not 
to  be  comuiunicate^  to  tlie  government  to  which  he  is  accredited,  nnle-ns 
lie  i 8  ordered  by  bis  own  gov«?riimcnt  to  communicate  them  in  extenso^  or 
partially;  or  unle.ss,  in  the  exercise  of  hisdiscretion.  he  deems  it  expedient 
to  make  such  a  coiiimunication."  (Wheaton.  IIL  1.  $  9). 

(48)  "Sed  et  per  homineiii  altcruui  obliganinr,  si  constet  de  volúntate 
nostraqua  illiiiii  ole^eriinus,  ut  instruiiientuní  noHtninl  ad  lioc  speciatim, 
autsub  gciierali  notionc.  Et  in  geucrali  praepositione  accidere  jiotest,  ui 
nos  obliget  qui  praepositus  est  agendo  címtra  valuutatem  nostram  sibi 
Moli  sigiiitícatam:  quia  hi  distincti  sunt  actus  volcndi  uuus  quo  nos  obliga- 
mus  ratiiiii  habituros  quicquid  ille  in  tuli  negotioruin  genere  fecerit;  alter, 
quo  illuin  uo])ÍHob]ígainu.s,  ut  non  agat  nisi  ex  Praescripto,  sibi  non  alus 
cognito.  Quoíl  notandiiui  est  ad  ca,  quae  Legaci  lU'omittunt  pro  regibun 
ex  vi  instrumeuti  procuratorii  excedendo  arcana  mandata.'*  (Grocio.  II. 


XI.  $  12). 


"Tout  ministre  charg^  (le  ccrtains  affaires  ou  de  certaines  négotiation.s, 
doil  etre  muni  <l' un  plein  puuvoir  ródigé  pa] 


par  ócrit,  qui  indique  P  objet  el 
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202.  El  gobierno  que  acredita  al  agente  diplomático  le 
confiere,  por  último,  pomparte.  Si  entre  las  dos  naciones 
hay  paz,  el  pasaporte  es  suficiente  para  que  «1  agente  di- 
plomático, como  tal,  transite  por  el  temtorio  del  soberano 
ante  quien  se  halla  acreditado.  Pero,  como  ya  lo  hemos 
visto,  en  tiempo  de  guerra  no  puede  transitar  el  agente 
diplomático  sino  con  salvo-conducto  concedido  por  el  go- 
bierno de  la  nación  en  donde  va  á  ejercer  el  cargo.  (49) 

203.  Si  el  agente  diplomático  pertenece  á  una  de  las 
tres  i)rimeras  clases,  notifica  oficialmente  su  llegada  por 
medio  del  secretario  al  ministro  de  relaciones  exterio- 
res, enviáudole  copia  auténtica  de  las  credenciales,  y  so- 
licita audiencia  del  soberano  para  entregárselas.  Mas  si 
el  agente  diplomático  fuere  mero  encargado  de  negó- 


les limites  de  son  luaudat.  Ce  pon voir  forme  la  base  niur|ue  de  la  validit*^ 
dea  acfes  pass^s  par  le  ministre,  et  non  pas  les  instrnotioii»  qiii  n«  sont 
destinées  qn'a  Ini  sen!,  a  mtiins  ([u'elles  no  soieiit  explicatives  dii  pouvoiv 
et  qii'  el  les  ne  doivent  otre  coinmnniqíK^es  par  luí.'*    (Heft'ter.  $  210). 

**QuelíinefoÍ8,  les  lettresde  crí^ance  conferent  la  faculté  <ronvrir  d»?s  ii<5- 
gociatious;  mais  les  pleins  p<mvoirs  indispeusaMes  pouv  í-fniclnre  et  signer 
des  traites  sont  conferías  ]>ar  de.s  docuinents  Hjíéííiaux  d(5sign<^s  sous  le  uoiu 
de  lettres  patentes.  Ordidairement  les  ministres  envoyés  a  un  congrés  d' 
États,  ne  sont  porteurs  que  de  ees  deruntres  lettres,  do'nt  ils  tehangent  ré- 
eiproqnement  iles  copies  ou  quMls  n*  en  font  i»as  la  rt*mise  an  ministre 
chargé  de  les  présider.  La  forcé  des  liens  int^^rnacionsMix  que  h'sphdns 
pouvoirs  servent  á  fornier  n' est  pas  ol)8olnp,elltí  est,  au  contraire,  comme 
nons  V  expliqaerons  aproposdes  traites,  subordin^'e  audroit  de  ratitieation 
des  gouvernenients.''  (Calvo.  III.  $  1B44). 

(49)  "A  public  minister.  procee<Uug  to  Iiíh  dcstined  post  in  time  of  peace 
req ñires  no.other  protectiou  thau  a  i>assport  froni  his  owii  goveriiment.  In 
timeof  war,  he  ninst  b«  provi<led  with  a  safe  conduc.t  or  pikssport,  froiii 
tbe  gpvernment  of  tlie  State  witU  whieh  bis  own  (jonntry  ím  in  bostility, 
to  aiiable  liiiu  to  travel  seinirelv  tUr(Migh  its  territories!"  (Wheatou.  líl. 
I.  ÍIO). 

"In  timeof  peací',  tbe  diplomatic  agfiit  is  sutfíuiently  proteeted  by  tlie 
passport  of  bis  own  Government.  In  time  of  war  be  must  b«»  provided  witb 
a  passport  of  safe  iunulnct  (satif-vondHit.  aalro  vondnvltiH  literae),  to  ensiire 
bis  proteutions  While  tr.ivelling  tbrougb  tbe  teiritovie-s  of  tbe  enemy  of 
bis  State.''  (Pbillimore.  II.  CCXXXI). 

•'Bien  que  les  ministres  publics  n^eiitrent  dans  la  Jonissaiiüe  ¡ntógvalo 
de  leurs  droits  et  de  leurs  immunités  qii'á  partir  dii  moment  ou  leiir  récep- 
tíoii  a  eulieu,  ils  sont  ('ej>t*ndant,  en  ratson  de  leur  i-aractern.  places  sous  la 
pratection  desregles  genérales  du  dioit  intcrnational  drs  Tinstaut  ineuie 
dr  leur  nomination.  Le  pass.^)mrt  (lont.  íisstuit  munlH  suílit  pour  leurouvriv 
l'aci-es  du  territfúre  de  la  nation  ou  ils  son  envoy«^s.  Oh  n'est  qu'en 
temps  de  guerre  qu'  ils  sont  tenus  de  se  proenrer,  en  outre,  un  sauf-conduit 
IKinr  aborder  ou  travesee  le  territoire  eiinemi  saijs  erainte  d' v  M pe  déte» 
mis."  (Calvo.  III.  í  134«). 
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cios,  él  mismo  notifica  sii  llegada  al  ministro  de  relaciones 
exteriores,  y  pide  que  éste  le  conceda  audiencia. 

El  ministro'  público  es  reconocido  como  tal  desde  el  día 
en  que  notifica  su  llegada. 

En  muchas  naciones,  y  especialmente  en  his  de  Sud- 
América,  subsiste  la  enojosa  costumbre  de  entregar  ía« 
credenciales  en  audiencia  solemne. 

lío  es  uniforme  el  ceremonial  que  se  observa  en  la  re- 
cepción de  los  agentes  diplomáticos.  A  lo  que  exclusiva- 
mente debe  atenderse  es  á  prestarles  las  consideraciones 
y  miramientos  debidos  á  su  elevado  car.^cter.  (50) 

204.  Pasemos  ya  á  tratar  de  las  inmunidades  y  privile- 
gios de  los  agentes  diplomáticos. 

Los  publicistas  más  notables  distinguen  la  inviolabilidfid 
de  la  exterritorialidad,  (51) 


(50)  **Je  u't'ntrr-rait  poiiit  ici  daus  le  dctail  des  lionuenM.  «|ui  sont  du8 
et  qui  se  renden t  en  effet  aux  embassaíleurs:  <*e  sont  des  dioses  de  puré  ins- 
titntion  et  de  coutunie.  Je  dirai  seulenient,  en  géu<^ral,  qii'on  leiir  doit  1«* 
civiUtés  et  les  distinctious.  (|Ue  T  usage  et  les  nioenrs  destinent  h  luarauer 
la  consideration  eon venable  au  repií^stíiitant  d'nn  Soiiverain.  Et  il  taut 
observer  ici,  an  siyet  des  dioses  dMnstihition  et  d' usaj;e,  que  quaiid  une 
eontunie  est  teUenient  í^tablie  qu' elle  donne  une  valeur  réelle  a  des  rho- 
ses  indiflfí^rentes  de  leur  natiire,  et  une  sijrnifiration  («mstante  suivjuit  les 
inoeurs  et  les  u sajúes;  ledroit  des  gens  naturel  et  uéí-essaire  oblijje  «r  avoir 
éjíard  a  cette  institution,  et  de  se  coníluire,  par  r}i]>port  á  res  choses-la, 
«•omine  si  elles  avaient  d'elles  nienies  la  valeur  que  les  hoinniesy  ont  atta- 
vhée.''  (V^ittel.  IV.  VI.  $79). 

•^Merlin's  remark  issouiul  and  Just,  tbat  tbere  is  but  one  «general  rule  on 
tbis  subjeet:  naniely  tbat  pubiie  niinÍ!<ters  sbould  receive  all  the  ilLstin- 
ctious  wbicb  etiquetteand  tbe  nianners  of  earli  nation  bave  <leteriuiue<l. 
as  niarks  of  tbat  estiination  wbidí  is  befitting. 

**lt  must  1)6  renieinbered  tbat  custom  niay  inipart  a  valué  to  a  crreiuony 
in  itself  indifterent,  but  wbicb  has  beroíne  singnifir*ant  of  tbeestimation 
in  wbirb  tbe  objeet  of  tlie  eeremony  is  beld.  \Ve  bave  seen  an  iustanef 
oftbisin  tbe  bonours  ofthe  ssilut-e  paid  to  the  Hags  of  natious.  Wheii 
usage  has  attadied  a  real  valué  to  a  ))oint  of  etiquette,  tbe  oniissioii  of  it 
is  ní»t  justiliable  bv  anj'  priueiple  of  International  Law  "  (Pbilhu»ore. 
II.  CCXXXV.) 

"Le  cí^rí^nionial  en  usage  lors  de  la  reni  se  et  de  la  véception  des  IcttroM  de 
«'Ví^ance,'  varíe  suivant  les  classes  d'envoyés;  niais  ees  diffí^rences  irmit 
au'Mine  portee  pour  b'S  r(*lations  politiques  des  états. 

"Le  «■í'rémonial  est  réglí*  par  les  usages  des  divers  pays  ou  eours.  Mais 
l'état  qui  rcvoit  un  envoyé  «^tranger  a  ledevoir  de  luírien  ordonner  daiis  la 
eí^renionie  rpii  puisse  blesser  Phonneur  ou  les  susceptibilití^s  de  rdfat 
étrmger.  L' envoy<^  a  le  droit  «l'exiger  tous  les  bonueurs  duM  a  la  c*Ias.se 
dout  il  fait  pavtie.  et  de  s:^  r.'fu<er  a  toute  <léniarcbe  indigne  de  luí." 
(Bluntsebly.  IXH.  189). 

(51)  ''Tbis  Status  iscoiuposeilof  rigbt-í»  striet i  inris,  resting  upon  the  ha- 
«isof  natural  law  and  tberefove  iiquiutable,  and  of  privilegea,  oiigiuaHy 
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SegÚD  Calvo  la  inviolabilidad  es  el  carácter  que  precave 
de  ofensas  y  persecuciones. 

La  exterritorialidad  es  uua  ficción  según  la  cual  se  supo- 
ne que  el  agente  diplomático  continúa  en  la  nación  cuyo 
soberano  le  ha  enviado.  (52) 

205.  Pero  es  de  observar  (pie  los  escritores  de  derecho 
internacional  no  han  trazado  con  toda  exactitud  el  litíiite 
entre  la  inviolabilidad  y  la  exterritorialidad^  y  que  para 
ello  carecen  de  datos  seguros;  pues  si,  como  se  dice,  la 
primera  proviene  del  derecho  natural,  y  la  segunda  de  los 
usos  aceptados  por  las  naciones,  salta  á  la  vista  que  tal  lí- 
mite no  puede  conocerse  bien.  (53)     Tan  cierto  es  eso,  que 


noi  iiniuutable,  biit  no  rational  in  their  character,  and  80  halJowed  by  uaa^fíf 
as  tobe  niiiverdally  presuDiedf  and  to  becomematt«*r  of  strict  ri^ht'if  their 
ahroffa t ion  haré  not  been  formal] y  promnl^ated  (a  rase  almost  inconreÍY:i- 
h]e)  Defore  the  arrival  oí  tlie  auibassador.  The  former  are  iiHually  dencribed 
iiuder  the  títlviof  ivvioiabilitif,  tho  latter  nnder  th©  title  oí' ejrterrilorittlittt'^ 
(Phillimore.  II.  CXL). 

(52)  '^Tontea  le»  lavenr»  excejitiounelleM  que  len  uatiouH  accordeiit  a  la  per- 
sonne,  a  la  famille,  aiix  employéa  et  aux  Herviteurs  des  ajicents  diploiimti- 
qiies  dériveiit  de  ceux  droits  ífondaiiientaux:  IHnvioIahilité  pernonnelle  et  1' 
fixterritorialité  ou  rexeiiiplíou  d(5  la  juriHdietioii  locali?."  (Calvo.  IJl. 
$  14í<0). 

**Le8  droits  foiidameiitaux  (|:ii  résiilteut  dn  caracU're  juiblic  d«^K  niiuistrfH 
í^'traiiífers,  son  V iuvlolahdité perHotiuelh  et  V tj-territoriulité  ou  rexeinption 
de  toute  jiiridictiou  civile  de  l'£tat  daiis  lequel  ils  r<^8ideiit,  autaiit  dii 
moins  que  eelle-ei  ponri'ait  les  jo^t^ner  dans  Texerciee  «le  leurs  fotictioiiH." 
(Heffter.  $203). 

*'Le3  envoyés  sont  íuvioléibleM. 

**L©a  envoyés  oiit,  en  o\itre.  droit  a  V  exlerritorialité.  Cedroit  s'^teiid  íl 
lerirsiiiteet  á  leur  deraeare.''     (Rlüiitsülily.  191.  19fi). 

**Par  une  espece  de  fíctiou  Mgale.  oommaDdáe  en  qiielque  sorte  par 
la  situation  élevée  qn'ellesocíMipent,  les  personues  qui  représeut  uu  Étut 
an  dehorn  Hout  jfi^néralement  rejjfardéescomiiie  n'ayaut  pas  qnitté  le  terri- 
toire  de  leiir  nation  et  cünnne  devant  a  ne  titro  éehapper  a  la  Jnridlctitni  dii 
paya  oh  elles  se  trouveut  poiu*  renter  exelusivuuient  soniiii»es  aiix  lois  de  leur 
pr(q»re  nays.  ('ett«  ininninLt(^,  reconune  par  1h  <lroit  iuternational  avt-c 
toutes  íes  eoHMÓquences  jnruliques  et  les  préro^fati  ves  q«i  en  dávotilent, 
fonstitiip  í-H  qii'onappale  V exterritorialité.''    (Calvo,  ill.  1451). 

"Dans  le  bnt  de  sanveí^arder  1'  independaiKe  de.s  souveraius  étrangers  ot 
en  general  des  ptfi'sonues  qui  représMit  un  état  en  pays  étranger,  on  adinet 
la  tíetion  qn'ilssout  Lors  du  terri toire  (^tran^er  et  daus  la  ni^nie  position 
que  s'ilsavaient  pu  emporter  leur  patrie avee  eux.*'     (Blnntsehly.  1.35). 

(53)  "It  is  non  probable  tliat  it  will  ever  be  neci'ssary  to  draw  tlie  liue 
of  deinar^^atiou  in  pr;irric«  betwet^n  tbe  Kiji^bts  of  Inviolability,  founded 
upon  the  Law  ot* Nature  (¡uh  geniinm  priniaevum)^  and  tbe  Privileges  ofEx- 
territoriality,  founded  apon  usage  and  iniplied  eouseut  (íuh  (fentium  nemn- 
dariiiut),  and  in  most  Treatises  they  nre  treatnd  of  toí^.'tlier  and  wilh  little  if 
any  disLin 'tion.''     (Phillimove.  11.  Cí.ll). 
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algunos  escritores,  codio  Heffter  y  Philliinore,  no  cuentan 
entre  los  privilegios  relativos  á  la  inviolabilidad  sino  los 
concernientes  á  la  persona  luisuia  ilel  ministro  público, 
esto  es,  que  no  puede  ser  reducido  á  prisión,  insultado  ni 
sujeto  á  la  jurisdicción  criminal;  y  otros  la  extienden  aún 
á  la  exención  de  la  jurisdicción  civil. 

206.  La  inviolabilidad  ile  los  agentes  diplomáticos  se  ha 
reconocido  siempre  en  todas  las  naciones,  porque  sin  ella 
sería  imposible  el  ejercicio  de  cargo  tan  importante  co- 
mo peligroso.   (54) 


(54)  "Les  loispolitiques  (lemandeiit  que  tout  lioine  soit  Nt»uinÍH  jiiix  trihu- 
iiaiix  crimiuels  et  civiiH  du  pays  oh  il  est,  et  a  l'niiiinadversioii  ile  son- 
veraiu. 

*'Le  tlroil  iltts  geutj  a  voulu  que  les  priucea  s'envoyaHseut  des  ainhassa- 
deurs;  et  la  raisou,  tirée  de  la  iiatiire  <le  la  eliose,  n'a  pas  perniis  que  ees 
ambassadeurs  dépeudisseut-  du  souverain  <:he/  qni  ils  sout  euvuyós,  ni  de 
sea  tribuuaux.  llssoiit  la  jmrole  <lu  priuee  (|ui  leseiivoie.  et  eetT«í  pande 
doit  etre  libre.  Aucuu  obstaele  no  doir  les  euipecher  d'aji^ir.  Ha  peuveut 
suuveut déplaire,  pareequ'iJs  parl.Mit.  ponr  un  lu>uie  iud^pendant.  Ou  pour- 
roitleur  iuipuíer  des  eriuies.  a'iis  ptiuvoieut  etr<?  puuis  pour  «les  eriines; 
on  pouiTuit  leur  snpposer  des  detlí  s,  s'ils  |iouvo¡íMit  etre  anetés  ]nMir  dei- 
tes.  Uu  priuee  qui  a  uue  íiert<5  uHturellepíirleroit  par  la  l)ou<;he  <l'  uu  hciui- 
uiequiauruit  tout  ileraiudre.  II  faut  douo  suivre,  a  l'éj^ard  «les  auibassa- 
deurs,  lesraisous  tir<^es  du  droit  <lesgenH,  et  uoii  pas  eelleíí  (juidí^riveiit  du 
droit  poUtlí|U©.  Que  s'ils  almseut  de  leuretrerepréseutatif,  on  le  fait  ees- 
ser,  en  les  reuvoyaut  ehez  eux:  ou  peut  ureuie  les  aceuser  devaut  leur  niai- 
tre,  qui  devieut  par  la  leur  ju;j;e  ou  leur  eoiuplice."  (Moutesquieu.  XXVl. 
XXI). 

Censurando  I^aureut  este  capítulo  de  Montesíiuieii  diee:  *' La  uiagui  ticen- 
ce  du  laujjjajíe  sert  parfois  a  eouvrir  la  faiblesse  dos  idees.  Kst-il  vrai  que 
les  rlioses  qui  appartieunent  au  droif,  des  jj^eus  iie  doiveut  jiaMeíiv  dí^eidées 
par  lajustií-e?  Prise<laussa  plus  large  aceeptiou.  eette  uuixiuie  est  eeüedr 
Macliiavel,  et  le  niacliiavólisuje  a  i)erdu  tout  «rédit."     (I>.  ('.   I.  III.  17). 

Con  jíerdóu  del  jurisí'ousulto  belga,  en  nuestro  buniilde  eon«epto  las  ]m>- 
eas  líneas  escritas  por  el  eniinentísinio  autor  del  Espíritu  de  las  Leyes  valen 
uiucbo  más  ((ue  todo  cuanto  expone  Laurent  contra  los  privilegios  de  los 
agentes  di}donuttico8. 

"La  uí^cessité  et  le  droit  des  auibassjwles  une  ibis  (^tablis,  la  siirel<5  parfai- 
te,  l'inviolabilití^  iles  ainbassa-íleurs  et  autres  ministres  en  est  míe  eoiis^ 
quenee  certaine.  Car  si  leur  per^onne  n'est  i>as  a  eouvert  de  tout«  violen- 
ce,  le  droit  des  auibassades  devieut  prc^caire.  et  leur  succi^s  t^^8-ince^tain. 
Le  droit  h  la  liu,  est  inseparable  du  «Iroit  aux  moyens  nécessaires.  Les  aui- 
bassades <^taut  done  dMinesi  grande  importance  dans  la  societé  universelle 
des  Nations,  si  n<?cessaires  á  leur  salut  commun;  la  personne  des  ministres 
í'hargés  de  ci»s  ambassades  doit  Mre  sacrée  et  inviolable  diez  tous  lespeu- 
ples."     (Vattel.  IV.  VII.  $  81). 

•'LMnvioIabilité  des  ministres  «Hrangers  est  un  principe  tellemeut 
n^Scessaire  pour  lesrelations  extí^rieures  des  États,  quMl  a  ct^  reconnu  par 
tous  les  peuples,  nieme  jiar  ceux  de  rantiquitd.  II  inipose  au  gonvernement, 
lorsípi'une  fois  il  a  reconnu  un  ministre  (^trauger  cu  sa  qualité  (^ o  manda- 
taire  de  son  souver.iin,  le  devoir  luíu-seulcmcnt  de  s'abstenir  lui  ineiiie  de 
tout  acte  quiserait  contraire  ji  rinviolabilité  attachée  íi  la  personne  du 
ministre,  mais  encoré  de  répriuier  sévérement  toute  atteinte  matérielle  ou 
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Algunos  escritores,  entre  ellos  Calvo,  suponen  que  el 
Digesto  sancionó  la  inviolabilidad  de  los  agentes  diplomá- 
ticos, y  citan  la  ley  17.  Tit.  VII.  Lib.  L.  (55)  Pero  no 
han  echado  de  ver  que  esa  lej^  trataba  <le  los  legados  que 
las  numerosas  provincias  del  imperio  romano  enviaban 
á  la  capital. 

En  la  Novela  123,  Cap.  XXV,  (56)  hallamos  sancionado 
el  privilegio  de  los  apocrisarioíij  esto  es,  agent/CS  que  el  Su- 
mo Pontífice  acreditaba  ante  el  Emperador  de  Constanti- 
nopla. 


morale  qn'  elle  pourrait  «nbir  sur  aon  territoire.  U  ofFenso  comniise  eiiverH 
iiu  ministre  étraiiger  constitue  uue  oífeijsae  eiivers  son  propre  gouvfrneiiieut. 
En  ce  sens  les  lois  int<^rienrs  des  États  punisHent  comnie  <TÍine  d'État  toiit 
délit  cominia  euvers  la  piíMoiiiie  de  l'agent  diploiuutiqíie.  Dea  reprt^sail- 
les  menie  iie  peuvent  stTvir  de  pretexte  a  des  aetes  de  violeiiee,  a  nioins  qne 
iegoiiverueinent  du  miuisire  ne  se  soit  rendu  hii  mt^ine  oonpable  d'une  ]>a* 
reille   violation  du  droit  intematioiíal.''     (Heft'ter.  $.201-). 

'*Tlie  right  of  sending  einbassies  being  established,  the  personal  iuviola- 
bility  (inviolabUiiaa,  i  n  violad  i  lité j  unverletzbarkcit)  of  the  ambassador 
followsas  a  uecessary  eonsequence. 

"Kvery  foreiguer,  indoed,  is  nnder  the  proteetion  of  the  State  in  whieh 
he  is  coinmoranty  aud  is  so  far  inviolable. 

*'But  this  attribnte  is  iu  a  special  nianncr  ascribed  to  the  lepresentative 
of  a  for<)ign  State,  iu  whoni  the  iniage  of  his  ^)overoign  and  the  tnajesty  of 
his;'onntry  are  as  it  ^Ye^e  visibly  present;  thereiore  tíie expression  of  nnuci- 
iiy  (sanctitaif,  peraoHheativTÓj  Heiliykvitj  isoften  applied  byjurists,  philo- 
sopher.S|  aud  historians,  ofall  ages  aud  eonutries,  as  pplicabíeto  the  beai- 
ers  of  au  einbassy.''     (Phillimore.  JI.  CXLI). 

**Le  droit  dus  ministres  publÍH  de  jouir  de  ee  privilege  (rinvjob^bilit^) 
eehappe  h  toute  di.Hi'ussion;  il  est  £oud<^  nou  «ur  une  simple  e-onvenance,  mais 
sur  la  necessité.  Eu  eñet,  saus  une  invio]al)ilit<5  personne.lle  absolue,  illiuii- 
t(^e,  les  agents  seraieut  (■(>mpI^temeut  u  hi  merci  du  pays  oü  ilsr^^sidfUt,  et 
Jeur  earactere  serait  altérí^  au  point  de  couipromettre  Texemce  niiMue  de 
'enrs  fonctioun;  on  conyoit  qu*uii  ministre  étranger  serait  foTtembarrass(^ 
pour  s'aequitter  de  sa  missiou  avec  la  dignit(^,  la  liberté,  la  suret^  qu'elle 
exige,  sMl  était  daus  une  d<^peudanee  (¡ueleonque  du  souverain  aupr^s  du- 
que! il  reside.'^     (Calvo.  IU.  $  1  Wl). 

(55)  Si  quis  legatum  hostiiim  pulsasset  coutru  ins  gentinuí  in  comuiissum 
esse  existimatur,  quía  sancti  habentur  legati;  et  ideo,  si  quum  legati  apud 
nos  esseut  gentis  alicuius,  bellum  cum  iis  indiotum  sit,  responsum  est,  li 
l>eros  eos  manere;  idenim  iurigeutium  eonvenit  esse 

(56)  Kevereudisslmi  vero  Aprocrysiarii  cuiuscuuqne  sauctssimae  Eecle- 
siae,  qui  in  regia  Civitate  degiint,  aut  ad  Beatissimos  Vatriarehas,  aut  ad 
Metropolitas  a  stiis  Episcopis  onlinati  t*t  destiuati,  ñeque  pro  huís  Episío- 
pis,  ñeque  pro  cansa  Eoolosiae,  aut  pro  debito  publico,  aut  privato  aliquam 
ponventionem  sustineant,  nisi  niandatuui  habucriut  a  suis  Epis<*opis,  aut 
Oeeonomis,  utaliquos  couveuiant.  Tune  «Miim  solis  illis,  qiii  ad  eis  ccmve- 
niuntur,  danius  licentiam,  si  quam  obligationem  habent  contra  Ecelesiam, 
ftiit  contra  Episcopos  eoraui,  proponere.  Si  vero  ot  in  quibusdaui  causis  vel 
actionibussemetipsos  obligatos  fc^t^erint,  iu  teu^pore,  in  qoo  responsa  fa- 
cían t,  pro  his  couveutiones  suscipiant 


■  ^  - 
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ARTÍCULO  Í4 


El  derecho  ¡nteruacional  uioderno  reconoce  de  la  ijiane- 
ra  más  absoluta  la  iuviolabilidad  de  los  agentes  diplomá- 
ticos. 

Aceptado  el  derecho  de  enviar  legaciones,  se  deduce  co- 
rno consecuencia  necesaria  la  inviolabilidad  de  los  agen- 
tes diplomáticos. 

La  ofensa  cometida  contra  ellos  no  es  mera  injuria  al  so- 
l)erano  que  los  envía  y  al  Estado  á  quien  representan,  si- 
no violación  de  la  seguridad  común  á  todas  las  nacio- 
nes. (57) 

Sígnese,  pues,  que  los  atentados  á  la  inviolabilidad  de 
los  agentes  diplomáticos  atañen  inmediata  y  directamen- 
te á  todas  las  naciones,  y  las  ñicultan  á  todas  para  exigir 
la  reparación  de  la  ofensa  y  el  castigo  <lel  ofensor. 


(57)  ''Quiconqiio  fait  violence  h  un  erabassadeiir,  on  í\  toiit  antre  miuistre 
pitblic,  ue  fait  passeiilttiiieat  iiijure  au  Souverain  que  ce  ministre  represen- 
te; il  lílesse  la  Burefré  commuueot  le  salut  des  Nations;  11  se  rend  c^iupable 
d'un  crimen  atrooe  euvers  toua  los  peuples."     (Vattel.  IV.  Vil.  $81). 

'•Y  hablando  el  niisin;>  escritor  del  ministro  que,  enviado  por  Francisco  I, 
fue  muerto  por  orden  del  gobernador  de  Milán,  se  expresa  en  estos  términos: 
'L'Einpereur  Charles  V  ne  s'í^tant  point  mis  en  peiiiede  fairerechereher  les 
auteurs  du  nicurtre,  donna  lien  de  croire-quMl  Pavait  commandé,  ou  au 
nioins  qn'  il  l'aprouvait  secrí^tement  et  apres  coup.  Et  comme  il  n*  en  don- 
n a  point  de  satinfaotion  convenable,  l>a!icoia  I  avait  un  tres-juste  snjet  de 
lili  dí^clarcr  la  guerrc,  et  mcnie  de  deniandcr  l'assistance  de  tontea  les  Na- 
titms.  Car  une  añaire  de  cette  nature  u^est  point  un  dittV^rcnd  particulier, 
une  qucHtion  litigieuse,  dnn»  laquelle  chaqué  partie  tire  le  droit  de  son  co- 
tí^; c'est  la  querelle  de  toutes  les  nations,  intéressées  á  niaintenir  comme  sa- 
cr.^s.  le  (iroit  et  les  myens  qu'cllc  ont  de  comnuiniquer  ensemble  et  de  traiter 
de  leurs  atíaires.''     (^Hi). 

Any  oft'ence  commitíed  against  their  persou  is  or  ought  to  be  considered 
by  the  State  asan  otfence  against  the  State  itself  (crime  d^  Étal). 

•'The  injury  done  to  anambassadttr  is  not  merely  an  iujnry  done  to  the 
Hovereignaucl  country  wbich  he  represen  ts,  huta  violation  of  the  common 
welfare  and  general  safctv  (if  all  nations. 

**Thcrefruv  thereísa  pcculiarity  inci<lent  to  this  right,  viz,  that  an  mlVing- 
cnient  of  it,  nulikc  tlie  invasión  of  particular  naiional  interest,  become^ 
immediatchf  and  dirvvtlii  a  inattcr  of  general  interuational  concern,  aud 
entitlcs  all  nations  to  de;iiand  and  enforcr  atoncnient  for  the  ott'euce  and 
punishraent  ofthe  otteudcr.''     (Phillimore.  II.  CXLII). 

"Touteattcinte  illégale  ala  personne  d©  Tenvoyé  esfc  une  atteinte  )\  1' 
^'tat  que  ce  dernier  repr<^sentc.  Cct  acte  pourra,  dans  les  cas  graves,  etre 
eonsiaéré  comme  une  oílcnse  a  tous  ies  «^tats  et  au  droit  international  en 
g<í|iéral."    (Bliint.srhly.   19:J). 
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La  inviolabilidad  se  extieníleá  todo»  los  ministros  pú- 
blicos, (58)  á  las  personas  de  su  familia  y  su  comitiva  y  á 
todo  cuanto  se  halle  en  la  casa  <lel  ministro. 

También  se  extiende  &  todo  lo  necesario  i)ara  el  desem- 
peño de  las  funciones  del  agente  diplomático,  como  sus 
l)apeles  y  corresi)ondencia.  (59) 

La  inviolabilidad  comienza  tan  luego  como  el  agente 
diplomático  entra  á  la  nación  á  donde  es  enviado,  si  da  a 
conocer  su  carácter  manifestando  el  pasaporte  ó  las  cre- 
denciales. (1)0) 


(58)  '*Tlie  KightofXuvio]Hhilit.VbXt(»u<lM  toaU  clanses  of  publio  minister 
who  (lu.y  rejíresent  their  Soverei^jfn  or  tbeir  State.     TIús  mav  be  iiow  consi- 
dered  as  an  axiom  of  Iiitevnatioual  Law."     (Philliinort*.  II.  Í^LIII). 

(59)  *'Boirci  qiioque  Jt^^^ati  niobiiia,  et  qiuie  proiiide  babeiitur,  personae 
accessio,  pijpioris  «Husa,  aut  acl  si»lutioiieni  dehiti  capí  non  posse,  iifc  per  iu- 
(Ucioruui  oi'dinein.  iiec,  qiiml  qiiKlaní  voiuut,  niann  ragía,  verías  est.  Nam 
oiniiis  coactioabesíít*  a  legato  iiebet,  tain  qiiae  r<*s  ei  necessarias  quam  quae 
personam  taiigit,  qiio  plena  ei  sít  Hec'uiitaH.*'     (Grocio.  II.  XVIII.  $  9). 

*'L'  iiivinlabilite  est  accordóe  iioii  seuleineut  á  t<mt  ageiit  diplomatiqne 
réjruliéremeiit  accreditt^.  main  aussi  aux  persoiiiies  qui  sont  attaohées  a  sa 
miíiíiion,  aiiidi  qu'  u  son  ój»üurte,  íi  ses  enfants  et  aiixgens  coinposaut  sa  sni- 
te.  Elle  s'  appliqíii',  eii  (nitris  aux  dioses  qni  se  rapportent  directeinent  a 
sa  persoune  et  á  sa  digiiité,  iiotainnieiit  a  bou  botel  en  taiit  (pi' il  Pocen- 
pe  avec  8a  ianiille,  an  niobilicr  qni  le  garnit,  íí  nen.  voitures  et  a  ses  (l^quipa^ 
ges,  etc..  dout  T  eiiNcnibltt  nepeutfaire  1' objet  d' ancune  ponrsnite  déla 
part  dugouYenuíinent  oii  deM  particnliers."  (('alvo.  III.  $  14S). 

.•*0u  regarde  donc/  1'  ouvertuie  d<'H  Itirtres  en  teni]>H  de  paix,  de  (¡nelque 
maniere  qn'  elle  s'  execnte,  coninie  une  violatiou  du  droit  de4  gens;  inais 
la  plns  odíense  et  la  plus  bonteuse  coiittraventíou  i\  la  foi  publique,  e^  est 
qu'  un  gouveruenient  soufl're  luí  nieiue  uu  tel  abus  daus  ees  bnreaux  de  pos- 
t«  qui  ont  rt'vu  les  lettres  avi;e  la  taxe  bous  le  sreau  du  socret."  (De  Garden. 
II.  p.  86). 

*'Le8  droitfl  spéciaux  et  les  ínmiuuités  des  env4iy<5s  s' appHquent  surtout 
á  lenrs  papiers,  actes  et  correpímdanees. 

'"En  coiiséqneuce,  on  uepeut,  pour  niotífs  politiqu  *s  ou  de  pólice,  eiilever 
leurs  dépeclies  aux  courriers  )>orteiirs  de  la  corresiKmdaiii-o  oftieielle  des 
eiivoyés. 

*'La  violatiou  du  seeret  de  la  coiTesiíonilanr'e  ofticielle  d»*s  envoyés  cons- 
titue  uuo  atteiute  gravean  droit  international.'^  (Hlnntscbly.  197. 198. 199). 

(60)  **Quoique  le  i-aractere  du  ministro  na  .se  dóveloppe  daus  toute  son 
étendue,  et  ne  luí  assure  aiusi  la  jouissanee  do  tous  ses  droits.  que  daus  le 
monieut  oíi  il  est  re<*onnu  et  aduiis  par  le  Souverain  iiquí  il  rcnietses  lettres 
de  eréaucf;  des  qu'  il  est  entre  daus  le  pays  oh  il  est  eiivoyé,  et  qu^  il  se  fait 
conuaitre,  il  est  sons  la  protetjtion  du  droit  des  geus;  autrement  sa  venue 
neserait  pas  sure.  Oudoit,  jusciu' á  son  aiTivé  aupres  ílupriuce,  le  regar- 
tler  eouíuie  ministre  sur  sa  parole:  et  «l^ailleurs,  oufre  loa  avis  qu' on  en  a 
urdiuairemeut  par  lettres,  en  cas  «le  doute  le  ministre  est  pourvu  de  passe- 
port.s,  quifont  foi  dr.soncaraetere."  (Vattel.  IV.  VII.  ^88). 

•*Lb  caraetere  publitiue  de  1'  ageut  diplouuitique  euvoyé  a  une  Cour  ^tran- 
gére,  ne  ssdeveloppe  daus  toute  .son  <^teudue  et  ne  lui  assure  la  jouissanee 
de  tous  sesdroitS)  (ju'  apres  que  le  gouvernement  pr^s  duqnel  il  dr>¡  t  ráside r, 
a  ^té  informé  de  sa  missíou  d' une  mani^re  oíilcielle.    Tontefois  il  n' est 
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Goza  de  ese  privilegio  desde  que  llega  á  la  nación  has- 
ta que  sale  de  ella,  y  no  cesa  la  inviolabilidad  aunque  se 
declare  la  guerra  entre  los  dos  Est^idos,  ((H) 

207.  Mucho  se  ha  escrito  sobre  el  problema  de  la  abso- 
luta inviolabilidad  de  los  agentes  diplomáticos,  cuando 
cometen  crímenes  en  la  naeióu  donde  ejercen  sus  funcio- 
nes. 

Distínguense  los  crímenes  contra  las  i>ersonas  ó  las  pro- 
piedades de  aquellos  que  comprometan  la  seguridad  ó  la 
soberanía  del  Estado. 

En  cuanto  á  los  primeros,  uniformóse  fócilmente  la 
in*áctica  de  las  naciones  y  la  doctrina  de  los  publicistas: 
los  tribunales  no  pueden  someter  ajuicio  al  agente  diplo- 
mático extranjero,  aunque  sea  reo  de  crímenes  atroces.  El 
soberano  [íuede  manifestarle  indignación,  y  aún  pedir 
que  se  le  envíen  letras  de  retiro.  (62) 


pus  nécessaira  qa'il  soit  iléjh  rd? u  d*  une  maiiior.'  plns  on  nioins  solt^nnelle. 
On  8*  a  corde  «n  rontrairtt  eí^iiíralonieTiti  h  rríMumaitri»  qn**.  la  Cotir  niio 
ibis  pr<^ve>niie  (lean  nn8siini,le  iiiiiii«trt*  nublir.  doit  jíniir de  1'  inviolabilité 
la  plus  (^mineiitt*  dopnis  le  inoiiiciit  qir  íl  touche  le  territoire  de  l'fifat 
anpres  dnqnel  ilent  acorMit^,  jnaqn'  {\  1'  expiration  dii  d<^lai  qni  liii  a  fié 
acrt»rdó  poiir  s'  eloi^fiier.  L'  expedición  et  lareniiHe  de  pnsHe-porfts  iie  Hont 
qii'  1111  inode  de  ronatatater  le  enraetí»re  offlfMel  dii  iiiiiiiMtTe  vis-jVvi»  des 
aiitorití^a  líX'-aleH  dii  territoire  qtiMl  doit  tra verse r."  (Heflter.  <i  210). 

**Tlie  liiglit  attaelies  from  tlie  monienf  tluif  lie  liaa  set  hia  foot  in  the 
cimiitry  to  wliieh  he  is  awiit,  if  previ oiia  notiee  (if  hia  inisaion  lias  heeii 
iinparted  t<»  it,  r»r,  in  aiiy  caae,  aa  aoon  aa  lie  has  inade  hia  jmhüc  eharaeter 
kiníwii  l»v  the  produotioii  either  of  hia  paasiMirt  or  hia  eredmtial.-'  (IMiil- 
liiiior.-.  II.  CLÍII). 

(61)  "Th©  Kiííht  Í8  Jíot  atJ'ected  hy  the  breakiu^  ont  of  war  hetwwMt  liia 
owii  roiintry  and  that  to  whirh  he  iaseiit/*  (ÍMiilliniore   11.  ('Lili). 

(H2)  "8' i]  mal  traite  lea  .sajeta  de  1' hltaf,  a' il  lour  Irtit  des  ininstioes,  .a' 
i  I  iiae  coiitre  enx  violencr;  l«*s  sujeta  ottVua<^a  iie  (hiiveiit  poiiit  recoiirrir  aiix 
iiiH^iatrata  ordinairea  de  la  jnridii-tiíui  deaquela  1' ainbassadenr  est  indé- 
]»eiidaiit;  et  pjir  la  nieim*  raiaíMi  eea  ma^i^trats  iie  peiiveiit  agir  «Urectenteiil 
eontre  lili.  II  faiit  en  pareillea  occasaiona  a' adresHer  an  ScMiverain,  qni 
demande  jiiati<'e  au  maitre  de  1' amhaasadenr.  et  en  <'aa  de  refiia  peiit  <ir- 
d(»iiuei  au  mini.dre  iiiaoieiit  de  aortir  de  aea  íítat'*..."  (Vatlel   IV.   Vil.  $  ÍU). 

"Tile  viglita.  lile  líoWiT.s.  the  íhiliea,  and  the  privllegea  of  anihaKtiiídors 
ar;-*  deíermiiied  hy  th«'  law  of  nationa.  and  not  hy  any  municipal  eimati- 
tutiona.  For.  aa  they  repreaeiit  the  peraoiia  ot"  their  reapeetive  roaHteTs. 
who  owe  no  auhjertiini  to  any  lawa  hnt  those  of  their  í)wn  eonntry,  their 
aetiona  are  not  auhjert  tu  the  control  of  tlie  prívate  hiw  of  that  .stsite  wlierein 
they  are  ap]>ointed  to  r«.side.  He  that  ia  anhi'eeted  to  Míe  eoercion  of  laws 
ia  nefeaaarily  depeiident  on  that  power  hy  \vh<nn  thoa(»  laws  were  made: 
but  an  amhaasador  onght  to  he  independent  of  every  power,  except  that 
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Si  bien  no  faltan  ejemplos  de  que  se  hubiese  enjuiciado 
y  aun  condenado  ai  último  suplicio  á  los  agentes  di  pío* 
mátieo8  reos  de  crímenes  contra  la  seguridad  ó  soberanía 
de  la  nación;  en  los  tiempos  modernos  lia  prevalecido  Ih 
doctrina  de  que  los  tribunales  no  son  competentes  para 
juzgarlos  ni  menos  para  imponerles  castigos.  (03) 


by  whifíh  he  is  seiit;  aud  <>f  cíiiisequiMice  oii^lit  not  to  be  siibjcM-t  to 
the  mere  iimiiicipals  laws  of  tbat  nation  wber»^iii  ht>  is  to  exíTcise  bi.s 
tuiírtioua.  If  he  ^'os8ly  oítendH,  or  iiiukeH  an  i  11  iimk  of  lii.i  cJiarai'tHr,  b;) 
may  b«  si;nt  honie  aiul  aí*cii»ed  bi'fore  liis  iiiast«^r;  who  is  boiind  eitber  to 
do  jiistice  upou  biiii,  c»r  olne  to  avow  biiiisHlt' tbt;  arcomplict^  ol'liis  rriiiies. 
IJut  íbt»rrt  ÍH  Moiiif  dispute  aiiion^  rhe  writt^r8  on  tbe  biw  oí"  natioiiH 
wbetber  tbís  exeinptioii  of  aiiibassador.s  exteiulH  to  all  «»rLim?.s,  as  w»dl 
itatnral  as  pOHitive;  or  wbetber  it  oiily  extt*iida  to  sucb  as  are  mnln  pyn- 
hihiiitf  as  coLuiíi*]^;  and  not  to  those  tbat  are  niuia  in  nr,  as  ninrder.  Oiir 
law  8e«^iiis  To  líavtí  formely  a]l<»\v  »d  tbe  exeiajdion  in  tlie  rt»atr¡ct»*<l  seiist^ 
only.  For  if  liath  been  hehl»  botb  by  onr  roiniiioii  lawynrs  and  rivilians, 
tbat  tfion;r||  an  anibassador  is  privil**^ed  by  tbe  law  ofnations.  yct — by 
tbatb  biw — if  be  coniinits  any  ottenro  a^ainst  tbe  law  of  rrason  an<l  natniv. 
be  sball  los»"  bis  privile;;»*,  and  tbat,  tberefnre.  if  an  anibassador  iM»ns]>irHs 
tbe  deatb  of  tbe  sovereijfn  in  wbose  land  lu*  is  be  niay  be  <'onndeinned 
and  exeíMited  tbr  treas(ni;  tnoiitrb  if  ln<  «'onnnits  any  otber  sp«*eies  of  oHeiice, 
ií  is  otberwise,  and  he  ninst  btí  sent  to  his  own  coniitry.  And  tbese 
posítions  seeni  to  be  bnilt  npoii  ji^ood  aiípeavanee  of  reason.  Voy  since  as 
we  bave  forniely  sbown,  nll  nin:iieii»al  biws  act  in  snbordination  to  tile 
priniary  law  of  natnre.  and  wbeiv  they  annex  a  pniiishfnient  to  natnrai 
erinies,  are  only  deelnratovy  <if.  and  aiixiliary  to,  tliat  law;  tberefove.  h» 
tliis  natnrai  nni versal  rule  of  jnstiee.  anibassaijors,  as  well  as  otber  inen,  are 
snbje<*t  in  all  (MHintries;  and  of  <'onsi-i|uen'*e  ir  is  reasíinable  tbat,  wberever 
tbey  trans^íress  it.  tbere  tbey  sball  be  Hable  to  :í;ake  atoneinent.  Hiit, 
bowever  tbese  jn'ineiples  inijíbt  formely  (ddain.  íln'  «íenerMl  ]»ra<tiee  of  tbis 
eonntry,  as  well  as  of  tbe  rest  of  lOurope.  seenis  now  to  ]nirsne  tbe  senti- 
inents  of  tbe    learned    (írotins  tbat  ílie  siM-uritv  of  ani))assadors  is  of  mor»" 

« 

iniportanee  tbat  tbe  ]>nnisbini'nt  of  a  i»arti rular  eriine.  And  thenbn'e. 
since  tbe  inidílle  of  tln'  sfventeentb  <-entiry,  tVw  (if  any)  «xaniples  bave 
bap)»ened  wbere  aii  anibassador  liasbeen  |Mln¡^•bed  for  any  otlence.  bowevev 
atrx-ins  in  its  natinc*."  (Stejdien's  on  HiaíkstorTs.   II.  ji.  t77-l-79). 

(tíi)  "Si  le  ministre  étranj;er  otfense  le  prinee  liii-Mienie,  s'  il  Ini  nnin- 
i|ne  <íe  respeet.  s'il  bríniill;*  I' í!tat  et  la  eonr  par  ses  intrijcnt^s:  le  prinee 
ottVnsí^.  vonlant  jjarder  des  iuenaixeinen«<  ¡lartlrnliers  por  le  ni  litr*'.  se  borne 
iHielqii  'fois  a  deniander  le  rappel  dn  ministre:  on  si  la  1'ante  est  plus  eon- 
sidevable,  il  Ini  <l<^feiHl  la  ef>nr  en  attendaiit-  la  répoos:-  du  niaitre.  Dans 
íe«*  eas  «jpraves,  il  va  menie  jris(pra  le  eliasser  de  ses  í^tats."  ( Vatt<  1  I\'. 
VII.  ^95). 

*VVitb  respeet  to  erinies  ajíaínst  tbe  mnie^ly  of  tbe  State,  sneb  as  eons- 
piraeies  atrainst  tlie  ííovorninent  or  tlie  Sovereijíii  tbereof,  it  appears  to  be 
n«»w  tbe  clear  law  tbat  jh»  jii  lií-i.il  pro.ess  ¡n  tlíe  State  ajLCaiust  whielí  tbe 
otfeiise  lias  been  eonnnltted  can  be  i»nt  in  niotion  a«rainst  tlie  líeprcscnta- 
rive  of  a  f4>rei^n  S<»verci;^*n. 

••Sn<'b  appesir-ít»  l»e  tbe  b'St  and  m?iMf  ^í.^ummIIv  reci*ived  opinión.  Tlicre 
are  not.  bowever,  w.intin^  wriferi  who  <liaw  a  disrinction  b^?rween  tbe 
cíiinniision  of  ninfa  prohihita  and  malu  iu  nr.  and  betwe-en  prirttta  nnd 
pithlir/f  fiftirt i.  Uiit  tbe  r.-*asons  of  exr»mptiou  apply  to  bntíi  c-as-  ;  nanndy. 
firnt.  be:-anse  tbe  natnr.*  of  ambassiíifn-'  s  fiinctions  dem.-ind  tbe  niost 
abst»hite  freedoni  in  erert/  ram    lltal   may    arise,  vcvurita»   ¡itjalorniii    ntHUuti 
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Pero  si  el  agente  diplotnático  emplea  la  fuerza  contra  el 
gobierno,  éste  puede  oponer  la  fuerza  á  la  fuerza,  y,  en 
caso  de  maquinaciones,  asegurar  su  persona  y  expelerla 
del  Estado.  (64) 

208.  La  inviolabilidad  de  la  comitiva  de  los  agentes  di- 
plomáticos, fue  puesta  en  duda  hasta  mediados  del  siglo 
XVII;  pero  hoy  la  acepta  el  derecho  internacional. 

En  1653  ocurrió  el  célebre  caso  de  D.  Pantaleón  Sa,  que 
era  hermano  del  embajador  de  Portugal  en  Londres,  y  que 
formaba  parte  de  la  comitiva.  Acusado  Sa  del  crimen  de 
asesinato,  se  le  condenó  á  muerte,  previo  dictamen  de 
<los  notables  publicistas.  (65) 


quae  poena  eat  praepmtderai.  Secoiully,  bocause  tbe  ambansador  reprettenU 
ihe  pcTHou  of  anoiher  ,  aud  i»  i'tíc<»giuzbd  iu  that  ciipacity  by  the  taoit 
conipaot  by  which  he  Ls  adinitt^^d  iiito  the  «íouutry;  it  ha»  been  nobly 
said:  'lis  «oiit  la  parole  dn  Pviiu;e  qni  len  eiivoye.  et  cette  parole  doit  vito 
libre.'»  (Phillimore.  II.  CLVII.  (^LViri). 

(64)  "Pour  cequi  est  dtíñ  criines  (V  rtat  le»  nit^HiireK  les  plus  »é veres  kV 
égard  d' un  eiivoyi^,  soit  qu'il  ait  a<;i  d'apres  les  iuntriictioiis  de  sa  conr 
on  8poutanéiiient;  íi  la  vorit^,  il  u'est  pas  prrmií*,  daui  cf  «as  meiiie,  de  liii 
faire  subir  une  pehíe  ror|H)relb',  iríais  le  ílv-iir  déla  faire  anvter  et  traiispor 
ter,  80US  esijorte,  hor.s  des  froutii^ies,  «\st  nVdam^  .san  oppositlon  par  tontea 
les  piiissaunes."  (De  Í4ar«len.  II.  p.   V^'í). 

'*lu  case  of  otten(íe.s  conunitted  by  piiblii-  uiinister.s,  art«cting  the  existen- 
<*e  and  safety  of  the  State  where  the.'V  r*?.side,  if  tlie  dan^er  ia  urjjenfc.  tbeir 
persona  and  papcrs  niay  be  s»'izt'd,  and  th/^y  may  b«  seufc  oul  of  the  country. 
In  all  other  cases,  it  appc.ars  to  be  the  entablished  usaj^e  of  nations  tu 
requost  tlieir  recaí  1  by  their  own  sovereij^n,  which,  if  uiiri«>íUsonably  refuse<l 
\>y  hini,  would  unquestionablv  authorize  tlie  ottended  .State  to  .send  íiwav 
the  oífender."  (Wheaton.  III.  I.  $  15). 

**L*inviolabilit(^  n' entraine  pa.s  1' iinpnnit<^.  Lor.s  doni"  (|u'uu  ministre 
public  oublie  sa  dif^nité,  se  pnriu-^t  dí*s  einpieteiii;^ntH  oudes  aetes  arbitrai- 
res,  tronble  l'ordre  piiblio,  manipie  au  souverain,  aux  habitant.s  on  aiix 
íóuctionnaires  i\.\\  pays  de  sa  resideniu».,  t-onspire.  «e  rend  odieux,  su-tpeor  oii 
foupable,  sa  eouduite  toMibe  sons  Tactiondes  lois  pi^nale.*»;  niais  «-ette  r**- 
pression  n' ineonibe  qu'au  ^onvernement  (|ni  Pa  nonini(^  Quant-  au  souvt*- 
rain  [irí's  lequel  Ta^eut  r<^side>.  il  peut  seult^niev.t  prendrt».  a  son  í^/^ard.  les 
mesures  ponseil lees  par  la  siiretí^  publiqui»,  interronipní  ses  rapports  aviH' 
luí,  le  renvoyer  de  st^s  íltats  et,  en  cas  d»  n^sistanct*,  r  ü:*ourir  A  la  tbr -e  ponr 
lecontraiiidr»^  á  en  sortir.  caralors  ra>í:^ntdevient  lui-nr'in:^  Taut/ur  tle  la 
violeucequi  luiest  íaite."  (Calvo.  líl.  k\  U9.S). 

(Ho)*  ''lies  discussioiKs  ivlativcs  au  «-erémonial  í|ui  ílfívait  etre  obs#»Tvé  par 
les  difterents  états  <lt^  l'Europe  entre  eux,  ótaiciit  <^trí»iteuietit  lií'es  avci* 
les  droit.s  et  pTivüejíJ^s  des  anibassad'*urs  qui.  aprós  avoir  di»iin<^  lien 
a  uue  foule  d^  disputes,  fnrcnt  eiitin  déíinis  av*^<'  quelquc  nettet*^  peii- 
ílant  l'ópoquH  dont  nous  cxtcupon-i.  Xomh  avous  deja  vu  que  le  premier 
«ícrivain  de  iiK^ritc  Hur  ci'  sujet  fiit  .\lberico  (4Hntili,  qui,  l'annét*  aprcs  la 
)>ublii.-ation  de  son  traite  />c  //^/^/ü/om/^m»,  fut  consultó  en  nieine  teiiips  que 
IToltoinan  par  la  cour  d' Au^^l aterí e,  sur  le  iMsda  Meu<lozn,  I'  anibassadenr 
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209.  También  ae  controvirtió  durante  largo  tiempo  si  era 
inviolable  el  agente  diplomático  que  pasaba  por  el  territo- 
rio de  una  tercera  potencia. 

El  Derecho  internacional  acepta  hoy  la  práctica  deter- 
minada por  Phillimore  en  la.s  dos  siguientes  reglas: 

1*.  En  tiempo  de  paz  el  ngente  diplomático  es  inviola- 
ble en  el  territorio  de  una  tercera  i)otencia;  mas  no  goza 
del  privilegio  de  exterritorialidad: 

2*.  Si  la  tercer»  potencia  se  halla  en  guerra  con  otra  na- 
ción, el  agente  diplomático  de  ésta  no  es  inviolable  en 
aquélla;  pero  en  ningún  caso  sería  lícito  quitarle  la  vida,  (6(5) 

<r  Espagne,  acoiisí^  «l'avoir  consiúríl  coiitro.  l:i  roineíIisaUetli.  Ct^s  deiix 
l(^íiCÍ8te«  oiit  Cí^  «ruccord,  flans  lenxs  roiiela.sioiis,  sur  le  jiriucipe  qn' un 
auibassadenr,  quoirpie  pris  en  tía<jraut  (Rlit  de  0()n8]>irati<m  contre  le  gou- 
vernenient  dujiay»  oílU  est  af-oredit^,  ne  p»Mit  pas  etr«*  puní  de  uiort,  ntaís 
qn' i]  dojt  í'tve  renvoyé  a  son  nuiltre,  pouT  ("^tro  unni  ;\  sji  disen^tion.  Par 
snit «Míe  fette  cónsul fafcion,  Mendoza  re^nt  Heulenient  ovdre  de  quítter  le 
roj'aiiiue,  eí  un  agent  fut  en  voy  e  en  E.spa,ííne  ponr  prt^seuter  une  plainte 
rontre  lui. 

**Tel  fnt  auMsi  Tavis  de  (írotius,  qui,  érrivant  au  (•oinnienceinenl  du  sie- 
í*lí»  snivant.  soutfuait  que  le  ronaenteinent  tacite  des  nations  avait  exenipr 
X6  la  personne  des  ambassadeura  et  lenr  suite  de  la  Jnridietion  criininelte 
et  eivLle  de  V  Mí%t  ]»sir  leqnel  T  ainhassadeur  avait  <^.t<^  re^u  k  «'ette  eondi- 
tion  sous  entendue.  dans  totis  les  cas,  excojité  ceux  oii  la  jnsTe  neccssití^  d* 
une  dí^fenstí  l<^«ririine    cree  une  exceptirm  á  toufes  les  lois  liuniaines. 

'*I1  y  a  cependant  un  cas  reniarf|nai)le.  qni  est  arrivé  peu  de  tr^nips  nprí-s 
la  puldication  de  son  ouvra<íe,  et  qiii  semble  niiliter  c/»ntre  le  caraítcve  sa- 
«•ri^et  inviolable  atfribín^  ;\  ees  personnes,  (V  fnt  cí'lui  de  \)i^^\  l'antab^«»n 
Sa,  frere  de  T  anibassadenr  píjvfngais  en  Antjlaterre,  (|ni  fnl  jn«í:(',  írojiv(S 
eoupable,  et  ex<?iMit<^  ponr  un  nu'urtrrt  a  troce,  dans  V  '.\\v6^  IttníJ, 

'*!)' apres  le  conjpte  rcndn  de  cette  nffaire  par  Zoinli,  «»leve  et  succesMcnr 
de  Gcíntili  dans  la  «haire  de  droit  a  Oxford,  et  qni  fiit  aussi  un  des  Juíres 
ronnnissaires  dans  la  pTOf'cdure  de  raccnM*^,  il  parait  que  ses  moycns  de  dc- 
fcnst»  connneappartenant  j\  la  snite  de  1*  anibassadenr  ont  <^t«^  rejetí^s  j>ar 
le  tribunal.  SMI  avait  <^t^  ranibnssedeur  lui-nicnie,  il  n' y  a  pas  le  nioin- 
dr;*  donte,  snivanl  rrqíinion  deCíroMnset  d'autres  publicistes,  cpiMl  anrait 
du  etrerenvoyé  au  trilumal  de  son  pays  j»onr  y  efre  Jn^íé.  Maia  1'  autor! t<^ 
fleees  éi^-rivains,  en  éteurlant  le>í  pr¡vil(^;res  d' ex  territorial  it<^  anx  j>crsonnes 
debí  snite  de  ranibassadenr.  fnt  rcponsscc  par  le  tribunal,  et  Zoucb  Ini-nie- 
niedonna  son  adli(MÍ<ni  á  ce.jn;»;enu'nt. 

*'La  coniluite  de  Croniwell,  dans<'e<'as  s¡n;xulíer,  est  sévcrenicnt  comlani- 
w6  ]iar  Leibnitz,  conune  nne  violati<»n  <lu  droit  des  «rens;  et  líynkcr^lioek, 
doíit  Tonvrage  De  /¡tro  Ir/fnlnrmn  fnt  inibl¡<^  en  1721,  depilare  (ju' il  n' a 
l)u  trouvcT,  apres  desrecberches  tres-di li;í«*ntí's,  que  qnatre  cas  ofi  l'ani1»as- 
«adeur  et  les  personnes  de  sa  snite  avaient^tf^  Íng«''s  et  ])nnis  dans  le  terrl- 
toire  de  l'«Hat  auprí's  duí|nel  ils  étaient  accr<^d¡t*^s.  II  ajonte  (pn' tons  ees 
cas  étai;^nt  distini;nivs  ]>ar  des  circonstanees  iiarticnlieres.  on  bien  rpi' ils 
avaieut  éte,  condanin4'>s  jiar  les  j>nldi<'i>te.s;  et  nienie  s'ils  iTavaient  i>as  i^\6 
d^sippronvt^s.  les  ex^mjdes  de  I' application  de  la  rc«íle  <;i«néiale  «nit  bean- 
(*oui»  plus  <le  poids  qin*.  les  exceptions.  c(Minne  preiives  de  Tusajíi^  et  <le  I' 
opinión  jx^^ní^rale  des  honiines  civiliaés."    (Wbeaton.    If.  I.  ¡i.  2«'^fi). 

(66)  **Ce8  passaporta  lui  deviennent  í|nel((uet'ois  n^cessaires  ilans  les  jíays 
ítrangers  oii  il  pass  •  p(nir  s^  ren  h\'an  li.^u  d.-  sa  desrination.     II  les  nnvntre, 
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De  la  primera  regla  se  deduce  que  loa  atentados  contra 
el  agente  diplomático  que  pasa  por  el  territorio  de  una 
tercera  potencia,  son  atentados  contra  lanacñón  que  le  en- 
vía^ y  se  consideran  como  justo  motivo  de  guerra. 

210.  Pasemos  á  la  exterritorialidad.  Como  ya  lo  hemos 
observado,  (205)  no  es  claro  el  límite  entre  la  inviolahili- 
dad  y  la  exterritorialidad;  pues  la  primera  consiste  en  que 
el  ministro  pilblico  está  exento  de  toda  coacción,   insulto, 


an  besoin,  poar  se  ñiire  rendre  ce  qui  liii  ent  dü.  Á  la  veri  té,  le  prince  aeal , 
h  qui  le  mlniHtre  est  euvoy^,  %^  troiive  o1>llg<$  et  particuli^romeut  engagé  á 
le  íiMTe  jouir  de  tous  les  droits  attivchés  a  son  ciuract'ere;  uiais  1«mi  aati:v«,  sur 
les  terrt^H  de  qui  il  panse,  ue  peuveiit  lui  réfiíser  len  égards  que  m^ile  le  mi- 
nistre d'nn  SouTeraiu,  etque  les  Nutious  se  dniveiit  i^cipreqn^uieHt,  lis 
lili  doiveiit  sur-tont  uue  eutiere  sílret^.  L'inMuItrr,  i'««  serait  faire  iiijiireá 
sou  inaltre  et  á  tonte  la  Natiun:  V  aiTt^ter  et  luí  íaire  violeiure,  ^'e  serait  bles- 
ser  le  droit  d'ambassade  qui  appartient  á  tons  les  Sonveralns/*  (Vatt^l. 
IV.  Vil.  $84). 

''The  opinión  of  publlc  jurists  appears  to  be  aomewbat  divide  I  uinm  tbe 
qnestíon  of  the  respect  and  |)roteí'ti<»u  to  wliioli  a  public  niinister  is  entitled, 
iu  passing  through  tb.e  terntory  of  a  State  otber  than  that  to  whicb  he  ia 
actTedited.  llie  iuviolability  of  anibassadors,  under  the  law  of  natious,  is 
understood  by  Grotius  and  Bydkershook,  ainoug  others,  as  bindin|(  ^^^J  ^^ 
tbose  to  whom  they  are  sent,  and  by  whom  they  are  reoei  veil.  \Vu*qH€ibrt . 
in  particular,  who  has  everbeen  oousidered  as  the  stoutest  champiou  of  aw- 
bassadorial  riglits,  asserts  that  the  assassinatiou  of  the  luinisters  of  tbt* 
French  king,  Francis  í.,  in  the  tíTiitorifs  of  the  Eniperor  Charles  V.,  tbongh 
au  atroc'ious  murdcr,  was  no  breach  of  the  law  of  iiatious,  ns  to  the  privi re- 
ges of  ambassadors.  It  niight  hv  re^arded  as  a  violatioii  of  the  nght  of 
inuocent  passage,  aggravated  by  the  eircunistance  of  the  dignified  character 
of  the  persous  on  whom  the  erinie  was  conimiteil, — and  núght  even  be  cousi- 
dereda  justoaiiseof  war  against  theemperor.  without  iuvolving  the  gues- 
tion  of  protection  in  the  <'haraoter  of  ambassador,  which  arises  exclnsively 
froni  a  legal  preauíiiption  which  can  only  exist  between  the  soverelgns  ftom 
and  to  whoui  he  is  sent. 

**Vattel,  on  the  otherhand,  stn  tes  that  passaportH  are  neccHsary  toan  am- 
basHadorf  in  passing  thorougJi  diUVrent  territories  on  his  way  to  bis  d<iítiii- 
«*d  post,  in  order  to  makc  known  his  public  character.  It  is  true  that  the 
sovereign  to  whom  he  is  sent  is  more  specially  bouud  to  canse  to  bereR|>ect- 
ed  therightsattachedto  that  character;  but  he  is  not  the  less  entitled  to 
be  treateíi,  in  the  terntory  of  a  third  power,  with  the  respect  dneto  the* 
ouvcjy  of  a  friendly  souvereign.  He  is,  above  all,  entitled  to  eiyoy  complete 
itersimal  security;  to  i]\jure  and  insult  him  would  be  to  iiyureand  iusnlt 
liis  sovereign  and  entire  nation;  toarrest  him,  or  commit  any  other  act  of 
violence  against  his  person,  would  be  to  infringe  the  rights  of  legation 
which  belong  toevery  sovereign.  Francis  I.  was  thercfore  fully  justified 
in  complainingof  the  assassinationof  his  ambassadors,  and  as  Charles  V. 
reí used  satisfaction,  in  dedaring  war  against  him.''    (Wheaton.  III.  I.  J  20). 

"Les  ministres  pnblics  u'on  pas  droit  aiix  imniuuit^s  et  aux  privilegcs 
inb^rents  á  leurs  fouctioiis  hors  dii  jjays  oü  -^s  sont  accfódit^s;  toutefois,  il 
est  d'uHage(|ue,  lorsquUls  travcrscut  le  territoire  des  Etats  amis.  particu- 
licrement  píHir  Hercudreii  leur  dcstination,  les  antoritt^s  de  ees  fítats  aient 
pour  eux  tous  les  ógards  diis  a  lerr  caraí-tíTc  ofticiel.  Ondoit  Hurtont  une 
enticre  8iiret«5  au  ministre  voyageant  jiour  les  affaires  d'  uno  nation.  L'in- 
Hulterest  faire  injure  íisou  gonvernenient  et  !\  tonte  la  nation;  lui  faire  vio- 
lence, e'est  blesser  ledroit  del<^gation  ciui  appartient  a  tous  lea  souverains." 
(Calvo.  III.  $  1532). 
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atentado;  y  la  segunda  supone  que  el  ministro  se  halla  en 
la  nación  á  cuyo  soberano  representa. 

Según  lo  observa  Heflfter  no  puedo  aceptarse  en  toda  su 
extensión  la  exterritorialidad;  pues,  aceptada,  conduciría 
al  8Í8teuia  absurdo  de  suponerse  que  la  casa  del  ministro 
público  está  en  la  nación  á  que  el  ministro  pertenece,  y 
que  las  infracciones  cometidas  en  tal  casa  serían  siempre 
castigadas  por  los  tribunales  de  aquel  Estado. 

La  exterritorialidad  surte  los  siguientes  efectos: 

1*".  El  ministro  conserva  su  domicilio  primitivo,  y  por 
tanto  son  nacionales  de  origen  Jos  hijos  que  le  nazcan  en 
el  Estado  donde  desempeña  el  cargo.  (67) 

2**.  El  ministro  no  se  halla  sujeto  á  la  jurisdicción  civil 
de  la  nación  en  que  reside.  (G8) 


(67)  ''Les  personnes  exemptes  conserven t  eu  fr^néral  leur  doniicile  d'ori- 

f^ine^  et  par  suite  toiis  leiirs  rapports  civiles  continiient  á  otre  regís  jarles 
oís  dnaomicilo/'    (H«ffter.  $42). 

**He  rontiuuesstill  snbject  to  the  laws  of  hi»  own  country,  whifh  goveru 
hÍH  personal  status  and  rights  of  property,  whether  derivwl  froni  con  trac  t, 
iuheritonce,  or  testament.  His  children  boru  al)roa<l  are  considered  as  uatl- 
ves/'    (Wheaton.  III.  I.  $  14). 

(68)  "Qnelquesauteurs  veulent  sotimetre  rambassadeur  pour  aifairts  ci- 
riles  ¡í  la  jurldiction  dn  pays  oíL  11  reside,  an  moins  pour  les  aífaires  qni  ont 
pris  naissance  pendant  le  teinps  de  T  ambassMle:  ils  all<^Kii®"^-»  ponr  soute- 
uir  lenr  sentiment,  que  cette  sujetion  ne  fait  aucun  tort  au  caract^re:  quel* 
que  uacrée^  d%»ení-iU^  qui  aoil  une  persounef  on  ve  doniie  ancune  atteinte  á 
8on  imviolabUUé  en  Vappeluni  en  jualice  pour  cause  cirile.  Mais  ce  u'est 
pas  parce  (^ue  lenr  personne  est  nacrée  f^ue  les  ainbassarleurs  ne  peuVeut  ctre 
appelés  en  )  nstice,  c'est  par  la  raison  qn'ils  ne  r^J^veut  point  delajnri- 


ce,  méme  pour  cause  civiles  añu  qu'  11  ne  solé  point  troublé  dan»  rexercise 
de  8e«  fonctions."    (Vattel.  IV.  VIIi.  $  110). 

"De  r  inviolabilit^  dont  joníssent  les  agents  diplomatiqnes,  découle  n<$- 
ceasairement  lenr  exemption  de  la  jaridiction  civile  de  l'État  oü  ils  ré- 
sident. 

''NoQsaTonsdéJa^  expos^  les  effets  et  Pétendne  de  cette  iminunit^:  le  mi- 
nistre publicDApentétrecondamné  k  Tarrestation  personnelle;  ses  biens 
ne  penvent  étre  séqnestfés  pour  dettes  contractées  avant  on  pendant  as 
núasion."    (Calvo.  III.  $  1606). 

**h%s  eribonaax  n'  autorisent  dans  la  r^gle  ancune  actioH  civile  et  spéoia- 
lement  auonne poiirsnite  pour  dettes,  contre  les  personnes  joaissant  de  1'  ex* 
territoriftlité.  Ils  ne  penvent  prononcer  oontre  elles  ni  contrainte  par  corps, 
nisúaie."    (Blantschli.  139). 


'ff^* 
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3^  Tampoco  lo  estáu  la  familia  ui  la  comitiv^a  del  mi- 
nistro. (69) 

4^  Están  exentos  (le  la  jurisdicción  del  Estado  los  bie- 
nes muebles  que  el  ministro  posee  como  tal.  (70) 

5*.  Goza  de  absoluta  inmunidad  la  cfisa  que  el  agente 
diplomático  habita.    (71) 


(69)  *'L'ópoiiHt^íle  1' anibassuilenr  hii  esr  iutimenient  nnie,  et  luí  appar- 
tient  plus  purticiilioreiiu'iit  que  toiitii  aiitrt*  pcrsoniie  de  Ha  inaisoii.  An^si 
partii-ipe-t-e-ll«-^  íi  siui  iiult^peiidaiice  et  a  8oii  iiiviolabilio^.  Ou  lui  reiid 
nit'iiie  des  hoiiiieiirs  disMiigiu^H,  et  qiii  iie  ]K>iirraieiit  lui  etre  refusrsji  un  vvt- 
taiii  jioiiit.  Haii8  faiie  alfit»iit  Ji  i'ainhassadeiir;  le  (•<'»rémíniial  en  t*«t  rí^jjh'^ 
daiLH  la  pliipart.  de»  i^ours.  La  coiiHid^ration  qiii  i-st  diie  a  l'ainlia^Hadeur, 
rejaillit  eiu^ore  sur  aes  eutaus,  <]ui  ]>ait¡(ipent  aussi  h  ses  íminuiiités.''  (Vat- 
ttd.  IV.  IX.  $  121). 

"Tlu;  wif.í  and  taniily,  servauts  and  suite,  of  the  niininter,  participate  in 
tile  inviolaidliíy  attached  toliis  i»uhl¡<-  cliarirter.^*     (Whi-atou.  III.  I.  $  16). 

"La  fauíille.  les  euiployrs,  la  siiite  et  les  serviteurs  ile  tu-lui  qui  a  droit  ñ 
rextei'ritoriaUt4\j<>uÍH8ent  d'  une  nieuie  imnninit^  que  lui.  SaHuitc»  n'  a  ártñx 
a  ¡'exteiTÍtorialit«^  (lu'indireit»  iiu-nt,  et  á  í'ausc  de  telui  anquel  elle  est 
uttaclioe. 

**La  personne  í[UÍJouLt  de  rext^rriíorialití"  ne  doit  pus  aluiser  de  sa  p<i- 
ftition  privilo^^ii^e  pour  soustrair»'  aux  aut<u*ií<^s  du  pays  ou  elle  reside,  en  les 
aduiettant  dans  sa  suite,des  pt-rsonnes  pDUVsuivies  par  la  justiceou  la  i>oli- 
ce  de  ce  pays.''     (Hluutsclili.  W'k  116). 

(70)  ''Mais  counue  nrms  l'avons  tait  v<»ir,  le  uiiiiistn'  «'•trauger  est  indépeii- 
dant  d«*  la  juv¡<lirtion  du  pays;  rt  mm  indópcndance  personnelle,  quant  aii 
rivil,  lui  stiait  assez  iiiutile.  si  elle  ue  s'ptendait  a  tout  <e  qui  lu.i  est  ii^- 
ressaire  pour  vivre  avec  di^^uit*'*  et  pour  va(iu«'r  traiu|u¡lleiuent  á  uva  fone 
tiíUís.  D'ailleurs,  t<»ut  re  <|u' il  a  anieué  ou  arquis  pour  son  nHa«;e.  connne 
luinisíre  esí  ttdlenicut  attarlió  a  s  i  ]»i'rsouur.  (pi'il  eu  doit  sui\Te  le  sort. 
Le  uiiuistre  veuant  roniiue  iu<I<^peudanl,  il  n'a  pn  entendre  souniettr*?  a  la 
juridií'tion  du  pays  sou  train,  sis  l»H«;a«ie»*,  tout  ce  qui  sert  asa  persíuine. 
Toutes  les  elioses  done  (|ui  apparí icuiunt  direeteiuent  a  la  personne  du  nñ- 
liistVe.  eu  sa  qualité  de  Piinistif  puMic,  tout  ce  «pii  est  á  son  usaj^e.  lout  ce 
qui  ser*"  a  sou  eiitreticu  et  a  Ch'lui  de  sn  luaison.  tout  cela,  dis-jc.  i)articipe  íV 
r  iudei>eudaiwc  du  uiiuistre,  et  cst  ahsolute.  et  i'xeni]»t  de  tonte  jnridirrinn 
daus  le  jKiys.  Cfs  clioses-la  sout  considí^rées  couuue  (^taut  lií»rs  iln  teiTitoire, 
avi'c  la  p«*rsoune  a  qui  riles  appartieunent.''     (X'attcl.  IV.   VIII.  ^  113). 

"It  was  a  i'urtlicr  extensión  of  tlie  lií'tion  of  Kxtcrritoriality  to  rmder  the 
audnissador's  [lersonal  ju-operív  exeuipt  froui  arrest."  (IMiilliuiore.  II. 
CLXXX). 

•'L' iunuuuifí^  du  uiiuistrc  n'cst  pas  seuleiuent  i»ersonnelIe:  elle  s'ótend 
a  tout  ce  qui  lui  cst  ní'M-essairr  píiur  veui])lir  ses  fonctions;  ainsi  ancune  loi 
lócale  ue  peut  aut(»riser  la  snisie  de  si's  uienbles  ou  d'ohjet»  servant  a  son 
usa»¡;e.  a  sou  cutretien  el  á<'eluidesa  uiaisou;  uuitefois,  couinie  <'etteex**nip- 
tjou  n'a  *''tó  étaldiequc  daus  I<*  lint  de  ]írot»^jrer  IMiulpeudance  et  la  ilitpii- 
t6  pcrsonnelle  du  luinistre,  elle  existe  exclusivcnicut  pour  les  clioscs  qui  in- 
ti^rcsseiit  rí^'cllemiMit  son  caractcre.''     (Calvo.  III.  '^  ir>(l9). 

í7i)  "1/ indt^pendancí' de  Tauíhassadenr  sérait  fort  iiu)>arfaite.  et  sa  kü- 
reié  nuil  í^taUlie,  si  la  nniison  oíi  ii  lo^e  ne  jouissait  d' nneentierefruneliiíw. 
et  si  í-IIc  n'  était  pas  iuaccessil»!»-  aux  ministre  ordinaires  de  lajustiee.  L' 
aniUa^ssadeur  pourrait  círe  trouMó  sous  millo  pretextes,  sou  .secret  d<^couvert 
liar  la  visite  di"»  si's  papiers,  et  sa  personne  cxposí^e  .i  des  avanies.  Tontas 
]es  raisoui  qui  i^taldissent  son  indépendance  et  son  inviolabilité  conconrent 
done  aussi  a  assurer  la  fran»'hisc  de  sou  Indel.     Ce  droit  du  earacti^re  est-  gó- 
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Ci\  El  coche  en  que  el  luiíiistroMe  pa^ea  ó  viaja  no  pue- 
de .ser  (leteuiílo  ui  registrado  por  la  policía.  (72) 

7''.  El  agente  diplomático  uo  paga  por  lo  regular  ningu- 
na coutr  i  bueión.  (73) 

ii^ralementronoimn  chez  les  XHtions  poliches.  ()n  counUlere  nii  inoius,  dniíH 
toiu)  iort  caK  ordiuairois  de  la  vie,  rliótel  d^m  anibasHiuleiir  eomme  étant 
hor«  dn  territoire,  auj^ai  biflii  que  sa  persoinie."     (Vat.tel.  IV.  IX.  $  117). 

*'1j«8  iirnále^eH  de  la  perHoitne  jouÍH8aiit  de  i'extf'rritoriftlité  s'ét^ndetkt 
an88i  a  I' habitation  nii'elleocenpe,  iiiiiík  non  anx  pronriétc^s  fouciÍTes  qu^ 
rile  exploite  en  qiialit^^  de  simple  citoyen.**     (Blniiti*fliii.  145). 

(72)  **Le4  earri»s.sH}?.  lpMáqnlpau:e3  de  ranibansadeiir,  joiiÍKHentde8  menien 
pTÍ\  il<5«5t*«  que  son  hotel,  et  par  lew  niMne»  raiHons;  Iak  iiisnller.  e'  ei»t  atta- 
qner  raiiibtwsadenr  liii-nieme  et  le  Sfmverain  qn'il  repit^seiite.  lis  nont 
ind<^peuilans  de  toiitc  aiitorité  Hubalteme,  defl  j^ardes,  deH  eonimis,  des  nm- 
f;Í8trats  et  de  lenrn  suppots,  et  ne  penvent  i*tre  alT^té8  et  visitas,  sana  mi  or- 
dre  Hiipi^rieiir."     (Vattel.  IV.  IX.  $  119). 

'*IjeH  uiaimm  oü  la  persouiie  joiiisHant  de  rexterritoriallté  h' arrete  en 
voya^e,  la  voitiir«4  daiiH  laquelle  elle  clieniine,  ne  pent  etre  visitée  pnr  la  p«>> 
liee  o(ile8  autoiitésjudiciaerende  r<^tat  étran^er.''    (niuntHchli.  Íó2). 

(73)  **Oiilre  len  iinmunité.s  qui  viennont.  d^etre  indiquécH,  phuienrs  au- 
trea  eueorn  ont  oté  í^tabies  en  favenrdu  ministre  public,  tant  par  nue exten~ 
8Íc>ik  du  principe  d*exterritorialité  que  par  den  con8id<frati<>U8  d'LoHpitali- 
tó.  II  8'a^it  notauíiiiHUt  de  l'immuuitédc.s  impoHitioimdirecteset  indiree- 
tes,  laquelle  toutefuin  n'  est  Ibndce  ni  sur  une  néeeNsité  inU'rne,  nÍ8ur  le  ca- 
rac tere  pub lie,  de  Taj^eut  díplomatique.  Son  exemptiou  de  tout  impot  per- 
84>iniel.  tant  pour  sa  perwonne  que  pour  les  {^enn  de  sa  huí  te,  rí^nnlt-e  ii  la  ve^ 
Tit¿  de  8a  ({ualité  «I' étranij^er.  Mui8  on  ne  h' en  .e.st  paM  tenu  la:  on  a  en- 
«•i»re  demandé  et  aerfírdó  I  exeuiption  den  inipoaitionH  indireet^s:  on  fait 
jonir  eu  partir.uüer  le  ministre  ¡uiblic  de  rimmnnité  des  droits  «rentrée 
¡MMir  tou.i  lesobjet.squMl  est  dau.s  le  cande  faire  venir  de  l^étran^iT.  Ponr- 
tant  1»'»  abu8  anxquels  «^ette  exemptiou  a  annvent  donné  lien  <mt  en^^K^^  la 
plupart  <le8  f^ouvernements  íi liiniter  vi nnKlitiir  conHidérablement  un  privi- 
lé^e  ({ue  rien  ne  le8  ob]i)reait  a  aceorder  aux  repré.sen tan ts  fies  puisances 
étran>cere8. 

"Ctss  derniers  doiveiit  done  tolérer  la  visite  dea  olijets  qu'  ils  font  arriver 
des  puys  étranjíerH,  íi  la  rondition  rontefois  que  les  pré])osc8  de  la  douane, 
eliar^^és  de  la  visite,  ne  pénetrent  ni  «lans  leiir  hotel,  ni  dan.s  leurs  équipa- 
pe8  de  eour.  Au  besoin  on  so  eontente  a  <;et  ettVt  de  1' atürmation  par  enx 
donué  qu'ii  ne  s' y  trouve  aueun  objet  ]»rohilK'  ou  de  eontrebande. 

"Kn  aueuu  «-as  T  innnunité  des  inipositions  direetes  et  imlireet^'s  aceor- 
dee  au  ministres,  ne  eíMuprend: 

•*1*'.  Les  tharüfes  réelles  oui  j^révent  les  imnieuldes  ]>ar  Ini  p(>^sodes  daña 
le  territoire  oíi  il  reside,  teJles  que  les  impot  i  foniiers: 

**2".  Les  impositions  personnelles  qní  «irévent  1'  exerciee  de  certaines  in- 
dustries, étranjjeres  aux  fonetions  <lu  ministre,  telles  que  les  droits  de  pa- 
tente: 

**3".  Les  droits  de  péage.  et  autres  f|ue  l'ou  fait  payer  aux  voyaíi^eurs  ponr 
l'entretien  des  routes.  <les  ponts  et  <'haiissees  ou  eanaux  (¿"nelquefois  on  en 
exeinpte  le  ministr."  par  pur»-  (íouvtoisi;^  ou  par  convenanee.  II  en  est  de  me- 
me  des  impo^itiouN  eonnnunales,  iles droits  de  portes  <'t  fenetres,  etc. 

*'N«*anm«ins  11  serait  diHieil»  d^etablir.  au  sujet  de  eette  innuunité  in- 
ternationale,  de?>  rejales   uniformes  et   d*  un*' applicatlon    ííénérale.''     (Heí- 

í'ter.  ^217). 

*'La  personnejouissant  de  rexterritorialit-ó  ne  peut  eíresonmise  a  aueun 
impot.  l'üur  antant  <juMl  existí»  daus  le  pays  des  droits  de  perceptiou  pour 
eertaius  8«rviees  publies,  elle  n'est  pas  libcrée  <le  nl«in  droit  <lu  paienu'jit 
deeescoutributionslorsqu'elle  fait  usagedes  dits  serviees  publics.''  (Hluu- 
tüfhli.  138). 
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211.  La  iumiiDÍdad  de  la  casa  qae  el  agente  diplomáti- 
co habita,  origiiW)  el  asilo.  Lo8  más  célebres  publicistas 
añrman  unánimes  que  el  derecho  internacional  nó  lo  con- 
cede; que  el  asilo  obsta  absolutamente  á  la  libre  y  expedi- 
ta administración  de  justicia,  y  que  es  de  todo  punto  ne- 
cesario extinguir  ese  abuso;  el  cual  ha  ocasionado  siem- 
pre dificultades  y  desavenencias  entre  las  naciones.  (74) 

Efectivamente,  si  enjuiciado  un  individuo  se  dicta  con- 
tra él  mandamiento  de  prisión,  y  después  se  asila  en  la 
casa  de  un  ministro  público;  la  conveniencia  y  la  justicia 


(74)  "Ipse  autf^m  legatus  au  Jurisdiütionem  liabeat  in  fmiiilianí  snam,  et 
an  itis  aíiyU  in  domo  8na  pro  qnibuFivis  eo  confngiontibns,  ex  conoessione 
Tieiidet  eiu8  armdquein  af(ít-,  Intiid  enim  jnris  fireiitinm  non  estJ*  (Gmcio. 
11.  XVIII.  $8). 

**Oninia  lejjfatornni  lírivilej^ia,  qiiibn»  iitnntnr  ex  tácito  ^entium  consen- 
sn,  non  alio  Hne  coiiiparata  .siint,  qnam  nt  tuto,  aine  remora,  sine  imiiedi- 
mentó  miuRqnam,  omoio  sno  fiuiíj^ntur.  Possnm  antem  tnto  fun^,  etiamüii 
faoinoro.sos  non  recipiaut,  nec  oocult«nt,  neo  Principi,  apud  qnem  snnt,  in- 
twrvertant  iurisdictionem,  non  in  sni  vel  snoram,  at  tertii,  ad  se  non  perti- 
nentis,  grixtiani.  Sed  einsmodi  buec  sunt,  nt  vix  fleriam  dispntationem 
d<»sid«írent."  (Bynkershoek.  o.  XXI). 

*'MaÍ8  IMmnnnité,  la  franchise  de  l*b6tel  n'est  établie  qu'en  favenr  da 
ministre  et  de  sen  jjens,  comme  mi  le  voit  évidenment  par  fes  raisons  mh- 
mes  Hur  lesqnellea  elle  est  fondí^e.  Pomra-t-il  »'en  prévaloir,  ponr  ftiirí*  de 
«a  maison  nn  asile  dans  leqnel  il  retirera  les  ennemis  du  prinre  et  de  T  fítat. 
lasmalftiitt^urs  de  tonte  espí^ce,  et  les  sonstraira  anx  peines  qu^ls  anrnnt 
méritííesf  Une  pareille  ronduite  serait  eontraire  h  tons  les  ilevoirs  d*  nu 
ambassadenr,  h  l'esprit  qui  doit  1' animer,  aux  mes  legitimes  qni  Pont 
fait  admettre;  personne  u^  osera  le  nier:  mais  nona  aliona  pina  loin,  et  nona 
poaons  comme  nne  veri  té  certaine,  qn' im  Sonverain  n*eat  point  oblig<5  <ip 
sonífrir  nn  abns  si  pernicieux  a  son  État,  si  préjndiciable  a  la  societ^.*' 
(Vattel.  IV.  IX.  $118). 

**La  francbi^e  de  rhí>tel  d'nn  Ministre  pubJic  est,  cu  quelqne  sorte, 
lunisacróe  par  le  voen  nnanime  et  le  cousen  temen  t  general  desnations. 

'*Mais  cette  franchise,  en  favenr  de  qni  est-elle  ótablie? 

"Lea  raisons  meme»  sur  lesqnellea  elle  est  fondee,  prouvent  qu'  eUe  ne  V 
est  qn'en  favenr  dn  Ministreet  de  ses  gens. 

'■II  ue  pent  done  i>as  se  prévaloir  de  oettefrancbise,  ponr  faire  de  sa  mai- 
son nne  aailedans  lequel  il  puisse  retirer  desmalfaitenrs,  el  les  sonstraire 

anx  peines  quMIs  ont  mérit^'es Quel  est  done  le  moyen  de  otMiper 

conrt  íi  ton  tes  les  con  testa  tions  sur  le  droit  d*  asile?  C  est  de  revenir  an 
))rincipe  g<^.néral  qne  non»  avona  posé:  c'  est  de  reconnattre  positivement  que 
ce  prí^tendn  droit  n'eat  qn'nn  abns,  nn  attentat  contre  P  an  torito  son- 
ve.raine,  et  qn'ancnne  coiisideration  ne  doit  le  faire  tolérer.*'  (Merlin.  Mi- 
nistre pnblic.  Sect.  V.  $  V). 

*'At'On  sagement  limité  denosjonrs  le  droit  d' asile  dont  antreíuis  on 
a  tant  abnsé.  Xnl  niotif  legitime  ne  pent  antoriser  nn  ministre  h  faire  ser- 
vir son  hotel  on  ses  voi tures  ponr  sonstraire  a  la  juridiction  competente  dn 
paya  des  indi vidus  pré venus  d'nn  crime,  ou  a  flvoriser  I eur  evasión.  Le 
respect  qni  Ini  eat  dh  a  lui  et  au  souverain  «juMl  représente,  exige  senle- 
ment  qu  en  parail  cas  Pextraditlon  dn  crimine)  s'enectne  arec  beanconp 
de  ménageraents  et  de  la  maniere  la  moins  blessante  pour  sa  personne 
Ainsi,  loTsqn'il   est  const-ant  qu^nn  individu  prévenu  d'au  orinie  a' est. 
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exigen  imperiosamente  que  cumpliéndose  la  onlen  ju- 
dicial, el  presunto  reo  sea  entregado  á  las  autoridades,  y 
que  se  le  aprehenda  aún  empleándose  la  fuer/a« 

Pero  cnan<lo  no  hay  juicio  criminal  contra  un  indivi- 
duo, que  es  víctima  de  persecuciones  políticas  origina- 
das por  el  despotismo,  como  sucede  con  suma  frecuencia 
en  Sud  América;  entonces  el  derecho  de  asilo,  lejos  de 
l>erjndic!al  y  atentatorio,  surte  los  efectos  más  saluda- 
bles. Si  Phillimore,  por  ejemplo,  se  indigna  contra  el 
absurdo  privilegio  de  asilo,  proviene  de  que  tiene  á  la 
vista  la  nación  inglesa  donde  son  efectivos  todos  los  de- 
rechos y  todas  las  garantías.  Pero  el  argentino  don  Cur- 
ios Calvo,  que  ha  presenciado  en  mú  patria  los  desmanes 
d«  la  tiranía,  y  que  conoce  bien  nuestras  depravatlas  cos- 
tumbres políticas,  declara  (pie  en  ciertas  épocas  a^norma- 


réfngié  rían»  l'hotel  1^1111  iiniiintre,  lesaiitorití^s  flii  pay»  oiit  noii-seiilement 
le  droit  de  fiíire  eiitonrer  de  gardeH  1- hotel  et  de  prendre  aii  dehorn  leH  nieDii- 
res  n^oeasaires  poiir  qne  le  conpable  ne  piiÍHHe  «'^^í'happer;  maiH  í]h  peuvent 
encere.  daiiR  le  cas  oíi  le  miinstre,  aprcH  av(»ir  <^t<^  dmneiit  Hollicití^  par  l'au- 
toTlt^  eoiiip^teitte,  He  r»'fnse  ií  »oii  extraditioii,  1«-  faite  ejilever  de  T lintel  a 
iiiaiu  aniiee.  Cepeudant  «*ti  proíí<^daut  ala  vÍ8Íte,  elleMdoiveiit  éviter  t<»iit 
<*e  qiii  pent  i>orter  prí^jndice  aiix  droit»  et  aiix  <^p:ards  diix  ;i  la  i>er.s()iine  dn 
miiiiatre  et  de  Ha  8nite."    (Het!'ter  ^  212). 

*'The  hoiwe,  or,  as  it  íh  UHiially  ralled,  the  hotel,  of  the  aiiihaHHador  i» 
by  universal  eon«ent  inviolable,* and  inaceesaible  to  the  ordinary  orticersof 

jntftiee  orrevenue. 

**The sanie remarkapplivsto  hin  rarriage.  Upon  thÍH  valiialile  and  ne- 
eessary  iiumunity  wasat  one  time  grafteil  the  niouHtrons  and  unnecesaary 
abose  of  what  was  called  the  Riglit  of  AHylnm.  lu  other  words,  the  hotel 
was  to  be  a  place  of  refaga  for  olfenders  against  the  law  of  the  átate  in 

whieh  it  wat»  situated History  teeins  with  exaniples  of  the  evil 

conseqnences  resulting  ft'oni  this  absnrd  privilege,  which  waa  ofteu  ex- 
tendea froui  honses  to  whole  difitrict»  and  quarters  of  the  town,  as  at 
Home  and  Madrid. 

**lt  Í8  true  that  those  States  which  liave  allowed  this  abuse  are  bound 
to  give  uotice  of  their  intention  to  abolish  it  previonsly  to  the  recep- 
tion  of  the  anibassiidor.  But  if  is  alstK  true  that  there  can  he  no  pres- 
criptive  right  in  «any  nation  to  domaud  a  contiuuance  of  this  obstacle  to 
j;nod  order,  jnsticeand  pt*acc,  wholly  nucounected  as  it  is  with  the 
maiuteuance  of  the  .secuiity  or  dignity  of  enibassies.  And  every  Go- 
\eniuient  niiwt  a^ree  with  llie  wish  af  the  Icarncíl  Mtrüu,  that  such  a 
MUÍHance  Hhonld  be  universal ly  abolished/'  (rhilliiiiore.  IJ.  ('('IV). 

•'L'habitation  de  la  persunne  juuisaant  de  T  exteiiitovialit-^  (le  doit  pas 
servir  d' aMlle  aux  iudividus  poursuivis  nav  lea  autoritóHJudiciaires.  Cet- 
le  jicrsonne  est  tenue  d'interiUre  l'entree  de  sa  donuMire  aux  fugitifs  de 
tente  espere,  et,  s'ils  out  penetré  cbez  lui,de  lea  livrer  aux  autoritéa 
comiHSteutes."  (Bluutsckli.  151). 
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les,  el  derecho  de  asilo  no  sólo  es  útil  sino  acaso  necesa- 
rio. (75) 

De  u)anera  que  convendría  establecer  como  regla,  es- 
pecialmente en  el  derecho  internacional  de  Sud  -  Aniéri- 
ca,  (lue  los  agentes  diplomáticos  no  gozan  del  derecho  de 
asilo  en  cuanto  el  obste  al  libre  y  ex[)edito  ejercicio  de  la 
administración  do  justicia.  Pero  que  mientras  la  auto- 
ridad judicial  no  haya  expedido  orden  de  prisión  contra 
un  individuo,  el  agente  dipU)mático  puede  y  debe  am- 
parar á  los  perseguidos  políticos  que  se  refugian  en  su 
domicilio. 

212.  Cesa  la  exterritorialiílad  en  los  siguientes  casos: 
1"  Respecto  de  los  bienes  raíces  (exceptuándose  la  habi- 
tación) que  por  cuahpiier  título  el  agente  diplomático  afl- 
mínistra.     (76) 


(75)  *'I1  surait  sau8  doiite  ¿i  <l<^airer  íju».-  cliariae  goiiviTiiement  determiiiat 
avtíc.  i>récÍ8Íon  V  efenilnfí  «in'il  ♦^uteiul  ifcoiinaitr»?  :V  V  ex«.'ivice  de  ce 
íiii*  en  apiM'lle  le  droit  d'  asile;  iiiaiH  íaiit  ipT  aiK-iiiie  rí  ¿íle  lixe  ii*  aura  éte 
etablie  H'ir  ce  jM>ii»t,  orí  iie  Kaiirait  se  «'jiiider  en cette  inatieve  cjiíe  <l' apiví* 
des  eonsideratioiis  j¡;éiiérales  dMiuinaiiite  et  le  seiitinient  des  justes  éj^anls 
<jue  les  iiatioiis  se  doivent  les  unes  aiix  autrr's.  Noiis  adiiiettoiis  rl<»ne  <prau 
niilieii  <les  troubles  eivils  i\iú  siivvieiiiiet  <laiis  11  u  píi.VS  1'  hotel  d'  une 
legatiou  puisse  et  doive  nií'iiie  offrir  un  alai  assim^  aux  lioinnies  puli- 
tlfpies  qu'uu  daiíger  de  vie   toree  a   s' y  réfn*i¡»'r  moiiientaiieineiiT. 

•'II  iious  serait  lacile  de  litfY  plus  il'  un  exeuiple  poiir  piouver  qu* 
e»  Europe  aiissi  bien  qu' en  Aniei'i<|ue  le  droit  d' asile  ainsi  praetitiué 
a  iuvariablenieut  ét(^,  respert<».  Par  coníre,  counue  uous  T  avous  deja  éta- 
blí  ponr  les  bátinwnts  de  gut^ire,  il  nous  parait  «'ontraire  a  tous  les  ]>rin- 
eipt.'s  de  droit  International  d' «''teinlre  1' »'xtí*rr¡íor¡alite  aux  pi-rsonnes 
coupables  de  crimes  ordinaires  el  róí^ulierenient  «ondamnées  i>ar  les  tri- 
bunaux  eivils.  Ponr  des  eriines  di*  cette  sorte  1' asile  étran<;er  ou  diido- 
matifjue  ne  saurait  exisírr;  et  s'  il  est  vrai  qne  inénie  dans  ee  «as  rii^»- 
tel  d' une  lé«5ation  ne  ¡niisse  etre  vi«de';  il  est  e<rtain  éjj^aleni  nt  que 
P  a^ifent  diploniatique  nianquerait  á  tous  s«s  devoirs  en  ne  livr.mt  pas 
si»ontanénient  ou  íi  la  i)reniiere  réquisition  I**  eoui)able  qni.  abus:  venient. 
se  r<^fu«;ie  eli»/    liii.'*     (Calvo.   III.  s^  1521) 

(7rtJ  "Tous  les  Ibnds  de  tiMie.  tous  Ifs  bit^ns  ininieiiVdes  lí^lévent  de  la 
jnridiction  du  pays,  «(Uvl  iju' »n  soit  le  proi>riétaire.  Pourrait  -  on  b-s 
en  soiistraire  ])ar  e{-»la  senl  que  le  nialtre  sera  envoyé  en  qualité  d'  auiba-i- 
ssílénr  par  une  pnissance  étrany;eref  II  n' y  aiirait  anrunr  raison  árela. 
]/ a)ubassad(Mir  ne  j)ossi'de  pas  «-es  biens-la  coinme  anibassadeur;  ils 
ne  sont  }>as  atta<*liés  a  sa  ]»ersojine.  de  maniere  qu'ils  piiissent  rtiv  re- 
putes liors  du  territoire  avet-  elle.  Si  le  prim-e  étran;íer  rraint  les  suitfs 
de  rertí'  dt'i»endenre  oii  sp  iron Vera  son  nuni.stre  par  rap[»ort  á  «juelques- 
uns  de  ses  biens.  il  peu!  en  elioisir  un  antr»-.  Dí.mois  doin- que  b's  biens 
iinmenblrs,  posséd^'s  par  un  ministre  étranjíer,  ne  i'ban;;t'nt  point  de  ua- 
ture  parla  qualit»'^  <lu  proprictairej  et  qu'ils  demeurent  sous  la  jurisdie- 
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V  Cnanílo  ejerce  el  cornereio. 

Los  bienes  raíces  qn©  el  ajrtínte  diplomático  adminis- 
tra son  del  todo  ajenos  al  desempeño  de  su  cargo;  y,  i>or 
otra  parte,  están  siempre  sujetos  á  las  leyes  de  la  nación. 

Si  el  ministro  ejerciere  el  comercio,  son  suscei>tibles  de 
embargo  y  venta  los  biimes  que  como  á  comerciante  le 
correspondan. 

Cuando  se  trato  <Ie  bienes  muebles  que  pueden  per- 
tenecer al  comercio  del  agente  diplomático  (s  destinarse 
á  su  uso  personal,  como  dinero,  ciertos  artículos,  &.  ár., 
y  hubiere  duda  sobre  si  son  <>  no  embargables,  se  decible 
ésta  á  favor  del  agente  diplomático,  porque  ello  redunda 
en  pro  de  su  seguridad  é  iiulependencia.     (77) 


Hos  tl«»  IVtíit  oü  ils  son  sitilea.  Toiif(*  <l¡ft'i<'!i]t<^,  torit  p^o^'^.s  qiii  íes  f^oti- 
«•enie,  <loit  í^tn*  ]K)rtt'5  <l«*vaiit  leH  tribu iianx  «lii  pft.vs;  <*t;  leu  iiio?n<'H  tvilm- 
iiuiiK  Hii  iHMiveiit  onloiiiifr  ]u  «siisie  sur  un  titr«  \é^\W\\wP ,  CVuttt^].  IV. 
VJ)Í.   $  lio;. 

"lu  i't^in  :M!tion»^  Icjíatos  f*í>nvt*niro    possf-,  n1»i  cleginit.  ubiquí-  refepfiim 

í'MSH,  ef  ncmhuMn,   qiii  vel  prolixe  l«*jíJitc»s  ilt^fiMidif.  rontraílicpro 

Mqui' jiltM>,  qiiiji  iv.s  ip.sa  convíMufur,  m-qnc  alití^r  le^afiis  qunin  jio.ssrssor 
ri*i,  ciiiiis  poüst^ssio  íMiiii  prolianda  sit  vix  alitrr  jm»l»arí  jínterit.  (piam 
ubi  rí»íí  est.  Kt  bor  (piiíltMii  in  fiunlo,  qiii  vindií-atnr.  (liibiiiiii  hon  ♦'st, 
roiitra  qiiain  iii  r(\  le^rationis  caiiMa  Inu*  transílurta,  vel  <'nipt«%  (Mpio  lor- 
tt^'» CHvnk.'r.Hbo.^k.  c  XVIj. 

"Si  cet  envr>y<^  [)OM.'*('<Ie  <|»\s  líiens  foiids  dnim  <•(*  pays,  il  y  o.st  jnsticia- 
b]e  des  tribiiiiaux  poiir  toutes  b-sMfVairf"*  qui  roiiceniHiit  hps  i»r(ipi'i<^trs, 
8Uivant  la  ('Oiiip<^tt*nrH  (pi^tablih  It^  «Iroit  civil'*.     (Di»  (ianleii.   II.   141). 

"It  bas  iií>t  yt*t  l>Kt*ii,  au<l  jímbably  ueviT  wiil  b(*,  extended  to  real 
pToperty,  ií*  ain!»asHaíb>r  sliímbl  bappen  to  po^^ess  any  in  tlie  coTinrry  i»f 
Ui«  uiinsíon.  Tb**  tevritoria}  posséssion  íh  in  i¡o  way  attarln'd  (o  tln-  elia- 
ractev  oi'tlie  anibasHador.  TJie  ücrioii  ofexterritoriality  lainiot  b4'  ii]i]ditd 
to  imn)Ovea1d«^  poM.HeMHions,  and  tliere  is  no  doubt  tliaí  tbey,  \vi(b  íbcir 
inri<lent.s,  reiiiain  siib.jti«-t  to  rbe Jtn'isiUction  (l\n'um  renU)  of  tbe  (.íoimtiy 
in  wblob   tbey  ai»  sitiiated'*.     n'billLniore.   U.  CÍ.XXXJ 

'*L«f.s  iiinnui^bles  (pr  nn  inini.stre.  piiblir  pi*ut  p«>.sHeder  a  1' étrany^er.  ne 
se  iatta<*baMt  en  aucnne  la^on  aii  Ciivaí-teve  olficiel  dont  il  est  reveííi, 
soiit  toujonvH  r<í<rÍH  ]>:ir  la  b>i  dii  pays  oh  lis  snnt  siín«'s;  \\h  resteiit  abH<dn- 
inent.  mitran «fí-i-H  aiissi  bien  íi  bi  H<-tion  de  I' exteiritoi  ialit<^  qii' au  prin- 
<.'ii»H  de  r  i  tiltil  iiiLLlé  ftevHonnelIe. 

'H/es  bi«*ns  sont  done,,  cpniud  ii  ya  lien,  8nH<M»¡>ííb]eM  d' etre  vendn.s 
par  aut^>rité  <le  JnHtie^e  et  conforniéniení  aiix  leerles  ordinaires  dn  pvo- 
o^diu'e;  inaÍH,  pour  éviter  qu«  T  in<lépendiaiee  mí  neeeNsaive  :í  <'e.s  aí^ents 
Koit  le  iiioiuA  du  monde  diiiiinin^e,  les  aetion.s  (bins  le  cas  «jiie  noiii  ve- 
non«  de  rapporter  8out-  ct'n.s<5eíi  mb  püiirsiiiviv  jiai*  défaíit".  COalvo.  III. 
^  1528;. 

(Tí)  "KortrtH.s'3  ae.qriius  meJiíiH  «rit,  quia  in  ««insa  dubia,  \\t  baec  e^t, 
pro  legato  oob'in US  responderé,  oininun  pec/Uiiianí  arresto  exiniere,  et  bajic 
referre  int«9r  ren  ar|  obeuinbiin  le<;atioueni  eiiin  niaxinie  necessarias.'* 
Cfiyukershoek.  c.  XVi;. 

:« 
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Téngase  presente  que  si  en  los  casos  excepcionales 
se  procede  contra  el  agente  diiilomáticO)  han  de  emplear- 
se todos  los  miramientos  debidos  á  su  elevadíi^imo  carác- 
ter, y  supónese  que  los  litigios  se  siguen  contra  una 
persona  ausente. 

213.  Los  secretarios  de  legación  no  foriuan  parte  de  la 
comitiva  del  agente  diplomático.  Son  funcionarios  inde- 
pendientes, reconocidos  por  el  Estado  donde  la  legación 
reside,  y  que  gozan  de  todas  las  inmunidades  y  privile- 
gios de  los  ministros  públicos.     (78) 

214.  Los  publicistas  más  notables,  como  Bynkerslioek, 
(79)     Vattel,  (80)     Phillimore,  (81)  opinan  que  los  minis- 


f«v 


*'There  may  sometí  raes  be  difñcnlty  in  decid  i  ng  whether  the  propertj 
lielong  to  hiin  m  the  capacity  of  ainbassaflor  or  inerchant,  and  in  all  cajif*s 
ofreasonable  doiibt  the  ambassador  shouKl  be  aUoved  the  benefít  ofit/' 
(Phillimore,  II.  CLXXXI). 

-  (IS)  Le  flecrétaire  de  V  anibaaAadeur  est  au  nombre  de  «es  domentiquea; 
mai8  le  8<^crótuire  de  1' ambassade  tient  sa  conmiissión  dn  Sonvevain  Ini - 
nl^m(';  ce  r\\n  en  fait  nne  espece  de  ministre  piiblic,  qiii  jimitponr  Ini - 
m^me  de  la  protection  du  droit  des  gen»  et  des  immunit^s  attacnées  á  son 
état,  independameut  de  V  ambaseadenr,  aiix  ordres  dnqnel  il  n'  est  nienie 
Hoinnis  que  fort  i  ni  paría  i  temen  t,  qiielquefois  point  du  tout.  et  toujcmrs  siii- 
vant  que  leur  maltre  eommum  Va  róglé".     (Vattel.  IV.  IX.   $  122). 

"The  Secí'etnrif  of  L«f/a/io/i  being  so  appointed,  isespecially,  and  ofhis 
own  rlght,  entitled  to  these  privih^ges,  and  to  a  certam  riglit,  his  apoint- 
ment  being  uotified  to  the  Minister  of  Foreij^n  Affairs.  The  Stsa-ettirg 
lo  the  emhasBff,  though  unfavourably  dlstinguisned  from  the  otherjí  in 
these  particular»,  has  been  nsuallv  considerad  as  nn  ofíicial  persou  dis- 
tinct  ftom  the  general  auite".     (IMiillimorc,    II.  CLXXXVIII). 

(79)  Bynkershoek  pregunta:  "Lcgatus  an  jurisdictionem  prorogare  et 
fori  privilegio  renunciare  posait";  yda  d  siguiente  parecer:  '*Ego  vero, 
quicquid  earuní  rcruíusit.  non  ausim  dice,  legatum  inconsulto  princij»*», 
inri  suo  renunciare  jkwsc;  a<l  quid  enini  legatorum  privilegia,  quam  nt 
ipsi  principibus  suis  uiagis  útiles  sint,  ct  eoruui  legatio  nulla  re  impe- 
diaturf  Magis  igitur  haoc  privilegia  pertiuent  ad  causaai  Principis,  quam 
ipsiuH  legati:  sibi  renun<ialione  sua  lega  tus  nocere  potest,  Principi  non 
potcst".     (c.  XXIII). 

(80)  Mais  si  1'  ambas8a<leur  veut  renoncer  en  partie  íi  son  indcpendance. 
et  se  soumcttre  h,  la  juriíliction  du  pays  pour  affáires  oiviles,  il  le  peut 
saiiM  doute,  pourvu  que  <!e  soit  avec  le  consentcment  de  son  niattre.  8ans 
ce  conscntement,  P  ainbassadeur  n' est  pas  en  drojt  de  renoncer  k  dea 
privilc^es  qni  int^resscnt  la  dignit<^  et  le  servioe  de  son  Souverain,  qui 
sont  íondés  sur  les  droits  du  niaitre,  falts  pour  son  avantage,  et  non 
pour  celui  du  ministre".     (IV.  VIII.  $  lllj. 

(H\)  *'The  Sovereigns,  therefore,  of  the  State  may  waive  the  rights 
due  to  them  in  the  person  of  tbefr  anfbassadors,  but  the  ambas^adors 
themaelves  ha  ve  no  snob  liberty,  beoause  these  rights  are  not  incident 
tQ  *^heir  office  for  their  own  private  conveuienc^í,  bnt  for  the  houour  of 
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tros  páblicos  no  pueden  renunciar  sus  inmunidades  y  pri- 
vilegios sin  autorización  expresa  del  soberano;  porque 
tales  privilegios  é  inmuuidades  son  inherentes,   no  á  la 
persona  del  ministro,  sino  al  cargo  que  desempeña.    Sor- 
prende, pues,  que  D.  Garlos  Oalvo  (82)  opine  que  el  agen- 
te diplomático  ejerce  la  facultad  (le  renunciar  sus  inmuni- 
dades y  privilegios. 
215.  El  cargo  del  agente  diplomático  termina: 
1".  Por  haber  expirado  el  tiempo  fijo  de  la  legación,  ó, 
cuando  el  ministro  es  ad  interhiiy  si  el  propietario  se  hace 
cargo  de  su  destino.    En  estos  dos  casos  no  son   necesa. 
rias  las  letras  de  retiro: 
2^.  Cuando  se  ha  cumplido  el  objeto  de  la  legación: 
3**.  Por  la  presentación  de  las  letras  de  retiro: 
4*.  Guando  expira  el  cargo  del  soberano  que  envió  a' 
agente  diplomático: 

5".  Guando  el  ministro,  á  causa  de  incidentes  sobreveni- 
dos durante  su  cargo,  lo  declara  terminado: 

6^  Guando  el  gobierno  ante  quien  está  acreditado  de- 
clara terminada  la  legación: 

7**.  Si  el  agente  diplomático  cambia  de  carácter,  porque 
pasa  auna  categoría  inferior  ó  superior. 

Ya  hemos  visto  (20^)  (lue  sea  cual  fuere  el  motivo  i)or 
que  termine  la  legación,  el  agente  diplomático  goza  de 
todas  las  inmunidades  y  privilegios  hasta  salir  del  te- 
rritorio, y  que  sólo  en  casos  muy  excepcionales  puede 
ser  conducido  por  la  fuerza  hasta  la  frontera.  En  el 
estado  actual  de  las  relaciones  entre  los  pueblos  esos 
casos  son  tan  raros  que  apenaos  si  ocurre  alguno  en 
medio  siglo. 


their  Sovoreigii,  the  f^ood  of  their  couutrv,    and  the   welfare  of  a\l  na 
tions'\    (II.  CXHV). 

(82)  L'  ageut  diplomatiqne  peut  encoré  renoucer  expressément  on  tacite 
ment  á  P  iiumnnité  et  se  HomnettTe  volontairement  a  la  juridiotion   tenri- 
torialeen  inatiére  civile''.    (III,  $  1609). 
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De  los  navios  de  guerra.  (-) 

21(5.  Preseiiidieiidose  del  contraste  entre  el  aparato  de 
fuerza  y  medios  de  defensa  qne  los  navios  de  guerra  jire- 
sentan  y  el  carácter  pacílico  é  inofensivo  de  los  buques 
Ulereantes;  hay  entre  unos  y  otros  notable  diferencia; 
la  cual  origina  la  desiguabhnl  de  sus  derechos  6  inmu- 
nidades en   ias  relaciones  internacionales. 

Los  buques  mercantes,  eíiuipados  [íor  meros  ciudadanos 
para  fines  puramente  comerciales  y  por  el  interés  perso- 
nal, no  pueden  considerarse  sino  como  la  habitación  jno. 
vible  de  sociedades  privadas.  Hállanse,  pues,  bajo  el  im- 
perio de  la  nación  á  que  pertenecen,  la  cual  debe  prote- 
gerlos; pero  ni  su  capitán  ni  sus  oficiales  ni  otra  persona 
de  la  tripulación  representa  al  gobierno;  y  á  i>esar  déla 
autoridad  de  policía  y  <le  discijilina  (pie  las  leyes  conceden 
al  cai)itán  y  á  los  oficiales,  ninguno  de  ellos,  propiamente 
hablando,  es  funcionario  publico. 

Los  navios  de  guerra,  al  contrario,  armados  por  el  Esta- 
do mismo  y  iKira  su  defensíi,  le  re[)resentan  en  nación  ex- 
tranjeni;  sus  comandantes  y  oficiales  son  como  delegados 
del  poder  ejecutivo,  y,  en  ciertos  casos,  del  [íoder  judicial. 
De  ahí  (pie  talcas  navios  participan  de  la  independencia  y 
soberanía  del  poder  (pKí  los  arma,  y  tienen  derecho  al  res- 
peto y  honores  debidos  ;í  dicha  soberanía:  esto  es  lo  (pie 
reconocen  y  exigen  las  k»y(»s  internacionales.  (83) 


(  )  Ortolaii  (T.).  I.  cap.  X.  (a) --PhilliiiK.ie.  í.  CC(\\i;i  -  CCCf... -Calvo. 
Ili.  $  1550-  ir).'>9. 

(a)  Hemos  traducido  íí  tan  iiotaMe  esrritor. 

(s;i)  ••(.>«  hatiiiieiits  otant  arillos  par  le  ¿j^oiivenieiiicnt  d' nii  ÉUit  iiid<^ 
peiMlaiitf  Jeurs  coiiiinandaiits.  leurs  otlíiieri  ot  leiirs  (^quipaj^es  8ont  de  v^ri- 
talíles  toiirtioniiaires  de  cr  iiieiiJc  Kíat,  Ues  ílí^léi^iió.s  oii  de;*  aj^eiits  d*  une 
ior.M'  [nildirpie  í^tran^^íTe;  il  8'ensnit  natnrcllenient  <|iie  le»  naviri'8  de 
^juerve.  eonio  proprióté  d' un  f^ouvernenient,  out  droit  a  l'independanee  et 
HU  respí'ot  dii  au  ptmvoir  .sonverain  dont  ilrtsont  le8  representante  arindá." 
(Calvo.  111.  $  ir»5i»). 
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217.  Lo  primero  que  se  deduce  de  ls%  difereucia  eseueial 
entre  los  navios  ulereantes  y  los  de  guerra  consiste  en  los 
requisitos  de  su  existencia  y  los  medios  de  prueba  de  la 
nacionalidad.  Compréndese  que  todo  cuanto  hemos  di- 
cho á  este  res])ecto  acerca  de  los  primeros,  no  es  aplicable 
á  los  sef(undos. 

Las  pruebas  de  la  nacioualidad  y  del  carácter  de  un  na- 
vio de  guerra  son  el  pabellón  y  la  llama  colocada  eu  lo  al- 
to de  los  mástiles;  la  declaración  del  comandante,  presta- 
da, si  fnere  necesario,  por  su  palabra  de  honor;  la  comi- 
sión conferida  al  conmndante,  y  las  órdenes  que  éste  ha  re- 
cibido del  soberano. 

iSi  bien  el  pabellón  }'  la  llama  son  signos  visibles,  no 
merecen  fe  sino  cuando  estüu  apoyados  en  un  cañonazo. 
Puede  exigirse  la  declaración  del  comandante;  pero  las 
otras  pruebas  se  presumen,  y,  ora  en  alta  mar,  ora  en  otra 
parte,  ninguna  potencia  extranjera  tiene  el  derecho  de 
exigir  (pie  se  exhiban.  Adenuis,  los  uavíos  de  guerra  lle- 
van tantos  signos  imlubitables  de  í|ue  pertenecen  al  fís- 
tiulo  cuyo  pabellón  enarbolan,  que  aiíerca  d^^  estos  es  difí- 
cil engaüarse  ni  pinu^ren  duda  su  canlcter. 

En  algunas  naciones  el  i)abellón  de  los  buques  mercan- 
tes es  diverso  del  de  los  navios  de  guerra;  <d  cmil  se  deno- 
mina pabellón  militar.  * 

218.  Kn  1782  hubo  controversia  entre  Hspaña  y  Dina- 
nuirca  en  cuanto  á  la  corbi^ta  San  Juan,  IhíVada  á  Cádiz  co- 
mo sospechosa  de  haber  abusado  <lel  i)abellón  militar;  y 
tal  controversia  originó  notas  diplomáticas  entre  varias 
potencias.  El  gobierno  danés  pretendía  (¡ue  el  único  sig- 
no indispensable  en  Ls  navios  de  guerra  es  vA  |)abellón  mi- 
litáis España  vacilaba  en  admitir  tal  principio,  que  supo- 
nía nuevo,  y  consultó  tanto  á  los  Estados  Generales  de 
Holanda  como  á  Rusia,  prometiendo  acejitar  la  decisión. 

Los  Estados  Generales,  dando  el  parecer  de  (pie  se  de- 
volviese la  corbeta  danesa,  declararon  que  preferían  no 
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íleterminar  sí  en  vista  del  pal)ellón  solo  podía  distingnir- 
se  precisamente  un  navio  de  guerra  de  uno  mercante. 

Rusia  fue  más  explícita,  pues  opinó: 

1*".  Que  conforme  á  los  principios  del  derecho  interna- 
cional, un  navio  que  según  los  usos  de  la  nación  á  qne 
pertenece  está  autorizado  para  enarbolar  el  pabellón  mi- 
litar, debe  considerarse  como  navio  armado  en   guerra;  y 

2*\  Que  ni  la  forma  del  navio,  ni  su  destino  anterior,  ni 
el  número  de  individuos  que  componen  su  tripulación, 
puede  alterar  esa  calidad  esencial,  siempre  que  el  co- 
nmndante  sea  de  la  marina  militar. 

No  hay,  á  lo  que  sepamos,  ningún  tratado  ni  otro  docu- 
mento público  en  que  el  principio  expuesto  por  Rusia 
se  hubiere  después  reconocido;  pero  lo  es  incontestable- 
mente por  la  costumbre  genetal. 

219.  Bu  cuanto  á  nosotros,  juzgamos  que  tal  principio 
es  razonable,  y  le  damos  aún  mayor  extensión,  porque 
también  comprendemos  entre  los  navios  de  guerra  los  ar- 
mados comercialmente  por  el  Estado,  esto  es,  los  navios 
destinados  en  especial  á  transportar  tropas,  víveres  lí  otros 
objetos  pertenecientes  al  gobierno,  y  que  comandados  i>or 
eaii)itanes  ptara  largos  viajes  ó  por  íilféreces  auxiliares,  ó 
por  oficiales  de  marina  retirados,  tengan  llama  aunque  iio- 
cii  tripulación  y  pocos  cañones  ó  ninguno.  Para  evitar 
disputas  sobre  palabras,  de  grado  concedemos  que  tales 
navios  no  son  de  guerra,  por  cuanto  no  se  destinan  á  com- 
batir ni  resisten  al  enemigo;  pero  no  dejan  de  ser  navios 
de  la  marina  militar,  ó,  por  mejor  decir,  navios  del  Estado. 
En  ese  carácter  tienen  derecho  á  todas  las  prerrogativas  é 
inmunidades  de  los  otros  navios  de  guerra,  (84)  aunque  la 


(84)  **L'  iininunit^  (lécoiilaiit  ile  1'  exterritorlalité  iM>nvre  le»  emlmreatioii», 
raiiota,  elialoiipeH.  et  1©«  aatras  accesoireM  ou  dépeiulances  dii  bátiment  de 
guern^.  Mai8  t'lle  no  s'étt^nd  ni  anx  marchandises  ni  anx  navires  captura 
en  violation  de  la  ucntralití^  dn  paya  oh  les  prines  sont  anienéea.'^  (Calvo. 
III.  $  1659). 
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natuitileza  del  servicio  á  que  se  destioeQ  y  La  calidad  de 
los  oficiales  que  los  coinaudau,  deben  disminuir  necesa* 
riamente,  en  muchos  respectos,  las  atribuciones  de  los 
oficiales  y  los  honores  que  («ersonal mente  se  les  rinden. 

220.  Si  los  navios  de  guerra  difieren  de  los  mercantes 
en  los  requisitos  que  constituyen  su  nacionalidad  y  en  los 
signos  conducentes  a  reconocerla,  difieren  más  aún  en  los 
derechos  esenciales  de  que  goican. 

Por  el  hecho  mismo  de  que  los  navios  de  guerra  son  ar* 
inados  por  el  gobierno  <le  un  Estado  independiente,  que 
pertenecen  á  ese  gobierno,  que  sus  comandantes  y  oficia- 
les son  funcionarios  públicos  y  ejercen  el  poder  ejecutivo, 
y,  en  ciertos  casos,  aún  el  poder  judicial;  que,  en  fin,  todo 
individuo  de  su  tripulación,  sin  distinción  de  grado,  es 
agente  de  ia  fuerza  pública;  esos  navios,  [>ersonificados, 
forman  parte  del  gobierno,  y,  como  él,  deben  ser  indepen- 
tlient^ís.  (85) 

Asi,  sea  cual  fuere  el  lugar  donde  estén  los  navios,  por 
extraño  que  sea  ese  lugar  al  gobierno  á  que  pertenecen, 
nadie  tiene  derecho  de  inmiscuirse  cu  loque  pasa  á su 
bordo,  y  menos  todavía  <le  penetraren  ellos  por  la  fuer- 
za. (8()). 

221.  Se  expresa  generalmente  esta  regla  por  una  metáfo- 
ra convertida  en  costumbre,  y  tan  acreditada,  tan  tradicio- 
nal, que  para  nuichas  persoiuis  ella  es  la  razón  justifieati- 


{85)  Wheiitou  afirum  (pi ;  los  buques  m'»riiantrt8  ai^  lialhiu  bjyo  el  imperio 
(leí  Estado  en  cuy iLs  ii>(uaH  estún  surten,  y  añade:  '*But  tlie  situation  of  a 
puldic  uruuMl  sliip  was,  in  all  r^spects.  dilfiTcut.  She  iMUititutes  a  part 
oí* tile  mili tíiry  forctt  of  lier  uatlou,  acts  uuder  tlic  iunne<Iiat«  aud  dirert 
couinuiud  of  tile  sovereij[(ii,  i»  eujployt*d  by  biiu  in  uatioiial  objet'ts.  He 
liaK  iiiaiiy  aud  powevful  inotiveH  for  prev«Mitin<]f  tbose  objeots  froiu  bciiij; 
dí'fcíated  by  theiiiterlereufe  of»  foreigu  State.  Siudí  iuterferenc*»  cai.iiot  tak« 
placo  without  stíriously  atfentiug  his  power  aud  bis  diguity."  (11.  II  $  10). 

(í<6)  *VDn  principe  qui,  en  tout-i»  i'ir<M»nstíiin'e,  exeinpte  les  navircs  de  j^fuer- 
re  de  1'actioii  desautoritétt  aiiisi  que  (le  la  juridiction  civile  et  mminelle 
des  tribuiianxdupays  (^tranj^er  oíi  ils  mouillent,  il  resulte  que,  p<^n^trer  á 
leuv  bord  par  forcé,  est  nue  violatiou  de  pavillon,  qui  peiit  cutral iier  le«  plus 
llaves  cons4<queu<íe8  et  justifier  uue  mpturede  relatious  eutre  denx  fitats," 
(Calvo.  III.  $1653). 
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va  de  la  proposición  <le  <iue  no  es,  á  la  verdad,  sino  nna 
expresión  figurada.  Díeese  que  todo  tuirío  de  guerra  es 
j)arte  del  territorio  de  la  nación  á  qne  pertenece,  (87)  y  cíe 
allí  qne  ann  cnainlo  esté  snrto  en  pnerto  extranjero,  se 
snpone  qne  los  ofieialevs,  la  tripulación  y  cualquier  otra 
persona  qne  se  halle  á  bordo,  están  en  el  territorio  y  qne 
en  el  mismo  oenrreri  todos  los  actos  qne  en  el  navio  se 
ejecutan.  Lo  cual  es  una  continuación,  un  resumen  de  la 
misma  figuní,  ya  se  llame  ese  privilegio  el  privilegio  ó  el 
derecho  de  exterritorialidad. 

Lampredi,  (88)  Aznni,  (81))  Schnnilz,  (ÍK))  Pinheiro- 
Fehrreira  (91)  y  otros  escritores,  combaten  la  exterritoria- 
lidad de  los  navios  de  guerr«.     Inexacto  es,  a  no  dudarlo, 


(87)  "Quniit  aiix  eiifaiis  m6a  hiiv  mer,  s'íJh  8ont  iiés  (lan.i  1h8  partit^s  4le  U 
intr  occniíées  par  leiir  Nutioii,  íIm  soiit  uó.h  iluiis  le  pays:  hí  r'est  t'ii  pleiiie 
iner.  11  ir  y  u  auciiiie  raison  i\e>  lt*H  distiiigiifr  de  ceiix  (pii  iiAÍs-ieiit  ilaiis  le 
])ay8;  eaír  ce.  ii'est  poiiit  iiatiirelleiiieiit  le  lien  de  ]a  Ilai^.HaIl(■e  qiii  diiiiiie 
íie«  droitrt,  miÚA  l'extraetiíMi;  et  si  les  eiifaiis  «ont  iién  dain  iiii  vüiHüe^Mi  il»* 
la  Natií>ii.  ils  neiiveiit ;etr«í  répntós  iií^s  <laiis  le  tervltíúre;  ear  il  est  iiaiiirel 
de  c<nia¡d<^rer  Jes  vaisseaiix  de  la  Nafcioii  eoniiuedes  p<»vt.ioiis  d»*  nnii  territoi- 
re,  siir-toiit  <|n:iii<l  íIh  vo<x«iciit  8I1V  une  iner  lilire,  |»ui.s(|iie  l'État  eon^rrv** 
sa  jnridiítioii  daiis  ees  vaisseanx.  Kt  (Miitiiiie.  Huivaiií  I'usa;re  <n»iiiiiinii^- 
iiHíUt  rev»-  «ettrt jiiritlietioii  se  iMuiscVve  .sur  la  vaindeaii,  iiieme  qiiaud  il  Sf* 
troiivt*  daiiM  des  parties  áv  la  iiiersDuniisrs  a  une  doiiiiiiaJioii  étrau^ere.  wiu 
les  eiifauH  Uí'^.s  dans  les  vaisseaux  d'uneXatiou  seront  censes  nés  4 la us  son 
tenitoiiv."  (Vaífel.  I.  XIX.  v>  2hi). 

"Les  navires  d'  une  nati<»n  navi^^uant  sur  la  haute  inrr  sout  re^rardí^s e-<Mii- 
n»e  des  portiíMis  fl«»tt;intrs  d«'  son  pays,  <m,  pour  nous  servir  de  Texpression 
des  juri.scon.sultes  fr.in(.-aÍN,  (-(lunne  la  cuntinuation  ou  la  prorojiratiuii  d  i 
Territoire.*'  (Hetlíer   ^  7^;). 

•'Witli  rH.'pect  to  Foreinn  Sliips  of  Wiir,  lonu:  UHajfe  and  universal  »ust"in 
entitleevery  suelí  slii]»  \o  \u'  r<»usidi'r«*d  asa  pavt  oí'tlie  St¡ite  to  w'iirli  she 
lM'l«)nj»:8,  and  to  he  exeuipt  froni  aiiy  otiier  JurisdirMon;  \vln*tlier  tliis  [>rivi- 
le;;;r  ln*  touudi'd  upon  strlct  International  I¿i;;lit.  or  npou  an  ori;i;inal  mii- 
ressi«»n  ol'Coniity,  witli  vi'spiM  t  to  tlie  State  in  its  a^í^^re^jate  <-iparitv. 
whirli,  l»y  invi'í -«ratt*  pra'-l  li-i',  lias  assuni^d  tlie  positiou  of  a  Ui^lit.  isa 
eoMsiílerat  ion  ot'noí  iiiui-ji  piar  ti  «a  I  i  un  »ovt;uiit'  "  (lMiillinuu\-«.  I.  C('<  'XT.I\'). 

'"Les  hatinu'uts  <!«•  jL^uenv  sout  re^jjardés  eoiiime  une  partie  t\n  tt-rritoire»!»» 
le  n  itiou  d'Hif  ils  p)rt^nt«i  ]»•  piviíioii:  pnv  (mmisimjm 'Ut.  ItU'^  ni?'Mie  <|u' il'í 
sorit  nioiiillrs  ijans  un  )nu  í  »'tran.í¿rr.  ré«|uij>a;;e  et  en  ;xt^néral  t^nites  Ifs 
p»*rsonnes  <|u¡  SI*  trouvnit  a  Ii'ur  l»ord  <n\i  rens^'s  íbplcr  le  sol  de  leur  pn- 
tvie."  (Calvo.  III.  ^  l.V>n). 

(XX)  I.   ^   10.   p.    lio 

(»9)  riiap.  IIT.  art.  7.  \S  2. 

(ÍK))  Liv.  VIII.  chap.  II.  p.  2.SI. 

(DI)  II.  art.   1«,  ^S  yx  p.  197.   lUíS. 
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que  un  navio  forme  parte  del  territorio  de  1»  nación  ni 
(¡lie  Ihs  i>er8onHs  i\\\e  están  en  ei  navio  se  hallen  en  el  te«* 
rritorio;  no  hay  sino  una  metáfora,  una  figura  de  lenguaje, 
y  esa  figura,  lejos  de  ser  nizón  justificativa  de  la  itigla,  de- 
be demostrarse. 

Pero  sí  es  cierto  que  el  navio  es  una  habitación  flotan- 
te, con  tripulación  sujeta  A  las  leyes  del  respectivo  Esta- 
do, y  puesta  bnjo  la  protección  del  niisnu);  que  el  na- 
vio <Ie  guerra  es,  además,  una  fortíiloza  movible,  (jue  lle- 
va i)arte  del  poder  i)uJ)liro  del  Pistado,  oficiales  y  tripu- 
lación que  constituyen  un  cuerpo  organizado  de  funcio- 
nfirios  y  «gentes  militares  ó  administrativos  de  la  uación. 

Esto  asentado,  si  el  navio  está  en  alta  mar,  sea  navio 
mercante  ó  de  guerra,  ningún  Estado  extrnnjcro  tiene  el 
derecho  de  inmiscuirse  en  su  rógimen  exterior  ó  interior, 
de  darle  órdenes  ni  de  prohibirle  actos,  ni  menos  de  so- 
meterle á  una  jurisdicción  extranjera;  se  halla  únicamen- 
te bajo  el  imperio  do  las  leyes  del  Estado  cuya  nacionali- 
dad le  ampara;  toda  relación  que  un  navio  extranjero  ten- 
ga con  ól  es  relación  internacional,  (pie  debe  ser  conforme 
á  la  costun)bre  ó  estii)ula<la  por  tratados;  y  eso  por  una 
razón  sin  róplica:  la  alta  mar  no  se  halla  bajo  el  dominio 
de  ningún  pueblo,  y  los  Estados  soberanos  son  del  todo 
independientes  unos  de  otros.  (92) 

Pero  si  el  navio  llega  á  las  aguas  que  i)ertenecen  á  un 
Estado   extranj(>ro,  como  las   rafias  y  puertos,    ó  á  las 


(92)  **Auoíi!ift  antorité  :iiit-r«  qu(í  cí^Ub  «lii  íronvenieinHiit  aiiqiiel  il  appar- 
tieiit  ira  It)  (Iroit  de  ü^iininiscMi'  daiis  ct;  (]ih  pa.ssu  :i  bord  d' uii  iiaviiv  do 

••(V  deviiit^r  i><dní  ii'otív»' aiiciiue  diOiriiltret  ne  snuiait  <l(niiur  lien  ;i  aiiT 
fiiiie  »)l)jt*iti<»ii  valahlf  taiit  que  le  navive  i'st  aii  lar^v;  car.  la  jdeint'  iiier  ii' 
<^taiit  placóe  iiidaiiH  le  doiiiaiiie  ni  soiim  le  controle  excliisíí  d' iiucnn  ]ieupltí 
en  parriciiliev,  les  liatinienLs.  (jiiels  (|u'í1h  Hoient,  lie  coninievce  on  <le  jifnerve, 
proi>ri<?t<^  privóeoii  pnldirine,  resíent  ton«^ineiií  «ous  l'einpire  des  Ioíh  et  dii 
>fon veril eni en t  dn  pays  t\iú  les  convreíl»»  na  n;itionalit<^  et  ne  ]uMive!it  av(dr 
rtvw-  lea  na  vires  «^íranjíern  íju*  il.s  rocontiiMit,  que  des  relatioun  d'  un  cara<'te- 
ru  iuteiuational,  rc;(ieíj  par  T  usage  ou  les  traitc?j."     (Calvo,  ¡il.  U>50.  iroi). 
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aguas  sometidas  á  la  jiirísdíceión  <le  tal  Estado,  ci)tno  el 
mar  territorial  á  los  alcances  de  tiro  de  cañón;  se  presenta 
entonces  un  conflicto  de  poder  y  soberanía,  lil  navio  con 
toda  su  tripulación,  ¿se  sujeta  á  las  leyes  de  policía  y  de 
seguridad  y  á  la  jurisdiccióu  del  Estado  en  cuyas  a/oias 
se  halla,  ó  queda  exclusivauíente,  en  todo  cuanto  ocurre  á 
su  bordo,  bajo  el  imperio  de  las  leyes,  la  autoridad  y  la 
jurisdicción  del  Estado  a  (pie  pertenece?  jCuál  de  los 
dos  soberanos,  el  de  las  aguas  donde  el  navio  está  surto,  ó 
el  de  la  nación  dueño  del  navío^  es  el  que  prevalece? 
Ahí  está  la  dificultad,  formulada  en  la  más  sencilla  y 
exacta  expresión. 

A  tratarse  de  navios  de  guerra,  la  costumbre  interuacio- 
nal  es  invariable:  estos  navios  rpiedan  iinicamente  bajo  el 
imperio  de  su  nación  (93);  las  leyes,  autoridades  y  juris- 
dicción del  Estado  en  cuyas  agmis  están  surtos,  no  les 
conciernen;  con  ellos  no  tienen  sino  relaciones  interna' 
clónales  por  medio  de  los  funcionarios  que  en  las  misma>i 
deben  intervenir. 

Ahora  bien,  ¿fúndase  tal  costumbre  en  razón?  iPuede 
defenderse  teóricamente?  i  Acaso  merece  censura  ó  por 
lo  menos  las  restricciones  á  que  se  pretende  sujetarla? 

Como  el  navio  de  guerra  lleva  parte  de  la  autoridad  pú- 
blica del  Estado  á  que  pertenece,  un  cuerpo  organizado  de 


(93)  "The  soiind  aud  true  expositioii  of  the  law  iipoii  this  poiiit  is,  that 
evpry  publif  ship  of  war,  bploiijíhig  to  a  Sf.ite  with  whicli  amicable  re- 
lations  8ubsÍ8f,  is  exempt  trom  the  jnriaíliction  of  rhe  tribunal  of  the  Stato 
m  wliosii  territorial  waters  or  ports  sbe  may  liappPTi  to  be."  (Fhilliinorf.  I. 
CCCXLVÍII). 

"A  foreiffii  army  or  fleet,  inarchiiíjí  tliroup^b,  saliug  over,  or  «tatione<l  in 
the  territory  ofanother  8tat(«,  with  whom  the  foreign  soverei^is  to  whoni 
they  bebjng  isin  amity,  arealso,  in  liko  iiianner,  excinpt  from  tlie  rivil  anrt 
rrimiiial  jurisdiction  of  tlie  ])lace. 

**Jf  thí^r«  be  no  rxpress  proliibition,  the  ports  of  a  friendly  Sfeate  are  con- 
sidered  as  open  to  tlie  piiblic  arin«*d  coininissioned  ahips  beloiigiiijüf  to  anotli- 
er  iiatioii,  with  whoiu  tliat  State  is  at  peare.  Siich  ships  are  exeinpt  froin 
jurisdiction  of  the  local  tribunals  and  authorities,  wliether  they  enter 
the  ports  uiider  tlie  1  ícense  iniplied  froni  tlie  absenté  of  any  prohib'- 
tion,  or  under  an  exprvMs  p.-rnilssion  stipiihited  bv  trdatv."  (Whuaton  II. 
II.  $9). 
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funcionarios  y  de  agentes  adiuinistmtivos  y  militares;  á 
someterse  el  navio  y  el  cuerpo  organizado  á  itis  leyes  y  au- 
toridades de  la  nación  á  cuyas  aguas  pasa,  se  sometería 
en  realidad  una  de  las  potencias  á  la  otra,  y  serian  impo- 
sibles las  relaciones  marítimas  entre  los  Estados  por  me- 
dio de  los  navios  de  guerra.  Necesario,  i)ues,  ó  renunciar 
tales  relaciones,  ó  aceptarlas  con  los  requisitos  indispensa- 
bles para  que  cada  Estado  conserve  su  in<lependencia.  (94) 

El  Estado  dueño  del  puerto  ó  rada  puede,  á  no  dudarlo, 
prohibir  que  entren  los  navios  de  guerra  que  le  inspiren 
desconfianza;  vigilarlos  si  cree  que  su  presencia  es  peligro- 
sa, ó  intimarles  que  salgan;  asi  com<»  es  libre,  cuando  están 
en  mar  territorial,  pava  em[>lear  resjMícto  de  los  mismos  las 
precauciones  que  á  causa  de  su  proximidad  conceptúe  ne- 
cesarias. Sin  perjuicio,  eso  sí,  de  constituirse  responsable 
de  ella«  hacia  el  Estado  dueño  de  los  navios;  precaucio- 
nes que,  según  los  motivos  de  donde  provengan  ó  la  ma- 
nera de  efectuarlas,  pudieran  ser  actos  defensivos,  inju- 
rias graves,  ó  aún  causas  de  guerra. 

Pero  si  recibe  los  navios,  debe  respetar  en  ellos  la  sobe- 
ranía extranjera,  y,  por  consecuencia,  no  puede  pretender 
regir  á  las  personas  que  estén  á  su  bordo  ni  los  actos  que 
en  él  ocurren,  ni  ejercer  en  el  navio  autoridad  ni  sobera- 
nía. (95) 


(94)  ^'Nonsferons  observer  ici,  avec  le  roinnieiitat-tíurdi'  Whoatoii,  M.  Da- 
na, que  les  imniuuités  (lout.jonÍ8«ieut  lt*s  iiavireade  giien-e  dépetideut-  plutñt 
de  lenr  caraotéro  piiblic  que  de  lenr  caractere  luilitaire.  KUea  8ont  aecor* 
dees  non  aii  navirede  gnerre,  niais  au  navirc  uátioual,  revt'tu  coiunie  tel  d' 
Qn  certain  eatactére  de  souveraiiieté. 

"A  ce  poiut  d©  vue,  ou  peut  done  assiinilier  en  quelque  sorte  le  commau- 
dant  d'  un  bátinient  de  guerre  ii  au  ageut  diplomatiqne  aocrádité  aiiprés  d' 
une  couT  étrangén*,  1'  état-nii\|or  et  P  eqiiipage  place»  sous  sea  ordres  au  per- 
Honuel  oltiftíel  et  non  offlciel  d'  noe  niisiou,  eníiii  la  navire  lai-niéuie  á  V  hb- 
tel  d'  une  ambasaade  on  d'  une  lega t ion. 

^'Decette  aasimilatioU)  qn'uu  usage  universal  a  d' ailleurs  eonsaorée  en 
fiút,  íl  resalte,  coinme  premiérecouséquenoe,  que  tout  bi'itimeut  de  la  mari- 
ne Diilitaire,  et  i'enseinble  dii  personnel  qu'  il  reuferuie,  sout  couverts  par  la 
liütion  de  Pezterritorialité  avec  tontas  les  pr  eroga  ti  ves  et  les  inimunités 
qui  s'jrattachent."    (Calvo.  III.  1550). 

(95)  ''Aii'dessusde  rinuuuuitéjurisdictiouelle  seplaceut  cepeudant  les 
droits  de  x>i^opre  couservation  et  d'  iudápendance  souveraine.    Toute  gou- 
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Así  es  como  se  Im  resuelto  el  conflicto  priiden teniente, 
conservándose  lu  independencia  y  soberanía  de  cada  Es- 
pado. 

222.  La  inviolabilidad  debida  dondequiera  íi  los  na- 
vios de  f¿;uerra  como  á  fortaleza  flotante  de  la  nación  que 
los  hanrmado,  como  á  un  cuerpo  orjj^anizado  por  el  poder 
jmblico,  no  lleva  consigo  la  irresi>onsabilidad  do  los 
oficiales  que  comandan  los  navios;  pero  todos  los  ac- 
tos que  á  ello  se  retíeren,  ya  de  parte  del  Estado  en 
cuyas  aguas  los  navios  estén  surtos,  ya  en  lo  tocante  á  los 
navios  mismos,  ya  reciprocamente;  todos  esos  actos,  deci- 
mos, son  de  relaciones  internacionales,  y  las  consecuenciíis 
ó  reparaciones,  si  las  hay,  deben  arreglarse  por  la  vía  di- 
plomática. (9(5) 

Además,  es'a  inviolabilidad  en  nada  mengua  el  derecho 
(pie  tiene  toda  nación  de  emi>l(*ai'  innu»diatamente  todos 
los  medios  de  defensa,  si  el  navio  de  guerra  couiete  actos 
de  hosfílidad  ó  de  agresión.     (97)     • 


Venit*nit^nt  est  don  •  aufovisó  .soit:\intt*r<lirrt  l'aíM-í'Mde.sea  ports.iiix  l>atimeiití* 
d*r>  ^íiieriv  »5tiMii;í»'Vs,  h*  i  I  a  (l*^s  iiiorifs  Mórifux  ixmr  iie  pas  suivre  a  l«'iir  i^X''"**l 
li's  ri'y;It*.i  ov<liiia¡iv.s  «ludroir  <h»s«jfrus.  s<»¡t  á  pn-inlre  ilt^M  moy«*iiH  «Ir  snrvfil- 
laiirr  et  dt' suretíS  h' ¡I  <'Voi  t  Ifiir  prt'vseiice  dau><*"roii.st*;  il  ir  cnitrcpaAsi'rait 
inÍMiir  pas  son  droit,  k' il  venait,  daii.s  ci-  cas,  A  soiiniicr  ct-s  iiavirrs  de  ipiit- 
tfv  le  povt  Olí  la  nu'v  tfvritoriale,  saut",  natinvlleiuent.  á  assuiiier  la  r<'Mp<iiisa- 
l)ilit«^  d'a«tt's  ([iii,  siiivant  l**s  riicoiiHtantts.  iioiinaicnt  perdvt*  hiiv  t-aiar- 
t<*vi;detVns¡f  pour  n^ví'tir  celiii  de  vóvitaMc  otí'eiisií  et  constitiierainit  aiii8Í 
une  lé^íitiine  cansí*  degnevre.''     (Calvo.  III.  ^  ló.Vt). 

(9H)  "L'inviolalúlitó  reconiuif^  cu  tont  lien  anx  liátimt»nt8  do  jjnerre  et 
<^t  ndut^  anx  pcrsonnes  qni  \vh  niontent  n'entraine  pas  1' irresponsabilité  de 
<rellcs-ci;  senlcnieiit  les  actions  ü  diri;íer  rontie  elles  doiv^ent  eíre  ponvsni- 
vi;'spar  voie  dipltunatijín»'."     (Calvo.  III.  ^  IñóT). 


ot*  nations.  a^ainst  tlie  secnrity  of  tlie  State  in  wliose  ports  8he  isreceiv- 
ed,  tiv  to  c'x«'ln«le  tlie  lo<al  IviUnnals  and  antliorities  IVoin  resoiting  to 
snch  ineasnreHof  Hclt'-defeni-e  as  thc  Mecniity  oftbr  State inay  reíjnire. 

"l'liis  Jnst  and  salutary  fniíiciple  wa»  assert^'d  l»y  tlie  Frencli  Court  of 
Cjissation,  in  is;  2.  in  tliecasc  oftlic  jn-ivatc  Sardiniaik  steaní  -  vessel.  The 
Cario  Alberto  wiii<'li.  after  liavintr  landed  í)n  the  sontlieni  ooa«t  of  Franre 
tlie  Duchess  of  Bervy  and  Heveial  oJflier  adliercnts,  witli  tlie  vieW  of  excit- 
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223.  No  impide  tampoco  que  los  navios  de  guerra  se 
hallen  su  jetos  á  las  onlenanzas  ó  reglamentos  sanitarios 
de  la  nación  á  donde  lleguen.  Las  precanciones  impues- 
tas por  tales  ordenanzas  6  reglamentos  son  requisitos 
para  que  los  navios  sean  admitidos  en  aguas  nacionales, 
y  no  pugnan  con  el  derecho  de  exterritorialidad  de  que 
gozan  loa  navios  de  guerra  que  llegan  á  esas  aguas.  (98) 

224.  De  todo  lo  que  precede  se  deduce  que  examinado 
á  la  luz  de  la  razón  el  uso  del  derecho  internacional  po- 
sitivo respecto  á  los  Tuivios  de  guerra;  lejos  de  merecer 
censuní,  es  necesario  acei)tarlo  asi  en  teoría  como  en 
jum-tica. 

Pues  bien,  ¿es  inexacta  la  expresión  cuando  se  dice  que 
el  navio  de  guerra  debe  considerarse  doquiera  como  una 
continuación  del  territorio  nacional,  ó,  más  propiamente, 
que  el  navio  de  guerra  forma  parte  del  territorio?  Esta 
expresión  no  significa  sino  que  en  todas  partes  es  necesario 
comportarse,  en  cuanto  a  los  hechos  que  se  ejecutan  y  & 
las  personas  que  se  hallan  á  bordo   del  navio   de  guerra. 


iiit;  civil  war  iii  that  couiitry,  put  into  i\  Freiich  port  in  (l¡8treHft.  Th» 
juíígiiieiit  of  tlie  Court,  proiionnctMl  npon  th«  ronvluntotm  ni'M.  Diipiíi  aln^, 
Vroc'iirenr-Oí^néral,  rt*vrr.sfíl  Ihc  dt*<'ÍHÍí>n  «»f  tlie  iiitVrior  tribunal,  releasiiif; 
tlie  prisoiiers  tuken  <»n  boanl  tlie  vrssi'l,  ui»on  tlie  tbllovviiij?  jíroniulHi 

'*I.  That  tlu'.  priiu'ipl«  of  tlie  law  of  naíiouH,  Jic.(>rdiii>¡:  tu  wliicU  si  for- 
t»iii/^  ve  sífl,  allieil  or  nmitial,  is  con.sidered  as  tonninj^  part  of  tlní  tervi- 
tíiry  of  the  iiatiou  to  which  it  hcloiig.s  and  coii.sequeiitly  is  tMititled  to  tli« 
privilej^e  of  tlie  aame  iiiviídaUility  with  the  íen-itory  itself,  ocasos  to 
protett  a  veasei  wliit-b  roiinniíí*  acta  of  horitilit.v  in  tli*?>  French  territory, 
iiicon8ÍHti-nt  with  its  character  of  ally,  or  lUMitral;  as  if,  tbr  exaniple,  sinli 
veKstil  be  rb»rtt^r«d  to  .serv'»^  a»  an  instruiiient  oí  consjiit-ary  agftiu.st  tb« 
Haffty  ofthe  State,  au<l  after  haviníí  bmded  sonu'ofthe  pt^r.souH  coiiceru- 
ed  iii  these  at-tn,  8til¡  coutiniieH  to  hover  n.^ar  the  í-oant,  with  the  re«t 
ofthe  couspirator.s  Olí  ])oard,  and  at  last  puta  into  port  under  pretext  of 
distresM "     iWiieftton,  II.  II.  $  9;. 

(98)  *'La  «ptiile  »»Xfeption,  hí  tontefois  c' en  est  une.  aport^^c  au  prLncij)e 
d' iininunité  juridiotionelle  e.st  colle  qni  á  trait  á  1' obli^rution  d' obser- 
var les  reíflan'ieiits  saiiitaires  dn  pa.vs  ou  le  batinient  d«  j^uerre  vent  abor- 
der.  í^i  État,  en  effet,  est  toigoúrs  lil»re  d' interdire,  a  titro  jróneral, 
1'  acet^-»  di'-  son  territ«>irtí  oiide  ne  ln  pi'rnirttre  tpio  sous  eertaines  rí^sevves; 
or.  les  óprí'uves  siuitnirt^^,  n' átant  qiii',  des  fir*^«'aiitions  hyfrieniqnes.  des 
ronditions  parfiit*nr*nt  Jiidrt^s  mises  a  1' aílniission  des  navires  daus  les 
eaiix  d'  nn  antre  État,  ne  ]>rtuveiit  etr  •  eonsid(^rées  coinnie  prntant  atteinte 
au  di-oit  *V  exttírritoriaUí<^,  <i^ui  n'  est  d'  aillenrs  garauti  qii'  anx  atíuls  bu- 
tioieiits  de  giierre.''     (Calvo.  111.   $  lf58). 
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como  si  los  hechos  hubieren  ociirriclo  en  el  territorio  «le 
la  Tuición  á  que  los  navios  pertenecen,  ó  como  si  en  el 
mismo  estuvieFeu  las  personas;  y  siendo  exacto  que  el 
navio  de  ^i^uerríi,  según  el  derecho  internacional  positivo, 
de  íicuerdo  con  la  razón,  es  un  espacio  que,  aun  cnando 
movible,  se  halla  sujeto,  cual  el  territorio,  á  la  8ol>eranía 
de  la  nación,  y  solo  á  esa  soberanía;  ¿porqué  rechazar  una 
expresión  figurada,  que  no  enuncia  m^o  tal  semejanza! 
Eniínciala  de  la  manera  más  viva,  breve,  pintoresca,  y  las 
mejores  expresiones  son  las  más  breves.  Enuncíala  de 
manera  que  la  comi>renden  todos,  íisí  el  pueblo  como  los 
sabios,  ya  los  marineros,  ya  los  oficiales;  é  inapreciable  es 
la  ventaja  de  hacerse  comprender  de  todos.  En  fin,  re- 
fiere al  navio  la  idea  misma  del  suelo  de  la  patria,  con- 
fundiendo é  identificando  lo  uno  con  lo  otro,  y  arraiga  en 
el  corazón  del  njarino  el  sentimiento  instintivo  de  que  el 
navio  es  la  nación.  Si  t^l  expresión  no  se  usara,  si  no 
fuese  popular  en  todas  las  naciones,  sería  necesario  in- 
ventarla! 

225.  Pero  lo  que  hemos  dicho  en  cnanto  á  los  navios  de 
guerra  surtos  en  aguas  extranjeras,  no  es  aplicable  á  los 
buques  mercantes.  (99)  ¡Puede  decirse  que  estos  son  «lo- 
quiera  la  continuación  del  territorio  del  Estado  cuya  ban- 
dera llevan?  Algunos  escritores  lo  afirman;  muchos  res- 
tringen la  regla  y  sus  consecuencias  al  único  caso  ya  men- 
cionado, esto  es,  cuando  el  buque  mercante  se  halle  en 
alta  mar.  Si  la  exactitud  de  la  regla  es,  lo  repetimos, 
•un  corolario  evidente  <le  la  libertad  de  los  mares,  no 
pueíle  dársele  tanta  extensión  cuando  el  buque  mercan- 
te  se  halla  dentro   de  los  límites  marítimos  de  una  po- 


(99)  ''VVitli  vcspect  to  inerchaiit  or  privatu  vessel»,  the  genera]  rule  of 
Law  irt,  tliat  except  iiii<ler  íhe  provi.^ions  (»f  au  expresa  stipiilatiou,  siich 
vesatiLs  lia  ve  do  exeinplion  ft'oin  tlie  territorial  jurísdiction  of  the  harlior 
or  port,  or,  «u  to  speak.  territorial  watera  (mer  UtloraU).  iii  whivh  tliey 
lie/'    (Pliillinuav,   I.   CCCLI). 
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tencia  extranjera;  porque  entonces  no  goza  de  plena  é 
íntegra  inviolabilidad.  El  registro  de  la  adnana  á  qne 
están  sujetos,  los  guardas  aduaneros  que  ei  navio  lleva 
á  su  bordo,  constituirían  por  sí  solos  violación  del  tem- 
torio,  y  el  territorio  es  inviolable. 

En  efecto,  como  los  buques  mercantes  no  son  navios 
del  Estallo,  no  llevan  una  pjirte  del  poder  público  de  la 
nación  ni  un  cuerpo  orgfinizado  de  funcionarios  ó  agen- 
tes militares  ó  administrativos;  cuando  tales  buques  en- 
tran en  aguas  extranjeras,  el  confli(*to  de  soberanía  á  so- 
beranía, que  hemos  mencionado  acerca  de  los  navios 
de  guerra,  no  tiene  razón  de  ser.  La  soberanía  de  la  na- 
ción en  cuyas  aguas  se  halla  el  navio  no  pugna  directa- 
mente con  la  soberanía  de  otro  Estado.  Luego,  aun- 
que los  buques  do  projuedad  particular  se  rijan,  en  lo  to- 
cante á  su  régimen  interior,  por  las  leyes  de  su  nación, 
no  están  exentos  de  la  autoridad  [uiblica  del  territorio 
donde  se  hallen,  en  cuanto  al  cumplimiento  de  las  leyes 
de  policía  y  de  seguridad  y  de  otras  leyes  generales  aná- 
logas vigentes  en  ese  territorio. 

No  se  pueden  igualar,  empero,  un  buque  mercante 
y  su  tripulación  á  las  pers(mas  que  viajan  en  nacióit  ex- 
tranjera ó  permanecen  en  ella,  y  que,  por  solo  ese  hecho, 
se  sujetan  á  las  leyes  y  autoridafles  de  la  nación  don- 
de evStán. 

Si  bien  el  buipie  mercante  no  representa  el  poder  del 
Estado  á  que  pertenece,  lleva  una  sociedad  organizada 
y  regida  por  las  leyes  del  mismo  Estado;  su  trii)ulación  se 
ha  eru'olado  sujetándose  á  esas  leyes;  el  capitán  está  co- 
misionado publicamente  e  iiu estillo  de  ciertas  atribu- 
ciones. 

Preséntase,  i)ues,  una  situación  intcrmcília  que,  si  no  es 
la  de  los  navios  <le  guerra,  no  es  la  de  los  meros  [>articula- 
rcs,  y  que  ¡íermite  ciertas  atribuciones  á  dos  sol)eranías 
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diütiiitas:  por  una  parte  Iti  tie  liis  airiiiis  turrítoriales  doiiile 
el  iHKiue  está  surto;  por  otra  la  <lel  Estailo  á  que  él  perte- 
nece. De  lo  i'iial  resulta  que  «i  el  bmpie  luereaute  «e  balín 
sujeto  á  las  le.ves  y  autorulatles  de  policía  y  de  jiirisiliecióii 
local,  uu  lo  está -sino  á  luediuM,  Kt9^úu  Ion  objetos  de  que 
so  tiiitii,  cou    ciertas  restricciones  y  requisitos  de  forma. 

No  se  puede  decir  del  l>u<]iie  ulereante  »pie  todos  los  lie- 
dlos que  ücurreii  á  Itordo  se  cunceptúuii  sucedidos  en  el 
tcriltorio  del  listado  A  que  él  ¡icrteneee.  Debe  distin- 
guirse entre  esoíj  licclius:  cu  cuanto  á  unos,  la  regla  es 
eierta,  y  nu  lo  «^  en  cuanto  á  uti'os;  ó,  pur  inejur  decir, 
los  bu(|ues  mercantes,  ya  gozan  del  benetieio  de  la  exterri- 
torialidaí),  ya  no  lo  ga/.i)ii. 

La  distinción  eutic  el  círculo  casi  iliinitailo  de  las  fran- 
((uicias  de  los  navios  de  guerra  y  el  reiluciilo  de  las  de  los 
buques  mercantes,  no  sólo  es  de  derecho  consuetudinario, 
siiio(|ue  se  llalla  positivamente  establecida  por  cláusulas 
de  inuclios  tratados  Ue  coniereio  y  de  iiuvegación. 

IV 

Uel  ejército  extranjtro.  (-) 

22([.  Si  un  ejército  extranjero  pasa  por  el  territorio  de 
una  nación,  son  aplicables  las  siguientes  reglas: 

1".  Para  que  tul  ejércit<í  pucila  pasar  ])or  el  territorio 
de  una  nación,  es  necesario  que  el  soberana  de  ésta  haya 
coucedidü  ¡leriniso: 

'J*.  Concedido  el  permiso,  el  ejército  exiranjero  goza  de 
iuvioliibiHíIafi  y  iJtUirrUnriniitftiiJ,  sin  tinv:  en  ningún  caso 
pueda  estar  sujeto  á  las  autoriilades  de  la  nación  por  don- 
de |msa: 

(■)  Wlieiiloa,  II.  li,  i  9. 
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3\  Si  los  jefes,  oficíales  ó  soldados  cometen  infraccioues 
ó  contraen  deudas,  hay  derecho  para  perseg^uirlos  ante  las 
respectivas  autoridades  de  la  nación  á  que  pertenecen: 

4*.  lío  goza  de  ningún  privilegio  el  ejército  extranjero 
que  entra  en  el  territorio  sin  permiso  del  soberano;  antes 
al  contrario  las  autoridades  de  la  nación  tienen  derecho 
para  desarmarlo;  y 

o*.  8i  por  debilidad  de  la  nación  cuyo  territorio  es  vio* 
lado,  no  pudiere  desarmar  al  ejército,  ello  no  confiere  á  és- 
te ningiin  derecho;  y  los  atentados  que  el  mismo  cometa 
iiniKmen  la  responsabilidad  inherente  á  tal  violación.  (100) 

§   IIT.  (-) 

X>e  Inm   reg-la«  «ol>re  lo«  limites  locales 

de  Ids  lej^es. 

227.  La  disposición  del  art.  14,  segrtn  la  cual  la  ley  obli- 
ga á  todos  los  habitantes  de  la  Eepiíblica  con  inclusión  de 

(100)  '*LoT8qn'  nu  Étiit  iiiflépeiultint  aiTOtíU'»  A,  míe  arinó«  étrnnxííre  la  ]»er- 
iiiÍM.HÍni)  lie  paMMtToii  ele  .sójonriier  siirsoii  territoire,  \vh  jíersoinies  qiii  roniju»- 
seiit  (i'tiCe  uriiiéboii  8e  tToitreiit  (Uii.i  seA  raii^^s  uiit  (Inát  aux  piTroítativeH  de 
rexterritorialiti^,  Unesenihlable  ]ierinÍMHÍoii  implique,  en  eñVt;  de  la  \u\vt 
t\n  ij^oiivemniiieiü  qnl  T  aceorde.  l'ahaiidon  tafite  dij  «e.s  drolts  jiiridief ion- 
iielH  el  la  i'oiieeHHioii  an  pMióral  «m  aiix  ottiriers  ctrnn«rer8  dii  ]»rivilojíe  de 
itinint4>iiir  exolusiveiiieiit  la  dirieipliiie  pnnni  iMir»  HoldafH  et  de  reHtev  seiilj* 
cliar>f4^H  de  ré primer  les  im^faitM  qii'  ils  vieiidraieiit  a  eommftír<*. 

•*Ori  eom])reiul  nans  poiiiH  li*s  d:injLíer.s  et  les  iiicoiivriiieiits  de  toute  8í»vh*  • 
aiixquidn  «le»  troiipt*s  de  jiimsM^e  seraieiií  expo.sí^eH,  «i  Inir  dirtctiíni  «t  Ivnv 
ptílií'e  éraient  eiilevées  a  h-iirn  pvopres  (dHí-iers  poiir  etro  exercí^ew  par  de.s  nii- 
tíirití'íi  ^^traiigíTi'M,  Xourt  avoim  a  peine  hesoiii  crajíuiter  (|ne,  pom*  qiu'. 
danrt  ^esp^re,  il  y  ait  nuitiere  a  iinmnnité.  le  j»aHH»i;e  ou  le  séjony  <le  (en 
trmipes  doit  avotr  <^í<^  Vf^í^nliereiiiftit  «»<dHeití'»  et  aeconli^:  s'il  n'avait  p:is 
ét<*HÍiw¡,  í'espraitnn  «-asile  violation  de  teiTÍt<»iri',  ?ni  aft;»  dMioMtiIit<^.  «|iti 
neHanrait  eTí^eraUfim  drott.  annin  privilegie  en  deíiors  de  eeiix  qtie  íM)nftre 
a  l'eniienii  nne  ;x"PTre  onvertement  dí'flaré»*.  Lor.sqiie  le  ¡lassajT»'  t\f  la  fron- 
íípre  est  le  réniílínt  de  eirconstaníM-s  de  forre  niajenre  et  «'onserve  un  i-araeíé- 
re  i«no<»ent,  rítatoffen*^  ri'ntve  an«.MÍtAt  dans  le  plein  exereire  de  na  son- 
veraiiM'ti^  et  de  «ajnriilietion;  il  ne  nianqnerait  donr  a  auenn  devoir  inter- 
national  en  faisanr  arret^r  et  «lénarmer  len  tronpeH  étran;x<M'**^  T"'  l'*»ulent  in- 
dftnient  hoii  sol  hí  en  r«M-I,iTn;int  dn  chef  de  cet  envahiMsemedt  nne  I(^|(itinic 
répiration.^»    (Calvo.  III.  $  loBO). 

(-)  Savij^nv.  VIIÍ.  <i  íU^a*9.  :MM).  3f?l.— noullenois.  I.  p.  1-14  t.- n^\'ínP8- 
«ean.  V.  p.  VvvaH-i.— Storv*  1 49.— Koelix.  I.  9-21— Merlin.  i.oi.  ^^  VI.— 
üalloz.  Loift.  8K5-aí<S.— Zachariae(M.  V).  1.  v^  2:).— Zachariae  (A.  R).  1-  í  31. 
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los  extrau  jeros,  no  es  aplicable  sino  cuando  se  trata  de  los 
actos  ó  convenciones  ejecutatlos  ó  celebradas  en  el  terri- 
torio de  Oliile.  El  silencio  del  le<;isludor  en  cuanto  á  los 
demás  actos  ó  convenciones  si;i¿^nitica,  no  (pie  él  desconozca 
sn  eñcacia  ni  menos  fine  denie<;ue  la  administración  de 
justicia  á  los  ciudadanos  ó  extranjeros  que  reclamen  ante 
los  tribunales  los  derechos  provenientes  de  tales  actos  ó 
convenciones,  sino  que  acepta  implícitamente  los  princi- 
pios y  reglas  del  derech4)  interriaeional  privado. 

Ninguna  nación  civilizada  niega  ahora  que  el  derecho 
internacional  público  es  obligatorio  á  todos  los  pueblos,  y 
por  eso  cuando  se  originan  controversias  que  conforme  A  él 
deben  resolverse,  los  tribunales  no  vacilan  al  aplicarlo. 
Así,  por  ejemplo,  á  suscitarse  juicio,  civil  ó  criminal, 
contra  un  agente  diplomático  extranjero,  los  tribunales  se 
declaran  incompetentes  aplicando  el  derecho  iniernacio' 
iiál^  auncpie  ninguna  ley  positiva  hubiese  reconociólo  ex- 
presamente la  íiwiolahilidad  y  exterritorialidad  de  los  mi- 
nistros públicos. 

Ahora  bien,  el  derecho  internacional  privado  es  hoy  día 
tan  obligatorio  como  el  derecho  internacional  público; 
pues  la  única  diferencia  entre  uno  y  otro  consiste  en  que 
según  éste  se  dirimen  las  controversias  entre  las  naciones 
como  miembros  de  la  sociedad  universal,  al  paso  que  a<piél 
no  se  retíere  sino  á  los  litigios  entre  los  individuos  de  las 
mismas  naciones.  (101) 


n.  II.  IÍI.—Dt*molomb«.  1.  68-74.— Laureut.  I.  73-79.  81-98.  105-107.  123-140.— 
(1).  C.  1.)  I.  1-5.  9-42.  80-91.  102-106.  12M24.  160-235.  361-445.— Bandrv-La- 
oantiiierie.  I.  72-&>.— Maasé.  I.  521.  522.  532-5at.— Mailher  de  ChaH.sat.  1-211. 
29.  47-54.  58.  76.— Wheatoii.  II.  Il.-(H).  11.  p.  371-385.— Plii II iniore.  IV. 
I-XXX.  CCCLII-CCCLIV.— Calvt».  II,  $  514.524.— Wi-atlaktí.  (^lap.  I.  II.- 
Asser.  1-17. — Fiore.  I.  1-40.— Laiiié.  I.  II. — Weitw.  III.  ehap.  1.  (p.  7-214).— 
Pra<Ut'r-Foderé.  III.  1592-1633. 

(101)  **Stale8  liecoiiiiug,  iiiulor  tlie  1>1<\sí*C(1  iiifliieiice  of  (.'liriíítianity  and  W* 
atti^ndaiit  civilis^.atioii.  inore  and  niort^  impivsscd  \\\X\\  a  dfH'per  .sens«%  of 
national  dnty,  and  with  princip]«íM  »»f  universal  jiistice,  having  rejjard  also 
to  thcir  retriprocal  a<lv^antage8  and  mnt-ual  íntt^retH  (mninae  rU-issitudini»  oh- 
tentu^oh  reviproram  utiíiiatein)  arising  froni  tlirt  inipartial  administra tinn  of 
jnstice  to  tlie  foriágneir  and  the  nativt»,  have  taoitly  agrecd  to  n^cogniase  and 
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No  86 diga  que  ei  derecho  internacional  publico  dirime 
las  controversias  i)or  medio  de  la  guerra;  ya  que  éata  no 
es  el  único  medio  de  dirimirlas.  Las  naciones  emplean  el 
arbitraje,  la  mediación  do  otra,  las  represalias;  y  no  apelan 
á  la  guerra  sino  cuando  tales  medios  son  ineñcaces. 

En  cuanto  al  dei*echo  internacional  privado,  los  ciuda- 
danos acuden  siempre  á  los  tribnnalas,  alegando  en  su  de- 
fensa únicamente  la  justicia  y  los  principios.  Pero  es  ne- 
cesario confesar  que  las  reglas  de  derecho  internacional 
privado  no  son  aplicables  sino  cuando  faltan  las  reglas  ex- 
presas que  cada  nación  fija. 

Inexacto  nos  parece,  pues,  lo  expuesto  acerca  de  esta 
materia  por  Laurent;  el  cual  opina  que  las  reglas  del  dere- 
cho internacional  privado  no  son  aplicables  sino  cuando 
los  tratados  aseguran  su  eficacia.  (102)  De  todo  punto  nu- 
gatoria sería  esta  ciencia,  si  sus  principios  no  surtiesen 
efectos  sino  cuando  hay  tratados.  La  práctic>a  de  las  na- 
ciones civilizadas,  lo  repetimos,  ha  establecido  lo  contra- 
rio; pues  aun  en  los  pueblos  menos  liberales  para  con  los 
extranjeros,  como  Inglatera,  se  les  concede  el  derecho  de 
litigar  ante  los  tribunales,  y  se  aplican  las  leyes  extranje- 


adopt  rertain  coniiiion  mies  and  inAziiiis  of  jurisprudAnce,  lioth  oí  vi  I  aud 
rriniiiia],  Withre8p«íct  to  the  individual  foreigners  Hojoiimiug  withiu  their 
territory,  aud  with  reHpfxit  to  the  oneratiou  therein  of  the  Jaws  oí  a  foreigu 
State.''    (Phillimore.  IV.  III). 

(102)  '^Qnellenue9oit  P  antorit^  que  T  on  recouuaisse  h  ia  doctrine,  toii- 
jonm  «üt'il  qn'elle  ne  pent  etre  oousiderée  comme  nne  source  da  droit  iuter- 
uatiunal  ponitif.  Quand  méme  It  s  jnrisconsultes  seraient  les  urgant*ii  de  la 
consciencie  uationale,  il  sera  tonjoiirs  tres  diflicile,  ponr  ne  pas  diré  inipo;»- 
sible,  que  le  JHge  funde  ses  décisionn  sur  dea  systéuiea  qni  sont  eontradio 
toirea.  Conanlte-t-il  leaauteura  francnÍH,  il  ««?  trouvera  engag^  dan»  lea  in- 
certitudes de  la  diatiucition  des  statuta  réels,  personnela  et  mixtea.  Reoonr- 
ra-t-il  aux  légiatea  anglo-atnerio.ains,  il  appliquera  r^Kulieremeiit  la  loi  na- 
tionale,  et  il  réfuaera  toute  anturit<5  á  la  loi  ótrange'^re  aha  ^ue  lea  intért^ta  de 
sa  natiou  eii^  pourraient  aouffrir  un  préjudire.  Lea  écrivaina  italienR,  au 
contraire,  lui  diront  qu'il  íloít  toujíuira  avoir  ^gard  ala  loi  per^onnelle.  a 
nioina  que  1'  ordre  public  et  lea  bou n es  moeura  ne  aoient  en  oauae.  Si  ponr 
échanperíkcette  rontrantH<5  (Vopiniona,  il  a'adresse  {\  Ja  acienre  alleman- 
de,  il  trouvera  a  pen  prí^a  autant  de  syatí^nies  que  d' anteura.  Voilá  luu^ 
ainguliere  couscience  genérale! 

**Si  lea  loia,  les  oontnmea  et  la  doctrine  font  défaut  au  Juge  appeli^  ii  vider 
lea  conteatatioua  intornationalea,  il  ne  reate  que  lea  traitéa."  (D.  C.  1.  I.  36). 


276 


ARTÍCULO  14 


ras  que  rigen  el  acto  ó  contnito,  en  cuanto  no  se  o|>on|;an 
á  las  instituciones  especiales  del  Kstatlo.  (103) 

228.  Según  Westlake  (104)  el  derecho  ínternaeioniil  pri- 
vado consiste  en  el  conjunto  de  reglas  que  sirven  para  de- 
terminar qué  ley,  entre  varias  de  distintas  Daciones,  es  la 
aplicable  á  la  respectiva  controversia.  Esta  definición 
nos  parece  la  mejor  de  las  que  se  han  dado  sobre  la  ma- 
teria, (105)  y  ella  es  del  todo  conforme  á  las  doctrinas  de 
Savigiiy  (lOíJ)  y    Phillimorc^  (107)  quienes  afirman  que 


(103)  ''lu  Eiigland,  tlie  aubjíTts  <>f  tlie  others  States  of  Chir8t**inloiii  have 

lieaii,  speakiiifí  gí^iierally,  K<'V**rut*íl nn  tlit^  sanie  priiicipleaof 

Jaw  as  ht*rowu  sul»¡<M'ts  of  Síoílaud  and  of  her  Colon íi'h.  'The  iug  yentium 
(suid  an  euiiniMit  KnjílÍ8li  civiiian  and  .jndír»^  in  the  last  centnry)  is  tlio 
law  nfovfvy  country.' 

"Tlu' sanie  may  l)e  predií-ated  ofotlier  States.  eMj>ecialIy  of  Prnssia.  Init 
\iot,  as  wilJ  l»e  seen,  witliont  great  diMluctionn,  <»f  Franro. 

•*And  it  niay  he  ahsi-rved  that  tliis  hranch  of  Jnrisprndence  lias  heeii,  ainl 
is  heing,  moro  s<'ii'ntiíirally  develojHíd  thau  «ithrrs,  hv  jiidge»  aiid  hy  jur- 
ists.  It  is  a  niattiT  f.n*  vejoicinjj:  tliat  it  has  escsiped  the  l*roernstean  treaí- 
nienr  of  posírive  legislation,  auil  has  heoii  allowed  to  grow  tu  its  fair  ]iro]M)r* 
tions  nnder  the  inllnonee  (»f  that  scienei*  whi<'h  works  ont  of  í-oiisrieme. 
rea»on,  and  í»xperienee  tiie  great  prohltíni  ofliRW,  orCivi]  .liistire.  Tht» 
jndgewho  lias  to  decide  l»y  what  Law  a  partienlar  Jiiral  Kelation.  whioh 
comes  into  contact  witli  the  laws  of  divers  States,  shall  be  goveTne<1,  oiight 
to  apply  to  this  contested  .hiral  Kchition  tliut  h>cal  positive  laW  to  which 
it  is.  in  its  trne  natnre,  pvoperly  snhje<'t  cir  appertaining,  withont  disiin^- 
nishing  whí'thcr  íiíat  law  i>e  the  law  «d'hlsown  or  ofa  Foveign  Stat*». 

**Tlie  State  oiight  topeiü'it  itsjndge  to  treat  the  Foreign  Law  as  one  of 
tlit^iiOUTí-e»  froni  wiiich,  in  tlie  luirricnhir  ca8«  hefore  iiim,  he  i»  tu  «lerivejns- 
tice.  It  í>nght,  asliovd  Stoweil  ohsíTves.  to  make  it  a  principie  of  its  owii 
law  to  adopt  tliolaw  of  Ihe  foveigner."     (l*hillinu)re.  IV.  X.  XI). 

(104)  í'hap.  I. 

(lOó)  ''On  appelle  droit  interiiatiunal  pi'iv<^  (in»  (fCMiiiim  jn^valnm) 
Tensi-nilile  de  regU's  d' apvcs  les([nclles  se  .jng«nt  íes  eonflicts  entrí» 
Ití  dixjit  privé  i{^y^  diverses  nations;  en  d' antres  t^írmes  le  <lroit  iii- 
tevn:itional  ]»rivé  se  cíimpose  des  regles  relatives  a  1'  apHcation  des  Ioíh 
civiles  iMi  cviniinelh's  d'  un  fitut  dans  le  territoire  d'  nn  fítat  <^ivangi*r.'' 
(F.»elix.    1.    I). 

The  colle<'tion  of  mies  ftir  determiuing  the  ccnillicts  ht^tween  the  civil 
and  criminal  laws  of  difftrent  States,  is  callwl  private  intemAtionnl  law, 
to  distingnish  it  íVom  pnhlie  international  luw,  which  regula  tes  the  r»^ 
lations  of  States.''     (Wheaton,   11.   II.   ^   1). 

( lOt))  La  plnpirt  des  antenrs  íjiü  ont  éciit  snr  cette  niatier«  s*  occnpeut 
exclusivement  «les  collisious  coniuie  dn  seni  priíhlenn'  qn'  ila  aient  :\  réj«ni- 
ílre.  et  lela  a  leiir  grand  piéjndice.  Voi<i  plntot  la  íiliatiojí  natnrelle  des 
idees.  Ponr  les  regles  dn  «hídt  on  deniaude:  «inels  sons  les  rapiiortsdo 
«Indt  soninis  á  <es  regles?  pour  les  rapports  de  droit:  si  qntdles  rí-gíes  s<»nt- 
ils  smnnis?  La  (jnestion  relativi*  anx  limites  de  F  empire  des  vegjes,  et 
anx  difíicnltéH  (pie  pent  sonlever  la  demarcation  de  ees  limites,  on  les  lol- 
lisions,  s<m  de  lenr  nature  des  (¡nestions  snhoidonnées,  et  8ei:ouduire8.'' 
(VIII.  ^  :ui). 

(107)  "Prívate  International  Law  has  heen  generally  discnssed  in  treat- 
jses  heariug   the  titl«    <»f  Commentnrif^n    upon    the  CMlision   or    Confticl  of 
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el  problema  del  derecJií>  internaciomil  privado  consiste,  no 
en  dirimir  el  (*/Ouflicto  entre  varias  leye^i,  sino  en  determi* 
nar  precisamente  qué  ley  es  la  aplicable  a  cada  contro* 
versia.  No  siempre  hay  conflicto  entre  }a%  leyes  de  dos 
ó  \\\6a  naciones;  pues  en  cierto»  ca^a  el  derecho  posi- 
tivo  determina  qué  ley  e6  la  aplicable,  y,  en  otros,  la 
aplicación  depende  de  la  voluntad  expresa  de  las  partes. 
Si,  por  ejemplo,  dos  chilenos  hubiesen  contratado  en 
nación  extranjera,  estipulando  que  la.s  diferencias  prove- 
nientes del  contrato  se  dirimirían  según  las  leyes  y  jmr 
los  tribunales  chilenos,  claro  es  (pie  entonces  no  hubiera 
ni  sombra  de  conflicto. 

La  parte  <lel  derecho  interiuicional  privado  relativa 
sólo  á  las  materias  civiles,  y  en  la  que  debemos  ocupar- 
nos exclusivamente,  se  denomina  con  mucha  propiedad 
por  Laurent  derecho  civil  internacional. 

A  causa  de  las  frecuentísimas  comunicaciones  entre  los 
imeblos,  diariamente  se  presentan  dificultadles  al  deter- 
minarse la  ley  aplicable  á  una  controversia  jmlicial.  Un 
chileno  ha  contratado  en  otra  nación  con  un  extranjero, 
y  le  exige  en  Chile  el  cumplimiento  del  contrato.  iQuó 
ley  será  entonces  la  aplicable?  (108) 

LntTM,  n  moAt^  of  tr^ntinff  the  «nbjret  Whirh  is  cfrtaiiily  not  philosoplnr- 
al.  AccMinliiif;  to  Savij^iiy,  Th«  natiiTal  ortlor  of  thiiikiiiji^  !ij»oii  tlii-  »nl>- 
jt«rt  \h — fo  fl«k,  n«  to  tile  rul«of  laW  to  h<»  ap]i1¡e(].  the  mie.stioii  What  i.h  tlie 
jaral  ivlnriotí  which  it  is  to  «jovenif  Ah  totln-junil  Mjitlnii,  T«>  what 
riil»«  of  law  i»  it  Mnbject.  or  (lrn»H  it  hf»loii;r*  The  piKpiiry  <'oii<*eriiin«:f  th« 
flifHí'iiltics  atul  disputes  arioiiig  ft'om  thn  «leniareatioiis  of  thene  littiits,  or 
froiii  cotliaioiiH,  is  in  its  nafrnre  a  spcíoinlarv  aiul  Hiibordiiiato  enqnirv.*' 
(PhiUimore  IV.  VII). 

(108)  ''DaiiH  1111  ]i«n  dét€»riiiiii^  k' ^IM'e  nii  prooen  Mir  1' ex<^<íiition  iV  nn 
eoiitrat.  im  mir  ]a  propri^tá  ir  míe  chone.  Mai»  l«  froiitrsit  a  6té  pa.sa<(.  Ja 
c'hoü»  iiti^irnse  Hvt  tmnv^  flaiis  iiii  Iíhu  antrn  f(iif4  oeliii  dii  tribunal.  «ít  oeti 
deiix  local it<'tf  oiit.  un  (Iroit  territorial  flitYéreiit.  KnHuite  lea  partios  }H^t\' 
vent  étre  )»er  lonnellt^ment  souniiHes  á  la  jiiridietion  <iu  tribunalf  011  n  nn«^ 
ineniH  juridictioii  étrangere,  ou  bien  encoré  á  den x  jnridictioiiH  étranK^n>H 
ditíérente8.  Leripport  de  droit  litij^ÍHiix  t^tant  en  «•ontact- avec  ton»  ce?» 
drpíttf  l4»«anx,  d' aprea  t|Uel  droit  le  procí'S  ibdt-il  efcrejiiff^f  Tel  eat  le 
HHUs  de  la  qneation  de  collialon  daiis  son  appli<'ation  anx  droit»  territo- 
vianx."    (Savi^ny,  VIII.  $  846). 

''Le  C'OiiHict  «'  a^^ave  «piand  len  lois  ditter«^nt  non  aenlement  qnant  a  la 
oapacitó  dea  persounes,  mala  quant  aux  biens  qai  f'ont  F  ol>jet  du  faít, 
ooudUioiis  iutrinscquea  et  foi'mes  iuatrnnieutaires.    Trola,  qnatre  loia  peu- 
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229.  Entre  !os  romanos  apenas  si  se  conocían  las  reglas 
concernientes  al  derecho  internaciooai  privado.  Sabido 
es  que  las  leyes  dividían  los  habitantes  <lel  imperio  en  ciu- 
dadanos, latinos  y  peregi*inos. 

Tenemos  datos  inequívocos,  sum¡nistrafh)s  especialmen- 
te por  Gayo,  de  que  los  peregrinos  estuvieron  sujetos  á  la 
ley  de  la  nación  á  que  pertenecían.  (109) 

Esa  diferencia  de  ciudadanos,  latinos  y  peregrinos  desa- 
[>areció  cuando  Caracalla  declaró  ciudadanos  á  todos  los 
subditos  del  imperio.  (110) 

A  los  extranjeros  (llamados  bárbaros  por  los  romanos), 
no  se  les  concedió  ningún  derecho,  y  por  lo  mi^mo  no  po- 
día haber  conflicto  entre  los  límites  locales  de  las  leves. 


veiit.  81"  t  ron  Ver  eii  con  Hiél:  lu  luí  niitioiialtd,  la  loL  <le  la  HÍtiíatioii  den  iiu- 
iiiiirhJos,  la  loi  Olí  las  lois  dii  «loniicile  defl  partien,  la  loi  dii  lien  oü  V  íícUí 
aiitlieiiti([iie  ou  HUI18  Heiu>;:  privé  eMt  pasHÓ.  Kiiíiii  un  deniier  ólÁiueiit  peut 
rliaiiger  tontas  1«'8  rAji^les:  h'  nf^it-il  de  Ioíh  (¡ni  i»e  íoiit  qn«  prévoir  1*  iiiton- 
tioii  dtíH  ))artieH  C(>iiti'artante8,  oii  doit  laÍH8pr  dt>  coto  le8  distipitious  di^ 
iiatíoiialitt^,  de  doinicilp,  dnsitiiatioii  des  liieiis,  pour  h  en  teñir  exclnaive- 
nieiit  a  la  volontéf  8*  agit-il,  an  runtraire.  de  loÍ8  qui  intéressent  les 
droitsde  la  MíL'i<^t6,  elle8  dominent  t<»n8  les  8tatut8,  niais  qnels  soiit  ees 
droitaf'    (Lanreiit,  D.  C.   I.  I.  10). 

(109)  '*Itein  in  poteslate  uostra  auntliheri  nostri,  quos  iiiatis  nnptiis  pro- 
creaviinn8.  Qnod  ins  proprinuí  civiuní  Komanornnj  est;  íVre  enini  nnlli  allí 
8nnt  honiines  qui  taleni  in  rílios  8U08  haUent  potentatem  qualein  nos  habe- 
niii8.  Idqnedivi  Hadriani  edieto,  qnml  propo8uit  de  hi8  qni  MÍhi  Iil>«ri8- 
qne8UÍ8ali  eo  eivitatein  liouianuní  pe  cbant,  8Í^niricatiir.  Xee  me  praiete- 
rit  Galatarnui>i;euteni  credere  in  potestafe  panMitmn  liberus  e8Si5/'    (I.  ño). 

"Sed  inipnlK'resqiiideni  in  tutela  e8Ke  oniniuní  civitateni  inreeontiugit 

(T.  189).  A]»ud  peregrinos  non  siniiliter  ut  apuduon  in  tutela  sunt  feniinae; 
Hed  tauí^n  ))leruuique  quasi  in  tutela  sunt:  ut  ecce  lex  Bitliyuoruní,  si  quid 
niulier  contraliat,  niarituní  auctoreni  esae  inbet,  aut  tílinni  eiua  pnberem. 

(I.  19iS) aetateni  pt^rvenerit.  in  qua  rensuas  tueii  possit;  sieuti  apnil 

peregrinas  gentes  eustodire  superius  indioavinris."  (I.  197). 

*'Praeterea  liiterarnm  obligatio  tíeri  videtnr  ebirigranhis  et  syngrapliLs, 
Í4l  est,  8i  (|UÍH  deberé  se  aut  «fatoruní  se  scribat;  ita  scilieet.  si  eo  nomine 
rttipnlatio  non  fíat:  quod  genus  oldigationis  propriuní  {leregrinoraiu  est." 
(III.  m). 

(110)  'In  orbe  Koinano  qui  sunl.  ex  Constihitione  luiperatoris  Antonini 
eive«  Roninni  ettecti  sunt.'    (í).  1.  V.  17). 

*'Tbe  sentinieuts.  and.  inleed,  ihe  situation  of  C'araealla  Were  verv  dilFer- 
ent  froni  tliose  nf  the  Ant<mines.  Inatteutive,  or  ratber  averse  to  the  welfarn 
of  bis  people,  befonnd  liiuisrlf  nnder  tbe  neí^essity  <>f  gratifyiug  tbe  insa- 
tiate  avariee,  whieh  be  liad  exeited  in  tbe  anny.  Oí  the  several  imiK»*i- 
tions  introdueed  by  Augustus,  tbe  twentietb  on  inberitances  and  legacies 
was  tbe  most  fruitful,  as  well  as  tbe  most  oomprehensive.    As  its  inüiieiic^ 
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230.  Giiaiulo  la  caidu  del  imperio  romano,  los  bárbaros 
del  uorte  establecieran  como  principio  qne  cada  iudívi^ 
dúo  estaría  sujeto  á  las  leyes  de  su  nacionalidad,  y  enton- 
ces tampoco  era  posible  conflicto  algnno  entre  las  lej^isla- 
ciones;  pues,  encaso  de  controversia  judicial,  la  única  ley 
aplicable  era  la  do  la  nación  á  que  el  reo  pertenecía.    (111) 

Continuó  tal  estado  de  cosas  durante  cinco  siglos,  y 
i'onfiin«liéndose  desiniós  las  razas,  y  establecido  el  feíula- 
lisnio,  hubo  una  reacción  (pie  surtió  el  efecto  de  que  las 
leyes  fuesen  meramente  territoriales,  esto  es,  que  cada  Es- 
tado aplicaba  sólo  Uvs  suyas,  ]»rescindiendo  absolutamente 
de  las  leyes  de  los  otros  Estados. 

Esa  reacción  fue  natural,  pues  la  soberanía  era  inheren- 
te al  dominio  del  territorio,  y  cada  barón,  que  se  hallaba 


WJ18  ii(»fc  eoiiíiuetl  to  Koincor  Italy,  tlie  produce  oontiuu»Ily  iin-reaswl  with 
the  (^'«idiial  extensión  of  the  Román  Cilff.  The  new  iútizens,  thou^h  charg- 
ecl  OH  t*r|ual  terniM,  with  the  paynieiit  of  nt^w  taxes,  which  had  oot  atfectt'cl 
tlieni  a»  Hiibjeetü.  (U*rÍY«Ml  au  ampie  coin|»euMation  froni  the  raiik  thcy 
obtaiiie<l,  the  privilegc^  thuy  acqitired,  antl  tlie  fair  prospect  of  liouoitrd  aud 
fortune  that  wai>  thrown  opeu  to  thnir  ainhition. 

''Biit  thH  ¿ivonr  which  iniplied  a  distinctioii  wan  lost  iu  the  prodigality 
of  CaracaUa,  and  the  relnctaut  proviuciiil.s  were  compellnd  to  assnme  the 
vaíu  title,  and  the  real  obiigationn,  of  Roinan  citi/.eni.''  (Gibhon  I.  VI. 
p.  IW). 

(lll)  "Líirsque  h'sííoths,  hi8  Iíourguign(»ns.  Francs  et  les  Lonihanls  fon- 
dt^reiit  de  nonveanx  l^tats  oh  his  Romains  ne  eonserverent  idiiH  ni  doniina- 
tion  ni  infliiHore.  cea  barbaren  ponvaient  traiter  les  vaincns  d«»  diff<^rent<*s 
maniérca.  lis  ponvaient  anéantir  lanation  en  exterininant  on  i'n  assi^rvis- 
»ant  tous  les  homntes  1  i bres:  ils  pcnvait'nt  eiicon'  hí'  V  incorporcr  en  Ini  iin- 
|K)sant  leK  nioeurn,  la  constitntion  et  les  lois  dt;  la  (lertnanie.  Opendant, 
rieu  de  tout  cela  u'arriva;  car  ai  une  fonle  de  KomaiiiA  furent  tn<^9,  chaM8<^H, 
íMiróilnitM  cu  eschivage,  ees  riguer»  n'attHÍgnirent  que  les  individus,  et  ne 
furent  jamáis  dirigéen  coutre  la  niassn  dr  la  nation,  d^ajircs  nn  plan  unifor- 
me. I^oin  de  la.  ccMifundues  sur  lo  nir*nu*  territoire,  les  deux  nations  con- 
serverent  des  nioeurset  des  lois  distinctes  qui  eugeudrérent  cette  espece  du 
droit  civil  appf'l<^  droii  pfírHonnfl  ou  loi  perHouneür^  par  opposition  nn  «Iroit 
territorial.  ()'»íst  un  princi)»i^dHs  temps  nu»;l;-rnc.s  qiii  le  droit  ce  «l^teriui- 
nv  par 'le  territoire,  vt  qu'il  rógit  les  prnprl<'ti\s  «t  b's  contrats  de  tous 
cf ux  qui  V  babiteiit;  sous  ce  vapport,  les  citíiycns  diíVcreut  pt^u  des  ctian- 
gcrs.  ct  1' origine  nationale  u'a  aui-unt^  influt^ucc.  y[\\\H  au  uíoyeu-rijre  ¡1 
en  (^tait  autrcnnait:  dans  le  ni>ine  pays,  datis  la  nicnie  víUh,  1**  Lonibard 
vivait  d'aprcs  la  loi  loní!»ardc,  le  Komain  íPaprcs  la  ioi  romaine.  1/ cs- 
prit  des  bus  persouuelles  i^guait  cgalt*ui<'ut  parnii  Irs  individus  des  diver- 
ses tribus  g.^rmaniqíics,  et  lus  Fraucs.  le<  liourguiguuiis,  b'sCiotbs.  vivaicnt 
sur  le  nr'TUt^  sol,  chacMU  d'a¡>rc4  son  drnlL  Aiusi  s'^xplicpie  le  )iasH»ge 
Kuivant  d*  une  K'ttTi*  d' Agobartlu'»  á  IjfHíis-h-IMbonnair.*:  'On  v<»¡t  sinivcnt 
cnuverser  cus'uible  cinq  pí*rsouuei  dont  aucune  u'obóit  aux  nii-nuís  loia" 
(fciavigny.  H.  I.  J  3(>). 
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en  pugna  con  los  (lomás^  nojii/.gaba  sino  por  las  leyes  ó 
fueros  de  su  feudo.  (112) 

231.  El  paso  de  la  persouaUdad  á  la  territoi*ialidad  del 
dtírecho  tiene  grande  importancia  en  la  ciencia  de  los  lí- 
luites  locales  de  la  ley;  pues,  transcurrido  poco  tieiniio,  hu- 
bo de  acudirse  a  la  doctrina  de  los  estatutos  (113)  para  di- 
rimir las  controversias  enti*e  los  ciudadanos  de  diversos 
pueblos. 

Si  bien  en  la  niiiyor  parte  de  los  feudos  los  individuos 
l>ermanecían,  por  decirlo  así)  arraigados  al  suelo,  y  no  ha- 
bía por  lo  misuio  conflicto  entre  las  legislaciones;  las  re- 
públicas italianas  (114)  florecientes  ya  en  la  edad  media  á 
consecuencia  del  comercio,  se  conjunieaban  con  los  demás 
pueblos,  y  de  ahí  los  conflictos  entre  las  respectivas  leyes. 

232.  -En  esa  época  se  difunílió  en  Italia  el  estudio  del  de- 
recho romano,  y  los  glosadores  establecieron  cátedras  para 
explicarlo.     Se  les  llamaba  glosadores  porque  en  las  com- 


(112)  ''Quaiul  les  peuples  anxqní^ls  a' iif»p1i(|naieiit  l«s  «Iroits  persoiin<*l!i 
ourent  diííparn,  et  qutí  lenr  inólanj^e  cut  eiifaiit<^  dt»  nouvell^s  nations.  Ifs 
clroits  ppMonnels  flt»»  anciens  peiiple**  drirent  aiissi  ilispariiltre.  Or.  roiri 
coriuneiit  la  cIiosb  arriva:  l«  sy.^ítí'me  fíoilal  <'oiifi)udit  les  diversas  trilms  «•! 
tiii  fit  luie  nation  roniposí^e  dt*  serls  et  ile  vassanx.  Le  droit  fóodal  avait 
einpninté  la  pliipart  <l»í  sb*sdisj>!>siri()iis  anx  droits  perHinnels  qn'  i  I  reinpla- 
va,  iiiais  roriffiíie  ])evíl¡t  tonto  iiiHiieiice  qiiaiid  cliacini  devint  «^n  iiain- 
saiit  vassal  d' mi  seigiieur,  et  non  mernlrre  d'niif  nation."  (í.anrent.  \}.  C 
I.  I.  113). 

(118)  "Dans  ^on  arejitation  primitive  le  nif)t  /iVítni  Sí*rva¡t,  aii  nioyen  a.s:»'. 
a  dónií^ner  les  lois  p;irticiilieres,  mun cipales  oii  ]»rovin<'ialí"».  qni  ;4:oiiv»-r- 
naient,  en  Italie,  telle  ville  on  telle  provincí*.  et  fa-ssalr  aínsi  antitlíi'se  ave»' 
\v  niot  loí.  Hons  It-qnel  étaient  coinprisps  toutcs  les  dispositions  d'int^rí-t 
íí<^n»^ral,  tí^^^issafít  le  ten-i toiiv»  ton t  enticr;  <•' est-;\-dire  le  droit  voinaÍTi  on 
le  dt'oit  Irnnlíanl  considéri^  coninif!  l«^»¡;ÍM|:ition  de  droit  conininn.  I.a  tluMi- 
rie  dns  statnts  a  d<Mu*  en  ponr  <»!»¡i't  prinfipal  a  Tovij^in^  d*  n^.mmdr.»  !■-* 
eortllii'ts  nés.  daiis  1' i^temln;^  d' nne  m^Míie  sonvevainett»  politlqnf.  d»*  la 

«•ontrarií^t»»  <it*s  le«íislations  locales Kn   deliors  de  sa  sij;nif1<-;iti(in 

ori;^lnalre  et  i\^stivinte,  1«»  inot  «/////í  f)rit  done,  en  r -tt^  niatii*iv,  nn  sens 
lieanconp  pins  (^rendn:  il  devint  svnonvnie  <!♦'  loi.''  (VVt^iss.  III.  ídian.  I  í  I. 
p.  10.  11). 

(114)  ''Lí'  ré^jiíHf  froflal  ví^íí:nait  parfont,  Jnsí|ne  dans  la  patrie  dn  droit  rn- 
inain;  leslivresdfs  tíeí%  tnr^nt  n'di«í<^s  en  Italie.  TontHfois  nn  anrre  í^lé- 
nient  Hnit  par  dfiminer  la  f«*o<lalit<»;  le  connnerce  et  rindn«*triae  prirent  un 
d«^vülop]>einent  ?nerv»'illenx  dans  li^s  iMt«^s  italiennes,  qni  liientot  devinteiit 
ílí's  r.^pnhliqní^s  ind<^f)  Midan ti*s.  De  h'i  ini  inonvenienf  infellt^ctnal  inroniin 
dans  le  restedc  r  Knrí»pe  féodalr.  L'  Italie  fnt  le  tliéatre  de  la  pivniieie 
renaissaiHíe.  relie  déla  stái-nce  dn  droit,  íi  laqnelie  les  «jjlossatenrs  attacli^r- 
ent  liMirn  »:n".     (Lanrent.  D.  C.  I.  1.2.)) 
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pilaeiones  de  leyes  ponían  notáis  6  glomn' uchirsítoriH^  y 
aunque  después  extendieron  sobre  modo  los  comentarios, 
éstos  se  denominaron  siempre  glosas,  y  sus  autores,  glosado- 
res (115);  nombre  que  conservanni  toilos  los  intérpi'etes  del 
derecho  romano  desfle  el  siglo  XII  hasta  el  XVI. 

El  mas  notable  de  los  glosadores  fue  Bartulo,  (jue  al  co- 
mentar las  [)alabras  ciuictos  poimlos  (110),  con  que  comienza 
el  Lib.  I.  tit.  I.  del  Código  de  Jnstiniano,  bosquejó  la  di- 
visión de  los  estatutos,  en  personales,  reales  y  mixtos.  (117) 


(llfi)  "DaiLS  l'or¡«jiiie  las  ¿iloíit^s  éhiieut  (l«  oourt»\s  explicatioiis  fV  un 
niot  di ffitqle.  ]>líiccf.s  entre  li'8  l¡<{]ie8  dii  texte  (gloses  iuteiIiiK^uirei*).  oii 
l»íí*n  <l»'8  expliration»  plus  í^tHiulnes  et  placees  mi  iu:irge  qui,  \>vn  h  peii, 
fofiDfTeut  uueertpt^cede  coinuieiitairü  perpt'tuel.  l>e  la  ausni.  retyniologitt 
(Xniíwf  glose.  <r/o/rf  qui.  «laimles  niH-ien.s  jrrauíinairieiKS,  dósiguait  une  ex- 
preHHÍon  iniíitelligible  ou  ohscnr»',  re^'ut  par  hiHuite  une  douMe  exf«*nsi(>ji. 
Í)'alíoril  on  appela  glose  T  interi>rótatirni  de  <•«*  niot  iiiintclligíMe  par  un 
iiiot.  eoniiu  ef  synonynie,  pnis  ou  appela  glo-'e  to:it  cíunen taire,  nieine  celui 
qui  avait  pni;r  objet  iion  le8  nnits  (lu  texte,  nuiis  le  fond  des  ehoses.  On 
ijtriu>re  si  les  auí-ieus  auteurs  latinsdonnaient  d(^ja  au  niot  glose  la  preniieve 
extensión,  niais  Isidoro  hi  Ini  doune  foru»ellenn*nf.  Ce  norn  ronvrnait  done 
tres-hien  aux  exi)l¡eationsdu  text**  qui  faisait^nt  les  preniit-rs  Jurisconsultos 
ílf*  Bologiie:  Irnerius.  par  exaniple.  I>orque  ee.H  ex[iliíati<«is  Ijttérales  se 
frirent  ehangííes  ]>or  degrí^s  en  de  v<^r¡tal>les  eonnnentaires.  ¡1  n'ótait  i>as 
iiioiiis  naturel  de  leur  conserver  le  noin  <le  ghisn  ('e  dcrnier  seiis  (pü  s'  etoi- 
^iie  heanconp  dn  sens  primitifétait  deja  bien  i^taMi  an  douzionie  sie<l«'.  On 
iiedoit  pas  non  plus  ouhlier  Tanalogie  cjue  ju-í^sentaient  le  noni  de  la  glose 
ordinaire  et  la  gloMe  interlin<^aire  de  la  B¡ld«*  dontla  preniiere  dtait  g^n(^ra- 
le«rnent  r^pandne  des  le  niilieu  dii  neuvieine  sieele.  ninníot  ]».*ir  une  pvou<)n- 
rintion  plus  doñee,  d<'  (jlonna  on  üí  (jlona^  forme  qui  «'est  couservóe  dans  le 
iiiot  frani^'ais  glose  et  dans  les  nioí«  italiens  chiotta^  (jhioHd  et  fflona.  IVut-etve 
eneore  par  une  errenr  de  eopistes  ou  |)ar  une  íausse  (^ívuiologie,  de  jfhmuía 
íi-t-oii  ftiit  clausular     (Savigny  II.  III.  $  2)1). 

(116)  **l)e  Sninma  Trinitate  et  ñde  C'atlioliea,  et  nt  nenio  de  ea  Pnldiie 
«•on tendere  audeat." 

'V/inr/«Kpoj>/i/««  quoselementia"^  nostrae  regit  iniperiuní  in  tali  volunius 
religione  versari  quam  divuní  Petruní  Aposíoluui  trjididisse  Kouuniis  reli- 
ólo nsque  adhiic  al>  ipso  iusinnata  deelarat.'*    (Cod.   Lib.   1.  tit.  1). 

(117)  Como  es  en  extremo  rara  la  obra  de  Bartulo,  y  mny  euriosoel  eomeii- 
tarío.  prest4imos  un  serneioíí  nuestros  lectores  insertando  el  extracto  beelio 
por  Phllimore. 

DK  8í\\ÍMA  trinitate.— /¿«¿ríe.  Ux  Prima 

1.  Kelativnm.  7>/M,  p<Mutur  dwlarative,  angmentative,  et  itjütriutive. 

2.  Lex  iioii  debet  esse  de  ludibrio. 

8.   Verbtun,  rolo,  (|uando([ne  indueit  díspositionem. 
4.  K»'lativuin,  quis,  vel  qui,  est  relativum  snbsíantiae. 
íí.  Keligio,  qui)  ni(»do  suniatur,  et  quid  iiobi.s  aíl'erat. 

íí.   rsru'ae  íjUMUíbi  j)ossunt  demente  et  Víduntate  inris  eivilis  exigi  et  nt 
iuíen's.se  peti.  Xu.  S. 
7.  Minus  lualum  inrmittitur,  ut  i-vitetur  m:iius. 
í>.  Deuieutia  alia  vcrn.  alia  fíí'ta. 
1(>.  Ar^uiu  Mituiu  d"  pTÍuvo  ad  hacrcricuní,  quau(U)  proewlat. 

36 
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Después  de  los  glosadores  vienen  los  estatutarios,  entre 
los  cuales  fueron  los  más  notables  Pablo  y  Juau  Voet, 


11.  Haereticl  hodiesniít  iiifunien.  etr«>pellniitiir  a  testimonio. 

12.  Infames  de  tacto  quuuflo  |>os8iuit  tf.stíHi'ari. 

13.  Haeretici  quíi  poeua  piiniantnr. 

14.  8tatiitiun  loci  (•oiitra<'tíiH  <pioa(l  soleiiniitatt'in  eiiis  attendittir. 
ir>.  Qiioad  ordinein  (¿ordinatinneiti)  litis  iuspicitiir  Icnmih  indicii. 

IH.  Locus  contractíiH  civt^a  diihia,  iinae  orinutiir  ttMnporc  couti'iU'tü»,  h*- 
«'undnm  natnraní  ipniíis  iiiHpicitnr,  talJit  in  dote.  Nn.  17. 

18.  St4itiita  qiiaenam  cirt^adnlda,  (piae  ovliiiitiir  ]H>8t  contractiim,  propt<'r 
ne^Iigeutianí,  v«*I  moram.  atteiidantiir. 

19.  Statntnm  loci  vuri,  í|uo}ul  lurriiiii  dotÍ8|  inspieitur. 

20.  Restitiitio  ex  laesione  couti^cnto  in  ip8o  rtMitractii,  <iiiando  )>etitiir. 
quod  statntam  attendatnr.  ForensÍH  deliquenn  inloco  secundnut  qiiae  hXh- 
tuta  puniatnr. 

21.  Statntnm,  nnod  tesfainmitiim  coraní  duolms  testilHi-i  poS8Ít  Hrri,  va- 
let;  et  Nn.  22.     Ltan  ooniprehendant  forcnseni  ihi  testantem,  Xn.  24 

23.  SolemnitaH  pnblioandi  testanientuni.  potest  per  statntnm  minui.  et 
mntari. 

25.  Statntnm  cvirra  ea,  qnae  snnt  volnnt.nriae  inrisdictionis,  comprehendit 
forenses. 

26.  Statntnm,  quc»d  filinsfamilias  possit  testari,  non  i'omi>reIu'ndit  filins- 
ñimilias  ibi  testantem. 

27.  Statntnm  nbiresest  sita,  servari  debet. 

28.  Statutum,  et  <on8netndo  laicornm.  qnando  1  i  gen  t  elencos,  et  servari 
debeant  iu  cnria  episcopi. 

29.  Statnta  contra  privilej^ia  clericornm  dienntnr  esse  contra  libertatem 
eclesiae. 

30.  Consnetndo  laicornm  in  bis.  qne  pertinent  ad  procesnm,  servatiir  in 
l(M*o  eclesiástico. 

31.  Statntn  i,  qnód  testamenta  insiunentnr,  lif^at  clericos. 

32.  Statntnm  qnaudoq^ne  norrigit  eftectnm  extra  tevritorinm. 

33.  Statntnm  qnod  filio  lemina  n»»n  snccedat,  <iini  sit  ]>robibitorinni,  et 
odiosum,  non  traliitnr  iu\  bona  alibi  sita. 

34.  Statntnm  permissivnm  qnando  babea  t  locnm  extra  territorinm. 

35.  Instrnmenta  coufecta  a  notario  extra  territorinm,  facinut  nbitpie 
fidem. 

36.  Testamenta  conditnm  coram  qnatnor  testibns,  s(*enndnm  dispositio- 
nen  statuti  loci,  valet,  etiam  qnoad  bona  sita  extra  territorionm. 

37.  Lex  potest  faceré,  qnód  qnis  de<!edat  pro  parte  testatns,  et  pro  parte 
intestatns. 

38.  StJitntnm  habilitans  personam,  qnando  trahatur  extra  territorionm; 
et  Na.  41. 

39.  Aclus  Yolnntariae  inrisdictionis  non  possnut  exerceri  extra  inrisdic- 
tionem  conceden tis,  qni  sit  inferior  a  prinídpe;  Nn.  40. 

41.  Aditio  haereditatis  p<»rri>>;it  effectnm  snnni  extra  civitatem;  et  Nn.  43. 

42.  Consnetndo  Angliae,  c^nod  primojTcuitns  snccedat  in  ómnibus  bonis, 
qnaudo  trahatnr  ad  bona  alibi  sita. 

44.  Statutnni  pnnitivnm  onaudo  porrina t  elfectnm  snnm  extra  territorinm. 
46.  Deliuqnens  iu  loco,  emcitnrae  inrisdictioue  loci. 

46.  Forenses  dno  existentes  in  exercitu  Perusino,  si  in  territorio  Aretino 
delinqnant,  poternnt  pnniri  per  potestntem  Pemsii. 

47.  Statntum  pnnitivnm  simpliciter  loqnens.  fjnandocomprebendat  civeni 
fVlinqnent^m  extra  territorinm,  ad  hoc,  nt  possit  contra  enmprocedi,  et  pn- 
niri secnndnm  statnta  snae  civitatis;  et  Nn.  48. 

49.  Cántela  in  fornjanda  incpiisitione  contra  civcni  deliqnentem  extra  te- 
rritoriuní. 

50.  Poeua  imposita,  qnando  extcndat  eftectnm  snnm  extra  territorinm  in- 
dican ti  s. 

51.  Pablic.itio  bonoru;n  an  cxtendatur  mi  hmií\  alibi  sita.  Kt  ad  qnem 
domiuum  pertiueant, 
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Hiibero,  Duinoulin,  D'Argentré,  Boulleiiois,  Rodemburgo 
y  Bouhier.  (118) 


La  seccióu  14*^  principia  como  sigue: 

'^Niinc  veuiAmiiB  ad  Uloss.  quae  liicit  Quod  ai  Bon.  &c.  ciiius  ocoasione  vi- 
dtiiida  siiiit  dúo,  eb  primó  utrnin  statntniu  porrigat  eactra  teiritorinm  ad 
non  subditos — ,  secuudó  utrnm  eitectus  statnti  porngat  extra  teriitorhtni  sta- 
tneiitiuiii. 

**Kt  primo  qnaero  quid  de  routractibns.  Pone  con  tractnm  celebratum  \*tK 
aliquein  foreiisem  in  hs^o  ci vítate,  ]itigium  ortum  est  et  agitatur  lis  in  loco 
f  >rigims  contrabentis.  Cuinsloci  statiita  debes  t  ser  vari  vel  spectari,  quia 
illae  quaestiones  sunt  multnm  revolutae  omissis  aliis  distiuctionibus  ple- 
uinsquae  Doctores  dicaut  bic  distingue. 

''Aut  loqnimnr  de  statuto  ant  de  consuetudiue  quaerespíciuut  ipsius  coii- 
tractüs  solenuiitateni  ant  litis  ordinationeui,  aut  de  bis  quae  pertinent  ad 
iurisdictionem  exipsocontractu  eyenientis  executiouis. 

''14.  l^imo  casn  luspiciturlocus  uontraetíiR  (ut  1.  si  fundus  de  evic.  et  I.  2 
qnam  adtest.  ap.) 

*'8ecnndo  casu  aut  qnaeris  de  bis  quae  pertinent  ad  litis  oixlinationeni  et 
ínspicitnrloousiudicii aut  de  bis  quae  pert ilion t  ad  ipbius  li- 
tis decisioneniy  et  tnnt-,  aut  de  bis  quae  oriuntur  secundum  ipsius  contraotíiH 
iiatnram  tempoi-e  contraoths,  ant  de  bis  quae  oriuntur  ex  post  farto  propter 
iiegligentiam  vel  moram.  Primo  casu  inspicitur  locus  contractiis,  et  intel- 
litfo  locum  eontraths  ubi  est  celebratus  contrartüs,  nom  de  loco  in  queni 
c'-ollata  ese  solutio.  Nam  licet  fundus  debeat  hoIví  ubi  est  tune  inspicitur 
locus  celebrati  coiitractíis.  Fallit  in  doto  $  ut,  &c.  propter  rat i oneni  ibi  po- 
HÍtam  inteztn. 

* 'Secundo  casn  aut  solutio  est  col  lata  in  locum  certuui  aut  in  pluribus  locis 
Rlternativ^,  ita  quod  electio  sit  actoris,  aut  in  nuUum  locum  quia  promissio 
fuit  facta  sinipliciter. 

**Primo  casn  inspicitur  consuetudo  quae  est  in  illo  loco  in  quem  est  colla- 
ta  solutio. 

"Secundo  et  tertio  casn  inspicitur  locus  ubi  petitur 

''Ratio  praedictoTum  est  quia  ibi  est  contracta  negligeutia  sen  mora.'' 

Y  Bartulo  prosigue: 

"£x  praedictispossunt  solvi  multae  quaestiones,"  y  propone  un  ejemplo: 
"Statutum  est  AsAísii.  nude  est  mulier  ubi  est  celelíratus  contractíis  dotis 
et  uiatrimonii,  (^uod  vir  Incretur  etianí  (itertiam)  partem  dotis  uxore  mo- 
riente sine  liberis;  in  bác  verí^  civitate  Perugii,  unde  est  vir,  statntum  est 
qnml  vir  Incretur  dimidium,  quid  spcctaliiturf  certi^  statntum  terrae  viri." 

(118)  'Me  doune  le  uoni  í\ií  StatutantH  [a]  íi  la  nómbrense  école  de  Juris- 
fonsnltes  qui,  ft  partir  du  seizicme  siéclc,  h'  occupent  des  qnestions  de  droit 
civil  intemational.  .  Quels  que  soient  leiu's  disseutiments,  lous  reconnais- 
sent  un  point  de  départ  coramun,  c'  est  la  di  visión  des  statuts  partout  en  per- 
sonnels  et  réels:  lesunsattacbésii  la  personneet  la  suivant  partout  oti  elle 
reside,  saus  avoir  é^jrard  á  la  contume  tcrritoriale:  les  autres  limites  au  terri- 
toire  oüilsont  pris  naissance,  niais  applicables  á  tons  cenx  qui  s'ytrou- 
veiit,  étrangers  ou  indi  genes."    (Latirent.  I.  215). 

'*La  théorie  des  statuts,  ne  remonte  ni  an  monde  roniain  ni  an  monde  bar- 
bare; elle  a  son  point  de  départ  dans  la  féodalité.  Elle  par  ut  aortas  que  se 
fht  consommée  la  fusión  des  races  et  que,  pour  les  sociétés  nouvejles,  étroi- 
temeiit  unies  h  leur  territoire,  faisant  corps  avcc  lenr  sol.  se  fiit  établit  la 
territorial ité  du  droit.  Du  jour  oü  les  sujets  des  petits  £tats  féodaux  com- 
nieiie^reot  á  nouer  entre  eux  des  relationsjuridiqucs,  une  rival  i  t<^  s' eleva 
éntreles  loisou  contumes  territoriales:  tallait<-il  que,  dans  cbaque  lien,  la 
loi  lócale  fftt  toujonrs  et  seule  appliquáe  par  la  juge,  oudevait-on,  suivant 

[a]  L'expressiouest  mauvaise,  mats  elle  abrí^ge  les  explications.  [b] 

[b]  La  palabra  estatutario  nos  parece  muy  preferible  á  estatuario;  la  cual, 
segiín  el  Diccionario  de  la  Academia  Kspafíola,  significa  lo  que  se  refit^reasí 
á  las  estatizas  como  Á  los  estatutos. 
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233.  Deiioniinaron  esUitutos  personales  las  loyes  que  se 
rcíñeren  principalmente  á  las  personas,  ann<]ne  eneienen 
ílisposiciones  aeeesorias  respecto  <l(í  los  bienes. 

EsUitutos  reales^  las  leyes  cuyo  oUjeto  princif)»!  son  los 
bienes  raíces,  atuupie  en  ellas  se  trate  secnn<lariani<^nte  do 
las  personas. 

Según  algnnos  escritores  son  estatutos  mixtos  las  leye^ 
que  se  refieren,  no  á  las  personas  ni  á  las  cosas,  sino  á  la 
fornía  (le  los  instrumentos;  y,  según  otros,  las  que  se  re- 
fieren á  un  mismo  tiem[)o  á  las  personas  y  A  las  cosas. 

234.  Para  resolver  el  problema  sobre  los  límites  Io(*«les 
(le  Ih  ley,  se  daban  las  siguientes  reglas: 

1".  I jos  estatutos  ¡terso)} ales  rigen  á  todas  las  jiersonas 
domiciliadas  en  el  territorio,  auncpie  cIIhs  residan  en  na- 
ci<ui  extranjera: 

2*.  Los  estatutos  reales  se  aplican  á  todos  los  inmuebles 
situados  (»n  (d  t(MTÍt(n'io  del  legislador,  sin  distin<^i('>n  de 
las  personas  si  quienes  los  inmu(d)les  pertenecen: 

3".  Ijosestatatos  víhtos  se  a|)licnn  á  to(U>s  los  actos  eje- 
cutados en  bi  nación  del  legislador,  aun  cuando  en  otra 
se  suscite  el  litigio. 

23o.  La  doctrina  de  los  estatutos  predominó  durante  lar- 
go tiempo,  y  aunque  servía  para  dirimir  los  conflicto.s 
entre  los  límites  locales  de  la  ley,  presentaba  tan  graves  di- 
ficultail(»s,  que  em  nn  verdadero  laberinto,     l^asta  leer  á 

Voet,  Dumoidin,  lioullenois ,   para  conveneei-se  de 

que  tal  sistema  no  se  fundaba  en  los  princi[dos  de  la  cien- 
cia. De  allí  (pie  los  más  eminentes  jurisconsultos  de  todas 
las  miciones  (119)  opinan  que  es  necesario  otro  sistema  pa- 


leM  cas,  (ihái'i'vtír  tiuitót  la  loi  Innile.  tiiiitíU  une  loi  ótranifÍTef  L«  ]»rinci- 
\h*  t'iit  bi**ii  <l' íilnnd  la  ttrritoriulito  «trirtH  ct  ahsoliiH  «Te  la  loi.  Mai*. 
tie  Imuiiih  hriiiv,  Houíj  IViiii>ire  «l*^  lu  nt^ct*8sitó  et  «le  la  raÍ8oii.  cr  i»riii- 
fi|>e  ri«'iliit  tit  m^  coiifilia  av^c  IVspvifcílt»  jiisthe.  La  tt^rritorialité  fiíi 
ílroit  et  la.i  :«ti<-*'.  voila  «louc  le.s  deiix  turres  (l<»iit  1«  clioc  doiiua  uaÍK.saiice  :i 
la  tli(^uii«Mles  statiit.s.''     (Laiiié.  i.  p.  78). 

(119)  *'Oii  11»  s)iiirait  ivjí'.tt'r  cetti'  tlií^ori©  foiiiiiie  roinplí^tement  fniissf; 
car  elle  cst  siisieptible  des  interprc'tatious  et  des  applieatioits  les  plus  di- 
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ra  dirimir  los  conflictos  que  cu  lftci)oe«  actual,  so  susci- 
tan n  caila  paso.  "Por  medio  ilcl  telégrafo,"  (120)  dice 
liauníiit,  "contrata  ahora  un  comerciante  de  Xueva  York 
con  otro  de  Londres,  Hainbur<ro,  ó  Berlin  tan  fácilmente 
como  si  ambos  estuviesen  en  una  misma  población;  y  si 
se  suscita  controversia  sobre  el  cumplinnento  del  con- 
trato, debe  acudirse  lí  reglas  claras  y  sencillas  (|ue  la  d¡- 
vinian  respetando  los  derechoii  adquiridos." 

230.  Muchos  es<TÍtores,  como  Aubry,  Kan  (121),  Lau- 
rent,    (122)   opinan    (\\ny   habiéndose   acei)ta<lo  en  el  Có- 

vi'rsert.  ])}iriiii  ]('K<{Ue]|i'8  ¡miiveiit  «'♦•ii  r«*contrí*r  ilt»  toiit  h  fjiit  jnstes.  Mais 
(-uiiiiiie  fllt*  u' e«t  n«)li»ii»eiit  «'íuiiplett*  et  pri'Htt^  h  iiiiii  foiile  (I' <^quivo(|U«'s, 
jitiiiH  ite  ]>oi]voiiH  la  premlri'  pour  huse  <[*■  h\  reí-h^rflio  (pii  iiímih  occuih'.'^ 
(SiivÍKiiy.  VIH.  ^  Stil). 

••The  iTerman  Savijciiy,  lli<'  priiHT  of  mo<lH*n  jurisfs,  prononuccs  tlin 
«UviAÍoii  to  be  capaltle  of  the  iiiont  varioiis  niesiniíi^s  aiul  iipplirnttons.  and 
th»*rt-forK.  <»f  roiirsf,  t'O  iMHitaiii  Hom«»  true  doctrine.  Hnt  hi*  rejt*ct.s  thr  ili- 
vi?«ion  for  hiiiiHí'lf  a8  alfí»g»*thiT  iiiisafistactory,  and.  un  at^ronní  of  itH  anil>- 
i;^ii¡tv,  iiussift*  asa  hasisof  IM'ivatt*  Internatioual  Law.''  (Phillinioro.  IV. 
CCCÍAIV). 

"A  velha  dLhtiuvao  entre  «/«/«/o» y>í'/fi»<>í(f'«,  nUiinlott  reacs,  i*  ntatnios  mixtos^ 
rravfiva  artificial,  eni  vao  niancjatla  iM»r  tantos  KMcviidorcH,  para  dirimir 
f[iieMt<H*.s  do  eoiihii'to  dt»  ieis  privad:us,  nao  teiii  a  menor  iniportancia,  hó  t"ni 
valíir  histwrií'o.  O.-*  da<los,  «[nc  pínleni  srrvir  para  determinar  a  s<^de  de  ca- 
da nti  deHHi'rt  ol»jeto:4.  a  qtie  ím  leis  se  appliva(»,  vem  a  ser:  í/o/« /<//»<)  dan pes^ 
nouM,  ítitna{ao  fhi8  rouHan,  Imjar  (lifM  l'artoH,  e  ¡wiur  dn  auioridade  ou  hibinml 
tfttt  tMH'i  ronbevimeuto  da  (/urittiio.  Da  eHcolfia  entre  essa»  cansas  deterininan- 
tt^.i  ílepende  a  solnrao  do  ]n"oldcnia."  [a]  (Freitas.  Anotación  al  arr.  4"). 

*'J^a  doctrine  des  statnts  est  ahaniltiniiée  anjourd'hui,  uu  nioins  <lauü  le 

doiiiatne  <le  la  scienci* (Vtte  tli«^(»ric  est   contradictí»ire  cu  dle-nn»- 

inií líne  doctrine  d'  une   in<*ertitude  absolue  et   ciMitradicti»ire  en 

idh-iMenie  uc  «anrait  etre  l'exprcssion  delaverité.  Les  derniers  statutai- 
res,  en  jirí^sence  detant  tle  controversi's,  loHeutaient,  et  ils  linireut  par  dou- 
tcr  «le  lart^alitá  de  leur  8  inice."  (Lanrent.  1).  r.  I.,  I.  :^1.  3íU). 

**r.a  tlicoric  dessttttnts,  telle  í]u'«'lle  est  arriv«»e  Jiisqu'a  uous,  réalise — 
cHsi  n'est  pas  contestable — un  ]»ro;;rcs  sur  la  doctrine  abstOne  de  la  territo- 

rialití^  des  lois Mais  oii  peut  a   bou   droit  Ini  reprocber  d'ctre  eu 

desacord  avec  les  id^cs  ciui  ont  conrs  anjonrd'bni  sur  le  íondement  et  sur 
Jes  limites  de  la  sonvevainetí^,  d'attribuir  á  la  tcrre  une  importance  qu'ellc 
i\*i\  jdns,  de  Ini  subordonner  le  plns  souvent  les  personnea,  alors  qu'au  cou- 
traire  c'est  aux  persounes  que  tontes  les  lois  hnmaines  ont,  en  regle  g^ní^ra- 
le,  été^  portee»,  que  c'est  devaut  leurs  dnuts  uaturels  et  imprescrií>tible3 
que  la  son  vera  iiitít<^  s'aiTcte."  (\V»íiss.  III.  cbap.  1. 1.  I.  8.  VI  p.  4ó). 

(12.))  D.  C.  I.  I.  83. 

(121)  Les  trabaux  pro  para  toire*>dn  Code  Napol*  oii  et  la  ródattion  des  diT- 
iiiers  alineas  <le  l'art.  H  prouvent  dairement  que  lea  anteurs  de  ce  Code  ont 
vonln  consaerer  l'aucifiiue  distinction  «lu  statut  (lersonuel  et  de  statut 
réel."  (I.  9  31.  u.  II.  III). 

(122)  "L'artiíle  3  consacre  la  distinctiou  traditionnelle,  qtioiqne  le  Co- 
de Napoléou  ue  prououee  pas  le  niot  de  statuts.     Les  trabaux  prí^paratíd- 

[ft]  No  bay  el  tipo  que  airve  para  iuiUoar,  eu  portugués,  que  se  lia  snpriuii* 
do  I A  H. 


¿feo 
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íligo  de  Napoleón  la  doetrina  de  los  estatutos,  es  aplicable 
ella  cnandoqiiiera  que  en  Francia  se  susciten  conflictos 
entre  los  límites  locales  de  la  ley;  y  fúndanse,  no  en  el  te- 
nor literal  <lel  art.  3",  que  es  el  que  ha  originado  las  duda% 
(123)  sino  en  las  opiniones  de  Portalis  (124)  y  Faure,  (125) 
manifestadas  cuando  la  discusión  del  respectivo  proyecto. 
Nosotros  aceptamos  la  doctrina  de  Weiss  (126),  según  la 
cual  el  Código  de  Napoleón  nada  dispoue  acerca  de  los 


res  ne  laisseut  nnctin  doute  sur  ce  poiiit Si  le  Code  Napoleón  ne 

rrprodnit  jms  le  iioiii  do  SfatiitH,  c'eHt  saiis  doute  parce  que  ce  niot  rapp*»- 
lait  den  coutiiiiie.s  Iooa!ei9  coniine  le  dit  Faure;  ou  ne  pouvait  piiSre  donner 
cette  qual  i  (¡catión  a  la  loi  |i;énéi'a]e  et  unique  qui  aílait  r^^gir  la  Francí*. 
Le  noui  importe  peu,  du  reste;  ce  qu'  il  y  a  d*  ej*»entiel.  c^  e«t  qne  le«  aii- 
teiirn  du  code  civil  out  euteiidu  tbruiuler  des  príucipen  qui  avaient  ton- 
jours  <^té suivin  dans  Faiu-ieu  droit.  TohJouv»,  Hisont  leH  orat^urn  du  gou- 
vernenient  et  du  Triliunut.  Kn  efl'tt.  la  ti-a<litiou  renuMitejunqu'  aux  v?lo.v 
sat-eurs.  et  elie  k' introdui.sit  en  Frauce  á  I»  suite  de  la  renaií*í»aiice  du 
droit  rouiaiu  <lan8  Ich  eiti^H  itaUeune.s.  Une  n'agit  pas  Heulenient  de  deux 
«m  de  trt)is  regles  que  le  législateur  euipmnte  au  droit  trailitionnel;  c*est 
la  inatiere  den  statuts,  done,  toute  la  tlu^orie  des  statntaires.'^  (D.  (^  i., 
IL  40). 

(123)  Art.  3.  TiCs  lois  de  pólice  et  de  siiretc  ohligent  tous  oeux  qui  lia- 
bitent  le  teiTÍtoire. 

Les  iuimeuli'es,  incuie  ceux  possí^dés  par  des  étrangera,  sont  régis  par  U 
loi  A'auvaise. 

Les  lois  coucerusiut  IVtat  et  la  capacité  «les  peraonnes  r<^gissent  lea 
Frauvais,  mí* uie  residan t  en  pays  étranger. 

(124)  ''S^agit-il  dea  lois  ordinairesT  on  a  toujours  distingue  celles  (|iii 
Kont  relatives  si  l'élat  et  a  la  capacité  des  personnes,  d'avec  celles  oui 
réglent  la  disposition  des  biens.  Les  premieres  son  appelées  personiiellM 
et  les  secoudes  réelles/'  (Loere.  1.  580.  12). 

(12.5)  •^L'article  3  regle  plusieurs  points  dont  l'importance  devait  en 
eftet  leur  assigner  une  place  au  rang  desdispositíons  relatives  h  V  applicA- 
tituí  des  lois  en  general. 

*'I1  contient  les  principales  bases  d'une  matiere  connue,  dans  le  ilroit, 
Nous  le  titre  de  statuts  personnels  et  de  statuts  léels.  II  determine  d' une 
m;lui^re  préeise  et  fornie|;e  qu<»IIes  sont  les  personnes  et  quels  sont  les  bien* 
que  régit  la  loi  fran^aise."  (id.  612.  8). 

(I2tí)  *'DemKndonb-nous  mainteuant  quelles  son  les  regles  general e?»  ap- 
]>]iauées  }>ar  le  code  civil  franyais  h  la  solution  du  conflit  des  lois.  De  ton- 
tes  les  théories  qui  out  été  exposées  ci-ilessus,  h  laquelle  a-t-il  donné  la 
juéférencef 

**Son  articleSquL  est  le  sií^ge  de  la  matiere,  est  airsi  concu í^ 

plupartdes  auteursqni  out  c(»miuenté  ce  text^  y  out  vu  la  consécratiou  puré 

et  simple  de  la   théorie  traditionnelle  dea  statuts Cest  h   tort, 

croyons-nous,  ([ue  l'ou  acense  lo  Code  civil  de  s'etre  rallié  íl  la  doctrine 
statutaire. 

"Uemarquons  tout  d'abordque  les  mot^  ntatut  persontiel  et  aiatut  réel 
ne  se  trouvcnt  pas  exprimes  dans  1'  art.  3;  et,  pour  qui  songe  au  nde  impor- 
taut,  excessif,  que  jouaient  les  mots  dans  la  distiuctiou  anoieuue  des  lois 
periouuelltís  et  des  lois  réelles.  il   est   au   moins  surprenaut  qu^un  text« 
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estatutos;  pues  sus  redactores  se  liniitaron  á  dar  reglas 
coiiceruientes  á  las  tres  especies  de  leyes  que  distingue  el 
citado  art.  3**:  leyes  de  jwlicm  y  seguridad^  que  obligan 
a  todos  los  habitantes  de  Francia,  sean  ciudadanos  ó  ex- 
tranjeros; leyes  concernienteH  al  estívdx)  y  va'paeidftd  de  las 
personas^  obligatorias  á  todos  ]os  franceses  aun(iue  resi- 
dan ó  tengan  ílomicilio  en  nación  extranjera,  y  leyes  que, 
relativas  á  los  inmmbles,  se  aplican  a  éstos  sean  (juienes 
fueren  los  dueños. 

Y  efectivamente  la  redacción  del  art.  3''  no  manifiesta 
<iue  se  hubiese  aceptado  á  ciegas  la  doctrina  de  los  esta- 
tutosy  ni  ello  era  posible  atenta  la  decisiva  circunstancia 
de  que  las  teorías  de  Dumoulin,  D'  Argentré,  Boullenois, 
servían  para  dirimir  los  conflictos  provenientes  de  que  en 
Francia  unas  provincias  estaban  regidas  por  fueros  espe- 
ciales, y  otras  por  el  derecho  romano.  Mas,  como  el  Códi- 
go <le  Napoleón  surtió  el  importantísimo  cininto  trascen- 
dental efecto  de  luiiformar  la  legislación  de  todo  el  terri- 
torio, los  redactores  de  acpiel  Código  no  se  preocuparon 
de  los  conflictos  previstos  por  los  estatutarios. 

Que  Portalis  hablase  de  leyes  personales  y  de  leyes  rea- 
les^ y  qne  el  tribuno  Faure  distinguiese  las  rfo.s  f?,s¿>mí?.<í  rfr 
estatutos^  no  demuestra  el  pretenso  sistema  del  Código  de 
Napoleón,  ni  menos  que  sus  intéri)retes  tengan  <le  aceptar 
el  añejo  sistema  de  los  estatutos. 

237.  En  el  Cóíligo  chileno  no  hay  ni  sombra  de  tal  sis- 
tema.    Como  lo  veremos  al  comentar  los  arts.  15,  IG  y  17, 


t\t*»tin^  íVla  reproiluire  ii'iiit  fjiit  aiiciiiKí  place  íinx  dejioitiiiiations  8<^culni- 
ivs  qai   líi  <'«r»<-tórÍHjii**nt  jaili». 

'*Obji?ctfTa-fr-cix  qne  J«*»  travanx  pr<^ para toi res  ii*oiü  \íí\h  tonjotir»  gard<í 
la  iiiíMiit»  véstTVt*,  qu«  ilaiis  le.s  lUver.H  <li«t'oiirí*  pT<moiicií.s  sur  l'MTt.3»lii 
'(VmIi*  civil,  It»  mnt  «tatiit  a  <^^tr  etiiployó,  et  la  »lo<-triiiH  statntain^  formelltí- 
iiiriit  r}i]ipel<^ef  MaÍ8  dn  ce  que  ci'rtahiH  oratcnM,  «í^daiit  ]»eut-c(re  a  leiir 
in8u  a  *lcs  habituíles  iiiVftl^récH  (le  laiif(:iíi:«,  oiit  ciiipruiití^.  8ur  la  matíí^re 
tlu  coiirtit  cltíH  lois,  la  termiuolo>5¡«  de  T'  ancien  droit,  oii  ii'eii  jieiit  connlii- 
re  a  l'adupfcion  d'iine  thóoñc  que  rieii  daiis  le  teste  dí^Huitit  de  la  loi  iie 
rappelle  et  n'antoriíW."  (111.  chap  1.  t.  IV.  8.  IV.  p.  136). 
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si  bien  hay  disposiciones  concerníeutes  al  estatlo  y  caim- 
cidad  de  las  personas,  á  los  bienes  misinos,  y  á  la  foroui 
de  los  instnmientos;  á  eso  se  liuiíta  la  <lí«tiución  entre  las 
leyes  iwTHOtwle»^  reales  y  mixtas.  En  las  deíaás  materias, 
se  prescinde  absolutamente  de  la  personalidad  ó  rcalHei 
do  la  ley,  y  cada  título  se  rige  iK)r  reglas  peculiares,  sin 
entrar  en  tan  sutiles  distinciones. 

Sigúese,  pues,  que  el  Código  chileno  ha  dmlo  un  gran 
paso  en  el  dominio  de  la  ciencia;  lo  cual  se  debe,  á  no  du- 
darlo, á  las  doctrinas  de  Savigny  y  al  talento  emincu- 
temente  ecléctico  de  U.  Andrés  Bello. 

238.  Como  fundaníento  del  sistema  que  conducía  á  di- 
rimir el  conflicto  entre  los  límites  locales  de  la  ley,  HuIhí- 
ro  dio  las  siguientes  reglas; 

1*.  Cada  Estado  puede  disponer  que  en  el  territorio  se 
apliquen  sólo  sus  leyes: 

2".  Ningún  Estado  tiene  potestad  para  ordenar  que  >u» 
leyes  se  apliquen  en  otra  nación: 

3*.  Los  efectos  que  las  leyes  de  una  nación  surten  en 
otra,  no  dei)enden  sino  de  la  cortesía  internacional  (comi- 
tas)  que  ha  inducido  á  las  naciones  á  un  acuerdo  tácito 
sobre  la  aplicación  de  las  leyes  extranjeras. 

Este  sistema  fundado,  ya  en  la  soberanía  absoluta  «li*- 
cada  nación,  ya  en  la  <»ortesía  (comítas),  se  aceptó  por  los 
estatutarios,  y  aún  por  distinguidos  escritores  scbre  de- 
recho internacional   privado,  como    Story  0*-^^)»    1?'<h»Iíx 


(127)  '*Hefore  euterinj!;  upon  aiiy  exHiiiiiiutiou  oftlie  vuvious  heads.  whioh 
a  tivatise  ui><ni  tile  (■oiitlict  oí*  Laws  will  iiaturally  einlna<-e,  it  seeiiiH  iit^ 
í'í^s.sary  to  a<lveif  lo  a  í'ew  «¿[eiieral  iiiaxiiiKs  (»r  nximiis,  whicli  <-o]i.stitiitf  tlie 
liaNÍH  u)M>h  whicli  all  ivasoiiiiiy;^  im  tlit*  Hiiliject  iniiMt  iiftM'ssarily  ivst 

"I.  'J'liH  tir.st  aiul  niost  ^jfeiit'iMl  :iiaxiiii  <»r  i»ro[n»MÍlioii  in  tiial  wliirli  h»ü 
l>*M^ii  ahvaíly  ndvrrtefl  tu,  that  evevy  nal  ion  po.s.sfsseH  an  extiusivt' sovtT- 
eiííiity  and  .jiiiisiliction  witliin  its  t>\vn    miilory 

*^I1.  Anotlier  niaxini.  or  pvnpnHÍ  lion,  is,  tliat  no  síatü  (H*  nation  t-an.  !•> 
ifs  Ijiws,  direrily  allV'í-t.  or  l*in<l  pnipi'rty  ont  ofit;-  own  tfiriíovy.  or  IüimI 
p(  iNons  not  ivísidi'nt  íluitAÍn  w  lu'llier  tliey  aiv  nainial-boin  snUjiTls  or 
ol  !n*r.s 

''III.  Fvoni  tlieHí'  Iwo  niaxiniN  or  propositions  tlirre  Ihivv's  a  thid,  and 
tliat  i.s,  Hiat   wliatfVci  íone  and  obligatiuu  tlie>la\V8  uf  une  fuiíutry  bavo 
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Demangeat,  (128)  Wheaton   (129). 

Pero     como    lo     han    demostrado     Saviguy,     (130) 


iii  another,  depend  solely  npoii  the  Iaw8  and  mauicipal  re^uhitions  of  the 
latter;  that  is  to  say,  upon  its  own  propor  jurispnuleiice  aiul  polity,  and 
npon  it8  own  expresa  or  taoit  eoii.sent "  ($  17,  18,  20,  23). 

(128)  *'Le  premier  jirinriptí  gí^ní^ral,  vn  cetfe  mati(*re,  rrsnlte  ininiediatt;- 
in«nt  dn  fait  de  V  independanói'  dcH  natioiis 

**En  cous<ípuenei*,  chaqué  í  tat  a  le  poiivoir  de  régler  lea  eouditíons  soiis 
leAqiielles  les  propri<?t^s  inimohilieres  ot  niol>ili6res  oxistant  dans  les  li- 
mites de  son  territ-oire,  ]Muvent  í'tre  possí^ílíVn,  transiníses  oii  pxpropriíes, 
comme  aussi  de  determinar  l'í^lat  ot  la  capaoití^  dt-s  per.sonne»  qui  s' y 
tronvent,  ainsi  «pie  la  validití^  des  cííntrats  et  autres  artes  qui  y  ont  pri» 
TiaÍH8ance,  et  leadroit.s  et  oldij^ations  qui  en  resnltent;  eiifin,  les  ronditions 
Mons  lenquelles  les  actiou.s  penvent  í'tre  intent<^fs  et  Huivies  dan»  !a  cir- 
<M>ii8í'ription  de  co  territrnre.  et  lo  mode  d' admiuistrrr  la  justire. 

*'Le  second  prineipe  ^én<^ral,  <•' est  <|n'a!ii-nii  íltat,  aucnne  nation,  ne 
petit,  par  s»í»  Íoíh,  aflíecter  direetenient,  lier  ou  r<^«;;ler  de>»  oljets  qui  kp 
tTfíUvent  hors  de  son  territoire,  ou  afte<"t^r  et  oldij^tr  les  personnes  qni 
ii' y  residen t  pas,  quNdles  lui  soient  ou  non  sonniise»  par  le  fait  de  leur 
naissancH 

**Lesdeux  prin<'lp<*s  que  nous  venous  d' <^iioucer  enj^eudrent  une  cons^^- 
qiie>noe  importante,  et  qui  renfenue  uotre  doctrine  tout  entiere:  <t*  est  que 
tons  les  effets  que  les  lois  <<trau)jferes  penvent  produire  dans  le  territoire 
d*  une  nation  dí^pendent  absolntement  du  (onsentenient  exprés  on  taeite 
de  c'ftte  nation " 

**V  Denninj^eat,  el  anotador  de  Foelix,  añade:  **¿-w  Jitat  «oiirerain  fttl 
libre  de/aire  abstrariion  des  Ioíh  etranffh'tif^  df  tellc  norte  qnt  I^'h  dífféreuls  au- 
lorii^H  a  (¡lii  est  d/li'ffi(ée  par  ret  ÉUtt  hiUe.  oh  teJlr.  pttriion  de  la  pHinHanre  pu- 
blique u^  nppliqMeraient  Jnmuiit,  queJlen  que  fuHnetii  Jes  ririovaiamftij  d^  auire 
loi  qa»*  la  Im  uaUonnle.  Vice  vrrsa,  un  État  ne  peut  exi^^'r  qtie  sa  loi  na- 
tinnale  soit  app]iqu<^i',  «'u  quelque  eas  qm*  «c  soit,  par  les  autoriti^s  qui 
«lépendent  d'  nn  autre  État  souverain."     (I.  9-11). 

(129)  "Le«  éisíis  sonverains  ne  re<'onnais.sent  pas  de  .ju«íe  sjiprí'me  nui 
ait  !«'  pouvoir  de  d^eider,  .si«lon  los  ))rinci)>e8  d*  un  dri»¡t  al»strait  et  plii- 
losMiphique,  leseontestations  íjue  |ieut  faire  .sur^fir  le  conflict  desdiff«^rintes 
lois  natic»nales.  II  ne  s'aj^it  pas  de  dí^íñder  si  les  j»rinei])e.s  invoqu<^.s 
]>ar  les  ant^urs  s<mt,  en  eux-menies,  vrais  nu  faux:  la  quesílíui  est  uni- 
qnenient  de  savoir  si  les  í^tats  reeouiiaÍH.m^nt,  ou  UíUi,  rantorití^  des  prin- 
cipes eommuns  et  eonfonnes.  Kt  évidemment  ertte  question  ne  peut 
rwevoir  q n *  une  Holutíon  ui^pítive;  ear  elnupie  nation  est  (rop  Jalouse  de 
Hon  iiid<^|»Hndanee  pour  reeonnaitre  une  puissance  8Up<^ri"ure,  ayant  niis- 
flioD  de  díM'ider  «i  telle  ou  telle  loi  í^tranjíere  reeevra  son  applieation 
dans  nu  autre  état.  II  faut  done  admettre  «|ue  hí  une  loi  <levient  ajqiliea- 
ble  en  j)ay8  (^tranjfer,  ee  n'est  point  á  raison  d' une  ní^cessití^  n»atérielle 
«m  d' un  flevoir  proprenn-nt  dit.  nuiis  ]iar  suite  d'une  ''oneeMsion  faite  par 
\¥i  pouvoir  Houvevain  d«'s  pays  oii  la  loi  (^tran^íí-re  est  invoqin^e.  l.e  nio- 
tif  dea  con<'essions  de  <•«  jfeure  a  Mé^  K(^ní*ral«Mnent  que  le  souverain,  ou 
Hí»»  «ulets.  en  avaieiit  d<^.j:\  rev'i  *»u  en  espéraient  de  senildaliles  de  la  jjart 
de  1*  état  híubí  favoris<^:  oh  reciproram  uiiJitatrní;  ex  comitate.^*  (H.  II. 
p.  372). 

(ISO)  "En  vertu  du  droit  vij^onreaux  de  souverainetíS  on  pourrait  sans 
flímte  eujoindre  aux  Judies  d*un  i»ays  d'appli<iuer  exd uní venient  leur  droit 
national,  sans  ^jifard  a ux  di spositions  contra ires  d*un  droit  (^tran^er  avec 
)o  domaine  duquel  1«^  rapp(»rt  de  droit  litÍKÍt*nx  pourrait  se  tronver  en 
oontHct.  Mais  une  st^nthlable  prescriptiou  ne  se  trouve  dans  aucune  légis- 
latiou  connue,  et  devrait  í*tre  repouss^^e  par  les  cons¡d«'ratit»ns   suivautes. 

**Plus  les  relations  entre  les  différents  pcuples  .so?it  UfMiiliri'nses  et  actives, 
plus  ou  doit  se  couvaincre  qu' il  faut  rcuoncer  á  ce  principe  d' exclusión 
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Heffter,     (131)    Lanrent,  (132)    Massíí,    (133)    Phillimo- 


pour  adopter  le  principe  oontraire.  C  est  ainsi  <p!P  ron  tend  ala  réci- 
procité  dans  1' appréciation  dos  rapporrs  d**  droit  a  ótaldir.  devant  la  jiis- 
tioe  entre  les  ótran^ern  et  lew  iiat'ouaiix,  nne  ej;alit<^  que  reclame  Isint-éret 
des  peuples  et  des  individus.  Si  cetti'  cgalité  était  complétement 
réalisée,  non-seulenient  dans  cliaqnp  État  les^íribnnanx  seraient  accessibles 
anx  étrangers  comme  aux  nationaux  (<•«'  qui  cons^^^itue  T  ^galite  de  traite- 
ment  ponr  les  personnes),  mais  daus  leras  de  oollision  «les  lois,  la  deci- 
sión rendiie  sur  le  rapport  d<*  dniit  serait  toujonrs  la  nl^nle,  qiielque  doit 
le  pays  oü  le  jugenient  aurait  oté  prononcí^. 

**Le  point  de  vue  oü  nous  ]>lar.eut  ees  considí^rations  est  celui  d'  une 
eomnmnautí^  de  droit  euti*e  les  dittí^rents  peuples;  ot  par  la  suite  des 
temps  ce  point  de  vue  a  6té^  de  plus  en  plus  gón^raleiuent  adopta*  sons 
1' influence  des  id<^es  clirétienues  et  ílt*s  avantages  réels  qu' il  proiure  a 
tontos  les  parties 

''Comparte  au  droit  rigoureux  dont  j'ai  parlé  plus  haut,  rette  jusüíioí- 
lation  pent  <>tre  regardée  couinie  un  arcord  auiiahle  enfre  les  íltat^j  sou- 
veraius  qui  adniettent  des  lois  originaireuu^nt  étrangeres  au  nombre  d«rH 
sources  oii  leurs  tribunaux  doivent  elu*r<'Iier  le  jugeuient  de  nonibreux 
rapports  de  droit. 

''Seulement  il  ne  fant  ]»as  voirdansret  a<MM>rd  1' ett'et  d' une  pare  bieu- 
veillauce,  1'  acte  revocable  d'  une  volonté  avbitraire,  niais  bien  plutot  uu 
développeiuent  propre  du  «Iroit,  suivant  dans  son  cours  la  nu^'nie  inareh»^ 
que  les  regles  sur  la  oollision  entre  lesdroits  parti<uliers  d*  un  iiienie  Rtat." 

(VIII.  $  a^). 

(131)  "Le  principe  territorial,  par  cela  uicinc  qu' il  s' inipose  a  tous  bs 
rapports  civils  nés  sur  le  territoire,  sembla*,  au  premier  abord.  ])eu  fa- 
vorable a  V  application  íb's  lois  étranyjcres.  La  loi  civile.  de  m^^le  que  la 
loi  pénale,  étant  essentiellcmeiit  territoviale,  son  aiitorité  semble  expirer 
aux  limites  m^mes  du  teiTitoire.  Mais  ce  raisonnement  repose  sur  nne 
erreur  profoude..  En  etíet  rfítatípii  voudrait  nier  l'autorité  d' un  droit 
civil  en  debors  «le  celui  par  lui  établi.  nierait  le  meme  tt-mps  rexistence 
d'antres  fítats  et  Tégalité  de  leurs  droits  avec  les  siens;  e'est  ce  qn'il 
ne  peut  ])as,  n'étanr  hii-mí'uie  qu'un  orjíaiie  s]ié<¡al  <lu  genre  bumaiii. 
Tous  les  bommes  pouvant  prétcnilre  au  meme  titre.  ilu  moins  morale- 
ment.  h  ("^tre  admis  a  la  Jouissau -c  <ln  droit  civil.  <"lia(|ue  í^tat  doit  y 
í'ontribuer.  Mais  i'omme  le  droit  civil,  dans  ses  «Icveloppeuients.  a  bt^ 
soin  déla  san<tioji  ílu  pouvoir  souverain.  une  uation  doit  admettre  Tauto- 
rité  frateruelle  de  Taufre.  á  leqmdle  cette  sanction  est  écbue,  coTiforniénient 
aux  r^gles  de  1'  egalité  et  du  rcspect  mntnel    «les  uations."     ($  37). 

(132)  **La  courtoisie,  telle  que  les  légistes  anglo-americains  Fent^íudent, 
est-elle  un  principe  qui  ]»uisHe  servir  de  base  au  droit  ¡nternational  privéf 
A  u  point  de  vue  du  droit,  et  c^est  bien  celui  d' une  Etude  qui  portóle 
noni  de  droit,  la  négative  est  evidente.  Pourquoi  a-t-on  re<*onrs  j\  la  cour- 
tousie?  Paree  qu'il  n' v  aau'Miu  lien  de  droit  qui  oblige  les  peuples  á  \yeT' 
mettre  P application  dhine  loi  étraugi^re.  La  e<mrtousie  implique  done 
la  négation  du  droit.  Et  d^  un  autre  cote,  u'est-il  ])as  cíontradietoire  que, 
dans  une  8<'ien<'e  Juriqique,  il  y  ait  un  autre  principe  que  le  droit?  C'est 
presque  avouer  que  notre  science  est  une  chim^re."     (1).  V.  I.  I.  394). 

(133)  ''Lorsqu'une  loi  regle  la  validité  et  P  effet  des  actes,  soit  quant 
h  la  capacité  des  contractantes  étrangers,  soi  qnant  k  leur  objet,  soit  qnant 
a  leiur  forme,  la  difticult<^.  se  résout  en  une  question  d' interprétation  légale; 
mais,  lorsque  la  loi  se  tait  ou  est  insuffisante,  il  foat  recourir  aux  priuci- 
]>es.  Ces  principes  ne  sont  pas  arbitraires:  sMl  n' est  pas  permis  de  pré- 
tendre  á  1'  unité  de  législatiou,  il  faut,  quand  rien  ne  s'y  oppose,  la  rempla 
cer  jiar  Punit^  de  raison,  et  se  laisser  guider  alors  par  les  notions  dejos- 
tice  et  d'  eqnité  communes  í\  toutes  les  natious  comme  íi  tous  les  homme.*;. 

**I1  n'est  done  pas  absoluraeut  exact  de  faire  dépendre  les  effets  que  les 
lois  étraugeres  peuvent  produire  dans  le  territoire  d'une  nation,  unique- 
ment  da  consentemeut  exprés  oa  tacite  de  cette  natiou;  car  si  une  natiou 
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re,  (134)  Fiore,  (135)  la  fuerza  obligatoria  de  la  ley  ex- 
tranjera se  funda  esencialmente,  no  en  la  cortesía  (oo- 
mita.9^,  sino  en  la  justicia  universal,  que  compele  á  ca- 
da nación  á  respetar  los  derechos  que  en  otra  se  hubie- 
ren adquirido. 


ue  peut,  ^ar  sos  lois,  afftMster,  lier  ou  régler  le  Bort  des  persouues  et  den 
dioses  qui  iie  se  tronveut  pas  dans  sou  territoire  ou  qni  ne  sont  pas  soum 
sou  empire,  il  u'en  eMt  pas  nioins  vxai  qu' il  y  a  des  regles  de  raisoii 
anxqaeíleSf  saus  doiite,  peut  déroger  la  volonté  souveraine  d'une  nation 
oa  de  sou  legislateur,  uiais  qui  devieuueut  la  loi  comnniue  par  cela  seul 
qn'il  n- y  apa»  été  derogó.  Daus  ce  cas  ees  ringles,  pour  íitre  suivies,  n'ont 
pas  besoiu  d'uu  couseu temen t  exprés  ou  tácito;  taudis  que,  pour  ydéroger, 
il  faut  la  mauifestatiou  expresse  d'  uue  volonté  contraire/'     (I.  533). 

(134)  The  writer  upou  Interuational  Law  is  bouud  to  draw  tlie  distiuot- 
ion  which  has  been  mentioned  betweeu  Comity  aud  Law.  Wut  having 
done  so,  andshowu  ou  what  tiíruis  Coinity  ím  admitted  to  goveru  the  legal 
relatious  oí  the  subjects  of  diñoreut  States,  li«  niay  and  ought  to  insist 
that  the  ius  gentium,  likethc  iu8  inter  gen  leu  y  íh  huUt  upon  tiie  hypothes- 
Í8  of  a  couimou  law  for  a  Conuuonwealth  of  8tates — 'Sub  diveraitato  iudi- 
cum,  nna  iustitia'  Aud  as  the  National  Jurist  eudeavours  to  apply  rules 
ofjustice  to  cases  which  come  iu  contacrt  with  ditt'ereut  laws  of  differeut 
independeut  portious  or  proviuces  of  oue  integral  State,  so  ought  the  In- 
teniatioual  Jurtst  to  c on si der  cases  which  come  iu  contac  with  the  laws  of 
differeut  States  of  onc  ('ommouwealth,  aud  to  apply  the  like  rules  ofjus- 
tice. To  both  ihe  remark  of  Pascal  is  equallj'  applicable,  'Plaisaute  jus- 
tice  qu^  une  rivierc  ou  une  uiontague  borne*:  oras  it  is  admirably  put  by 
Cicero,  'Qui  auteiu  civiuin  rationem  dicuut  csse  habendaní,  exteruorum 
negant,  hi  dirimunt  humani  generis  sociatatcm.'  It  is  true  that  the  Na- 
tional Jurist  niay,  with  respect  to  dift'erent  portions  of  oue  State,  invoke 
the  sanction  aud  enforcemeut  of  a  commou  superior;  while  the  Interuatiou- 
al  Jurist  oanuot  do  this,  for  States  have  no  commou  Muperior;  but  he 
findsa  practiral  substitutein  the  prcsHiirc  of  the  n«'<es8itics,  and  mutnalit' 
y  of  the  exigencies.  of  States.  Every  iuveation  of  man  (and  the  age 
teems  with  snch  dcvices),  which  renders  more  ensy  and  more  quick  the 
interconrse  of  the  subjects  of  differeut  State»,  incrcases  this  pressure,  aud 
strenghtens  this  nintuality.  To  treat  the  forcigner  and  the  native  as  ent- 
itled  toa. like  measure  ofjustice  has  become  tlie  manifest  interest,  as  it 
has  ever  been  the  olear  duty,  of  States.  The  visión  of  the  great  statesmau 
and  oratordoes  not  appear  incapable  of  practical  fulfilment  to  the  Cristian 
Jurist,  who  sees  how  niarvellously  time  aud  space  are,  relatively  to  the 
past,  aunlhilated,  and  how  tlieremotest  coruers  of  the  earth  ara  becoming 
kuit  together  by  agencies  unknown,  undreamt  of,  by  antiquity.  The  day 
may  uot  be  far  off  when  civilized  man,  wherever  he  go«s,  "seso  non  nnins 
ciicnnidatuní  moenibus  loci,  sed  civem  t(»tius  muudi.  qnasi  nnins  nrl>is 
agnoverit.»'     (IV,  IX). 

(136)  La  romf<a«  non  si  puo  ccrtamcnte  oonsiderare  come  V  ultima  ratio 
dell'autoritá  eatraterritoriale  delle  leggi.  I 'n'  idea  tanto  vaga  e  si  poco  léga- 
le non  potrebbe  serviré  come  principio  i»cr  arrivareueppur»'  approssimati- 
vamente  a  decidere  alcun  cas»).  La  (•omitnft  dipcnde  dalla  política  degli 
Stati,  che  í-  la  cosa  piii  variable  e  piit  incertadel  mondo,  e  non  puo  esscre 
la  base  di  nna  dottriua  scientitií^a.  Clii*  se  la  si  vnole  considerare  como 
regola  practica  dei  giudiífi  che  ílevouo  applicare  le  leggi,  neppure  siguifi- 
cherebbe  nulla.  N^  i  tribunal!  possono  fare  atti  di  cortesía  quando  am- 
ministrauo  la  giuHti/ia,  uí\  ce  in  certi  casi  applicano  le  leggi  stranierc, 
lo  fanno  per  compiacenza.  beuNl  cosí  fauno  o  per  espvessa  disposizionedella 
l®gít*  dello  »Stato  che  prescrivo  in  quei  casi   Tapplicazione    della    legge 


292 


ARTfOüIiO     14 


Comprendemos  en  un  mismo  sistema  las  doctrinas  de 
todos  estos  eminentes  escritores,  porque,  á  nuestro  ver,  el 
desacuerdo  no   consiste  sino  en  las  palabras. 

^Aunque  Laurent  y  Weiss  censuran  la  doctrina  de  Sa- 
vigny^  basada  en  la  comunidad  del  derecho  entre  los  pue- 
blos, acept^m  el  principio  fundamental  de  que  aplicándose 
las  reglas  de  justicia,  el  derecho  adquirido  en  una  nación 
en  todas  las  otras  <lcbe  ser  eficaz. 

El  príncipe  de  los  jurisconsultos  modernos  (como  Phil- 
limore  llama  á  Saviguy)  enseña  que  el  imperio  de  la 
justicia  y  la  civilización  cristiana  han  establecido  la 
conuuiidad  del  derecho  entre  los  pueblos;  la  cual  com- 
pele a  respetar  en  una  nación  los  derechos  que  en  otm  se 
hubieren  adquirido. 

Laurent  afirma  que  la  nacionalidad  del  individuo  (136) 
es  el  liuulamento  del  derecho  internacional  privado,  pues 


Rtrauiera,  o  por  iiii  priucipio  rli  diritto  acrettato  dalla  giiirispriKleuzA. 
Si  potrebl»**  diit^  con  .Stor.V)  vh**  1»  vomitas  Hcnza  esmere  nu  <TÍt«TÍo  per 
ilt^ciderií  circa  rautoritu  estratnriiroriale  «lelle  legjíi  possa  valere  a  di- 
iiotare  il  iiiütivo  ppl  ([líale  .si>!  iie  aiiiinette  I'apÜcazioue.  'tb#*re  is. 
tlien»  noí  ouly  no  iniproin*i«t.v  in  tlie  ns(^  of  jdirasc  comitjf  of  nationti  but 
it  is  íiie  inoHí  appri»priatt*  pliran*^  to  cxpress  tlie  triie  fouudation  aud  ex- 
ti'ut  oí* tln*  obligación  <»l*tliL'  laws  oí' »>iiti  nation  WLtliin  tüe  territories  of 
unotber.'  Ma  n»*i»purt^  1' internaticuial  coinity  v\  pan^  sosteiiihlt*.  É  vero 
i-lie  non  si  puo  rost.ringere  colla  íbrza  nno  Stato  a«l  at'Ci'tarf  i  priuripii  del 
diritto  e  della  giustixia.  »  cliiMutto  dipende  d al  ano  volertr,  ma  la  sieiiza 
non  pofrebbf  inai  elevare  il  í'ato  a  principio  e  le^ittiniare  TabiiHo  atfer- 
mando  cite  turto  dip.^nde  dairarlútrio,  o  dalhi  oomiloH,  qnando  invehe 
vi.sono  principii  ^inridici  per  determijiare  i  casi  nel  cpiali  hí  deve  amuie- 
ter  r  autoritsi  estra-territoriale  di  certe  le^gi.  II  ricono8<'imeut<>  di  íali 
principii  piíi  clie  Teitctto  di  nna  arbitraria  benevolenza  é  )»iiitto8t4>  la 
ncogni/.ione  di  una  regola  di  dirrito,  di  nn  principio  di  giustizia/'  (28). 

(13H)  ".le  vieiiH  «le  diré  ipie.  dans  la  dortrine  consacr<^e  par  le  Co<le  Na- 
p(dé<m,  les  loÍH  dit(>M  pernonnellen  d<^iiendent  de  la  natioiialit4^.  C  est  nn 
prin«'ipc  íl'nne  bante  impoi'tíince.  JI  ne  re^oit  pas  seulement  »ou  applicii'- 
tion  anx  Ioíh  «pii  conci-rnent  l'r^tat  et  la  capacit(S  des  ¡lerHonnea:  tonte  loi, 
en  jfí^néral,  edt  pcrsonnelb*,  en  ce  seiiH  ípiela  b»i  nafionalede  la  persoune  ré- 
)¡:it  touH  les  taitf*  jiiridiíjues  oii  elle  intervient,  sanf  cenx  qni  dependen!  de 
la  pnrc  volonté  des  partit's  int^^rcs-^écs,  et  Maní*  la  réalit«5  des  lois  qiii  tw>nt  de 
droit  piiltlic.  En  enet,  les  inotifs  ponr  lesquels  les  loi»  d* état  8unt  nalio- 
nalert  et,  á  <e  titre.  persoinielles,  s'appliqnent  ii  tontea  loÍ8  privées 

"Si   don<'  les  lois  d' í^tat   son   personelles,  «-'est  parce  qn' elleH  son t  le 

}n*oduit  de  ees  millo  et  une  circ<nistances  pb.VHiqne.s,  intelecítuelle»  et  mora- 
es,  qiti  constitncnt  la  uatioualit<^}  eJIes  hoii  personuelles  x^urtse  qu'elle«i 
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ácAusadela  naciomilidad  las  leyes  de  nn  Estado  deben 
surtir  efecto  en  otro,  á  menos  qne  á  ello  obste  el  derecho 
público  del  segundo. 

Weiss  basa  sii  sistema  en  la  ¡yersonalidad  del  derecho; 
siendo  éste  inherente  al  individno,  debe  ser  eficaz  do- 
quiera que  el  propio  derecho  se  controvierta.  (137) 

Los  tres  escritores  están,  pues,  de  acuerdo  sobre  dos 
puntos,  que  son  los  únicos  esenciales  en  cuanto  al  proble- 
ma de  cuya  solución  se  trata: 

1**.  En  virtud  de6ííírící«.;w.sík4fi,  mas  no  por  mera  corf^- 
tejiUí  ó  conven  U^}wia^  Iok  derechos  adquiridos  en  una  na- 
ción deben  ser  eficaces  en  las  otras;  y 

2**.  Esta  regla  no  se  aplica  cuando  ella  se  opone  al  dere* 
cho  piiblicodel  Estado  (138). 


Hout  uatiüimles;  ellt*s  <loiVt»iü  n:ir  roiisí^queiit  siiivre  la  persninie  partout, 
patee  qu'elle  porte  At\  n:itioiiaiit<^  avec  elln;  des  Iciím  tiatioualoM  oii  peiit  dl- 
rw  tont  í'.ft  qni^feHanci en»  juristas  ilisaieiit  «les  statutn  personueLs:  elles  tieii- 
neut  phis  qu'íi  no»  os,  ellfs  circiileiit  daiis  non  veiiipfl  avec  notre  saiig. 
pilinque  noiiH  recevons  iiotre  iiationalit(5  arec  le  sang  que  no8  pareiits  non» 
trauBinettent."   (1).  U.  I.  423.  428). 

(137)  *"Lepr«»l>lí»me<lont  ledroit  infernational  ptivé  poursuitla  Aolutiou, 
revioiit  rti*eeli(T<íh»»r<líin9  qnelU»  mt*snre  l«'s  droit.s  qni  appartimiuiMit  }i  iout 
lionie,  toí-me  en  «lehort*  du  tt'rr¡tt>¡rp  de  hh  patrie,  Hont  compatihle.»»  ave<? 
reux  de  rfitatsur  le  hoI  duquel  i)  en  deiujinde  1*  PX<*er»Mre,  dauH  quelle 
mesure  la  Honrernineté  pernonnelle  de  la   loi   i^tran^ere  jíeut  Mre  concilií^o 

aVw    hi  sonvi-raiiiet^í  territnriale  de  la  loi  looalef La   doctrine  de 

ia  per«oiialit<^duilroit  est  moderne  et  italienne  par  aon  origine Xouh 

la  tornuileronrtrtinsi: 

í^n  im,  loruqn^ t^Hf  síaUtf  Hur  mu  inh'rH  privé ^  a   to'tjnnrH  pa»r  nhjet  V  utilité 


rhap  1.  t.  III.  H.  1.  p.  (il-í»). 

(13S)  **Ponrpronon<*er  »nr  un  rapport  de  droit  en  rontaet  avec  diffí^rents 
fitatHÍnd<^pendant!S,  le  Jnge  devait  applinner  le  droit  local  auquel  appar- 
tient  le  rap|K)rt  de  droit  litigienx.  Han»  dÍHttngner  »i  ce  droit  ent  reí  ni  de 
»on  pa.VH.  oncclni  <V  \u\  État  <^tranger. 

"Noundevons*  niaintenant  apporter  une  r«'Htriction  íi  ce  principe;  c«r  il  y 
a  pluMieurí^cHp^ceHde  loi»  dont  ia  nature  sp<^ciale  n' adniet  pas  cettc  indi- 
l»«nilance  de  la  coiuninnaut'^  dn  droit  entre  dittV^rentR  KtatH.  Kn  prónence  de 
reA  loin  lejugc  doit  appliqner  exchisivenieiit  le  droit  national,  lorH  mi'^iiie 
qne  notre  príncii-e  demandenúr  1*  application  dn  droit  <^tranger.  De  lá  r<^ 
snlte  une  «^rie  <l'  exceptions  trcH-importantes,  <lí>nt  la  ilc^termination  rigou- 
reuHe  eflt  peut-í*tre  la  partie  la  plus  difflcile  dn  probN^^ine  cpie  ncm»  avons  íi 
resondre 

.Je  vaiH  eüdayer  de  ramencr  tontcn  ven  exceptions  a  deux  classes  princí- 

palca: 
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239.  La  determinación  de  los  casos  comprendidos  en  la 
excepción  es  el  problema  más  difícil  de  los  que  tiene  de 
resolver  el  derecho  internacional  privado. 


a)  LoÍ8  el'  une  natiire  positive  TÍgoareufleineiit  obliga toires,  par  la  nieni« 
u'aclmettaiit  paH  cette  liberta,  d*  apréciations  qui  n' a  pas  égard  aur  limi- 
tes d«8  di  vera  États. 

*'b)  Institiitions  d*  nii  État  étranger  dont  1' existííiice  ii' eat  pas  recon- 
nue  daiis  le  iiotre,  et  qui  par  coiis<Sqneut  u'  y  peuveiit  prevendré  a  la  pro- 
tection  des  tribnnanJC. 

"a)  LoÍ8  d'  une  natiire  positive  rigoureuaeineut  obligatoires 

^'Toiites  les  loÍ8decette  espéce  reiitrent  daiis  les  cas  exceptioiiuels  iiieii- 
tionnéspliishaut,  do  sorteqne  parrapport  aleilr  applicatiou  ehaqneÉtat 
doit  ^tre  consideré  connne  absolnnient  Í8olé. — Ainsi  dáns  un  pays  oii  la 
polygamie  est  d^iendne,  les  tribtinaux  doivent  refuser  lenr  prot-ection  an 
mariagede  V  étranger  fait  sclon  les  lois  de  son  pays  qni  autoriseut  la  i>oly- 
ganiie 

"b)  Institutions  d' nn  I^tat  «^trangt^r  dont  1' exlstence  en   general  n-est 

pas  reoonune  dans  le  notre Dansnn  pays  oü  b»  esclavagc  eat  incou- 

iin.  le  negre  esclave  qui  y  r<^8Í(U' ne  sera  pas  traite^  couinie  proprií^té  de  son 
iiialtre,  et  connne  privé  de  la  capacité  du  droit.  Ponr  ce  dernier  cas  les 
dcnx  pointsde  vue  queje  viena  <!' exposer  conduisent  au  m^lne  résultat. 
h'  esclavage  connne  institutionde  droit  n'  cst  pas  reconnu  cbez  nons.  et  d' 
aprima  nos  idees,  il  v  a  iminoralité  a  traiter  un  bonime  coinnie  une  cbose.'^ 
(Savigny.  VIII.  $849). 

"Las  levt^s  extranjeras  no  seráu  aplicables: 

**1".  Cuando  su  aplicacicn  se  oponga  al  derecho  público  ó  criminal  de  la 
República,  á  la  relig¡«'»n  del  Estado,  a  la  tolerancia  de  cult.oa,  ó  a  la  moral  y 
buenas  costumbres; 

'*2**.  Cuando  su  aplicación  fuere  i uí-onipatible  con  el  espíritu  de  la  legis- 
lación de  este  Código; 

"3'\  Cuando  fueren  de  moro  privilegio; 

"4H,  Cuaudo  las  leyes  de  este  ('ódigo,  en  colisión  con  las  leyes  extrai^eraa. 
fuesen  más  favorables  a  la  validez  tío  los  ai'tos."  (C<'mI.  arg.  art.  14). 

'*Nao  serao  appiicadas  as  leis  estrangeiras: 

**1".  Quaudo  sua  applicuv'io  f**^  oiipuzer  ao  diioito  publico  e  criminal  do 
Imperio,  íi  religiaodo  Kstado,  toleraueiadtís  cultos,  e  k  uioral  e  bona  costn- 
mes. 

**2'\  Nohí'asoHen  que  sua  api^ica^-ao  for  exoressauíente  prohibida  neste 
Código,  ou  for  incompativel  com  o  espirito  da  legislayao  deste  Código. 

*'3".  8e  fórem  <le  mero  privilegio. 

''4'*.  Quaudoasleis  «leste  Código,  em  collisao  com  as  estrangeiras,  fí^rem 
mais  favoraveis  á  validade  dos  a<'tos."  (Freitas.  art  5**)- 

**There  are  exceptional  restrictions  which  limit,  in  a  Commouwealthof 
States,  the  applieation  of  tliis  princi])le  of  a  ConnnouLaw;  they  grow  out 
of  the  r->ason  and  nature  of  the  thing.  In  every  State  there  are  varions 
kindsofLaws,  the  special  nature  of  which  is  not  in  harmony  with  this 
principie. 

''To  deiinite  the  liuiits  of  tliese  exc^ejitional  restrictions  isamongthe  most 
ditíicnlt  tasks  which  <'an  beiuiposed  U|»on  thejurist. 

'^Theseext^ptional  restricticmspartake  of  a  political  and  of  a  moral  aii<l 
religious  eharacter:  for  Internatiimal  Couiity.  like  International  Law, 
can  only  exist  in  its  lowest  ííegree  among  Independen t  States,  in  its 
next  degrec  auiong  Indepemlent  Civilized  States,  an«l  in  its  highest  degree 
among Ind<'pendent  C/hristian  States.  There  isa  third  class  o f  these  except- 
ional restrictious,  namely  laws  of  a  síriug«iit,  jiositive  eharacter,  which 
are  the  i)ecnliar  growth  of  the  pecaliar  iustitutious  of  a  Foreigu  State,— 
an  exotic  ineapable  froni  its  nature  of  being  transplanted  into  a  strange 
soil.  ITuder  these  three  catogories  it  woubi  seeni  that  all  these  except- 
ional restrictions  uiay  be  classed. 


LÍMITES  LOCALES  DE  LA   LBT  295 

EHuiueremos  los  más  importantes. 
No  se  aplicau  las  siguientes  leyes  extranjeras: 
a)  Las  incompatibles  con  la  seguridad  y  las  institucio- 
nes del  Estado: 


'*FiTat,  witli  respect  to  those  of  a  üolitic-al  charjicter. 

*'The  law  of  the  Foreigu  State  canuot  b«*  ailniitted  iiito  aiiotlier  Stntw 
if  it  be  coiítraTv  to  any  fiindeniental  or  i-oii.stitutioiial  law  or  iwage  of 
that  State 

*'Many  illuMtratious  of  the  po88Íbk-«  apjiliration  iii  pnu'tií'e  of  the  res- 
trictiouH  luay  bs  iuiaginerl. 

'*For  iustance,— no  Christiau  uatioii  coiilcl  h^.  exp*^«'te<l  to  t^derate  Poly- 
>cainy.  or  Iiicest.  withiii  it8  territory,  becanat»  the  pernoiis  pnictising  it 
weTe  aiibject»  of  a  rouiitry  whirli  permitted  Hurh  «'oiinertioiis.  Xor  coubl 
a  ChrÍ8tiaii  iiation,  wIiohi*  law  rí»gariled  frrtain  iiiarriage.s  os  incentiioiin 
which  otht^r  (J'hristiaii  iiatíoiiH  Haiiftioneil.  b«»  rt^qnireil  to  re<'ogiiize  tbi* 
validitj'  of  »\U'h  niarriageH  iii  the  ras^H  of  its  í>wii  «ubjectH,  thoiig)»  c'**le- 
bratert  in  a  conutry  whicb  perinitte<l  theiii.  An<l  it  has  bern  rnled  iii  an 
Englisli  Coiirt,  that  wheii  a  Court  of  oiie  foiiiitry  íh  ralled  iipoii  to  eiifov- 
r«  a  roiitrai't  eiitered  iiito  in  aiiothi*i\  it  is  not  «Mioiigli  that  the  contraer 
shouM  l)e  valid  acrording  to  tlie  hiw  of  tlie  latter:  for  if  any  i>art  of  the 
routract  ia  inconsi.stent  with  the  law  and  polií-y  of  tlie  former.  the  con- 
tract  will  not  be  enforeed  even  aa  to  another  ])art  of  it  whirh  nay  not 
he  opeii  to  tliis  objeetion,  and  wliie-h  inay  be  the  only  parí  rentaining  to 
hi"  perfornied. 

'*\o  fountry  whii-h  lield  the  utatuM  n[  slavcry  to  be  aboiniriable,  and 
iinwarranteíl  by  tlielaw*»  of  (¿od  and  man  (a.s  nio.st  riiristian  nationH  do  at 
this  nionieiit),  wonid  aJlow  any  tiMe  ti»  property  of  ihin  deserijition  to  be 
Het  op.  or  anv  legal  eonaeoneiu^e.H  to  be  drawn'  from  it  withíu  her  domi- 
nions.'»  (Phillhnore.  IV.  XII- XVIII). 

*'I1  y  a,  dansles  rapports  internaeíonanx  eonime  dan»  le.s  rapports  natio- 
naiix,  une  «phíre  oh  domine  ledroit  dn  la  «oí-ieté  et  nne  aiitr«'  ofi  domine  le 
droit  d«  l'individn:  la  sorieté  ewt  Honveraine  dann  sa  sphí^re  et  Tindividn 
dáñala  sienne.  S*a»rit  il  d'nne  loi  de  droit  j)iiblic,  qiii  eonierne  la  conser- 
Tatiou  de  la  awietí^,  tou.s  lea  droita  partienliera  Ini  sont  snbordonn^a;  1' 
étrangerue  pent  lui  oppoMiT  son  droit  national,  ]»ari-e  qn' il  n^ajanniiale 
flroit  <le  eomproniettre  l'exiatenre  de  la  aoeieté  dont  il  rt^elame  1' appni 
¡Míur  le  niaintien  de  sea  intí^rots:  la  pr<^tention  aerait  eontradictoiredana  \vñ 
tenue».  La  natíon,  dont  il  eat  mimbre,  eat  au  contraire,  intéreaaí^e  s'i  la 
eoiiaervntiou  dea  autrea  nationa  aiitant  qn'a  la  aienin>;  ear  ai,  aiiuom  du 
droit  national,  on  ponvait  attaquer  une  nationalité  étrang^^e,  on  ponrrait, 
a II  non  1  dii  meme  droit,  attaqner  la  aienne.  Chaqué  nation  a  done  interdi 
a  ee  que  les  autrea  pniasent  ae  dí^fendret't  ae  eonaerver:  r*  eat  nne  garantie 
)»ouj  tontea  les  narionalit^^a.  Maia  qnand  il  a'agit  d' intí'reta  priv^a,  la 
Honveraiuet<í  eat  liors  de  eauae,  et  par  eona«^qnent  ehaque  nation  7)eut  et 
doit  pemietre  íi  Pí^tranger  dMnvoqueraon  droit  peraonnej,  e* eat-a-dire  na- 
tional. Bien  loiu  que  j'extenaion  dea  lois  peraoniiellea  ronipromette  la 
sonveraineté  natiouale,  elle  en  eat  la  eonai^cration  <^clatante;  car  e'eaí  a  ti- 
tre  de  loia  nationalea  que  lea  loi  a  peraonnellea  reooivent  partout  leur  appli- 
eation.''  (Lanrent.  1 J.  C.  I.  1. 120). 

''Dana  tona  les  roníiita  «jui  peuvent  a'í^lever  entre  la  loi  p<»rsonnelle  de  1' 
iní'iividu  et  la  lágialatíon  lócale,  il  fUut  done  avant  toiit  rechercher  ai  1'  in- 
t^ret  general  de  l'État  ne  redame  paa  Tapidieatitm  excluaive  de  cette  der- 
niÍTe.  Et  nona  trnvona  ainai  anien<^  a  nietre  en  regard  dea  loia  d*  int^ret 
excluaiveinentparticulier,  dont  IV-tranger  peut  iiivo(|uer  la  prí>tection  loin 
deaon  paya,  lea  loi»  d'  int<^r^t  genera)  qiii  a'inipoaent  tonjonra  a  son  obser- 
vation  sur  le  territoire  oíi  elleaoníi^té  Mictóea.  Nona  uonipren4Írt)ns  ce» 
derníere»  sous  le  nom  do  lt)ia  d'  ordrc  pnblic  internatiotnU.^'  (Weia.  III.  chap. 
III.  t.  III.  a.  U.  p.  84). 
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b)  Las  opuestas  á  la  moral,  como  las  <|ue  permiten  la  po- 
ligamia ó  la  esclavitud:  (139) 

c)  Las  relativas  á  instituciones  que,  peculiares  á  un  Es- 
tado, en  otro  fueren  desconocidas,  como  la  muerte  civil 
proveniente  de  la  profesión  religiosa. 

240.  Sígnese,  pues,  que  es  necesario  distinguir  el  derecho 
público  interno  del  derecho  iníblico  internacional^  y  que  el 


(139)  *"Les  diverHe8qiuí8tiouH  de  ¡nrÍHilictiou  (\m  se  soiit  <^l«^v<íes  eutre  les 
^ouveriieiiieiits  aii^lain  et  uiiK^ricaiii  daiiM  l'aft'aire  de  la  Creóle  en  1841,  oiit 
(toiiiié  lien  h  de»  di8C'iiHHÍoii8  de  dr4>it  piiMie  tr^H-iustnu-tivea  entre  les  denx 
cabluet8  et  aii  8ein  dn  parienient  an>[^]ai8. 

**Ce  uavire,  pjirti  du  portde  UlelinuMid.  étaí  de  Viví^inie,  .sediri^eait  vern 
la  Xouve]le-Orl«^an8;  W  avait  a  bord,  roinine  pa8sa;fer,  un  plant^iir  aiuén- 
eain,  ({ui  allait  sNHaldir  daii8  r<^tat  di*  ]a  L<)uÍ8Ían(',  accoiiipa^nf^  de  se.-^  fs- 
e.la\'e8,  a u  nombre  de  13H.  I>an8  ledétruif  «pii  8épare  la  pcniii8ule  de  la 
Floride  des  iles  BahanuiH.  lesescL-ives  8e  n^volt-i^rent.  aNsassiiuTeiit  leiir  niai- 
tre,  mirent  le  eapitaine  anx  fer-i  el  bl^sserent  plu8ÍeiiV8  den  ottieiers  de  I' 
í'quipai^e.  Un  pvirent  ponses-siou  du  uavire.  (pf  il8  fondnÍ8Íveni  <laii8  le  |M»rí 
de  Nassau.  Le  í^onverneur  aulláis  üt  arreter  et  niettre  en  prÍHon  ly  des  «•- 
rlavew  qui  lui  óíaient  si^nab^s  eounue  ayant  pris  pait  ;i  la  r^volt«*et  au  ctí- 
nie  d'a^sassinat.  Le»  autres  enelaves,  ;ui  nombre  de  117.  fuvont  mis  en  li- 
berta?. A  l'í^jfard  «les  eselaves  retenus  prisonniers,  le  ^¿[ouvernenr  «lenmnda 
<1'8  ordres  au  ^ouvernement  sui><^rieur  en  Anjílatcrre. 

''I)au8  la  dist'ussion  sur  l'adresse  a  la  couronne  qui  eut  lieu  :\  la  eliambre 
des  lonls  le  +  février  1SÍ2,  lonl  Hrou^^bam  a)q>ela  rattention  d<>  la  ehambre 
sur  cette  aflaire.  qu' ¡1  sií^iialait  <-ouiuie*<^tant  <le  naturia  j\  troublev  les  rela- 
tiunsdepaix,  d'ailmitié  et  de  bou  voisinaíje  existant  entre  le» deux  jwys. 
C'átalt,  disaií-il,  le  eas  <l' un  navire  ann^rieain.  navigiumt  tVvui  port  ani^ 
rioain,  á  un  autre,  dan»  un  but  parfaitement  innoeent  et  e-onfornic  aux  hñi 
de  la  nation  a  laquelle  il  appavt4^nalt;  le  navire  ^tait  ebarj^é  d'  une  cargai- 
son  d* esclaves,  ]iour  8*  exprimer<buiH  le  laujfajre  teebniquedu  pays.  Peu- 
daut  le  voya^e,  leseselaves  s<'  sont  r<^volt<^8,  aiiisi  ((nt>,  snivant  Popiniendu 
noble  lord,  lis  en  avaient  le  drolt,  ehaque  iudividu  de  l'esp^ce  liumaiue 
í^tant  foud^  a  ser<^volt«"r  eontre  e»*lui  qui  próteiul  le  rétrnir  en  <^tat  d'esela- 
vaj^e,  eoutrairement  au  droit  <le  la  nature  et  }\  la  v«»lonté  <le  1'  Étre  suprr- 
nu».  Par  suitede  lar<^volte,  le»  eselavi-s  oiit  pris  posse»si(ni  du  navire  i-t  I' 
ont  auien<^dans  uu  )M>rt  au^^lais.  En  y  arrivant,  continua  lord  Rrou^^baiii, 
la  plus  fp^'^iíde  partie  des  eMclaves  ont  í>lé  mis  en  libert<^.  et  le»  autít»,  na 
noinl»re  dedix-iiení*,  ont(^té  reÍ4!nu8  en  prisión  comme  acn-usí^sdeH  eiimesde 
nu'urtre  et  de  pirat^^'ie 

**Le  noble  lord  posa  eiisuite  deux  questíona  de  droit  publie,  qu'il  disait 
devoir  etre  résolues  dans   l'espeee  soumise  á  la  ebambre: 

*'l".  D'apresles  lois  de  I' An^flaTerre,  l'extradilion  d'eselaves  fujfitif'. 
en  >^^néralf  pouvair-elle  ísrre  a<eordCe  sur  la  denuinde  du  gouvernement  amé- 
rieainf 

**2'*.  Y  avait-il  lieu  de  faire  droit  a  eetíe  denninde,  relativement  i\  eenx  es- 
elaves  qui  avaient  pris  píirt  A  la  rév<dte  et  á  1'  bomieide  qui   s*en  est  sniv;f 

"Lord  Hr<»n^bani  se  prouiui^a  n<^gati  veinent  sur  les  deux  questions.  Qumit 
a  la  premiere,  il  dit  í|ue,  si  un  esclave  arrive,  soit  dans  une  partie  de  Teiii- 
pire  britanique  oíi  l'esclavaífe  n'est  pasrecounu  par  la  loi,  so.t  dnns  1«» 
royanme  uní  <le  la  Grauíle-Hretaí^ne  et  de  l'Irlande,  soit  depuis  le  1**"^  a<»íit 
18ÍU,  dans  les  possessions  an^laises  aux  Antillcs,  ipi'  il  attei^ie  le  sed  brita- 
nique <hi  eiMiSttUtenn^nt  lie  son  mailre  (»ucontrc  lejcrí^de  ce  dcrnicr,  il  rec^n- 
vre  sa  libertí^  et  ne  peut  plus  la  perdre.  i^e  ^ouvcrneinent  anilláis  n'a  done 
pas  le  dr<»it  dN»r<lonner  l'extraditi<m  d^un  seul  de  ees  indi  vid  us  comine 
esclaves,  ni  de  les  inijUi^ter  d'aucune  nniniíre  dans  la  .jouÍ!»sanee  de  leura 
droits  persounels '^     (Wheíitou.  H.  IL  p.  343-344-). 
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dominio  del  primero  es  más  extenso  que  el  del  segundo, 
por  cuanto  no  se  oponen  al  derecho  público  internado^ 
nal  sino  las  leyes  inmorales  y  las  que  pugnan  con  las  ins- 
tituciones del  Estado  ó  con  su  soberanía.  (140) 

241.  Hay  otro  caso  en  que  no  son  aplicables  las  leyes  ex- 
tranjeras, esto  es,  cuando  la  ley  nacional  hubiere  resuelto 
el  conflicto.  (141)  Si  bien  es  innegable  en  teoría  que  el  ju- 
risconsulto debe  procurar  que  prevalezcan  los  principios 
de  la  ciencia;  en  la  práctica  el  juez  tiene  de  aplicar  las  le- 
yes positivas  del  Estado,  y,  por  lo  mismo,  es  evidente  que 


(140)  '^Lft  uotiou  de  Fordre  pDblic  est  par  elle-méme  si  obscnre,  si  incer- 
tainc,  qii'il  est  indispensable,  oroyons-nous,  de  Pexpliqner  en  notre  ma- 
tiére  par  nne  épithete.  On  pourrait  croire,  en  eftet,  que  Poidre  pnblic  qni 
s'opposea  rappliratiou  d' une  loi  poráonnelle  ^^tranjjfpre  Kiir  un  territoire 
donné,  en  Fram^e  par  exaniple,  n'cst  autre  que  «-elni  dont  il  est  si  sonrent 
f^neAtion  dauH  nos  lois  ci viles,  que  oelni  que  les  conventions  entre  particu- 
lier.s  ne  penvent  enfreindre  (O.  oiv.  art.  (i).  Ef  (^ependant,  sMl  ya  analo- 
fCip  dans  leur  point  de  d^pavt,  il  n'y  a  i)as  id«'ntit^  dans  leurs  t^ff'ets:  en  r<^a- 
lit<^  il  y  a  denx  ordres  publics  parfailenient  distinets  1'  un  de   l'autre. 

"L'ordre  publica  au<iuel  les  uationaux  ne  i>euvent  eontTHvenir,  Vordre  pur 
hl'w  interne  en  un  niot,  exi'ive  son  influeuív  dans  le  sein  dMín  h<*u1  et  memo 
État,  dans  le  ressort  d'  uno  seiile  et  nieine  loi,  dans  les  rapports  d'  un  souve- 
rain  et  des  siyets  que  leur  national¡t<^  souniet  A  son  autorit<^.  1/ardre  pii- 
hlir  internutionáJf  au  eontraire,  a)ipar»i1t  dans  les  rapports  d'un  individu 
et-  d'nu  l^tat,  auquel  il  n'appartient  pas  par  son  ori^fine.  Ti'  (^tran^fer  <^mi- 
fiCTé'  n'est  pas  le  HU^jet  dn  sonverain  sur  1*»  territoire  dnquel  il  se  trouve,  et  s' 
il  doit  parfois  olw^issanee  a  telle  ou  a  ti*lle  de  res  lois,  «''est  uniquement  pour 
qne  ]'bospita]it<^  qni  lui  est  accordí^e  ne  soit  pa«  pour  l'État  qui  le  regoit 
iiueeause  de  desorejan  isa  ti  on  ou  deseandale. 

"L'orrff^  puhlie  intei'uational  derive  déla  niÍMne  ulé>o  que  Vordre  pnhlio 
interne:  ronime  l'ordre  )»ublie  interne,  il  proe^de  de  T  int<ír(»t  fr<^n<^rale, 
mais  Pintí^riSt  í^f'n^ial  a  moins  d'exigenees  dans  un  cas,  quedan  l'autre, 
et  un  simple  exeniple  suftira  a  nous  en  rendre  «'onipte. 

*'I1  est  aujonrd'bui  «r<^u^ralemeut  admisque  les  lois  eoneevnant  P^^tat  et 
la  eapacitíí  des  personnes  leH  suivent  en  ])nys  é^tran/yfer.  T'^n  sujet  bollan- 
dais  ne  seraroi)uté  majeur.  et  ]>ar  suite  eapable  d'aeomplir  les  aetes  de  la 
vie  fivile  sur  notre  territoire,  qu'a  Pajre  de  vinjct-trois  ans.  1íx<^  par  sa  1<^- 
^ialation  nationale;  et  uul  nesonge  ai  luiappiií|ueT.  dans  tous  leseas,  avee 
quelqae  personne  qu'il  «'ontraetc.  la  dispositton  de  Part.  4í<8duCodeeivil 
franjáis,  qul  dí^elare  majenrs  les  Krangais  a<í<^M  de  vinjift  et  un  ans  aeeom- 
plirt.  Cette  disposition  n' est  done  pas  nne  dispositiou  tVordrn  puMie  in- 
teritatianal.  Et  eependant  elle  touelie  ;\  Vnrdrepnblic  interne,  en  ee  sens  qu* 
ilueserait  pas  permis  á  des  Frangais  d'y  con tre venir  par  lenrs  conven- 
tions. de  mod  i  tíer  Piige  déla  niajorité  I^^^'i'l^-  de  se  proel  amer  eapables  de 
fontra<'ter.  par  exemple  h  vin«jt  ans.  Síímblable  d^^clariition  n'aurait  an- 
cisne  valeur."     (VVeiss.  HI.  eliap.  I.  t.  III.  s.  lí.  p.  8.")-87). 

(141)  **Pour  savoir  si  une  loi  reiitre  dans  les  cas  ex<íeptioneIs,  il  faut  avant 
tont  réchereber  Pintention  du  législateur.  S'il  l'a  exprimiré  fornielle- 
ment,  eet.tedéelaratiou  suñit;  car  elle  a  la  caractí^ie  d^une  loi  sur  la  oolli- 
8Íon,  á  laquelle  on  doit  toujours  une  compb^^te  ob<^isHance.''  (Saviguy. 
VIH.  5  aA9). 
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bí  ellas  han  dirimido  el  conflioto  entre  Ia8  leyes  nación*^ 
les  y  las  extranjeras,  las  nacionales  son  las  que  el  juez  de- 
be aplicar. 

El  Código  chileno  encierra  muchas  disposiciones  con- 
cernientes al  conflicto  entre  las  leyes  chilenas  y  las  ex- 
tranjeras. Así,  cuando  el  mismo  art.  14  declara  de  un  mo- 
do absoluto  que  la  ley  obliga  tanto  á  los  nacionales  como 
á  los  extranjeros,  diHim  los  conflictos  que,  en  cuanto  á  la 
aplicación  de  las  leyes  chilenas  ó  las  extranjeras,  se  suscita- 
rían á  controvertirse  sobre  los  actois  ó  contratos  ejecutados 
ó  celebrados  en  la  Eepública;  el  art.  IH  declara  que  los  bie- 
nes situados  en  Chile  están  sujetos  á  las  leyes  chilenas, 
aunque  sus  dueños  sean  extranjeros;  el  art.  18,  que  si  la 
ley  chilena  exige  instrumentos  públicos  para  pruebas  que 
han  de  rendirse  y  surtir  efecto  en  Chile,  no  valen  los  ins- 
trumentos privados,  sea  cual  fuere  la  eficacia  de  éstos  en 
la  nación  donde  se  hubieren  extendido;  el  art.  120,  que  el 
matrimonio  disuelto  en  Estado  extranjero  en  conformi- 
dad ó  las  leyes  del  mismo,  pero  que  no  hubiera  podido 
disolverse  segñn  las  leyes  chilenas,  no  habilita  á  ninguno 
de  los  dos  cónyuges  imra  casarse  en  Chile,  mientras  el 
otro  viviere 

242.  Como  ya  lo  apuntamos,  (45)  la  aplicación  déla  ley 
extranjera  presenta  graves  dificultades.  Según  algunos 
Códigos  (142)  y  la  opinión  de  varios  jurisconsultos,  (143)  la 


(142)  "El  litigante  que  fundare  su  derecho  en  una  ley  extranjera  deb«r^ 
presentarla  autenticada."  fArt.  1011  del  Código  de  enjuiciamientos  eouato- 
ríano^. 

"La  aplicación  de  las  leyes  extranjeras,  en  los  casos  en  que  este  Código  la 
autoriza,  nunca  tendrá  lugar  sino  á  solicitud  de  parte  interesada,  á  cuyo 
oargo  será  la  prueba  de  la  existencia  de  dichas  leyes.  Kxceptnanse  las  leyes 
extrai^eras  que  se  hicieren  obligatoi'ias  en  la  República  por  conTcuciones 


de  Vélez  Sarsfield;. 


(148)  "U  nouB  semble  nécessaire  de  repondré  k  une  objection  que  nous 
avons  souveut  entendu  proposer:  c'est  que  le  syst^me  de  Pappli catión  de 
lois  étrangéres  obligerait  les  Juges  de  chaqué  £tat  h  prendre  connaissance 
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aplicación  de  la  ley  extranjera  es  un  mero  Ikeoho  que  debe 
probarse  por  el  que  lo  alega  en  ftu  defensa.  Pero,  á  no  du- 
darlo, es  más  conforme  á  los  principios  y  á  las  atribuciones 
del  juez,  que  éste  aplique  de  oficio  la  ley  extranjera  cuando 
ella  sea  la  que  debe  resolver  la  controversia.  (144) 


des  lois  de  toas  les  pays  de  V  univers.  Sans  doate  oe  serait  nne  prétentioii 
inadmissible  quede  lenr  imposer  la  nécessité  d'mie  étude  aussi  vaste.  L' 
art.  1.  du  Gode  oiyil  franjeáis  les  obli^^e  senlement  á  connaltre  les  lois  ^An- 
Qaises.  Nons  noiiR  horiierons  }i  établir  qn'  il  y  a  des  cas  oh  lis  sont  teiins  de 
pTononcer  suivant  les  lois  étrangéres,  et  uous  disons  que  cela  peiit  d'  antaiit 
moins  paraltre  extrnordluaire,  qu*  en  réalit^,  daiis  ees  cas,  les  tribunaux  de- 
ciden t  plut6t  nue  qneslion  de  fait  qu'nne  qaestiou  de  dit>it.  En  effet,  le» 
lois  étrang^re8  sout  des  faits  par  rapport  nux  juges  frangaiis;  c'est  á  cell» 
des  parties  qui  les  iuvocjae  a  eu  justifíer.''    (Foeiix.  I.  18). 

"L'applicatiou  des  lois  (^trangérescst-celle  done  toujonrs  parement  ft&cul^ 
tative  ponr  nos  tribunaax,  en  sorte  que  la  Conr  de  cassation  n'anrait  ja- 
máis qiVk  rcgeter  les  ponrvois  fondas  snr  la  riolatiou  dn  statnt  personuel 
d' un  étrane<^rf  M.  Foelix  admet,  en  principe,  P  afflrmatire.  Mais  nons 
(Toyons  qn^il  y  a  eu  ü  cet  égard  une  confusión  dans  son  esprit:  il  a  étenda 
an  )ng9  nne  liberté  qui  ne  pent  exister  qne  ponr  le  législatenr.  Dounei*  eífet 
en  France  anx  lOis  étTaug^re8,  o'ost  sans  doute  de  la  part  de  notre  legisla- 
teur  une  puré  courtoisie:  il  était  parfaitement  libre  d' ei\)oin(lre  »ux  Tuagis- 
trats  de  n'appliqner  jamáis  d'autre  loi  que  la  loi  frau^aise.  Mais,  une 
fois  qn'  il  est  reconnu  qne  notre  lógislatenr  yeut  nser  de  re  bou  procede  vis 
ü  vÍ!<  des  natioDS  étrangéres,  coinnient  adoietre  que  nos  tribunaux  pourront 
impunémeut  raéeonnaltre  sa  volontéf  Assnróment  un  tribunal  franoais  n' 
appliquera  pas  d' office  nn  article  de  nos  l'Odes  que  la  partie  iutéressée  au- 
raitomi»  d'iuvoquer.  FiU  eftot,  on  nc  pent  cxiger  qn  il  ait  counaissance 
des  lois  de  tonii  les  pays  de  1'  nnivers.  Mais,  la  question  sonmise  an  tribu- 
nal étant  de  celles  qui  dépendentdu  statnt  personuel,  et  la  partie  prodni- 
s«iit  le  texte  de  la  loi  en  vignenr  dans  son  pays  ou  an  lieu  de  son  doraicile,  le 
jngenient  rendn  contratrenient  á  oette  loi  deyrait  ^tre  eassé:  car  11  irait  oon*^ 
tre  la  volonté  dn  législatenr  iAranoais,  nianifestée  notament  dnns  Tart.  S  dn 
Code  Napoleón  et  dans  )a  disenssion  qni  en  a  precede  le  vote.  II  faut  le  dé- 
eider  ainst,  par  aualogie  de  ce  qn' on  decide  lorsqnMm  tribnnal,  en  ínter- 
prétantnne  convention,  a  niéconnu  Tintention  veri table  des  parties  oou- 
traotantes.  Or,  la  Conr  de  Oassation  a  plusieurs  fois  cassé  des  arréts  ponr 
n*  avoir  pas  iuterprété  con venablement  les  dispositions  contennes  dans  des 
actasqne  Fon  produisait  devant  elle.''  (l)emangeat.  Anotaciones  á  Foelix. 
I.  83). 

(144)  ''Kéguli^remünt,  les  parties  intéressées  invoqneront  la  loi  étrang^re 
d'  aprés  laquelle  le  procés  doit  ctre  déuidé.  Mais  alors  ni^me  qne  les  parties 
négligeraient  de  prmluire  les  lois  qni  régisseut  ledébat,  le  jnge  doit  le  ñiire 
d' office.    C  est  la  conséquence  du  principe  qui  régit  le  droit  intemational 

Íffivé.  La  communauté  de  droit  qui  existe  entre  les  nations  implique  qne 
es  lois  étraugéres  aout  obliga t-<»ires  pour  le  juge  anssi  bien  tpie  les  lois  na^ 
tionales.  La  nature  <lu  iait  Jnndiqae  déteimüie  la  loi  qni  doit  reoevoir  son 
application^  et  le  juge  est  ten u  de  l'appliqner,  pnisque  sa  mission  est  de 
díte  droit;  or,  il  ne  dirait  pas  droit  s' il  décidait  une  qnestiou  litigiense  par 
la  loi  de  son  pays  alors  qu'elle  doit  («tre  décidée  par  nne  loi  étrangere. 
Congoit-on  qu'  un  juge  belge  declare  un  Xéerlandais  majenr  et  capabie  á 
vingt  et  un  ans,  alors  que  le  Code  des  Pays-Bas  tixe  la  mojorité  í^ 
vingt-troisansf  Ce  serait  violer  le  statnt  personnel  du  Néerl andáis,  alors 
que  le jnge est  tenu  de  l'appliqner.  Cependant,  t>elle  est  IMncertitude  de 
tontes  les  regles  de  notre  HcieuiH».  (|u'  il  y  a  controverse  et  doute  m^nie  sur  le 
point  de  savoir  si  le  juge  doit  apphqner  d' office  les  lois  étrangc^^res."  (Lan- 
reiit.  D.  C.  I.  li.  263). 
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En  la  mayor  parte  de  los  casos  el  interesado  dará  á  co- 
nocer la  ley  extranjera;  pero  si  ello  no  se  efectúa,  el  juezí, 
para  conocerla,  debe  emplear  todos  cuantos  medios  estén  á 
sits  alcances,  y  decidir  conforme  á  ella  el  respectivo  litigio. 
Si  así  no  fuese,  expediría  sentencia  injusta,  aplicando  una 
ley  distinta  de  aquella  á  (¡ue  los  litigantes  se  sujetaron 
expresa  ó  tácitamente. 

Guando  al  juez  le  sea  imposible  conocer  á  ciencia  cierta 
la  ley  extranjera  aplicable  al  asunto  controvertido,  debe 
resolver  la  controversia  según  la  ley  de  su  nación. 


ilC 


'SoiiTeiit  le8  trilmiiaax  se  trouverunt  eiubarrassés,  qnaiid  11  s' agirá 
de  conforiuer  leuTH  (lécÍBÍoii8  a  uue  loi  étranjíére,  doiit  le  texte^  on  tont  aii 
iiioiiiH  l'esprit,  leuvestiucoiiuu. 

"Dira-t-oii  quecetteloL,  u'ayant  paa  6tó  promiilgiiée  en  Fraiice,  ii'a  pour 
eux  que  Ja  valeiir  d'  un  «¡uiple/tíi/;  qu'  íIh  soiit  dono  foiidéü  k  atteiidre,  pour 
r  appliquer,  que  ceux  ({ui  1*  in  vuqueut  Iph  ait  renseigué»  sur  son  existence  el 
8ur  sa  HiguiHeatioii?  Ou  I'a  souteuu.  Cest  auílemaudeur.  a-t-oii  dit,  qu' 
il  iueouibe  a  faire  la  pieuve  du  druií  dout  il  deniaiide  a  la  justice  de  le  dé- 
clarer  íitulair**.  Aftori  incinubil  tmna  ¡n-ohandi.  Or  cette  preu ve  iie  serait  pa» 
fait^;  le  dt*iuaudeur  u'aurait  paei  satistait  a  8on  obligatiou,  .s'il  U'établissait 
pas  par  le  uioden  <le  preuv»i  liabituelt*.  par  de»  ócrits  ou  par  d«'8  ténioius,  qne 
4a  préteutiou  est  d'acctml  avec  la  lid  ótrangerequi  le  r¿git.  »*il  ne  prodni- 
»ait  i>aH,  ;i  d(''laut  «lu  t«!xte  m^nie  sur  leqmd  elle  se  íVmde,  des  sirttestatioim  au- 
toriséfs  sur  sun  seus  et  siu*  sa  portí^e. 

"11  y  a  la  une  exrtMir  uiani teste.  J)eH  que  la  loi  (^trangero  est  applieable 
au  litige,  en  verlu  «les  principes  expriui^s  dans  la  lej:  fori,  le  Jugo  est  t^nu 
(le  lili  eontoruier  sa  Heut4:^U('e.  Cett4»  loL — et  non»  tirerons  de  la  tout-íi-l'  hen- 
re  une  ('Duséqui-uí-e  iuipurtante  au  point  de  vnede  la  sanetion  qui  garantit 
sonobservatian— n'est  pas  un  pur/a//,  pas  plus  qjie  la  loi  natiouale  elle^ 
uieme;  eoniuie  la  loi  uatioiíale,  qui  <raiIleurH,  en  IMniposaut  au  respeet  de» 
tribunaux  iustitut^s  par  elb',  s' est  en  quelque  sort«;  approimiS  ses  disposf- 
tions,  elle  eoustitut'  uue  regle  dedfoit,  et  eeux  qui  s' en  réelament.  n©  sau- 
raient  etre  assujettiK  a  en  pmuver  la  teueur  et  le  sens,  alors  qn'  une  preuve 
seuiblable  n'«'st  pas  exigée  «les  plaideurs  qui  excipent  de  la  /«r/ori  elle-nnV 
nu'.  Le  juge  doil  «buio  applicpier  la  loi  étraugí'ie,  lors  «¡u'  il  la  connait  per- 
Honnelleuicnt  ou  lorsque  ses  i>resc*riptiouH  sont  u«»toires,  sans  attendre  qu' 
elle  ait  éié  directenu^it  portee  ü  sa  eonnaissanei^  par  les  parties  en  cauBe. 

"EnipresHons-JU>U8  d'ajouter  que  presque  tonjours,  en  fait,  1' interesad 
viendra  en  aide  aux  liésitations  du  juge  et  elierí'bera  ii  luí^nager  sea  peine8¡ 
eu  produísaut;  soit  un  texte  autlieutique  de  la  loi  dout  i  I  se  prévant,  soit  ]« 
l»Hrere  tV  un  niagistrat  ou  nu  eertiH<'at  oítioiel  de  coutnmes  dí^livré  par  Pan- 
torité  publi([ue  ¿trangere,  soit  une  eonsultation  ílílÜM^róe  par  desjuriscon- 
Hultes  étrangers,  soit  eniin  <les  d(^risions  de  la  ju«tiee  dtrangere  Mai8,  que- 
He  que  soit  l'autorité  qui  s'attaclie,  au  point  de  vue  de  Píufcerpr^^tation  de 
la  loi  ótranger»*,  doiit  le  texte  ou  Fexplieation  est  ainsi  plac<^e  sous  ses  yeux, 
ai  I  xdoe  unientes  nienie  iidieiels.  te.ls  que  e,i  re  vil  a  i  res  ininistérielles,  not«s  di- 
plonuitiques,  avis  ou  déeisions  d  i  (Jcuiseil  d'État,  sentenoes  jndiciaires, 
«lont  il  est  fait  átat  ji  la  barre,  le  tribuiuil  íhin^-iiis  nVst  paa  tenn  de  8*  y 
arreter;  «-es  doeuiuents  ii'ont  pour  Ini  que  la  valeurd'une  opinión  doi'trina- 
le  et  ne  T  obligent  aueuuenient.  De  tonte  maniere,  le  jugen'est  paa  obli- 
gé  <le  eonserver  une  attitude  expectante;  il  est  maltre  et  il  a  le  devoir  d' 
aller  lui-inenie  au-devant  des  reiiseignenients  qui  ne  lui  ont  pa8  6té  volontai- 


LÍMITES  LOOAIiBS  DE  LA  LEY  30l 

Bu  Inglaterra  se  oye  el  (Uctanieii  de  peritos  sobre  la 
aplicación  de  la  ley  extranjera,  y  ai  él  no  fuere  suficiente 
para  que  el  juez  conozca  la  ley  aplicable,  se  presume  que 
la  ley  extranjera  es  conforme  á  la  ley  del  Estado.  (145) 

243.  Lo  concerniente  al  conocimiento  y  prueba  de  las 
leyes  extranjeras  llamó  la  atención  del  Instituto  de  Dere- 
cho Internacional. 

Desde  el  año  1883  propuso  éste  la  solución  del  siguiente 
problema:  qué  medios  (miplearían  los  gobim'uos 2}ara  favorecer 
el  ciynocimiento  de  las  leyes  extranjeras,  y  en  especial  para 
asegurar  ante  los  tribunales  la  prueba  de  estas  leyes. 


remeut  oti  complettsinent  fuuniÍH;  il  pent  déteruiiiier  sa  eonvictioü  conim« 
il  ronteiul. 

"Et  ce  11^  est  qu'  autant  que  les  éléiiieiit8  <V  apprer.iatiou  8ur  la  loi  étraii- 
gere  lili  feroiit  eiitiéreiueiit  íléfjiut  qu*il  orÓMiiineru,  en  <lerDÍíire  analyse  «t 
HUiif  preiive  coiitraire,  que  le»  cUt»poaitiou8  ile  cette  loi  eout  ideu tiques  k  uel- 
leH  «te  sa  loi  natiouale,  de  la  lexfori,  qui  rteviendra  aiusi,  par  iuterprétation 
et  á  titre  subsidiaire,  applicalde  au  Jitiii'e/'  (Weisü.  IIl.  chap.  1.  t.  IV  s. 
IV.  p.  165  - 169;. 

(145)  *'FoTeigu  law  i»  presumed  to  l>e  the  same  as  euglish,  uf  oourse 
exclading  tho8«  parta  of  the  latter  Wliioh  only  oxiat  as  special  Justitutions 
with  spefial  niachiuery,  as  liankruptey:  the  existence  aud  operation  of 
Hucli  iiiHtitutions  iu  auy  forei^n  coniitry,  and  in  other  respects  thodiífereii- 
ce  betwi-en  foreign  and  Bnglish  law,  nuist.  he  averred  and  proved  by  nny 
party,  plaiiititt'or  det^ndant,  who  relies  ou  it. 

'*íoreigii  law,  or  theditterence  betweon  itand  English  law»  being  a  fact 
iu  the  cause,  the  jury,  if  thcre  be  one,  mnst  )m1ge  Whether  itis  proveílí  the 
judge  hasouly  to  instruct  thein  thelaw  of  what  «'ountry  is  the  right  one  to 
appJy. 

"Froni  the  same (úniíuistance,  that  foreign  law  or  thedifferencptbetween 
it  and  Euglish  law  is  a  fatt  in  the  cause,  it  foUoWs  that  it  miut  be  proved 
afresh  wheuever  relied  on,  no  nuittcr  how  familiar  the  ♦'ourt  may  be  with 
it  froin  (he  evidence  in  prerions  actiuns. 

*'Ind»*ed  it  wouldbe  highly  uusafe  to  assume  that  the  foreign  law  had 
iiot  been  eliange«l  by  some  ncw  statute  or  course  of  decisión. 

"The  foreign  law  must  always  be  proved  by  the  evideuce  of  experts: 
eveii  wheu  a  coda  or  a  statute  is  roncrerueud  it  is  neither  aufUcient  to  pro- 
duce such  code  or  statute,  ñor  is  it  necessary  to  produce  it  whcn  an  expert 
refera  U>  it.  The  opinión»  of  pí^rsons  of  science  rnust  be  reoeivod  as  to  the 
factsof  their  science.  That  rule  appliesto  the  evidence  of  legal  nien,  and 
I  think  it  isDOt  oonfíuefl  to  nnwritten  law,  bnt  extends  also  to  the  writtteii 
laws  which  sucli  nien  are  bound  to  know.  Troperly  speaking,  the  nature  of 
snch  evideuce  isnot  toset  forth  the  contenta  of  the  written  law,  bnt  its  ef- 
fcct  and  the  state  of  hiw  resultiug  from  it.  The  mere  contents  indeed 
might  often  mislead  personsnot  familiar  with  the  i>articular  system  oflaw: 
the  witness  is  called  upon  te  state  what  law  does  result  from  the  instru- 
luent.  lílonot  think  that  the  case  oftreatles  is  applicable:  there  no  class 
of  persona  are  so  pe<*uliary  conversant  whit  the  subject  matter  as  to  iuvest 
it  with  the  character  of  a  science."    (Westlake.  $  353  -  356). 


;,¥ ' 


302 


ARTÍCULO  14 


h    • 


En  cuanto  al  primer  punto,  el  Tustituto  lo  disentid  en  la 
sesión  de  Bruselas  (1885)  y  en  la  do  Heidelberg  (1887),  y 
manifestó  el  siguiente  parecer: 

V.  Que  los  gobiernos  se  obliguen  á  comunicarse  recí- 
procamente las  leyes  vigentes  y  las  que  se  promulguen 
después  en   sus   respectivos  Estados: 

2**.  Que  entre  las  leyes  que  se  comuniquen  se  compren- 
dan: 

a)  Los  códigos  y  leyes  concernientes  al  derecho  ci- 
vil, comercial  y  penal,  al  enjuiciamiento  civil  y  crimi- 
nal, compreudiendoso  las  que  atañen  á  la  quiebra,  al  con- 
curso de  acreedores  y  á  la  organización  judicial: 

b)  Las  leyes  y  reglamentos  que  se  refieren  al  derecho 
administrativo  y  público  interior,  cuando  interesen  ésto» 
a  los  Estados  ó  á  los  ciúda<lanos  de  las  diversas  naciones: 

c)  Los  tratados,  convenciones  y  acuerdos  intm'naciona- 
les,  ó  las  disposiciones  que,  contenidas  en  ellos,  conciernan 
al  derecho  civil  ó  á  las  leyes  económicas: 

d)  Las  leyes  y  reglamentos  dictados  á  consecuencia  de 
dichos  acuerdos  internacionales. 

o\  Que  en  cada  Estado  se  archiven  estos  documentos 
en  una  oficina  central  accesible  al  público. 

En  cuanto  á  la  prueba  de  las  leyes  extranjeras  ante  los 
tribunales,  en  la  sesión  de  Hnmburgo  (1891)  el  Institnt^ 
aceptó  estas  conclusiones  presentadas  por  M.  Pierantoni: 

t.  El  Instituto  declara: 

1".  Que  en  el  estado  actual  de  la  ciencia  <lel  derecho  y 
de  las  relaciones  internacionales,  y  atenta  la  infinidad  de 
leyes  exi)edidas  en  los  pueblos  civilizados,  la  prueba  de  las 
leyes  extranjeras  no  puede  ser  un  punto  de  hecho  que  se 
deje  á  la  iniciativa  de  las  partes: 

2".  Que  es  necesario  fijar  reglas  generales  y  uniformes 
para  sustituirlas  á  los  usos  vigentes. 
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II.  El  Instituto  desea  que  los  Estados  se  obliguen  por 
acuerdos  interuacionales  á  la  aplicación  de  las  siguientes 
reglas: 

a)  Cuando  en  litigio  civil  es  necesario  aplicar  una 
ley  extranjera  sobre  cnya  exiwteucia  y  tenor  no  estén  de 
aruerdo  las  partes,  el  juez  ó  el  tribunal,  á  petición  de  las 
mismas  ó  de  oficio,  declarará,  por  resolución  interlocnto- 
ria,  cuáles  son  las  leyes  ó  los  puntos  de  derecho  necesarios 
[)ara  resolver  la  controversia: 

b).  El  juez  ó  el  presidente,  en  el  plazo  más  corto  posi- 
ble, dirigirá  exhortos,  (pie  el  ministerio  de  justicia  ó  el 
de  relaciones  exteriores  remita  al  ministerio  de  justicia 
del  Estado  cujeas  leyes  se  quieran  conocer: 

c)  El  ministerio  de  justicia  de  este  último  Estado  con- 
testará las  preguntas,  absteniéndose  de  todo  consejo  ó 
parecer  sobre  los  puntos  de  hecho,  y  limitándose  á  mani- 
festar la  existencia  y  el  tenor  de  las  leyes: 

d).  Tan  luego  como  los  textos  de  las  leyes  y  los  certifi- 
cados se  hubieren  remitido  al  tribunal,  se  archivarán  en 
secretaría,  y,  á  petición  de  la  parte  más  diligente,  conti- 
nuará el  curso  de  la  litis, 

244.  Hagamos  ya  un  resumen  de  los  principios  y  reglas 
sobre  el  conflicto  entre  los  límites  locales  de  la  ley. 

Ante  todo  insistimos  en  que  el  derecho  internacional 
privado  no  se  propone  sino  resolver  un  solo  problema: 
qué  ley  es  aplicable  á  cada  controversia  judicial. 

La  controversia  se  refiere  necesariamente  á  personas  de- 
terminadas, y  á  éstas,  los  dereclios  adquiridos^  que  pueden 
reducirse  á  dos  clases: 

El  ílereclu)  de  kt  familia;  y 

El  derecho  de  los  bienes. 

El  derecho  de  la  familia  se  considera  en  tres  aspectos: 

El  DUítrimonio; 

La  patriú, potestad; 

La  tutela. 
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El  derecho  de  los  Menes  comprende  los  derechos  á  co- 
sas determinadas  (derechos  rcídts),  y  los  derechos  á  ciertos 
actos  de  personas  determinadas  (derecho  de  las  obliga- 
ciones). 

Los  derechos  que  en  conjunto  forman  el  derecho  de  los 
bienes  presentan,  como  consecuencia  artificial,  el  derecho 
de  herencia^  esto  es,  la  universalidad  de  los  bienes  bajo  la 
forma  abstracta  de  un  contenido  determinado. 

Cuando  se  procura  conocer  la  ley  aplicable  a  una  de  es- 
tas materias,  atiéndese   á  las  siguientes  circunstancias. 

I.  El  domicilio  ó  la  nacionalidad  de  las  personas. 

II.  La  voluntad  expresa  ó  tácita  de  las  personas  que  se 
sujetan  á  un  derecho  local  determinado. 

La  aplicación  de  la  ley,  como  consecuencia  de  la  suje- 
ción voluntaria,  expresa  ó  t*4cita,  presenta  siempre  dos  di- 
ficultades: 

a)  En  (pié  circunstancias  se  presume  la  sujeción  táciUi: 

b)  Cuándo  la  prohiben  las  leyes  absolutas: 

TIL  El  lugar  donde  está  situada  la  cosa  materia  del  li- 
tigio: 

IV.  El  lugar  donde  debe  cumplirse  la  obligación: 

V.  El  lugar  donde  ejerce  jurisílicción  el  juez  ó  tribunal 
llamado  á  decidir  la  controversia. 

Tales  son,  en  resumen,  los  datos  que,  según  Saviguy, 
(146)  conducen  ala  solución  de  tan  complica<)o  problema. 

Hemos  adoptado  esta  doctrina  desjmés  del  más  «Ictenido 
estudio  de  los  autores  que,  como  Laurent  y  AVeiss,  tratan 
de  resolver  el  mismo  problema. 

Estos  autores  se  proponen  refutar  la  «loctrina  de  Sa- 
viguy; pero  sus  razones  no  nos  han  eonvenciilo. 

El  eminente  juriscousulto  alemán  distingue  dos  puntos 
del  todo  diversos: 


(146)  VIII.  J  361. 
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1^.  Las  baees  fimd»mentales  del  derecho  interofteioB^l 

privado;  y  . 

V.  Lag  reglas  que,  aceptadas  aquéllas,  debe  observar  el 
jaez  al  decidir  cada  litigio. 

Jiaurent  y  WeiSH  uo  nos  hablan  siuo  de  1^  nacmnáMík^ 
de  los  iudividuos  ó  de  la  personalidad  del  derecliO)  ooQftO 
base  de  la  aplicación  do  las  leyes  extranjeras. 

Abora  bien,  cuando  se  trata  de  «apuntos  complicadísituos, 
c^>mo  de  una  convención  que,  celebrada  por  dos  partes 
de  distinta  nacionalidad,  se  controvierte  en  otro  Estfido; 
iqué  reglas  servirían  para  decidir  la  controversiaf 

En  virtud  de  las  doctrinas  de  Jiaurent  y  Weisn,  sábese 

que  el  derecho  adquirido  en  una  nación  e8  eticaz  en  las 
otras.  Pero  ¿qué  ley  aplicaría  el  juez  para  rf^r/r/rí/r  la  efi- 
cfíckí  del  derechot 

Puede  objetarse  que  Ioh  dos  e.s<íritores  dan  reglas  sobre 
cada  materia  especial.  Confiésase  entonces  que  no  basta 
el  fundamento  de  la  mmonalUkul  ó  el  de  la  personalidad^  y 
que  es  necesario  atender  á  otras  circunstancias. 

El  mérito  indisputable  del  sistema  de  Savigny  consiste 
en  que  se  dan  reglas  generales,  apli<fables  á  todas  las  ma- 
terias, y  reglas  esiieciales  á  cada  uno  de  los  casos. 

A  controvertirse  la  capacidad  de  las  personas,  el  dere- 
cho inteniacional  privado  prescribe,  como  lo  veremos,  que 
la  ca>pa<*4dad  se  rige  por  la  ley  del  Estado  á  que  la  persoiui 
pertenece;  si  se  discute  la  validez  de  un  instrumento  publi- 
co, es  aplicable  la  regla  locm  reyit  aetnm;  si  el  litigio  versa 
sobre  la  interpretación  de  un  contrato,  examínase  dónde 
fue  celebrado  y  dónde  debe  cumplirse  la  obligación;  y  ca- 
sos hay  en  que  la  teoría  de  la  nacionalidad  ó  de  la  perso- 
nalidad es  del  todo  nugatoria,  i)or(iue  el  punto  contro- 
vertido eonsiste  en  saber  qué  ley  naHonal  ó  qué  leypersmkul 
debe  aplicarse. 

Todas  estaos  materias  de  suyo  tan  compleja,s,  ¿cómo  CK)m- 
prenderlas  en  una  fórmula  sencilla  á  manera  de  las  que 
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emplea  la  química  para  indicar  la  oomposición  de  las  sos- 
tanciasT 

Citamos  estos  casos  como  ejemplos;  pues  por  ahora  nos 
limitamos  á  los  principios  fundamentales  sobre  el  derecho 
internacional  privado;  ai  tratar  de  las  diversas  materias 
determinaremos  la  ley  á  cada  una  de  ellas  aplicable. 

Los  estudios  de  Laurent  y  Weiss  tienen,  á  no  dudarlo, 
la  mayor  importancia,  y  tan  insignes  escritores  son  be- 
neméritos del  derecho  internacional  privado.  Pero  juz» 
gamos  que  Savigny  es  en  realidad  de  verdad  qnien 
levantó  sobre  bases  de  granito  el  magnífico  edificio  de 
la  ciencia  que  da  reglas  para  la  solución  del  problema: 
qué  ley  es  la  aplicable  á  la  respectiva  ctmtroversiajudimal. 
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Art.  15.  A  las  leyes  patrias  qne  reglan  las  obll* 
ffaciones  1  derechos  civiles,  permaneoerftn  sujetos 
los  oUlenos,  no  obstante  su  residencia  6  domici- 
lio en  país  estranjero, 

I"*.  En  lo  relativo  al  estado  de  las  personas  y  í 
mu  capacidad  para  ejecutar  ciertos  actos,  que  ha- 
yan de  tener  efecto  en  Chile; 

S"".  En  las  obligaciones  1  derechos  que  nacen  de 
las  relaciones  de  familia;  pero  solo  respecto  de 
sus  conynjes  i  parientes  chilenos. 

R£FER£NCUS. 

Obligacioues.  1437. 
Derechos.  676-578. 
Domicilio.  69.  62 
Estado  de  las  personas  304. 
Capacidad.  1445,  iuc.  2^.  1446. 
Cónyuge.  13M34.  136-143. 
Parientes.  2^33. 

CONCORDANCIAS. 

P.  de  B.  11.  Los  chileuos  permanecen  sujetos  á  las  leyes 
patrias  que  reglan  las  obligaciones  i  derechos  civiles»  no 
obstante  su  residencia,  domicilio  ó  naturalización  en  pafe 
extranjero: 

I"*.  En  lo  relativo  al  estado  de  las  personas  y  á  su  capaci* 
dad  para  ejecutar  ciertos  actos  que  hayan  de  tener  efecto 
en  Chile; 

T.  En  las  obligaciones  i  derechos  que  nacen  de  las  reía* 
clones  de  familia;  pero  solo  respecto  de  sus  eonyujes  1  pa* 
rient^s  chilenos. 

C.  E.  14.  Los  ecuatorianos,  aunque  residan  ó  se  hallen 
domiciliados  en  lugar  extraño,  están  sujetos  á  las  leyes  de 
su  patria: 

1^.  En  todo  lo  relativo  al  estado  de  las  personas  y  á  la 
capacidad  que  tienen  para  ejecutar  ciertos  actos,  con  tal 
que  éstos  deban  verificarse  en  el  Ecuador;  y 

T.  En  los  derechos  y  obligaciones  que  nacen  de  las  re- 
laciones de  familia,  pero  sólo  respecto  de  su  cónyuge  y 
parientes  ecuatorianos. 
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C.  (leN.3 Les 

lois  coDceruaiit  1'  état  et  la 
capacitó  dos  pernouiies  ré- 
gÍ88eiit  le»  franjáis,  ineiue 
résidant  en  paya  átranger. 


3 Las  leyes  con- 
cernientes al  estado  y  á  la 
caimcidad  de  las  pe»onas 
rigen  á  los  franceses,  aun- 
que residan  en  nación  ex- 
tranjera. 


C.  Arg.  tí.  La  capacidad  ó  incapacidad  de  las  personas 
domiciliadas  en  el  territorio  de  la  República,  sean  nacio- 
nales 6  extranjeras,  serán  juzgadas  por  las  leyes  de  este 
Código,  aun  cuando  se  ti'dte  de  acti^  ejecntaflos  ó  de  bie- 
nes existentes  en  país  extranjero. 

7.  Ln  incapacidad  de  las  personas  domiciliadas  fuera 
del  territorio  de  la  Rei)ábilca,  será  juzgada  i)or  las  leyes 
de  su  respectivo  domieilio,  aun  cuando  se  trate  de  actod 
ejecutados  ó  de  bienes  existentes  en  la  República. 

9.  Las  incapacidades  contra  h\H  leyes  de  la  naturaleza 
como  la  esclavitud,  ó  las  que  revisten  el  carácter  de  pena- 
les, son  meramente  territoriales. 

948.  La  validez  6  nulidad  de  los  actos  jurídicos  entre  vi- 
vos ó  de  las  disjiosiciones  de  última  voluntad,  resi^ecto  á 
la  capacidad  ó  incapacidad  de  los  agentes,  será  juzgada 
por  las  leyes  de  su  respectivo  domicilio. 

P.  íleG.  7.  Las  leyes  concernientes  al  estado  y  capaci- 
dad de  las  i>ei'sonas  obligan  á  los  españoles,  aunque  resi- 
dan en  país  extranjero. 

O.  O.  19.  LoN  colombianos  residentes  6  domiciliados  en 
país  extranjero  permanecieran  sujetos  á  las  disposiciones 
de  est^  Oódigo  y  demás  leyes  nacionales  que  reglan  los  de- 
rechos y  obligaciones  civiles: 

T\  En  lo  relativo  al  esta<lo  de  las  personas  y  su  ca[>aci- 
drtd  para  efectunr  ciertos  actos  que  hayan  <ie  tener  efecto 
en  alguno  de  los  territorios  administrados  por  el  Gobierno 
general,  ó  en  asuntos  de  la  competencia  de  la  Unión; 

2*.  En  las  obligaciones  y  derechos  que  nacen  de  las  re^ 
laciones  def^imilia;  pero  sólo  respecto  de  sns  cónyuges  y 
parientes  en  los  casos  iudic^ulos  en  el  inciso  anterior. 

('.  M.  12.  Las  leyes  concernientes  al  e.^tado  y  oapacidail 
de  las  pei'sonas,  son  obligatorias  para  los  mexicanos  del 
Distrito  Federal  y  Tenitorio  de  la  baja  California,  aun 
cuando  residan  en  el  extranjeiH),  respecto  <le  los  actos  que 
deban  ejecutarse  en  todo  ó  en  i>art^  en  las  mencionadas 
demarcaciones. 

C.  Esp.  9.  Las  leyes  relativas  á  los  derechos  y  deberes 
de  familia,  ó  al  estado,  condición  y  capacidad  legal  de  las 
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personas^  obligan  á  los  espartóles^  aunque  reskiaii  ea  país 
extranjero. 

C.  A.  4.  Ellas  (las  leyes)  obligan  en  nación  extranjera 
á  los  ciudadanos  en  cuanto  á  su  capacidad,  y  rigen  sus 
actos  cuando  éstos  se  cumplen  en  lo  interior. 

34,  La  capacidad  personal  de  los  extranjeros,  en  las  ac- 
ciones judiciales,  debe  en  general  juzgarse  según  las  le- 
yes locales  á  que  el  extranjero  está  sujeto  en  razón  de  su 
domicilio;  salvo  dísiiosiciones  cwitrarias  para  casos  espe- 
ciales. 

COMENTARIO. 

245.  En  dos  aspectos  debemos  examinar  las  reglas  que 
el  art.  15  encierra: 

I**.  La  aplicación  de  estas  reglas  á  los  chilenos,  aunque 
residan  ó  estén  domiciliados  en  nación  extranjera;  y 

2*".  El  efecto  (pie  conforme  al  derecho  internacional  pri- 
vado surten  en  Chile  las  leyes  extranjeras  concernientes 
al  estado  y  á  la  capacidad  de  las  personan. 


I!>el  esta.do  y  ea.pa.cid.a.d  de  lo»  eliile« 

noH*  (-) 

246.  El  art.  11  del  proyecto  de  I).  Andrés  Bello  y  el 
art.  15  del  Código  dejan  mucho  que  desear,  así  en  cuanto  á 
los  i)rincip¡()s  como  á  su  redíicción. 


(-)  JáavijBfiiv.  VIII.  ^3t5.  3^9 - 36a.— I^oró.  I.  880.  iirt.  4".— 663.  9.--fi80.  12. 
13.--4Í0O.  9:— II.  350.  12.— Merliii.  Loi.  $  6.  11. 1.  IV.  V.  Puissaiu©  PaterneJle. 
S^iRt.  va.  MaJoKité.  ^  V.  L^timatimt.  (Q.). -- Halloz.  Lois.  385^108.— 
MLnorití.32.— Tonnier.  I.  lU.  115.  117.  169- 1K5.— Laiireiit.  I.  73-76.  87-9^<. 
(D.C.  1.).  I.  330.  225.  258.  876.  389-391.-11.  39-44.  58-68.  74- llO.-Zacha- 
riae.  (M.  V.).  I.  $  29.— Zarhariae  (A.  R.).  $  31. 11.  II.  III.— Delviiiccmrt.  I.  p. 
186.  (4).— Demolomhw.  I.  75-78  97. 103.  104.— Marcmli^.  I.  65-70.  73-76.— Anitz 
1.46.  61-65. — Chahot.  Aiitori.satiou  inanta]«.  $  I.— PardeaMUS.  V.  1482-1484. 
— Masflé.  I.  540-  649.— D' Aí^nesseaa.  V.  p.  281  -  284.— Uoíleníburgo.  1. 1.  c.  III. 
— BoiillenoU.  I.  122- 140.  205-222.— Foelix.  I.  19-3:^.87-89.158.  II.  366.-: 
Storv.  chap.  IV.— Heffter  $  38.— Wh«*atoii.  II.  II.  $  6.--Klul>er.  $  55.— Pliil- 
liinore.  IV.  XXVII.  CCCLXV -CCCLXXXIV.— We.stlake.  chap.  III.— Asaer. 
18  -  25.— Mftilher  de  Chassafr.  1-3.  20.  29.  47 -5t.  58.— Calvo.  II.  514-524. 
— Fiore.  I.  41-63.— Wei8.s.  chap.  I.  t.  IV.  8.  IV. 
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"Los  ctiileiios  permaneoen  sujetos  á  las  leyes  patrias  qae 
reglan  las  obligacioae»  y  dereclios  civiles,  no  obstante  su 
reíiideuciii,  iluiuicilio  ú  Hatiiralisación  eu  pais  extranje- 
ro   "  (1)  Proiiiltíase,  pue»,  imptfcitaaient«  la  natura- 
lización en  otvo  Estado;  prohibición  del  todo  iiirompati- 
ble  con  los  principios  del  derecho  internación  al,  aceptados 
por  el  mismo  Ü.  Andrés  Bello,  y  con  la  Constitución  chi- 
lena; la  ciml  no  veda  ni  podía  vedar  que  los  chilenos  se 
naturalicen  en  nación  extranjera. 

Revisado  el  proyectiy,  suprimiéronse  del  inc.  1°  las  pala- 
bras 6  Hatiiralización;  y  las  reglas  no  se  refieren  ya  sino  á 
los  chilenos  (]iiü,  conservando  su  nacionalidad,  residen  ó 
tienen  doniiciiio  en  otro  Estado. 

Pero  el  art.  15  deja  todavía  que  desear  en  cnanto  á  la  re- 
dacción, pnes  el  inc.  1"  expresa  la  idea  absoluta  de  que  los 
chilenos,  auixpie  residan  ó  estén  domiciliados  en  nación 
extranjera,  están  sujetos  á  las  leyes  patrias  que  reglan  las 
obligaciones  y  derechos  civiles;  y  no  enuncia  el  pensa- 
miento dominante  sino  en  los  números  1"  y  2°. 

Eu  el  Ecuador  se  reformó  el  articulo  enunciándose  la 
idea  con  toda  claridad:  "Ijos  ecuatorianos  aunque  residan 
ó  se  liallen  domiciliados  en  higar  extraño,  están  sujetos  á 
las  leyes  de  sn  patria '' 

247.  Segi'm  el  u"  V  del  art.  15  lt>s  chilenos  se  hallan  su- 
jetos á  hvs  leyes  de  su  patria  en  lo  relativo  al  estado  de  las 
personas  y  á  su  capacidad  para  ejecutar  ciertos  actoSf  que 
hayan  de  tener  efecto  eu  Chile. 

Juzgamos  ipie  también  hay  impropiedad  en  la  expre- 
sión ejecutar  cierton  actos,  porque  la  capacitlad  de  que  ha- 
bla el  legisla<lor  se  refiere,  á  no  dudarlo,  á  todo»  los  aeto$ 
que  surten  efecto  en  Chile.  Si  la  incapacidad  es  gene- 
ral, como  la  del  menor,  de  la  mujer  casada  &.,  &.,  y  se  eje- 
cutan actos  ó  celebran  contratos  que  en  Chile  surten  efec- 

(1)  Alt.  lldeljirayiM'fu. 
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to,  ¿qné  distiDciÓD  cabe  entre  Iob  actos  ó  contratosf  {Cuáles 
serán  yálidos  y  cnáles  nulosT 

Prescindimos  por  ahora,  ya  de  la  diferencia  entre  la  nu- 
lidad absoluta  y  la  relativa,  ya  de  la  ratificación  y  la  pres- 
cripción. 8i,  por  ejemplo,  un  menor  celebra  contratos  en 
otro  Estado,  y  pide  en  Chile  su  nulidad,  ¿cómo  pudiera 
distinguirse  entre  las  diversas  convenciones?  Parécenos 
que  no  se  distinguiría,  y  que,  por  lo  mismo,  debió  decirse: 
Bn  lo  relativo  al  estado  de  las  personas  y  á  su  cai)acídad 
para  ejecutar  actos  ó  celebrar  contratos,  cuando  unos  y 
otros  surtan  efecto  en  Chile. 

El  n**  2"  encierra  una  restricción  egoísta,  incompatible 
con  los  principios  de  justicia  que  deben  guiar  al  legislador 
cuando  determina  las  obligaciones  y  derechos  provenien- 
tes de  las  relaciones  de  familia.  jPor  qué  se  limitan  los 
derechos  y  obligaciones  sóioá  la  familia  chilenaf  8i  la 
familia  es  extranjera,  ¿por  qué  no  tendría  los  mismos  de- 
rechos que  la  chilena?  Singularísimo  es  que  las  obligacio- 
nes en  cuanto  á  la  familia  dependan  de  la  nacUyiwlid^^. 
Con  razón  se  burlaba  Pascal  de  la  justicia  que  varía  con 
los  límites  entre  los  Establos. 

248.  Volvamos  á  las  reglas  que  encierra  el  art.  15.  Sur- 
ten efecto  extraterritorial  las  leyes  chilenas  concernientes: 

1^.  Al  estado  de  las  personas: 

V.  A  la  capacidad,  cuando  los  actos  ó  contratos  hayan 
de  cumplirse  en  Chile: 

3**.  A  las  obligaciones  y  derechos  i)roveniente8  de  las  re- 
laciones de  familia;  pero  sólo  respecto  del  cónyuge  y  pa- 
rientes chilenos. 

249.  Según  el  art.  804  el  estado  civil  es  la  calidad  de  un 
individuo,  en  cuanto  le  habilita  para  ejercer  ciertos  dere- 
chos ó  contraer  ciertas  obligaciones  civiles,  impropia  nos 
parece  tal  definición;  pues  cuando  se  determina  el  estado 
civil,  no  se  atiende  á  los  derechos  ni  á  las  obligaciones  que 
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ia8  personas  puedan  ejercer  ó  contraer,  kíuo  á  la  condición 

en  que  viven  6  están.  (2) 

Sabido  es  que  entre  Io$  romauos  la  palabra  persoíM 
tenía  eomp  acepción  primitiva  la  de  máscara  de  teatro,  y 
que  de  ahí  la  tomaron  los  Jurisironsultos  para  significar  los 
papeles  que  el  hombre  re[>resenta  considerado  civilmente. 
Cuando  se  habla  del  estado  civil,  iuvestígaise  si  un  indivi- 
duo es  nacional  ó  extranjero,  soltero  ó  casado,  mayor  ó 
menor,  hijo  legítimo  ó  natural ;  y  prescíndese  abso- 
lutamente de  que  su  condición  le  habilite  para  ejercer  de- 
rechos ó  contraer  obligaciones.  (3) 

La  aptitud  para  ejercer  dererhos  ó  contraer  obligac^ioiies 
es  lo  que  se  denomina  capacidad;  y  enorme  es  la  diferen- 
cia entre  el  estado  y  la  capacidad  <le  la  i)ersona. 

(2)  ''Iii  perHOUjl  cuiíisque  id  iioHtriiui  <;8t  qiiod  triVmitur  [kersoime,  itl  eiit, 
quod  ciiique  ita  tribuitur  ut  is  id  hal»t*at  iu  nesi',  otiaiiiHÍ  dtssint  res  f^e- 
t4)rae  «xtemae.  Haeu  a  natura  cnique  trilmta  suut  qnatiror:  vita,  in- 
colnniitas  cnrporis,  lilíertas,   Pxintiniatio."     (l)<ni«llo.  II.   Vlll.  2.  3). 

(3)  ^*h' étnt  d' une  persíiiif,  c'tíst  la  plac«^  qn'eUe  «MM'npe  daiis  la  soeiet^!^, 
daus  la  fainilie,  c'eHt  1'  eiiH*íiiible  dt^H  nualitÁH  Juridiqiv«H  dont  eJJe  ««t 


v^tlle  «t  qiii  c'oiistitui'iit  Ma  p«'rííoiialit(>   «'ivile.    f'est  son  au^e,   hom  aexe,  8a 
nualité  de  préaoiit  on  d'absmt.  d'éponx  qii  de  célibatair»,  de  pen;  oa  de  Ui- 


per*5 


qualité  de  prét 

teiir,  d'eufant  <mi  de  pupille.  «-tr. 

'*La  oapaeité  c' f)8t  la  ¿Mmlt^.  qiii  T<^stUtA  poiir  la  persdiine  du  aoii  état,  d* 
accomplir  par  ♦!^e-ln^Ille  oii  par  sesr^próseii tanta  Icgaux.  «oit  d'  une  manie- 
ra géiK^rale  t<Mi8  les  actes  df  la  vie  (íivil«,  soit  tc»|  aote  dér^^rmiii^. 

**Eii  d'autres  termes,  l'í^tat  de  la  persoiim^  (MmsistK'>  «laiis  ve  qH^tíJe  est; 
M  oapa(-ité,  ji^ónérale  onspéoiale,  cmisiaU;  daiía  ne  qn^  elle  pfitt,  a\\  Ti^i^rd 
du  droit;  ruii  est  la  rausf,  Tautre  est  1'  eftVt."  (VVeiss.  III.  chap.  I.  t.  IV- 
s.  IV.  p.  141), 

"On  comimiiid  daiis  les  lois  snr  IV-tat  et  la  eapacit-^^  oelles  niii  e-oiicenLetit 
la  qualit<^  d'eufant  lí^ifitime  on  illejfttrme,  la  majorit^  et  la  minorit^,  V 
«^t-at  <le  mariai^e  on  dn  ()<^libat,  le  divorce,  la  fiJii^tion,  la  pnissaiuie  pa^r- 
nelle,  l'adoptiím.  Pí^mancipation.  la  tntelle,  rantoríti?  maritale  et  l<*s 
droits  de  la  feínme  mari<ie,  en  nn  mot  t^intes  les  loiiqm  d^termiiteut  leotnii»- 
ports  jnridiqnes  d' nne  per**onnii  avíM-  sa  famille,  aiusi  qno  cHlles  qui  dí'íer- 
miiient  si  elle  est  ea]>able  de  taire  d<)S  artets  Jiirldiciuas.''  (Asser.  IS). 

"liOstato  ílella  persona  í»  ¡1  romplesso  d«^ílt^  qualirnai/ioni  ^inTÍdi<-li(*.  che 
h%  legge  attribniscv^  alT  individuo  considérate»  di  perotó,  »  nell«  »ue  reJazio- 
ni  con  la  fainij^liae  con  lo  Stato. 

"Ogni  leg^e  determina  la  cfmdizioni  ^iuri<lica  delle  ¡leimane  e  le  eircMi*- 
tanzc  atte  et  idonee  a  c(»nsfitnire  qnello  che  si  di<'e  stato  personale.  Cosí 
eíasennoi*  qualitícato,  seccMido  la  ]e|4)(e,  cittiuliiio  o  atraiilero;  auimvgliato 
orelibe:  padre;  íiglio  le^i^itti-.iio  ó  naturale;  ma;i:j»:iore  o  minore;  interdette, 
inabilitato,  emanripato. 

•*I1  diritto  snottante  a  eiasrnno  di  esercitare  la  propria  attivitii  sc<ondo 
le  norme  stabilite  dalla  legj^e,  a  eni  <>  so^^getto.  eotrtitnisee  la  capacita  K^*'* 
riílica  «lella  persona.  (NxU'sta  capacita  e  seniprurminessa  ron  lo  stato  jM^r- 
Houal<>,  impcroceh^  lo  stat/oé  ognora  il  fafto^iiiridicn  |»riniordÍHle  in  couai- 
derazionedel  qn.'üe  il  Ic^íislat^ire  attrilniiscc  alT  ijidinidno  quella  data  ca- 
pacita e  qnei  detí-nniuati  dirit.ti.'*    (Fiore.  I.  ti), 
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Si  bien  el  art.  30t  encierra  el  grave  error  do  coufuüdir 
el  estallo  con  la  capacidad,  el  art,  15  los  distingue;  pues 
sólo  his  leyes  relativas  á  la  aptitud  para  ejercer  derechos 
ó  contraer  obligaciones,  son  las  que  no  se  aplican  cuan* 
do  los  actos  ó  contratos  que  se  hubieren  ejecutado  ó  cele- 
brado en  otra  nación  no  hayan  de  surtir  efecto  en  Chile; 
y,  eu  cuanto  al  estado,  rigen  las  leyes  chilenas  mien- 
tras ol  individuo  no  i)íerda  la  nacionalidad. 

Regiín  el  art.  1445  la  capacidad  consiste  en  poder  obli- 
garse una  persona  sin  el  ministerio  de  otra.  Tal  defini- 
ción se  refiere  sólo  á  las  obligaciones;  la  capacidad  eu 
general  es  la  aptitutl  para  ejecutar  actos  ó  celebrar  con- 
tratos cuya  validez  no  dependa  de  ninguna  autorización. 

El  Código  chileno  no  acepta  la  distinción,  necesaria  en 
algunas  otras  naciones,  entre  la  eaimcidad  de  derecho  y  la 
capacidad  de  obrar.  Savigny  denomina  capacidad  de  dere- 
cho la  aptitud  para  la  adciuisición  de  los  derechos  civiles;  y 
capacidad  de  obrar  la  aptitud  para  ejercer  derechos  ó  con- 
traer obligaciones.  (4)  En  las  repúblicas  sud-americanas 
todos  los  individuos,  sean  ciuiladanos  ó  extranjeros,  tie- 
nen c<ipacidad  de  derecho  (5),  ya  porípie  se  halla  absoluta- 


(i)  ''11  s'iiííit  de  d<5 terminar  d'  abord  1'  état  de  la  peraouiie  «n  «oi.  A 
(•«*t  etlet,  il  fant  <^tablir  deiix  eHiM\'«s  de  coiiditions:  Ioh  comlitioiiM  $oiw 
lH8r|iipll68  une  perHoiiiie  peut  otre  titiilaire  d'  un  rapport  d«  droit  (c^padh' 
(Ih  ihuñt);  et  leH  uonditioiiSHOiiM  Icsqut^IlDH  olle  peiit,  en  vertn  de  Ha  libertó, 
dt^Vfiiir  titiilaire  d'iiii  rapport  de  droit  (rapante  (V  aqir).^^  (Saviji^nv. 
VIII.  $361). 

(."))  Seffúnolart.  21  del  ;)roi/í5r/fi  de  Kreita^,  "A  rapíieidade  eivil  é  de  í/í- 
reilo^  Olí  de  facto.  Consiste  a  rnpacidnde  de  direito  no  «fráo  de  aptidao  de 
cada  clasHe  íle  pes80ii8  para  adquirir  direitoM,  ou  exerrer  por  si  ou  porontrein 
artos  que  uao  Ihe  sao  prohiliidoH." 

V  el  redactor  añade:  ^^CapaHdade  dv,  direHn:  uao  se  euteuda  esta  expres- 
sao  no  meanio  sentido,  em  que  a  empresa  Savi<ruy.  Para  este  eseriptor,  que 
<Xeut*ralisarao  Direito  Roinano.  a  caparidade  de  direito  ó,  e  nao  podia  d«i- 
xar  de  ser,  o  cararter  distinctivo  dos  seres  humanos  (pie  aquello  I)ireito  re- 
\í\\tsiyR  pensortif  por  contraposivao  aos  que  priva  va  da  persoiuilidadc.  Para 
nos,  paraacivilisa^ao  actual,  todo  o  honien  ó  ptrn^im;  pois  que  nao  ha  ho- 
inein  seui  a  susceptibilidade  de  adquirir  direi  tos,  susí'ej)tii)ilidade  que  nao 
cliamo  capavidade  de  direito  tratándose  de  pesxnaH,  porqu4'  só  o  seria  eni 
reh;ao  jí  entes  que  nao  sao  pesnoan.     (¿uein.    para  distinj^uir  apf/í/<oa  do  que 
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mente  abolida  la  odiosísima  cuanto  absurda  institución 
de  la  esclavitud,  ya  poniue  la  ley  no  reconoce  diferen- 
cia entre  el  nacional  y  el  extranjero  en  cuanto  á  la  adqui- 
sición y  goce  de  los  derechos  civiles. 

Volveremos  á  este  punto  al  comentar  el  art.  57. 

250.  Conforme  á  los  más  inconcusos  principios,  acepta- 
dos por  los  legisladores  y  los  jurisconsultos  (6),  es  la  regla 
de  que  las  leyes  concernientes  al  estado  civil  obligan  á  los 
nacionales  aunque  residan  ó  tengan  domicilio  en  otro  te- 
rritorio. 

Nada  más  indivisible  que  el  estado  civil.  Como  lo  ob- 
serva Eodemburgo,  (7)  no  puede  ni  concebirse  que  un  in' 


nao  é  pesaoa,  em pregar  a  expr«'asiio  —  capacidad  de  direito  —  capacidad  i m- 
ridicüf  como  fazem  os  Eacriptores  de  Direito  Niitural,  confundir-se-La  a  ni 
mesmo  e  ao8  outros;  e,  ou  cahirá  na  theoria  do  stataa  e  capitis  dimÍHutio 
do  Direito  Romano,  ou  nao  teva  trrniiuologia  propria  para  exprimir  a  re- 
pacidade  de  direito  das  legisla^'oes  modernas." 

(6)  "Leslois  peraonnt'lles",  «lecía  Portalis,  *'snivent  la  personue  partont. 
Aiiisi  la  foi  frangaise,  avec  des  yenx  <le  mere,  siiit  les  Francais  jnsqne  daos 
168  régions  les  plus  (^loignéea;  elle  les  snit  Jiisqu'anx  extr<5mit<^s  du  í^lol»*». 

**Laqnalité  de  Franjáis,  roü'me  celle  d'étraiiger,  est  Ponvragede  la  ua- 
tiire  oncelui  déla  loi.  On  est  Frangais  par  la  uatnre  quand  on  i'e8t  par  sa 
naissance,  ptarson  origine,  On  l'eHt  par  la  loi  quand  on  le  devient  en  rem- 
pliiisaut  toiites  les  oonditions  que  la  loi  prescrit  poiir  eft'acer  les  vires  de  la 
uaisRanee  ou  de  F  origine. 

**MaÍ8  il  sufHt  (Fétre  Franyais  ponr  i-tre  n'^gi  par  la  loi  frantj'aiae,  daus  toiit 
re  qui  concerne  Fétat  de  la  píT-síunie. 

''Un  Franjáis  ne  ])eut  faire  fVaude  aux  loisíleson  pays  pour  aller  contrac- 
ter  niariage  en  jiays  ctrangcr  sans  le  cons<^ntcnient  de  sch  pere  et  mí^re,  aTant 
Fáge  de  vingti'in(|  ana.  Nímis  <'¡tonM  cet  exemple  entre  mille  autres  pareils. 
pourdonner  une  id<^ede  F  (^t«Midue  et  de  la  forcé  des  lois  personnelles 

"Les  dilTí^rens  penples,  depnir»  les  p^ogr^8  du  ciuimierce  et  de  la  civilisa- 
tion,  ontplus  de  rapjwrts  entre  eux  qu'ils  n'en  avaient  autrefois.  L*  hia- 
toiredu  commerce  cst  Fhistoire  de  la  commnnication  des  hommes,  il  e»t 
dono  pina  important.  qu'il  ne  Fa  jauiais  éfá  de  fixer  la  máxime  que,  daua 
tout  ce  qui  rcgarde  Tí^tat  et  la  cajKicité  de  la  pevsonne,  le  FranQais.  quelque 
|>art  qu'il  soit,  continué  crctre  r<^g¡  par  la  loi  franyaÍMc."  (í^ocrí"^.  1.680. 13) 

Y  Faure  añadía:  "11  snllit  <Fctre  Frano:«is  pour  qne  Fí^tiit  et  la  capacita 
déla  personue  soient  régis  par  la  loi  frangaiae.  Que  F  i  ud  i  vid  n  reside  en 
Frauceou  qu'il  reside  en  jiays  «^tranger,  dí^s  qu'il  est  Franjáis  la  r^gle  est  la 
méme:  sa  qnalit-<^  de  Fraugais  le  s'.iivant  partout,  les  loia  qui  dí^rivent  de 
oetttí  qualité  doivent  le  suivre  égalemeiit."     (id.  613.  8). 

'*Le  principe  n^eat  pas  plus  frangais  qu'allemand  on  anglaia.  II  est  uui- 
versel  de  sa  nature.  Telle  est  aiissi  la  doctrine  des  auteurs.  et  la  législation 
eat  d'acoord  avec  la  théorie.-'     (Lanrent.  D.  C  1.  II.  44). 

**La  regle  que  les  lois  personnelles  snivent  la  personue.  et  í|u'elle8  éten- 
dent  lenrseffets  au-delíi  du  territoire  ilu  domicile  de  l'individu,  a  pour  elle 
Faceord  presque  unánime  des  auteurs  et  de  la  jnrisjirmlenee  des  tribanaux 
des  di  verses  nations."    (Foelix.  I.  3()). 


(7)  ''Cíim  enim  ah  uno  cert><ique  loco  statum  liominis   legem  ac<;ipere  nr- 
cesse  esset,  quod  absiu'duiu,  eai'mu((ue  reruin  naturaliter  ínter  se  pugna  fo- 
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dividuosea  á  un  mismo  tiempo  mayor  y  menor,  cavsado  y 
soltero,  cnerdo  y  loco;  y  así  como  conserva  su  persona- 
lidad, conserva  también  su  estado  civil,  que  con  la  mis- 
ma se  contunde. 

En  cuanto  á  la  capacídatl,  las  leyes  chilenas  no  obligan 
al  nacional  residente  cu  Estado  extranjero  sino  cuando 
sus  actos  ó  contratos  surten  efecto  en  Chile.  Si  lo  surten 
en  otra  nación,  aplf canse  los  principios  de  derecho  in- 
ternacional privado  que  en  ésta  se  acepten. 

251.  Segiin  el  tenor,  del  art.  15,  inc.  I"",  el  Código  chileno 
determina  la  ley  aplicable  al  estado  y  capticádad  de  las  per- 
sonas, atendiendo,  no  al  dommlío^  sino  A  la  nacionalidad; 
y  de  ahí  se  de<luce  que  mientras  el  indiviíluo  no  la  pier- 
da,  está  sujeto  á  las  leyes  de  su  patria  en  todo  cuanto  con- 
cierne, bien  ásu  estado  civil,  bien  á  su  capacidad  si  los 
actos  que  ejecute  ó  los  contratos  (jue  celebre  surten  efecto 
en  Chile. 

Mucho  han  controvertido  los  jurisconsultos  sobre  si  el  es- 
tado y  la  capacidad  de  las  personas  se  determinan  por  la  lej" 
de  su  domicilio  ó  la  de  su  nacionalidad.  Vólez-Sarsfield,  (8) 


ret,  ut  \n  qiiot  loca  quis  iter  facLeua,  aiit  navigans  delatns  fiierit,  totidem 
ille  statniíi  miitavet  aiit  (Mniditioiieni;  ut  uno  eodemqne  tempore  hic  sai  iu- 
ria,  iUic  alieui  fiituris  sit;  nxor  sininl  in  potestate  viri,  et  extra  eandem  sit; 
alio  loco  habtíutnr  qiii8  prodigus,  alio  frugi."     (t.  I.  o.  III.  $  4). 

(8)  ''Freitas,  sohro  los  arta.  6, 7  y8  [a],  quejón  de  su  inoyecto  d©  Código 
para  el  Braiij],  dice:  *E1  doniiciíio  y  uo  la  uacioualidad  detciniiua  el  asieu- 
to  Jurídico  de  las  peMonaa  para  saber  qu<^  leyes  civiles  rigeu  su  cai»aeidad 
de  derecho.  Este  es,  eu  verdad,  el  pensainieuto  del  Código  Civil  Francés  y 
de  los  escritores  frauceses,  cuando  diceu  que  el  cMtadi»  y  capacidad  de  las 
personas  se  reglan  por  las  leyes  de.  su  naoi(Miali(lad,  pues  confunden  Ja  na- 
cionalidad con  el  domicilio,  identific.indo  ideas  esencialmente  diversas.  Es- 
ta coufiísión  aparece  en  el  derecho  internacional  privado  de  Foelix,  quien 
tratando  del  estatuto  personal,  emplea  como  sinónimos  las  i)alabras  «acio- 
nalidad  y  domicilio.  Kn  la  jtágiua  39dice  que:  'Las  espresiones  lugar  del 
domirAlio  del  individuo  y  territorio  de  la  nación  ó  patria  pufden  ser  empleadas 
indiferentemente';  y  en  efecto.  6]  lo  hace  así  confundiéndolo  todo.  Mucho 
contribuye  21  esta  confusión  vA  art.  9  del  iUn\.  Franc«\s,  declarando  uo  ser  na- 
cional el  que  hubiese  n'i'5Ído  eu  Fi-ancia  de  uu  esfcraujero;  y  el  art.  10,  de- 
clarándose! nacional  el  hijo  de  francó-j  nacido  en  país  estrañjero.     De  esta 

[a]  Están  equivocadas  las  citas,  son  los  arts.  26,  27  y  28. 
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Story,  (9)  Freitos,  (10)  Savi^ny,   (11)  .  .  .  . 
que  la  ley  del  domicilio  es  la  que  prevalece. 


opiuan 


manera,  como  e\  liií^ardel  «loiiiicilio  de  origen  no  es  el  del  nacimiento  sino 
el  del  domicilio  del  padre,  resulta  qile  la  nacionalidad  del  Cód.  franc'Y's  es 
lo  mismo  nue  el  domicilio  de  origen.  El  error  de  tal  .suposición  es  eviilt^iite. 
porque  el  domicilio  no  es  inmutalilc;  su  variación  no  exige  una  mut^ición  de 
la  nacionalidad;  y,  por  lo  tanto,  el  lugar  del  domicúlio  de  origen  no  nos  ofre- 
ce fiíndameiito  para  decidir  una  cuestión  de  nacionalidad.  Esta  objeción  no 
tendrá  peso  alguno  para  aquellos  que,  como  Demolombe  (tom.  1.  púg.  44^). 
•sostuvieron,  contra  una  realidad  innegable,  que,  en  la  teoría  del  (bodigo 
francés,  no  se  puede  tener  «lomicilio  en  país  estraujero.  Demangeat,  en  sus 
notas  críticas  á  Foelix,  ¡íág.  57.  dice:  '.Segiin  Foelix  no  puede  tenerse  d»»- 
micilio  sino  en  el  territorio  de  la  naciiui  do  la  cual  el  individno  es  miem- 
bro.'— Susíítase,  entre  tanto,  la  <5Ui^stión  de  sab^r  cuál  será  la  ley  perso- 
nal tlel  estran  j  ero  d(mi  i  ciliado  en  Francia,  de  que  habla  el  art.  13  del  Códi- 
goj  que  no  lia  dejado  de  pertenecer  á  su  nación.  Nosotros  creemos  que  el 
domicilio  prevalece  sobre  la  nacionalidad.' 

"Story,  en  su  obra  Confiict  of  laira,  consagra  todo  el  Largo  capítulo  IV  á 
disentir  la  cuestión  de  cuáles  sean  las  leyes  que  deban  regir  la  capacidad  de 
las  personas.  Pone  los  testos  <le  varios  jurisconsultos  que  han  tratadlo  la 
materia,  y  apoyado  en  los  p<Mlerosos  fundamentos  «lue  espone,  en  las  deci- 
siones délos  trilmnales  <le  los  Estados  Unidos,  y  en  la  opinión  de  los  jiiri-s- 
consnltos  franceses  Pothier  y  Merlin  (este  líltimo  cambió  más  tarde  de  opi- 
nión), concluye  qne  la  ley  local  del  domicilio  de  la  persona  es  la  que  rige  «n 
capacidad  legal.  Savigny,  que  se  ocupó  estensamente  de  la  cuestión  y  le 
consagró  el  niás  profundo  estudio,  demuestra  de  la  nniuera  más  incoutesfa- 


ble  que  el  domicilio  determina  el  derecho  territorial  especial,  al  cual  cada 
uno  está  sujeto,  como  á  su  «lerecho  p.^rsonal."  (Anotaciones  á  los  arts.  8,  7 
y  H  del  Ci'»digo  argentino). 

(9)  '*A11  laws,  which  havc  for  tlieir  principal  object  theregulation  of  the 
capacity,  State,  and  condition  of  persons,  have  been  treated  by  foreign  jur- 
ists  generally  as  personal  laws.  They  are  by  them  divided  in  two  sortit; 
those  which We  uní Vi4'sal,  and  those  which  are  special.  The  former  rehuí- 
ate universally  the  capacity,  state,  and  condition  of  persons,  such  as  their 
minority,  emancipation,  and  power  of  adniinistration  of  their  own  añairs. 
Tlio  latter  créate  an  ability  or  a  disability  to  do  certain  acts,  leaving  the 
party  in  all  other  rtspects  with  his  general  capacity  or  incapacity.  Bni. 
whether  laws  purely  personal  belong  to  the  one  class  or  to  the  other,  they 
are  for  the  mont  p.irt  held  by  foreign  jurists  to  be  of  absolute  obligatioíi 
evcrywhere,  whcn  they  have  onceattachcd  upon  by  the  law  of  hisdomicil.'' 
(Story.  I  51). 

(10)  "A  capacidade  ou  incapacidade,  quanto  á  pensoa»  domiciliada»  em 
qualquer  seccao  do  territorio  do  Brasil,  ou  sejao  naciouaes  ou  estraujei- 
ras,  serao  jiilgadas  pelas  leis  deste  Código,  ainda  que  se  trate  de  actos  pra- 
tií'ados  en  paiz  estrangeiro,  ou  de  beus  existentes  eii  paiz  estrangeiro. 

'•A  capacidade  ou  incapacidade,  quanto  á  peasoas  domiri lindas  fóm  do 
Brasil,  ou  sejao  estrjingeiras  ou  naciouaes,  scrao  julga>4as  pelas  leis  do 
sen  respectivo  ífom#ci7i«,  ainda  (pie  se  trate  de  a<'tos  praticados  no  Imjierio. 
ou  de  bens  existentes  no  Imperio.'^  (Arts.  2fi  y  27  del  proyecta)). 

(11)  "Si  l'on  demande  quel  est  le  droit  applicable  anxditfárent-a  íltats  de  la 
pt^rsonne  qui  d^terminent  la  capacite^  du  droit  «d  la  capacité  d'agir,  on  t^- 
pond:  'C'est  purement  et  simplement  le  droit  local  auquel  eette  persiMiiie 
est  soumise  parle  fait  de  son  «lomicile. 

"('e  principe  a  recontré,  il  est  VTai,  queb^ues  contnwUcteurs;  mais  ses  par- 
tisans  s(mt  tellemeot  nombreux  ([u'on  peut  le  regarder  comme  H:inctionné 
par  I' <q)ini«m  genérale,  et  comme  appartanant  au  ílroit  coutumier  de  l'Al- 
lemagne.  Telle  est  aussi  la  signification  propre  «les  statutHls  pernonnrtir, 
aux<iuels  on  a,  pendant  un  temps,  attaelié  une  si  gramle  importauce'"  (Sa- 
vigny. VIII.  $  'Mi2). 
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Deeídense  por  la  nacioncalidad  Massé,  (12)  Fiore,  (13) 


(12)  "La  loi  saiHÍt  riiomme  ii  hh  naisKAuce;  eu  lui  impriiuaiit  la  qualit^  do 
citoyen,  «lie  lui  douiie  uu  <^tat  ot  une  (wpacLt<^  oivUe  et  p<»litique  qui  res- 
tt^iit  JetinuMiK^s  en  quelque  lieu  que  rhoiume  He  tronvi^,  parce  que.  d»  nieiiie 
qii'  il  ne  peut  avoir  deux  nationaiit<^.s,  de  ni^ine  au»MÍ  i]  ne  peut  avoir,  rela- 
tivenient  íi  mi  mi^iue  fait,  deux  cai)ae.it<Ss  diftV^rentes 

**I1  suit  de  lá  que  les  lois  coueernunt  1'  6ihi,  la  condi  ticm  et  la  capacit^í  de 
la  personue,  Huiveut  les  Franyais  eu  pays  í^tran^jer,  et  que,  réciprocpiement, 
les  li>Í8  qui  rí^gisseiit  l'í'^tat  et  laeapacit<^-  des  í^traugers  les  suiveut  en  Flan- 
ee; de  telle  sorte  «pie  c*est  d'apres  ees  lois  «luoles  tril)UuaHX  doivent  juger 
8*  ils  ont  uu  uNuit  pas  tel  <^tat,  s'  ils  sout  capables  ou  iueapables. 

''Cea  regles,  adniises  plus  ou  nioins  exprensi^nieut  par  presque  toutes  les 
législatious  étrangeres,  ne  sont  pas  sei^leuient  fondees  sur  .le  cousen  temen  t 
general  des  nations,  uuiíh  sur  lu  nature  des  clioses  ií  laqaelle  les  nations  se 
«ont  confornióes.  Car  il  est  manifesté  que  la  capacite^  civile  d'  un  Individn, 
eelle  qui  derive  de  sa  position  d'  homnie  norial j  ne  peut  etre  d^^teroiinée  que- 
par  leH  lois  de  la  soeidté  dont  il  fait  parfeie,  e'est-ri-dire  du  i»ays  auquel  il 
appartient,  soit  par  naissanee,  soit  par  adoption. 

**C'est  pourquoi,  lorsque  la  natioualit<^  d'uu  individu  vient  j\  chauger,  le 
statut  personuel  cliange  aussi:  le  Fraudáis  qui,  de  maniere  on  d'autre,  ees- 
se  d'etre  Fran<;ais^  n'est  plus  rí^gi,  quant:\  son  etat  etása  eapaeit^^,  par  la 
loi  fn^noaise,  mais  i>ar  eelle  du  i)ay8  étranger  dont  il  a  fiíit  sa  patrie  d*^ adop- 
tion,    Ef  il  en  estile  niemede  Tí^tranger  qui  devient  Franoais. 

**II  nesutÜt  done  pas  dMiu  sim]>le  cliangement  de  domieile  pour  opérer  le 
ehan^euient  de  statut:  illUnt  un  changeuient  de  nationalité.  iSous  r  aneien 
<lroit,  oíi  des  coutumes  nombreuses  et  vari<^es  régissaient  les  diíi'crentes  pro- 
vinces  dont  se  couposait  le  tenitoire,  le  statut  pouvait  dépeudre  du  domiei- 
le, et  non  de  la  nationalité,  de  telle  sorte  qu'en  cliangeant  de  domieile,  e' 
e8t-a-<Ure  en  passant  dMine  provinee  dans  l'autre,  on  pouvait  changer  de 
statut.  Mais  aigourd'bui,  sous  Tempire  d'une  loi  uniforme,  le  change- 
ment  de  statut  ne  se  coucjoit  plus  qu'avec  un  cliaugement  de  nationalité." 
(I.  540), 

(13)  ''Xon  ostante  tanta  diversita  tra  le  disposizíoni  di  diritto  positivo  6 
un  tuttodegnodi  Jiota  elie  si  puoor  amai  considerare  come  regola  di  diritto 
fonuine  per  tutti  gliStati  «l'Luropa,  che  le  leggi  relativa  alio  stato  wl  alia 
«'apaeitá  ginridicaseguono  il  cittadino  dovunque,  delle  quale  regola  la  gius- 
ta  conseguenza  sarebbe  Paltra  regola  reciproca,  che  cioí»  lo  stato  e  la  capa- 
eítíí  ^iuvidicadellostraniero  dovessero  essere  regolati  dalla  legge  dello  Sta- 
to, di  cui  esso  fosse  cittadino. 

''Questaa  noi  sembra  del  resto  la  regola  piíi  conforme  ai  pricipii  raziona- 
li,  ed  ecro  gli  argomenti  principali  in  sostegno  di  ta*e  opinione. 

'*í  un  í^itto  genérale,  che  ogui  individuo  nasce  cittadino  di  una  patria  e 
elle  la  cittadinanza  stablisce  un  rapporto  pt*rmaneute  fra  la  legge  e  Tindi- 
vi<luo.  Questi  acquista  la  sua  personalitá ''ivile  in  couformita  della  legge 
<lella  patria  di  lui,  la  quale  detenniíiii,  (piando  esiste  lii  persona  giuridica,  se 
ciascuuo  debita  reputaisi  líglio  b*gittinio,  naturale  oadiilteriuo;  (]^uali  siano 
i  diritti  equali  i  dovcri  che  alT individuo  appartengono  nei  suoi  rapporti 
con  la  íamiglia,  col  patrimonio,  con  lo  ÍStato. 

**Esseudo  la  cittadinanza  un  rapporto  libero,  voluntario  e  permanente" 
fíno  a  tanto  che  rindeviduo  non  ne  acípiisti  na  diversa,  pare  piii  conseuta- 
neo  al  rispetto  dovuto  alia  persoiialit:\  utnana,  che  (juesta  sia  retta  dovun- 
que  dalla  legge  dello  Stato,  col  quale  in  virtu  <lella  cittadinanza  esaa  si 
trovi  in  codesto  rapporto.  N»u  si  pu6  infatti  supporre,  che  tale  rapporto 
venga  a  rom pers i  peí  dato  e  fatto  del  dimorare  in  KTritorio  straniero,  e  ne- 
anehé  per  avere  i  vi  íissato  il  domicilio.  Lo  straniero  domiciliato  continua 
infatti  ad  essere  cittadino  del  suopaese,  e  siccome  egli  non  perde  il  suo  ca- 
rattt'renazionale,  ecol  <lomicilio  non  rompe  i  lega»ni  chw  lo  légano  alia  so- 
vranita  nazionale,  cosí  puñ  esigere  non  solo  di  r.sssrc  sottola  protezíone  del 
sovrano  nazionale,  ma  díunandare  altresi  che  la  sua  e,oii(lizi(ni(>  giuridica, 
a  sna  eapacit:\,  i  suoi  diritti,  cosí  come  sonó   determiuaf  i  dalla  legge  della 


318  ARTÍCULO     15 

Oogordaii   (14) 

Caído  el  imperio  Komano,  los  Estados  se  dividieron  y 
subdividieron,  y  cuaiiílo  el  sistema  feudal,  el  domicilio 
era,  por  de<'irlo  así,  lo  (pie  imprimía  carácter  á  la  i>ersoiia. 

Aun  en  las  naciones  gobernadas  por  un  solo  monarca, 
como  Francia,  las  provincias  se  regían,  ya  por  sus  fueros 
propios,  ya  por  el  dercídio  ronuino;  y  para  determinar  la 
ley  ai)lical)le  al  estado  y  capacidad  de  Ijís  i)ersonas,  debía 
atenderse,  no  á  la  nacionnJidad,  sino  ni  domicilio. 

Pero  restablecida  en  (\ste  siglo  la  unidad  de  legislación 
en  grandes  Ksta(lo>,  como  Francia,  Italia  y  Alemania,  mny 
natural  (jue  prevalezca  la  navÁonalidad;  la  cual,  á  no  du- 
darlo, ejerce  en  el  honjbre  mucha  mayor  intluencia  ípie  el 
domicilio.     Profundísima  es  la  expresión   del  Conde  de 


Hiia  pívtria.  sieiio  ri»*oiio.srint¡,  non  in  vivlíi  <lei  ti'íittati.  nía  in  virtü  degU 
alti  priiu'ipii  di  ^iiisti/.hi,  che  ílrvono  rejjjolare  i  rappnrti  Ira  ^Yx  Stati  t^l 
il  lihero  svilnppo  (Icllu  peisonalitá  uniana."     (I,   53). 

(11)  "Lcsjurisronsultes  M^  i»art.ií;ent  en  deiix  ;^r()iij)e.s  sur  ¡a  qiiestioii  lie 
savoir  ai  le  statiit  persoiiiics  stiit  J'individna  rófranj^rr.  L«*h  Anglais  el 
leH  Anióricains.  dótcrininÓH  Haii.s  doutc*  par  la  dirti<  nitó  de  la  i  re  dé  pendre  le 
Mtatnt  ptTsonnel  de  la  loi  nationalc  dans  le.s  i)ays»  díi  !es  jois  scint  diverges  et 
var¡(^eH,  donni  nt  la  jírí^'ft'renre  á  hx  ¡ex  ilomidlü,  Les  pnldicinten  dn  eonti- 
neiit  enropóen  et  surtinif  la  nouvrlh-  école  italiiiine  8out,  au  contraire,  les 
<l(^fenHenr.s  <le  la  nationalito,  <'esí  á  ilint  qu' ils  adniett^'nt  íonfonnéineut  a 
rarticle  S  dn  ('nde  NapoiiMin,  qnc  les  Ioíh  concernant  Tí-tat  et  la  capacité 
<les  i»er.i()nne.sn^«íisscnt  le,s  Franoais,  inenio  rcsidant  en  i>ay8  ótranger.  Nous 
u'hósitons  pas,  en  ce  (pii  nou.s  concerne,  a  nons  rattaduT  í\  cette  doctrine 
franíjaise  et  italienne,  estiniant  í|n' ¡1  est  ótran^cede  voir  mi  honinie  capahle 
dans  nn  i>ay.s,  incajialdc  «lans  P  nutre  en  nienie  tenips,  de  \v.  voir  lój^itime- 
inent  niarií^'  ici,  illégaleinent  la.  Mais  il  fant  reconnaitve  qn'en  pratiqne  la 
dí^terniination  dn  domieile  d'nn  individn  est  en  gén<^ral  plns  l'acile  et  nioins 
snjctte  a  contesíation  quo  celle  «le  sa  nationalit*^.  Chacnn,  en  eíiet,  a  nn 
domieile  en  preiiant  í:e  iiiot  dans  un  «ens  iar;.^^',  car,  s'  il  n'a  pa8  de  vrai  do- 
Jiiicile,  il  a  dii  nnnns  nneresidence  qni  le  rattaclie,  en  nn  moment  donné,  á 
un  pays  <lonn(^,  tandis  <jne  lieancoiip  d' hoinmes.  dans  l'í^tat  actnel  des  cho- 
«es,  ne  se  rattaclient  aancinie  patrie  luirle  lien  de  la  nationalité.  Kn  188íK 
la  questi<»n  a  ót»^  sonniise  au  con^res  tenu  í\  Oxford  par  1' Jnstitnt  de  droit 
international.  \a\  niajorit<^  s'est  pnínoiuY^e  pour  le  principe  de  Ib  nationa- 
lito^ sons  la  forme  snvante: 

"LVtaí  et  la  capaciten  «Fuñe  j>ersonne  sont  réjtris  i)arles  lois  de  l'Éta*  au- 
qnel  il  appartient  parsa  nationaliti^.  I.orsíin'nue  pernonne  n'a  pa8  de  na- 
tionalito connuf,  son  état  et  «a  capacit<^  sont  ré,i;Í8  par  les  lois  de  sont  do- 
mieile. Uien  n'est  plns  juste,  suivant  nous,  (jue  <ette  r«^.solution,  due  peut- 
etre  á  Taltsen-e  desdélí^ííues  ann^^icains.  mais  ;\  laquelle  xxn  illustre  ;  irris- 
íonsul  te  anglais  M.  Westlake  s'est  ralli<^,  au  moins  doctrinalement.  En 
d'autres  termes,  d'apres  le  congres  d' Oxford,  le  statut  personnel  d' un  in- 
di vidu  est  suppléó  par  la  loi  de  son  domieile  quand  on  ne  peiit  pas  le  recou- 
naltre  ou  que  1'  iudividu  u'  en  a  ^las."    (Chap.  VIH.  $  2".  p.  426). 
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Maistre:  "No  he  visto  hasta  ahora  hombres,  sino  france- 
ses, ingleses,  rusos."  Evidentemente  Ja  nacionalidad  es 
lo  que  forma  el  carácter  del  individuo,  y,  en  especial,  al 
determinar  lo  que  concierne  al  estado  y  la  capacidad  de 
la  i)ersona,  debe  atenderse  a  las  mil  y  mil  circunstancias 
que,  como  el  clima,  las  costumbres,  la  educación,  las  leyes, 
forman  la  idiosincracia  física,  moral  é  intelectual  de  los 
grandes  grupos  que  constituyen  la  nacionalidad  de  los 
pueblos  civilizados.  Aun  en  los  pueblos  de  un  mismo  ori- 
gen, y  que  ayer  no  más  se  separaron  de  la  metrói)oli,  como 
Venezuela,  Colombia,  Ecuador,  Perú,  Chile,  República  Ar- 
gentina. &.,  &.,  son  muy  notables  las  diferencias  prove- 
nientes de  la  nacionalidad^  y  subsisten  ellas  sea  cual  fuere 
el  domicilio.  Este  depende  de  circunstancias  accidenta- 
les, <iue  i)ueden  variar  muchas  veces  durante  la  vida  del 
individuo,  como  la  industria,  la  profesión,  las  persecu- 
ciones políticas;  y  mientras  no  adquiera  él  otra  nacionali- 
dad i>or  la  naturalización,  se  le  presume  el  ánimo  de  re- 
gresar á  su  patria. 

Bien  sabemos  (¡ue  nuestra  opinión  no  significa  nada 
tratándose  de  asuntos  controvertidos  entre  los  más  nota- 
bles escritores;  pero  aliora  no  discutimos  una  niera  teoría; 
at-enémonos  á  la  ley  positiva.  Mientras  el  art.  15  se  halle 
vigente,  y  subsista  la  nacionalidad  del  individuo  chileno, 
ha  de  aplicársele  el  propio  artículo  á  su  estado  y  ca- 
pacida<I.  Así,  por  ejenij)lo,  si  un  chileno  gira  en  Fran- 
cia una  letra  i)agadera  eu  Chile,  y  se  prueba  que  el  libra- 
dor tenía  veinticuatro  años,  nada  significa  (pie  en  Francia 
sean  mayores  los  individuos  (jue  han  cumplido  veintiuno. 
Demandado  el  pago  en  Chile,  el  librador  mismo,  ó  su  re- 
presentante legal,  puede  solicitar  (pie  se  declare  nulo  el 
contrato  de  cambio,  y  los  tribunales  declararán  la  nulidad 
sin  atender  á  otra  circunstancia  (pie  á  la  edad  del  librador 
de  la  letra, 
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252.  L<)»s  derechos  y  obl¡í»:Hc¡oiies  que  nucen  de  litó  rela- 
ciones de  ftunilia,  determinados  en  el  número  2"  del  art.  J5, 
se  refieren  especialmente: 

1".  A\  matrimonio: 

2**.  A  la  patria  potestad: 

3^  A  la  tntela: 

4:^  A  los  alimentos: 

5**.  A  la  sucesión  por  cansa  de  muerte. 

Así,  como  los  cónyuges  están  obligados  á  guardarse  fe, 
si  la  mujer  comete  adulterio  en  nación  extranjera,  le  aca- 
rreará él  la  misma  responsabilidad  civil  <iue  si  lo  hu- 
biese cometido  en  territorio  chileno. 

Lo  expuesto  acerca  de  los  derechos  y  obligacicmes  entre 
los  cónyuges  es  aplicable,  res[>ectivamente,  á  los  derechos 
y  deberes  mutuos  entre  padres  ó  hijos  legítimos,  padres  ó 
hijos  naturales,  subordinación  del  pupilo  al  guardador, 

Por  regla  general,  tratándose  de  los  Cíisos  previstos 
en  el  número  2"  del  art.  15,  se  prociíde,  en  cuanto  á  las 
obligaciones  misnjas  cuyo  cumplimiento  se  exige,  como 
si  la  persona  obligada  residiese  en  Chile. 

Salta  á  la  vista  que  la  sentencia  contra  el  chileno  resi- 
dente en  otro  Estado,  no  surtiría  efecto  en  Chile  sino  cuan- 
do el  reo  tuviese  bienes  en  esta  Kepúl)lica;  y  (¡ue,  á  no  te- 
nerlos, tal  sentencia  debe  ejecutarse  aplicándose  las  reglas 
(|ue  ya  hemos  visto  (42-51)  al  tratar  <lel  ciuuplimiento 
de  las  sentencias  dictadas  en  nación  extranjera. 
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^    II. 

^Estado  y  ca.pAeida.d  de  los  exti^ctn* 

Jeros.  (-) 

253.  AI  principiar  el  comentario  de  este  artículo,  (24S) 
observamos  que  debe  examinarse  á  qué  ley  estaría  sujeto  el 
extranjero  en  cuanto  á  su  estado  y  capacidad,  si  en  Ohile 
se  litigase  sobre  un  acto  ó  contrato  ejecutado  ó  celebrado 
en  otra  nación 

Guando  el  acto  ó  contrato  se  ejecuta  ó  celebra  en  Chile, 
no  se  distingue,  conforme  al  art.  14,  entre  el  estado  y  la 
capacidad  del  ciudadano  y  los  del  extranjero.  El  francés, 
que  es  mayor  en  su  patria  al  cumplir  veintiún  años,  pasa 
á  ser  menor  en  Ohile,  y  puede  alegar  la  nulidad  del  acto  6 
contrato  que  sería  válido  en  Francia.  De  la  misma  ma- 
nera, la  capacidad  de  la  mujer  casada  en  Inglaterra  se  de- 
termina en  Ohile,  no  por  la  ley  inglesa,  sino  por  la  ley  chi- 
lena. 

8i  bien  este  sistema  es  absurdo,  incompatible  con  la 
esencia  misma  del  estado  civil  y  de  la  capacidad  de  las 
personas,  y  contrario  á  la  {)ráctica  de  casi  todas  las  nacio- 
nes; los  jueces  chilenos  deben  aplicarlo  prescindiendo  de 
sus  inconvenientes  y  de  su  injusticia. 

254.  ETart.  3**  del  Código  de  Napoleón,  al  tratar  del  es- 
tado y  la  capacidad  de  las  personas,  guarda  silencio  res- 
pecto á  los  del  extranjero  que  contrata  en  Francia.  Pe- 
ro los  tribunales  y  los  jurisconsultos  (15)  están  de  acuerdo 


<-)  LoiTé.  I.  399.  10.— Merlin.  Loi.  ^  VI.  u.  VI.— Dalloz.  Loíb.  386.— Lau- 
reut.  1.83-86.  (D.  C.  I.)  I.  45  62.  63.— Demolorabe.  I.  98-102. -Manso.  I.  540.— 
W©i8».  III.  chap.  I.  t.  IV.  8.  IV. 

(15)  "Du  principt)  qae  leo  Lois  frauQuises,  conceniaut  l'état  etla  capacité 
despersoimeai  régiseiit  le  Francib  méine  résidaut  eu  pays  ^^tranger,  il  suit 
tontnaturallement  qne,  par  réciprocité,  le.s  Loia  qiii  rt^giasunt  Tdtat  et  la 
capacité  deb  étraugers,  le»  sai  ven  t  eu   France;  et  que  c'  est  d'  apr^s  cea 
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en  que  la  ley  nacional  del  extranjero  es  la  que  se  aplica 
al  determinarse  su  estado  y  capacidad. 

255.  El  art.  14  del  Código  chileno  es  aplicable  sólo  á  los 
actos  ó  contratos  ejecutados  ó  celebrados  en  Chile,  (227) 
mas  no  cuando  ante  los  tribunales  de  esta  nación  se  exige 
el  cumplimiento  de  obligaciones  que  en  otra  se  hubieren 
contraído.  Para  convencerse  de  ello  basta  leer  los  art«. 
15  y  16;  los  cuales  excepcioualmeute  dan  efecto  extraterri- 
torial á  las  leyes  relativas  así  al  estado  y  capacidad  de 
las  personas  como  á  los  bienes  situados  en  la  nación. 

Y  si  las  demás  leyes  no  son  aplicables  á  las  obligacio- 
nes contraídas  en  otro  Estado,  es  necesario  acept^ar  una  de 
las  dos  siguientes  hipótesis: 

O  bien  no  puede  exigirse  en  Chile  el  cumplimiento  de 
tales  obligaciones; 

O  bien  los  tribunales  tienen  de  aplicar  al  litigio  las  re- 
glas puntualizadas  por   el   derecho  internacional  privado. 

No  admitimos  ni  por  un  instante  la  primera  hipótesis; 
pues  de  toda  imposibilidad  imposible  que  la  nación  cu- 
yo Código  civil  establece  el  libérrimo  principio  de  que 
los  ciudadanos  y  los  extranjeros  gozan  de  unos  mismos 
derechos  civiles,  hubiese  cerrado  á  los  segundos  las  puer- 
tas de  los  tribunales.  Tal  sistema,  sobre  absurdo,  sería 
perjudicial  no  sólo  á  los  extranjeros  sino  aún  á  los  chile- 
nos,  que   no   podrían  demandar  á  un  extranjero  el  cum- 


}oÍ8  que  les  tribnnuux  frangais  doiventjager  a*  ils  ont  oa  n'  on  pas  d'  état, 
8*  ils  sont  capables  oa  incapablos."     (Merlin.  Loi.  $  VI.  n.  VI). 

''Le  statut  persoiinel  régfant  l'état  et  la  capacité  des  personnes,  il  s'en- 
suit  qne  les  rí>gleH8ur  laininorit^,  la  majorit<^,  1*  iuterdiction,  le  mariage. 
les  incapacites  particuliéres  k  certains  individus,  et  les  conditious  requises 

SourfaireccHser  leur incapacité  on  les  habiliter  á  certains  actes  dépendent 
u  statut  personnel;  de  telle  sorte  qu'  un  B^angais  en  pays  étranger  u'  a  pas. 
sons  tous  fes  rapports  qni  vienoent  (V  ^t^^}  indiques  ou  sous  Tes  rapports 
analognes.  nue  capacité  antre  que  celle  qui  Ini  est  reoonnue  par  la  loi  fran- 
gaise,  et  que,  de  meme,  1'  étranger  qui  se  trouve  en  France  a  sa  capacité 
réglée  par  la  loi  étrangoro,  sauf  le  cus  oü  la  loi  lócale  restreindrait  cette 
capacité  h  raison  m^lne  de  l'extraueité.^'    (Massé.  I.  544). 

"Le  code  cousacre  le  statut  personnel  des  Fraugais  en  termes  forméis,  et 
iladmet  iraplicitemout  le  statut  personnel  des  étrangers.*'  (Laarent.  D. 
C.  I.  II.  47). 
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plimiento  de  an  contrato  celebrado  fuera  de  la  Bepá- 
blica. 

Y  si  es  evidentísimo,  como  lo  es,  que  pnede  litigar- 
se en  Chile  sobre  actos  6  contratos  originados  en  nación 
extranjera;  sígnese  que  á  estos  litigios  se  aplicarían,  en 
cuanto  á  la  capacidad  de  los  extranjeros,  las  leyes  nacio- 
nales de  los  mismos,  aunque  se  aplicasen  otras  á  los  demás 
puntos  controvertidos. 

256.  Pero  los  tribunales  chilenos  no  deben  aplicar  las 
leyes  concernientes  al  estado  y  capacidad  de  los  extranje- 
ros, en  los  siguientes  casos:  (16) 


(16)  '^Jasqa'  ioi  nous  avons  consideré  le  droit  local  da  domioile  comme  de- 
terminaut  eu  general  la  capacitó  d'  agir,  et  inéme  dans  des  oafl  oü  beau- 
ooap  d'  anteara  aoatiennent  nne  opinión  contraire.  II  a'  agit  maintenant 
de  po«er  les  limites  de  ce  principe,  c'  est-á-dire  d'  indiqner  les  cas  oü  il 
oesse  d'  étre  applioable 

**Qnand  nne  ioi  conceniant  V  état  des  personiies  (la  capacité  du  djroit  ou 
lacapacit<é  d'  agir)  est  une  de  cea  lois  absolnes  qui,  vu  leur  nature  anomale, 
uerentrent  pasdaus  les  limites  de  la  commoiiauté  da  droit  entre  Étatsin- 
dépendants,  ce  n'  est  plns  le  droit  local  de  la  personne  que  le  juge  doit  ap- 
pliqner,  mais  bien  le  droit  de  son  propre  pays.''  (Savigny.  VIII.  $  366). 

''Ce  principe  ue  pent  s'  appliqner  qu'  á  1'  état  nniversel,  comme  ceíui  de 
msgeiir  on  de  mineur,  de  femme  en  puissance  iW  mari,  ou  libre  de  cette  puis< 
sanee.  Tontea  les  nations  civilisées  se  sout  accordées,  k  ne  reconnottre  la 
capacité  (^u'  á  un  certain  age;  h  placer  les  femmes  daus  la  dé  pendan  ce  de 
lears  maris.  Qniconque  traite  avec  un  individu,  peut  done  luí  demander  la 
prenve  qn'  il  est  majenr;  ct  s'  il  est  mineur,  s^  écluirer  sur  les  couditions  d' 
aprés  lesquélles  il  pent  s^  engager  valablement:  quiconque  contráete  avec 
une  personne  dn  sexe,  peut  s'  assurur  si.  onnon,  elle  est  mariée.  Dana  V  un 
et  V  autre  cas,  on  peut  prevenir  le  dauger  des  fausses  allégatlons,  en  demau- 
dant  des  garanties,  en  exigeant  que  la  personne  se  fasse  certifíer,  ce  q'ii  n* 
est  paa  plus  düBcile  que  la  certitication  d'  identité  ^xigée  (lans  un  ^aud 
nombre  de  circoiistances. 

*'  Au  contraire,  les  prohibitions  faites  k  raisou  des  qualités  son  plus  arbi- 
traírea;  elle^  sont  fondees  sur  uueutilité  moins  genérale,  et  nous  ne  peusons 

pas  qn'  elles  pussent  dtre  invoquées Au   moins  cette  exoeption  ne 

seroit  susceptible  d*^tre  admise  qu' entre  les  sujets  du  méme  état;  ou,  cha- 
(¡ne  fois  que  V  incapacité  auroit  été  couuue  do  celui  qui  a  traite  avec  V 
incapable,  et  seulement  si  la  Ioi  qui  cree  cette  incapacité  pronnoiivolt  1» 
nuUité  de  son  obligation."  (Pardessus.  V.  1483). 

'^Lestatut  personnel,  ou  1'  incapacité  qui  en  resulte,  ne  suit  la  personne 
en  pays  étranger  que  lorsqu'  il  s*  agit  d'  une  prohibition  qui  s'  applique  a 
son  état  nniversel,  telle  qnecellequi  est  relative  au  mineur  ou  á  la  fenime 
mariée.  Mais  i  1  en  est  au  tremen  t  des  prohibitions  particuli^res  qui  repo- 
sentsur  un  fondement  tellement  arbitraire  qu'  on  ne  peut  ^tre  tenu  de  clier- 
cher  alies  vérifler.  Tellessont  celles,  qui,  en  certainH  pays,  sout  faitea  aux 
personnés  nobles,  ou  constituéos  eu  diguité  civile  ou  ecelésiastique,  de 
souscrire  des  lettre^  de  change  ou  autres  engagements  qui  eutrainent  la 
oontrainte  par  cor|js  Ces  prohibitions  ne  coustituent  qa*  un  erapecheraent 
purement  local  qui,  hors  du  lieu  dans  lequel  elles  ont  été  établie»,  ne  peu- 
Tent  íítre  opposées  4  oeax  qui  ont  traite  avec  los  incapables. 

'*I1  est  are  narquer  encoré  quo  le  statut  personnel  ne  suit  les  étrangers  en 
Franoe  et  ne  regle  leur  capacité  qu'  autant  qu'  il  n'  est  paH  contraire  á  une 
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1^.  Guando  esas  leyes  contravienen  al  derecho  público 
chileno: 

2^.  Guando  pugnan  con  la  moral: 

3*".  Guando  establecen  incapacidades  particulares  des- 
conocidas en  Ohile. 


loi  d*  ordre  publie.  Voici  iiii  double  exemple  h  P  appni  de  oette  propoai- 
tiou  qul,  bien  ue  se  rapportant  pas  á  im  iiit^ret  commercia],  est  cependaut 
de  nature  á  en  faire  coniprení^re  la  portee. 

''Aiusl  ilaété  jngé,  d' une  part,  qae  P  étranger  dout  le  mariage  a  été 
lógalement  dissons  dans  son  pays,  nn'^nie  par  nu  luode  de  dissolntion  con- 
traire  A,  la  loi  IxauQaise,  peut  se  reniarier  eu  l>auce,  parc«  que^  si  Particle 
147  du  Code  civil  défond  de  routracter  un  second  mariage  avant  la  disaola- 
tion  da  premier,  il  saflit  á  l'étrauger  qai  veut  se  remarier  eu  France  de 
prouver  que  son  premier  mariage  a  été  légalemeut  dissous  dans  les  formes 
et  selou  les  lois  du  pays  dout  il  est  sujet. 

'*Et,  d'  autr.í  part,  il  a  été  jugé  récemment  par  la  coiir  de  Paris  que  la  fem- 
me  étrangére  dout  le  mariage  a  été  dissous  dans  son  pays  d'  origine  ne  peni 
contracter  un  nouveau  mariage  en  Franco,  moiusde  dix  mois  aprés  la  dis- 
solntion de  son  premier  mariage,  bien  que  son  statut  personnel  Pantorise 
á  contracter  un  nouveau  mariage  avant  1'  expiration  de  ce  délai,  parce  que 

V  artiole  238  du  Code  civil  aux  termes  duque!  la  femme  ne  pent  contracter 
un  nouveau  mariage  qu'apr^s  dix  moius  révolus  depuis  la  dissolntion 
du  mariage  précédent  contient  une  prohibition  d' ordre  publie,  sano- 
tionnée  par  1'  article   194  du  code  penal  qui   prononce  une  peine  contre 

V  offlcicr  de  V  état  civil  c^ui  avant  le  temps  prescrit  par  V  articte  228  a  recu 
1'  aote  de  mariage  d'  une  femme  ayant  déjü  été  mariée.''  (Massé.  549. 549  bis). 

"11  u'y  a  qu'  une  exception  au  principe  des  lois  personnelies  et  de  1'  em- 

fiire  qu'  elles  exerceut  sur  la  personne,  quelle  qne  soit  sa  résidence:  quand 
e  statut  personnel  est  eti  opposition  avec  une  loi  dMntérét   general,  c' est 

eelle-ci  qui  doit  recevoir  son  application 

'*Ce  que  j*  appelle  exception  au  statut  personnel  est,  k  vrai  diré,  une  re- 
gle íbndamentale  dndroit  international  privé.  L' exist^nce  de  la  societ^ 
et  sa  conservatiou  sontla  c^ndition  de  la  vie  des  individus;  leiir  develop- 
pemeut  pbysique^  intelleDtnal  et  moral  est  subordonné  k  la  coexist«nce  des 
bommesdans  les  societés  civiles;  done,  tout  ce  qui  porte  atteinte  á  la  so- 
cieté  ne  peut  ayoir  aucune  valeur:  c'  est  diré  que  dans  le  conflit  entre  le 
droit  de  la  societé  et  le  droit  personnel  de  l'étranger,  le  8 


doit  ceder."    (Laurent.  D.  C.  I.  11.  52). 
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Art.  16.  Los  bienes  situados  en  Chile  están  su- 
jetos á  las  leyes  chilenas,  aunque  sus  dueños 
sean  estranjeros  i  no  residan  en  Chile. 

Esta  disposición  se  entenderá  sin  perjuicio  de 
las  estipulaciones  contenidas  en  los  contratos 
otorgados  válidamente  en  país  estraño. 

Pero  los  efectos  de  los  contratos  otorgados  en 
país  estraño  para  cumplirse  en  Chile,  se  arregla- 
rán á  las  leyes  chilenas.  (-) 


REFERENCIAS. 


Bienes.  666. 
Extranjeros.  66. 
Contratos.  1438. 
£1  inciso  S».  2411. 


CONCORDANCIAS. 


P.  de  B.  10.  Las  leyes  relativas  á  bienes  raíces  situados 
en  Ohile,  obligan  aán  á  los  estranjeros  no  residentes  en  el 
país. 

14.  Los  efectos  legales  de  los  contratos  otorgados  en  te- 
rritorio estranjero  para  efectuarse  en  Chile,  se  arreglarán 
á  las  lejes  chilenas. 

C.  E.  15.  Los  bienes  situados  en  el  Ecuador  están  suje- 
tos á  lavS  leyes  ecuatorianas,  aunque  sus  dueños  sean  ex- 
tranjeros y  residan  en  otra  nación. 

Esta  disposición  no  limita  la  facultad  que  tiene  el  due- 
ño de  tales  bienes  para  celebrar,  acerca  de  ellos,  contratos 
válidos  en  nación  extranjera. 


(-)  Saviguy.  VIII.  $  344.  ÍU5.  360.  366-368.374  376.— Locré.  I.  300.  77.— 
380.  art.  3.— 563.9.— 580.  12— 581.  14. 15.— 600.  9.— II.  225.  17.— 250.  12.-286. 
8. — MerlÍD.  Bieus.  $  II.  ii.  III. — Loi.  J  VI.  n.  I -III. — Testament.  Sect.  I.  ^ 
V.  art.  I.  n.  I.  II.— Dalloz.  Lois.  385.  409 -414  — Tonllier.  I.  114  116-118.— 
Zaobariae  (M.  V.).  I.  $  29— Zachariae  (A.  K.).  I.  $31.  II.  III.- Domo]  ombe. 
I.  68.  69.  76.  77.  89  -  96.— Maroadé.  I.  65.  72.  75  -  77.— Baudry-Lacantiume.  I. 
211-214.— Laurcrnt.  I,  li)9-125.— (I).  C.  I.).  VII.  lll-  426.— Anitz.  I.  66.  67.— 
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Pero  los  efectos  de  estos  contratos,  cuando  hayan  de 
cumplirse  en  el  Ecuador,  se  arreglarán  á  las  leyes  ecuato- 
rianas. 

C.  (le  N.  3 Les  )      3 Los  inmue- 

imnieubles,  uiémeceuxpos-  s  bles,  aun   los  poseídos  por 

sédés    par    des    étrangers,  l  extranjeros,  se  rigen  por  la 

sont  régis  par  la  loi  fran-  )  ley  francesa, 

^aise.  ) 

C.  Arg.  8.  Los  actos,  los  contratos  hechos  y  los  dere- 
chos adquiridos  fuera  del  lugar  del  domicilio  dé  la  perso- 
na, son  regidos  por  las  leyes  del  lugar  en  que  se  han  veri- 
ficado: pero  no  tendrán  ejecución  en  la  fiepública,  respec- 
to de  los  bienes  situados  en  el  territorio,  sino  son  confor- 
mes á  las  leyes  del  país,  que  reglan  la  capacidad,  estado  y 
condición  de  las  personas. 

10.  Los  bienes  raíces  situados  en  la  Kepública  son  ex- 
clusivamente regidos  por  las  leyes  del  país,  respecto  á  su 
calidad  de  tales,  á  los  derechos  de  las  iiartes,  á  la  capaci- 
dad de  adquirirlos,  á  los  modos  de  transferirlos,  y  á  las  so- 
lemnidades que  deben  acompañar  esos  actos.  El  título 
por  lo  tanto  á  una  propiedad  raíz,  sólo  puede  ser  adquiri- 
do, transferido  ó  perdido  de  conformidad  con  las  leyes  de 
la  República. 

11.  Los  bienes  muebles  que  tienen  situación  permanen- 
te y  (|ue  se  conservan  sin  intención  de  transportarlos,  son 
regidos  por  la.s  leyes  del  lugar  en  que  estén  situados;  pero 
los  muebles  que  el  propietario  lleva  siempre  consigo,  ó  que 
son  (le  su  uso  personal,  esto  ó  no  en  su  domicilio,  como 
también  los  que  se  tienen  para  ser  vendidos  ó  transporta- 
dos á  otro  lugar,  son  regidos  por  las  leyes  del  domicilio 
del  dueño. 

1211.  Los  contratos  hechos  en  país  extranjero  para 
transferir  derechos  reales  sobre  los  bienes  inmuebles  si- 
tuados en  la  República,  tendrán  la  misma  fuerza  quo  los 
hechos  en  el  territorio  del  Estado,  siempre  que  constaren 
de  instrumentos  publi(*os  y  se  ]>rescntaren  legalizados. 
Si  por  ellos  se  transfiri(*se  el  dominio  de  bienes  raíces,  la 
tradición  de  éslos  lu)  podra  hacerse  con  efectos  jurídicos 
hasta  (pie  estos  eontratos  se  hallen  protocolizados  por  or- 
den de  un  juez  competente. 

P.  de(r.  8.  Los  bienes  inmuebles,  aunque  estén  poseí- 
dos por  extranjeros,  se  rigen  por  las  leyes  españolas. 
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9.  Los  deiechofi  y  obligaeioneB  relativas  á  bienes  mue- 
bles, se  rigen  por  las  leyes  del  país  en  qtie  su  dueño  esté 
domiciliado. 

C.  C.  20.  Los  bienes  situados  en  los  territorios  y  a(}ue- 
llos  que  se  encuentran  en  tos  Estados,  en  cuya  propiedad 
tenga  interés  ó  derecho  la  Nación,  están  sujetos  á  las  dis- 
posiciones de  este  Código  aun  cuando  sus  dueños  sean  ex- 
tranjeros y  residan  fuera  de  Colombia. 

Esta  disposición  se  entenderá  sin  perjuicio  de  las  estipu- 
laciones contenidas  en  los  contratos  celebrados  válida- 
mente en  país  extranjero. 

Pero  los  efectos  de  dichos  contratos,  para  (*uiuplirse  en 
algún  territorio,  ó  en  los  casos  que  afecten  á  los  derechos 
ó  intereses  de  la  Nación,  se  reglarán  ájeste  Código,  y  de- 
más leyes  civiles  de  la  Unión. 

C.  P.  T.  P.  V.  Están  sujetos  á  las  leyes  de  la  Kepública 
los  bienes  inmuebles,  cualesquiera  cpie  sean  la  naturaleza 
y  la  condición  del  poseedor. 

C.  M.  13.  Respeto  de  los  bienes  inmuebles  sitos  en  el 
Distrito  Fe<leral  y  en  la  Baja  California,  regirán  las  leyes 
mexicanas  aunque  sean  poseídos  por  extranjeros. 

C.  Esp.  10.  Los  bienes  muebles  están  sujetos  á  la  ley 
fie  la  nación  del  propietario:  los  hienas  inn)uebles  á  las  del 
l»aÍ8  en  que  están  sitos 

(T>MENTAlUO. 

257.  Como  lo  hemos  visto  en  las  concordancias,  D.  Andrés 
Bello  se  limit-ó,  en  el  art.  10  de  su  jyroyeíio,  á  traslucir  el 
wt.  3°,  inciso  2^*,  del  Código  de  Nap<deón,  aceptando  la 
tóeja  cnanto  inconsulta  doctrina  de  que  sólo  los  inmue- 
bles están  sujetos  á  la  ley  de  la  nación  donde  se  hallen  si- 
tuado». 

importantísima  es  la  reforma  hecha  en  el  artículo  que 
í'ODientamos;  el  cual  encierra  tres  reglas  que  deben  exa- 
íDinapse  con  suma  atención: 

1*.  lios  bienes  vsituados  en  Chile  están  sujetos  á  las  le- 
y^  chilenas,  aunipie  sus  dueños  sean  extranjeros  y  no  re- 
sidan en  Chile: 

2*.  Esta  ilisposición  se  entenderá  sin  perjuicio  de  las  es- 
tipulaciones contenidas  en  los  contratos  celebrados  válida- 
«íente  en  otro  E;stado; 
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3^  Los  efectos  de  los  contratos  ajustados  en  nación  ex- 
traña, para  cumplirse  en  Chile,  se  arreglarán  á  las  leyes 
chilenas. 

258.  De  todo  punto  necesario  que  todos  los  bienes  si- 
timdos  en  la  nación  estén  sujetos  á  sus  leyes. 

De  varias  maneras  explican  este  principio  los  juriscon- 
sultos. 

Portalis  fundaba  el  art.  3",  in(*.  2**,  del  Código  de  Xapo- 
leóil,  en  el  dominio  eminente  del  soberano.  (1) 

Savigny  (2)  opina  que  si  el  individuo  adquiere  bienes  en 
una  nación,  se  sujeta  voluntariamente  á  las  leyes  de  la 
misma,  y  ese  parecer  es  aceptatlo  por  Vélez-Sarsfield.  (3) 


(1)  ''Les  lois  qui  régleiit  le»  dispoMitions  des  hienH,  Hoiit  appeléea  réeUeat 
ees  lois  régissent  les  iminenbles,  lors  iii^mo  qnMls  sont  possí^dés  par  de; 
étrnngers. 

"Ce  principe  derive  de  ce  que  les  pnhliristes  nppeUeiit  domaine  eminent  ám 
aouverain. 

**Point  de  méprise  snrles  uiot»  doinaine  eminent;  ce  serait  iiue  erreiir  d'en 
couolure  que  chaqué  État  a  un  droit  uni  vcrncl  de  propriet<^  nur  t-oos  Ic^s  biens 
de  son  territoire. 

**Le  mots  do maine  eminent  n' exprim^^nt  que  le  droit  cju'a  la  pnissance  pu- 
blique de  régler  la  dispositiou  des  bieiit)  par  des  lois  civiles,  de  lever  surcas 
bieus  des  inipots  proportionnés  aux  besoins  publics,  et  de  disposer  de  ees 
mémes  bien.s  pour  quelqueobjet  d'  iitilité  publique,  en  indeinnisant  les  par» 
tiouliers  qui  les  possédeut. 

"Au  citoj^en  appartient  la  proprictc;  cí  au  souverain  l'empire.  Telleest 
la  máxime  de  tous  les  pays  et  de  tous  les  teiiips;  mais  les  propriétés  particu- 
liéres  des  citoyens  réunies  et  coutiguí-s  forment  le  territoire  public  d' un 
£tat,  et,  relativement  aux  natious  «Uraugcres,  ce  territoire  forme  un  seul 
toutqui  cst  sous  l'empire  <lu  Souverain  ou  do  l'ít^ií.  Lti  souveraineté  es! 
un  droit  ala  fois  réel  et  personnel:  conséquemment,  aucune  partie  du  terri- 
toire ne  peut  étre  soustraife  i\  Padmiuístratiou  du  souverain,  comme  aucone 
personne  habitant  le  t^^rritoire  ne  peut  «'^tro  soustraite  a  sa  surveillance.  ni 
h  son  autoriíé. 

"La souverainetí^  cst  indivisible;  elle  crsserait  de  l'etre,  si  les  portiona 
d'un  méme  territoire  pouvaieut  etrc  régies  par  des  lois  qui  n'«^Dianeraiei)t 
pas  du  mííme  souverain. 

**I1  estdonc  de  Pessence  nieme  des  dioses,  que  les  imuieuldes  dont  Ten- 
semble  forme  le  territoire  pubiic  d' un  peuple,  soieiit  exclusiveiní'ut  régis 
par  les  loÍH  de  ce  peuple,  quoiqu'une  partie  de  ceH  imnieuble.s  puisse  ^t^»» 
poss<?dée  par  des  étran*:;ers.''     (Loitré.   I.  5H().   14.   1.'). 

(2)  '*\ous  allon.N  maintenant  nous  occuper  det*  drídts  aux  dioses  particn- 
li^ros,  c'est-a  diré  des  droitH  rí^ds,  aliii  de  diUerniiner  le  domaine  du  droii 
auquel  ils  appartienin*nt.  et  si  uoiis  s<»nimes  r-onduitH  pav  leur  objet  meme  h 
cette  déteiruiiuation.  líneffel,  commi^  lenr  objet  touibe  sous  nos  sens  et  oc- 
cupe  une  pla<e<lans  1'  espaee,  le  lien  oíi  ils  ne  Irouvent  est  en  meme  temps 
lesiége  du  rapport  de  droit  dont  ils  fonnii.sHont  la  niatiere.  Celui  qui  vent 
acquérir  ou  exercer  un  droit  sur  uuechose  se  tiansporte  avec  c-ette  int-ention 
dans  le  lien  (|u'elle  occupe,  et  ponr  ce  rapport  de  droit  sp»^<:ial  se  soumet  vo- 
lontairenient  au  droit  de  la  local  i  t(^.  Aiufíi  done,  quand  on  dit  que  les  droits 
réels  s«.*Juiíent  d'  apres  le  droit  <lu  lien  ou  la  cliose  se  trouve  i'Us  rei  sitac),  on 
part  du  méme  principe  «¿ue  quand  <m  applique  á  I'  état  de  la  personne  la  lex 
domicilii.     Ce  principe  est  la  soiiinission  volontaire/'     (V^IIl.  ^  366). 

(3)  Al  anotar  el  artículo  10  del  Cóiligo  argentino. 
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E8  indudable  que  aun  aplicándose  los  principios  más 
liberales,  el  soberano  puede  determinar  todas  las  reglas 
concernientes  asf  al  estado  y  capacidad  de  los  ciudadanos 
como  á  los  bienes  situados  en  el  territorio,  sea  quien  fuere 
el  dueño  ó  poseedor.  Las  leyes  concernientes  á  los  bie- 
nes mismos  son  de  derecho  público;  pues  el  interés  gene- 
ral exige  que  se  dicten  reglas  uniformes  sobre  la  consti- 
tución de  los  derechos  reales  y  sobre  la- manera  de  trans- 
ferirlos. La  mayor  confusión  reinaría  en  el  derecho  de 
los  bienes,  si  él  se  rigiese  por  tantas  leyes  cuantos 
son  los  dueños  ó  poseedores.  La  necesidad  de  reglas  uni- 
formes sobre  materia  tan  trascendental  es  efectivamente 
un  axioma. 

259.  El  Código  chileno,  aceptando  las  doctrinas  de  Sa- 
vigny,  (4)  extiende  el  imperio  de  las  leyes  nacionales  no 


(4)  'Mía  vérité  le/orvm  rei  siiae  était  tout  á  ñiit  incontiu  daña  lo  droit 
iroinain  prímitif;  mais  il  fnt  établi  de  trés-bonne  heure  ponr  raction  de  la 
propTÍété,  et  plus  tard  étendn  á  d'autres  droits  in  rem.  TontefuiB  1»  de- 
maiideor  est  libre  de  ohoiñr  entre  la  jnridiction  spéciale  (foriim  rei  sHac) 
et  la  jnridictiou  genérale  (forum  domiHlii).  Cependant  la  détermiiiation 
dn  droit  local  demaude  nue  r^^le  fixe,  et  ne  sanrait  étre  aiiiHÍ  Hiibonloiin^i' 
á  la  volunté  arbitraire  d'nne  senle  des  parties.  Nons  devous  done  adopter 
exclnsivement  Pnn  oii  Taiitre  de  oes  droíts,  et  ce  sera  le  droit  dn  lien  oh 
lachóse  es t  si tuée  C/ftv  rei  nta^)^  eu  nonsfondant  snr  la  volont<^  c^ni  exis- 
te spécialement  ponr  le  rapport  de  droit  individnel.  Un  autre  motif  vieut 
encoré  justiñer  cette  pr^férence  Le  droit  h  nne  chose  peut  ^tre  conimun  ;\ 
plnsiears  personnes  ayant  chacnne  un  domicile  différent.  Si  done  les  droits 
róels  sejnffeaient  d'apr^s  le  droit  dn  domicile,  il  resterait  en  pareilcas^ 
savoir  quel  est  le  domicile  dont  on  doit  snivre  le  droit.  Or,  cette  incertitn- 
de  disparait  d^.s  qne  Pon  adopte  la  les.  rei  Hitoe,  qni  de  sa  natnre  est  toujonrs 
simple  et  exclusive. 

"A ussi  le  principe  qne  je  viens  d'établir  a-t-il  étd  dí^itons  temps  «jéiiénv- 
lement  admis,  et  c'est  á  Ini  que  se  rattaclie  la  d<^ñnition  donnée  plus  liaut 
des  statnts  réols,  d'oíi  il  resulte  que  les  lois  ayant  dir»*ctcment  et  priucipa- 
lemeut  ponr  objet  le  droit  íí  des  choseSf  r^fj^issent  tontea  les  cboses  situaos 
dans  le  domaine  dn  li^Kisla**"^,  sans  distinguer  si  les  titulaires  deo^s  droits 
sont  uationanx  ou  ótrangers.  Néaumoins  lareconnaissance  de  cette  saiue 
doctrine  a  oté  longtemps  obscurcie  par  nne  distiuction  arbitraire  qui  lui  ote 
son  eñieacité  et  sa  conséquence.  Aiusi^  on  n^appliquait  le  imncipe  qii' 
anx  immeubleH,et  ponr  les  biens  mobilierson  prétemlait  quMl  fallait  sui- 
\Te,  non  pasla  ler  rei  sitaff  mais  la  lex  (lomiciliiy  et  cela  en  vertn  d'  une  fie- 
tiou  qui  laisnit  considí^rer  les  nieul>les,  quel  que  fnt  le  lien  oíl  ils  se  trovent, 
comme  existant  an  domicile  de  la  personnc> 

"Lespartísausde  la  doctrine  queje combats,  ctqui  soumettent  les  dioses 
mobili<^res,  nouála  lex  rei  eiiae,  mais  ü  la  ler  (loniicilii,  mett^nt  ordinaire- 
nient  en  oubli  ou  dtssiuinleut  le  cote  le  plus  faible  de  Icnr  doctrine.    Ainsi, 
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sólo  á  los  bienob  rafees  sino  á  los  muebles  sittuidos  en  la 
nación. 

Este  importantísimo  principio  se  declaró  por  primera 
vez  en  el  Código  chileno  como  regla  obligatoria,  y  hoy  es 
aceptado  por  casi    todas  las  naciones  de  sud-América* 


Olí  dit  que  le  droit  local  applicíibl»  est  détermiué  par  le  domicile  de  la  per 
Bonne;  roais  qnelle  eat  cette  persoiiDef  Celle  saiiB  don  te  qiii  a  droit  h  la  elio~ 
se  cu  vertn  da  rapport  de  droit.  MaÍ8  cííla  est  tr^s-équivoqiie.  et,  lors  nieme 
qn'on  admettrait  leprinoipe,  suflftrait  ponreiirendrw  Papplicatioii  trí^,«-va- 
gneet  trés-incertaiiie.  On  peut  eiitmidre  soiih  ci^te  défínitioii  le  proi»TÍ<?tai- 
re;  mais  qnand  il  s'  iigit  de  la  translatioTí  de  la  proprií^tí^,  on  ne  snit  si  elle 
designe  r  ancien  ou  le  nouveau  propri<^t!iirf,et,  Jnrt^que  la  propri<^t^  rst  en 
qnestion,  á  laqnelle  des  parties  il  fant  T  attribnfr.— On  ponrrait,  il  vst 
vrai,  abandonuereoniplétement  l(í  propriéUiire  et  liii  snbstituer  le  posHcv*- 
senr,  cequi  simplifierait  et  faciliterait  beauconp  rappUration. — Enfiu.  il 
y  a  indópendamment  de  la  propriét^  divers  droits  ri^el»  qni,  lorsqn'  ils  exin- 
tent  oiisont  prétondus,  constitiieiit  pour  íl'autres  peMonnes  mi  droit  ñ  la 
chose. — Aiusi  done,  (^iiand  bien  ^l^me  il  serait  vrai  que  le  droit  local  se  de- 
termine par  le  domloile  de  la  persoune,  ce  principe  serait  fort  equivoque, 
car  les  diverses  personnes  dontje  vicns  de  parler  pcuvent  avoir  des  doniici- 
les  différents,  et  cette  prétendue  W'gle  ne  saurait  nons  fonrnir  la  solntion 
pratique  du  probl^'uie  á  resondre. 

'*Re8te  toujours  la  question  principale,  celle  de  savoir  s'il  y  a  dans  la 
nature  deschosesun  niotif  poní  í^tablir  unedistinctiou  entre  le  droits  ík  des 
choses  niobilieres  et  ceux  á  des  cIiosch  immobili^res.  et  pour  les  souniettTe  á 
un  droit  local  différent.  La  négative  n*  est  pas  donteuse.  Si  V  on  if  eat 
pas  parvenú  á  s'  enteiidre  sur  cette  qnestion,  peut-^tre  cela  tient-il  á  ce  qn' 
on  V  a  posee  d*  une  maniere  trop  abstraite.  J(í  vais  essayer  de  montrer 
que  dans  la  vieréelle  la  chose  se  passe  tout  antrement.  (^es  considerations 
expliqueront  en  m^nle  temps  1'  origine  de  1'  opinión  queje  combats  comnie 
erronée,  etferont  ressortir  l'élénient  de  v<!*rit^  qn'elle  contient. 

'^Qaand  on  examine  la  place  qn'ocícnpeut  dans  1'  espace  les  dioses  niobi- 
lieres, on  trouve  denx  cas  extremes,  diam<^tralement  opposí^s,  entre  lesquels 
viennent  se  placer  une  fonte  de  cas  intcrnn^diaires. 

**D'abord  la  place  que  les  choses  niobilieres  occupent  dans  I*  espaí-e  pent 
etretellement  indóterminée  et  tellcment  variable,  qn' on  ne  saiirait  avoir 
aucune  idee  precise  dn  territoire  oíi  elle  se  tronvc,  ce  qni  exclut  absohimeiit 
lasonmission  volontairc  aii  droit  local  de  ce  territoire.  Je  citerait  coinine 
cxem  pies  leseas  sil  i  van  ts:  Le  voyagnenr  qn' une  «liligence  ou  qu' un  che- 
niin  de  fer  transporte  avec  smi  bagage  peut  «lans  un  seul  jonr  traverser  pln- 
sieurs  pays,  sans  meme  s'  inqniéter  de  savoir  íjuel  est  celni  oii  il  se 
tronve  moni»')itan^nient.  11  en  est  de  nienie  (|ii!ind  un  commeryant  expé- 
(lie  des  marchaudises  ponr  un  pays  buitain.  i»endant  tout  le  temps  que  les 
marchaudises  soiit  en  route,  sart^)ut  quand  elb's  sont  exp<^diíes  par  nier 
pour  dift'érents  porl«,  meme  pour  diftV^rentes  parties  du  nnnide.  afin  d*  y 
tronver  un  marché  plus  avantageux. — Dans  de  pareils  cas  on  ne  saurait 
évideuiment  appliquer  la  lex  reí  «itne,  et  il  nous  fantchercher  parla  pensil 
un  lien  oíi  la  chose  soit  destinée  a  scjourner  pendant  un  tcmps  plus  long  ou 
meme  indéterminé.  Qnelqucfois  ce  lien  nons  est  indiqué  d' une  maniere 
certaine  par  la  volonté  du  propriétaire,  quelquefois  aussi  il  coincide  avec 
le  domicile  de  <'elui-ci.  Je  citcrai  comme  exemple^  le  bagage  <|u' un  v<iya- 
genr  rapporte  ordinaireinent  <-hez  lui  qnand  il  a  fini  son  voy  age.  ou  bien 
encoré  les  mart^handises  qu'  un  nógociant  expédieet  qu'ii  renvoie,  s'il  li- 
en trouve  pas  le  pla<'em«'nt  dans  le  lien  de  son  «lomicilc,  pour  at tendré  des 
temps  plus  pro pi ees.  (J'est  sans  donte  pour  avoir  pris  ex<ílu8Ívement  en 
considération  les  cas  de  cette  espí^ce,  que  V  on  a  préteudn  appliquer  d' une 
mauiére  genérale  le  droit  du  douúeile  au:^  choses  mobiUeres, 
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13l  distinguir  los  bienes  muebles  situados  en  el  terri- 
torio de  aquellos  que  se  refieren  en  realidad  al  domi- 
ellio  del  dueño,  obvia  en  la  práctica  todas  las  dificultades. 
Nunca  deben  confundirse  los  bienes  que,  como  los  mue- 
blen de  una  casa,  una  bibliot-eca,  se  destinan  á  permane- 
cer en  un  mismo  lugar,  con  el  dinero,  joyas,  &.,  &.,  que 
•se  transportan  á  dondequiera  (jue  va  el  propietario. 

La  distinción  entre  las  leyes  concernientes  á  los  bienes 
raíces  y  á  los  muebles  proviene,  ya  de  las  preocupaciones 
contra  los  extranjeros,  á  quienes  se  prohibía  generalmen- 
te adquirir  la  propiedad  territorial,  ya  de  las  ideas  inexac- 
tas que  aun  los  hombres  más  eminentes  tenían  acerca 
del  comercio.  (5) 


**Le  secoiul  cns,  ahsoliiiiKüit  inverné,  e.st  celiii  ou  lea  chosea  mobiliéres 
Hout  destiiK^es  úrester  (;oiiHtaiiimeiit  dahH  le  iiuMiie  lien,  coiiime  le  mobilier 
il'niit- uiaÍ8on,  nue  biblioth^que,  míe  collection  cVobJeU  d'art,  les  instru- 
iiieiits  arat<iireH  HiTvaiit  á  rexploitation  (l'nne  dómame  rural.  A  la  vérité 
¡a  dfstinatioii  de  ceíj  choHeH  n'est  pas  inminable,  et  on  peut  les  traiisporter 
daus  nn  antve  lien  (»n  dans  un  nutre  ^Miys;  inai«  de  pareilH  chan^ementH  8<mt 
íM'cidentelH,  et  on  deUors  íle8  intentioiiH  aetnelIeH  et  fies  prí^visions  dn  pos- 
seflseiir.  he  domií-ile  de  la  perí*onne  uonKoftre  un  Ta])pi)rt  nlisolnnient  seni- 
blahle,  cnr  on  le  eonsid^re  tonjonrs  romnie  pernianent,  bien  qu'il  pniseí^tTe 
changc  a  (-•baque,  instant  dn  teniprt  si  venir.— II  n' y  a  pa«  nienie  une  appa- 
rencH»  de  motil' ponr  traiter  leH  rlioseM  de  eette  esp^(•e  autremeiit  que  les  im- 
menble^.  et  elle»  doivent  i^videniment  ^treJng^^•«  d'  aprí's  le  droit  local  que 
determine  lenr  «ituation  aetuelle,  et  non  le  df)micile  <ln  propri^taire  on  du 
posaiitssenr.  Aushí  í*ela  e.st-il  adinm  pardiversantenra,  qui  du  reste  main- 
tieniieut  la  distinction  entre  les  nieubles  et  les  innneubles,  et  qui  ponr  eette 
rlasae  decliOHes  niobilieres,  fai.sant  une  exr<^ptir>n  a  leur  r^gle,  représentent 
une  opinión  intenn^diaire. 

''Éntreles  denx  olasse.*»  <le  clnmes  nmbilieres  dont  je  viens  de  parler  vien- 
nent  s'en  placer  plnsieiirs  antres  qui  H'en  rapprochent  a  des  degrés  tr^8-dif- 
fereiits.  Je  eiterait  eomnie  eXemple»  les  marcbandises  qn^  nn  ii^gociant 
tient  en  ilíípftt  dan»  un  lien  antre  que  son  doniicile  pendant  nn  temps  ind¿- 
terminé,  le  ba^aj¿<;  d'  nn  voyageur  qui  s^Jourue  dans  un  pays  étranger,  etc. 
Ponr  tontea  ees  ciiosea  les  circoustauees  particulieres  détermiueront  si  elles 
appartienuent  s\  1'  une  on  a  1'  autre  classe.  Ici  V  on  ne  devra  pas  seulemeut 
avuir  égard  au  t«*^np8  plus  on  moins  Ioni<  penilant  lequel  la  chose  a  s^journe 
daña  un  lien,  niais  aussi  ¡i  la  natnre  de  ^a^^Kle  de  droit  quMl  s'agit  d'ap- 
pljquer.  Si  par  exemple  le  litige  i)ortc  sur  la  forme  de  V  ali<^nation  (la  tra- 
flition  onle  simple  contrat),  ponr  appliquer  le  droit  local  du  lien  oü  la  cho- 
ae  eat  située,  on  ponrra  exíger  au  tenips  moins  loug  que  s'  il  s^agissait  d' 
une  question  d'uancapiou.     Mais  eii  gén(^ral  nons  devons  poser  conimeré- 

frje  r  applicatiüu  de  la  lex  rei  sitat^  tt  regarder  córame  nne  ©xceptiou,  r«- 
ativemeut  rare,  ce  qui  aété  établi  plus  baut  pour  les  cas  de  la  premiare  ea- 
péce."  (VIH  j  366). 

(5)  **Ijes  richesses  consístent  en  fonda  de  terre,  on  en  eífets  mobiliers:  les 
fouda  de  terre  de  chaqué  paj's  aont  ordinairement  posséd<^s  par  «ea  habitanta. 
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Los  partídnrios  mismos  ilel  sistema  según  el  cual  todos 
loB  niiieUles  se  bailan  sujetos  á  las  leyes  ilel  «louiicilio  del 
propietario,  hallan  gravísimas  diñcultades  cuando  se  trata 
<le  constituir  en  éstos  derechos  reales,  y  se  ven  compelídos 
ú  reconocer  que  eutouces  es  aplicable  la  ley  del  territorio 
donde  los  bienes  están  situados. 

Así,  por  ejemplo,  Massó  es  uno  de  los  escritores  france- 
ses que  deñeuUen  con  más  tesón  el  sistema  ile  que  los 
muebles  se  rigen  por  la  ley  del  domicilio  del  propietario; 
pero  al  hablar  de  la  constitusión  de  los  derechos  reales, 
acepta  el  principio  de  que  en  tal  evento  es  aplicable  á 
esos  bienes  la  lex  m  sitae;  porque  se  trata,  según  dice, 
no  de  la  relación  entro  el  propietario  y  los  bienes,  sino 
de  los  bieiies  mismos,  prescindiéndose  del  dueño  ó  po- 
seedor. (6) 


La  jilupart  lies  6tata  out  dea  loie  ijui  diígofitMit  lea  étraagen  ile  l'Acfiniaitiou 
■I»  ^uiH  ttsTreai  il  ii'y  »  miluie  que  lu  pTés'eiice  ilu  niiütie  que  les  ra«<- va- 
liiir:  iru  geiitu  de  riulleHses  appartieiit  iiouu  i\  rliaqiia  ótikt  <;n  partlriilíer. 
MnÍH  IvsulletB  uiubilierfl,  cuniiiie  Tai^cut,  leu  billets,  les  lettres-de-oliniigF. 
ien  acCiniiB  aur  lea  coiupaguiea,  les  vuiss«aiix,  toutes  les  marchsndíses,  aji- 
pui'tivnueiit  ail  umude  eiitier,  qiii,  daiis  ce  rii)iport,  ue  ooiiiposo  qu'iiu  aeul 
étnt,  dotit  toiites  lea  aiieiéU-a  aont  Ics  iiisiiilires:  le  penple  qui  poaaéde  J«>  píos 
lie  cea  üHvtii  luobilieTsde  l'uriiveTseat  \e  plus  rioh».  Qnelqiiea  état-a  en  ont 
■me iiiitiiense  quantité:  lisies  acquüjrent  chai'.uu  par  leurs deutées,  parle 
tritvail  de  leiira  oiirriera,  par  kiir  ludustiie,  pHr  leiirs  dóunuvertes,  par  le 
liaaurd  niíiiiie.  L'avariuudes  uatiuiis  se  dist'iite  les  me ii bits  de  ton t  V  niii- 
vcrs.  II  peii!  se  tioiiver  un  ótHl  si  malheureux,  qu'il  aera  pTÍvé  des  elfeU 
des  autTHS  paya,  et  niiíme  eiiutire  de  pres'fiiu  tuus  les  sieus:  lea  prouriétairM 
d«s  fonds  de  terre  ii'yseíont  que  Ita  coluns  dea  átrangers.  Cet  état  nutu- 
quera  de  tunt,  et  ue  pourra  rion  aunnérir;  il  vauílroit  bien  mieux  qa'  U  n'  eut 
liu  eommei-ee  avec  aucuiie  iiatioudn  nioude:  (i'iíst  leuomnieTuequi,  daua  les 
ciicouBtuaces  oii  i  I  se  tninvtiit,  l'a  (tuudiiil.  ii  la  paiivretiS."  (Montesqaieii. 
XX.  XXUi). 

(6)  "Mai8  [Bininuipi!  qiii  tait  rtlgir  les  nietibles  par  laloi  do  domicilede 
leiiT  propriétaire,  uesse  d'Étrcappliuableloraqiie  Ivs  ui(>ublea  aont  considf- 
riSí,  uioiiis  dsus  leiirs  ruppurts  avuc  le  propr¡et»Íre,  qii'eii  eux-m^ines  etre- 
lativement  aux  druita  qiiedt^  tiersout  pu  acqiii'iir  anr  ci'a  meubles.  Eiaus 
re  vas,  ils  soiit  rógU  par  le  stutut  t6el  de  lenr  aituatiuii  eHei'tive,  anssi  hipn 
que  las  imini-ubles. 

'Ainside 

líSes ,. ,-. —   ,-  - --„ 

<le  la  HÍtuatiou  de  riinuieuMe,  de  nituie  anasi  la  datíciii  d'nii  meitlile  eu 
Kiiíte  on  en.  tiaiitiaseiiientet  les  vousi^qnenues  de  cerontrikt,  sont  té>;is  pnr  la 
Un  dn  lieu  uü  so  troiire  le  ineuble  an  inoiiient  iiíi  il  est  doun¿  en  g^í|[f^  et  livtit 
au  i^t^ancier,  parce  qii' alera  ue  ineuble  est  iM>iin\A6r6,  uon  daiía  sesraplioris 
direutit  avec  le  pruprii^taiie,  inais  au  oinitraircdaus  sea  rappnils  dlreels  arec 
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Y  nót43£e  que.  los  casos  en  que  se  trata  de  la  constitucióu 
de  los  derechos  reales  son  los  más  importantes,  porque  en- 
tonces se  suscita  el  conflicto  entre  la  ley  vigente  en  el  do- 
micilio del  propietario  y  la  del  lugar  donde  los  bienes 
muebles  están  situados. 

La  doctrina  de  Massé  manifiesta  que  el  sistema  de  los  es- 
tatutos personales  y  estatutos  reales  ejerce  todavía  perni- 
ciosísima influencia,  y  ha  extraviado  el  criterio  de  los 
más  notables  jurisconsultos  franceses;  pues  casi  siempre 
se  proponen  distinguir  si  el  estatuto  es  personal  ó  real,  y 
amoldan  á  las  teorías  de  los  estatutarios  los  efectos  que 
surte  cada  una  de  las  leyes.  Conforme  al  art.  3",  inc.  2", 
del  Código  de  ííapoleón,  los  inmuebles  situados  en  Fran- 
cia están  sujetos  á  las  leyes  francesas,  y  de  ahí  deducen 
los  intérpretes,  aplicando  el  sistema  de  los  estatutos,  que 
la  capacidad  para  disponer  de  los  bienes  raices  debe  de- 
terminarse, no  por  la  ley  nacional  ó  la  del  domicilio  de  la 
persona,  sino  por  la  ley  del  lugar  donde  los  inmuebles  es- 
tán situados.  Pero,  jcómo  se  deduce  tal  consecuencia  del 
clarísimo  tenor  de  íiquel  inciso!  El  art.  3**  distingue  las 
leyes  concernientes  á  los  bienes  mismos  de  las  leyes  que 
determinan  el  estado  y  capacidad  de  las  personas,  y  las 
demás  materias  están  si\jetas  á  reglas  peculiares,  sin  que 
entonces  venga  á  cuento  investigar  si  el  estatuto  es  real  6 
personal. 

Aunque  Aubry  y  Rau  opinan  que  el  Código  de 
Nai)oleón  ha   seguido  el   sistema  de    los    estatutos^   re- 


lé lieu  ílaiis  leqnel  il  se  trouve,  et  qui  est  il^terminé  nar  le  oontrat,  de  tflle 
«orto  qiiMl  n'yapins  lieiide  sulvre  une  fiotioii  nMnpIací^e  par  nner^alit^. 

"Demome,  ¿'il  s'agit  do  r^veiidiqner  un  iiieiihle  que  Ha  poMÍtion  on  «oii 
<^tatactne],dai]B  tel  lieuplntot  que  dniís  tcl  autrn,  sonmet  si  une  aotiou  en 
rávendíeation,  ou  d*  exercer  un  pvivilí^ge  .subordonní^  aux  memea  eondiMon.s, 
c'est  encoré  la  lol  de  la  sitiiatíon  rdelle  du  meuble  qui  doit  Mre  Huivie,  et 
non  celle  dn  doniicile  <le  relui  :\  qui  il  appartient."     (I.  555). 
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oonoeen   que    hay    muchas    materias   ajenas    á   tal  sis- 
tema.    (7) 

260.  Kii  cuanto  al  Código  chileno,  (237)  clarísimo  es  que 
el  art.  16,  inc.  1",  no  se  refiere  sino  á  los  bienes,  raíces  ó 
muebles,  situados  en  el  territorio  de  la  República,  y  que  eii 
nada  atañe  á  las:  otras  materias. 

Veamos,  pues,  las  princiimles  leyes  «pie  reglan  los  bie- 
nes mismos,  prescindien(b)se  del  dueño  ó  poseedor: 

Las  (pie  determinan  (mhdo  se  constituyen,  transfieren  y 
extinguen  los  derechos  reales:  dominio,  usufructo,  uso, 
habitación,  jnenda,  hipoteca; 

Las  (pie  dividen  los  bienes  en  raíces  y  muebles; 

Las  (pie  enumeran  los  muebles  (pie,  como  accesorios  de 
los  predios,  se  reputan  inmuebles; 

Las  (pie  puntualizan  los  efecios  de  la  posesión; 

Las  (H)ncernien tes  al  ejercicio  de  las  acciones  reales  (') 
de  las  i)osesorias; 

Las  (pie  atañen  á  la  expropiación; 

Las  (pie  imponen  contribuciones  sobre  h^s  bienes. 

El  art.  1(>,  inc.  1",  insistimos  en  ello  porque  es  impor- 
tantísimo, uo  se  íiplica  sino  á  los  bienes,  prescindiéndose 
siempre  del  estado  ó  la  ca[)acidad  de  la  persona,  y  de  toilo 
cuanto  no  se  reíiere  en  absoluto  a  los  bienes  mismos. 

261.  La  iMígla  de  que  los  bienes  situados  en  la  República 
están  sujetos  á  las  leyes  chilenas,  no  obsta  á  que  pueda  dis- 
jionerse  de  ellos  por  contratos  válidamente  celebrados  en 
nación  extranjera.     De  lo  cual  se  deduce  (pie  aun  cuando 


(7)  "La  di.stinctioii  dii  Htatut  perdoniiel  et  du  Rtatnt  tM  est  (^trangére  anx 
1»)Í8  qiii  n'ont  pour  objpf  ni  d<^terminer  l'ótat  ef  Ja  capacité  des  persoiiiies', 
ni  de  r<^jrler  lacondition  jnridiqne  des  biens.  C>tt«  observation  s' appli- 
quc  notannnt*nt: 

**A  l'art.  384,  qui  accordeanx  peres  et  nieres  I'u8ufruit  des  bieuH  de  leiirs 
enfants,  coninie  con.s<^qnence  et  coninie  attribut  de  la  puissance  dont  ils 
8nnt  investis. 

*A  l'art.  2121,  qui  confí're  une  bypothéque  légale  «^  certaines  claM-ses  de 
personnes,  ph.vsiquesou  morales,  privilégiées  sous  cerapport. 

"Eniin  a  la  disposition   de  l'art.  1554;  qui  declare  inalienables  les  i 
menbles  de  la  femnie  inariée  souh  le  régine  dotal."     (I.^  31.  n.  II.  IIIV 
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tales  leyes  se  aplican  á  los  bienes,  la  validez  del  contrato 
se  ileterinina  por  otras  leyes,  esto  es,  ya  las  chilenas,  si  se 
caliñca  la  capacidad  de  los  nacionales,  ya  las  demás  que 
según  el  derecho  internacional  privado  rigen  la  materia 
de  las  obligaciones. 

A  investigarse  el  efecto  que  surten  los  contratos  relati- 
vos á  los  bienes  situados  en  Chile,  preciso  es  distinguir 
los  predios  de  los  muebles. 

Respecto  de  los  bienes  raíces,  salta  á  los  ojos  que  el  con- 
trato no  puede  cumplirse  sino  en  Chile;  y  como  el  art  16, 
¡uc.  3",  es  clarísimo,  no  puede  desconocerse  que  todos  los 
efectos  tlel  contrato  se  sujetan  á  las  leyes  chileníis.  No 
sólo  regirán  las  leyes  chilenas  concernientes  á  la  adípii- 
sieión  del  dominio  ó  de  los  otros  derechos  reales,  sino  tam- 
bién las  que  determinan  las  obligaciones  que  del  contra- 
to nacen. 

Volveremos  á  esta  importantísima  materia  al  comentar 
el  título  de  las  obligaciones. 

202.  En  cuanto  á  los  bienes  muebles,  se  distingue  si  el 
<»ontrato  debe  cumplirse  en  Chile  ó  en  otra  nación.  Si  en 
Chile,  todos  los  efectos  del  contrato  se  determinan  por  las 
leyes  chilenas.  De  manera  que  á  venderse  bienes  mue- 
bles juira  entregarlos  en  Chile,  el  comprador  no  adcpiiere  el 
dominio  sino  en  virtud  de  la  tradición;  si  se  celebran  dos 
contratos  de  venta  relativos  á  unos  mismos  bienes,  el  uno 
en  Francia  y  el  otro  en  Chile,  á  la  adquisición  del  domi- 
nio se  aplicarán,  no  las  leyes  francesas,  sino  las  leyes  chi- 
l(»iuis,  s<»giín  las  cuales  la  entrega  de  la  cosa  muebles  es  la 
que  transtieieel  dominio. 

Si  el  contrato  relativo  á  bienes  muebles  se  hubiere 
celebrado  para  cumplirse  en  otra  nación,  la  ley  chilena  «le- 
ja expcílito  el  derecho  de  trasladarlos  á  cualquiera  otra 
parte,  y  cumplir  el  contrato  válidamente  celebrado. 
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Pero  aun  cuando  el  contrato  se  hubiere  celebrado  en 
otra  nación  y  para  cumplirse  en  ella,  pueden  suscitarse 
conflictos  entre  la  ley  extranjera  y  la  ley  nacional;  los  cua- 
les  se  dirimen  atendiéndose  sólo  á  la  ley  chilena  concer- 
niente á  los  bienes.  Así,  en  el  caso  ya  supuesto  de  dos 
contratos  de  venta  relativos  á  una  misma  cosa,  cele- 
brados el  uno  en  Francia  y  el  otro  en  Chile,  el  comprador 
chileno  i)uede  oponerse  á  que  se  trasladen  los  bienes,  si 
Ijrueba  que  su  contrato  es  anterior  al  celebrado  en  Fran- 
cia; en  caso  contrario,  no  surtirá  efecto  la  oposición  á  que 
se  trasporten  los  bienes  para  que  en  Francia  se  cumpla  el 
contrato. 
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Art.  17.  La  forma  de  l08  Instrumentos  ptlblloos 
se  determina  por  la  leí  del  país  en  que  hayan  sido 
otorgados.  Su  autenticidad  se  probará  següñ  las 
reglas  establecidas  en  el  Código  de  Enjuicia^ 
miento. 

La  forma  se  refiere  á  las  solemnidades  esternas, 
i  la  autenticidad  al  hecho  de  haber  sido  realmen- 
te otorgados  i  autorlsados  por  las  personas  i  de  la 
manera  que  en  los  tales  instrumentos  se  espre- 
se. (-) 

KEFERENCIAS. 

InstrumejitoBpúblicod.  16d9. 
Probará.  1698. 
El  ftrtioulo.  18 

CONCORDANCIAS. 

P.  de  B.  12. 
C.  B.  16. 

C.  Arg.  12.  Las  formas  y  soleranidades  de  los  contratos 
y  de  to<lo  instrninento  público,  son  regidas  por  las  leyes 
del  ])aís  donde  se  hubieren  otorgado. 

973.  La  forma  es  el  conjunto  de  las  prescripciones  de 
la  ley,  respecto  de  las  solemnidades  que  deben  obser- 
varse al  tiempo  de  la  formación  del  acto  jurídico;  tales 
son:  la  escritura  del  acto,  la  presencia  de  testigos,  cpie  el 
acto  sea  hecho  por  escribano  publico  ó  por  un  oticial  pú- 
blico, o  con  el  concurso  del  juez  del  lugar. 

P.  de  G.  10.  Las  formas  y  solemnidades  de  los  contra- 
tos, testamentos  y  de  todo  instrumento  público,  se  regirán 
por  las  leyes  del  país  en  que  se  hubieren  otorgado. 


(-)  Savignv.  VIH.  $:«1.  382.-Locr(^.  I.  380.  art.  5.— -lOf).  11.— 433.  12,— 
478.  2B.— .V¿6. 15.— BonUeuois.  I.  p.  422-446.— Rodi^mburgo.  t.  II.  c.  III.— 
Merlin.  Loi,  $  VI.  n.  VIL— DaHoz.  Luis.  427 - -UO.— Acte  de  Péínt  civiL  3U. 
348.  349.— Foelix.  I.  73-85.  221-23L— Massé.  L  5B5-.576.— ToiiUier.  L  120. 
VIIL  .'VS.  .59.— Líiur«iit.  L  80.  9-4 -KH.  (U.  C.  L).  IL  233  -  26L— Demolombe. 
I.  105  - 108  — Zarhuriurt  (A.  IL).  I.  $  3L  n. V.— (Miabot.  'IV-staiiifiit.  $  I  u.  líL— 
Pardeíwiis  V.  14íJí>.— Wheafcou.  IL  II.  $  5.— KiUber  $  55.— Westlake.  $  207 - 
209.— Phinimore.  IV.  OCXXIl  -  DOXLVIIL— Fiore.  1.  2I0-2U.— .Vs-str.  26- 
3L— Calvo.IL  718-726.— UVi.i.s.  111.  chap.  1. 1.  II.  s.  líL  (p.  96-112). 
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C.  C.  21. 

O.  M.  14.  Respecto  de  la  forma  ó  solemnidades  exteiv 
ñas  de  los  GOTitratoBy  testamentos  y  do  todo  instnrinento 
público,  regirán  las  leyes  del  país  en  (|ue  se  hubieren  otor- 
gado. Sin  embargo,  los  mexicanos  ó  extranjeros  residente^s^ 
fnera  del  Distrito  o  de  la  ( 'alifornia,  (piedan  en  libertad 
para  sujetarse  á  las  formas  y  solemnidades  prescrita»  por 
la  ley  mexicana,  en  los  casos  en  que  el  acto  haya  de  tener 
ejecución  en  aquellas  demarcaciones. 
'  C.  de  la  L.  10.  La  forma  v  el  efecto  <le  los  instruraent^vs 
publicados  y  privados  se  reglan  por  las  leyes  y  usos  del 
lugar  donde  los  instrumentos  se  hubieren  otorgado. 

Pero  el  efecto  de  los  instrumentos  extendidos  en  una 
nación  para  ejecutarse  eu  otni,  se  reglan  por  las  leyes  de 
aquella  donde  se  ejecutan. 

La  excepción  establecida  en  el  inciso  segundo  de  ente 
artículo  no  se  aplica  si  un  ciudadano  de  otro  Est-ado 
de  la  Unión  ó  un  ciudadano  de  un  Estado  extranjero  dis- 
pone, por  testamento  otorgado  en  eso  Estado,  <le  sns  bie- 
nes muebles  situados  en  tal  Estado,  y  si,  cuando  el  tefita- 
meuto  ó  cuando  su  muerte,  está  domiciliado  con  su  familia 
fuera  de  la  jurisdicción  del  mismo  Estado. 

C.  Esp.  II.  Las  formas  y  solemnidades  de  los  eon tratos, 
testamentos,  y  demás  instmmen tos  públicos  se  rigen  por 
las  leyes  del  país  en  que  se  otorguen. 

Cuando  los  actos  referidos  sean  autorizados  por  funcio- 
narios diplomáticos  ó  consulares  de  España  en  el  extran- 
jero, se  observarán  en  su  otorgamiento  las  solemnidades 
establecidas  por  las  h.^yes  españolas. 

No  obstante  lo  dispuesto  eu  este  artículo  y  eu  el  ante- 
rior, las  leyes  prohibitivas  concernientes  á  las  personas, 
sus  actos  ó  sus  bienes,  y  las  (]ue  tienen  por  objeto  el  orden 
público  y  las  buenas  costumbres,  no  quedarán  sin  efecto 
por  las  leyes  ó  sentencias  <licta,<las,  ni  ])or  disposiciones  ó 
convenciones  acordadas  en  país  extranjero. 

COMENTARIO. 

263.  Este  artículo  encierra  las  siguientes  reglas: 
.  V.  La  forma  de  los  instrumentos  públicos  se  determina 
por  la  ley  del  lugar  donde  hayan  sido  otorgados: 
2\  La  forma  se  reñere  á  las  solemnidades  externas: 
3*.  La  autenticidad  se  prueba  conforme  al  Código  de 
enjuiciamientos: 
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4^  La  £^uteuticiclail  ^  refiere  al  hecho  de  que  lo»  ipstpu- 
iiientoB  bau  sido  realmente  otorgados  y  autorizados  por 
\s\8  personas  y  (Je  la  manera  que  en  loa  propios  instrumen- 
tos se  expresa. 

264.  Cuando  se  ejecuta  uu  acto  ó  celebra  un  contrato,  y, 
para  hacerlo  constar,  se  extiende  instrumento  público, 
se  distinguen  dos  cosas  del  todo  diversas  (1): 


(1)  ^^Quellee^t  l'etendae  dea  LoU  qni  réglent  la  forme  des  actesf 
*'I1  faut}\eet  égard  distin^iier,  eutre  les  formalitéíi  habiUtanUs,  lea  fornut' 
lites  intrinaéqufjS,  lea  formalitía  extrinséquea  o\\  probanteSj  et   les  formalités  d* 
exécutioti.. 

** Lea  formantes  hahUUantes  sont  cellos  qul  rendent  capablea  de  faire  cer- 
taiiisactes  les  persounea  qui  eu  aoiit  incapablea  par  ótat.  Telles  sout  F 
aatorisatioii  maritale,  ponr  qn^uue  feínme  mariée  paiase  coiitraoter  on  ester 
QAJa^enieut;  V  autorittatlou  d'iiu  couaeil  de  famille,  soit  ponr  qn^uu  tateiir 


établiriseuieut  pnblic  puiast)  accepter  iiue  donatiou  on  uu  lega,  etc. 

**J1  n'  est  pas  bt'aoin  de  diré  que  (^es  formalitéa  ne  dépeiideiit  q 
Loi  dn  domicile  de  la  Dartie  h  qni  ellea  aont  u<$ceasalre3  puur  an*  vn 


lue  de  la 
Loi  dn  domicile  de  la  Dartie  h  qñi  ellea  aont  u<$ceasaire3  puur  qn'  cíle  pniase 
faire  tel  ou  tel  acte:  il  est  évideiit  qn'  ellea  ne  aont  que  des  modifícatioDs  de 

V  incapacita;  et  que,  par  conséqnent,  ellea  ue  peuvent  étre  ré^iea  que  par  la 
Loi  de  ^incapacité  ellc-uieuie,  c'  est-á-«iive,  par  la  Loi  domiciliaire.  Ainai, 
vainetnent  r  éponae  d' uu  Kran^aia  contracterait-elle  en  paya  étranger,  sana 

V  uutiiriaatiou  deaon  Dioií;  le  défaut  de  cette  autoriaatiou  ejuporterait  la 
nnllit<^de  son  obligation  en  paya  étranger  con>Die  en  Franco. 

^*1j&s  farmaliiét  ititrins^ues  on  viscerales  aout  cellea  qni  oonatitnent  Tej- 
aence  de  V  acte,  qni  lui  donneut  V  etre,  et  aana  lesquellea  il  ne  peut  paa 
exi8^>er.  Tela  aout,  daas  toua  les  contrata,  le  consentemeut  dea  partíes; 
daña  la  vente,  la  choae  et  le  prix;  daña  le  pr^t  de  conaommatiou,  la  tradi- 
tiou  de  la  choau  qni  en  eat  Toiíjet. 

"Cea  formal  i  tés  nedépendeut  régnliércmeut,  daña  les  contrata,  que  de  la 
Loi  du  lien  oü  ils  sepaasent;  et  c'eat  d'  aprés  ce  principe  qu'aux  termes  de 
Vart  1159  du  code  civil  ce  qui  att  amhigUj  dans  une  conventiíyn^  8*iuterprét0 
par  ce  qui  est  (V  usage  duns  le  pays  oa  le  contrat  est  pussé. 

**Les  formal  i  tés  extrina^ues  on  probantes  sout  cdles  dont  l'objet  eat  de 
conatater,  soit  1'  accomplissement  des  formalités  habilitantes  etdes  forma- 
lités  intrinaéques,  soit  ce  qni  a  été  fuit  par  suite  du  concurs  des  unes  et  dea 
antrea.  Tellea  sout,  daña  lea  contrata  et  dans  les  teatamens,  les  signatures 
dea  partiea.  dea  témoiua  et  des  no  taires.  Telles  sont  encoré,  daña  lea  nua  et 
dauB  les  autrea,  lea  qnalités  qni  doiveut  avoir  ees  uotairea  et  ees  témoina. 

*'C' eat  á  cea  fonualitéa  que  a'ap.lique  la  máxime,  locus  reqii  actum.^^ 
(Merlin.  Loi  j  VI.  n.  VII). 

'•Tontactcjnridique,  oonaidéré  en  lui-meme,  se  décompo8e  eu  deux  ele- 
menta tr^sdiatincta:  Tun  tnír{i(«¿<7M(?,  qni  coniprend  lea  conditioua  requiaea 
Sour  que  cet  acte  aoit  valable,  eu  dehora  de  tóate  mauifestation  extérieure 
e  aon  exÍ3t<mce;  ;\  cet  élément  appavtieuuent,  daña  uu  contrat,  la  capacité 
dea  partiea,  lenr  conaeuteuieut,  Pohjet  ct  la  cause  de  lenrs  engagementa:  V 
autre,  sjctrinségue;  c'  est  c^lui  qni,  indépeudant  du  fait  juridiaue  Ini-méme, 
n*a  d'antre  objet  que  de  conatater  son  exiateuce,  et  d'en  reudre  la  preuve 
íacile,  au  oas  oü  elle  viendrait  k  étre  conteat^e;  il  consiste  tant^^t  dnns  la 
lédaction  d'nn  écrit,  iantt^t  daus  la  prést^nce  d' un  otttoter  public,  tauti^t 
dans  certaiuea  mesures  de  publicité/'    (VVeiss.  III.  chap.  I.  1. 1,  a.  111.  p.  97). 
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1".  Bl  acto  ó  contrato  mismo:  si  es  venta,  mutuo,  arren- 
damiento, son  necesarios  los  requisitos  concernientes  á  la 
cosa  materia  del  contrato,  a  la  capacidad  de  los  contra- 
tantes,  &.,  &.;  y 

2**.  La  manera  de  extender  el  instrumento  público: 
si  interviene  el  respectivo  funcionario,  lo  presencian 
testigoSj  lo  suscriben  las  partes  ú  otras  personas  á  su  rue- 
go ...;.. . 

Lo  segundo  se  llama/orwm  del  instrumento;  denomina- 
ción exactísima,  porque^  prescindiéndose  de  los  actos  ó 
contratos  solemnes,  el  instrumento  público  no  es  sino  tí- 
tulo 6  prueba^  mas  no  el  contrato  mismo,  que  es  del  todo 
independiente  de   la  manera  de  hacerlo  constar. 

265.  La  forma  de  los  instrumentos  públicos  se  determina, 
lo  repetimos,  por  la  ley  del  lugar  donde  bubieren  sido  otor- 
gados; regla  que  el  derecho  internacional  privado  expre- 
sa con  una  fórmula  aceptada  por  todos  los  jurisconsultos: 
lomis  regit  aetum. 

266.  Si  bien  escritores  notables,  como  D,  Carlos  Calvo, 
aplican  la  regla  Iochs  regit  actum  no  sólo  á  la  forma  de  los 
instrumentos,  sino  también  al  acto  ó  contrato  mismo  (2),' el 
derecho  internacional  privado  la  limita  á  las  meras  so- 
lemnidades de  los  instrumentos  (3);  pues  el  contrato  se 
sujeta  á  reglas  complejas,  que  se  determinan,  ya  por  la 
ley  de  la  nación  de  cada  uno  de  los  contratantes,  como  la 
ca[)acidad  de  ías  personas,  ya  por  la  ley  del  lugar  donde  el 
contrato  se  ejecut^i,  &.,  &. 


(2)  ''En  droit  «triot,  les  contvats  doiVtjiit  ^tre rejáis quant  ala  Valeiirl^ga' 
lede  l»»!ír  formt*  •  t  aiix  vñe>ts  découlaut-  de  leurs  stipulations,  par  la  loi  áu. 
]'n'\i  oh  íIh  soiit  coiiclnH.  Cette  ivjíl»\  d^^dnite  de  Vaxiom-i  Jex  Ion  contractm* 
(loi  du  lien  de  r»Mií;ajíHiuent),  eat  fondee  non  senlemeut  snr  la  couvenaiiea 
niiitnelle  des  individils,  inaia  encoré  snr  la  ní^cessité  morale  pour  les  nations 
de  vivre  eií  relations  intimes  len  unes  avec  les  antres.*'  (II.  $  718). 

(8)  **C''e3t  avix  formes  intrinsí^ques  que  s'appliqne  la  réjale  Io^hb  regit  ac- 
tum.    II  y  a  presqne  unanimité  snr  ce  point."  (Asser.  27). 

**l^esqne  tont  10  monde  e*»t  anjourd' hni  d^accord  ponr  limiter  á  l'élé- 
ment  extrinseque,  anx  formes  extérienres  de  Par*te,  1'  application  de  la  pfc- 
gle  hciiH  reffit  rtríííw."  (Weiss.  chap.  I.  t.  III.  s.  III.  p.  9^), 
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267.  GeiierHimente  se  creía  que  la  regla  locas  regit 
actum  fue  sancionada  por  el  derecho  romano;  pero  Sa- 
vígny  (4),  Foelix  (5),  PhiHiraore  (6)  refutan  tal  error.  La 
regla  se  originó  de  la  distinción  entre  los  estatutos  per- 
sonales, reales  y  mixtos,  y  fue  aceptada  por  el  derecho 
consuetudinario  universal,  como  absolutamente  necesaria. 

En  efecto,  á  causa  de  las  frecuentes  relaciones  entre 
los  pueblos,  en  cada  nación  se  ejecutan  ó  celebran  diaria- 
mente actos  ó  contratos  que  en  otra  van  á  surtir  efecto. 
Si  las  partes  juzgan  necesario  hacerlos  constar  de  instru- 
mentos públicos,  en  la  nación  donde  éstos  se  otorgan 
son  desconocidas  las  solemnidades  i^rescritas  por  la  ley 
de  aquella  donde  el  contrato  va  á  cumplirse,  y  aunque  los 
abogados  y  los  notarios  las  conociesen,  las  solemnidades 
de  la  lex  loci  son  de  derecho  público  y  los  funcionarios  están 
obligados  á  observarlas.  De  manera  que  si  el  instrumento 
auténtico  extendido  en  una  nación  no  tuviese  validez  en 
bis  otras,  serían  imposibles  los  testamentos  ó  contratos  so- 
lemnes que  haj'an  de  surtir  efecto  extraterritorial. 

La  ley  de  cada  pueblo  establece  las  solemnidades  de  los 
instrumentos  públicos  para  precaver  del  fraude  ó  la  vio- 


(4)  "II  y  a  longtempá  ({we  plnsleiirs  aiiteiirs  oilt  essayc^  de  taire  <l¿rivf»r 
cett-ü  ringle  <les  sonrces  dn  droit  coraniiira  écrit;  maiíj  d^anttes  ont  observé 
averraisou  que  ees  tentatives  ^taient  iiifructueuspH.  TiVxanieu  des  diffé* 
reuts  textes  d*oü  Von  prétend  tirer  cetfce  ringle  confirmera  cejugenient,  saDS 
uéaniuoiiis  porter  la  inoindre  atteinte  h  la  v^rit<^  et  sXla  certittide  de  la  r?** 
gle."    (VIII.  $382). 

(5)  "Le  ilroLtroinain  ne  contient  aucniíe  disposltloii  gui  cousacrát  le  prin- 
cipe loctis  regit  aclniti.  Les  LL.  34,  ff.  De  reg.juriSf  H  íF  De  etiri.,  et  í.  pr.  ff. 
de  usitr^  eifrud.^  dans  le»qnt>lleí*  ou  ji  qiielquefois  pví^.teudu  trouver  cette  r^. 
gle,  lie  parlent  poiiit  de  la  forme,  iiiais  de  la  mutiere  des  contratíi.''     (I.  74)^ 

(6)  "VVe  have  to  (Hinsider  whether  the  rule  Iovhh  regit  actnm  has  its  root  iii 
the  Román  LaW,  and  what  are  the  passagea  thereiu  which  ai>pear  tu  relate 
to  this  quoHtion  of  juris prudente. 

"Au  exr»niinátion  of  these  passages  Will  shoW  that  the  rule,  however  wise 
and  expedieut,  is  in  reality  not  to  be  found  in  the  Homan  LaW.  *It  is' 
(Waehter  saya)  'inconiprehenaible  how  it  could  ever  have  been  attempt^d 
togronnd  aiioh  a  proposltion  upou  the  Romau  Law."    (IV.  DCXXXI)» 
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lencia  á  las  partos  contmtaute^y  y  esa  protección  debe  ex- 
tenderse á  los  eKtrt^.ujeros. 

Con  suma  frecuencia  ocurre,  además,  que  cada  uua  de 
las  partes  contratantes  es  de  distinta  nacionalidad,  y  i|ue 
el  contrato  va  á  cumplirse  en  una  tercera  nación.  Si  no 
se  observase  la  forma  prescrita  por  la  ley  del  lugar  donde 
el  instrumento  se  otorga,  ¿qué  otra  ley  se  observaría!  (7) 


(7)  "Soaveut  il  arrive  que  la  ba^ede  Tacto  Juridiqae  existe  dans  uu  lien 
trés-différent,  quelquefois  tr^s-éloigué,  et  cette  circonstance  peut  entrainer 
á  ask  sai  te  les  plus  gravea  difficnltés. 

"I)au8  lelieuoü  lutervieut  l'acte  juridique  il  est  sonveut  trés-diflScile  de 
oonualtre  süreineut  les  formeb  légales  de  cet  autre  lieu,  seul  régulateur,  et, 
quaud  oiilcs  cuunait,  de  les  luettre  ü  ex^Scation;  cela  niome  est  souvent  im- 
possible,  commele  Dioiitre  1' exemple  suivaut.  Quand  un  Pnüasien  tombe 
malade  eii  France  et  veut  faire  un  testauíeut,  d'apr^s  la  r^gle  provisciire 
posee  plus  haut,  il  devrait  recourrir  á  1'  iuterveiition  d'  un  tribunal,  puiaqae 
Jedroit  prussien  uh  reeounait  d'autres  testaiuents  que  ceuxfaits  eu  justice. 
Maifl  eu  France  aucnn  tribunal  n'a  qnalité  poiir  int-ervenir  daus  la  coufec- 
tion  d'uu  testameiit,  cette  fouc ti ou  étaut  exclusivemeut  attribuée  aux  no- 
taires.  Eu  conséqueuce  il  devrait  reuoncer  k  faire  uu  testament,  peul^^tre 
au  gi'and  préiudicc  de  sa  famille. 

*'La  cou8Íd<^ratiou  de  cette  excesi ve  dureté,  qui  quelquefois  r<»ud  lea  aott^ 
juridiquesabsolument  impossible^,  et  plus  souveut  encoré  les  ex  pose  aux 
nullités  d'nno  ex<5cution  défectueuíse,  tout  cela  en  conséqueuce  de  formen 
légales  qui  certaiuueuieut  n'ont  pas  étó  établies  pour  eui^uher  ou  pour  eu- 
traver  li'.s  transac ti OU8  civiles, — celt^  coiinidération  a  fait  nattre  un  droit 
coutuniier  de  jilns  eu  ^dusree^uuu  depuin  le  seizi^uio  si^cJe,  druit  qui  rem- 
place la  r^gle  provinoire  prséc  |»lu9  haut,  et  ecarte  les  difíicultéa  dont  ¡e  vieiis 
de  parler.  Cette  «ouvelJe  regle  est  expriniée  aiiisi:  ¡ocus  regit  acium^  et  elle 
ttignifíe  que  la  foriue  d'iin  ucte  juridique  est  suñiisaute,  dbs  qu'elle  a'ar- 
corde  avec  la  loi  du  lieu  oü  intcrvjeiit  V  ac te  juridique,  Iota  raénie  que,  dan» 
le  lieu  oü  le  rapport  de  droit  a  sou  siége,  d'autres  formes  seraient  étab]i«i8 

Sar  la  loi'  Cette  r^gle  est  reconnue  par  les  auteurs  des  dift'érents  t<emp»  et 
esdiiféreutesuations.''    (Savi^juy.  VIII.  $  381). 

"La  regle  Jocua  regit  üctum  se  justifíe,  suivant  uous,  par  une  double  raisou. 
l'nne  théorique,  l'autre  d'utilité  pratique 

'*Tout  d'abord  il  paralt  d  príori  naturel  dedédarer  valabletout  acte  qui 
a  satlsfait  anx  cond\liov8  deforme  posees  par  la  loi  lócale.  I^cs  formes  exté- 
rieurcs  dont  un  acte  juridique  eHtrcví^tu  ont  pour  but  de  proteger  ceux  qui 
y  interviemient  contre  toute  fraude  et  contre  toute  prensión.  Et  cea  formes 
varieiit  nécessaireiiient  avec  la  sitnation  morale  du  pays,  avec  le  oaract^rc 
de  ses  habitan ts.  Telle  mesure  de  précaution  ou  de  déñance,  ici  absolument 
iudispensable,  devieudra  supertlue  dans  l'État  voisiu.  A  la  loi  territorial^ 
seule,  il  appartient  douc  d'apprécier  de  quelles  garanties  Tacte  doit  étre 
entouré  pour  ?*tre  presume  sincere.  l>t>s  que  les  formes  qu'  elle  exige  ont  ét^ 
observées,  la  sincerité  de  Pacte  est  probable,  et  on  comprend  qu'Acetitre 
il  pnisse  ctre  iuvoqué  partout 

*'I)' autre  part,  la  ^^gle  J^ocn»  retjit  avtum  est  d'uue  utilité,  nous  pouvons 
m^me  diré,  d?  une  néccssité  pratique  incontestable.  II  est  souveut  impos- 
sible  de  s'en  teñir,  eu  faisant  un  acte  sur  uu  tcrritoire  donné,  aux  coudi- 
tions  de  ft>rnie  éfablies  par  la  loi  natiouaie  des  parties.  Parfois  les  autori- 
tés  locales  refiiscront  le  con<'ours  reclamé  par  cette  deruiére;  parfuis  m^nl«l 
il  n'existera,  au  lieu  ou  l'acte  doit  ctre  pasee,  aucuu  otficier  pnblic,  ayant 
desattributions  an»logues  á  celle  de  Totticier  instituápar  la  législatioii  de 
1' étrauger.  Kt,  dans  un  eai^  oomnie  dans  1'  autre,  V  obligation  Im posee  á  la 
ueraonue  d'observer,  queJqne  soitle  lieu  de  sa  resldenoe,  les  oonditious  de 
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287.  ti08  redactores  del  Oódigo  de  Napoteón  omifcieton  la 
regla  tocm  régit  üetmn^  no  XK>r  haber  desconocido  mi  exac^ 
titiui  y  necesidad,  sino  porque  prefirieron  atenerse  a  loa 
principios  del  derecho  internacional  consuetudinario,    (8) 


ÍTiirnie  ^tAblieH  dans  son  pays  punr  leA  acttss  jtiridiqnes,  équivatidrait  a  nti« 
intcnlirfcion  abaolne.  L'  int^rét  géuéral  des  £tats,  basé  sur  1©  dévnloppt'- 
inpnt  dii  roninKTce  inter&ational.  pitotest-**,  anssi  bien  qiiH  celni  des  particn- 
liers,  coiitre  nu  rógime  anssi  tyraiiuiqíie.*'  (Weiss.  III.  cbap.  1. 1.  III.  s.  III. 
p.  103), 

(8)  Según  el  urt.  5**,  Título  Preliminar  del  provecto:  "La  forme  des  artes  est 
rog1(^«  \xkT  les  lois  dii  payfi  datib  leqnel  ils  son  faits  on  passés.'' 

**M,  Rowlerer  dit  qne  si  dans  cet  artiele  1'  on  a  en  viie  les  actes  passá-»  en 
Frailee,  cm  snppose  que  la  forme  des  artes  ue  sera  pas  la  méme  dans  toiis  les 
íl^parteniens;  qne  si  la  disposition  s'appliqne  aux  actes  paspasen  pays 
^tTanir<4*.  le  l^^^slatenr  sortiln  eercle  oh  il  doit  se  reixfermer,  parce  qu'  il  ne 
Ini  a]»partient  pas  d'étendreson  ponvoir  an-deh\  dn  territoire  fraudáis.  II 
eonviendrait  dono  de  se  bomer  á  diré  qne  les  actes  faits  par  des  I?>angais  en 
pays  étranger  sont  yalables,  lorsqu'ils  sont  dans  la  forme  prescrite  i»ar  It-s 
lois  dii  pays  oh  iJs  out  été  passées. 

**M.  Rpgnier  l^it  observar  que  de  telsactea  sont  valables  en  Franre,  inéme 
lorsquMls  ont  6x4  faits  par  desi^traugers;  il  ^joute  qn'ansnrplus  le  léginla- 
teur  fraiioais  ne  prouonce  sur  le  m<^rite  de  ees  actes  qu'antant  qn^  on  les  fe- 
rait  valoiren  France,  etque  les  tribnuaux  franoais  seraient  furcias  de  les  Ju- 
ger.-'     (Loor<«.  I.  400  11). 

El  orador  del  Tribunado,  Andrienx,  se  expresó,  en  euanto  al  artículo,  en 
los  sijjuientea  t<5rminos:  **La  formo  des  actes  est  rígl^e  par  les  Ioíh  dn  pays 
dans  leqnel  ils  son  i  faits  on  passés. 

**Maxinie  de  droit  qui  n'a  jamáis  c^t^coutestée. 

•*Mais  la  r^dfu«tion  pourraít,  ce  semble,  ^tre  mellleure  Qne  dit  á  la  let- 
tre  r  artiele,  tel  quMl  est  C/Oncn?  ríen  autre  chone.  sinon  que,  dans  chaqué 
pa3'8,  on  snit.  pour  la  forme  des  actes,  les  lois  du  pays. 

'*Cet  artich?  appartient  encoré  au  projet  de  loirelatif  anx  étrangers.'' 
(Locré.  I.  488.  12). 

"Cet  artiele",  añadió  el  lYtbnno  Chazal,  **laÍ8se  d*abord  á  deviner  ilue 
expHcation  De  qiiel  pays  eutendez>vous  nous  parler?  Est-ee  du  territoire 
fran^aisT  La  forme  da  territoire  ponr  les  artes  qu'  on  y  passera,  sera  sans 
donte  nnecomme  Ini.  K'il  ne  s'agit,  aiusi  qu'ou  Pexpose  etqu'on  aurait 
dn  r  ex  primer  a  vw  plus  de  ciarte,  que  des  actes  passós  en  pays  í^trangcr. 
alors  P artiele  n'est  qu'nne  d^daration,  une  reconnaissance  fornielle  dn 
droit  des  gens,  ^rigée  en  regle  géni^raie  Alais  cet  te  r^g1e  génr^rale  a,  comme 
tontea  les  antres,  ses  exceptions  dont  il  fallait  Paccompagner,  et  doat  on 
n'a  pas  pn  la  s^parer  sans  danger.  Pft*  exemple,  de  ce  que  les  actes  pass^s 
en  pays  ítranger  nesont  sonmis  qn'anx  formes  prescrites  par  les  lois  de  ce 
pays,  validez-vons  Pacte  de  man  age  qu'iin  minenr  irait  faire  expr^a  sans 
leconsentement  de  son  písre,  dans  lea  pays  italiqnesr<<gis  par  la  concile  de 
Trente  oni  dispenso  de  ce  consentement  et  aiiatli^matise  quiconque  ose  P 
exijceT." 

Y  replicó  Portalis:  **  La  forme  den  arfen  mi  réfjJ^  par  lea  Imn  dn  pnyn  rtan/t  te- 
quftl  il»  sont  fnitít  ou  pitusa». 

*'On  nous  demande  de  quel  pays  nous  enteiidons  parler?  Du  pays  (^tranger, 
pnísque  les  formes  sont  partout  les  mí'rnes  cu   France. 

'*On  argunuMit»  de  notre  T»^ponsí\  En  qu«)i  nourt  dit-on,  un  FrauQais  ira 
se  marier  en  Italie,  oíi  le  constMitement  des  peres  n' est  pas  requia  ponr  le 
mariagedes  mineura;  d'aprcs  votre  máxime,  il  jiourra  donr  .se  marier  sans 
ce  consentement f 

*'Avant  íjue  de  raisonner,  il  faut  s'entendre.  La  máxime  est  limit<^o  á  la 
forme  des  ic tes;  or,  le  consentement  des  p^tes  au  mariage  dea  enflins  mi- 
lieurs  n'  est  point  une  forme,  mais  une  condition."    (Looré.  476.  ^6). 
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268.  Discordes  están  los  jiiriscoBSultos  sobre  si  la  regla 
locus  regit  autum  es  obligatoria  ó  facultativa;  ó,  en  otros 
términos,  si  los  otorgantes  deben  sujetarse  necesariamente 
á  la  lex  loci,  ó  si  pueden  observar  las  solemnidades  prescri- 
tas por  la  ley  de  la  nación  donde  el  instrumento  va  á  surtir 
efecto.  Merlin  (9)  y  Laurent  (10),  sostienen  la  iirimera 
opinión;  la  segunda,  Savigny  (11),  Foelix  (12)  y  Weiss  (13). 

Si  bien  la  controversia  es  importante  en  teoría,  en  la 
práctica  no  presenta  ditícultades.  Si  el  instrumento  va  á 
servir  de  título  ó  prueba  en  la  nación  á  que  jíertenecen  los 
otorgantes,  éstos  ejercen  casi  siempre  la  facultad  de  ex- 
tender tal  instrumento  ante  el   cónsul   de  la  propia  na- 


(9)  *'Ce  n'est  poiut,  par  nn  simple  motif  de  conveñauce  qu'on  a  donné, 
par  rapport  ala  forme  probante  dea  actes,  la  préféreiice  i\  la  loi  du  lien  oü 
lis  sont  passés,  rut  tout^s  les  autres;  les  ATais  principes  senls  ont  determiné 
ce  choix.  Eu  effet,  les  aotesrecoivent  ^^t^e  dans  le  lien  oíl  ils  sont  passés; 
c'est  la  loi  de  ce  lien  qni  leur  douue  la  vie;  c'eat  elle  par  conséqncnt  qni 
doitles  affecter,  les  modifier,  en  réglerla  forme."  (Preuve.  sei-t.  II.  $  VIII. 
art.  I.  n.  III). 

(10)  ''La  loL  u'abandonne  pas  les  formes  des  actes  anx  conventions  on  á 
la  volouté  des  parfcies  int^ressées;  elle  les  regle  d'apres  des  considératious 
dMnté^^t  g^náral  ce  qni  exclnt  l'antonomie  des  particnliers,  Cela  eat  vrai 
des  étrangers  comme  des  nationaux;  11»  ne  penvent  pas,  en  t-ette  maí-i^re.. 
invoquer  lenr  statnt  personnel,  píírce  qii»-»  le  statiit  personnel  ou  natiounl  n' 
a  ríen  de  oomrann  avec  la  forme  des  actes."     (I).  C  I.  II.  245). 

(11)  "Tj'observation  déla  forme  <5ti:iblie  dans  le  lien  oii  intervieiit  Taete 
jnridiqneest-elleabsolunient  nécessaire  ou  sim]>lenient  facnUative,  de  surte 
qne  les  parties  pnissent  choisir  entre  cettt»  forme  et  celle  du  lien  auquel  ap- 
partienl  en  réalit^  1'  actejnridique?  Si  l'on  con.sid^re  que  retter^gle  apJ*- 
riale  est  faite  ponrfavoriser  les  parties  et  faniliter  les  transai'tious  «ú viles, 
on  ue  saurait  doutev   (|n'elle  ne  soit  purenient  fticultative,   et  qne   l'onne 

f>nisse  choisir  Pune  ou  Pautre  forme.     Auhmí  oette  doctrine  e.it-elle  gén^ra- 
ement  admise."     (III.  ^  :-i8l). 

(12)  *'Laréjíle  1<k'»h  rvtjU  HoUmmtnlfm  est-elle  impórative  ou  n'est-elleque 
facultativef 

**Nous  tenons  pour  valable  Pacte  passé  a  l'éfcranger  suivant  les  formes 
prescri  tes  dans  la  patrie. 

**Conformémentan  principe  de  lasouveraiuet^^,  la  soumission  dea  indivi- 
dus  aax  lois  de  leur  nation  constitne  tronjours  la  r^gle;  1'  emploi  des  formes 
usit^es  dans  le  pavs  étianger  oíi  ils  rdsident  momentanément  n'est  qu'  une 
exc<5ption."     (I.  83). 

(13)  "Fondee  sur  la  nccessitd  de  rassurer  le  ccmimerce.  la  regle  Lovu9  rigit 
acinm  ne  saurait  a voir  pour  conséqnence  de  l-eutravev;  elle  doit  doncétre 
ramenée  ases  plus  élroites  limites,  et  elle  ne  i)eut  etre  imposée  á  qui  ii'en 
veut  point.  II  est  naturel  de  reconuaitre  á  l'í^tranger  le  droit  d'opter,  quant 
a  la  forme  extérieure  de  ees  artes  juridiqíies,  entre  la  loi  lócale  et  celle  «lesa 
patrie,  et  d'attribuir  ainsi  a  ia  regle  Loma  regit  actHin  un  caraetere  i>nrement 
favuHnÜf:'     (III.  chap.  I.  t.  III.  p.  107). 
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eión;  pues  los  respectivos  reglamentos  atribuyen  á  los 
cónsules  el  extender  y  autorimr  instrumentos  públi-. 
COS.   (14) 

Pero  si  en  el  lugar  donde  el  instrumento  se  otorga  no 
hubiere  cónsul  de  la  nación  á  donde  tal  instrumento  se 
destina,  ó  si  los  otorgantes  son  nacionales  de  Estados 
diversos,  la  forma  locus  regit  aotum  es  absolutamente  obli« 
gatoria. 

269.  De  la  regla  loeus  regit  ctctum  se  deduce  que  de* 
be  atenderse  á  la  ley  de  la  nación  donde  el  instrumen- 
to se  ha  otorgado,  para  determinar  si  es  ó  no  auténti- 
co. (16) 


(li)  El  Reglam&nio  oongular  áe  Chile  encierra,  entre  otrM,  las  úgnientes 
(lisposirioiie-H: 

Art.  50.  £1  cónsul  inviste  el  earáoter  de  autoridad  pAbUna  en  los  actos 
entre  chilenos  en  cine  intervenga,  y  que  deban  surtir  sus  efectos  en  Chile,  y 
en  los  demás  que  debiendo  sortir  sns  efectos  en  el  exlrai\iero,  sean  aoeptii- 
dos  como  de  autorida<l  pilblica  por  tratados,  ron  venciones,  pnícticas  int-erna- 
eionales,  leyes  ó  pnictieas  df*I  país. 

Art.  61.  En  virtud  de  t* sa  autoridad  pue<lt^n  extenderse  unte  el  cónsul  pro- 
t«st<»B,  prestarse  declaraciones,  otor^^rse  instrumentos  públicos,  {lor  CHimer- 
rían  tea,  capitanes  de  buque,  6  cualesquiera  otros  chilenos,  así  como  extran- 
jeros, en  negocios  en  que  se  comprometan  intereses  chilenos.  Kstoh  docu- 
mentos surtirán  ant»  las  antorida<les  de  la  Kepúblic^a  los  efectos  de  docu- 
mentos otorgados  au  le  un  ministro  de  fe. 

Art.  62.  Con  el  mismo  oarác^ter  píxlrán  los  cónsules  autorizar  los  contratos 
celebrados  ante  ellos,  dar  certificadoH  y  autorissar  los  docuuientos  6  firman 
de  las  antoridatles  del  país  «ii  qu«)  fnncionan,  cuando  tales  contratos,  certi- 
ñcados  6  docnmentos  hayan  de  surtir  su  ofccto  en  Chile.  Los  pasaporten 
que  expidi«fren  para  chilenos  y  la  autori/iikción  que  pusieren  en  los  que  visa- 
ren, surtirán  los  mismos  efectos  que  los  exx>e<lido8  y  visados  por  la  antorida<l 
respectiva  de  la  Hepúblioa. 

Idénticas  á  estas  disposiciones  son  las  de  los  artículos  49,  50  y  51  del  Jle- 
glamento  eonsHhir  ecnatoriano. 

(15)  Xous  avons  vu  que  la  loidu  lieu  de  la  rédaction  d'  un  ai'te  en  r<^git 
la  forme  extérienre.  et  qne  V  acte  fait  en  conformit-éde  cette  loi  est  valabln 
psrtout,  en  re  qni  concerne  la  forme.  La  question  de  savoir  si  un  aot-e  est, 
ou  uou,  anthentique,  c'  est*á-dire  s'  il  fait,  ou  non,  preuv«  complete  des 
faitson  couventioiis  qu'  il  est  destin<^  á  consUiter,  tieut  égalemeiit  a  la  for- 
me de  rai*te:  car  o*  est  a  T  observatiou  de  oertaines  formes  prescrites  que 
les  législatenrs  de  tous  les  })ays  out  attach<^  cette  foi  spéciale  de  1'  acte. 
léK  lors.  il  est  généraiomeut  a4lmis  c.iilre  les  natious  que  1'  acte  considera 
comme  autheutique  par  les  lois  du  lieu  de  sa  rédaction  est  aussi  regardé 
«KMime  tal  dans  les  pa^'s  étrangcrs,  c' est-tWUre  qu' il  y  fait  également 
prenve  complete.''  (Foehx.  I.  326). 

*'Ponr  savoir  si  tel  act«  dressé  en  pays  étranger  est  ou  uou  un  acte  anthen- 
tique, et  poar  déterminer  ledegré  de  foi  qn'il  doit  emporter  eu  justice,  il 
fiknt  nniqnement  s'  atta<*.her  k  la  loi  dn  pays  oh  il  a  até  rédigd.^'  (Zachariae 
A.R.  Lf31.  n.  V). 
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27Ó.  Muchos  jurisconsultos  aplican  la  regla  loctís  regit 
actum  á  los  instninieiitos  privados  (16).  Pero  el  Código 
chileno  la  limita,  á  iiuesto  ver  con  ra/ón,  á  los  instrumen- 
tos públicos.  (17). 

Las  leyes  chilenas  no  establecen  requisito  alguno  para 
la  validez  del  instrumento  privado,  cuya  esencia  consiste 
exclusivamente  en  un  acto  escrito  firnuido  por  la  parte  ó 
partes  que  se  obliguen.  Si  en  eso  consiste  el  iustrunieu- 
to  privado  según  los  principios  <le  jurisprudencia  y  según 
la  legislación  chilena,  sígnese  <]ue  tal  instrumento  no  cons- 
tituye prueba  sino  cuando  se  ha  reconocido  expresa  ó  tá- 
citamente por  los  otorgantes,  y  <pie  es  de  todo  punto  in- 
necesario referirse  á  la  forma  de  los  instrumentos  jm vados 
extendidos  en  otra  nación.  No  hay  fundamento  alguno 
razonable  para  distinguir  entre  el  instrumento  otorgado, 
ya  en  ésta,  ya  en  Chile,  si  ambos  van  á  surtir  efecto  en  el 
territorio  nacional.  Así,  por  ejemplo,  la  ley  francesa 
prescribe  que  si  el  instrumento  privado  se  extiende  para 
constancia  del  contrato  de  mutuo,  no  lo  justifica  sino 
cuando  el  deudor  ha  expresado  en  letras  y  bajo  su  firma 
que  aprueba  el  contenido  de  tal  instrumento  y  que  debe 


(16)  '^On  <leiiiaiide  si  les  actee  hour  neing  prÍYé  Aont  sonmiH  ft  la  ninxime 
Lor'18  reqii  actum.  II  faiit  d'aboril  bien  préniser  la  diffiunité.  Un  <5tTnnger 
fait  MI  France  nii  acte  80U8  seinj?  prív<^  dan»  les  fonneH  pT*»8crit«*8  par  lesar- 
licles  1325  et  1320.  C«t  écrit  <'Ht-il  valabl**,  en  Hiipposant  que  le  st-atut  per- 
Kuiuiel  de  l'étraiif^er  prescrive  d' autren  formen?  A  moii  avi»,  il  fant  appli- 
quer  la  máxime,  elle  ent  ^éii^^rale  de  aa  nature,  et  doit  par  consí^qneiit  T^ie- 
voiraon  applicatiojí  ;'i  toius  lesuíite^."  (Lanrent.  I).  C-.  I.  II.  2ÍS8). 

(17)  '*MaÍH,  dit-on,  lanecensití^  doiit  a'auNiri.ie  la  regle  Loma  regit  aWKM 
et  qui  lili  sert  de  jiwtitieation,  n'exéste  pas  lorsqn'  il  R'agit  d'  un  act^soiis 
Higiiatnro  priv<?e.'  Xe  semble-til  pas  qu'alorfl  il  n'y  ait  aiioune  raisou  ponr 
ftffranrliir  1' (^tranger  de  T  observatioii  des  formes  Vrescri tes  par  sa  loi  d' 
origine,  anxqnelleH  ríen  ne  T  empeeh«  de  Honmettref  1/ objection  t*st  í*^ 
riense  et  aentrnlm^  la  roiivietion  de  pliisienrs  antenrs;  nons  ne  la  rroyoiis 
cependant  pa8irr<^.sistibl«.  iU'  cerait  taire  payiT  bien  eh^rement  á  une  per- 
Hoiinequi  fíepnia  bmgtenips  a  quituS  sa  patrie  1'  igiioranee,  a])r^s  tont  excn- 
sable,  üfi  elle  se  troiive  des  formatit^s  aiixqiielb'S  «a  l^gislation  nattonalf 
snbordoniie  la  validit<^  des  a(!t«'s,  que  de  frapper  de  unlité  V  éerit  son»  seing 
privé  «ni  ne  porterait  pas  la  mention  dn  bon  pnitr,  le  testament  qui  iranrait 
pas  éte  entiórenient  libellé  de  la  inain  de  son  antenr,  alors  qiie  la  loi  du  lien 
üü  lis  ont  éíé  fiíits  admet  leur  rt^gnlarité."  (VVeiss.  ehap.  I.  t.  III.  a.  III.  p. 
104). 


las  cosas  eu  él  determinaiias.  (18)  En  Ohile  basta  la  fír- 
ma  del  deudor,  sea  cuales  fueren  las  cosas  fiingibles  á  que 
se  refiera  él  contrato  de  mutuo;  y  si  dos  chilenos  han  cele- 
brado en  Francia  esa  convención  para  cumplirla  en  Chile, 
lÁ  qné  condujera  el  distinguir  entre  los  dos  instrumen- 
tos? 

271.  El  derecho  internacional  privado  reconoce  asimis- 
mo la  regla  de  que  es  necesaria  la  legalización  de  los  ins- 
trumentos públicos  extendidos  en  nación  extranjera.  La 
legalización  conduce  á  manifestar  Ib,  autenticidad  áel  m^^ 
truniento,  esto  es,  que  realmente  fue  otorgado  y  autoriza- 
do por  las  peraonas  y  de  la  manera  que  en  tal  instnimen- 
to  se  exprese. 

El  Código  chileno  confunde  entre  la  legalización  y  la 
autenticidad^  y  convendría  siempre  distinguirlas.  Según 
el  art.  1698  instrumento  auténtico  es  el  otorgado  por  íün- 
eionario  competente  con  las  solemnidades  legales;  la  au- 
tenticidad consiste,  pues,  en  la  observancia  de  las  solemr 
nidad4^  l)rescritas  por  la  ley  y  en  la  autorización  del  fwnr 
eionario  piíblico  llamado  á  dar  fe  de  los  actos  ó  contra- 
tos ejecutados  ó  celebrados  por  las  partes.  La  legali- 
zación, lo  repetimo's,  no  se  refiere  sino  á  la  prueba  de 
que  es  auténtico  el  instrumento  otorgado  en  otra  na- 
ción. (19) 


(18)  ''Le  1>illet  ou  la  promesse  sdus  deing  privé  par  leqnel  iiim  .seitle  paVtie 
8*  enpage  en  vera  Pantreálai  payer  une  aomiue  d^argeiit  nu  uhh  cIiosh  ap* 
préciableí  doltétreéorit  en  entier  déla  inaiu  decelui  qiii  le  suiíHcrit;  ou  du 
moina  il  fant  qu'outre  sasígnature  il  ait  écrit  desa  inaiii  un  han  o\\  nu  ap- 
prouvéf  portant  en  tontea  lettres  la  somme  ou  la  qnantit^^  de  la  eliose."  (Art. 
1^6  del  Código  de  Napoleón). 

(19)  "II  frtut,  avant  tout,  s'assürerque  T  a'te  a  6{ó.  passá  daña  le,  lleux 
régi  par  les  ioiaauxq aellas  ou  veut  le  aonmcttrc;.  Sur  nt^  poiut  il  u*^  peut 
jamáis  y  avoir  de  doute  quand  il  a^agít  d'  un  acto,  pivsfuí^.  conniie  jiutluMi- 
tiqne;  11  e^it  impossible  qne  lea  éuonciationH  quMl  contient,  ou  le  lien  de 
réaideuce  du  fouctiounaire  par  qui  ou  próteiid  qu' il  a  été  regu,  no  i^vent 
paa  tonte  incertitude.  D'  aillenrs,  celui  qni  prt^UMíd  qu'  un  acte  est  autheu  - 
tiqne,  doit  prouver  que  V  offlcicr  <jui  1'  a  ret}u  avoit  earaott'^re  pour  le  reoe- 
voir.  Onpeut  faoilement  vérifier  ai  l«^s  foruiea  exig(^es  par  les  Ioíh  dn  lien, 
da  temps  oü  V  Acte  aété  pasaé,  out  été  ol>9ervée:j.^'  (Tardeasu».  V.  1486). 
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Segán  el  derecho  interDucional  público  las  naciones 
no  son  representadas  sino  por  el  respectivo  soberano, 
cuyo  agente  es  el  ministro  de  relaciones  exteriores.  De 
ahí  las  fórmulas  empleadas  por  lo  regular  para  la  legalizar 
don.  El  ministro  de  relaciones  exteriores  certifica  qne  el 
funcionario  que  autorizó  el  instrumento  lo  es  en  realidad  y 
se  halla  en  ejercicio  de  su  cargo^  y  un  agente,  diplomático 
ó  consular^  de  la  nación  donde  el  instrumento  va  á  surtir 
efecto,  certifica  la  firma  del  ministro  de  relaciimes  exte- 
riores. 

Legalizado  el  instrumento,  merece  la  misma  fe  que  si 
se  hubiere  otorgado  en  la  nación  donde  se  presenta  como 
titulo  ó  prueba. 


"Ou  «'xaiiiiue  toijonra  le  méritedo  1*  aote  son»  le  rapporf  de  so  forme  ex- 
térieure  et  des  8olemnitéa  intérieures. 

''Avant  d*  arriver  a  cet  examen  k  V  éj^ard  d'  un  acte  quelcouquei  il  se 
préeente  aiie  qneatiou  préalable,  celle  d»  T  origine  de  1' aote:  celui  qui  le 

f>rodiiitdoitjii8tifíer  qii' en  eífet  il  a  6{é  paí>sé  dans  le  payfi  étranger  aux 
oís  dnqnel  il  doit  étre  conforme. 
*'Cette  preuvt»,  lorsqu' il  s'agit  d'un  acte  da  núnÍ8t(ire  d*  une  antorité 

Í>iih]ique,  se  fait  par  lemoyen  de  la  légalisatiou.  La  signatnre,  la  qnalité  et 
e  lien  de  résidenre  de  1'  oüloier  puMi(5  qui  a  regu  V  ivcte  ou  qui  en  a  certifié 
Ir  copie,  sont  attcst^s  snocessivement  par  la  dédaration  d'  un  ou  de  pln- 
sieora  aiitres  fon(;tionnaires  du  m^me  pays,  et,  en  dernierlieUf  par  celle  d' 
un  fonctionnaire  auqnel  legonvernenient  franjáis  ajoutefoi,  tel  qu'  un  am- 
ba^aadeur,  ministre  on  chargó  d'  aífairea  accrt^ité  prés  de  S.  M.  le  tqí 
des  Fraugais.'^  (Foelix.  I.  224.  225). 


AttTfouiiO  18  34d 


Art.  18.  Sn  los  casos  en  que  las  leyes  oUlenas 
exljieren  instrumentos  ptiblicos  para  pruebas 
que  han  de  rendirse  i  producir  efecto  en  Chile,  no 
▼aldrán  las  escrituras  privadas,  cualquiera  que 
sea  la  fuerza  de  éstas  en  el  país  en  que  hubieren 
sido  otorgadas.  (-) 

REFERENCIAS. 

luatrauíeiitos  pnblicos.    1699. 

Pruebas.    1698. 

EacñtaraB  privadas.    1702. 

El  artículo.     1443.     1444.     1681.     1682.     1701. 

CONCORDANCIAS. 

P.  de  B.  13. 

C.  E.  17.  En  lo.s  casos  en  que  las  leyes  ecuatorianas  exi- 
gieren instrumentos  públicos  para  pruebas  que  han  de 
rendirse  y  surtir  efecto  en  el  Ecuador,  no  valdrán  las  es- 
crituras privadas,  cualquiera  que  sea  la  fuerza  de  éstas  en 
el  lugar  en  que  hubieren  sido  otorgadas. 

O.  O.  22. 

COMENTARIO. 

272.  Importantísimo  es  el  principio  de  que  si  la  ley  clií- 
lena  exige  instrumentos  públicos  [>ara  pruebas  que  han 
de  rendirse  y  surtir  efecto  en  Chile,  no  valen  las  escrituras 
privadas  extendidas  en  nación  extranjera,  sea  cual  fuere 
el  efecto  que  ellas  surtan  donde  se  hubieren  otorgado. 

D.  Andrés  Bello  incurrió  en  el  error  de  no  hablar  sino 
déla  prueba,  mas  no  del  título  mismo,  que  es  lo  principal. 

El  jurisconsulto  no  puede  confundir  el  título  con  la 
prueba.  El  titulo  es  el  origen  del  derecho;  la  prueba j  la 
manera  de  manifestarlo.  Onando  las  partes  celebran  un 
contrato  de  venta,  éste  es  el  título  de  los  derechos  que  el 


(-)  Zaohariae  (A.  R.).  I.  $  31.  u.  V.— Laurent.  I.  99.  (D.  C.  I.).  11.  240-344. 
— Asser.  31.— Weis».  III.  chap.  1. 1.  III.  ■.  III.  (p.  99.  100). 
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contrato  bilateral  les  confiere;  y  la  prueba  no  es  necesa- 
ria sino  á  controvertirse  sobre  los  derechos  provenient-es 
del  título. 

Según  el  sistema  aceptado  por  el  Código  chileno  en 
cnanto  á  los  instrumentos  públicos,  éstos  son  muchas  ve- 
ces, y  en  especial  cnando  los  actos  ó  contratos  se  refieren 
á  bienes  raíces,  soleninidades  esenciales; 

Los  actos  ó  contratos  en  que  se  reqniere  como  solemni- 
dad el  instrumento  público,  no  se  tienen  por  ejecutados  6 
celebrados  en  Chile  mientras  no  se  presente  tal  instrumen- 
to, bien  como  título,  bien  como  prueba.  Las  capitulacio- 
nes matrimoniales,  la  donación  ó  la  venta  de  bienes  raí- 
ces, la  hipoteca,  no  surtan  ningún  efecto  mientras  no  se 
otorgne  instrumento  j>ií&Zico,  ya  en  Chile,  ya  en  nación 
extranjera. 

Tal  sistema  se  deduce  claramente  de  muchas  de  las  dis- 
posiciones del  Código  civil,  y  en  especial  delosart^s.  1443 
y  1701.  (1) 

No  han  de  confundirse  estas  disposiciones  con  la  del  art. 
15,  según  el  cual  los  bienes  raíces  situados  en  Chile  están 
sujetos  a  las  leyes  chilenas.  Los  reíjuisitos  concernientes 
á  la  venta  de  bienes  raíces,  no  están  comprendidos  en  el 
art.  10;  pero  sí  lo  están,  como  ya  lo  hemos  visto,  la  inscrip- 
ción del  título  en  el  registro  del  anotador  para  que  pue- 
da adquirirse,  respectivamente,  el  dominio  de  los  bienes 
raíces  ó  el  derecho  real  de  hipoteca. 


(1)  ''Kl  coutrato  os  real  anaiiAot  para  que  sea  perfecto,  es  iieceaaria  la  tra* 
(lición  lie  líi  cosa  á  que  se  refiere;  es  solemne^  cuando  está  si\jeto  á  ]a  obser- 
vancia <le  (ciertas  forraalidaíles  especiales,  de  manera  que  sin  eUas  no  piodu- 
ce  ningiín  efecto  civil,  i  es  conaensuaJ,  cuando  se  perfecciona  por  el  solo  ron- 
sentimiento."    (Art.  1443). 

''La  falta  de  instiumento  púMico  no  puede  suplirse  por  otra  prueba  en  los 
iictoH  y  contratos  en  que  la  lei  requiere  esa  solemnidad;  i  se  mirarán  como 
no  ejecutados  ó  celebrados  aun  cuando  en  ellos  se  prometa  reducirlos  Á  ins- 
trumento publico  dentro  de  cierto  plazo,  bajo  una  cláusula  penal;  esta  cláu- 
sula no  tendrá  efecto  alguno "  (Inc.  P  del  art,  1701). 
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Si  bien  la  disposición  que  comentamos  pugna  con  el 
parecer  de  jurisconsulto»  eminentes  (2),  nos  parece  acerta- 
dísima; pues  son  de  derecho  público  las  disposiciones  que 
determinan  las  solemnidades  de  los  contratos  y  (|ue  los 
tienen  por  no  celebrados  mientras  éstas  no  se  hubieren 
observado.  Si,  por  ejemplo,  en  virtud  del  sistema  mismo 
de  la  legislación  se  declara  <iue  la  venta  de  bienes  mices 
no  surte  ningún  efecto  mientras  no  conste  de  escritura  pú- 
blica, ipor  qué  se  modificaría  tal  regla  cuando  el  contrato 
se  hubiere  celebrado  en  nación  extranjera?  Ya  hemos  vis- 
to (289)  que  las  leyes  extranjeras  no  se  aplican  en  la 
nación  cuando  se  oponen  á  sus  instituciones  peculiares. 


(2)  'M^osdonations  faites  par  actessoaA  Heing  priv<^,  clanfl  iin  pays  dont  la 
íoi  »«*  rontf<nle  de  part»Uft  aot-e8,  sont  valablen,  mí^me  qnaiit  anx  imiin^nl>l»*H 
«ituéf»  en  Kranre,  pen  importe  qn' elles  aietifc  ét^  fait-e»  par  nii  í^tranger  f>ii 
paruii  Kraiitjjvis,  eteii  favenrfriin  ftaiicaiH  on  <rnii  étraiiger.  II  n'est  psis 
iK^c't^Hsuire  qii»*  res  acto»  porten t  nnenieiitioii  fxpresRH  <r  acreptation,  si  ret- 
t»- furnialit*»  u*  t«st  pa«  requise  d' ap^^.'^  la  loi  dii  lien  oíi  ils  ont  r«^dií(«»s." 
(Zachariae  A.  K  .  I.  $  31.  n.  II.  III. ). 

**Mai«  une  question  tr^!^délicHte  á  resondre  e>»t  celle  de  savoir  si  la  re^fle 
LocHtt  refffl  avinm  est  applicableiuénieanx  formulit^SsaiixquelIes  la  loi  natío- 
nale  de  hi  personne  en  canse  sonniet  i-ertains  aot^^s  jnridiques,  ad  solemnitn- 
itm,  r/est-a-dire  sons  la  fanction  delenr  nnlit^^. 

"Preiions  un  exeniple.  En  Frange  la  donation  est  nn  contrat  solenuel; 
«•He  íloit,  a  peine  de  nnllití?,  ctre  eflectuée  dans  la  forme  des  actes  notariés. 
(C.  civ  art.  931).  Un  frau9ais  fait  á  1'  ótraiiger,  dnns  un  pays  oü  la  loi  lóca- 
le n*  exiffe  pas  IMntervention  d^m  notaire,  nne  donation  par  aete  sons 
Hein^priv^.  Les  trihunanx  frangais  devront-ils  teñir  ce t te  donation  poar 
valable,  par  application  de  lar<^gle  Locuh  regit  avtum^ 

"CeTtainsanteurs  tiennent  la  ní^gative,  et  ils  all<^gnent  a  V  appui  de  leur 
opinión,  que  la  «o/erntiíM  est  un  i^lí^nient  intiúnneqne  de  1' acte,  nne  protec- 
fi<ni  ac-cnrd<^e  par  la  loi  an  natioual  contre  les  siirprises  (lu'  un  acte  sons 
H^in;;  privé  pourrait  liii  réserver,  et  que  dí-s  lor»  il  ne  peiit  etre  question  de 
taire  b^^néticier  cet  acte  d' une  reglo,  nniquemeut  relative  ses  formes  exté- 
rieiir»  «,  n'  ayaiit  d'  aiitre  but  cnie  de  garantir  la  libre  cxpreasion  de  la  vo- 
lonté  des  pafties  en  cause,  et  de  iHciliter  la  dénionstration  de  cette  volont<í. 
Mais  il  nous  sulTira  de  taire  observcr— et  1'  objection  c.stdéi'isive — que  ceux 
qui  prótendeiif  Houstrairea  la  regle  l.orua  rrtjH  artmn  lesart  ssrílennelrt  arri- 
wnt  en  f:iit  a  rctuser  anx  étrUngers  la  faíulté  d' acconiplir  certains  actes 
Inin  de  leur  pays.  Peut-ctre  en  etlet  n'existe-(-il  sur  le  territoire  nfi  le 
V'ranoiis  vcut  opérer  sa  donation  aní'nn  nílicior  jmblic  ayant  coinpétcnce 
jiour'liii  íbniner  l'authcntiriíé,  et.  adinettant  incme  qu' il  n'en  soit  pas 
aioMÍ.  rien  ne  preuve  que  le  notaire  étranjícr  ne  lefnstra  pas  son  ministcre 
au  donaíenr  franyais,  á  rainou  de  son  extranéjti».  La  nolnrion  <lii  proidenie 
!*í^  r«Tt;u'be  done  étroi  temen f  au  point  de  .savoir  (piel  est  le  fondenieiit  ra- 
tionncl  déla  ri*;^le  Lotus  reyH  ík  linn;  «t  loT>»qu'il  ^cra  dí^iiionlró  (¡ue  cette 
ré^le  Rejitstific  íivant  tont  par  la  néceHsiíé  Internationale  de  permettre  a  la 
pernonne  d'a  -complir  en  tous  liex  les  actes  de  la  vie  juridiqnc.  son  appli- 
cation, nií»me  aux  contrats  solennels,  ne  sera  pas  doutei'so."  (WeihS.  lll.  c. 
1. 1.  III.  8.  III). 
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AsBer  juzga  que  el  art.  18  del  Código  chileno  contradice 
á  la  regla  locus  regit  actnm  (3).  Opinamos  que  atento  el 
sistema  de  aquel  ('ódigo,  tan  notable  jarisconsulto  ha 
incurrido  en  error.  La  regla  locas  rvgit  actnm  no  se  refie- 
re 8Íno  á  las  solemnidades  externas  de  los  instrumentos;  y 
nuestro  art.  18  conduce  principalmente  á  la  eficacia  de  las 
disiH>siciones  según  las  cuales  los  actos  ó  contratos  que 
deben  constar  de  instrumento  imblico,  en  Obile  no  sur- 
ten ningún  efecto  mientras  tal  instrumento  no  se  hubie- 
re extendido.  En  otros  términos,  no  dice  el  articulo  que 
el  instrumento  privado  extendido  en  nación  extranjera 
es  nulo,  sino  que  no  puede  considerai*se  en  Chile  como 
instrumento  público. 


(3)  ''L'art  18  du  titre  préliminaire  du  Oinle  civil  dn  Chili  (du  1*^' ianvier 
1867)  coiitient  une  «xceptioii  tres  rudic^ale.  Duna  touH  les  cas  oü  les  jois  du 
Chili  reqiiiérent  la  forme  anthentiqíie  ponr  nn  arte  faiteii  ce  payH,  eet  aot^ 
doit  ^tre,  ii' importe  oh,  faitégalemeut  daiis  Ja  forme  autheiitique.  Aiosi 
Tart.  1801  dndit  Code  exige  un  arte  autheiitique  |>our  la  veute,  daus  le  Chi- 
li, d'  inimenbles,  de  Hervitiides,  de  reiiteH  fün('i^re8  et  de  droits  snreessoraiiz; 
ees  actos,  faits  n' importe  oh  par  n*  importe  Cjui,  u'auront  d'eífet  nn  Chili 
que  s'  íIh  sont  fait*H  daiis  la  forme  autheiitiqíie.'*  (31) 
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Intei^piretAcKSii  de  la  ley.  (•) 

273.  ^Tara  que  las  reglas  de  derecho  pasen  á  la  vida 
real,"  dice  Savignj^/'es  uecesario  que  uos  las  asimilemos  de 
una  manera  determinada;  asimilación  que  puede  efectuar- 
se en  muchas  circunstancias.  El  jurisconsulto  la  emplea 
pam  perfeccionar  la  ciencia;  el  juez,  para  expedir  los  fallos; 
el  ciudadano,  como  regla  de  sus  relaciones  civiles.  Todas 
estas  aplicaciones  tienen  por  base  un  elemento  común:  la 
asimilación  misma  de  las  leyes,  y  ese  elemento  es  el  que 
vamos  á  estudiar. 

*•  Debemos  proceder  á  un  acto  intelectual,  que  si  bien  á 
menudo  muy  sencillo,  es  un  trabajo  científico,  principio  y 
fundamento  de  la  ciencia  del  Derecho.  La  ciencia  es  un 
elemento  que  coopera  á  la  formación  de!  Derecho;  mas 
ahora  examinamos  la  ciencia  que  percibe  el  Derecho  que 
no  ba  formado,  y  que  lo  trasmite  al  entendimiento  del 
hombre  con  caracteres  precisos. 

"Tal  i>ercepción  es  posible  y  necesaria,  sea  cual  fuere, 
lK)r  otra  parte,  la  naturaleza  de  las  leyes;  y  el  trabajo  es 
casi  siempre  muy  complicado. 

"Este  trabajo  intelectual  tiene  por  objeto  reconocer  la 
ley  en  su  verdad^  ó,  en  otros  términos,  la  ley,  sometida  al 
criterio  de  nuestra  inteligencia,  debe  manifestársenos  ver- 
dadera; trabajo  indispensable  para  aplicar  la  ley  á  la  vi- 
da real,  y  en  su  necesidad  constante  es  en  lo  que  se  funda 


(-)  Savigny.  1. 1.  ^5.  12.  32-51.— Locré.  I.  2U4.  17.— Merlin.  Loi.  f  X.- 
Iiiterpr«^tHtioii.  n"  III.— Dalloz.  Lois.  472-520.— Demuloinbe.  I.  111-123.— 
Laurent.  I.  253-257.  288-285.— Chabot.  Code  civil.— Mass<í..  I.  í^.— Zacha- 
ria«(A  R.).  I.  $  38-40.— Banílry-Ljvíaiitinmie.  I.  2r>l  -2ru.— Kent.  I.  XX.  5.— 
Stliephen'  h  (Rlar-ksfoiie'  h).  1.  p.  71  -78. 
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811  legitimidad.  La  interpretación  no  se  limita,  como  al- 
gunos lo  juzgan,  al  caso  accidental  <le  oscuridad  de  la 
ley;  pero  entonces  tiene  más  importancia  y  consecuen- 
cias más  trascendentales.  La  oscuridad  es  un  defecto  de 
la  ley,  y,  para  corregirlo,  debemos  eHtudÍHrla  en  su  esta- 
do normal. 

"Sea  cual  fuere  la  oscuridad  de  la  ley,  es  de  toflo  punto 
necesario  dicho  trabajo  intelectual.  Así,  aseutauKKs  comd 
principio  absoluto  que  el  juez,  en  virtud  de  la  naturalez^i 
misma  de  sus  funciones,  debe  dar  algún  sentido  á  la  ley 
más  oscura,  y  conformar  á  él  la  senten(úa.  De  la  misma 
manera,  los  derechos  controvertidos  puetlen  ser  del  toilo 
inciertos;  pero  ello  no  exonera  al  juez  del  delier  de  ften- 
tenciar.  Entre  los  dos  elementos  de  una  sentencia,  el  de- 
recho y  el  hecho,  no  hay  en  esta  imrte  diferencia  esencial. 
La  disposición  <|ue  prohibe  al  juez  denegar  la  adminis- 
tración de  justicia  á  protexto  de  silencio  n  oscuri<lad  de 
la  ley,  se  funda,  lo  repetimos,  en  la  naturaleza  misma  de 
las  funciones  judiciales. 

274.  "Hay  un  caso,  empero,  en  que  no  puede  ejercense  la 
facultad  de  interpretar,  esto  es,  cuando  el  sentido  de  la  ley 
fue  materia  de  una  ley  posterior.  Los  aut'ores  modernos 
denominan  interjfretaeión  antéiitica  la  qua  so  funila  en  la 
ley,  y  la  oponen  á  la  interpretación  doctrinal,  <iue  es  la  yn, 
descrita  como  un  acto  científico  de  la  inteligencia. 

275.  "La  distinción  que  estas  palabras  técnicas  expresan 
es  exacta,  si  se  considera  su  común  objeto:  conocer  elpeusa-- 
miento  de  la  ley.  En  ese  sentido  todo  medio  de  conse- 
guir tal  objeto  se  llama  interpreta'Ción^  y  la  distinción  que 
hacen  los  autores  corresponde  ala  diversidad  de  los  me- 
dios. Pero  si  se  atiende  á  la  esencia  de  la  interpretación, 
envuelve  ella  la  idea  d(i  un  acto  libre  del  entendimiento. 
Efectivamente,  toda  ley,  para  aplicarse  á  la  vida  real,  de- 
be ser  comprendida  por  la  inteligencia;  pues  no  sería  po- 
sible que  cada  ley  llevase  consigo  otra  que  la  explicase; 
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por  lo  eiial  es  necesario  acudir  siempre  á  la  acción  libre 
(ie  la  inteligencia.  Admitida  esta  definición,  lo  que  fie 
llama  interpretación  legal  no  es  en  realidad  interpreta- 
ción, sino  más  bien  lo  contrario;  porque  se  prohibe  la  in^ 
terpretación  ó  el  acto  libre  de  Ifi  inteligencia.  La  definí* 
ción  que  damos  es  exacta,  y  emplearemos  en  adelante  el 
término  genérico  interipretadón  para  designar  la  interpre-^ 
toúión  doctrinal, 

« 

"La  interpretación  es  un  arte  que  se  aprende  estudian- 
do los  grandes  modelos  que  la  antigtiedad  y  loa  tiempos 
modernos  nos  ofrecen.  En  cuanto  á  la  teoría  de  ese  arte, 
somos  muého  menos  ricos;  lo  cual  proviene  de  círcnustan- 
cias  accidentales.  Pero  no  nos  alucinemos  acerca  del  va- 
lor de  la  teoría  más  perfecta.  El  arte  de  la  interpretación, 
como  toda»  las  artes,  no  se  enseña  con  simples  reglas.  Pe- 
ro, contemplando  las  obras  de  maestros  insignes,  com- 
l)ren<lemos  el  secreto  de  su  indisputable  superioridad, 
ejercitamos  las  facultades  que  la  ciencia  requiere  y,  apren- 
demos á  dirigir  bien  nuestros  esfuerzos.  A  dar  esos  pre- 
ceptos y  señalar  los  caminos  errados,  es  á  lo  que  se  redu- 
ce la  teoría  de  la  interpretación  como  la  de  t^das  las  artes. 

"Estando  destinada  toda  ley  á  determinar  una  regla  de 
derecho,  toda  ley  expresa  un  pensamiento,  simple  ó  com- 
plejo, que  exima  á  tal  regla  del  error  ó  la  arbitrarie- 
dad. Para  que  la  ley  cumpla  ese  objeto  es  menester 
que  su  pensamiento  se  comprenda  completa  y  exacta- 
mente por  todas  las  personas  á  qnienes  atañe  la  regla  do 
derecho.  Entonces  deben  colocarse  aquéllas  en  el  punto 
de  vista  del  legislador,  reproducir  artificialmente  sns  ope- 
raciones, y  con  el  pensamiento  recomponer  la  ley.  Tal 
es  el  proceder  déla  interpretación,  que  puede  definirse  la 
reconstrucción  del  pensamiento  que  la  ley  encierra.  Sólo  por 
medio  de  ella  se  obtiene  una  intuición  cierta  y  completa 
del  contenido  de  la  ley,  y  sólo  i>or  ese  medio  se  obtiene  el 
objeto  de  la  ley. 


866  artículo  lé 

276.  '^Hitóta  aquí  la  interpretaeióu  de  la  ley  no  ditiere  de 
]a  de  cualquier  otro  pensamiento  expresado  por  el  len- 
guaje; aquella,  por  ejemplo,  en  que  se  ocupa  la  filología. 
Pero  su  carácter  especial  se  manifiesta  cuando  se  des- 
componen sus  partes  constitutivas.  Así,  se  distinguen  en 
la  interpretación  cuatro  elementos:  gramatical^  lógico^  his- 
tórico y  sistemático. 

'^El    elemento    gramatical    de  la  interpretación    com- 
prende las  palabras  em plegadas  por  el  legislador  para  enun 
ciar  el  pensamiento,  esto  es,  el  lenguaje  de  las  leyes. 

**Bl  elemento    lógico  conduce  á  la  descomposición  del 

pensamiento,  ó  las  relaciones  lógicas  que  ligan  sus  dife- 
rentes partes. 

"El  elemento  histórico  se  refiere  al  estado  del  derecho 
relativo  á  la  materia  cuando  la  ley  fue  expedida.  Tal  es- 
tado determina  los  efectos  de  la  ley:  esos  efectos  y  el  cam- 
bio motivado  por  la  ley  es  lo  que  el  elemento  histórico 
debe  declarar. 

"En  fin,  el  elemento  sistemático  se  refiere  al  vínculo  ín- 
timo que  liga  las  instituciones  y  las  reglas  de  derecho  en 
una  vasta  uni<lad.  El  legislado!  conocía  este  conjun- 
to, así  como  los  hechos  históricos,  y  para  comprender 
bien  su  pensamiento  debemos  explicarnos  claramente  la 
influencia  de  la  ley  en  el  sistema  general  del  Derecho  y  el 
lugar  que  en  el  le  corresponde. 

"El  estudio  de  estos  cuatro  elementos  comprende  todo  el 
contenido  de  la  ley.  No  son  cuatro  clases  de  interpreta- 
ción, entre  las  cuales  pueda  elegirse,  sino  cuatro  operacio- 
nes distintas,  indispensables  para  interpretar  la  ley.  Sin 
duda  uno  ó  más  de  estos  eleuientos  pueden  prevalecer,  y 
basta  no  dejar  ninguno  desapercibido. 

277.  "El  buen  éxito  de  la  interpretación  depende  de  dos 
requisitos  esenciales  que  resumen  los  caracteres  de  los  di- 
versos elementos:  I*'.  Reproducir  mentalmente  la  opera- 
ción origen  del  pensamiento  <le  la  ley;  y  2"*.  Beferirlo  á 
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]o8  hechos  históricas  y  al  sisteiiKi  del  dereclio  que  atafieu 
á  la  ley  de  cuya  interpretacióu  se  trata. 

"Como  la  interpretación  consiste  en  obtenerse  de  cada 
ley  la  mayor  instrucción  [>osil)le,  debe  ser  á  un  mismo 
tiempo  individual  y  fecunda  en  consecuencias.  Suscepti- 
ble de  muchos  grados  es  el  buen  éxito  de  la  iuterpretaciónj 
el  cual  depende  así  de  la  pericia  del  intérprete  como  del  ta- 
lento del  legislador,  que,  dueño  del  asunto,  haya  concen- 
trado en  el  texto  ideas  positivas.  La  legislación  y  la  in- 
terpretación ejercen,  pues,  inñueucia  recíproca,  prosperan 
juntas,  y  la  perfección  de  la  una  es  para  la  otra  prenda  <le 
superioridad. 

278.  "Si  la  interpretHcióu  se  propone  darnos  á  conocer  la 
ley,  todo  lo  que  no  pertenece  al  contenido  de  ésta,  sea  cual 
fuere,  por  otra  parte,  su  atinida<l  con  ese  contenido,  se  con- 
sidera, rigurosamente  hablando,  extraño  al  objeto  de  la  in- 
terpretación. Entonces  se  presenta  en  primer  lugar  el  mo- 
tivo de  la  ley  (ratio  hgis).  Esta  palabra  tiene  dos  sentidos 
distintos,  según  (jue  se  aplique  á  lo  píisa<lo  ó  á  lo  futuro; 
y  así  designa:  l^'.La  regla  superior  de  derecho  de  donde  se 
desi>rende  la  ley  como  deducción  y  consecuencia;  y  2".  Kl 
efecto  que  la  ley  debe  surtir,  esto  es,  el  tin,  la  intención 
de  la  ley.  Engafiariase  el  que  hallara  entre  estas  dos  co- 
sas una  oposición  absoluta;  y  debe  juzgarse,  al  contra- 
rio, (|ue  el  legislador  las  reunió  constantemente  en  su 
pensamiento.  Uay,  sin  embargo,  la  diferencia  relativa 
de  que  una  ú  otra  predomina  en  ciertas  leyes.  Téngase 
presente  la  distinción  entre  el  derecho  normal  y  el  derecho 
anornml.  En  el  derecho  normal  (ins  eommune)  predomi- 
na la  influencia  de  las  reglas  anteriores,  cuyo  desarrollo 
completa  la  ley;  su  objeto  es  traducir  el  derecho  en  ca- 
racteres visibles  y  asegurar  su  ejecución.  En  el  dere- 
cho anormal  (im  itingularej  el  efecto  de  la  ley  sobre  lo 
venidero  es  lo  que  predomina.  Una  ley  sobre  la  usura, 
por  ejemplo,  expedida  i>ara  socorrer  á  los  deudores  po- 
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bren,  ^ería  dominada  únicamente  por  la  máxima  gene- 
ral de  que  el  legislador  debe  protección  tutelar,  si  una 
clase  de  la  sociedad  ve  comprometida  su  suerte  en  el  im- 
perio del  derecho. 

"El  motivo  de  la  ley  puede  ser  más  ó  menos  cierto.  Nun- 
ca lo  es  más  que  cuando  la  ley  lo  expresa;  pero  aun  en- 
tonces es  distinto  de  su  contenido,  y  no  forma  part«  inte- 
grante de  la  misma.  Al  contrario,  cuando  ignoramos  el 
motivo  de  la  ley,  no  pierde  ésta  su  autoridad.  La  incer- 
tidumbre  sobre  el  motivo  de  la  ley  puede  provenir  de  al- 
gunas causas.  Varias  veces  columbramos  ciertos  moti- 
vos, sin  saber  coordinarlos;  otras,  un  motivo  evidente,  ex- 
presado en  el  t^xto  mismo,  parece  extraño  á  la  ley,  á  causa 
de  la  supresión  de  i<leas  intermedias,  que  disiparían  la 
apariencia  de  contradicción. 

"Hay  muchos  grados  de  conexión  entre  el  contenido  y 
el  motivo  de  la  ley:  ya  presentan  ellos  una  relación  pura- 
mente lógica  del  principio  á  la  consecuencia,  y  entonces 
son  idénticos;  ya,  al  contrario,  están  muy  remotos  uno  de 
otro.  Los  motivos,  según  los  casos,  son  especiales  ó  ge- 
nerales. 

"El  motivo  de  la  ley  puede  alegarse  útilmente  y  con 
seguridad,  cuando  se  trata  de  saber  cuál  es  la  naturaleza 
de  la  regla  que  la  ley  encierra;  si  pertenece  ella  al  dere- 
cho absoluto  ó  al  derecho  supletorio,  al  ius  commune  ó  al 
ins  singulare.  Pero  debe  emplearse  el  motivo  con  mucha 
precaución  y  reserva  para  la  interpretación  de  la  ley.  Sn 
empleo  varía  segiin  el  í^^rado  de  certidumbre  y  de  su  afini- 
dad con  el  contenido  de  la  ley. 

"Entre  los  motivos  de  la  ley  hemos  determinado  muchas 
diferencias  provenientes  de  la  naturaleza  de  8us  relacio- 
nes y  de  su  añnidad  con  el  contenido  de  la  ley,  de  la  certe- 
za de  los  mismos  y  de  su  aplicación.  A  pesar  de  tales  di- 
ferencias, los  motivos  tien  en  un  carácter  común,  deducido 
déla  esencia   misma  de  la  ley;  en  otros  ténninos,  con  re- 
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laeíÓQ  al  peuísamíeiito  del  legislador,  tieneD  una  naturale- 
za objetiva,  la  cual  habilita  para  conocerlos;  y  w  en  cier- 
tos cusas  se  nos  ocultan,  éstos  son  muy  excepcionales. 
Por  eso  los  motivos  se  distinguen  claramente  de  los  he- 
chos; los  cuales  tienen  con  el  pensamiento  del  legisla- 
dor una  relación  puramente  subjetiva;  hechos  cuyo  cono- 
cimiento es  para  nosotros  tan  raro  y  tan  acciflental  como 
la  ignorancia  de  los  motivos  de  la  ley.  Deben  comprender- 
se en  esta  clase  de  sucesos  los  que  si  bien  originan  la  ley, 
hubieran  ])odido  ser  causas  de  ])rovi<lencias  muy  distin- 
tas; y  las  consiíleraciones  de  personas  y  de  circunstancias, 
<iue  inducen  al  legislador  á  dar  una  regla  general  y  per- 
manente. Los  hechos  subjetivos  no  ])ueden  tener  ningu- 
na influencia  en  la  interpretación  de  la  ley,  ni  aún  la  in- 
fluencia limitada  que  se  concede  a  los  motivos.  Pero  pue- 
de hacerse  de  aquellos  hechos  un  uso  negativo,  para  pro- 
\k\v  la  falta  de  motivos  ciertos,  y  rechazar  los  imaginarios 
que  se  luibieran  buscado. 

270.  "Los  principios  fundamentales  que  acabamos  de  ex- 
poner bastan  para  la  interpretación  de  hus  leyes  en  su  esta- 
do noruuil;  esto  es,  aijuellas  cuya  expresión  encierra  un 
])ensamiento  completo;  el  cual  i>odemos  considerar  como  el 
contenido  verdíidero  de  la  ley.  Pasemos  ahora  a  las  leyes 
ílefectuosas,  y  á  examinar  así  las  dificultades  (jue  presen- 
tan como  los  medios  de  superarlas.  Los  defectos  de  la  ley 
pueden  comprenderse  en  dos  categorías: 

"r.  Expresión  indeterminada,  que  no  encierra  un  pení^a- 
miento  completo: 

'*1I.  Mxrj^resián  imp^ropia,  cuyo  siíntitlo  directo  está  en 
contradicción  con  el  pensamiento  verdadero  de  la  ley. 

"Estas  <los  clases  de  defeceos  no  exigen  corrección  de 
una  manera  igualmente  imperiosa.  La  primera  debe  co- 
rregirse en  todos  los  casos,  ya  que  no  presenta  ningúu 
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peligro.    La  segunda  es  más$  delicada,  y  requiere  muchas 
precauciones. 

"Pero  antes  de  entrar  en  pormenores  sobre  esta  materia, 
conviene  puntualizar  los  medios  que  tenemos  á  nuestra 
disposición. 

"El  primero  consiste  en  examinar  el  conjunto  de  la  legis- 
lación; el  segundo,  en  referir  la  ley  á  su  motivo;  el  tercero, 
en  apreciar  el  resultado  obtenido  por  la  interpretación. 

280.  a).  ^^Examen  de  la  legislación  en  su  conjunto.  Este 
medio  puede  aplicarse  de  dos  momios  á  la  interpretación  de 
una  ley  defectuosa.  Puede  interpretársela  parte  defec- 
tuosa por  medio  de  otras  partes  de  la  misma  ley,  y  es  la  vía 
más  segura;  puede  interpretarse  la  ley  por  medio  de  otras 
leyes. 

"La  interpretación  obtenida  por  este  último  medio  será 
tanto  más  cierta  cuanto  líis  leyes  sean  más  análogas;  y  si 
emanan  de  un  mismo  legislador,  la  interpretación  alcanza- 
rá el  más  alto  grado  de  eerte/a.  Se  puede,  sin  embargo, 
acudir  tambián  á  las  leyes  anteriores,  suponiéndose  razo- 
nablemente que  el  legislador  lia  tenido  á  la  vista  esas  le- 
yes, y  que,  por  ende,  ellas  completan  su  pensamiento. 
Puédese,  en  fin,  acudir  á  las  leyes  posteriores;  pero  o^te 
último  caso  no  entra  sino  rara  vez  en  el  <lominio  de  la 
mera  interpreta(*ión.  En  efecto,  esas  leyes  modifican  á 
menudo  la  ley  defeetiiosa,  ó  dan  una  interpretación  au- 
téntica, que  no  es  la  interpretación  proinamente  dicha. 
Cuando  se  en)plean  las  leyes  posteriores  como  medio  <lc 
mera  interpretación,  supónese  que  el  espíritu  de  la  anti- 
gua legislación  se  ha  conservado  en  la  nueva. 

281.  b)  ^^Uimley  defectuosa  sr  interpreta  2>or  stis  motivos, 
Pero  este  medio  de  interpretación  tiene  más  restricxíiones 
que  el  precedente;  [)ues  su  enii)leo  se  subordina  á  la  certeza 
de  los  motivos  y  á  su  afinidaíl  con  el  contenido  de  la  ley. 
Faltando  alguno  de  estos  requisitos,  los  motivos  |)neden 
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servir  siempre  para  la  correcoión  de  la  primera  especie  de 
defecto  (la  expresión  indeterminada);  rara  vez  para  la  se- 
gunda especie  (la  expresión  impropia). 

282.  o)  ^^ Apreciar  el  resultado  obtenido.  De  todos  los  me- 
dios de  interpretación  este  es  el  más  aventurado,  porque  el 
intérprete  se  expone  á  excederse  de  sus  atribuciones,  usur- 
pando las  del  legislador.  Debe,  pues,  acudirse  á  él  para 
precisar  el  sentido  de  una  expresión  indeterminada,  y  nun- 
ca para  referir  el  texto  al  pensamiento  de  la  ley. 

^^Los  medios  de  interpret-ación  nos  presentan  los  mismos 
grados  que  los  defectos  de  la  ley:  el  primero  es  de  aplica- 
ción general;  el  segundo  exige  mucha  cautela;  el  ticrcero 
debe  circunscribirse  á  los  límites  más  restringidos. 

283.  *'La  indeterminación  que  oscurece  el  pensamiento 
puede  provenir  de  una  expresión  incompleta  ó  de  una  am- 
bigua. 

La  expresión  incompleta  de  la  ley  es  á  manera  de  un 
discurso  que  se  interrumpe,  y  cuyo  sentido  queda  suspenso. 
Tal  sería  una  ley  que  exigiese  testigos,  sin  determinar 
cuántos. 

"La  ambigüedad,  que  se  presenta  frecuentemente  y  con 
muy  graves  consecuencias,  puede  hallarse:  3^  En  una  ex- 
presión; y  2*".  En  una  construcción  anfibológica. 

Unas  veces  la  expresión  empleada  para  designar  un  in- 
dividuo se  aplica  á  otros  individuos  de  la  juisma  especie; 
lo  cual  pasa  con  menos  frecuencia  en  la  ley  que  en  los  ac- 
tos y  contratos;  otras,  la  expresión  empleada  para  enun- 
ciar una  idea  abstracta  tiene  dos  significados  distintos,  ó 
sólo  dos  acepciones,  la  una  lata  y  la  otra  restringida. 

"Una  construcción  anfibológica  puede  también  originar 
ambigüedad,  y  aunque  ésta  ocurre  con  más  frecuencia 
en  los  contratos,  de  ella  no  est^in  exentas  las  leyes. 
Todas  estas  especies  de  ambigüedad  nos  injpiden  co- 
nocer con  certeza  el  pensamiento  de  la   ley.     La  ambi^ 
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gttedad  proviene  del  legislador  la  oscuridad  de  sus  ideafi, 
su  impericia  en  el  uso  del  idioma  ó  ambas  cosas.  Pero 
cualquiera  que  sea  el  origeu  de  tal  ilefecto,  el  interprete  de- 
be necesariamente  corregirlo,  porque  no  se  podrían  dedu- 
cir reglas  de  una  ley  tan  impropia.  £1  reconocimiento  de 
esa  necesidad  es  igualmente  cierto,  y  puede  probarse  por 
una  argumentación  lógica.  Pero  la  argumentación  se  re- 
duce á  verificar  la  natumleza  de  la  duda,  y  no  da  la  soln- 
ción.  Es  menester  buscarla  en  los  tres  medios  de  inter- 
pretación que  hemos  enumerado:  todos  son  aplicables^  y  el 
problema  se  limita  á  determinar  el  orden  en  que  deben 
emplearse.  Así,  primeramente  se  acudirá  al  examen  de  la 
legislación  en  su  conjunto,  y  si  eso  basta  para  deterrai* 
nar  el  sentido  de  la  ley,  debe  prescindirse  de  los  otros  me- 
dios de  interpretación  como  menos  seguros. 

"En  segundo  lugar,  debe  consultarse  el  motivo  <le  la  ley, 
y,  si  es  posible,  el  motivo  especial  que  tenga  relación  di- 
recta con  su  contenido;  á  falta  de  ese  motivo,  el  general 
como  medio  supletorio.  Si,  por  ejemplo,  una  ley  se  fun- 
da en  la  aequitas,  que  es  e]  carácter  distintivo  del  derecho 
normal  de  los  tiempos  modernos,  y  esa  ley  es  susceptible 
de  dos  interpretaciones,  se  prefiere  la  que  á  la  aequitas  sea 
conforme. 

"En  tercer  lugar,  puede  determinarse  el  sentido  de  la  ley 
por  la  apreciación  de  los  resultados  que  dan  las  varias  in- 
terpretaciones. Por  lo  cual  debe  i)referirse  el  que  es  más 
razonable,  el  que  corresponda  mejor  á  las  necesidades  de 
la  práctica,  y,  en  fin,  el  más  humano  y  moderado. 

"El  segundo  defecto  proviene  de  la  impropiedad  de  los 
términos;  la  cual  consiste  en  que  el  sentido  de  la  ley 
es  distinto  de  su  pensamiento.  Cuando  haya  esa  con- 
tradicción entre  los  elementos  constitutivos  de  la  ley» 
se  pregimta  cuál  debe  prevalecer.  Si  el  sentido  es  per- 
fectamente claro,    debe  atenderse    á  éste  antes  que  al 
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pretenso  pensamiento;  pues,  de  otra  manera,  el  intérprete 
ejerce  lag  fancioneg  del  legiAlador.^  [a]  (5) 


[a]  Véase  el  comentario  del  art.  19. 

(5)  El  libro  preliminar,  t.  V,  del  primitivo  proyecto  (C.  de  N.)  decía: 
"DE  L*APPLlCATIOX  ET  DE  Í/INTERPRÉTATION  DES  LOIS." 

**Art.  I**".  Le  iniíiistoredujugeest  d'appliqner  les  loisavecdiscemeDieut 
et  fídelité. 

''JI.  II  est  sonveut  nécessaire  d' interpréter  les  iois. 

"II  y  a  deaxsortes  d'iuterprétations:  celle  par  voie  de  doctrine,  et  celle 
par  vote  d*autorit<^.  I/interprétation  par  voie  de  doctrine  consiste  ^  sai- 
sir  le  véritable  seus  d'  une  loi,  dans  son  applicatiou  ti  nn  cas  partieulier. 
L'  interprétation  par  voie  d'  antorité  consiste  á  resondre  les  dontes  par 
forme  ele  dispositiou  genérale  et  de  coromandement. 

**III.  Le  ponvoir  de  prononrer  par  forme  de  dispositicni  genérale  est  inter- 
ditauxjnges. 

"IV.  L' applicatiou  de  elia(|ne  loi  doit  ne  laire  k  V  ordre  des  ehoses  snr  les* 
qaelJe8  elle  statue.  Les  objets  qtii  son  d'un  ordre  diíférent  ne  penvent 
^tre  decides  par  les  ni^mes  Iois. 

"V.  Qnand  une  loi  est  claire,  il  ne  fant  point  en  éluder  la  lettre  soas  pre- 
texte d'eu  i)énétrer  Tesurit;  et  dans  1' applicatiou  d' nue  loi  obscnre,  on 
doit  preferir  le  sens  le  plns  natnrel  et  celni  qni  est  le  moins  défectnenx 
dans  Vexécntion. 

**  VI.  Ponr  flxer  le  vrai  sens  d'  une  partie  de  la  loi,  il  fant  en  ronibiner  et 
en  réuiÚT  tontes  lesdisiwsitions. 

*'VII.  L:i  présoraption  du  jnge  ne  doit  pas  étre  mise  a  la  place  de  la  pré- 
Honiption  de  la  loi;  il  u'est  paspemiis  de  distingaer  lorsqae  la  loi  ne  dis- 
tingue pas:  et  les  exceptions  qni  ne  sont  point  dans  la  loi  ne  doivent  point 
étre  sQPplees. 

** VIII.  On  ne  doit  raisonuer  d*  un  cas  li  nn  antre  qne  lorsqn'  il  y  a  m^me 
motíf  de  déoider. 

'*IX.  Lorsqne,  par  la  craiute  de  quelque  frande,  la  loi  declare  nuls  certains 
aotes  ees  (Lispositions  ne  peurent  ^tre  eludées  snr  le  fondenmnt  qnr  Pon 
aorait  rapporté  la  prenveqne  ees  artes  ne  sont  point  frandnleux. 

'*X.  La  distinction  des  Iois  odieu^es  et  des  lois  favorables,  faite  dans  V  ob- 
jet  d'étendre  on  de  restreindrelenrs  dispositions,  est  abusivo. 

''XI.  Dans  les  mati^res  civiles,  le  Jnge.  íi  défaut  de  loi  precise,  est  nn  mi- 
nistret  d'équité.  L'équitéesi  le  retonr  k  la  loi  naturelleonauz  asages  re- 
gns  dans  le  sileucede  la  loi  positive. 

'*X1I.  Le  jngequi  refuseon  qni  différede  jnger  bous  pretexte  dn  silenoe, 
de  V  obscurité,  de  V  insufiisauce  de  la  loi,  se  rend  conpable  d'abus  de  pon- 
voir ou  de  den  i  de  juatioe. 

''XIII.  Dans  les  mati^res  criminellen,  le  jnge  ne  pent  en  ancnn  cas  sup- 
pléer  á  la  loi.'' 
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Art.  19.  Cuando  el  sentido  de  la  lei  es  claro,  no 
se  desatenderá  su  tenor  literal,  á  pretexto  de  con- 
sultar su  espíritu. 

Pero  bien  se  puede,  para  interpretar  una  expre- 
sión oscura  de  la  lei,  recurrir  ft  su  intención  ó  es- 
píritu, claramente  manifestados  en  ella  misma,  6 
én  la  historia  fidedigna  de  su  establecimiento.  (-) 

CONCORDANCIAS. 

P.  de  B.  19. 

O.  O.  27. 

O.  E.  18.  Eegla  1*. 

C.  de  la  L.  13.  Cuando  una  ley  ea  clara  y  no  ambigua, 
no  debe  eludirse  el  tenor  literal,  á  pretexto  de  penetrar.su 
espíritu. 

COMENTARIO. 

285.  Sencillísima  y  en  extremo  útil  es  la  regla  compren- 
dida en  el  inc.  1"  del  art.  19.  Como  la  interpretación  con- 
siste en  emplear  los  medios  conducentes  á  conocer  á  cien- 
cia cierta  el  pensamiento  del  legislador,  y  como,  según  el 
supuesto  de  la  regla,  las  palabras  de  la  ley  manifiestan 
evidentemente  tal  pensamiento;  el  juez  no  puede  desaten- 
der el  tenor  literal  de  la  ley  á  pretexto  de  investigar  los 
móviles  que  indujeron  al  legislador. 

Las  palabras  son  los  signos  que  éste  emplea  para  ex- 
presar su  pensamiento,  y  cuando  ellas  lo  determinan  con 
toda  claridad,  innecesario  acudirá  otros  medios,  que  bien 
pudieran  no  ser  ciertos. 

La  utilidad  práctica  que  resulta  de  esta  regla,  tan  propia 
del  talento  ecléctico  de  D.  Andrés  Bello,  consiste  princi- 
palmente en  oponer  muy  sólido  dique  al  despotismo  judi- 
cial, el  más  peligroso  y  el  más  insoportable  de  todos  los 
despotismos.  Cuando  se  concede  al  juez  la  atribución  de 
prescindir  del  sentido  claro  de  la  ley  para  atender  á  los 

(-)  DaUoz.  LoÍ8.  506.— Laurent.  I.  273. 
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móviles  que  hubieren  inducido  á  expedirla,  también  se  le 
concede  la  de  sustituir  su  voluntad  á  la  del  legislador.  (1). 
286.  Debe  sí  tenerse  presente  que  muchas  veces  un  artí- 
culo, considerado  aisladamente,  es  de  todo  punto  claro; 
que  á  compararlo  con  otros  de  la  misma  ley,  pugnan  eutr^ 


(l)  ''On  siippose  que  le  4eiid  iV  tiue  loi  eat  clftireineut  établi,  il  ne  reste  au» 
cuQ  (tóate  sur  Ja  sigiúHcatiou  liti^rah;  dii  texte:  peut-ou,  dans  ee  cas,  s'eu 
écart«rf  La  quention  est  capitale.     Nona  tronvouí  lar^ponse  daña  leXívr0 

Íírélimittairt;  dn  code:  'Qiiaiid  une  loi  est  claire,  11  ue  faut  poiiit  en  éluder  Ja 
ettre,  sona  pretexte  d' en  péiiétrer  l'esprit.'  (Titre  V,  art.  5).  Nou8  von- 
diioDS  qne  cette  máxime  fat  inscrite  dansS  tous  les  oiivrages  de  droit,  et  qu' 
elle  fnt  gravee  dan8  tontea  Jes  chaires  oü  Ton  enseigne  la  jurisprudenoe. 
II  u'  y  en  a  pasqui  soit  plus  evidente  tont  ensemble  et  plus  importante,  il 
n*  y  en  a  pas  qne  les  interpretes  soient  plns  disposés  ¿i  oulilier.  Que  de  foi» 
on  se  prévaut  de  V  esprit  de  Ja  loi  contre  un  texte  cJair  et  formel!  Que  de 
fbia  on  fait  violence  íi  la  Jettre  pour  faire  diré  au  législateur  le  contraire  de 
ce  qu' il  a  dit  réellement!  On  contraríe,  en  définive,  la  volontó  du  legisla- 
teur  enayant  1'  air  de  Ja  respecter,  et  on  viole  la  loi  sous  couleur  de  V  in- 
terpréter.  Jl  fant  revenir  h  la  regle  ót^abJio  par  les  aut-enrs  niMnes  dn  code. 
KJle  resulte  de  la  natnre  de  la  loi. 

*'QuelJe  est  Toenvi'ede  T  interprí»t^?  Savigny  nons  le  ilit,  c'est  de  re- 
constrnirela  pensée  da  l^ígislatenr.  Oü  faut-il  cliercher  cette  pensí^ef  Est- 
ce  qnelque  mystl>Te  qu^  il  s'  agit  d'  éclaircir^  Ou  tout.  Le  législatenr  a 
pris  soin  de  diré  ce  qu'  il  vent,  il  a  formula  fia  penHce  dans  un  texte.  Qu' 
est-cH  done  que  la  lettre  de  la  loif  (.'*  est  1' expression  de  la  pens^e  da  légis- 
lat^iiT.  Qnand  la  loi  est  claire,  iious  avou.s  cette  pensée  nettcment  d<^cJarée, 
noas  címnaissons  Pintention  du  Icgislateur  par  sa  propre  bouche.  nous 
avons  1'  eKi)ritde  la  loi,  <^tal)li  d'  une  faetón  authentiqne.  Qu'  est-il  besoin 
d©  chercJier  cet  esprit  aiJleursf  et  dans  qnel  but  le  feraifr  on?  Pour  trouver 
nn  esprit  autrc  que  (íelui  qne  le  teXte  nous  r<$vMe.  Mais  cet  esprit  est  tou- 
jour»  problímatique,  |)la8  ou  inoins  douteux:  y  a-t-11  dans  les  que8tio^s 
coutr<iVfrsées  une  opinión  qui  ue  prenne  appui  sur  les  discussious;  sur  la 
traditioní  On  aboutit  done  ¡i  dtlcouvrir  un  esi)rit  douteux,  et  ndannioins  on 
met  cette  volontc  incertnine  au-dessusdc  Ja  volonté  certaine,  ócrite  dans  un 
texte  non  doutenx!  Cela  ne  s'  ai»p«»llc-t-il  pas  *éIudeT  la  lettre  de  la  loi  sous 
pretexte  d'  en  pánétrer  V  esprit f  Kt  quaud  i'  int^rpr^te  elude  nn  texte  clair, 
ne  cherche-t*il  pas  a  mettre  sa  pensce  an-dessus  de  la  pens<^edu  législateur/ 
11  fait.  en  réolitó.  la  loi,  alors  <ine  samission  se  borne  ih  V  interpr^ter. 

"On  dirá  que  Jé  texte  peut  ne  pas  ex  primer  la  vraie  uensée  du  législateur; 
que  si  r  on  s'  en  tient  servilonient  au  texte,  on  aboutit  h  ce  que  P  on  appel- 
le  vnlgairement  rinter]»r<^tation  judaique,  c'est-a-dire  qu' a  forcé  de  res- 
peeter  le  texte,  on  viole  la  pensée  du  législateur,  et  n'  est-ce  pas  la  pensée 
qui  constitue  la  volonté.  et  par  Huite  l'essmice  delaloi?  Ríen  de  plus  vrai, 
qnand  le  texte  lívisse  le  moindredonte;  alors  tout  Je  monde  dirá  aveclesiu- 
risconsaltes  romains  qne  ce  u' est  pasconnaltre  la  loi  que  d' en  savoir  les 
termes,  qu^  il  faut  pénétrer  au  déla  de  V  écorce  pour  saisir  la  vraie  volonté 
dn  législateur.  Mais  nous  snpposous.  comroe  1'  on  fait  les  anteurs  du  code 
dans  le  Livre  préliminaire,  que  la  loi  est  claire,  c'  est^fldire  qu'  elle  ne  laisse 
ancun  dontesur  souseualittéral.  Peut-on  admettreence  cas,  que  la  lettre 
ne  répoudpas  ii  la  pensée  du  législateur?  Qu  est-ce  que  la  lettre,  sinon  la 
formule  de  la  pensée?  Diré  que  la  pensée  est  autre  <^ue  celle  qui  est  écrite 
dans  nn  texte  clair  et  formel,  c'est  accuser  le  législateur  d'une  légéreté 
que  Pon  n' est  pas  en  cb'oit  de  lui  imputer;  c'est  diré,  en  etl'et,  qu'il  s' 
est  servi  d'  expressions  qui  ue  renden t  pas  sa  pensée.  Cela  peut-il  se  sup- 
poser  dans  une  mati^re  aussi  grave  que  celle  tle  la  coufection  des  loisf  Ne 
doit-on  pas  oroire  plutot  que  le  législateur  a  pesé  des  paroles,  et  que  qnand 
lia  parlé  clairement,  sa  volonté  aussi  est  clairef  Et  quaud  cette  volonté 
est  clairoi  P  int-erpréte  peuMl  s'  en  écarterf  (Lanrent.  I.  273). 
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sf  los  artícnlog;  que  es  necesario  poner  en  armonía  to- 
das las  disposiciones  concernientes  á  unas  mismas  materias 
conii)rendida.s  en  el  Código  civil  ó  en  cualquier  otra  ley,  y 
que  entonces  debe  aplicarse  otras  reglas  de  interi)reta- 
ción. 

Dedúcese,  pues,  que  el  inc.  V  del  art.  19  no  es  aplicable 
sino  cuando  concurren  dos  circunstancias: 

1**.  Que  el  sentido  de  una  disposición  sea  tan  claro,  que 
no  origine  ni  la  más  leve  duda;  y 

2\  Que  la  disi)osición  no  pugne  con  ninguna  otra  de  la 
misma  materia  ni  con  el  sistema  dominante  en  la  ley  de 
cuya  interpretación  se  trata. 

287.  Bxi>resa  el  art.  19,  inc.  T,  que  si  el  sentido  de  la  ley 
es  claro,  no  puede  el  jue/  desatender  su  tenor  literal  á  pre- 
texto de  consultar  su  espíritu;  y  el  inc.  2"  amule:  "Pero 
bien  se  puede,  para  ¡nteri>ret.ar  una  expresión  oscura  de  la 
ley,  recurrir  á  su  intención  ó  espíritu  claramente  manifes- 
tados en  ella  misma  ó  en  la  historia  fidedigna  de  su.  esta- 
blecimiento." 

Algún  tanto  impropia  es  la  redacción  del  inc.  3**;  pues 
si  la  ley  encierra  una  ó  más  expresiones  oscuraSj  su  sen- 
tiílo  no  puede  ser  perfectamente  duro.  Entre  la  absoluta 
claridad  del  sentido  y  la  expresión  oscura  hay  la  más  abier- 
ta pugna.  El  inc.  2"  no  puede  considerarse  como  modifi- 
cación del  primero,  y  hubiera  convenido,  por  lo  mismo, 
que  el  inc.  2®  fuese  artículo  separado. 

288.  Ya  observamos  (276)  que  el  elemento  histórico  es 
uno  de  los  medios  más  poderosos  para  interpretar  la  ley, 
reconstruyendo  el  pensamiento    del  legislador.  (2) 

La  historia  fidedigna  del  Código  chileno  se  halla  en  el 
proyecto  de  D.  Andrés  Bello,  (a) 

(2)  ''La  hÍHtoria  ñdedisaa  del  estableo! miento  de  uua  lei  serla,  por  ejem- 
plo, la  relaoi<)n  de  los  debates  oonrridos  en  el  Cuerpo  LeJislatiTO  al  tiempo 
de  discutirse  el  Proyecto."  (Nota  de  Bello). 

(a)  Véase  el  prólogo  de  este  tomo. 
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Art.  20.  IbBM  palabras  de  la  lei  se  entenderán  en 
mu  sentido  natural  1  obvio,  segnn  el  uso  Jeneral  de 
las  mismas  palabras;  pero  cuando  el  lejislador  las 
haya  definido  espresamente  para  ciertas  mate* 
rías,  se  les  dará  en  éstas  su  significado  legal.  (*) 

CONCORÜANCIAS. 

P.  de  B.  18. 

C.  B.  18.  Eegla  2*. 
O.  C.  28. 

G.  de  la  L.  14.  Las  palabras  de  la  ley  deben  entenderse 
en  su  significado  más  conocido  y  más  usual,  sin  atender 
alas  sutilezas  de  las  reglas  gramaticales  ni  á  su  acepción 
general  y  vulgar. 

D.  I.  III.  19.  In  ambigua  )  19.  La  voz  ambigua  de 
vece  legis  ea  potuis  acci-  )  la  ley  se  ha  de  entender  en 
pienda  est  signifícatio,  quae  <  aquel  sentido,  que  no  ínclu- 
vitíocaret,  praesertimquum  \  ya  vicio  alguno;  en  especial 
etium  voluntas  legis  ex  cuando  también  .>e  colige 
hoe  colligi  possit.                    \  de  la  mente  de  la  ley. 

COMENTAKIO. 

289.  Dos  reglas  encierra  este  artículo: 

!•.  Las  palabras  de  la  ley  deben  entenderse  en  su  senti- 
do natural  y  obvio,  según  el  nao  general  de  las  mismas  pa- 
labras; y 

2*.  Cuando  el  legislador  las  ha  definido  expresamente 
para  ciertas  materias,  se  les  dará  en  éstas  su  significado 
legal. 

25M).  Presúmese  efectivamente  <pie  el  legislador,  al  em- 
plear en  la  ley  el  lenguaje  usu¿)I,  ha  dado  a  las  palnbras  su 
gennina  acepción.  (1) 

(-)     Laurtiiit.  I.  273.— Keiit.  XX.  5. 

(1)  **T)i*?  wortl»  of  statiitf,  if  of  coinmou  u«e.  iire  to  >»h  takeii  in  their  ua- 
tnrat,  plnin,  olmouR,  íifirt  ordinarv  «ij^nifirntion  aml  import."  (K#Mit.  I. 
XX.  5;. 


368  ARTÍCULO  20 

La  dificultad  uo  consiste  sino  en  saber  cómo  se  conoce 
á  ciencia  cierta  la  acepción  de  las  palabras;  ento  eA,  en  de- 
terminar el  eleinento  gramatical.  (276) 

Acudimos  con  freeuen<*Ja  al  Diccionario  de  la  Academia 
B8[)añ()la,  (2)  la  más  autorizada  de  las  corporaciones  que  en 
la  Península  se  ocupan  en  los  estudios  filológicos.  Pero, 
forzoso  es  decirlo,  en  nuichos  casos  aciuel  Diccionario  uo 
define  las  palabras  con  exactitud,  y  en  otros  es  del  todo  de- 
ficiente. Entonces  apelamos  á  los  buenos  diccionarios  la- 
tinos y  á  los  escritores  más  acreditados. 

Cuando  la  dificultad  consiste,  no  en  la  acepción  de  las 
palabras,  sino  en  las  construcciones,  en  el  régimen,  <S?,  acu- 
dimos á  la  admirable  Gramática  de  Bello,  á  la  de  Salva,  al 
Diccionario  de  Régimen  y  Construcción  por  D.  Rufino 
Cuervo;  obra  que,  á  terminarse,  será  la  más  importante  de 
toda«  las  que  en  castellano  se  han  publicado  sobre  los  es- 
tudios filológicos. 

Importantísima  es  la  regla  que  examinamos;  porípie  hay 
tan  estrecha  conexión  entre  la  filología  y  la  jurisprudencia, 
que  cuando  quiera  que  procedemos  á  interpretar  la  ley, 
los  contratos,  los  testamentos,  debemos  determinar  ante 
todo  la  acepción  de  las  palabras,  la  redacción  de  las  cláu- 
sulas, el  contexto  mismo  de  la  ley,  contruto  ó  testa- 
mento. (3) 

291.  La  regla  segunda,  si  bien  absolutamente  necesaria, 
no  origina  ninguna  dificultad.   Cuando  el  legislador  defiue 

(2)  "Nous  ne  «liroiis  pas  comumnt  si- fui t  1' iiiterpin^tatioii  i^raininatifiíle. 
TonB  ceiix  qni  «^tudieiit  le  droit  saveiit  que  les  iiiotH  dont  le  l^/;(Í8]atenr  se  serl 
ponveiít  avoir  deiix  sij^nitication.s,  le  h»mi8  vnlgaire  et  le  «ens  teehniqíie.  I^ 
premier  8e  determine  xtar  l'iiHa^^e.  Potir  la  laii^iiH  iraiitíaíBe,  le  Dietionimi- 
rede  1' Aradéiiiiejouit  d' une  grande  autorité."     (Laureut.  I.  273). 

(8)  '^Siendo  la  lengua  el  níe«lio  de  qiie  se  valen  l«i»  IiombreH  para  i-omnid- 
earse  uiioü  á  otroH  cuanto  Hahen,  pieuHan  y  nieuten,  no  puede  menos  do der 
grande  la  utilidad  de  la  (gramática,  ya  para  hablar  de  manera  f|Ue  .se  com- 
prenda bien  lo  que  decimos  (sea  de  viva  v(»z  ó  j)or  escrito),  ya  )Mira 
fijar  C4m  exactitud  el  sentido  de  lo  que  otros  han  dicho;  lo  cual  abraza  nada 
menos  que  la  acertíwla  enunciación  y  lagenuina  interpretación  ile  ljisleye«, 
de  los  contratos,  de  los  testamentos,  de  los  libros,  de  la  c4»rrespondeocia  e^t- 
crita;  objetos  en  que  se  interesa  cuanto  hay  de  más  precioso  y  ni?is  importan* 
te  en  la  vida  social."     (Bello.  Gramática.*  i). 
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ciertas  imlabras,  propónese  que  el  juez  tenga  una  regla 
fija  sobre  la  acepción  de  las  mismas,  para  evitar  los  in- 
óonrenientes  del  uso  vajrio  de  los  imiM>rtent6sToeablós  que 
á  cada  paso  se  emplean  en  las  leyes. 

Porotn»  parte,  la  detioición  de  las  palabras  completa  el 
sistema  de  la  legislación.  Ajsí,  i>or  ejemplo,  tómense  en 
el  sentido  vulgar  las  voces  hijo  imtural,  asignadánj  ddcuÁáñ 
y  otras  empleadas  con  tantar  propiedad  y  exactitud  por 
ü.  Andrés  Bello,  y  desaparece  el  sistema  del  Oódigo  civil. 


47 
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AKTÍCÜLO  21 


Art.  21.  Ib^m  palabras  tóonieaa  te  toda  otoñóla  6 
arte  se  tomarán  en  el  sentido  qne  les  den  los  que 
profesan  la  misma  olenoia  ó  arte;  á,  menos  qne 
aparezoa  claramente  qne  se  han  tomado  en  sen- 
tido diverso.  (-) 

CONCORDANCIAS. 

P.  (le  B.  18.  a. 

C.  E.  18.  Reglas*. 

O.  C.  29. 

V>.  de  la  L.  15.  Los  términos  «le  las  artes  ó  las  expresio- 
nes y  frases  técnicas,  deben  interjíretarse  conforme  al  sig- 
nificado y  acepción  que  les  den  las  personas  versadas  en 
tales  :irtes,  oficios  ó  i)rofes¡ones. 

COMENTAKK). 

292.  También  este  artículo  encierra  dos  reglas: 

1*.  Las  palabras  técnicas  de  toda  ciencia  6  arte  se  em- 
plearán en  el  sentido  que  les  den  los  que  profesan  la  mis- 
ma ciencia  6  arte;  y 

2^  No  se  aplica  esta  regla  cuando  aparece  claramente 
que  tales  i>alal>ras  se  han  tomado  en  sentido  diverso. 

8e  llaman  términos  técnicos  los  que  pertenecen  ex- 
clusivamente á  las  artes  y  ciencias.  Guando  el  legis- 
lador se  refiere  á  ellas,  es  natural  que  emplee  el  lenguaje 
técnico,  porque  entonces  sólo  éste  puede  expresar  su  peu- 
samiento  con  exactitud. 

El  Código  civil  mismo  emplea  infinidad  de  palabras  tóo- 
nicas,  ya  <lefinidas  [lor  el  legislador,  ya  empleadas  iinica- 
mente  por  los  jurisconsultos;  y  debe  darse  á  estas  última^ 
la  acepción  en  que  las  usan  los  profesores  de  la  ciencia,  (l) 


(-)  Laturent.  I.  272  — Kent.  I.  XX.  5. 

(1)  '*If  technical  words  are  used,  they  are  to  he  taketi  in  a  teohiiical  aense, 
anless  it  dearly  appears  ftova  the  coutext,  or  other  parta  of  the  instraraent, 
that  the  word8  were  intended  to  be  applied  differently  froin  their  ordinarT 
o r  their  Ilegal  aceeptatioii."    (Kent.  I.  XX.  5). 
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Si  bien  esta  regla  es  sencilla,  y  se  desprende  del  objeto 
mismo  de  la  interpretación;  era  conveniente,  y  acaso  nece- 
sario, que  el  legislador  recordase  al  juez  que  no  puede  dar 
alas  palabras  técnicas  la  acepción  vulgar,  porque  ello  des- 
naturalizaría el  sentido  de  la  ley. 

Pero  casos  hay  en  que  el  legislador,  por  incuria  6  igno- 
rancia, emplea  las  voces  técnicas  en  su  acepción  vulgar;  y 
si,  tomadas  en  ésta,  el  sentido  de  la  ley  es  claro,  el  juez  de- 
be aplicar  el  art.  19.  (2) 


(2)  *H.e  introducido  limitaciones  qne  me  parecen  necesarias.  Una  pala- 
bra, sea  técnica  6  no,  poede  emplearse  impropiamente  en  uim  leí,  sobre  todo 
por  falta  de  conocimientos  especiales  en  sus  autores.  ¿Sería  nunca  racional 
t^miar  esa  palabra  en  diferente  sentido  qu  e  el  lejislader.''    (Nota  de  BeUo) 
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AUTÍOÜLO  22 


▲rt.  22.  El  contexto  de  la  leí  servirá  para  Ilus- 
trar el  sentido  de  cada  una  de  sus  partes,  de  nia- 
nera  que  haya  entre  todas  ellas  la  debida  corres- 
pondencia i  armonía. 

Los  pasajes  oscuros  de  una  leí  pueden  ser  Ilus- 
trados por  medio  de  otras  leyes,  particularmente 
si  versan  sobre  el  mismo  asunto.  (-) 

CONCORDANCIAS. 


P.  fie  B.  19.  El  contexto  de  \n  lei  servirá  para  ¡lustrar  el 
sentido  <le  e^ada  una  de  ¡sus  partes,  de  manera  que  haya  eu- 
tre  todüs  ellas  la  debida  correspondencia  i  armonía. 

Los  pasajes  oscuros  de  una  lei  pueden  ser  ilustrados  por 
medio  de  otras  leyes,  ó  do  costumbres  que  tengan  fuerza 
de  lei;  particularmente  si  versan  sobre  el  mismo  asunto. 

CE.  18.  Reglas*. 

C,  C.  30. 

O.  de  la  L.  16.  Cuando  las  expresiones  de  una  ley  son 
dudosas,  puede  investigarse  su  significación,  comparando 
las  frases  y  los  términos  ambiguos  con  las  otras  partáis  de 
la  ley,  para  determinar  su  verdadero  sentido. 

17.  Las  leyes  inpari  materia  ó  sobre  un  mismo  objeto 
deben  interpretíirse  según  la  relación  que  tengan  entre  sí; 
lo  que  es  claro  en  una  ley  x>uede  servir  de  base  para  expli- 
car lo  que  en  otra  es  dudoso: 


D.  I.  TU.  12.  Xon  possunt 
omues  articuli  singulatim 
aut  legibus,  aut  senatns- 
consultis  comprehendi;  sed 
quum  in  aliqua  causa  sen- 
tentia  eorum  manifesta  est, 
is,  qui  iurisdictioni  i)raeest, 
ad  similia  procederé  adí|ue 
ita  ins  dicere  debet. 


12.  lío  se  pueden  com- 
preiuler  en  las  leyes  ni  en 
las  constituciones  del  Se- 
nado todos  los  casos  sin  que 
quede  algano;  y  a^í  cuando 
en  alguno  está  manifiesta 
la  mente  de  ella,  el  juez  de- 
be proceder  del  mismo  mo- 
do en  la  determinación  de 
los  casos  semejantes. 


(-)  Laareiit.  1.  276-279.— Kt^nt.  1.  XX.  5. 
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-  13.  Nam,  nt  ait  P^iu8, 
quoties  lege  alíquid  unuin 
vel  aIteruDi|introchictnm  est, 
bona  occasio  est,  cetera, 
qnae  tendnnt  ad  eandein 
ntilitatem,  vel  interpreta- 
tione,  vel  certe  inrisdictioíie 
sapplerí. 


17.  Scire  leges  non  hóc 
est,  verba  earuní  tenere,  sed 
vim  ac  potestateu).  . 

24.  Incivile  est,  nisi  tota 
legel'perspecta,  una  aliqua 
partícula  eius  proposita  iu- 
dicare,  vePrespondere. 

26.  Non  est  novara,  ut 
priores  leges  ad  posteriores 
trahantur. 

27.*  Ideo,  quia  autiquio- 
res  leges  ad'posteriores  tm- 
hi  nsitatumj  est,  et  semper 
quasi  hoc  legibus  inesse 
eredi  oportet,  nt  ad  eas  quo- 
qne  personas  et  ad  eas  res 
pertinerent,  quae  quando 
que  ftimites  erunt. 


13.  Porque,  como  dice 
Pedio,  siempre  que  esté  iu- 
trodurida  por  la  ley  alguna 
cosa,  es  buena  ocasión  para 
que  por  la  interpretación  ó 
ciertamente  por  el  juezj  se 
suplan  ó  amplíen  aquellos 
casos  semejantes,  en  los 
que  se  verifica  la  misma  ra* 
zón  de  utilidad. 

17.  Saber  las  leyes  no  es 
entender  sus  palabras,  sino 
penetrar  el  sentido  y  la 
mente  de  ellas. 

24.  Es  contra  derecho  eí 
juzgar  ó  responder  en  vista 
de  alguna  parte  de  la  ley, 
sin  tenerla  toda  muy  pre- 
sente. 

26.  No  es  nuevo  que  las 
leyes  anteriores  se  interpre- 
t-en  por  las  leyes  posteriores. 

27.  Y  por  tanto,  porque 
es  usado  interpretar  las  le- 
yes anteriores  por  las  pos- 
teriores, conviene  creer  que 
casi  siempre  está  en  ella^^ 
contenido  tácitamente,  que 
en  los  cavsos  semejantes,  se 
extiendan    también    á    las 

]  nnsmas  cosas  y  personas. 


COMENTARIO. 


293.  Importantes  son  las  dos  reglas  que  este  artículo  en- 
cierra: 

1*.  Para  interpretar  la  ley  debe  atenderse  á  su  contex- 
to; y 

2*.  Otras  leyes  pueden  servir  imvw  interpretar  una  ley 

oscura. 

294.  La  primera  es,   á  no  dudarlo,  la  princijíal  de  las  re- 
glas de  interpretación. 
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artículo  22 


Entendemos  por  contexto  de  la  ley  el  sentido  de  eUa  en 
su  conjunto.  Todas  las  partes  de  la  ley  han  de  con- 
sultarse para  deducir  su  sentido^  porque  todas  ellas  cons- 
piran á  un  mismo  fin,  así  como  todos  los  miembros  de  iin 
animal  le  dan  vida,  movimiento  y  actividad.  (1) 

Ya  observamos  (286)  que  si  bien  un  artículo  aislado 
puede  ser  tan  claro  que  no  presente  dificultad  alguna; 
comparado  con  otro  ú  otros,  hay  entre  ellos  á  las  veces 
discordancia  y  aún  pugna. 

Así,  por  ejemplo,  el  art.  1700,  inciso  T,  dice:  "El  instru- 
mento público  hace  plena  fe  en  cuanto  al  hecho  de  haber- 
se otorgado  y  su  fecha,  pero  no  en  cuanto  á  la  verdad  de 
las  declaraciones  que  en  él  hayan  hecho  los  interesados. 
En  esta  parte  no  hace  plena  fe  sino  contra  los  declaran- 
tes  "El  artículo  es  clarísimo  si  atendemos  á 

su  tenor  literal;  pero,  comparándolo  con  el  sistema  de 
la  posesión  y  de  la  prescripción  ordinaria,  vemos  que 
pugna  con  tales  sistemas;  pues  nunca  pudiera  presen- 
tarse un  justo  título  que  surtiese  efecto  contra  tercerosj  y, 
por  ende,  no  sería  posible  adquirir  el  dominio  de  los  bie- 
nes raíces  por  prescripción  ordinaria. 

Hemos  de  entender,  pues,  el  art.  1700  en  el  sentido  de 
(|ue  el  instrumento  público  prueba,  aún  respecto  de  terce- 
ros, que  se  ejecutó  el  acto  ó  celebró  el  contrato  que  de  él 
consta;  y  como  respecto  de  las  partes  no  prueba  otra  cosa, 
la  fe  del  instrumento  público  es  una  misma,  ya  se  trate  de 
los  otorgantes,  ya  de  terceros. 


(1)  ^'The  true  meaniíig  of  the  statnte  is  generally  aiul  properly  to  b«  sought 
from  tbe  bodv  oí  the  act  itself.  Biit  8n<^h  is  the  impeifection  of  human 
langnage,  and  the  want  of  technica]  skill  in  the  makers  of  the  law,  tfaat  stat- 
iites  often  give  occasiou  tu  the  iiiost  perplexiüg  aud  distressing  doubta  and 
discussiona,  arising  froin  the  ambigaity  tbat  attendn  them.  It  reqiiires 
great  experience,  as  well  as  the  cominand  of  a  perspicaous  diotion,  to  th^me 
á  law  in  such  olear  and  precise  terms  as  to  secure  it  from  ambiguons  expnt- 
(»iou8)  aud  from  all  donbt  aud  criticism  upou  its  meaning. 

'^It  isan  establiehed  rule  iu  the  expositiou  ofstatutes,  tfaat  the  iutention 
of  the  lawgiver  is  to  be  deduced  from  a  view  of  the  whole  aud  of  every  part 
oía  statnte,  taken  aud  compare<l  together."    (Kent.  I.  XX.  6). 
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Nos  limitAino»,  por  ahora,  á  propouer  este  caso  como 
ejemplo;  al  comentar  el  art.  1700  nos  ocuparemos  en  ese 
punto  de  tanta  trascendencia. 

295.  La  segunda  regla  da  todavía  más  extensión  al  prin- 
cipio de  que  el  contexto  de  la  ley  j^irva  para  ilnstrar  el  sen- 
tido de  cada  una  de  sus  partes;  por  cnanto  ©1  jnez  debe  pro- 
ceder sobre  el  snpnesto  cierto  de  que  el  legislador  qniere  la 
armonía  no  solo  entre  las  disposiciones  de  unai  misma  ley, 
sino  también  entre  las  que  componen  la  legislación  en  ge- 
neral. Si  un  artículo  es  oscuro  ó  dettciente,  si  el  sentido 
de  cada  uno  de  los  que  forman  la  ley  no  manifiesta  el  con- 
texto de  la  misma,  acuda  el  juez  á  otras  leyes,  x>articular- 
meute  si  versan  sobre  la  propia  nmteria;  y  si  ni  éstas 
bastan,  busque  leyes  análogas,  compárelas  con  aquella  de 
cuya  interpretación  trata,  y  la  comparación  le  suministra- 
rá datos  para  hallar  el  verdadero  pensamiento  del  legis- 
lador. 
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ARTÍCULO     23 


Art.  23.  Lo  favorable  ti  odioso  de  una  disposi' 
cióu  no  se  tomará  en  ouenta  para  ampliar  6  res- 
trinjir  su  interpretación.  La  ostensión  que  deba 
darse  á  toda  la  lei,  se  determinará  por  su  Jenuino 
sentido  i  segdn  las  reglas  de  interpretación  prece- 
dentes. 


CONCORDANCIAS. 

P.  de  B.  21.  La  distiucióu  que  se  hace  de  las  leyes  en 
favorables  y  odiosas  no  se  tomará  en  cuenta  para  ampliar 
ó  restringir  su  interpretación.  La  extensión  que  deba  dar- 
se á  toda  lei,  se  determinará  por  su  jenuino  sentido  i  según 
las  regias  de  interpretación  precedentes. 

C.  E.  18.  Regla  5*. 

C.  C.  31. 

C.  de  la  L.  Art.  20.  La  distiucióu  de  las  leyes  en  leyes 
odiosas  y  leyes  favorables,  para  restringir  ó  extender  sus 
disposiciones,  no  puede  efectuarse  por  aquellos  á  quienes 
corresponda  interpret^irlas. 


D.  I.  UI.  29.  Contra  le-  ; 
gera  facit,  qui  id  facit,  quod 
lex  prohibet;  in  fraudem  ve- 
ro, qui  salvis  verbis  legis 
sententiara  eius  circumve- 
nit.  \ 


29.  Obra  contra  la  ley  el 
<|ue  hace  lo  que  prohibe,  y 
defrauda  la  ley  el  que  sin  ir 
contra  sus  palabras  obra 
contra  la  mente  de  ella. 


COMENTARIO. 

296.  Veamos  las  regias  que  este  artículo  encierra: 

1".  Lo  favorable  ú  odioso  de  una  ley  no  entrará  en  cuen- 
ta para  ampliar  ó  restringir  su  sentidlo; 

2^*.  La  extensión  cpie  debe  darse  á  la  ley  se  determina- 
rá por  su  genuino  sentido  y  según  las  reglas  de  interpreta- 
ción pre(;edentes. 

297.  La  primera  regla  es  consecuencia  lógica  de  la  esta- 
blecida en  el  art.  19.  El  juez  ha  de  proi)oner8e  exclusiva- 
mente conocer  el  sentido  de  la  ley,  y,  cuando  lo  conoce,  no 
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puede,  como  ya  lo  expresamos  (285)  desatender  sn  tenor 
literal  á  pretexto  de  consultar  su  espíritu. 

Cuando  el  sentido  de  la  ley  es  claro,  poco  importa  que 
ella  sea  favorable  II  odiosa;  si  la  historia  fidedigna  mani- 
fiesta cuál  es  el  pensamiento  del  legislador,  si  el  mismo 
pensamiento  se  descubre  aplicándose  los  artículos  20,  21  y 
22;  el  juez  no  procedería  como  tal  si  por  pretensa  lenidad 
alterase  la  ley  interpretándola  benignamente.  (1) 

298.  Pero  tengase  cuidado  de  no  caer  en  el  extremo 
opuesto,  suponiéndose  que  en  todo  caso  se  debe  prescindir 
de  lo  favorable  ú  odioso  de  la  ley.  El  art.  23  no  se  aplica 
sino  cuando,  en  virtud  de  las  reglas  precedentes,  el  juez 
llega  á  conocer  á  ciencia  cierta  el  pensamiento  de  la  ley; 
entonces  no  puede  desnaturalizarlo  so  protexto  de  que  ella 
es  favorable  ú  odiosa.  Pero  si  aplicándose  tales  reglas 
no  se  conoce  bien  el  pensamiento,  aplicanse,  según  el  art. 
24,  los  principios  áejíistieia  tmiversdl  6  la  equidad  natural; 
y  así  aquéllos  como  ésta  exigen  que  se  atienda  precisa- 
mente á  lo  favorable  ii  odioso  de  la  ley  para  am[diar  ó 
restringir  sn  extensión. 


^l)  *'MaÍ8  lonqne  le  16gi8lateiir  k  voulii  que  la  loi  iie  soit  entcndne  et  aji- 
phqnée  qne  selou  ses  terina,  ou  iloit  la  restreindreanx  caB  qxV  ils  prévoieut: 

dura  lex,  sed  neripta La  coiisid(^ratiou  des  abiis  on  dangers  qni 

TésnlteTont  de  t«Íleloi,  ii'est  pas  une  raison  ponr  les  Jusea  de  s'opposer  íí 
son  exécntion  ai  elle  leur  paral t  concne  eu  ternieA  forméis.  La  róformu  on 
la  modifícation  n'appartient  qn'aiilégislateur.'*    (DallOK.  Lois.  513). 
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ARTÍCULO     24 


Art.  24. '  En  los  casos  á  que  no  pudieren  aplicar- 
se las  reglas  de  Interpretación  precedentes,  se  in- 
terpretarán los  pasajes  oscuros  ó  contradictorios 
del  modo  que  más  conforme  parezca  al  espíritu 
Jeneral  de  la  legislación  i  á  la  equidad  natural.  (-) 

CONCORDANCIAS. 

P.  de  B.  23. 

C.  E.  18.  Regla  6*. 

C¡«  Cé  32. 

C.  M.  20.  Cuando  no  se  piie<Ia  decidir  una  controversia 
judicial,  ni  por  el  texto  ni  por  el  sentido  natural  ó  espíritu 
de  la  ley,  deberá  decidirse  según  los  principios  generales 
de  derecho,  tomando  en  consideración  todas  las  circuns- 
tancias del  caso. 

21.  En  caso  de  conflicto  de  derechos  y  á  falta  de  ley  ex- 
presa para  el  caso  especial,  la  controversia  se  decidirá  á  fa- 
vor del  que  trat43  de  evitarse  perjuicios  y  no  á  favor  del 
que  pretenda  obtener  lucro.  Si  el  conflicto  fuere  entre  de- 
rechos iguales  ó  de  la  misma  especie,  se  decidirá  obser- 
vándose la  mayor  igualdad  posible  entre  los  interesados. 

O.  de  la  L.  21.  En  las  materias  civiles,  el  juez,  á  falta  de 
la  ley  expresa,  está  obligado  á  proceder  conforme  á  la  equi- 
dad; para  decidir  según  la  equidad  debe  ocurrir  á  la  ley 
natural  y  á  la  razón,  ó  á  los  usos  recibidos,  si  la  ley  positi- 
va guarda  silencio. 


D.  I.  III.  18.  Beuiguius 
leges  interpretan dae  sunt, 
quo  voluntas  earum  conser- 
vetur. 

25.  Nulhi  inris  ratio,  aut 
aequitatis  benignitas  pati- 
tur,  ut  quae  salubriter  pro 
utilitate  hominum  introdu- 
cuntur,  ea  nos  duriore  in- 
terpretatione  contra  ipso- 
rum  commodum  produca- 
mus  ad  severitatem. 


)  18.  Se  han  de  interpretar 
las  leyes  en  el  sentido  más 
benigno,  para  que  se  con- 
serve la  mente  de  ellas. 

25.  Ninguna  razón  de  de- 
recho ó  benignidad  de  la 
justicia  permite  que  las  co- 
sas introducidas  saludable- 
mente para  la  utilidad  de  los 
hombres  las  convirtamos  en 
severidad,  interpretándolas 
con  más  rigor  contra  sus 
mismas  comodidades. 


(-)  hocTÓ.  I.  257.  9-17.— 381.   art.  7".— 401.   15-18.— ^i03.  20-22.-417.   5.-480 
28.-524.  13.-556.  20.— 564.  12.— 583.  16.-601.   10. 
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COMENTARIO. 

299.  Cuando  sean  insuficientes  todas  las  reglas  que  he- 
iiios  examinado,  el  juez,  para  interpretar  la  ley,  acude  á 
otros  dos  medios: 

I**.  El  espíritu  general  de  la  legislación;  y 
2^  La  equidad  natural. 

300.  El  espíritu  general  de  la  legislación  es  un  auxiliar 
poderosísimo,  porque  es  necesario  atender  al  sistema  do- 
minante en  cada  Código  y  en  el  conjunto  de  las  leyes  que 
rigen  á  un  Estado. 

Según  el  art.  22  el  contexto  de  la  ley  sirve  jmra 
ilustrar  el  sentido  de  cada  una  de  sus  partes,  de  manera 
que  debe  haber  entre  todas  ellas  la  debida  corresponden- 
cia y  armonía.  Si  esa  regla  surte  efecto,  está  couooido  el 
pensamiento  del  legislador,  y  el  juez  procede  á  la  aplicar 
ción  de  la  ley,  Pero  si  el  contexto  de  la  ley  no  le  basta 
para  conocer  el  pensamiento  del  legislador,  atiende  al  es- 
píritu de  toda  la  legislación;  el  cual  puede  guiarle  sega^ 
ramente. 

Este  medio  es  efícasísimo  en  especial  cuando  £alta  una 
disposición  expresa  aplicable  á  ciertas  materias. 

Hé  aquí  un  ejemplo.  El  Código  civil  no  da  regla  algn^ 
na  que  fije  cuántos  años  puede  durar^  4  lo  más,  el  arren'* 
damiento  de  inmuebles. 

Salta  á  la  vista  que  ninguna  de  las  precedentes  reglas 
de  interpretación  nos  sirve  para  determinar  á  punto  fí- 
jo  el  máximum  del  tiempo  que  el  arrendamiento  pue- 
de durar.  Pero  si  conforme  á  la  regla  que  ahota  comen- 
tamos se  acude  al  espíritu  general  del  Código  civil,  cono^ 
ceráse  que  todas  las  limitaciones  del  dominio,  y  en  gene^ 
ral  todo  onanto  obste  á  la  plena  libertad  en  la  enajenación 
de  lo»  inmuebles,  no  puede  pasar  de  tremía  años.  Trani»-> 
curridos,  el  poseedor  se  convierte  por  el  ministerio  de  la 
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artículo  24 


ley  en  propietario,  expiran  los  derechos  de  iisufnicto  y  ha- 
bitación que  no  dependan  de  la  vida  de  una  persona 

Sigúese,  pues,  que  según  el  es¡drítu  general  de  leyis- 
laciótij  el  arrendamiento  no  puede  durar  más  de  treinta! 
años. 

Pero  en  muchos  casos  ni  acudiendo  el  juez  al  espíritu 
general  de  la  legislación  puede  conocer  el  pensamiento 
de  la  ley;  y  como  en  todos  los  pueblos  civilizados  se  es- 
tablece  el  principio  de  que  el  juez  debe  decidir  todos  los 
litigios  civiles,  aunque  haya  oscuridad  ó  falta  de  ley,  es 
necesario  que  el  legislador  mismo  le  dé  reglas  para  que  en- 
tonces los  resuelva. 

301.  El  Código  chileno  le  prescribe  que  en  este  caso 
atienda  á  la  equidad  natural. 

"La  justicia",  dice  Portalis,  "es  la  primera  deuda  de  la 
soberanía,  y  para  satisfacer  esta  deuda  sagrada  se  han  es- 
tablecido los  tribunales. 

"Pero  los  tribunales  no  corresponderían  á  su  institución, 
si  á  pretexto  de  insuficiencia,  oscuridad  ó  falta  de  ley,  se 
denegasen  á  fallar.  Hubojueces  antes  que  hubiese  le- 
yes, y  las  leyes  no  pueden  prever  todos  los  casos  que  pue- 
den presentarse  á  los  jueces.  La  administración  de  justi- 
cia se  interrumpiría  perpetuamente,  si  un  juez  se  abstuvie- 
se de  fallar  cuandoqiiiera  que  la  controversia  en  que  cono- 
ce no  se  ha  previsto  por  la  ley. 

"El  objeto  de  las  leyes  es  reglar  los  casos  que  suceden 
más  frecuentemente.  Los  casos  excepcionales,  los  fortui- 
tos, los  extraordinjarios,  no  pueden  ser  materia  de  la  ley. 

"En  los  asuntos  mismos  que  merecen  llamar  la  ateneióa 
del  legislador,  es  imposible  que  todo  se  determine  por  re- 
gla^ precisas.  La  ilustrada  previsión  consiste  en  pensar 
que  es  imposible  preverlo  todo. 

"Además,  puede  preverse  que  es  necesario  expedir  una 
ley,  pero  no  precipitarla;  pues  las  leyes  deben  elaborarse 
con  prudente  lentitud. 
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"Los  estados  uo  mueren,  y  no  conviene  exi)edip  todos 
los  dím  leyes  nuevas.  Necesariamente  ocurren,  pues,  in- 
ñnidad  de  casos  en  que  los  jueces  no  hallan  ley  apli- 
cable; y  entonces  ha  de  concederse  al  juez  la  facultad  de 
suplir  la  ley  por  las  luces  naturales  de  la  rectitud  y  del 
buen  sentido.  Nada  sería  más  pueril  que  la  pretensión  de 
emplear  precauciones  conducentes  á  que  el  juez  tenga 
siempre  una  ley  aplicable.  Por  prevenir  las  sentencias  ar- 
bitrarias, se  expondría  á  la  sociedad  á  mil  sentencias  ini- 
cuas; lo  que  es  aún  peor,  se  la  expondria.á  que  no  se  le  ad- 
ministre justicia;  y  con  la  torpe  pretensión  de  reglar  todos 
los  casos,  se  formaría  de  la  legislación  un  inmenso  laberin- 
to donde  se  perdiesen  la  memoria  y  la  inteligencia. 

"Cuando  calla  la  ley,  habla  la  razón  natural:  si  la  pre- 
visión de  los  legisladores  es  limitada,  la  naturaleza  es  inñ- 
nita;  aplícase  ella  á  todo  cuanto  pueda  interesar  á  los  hon> 
bres;  ¿y  por  qué  se  procura  desconocer  los  auxilios  que 
nos  ofrece? 

"Sazonamos  como  si  los  legisladores  fuesen  dioses,  y 
como  si  los  jueces  no  fuesen  ni  hombres. 

"En  todos  los  tiempos  se  ha  dicho  que  la  equidad  es  el 
suplemento  de  las  leyes.  Pues  bien,  ¿qué  querían  decir 
los  jurisconsultos  romanos  cuando  hablaban  de  la  equi- 
dad La  palabra  equidad  tiene  diversas  acepciones.  A 
las  veces  no  designa  sino  la  voluntad  constante  de  proce- 
der en  justicia,  y  en  ese  caso  no  expresa  sino  una  virtud. 
En  otras  ocasiones,  la  palabra  equidad  signifíca  cierta 
aptitud  ó  disposición  del  alma,  que  distingue  al  juez  ilus- 
trado del  que  no  lo  es,  y  entonces  la  equidad  no  es,  en  el 
magistrado,  sino  el  efecto  de  la  razón  ejercitada  por  la  ob- 
servación y  dirigida  por  la  experiencia.  Pero  todo  esto 
se  refiere  sólo  á  la  equidad  moral,  mas  iw  á  \a  equidml 
judicial  de  que  tratan  los  jurisconsultos  romanos,  y  que 
consiste  en  acudir  á  la  ley  natural  cuando  las  leyes  po- 
sitivas sean  oscuras  ó  insuficientes. 
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*'EBta  equidad  «8  el  verdadero  aupletueato  de  la  legiela- 
cióii,  y  3in  ella  el  ministerio  del  juez,  eu  la  mayor  parte  <le 
Ion  caaos,  sería  imposible. 

"Muy  rara  vez  se  controvierte  sobre  la  aplicación 
de  una  ley  clara  y  precisa.  Porque  la  ley  es  oscura  é  in- 
snñcieute,  es  por  lo  que  se  suscitan  iiiflnidad  de  litigios. 
La  atribuci^>n  de  juzgar  no  siempre  es  dirigida  en  sii 
ejercicio  por  preceptos  precisos:  lo  es  por  la  doctrioa,  por 
los  US08,  por  los  ejemplos.  Así,  el  virtuoso  canviller  D' 
Agueeseiiu  decía  muy  bien  que  el  templo  de  la  justicia  es- 
taba consagrado  tanto  &  la  ciencia  como  á  las  leyes,  y  que 
la  venladera  doctrina,  que  consiste  en  conocer  el  espirita 
de  las  leyes,  es  superior  al  conocimiento  de  las  leyes  miK- 
mas. 

"Para  que  los  litigios  terminen,  es  necesario  que  el  jaez 
pueda  interpretar  las  leyes,  y  suplirlas  cuando  no  las  liaya. 
No  hay  excepciones  á  esta  regla  sino  en  materia  crimi- 
nal, y  aun  entonces  el  juez  elige  la  parte  más  boDigna,  si 
la  ley  es  oscura  ú  insuficiente  y  absuelve  al  acusado,  si  la 
ley  no  ha  previsto  la  infracción."  (1) 


(1)  Locr¿.  I.  r^.  16. 
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I>^finioi^n  de   vcltícl»   pa^lAbiras   ele   viso 

íVeonente  en  la^s  leyes. 

302.  Nótese  que  hay  impropiedad  eu  el  epígrafe,  pues  son 
pocas  las  defi^íiciones  que  el  parágrafo  encierra.  El  legisla- 
dor se  propone  principalmente  dar  reglas  sobre  el  uso  de 
ciertas  palabras  que  en  la  ley  ocurren  con  frecuencia,  y  en 
tal  sentido  debió  redactarse  el  epígrafe. 

Prescindiéndose  de  este  levísimo  defecto,  el  parágrafo 
es  importantísimo,  y  obra  propia  del  eclecticismo  de  D. 
Andrés  Bello.  Las  voces  cuya  significación  y  uso  se 
puntualizan  con  tanta  exactitud,  son  importantísimas; 
y,  como  se  refieren  á  muchas  materias,  correspondían 
eu  realidad  al  títido  preliminar.  Ooirigióse,  pues,  la 
falta  de  que  adolecen  otros  muchos  códigos,  como  el  de 
Napoleón,  el  de  la  Luisiana;  los  cuales  ó  bien  no  de- 
finen aciuellas  voces,  ó  bien  las  refieren  á  una  materia  de- 
terminada. Así,  por  ejemplo,  el  Código  de  Napoleón  no 
habla  del  parentesco  sino  al  tratar  de  la  sucesión  ahintes- 
tato;  y  es  indudable  que  el  parentesco  se  refiere  princi- 
palmente al  derecho  de  la  familia. 


I 


Art.  35.  Las  palabras  hombre,  persona,  niño, 
adulto!  otras  semejantes  que  en  su  sentido  Jene* 
ral  se  aplican  á  individuos  de  la  especie  humana, 
sin  distinción  de  sexo,  se  entenderán  comprender 
ambos  sexos  en  las  disposiciones  de  las  leyes,  A 
manos  que  por  la  naturaleza  de  la  disposición  ó  el 
oontexto  se  limiten  manifiestamente  Á  uno  solo. 

Por  el  contrario,  las  palabras  mujer,  niña,  Tin- 
da,  i  otras  semejantes,  que  designan  el  sexo  feme- 
nino, no  se  aplicarán  al  otro  sexo,  A  menos  que  es- 
presamente  las  estlenda  la  lei  &  él.  {-) 

CONUOKDANCIAS. 

P.  (le  B.  24. 

O.  K.  Liw  pnlabra»  AomArc,  jíwsoha,  nim,  adulto  y  otras 
semojaiitoa,  (]ue  eii  su  sentido  (feneral  se  aplican  ú  indivi- 
duos de  l!i  especie  humana,  sin  <l¡KtÍnciói\  do  sexo,  se  en- 
tcndenin  compi-ender  ambos  sexos  en  las  dispusicioiies  ile 
im  leyes,  ti  menos  qne  por  la  natnralexa  de  ta  disposición 
ó  el  contexto  se  limiten  maniñestAmente  á  uno  solo. 

l'oi"  el  contrario  las  palabras  mujer,  niña,  viiula  y  otras 
seniejíintes,  cjne  designan  el  sexo  femenino,  no  se  aplicaráii 
al  otm  seso  A  menos  que  la  ley  las  extienda  !i  él  expresa- 
mente. 

C.  C.  33. 

P.  Vil.  XXXIII.  6.  Usamos  a  ponev  en  las  leyes  deste 
nnestro  libro,  diziendo:  Tal  orne,  que  tal  cosa  tiziere,  íiy» 
tal  pena.  Entendemos  por  aquella  palabra,  que  el  defen- 
dimiento  pertenesce  también  a  la  muffcr  como  al  varón, 
maguer  que  non  fagamo.s  y  emiente  dello.  Fuenis  ende 
en  aquellas  cosas  señaladas,  que  les  otorgan  las  leyes  dev 
te  níiestro  libro 

D.  L.  XVI.  I.  Verbnm  ?  1.  La  palabra  si  algnno 
hoc:  si  quis,  tiim  inasculo.i,  i  comprende  tanto  á  los  honi- 
quamfeminas  complectitur.  í  brcs  como  á  las  mujercB. 

152.  Hominis  api»ellatio-  í  152.  No  sedada  que  bnjo 
uetamfeminam,  quammas-  >  la  palabra  hombre  so  com- 

(-)  B«rr¡at~Saint— Prix,— 1. 1373.  1373. 
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ARTÍCULO  25  386 

culum  contiueri,  non  dubi-  )  prende  tanto  el  hombre  co- 

tAtnr.  )  nio  la  mujer. 

195.  Pronuntiatio  sermo-  <  lí)5.  La  palabra  expresa- 
nía  iij  «exu  nnusculino  ad  ?  da  en  el  género  masculino, 
utrumque  sexum  plernm-  >  las  más  veces  comprendo 
qiic  porrigitur.  ]  aml>os  sexos. 

COMKNTAKIO. 

303.  De  los  artículos  <pie  forman  el  parágrafo  5**,  el 
25  es  uiuy  de  los  pocos  nugatorios,  y  acjusi)  no  lo  escribió 
D.  Audrós  Bello  sino  por  seguir  la  práctica  del  Digesto  y 
de  las  Partidas. 

Ya  se  <lijo,  en  el  art.  20,  qwe  las  palabras  de  la  ley  de- 
ben entenilerge  en  su  sentido  natural  y  obvio,  segiui  el  uso 
general  de  las  mismas  palabras;  y  las  voces  hombre,  ¡teno^ 
íiUj  niñOy  adulto  y  otras  semejantes,  emplea<las  en  su  senti- 
do natural  y  ohvioj  se  aplican  á  individuos  de  ambos 
sexos. 

Por  el  contrario,  las  palabras  mnjer,  niñay  viuda  y  otras 
semejantes,  empleadíis  también  en  su  sentido  natural  y  oh- 
rio,  sólo  se  aplican  á  individuos  del  sexo  femenino. 
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Art.  26.  Ll&mase  infante  6  niño  todo  el  que  no 
ha  cumplido  siete  años;  impttber,  el  varón  que  no 
ha  cumplido  catorce  años  i  la  mujer  que  no  ha 
cumplido  doce;  adulto,  el  que  ha  dejado  de  ser  im- 
pttber; mayor  de  edad,  ó  simplemente  mayor,  el 
que  ha  cumplido  veinticinco  años;  y  menor  de 
edad,  6  simplemente  menor,  el  que  no  ha  Uegrado 
á  cumplirlos. 

Las  espresiones  mayor  de  edad,  6  mayor,  em- 
pleadas en  las  leyes,  comprenden  á  los  menores 
que  han  obtenido  habilitación  de  edad,  en  todas 
las  cosas  y  casos  en  que  las  leyes  no  hayan  escep- 
tuado  espresamente  á  éstos.  (-) 

KKFERKNOIAS. 
t:i  artículo,  2A0.  2fir>.  :UI.  :^2.  IU6.  1U7. 


(U)NC()UI)ANC1A.S. 

P.  ile  U.  21. 

C  K.  21.  LIAiiiase  infante  ó  niño  el  que  no  ha  eiimpliilo 
siete  afios;  im^^iíftrr,  el  varón  que  no  ha  eumiilido  e^itoroe 
años  y  la  mujer  que  no  ha  euniplido  <loce;  adulto,  el  que 
ha  dejado  de  ser  impúber;  mayor  de  edad^  ó  simplemente 
mayor,  el  que  haeumplido  veintiún  años;  y  menor  de  edad, 
6  simplemente  menor,  el  que  no  ha  llegado  á  cumplirlos. 


(\deN.  388.  Le  mineur 
est  1'  individn  de  1'  un  et 
de  1'  autre  sexe  (jui  n'  a 
point  encoré  l'age  de  vingt- 
nn  ans  accomplis. 


388.  Es  menor  el  indivi- 
<Iuo  de  uno  y  otro  sexo,  que 
no  hubiere  cumplido  vein- 
tiún años. 


(-;  Saviguy.  III.  $  106.  107.  109.— VIII.  362.— Locré.  I.  297.  71.— Vil.  147.3. 
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488.  La  majorité  est  iixée  )      488.  La  mayor  edad  prin- 

á  vÍDgt-ua  ans  aecomplift >  cipia  á  los  veintiÚD   años 

\  oumplidos 

C  Arg.  126.  Son  menores  los  individuos  de  uno  y  otro 
sexo,  que  no  tuviesen  la  edad  de  veintidós  años  cumplidos. 

127.  Son  menores  impúberes  los  que  aun  no  tuviesen 
la  edad  de  catorce  años  cumplidos,  y  adultos  los  que  fue- 
sen de  esta  edad  hasta  los  veintidós  años  cumi>lidos. 

128.  Cesa  la  incapacidad  de  los  menores  por  la  mayor 
edad,  el  día  en  que  cumplieren  veintidós  años,  y  por  su 
emancipación  antes  que  fuesen  mayores. 

P.  de  G.  142.-  Las  personas  de  ambos  sexos,  que  no  han 
cumplido  veinte  años,  son  menores  de  edad. 

276.  La  mayor  edad  empieza  á  los  veinte  años  cum- 
plidos. 

C.  O.  34. 

O.  P.  12.  Son  mayores  las  personas  que  han  cumplido  la 
edad  de  veintiún  años,  y  menores  los  que  no  la  han  cum- 
plido. 

Cu  M.  362.  Las  personas  de  ambos  sexos  que  no  hayan 
cumplido  veintiún  años,  son  menores  de  edad. 

O.  de  la  L.  40.  Los  varones  que  no  han  cumplido  cator- 
ce años  y  las  mujeres  que  no  han  cumplido  doce,  son  im- 
púberes; a  los  varones  que  han  llegado  á  los  catorce  años, 
y  á  las  mujeres  que  han  llegado  á  los  doce,,  se  les  deno- 
mina adultos. 

Son  menores  las  jiersonas  de  cualquiera  de  los  <los  sexos 
que  no  han  cuniplíilo  veintiún  años;  hasta  (|ue  lleguen  á 
esa  edad,  se  sujetan  á  la  direoeión  de  tutor  y  curador,  y 
cuando  la  han  «nimplido,  se  hallan  on  ])lena  edad  ó  son 
mayores. 

0.  Ksp.  320.  Ij\i  nuiyor  edad  emi)ieza  á  los  veintitrés 
años  cumplidos 

C.  A.  24.  Rs  menor  la  persona  (pie  no  ha  cumplido  vein* 
ticuatro  años. 

P.  VL  XrX.  lí.  Menor  es  llamado  aquel  que  non  ha  aun 
veynte  e  cinco  años  rumplidos,  cjuanto  tiempo  (|uier  que 
le  mengue  ende. 

1.  I.  XXII púber-  (       XXII  ....  .  hemos  estíi- 

tatem  in  masculis  post  de-  ?  blecido  que  la  ])ubertad  co- 

cinuHi      qnartum      annum  I  mience  en  los  varones  á  los 

coinpletum    illico     initium  \  catorce  años  cunii)lidos,  y 
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accipere  disposuiíuos;  anti-  )  «lejainos  subsistente   la  re- 
quitatis  norman  in  feíninis  }  gla  de  que  las  mujeres  lle- 


personis  bene  positam,  suo 
ordine  relinquentes,  ut  post 
(luodecim  anuuui  comple- 
tum  viri  potentes  esse  cre- 
dautur. 


pueu  á  la  edad  uiíbil  cuan- 
do cumplan  los  doce  años. 


COMENTARIO. 

304.  Atendiéndose  exclusivamente  á  la  edad,  la.s  perso- 
nas se  dividen  eu  dos  clases: 

1*.  MayoreSj  los  individuos  que  hau  cumplido  veinti- 
cinco años;  y 

2".  M€}wre8y  los  (|ue  no  han  llegado  á  cumplirlos. 

Los  menores  se  subdividen  en  otras  dos  clases: 

a).  Adultos,  los  varones  que  han  cumplido  catorce  anos, 
y  las  mujeres  que  han  cumplido  doce; 

b).  Imp'úbereSy  esto  es,  las  personas  de  cualquiera  de 
los  dos  sexos,  que  respectivamente  no  han  llegado  á  esa 
edad. 

Los  impúberes  vuelven  á  subdividirse; 

h).  Kn  mera'^iente  imptíhereH;  é 

b).  Infantes,  los  que  no  han  cumi)lido  siete  años. 

305.  De  todns  estas  divisiones  y  subdivisiones,  uieras  re- 
miniscencias de  las  leyes  romanas,  (1)  no  presta  utilidad 


(1)  MasctiH  antentcHm  piibci-c;;f  ess;^  coep/riut)  tutela  ]iU«iniutur:  imhcí'em 
fíMtciH  8al)iini5t  qnidem  et  Cassiii.s  <u*terif|nt'  uostri  praeceptoreH  fiun  e*u» 
pnUiiit,  qui  liiibitn  coriiurU  piibtThüttiii  ontcntlit,  id  est.  einn  fjni  j^<?iit*rar.' 
pote^t;  8e<l  íiiIiíh  riiii  pulM^scor««  iiou  po&stiiit,  f|ua1<*a  .sniit  npailones,  e^ini 
aehiteiu  es8e  spt^ctaiiduiii,  cuíiih  aetati.s  ptibel'e»  íiunt;  8i»(l  diversae  scliolae 
atiftores  aunis  pntaut  pubertatpni  aestiínaiulam.  id  est,  vw.u  pul»eTain  ew 
existiniaut  (jui  Xilll  anuv&  ejrphvit.^'  (Ctsiyu.  I.  19tí). 

^Lt*  droit  i'oma¡u,'snivaiit  pns  a  pas  la  iiinrche  de  la  nnliire,  avait  éclie- 
lonué  leH  íigeg  «t  varié  la  capacit<^.  ainsi  que  les  moyeus  de  pro  ted  i  un,  de 
di'gré  eu  di'gré.  Mai.s  daiis  ^a  ruiíesse  ct  daiíA  son  lu'itéiialifemo  nviuiitift, 
i  I  8'<^Taitattaché)  pour  Pappréciatioii  de  ce  développeinent  de  l'tioniine,  a 
deux  plióiionuMies  dá  aa  uature  pliy-sioue:  la  parole  et  la  pnissanc©  géiiéra- 
tru*e.  La  parole,  parce  que  les  actes  aa  droit  qniri taire  s'accomplissairnt 
a  l'aide  de  fornnileíicousaí'rét'íí,  de  teruu's  sacranieiitel}*,  qn»  le»  partiesj  di^ 
vaieiit  prouoncer  elles-m^ines;  <»elui  qui  iie  parle  paB  est  uiatériellemeiít  i»* 
capable  depureiU  actci,  et  pcraoinu*  ne  pouvait  Jesfairu  pour  Iiii.  La  »(iÍ4* 
Hinr'i  g^iKÍr.itrire,  parr-e  (|u'elle  est  la  couditiou  essentieUe  et  toute  physi- 
que  du  ui  aria  ge 
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práctica  sino  la  clistiueión  entre  mayores  y  menores,  adul- 
tos é  impúberes. 

El  Código  chileno  acepta  la  ley  romana,  declarando 
mayores  á  las  personas  que  han  cumplido  veinticin- 
co años.    Según  otros  códigos  modernos,  como  el  de  Na- 


''D'abord  Ven/anee,  période  incléteriniuée,  uiais  fort  courte,  dont  la  limite 
est  attachée  á  un  fait  matériel,  la  parole;  qui  ne  eomprend  guére  que  les 
deax  premieres  auuées,  celles  oü  Phommeue  parle  pus  eucore. — L'liomiiie 
dans  cette  période  est  <«/«»«,  qui  ne  parle  pas,  quifarl  non  potente  dit  le  Jn- 
risüonsuUe:  róllala  circoustance  ü^  P aquelle  le  droit  primitif  s' attache, 
parce  que  V  hifans  ne  pent  ijroférer  Um  paroles  sacramenten  es,  les  formules 
consacrées  des  acfces  du  droit  civil;  ancnn  antre  (útoyen  ne  peut  lea  profírer 
íisa  place;  il  ya  impossibilité  que  ees  artes  s' accompl issent  poor  luí:  il 
fifcut  attendre,  ou  y  pourvoir  d'uno  antre  manií^re.  Plus  tard,  la  jurisprn- 
deiice  .Vattache  siunecousidération  moins  matérielle,  plus  intellectnelle: 
P  eiifant  est  regard^  par  ellecomnie  n'ayant  aucnne  int^fligence  des  dioses 
sérienses  (nuUum   ¡utellectHin). 

**Eii  secoud  lien  Váfje  nu-deaauít  de  V enfanve.:  du  nioment  oü  la  faculté  d« 
parler  est  V6uue,jasqu'i\la  puberté.  Ici  riiommepeutparler.il  pent  pro- 
rerer  les  formnles  juridiques 

''Li»  jnrisprndence  pbylosophique,  piulan t  i\  c6t<^  de  cette  considératiou 
toutematérielle  cclle  du  déreloppement  moral,  subdivise  cette  p^riode  en 
deox  páreles:  VhgepliM  prés  de  V  enfance  que  de  la  puberté,  V  houinie  aiors  est 
infanti  pi^oximu»;  on,  en  sens  iuverse,  plus  pi'és  de  la  puberté  qne  de  Venfan- 
ce,  il  est  ^uberUili  proximita. — Subdivisión  inte rmédi airo,  dont  le  poiut  d^ 
intersection  est  indéterminé  comme  celui  des  deux  termes  auxqnels  il  sert 
de  milieu.  La  tendancedes  juriscousultes,  toutefois,  est  de  le  tixer  h  sept 
ana. — La  jnrispradeuce,  analysant  iutellectuellemeut  la  situation,  assimilc, 
sons  oe  rapport,  á  pende  chose  prés,  1' íw/a?»íí  proximnf  íi  Vinfan«;  tívndis 

Su' elle  nousdit  (\\i pubertati  proximuSj  o'est-íi-dire  de  celui  qui  atteint  l'íige 
í  sept  ans  environ,  qu'il  a  dójí^  quellque  inteligence  des  atfaires  de  droit 
( aliquem  intelUetnm  habeRt)j  maía  non  le  jugenient  (animi  judMunt ),  (Vou 
elle  dédnit  pour  cet  age  certaines  capacites  moins  matérielles  que  celle  de 
la  prououciatiou  des  lonnnles. 

**Eiifin,  au  t*»mp8  du  Bas-Empiro,  une  constitntion  de  Théodose,  au  sujct 
do  l'acceptationdeS  hérédités  maternelles,  semble  acbever  cette  assimi la- 
tió» cln  mineur  de  sept  au»  h  VinfanB,  sans  examiner  si  la  parole  luiest  arri- 
vée  plus  ou  moins  préooc^ment  ou  plus  on  moins  tardivemeüt  fsire  matn- 
ríii«,  sive  tardiuSf  fiUnn  fandi  eumat  auspicia);  et  c*est  par  suitc  de  cette  cons- 
titntion que  les  interpretes  dn  droit  romain  se  sont  mis  á  appeler  iw/nn*, 
non  plus  celui  qui  «e  parle  pas  encoré,  mais  le  mineur  de  sept  ans. 

**lfu  troisiéme  lien,  ia2?«&«r<^;  ji^^riode  dont  le  commcncement  est  í^gale- 
meiit  indéterminé,  sulvant  ledéveloppement  corporel  de  chaqun  peraonne, 
etattaelié  í\  un  fait  matériel,  la  faeulté  génératricc.  Les  juriscousnlteH. 
p*r  des  motifsde  décence,  sont  arrivés  á  en  íixer  la  premicre  époque  ponv  les 
ft^mnii'S  aun  age  précis,  celui  de  donzeans.  Lenr  tendance  est  anssi  de  la 
fixer  pour  les  hommes  k  quatoree  ans,  terme  que  .lustinien  adopte  et  établit 
légíalativenient.  L'bonmic  est  dit  ími/íw/^í"*  avant  cette  époqne,  et  w«6fíf  des 
qu'  il  V:\  atteinte. — La  puberté  emportait  k  la  fois  la  capacité  de  lornier  de 
Justee  noces  et  la  fin  de  la  tutelle  ponr  le«  boinni"»;  car  il  y  avjiit  alovs  crtte 
peraonne  du  citoyen  romain  pubere,  exigéc  ponr  les  actes  dn  droit  civil:  il 
y  avait,  selou  lajnrisprudence,  intelligence  et  jugenient, 

**En  quatriéme  VieWj. la  majm'ité de  rinffl-nnq  nns:  période  introdnite  par 
une  loi  du  sixiem»  siécle  de  Kome,  it'x  Plaetor'utj  niais  sanetionuí^a  snrtout 
par  le  droit  prétorien,  et  qnt  repose  sur  la  considératiou  du  plein  dévelop- 
peuient  moral *•    (Ortolan.  G.  8ti-9()), 
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poleÓD  y  el  ecuatoriano,  son  mayores  los  que  han  cumpli- 
do veintiún  años. 

Esta  última  disposición  es  más  conforme  á  la  naturaleza; 
pues  á  los  veintiún  años  ba  terminado  ya  el  desarrollo  físi- 
co, y  están  en  su  plenitud  las  facultades  intelectuales. 

Oomo  lo  observaron  los  redactores  del  Código  de  ííapo- 
león  (2),  no  bay  motivo  alguno  para  que  el  individuo  de 


(2)  ''Le  citoveu/'  decía  el  ttibimo  Tarrible,  ''nait  daña  l'État  ayec  Vin* 
vestiture  des  uroitH  oivils)  iiiais  il  uo  peut  les  exeroer  en  naissant. 

"Comnie  sea  facultéa  physlqnes  ne  se  développent  que  par  degrás,  oe  n'est 
auaai  que  par  degrés  que  son  aíBceruement  ae  forme,  qu'il  aoqniert  lacón- 
uaissauce  des  honimeR  et  des  choses,  qu'il  apprend  1'  art  de  gmiverner  aea 
aflT'airest  et  l'art  plus  di ítioile  encoré  de  ae  goaveruer  lai-méme. 

*'La  raiaou  a  son  enfance  couinie  V  habitude  du  corpa,  et  pendant  ce  t<emp8 
de  faiblesse,  le  niinour,  place  sous  les  ailes  de  la  puisaancepatemeileon 
80U8  lea  aoina  vigllUns  iV  un  tuteur,  ne  peut  d<^fendre  ni  exercer  sea  droits 
que  par  leur  orgaue. 

"Mais  il  eat  un  terme  oii  cea  a^puis  doiventetre  retiiéa,  et  oh  le  miiieur 
doit  ae  aou teñir  par  se  propres  forces. 

'  'Comment  assiguer  ce  ternief  aera-ce  par  le  degré  de  niaturité  que  le  mi- 
neur  aura  atteintT  II  floterait  daña  une  incertitude  funeste;  11   varierait  se- 
lou  la  trempe  de  Feaprit,  le  caractore,  Peducation  du  uiiueur,  et  plua  aou- 
vent  encoré  selon  les  opiniona,  les  infere ta  ou  lea  passions  <le  ceiix  qui  ae 
raient  appel^s  á  décider  cette  queation  importante. 

"L'  üge,  chez  tontera  les  nationa,  ost  la  mesure  sur  laqnelle  on  a  dét«ruiiné 
1'  époque  de  la  niajorit^^. 

'*£lle  est  simple,  uniforme,  commnue  a  tous;  elle  apreud  au  luineiir  ei  á 
ceux  qni  ont  des  intérets  a  dómeler  aveclui,  le  moment  precia  oii  i  1  entre 
dans  lo  pleln  exercice  deses  droits.  La  aolutiou  de  cette  premiare  difllonl- 
ié  en  cree  une  sec(mde  qui  a  piirtagé  lea  opinions. 

^'Les  uns  ont  désiré  de  voir  recuLer  encoré  la  majoriti^  Jusqu'  h.V  age  de 
vongt-cinq  ans. 

"Les  au  tres  ont  pcnstS  qu'elle  devait  demeurer  íixée  k  viugt-un  ana. 

"Lea  premiera  ont  invoqué  a  1' appui  de  leur  opinión  Texemple  dea  Ro- 
ma! na,  i'  usage  autique  de  preaque  tontea  les  nationa  de  1'  Europe  et  d'  nne 
grande  partle  de  la  nation  frangaiae  en  narticulier. 

"lis  ont  cru  Fccounaitre  que  la  raison  numaine  n'  att«ignait  aa  peifSectÍMi 
qu'i\  cet  jige. 

"lis  ont  fait  remarquer  qu'  h  V  hga  de  vingt-un  ana  lea  poaaions  sonta  lear 
plus  haut  defino  d'  cnerveacence;  qu'  il  est  prudeut  de  lea  con  teñir  encoré 
Nous  le  joug  ae  la  puissauce  paternellc  ou  tutélaire,  Juaqu'  i\  ce  que  la  vio- 
lence  de  leur  fon  se  soit  tempérée. 

"Le  aeoonda  on  dit,avec  lea  auteuradu  projet  du  Codo  Civil,  qixe  *dansno- 
tre  ai^cle,  niille  canses  concou raient  áformer  plus  t6t  le  jeuuease;  qnel'M- 
prit  de  société  et  d'  industrie,  plus  géuéralement  repaudu,  donnait  aax ámea 
un  resort  qui  supplée  aux  le<}ons  de  P  expérience,  et  qui  dispose  chaqué  in- 
di vidu  il  porter  plua  tot  le  poida  de  aa  destinée.' 

"LeTribunat  a  donné  son  assentiment  ücett<e  derniére  opinión. 

"La  nature,  toi^jours  simple  et  concordante  dans  ses  desseins,  a  marqué 
daña  V  bomme  le  moment  du  déve]opi)ement  de  sea  facaltéa  moralea  par  ca- 
lui  de  aea  facultéa  xthyaiquea. 

"Dans  le  cercle  ai  court  de  la  vie,  une  fauaaa  prndeuoe  ne  doit  paa  étendre 
l'i\ge  de  la  miuoritd  an  dépens  de  celui  de  la  virilité.  Ne  laiaaona  pa» 
^.uerver  Phomme  dan  les  chatues  d'unetrop  longue  dépendauce.  Loraqa- 
ou  luí  aura  montró  ses  rapports  avoc  les  objeta  qui  P  cnvironnont,  loraqa 
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veintiún  años  permanezca  bajo  patria  potestad  ó  curadu- 
ría el  tiempo  en  que,  administrando  sus  bienes,  adqui- 
riera versación  eu  todo  lo  concerniente  á  la  vida  social. 
306.  Xo  presenta  diftculta<l  alguna  la  regla  de  que  las 
palabras  mayor  de  edad,  empleadas  en  las  leyes,  com- 
prenden á  los  menores  que  han  obtenido  habilitación  de 
edad,  y  que  para  exceptuarlos  hay  necesidad  de  disposi- 
ción expresa. 


on  luí  aura  inspiré  le  seutimeut  do  ao,  (liguit^^,  ou  ponrra,  sann  <le  graiuU 
risrines,  Ini  laisser  ensayer  ses  fbreefl. 

"Dans  aucnu  íige  il  ii^  aura  pjiw  d'  ar<leur  et  plus  ú*  activitó  pour  tout  tra- 
vail  quí  luí  offrira  des  hi'^uí^fices  á  acquí^rir. 

''II  Ini  ft«ra  pout-etre  plu4  diffioUe  «le  couaerver,  luais  en  déltaut  le  umj<'ar, 
la  loi  uViiteiid  pas  le  soustraire  anrespeot  et  á  la  dí^fóreuce  qu'  il  doit  A  hou 
l»t?re,  ou  á  V  hoinme  góii(?reiix  qui  en  a  reiiipli  euvt-rá  lui  les  pénibles  dovoirs. 
Ainsi,  lor8«ue  leur  autoritéauracessí^,  leurs  sages  coiiHeils  V  environueront 
eucore;  ilslui  iiiontreront  les  «'cueilu  á  redouter,  ItwíiM^rils  íi  fair,  lespiégea 
A  éviter. 

"Qn'ou  ne  80it  pas  trop  effrayédu  daiíger  des  passioiis:  ellos  sout  le  res- 
sort  qui  doune  a  uotre  etre  la  vie  et  le  mouveinent:  la  science  du  légialatenr 
consiste,  non  h  les  enchainer,  mais  íi  les  bien  diriger. 

**Que  si  elles  entraSnaient  la  jennesse  dans  qneique  écart,  du  sein  m^n1e 
du  mal  naitrait  le  remede  le  plus  salutaire. 

'*!/  errenr  est  sans  doute  la  partage  de  la  laible  hmnanitc;  mais  sea  lec^us 
soot  aussi  les  meilleures:  elle»  se  gravent  bien  plns  profondí^ment  que  celles 
d'  un  iToid  exemple  on  d'  une  austere  doctrine. 

''Etdansuu  siecle  qui  a  r<$pandu  les  lumieres  sur  toas  les  points  de  la 
siurface  denotre  territoire,  gui,  en  gf^nc^ralisant  V  instructión,  a  anssi  gén<^- 
ralis(^  les  idee»,  lenta  donne  plus  de  proíbndeiir  et  de  JnsteHse;  dans  un  sie- 
cle oii  une  éducatiou  précoce  et  mieux  íUrigí^e  a  pret>qne  associé  1'  «ufanee 
aux  conibinaisona  et  anx  calculs  de  1'  age  uiür,  ne  craignons  pas  une  1'  íige 
de  vingt-nn  ans  soit  trop  sonvent  celui  de  V  inexpérience  et  de  r  en*eur." 
(Locré.  VII.  381.  2). 
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Art.  27.  Los  grados  de  consauíulnidad  entra 
dos  personas  se  cuentan  por  el  ntimero  de  Jenera- 
clones.  Así  el  nieto  está  en  segundo  grado  de 
consanguinidad  con  el  abuelo,  i  dos  primos  her- 
manos encuarto  grado  de  consanguinidad  en- 
tre si. 

Cuando  una  de  las  dos  personas  es  ascendiente 
de  la  otra,  la  consanguinidad  es  en  linea  recta;  i 
cuando  las  dos  personas  proceden  de  un  ascen- 
diente comün,  i  una  de  ellas  no  es  ascendiente  de 
la  otra,  la  consanguinidad  es  en  linea  colateral  ó 
trasversal  (-). 


RKFKRENCIAS. 


('o  HHn^iiiiiidad.  28-30. 


CONCORDANCIAS. 

V,  (le  B.  Los  grados  de  coiKsau^niíiidud  cutre  dos  perdo- 
nas .se  cuentan  por  el  nuinei'o  de  jeueraciones  interme- 
dias. (Uuindo  una  de  his  dos  personas  es  a.-x'endiente  de 
la  otra,  la  eonsau^uiniílad  es  en  linea  reota;  i  euando  Ihs 
dos  personas  proceden  de  un  ascendiente  conuin,  i  una  tic 
ellas  no  es  ascendiente  de  la  otra,  la  consanguinidad  es  eii 
líiiea  colateral  ó  tras'versal. 

C.  E.  22. 


O.  de  N.  735.  La  proxi- 
inité  de  i)arenté  s'établit 
l>ar  le  nombre  de  gónéra- 
tions;  cha(pie  génération  s' 
appelle  un  degré. 

736.  La  su  i  te  des  degrés 
forme  la  H{fne:  on  appele 
ligue  directa  la  suite  des 
degres  entre  persounes  que 
descendent  1'  une  de  1'  au- 


i 


735.  La  proximidad  de 
parentesco  se  detírmiua 
por  el  número  de  giMieía- 


ciones;  cada 


•  ^. 


generación  es 


un  grado. 

736.  La  serie  de  grados 
forma  la  línea.  Se  llama  /*• 
iwa  recta  la  serie  de  grados 
entre  personas  que  de>scieii- 
den  una  de  otra;  lima  co- 


(-)  Saviguv.  1$ 54.— Lucré.  X.  286.   17.— Oalluz.   Mariage.  2L9  - 321.— Lau- 
reut.  lí.  3I7/34.X  350.  IX.  :U.  :i5.— Deinolombe.  111.  99-101. 
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tre;  Ug}^  collaténde^  ia  sui- 
te  (les  «legres  entre  p(*rson- 
nen  qni  ne  descendeut  ])H8 
les»  iine8  de»  uiitren,  mais 
(|ui  descendeut  d'  un  au- 
tenr  comronn. 

On  distingue  la  ligne  di- 
recte,  en  llgne  directe  des- 
eeud«ante  et  ligne  directe 
ascendante. 

La  pi-emiére  est  celle  qui 
lie  le  chef  avec  ceux  qui 
desceiident  de  luí:  la  deu- 
xiéme  est  celle  qui  lie  une 
I>ersoiiue  avec  ceux  dont 
elle  (lescend. 

737.  En  ligne  directe,  ou 
conipte  autant  de  degrés 
qu^il  y  u  de  générations  en- 
tre les  personnes:  ainsi  le 
fils  est,  á  l'egard  du  pére, 
au  premier  degre;  le  petit- 
fl?s,  au  second;  et  récipro- 
quement  du  p^re  et  de  1' 
ai'eul  á  Pégard  des  fils  et 
petits-fils. 

738.  En  ligne  collatérale, 
les  degrés  se  coniptent  par 
!i\s  générations,  depuis  l'un 
des  [>areuts  jus(|ues  et  non 
coiupris  1'  auteur  conimini, 
et  ilepuis  celui-ci  jus(ju'  a 
r  aiitre  paren  t, 

Aiusi,  deux  freres  sont  au 
deuxienie  degré;  l'oncle  et 
le  neveu  sont  au  troisienie 
degré;  les  couslns  gerniains 
au  quatriéme;  ainsi  de  sui- 
te. 


lateral^  la  serie  de  grados 
entre  pei*souas  que  si  bien 
no  descienden  una  <le  otra, 
descienden  de  un  tronco 
común. 

Se  distingue  la  línea  rec- 
ta,en  línea  recta  descenden- 
te y  línea  recta  asceudeute. 

La  primera  es  el  vínculo 
entre  el  tronco  y  los  que  de 
él  descienden;  la  segunda 
es  el  vínculo  entre  ima  i>er- 
sona  y  aquellas  de  quienes 
desciende. 

737.  En  línea  recta  bay 
tantos  grados  cuantas  ge- 
neraciones cutre  las  perso- 
nas: así  el  hijo  está,  resjíec- 
to  del  padrcj  en  primer  gra- 
do; el  nieto,  en  segundo;  y 
recíprocamente  el  padre  y 
el  abuelo  respecto  de  los  hi- 
jos y  los  uietos. 

738.  Bu  línea  colateral, 
los  grados  se  cuentan  por 
las  generaciones,  desde  uno 
de  los  i^arientes  hasta  el 
tronco  exclusive,  y  desde 
éste  hasta  el  otro  pariente. 

Así,  dos  hermanos  están 
en  segundo  grado;  el  tío  y 
el  sobrino  en  tercero;  los 
primos  hermanos  en  cuarto, 
y  así  sucesivamente. 


C.  Arg.  345.  El  parentesco  es  vínculo  subsistente  entre 
todos  los  individuos  de  los  dos  sexos,  que  descienden  de 
un  mismo  tronco. 

346.  Lo  proximidad  de  parentesco  se  establece  por  lí- 
neas y  grados, 

50 


394  ARTÍCULO  27 

347.  Se  llama  gnulo,  el  víticnlo  eutie  ilo8  íuilividuos, 
forniiMlo  por  la  generación;  se  llama  línea  la  serie  no  in- 
ten'iiiniiiita  ile  grados. 

348.  Se  llama  tronco  el  grailo  de  donde  jiarten  dos  ó 
niá»  lineas,  las  ciiale.i  per  relación  á  su  origen  se  llanian 

349.  Hay  tres  líneas:  iu  línea  df-seemlmite,  la  línea  as- 
cendente y  la  línea  colateral. 

350.  Se  llama  línea  descendente  la  serie  de  grados  6  ge- 
neraciones cpie  unen  el  tronco  común  con  sus  bijoB,  nietos 
y  demás  desceudleutee. 

351.  Se  llama  línea  ascendente  la  serie  de  grados  ó  ge- 
neraciones qne  ligan  al  tronco  con  su  padre,  abuelo  y  otros 
ascendientes. 

352.  En  la  línea  iuscendente  y  descendente  hay  tantos 
grados  como  generaciones,  así,  en  la  línea  descendente 
el  hijo  está  en  el  primer  grado,  el  nieto  en  el  segundo,  el 
bisnieto  en  el  tercero,  así  los  ileniás.  En  la  línea  ascen- 
dente, el  padre  está  en  el  printei'  grado,  el  abuelo  en  el  .>,e- 
gundo,  el  bisabuelo  en  el  tercero,  etc. 

353.  En  la  línea  eolatenil  los  grados  se  cuentan  igual- 
mente por  generaciones,  remontando  desde  la  persona  cu- 
yo parentesco  se  <|uiere  compmbar  basta  el  autor  común; 
y  desde  (istc  basta  el  otro  pariente.  Así,  dos  beruianos 
están  en  el  segundo  grado,  cl  tío  y  el  sobrino  en  el  terce- 
ro, los  primos  bernmnos  en  el  cuarto,  los  hijos  de  primos 
hermanos  en  ci  sexto,  y  los  nietos  de  primos  hermanos  en 
el  octavo,  y  así  en  adelante. 

354.  La  primem  línea  coiatíínil  luirte  de  los  ascendieii- 
t*"»  en  el  primer  gniilo,  es  decir,  del  padre  y  madre  <le  la 
persona  de  (jue  se  trate,  y  compremle  á  sus  hermanos  y 
hermanas  y  á  su  posteridad. 

3.55.  Lii  segun<la,  parte  de  los  as<^endientes  en  segundo 
grado,  es  decir,  de  losalmelos  y  abuelas  de  la  jiersona  de 
([ue  se  trate,  y  com|>rcud(!  al  tío,  al  primo  hermano,  y  así 
loa  demás. 

356.  La  tercer  línea  colateral  parte  de  los  aNcendientes 
en  tercer  grado,  es  decir,  los  bisabuelos  y  bisabuelas,  y 
comprende  sus  desceiulientes.  Be  la  misma  manera  se 
(irocede  para  establecer  las  otrafl  lineas  colaterales,  par- 
tiendo de  los  ascendientes  más  remotos. 

P.  de  G.  747.   La  línea  es  recta  ú  oblicua. 
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Se  llama  recta  la  serie  de  personas  que  deseiendeu  uuas 
de  otras. 

Oblicua,  la  de  la«  personas  que  sin  descender  unas  de 
otras  vienen  de  un  mismo  tronco. 

748.  La  distancia  de  los  parientes  entre  sí  se  mide  por 
grados. 

749.  En  todas  las  líneas  hay  tantos  grados,  cuantas  son 
las  personas,  descontada  la  del  tronco. 

En  la  recta  se  sube  únicamente  hasta  el  tronco;  así  el 
hijo  dista  del  padre  un  grado,  dos  del  abuelo,  tres  del 
bisabuelo. 

En  la  colateral  se  sube  hasta  el  tronco  común,  y  después 
se  baja  hasta  la  persona  con  quien  se  quiere  hacer  la  com- 
putación. 

El  hermano  dista  dos  grados  del  hermano;  tres  del  tío, 
hermano  de  su  padre  ó  madre;  cuatro  del  primo  hermano, 
y  así  en  adelante. 

C  C.  35. 

O.  M.  181.  La  ley  no  reconoce  más  parent^escos  que  los 
de  consanguinidad  y  afinidad. 

182.  Oonsanguinidad  es  el  parentesco  entre  personas 
que  descienden  de  una  misma  raíz  ó  tronco. 

184.  Cada  generación  forma  un  grado,  y  la  serie  de  los 
grados  constituye  lo  que  se  llama  línea  de  parentesco. 

185.  La  línea  es  recta  ó  trasversal:  la  recta  se  compone 
de  la  serie  de  grados  entre  personas  que  descienden  unas 
de  otras:  la  trasversal  se  compone  de  la  serie  de  grados 
entre  personas  (pie  no  descienden  unas  de  otras,  bien  que 
procedan  de  un  progenitor  ó  tronco  común. 

186.  La  línea  recta  es  descendente  ó  ascendente:  as- 
cendente es  la  que  liga  á  cualquiera  á  su  progenitor  ó 
tronco  de  que  procede:  descendente  es  la  que  liga  al  pro- 
genitor á  los  que  de  él  proceden.  La  misma  línea  es,  pues, 
ascendente  ó  descendente,  segiín  el  i)unto  de  partida  y  la 
relación  á  que  se  atiende. 

187.  En  la  línea  recta  los  grados  se  cuentan  por  el  nú- 
mero de  generaciones,  ó  por  el  de  las  personas  excluyen- 
do al  progenitor. 

188.  En  la  linea  trasversal  los  grados  se  cuentan  por  el 
número  de  generaciones,  subiendo  por  una  de  las  líneas  y 
descendiendo  por  la  otra,  ó  por  el  número  de  personas  que 
hay  de  uno  á  otro  de  los  extremos  que  se  consideran,  ex- 
ceptuando la  del  progenitor  ó  tronco  común. 


$m 


ARTÍCULO  2Í 


O.  de  la  L.  886-888  (los  artículos  735-738  del  Código  de 
Napoleón). 

C.  Esp.  915.  La  proxiiuída<l  del  parentesco  se  detennina 
por  el  número  de  generaciones.  Cada  generación  forma 
un  grado. 

916.  La  serie  de  grados  forma  la  línea,  que  puede  ser 
directa  ó  colateral. 

Se  llama  directa  la  constituida  por  la  serie  de  grados  en-, 
tre  personas  que  descienden  una  de  otra. 

Y  colateral  la  constituida  i)or  la  serie  de  grados  entre 
personas  que  no  descienden  unas  de  otras,  pero  que  proce- 
den de  un  tronco  común. 

917.  Se  distingue  la  línea  recta  en  descendente  y  ascen- 
dente. 

La  primera  luie  al  cabeza  de  familia  con  los  que  des- 
cienden de  él. 

La  segunda  liga  á  una  persona  con  aquellos  de  quienes 
desciende. 

918.  Eii  las  líneas  se  cuentan  tantos  grados  como  gene- 
raciones ó  como  personas,  descontando  la  del  progenitor. 

En  la  recta  se  sube  únicamente  hasta  el  tronco.  Así  el 
hijo  dista  del  padre  un  grado,  dos  del  abuelo  y  tres  del  bis- 
abuelo. 

En  la  colateral  se  sube  hasta  el  tronco  común  y  después 
se  baja  hasta  la  persona  con  quien  se  hace  la  computación. 
Por  esto,  el  hermano  dista  dos  grados  del  hermano,  tres 
del  tío,  hermano  de  su  padre  ó  .madre,  cuatro  del  primo 
hermano  y  así  en  adelante. 

P.  IV.  VI.  I.  ComatigitiuitaH  en  latin,  tanto  quiere  dezir 
en  romance,  como  parentesco;  que  es  atenencia,  o  aliga- 
miento  de  personas  departidas,  que  descienden  de  vna 
rayz 

2.  Linea  de  parentesco,  es  ayuntamiento  ordenado  de 
personas,  que  se  tienen  vnas  de  otras,  como  cadena,  des- 
cendiendo de  vna  rayz;  e  fazen  entre  si  grados  departidos 

E  como  quier  que  en  el    comen^amiento  desta 

ley  diximos,  que  cosa  es  linea;  queremos  que  sepan  las 
ornes,  que  tres  maneras  son  della.  La  iirimera  es,  vna  li- 
nea que  sube  arriba;  assi  como  padre,  abuelo  o  visabuelo, 
o  trasabuelo,  e  dende  arriba.  La  otra,  que  desciende;  assi 
como  fljo,  o  nieto,  o  visnieto,  o  trasuisnieto,  e  dende  ayu- 
so.  La  otra  es,  que  viene  de  trauíesso.  E  esta  comienza 
en  los  hermanos,  e  de  si  desciende,  por  grado,  en  los  fijos, 
e  en  los  nietos  dellos,  e  en  los  otros  que  vienen  de  aquel 
linaje.     E  por  esso  es  llamada  esta  linea  de  trauiesso; 
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porque  los  que  son  en  los  grados  «lella,  non  na$cen  vno  de 
otro. 

3.  GradoM  de  parentesco  se  cuentan  en  «los  nianeraM. 
La  vua  e»,  seguud  Fuero  de  Ion  legón.  La  otra,  segun<I 
los  entablecimientos  de  Santa  Eglesía.  E  aquella  que  os 
segund  Fuero  seglar,  se  dize  assí.  Grado  es  manera  de 
personas  departidas,  que  se  ayuntan  por  parentesco: 
por  la  qual  manera  de  departimiento  se  demuestra,  en 
qnanto  grado  sea  llegada  la  vna  persona  de  la  otra;  as- 
mando todavía  la  rayz,  ende  ouieron  comiendo.  E  se- 
gund el  Fuero  de  los  legos,  los  fijos  de  este  atal,  que  e« 
llamado  rayz,  fazen  el  segundo  grado,  quier  sean  dos,  o 
mas:  o  los  nietos  del  fazen  el  quarto  grado:  e  los  visnic* 
tos  fazen  el  sexto.  E  segund  esto  pueden  contar  delan- 
te   

VI.  XIII.  2.  Tres  grados,  e  liñas  son  íie  parentesco.  B 
la  vna  es  de  los  descendientes,  assi  como  de  los  fijos,  o  de 
ios  nietos,  e  de  los  qne  <lesciendcn  por  la  liña  derecha. 
La  otra  es  de  los  acendíentes,  assi  como  el  padre,  ó  el  aune* 
lo,  e  los  otros  que  suben  por  ella.  La  tercera  es  de  los  de 
traniesso,  assi  como  los  hermanos,  e  los  tios,  e  los  qne  ñas- 
cen  dellos 


I).XXXVin.  XI.  10.  lu- 
riseonsnltus  cognatorum 
gradus  et  aftiniuin  nosstí  de- 
ber, quia  legibus  lieredita- 
tes  et  tutelae  ad  proxímum 
quemqiuí  agnatum  rediré 
consuenmt;  sed  et  Eílicto 
Praetor  próximo  cuique 
cognato  dat  bonorum  pos- 
sesionem;  praeterea  lege 
iudiciorum  publicorum  con- 
tra aftines  et  agnatos  testi- 
nioniuin  inviti  diccTc  non 
eogimur. 

§  1.  Nomeu  cognationi.s 
agraeca  voce  dictiiin  vide- 
tur;  nyutetiei»  enim  illi  vo- 
<*ant,  (juos  nos  cognatos  ap- 
pellamus. 

§9.  Nam  <|U0ties(iuaeri- 
tnr,  quanto  gradu    (piaeíiue 


10.  F3I  jurisconsulto  debe 
conocer  los  grados  de  i)a- 
rentt»sco  de  consanguinidad 
y  afinidad;  porquetas  leyes 
acostmnbraron  á  dar  al  ag- 
nado más  próximo  las  he- 
rencias y  tutelas;  y  también 
el  Pretor  por  su  Edicto  dio 
al  pariente  más  próximo  la 
posesión  de  los  bienes.  Por 
ley  tampoco  se  nos  precisa 
á  (|ue  declaremos  contra 
nuestra  voluntad  en  los  jui- 
cios públicos  contra  nues- 
tros afines  y  agnados. 

'^^  1.  El  nombre  <le  cogna- 
ción parece  derivado  de  la 
voz  griega  syntmeis;  porque 
ellos  llaman  parientes  á  los 
(|ue  nosotros  cognados. 

í>.  Poríjue  siempre  cpie.'^e 
pregunta  en  (pie  grado  es- 
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persoua  sit,  ab  eo  incipien- 
(him  est,  ciiins  de  cognatio- 
iie  quaerimiis.  Et  si  ex  in- 
ferioribus  aut  superioribiis 
gradibus  est,  recta  línea  su- 
sum  veisuní,  vel  deorsnin 
tendentiuiD  facile  inveni- 
raiis  gradué,  si  per  singnlos 
gradas  proximum  queiuque 
nuineramas;  naní  qiii  ei, 
qui  mibi  próximo  gradu  est, 
proximut^  est,  secuudo  gra- 
du est  mibi;  similiter  eutm 
accedentibus  siogulis  cres- 
cit  nunierus.  ídem  facien- 
dum  iii  trausversis  gradi- 
bus; sic  frater  secundo  gra- 
du est,  quouiam  patris  vel 
malris  persona,  per  quos 
coniungitur,  prior  numera- 
tur. 


'^  10.  Gradus  autem  dicti 
sunt  a  siniilitudine  .scala- 
rum  locorumve  proclivium, 
quos  ¡ta  ingrediinur,  nt  a 
próximo  in  proximum,  id 
est  in  eum,  qui  quasi  ex  eo 
uascitur,  transeamus. 


tá  cada  persona,  se  ba  de 
empezar  por  aquel  de  cuyo 
parentesco  se  trata,  y  si  bay 
linea  recta,  de  ascendientes 
ó  descendientes,  mirando 
arriba  ó  abajo  por  ]ínea 
rectA,  encontraremos  fácil- 
mente el  grado,  si  por  ca- 
da grado  contamos  el  más 
próximo;  i>orque  el  que  es- 
tá conmigo  en  el  primer 
grado  es  el  más  inmediato; 
el  siguiente  está  en  segan- 
do grado;  y  del  mismo  mo- 
do crece  el  immero  en  cada 
uno  de  ios  ascendientes.  Lo 
mismo  se  ba  de  practicar 
en  los  grados  transversales; 
V  así  el  bermano  está  en 
segundo  grado;  i>orque  el 
padre  y  madre  por  quienes 
se  unen,  se  cuentan  en  el 
primero. 

10.  8e  llaman  grados  á 
semejanza  de  las  escaleras 
y  lugares  pendientes,  por 
los  <iuales  vamos  pasando 
del  i)róximo  al  inmediato, 
esto  es,  del  uno  al  otro  de 
quien  aquél  desciende. 


COMENTARIO. 


307.  Tan  claro  es  el  artículo  del  Código  chileno  que 
apenas  si  necesita  explicación. 

Sorprenden  su  sencillez  y  concisión,  y  más  aún  si  se 
comparan  con  las  respectivas  disposiciones  de  los  códigos 
que  tuvo  á  la  vista  D.  Andrés  Bello. 

La  coíisaiiguinidad  consiste  en  el  vínculo  entre  las  per- 
sonas que  descienden  de  un  mismo  tronco. 

En  la  consanguinidad  se  distinguen  las  Úneos  y  los 
grados. 
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I4nea  es  la  serie  de  personas  que  descienden  de  nn  mis- 
mo tronco. 

La  línea  recta  se  compone  de  todas  las  «personas  qae 
descienden  nuas  de  otras. 

La  línea  colateral  ó  tranatersaly  de  las  personas  qne  si 
bien  provienen  de  un  tronco  común ,  no  descienden  unas 
de  otras. 

Los  grados  consisten  en  la  distancia  entre  dos  ó  más 
personas  determinadas. 

En  la  línea  recta  los  grados  se  cuentan  por  el  número 
de  las  generaciones. 

En  la  colateral  ó  transversal,  es  necesario  contar  el  nú- 
mero de  las  generaciones  de  cada  línea  recta. 

Son  reglas  tan  elementales,  que  basta  la  ley  misma 
para  hacerlas  comprender  bien,  y  se  pierde  el  tiempo  en- 
trando en  pormenores. 
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aktícuíjO  28 


Art.  28.  Parentesco  lejltlmo  de  consaugninldad 
es  aquel  en  qne  todas  las  Jeneraclones  de  que  re- 
sulta han  sido  autorizadas  por  la  leí;  como  el  que 
existe  entre  dos  primos  hermanos,  hijos  leJitimoB 
de  dos  hermanos,  que  han  sido  también  hijos  leji- 
timos  del  abuelo  común.  (-) 


KEFEKKNC'IAij. 


Hijos  ]»gf timos.  35.  17U. 
HeTmauos.  41. 


CONCORDANCIAS. 


P.  de  B.  27. 

C.  E.  23. 

C.  Arg.  358.  La  calificación  de  legítimos  en  las  relacio- 
nes de  parentesco,  es  correlativamente  aplicable  á  todos 
los  individuos  de  la  línea  recta  ó  colateral,  que  tuviesen 
entre  sí  parentesco  legítimo,  esto  es,  derivado  de  casamien- 
to válido  ó  putativo,  según  las  disposioiones  de  este  Có- 
digo. 

C.  C.   38. 


Art.  29.  Consanguinidad  ilejítima  es  de  aquella 
en  que  una  6  mas  de  las  Jeneraclones  de  que  re- 
sulta, no  han  sido  autorizadas  por  la  lei;  como  en- 
tre dos  primos  hermanos,  hijos  lejltimos  de  dos 
hermanos,  uno  de  los  cuales  ha  sido  hijo  ilejítimo 
del  abuelo  comtin. 


KKFERKNCIAS. 


Hijo  ilegítimo.  36. 


CONCOKOANCIAS. 


P.  de  B.  28. 
C.  E.  24. 
C\  O.  3!). 


(-)  Demolombe.  III.  97.  98. 
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COMENTARIO. 

307.  Estos  artículos  son  clarísimos. 

Entre  dos  personas  no  hay  pareiitesco  de  conmiíguini' 
dad  l^iüma,  sino  cuando  todas  las  generaciones  de  que  él 
procede  han  sido  antorizwlas  por  la  ley. 

Definido  el  parentesco  de  consanguinidad  legitima,  vie* 
ue  de  suyo  que  el  parentesco  de  consaiígitinidad  ile^/fUma 
consiste  en  que  una  6  más  de  las  generaciones  de  que  re- 
sulta no  hubieren  sido  autorizadas  por  la  ley.  Así,  dos 
consanguíneos,  ambos  hijos  legítimos,  son  entre  sí  i)arien- 
tes  ilegítimos,  si  el  paflre  de  uno  de  ellos  fue  hijo  ilegíti- 
mo. (1) 


(1)  *^Les  Romaius  ilistingiient  la  imveiité eiyilef'íuj^naiio,  t»t  le  pareiité  na- 
tnTeUe,  cognalio. 

"L'o^naíioR  eat  la  pareut^  fondee  sur  la  faniilleromaine,  dont  la  pnissance 
patemelle  est  la  base  et  le  ca1'a(;t^ro  rlistiuctif.  II  y  a  agnatiou  entre  deux 
personnes  tontea  leafois  qne  1'  nn»  d'ellesse  tronve  sous  la  pnissance  de  V 
autre,  onque  tontea  les  denx  se  tronvent  sons  la  méme  pnissance,  on  a' y 
sont  trouvées,  ou  anraient  pu  s'y  tronvcr,  ponrvn  que,  dans  ees  «lenx  der- 
niers  cas,  la  cause  qni  fnit  qu'elles  ne  se  tronvent  pas  sons  la  iiK^ine  pnis- 
sance soit  un  évéuement  natnrel,  c'cst-íi-dire  la  mort  du  piTe  de  iUuiille. 
Ainsi  sont  agnats:  le  pére  et  V  eufant  qni  se  tronve  sons  la  pnissance  du  p^- 
re;  deux  enñknts  d'  nn  pére  vivant  qni  se  tronvent  sons  la  pnissance  de  ceini- 
ci;  denx  fréres  on  soenrs  dont  le  i^e  eat  niort;  deux  ñ'éres  on  socnrs  dont  1' 
nn  est  né  aprés  la  mort  dn  pére 

"La  cognation  on  la  párente  natnrelle  est  le  lien  qni  s'établii  par  la  gé- 
fieratioB  entre  denx  personnes  dont  l'nno  est  Pauteurde  Pautreonqui 
ont  nn  anteur  comrann.  II  importe  peii  que  la  gén<^ration  iiit  eu'Iien  en  ma- 
riage  om  hora  mariage;  maís  eoinnie  le  droit  romain  ue  recoAualt  poit  de  pé- 
re h  V  enfant  né  hors  mariage,  cet  enfant  n'  est  cognat  que  de  sa  mere  et  dea 
cognatade  eelle-ci.''    (Maynz.  I.  ^  15). 
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ABTfOUIíO     30 


Art.  30.  La  lejltimldad  oonferlda  A  los  hijos  por 
matrimonio  posterior  de  los  padres  produeelos 
mismos  efeotos  olvlles  que  la  lejltimldad  natlTS. 
▲si  dos  primos  hermanos,  hijos  lejltlmos  de  dos 
hermanos  qne  fueron  lejltlmados  por  el  matrimo- 
nio de  sus  padres,  se  hallan  entre  si  en  el  onarto 
grado  de  oonsangolnldad  trasversal  lejltlma. 

REFERENCIAS. 

Matrimonio.  103. 

La  legitimidad  conferida  á  los  hijos  por  matrimonio  posterior  de  los  pa- 
dres. üSi. 
Los  mismos  efectos  civiles  que  la  legitimidad  nativa.  96.  214.  13. 
Cuarto  grado.  27. 
Consanguinidad  transversal  legítima.  28. 


CONCORDANCIAS. 


P.  de  B.  29. 
C  lli.'  25. 
O.  C.  40. 


COMENTARIO. 


308.  No  hay  diferencia  alguna  entre  los  hijos  legítimos 
concebidos  en  matrimonio  y  los  legitimados  por  el  poste- 
rior á  la  concepción.  El  matrimonio,  y,  en  su  caso,  la  res- 
pectiva escritura  publica,  surten  los  efectos  de  conferir  á 
los  hijos  todos  los  derechos  de  familia;  de  manera  que  la 
ley  arranca  de  raíz  las  odiosas  indagaciones  sobre  si  los 
hijos  legítimos  fueron  ó  no  concebidos  en  matrimonio. 

Débese  sí  tenerse  proHente  la  disposición  especialÍMna 
del  art.  214,  según  la  cual  la  legitimación  se  retrotrae  hóIo 
á  la  fecha  del  matrimonio  que  la  efectúa.  Sigúese,  pues, 
que  el  derecho  de  primogenitura  puede  corresponder  al 
hijo  que,  concebido  en  matrimonio,  sea  menor  que  el  hijo 
legitimado. 


Ya  dijimos  (173)  que  cuando  una  ley  encierra  disposicio- 
nes generales  y  esi>eciales,  que  entre  sí  pugnen,  prevale- 
cen las  segundas.  Luego,  es  evidente  que  el  art.  214,  co- 
mo especialísimo,  restringe  la  extensión  que  el  art.  80  da 
á  la  legitimidad  conferida  á  los  hijo»  por  el  matrimonio 
posterior  de  sus  padres. 
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ARTÍCULO  3l 


tt 


Ajtt.  31.  Afinidad  lejltlma  em  la  qiM  eariste  entre 
una  persona  que  eatá.  6  ha  estado  oasada  i  loe  eon- 
eanguinees  l^itimoe  de  su  marido  6  mujer. 

La  línea  i  grado  de  afinidad  lejltlma  de  ana  per- 
sona oon  un  oonsangulneo  de  su  marido  ó  mujer, 
se  oalifioan  por  la  línea  i  grado  de  oonsanguinidad 
lejitima  del  dioho  marido  6  mujer  oon  el  dioho  con- 
sanguíneo. Asi  un  varón  está  en  el  primer  grado 
de  afinidad  lejitima,  en  la  línea  recta,  oon  los  lu- 
jos habidos  por  su  mujer  en  anterior  matrimonio; 
i  en  segundo  grado  de  afinidad  lejitima,  en  la  lí- 
nea trasversal,  con  los  hermanos  lejítimos  de  su 
mujer.  (-) 

REFERENCIAS. 


Coiisauguíueos  legítimos.  28. 
Línea  y  grado.  27. 
MatrimoDÍo.  102. 
Hermauos  legítimos.  28.  41^ 

CONCORDANCIAS. 

P.  de  B.  30. 

O.  E.  26.  Afinidad  legítima  es  la  que  existe  entre  una 
petsoua  que  está  ó  La  estado  casada  y  los  convsanguíneos 
legítimos  de  su  marido  ó  mujer. 

La  línea  y  grado  de  afinidad  legítima  de  una  persona 
con  un  consanguíneo  de  su  marido  ó  mujer  se  determinan 
por  la  línea  y  grado  de  consanguinidad  legítima  de  dicho 
marido  ó  mujer  con  dicho  consanguíneo.  Así,  un  vanSn 
está  en  el  primer  grado  de  afinidad  legítima,  en  la  línea 
recta,  con  los  hijos  habidos  por  su  mujer  en  anterior  ma- 
trimonio; y  en  segundo  grado  de  afinidad  legítima,  en  la 
línea  transversal,  con  los  hermanos  legítimos  de  su  mujer. 

O.  Arg.  363.  La  proximidad  del  parentesco  por  afinidad 
se  cuentea  por  el  número  de  grados  en  que  cada  uno  de  los 


(-)  Potbier.  Mariage.  150-152.- 
lU.— Zachariae.  (A.  R.;  I.  $  67.- 
67.— (i;.  111  — Maynz.  I.  $  17. 


-Laiiteut.    II    :ii9.— Demolombe.  III.  110- 
-Bcrriat-Saiiit-Prix.  I.  792.— Ortolaii.  (G.) 
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cónyuges  estuviese  con  sus  parientes  por  consanguinidad. 
En  la  línea  recta,  sea  descendente  ó  ascendente,  el  yerno 
ó  nuera  están  reciprocamente  con  el  suegro  o  suegra,  en  el 
mismo  grado  que  el  hijo  6  hija  respecto  del  padre  ó  madre, 
y  así  en  adelante.  En  la  línea  colateral  los  cuñados  6  cufia- 
das entre  sí  están  en  el  mismo  grado  que  entre  sí  están  los 
hermanos  y  hermanas.  Si  hubo  un  precedente  matrimonio, 
el  padrastro  ó  madrastra,  en  relación  á  los  entenados  ó  en- 
tenadas, están  reciprocamente  en  el  mismo  grado  en  que 
el  suegro  ó  suegra  en  relación  al  5"erno  ó  nuera. 

364.  El  parentesco  por  afinidad  no  induce  parentesco 
alguno  para  los  parientes  consanguíneos  de  uno  de  los 
cónyuges  en  relación  á  los  parientes  consanguíneos  del 
otro  cónyuge. 

C.  O.  47. 

O.  P.  140.  El  matrimonio  produce  parentesco  de  afini- 
dad entre  cada  uno  de  los  cónyuges  y  los  parientes  del 
otro;  y  cada  cónyuge  se  halla,  por  afinidad,  en  igual  grado 
de  parentesco  con  ellos,  que  lo  está  el  otro  por  consangui- 
nidad. 

Los  deudos  de  un  cónyuge  no  ailqniereu  con  los  del  otro 
ninguna  relación  de  imrenktseo. 

C.  M.  183.  Afinidad  es  el  parentesco  que  se  contrae  por 
el  matrimonio  consumado  ó  por  có[)ula  ilícita,  entre  el  va* 
ron  y  los  parient^ís  de  la  mujer,  y  entibe  la  mujer  y  los  pa- 
nentes  del  varón. 

P.  IV.  VI.  5.  Aftiuitas  en  latiu  tanto  (piiere  dezir  en 
romance,  como  cuñadez.  E  cuñadez  es  alleganza  de  i)er- 
sonas,  que  viene  del  ayuntamiento  del  varón,  e  de  la  mu- 
ger.  E  non  nasce  della  otro  parentesco  ninguno.  E  esta 
cuñadez  nasce  del  ayuntamiento  del  varón,  e  do  la  muger 
Tan  solamente,  quier  sean  casados,  o  non:  ca  maguer  algu- 
nos fuessen  desposados,  o  cav«>a(los,  non  nasceria  cunadc^í 
dellos,  a  menos  de  se  ayuntar  carnalmente.  E  antiguamen* 
te  fueron  tres  maneras  de  cuñadez,  e  guardáronlas  en  al- 
gund  tiempo.  Mas  agora  non  manda  Santa  Egiesia  guar- 
dar mas  de  la  primera.  E  esta  ca,  como  quando  algui  o  so 
ayunta  carnalmente  con  alguna  nuiger,  quier  sea  casado 
con  ella,  o  non.  Ca  por  tal  alleganza  como  esta  todos  los 
parientes  della  se  fazen  cuñados  del  varón,  e  otrozi  los  pa- 
rientes del  fazen  cuñados  de  la  muger;  cada  vnos  dellos 
en  aquel  gibado  en  que  son  parientes 

D.  XXX  VIH.  XI.  4.  §  3.  ^       §  3 Afines  se 

Att'ines  sunt  viri  )  llaman    los    parientes    del 
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artículo  á2 


et  uxoris  cognatí,  dicti  ab 
eo,  quod  diiae  coguationes, 
quae  diversae  inter  se  sunt, 
per  nuptias  copulantur,  et 
altera  ad  alteríns  cogoatio- 
iiis  ñnem  aceedit;  namqiie 
coniuugendae  afflnitatis 
causa  fit  ex  uuptüs. 

^  4.  Nomíua  vero  eorum 
haec  sunt:  socer,  socrus, 
gener,  nurus,  uoverca,  vi- 
tricus,  privignns,  privigna. 

§  5.  Gradus  anteui  affini- 
tati  nulli  sunt. 


marido  .y  de  la  mujer.  ^ 
llaman  así  porque  dos  cog- 
naciones que  entre  sí  sod 
diversas,  se  unen  por  el  ma- 
trimonio, y  la  una  se  une  á 
la  otra,  y  la  causa  de  est« 
unión  procede  del  matrimo- 
nio. 

^  4.  Los  nombres  de  ellos 
se  ponen  aquí:  suegro,  sue- 
gra, yerno,  nuera,  madras- 
tra, padrastro,  entenado, 
entenada. 

^  5.  La  afinidad  no  tiene 
ningún  grado. 


Art.  33.  Ss  afinidad  llejitima  la  que  exlate  en- 
tre una  de  doe  personas  que  no  han  contraído  ma- 
trimonio 1  se  han  conocido  carnalmente,  1  los  con- 
sanguíneos lejitlmos  ó  llejítlmos  de  la  otra»  6  en- 
tre una  de  dos  personas  que  están  ó  han  estado  ci^ 
sadas  i  los  consansfuineos  llejítlmos  de  la  otra.  (-) 

REFERENCIAS. 

Mattimouio.   102. 
Consanguíneos  legitimes*  2S. 
Ilegítimos.  29. 


CONCORDANCIAS. 


P.  de  B.  31. 
O.  E.  27. 

O»  O.  48» 


(-J  Potliiel'.  Mai-iage.  162.^DAlloz.  Mftriage.  l29.— Laurent.  it.  36l.-í> 
molombe.  III.  112.  113. 
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Art.  33.  Bn  la  aflnldacl  llejf  tima  se  oallflcan  las 
lineas  i  grados  de  la  misma  manera  que  en  la  afi- 
nidad lejftima. 

CONCORDANCIAS. 

P.  de  B.  32. 

C.  E,  28.  En  la  afinidad  ilegítima  se  determinan  las  lí- 
neas y  grados  de  la  misma  manera  qne  en  la  afinidad  le- 
gítima. 

O.  O.  49. 

COMJENTAKIO. 

309.  Conoci<lo  en  qué  consiste  la  consanguinidad,  legí- 
tima ó  ilegítima,  nada  más  fácil  que  comprender  las  reglas 
relativas  á  la  afinidad,  legítima  ó  ilegítima,  cómo  se  deter- 
minan las  líneas  y  cómo  se  cuentan  los  grados.  (1) 

Parece  una  sutileza  inmoral  reglamentrar  la  afinidad  ile- 
gítima proveniente  de  las  relaciones  entre  personas  que, 
no  siendo  casadas,  se  han  conocido  carnalmente. 

Deben  restringirse  en  cuanto  sea  posible  esas  indaga- 
ciones que  ofenden  á  la  moral  y  lastiman  la  honra  de  las 
familias. 


(1)  Nótese  que  la  palabra  deterntinay  empleada  eu  el  Código  ccnatoriano, 
es  mucho  máM  propia  qne  )a  voz  califloan,  deque  ae  asa  en  el  proyecto  de 
Bello  y  eu  el  Código  chileno;  pues  el  legislador  se  propone  ahora  determinar 
las  líneas  j  grados,  mas  no  caltficúrlos. 
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abtíouXíO  34 


Art.  34.  ]ta  computacléa  de  los  graAiMi  de  puren- 
teiMO  segiln  los  artíoulos  precodentes  no  se  aplica 
á  los  impedimentos  canónicos  para  el  matrimo- 
nio. (-) 


REFERENCIAS. 

Grados  de  parentesco.  27.  31.  32. 
Impedimentos  canónicos.  103. 
Matrimonio.  102. 

CONCORDANCIAS. 

O.  B.  29. 

O.  Arg.  362.  Los  grados  de  parentesco,  según  la  compu- 
tación establecida  en  este  título,  rigen  para  todos  los  efec- 
tos declarados  en  las  leyes  de  este  Código,  con  excepción 
del  caso  en  que  se  trate  de  impedimento  para  el  matrimo- 
nio, para  lo  cual  se  seguirá  la  comput^«ción  canónica. 

P.  de  G.  750.  La  comi)utac¡ón  de  que  trata  el  artículo 
anterior  rige  en  todas  las  materias,  escepto  las  que  tengan 
relación  con  los  impedimentos  del  matrimonio. 

P.  IV.  VI.  3 B  la  otra  manera,  que  es  segund 

los  establecimientos  de  Santa  Eglesia,  se  dize  assi.  Grado 
es  cenueniento  manera,  e  guisada,  de  personas  ayuntadas 
por  parentesco;  que  decieiiden  egualmente  de  vna  rayz, 
por  departidas  liueas.  E  segund  los  establecimientos  de 
Santa  Eglasia,  los  fijos  (leste  tal,  que  es  dichí^  rayz,  fazen 
el  primero  grado;  como  quier  que  sean  en  las  lineas  de- 
partidas: e  los  nietos  del  fazen  el  segundo  grado:  e  los  vis» 
nietos  el  tercero:  e  los  trasuisnietos  el  cuarto:  e  assi  de- 
lante. E  la  razón  por  (jue  cuenta  el  Fuero  seglar  los  gra- 
dos del  parentesco  de  vna  guisa,  e  de  otro  la  Eglesia,  es 
esta:  porque  el  Fuero  seglar  cuenta  tan  solamente,  tm  que 
manera  deuen  heredar  los  vnos  a  los  otros,  quando  mue- 
ren, e  non  fazen  testamento.  E  la  Eglesia  cato,  en  que 
manera  deuen  casar.  Pero  estos  dos  departimientos,  que 
son  entre  los  grados  de  estos  Fueros,  han  lugar  en  las  per- 
sonas que  descienden  por  las  liñas  de  trauieso,  e  non  en  las 
que  suben,  o  decienden  derechamente,  Oa  en  estas  amos 
los  Fueros  acuerdan. 


(-)  PotUier.  Mariage.  126-139. 
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COMENTAKIO. 

310.  Esta  regla,  couceruieiite  sólo  á  la  computación 
(le  los  grados  de  parentesco  para  el  inatríiuouio,  es  del  todo 
Dugatoria;  i)or  cuanto  el  art.  103  declara  que  toca  á  la  au- 
toridad eclesiástica  decidir  sobre  la  existencia  de  los  impe- 
dimentos y  conceder  dispensa  de  ellos.  Incori>óranse, 
pues,  en  el  Código  civil  las  disposiciones  de  la  ley  canóni- 
ca concernientes  á  las  solemnidades  del  matrimonio,  á  sus 
requisitos  y  ásu  validez;  y  en  ningún  caso  pudiera  susci- 
tarse duda  sobre  si  los  grados  de  parentesco,  tratándose 
del  matrimonio,  se  han  de  computar  según  la  ley  civil  ó  la 
canónica. 

Bello  no  escribió  en  su  proyeA^to  esta  disposición,  y  no  al- 
canzamos el  motivo  (jue,  para  agregarla,  tuvo  la  Comisión 
revisora. 


ó¿ 
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Art.  35.  Se  llaman  hijos  lejí timos  los  concebidos 
durante  el  matrimonio  verdadero  6  putativo  de 
sus  padres,  que  produzca  efectos  civiles,  i  los  leji- 
timados  por  el  matrimonio  de  los  mismos  poste- 
rior á  la  concepción.  Todos  los  demás  son  iiejlti- 
mos.  (-) 

REFERENCIAS. 

Los  coiioebidos  daraut»  ol  matriinoulo.  76.  179. 
Verdadero.  103. 
Putativo.  122. 

Lo8  legitimados  por  el  matrimoulo  de  loe  mismos  posterior  á  la  concepción. 
202-208. 
Ilegítimos.  36. 

CONCORDANCIAS. 

P.  (le  B.  83.  Se  llaman  hijos  legüimos  los  concebidos  clii- 
raiite  el  matrimonro  de  sns  padres,  6  legitimados  por  el 
posterior  matrimonio  <Ie  los  mismos. 

O.  E.  30.  Se  llaman  hijos  legítimos  los  concebidos  du- 
rante el  matrimonio  verdadero  ó  pntativo  de  sus  padres, 
qne  surta  efectos  civiles,  y  los  legitimados  por  el  matrimo- 
nio de  los  mismos,  po.sterior  á  la  concei)CÍón.  Todos  los 
demás  son  ilegítimos. 

C.  Arg.  359.  Son  hijos  legítimos  los  concebidos  durante 
el  matrimonio  válido  6  putativo  de  su  padre  ó  madre,  y 
también  los  legitimados  p(u*  subsiguiente  matrimonio  del 
pa<lre  y  madre  posterior  á  la  concepción. 

O.  Ó.  51. 

C.  de  la  L.  27.  Los  hijos  son  legítimos  ó  bastardos. 

Son  hijos  legítimos  los  nacidos  de  matrimonio  legítima- 
mente contr«í<Ío. 

Y  bastardos  los  nacidos  de  unión  ilícita. 

197.  Los  hijos  son  legítimos  ó  ilegítimos. 

198.  Son  hijos  legítimos  los  nacidos  en  matrimonio. 
Hijos  ilegítimos,  ios  nacidos  fuera  de  matrimonio. 


(-)  Dalloz.  Paternité  et  Filiatlon.  2. — LauíVínt.  líl.  359— DeiroloiiiUe.  V. 
8.— Zachariae.  (M.  V  )  I.  J  llU.— Zacliariae.  (A.  R.)  VI.  $543.-Beriat-Saiut- 
Pirx.I.  U()0-U()6. 
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P.  IV.  XIII.  1.  Legitimo  fijo  tanto  qnier  dezir,  como  el 
qne  es  fecho  segund  ley:  e  aquellos  denen  ser  llamados  le- 
gitimes, que  nascen  de  padre,  e  de  madre,  que  soa  casados 
verdaderamente,  según  manda  Santa  Églesia.  E  aun  si 
acaesciesse,  que  entre  algunos  de  los  que  se  casan  mani- 
ñestamente  en  faz  de  la  Eglesia,  ouiesse  tal  embargo  por 
que  el  casamiento  se  deue  partir,  los  fijos  que  fizieseu,  an- 
te que  sopiessen  que  auia  entre  ellos  tal  embargo,  serian 
legítimos.  E  esto  seria  también,  si  ambos  non  sopiessen 
que  y  auia  t-al  embargo,  como  si  non  lo  sopiesse  mas  del 
vno  dellos.  Oa  el  non  saber  deste  solo  faze  los  fijos  legíti- 
mos. Mas  si  después  que  sopiessen  ciertamente  que  auia 
entre  ellos  tal  embargo,  fiziessen  fijos,  todos  quantos  fijos 
después  ouiessen,  non  serian  legítimos. 

COMENTARIO. 

311.  Todos  los  hijos  son  legitimas  ó  ilegitimos. 

En  cuanto  á  la  definición  de  hijos  legítimos,  nada  pode- 
mos añadir  á  la  del  art.  35;  pues  en  ella  resplandecen  la 
elaridad  y  la  exactitud.  (1) 

Los  hijos  no  cnmprendidos  en  tal  definición  se  denomi- 
nan ilegitimos. 

No  olvidemos  que  ahora  se  trata  sólo  de  la  significación 
de  las  voces  hijo  legitimo  é  hijo  ilegitimo,  y  que  otros  títulos 
de  este  Código  dan  las  reglas  concernientes  á  la  constitu- 
ción del  estado  civil  de  hijo  legitimo  ó  ilegítimo,  y  á  sus 
derechos  á  obligaciones. 


(l)  "On  appelle  l^^gitimea  les  enfants  isflus  d^unmaria^e  civil  roipaiu 
(iuatíUí  nuptiítey  iustnmniatrimomum),  c*  tt8trá,-dir6  (V  un  manare  contráete  en 
vertu  dn  conHuhium  et  qni  nroduit  lea  eft'ota  consacrés  par  lo  úih  civUCf  nota- 
ment  la  pnissance  pateruclte  et  le  droLt  d'agnation,  qui  en  est  une  con8<^- 
qaence.    Tona  lea  antrea  enfanta  aon  illégitimea.*'    (Maynz.  I.  J  14). 
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Art.  3Ó.  Ii08  hijos  ilejítimos  son  6  naturales,  6 
de  dañado  ayuntamiento,  6  simplemente  ilejiti- 
mos. 

Se  llaman  naturales  en  este  Códififo  los  que  han 
obtenido  el  reconocimiento  de  su  padre  ó  madre, 
ó  ambos,  otorgado  por  instrumento  piiblico. 

Se  llaman  de  dañado  ayuntamiento  los  adulte- 
rinos, incestuosos  y  sacrilegos. 

RKFKRENCIAS. 

1  í  i j  os  i  1  ef^í  t  i  111  os .  85 . 

Los  qiití  Tiaii  ohteiiiilo  t^l  ivcoiiociinieiiío  ili»  aii  padre,  t»  madre,  ó  anilms. 
270.  271. 

Utorpulo  por  iu8trmiieiito  |HÍl)Iiro.  272.  UWJ.  170!. 
Adnlterinos.  37. 
Incestuosos.  38. 
Saí^i-ílej^os.  89, 

CONCORDANCIAS. 

P.  (le  B.  34.  Los  hijos  que  no  son  legítimos,  se  llaman 
naturales  reconocidos  6  simplemente  naturales^  si  han  ob- 
tenido reconocimiento  <le  su  pariré  6  mailre  ó  de  ambos 
con  los  requisitos  legales.  Los  otros  se  llaman  propia- 
mente ilejninios. 

35.  Entre  los  hijos  ilejítimos  (pie  no  han  sido  reconoci- 
dos, se  llaman  de  dañado  ayuntamiento  los  adulterinos,  los 
incestuosos  y  los  sacrilegos. 

(J.  K.  31.  Los  hijos  ilegítimos  son,  (>  naturales,  o  de  da- 
ñado ayuntamiento,  (')  simi>lemeute  ilegítinios. 

Se  llaman  naturales  los  (jue  han  obtenido  el  reconoci- 
miento de  su  padre  ó  madre,  ó  de  aaib  js,  con  arreglo  al  tí- 
tulo 12  de  este  libro. 

Se  llaman  de  dañado  ayuntamiento  los  adulterinos,  in- 
cestuosos y  sacrilegos. 

Los  que  no  son  reconocidos  como  naturales,  ni  provii*- 
nen  de  dañado  ayuntíiniiento,  se  llaman  sim]>!emente  ik- 
gítímos. 


(-)  Locró.  VI.  817.  87.— Diilloz.  Píiteniii<<et  Filiatioii.  81)1-8%.  4ri2-l55.- 
Laureiit.  IV.  4.-^I)<Miiolo!iiht^.  V.  :í:^7- 889.~Zaíliariae  (M.  V.).  I.  $  ir4.— Za- 
(üiarjno  (A.  R.).  IV.  ^  3W.— Orfolaii  (I.).  1.  117.— Mayiiz.  I.  $  U. 
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C.  O.  52. 

O.  de  ]a  L.  200.  Hay  dos  especies  de  hijos  ilegítimos. 
Lo8  habidos  por  dos  personas  que,  cuando  la  concepción 
de  tnles  hijos,  hubieran  podido  casarse  válidamente;  y  los 
habicios  por  dos  personas  que  no  podían  casarse  porque 
en  la  misma  época  había  algún  impedimento  legal. 

O.  Esp.  119  ..  . 

Son  hijos  naturales  los  nacidos,  fuera  de  matrimonio, 
<le  pa<lres  que  al  tiempo  de  la  concepción  cíe  aquéllos  pu- 
ílieron  casarse  sin  dispensa  ó  con  ella. 

Tí.  R.  X.  V.  1.  Porque  no  se  pueda  dudar  (piales  son  hi- 
jos naturales,  ordenamos  y  mandamos,  que  entonces  se 
digan  ser  los  hijos  naturales,  quando  al  tiempo  ([ue  nascie- 
ren,  o  fueren  concebidos,  sus  padres  podian  casar  con  sus 
madres  justamente  sin  dispensación,  con  tanto  que  el  pa- 
dre lo  reconozca  por  su  hijo,  puc^sto  que  no  haya  tenido 
la  muger  de  quien  lo  hubo  en  su  casa,  ni  sea  una  sola;  ca 
concurriendo  en  el  hijo  las  qualidades  susodichas,  manda- 
mos, que  sea  hijo  natural.  (Ley  11  de  Toro). 

P.  IV.  XV.  1.  Naturales,  e  non  legitimes,  llamaron  los 
sabios  antiguos  a  los  fijos  que  non  nascen  de  casamiento 
segund  ley;  assi  como  los  que  fazen  en  las  barraganas.  E 
los  fornezinos,  que  nascen  de  adulterio,  o  son  fechos  en 
parionta,  o  en  mugeres  de  Orden.  E  estos  non  son  lla- 
mados naturales:  porque  son  fechos  contra  ley,  e  contra 
razón  natural.  Otrosi  fijos  y  a,  que  son  llamados  en  latin 
manzeres,  e  tomaron  este  nome  de  dos  partes  de  latin; 
manua,  scelus,  que  quier  tanto  dezir,  como  pecado  infernal. 
Ca  los  que  son  llamados  manzeres,  nascen  de  las  mujeres 
(|ue  están  en  la  putería,  e  danse  a  todos  quantos  a  ellas 
vienen.  B  porende  non  pueden  saber,  cuyos  fijos  son  los 
que  nascen  dellas.  E  omes  y  a,  que  dizen,  que  manzer 
tanto  quiere  dezir,  como  manzillado;  porque  fue  mala- 
mente engendrado,  e  nascen  de  vil  hogar.  E  otra  mane- 
ra ha  de  fijos,  que  son  llamados  en  latin  spurii;  que  quier 
tanto  dezir,  como  de  los  que  nascen  de  las  mugeres,  que 
tienen  algunos  por  barraganas  de  fuera  de  sus  casas,  e  son 
ellas  átales  que  se  dan  a  otros  omes,  sin  aquellos  que  las 
tienen  por  amigas;  porende  non  saben  quien  es  su  padre 
del  que  nasce  de  tal  muger.  E  otra  manera  ha  de  fijos, 
que  son  llamados  notos,  poniue  semeja,  que  son  fijos  co- 
noscidos  del  marido  (pie  la  tiene  en  su  casa,  e  non  lo  son. 

D.  I.  V.  23.  Vulgo  con-  ^     23.  Los  que  no  jmeden  de- 
cepti  dicuntur,  qui  i)atrem  (  mostrar  píidre  cierto,  ó  los 
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demonstrare   non  possunt,  >  que  lo  pueden,  pero  le  tie- 

vel  qui  i^ossunt  quidem,  sed  s  nen  tal  que  no  le  permiten 

eum  habent,  quem  hahere  c  las  leyes  tenerle,  se  llaman 

non  licet;  qui  et  spurii  ap-  ;  espurios, 
pellantur  a  satione.                 ] 

C03ÍENTARI0. 

312.  El  art.  36  divide  los  hijos  ilegítimos  en  tres  ola* 
ses:  (1) 

1*.  Hijos  naturales; 

V,  Hijos  de  dañado  ayuntamiento;  y 

3*.  Hijos  simplemente  ilegítimos. 

313.  Según  el  sistema  del  Código  chileno,  no  hay  más 
hijos  naturales  que  los  reconocidos.  (2)  Esta,  disposición 
es  en  extremo  importante,  y  muy  fecunda  en  benóflccs 
resultados. 

Como  el  reconocimiento  es  lo  que  constituye  el  estado 
civil  de  hijo  natural,  la  definición  que  da  el  art.  36  es  im- 
propia; pues  comprendiéndose  en  ella  el  requisito  del  ins- 
trumento público,  se  confunde  el  reconocimiento  mismo 
con  los  medios  de  efectuarlo. 

Tal  definición  adolece  de  otro  error.  Según  el  art.  272, 
"El  reconocimiento  deberá  hacerse  por  instrumento  públi- 
co entre  vivos  ó  por  acto  testamentario;^^  y  como  no  todo 
acto  testamentario  es  instrumento  público,  sigúese  qne  la 
definición  debió  decir:  Son  hijos  naturales  los  reconocidos 
legalmente  por  sus  padres  ó  por  uno  de  ellos;  ó,  como  lo 
expresa  el  Código  ecuatoriano,  "Los  que  han  obtenido  el 


(1)  ''Les  enfantfl  nés  hora  marlage  peuvent  ^tre:  1®.  natiirels  nés  d'ooe 
conoubine:  lo  concubinat  était  une  insfeitution  légale  chez  les  Romaius;  3^. 
adultórins,  nés  d'iin  commerc©  adultériu;  3".  incestueux,  nés  d^un  com- 
merce  incestuenx,  c'  est-á-dire  de  personnes  parentes  á  un  degré  qni  fait  obs- 
tacle  an  maria^e;  4^^.  spurii  ou  vulgo  quaeHtif  vulgo  ooncepti,  toiw  les  actres 
enfants  illégitimes.  II  est  á  remarquer  que  toas  les  enfants  illégitimes  sont 
toigours  sui  iuria,  parce  quMls  ne  se  trouvént  dans  aiicnn  rapport  civil  arec 
lenr  pére.  La  loi  lea  reconnait  comme  patenta  de  lenr  mere  et  dea  párente 
de  leur  mere,  mais  elle  n'admet  aucune  párente  entre  eox  et  le  pére." 
(Maynz.  I.  $  14). 

(2)  "Esta  acepción  de  hijo  natnral  es  ñmdameutal  en  el  presente  proyecto." 
^Nota  de  Bello). 
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reecNooeimienta  de  ftu  padre  ó  madre  ó  dei  ambos^  con  arre- 
glo al  título  XII  de  este  Libro." 

314.  Nótese  la  circunstancia  importautísima  de  que  con- 
forme á  los  arts.  34  y  35  del  proyecto  de  D.  Andrés  Bello, 
los  hijos  no  legítimos  se  dividen  en  dos  clases: 

1*.  Los  naturales  reconocidos,  6  simplemente  naturales, 
si  han  obtenido  el  reconocimiento  de  su  padre  ó  madre,  ó 
de  ambos,  con  los  requisitos  legales;  y 

2*.  Los  demás  hijos  ilegítimos,  esto  es,  los  no  i'econocidos. 
Los  no  reconocidos  se  denominan  de  dañado  ayitntamien- 
tOj  cuando  son  adulterinos,  incestuosos  6  sacrilegos. 

D.  Andrés  Bello  se  propuso,  pues,  un  sistema  muy 
diverso  del  viciosísimo  establecido  en  el  Código  chileno: 
dividió  los  hijos  ilegítimos,  lo  repetimos,  sólo  en  hijos  re- 
conocidos (ó  naturales),  y  en  hijos  no  re'ConoGÍd4)s. 

lío  era  necesario  ni  conveniente  formar  una  clase  dis- 
tinta de  los  hijos  simplemente  ilegítimos,  porque  ello  á 
nada  conduce. 

315.  Esta  diferencia  entre  el  proyecto  de  Bello  y  el  Códi- 
go chileno  explica  por  qué  no  se  definió  en  el  artículo  que 
comentamos  la  expresión  hijos  simplemente  ilegítimos. 

El  inc.  1^  del  art.  36  divide  los  hijos  en  tres  clases;  el  inc. 
2^.  define  los  hijos  naturales;  el  inc.  3^.  clasifica  los  hi. 
jos  de  dañado  ayuntamiento;  y  nada  se  dice  del  último 
miembro  de  la  división,  esto  es,  de  los  hijos  simpleniente 
ilegítimos. 

El  Código  ecuatoriano  completó  la  definición,  expresan- 
do que  son  hijos  síniplemente  ilegítimos  los  que  no  han 
sido  reconocidos  como  naturales  ni  provienen  de  dañado 
ayuntamiento. 

Pero,  insistimos  en  ello,  nos  parece  más  acertado  el  sis- 
tema de\  proyecto,  esto  es,  no  dividir  los  hijos  ilegítimos  si- 
no en  los  dos  sobredichos  grupos. 
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Cuaudo  se  habla  en  general  de  hijos  ileffitinMs  no  rerono- 
cülos,  á  nada  conduce  distingnii- si  son  ó  no  de  dañado 
ayuntamiento. 

rítalo  en  dos  easos  muy  excepcionales  so  investiga  kí  los 
hijos  son  de  dañado  ayuntamiento:  cuaudo  se  trata  del 
reconocimiento,  ó  de  la  legitimación. 

316.  Los  liijos  de  dañado  ayantamieutu  sesubdividen 
cu  tres  cliises:    (3) 

CS)  "Aitartti  [lelu  exjire^iii'm  alisoliita  y  j^eDeral,  qne  en  Indi*  ilegítimo»,  vul- 
gar y  tiívulna  a1  mismo  tiempo,  tiin  cxiicta  vfimo  compre naibi o,  eacantramun 
•.■II  iiiiGstruileruflio,  y  ileliemos  aimutar,  laa  üisiiientes:  t"-  Hijos  u  atura  les. 
~3*.  Hijos  iHistantiis. — J".  Hijos  iiotoH,  ó  más  díaii  iiol.hoA — P.  UgoBespií- 
raoa. — 5".  Hijos  mítuerea.—e^.  Hijos  incwttuosos  ú  im (arios .—7".  Hijos  sa- 
crlleROB.— 8".  Hijos  luluUpriuos.— B^.Hijns  ilp  ilafmilo  y  puiiiWe  ayiiutA- 
mionto. 

"Ijapriineradaseó  iioiiihro  ii«  Um  Iiijoa  ilc;;itiiTios,  aquella  qun  lomió 
iiempre  lili  grupo  por  sí  wila.  <]Ue  alcanza  miís  ('onsiili>riwi<Sii  ila  la  Nocinilail 
y  lio  l.ts  loyea,  qne  selturálliloH»  meiiua  ile  Iok  nacidos  <^ii  una  uniúii  justa,  ca- 
ai  oonstituyó  una  »spr>'ii- lie  ti'riiiiuii  iiii^lio  witre  Iiih  frutos  i1i>  i^sta,  es  de- 
cir, <lel  matrimonio,  y  los  iln  «tras  ui»a  ruprobailas,  es  la  (luu  se  deuumlaa 
íleade  el  íletec'ho  niliiuiio  con  lii  aiifliip¡r>D  (leliUoa  «alHralra.  Sn  tipo  y  ca- 
rdoter  prinionUal  conaistió  en  tjiie  talva  bijos  famimi  proureailoN  por  peraoDaa 
libres,  conociilaa,  que  vivieseu  Juutua,  nsinaolo  <-on  una  aola,  y  que  si  hieii 
noesinvieranoasailM  por  luA  fiirmiilastwleroneailela  lef ,  se  ooudnjvisen  eo- 
mo  ailoestUTierau,  ailemiÍHile  no  tener  imppitimitntualKnuo  quehiuitiaeim- 
poaiUasualef^itimasunpoias.  Salim  ti  proirealuii  (comodscia  una  Aut-énti- 
ca)  u  uníi^acaacNífiía,  rrífuM  in  domo,  tit  utriH/ar  noliiln,  ez  i/HÍiiia  indHhitait- 
ler  riilfatitr  prwrrtutHi 

''Xo  lialiíH  pura,  lioatJi  laa  leyesile  Toro,  otiii  ilxliui'irní  ile  los  hi|oa  riiIk- 
riiUf  que  la  une  h^mna  dado  en  loa  iiñninroa  anterioraN,  Súitlo,  segiíu  las  de 
Partida,  los  hijos  de  laa  liurr)i«ituaa,  enteudiilan  riatan  como  aiiuid  i^cidi^o  Ina 
autoriza,  mt^orea  lllirea,  compañeras  úniens  de  hombres  lilirea,  viviendo 
maritelmcnt»  con  elloa.  Siiufn,  aej^tin  la  doctrina  de  las  cajuelas,  lo<i  que 
desijpiahala  AuMntinadeCojintantmoplar  »ñliui  et  proiifatut  fx  Hnira<««- 
cahliut,  rrieiita  i»  ilomo,  et  nlriHfU*  hdIhío,  cj:  unihu»  tHdiibilüntrr  TiiUaInT  prii- 
rreatHn,    Xi>  halda  miía  ileliniíinin'a,  lio  lialifamifa  texto,  no  habla  mda  anto- 

"AttcM,  pues,  indudaldpiii^iiii-eata  ley  el  aiitisuo  derenlio  en  la  ilHflnidiíii 
deloshijoa  natnralea:  iiioiUtlcó  las  cou^  i  cienes  de  su  índole;  dilariV  el  cir- 
i'iiladeNnde»nmliiaelr>i>;  favoreeió  dalKiinoaqiie  basta  allí  no  h>  fneran, 
iui-luyéndotort  en  aii  idaae,  y  conceilii'iidoleH  sna  derechos 

"Había  visto  de  aeKiiTo  ellaxislador  lo  que  tin  imimeiito  haoe  ilecían'iw 
nosotros;  que  lo  principal,  lo  esencial  pr~~      ~ 

naiidifiaeii  lieste  primer  urden,  eonsiatla    ..    ...     ._,..._._ 

slibres,  caparea  de  coutraer  matriiuouiíi.  A  esto,  pues,  fue  d 
lefiiuilamental  de  sn  (Ictiuleiiiii.  Dcsrnrtó  de  ella  el  concubiua- 
t»  en  lina  inisnuí  caaa;  ileacarti'i  también  el  que  las  relaciones  tueaen  linií'HS. 
y  para  sustituir  ó  reemplazar  A  lo  uno  y  it  lo  otro,  acndiil  k  un  medio  que  la 
raziiu  iiidioalM.  y  'lue  el  liiieii  sentido  líaba  pur  bastante:  t«l  es  el  rwioiiaci- 
mieiita  del  pailre  iiiisuio.  Cuando  eate  recoiiocim lento  existe,  y  existe  tauí- 
bii<i)  la  liliiitnil  lie  loa  procreadoi'ea — (i'ondiciúu  (bmiisa  como  antes  queda 
extmesto,  prineipio  de  qite  no  se  puede  dispensar  en  ningiín  caso), — las  con- 
diciones están  Ueiias,  y  lil  uaturalidnd  de  la  tlliaciiin  ea  uu  punto  sobre  i'l 
que  uo  i'alie  disputa. 

■'lias eutiiíiidase  qUH  esta  modiíiciiüióu  déla  ley  de  Toro  fue  eitensivav 
iiij  l'iit  resirictivii;  j  lui  ii-  vaya  á  penaar  que  ¡lorque  ífan  hijos  uaturslos  loa 
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qae  ella  dice,  han  «Wjailo  de  nerlo  los  que  lo  erau  anteriormeute  con  arreglo  á 
las  leyeH  de  Partida.  No;  no  es  qne  se  quiso  por  aquélla  anular  y  estrecliur  lo 
qne  ^stas  habían  declaradlo:  es  que  se  amplió  la  declaración,  y  que  se  iácilitó 
á  mayor  número  uua  condición  favorable.  El  concubinato  verdadero,  públi- 
co, rain;  las  costnmbres  hacían  diñciles  esos  hijos  de  barragana,  nacidos  y 
criados  en  las  casas  de  los  padres  propios.  O  era  menester  dar  amplitud  á 
las  condiciones  que  los  hacían  naturales,  ó  la  clase  entera  de  los  procreados 
por  personas  libres  se  iba  á  convertir  en  bastardos  ó  en  espúreos.  Hizo  bien 
ta  ley  en  qne  el  concubinato  pudiese  ser  reemplazado  por  el  reconocimiento. 
Mas  si  por  suerte  ^  en  alguna  ocasión  seguía  existiendo  el  propio  concubina- 
to, si  en  el  día  existiese,  si  un  hombre  y  una  miyer  habitasen  juntos,  si  ella 
fuese  sola,  si  procreasen  hijos  aue  indubitadamente  estimara  el  mundo  por 
de  los  dos,  hgos  naturales  de  ellos  seriSn,  aunque  no  exista  ese  especial  reco* 
nocí  miento  de  que  habla  la  ley  de  Toro,  dado  que  se  suponga  que  debe  ser 
explícito,  escriturado,  solemne.  Lod  hijos  aue  antes  de  esta  ley  gozaban  de 
esa  calidad,  no  la  perdieron  de  seguro  por  ella:  muchos  que  ito  la  tenían  son 
los  qne  por  ella  la  han  adouirido,  los  que  por  ella  tienen  y  la  gozan. 

''Explicado  como  se  acaba  de  ver  lo  qne  son  los  h^jos  naturales,  con  los 
qae,  volvemos  á  decir,  forma  el  derecho  un  grupo,  el  primer  grupo,  entre  los 
i le^ timos,  vamos  también  á  explicar  lo  qne  .son  las  otras  especies  u  que  más 
arriba  hicimos  relación,  y  qne  constituyen  otros  dos  grupos  entre  todas. 
Fácilmente  se  comprenderá  c^ne  O/onstituyon  uno  de  éstos  Ioh  que  son  Ii^os 
de  vicio,  ó  cuando  más  de  delito  poco  grave,  y  otro  los  que  lian  sido  procrea- 
dos por  una  acción  reconocida  y  declaradamente  criminosa. 

**Tenemos  aqní  en  primer  lug«ar  los  baaiardoa.  Esta  voz,  uuU  que  técnica, 
es  del  leugu^e  común:  no  procede  de  la  doctrina  romana,  no  está  en  las  Par- 
tidas, y  qnizá  se  halla  únicamente  en  la  ley  novena  de  Toro,  y  pueble  ser  que 
en  algunos  de  los  fueros.  En  el  idioma  común  de  la  nieilia  edaíl  se  dicen 
bastardos  los  hijos  de  barraju^ana  que  no  son  naturales;  pero  se  les  da  por  lo 
común  ese  nombre  con  relación  al  pa<lre  mismo,  y  á  la  familia  del  padre,  y 

no  ooii  relación  á  la  ma<lrc,  á  la  mi\jer  de  quien  aquel  los  hnbo 

Bantardo  viene  de  ¿ta/rto,  tosco,  irregular,  ilegitimo;  pero  indica  siempre 
certidumbre  en  el  padre  Cuando  no  es  conocido  éste,  no  cabo  en  el  hijo  se- 
ra^ ante  denominación. 

** Espúreo j  h^o  espúreo  ó  espurio  del  latín  spurius,  es  otra  cosa,  ó  por  mejor 
decir,  indica  una  relación  distint-a.  tSpurius  viene  de  8.  P.  (nine  paire),  con 
cuyas  letras  se  marcaban  en  Roma  ú  los  que  no  le  tenían  conocido.  En  nues- 
tra práctica,  ese  nombre  se  refiere  á  la  madre,  sea  que  el  padre  se  eonoz<*a  ó 
Que  no  se  conozca.  Cuando  ésta  es  una  nii^jer  libre,  que  ha  pade<'ido  debili- 
(tad,  pero  que  no  se  ha  entrega<lo  á  todos  Ioa  hombres;  cuando  lia  tenido  fla- 
quezas, pasiones,  caprichos,  pero  no  ha  sido  enteramente  una  mujer  pública; 
losfrutosde  su  caída  toman  en  el  nmndo  reHpe<'toá  ella  la  calificación  (pie 
vamos  explicando.  Xunra  sedire  qne  al;Xuno  es  hijo  espúreo  de  tal  padre, 
sino  de  tal  madre. 

*'Por  donde  se  ve  que  á  un  mismo  hijo  sv  le  puede  llamar  espúreo  y  bastar- 
do, cuando  el  pailre  y  la  madre  son  conocidos, — (bastardo  respecto  á  aquél, 
espúreo  respe4*to  á  ÓMta); — aunrpie  también  sea  posible  que  sólo  le  correspon- 
da uno  de  tales  nombres,  ponjue  sean  ignorados,  ya  el  padre,  ya  la  madre  de 
quienes  pro<usdeii. 

"La  expresión  «le  noihon  es  de  más  dndo.^o  sentido,  y  á  la  par  mucho  menos 
interesante.  Las  ley*es  de  Partida  la  ha<*en  igual  á  los  hijos  de  adulterio, 
mientra «  que  otros  escritores  la  execuan  á  h^jos  casi  naturales,  por  lo  menos 
espúreos  ó  bastardos.  Mas  de  cual <i ni er  modo  que  haya  sido  en  su  origen, 
su  uso  V  su  empleo  han  sido  casi  nulos,  y  no  es  ninguna  su  necesidad.  Re- 
mos debido  notarla  aquí  por  completo  de  nuestra  obra;  pero  ni  pensamos 
wrvirnos  de  ella,  ni  se  sirven  en  ningún  caso  las  leyes  que  es  propósito  nnes- 
ÍTo  el  exponer. 

"Hijos  máii/eres,  esto  es,  mancillados,  son  los  ({ue  nacen  de  uua  completa 
prostitución.    Valgo  auaesHi  les  llamaban  las  leyes  romanas,  porque  su  padre 
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era  el  vnl^o,  era  la  muchedumbre.     Clavo  está,  sin  que  lo  digamos  uosotroi, 
que  lio  hay  quo  pennar  »mi  ]>!ireriiidad.  cuando  ele  tales  desdiohados   se  trsktm. 

''Hasta  aquí.  fonu>  8!:^  indicó  niHH  arriba,  hi  nomenclatura  de  los  hijos  de 
debilidad,  dt*  vicio,  de  corrupci?n:  «inédanos  por  decir  la  correspondieote  á 
los  qui'  son  nnt»  que  eso,  á  los  que  son  hijos  de  crimen.  Y  en  esta  tecnologia 
«•ontamos  en  primer  lugar  á  los  inoentuoson^  producidos  por  heruiauos,  por 
tíos  y  sobrinos,  por  todos  los  parientes  colaterales,  en  fin,  que  no  pneden  df 
ningún  modo  casarse,  ó  que  no  pueden  hacerlo  sin  dispensa,  y  no  la  han  lo- 
|2^ado.  En  segundo,  los  nefario8j  grado  supremo  de  esa  misma  desgraciada 
cualidad,  efecto  horrible  de  uno  de  los  extravíos  que  lo  son  mayores  eu  la 
humana  naturaleza,  prole  de  otras  personas  que  ya  tenían  entre  hí'ese  c«tifs- 
ter  mismo  de  ascendientes  y  des(?en dientas.  En  tercero,  los  hijos  Mcri- 
hgo8,  aquellos  que  deben  el  ser  á  sacerdotes,  á  diáconos,  á  religiosas, 
(í  personas  ligadas  con  votos  solemnes  y  públicos  de  castidad.  V  en  cuar- 
to y  último^  los  hijos  aduUerinoH;  los  que  nacen  de  mnjer  casada,  que 
infiel  Á  las  más  santas  promesas,  y  hollando  las  mayores  obligaciones,  se  en- 
trega á  <»tro  hombre  que  aquel  con  quien  contrajo  matrimonio,  y  desgana 
los  lazos  de  la  familia,  fundamento  de  todas  las  socie<lades.  Como  fácil- 
mente se  ve,  las  consideraciones  que  se  han  hollado,  los  deberes  que  se  han 
infringido,  el  desorden  moral  que  se  ha  llevado  á  efeclo  al  concebir  los  hijo* 
ilegítimos  de  esta  tercera  eajiecie  ó  postrer  grupo,  son  muy  superiores  á  los 
que  se  quelu'antaran  eu  los  otros  dos:  razón  teníamos  para  decir  que  se  tra- 
taba en  ^l  de  algo  más  qne  de  fragilidades,  de  algo  más  que  de  tristes  pero 
perdonables  pasiones. 

"Hay  todavía  oíra  expresión,  otro  nombre,  que  también  citamos  arriba,  y 
que  pide  algunos  momentos  de  análisis:  tal  es  el  de  los  lii^jos  de  «iiijíarfo  jf 
punible  agitntamiento.  Esta  frase  se  había  empleado  ya  en  las  leyes  de  Par- 
tida; y  sj  vuelve  á  emplear  y  se  define  también  en  las  de  Toro.  Hijos  de  da- 
ñado y  punible  ayuntamiento,  en  la  legislación  romana,  de  donde  se  tomó 
semejante  fórmula,  tanto  quieo  decir  como  hijos  de  delito,  hijos  de  crimen, 
hijos  de  padres  que  merecían  castigo  por  su  procreación.  Pero  era  notoria- 
mente un  poco  vaga,  y  más  propia  de  la  doi^trina  qne  de  la  tec^uologia  de  las 
mismas  leyes.  Las  de  partida  quisieron  ser  míín  precisas,  más  exactas;  y 
conservando  la  denominación,  la  restringieron  en  su  uso  á  los  solos  casos  de 
sacrilegio  y  de  incesto.  Por  último,  esta  novena  de  Toro,  que  quiso  disipar 
todo  género  de  dificultades,  que  se  propuso  resolver  toda  especae  dedadas, 
escribió  textualmente  las  i»alabras  que  vamos  á  copiar:  'Y'  queremos  y  man- 
damos (pie  entonces  se  entienda  y  diga  damnado  y  punible  ayuntamiento, 
qnando  la  madre  por  el  tal  avuntamiento  incurriere  en  pena  de  muerte  na- 
tural.'' (Pacheco.  I.  p.  I8rt-  144). 
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Art.  37.  Ha  adulterino  el  concebido  en  adulterio, 
esto  es,  entre  dos  personas  de  las  cuales  una  á  lo 
menos,  al  tiempo  de  la  concepción,  estaba  casada 
con  otra;  salvo  que  dichas  dos  personas  hayan 
contraído  matrimonio  putativo  que  respecto  de 
ellas  produzca  efectos  civiles.  (-) 

REFERENCIAS. 

Adnlterliio.  36. 

Matrimonio  pntativo  que  respecto  de  ellas  prodiizcA  efectos  rivilofi. 
122.  205. 

CONCORDANCIAS. 

P.  de  B.  3n.  Bs  adiilterino  el  concebido  en  adulterio,  es- 
to es,  entre  dos  personas  de  las  cuales  una  á  lo  menos,  al 
tiempo  de  la  concepción,  estaba  casada  con  otra;  á  ineuos 
que  dichas  dos  personas  luiyan  contraído  matrimonio  pu- 
tativo, estando  ambas  ó  una  de  ellas  de  buena  fe,  al  tiem- 
po de  la  concepción. 

C.  E.  32.  Bs  adulterino  el  concebido  en  adulterio,  esto 
es,  entre  dos  personas  de  las  cuales  una  á  lo  menos,  al 
tiempo  de  la  concepción,  estaba  casada  con  otra;  salvo  que 
dichas  dos  personas  hayan  contraído  matrimonio  putativo 
que  respecto  de  ellos  surta  efectos  civiles. 

C.  Arg.  338.  El  hijo  adulterino  es  el  que  procede  de  la 
unión  de  dos  personas  que  al  momento  de  su  concepción 
no  podían  contraer  matrimonio,  porque  una  de  ellas,  ó  am- 
bas estaban  casadas.  La  buena  fe  del  padre  ó  de  la  ma* 
dre  que  vivían  en  adulterio  sin  saberlo,  la  violencia  misma 
de  que  hubiera  podido  ser  víctima  la  madre,  no  mudan  la 
calidad  de  la  filiación,  y  en  uno  y  otro  caso  el  hijo  queda 
adulterino. 

O.  O.  52. 

O.  de  la  L.  201.  Son  bastardos  adulterinos  los  nacidos 
de  unión  ilícita  entre  dos  personas,  que  al  tiempo  de  la 
concepción  se  hallaban,  una  de  ellas  ó  ambas,  impedidas 
por  el  vínculo  de  matrimonio  con  otra  persona. 

(-)  Locré.  VI.  128.  U.— DaHoz.  Paternitó  et  Filiation.  452-455.— 705-710. 
— Lanrent.  IV.  136.— Demolombe.  V.  346-348.  351.  558  -  560.— Zachariae  (M, 
V.).  I.  í  172.— Pacheco.  I.  p.  142. 
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COMENTARIO. 

3l7.  Para  los  efectos  que  suvten  este  artículo  y  el  205, 
«leuomÍQase  adulterio  el  acto  <le  couocer  tma  persona  ca- 
sada á  otra  que  uo  es  su  consorte. 

ííoobstaa)  adulterio  la  ignorancia  líe  una  de  ellas  en 
ciiauto  al  matrimoDÍo  de  la  otra,  ui  la  certeza  que  amlutíi 
teníao  de  qne  eran  soltei-as,  ni  la  violencia  de  que  hubiere 
sido  víctima  la  mujer.  íSi  al  tiempo  de  la  concepción  uno 
de  los  padres  estaba  casado  cou  otra  persona,  el  hijo  es 
adtdterino. 

La  única  excepción  á  esta  regla  es  el  matrimonio  putati- 
vo. Si  los  padres  se  casan,  con  las  soleinuiílades  legaiets 
y  uno  de  ellos  ó  ambos  proceden  de  buena  fe,  el  hijo  no 
es  adulteriuo  sino  legítimo,  como  comprendido  en  la  deti- 
Dicióu  legal  del  art.  35. 

Volvemos  á  la  advertencia  de  que  por  ahora  no  se  trata 
sino  de  clasificar  y  definir  las  palabras. 
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Art.  38.  Es  Incestuoso,  para  los  afectos  ciTiles: 

I"".  El  concebido  entre  padres  que  estaban  uno 
con  otro  en  la  línea  recta  de  consanguinidad  ó  afi- 
nidakd; 

2"^.  El  concebido  entre  padres  de  los  cuales  el 
uno  se  hallaba  con  el  otro  en  el  segundo  grado 
trasversal  de  consanguinidad  6  afinidad; 

3*".  El  concebido  entre  padres  de  los  cuales  el 
uno  era  hermano  de  un  ascendiente  del  otro. 

laB,  consanguinidad  y  afinidad  de  que  se  trata  en 
este  articulo  comprenden  la  lejltima  y  la  ilejlti- 

É 

ma.  (-) 

KEFKREXCIAS. 

Incestnoso.  36. 

Para  los  efectos  civiles.  34.  103.  IW. 

El  segando  srado  transversal  de  consanguinidad  ó  afinidad    27  -  33. 
Hermano.  41. 

CONCORDANCIAS. 

P.  de  B.  37.  Es  incestuoso:  V.  El  coucebido  entre  pa- 
dres que  estaban  entre  sí  en  la  línea  recta  de  consanguini- 
dad ó  afinidad:  2°.  El  concebido  entre  padres  de  los  cua- 
les el  uno  era  hermano  de  un  ascendiente  del  otro,  ó  el  uno 
se  hallaba  con  el  otro  en  el  segundo  grado  transversal  de 
consanguinidad  ó  afinidad.  La  consanguinidad  y  afini- 
dad de  que  se  trata  en  este  artículo,  comprende  la  lejítiraa 
y  la  ílejítima 

C  E.  33. 

C.  Arg.  339.  Hijo  incestuoso  es  el  que  ha  nacido  de  pa- 
dres que  tenían  impedimento  para  contraer  matrimonio, 
por  parentesco  que  no  era  dispensable  según  los  Cánones 
de  la  Iglesia  Católica. 

COMENTARIO. 

318.  Se  ha  denominado  siempre  hijo  incestuoso  al  conce- 
bido entre  padres  que  no  podían  casarse  sin  dispensa.   Pe- 


(-)  Dalloz.  Paternitó  et  FUiation.  705  -  708.— Laurent.  IV.  137.— Zacliariao 
(M.  V.).  I.  i  172. 
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10  D.  Andrés  Bello  (1)  restriugió  la  calidad  de  hijo  in- 
cestuofio  á  ios  casos  pimtiíalizadoa  en  el  articulo  que  co- 
lueutamos. 

Como  se^n  el  Código  chileuu  hay  afinidad  ilegftiniA 
proveniente  de  las  relaciones  carnale»  fuera  de  luatrínio- 
nio,  el  inciso  último  <la  margetk  á  indagaciones  ofensiv-ns  á 
lu  moral  y  á  la  honra  de  las  tamiliits,  y  extiende  la  ficei>- 
uión  de  la  voz  incesto  á  casos  no  comprendidos  en  el  dere- 
cho moderno. 

(1)  "Páralos  objatna  iIc  1n  lef  civil  un  lia  iiaretído  oeceiartn  extender  miia 
allá  la  califitftcilín  (le  liijo  incestuoso.  Subsisto,  ain  embargo,  este  adjeti- 
vo en  todu  la  Intítiul  deaii  BÍi^niñrRilo  i'UlKínicu,  para  tos  iiopediinciiioa 
nialTl  moni  ales. 

8e  lia  limitado  la  calitlLiacíúii  de  iiicenlnuso,  porque  laa  privaciones  uí li- 
les que  avactenaou  nua  peun^ave,  que,  si  eüta  en  proporciún  con  el  delito 
en  la  líuea  recta  yeu  loagrados  trasverBales  ceriíanos,  uo  asi  en  los  remo- 
toa.  iQuí  comparaui6u  cabe  entre  el  inccatu  en  la  linea  recta  ó  entre  ber- 
iniinOB,  i  el  que  se  comete  entre  dos  iienjoiias  qne  están  eutre  si  en  el  cnartu 
tarado  trasversal  caDtinicof  (Sota  afart.  37  del  proi/nio). 
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jLTt»  39.  Bt  saerfltgo  el  oomeelildo  entra  padres 
d#  los  oaalee  alguno  era  clérigo  de  árdenos  aayo- 
rea,  ó  pemona  ligada  por  ▼oto  aeleaine  de  eaatldad 
en  orden  relijlosa,  reconocida  por  la  Zgleela  Cató- 
lica. (-) 

REFERENCIAS. 

Concebido.  76. 
Sacrilego.  36. 

Persona  ligada  por  voto  solemne  de  castidad  en  orden  religiosa  ree#no- 
cida  por  la  Iglesia  Cfatólica.  95. 

CONCORDANCIAS. 

P.  de  B.  38. 
C.  B.  34. 

C.  Arg.  340.  Hijo  sacrilego  es  el  que  procede  de  padre 
clérigo  de  órdenes  mayores,  ó  de  persoDas,  padre  6  madre, 
ligadas  por  voto  solemne  de  castidad,  en  orden  religiosa 
aprobada  por  la  Iglesia  Católica. 

COMENTARIO. 

319.  Como  la  religión  católica,  apostólica,  romana  es  la 
dominante  en  el  Estado,  debió  admitirse  la  doctrina  canó- 
nica según  la  cual  los  eclesiásticos  de  órdenes  mayores  y 
los  religiosos  profesos  hacen  voto  solemne  de  castidad. 
A  quebrantarlo,  cometen  (conforme  á  los  cánones)  graví- 
sima falta;  los  hijos  provenientes  de  ella  tienen  denomi- 
nación especial,  y  carecen  de  aptitud  para  ser  reconocidos 
como  naturales. 

(-)  Pacheco.  I.  p.  142. 


Art  40.  £aa  denomlnaolonea  d«  Iftjltli 
tlmoa,  naturales,  i  laa  demás  que  loffiin  laa  definl- 
olones  precedente  se  dan  A  loa  bljoa,  «e  aplican  oo- 
rrelatiTamente  A  ana  padrea.  (-) 


P.  de  B.  39. 

C.  B.  36. 
n.  O.  53. 


CONCORDANCIAS. 


COMENTARIO. 


320.  Las  palabra;^  padre  é  hijo  eDUDcian  ideas  esencial- 
mente correlativas,  (1)  porque  sigaificau  im  misrao  hecho, 
el  de  la  generación,  considerado  en  diversos  aspectos.  Na- 
da máK  natural,  pues,  que  extender  á  los  padres  las  deno- 
minaciones que,  según  tos  artículos  precedentes,  se  «iao  & 
los  hijos. 

Aun  cuando  eso  viene  de  suyo,  convenía  que  eu  materia 
tan  importante  y  trascendeut-íU  no  hubiese  ni  sombra  de 
(ludas. 


(•)  Bemat-SHiul-Priz.  1442. 

(1)  "Le  mot  pateriiM déaigae  le  fitit  il'.ivoir  engemlré;  le  niot  filiatin  1« 
ñikt  il'avDirété  eiigsiidré.  X'en  ilciix  mota  Hf.  pretiiiet  ttlut>>t  ponr  In  qua1il4!, 
tüutitt  |Kiur  rétat,  la  posilion  ilu  i>ñre  un  ile  UIh.  IIb  exprinieut  nii  nppoit 
iiiiigni-eiitre  il«iix  persoiiiive,  ntpport  qiii  prenil  I»  uoni  ile  patemitri  qnoDd 
011  r  eu  viange  (laiiB  le  aeiis  nctif,  iiupuiul  Af.  viie  dii  pere;  le  noiu  ilt:  GIíH' 
tioDqaaudun  ronvisagí' ilaua  le  seuii  passíf,  un  puítit  ile  vn«  de  Teufiuit. 
AoMÍ  le«  idéeH  représeu^es  par  ves  denx  mota,  aont-ellM  easentier 
rrálatlTea  et  ríe  penveul-etlea  se  cniíipTolldie  t'uue  saoB  1'  antre." 
Saint-Prix.  1.  1100). 
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Art.  41.  Los  hermanos  pueden  serlo  por  parte  de 
padre  1  de  madre,  i  se  llaman  entonces  hermanos 
carnales;  ó  sólo  por  parte  de  padre,  1  se  llaman  en- 
tonces hermanos  paternos;  ó  sólo  por  parte  de  ma- 
dre, 1  se  llaman  entonces  hermanos  maternos  ó 
uterinos. 

Son  entre  si  hermanos  naturales  los  hijos  natu- 
rales reconocidos  por  un  mismo  padre  ó  madre,  i 
tendrán  iffual  relación  los  hijos  lejltimos  con  los 
naturales  del  mismo  padre  ó  madre, 

KP:PKRKN('rAS. 

Hijos  natiiralí*9.  36.  270. 

HecH>nocido8  por  nn  mismo  padrf*  ó  macire.  272-274. 

Hijos  l«*jíítimos.  35.  179.  202. 

(CONCORDANCIAS. 

P.  lie  B.  40 

Son  (Mitre  sí  hermanas  naturales  los  hijos  naturales  de 
uu  inisnio  padre  ó  madre. 

C.  E.  3(5. 

i).  Arír.  360.  Los  hermanos  se  distinguen  en  bilaterales 
y  unilaterales.  Son  hermanos  bilaterales  los  que  jíroee- 
den  del  mismo  padre  y  de  la  misma  madre.  Son  herma- 
nos  unilaterales  los  que  proceden  del  mismo  padre,  pero 
de  madres  diversas,  ó  de  la  misma  madre,  pero  de  padres 
diversos. 

301.  (/uaudo  los  hermanos  unilaterales  proceden  de  un 
mismo  padre,  tienen  el  nombre  de  hermanos  paternos; 
cuando  proceden  de  la  misma  madre,  se  llaman  hermanos 
maternos. 

C.  O.  54. 

COMENTARIO. 

321.  El  inciso  1**  es  tan  claro,  que  perderíamos  en  vano 
el  tiempo  si  hiciésemos  acerca  de  él  observaciones. 

En  cuanto  al  inciso  2'',  debe  notarse  que  dos  individuos 
no  son  entre  sí  hermanos  naturahís,  sino  cuando  se  hallan 
en  alguno  de  los  dos  siguientes  casos: 


''! 


I* 
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artículo    41 


1''.  Que  liayan  sido  re(x>uocido8,  como  hijos  uaturales, 
por  iin  misino  [>adre,  una  misma  madre,  ó  ambos; 

2*.  Que  uno  de  ellos  sea  hijo  legítimo,  y  el  otro  hijo  na- 
tural reconoeído  por  el  mismo  padre  6  por  la  misma  ma- 
dre. 

Cuantío  uno  de  los  hermanos  es  hijo  legítimo,  el  otro  no 
puede  ser  su  hermano  natural  sino  cuando  ha  obtenido  el 
reconocimiento  sólo  del  mismo  pailre  ó  de  la  misma  ma- 
dre; pues  á  ser  reconocido  por  ambos  padres,  ipso  iure  ad- 
quiriría la  calidad  de  hijo  legítimo,  y  los  dos  fueran  entre 
sí  hermanos  legítimos. 

Nótese  por  último  que  los  hijos  legítimos  son  hermana 
naturales  de  los  hijos  naturales  del  mismo  padre  ó  de  la 
misma  madre;  porque  las  relaciones  provenientes  del  pa- 
rentesco son  recíprocas,  y  porque  del  art.  28  se  deduce 
que  los  hijos  naturales  no  pueden  tener  consanguíneos  le- 
gítimos en  la  línea  colateral. 


Fí^'J 
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Art.  42.  En  los  casos  en  qne  la  leí  dispone  qne  se 
oiffa  Á  los  parientes  de  una  persona,  se  entenderán 
comprendidos  en  esa  denominación  el  oónynje  de 
ésta,  sus  consansrnlneos  lejltlmos  de  uno  1  ottro  se- 
xo mayores  de  edad,  1  si  fuere  hijo  natural,  su  pa- 
dre i  madre  que  le  hayan  reconocido,  1  sus  herma- 
nos naturales  mayores  de  edad.  A  ftelta  de  con- 
sanguíneos en  suficiente  número  ser&n  oídos  los 
afines  lejltlmos. 

Serftn  preferidos  los  descendientes  1  aseendlen* 
tes  ft  los  colaterales,  1  entre  éstos  los  de  más  cer- 
cano parentesco. 

IsOB  parientes  serán  citados  1  comparecerán  á 
ser  oSdos  verbalmente,  en  la  forma  prescrita  por 
el  Códiffo  de  Enjuiciamiento. 

REFERENCIAS. 

CoDsan^díueos  legítimos  hasta  el  cuarfco  grarlo.  27.  28. 

Mayores  de  edad.  26. 

Hijo  natural.  30.  270. 

Padre  y  madre  que  le  hayam  reconocido.  272-374. 

Hermanos  naturales.  41. 

Afines  legítimos.  81. 

CONCORDANCIAS. 

P.üeB.  41 

El  CVxligo  <le  Procedimientos  determinará  la  forma  en 
«ine  deban  ser  citados  i  oídos  los  parientes. 

O.  R.  27. 

( '.  ü.  6J.  Ku  los  ctvsos  en  que 'la  ley  (lispone  que  se  oigu 
á  los  parientes  <le  una  persona,  se  entenderá  qne  debe  oír- 
se á  la^s  personaos  qne  van  á  expresarse  y  en  el  orden  que 
sigue: 

1".  Los  descendientes  legítimos; 

2".  Los  ascendientes  legítimos,  á  falta  de  descendientes 
legítimos; 

3".  El  padre  y  la  nmdre  naturales  (pie  hayan  reconoci- 
do voluntariamente  al  hijo,  6  éste  á  falta  de  descendientes 
ó  ascendientes  legítimos; 
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4".  El  [liidre  y  la  inudre  adoiitaiites,  ó  el  hijo  adoptivo, 
á  falta  de  v)arientes  de  los  números  1",  2°  y  3"; 

o".  Los  i'olat«rales  legítimos  liaítta  el  sexto  gratlo,  á  fal- 
ta do  i)iirieiitfs  de  los  números  1",  2",  3"  y  4". 

C".  Los  iiermiuios  naturales,  á  falta  de  los  parientes 
)kteKados  en  los  númeroít  auteriores; 

7".  Lu8  afine»  legítimos  que  ne  hallen  tieiitro  del  («eguu- 
do  grado,  á  falta  de  los  consanguíneos  anteriormente  ex- 
presados. 

Bi  la  perdona  fuere  casada,  í*e  oirá  también,  en  cualqnie- 
m  de  los  cusos  de  este  articulo,  á  su  eóuvuge;  y  si  alguno 
ó  algunos  de  los  que  debe»  oírse,  uo  luereu  mayores  de 
edad  ó  estuvieren  sujetos  á  potestad  ajena,  se  oirá  en  sn 
representación  á  los  respectivos  guardadores,  ó  á  las  per- 
sonas bajo  cuyo  poder  y  dependencia  est^éu  constituidos. 

COMENTARIO. 

322.  Sorprende  que  ni  el  artículo  del  proyecto  de  D.  An- 
drés Bello  tenga  suficiente  claridad;  pues  la  expre.stión  « 
/«ere  hyo  naturfU  puede  referirse  así  á  la  persona  de  cuyos 
parientes  se  trata  corao  al  cónyuge,  que  es  la  palabra  idíb 
próxima. 

Acaso  conviniera  formar  dos  incisos  del  primero;  qne  en 
el  uno  se  hablara  sólo  del  hijo  legítimo,  y  en  el  otro,  del 
hijo  natural. 

La  última  parte  del  artículo  e.s  inaplacable  así  en  Chile 
como  en  el  Ecuador. 

MAs  de  cuarenta  años  há  que  en  Chile  rige  el  Código  ci- 
vil, y  hasta  ahora -no  se  promulga  Código  de  enjuieift- 
mientos;  y  en  la  infinidad  de  ediciones  del  Código  de  eu- 
juiciara  lentos  hechas  en  el  Ecuador,  no  se  ha  det«rminado 
iM^mo  debe  citarse  á  los  parientes  ni  cómo  han  de  compa- 
recer.   (1) 


(1)  "Sertaile  clesenr  que,  puvmiIi»  ritacior.  Lmirtiencía  de  lo»  parieiitM. 
(lopliMemns  la  inittitiiciouilo  los  oonsi^uH  de  familia  de  la  lejislarioii  ften- 
püni  {wro  no  neo  que  eu  el  estado  actnal  clp  nuestta  aocietlnd  fiiuse  posible 
li  ion  ven  tente.  I.u  autlieticia  lio  Ion  parlvuti'S.  afgiin  se  propone  aate  nrti- 
iil».  i>N  iinameilldn  preparaturia,  <|ne  pndrit  piTfroinnone  nrfts  tarde,  En- 
rr  Ukutiiea  aolaoiciitp  uu medio  d»  ptopurclonatnl  juxgailo.  í  pooaooat-a,  lo* 
ntioi^ini lentos  de  que  net^eaitt  nam  ciertos  actoii,  quejeueral mente  no  soDii< 
urisilícoiou  (-■onteuciosa."    (Nota  de  Bello). 
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Art.  43.  Son  representantes  legales  de  una  per- 
sona el  padre  6  madre  bajo  cuya  potestad  vive,  su 
t;iitor  6  curador,  i  lo  son  de  las  personas  Jurídicas 
l08  designados  en  el  art.  551. 

REFERENCIAS. 

Vi\dre.  240. 
Marido.  132. 
Tutor.   Ul. 
Carador.  343. 
PersíniasjnriMira».  54.  545. 

CONCORDANCIAS. 

O.  E.  38. 

C.  Arg.  57.  Son  representantes  de  los  incapaces: 

1".  De  las  personas  por  nacer:  sus  padres,  y  á  falta  ó  in- 
capacidad de  éstos,  los  curadores  que  se  les  nombre: 

2".  De  los  menores  impúberes  ó  adultos:  sus  tutores: 

3^  De  los  dementes,  sordo-mudos  ó  ausentes:  sus  pa- 
dres, y  á  falta  ó  incapacidad  de  éstos,  los  curadores  que  se 
les  nombre: 

4:''.  De  las  mujeres  casadas:   sus  maridos. 

C.  C.  62. 

P.  de  G.  62.  El  marido  es  el  representante  legítimo  de 
su  mujer 

146.  El  padre  dirige  la  educación  de  sus  hijos,  y  es  su 
representante  legítimo  en  juicio. 

C.  Esp.  60.  El  marido  es  el  representante  de  su  mujer. . . . 

r.  V.  XI.  8.  Personero  del  Rey,  o  del  común  de  alguna 
(Jiudad,  o  Villa,  o  de  alguna  tierra,  e  otro.si  el  guardador 
<le  algún  huérfano,  o  el  que  fuesse  dado  por  guardador  de 
algún d  loco  o  desmemoriado;  cada  uno  destos  puede  res- 
oebir  promissíon,  en  nome  de  aquel  cuyo  personero  es,  o 
euyo  guardador. 

COMENTARIO. 

323.  Este  artículo,  (pie  iu>  Hgura  en  el  proyecto  de  Bello, 
es  una  de  las  buenas  adiciones  que  se  lucieron  ál  revisarlo* 

En  la  redacción  se  nota  alguna  improi)ioílad.  Como  la 
ley  distingue  entre  los  representantes  legales  de  las  per- 
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sonaíí  naturales  y  de  las  personas  Jurídicas,  debió  decirse: 

Sou  representantes  legales  de  una  persona  natural ; 

y  lo  mm  de  las  personas  jurídicas El  artículo,  cual 

está  redaclado,  envuelve  la  idea  de  que  las  personas  jurí- 
dicas lio  son  personas. 

iSi  bien  todas  las  personas  son  hábiles  para  adquirir  de- 
rechos, (249)  hay  muchas  incapaces  de  ejercerlos.  Por 
lo  cual  otras  debeo  suplir  la  falta  de  capacidad,  represeu- 
tando  ó  autorizando  á  los  incapaces. 

Las  personas  llamadas  por  la  ley  á  suplir  la  tncnpactd»<l 
de  las  personas  que  no  pueden  ejercer  los  derechos  civiles, 
se  liauían  representantes  legalss;  porque  la  ley  mistna  les 
atribuye  el  ejercer  los  derechos  de  otras  personas  á  quie- 
nes, según  los  casos,  representan  ó  autorizan. 

De  todo  punto  necesario,  pues,  para  evitar  dificultades 
en  materia  tan  trascendental,  determinar  los  representan- 
tps  legales. 

324.  La  enumeración,  en  cuanto  á  las  personas  naturales, 
es  completa;  poique  todos  los  incapaces  viven,  ya  bajo 
jíotestad,  patria  ó  marital,  ya  bajo  tutela  ó  curadoría. 

325.  Mas,  en  cuanto  á  las  personas  jurfdicae,  hay  mu- 
chas cuyos  representantes  legales  uo  están  comprendi- 
dos en  él  art.  551. 

Hay  persoaasjurídicasde  (feí-ífcftopriptwío,  y  personas  Ju- 
rídicas de  derecho  público. 

De  derecho  privado:  la  sociedad  conyugal,  las  socieda- 
des, civiles  ó  comerciales,  la  herencia  yacente,  lott  eoncoi^ 
sos  de  acreedores,  las  quiebras,  las  fundaciones  «S  corpora- 
ciones que  se  costean  con  fondos  de  particulares. 

De  derecho  público:  el  Estado,  el  Üsco,  las  municipali- 
dades, las  iglesias,  las  comunidades  religiosas  y  los  esta- 
blecímientos  de  educación  ó  de  caridad  que  se  costean  con 
fondos  del  erario. 


w 
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Salta  á  la  vist^i  que  el  art.  551  (1)  no  compreude  Bino  los 
Fe])re8entante8  legales  de  las  c4yrporaeione8. 

Si  bien  es  eierío  que  el  título  de  las  persona»  jnrídii'Hs  no 
es  aplicable  á  las  enumeradas  en  el  art.  547,  (2)  de  ahí  no 
se  Btgne  que  estas  personas  jurídicas  carezcan  de  represen- 
tantes legales^  ni  menos  que  el  art.  4S  del  Código  civil  pue- 
da prescindir  de  las  leyes  que  los  determinan. 

Volveremoi^  á  esta  importante  materia  al  comentar  los 
arts.  545  y  547. 


(1)  1^8  uorporacioucs  hou  represeotadas  por  las  pers«>ua8  á  qiüenea  la  lei 
t'>  la»  ordenanzas  reapectivas,  6  ü  falta  «le  nna  i  otras,  nn  aonerdo  de  la  corpo- 
ración ha  eonferido  este  carácter. 

(2)  Tja:}  societlades  iudnstriales  uo  están  comprendidas  eu  la»  dispoaicio- 
De(«  (le  ente  títnlo:  sns  derechos  i  obligaeiones  son  reglados,  según  sn  natura- 
W»i,  por  otros  títulos  de  este  Código  i  por  el  (^ídigo  de  Comer<'.io. 

Tánip*>co  se  entienden  las  diHpoHicioues  de  este  título  a  las  corporaciones  ó 
fwMlacionen  de  derecho  piiblieo,  como  la  nacidn,  el  fisco,  las  maniclpalida- 
des,  las  iglesias,  las  comunidades  religiosas,  i  los  establecimientos  qne  se 
costean  con  fondos  del  erario:  estas  corporaciones  i  ftindaciones  seT^^^n  ]pOY 
leyes  i  reglamentos  especiales. 


Art.  44.  La  lei  distingue  tres  especies  da  colpa 
ó  descaído. 

Culpa  grave,  neglljeucla  grave,  culpa  lata,  ea  la 
que  consiste  en  no  manejar  .los  negocios  ajenos 
con  aquel  cnldado  que  aun  las  personas  negUJen- 
tes  1  de  poca  prudencia  suelen  emplear  en  sus 
negocios  propios.  Esta  culpa  en  materias  ciTiles 
equivale  al  dolo. 

Culpa  leve,  descuido  leve,  descuido  lljero,  es  la 
falta  de  aquella  dllijencia  i  cuidado  que  los  liom- 
bres  emplean  ordinariamente  en  sus  negocios  pro- 
pios. Culpa  6  descuido,  sin  otra  calificación,  slg- 
nica  culpa  ó  descuido  leve.  Esta  especie  de  culpa 
se  opone  &  la  dilljencia  ó  cuidado  ordinario  ó  me- 
diano. 

El  que  debe  administrar  un  negocio  como  nn 
buen  padre  de  familia  es  responsable  de  esta  espe- 
cie de  culpa. 

Culpa  Ó  descuido  levísimo  es  la  falta  de  aquella 
esmerada  dllijencia  que  un  hombre  Juicioso  em- 
plea en  la  administración  de  sus  negocios  Impor^ 
tantos.  Esta  especie  de  culpa  se  opone  &  la  suma 
dllijencia  ó  cuidado. 

El  dolo  consiste  en  la  intención  positiva  de  in- 
ferir Injuria  á  la  persoiia  ó  propiedad  de  otro. 

REFERENCIAS. 

iSdesoniílo.  1517. 

CONCORDANCIAS. 

P.  (le  B.  42. 

Culpa  grai-c,  negli{ie.ncia  grave,  culpa  ¡ata,,  es  !a  que 

consiste  en  no  mantíjar  los  oejfodios  ajenos  coo  aquel  cui- 


n 
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dado  que  ann  las  personas  neglíjentes  y  de  poca  praden* 
cia  suelen  emplear  en  sus  negocios  propios.  Esta  culpa  se 
opone  á  la  buena  fe,  y  en  materias  civiles  equivale  al  do* 

lo 

O.  JS.  39 

El  dolo  consiste  en  la  intención  positiva  de  irrogar  inju* 
rias  á  la  persona  ó  propiedad  de  otro. 

C.  Arg.  512.  La  culpa  del  deudor  en  el  cumplimiento  de 
la  obligación  consiste  en  la  omisión  de  a(|nella^  diligencias 
que  exigiere  la  naturaleza  de  la  obligación,  y  que  corres* 
pondiesen  á  las  circunstancias  de  las  personas,  del  tiempo 
y  del  lugar. 

931.  Acción  dolosa  para  conseguir  la  ejecución  de  un  ac- 
to, es  toda  aserción  de  lo  que  es  falso  ó  disimulación  de  lo 
verdadero,  cualquier  artificio,  astucia  ó  maquinación  que 
se  emplee  con  ese  fin. 
C.  C.  63. 

C.  Esp.  1104,  La  culpa  ó  negligencia  del  deudor  consis- 
te en  la  omisión  de  aquella  diligencia  que  exija  la  natura- 
leza de  la  obligación  y  corresponda  á  las  circunstancias 
de  las  personas,  del  tiempo  y  del  lugar. 

Cuando  la  obligación  no  exprese  la  diligencia  que  ha  de 
prestarse  en  su  cumplimiento,  se  exigirá  la  que  correspon- 
dería á  un  buen  padre  de  familia. 

P.  VIL  XXXIII.  Jl B  lata  culpa  tanto  quiere  de- 

zir,  como  grande,  e  manifiesta  culpa,  aasi  como  si  algún 
orne  non  entendiesse  lo  (|ue  los  otros  omes  entendiessen,  o 
la  mayor  partida  dellos.  E  tal  culj)a  como  esta  es  como  ne- 
cedad, que  es  semejaiK^a  de  engaño.  E  esto  seria,  como  si 
algundome  tuuiesse  eii  guarda  alguna  cosa  de  otro,  e  la  de- 
xase  en  la  carrera,  de  noche,  o  a  la  puerta  de  su  casa,  non 
cuydauílo  que  la  tomaría  otro  orne.  Ca,  si  se  perdiese,  seria 
porende  en  grand  culpa,  de  que  non  se  podria  escusar.  Es- 
so  raesmo  seria,  quanílo  alguno  cuydasse  fazer  contra  el 
mandamiento  del  señor  sin  pena,  o  si  fiziesse  otros  yerros 
semejantes  de  alguno  dcstos.  Otrosí  dezimos,  que  y  ha 
otra  culpa,  a  (jue  dizen  Leuis,  que  es  como  pereza,  o  como 
negligenciii.  E  otro  y  lia,  a  (pie  dizen  Leuissima,  que  tan- 
to (|uiere  dezir,  como  non  aucr  onie  aquella  femencia  en 
aliñar,  e  guardar  la  cnsji  (pie  otro  orne  de  buen  seso  auria, 

si  la  tí^iiíesse 

XVI.  1.  Dolus  en  latín,  tanto  quiere  dezir  en  romance, 
como  engaño:  e  engaño  es,  cuartamiento  íjue  fazen  algu- 
nos ornes  los  vnos  a  los  otros,  por  palabras  mentirosas,  o 
encubiertas,  e  coloradas,  que  dizen   con  intención  de  los 
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engsñar,  e  de  los  decebir.  B  a  este  engaño  dúson  en  latin 
dolos  iiialu8;  que  quiere  tanto  dezir,  como  mal  engaño.  E 
como  qnier  c]ue  los  engaños  se  fagan  en  muchas  maneras, 
las  principales  dellas  son  dos.  La  i)rimera  es,  quundo  lo 
fazen  por  palabras  mentirosas,  o  arteras.  La  segunda  es, 
qnando  preguntan  algún  orne  sobre  alguna  cosa,  e  el  ca- 
llasse  engañosamente,  non  queriendo  responder;  o  si  res- 
I^onde,  dize  palabras  encubiertas,  do  inaneni  que  por  ellas 
non  se  puede  orne  guardar  del  engaño. 

D.L.XVL  213.  §2.  Lata  {      §  2.  Culpa  lata  es  la  de- 


cnlpa  est  nimia  negligentia, 
id  est,  non  intelligere,  quod 
omnes  intelligunt. 

223.  Lata  culpae  finis 
est,  non  intelligere  id,  quod 
omnes  intelligunt. 

226.  Magna  negligentia 
culpa  est;  magna  culpa  do- 
lus  est. 

IV.  III.  1.^2.  Dolum  ma- 
lum  Servius  quidem  ita  de- 
finiit,machinationem  quan- 
dam  alteriusdeoipiendi  cau- 
sa, quumaliud  simulatur,  et 
aliud  agitur.  Labeo  autem, 
posse  et  sine  simulatione  id 
agi,  ut  quis  circumveniatnr, 
posse  et  sine  dolo  malo 
aliud  agí,  aliud  sinuilari,  si- 
cu  ti  faciunt,(jui  per  eiusmo- 
di  dissimulationein  deser- 
viant,  et  tuentur  vel  sua, 
vel  aliena.  Itaque  ipse  sic 
detíniit,  dohim  malumesse 
omneni  callidatem,  falla- 
ciam,  maoliinationem  ad 
circumveniendum,  fallen- 
duní,  decipiendum  alterum 
adhil)itam.  J^abeonis  defi- 
nitio  vera  est. 


masiada  ignorancia,  esto  es, 
no  entender  lo  que  todos 
entienden. 

223.  Culpa  lata  es  no  en- 
tender lo  que  todos  entien- 
den. 

226.  La  negligencia  gra- 
ve es  culpa,  y  la  culpa  gra- 
ve dolo. 

§  i.  Servio  define  así  el 
dolo  malo:  es  cierta  maquis 
ilación  con  el  fin  de  engañar 
á  otro  cuando  se  finge  una  co- 
sa^  y  se  hace  otra.  Labeón 
dice  que  también  puede  en- 
gañar nno  á  otro  sin  simu- 
lación; y  que  se  puede  sin 
dolo  malo  hacer  una  cosa  y 
íingir.otra,  como  hacen  los 
que  usan  de  alguna  ficción 
que  defiende  sus  cosius  6  las 
ajenas;  por  lo  cual,  el  mis- 
mo lo  define  así:  el  dolo  ma- 
lo es  toda  *istucia,  engaño 
ó  maquinación,  que  se  hace 
para  perjudicar,  engañar  ó 
alucinar  á  otro.  La  defini- 
ción de  Labeon  es  verdade- 
ra. 


COMENTARIO. 


326.  Tratándose  de  la  re8ponsabili<Iad  en  que  una  perso- 
na  Incurre  á  causa  de  sus  acciones  ú  omisiones,  (¡ue  á  otra 
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persona  acarrean  perjuicios,  la  ley  debía  distinguir,  efecti- 
vamente, entre  la  ctilpa  y  el  d'Olo, 

La  culpa  consiste  en  la  falta  de  diligencia  que  á  otra 
persona  perjudica,  si  no  hubo  intención  de  dañar. 

Bl  dolo,  en  pejudicar  á  otro  de  ánimo  deliberado.  (1) 

Como  en  el  titulo  pre/imiiiar  se  definen  el  dolo  y  la  culpa^ 
y  estas  definicione.s  se  aplican  á  todos  los  casos  que  pueden 
ocurrir,  debió  hablarse  no  solamente  de  la  culpa  y  el  do- 
lo relativos  á  la  administración  de  lo.s  negocios  ajenos,  sino 
también  de  la  culpa  y  el  dolo  como  origen  de  los  ciia.v/y/^> 
lito»  y  delitos  civiles^  que  imponen  la  obligación  de  indem* 
nizar  los  daños  y  i>erjaicios  que  de  ellos  provengan;  culpa 
y  dolo  de  que  se  trata  tan  extensamente  en  la  Ley  Áqui^ 
lia,  (2) 

Previas  estas  brevísimas  observaciones  relativas  á  la 
idea  general  de  la  culpa  y  el  dolo,  pasemos  á  tratar,  por 
separado,  de  cada  una  de  estas  importantes  materias. 


(1)  ^'L'inexécutioii  d'  une  ohligiitiou  peni  í>tre  le  ríísultat.  soit  ilii  fait  et 
da  la  volonté  dii  débitenr,  Aoit.  d'  niie  (lause  qni  liii  ^nt  étran^^re,  90it  entiii 
d' on  fait  du  débi toar,  cominÍM  saus  iuteutiou  de  produire  refietqui  s' en 
est  snivi.  Dana  le  premier  ras,  011  cUt  qn'  il  y  a  dol  de  sa  part,  doíué;  daiis  1« 
deuxi^ine,  il  y  a  casfortuit.  casmt;  daiis  Ir  troÍ8Í(>ine,  il  y  a  fautede  la  part 
dn  débiteur,  culpa."    (Mayiiz.  J  172). 

''Respecto  al  acto  ilícito,  la  conducta  del  agente  puede  caiut>iar  de  ca- 
rácter al  efecto  de  originar,  wegún  sus  varias  manife»»tarione9,  diversas  i  nati- 
tucioDesJuridicat».  O  se  ba  dado  vida  al  hecho  con  la  directa  intención  de 
daüar,  ó  bien  esta  intención  no  existe;  en  la  primera  hipótesis,  se  tiene  lo 
que  se  llama  dfo/«;  en  la  segunda,  se  tendrá  la  culpa.^^    (Chironi.  1). 

(2)  D.  IX.  U. 


I 
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^  I. 

I>e  la  eiilpa»    (-) 

327.  Segúu  lo  exprenu  ]>.  Audrés  Bello,  eu  la  nota  al  art 
42  de  su  proyectOj  )a  disertación  que  escribió  Pothier  como 
apéndice  del  Tratado  de  las  obligacioiiesy  es  la  base  de  la 
teoría  del  Código  chileno  en  lo  concerniente  á  la  culpa. 

Dabemos,  pues,  traducir,  en  resumen,  aquella  diserta^ 
ción;  la  cual  constituye  la  historia  tidedigna  de  la  ley. 

"Hemos  seguido"  (dice)  "la  doctrina  común  de  los  intér- 
pretes sobre  la  prestación  de  la  culpa  en  cada  contrato, 
distinguiéndola  en  tres  especies:  imípa  grave^  culpa  leve  y 
culpa  levísima. 

"Según  esta  doctrina  la  culpa  grave,  lata  culpa,  consiste 
en  no  manejar  los  negocios  de  otro  con  el  cuidado  que  las 
personas  más  ineptas  emplean  eu  los  suyos.  Esta  culpa  se 
opone  á  la  buena  fe, 

^^Levis  culpa,  culpa  leve,  es  la  que  consiste  en  no  mane- 
jar los  negocios  de  otro  con  el  cuidado  que  la  mayor  parte 
de  los  hombres  emplean  ordinariamente  en  los  propios. 
Opónese  ella  á  la  (liligencia  onJinaria. 

"En  fin,  levissima  culpa,  es  la  (|ue  consiste  en  no  emplear 
la  diligencia  que  las  personas  más  cuidadosas  tienen  en  sus 
negocios.  Esta  culpa  se  opone  á  la  diligencia  muy  esmera- 
da, ezactiss-ima  diligentia. 

"Los  jurisconsultos  romanos  dividen  algunas  veces  la;» 
prestaciones  sólo  en  dos  partes:  la  del  dolo  y  la  de  la  culpa» 

"La  prestación  del  dolo  tiene  lugar  en  los  contratos  que 
no  exigen  sino   buena   fe,  y   comjirende  en  la  expresión 


<  b 


(-)  Looré.  Xll.  326.  32.— 431.  32.— Potliior  Obligatiou»,  App.— Lebruii.  (Eü- 
«ai  sur  la  prestíitiou  des  fautí»s). — Merliu.  Faiite.  f.  VÍII. — Dalloz.  Obliga- 
tiou8.6S0-«S«.— TouHier.  VI.  230.— Troploiií^.  Veiitn.  1.  361-371.  388-392.  :í94. 
395.  397.— Duvergier.  Vente.  I.  279.— Laiireiit.  XVI.  213-222.— Zachariae. 
(M.V)III.  $548.— Zachariae.  (A.  H.)  IV.  $  308.  u.  2""— Demolombe.  XXIV. 
404-411.— Coliiiftt  de  Saiiterre.  Vil.  54.— Duran  toa.  X.  398-415.— Marcada.  IV. 
505-507.  ter.-Cbironi.  1-38.— D-i  Caurroy.  II.  1071-1078.— Accarias.  II.  662.- 
Maynz.  II.  $  172-174. 
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doltis  no  solaineute  la  uialicía  y  el  áuimo  de  perjudicar,  más 
también  la  culpa  grave^  oalpa  lata^  como  coutraria  á  la  bue- 
na fe  que  se  requiere  eu  el  contrato.  Eu  este  seutido  dicen 
las  leyes  c|ue  culpa  lata  cmiparatur  dolo^  lata  culpa  dolus  est 

"El  segundo  miembro  de  la  división,  que  es  la  prestación 
de  la  culpa,  comprende  las  otras  dos  especies  de  culpa,  la 
leve  y  la  levísima^  levem  et  levissima^  en  la  expresión  genéri- 
ca culpa,  eu  cuanto  ésta  se  opone  al  dolo. 

"Tal  es  la  división  que  se  baila  eu  lu  famosa  ley  Con- 
tractus.  (S) 

"Pero  en  esta  división  de  las  prestaciones,  el  segundo 
miembro,  que  es  la  prestación  de  la  culpa,  se  subdivide  en 
la  prestacióu  de  la  culpa  leve  y  la  de  la  culpa  levísima; 
de  manera  que  se  comprenden  los  tres  grados  de  culpa;  y 
la  Ley  5*  §  2^,  De  Commod  (4),  que  establece  tres  especies 
de  prestación,  se  concilia  con  la  Ley  Contractusj  que  no  la 
divide  sino  eu  dos." 

328.  La  base  del  sistema  sobre  la  culi)a  consiste,  pues, 
eu  distinguir: 

1^  Falta  absoluta  de  diligencia  en  los  asuntos  ajenos: 
2*".  Falta  de  la  diligencia  y  cuidado  que  los  hombres 
prudentes  y  juiciosos  emplean  en  sus  negocios  propios: 

3^  Falta  de  la  esmeradísima  diligencia  que  un  hombre 
juicioso  emplea  en  la  administración  de  sus  negocios  im- 
portantes. 

329.  A  primera  vista  se  comprende  que  tal  sistema  es 
muy  vicioso,  ya  como  contrario  á  la  justiciu,  que  no 
permite  en  ningún  caso  se  exonere  á  nadie  de  la  res- 
ponsabilidad  proveniente  de  no  emplear  en  los  asuntos 


(3)  D.  L.  XVII.  23.  Coiitractu»  quidniíi  «loltini  umiiiui  dnntaxat  reeipiunt, 
qnidaiii  et  doluiu,  et  culpam 

(4)  D.  Xlll.  VI.  Nuiío   v^ideutum  est  quid  vmiiat  in  oomniudati  actioue, 
utrum  dolus,  au  et  culpa  an  veto  et  omiie  pei'iculum.     Et  qaidetii  in  contrac- 

tíbiiSinterdumdolii8  solnm.  iuterdniíi  et  culpam  pTaestainim Coni- 

morlatnm  continet  eius,  oui  comiuodatur;  et  ideo  vt^rior  t^st  Quinti  Mucí  i  seu* 
tentia  existiman  tía,  et  colqam  praeatandam,  et  diligentiam. 
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ajenos  el  esmero  del  buen  padre  deftimüia;  (0)  ya  porque 
taoibiéu  es  iujiisto  exigir  mayor  cuidado  que  el  del  buen 
patlre  de  familia;  ya,  en  tiii,  porque  en  la  práctica  es  de 
todo  punto  imposible  determinar  coo  exactitud  esos  tres 
especies  <le  diligencia  para  coatraponerla»  al  correspon- 
diente descuido.  (6) 


(B)  "II.  \XI1.  111. 2ó hoiuudilJKHUBest  etstiidi(wuHpat«r  fkmiliu. 

ouius  p«Titon>iii  inoiedlbiloMt  III  ftllqno  fiícile  errNBiF 

"Le  bou  pire  de  faniille  «W  celuJ  qai  ent  écimoiiie  et  fmgftl  «luis  araiica. 
hoDorablu  saus  proiligalit^,  propre  ttt  n^ireiit  daui  ss  mise  et  danB  bou  míu- 
f¡,e.  tDaix  aans  liiie;  qiii,  en  mi  iiiot,  nsp  de  Hes  bieuB  tan»  pn  abuaer.  toivoi>N 
prfet  h  les  ri'pHrer,  oii  ^l^)np  A  len  am^IioreT,  pour  leu  traiisinettrH  anz  hAi- 
tUr» que  Ib  natura  «Matoi  luí  oDtdouués."    (ruuUier.  VI.  230) 

L'e-c  presa  ion  hou  pérfi  ilf/iimilU  a.vatit  toujours  il6  priae,  dan»  le  iaungí 
juridiqíir,  pourdésíguer  tw  qu«la  L.  35,  IX  deprob  et  pro»;  appe11eÍDa> 
diligam  el  'Itidiotuí patfrfamiliaii,  il  l'aaT  admettre  qne  les  rédocteors  du  Code, 
euseseiratit  ile  oette  espTe«BÍ<>ii,  Ini  onf  cnnHFirr^  la  m&mí  «ij^nifir-atioD." 
(Zachariac.  A.  R.  {aos.  n.  39). 

(6)  "La  théoriedna  trois  faiite»  exposée  par  PothieT,  et  que  d^saiiteiin  ui- 
cienaavitieuC  it^á  combattue.  piéaentait  dea  apparencea  rtéduiaantes;  inai' 
elledevait  ^T^e  repouasée  par  di^s  aprits  pratiqneH.  En  effet,  quan<1  un  dlñ- 
sait  les  flintea  en  tonrde».  liígireHet  trí^a-i ligares,  pouT  gruduer  la  responsabi- 
litá  du  débitenr  inJTant  qu' i1  ii'availpat  d'iiitérét  au  coutrat  on  qn'il 
y  était  intpreasí,  Koit  nvec  1p  nréancier.  soit  exclnsivsiuent,  on  semlilail 
avoir  tronTi^  une  mesure  Infiíillible  de  la  reapnnaabilit^  et  aroir  toiutiail 
lea  qneationn  de  (but«  h,  Varbitraiie  du  Juee.  Maia  rr  u'étiiitlit  qn' nii> 
appareoce.  Le  poinideoomparaiBon  diipeudait  Mujdum  de  I' AppréDÍatioa 
albitrairp  diijnge,qiii  ponvait  sefalTe  une  idee  pina  ou  moins  sitr^Te  delí 
diligeucn  d'  no   bon  pire  de  famille,   poar  le  ubb  de  fliute  légíre,   on  d«  U 

ñ rauda  diligence  ^kiut  ]r  raade  respousahiliy  de  la  fíiui«  tcíiii-liSgére.  Aiosi 
)  vendeur  d'  un  animal  I'  anra  laiasé  paltie  daña  un  pan:  ma]  eJos,  el  Y 
animal  ama  Mé  vn\é:  1»  fait  dn  vendeur  Hurait-tl  ou  non  éCé  eommis  par  nn 
bon  p^Te  de  famille!  Deiisjnffea  diU^rents  peuvent  n^BoudTe  cette  queatioo 
dÍTersetuent.  saDN  qu'auonn  d^eux  ai  t  mí  con»  n  la  réglede  la  loi.  Laprf 
tendne  rigli'  u'avuit  donr  i]u'ue  exiatence  purement  unminale,  «t  1  ob 
eonipreiid  qne  leCode  tivil  ail  '■heruhí  á  simplifier  la  tbíorie  eu  a' en  díba^ 
rasaaut."    (Uolmrt  de!4ant«ire.  V.  Blbía.  L) 

''La  théorie  de  la  preatatiou  dea  íhutea  eat  ana  des  p1u«  ubscnna  dn 
droit.  Daua  I'  aucien  droit  frangís,  les  aiitpiíraquí  snivaieut  á  cet  égaid  1«* 
errelneuta  du  droit  mmain  diatinguaieut  troia  espéces  de  Wtea:  la  &alf 
I  o  urde, '«lo;  la  fant*  líg&rfi.  íerf»;  et  la  íuute  t^és-leg^^e,  íeciMÍmo,  qniroi- 
teapondaient,  l;i  premiére  ani  omissiouB  cjae  les  peraouues  lea  ulna  boraM 
et  lea  (ilus  néKlijírntfs  ne  roninietlent  pas  daus  lenrs  propres  affairea;  la  <*■ 
oondeauzomiaaionBqneiieaomnaetteotpaalecommundeahomtaesonleboi 
p^te  de  famille;  la  tTai8i^mo  anxoniiasiouHqu' evite  le  pére  de  fainille  tiit- 
aoignenxi>t  tr^a-diligent.  D'auttes  n'  admettaient  an  cciutraire  qnedeox  m- 
pí>i;ea  de  íáutea  qut  ae  nieaiiraient  I' une  sur  la  diligenre  qu'un  hcimme  att<n' 
tif  ¿  aea  alfaiTea  a  routum^  d'y  apporter,  i;HaI«>i  dUígmipaterfamiliat  e4kHe- 
re$elet:  et  l'aulrusnr  ladiÜKenrequeledébiteurdeqní  ou  1' exige  a  coala- 
med'appovteráaeB  propr^e  atfaireB,  rebaí  «uíi  cottsuetam  diligmliaot.  Uaná  le 

Eiremier  lian,  c'était  une  fante  lé^re;  daña  leeecond  oaa,  o'était  nnefiíntc 
ourde.  Mala  cea  clasitioationa,  quiavaientíté  ftirt  uritiqnéea,  aoit  oomme 
inoomplfeteS,  aoit  oomme  inexact«B,  aoitcomme  d'une  applioation  diffl«il> 
,  dónala  pratíque,  n'ont  pas¿tíadiniaeaparleCode,et  l'aft.  II3T lea tpJeI;», 
»u  douuaut  Hux  fantei  un  rígiilat«uiooiDmiiu  qni  «etla  diligeaoedn  búnpt- 
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Pothier  siguió  á  ciegas  el  sistema  de  los  glosadores,  tan 
aflciotiados  á  las  divisiones,  subdiviciones  y  sutilezas;  pues 
las  leyes  romanas  no  establecían  la  distinción  de  la  culpa 
en  grave^  leve  y  levísima. 

Mucho  se  ha  controvertido  sobre  si  en  realidad  la  ley 
romana  distinguía  bistres  especies  de  culpa. 

Uno  de  los  primeros  que  combatieron  esa  opinión  fue 
Tomasio  (7).  Le  Brun  escribió  después  una  disertación 
para  manifestar  que  Pothier  había  incurrido  en  error  al 
distinguir  las  tres  especies  de  culpa.  (8) 


re  de  íkmille,  tont  en  se  réservant  de  demander  plus  on  moinSí  relativement 
k  oertains  contrata  qni  ponrraient  se  contenter  d'nne  dilic^ence  nioins  éclai- 
Tée,  on  en  rétslamer  une  pins  active.  II  ti'est  done  pTns  permis  de  par- 
ler  anjonrd'hnl  de  íkntes  lonrdes,  de  fantes  lég^res,  de  rautas  tr^s-]<^- 
géres.  Sans  donte  ii  y  a  des  fantes  qni,  á  raison  des  circonstauces,  de  la 
poüition  des  parties,  des  obligations  particnliéres  qni  leur  sont  iraposées,  sont 
pías  graves  on  plus  légéres  les  nnes  qne  les  antres.  Mais  i1  n'y  a  pas  de 
fjinte  qni,  considérée  en  elle-méme,  aontraction  faite  des  rirconstAnücs  de 
lien,  de  tenips,  de  personnes,  puisse,  dans  le  systéme  actnel  dn  Code,  ^tre 
olass^e  d'  aprésdes  données  abstraites  et  nne  mesnre  invariable  et  absolue, 
comme  füute  lonrde,  comme  faute  legare,  on  comnie  fante  tr^s-légére.  La 
^avité  de  la  fante,  son  existeuce  m^me,  est  tonjours  en  rapport  avec  son 
impntabilitéy  c'est-á-dire  avec  les  circons  tan  ees  daus  lesquelles  elle  se  pro- 
diiit.  Oüil  n'  y  a  pas  defait  imputable,  ]<^ga1enient  il  n'y  a  pas  de  íaute. 
On  ama  dono  beau  classer  et  déterminer  les  fantes,  in  abstracto,  par  compa- 
raison  á  des  types  imaginaires  et  égulement  abatrait»,  il  fandra  toujours  daña 
la  pratinne  les  considérer  in  concreto^  se  teñir  aupr^!4  dn  fait  et  aui  vre  les  don- 
nées réeiles  de  l'aflFaire  poiir  d<5terrainer  rexist<>nce  et  T  importan  ce  des 
fantes;  etalorslesdivisions  théoriques  sont  plut^>t  un  embamia  quMiu  se- 
conra:  la  aenle  loi  c*  est  la  consoience  dn  jnge.  Si,  par  une  r<^m¡ui8cence  dea 
anciennes  dénouiinatious,  Part.  1137  prend  pour  teruie  de  comparáiaon  dea 
soínsdus  parcelui  qui  est  tenn de  veiller  illa  conservation  d'  uu«  chose,  lea 
soins  d' un  bon  p^re  de  famille,  11  n' a  pu  vouloir  u'.ainteuir  une  claaaifica- 
tion  que  aes  termes  ex  el  uent;  et  alora  qu' il  n'a  aucuu  <5tal()n  commuu  au- 
quel  puisse  ae  rapporter  et  ae  meaurer  la  diligeuoe  d'  iiu  bon  pére  de  faní Li- 
le, prendre  un  «^tre  <le  raiaon  comme  un  modele  fixe  et  immaubb*,  ct  promul- 
gner  ainsi  nne  regle  sans  aanction  et  surtont  aans  application  possible.  1/ 
art.  l\?n  ae  resume  en  un  conacil  aux  jugea  de  u'avoir  ni  trop  ue  rigueur  ni 
trop  d'indnlgence,  et  de  ne  demander  au  débiteur  que  les  soiiia  raiaonnablc- 
ment  dus  s\  la  chose  qu'  il  est  cbargé  de  conserver  on  de  faire  soit  i\  raiaon  de 
aa  natnre,  aoit  ü^  raison  des  circoustancea  variables  h  rinfmi  qui  modifient 
son  oblígation  imur  la  reudre  on  pina  larae  ou  pliiH  étroite."  (Zacbariae.  M. 

V7)  Diasertatio  de  ñau  practico  doctrinae  de  eulparum  praeatatione  in 
contrac tibna.    U.  Diosertationuní,  pag.  1006. 

(8)  La  disertación  de  Le  Brnn  está  publicada  al  fin  del  Tratado  de  las  obli- 
Kaoionesde  Pothier,  y  originó  la  diaertación  ya  traducida.  No  copiaraoa  la 
de  Le  Brun  povqne  e«  mny  extensa,  y  porque.  Vomo  lo  observa  May  1175,  adole» 
«e  de  graves  errores. 
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Los  jurisconsultos  modernos  más  notables  se  acuerdan 
al  afirmar  quese^^lin  el  Derecho  romano  no  se  distinguían 
sino  dos  esjiecies  de  culpa.  (9) 


(9)  **Une doctrine  qni  a  longlemps  prévaln  reconnalt  entre  le  cas  fortnit  ct 
la  faiite  appréciée  íi»  ahstratOy  nne  nutre  faiite  que  1*  on  iiomme  tres  lézére;  et 

Í»aT  nnedistributioD  tropsymétriqnepent-íítre  por  <*tTe  parfaitemeuT  vxaie, 
ei  xmrtisans  de  ce  systoine  opposent  Tes  personnes  qui  s^obligent  grataite- 
ment,  comme  le  dépositaire,  aiix  personnes  qni  tirent  dn  contrat  un  avanta- 
lii^e  exclnsif,  et  spécialement  an  coinniodataire.  lis  limitent  la  responfu&bilit^ 
des  preiui<>res  an  dol  et  k  la  fante  jCfravc,  córame  ci-dessus;  inais  iís  <^tendent 
laresponsabilité  des  secondesjusqn'a  la  faute  tres  lég^re,  tandis  qn' entre 
íies  deux  extremes  la  fante  lí^pere  íornie  un  ternie  raoyen  pour  la  vente,  le  ga- 
ge,  la  80ci<^té.  et  les  antres  contrats  qni  otfrent  anx  i>artie8  des  avanta^^^  r^ 
oiproqnes. 

Poiir  accorder  ce  systeme  avec  les  textes,  ou  invoque  les  superlatifs  de  Ga- 
íns,  diligenti88imun  jiaterfamilian  on  exaetiatima  diligeniWf  et  lorsqn'on  let 
tiToave  appllqués  an  commodataire,  on  en  tire  une  conclusión  viotorieuse; 
raais  bientdt  lesmémes  superlatifs  se  recontrent  en  matiéra  de  lona^e,  et  le 
positif  «rrtcííi  rfi7í(7íwím  replace  sur  la  raéme  ligue  le  commodat  et  le  gage: 
alors,  pour  l'honneurdusystcme,  on  declare  que  le  superlatif  est  employé 
abusivement  pour  le  nositif,  et  réciprocjuement  Cett^j  rossource,  qnoique 
trbs  comraode,  n' explique  pas  les  décisions  forraelles  qni,  d'  une  part,  assi- 
milent  le  commodat  au  gago,  ct  d^autre  part  établissent  une  si  grande  difTí- 
rence  entre  la  responsaVilité  du  dépositaire  et  la  responsabilité  non  nioins 
gratuite  negotiorun  (fcstor.  II  faut  nécessairement  admettre  des  exceptiona. 
et  alors  ellos  devieniieut  trop  nombreuses  pour  ne  pas  andautir  la  ríígle/' 
(Du  Caurroy.  II.  1075). 

**0n  distinguait  liabituellemcnt  trois  degrés  de  faute,  culpa   lata,  levis^  U- 
r,i88ima,  et  on  déterminait  de  la  maniere  suivante  laprestation  de  la  faute: 
Le  débiteurqui  ne  retire  aucun  avantage  durapport  obligatoire  n'eat  tenn 
quede  rnlpa  lata;  si  les  deux  parties  y  ont  int¿ret,  elles  sont  tenues    Tune 
et  V  antre  de  (mtpa  Jcrifiy  c'  est  fi-dire  dea  suins   d'  un  bou  p^rs  de  famille;  en- 
fin  si  l'une  des  j)artie8  retire  seule  un  avantage,  elle  est  tenue  de  culpa  le- 
ri88lma,  c^est-á-dire  des  soins  les   plus  minutieux,  de  sois  plus  grauds  qne 
ceux  dMín  bou  p^^e  de   faniille.     An  premier  abord,  cette    tbéorie  peut  pa- 
raltve  séduisante  á  cause  de  lagraiiatíon  des  autith^ses  qu' elle  renferme. 
Mais  un  examen  quelqne  peu  approfundi  démontri'   bientÁt  qu'elle  est  in- 
compatible avec  lesdí^cisionsromaiiies  et,  de  j)lu8,  imtnaticabíeet  contralre 
e  1' ¿quité*     En  eífét.  le  terme  ineme  de  culpa  leriaslmn  no  se  trouve dans no» 
sources  qu'  une  seule  fois  dans  un  fragment  d'  Ulpien,   et  dans  ce  passage,  il 
n'a  aucuue  significatioii  te(tbnique;  spécialement  il  n'y  est  point  opposé  a 
rulpa  Jala  ou  h  rutpa  levin.     il  ne  s'  agit  pas   d'  ailleurs  dans  ce  texte  ilu  doni- 
mage  qu¡  resulte  de  1*  inexécution  d'  une  obligation,  mais  du  domu  age  can- 
sé par  un  fiit  sniis  qu'  il  y  ait  obligation  prcexistaute;  or.  dans  ce  r:i8,  il  est 
inutile  d'établirdes  degrés  de  faute,  v>ar  la  raison  que  la  plus  légiie  fante 
siiflfit  déjfi  pour  nous  rendre  responsables  du  douimage  qui  en  a  éte  la  suiír. 
Pnisque  rnlpa  Ieri8  est  le  manque  des  soins  d'  un  bou  p^rede  famille,  c'est- 
íi-dire  d*un  liomme  essentiellement  attontif  et  soigneux.  culpajevlsaima  áe- 
vrait  ctre  le  manque  de  soins  encoré  plus  grands;  or,  la  loi  n'exige  nnlle  part 
des  soins  plus  étendus  que  ceux  d*  un  lionnne  essentiellement  soi^pieux  et 
attentif.     Nos  sources  nementionnent  janniís  qne  culpa  l*^vi8  quand  il  s'  agit 
d'  indiquer  un  degré  intermédiaire  entre  ca8ft8  et  culpa  lata;  il  ne  reste  done 
pas  de  place  h>  assigner  a  culpa  leri88ima.    C  est  á  tort  qu*  on  argumente  a 
contrario,  en  disant  que  les  termes  exacta  et  exacti88ima  diligentia  demandent, 
comme  an  titilases  lr,vi8  et  levi88ima  culpa.     Car  dans  les  passageR  uii  ees  ter 
mes  se  recontrent,  le  superlatif  exacífMt'yn a  diligenim  n'  a  aucnne  valenr  tech- 
nique;  ce  qui  leprouve  a  tí>ute  évideuce,  c'  est  que  Jes  lois  lui  opposentfor- 
meliement  la  culpa  levia.     Enfin  la  gradation  tripartito  de  la  prestatioii  des 
fautes  manque  de  raison  d'  htve.    Les  Romains  distinguent  denz  hypothésea: 
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Si  bien  el  art.  1137  (10)  del  Gódi^  de  Napoleón  oq 
habla  Bino  de  )a  diligencia  que  debe  emplear  el  buen  pa- 
dre de  familia,  los  expositores  del  propio  Oódigo  contro- 
vierten sobre  si  éste  distingue  las  tres  especies  de  culpa 
de  que  habla  Potbien   (11) 

No  compréndanos  cómo  D»  Andrés  Bello,  que  debió  tCr 
ner  á  )a  vista  la  disertación  de  Le  Brun  y  las  doctrinas  de 


celle  dans  laquelle  uons  ue  retirons  auean  avantage  de  V  obligation  et  oelle 
dans  laquelle  noQ8  en  retírona  nn  avantage.    Dans  la  prMni^^  nona  n»  ré- 

Sondons  que  de  uolxe  dol  et.  de  notre  faute  lourde,  tacdis  que  dans  la  aecou- 
e,  noas  aóinniefi  teiras  deaoius  d'  un  bou  pt^redefaniUIe.  Cela  est  parfai- 
t«ment  lo^qne  et  éqnitable.  Mais  re  qni  ue  V  est  pas,  e'  f^nt  de  uons  impo- 
ser  une  pln«  grande  reAponsobilit^  dans  le  caá  oü  V  autnre  partie  n'att-end 
point  deproñt  dn  rapport  obli^^toire  danii  lequel  noaa  uoiis  tronvous  yia-fi- 
Tía  d'  elle.  Kn  ellet,  le  motif  qm  determine  notre  TespouMbilit^  doit  ^tre 
une  cauHe  residan t  eu  noun  et  non  pas  quelqne  chose  qui  vient  du  dehors, 
On  comprend  fort  bien  que  uoua  soyous  t<enuH  de  pina  de  hoíus  quand  nona 
avons  nn  intér^t  daña  une  obligattou  f^ne  lorsqne  noua  a^Uaona  par  puré  ]Í- 
b4$ralit¿;  mais  la  qiiestiou  de  savoir  ai  la  partie  adverse  y  gague  ne  doit  pas 
exercer  d'  influence  sur  notre  reapousabilité.  D'ailleura  serait-il  éqnitable 
d'exiger,  dans  nu  cas  queU'onqae,  des  soius  plus  ét-endns  que  oeux  d'nn 
houune  •^sseutlelleiuent  soip^enx  ot  att>entif?  Le  législateur  qui  Je  ferait 
irait  certas  an  deJá  des  limites  Inu^ées  par  la  nature  ubme,  et  créerait  arbi- 
trairenieut  nn  syst<>me  imposaible  u  réaliser  dans  la  pratiqm.^*  (MayuK.  II. 
i  174). 

(10)  ^'L'oVdigatíon  de  veiltur  a  la  cunservatiou  de  la  cbosc,  soit  que  la  con* 
vention  n'  ait  ponr  objet  que  1'  utilíté  de  V  une  des  parties,  soit  qu'  oUe  ait 
ponr  objet  leur  ntilit^  cunimuue.  soiimet  celui  qui  eu  est  chargé  á,y  apporter 
tons  les  soins  d'  nu  bon  p<^re  de  faniille. 

''Cette  obligatlou  est  plus  ou  uioins  éteudue  relativemeut  íi  certains  con- 
trata, dout  lea  eftets,  a  cet  ^gard,  sont  expliques  sous  les  titres  qui  les  con- 
«íement." 

(11)  *'La  división  tripartite  des  faules,  qui  étuit  assez  géuéralemeut  adop- 
t<^e  par  les  ancieiis  interpretes  du  Droit  roiuaíu  (vulpa  est  re!  hiUit  ^^^  l^vh,  vel 
tevinsima),  a-t^-elle  été  uiaintenne  par  le  Code?  l^es  auteurs  sont  loin  d'  (>tre 
d*accord  sur  cettequestion.  Pi-ondhon  enseigue  que,  sauf  quelquos  modifí- 
cations,  la  doctrine  des  trois  espéces  do  fautes  a  éte  (^onsacree  par  la  nouvel- 
le  l<^gislation.  M.  Dnrantou  prétend  quMl  n\y  a  pas  d' incon veniente  í^ 
suivre  cíette  doctrine,  dans  les  cas  oíi  1«  Code  nt*  »- est  pas  formellement  ex- 
pliquf^  sur  la  nature  déla  fsutt*.  dunt  le  débitenr  est  responsable.  Toullier 
pense,  au  eontraire,  qne  la  Th^íirie  dea  interpretes  a  H¿  formellement  reje- 
tée,  et  que  le  dí^bitenr  est  responsable  de  Aes  fautes  les  plus  l^g»>res.  .  M.  d' 
Hauthnille,  appliqnaiit  au  Droit  frauyais  la  tb^orie  pr^seutée  par  M.  Hasse 
sur  la  prestation  des  fautes  en  Droit  roniaiu,  n'admet  que  denx  especes  de 
íaute:  la  faute  grave,  oorrespondant  a  la  diligentia  in  eonereto,  et  la  faute  1<^- 
gére.  correspondaut  a  la  diligenüa  ht  abslracto.  iV  est  dans  uu  sens  analogne 
qne  sN»at  prononc^  M.  Larombíftre.  Appelés  a  nous  décider  an  milieudeoe 
conflit  (i'upinious,  nous  avouerons  qu*an<5une  d' elles  ne  nous  satisfait. 
Ku  efFut,  il  parait  évidemnieiit  résulter  de  l'art.  1137  et  de  V exposé  demoiifs 
presenté  par  Higot.-Pr(<^amenen,  et  du  Rapport  fait  au  tribunat,  par  Favard, 

3ne  les  r<^dateursdn  (-oilt^  ont  voulu  abroger,  du  moins  en  tbose  genérale,  la 
octrinedes  interpr<*tes.  Et,  cepeudant,  on  ue  peut  se  dissimuler  qu'il 
existe  dans  le.  Code  di  veroes  traces  de  cette  doctrine. '^  (Zachariae.  A.  R. 
IV.  «  a08  n.  2*».) 
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lott  redactores  del  Código  de  Na{M>león  acerca  de  la  colpa 
(12),  hubiese  aceptado  á  ciegas  las  anejas  distinciones  de 
los  glosiulores. 

330.  Ya  observamos  (326)  que  los  dedniciones  de  la  cul- 
pa dadas  en  el  art.  44  del  Código  chileno  son  del  todo  defi- 
cientes; pues  no  c(»niprenden  sino  la  culi>a  que  se  reñére 
á  los  contratos  ó  cuasicontratos,  mas  no  á  los  delitos  y 
cuasidelitos,  otra  fuente  de  las  obligaciones  según  el  art. 
1437. 

Nos  limitamos  ahora  á  las  divisiones  de  la  culpa;  al 
comentar  los  arts.  1547  y  2314  trataremos  así  de  los  ca- 
sos en  (]ue  el  deudor  es  res|>onsable  de  la  culpa  grave,  leve 
y  levísima,  como  de  ac]uellos  en  que  se  presta  la  culpa 
aquiliana. 


(12)  **Lefi  KonmiiiM"  (decía  Bigot-Préamenen),  ''avaieut  cru  pouvoir  tUstiu- 
guer  les  différens  degrés  de  fautes  qui  se  cumiiiettent  dans  l'exécutiou  des 
couventious.  La  faute  la  plus  grave  <^tait  non)ni^.e  Inta  culpa  rt  dolo  próxima. 
lis  distiiignaicut  les  aiitres  faiites  sons  ees  noms,  culpa  lerts,  rnlpa  lerisnitiM. 
Daus  les  coutrats  (jai  lie  coucernaieut  que  l'ntilité  (tes  irréanuiers,  tels  que 
le  dép/\t,  le  dépositaire  était  seulement  tenu  Itita  culpa.  Si  le  coutrat.  tel 
Que  lávente,  avait  été  forui<^  pour  Putilit^  des  deux  parties,  le  vendear 
^lait  tena  le  vi  culpa:  si,  comme  dans  le  prót,  l'avantAge  du  d<*hit<*ur  avait 
fité  senl  consid<5ree,  il  í^tait  tenn  culpA  lerissima. 

''(^ette  divissiou  des  fautes  est  plus  ingénieuse  qu'ntile  dans  la  pratique: 
il  n'  eu  fant  pas  moins  sur  chaqué  fHute  vériñer  si  l'obligatioudu  débitenr 
est  plus  ou  uioins  stricte;  quelest  IMutérot  des  parties;  coinnient  elles  out 
enteudu  s'obliguer;  quelles  sont  les  eirüonstauces.  Lorsque  la  uonsoienc« 
du  jugea  <^t<5  ainsi  «^clairée.  il  n'apiíM  hesuiu  de  rogles  genérales  poiirpr»- 
noncer  suivant  l'équité.  La  théoríe  dans  laquelle  ou  divise  les  fautes  en 
plusieurs  classes,  sans  pouvoir  les  d<^terminer,  ne  pent  que  répaudre  uue 
fausse  lueur,  et  devenir  la  matiere  de  oontestations  plus  uombreusen.  1/ 
équité  elle-níí«me  repugne  h  des  idi^es  subtiles.    On  ne  la  reconnalt  qu'  a  cet- 


tesiniplieité  tyú  frappeí^  la  Ibis  Tespritet  le  eoeur. 
*'C*  est  ainsí  qu'on  a  décid<^  que  oelui  qui  est  obligé  de 


veiller  k  la  couser- 


vation 


d'une  «'hose  doit  apport«>r  tons  les  soins  d'un  bou  uere  de  faiuille. 
soit  que  la  (5onvention  u'ait  pour  objet  que  1'  utllité  d*  une  «les  parties,  soit 
qn'elleait  pourobjet  leur  utilité.coniniiuie;  niais  que  cette  obligatiou  est 
plus  ou  uioins  étendne  ii  Tégard  de  certains  coutrats,  dout  les  effets  sont 
expliquí^ssou*  lesTitres  qui  lesroneenient.''     (Loer^.  XIL  326.   32j. 


r 


MI. 

I>el  dolo.  (-) 

• 

331.  Lh  deñnicióit  que  da  el  artículo  que  coineütainos 
8e  limita  á  una  de  lasi  acepciones  jurídicas  de  la  pala- 
bra dolOy  esto  es,  los  actos  que  de  ánimo  deliberado  ejecu- 
ta el  deudor  para  eludir  el  cumpUmiento  de  sus  obligacio- 
nes. (13)  La  tleficencia  proviene  de  que  Bello,  al  definir  el 
dolo,  no  se  tijó  sino  en  la  doctrina  expuesta  por  Pothier 
en  la  disertación  concerniente  á  la  culpa  (327). 

Deíiuicudose  el  dolo  en  general,  era  necesario  determi- 
nar todiis  sus  acepciones*  técnicas,  ó  por  lo  menos  decir  que 
el  dolo^  contrapueHto  ála^vulpa^  consist<í  en  la  intención  po- 
sitiva de  irrogar  injuria  á  la  iH?rsona  ó  propiedad  de  otro. 

"La  expresión  (ZoZífs",  dice  Savigny  (14),  "designa,  en 
general,  la  violación  de  la  buciui  fe,  tan  necesaria  en  todas 
las  transacciones  sociales.  La  i<lea  de  dolo  es  susceptible 
de  varias  niodifica(;iones.  He  aquí  las  más  exactas  y  las 
más  fecundas  en  consecuencias: 

1*.  Actos  ejecutados  delibcracbímente  por  el  ileudor  con 
el  objeto  de  eludir  sus  obligaciones.  Es  el  (íoZíe.v  en  mate- 
ria de  obligaciones,  y  se  opone  á  la  eidpa  y  al  cmus: 


(-)  Savigiiv.  UI.  í  115.— Vil.  Í33a.— Locré.  Xll.  m).  13.— PotliitT,  Obliirii- 
tions.  38.— Merlin.  Dol.  n.  I.— Dalloz.  Obligfttious.  198-308.— Toull i w.  Vj. 
8ÍWÍ9.  95.— Lanrent.  XV.  532.— XVI.  Ul.  442.— Zachariae.  (M.  V.)  III.  $  ^U. 
— Zachariae.  (A.  K.)  1.  í  37.— IV.  843  bJH.  ii.  3".— Düiiioloinbf .  XXIV.  165- 
174.— Duianton.  X,  lti5-167.— MasHi?.  111.  150».— Bédarride.  I.  1  «.  12-30.  42^ 
49.  89.  90.  94.  95.— Chironi.  1.— Ortolau  (O).  l6o.— .Mayii/.  11.  $  172. 

(13)  *'Poar  qiip  le  Aommage  proveiiaii fc  de  1'  inexécntioii  iV  nim  obligatiow 

f»uls8e  élire  attribnéan  dol  da  debite iir,  il  íant  d^abordiiaturelleiiieiit  qm^ 
'inexécation  8oit  la  couséquence  uécessaire  dn  fait  du  d^biteur;  maie  il 
iaut  de  plafl  que  ce  falt  pillase  luí  etre  inipiit^  eouime  íaitiiiiiHible,  i''e8t-iV 
dire  qn' il  y  ait  ea  de  Ha  part  iiiteutíon  dt^  le  couiinetre  et  de  cuuMer  nii  doiii- 
mage.  II  s^ensait  qu'il  ne  saurait  otre  quentiojí  de  dol  qnaiid  il  s^a^it  d' 
Que  personue  a  laquelle  on  ue  peat,  eii  general,  iinpiiter  une  aotiou.  Le  dol 
SQppoae  totgoiiTS  nécesBaireineut  nne  iutention  iioaitive,  oelle  de  nuire;  inaiH 
(^ette  intention  pent  se  manlfest-er  dMine  nlaui^re  po.sitive  <mi  ii<^gative,  par 
UD  fait  on  par  une  omisaion.^'  (Maynx.  l\,  $  172.  1). 

(14)  III.  j  115.  '       . 
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2".  Error  caüüadodeliberatlauíente  y  quedetermiua  una 
declaración  de  la  voluutad.  En  esta  acopvióo  especial, 
dolitít  significa  falsi6cac¡óo  de  la  verdad,  y  á  tan  veces  e» 
8Íuómmo  defraude.  X  esto  debe  añadirse  la  intención 
malicioHa,  es  decir,  cualquier  acto  ejecutado  cun  el  objeto 
de  perjudicar,  independieiiternent«  del  provecho  que  de 
ello  puerta  obtenerse." 

332.  En  el  segundo  sentido,  los  jurisconsultos  modernos 
han  aceptado  la  deflnición  de  Latieón,  copiada  en  las  con- 
coráancim.  (15) 

Aunque  en  la  mayor  parte  de  los  casos  el  dolo  con- 
siste en  palabras  ó  en  bechos,  también  lo  hay  en  el  si- 
lencio, cuando  la  buena  fe  exige  que  uno  de  los  eoutra- 
tant«s  á6  explicaciones.  De  a)ii  proviene  que  los  juris- 
consultos han  distinguido  el  dolo  en  pmitivo  y  negativo: 
positivo,  las  palabras  y  los  actos,  que  ojtuestos  á  la  buena 
fe,  inducen  á  engaño;  negativo,  cuando  la  reticencia  y  el 
silencio  son  la  causa  del  error  en  que  la  otra  parte  iucurre. 
En  el  Dlgesto  (XVIII.  I.  43)  hallamos  un  caso  notable  del 
dolo  negativo:  Dohim  maium  a  se  abexse  pfaestare  venMtof 
dfíbelí  qili  non  tantum  i»  eo  qnifallendi  eauM  obscure  toqui- 
tur,  xed  etíam,  qai  insidióse,  obMiure  dimmnlat.  (16) 


(IB)  "La  I^y  Toiuaua  (letluH  el  ilulu:  omnim-allidatiiifalíatio,  naehinaliu  ci 
/alUndam  alln-Hm  aMt  lifipie^um  adhibita.  Segiiu  loa  ¡ntérpretea,  callidilat 
aigníHou  la  dliiíuialwii'Di  aiClSoioaa:  fallatío,  r\  lengn^e  uiitiiislero;  wiaciii- 
natio,  la  inltiaa  nrttMu  pura  rumegniT  el  ot^lcto.  Ksta  drfiuicidii  AhmnB  rfee- 


naho,  la  inltiaa  nrnulu  pura  rumegniT  el  ol^lcto.  Ksta  drfiulcióii  a 
tivamsute  todos  loa  m«dioa  que  iv  pueden  ciiiplear  para  enfcsHar 
(Vélez-Sarstteld.     Anotioiouen al  air.  ^1  >I«1  Cf(MÍKo  aiventino). 

"il  fallait  puur  Ib  dol  iiiiu  ilésinnatioii  qiit  oe  H'appIqmU  qn'A  lni<>t<]ni 
le  carao Wiisílt  d'  une  niaiiyrt)  priíoisc  et  iiou  éqiiÍT<iqn».  Eu  eouiM<quenr». 
Lal)eon  le  défluLMait:  »witi>  falliditat,JatlaHa,»iirkÍHnlÍo.  ad  rirmnituieu- 
ittim.fallmtlam,  dfeipiendam  allerum  adnibila. 

"Üftte driflnltioD  fnt  adtnÍ8t9parle«Jartsconsn1t«(in>iiiBÍLin;  elle r^[>oudait 
par&ltcmenl  tk  T'lñf'e  qu'nn  pentnc  fhire  dndolet  Aen  pariM'tí'rea  lecmiili- 
tottut.  Ku  effet,  le(!oni'«im  ilt'  inanopuTTe:^ déloyalea et  d'nti  pnSjndii'f  poní 
la  partie  contractanti'.  d^ttit-rmiue  nettument  la  iialure  du  do)  et  ¡«oii  olijel, 
indique  le douhiefuiidement  de  Tactlon  onrerte  ik  celul  qnl  en  a  été  victi- 
me,  otillon  qn'  ripinii  explique  eu  cen  l.nrmes:  Xe  reí  iíli>  mulltlit  tsa  rit  ftrro- 
ta,  rrUtliigÍHtpíiiilindaiiiioint.''    (Bédairidf.  I.  15), 

LO  proi-ede  con  dolovulu;  al  rual  no 
u  otaiidad  por  «iiKAñar.  sino  liimbi^n 
4>  In  folta  d«  i-laridad. 
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333.  8i  bien  el  dolo^  como  falsificación  de  la  verjdad,  tse 
asemeja  al /raieiíe,  y  en  alguuoH  casos  las  dos  palabras  son 
sinónimas/ no  siempre  se  emplean  lodistintamente  (17); 
pnes  el  dolo  consiste  eñ  los  awlides,  maquinaciones  y  ailn  reti- 
cencia eoudncentes  á  inducir  en  error;  y  elfratíd^ij  en  oca* 
sionar  perjuicios  de  mala  fe,  bien  á  la  misma  i>ersona  con 
quien  se  contrata,  bien  á  terceros.  Así,  decimos  que  el 
dolo  (no  el  fraude)  es  uno  de  los  vicios  del  consentimien- 
to, cnando  las  maniobras  empleadas  por  nna  de  las  partes 
han  inducido  á  la  otra  en  erroi^  y  que  el  deudor  enajena 
sns  bienes  en  fraude  (no  dolo)  de  los  acreedores,  cuando, 
desprendiéndose  de  aquéllos,  impide  que  éstos  sean  pa- 
gados. 

334.  Eu  resolución,  del  sistema  mismo  del  Código  civil, 
mas  DO  del  art.  44,  se  deduce: 

1*".  Que  dolo  significa: 

a)  Actos  ejecutados  deliberadamente  por  el  deudor  pa- 
ra eludir  el  cumplimiento  de  sus  obligaciones: 

b)  Artificios  de  mala  fe  para  inducir  á  otro  en  error: 
2^.  Qiie  en  esta  última  acepción  el  dolo  se  denomina  á 

las  veces  fraude;  pero  las  dos  palabras,  dolo  y  fraude^  no  se 
usan  indistintamente. 


(17)  **Le  dol  et  la  fraude  iiont  deux  chosea  dUtincte«:  le  dol  eat  P  art  de 
tromper  la  personne  qu'  on  dépouille;  la  fraude  est  f^aliii  de  violer  les  luis  eu 
trompant  lea  magia  trata  on  lea  tiera  par  la  forme  deaactea.    Cea  deux  faitü 

SHivent  aetroiiTerrénnia;  ilapenvent  auaai  exiater  aü^parémeiit '^  (Dallos, 
bligationa.  198). 

**Lea  mota  dol  et  framle  aoiit  aoiivent  r<^uuÍH  et  coiifoiiilua  dau»  lea  oenvre«i 
denoa  jnriacaiiaultea.  Cette  confuaiou,  qni  iiVxtMtait  paa  daus  ledroitro- 
maiiiy  «Mt  tnadmiaaihle.  Sana  don  te,  le  «lol  et  la  írande  ont  dea  caraoteiea 
oommnna,  auhiaaent  daua  leur  reehercbe  l'euipirc  dv  principea  unalognea. 
prodniaseTit  dea  effeta  identíqnea.  Mais  il  y  a  entre  enx  des  diftV^rencea  no- 
tablea  daña  lenr  uatore,  daña  lenr  origine,  nonvent  m^me  daña  lenra  réaultata. 

Alnai,  ledo]  ne  pent  exiater  aana  l'emploi  de  manoeuvreH.  inipntablea  á 
V  nue  dea  partiea,  on  exécnt^^ea  daña  aon  intére^t  par  nn  tiera. 

La  fraude,  an  coutratre,  ne  r<^aide  le  pina  ^4ouvent  que  daña  1'  exéentiou  d' 
un»9  convention  licite  et  jnate,  elle  n' exige  auoune  manoenvref  elle  eat.  daña 
í'ertain  caá,  conoertée  entre  tontea  lea  partiea  contracta n tea. 

"Le  dol  vicie  eaaentiellement  le  coutrat. 

**La  fraude,  m^me  convenue,  n'a  aouvent  auenue  inÜneuce  aur  la  validit^^ 
et.  ooua^qnenment,  aur  Tex^cution  íi  donner  j\  la  conventiou."    (Bédi^rride. 
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ARTÍCULO   45 


Art.  45.  Se  llama  faersa  mayor  ó  caso  fortuito 
el  imprevisto  6  que  no  es  posible  resistir,  como  on 
naufraffio,  un  terremoto,  el  apresamiento  de  ene- 
migos, los  aotos  de  autoridad  ejercidos  por  un  ftu- 
oianario  ptlblico.  (-) 


KRFERENC1A8. 


El  artículo.  1547. 


CONCORDAN  cías. 


C.  E.  40. 

C.  Arg.  514.  Oaso  fortuito  es  el  que  no  ha  po<lHÍo  pre- 
verse, ó  que,  previsto,  no  ha  podido  evitarse. 

C.  C.  64. 

P.  VII.  XXXIII.  11 Otrosí  dezinjos,  que  Cn- 

s^isfortuiUis  tanto  quiere  <lezir  en  romance,  como  ocasión 
que  acaesce  por  ventura,  de  que  non  se  puede  ante  ver. 
E  son  estos:  derríbamiento  de  casas,  fuego  que  se  encien- 
de a  so  ora,  e  quebrantamiento  de  nauio,  fuerca  de  laílro- 
nes,  o  de  enemigos 


D.  XIII.  VI.  5.  ^  4.  Quod 
vero  senectute  contigit  vel 
morbo,  vel  vi  latronum 
ereptum  est,  aut  quid  simi- 
le  accidit,  dicendum  est,  ni- 
hil  eorum  esse  imputandum 
ei,  qui  commodatuní  aece- 
pir,  nisi  «aliqua  culpa  inter- 
veniat  Proin<lcet  si  incen- 
dio vel  ruina  aliquid  conti- 
git, vel  aliqnoil  damnum  fa- 
tale,  non  tenebitur,  nisi  for- 
t^e,  (pium  posset  res  coramo- 
data^  salvas  faceré,  sua.« 
praetulit. 


§  4.  El  que  recibe  en  co- 
modato no  se  hade  decir  que 
Kc  hace  responsable  á  lo  que 
perece  por  vejez,  enferme- 
dad, hurto,  ú  otra  cosa  se- 
mejante: á  no  ser  que  de  su 
parte  haya  intervenido  al- 
guna culpa:  por  tanto  si 
acsiccie^e  algún  incendio, 
ruina  ú  otra  fatalidad,  no 
será  responsable,  á  no  ser 
que  pudiendo  salvar  las  04»- 
sas  (jne  tenía  en  comodato, 
prefirió  salvar  las  suyas. 


(-)  Locró.  XII.  U2  4().-4.S4.  88— Pothier.  Obligatious.  149  — DhIIot. 
ObligatioiiH.  744-750.— Toullier.  IV.  227-229.— IVoplong.  Louíige.  I.  3W- 
211.— Vente.  I.  Í16().— Laureiit.  XVI.  257-269.— Demolombe.  XXIV.  558.  556. 
558.-Zachafiae.  (M.  V.)  III.  $  54 1.— Zachariae.  (A.  R.)  IV.  $  308.  n.  8*.- 
Colmet  de  Santerre.  V.  63.  64  — Dnrantoii.  XII.  492.  493.— Maynz.  II.  i  172. 
173. 
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L.  VIIL  2.  ^  7 :F<ftr-  ;      §    7 Ninguno 

tnitos  caans  nulluip  hnma-  >  puede  prever  los  casos  for- 

num    consilium    providere  <  tuito» 

potest ?  ' 

L.  XVII.  23 Ani-  ;       23 JíH  muerte  de 

malhim  vero  casns,  mortes-  \  los  animales  sucedida  por 
que,  qiiae  sine  culpa  acci-  j  caso  fortuito  sin  que  hu- 
dunt,  fngae  servorum,  4iui  S  biese  culpa,  la  fuga  de  los 
oustodiri  non  solent,  rapi-  <  siervos  que  no  se  acostum- 
nae,  tuniultus,  incendia,  l  braba  tener  en  custodia,  la 
aquaruTu  inagnitudínes,  im-  )  rapiña,  el  tumulto,  los  in- 
petus  praedonum  a  nullo  \  cendios,  las  avenidas  de 
praestantur.  )  agua  y  las  violencias  de  los 

i  la<lrones,  á  nadie  acarrean 
<  responsabilidad. 

COMENTARIO. 

335.  D.  Andrés  Bello  no  definió  en  su  pr&yecto  el  caso 
fortuito,  y  ai  revisarlo  se  reparó  la  omisión. 

Algunos  jurisconsultos  distinguen  entre  el  voho  fartuito 
y  la  fuerza  mayar.  Llaman  caaos  fortuitos  los  acontcei- 
mientoK  extraordinarios  de  la  naturale/i»,  casi  siempre  im- 
previstos, de  los  cuales  es  imposible  ó  muy  difícil  preca- 
veree;  y  fuerza  mayor^  los  hechos  del  hombre,  previstos  ó 
imprevistos,  á  <jue  no  podemos  resistir.  (1)  Pero  de  ordi- 
nario se  emplean  indistintamente,  como  del  todo  sinóni- 
mas,  las  expresionss  oaso  fortuito  y  fkwrza  niayor;  y  la  se- 
gunda es  mucho  menos  usa<la  en  el  lenguaje  forense. 


(1)  **I-#os  casrs  fortuitos  ó  de  fuer/a  luayur  hou  priMliiridu^  por  do8  j^rainlen 
í^antuM:  por  la  naturalesia  ó  por  el  hecho  del  hombre.  Los  casos  fortuitos  na- 
turaleB  uou,  por  ejemplo,  la  imiw*tuo8Ídad  de  uii  río  (pie  sale  de  su  lecho;  Iom 
terremotos  ó  temblores  de  la  tierra^  las  teinposrades;  el  iucendio;  las  pestes, 
Jk:  Mas  los  accidentes  déla  naturaleza  uo  constituyen  casos  fortuitos,  di- 
ce Troplong,  mientras  que  por  su  intensidiMl  no  saldan  del  orden  coniini. 
No  se  debe  por  lo  tanto  caliticav  como  caso  fortuito  á  de  fuerza  mayor,  los 
acontecimientos  que  son  resulUido  del  curso  orflinaríf»  y  regnlar  de  la  natu- 
raleza, como  la  lluvia,  el  viento,  la  creciente  ordinaria  de  los  ríos,  etc.;  pues 
las  estac'iones  tienen  su  orden  y  sn  desarreglo,  que  produc^en  accidentes  y 
perturbaciones  que  también  traen  daños  imurevistos. 

**Lo8  CASOS  de  fuerza  mayor  son  liwhos  del  hombre,  couu>  la  guerra,  el  he- 
cho del  soberano,  «'i  fuerza  de  príuuioe^  c4>mo  <Ucen  Ioh  libros  de  Kuropa.  He 
entienden  por  hechos  del  sol>erano,  los  a<'/tos  emauíulos  de  su  autoridad,  ten- 
oliendo  á  disminiür  los  derechos  fie  los  ciudadanos.  Las  violentólas  y  las  vías 
<le  hecho  <le  los  (Hirticulares,  no  se  cuentan  en  el  numero  de  los  c^vsos  de  fuer- 
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ARTÍCULO   45 


836.  La  deflniciÓD  que  da  el  Código  chileoo  es  con- 
forme á  las  doctrinas  de  los  jurisconsultos  antiguos.  Pe- 
ro los  modernos  no  atienden  sino  á  una  circunstancia,  eseu- 
cial  y  decisiva,  para  determinar  la  naturaleza  del  caso  for- 
tuito^ á  saber,  la  intpiítábilidad.  (2)  Si  el  suceso  no  puede 
inculparse  en  manera  alguna  al  deudor,  éste  queda  exo- 
nerado en  virtud  del  caso  fortuito,  y  de  ahf  proviene 
que  se  contrai)otíen  entre  sí  el  dolOj  la  cnlfiu  y  el  caso  for- 
tuito. (326) 


za  mayor,  porouB  son  d«Utos,  y  como  talea  están  sujetos  ú  otros  principios 
que  obligan  á  la  reparación  del  mal  que  cansen. 

''El  artículo  habla  de  címos  fortuitos  prevÍ8to9,  pero  no  debe  ent^euderse  de 
una  previsión  precisa,  conociendo  el  lugar,  día  y  la  hora  en  que  el  hecho  na- 
cedera, sino  de  la  eventualidad  de  tal  hecho  que  puede,  por  ejemplo,  destruir 
los  frutos  de  la  tierra,  sin  que  sea  posible  saber  dónde  t  cnanto  sucederl 
Por  esto,  el  art.  1737  del  Código  Franc^^s  dice:  'La  estipulación  que  pone  los 
casos  fortuitos  á  cargo  del  tomador  de  nna  hacienda  de  labranza,  no  se  en- 
tiende sino  de  los  casos  fortuitos  ordinarios,  tales  como  el  granizo,  el  hielo, 
la  seca,  y  no  de  los  casos  ibrtnitOH  extraordinarios,  como  la  guerra,  los  terre- 
motos, etc.''    ( Vélez-Sarsfíeld.  Anotaciones  al  art.  514  del  Código  argentino). 

''Les  cas  fortnits,  appelés  aussi  fbrce  raajeure  á  raison  de  l'actiou  inrm- 
eible  qu'  ils  exi^rcent  sur  la  faiblesse  humaine,  proviennent  de  denx  grandes 
canees;  1^  de  la  nature;  2*  des  faites  de  1'  homme. 

"Les  cas  fortuitsnaturels  sout  l'impétuosité  d'un  Henve  qui  sort  de  son 
lit;  les  tremblemeuts  de  terre;  la  chaleiir  exc^ssive,  les  nuées  d'oiseaux  on 
d'insectes  qui  maugeut  les  récoltes;  les  neiges  immod^róes,  lee  golees,  Is 
grcle,  les  temp^tessnr  ineron  sur  tem^.  le  feíi  dn  ciel,  V  incendie,  la  mala- 
die,  la  mort,  etc. 

"Mais  on  se  tromperait  si  PonuiKttait  au  raugdescas  fortnits,  si'l'on 
f|nnlifiait  de  forcé  m^ieuce,  les  événements  non  caiamiteox  en  euz-némes, 
qui  sont  le  résultat  du  cours  ordinaire  ef  régnlier  de  la  nature.  Ainsi.  la 
plnie.  le  vent,  la  neige,  le  froid,  le  chaud,  les  crnes  des  íleuves  ne  aont  pas 
deseas  fortnits:  ce  sont  la  des  accideuts  nécessaires  de  Tordru  des  saisons. 
des  al ternati ves  inevitables  d' une  t«mp^rature  nórmale.  Kt  Pon  pourraii 
diré  a vec  Cicerón:  'Atque  nt  intelUgaraus  nihil  hornm  esse  fortiiitnm,  et 
haec  omnia  esse  opera  providae  solertisque  naturae.'  On  ue  les  <^l^ve  an  rang 
des  cas  fbrtuits,  qu' antaut  que,  par  leur  intensité  et  leur  forcé  excessive. 
ils  sorteut  de  la  marche  accoutum<^e  de  la  nature.  Ainsi  la  neige  ii "  sera  nn 
cas  fortuit,  qu'autaut  qu'elle  sera  immodérée;  la  pluie  ne  sera  un  &it  de 
forcé  msyeure,  <^ue  si  elle  est  excessive.  La  chalenr,  aetU*  nécessitó  de  toiíA 
^tées.  ue  sera  mise  au  rang  des  événements  fortuits,  qu'  au taut  qu'  elle  exce- 
derá les  bornes  onlinaires 

"Les  cas  íbrtuits  provenant  des  faits  de  I' homme  sont  la  i^nerte,  TíuTi- 
sioudes  pirates,  Tassaut  des  voleurs,  le  feit  du  prince,  la  viol«nc<».exerc^ 
par  UQ  plus  puisant.'*    (Troplong.  Louage.  1.205-208). 

(2)  El  art.  1148  del  Código  de  Napoleón  dice:  "II  n'y  a  Heu  ^  aucuns  dom- 
mages  et  intór^ts,  lorsque,  par  suite  d' une  fbrce  miyenre  on  d'nncasfor- 
tuit,  le  dóbiteur  a  étó  empachó  de  donnér  on  de  faire  ce  A  quoi  il  ét«it  oMigé 
on  a  fait  ce  qui  lui  ^tait  mterdit." 

Y  cuando  se  discutió  en  el  Consejo ^le  Estado  leemos:  "M.  Keguaud  (de 
Saint-Jean-d' Augely)  demande  s"  il  sufflt  d'une  cause  qui  soit  étrang^ro  an 
débiteur  pour  Justifier  son  retard,  et  s'  il  ne  serait  pas  ní^cessaire  de  T^uire 
r  excuse  au  senl  cas  de  la  forcé  "majeure. 
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E5}ta  sencillísima  teoría,  tan  conforme  á  los  principios 
de  la  ciencia,  hace  innecesarias  las  distinciones  entre  los 
casos  fortuitos  provenientes  de  acontecimientos  extraor- 
diuiírios  de  ta  natntaileza,  como  íos^  tertemotos,  innndamo- 
nes,  y  los  originados  tle  heehos  del  hombre^  coinolague* 
iTá,  los  Tobos  á  mano  armada,  <£:.,  &. 

Cnando  el  dendor  responde  del  caso  tbrtuito,  ello  pro- 
viene, ya  de  circunstancias  del  todo  excepcionales,  ya  de 
que  en  realidad  la  obligación  nace  de  la  culpa;  la  cual 
consiste  en  haberse  expuesto  al  caso  fortuito.  Así,  por 
ejemplo,  si  el  deudor  transita  de  noche  por  lugares 
infestados  de  ladrones,  y  éstos  le  roban  objetos  que  al 
acreedor  pertenecen,  el  primero  responde,  no  del  robo 
mismo,  sino  de  la  impmdeyíeia. 


,  ''M..nigot-PréauieutíU  observe  que  VexudHf.^  est  réduite  au  cas  oü  la  canse 
^trftiig>re  au  (l^biteurne  peiit  lui  otre  impiit^e:  il  serait  injustc  de  le  reiidrc 
re8pousab)e  de  1' imposibilité  absoltit». 

•*M.  Treilhard  dit  que  «i  quelqu*  un  a  veiidu  un  <'liova]  qu'oii  lui  ait  vol<5 
ensuite,  saus  qn'on  puisne*  lui  reprocherde  ui^gligence,  il  ne  doit  pas  de  dom- 
maees-i  u  t4^T^  ts. 

**M.  Kéal  deraaude  s'ü  eii  sera  de  uiciue  dans  le  <ki«  oh  nu  maro]iand'  an- 
rait  vendn  iín  viaqu'il  Jui  serait  inipossiblc  de  livrer. 

"M.  Rej^nand  (de  Saiut-.Teaii  d'  An¿ít^ly)  dr^uiaude  .si,  daus  le  nietne  cas,  le 
Tuatüband  s^étiuit  smiintti  á  litrer  Je  vin  dans  uu  délai  convenu,  son  retard 
seraexcnsí^,  parce  que  la  baisne  ou  la  crue  dea  eanx  aura  empoclK^  le  vLu  d* 
arriver. 

'*M.  Treilbard  rí'poud  quVu  ^jí^néral  les  dounuages-iutí^rcts  ue  sont  dus 
que  lorH<jne  le  dél>iteur  est;  en  ñ^nte;  ainsi,  daus  l'e.sp^re  ]>ropo8^e,  il  en  est 
tenn,  s'il  a  vendn  dn  vin  qu'il  n'avaitpas.  II  n*en  sera  pa.s  tenu  si.  ayant 
á  sa  disposition  la  ebose  vendue,  des  obstacles,  qu'  il  ne  di^pendait  pas  de  lui 
de  J^ire  cesser,  P  ont  eiupé-ehé  tUWa  livrer  dans  le  di  I  ai  convenu.*'  (Ijoori. 
XII.  U2.  40. 

"'Ondoit  conSidériervomtiie  des  cas  fortmíts  ou  de  forcé  uiajeure  Ioqs  lee 
faits  ou  ivéuenients  provenant  d'uue  cause  í^tranj^í'^re  et  non  iinpntable  au 
débiteur,  nui  ont  enipecbí^  PexirufciíMi  complHeet- rd«j:nl¡erederobIiJ?ati6n. 

"Aiusi,  loraque  cette  exécutiou  n'a  pii  avoir  lien  par  siiite,  soit  d' un  ac- 
cident  de  la  natnre.  sóit  iV  une  p<íTsonne  ou  d'  une  cliose  dont  le  d<^biteur  n^ 
íi  pas  a  repondré,  et  (pi'il  n'a  pu  enípccber,  eelui-ci  se  trouve  décbart(<^  de 
tonte  responsabilití^,  ponrvn  que  eet  aocident  ou  ce  faií  n^  ait  ]mxh  (•ió)  inácó- 
*U'  ou  accompa^né  de  quelquetaute  qui  lui  soit  inipn^^able,  et  sans  laqnelle 
il  «íit  pu  ré^ulí<>reuient  exc^cuter  l'oblipition.-'  ('Zacbaviae.  A.  K.  IV.  $ 
3>)8.  n.  3^\) 

"II  y  aras  fortnit,  forcé  niajenrccfi/íMíf,  ría  mnioi\  ris  dirimí,  fatum,  fatati- 
ÍJ«,  qu.iud  lii  df)uiina;^«  est  cansí  par  un  <^vcnenient  au([ne1le  le  d<íl>iteur  n*  a 
<'oncouru  d'aufune  niani6re.  et  qni  ne  pent  en  aucune  fa^on  lui  ^tre  inipu- 
MS."    (Mayaz.  II.  ^  172). 
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▲rt.  46.  Oavolon  slfaiflea  J«n«ralm«nt0  oual* 
4Vl«im  obllgaelón  que  se  oontrme  paxm  Ut  ••gtutdad 
de  otra  obllffaolón  propia  ó  ajena«  Son  eapeoies  ie 
eavoloii  la  flanea,  la  lilpoteoa  y  la  pirenda. 

BKFKUKNCIA8. 

Obligaeión.  1437. 

Para  la  aeguridad  t\o  otra  oblíK'^'if'm.  1(42. 

Fiaiuui   2^2337. 

Hipoteca,  2407. 

Prt^iidft.  2384. 

(^ONCOKDANCIAS. 

P.  de  B.  44.  CúíiciÓH  siguiñcii  jeneralmente  cualquiera 
obligación  accesoria  que  se  contrae  para  la  seguridad  de 
otra  obligación  i)ropia  ó  ajena.  Son  esi>ecie«  de  caución 
la  ñauza,  la  hipoteca  v  la  prenda. 

(3.  B.41. 

C.  C.  65. 

P.  VII.  XXXII  1.10 Otrosí  deairno»,  que  (Jautio 

en  latiu,  tanto  quiere  de/Jr  como  seguramiento  que  el  deln 
dor  ha  de  fazer  al  sefior  del  delNlo,  dándole  ñadores  va- 
HoHos,  o  peños. 

ÜOMKNTARIO. 

387.  CaHciáf^  (1)  es  voeablo  bien  formado  para  «lesignar 
los  ew^tratoH  ac43e8orio»,  esto  es,  los  que  ¿iseguran  el  cnni- 
plinúeutode  una  obligaicióu.  (2) 

Al  revisarse  el  proyeeto  de  Bello  se  supriiuió  la  |)alabni 
accf'soria^  que  no  pasaba  de  un  ripio;  pues  toda  obligación 


(\)  Xhil  Jatíu  cnuli¥,  Hej^uriflnil. 


(2)  UoUu  cita  á  Escri che,  He^un  el  cual  raudo»  significa  )a  segaridadqü» 
da  una  persona  ú  otra  deque  cuiuplirú  !«>  pactado,  prometido  ó  deiiiaudMlo. 
Eata  sejfuridad  mí  da  prestando  fladores.  obligando  bieneo,  6  pifwUndo  Jnw- 
n)«*nto, 
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que  se  contrae  con  el  excliiHÍvo  objeto  de  íi^egurur  el  cnui- 
pliraiento  do  otni,  es  necesariamente  accesorin.  (3) 


(3)  Ateiidiéiidos*^  » la  iiíiiiíh  propie<lacl  en  1o«  t<^nutiio8,  qut^  debe  ser  4iu4> 
de  loa  distintÍYO§  de  la  loy,  bótase  en  la  reducción  del  artíoRlo  dos  dci^otofi: 

l*^^  CoMfMiideM  fi  f^nintU*  eon  la  ohlipHeiéu,  La  )iip6U»oa  j  la  pr^da, 
propiamente  liahlando,  HoucoiitratON  mas  noolifif^arnmeH:  pues  no  imponen 
|tor  m  Hola»  al  diivflodn  }«  eomi  el  deber  de  dar  ó  hai'VT  nada: 

2*'.  Las  palaliras:  son  eapn-irs  dt'  ennriopt  eiivaelven  anñholotffii.  porijfiie  in- 
«Ince^ii  á  juzgar  que  esta  euuiit£Meiótt  no  iw  Umita  tira,  y  qii«  fu  lumia,  la  kl* 
|M>teca  y  la  prenda  son  meros  tjemploH  de  eancionen. 

I>*l»ió  iniea  d0eifs«:  ^Tóf  éauni^^UsnUí^  Htm  e%opiot\m 

VolT'eremos  á  este  panto  al  comentar  el  art.  1442.  Por  ahora  nos  limita» 
moa  á  «xaimtmr  fa  iMinieiAn  de  la  pulstmi. 
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Art.  47.  Se  dice  presamlrse  el  hecho  que  se  de- 
duce de  ciertos  antecedentes  6  circunstancias  co- 
nocidas. 

SI  estos  antecedentes  6  olrounstanciui  que  dan 
motlTO  á  la  presunción  son  determinados  por  la 
leí,  la  presunción  se  llama  legaL. 

Se  permitirá  probar  la  no  existencia  del  hecho 
(Xue  leffalmeute  se  presume,  aunque  sean  ciertos 
los  antecedentes  ó  circnnstancliw  de  que  lo  infle- 
re  la  leí,  ft  menos  que  la  leí  misma  rechace  espre- 
samente  esta  prueba,  supuestos  los  antecedentes 
ó  olrounstancias. 

Si  una  cosa,  segün  la  espreslóu  de  la  leí,  se  pre- 
sume de  derecho,  se  entiende  que  es  Inadmisible 
la  prueba  contraria,  supuestos  los  antecedentes  6 
circunstancias.  (-) 

KKfíllíKSClA!-. 

UotermluailDs  ]iut  la  lev.  tU.  M).  81.  UT.  1511.  im.  1KI.  223.  232.  306.  m. 
4íiG.  MO.  666.  ÍIKI.  7(12.  719.  H-^t.  mH.D.  r,".  UI72.  lili».  111».  ülfil.  IBB3.  iriTrt. 
ISSr..  1654.  ifi7!.  1739.  174r..  ITWl.  lita.  I!U7.  ItlTI.  Ii>fl7.  a'4t<.  «21.13.  2220.  2221. 
2224.  2298.  24r><(.  2J74.  35|i). 

ProiMtr.  1698. 

IhH  •>    lÚTCLITIBl.nil(-Í!1H.    7llH. 

Spuresiinii-ileilMi'Uh".  76.  IMal  ÍMO. 
Elnrríoiilo.  1712. 

COXCOKDANCIAS, 

P.  de  B.  45. 

C.  E.  42.  .Se  Ilaiim /(/•(whhkíJh  Iíi  roiiseuiieiiciaqim  h»  de- 
duce (íe  ciertos  anteceden h-s  ó  circnustanc-ias  conocida».. . . 


(-)  Lfii-ré.  I.  Í7K.  17.— .\ll.  2f«.  7B.-2«7.  77.— 41».  213.— 4U}.  216.-630.  a>33.- 
Pothier.  01>li){ati<mH.  KIJ4M7.— Merliii.  Pn^Mim pítima,  f  l-S.— Dulluz,  OMi- 
KatiiiliN.  4{>7li-4!HU.-'r<>ullifr.  X.  Hl-W.- Liiiirwit.  .\IX.  605-61-4.- Zai-liDiiar. 
(M  V.)m.  Í«|I0.  KIH.— ZaFliariiíP,  (A.  K.)  VIII.  {  751).— Bonn ier.  1.29.30. 
11.  K(>7.N!8.— l)inn»IoiiiliP.  .WX.  232-237.  ÍÍ49-27M.— tNilnint  (1p  S(int«Ti'.  V.  S» 
327.— Uiir.ii.toii.  Xin.  4IM-417— Moiites-inion.  XXIX.  XVI.— OrtJilmi.  («) 
176-17».— MnyiiK.  [.  í  ««.  u.  IV.— Mi-iiDirhi«.  Lib.  1".  ijiiurat.  3". 
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(\  de  N.  1349.  Los  i)ré- 
soniptions  80ut  de»  i^usé- 
qiience»  (|ue  ]a  loi  oti  le  ina- 
^itítrat  tiro  d^un  fuiteonmi 
á  ni)  faít  iucoiiiui. 

1350.  La  presoiniition  íé- 
gule  est  celle  (jui  est  atta- 
chée  par  une  loi  spéciale  a 
certiúiis  actes  oii  á  certaius 
fuit$:  tels  sont, 

I**.  ítes  aetes  que  la  loi 
declare  uuLs  eouiiiie  presu- 
mes faits  eu  fraude  des  ses 
dÍ8po^i(-iou8,  d'ai)r(*s  leur 
seule  (¡ualité; 

2**.  Les  cas  dans  lescpicls 
la  loi  declare  la  proprieté 
on  la  liberation  rósulter  de 
eertaines  circnnstances  (\é- 
terminées; 

3".  L'autorité  que  la  loi 
uttribue  a  Ja  cliose  jngée; 

4".  La  forcé  que  la  íoi  at- 
tache  á  l'aveu  de  la  partie 
ou  k  sou  .seruient. 

1352.  La  piésomption  lé- 
gale dispense  de  toute  pren- 
ve  eelui  au  profif  driqnel 
elle  existe. 

Telle  preuve  n'  est  a<hni- 
se  centre  la  présoniptiou  de 
la  loi  lorsque,  sur  le  fonde- 
inent  de  cette  présoniptiou, 
elle  anuuUe  certaius  actes 
ou  dénie  P  actiou  en  justi- 
ee,  á  nioins  qn'elle  u'ait  re- 
servé la  preuve  í'outraire, 
et  saufcequi  sera  dit  sur 
le  serment  et  l'aveu  judi- 
eiaires. 


1349.  Las  pi-esunciones 
son  consecuencias  según 
bis  cuales  la  ley  6  el  juez 
deduce  de  un  hecho  cono- 
cido un  hecho  desc<>nocido. 

1350.  La  presunción  legal 
es  la<|ue  según  una  loy  es- 
pecial se  (¡espreuíle  de  cier- 
tos actos  ó  ciertos  hechos. 
TaJes  son: 

i".  Los  actos  que  la  ley 
declara  nulos,  presumiendo, 
por  la  «ñera  calidad  de  ellos, 
(|ue  se  han  ejecutado  en 
fraude  de  sus  disposiciones; 

2".  Los  casos  en  que  la 
ley  declara  que  la  propie- 
dad ú  la  liberación  resulta 
de  circunstancias  determi- 
nadas; 

3".  La  autoridad  de  la  co- 
sa juzgada; 

4".  La  fe  que  merece  la 
confesión  de  parte  ó  su  ju- 
ramento. 

1352.  La  presunción  le- 
gal exonera  de  prueba  ú  la 
persona  á  cuyo  favor  exis- 
te. 

íío  se  atUuite  prueba  al- 
guna contra  la  presiuición, 
cuando,  fundándose  en  ella, 
la  ley  anula  ciertos  actos  ó 
deniega  acción  en  juicio,  á 
menos  (¡ue  reserve  la  prue- 
ba contraria,  y  salvo  lo  (lis- 
puesto  acerca  del  juramen- 
to y  la  confesión  judiciales. 


P.  de  G.  1225.  Las  presunciones  son  las  inducciones  (pie 
la  ley  ó  el  juez  sacan  de  un  hecho  conocido  para  juzgar 
otro  desconocido.  Las  presunciones  de  la  última  clase  ó 
judiciales,  no  están  sujetas  á  otras  reglas  que  las  del  crite- 
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río  buuDiuo,  y  no  8ou  a(liiiÍKÍb1eH,  sino  vn  Íor  chkos  en  qne 
tiene  lugar  In  priiebn  testiinoiiial. 

122fí.  Ln  prc8nni-ión  le^l  es  lu  inhei-eitte  á  ¡ichw  ó  b«- 
uboxileluriHiuiulotí  poruña  tlisjKwición  •^s|>e4'ial  <!<>  bt  luy. 
Tales  son: 

1".  Los  Hütoscgue  lii  ley  (Uii-lftra  nulos,  sin  atender  iiiáíi 
i|ue  íí  sn  ealHlflfl.  })nr  pre^iiniirlos  heebos  en  franile  de  shb 
disposiciones: 

2*.  Los  CU.SOS  en  que  la  ley  declara  la  propiedad  ó  el  dett- 
cargo  de  una  obligación,  por  el  concurso  de  ciertas  eir- 
cunstnncitií'  determinadas: 

8*.  r^  fuer/a  que  la  ley  atribuye  á  la  confesión  de  la 
parte: 

4".  TíU  autoridad  <le  la  cosa  juzgada,  cuando  «u  ésta  con- 
curra la  unidad  de  pers(niHs,  cosa  y  acción, 

1227.  El  que  tiene  á  su  favor  la  presunción  legal,  esli 
dispeiiHtidude  la  pruebii. 

Contra  la  presunción  de  la  tey  uu  mi  admite  prueba,  si 
la  ley  aiisnia  no  ba  rcscrvjwlo  exi»rpsaniente  el  derecho  de 
probar  lo  contrario. 

Esta  disposición  se  entiende,  siu  iM»-Juicio  de  lo  que  se 
estaWwe  respecto  de  Iji  confesión  de  la  )iart«. 

C.  ('..  W. 

O.  de  IH  L.  22(>4.  22(i5.  2267.  (Los  arts.  1349.  1350  y  1352 
del  Oódigo  <le  Napoleón). 

P.  III.  XI\',íi 1?  aun  ay  otra  luitura  de  (tronar, 

aqne  llanmii  |n'esuui|>cion;  que  quiere  tAnto  dezír,  como 
grand  so-ipecha,  que  vale  tanto  eu  algunas  ttonan  como  aiie- 
rígnainiento  de  prnelm 

CrtMKNTARin. 

.■I;t8.  Presiiiiciiiu  (1)  es  1h  cousecnenci»  gne  deduce  Ih 
tey  ó  el  jue/.,  itceptando  como  premisa  liecbos  conocidos. 

íiegiin  el  art.  42,  inciso  1",  del  Oódigo  eciiatoriano,  "w 
Ibkuiu  presunción  la  (consecuencia  (pie  se  dediu;e  de  cierto» 
aiiteiM^dentes  ó  cin'unstancias  conocidns";  detlniciiki  mu- 
cho más  chii'»  <pie  la  redactada  por  D.  Andrés  Bello. 


fl)  Eli  ]alín  prafiuMpli^:  lieprnrj 
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Como  se  define  en  general  la  presuncióny  a<Mrprende 
que  no  se  hubieBe  distinguido  entre  las  prestmeiones  le- 
g^ies  y  Is^judieiaJes.  (2) 

Nótase  también  (|ne  el  legislador  debió  limitarse,  en  es- 
te artículo,  á  definir  las  presunciones;  pues  la  determina'' 
eUhi  (íe  MiH  efeijtos  coiTOsponde  al  trntaclo  de  his  pnwhas, 

L»4S  x)resunciones  legales  se  dividen  en  tres  elases: 

1*.    Presunción  legal  que  admiU  prKeha  en  eontrario; 

2*.  Presunción  legal  que  no  admite  pnieha  en  contrario; 

3*.  Presunción  de  dereelio;  la  cual  tampoco  admite  prue- 
ba en  contrario. 

Se  ha  complicado  la  clasitlcaci^^i  en  vano;  intes,  acepta- 
da la  distinción  entre  presunciones  legalejt  y  |>reHunciones 
de  derechOj  estas  últimas  «lebierou  comprenden'  todos  los 
cattos  en  rpie,  supuestos  los  antecedentes  ó  circunstaiicins, 
no  se  admite  ))ruebaen  contrario. 

331K  No  anduvo  ai^ertatlo  Bello  en  aceptar  la  terminalo- 
gía  e4>ncerniente  á  las  presunciones;  (uies  en  la  acepción 
empleada  en  el  art.  47  no  hay  diferencia  enti'e  ley  y  dere- 
cho. Así,  por  ejemplo,  según  el  art.  *2''  del  ( Y)digo  civil,  la 
costumbre  uo mn^iHtmfe  dereeho;  lo  cual  equivale  á  declarar 
que  la  c>ostunibr€  m^  tiene  fnersa  de  ley. 

¿Tachariae  llama  con  propiedad  presuucioties  ah.Holutm 
las  que  Wello  denomina  presunciones  ile  derecho. 

Las  presunciones  de  derecho,  ó  <pie  no  a<lmiten  prueba 
en  contrario,  no  son  en  realidad    de  verdad   presuncio- 


(2)  '*Kii  í*!iir  ílf  préHOiiiptioii.  t-i-lle  dt*  la  loi  vaiit  iiiifux  (jm*  relli»  «le  V 
Uomiiie.  La  ioi  tVaii«jHÍ8e  reg»nl(f  roninm  frnnilnlMiix  tunn  les  actos  tails  par 
tui  nuTchaiul  <laii8  lesdix  ioiits  t|iii  oiif  }jré4*«^dó  su  Imiiqueroiit-e:  c'est  la 
pTéHoiiiptioii  de  la  loi.  La  loi  rouiaiiu'  iiiMi^t^oit  den  piMiiei^  aii  inari  qiii 
jB^ardoit  »a  ft»niNH>  apT^8  TadultíTe.  a  inoiiis  mu' i1  ii'y  í'íit  d«''tt^riii¡i»é  par  la 
cwiinte  de  l'í^viíneineiit  d'  un  moci-s,  oii  par  ta  négligeiu-»*  tle  m\  propre  lioii- 
te;  <»t  r'  e«t  lapró.sotnptíon  de  1'  hoiiniie.  11  falloit  i\nf  It»  Jnjíe  pró.sumát  les 
motift  de  la  coiidiiite  liu  luari,  et  fiuMI  se  d^tevminát  Mtiv  nue  iiianiÍTe  (le 
l»eii8er  tres  olMeiire.  Loraijue  lejii^e  próHiime,  len  jiigeiiieiitM  devieiineiit  ai"^ 
l)itr;iir«K;  lornoiii»  la  hñ  nriviiiint*,  «^Ue  doiine  art  iii^e  niie  ri'^li»  tíxe.*'  (Mon^ 
tosfpiiPii.  XXIX.  XVI). 


456  artículo    47 

neu;  pnet)  )a  eHencia  <le  la  preKiinción  coosiHte  eo  de- 
(hicinie  ¡fnteba  <le  los  »iir><!ci!(terites  ó  cireunstancJaH  pre- 
vistos por  el  lejfislailor  ó  ik>Utrintii;iilo>;  por  el  juez;  al  pa- 
Hü  i|(ie  \m  pre.siiuciuues  de  derecho  coustituyen  reglas 
xiempre  obligatoruix.  Xa\,  cuando  el  art.  76  del  Código  ci- 
vil dice:  "Se  presume  de  derecho  que  la  coucepción  ha 
jirecedido  al  uaehniento  no  menos  de  ciento  ochenta  días 
cabalas  ni  más  de  trescientos",  el  legislador  declara,  como 
regla  invariable,  que  la  gestación  no  puede  durar  en  nin- 
gíin  CASO  más  de  trescientos  días.  (3) 

El  artfcnlo  del  Código  chileno  es  traducido  del  Código 
de  Napoleón,  y  las  doctrinas  de  éste,  meras  reminiscencias 
de  los  intérpretes  del  Derecho  romano.  (4) 

Los  redactores  del  Código  de  Napoleón  y  otros  juriscon- 
sultos modernos  denominan  ¡tresiniciones  iuris  tantum  las 
que  D.  Andrés  Bello  llama  presunciones  legales,  y  pre- 
sunciones   tffWs  Pt    de    iiirt:,  las  de  derecho;    afirmando 


(3)  ■'Daiiíii-rtuiíií  «¡iH  cBpeiubuil,  tiiltn  veiit  qii' uin-  |>ri:«uniritioii 
)i«u  <le  lik  vi!rit¿,  degortt)  iiiie  In  preiive  dii  cniítnúre  ii'eat  paa  sumiB». 
leest,  piiTe!Cuiii|ile,  la  r^(;le  i|iie  Teufaiit  iií  pliisile  lUx  inui»  aprén 
sointiou  lili  innriaj^  u'flst  poitit  l'mfant  ilii  innti,  CetCe  thgí«  «at  iii 
mi'nt  tniiilfe  sur  la  présumptiou  qii' iiu  eiifaiit  iw  peiit  iiAUrv  ))]nR  < 
"i  ]iTéiiuin)>liou  i;»t  conaiilrirée  caiii 


Siiiaiiuiili-  qn' elle  lie  sniiniit   i~'tr<-   piiralyHéi-  it' aiii-iiii«  inHiii^ri<. 
ent  qii'oii  UKiuaut  aiusi,  le  léxiolat^m  a  oté  aiii  aonj«ctiu««  de   ce  gtytf 
InROmrtrte  de  prtWiiijitimí  rt  lona  íriitóes  en  li^ft'"'''  poiitives  il.- illiiit." 


(4)  "Aii  iioitibru  ilut  looyenN  qiii  peiiveii 
BÍKot-Pr£ameuvii}"Miit  les  présoiiiptio 
la  ioi  elle-iiitme  oii  le  ma^jistnit  tiwnt  d 

"DiiTiH  la  léKiBlatiuu  ruinaiiienii  aTHJtdiHHnxiii!  trot»  eop^ue*  de  prégnmp- 

"La  pn^soniptiun  dite  iiiriKf 
'Iniit,  ptparoe  qiin  la  prenve  v 
suit  tedniit; 

''La pt<!aüiii))tlou  «lodruil,  «¡iiie^t  iiu-isiélalille  piii  la  Ioi,  iiiii  dispeiiííilr 
la  iireuvi-,  mais  qui   n'  t^itnlnt  po»  la  proiivc  i-oiitrii¡  rr; 

"El  uiillu  la  préBuiiipliuu  qui,  luiUH  <.>lie  úfaldíe  [tar  uim  luí.  ni-  próiieati'  > 
la  <M>iiHi-iuui^i:  deitjiigeH,  otúlaqiwlle  ilnduiveiituvoiréiiacd. 

-'C'>ttH  diatiuetíuu,  roiiddesqr  inioanalyHe  «Kiwte  dno  préi»omi>tioiia.««t 
iiiaintemieiUiisIei'oile."  (Lorn'.  XII.  408.  2i:i). 


■I 

■ 
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crróneaineiite  que  esos  términos  bárbaros  se  asaron  en  el 
Derecho  romano.  (5) 


(5>  "Dans  eertuins  cas,  le  droit  fuit  cette  inductiou  impérieuseineut,  itró- 
Tocablemeiit,  saiis  p«^Tiii«ftre  qn'  oii  la  combatte  par  lesd^taiis  particnlierM 

(lo  i* baque  fait Cest  .cett«  prósoniptiou  qao  les  coinmeuditeurs  out 

uoinmóe*  cluus  nu  latiii  barbare  qui  ii' a  jamáis  apparti-nn  aii  droit  roiimin: 
¡irat'^ttimptio  inris  et  de  inre. 

'"Daiía   <r  aatreft  cas,  le  druit  lait  son  inductiou,  nia'S  en  admettant,  avec 

p]n8  Olí  iiioins  de  bfctitade,  ]a  prenve  contra  iré C  est  oette  présomp* 

tioH  f[n«»  les  oomnu'utatt^nrM  <int  noniuK^e,  toi\jours  de  leur  seule  autorité: 
praeBumplio  iuritt  tantuiti.^-     (Ortolau.  1. 177). 

'*L«es«;<>inDkentateur8  leur  ont  douné  lo  noin  barbare  de  firaenumptiones  iuria 
tt  de  inre,  en  opposition  ííht  praesuniptMueii  iuria  tantum^  i\  V  iS^rcl  dpsquelb'S 
la  preiive  eoutraire  eat  a<Ltais»/'    (2daynK.  I.  $  68.  IV). 


^^ 


ARTÍCULO     48 


Art.  48.  Todos  los  plazos  de  días,  meses  ó  añoi 
de  que  se  haffa  mención  en  las  leyes  ó  en  los  de- 
cretos del  Presidente  de  la  Bepilbllca,  de  los  tri- 
bunales ó  Jnzgados,  se  entenderá,  qjie  han  de  ser 
completos;  i  correr&n  adem&s  hasta  la  media  no- 
che del  último  dia  del  plaso. 

El  primero  i  el  dltimo  dia  de  nn  plazo  de  mesea 
ó  años  deberá,  tener  nn  mismo  numero  en  los  res- 
pectlTos  meses.  El  plazo  de  nn  mes  podrá  ser, 
por  consiguiente,  de  38,  29,  30  6  31  días,  i  el  pla- 
zo de  un  año  de  365  6  366  dias,  segiln  los  casos. 

Si  el  mes  en  que  ha  de  principiar  un  plazo  de 
meses  6  años  constare  de  máa  dfas  que  el  mes  en 
que  ha  de  terminar  el  plazo,  i  si  el  plazo  corriere 
desde  alguno  de  los  días  en  que  el  primero  de  di- 
chos meses  escede  al  segundo,  el  ultimo  dia  del 
plazo  será  el  ultimo  dia  de  este  segundo  mes. 

Se  aplicarán  estas  reglas  á  las  prescripciones, 
á  las  calificaciones  de  edad,  i  en  Jeneral  á  cualea- 
qniera  plazos  ó  términos  prescritos  en  las  leyes  6 
en  los  actos  de  las  autoridades  chilenas;  salro 
qae  en  laa  mismas  leyes  6  actos  se  disponga  es- 
presamente  otra  cosa.   (-) 

l.'FFKKKNCIAS. 


)  Siiviuiíj.  IV.  i  177-  l!H,  \]>]>.  W.  |i.  r.'íij.-Liiutó.  XVI.  573.2* —ilerlín. 
r.— Tuiílliw.  Xlll.  51-57.— TrujiLiiia.  I'rmmi.tiuu.  JI.  HOO-SIS.-Lm- 
t  XXXII.  :*"ill-:lW.— Z;ifliitriiif  (M.  V.).\'.  i  HUÍ.— Z:iilnir¡ii.'  (A.  R.¡.  II. 
2.— niiniiitoN.  XXI,  li'fll  S«(.-M.iv,Mrlií,  XII.  22;i-2Sl,-C..liM>.t  •Wrt.iu- 
p.  VIII.  H'i7.  :iif<.— Ort')l!iii  (ir.).  U'Ut  ri;.),— ih::,  i7i>.— M:iviii.  I.í*. 
ielMilir.  1.  |.,  :(«.-,.  3M!i. 
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CONÍ'ORDAXCIAS. 

P.  de  fi.  46.  Todos  kxs  plnzos  de  ufios,  uieseK  ó  dÍHK  de 
que  se  haga  mención  en  las  leye»s  ó  en  los  ilecretos  del  Su- 
premo filolnerno,  ó  (Te  Iok  tribunales  ó  juzgados,  se  enten- 
derán eompletosy  y  princiinarán  y  terminarán  á  la  media 
noche,  á  menos  de  expresarse  otra  cosa. 

Todo  plazo  de  días  correrá  de  media  no<5lie  á  me^lia 
noche;  es  decir,  desde  la  media  noche  en  que  termiua  el 
día  que  se  fijare  como  principio  basta  la  media  noebe  en 
que  termine  el  último  día  del  plazo. 

üiia  semana  constará  de  siete  días  («ompletos,  compu* 
tados  de  la  misma  manera. 

Un  phizo  de  meses  correrá  desde  la  medianoche  en  que 
termine  el  día  que  se  fijare  como  i)rincipio,  basta  la  media 
noche  e^i  que  termine  el  día  que  tenga  el  mismo  lulmero 
en  el  último  mes  á  que  se  extien<la  el  plazo.  Cada  mes 
podrá  ser,  por  consiguiente,  de  28,  29,  30  6  31  úíhh,  según 
los  casos. 

De  lu  misma  niaiiera  los  años  correrán  des<le  la  merlia 
noche  en  que  termine  el  día  que  se  fijare  como  ¡principio, 
hasta  la  media  noche  en  que*  termine  el  día  que  tenga  el 
mismo  número  en  ,el  mismo  nies  del  último  año  áqnese 
extienda  el  plazo.  Por  consiguiente,  caíla  año  iK)drá  sí^t 
de  365  ó  366  día»,  según  los  casos.  (1) 

El  plazo  de  meses  ó  años  que  tiene  por  principio  la  me- 
dia noche  en  que  termina  el  iiltimo  día  de  un  mes,  se  en- 
tenderá cumplido  en  la  media  noche  en  que  t<irmine  el 
último  día  del  último  mes  comprendido  en  el  plazo.  (2) 

8e  aplicarán  estáis  reglas  á  las  prescripciones,  á  las  cali- 
ficaciones de  edad,  y  en  jeneral,  á  cualesquiera  plazos  ú 
términos  prcvscritos  en  las  leyes  ó  en  los  actos  de  las  auto- 


ri)  **Tre8  días  coutados,  por  ejemplo,  desdf  el  4  de  siliri],  priucipian  eii 
la  inedia  noche  del  4  al  5  de  abril,  i  tiTininan  on  la  media  noche  del  7  al  8  de 
abril;  i  dos  meses  contados  desde  el  S  de  enero  principian  en  la  media  noche 
del  8  al  9  de  enero  i  terminan  en  la  media  noche  del  i  al  9  de  marzo  siguien- 
te; i  8«i8  años  contados  desde  el  10  de  mayo  de  1K50  {principian  en  la  media 
noche  del  10  al  11  de  mayo  del  mismo  año.  i  terminan  en  la  me<Ua  noche  deJ 
10  al  11  de  mayo  de  185(í;  sin  tomarse  en  cnenta  si  nn  me»  tiene  28,  29,  HO  ó  SI 
días,  ó  si  nn  año  e^  de  365  6  mi  días."  (Nota  de  Helio)- 

(2)  '^A-sí  el  plazo  de  un  mes,  que  principie  en  la  media  noche  del  31  de  ene- 
ro al  P  de  febrero,  se  entenderá  cumplido  en  la  media  noche  del  28  ó  2it  de 
febrero  al  1"  de  marzo.  I  el  plazo  de  tres  afios  que  principie  en  la  me<lia  ju>- 
ehe  del  29  de  febrero  al  1"  de  marzo  de  1852,  termina  en  la  media  noche  del 
28  defelu'ero  al  1"  de  marzo  de  1855."  (Ídem). 


richules  cliileii»!';  salvo  (jiie  un  tas  m¡siiiít.s  leyes  »'>  netos  se 
onleiie  ex|ii'ewiiiiente  otracosH.  (3) 

C.  K.43 K]  pniiiei'oy  el  iiltiino  din  de  un  |>l»zo 

(le  ii)ese>í  ó  iiüos  dtílieríin  tener  iiiia  jnÍKiiiii  feelijt  en  los 
respectivos  meses.  Kl  plazo  ilc  un  luvn  [todrii  ser,  pnr 
consiguiente,  de  28,  29,  30  ó  31  iUur,  y  el  plazo  de  un  año 
de  3tío  ó  30U  dW,  seí^úii  los  oísos 

O.  deN.  22(iü.  La  pi'e.s<^rip-  f  22(íO.  La  prescripción  se 

tion  se  eoniple  par  jours,  i  enoiitu  por  días,  y  no    |tor 

et  non  par  lienres.  <  lioras. 

22)il.  Klleestacípiise  lors-  \  22<U.     AdqniéreM'    ella 

<pio  le  dernier  jonr  dn  t«i^  i  cnando  lia  expirado  el  líl- 

uic  est  aecouipli.  ',  timo  día  del  pla/.o. 

C.  Avg.  23.  IjOS  días,  meses  y  «ños  se  contarán,  para  to- 
dos los  eteeloB  leffales,  ynir  el  Calendario  Grej^oi-iuiio. 

24.  El  día,  es  el  intervalo  entero  «pie  eorr»^  de  inedia  no- 
cLe  á  media  noelie;  y  los  plazos  de  días  nn  se  contarán  de 
momento  á  tnoitiento,  ni  por  lloras,  sino  flesde  la  media 
QOi^lie  en  (jne  teriiiiiía  el  día  de  su  fecha. 

2Ó.  Los  i>la7.os  de  mes  6  meses,  de  año  ó  años,  t«rmiua- 
rán  el  día  en  {pH- los  respei'tivos  meses  tengan  el  mismo 
niimero  de  días  de  su  fecha.  Así,  un  plazo  rpie  prhici|)ie 
el  15  de  im  mes,  terminará  el  15  del  mes  correspondiente, 
cnahiuieragne  sea  el  número  de  ilías  ípie  tenfriui  los  me- 
ses ó  el  año. 

2I>.  Si  el  mes  en  que  ha  de  principiar  un  plazo  de  meses 
ó  años  constare  de  más  días  que  el  mes  en  <pie  ha  de  tenui- 
nar  el  )>lazo,  y  si  el  plazo  corriese  desde  al<!;uuos  días  en 
(pie  el  primero  de  dichos  meses  excede  al  segundo,  el  úl- 
timo día  del  plazo  sei-á  el  illtimo  tlia  de  est«  segundo  mes. 

27.  Todos  Uta  (tlazos  serán  e^mtinuos  y  completos,  ile- 
bieiido  siem])re  terminar  en  Ja  media  noche  del  últiuiu 
día '' 


(S)  "Tnlvfz  Hn  iiiimniíi  <!oiiiii  <I(-]ii:tHÍHilo  miiiiiuiDsiiH  i-stns  iw){lns;  ¡htocI 
tiempiihace  iiiic:uTy«8]>irur  lililí  miiJlitiid  lie  dcreulme,  i  en  im  eleiiipiitajn- 
rfilii^  iIh  itraiiile  iinpurtaiii'iit.  t^ii  eHtc  l'niyentii  st)iiiln|itn  idih  iiipdidH  iilii- 
funiut  iiarutiHliMt  loKiMisos;  i  niIii]itH(1ii.  un  linbriirnMtifiíi  siibre  ni  Innilias 
i^nñiHi  iim«ieH<l«lieni!(inbirR*i  rln  iiHtiiii>iiti>  ú  iiuiniHiito.  6  solire  si  el  BiMf* 
■It- treiiit»  (IfnH  Bieiiii>re  lí  ile  inifs  ú  nieniM  iHiih  scgiín  el  paso,  ú  snliTesi  li»9lii 
qne  li:iya  ]>r¡iiri]iia({o  el<lia  ttiinl  iHira  i-oiitiirln,  nmibre  ai  ••nirc  liKnlinxfí' 
tn1«muiiqiiH pTeserilwinmiici'ióii  ilHlioíucInirsf  e)  tli>  Inilemniiiln.  nU.  •■'¡i- 
vijiiiy  liiiiliMiirH'loií  estit  n>at«rln  eriiii  niimntii  do  pidltuis  «?n  hii  Tmt.iiln iIi' 
Ix-rn-liii  Riiiniiiin,  (iup  piimleii  i'iiiiHitlInr  l"8  i-nnosns  ilesile  el  j  177  iiastari 
INñ.  AlliHe  vcliiiijiiotilicndnH  Ini  prini'ipinii  t>n  <iti>- sh  riiiiilnit  Irnt  ivgln» 
pivi'nleiiteü.  (Vímiseeii  pjirlii'Ularlus  M  181,  1»2)."    (Nolade  BbIIu). 
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P.  de  0, 15.  Las  fechas  y  plazos  que  señalan  las  leyes 
se  computarán  con  arreglo  al  calendario  que  se  publique 
por  orden  ó  con  autorización  del  Gobierno. 

Cuando  en  las  leyes  se  liaf?a  mención  de  meses,  días  ó 
noches,  se  entenderá,  que  los  meses  son  de  treinta  días, 
los  días  de  veinticuatro  horas,  y  la  noche  desde  que  se  po- 
ne hasta  que  sale  el  sol. 

Si  los  meses  se  determinan  por  sus  nombres,  se  computa- 
rán por  los  días  que  se  les  <Ie  en  el  calendario. 

Las  reglas  de  los  párrafos  precedentes  son  aplicables  á 
la  computación  de  las  fechas  y  plazos  que  se  señalen  en 
las  obligaciones  y  demás  actos,  cuando  por  las  personas 
que  en  ellos  intervengan  no  se  jíacte  ó  declare  lo  contrario. 

C-  O.  «7. 

C-  M.  1125.  El  tiempo  para  la  prescripción  se  cuenta  por 
anos  y  no  de  momento  á  momento,  excepto  en  los  casos 
en  que  ¿.sí  lo  determine  la  ley  expresamente. 

1126.  Los  meses  se  regularán  <*on  el  numero  de  días  que 
les  correspondan. 

1127.  Cuauílo  la  presci*ii)ción  se  cuente  por  días,  se  en- 
tenderán éstos  de  veinticuatro  horas  naturales,  contadtis 
de  doce  á  doce  de  la  noche. 

C.  de  la  L.  3430.    {m  2260  del  O.  de  N). 

3431.  lín  las  prescripciones  que  se  adquieren  por  meses, 
los  meses  se  determinan  según  el  orden  en  que  ocurren 
conforme  al  calendario,  y  desde  el  día  en  que  la  posesión 
comienza,  sea  cual  fuere  el  niinuno  de  días  que  tenga  ca- 
da mes. 

3432.  En  las  prescripciones  <|ue  se  ad(|uieren  en  uno  ó 
más  años,  el  tiempo  se  cuenta  según  los  años  del  calenda- 
rio que  hayan  transcurrido  durante  el  tiempo  de  posesión 
requerido  por  la  ley. 

C.  Esp.  7.  Si  en  las  leyes  se  habla  de  meses,  días  ó  no- 
ches, se  entenderá  que  los  meses  son  de  treinta  días,  \o^ 
días  de  veinticuatro  liorüs,  y  las  noc>hes  desde  (jue  se  pone 
hasta  que  sale  el  sol. 

Si  los  meses  se  determinan  por  sus  nombres,  se  compu- 
tarán por  los  días  que  respectivamente  tengan, 

1130  Si  el  plazo  de  la  obligación  está  señalado  por  días 
á  contar  desde  uno  determinado,  quedará  éste  excluido  del 
cómputo,  que  deberá  empezar  en  el  día  siguiente. 
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D.  II.  XII.  8.  More  Eo- 
maiio  díes  a  media  noete  in 
cipít,  et  sequentis  uoctÍM 
inedia  parte  finitnr;  itaqne 
qiiidqiiid  íd  liis  vigiuti  qiia- 
tuor  lioris,  id  est  dnabiis 
diniidiatis  noctibiis  et  luce 
raedia,  aetiiiii  est,  ijeriude 
est,  qimsi  qiuiviB  hora  hicin 
actaiu  esset. 


XL.  VII.  4^5.  Sti- 
clms,  si  heredi  lueo  hudo 
servíerit,  liber  esto;  (luae- 
réiidum  est,  annns  qiionio- 
do  accipi  debeat,  an  qni  ex 
coiitiniiis  diebus  treoentis 
sexaginta  quinqué  constet, 
an  quibu8lil>et.  Sed  «upe- 
rius  magis  intelligenduní 
Poniponius  scribit 


XLI.  Til.  í).  In  usucapio- 
uibus  non  n  momento  ad 
momentum,  sed  totum  po8- 
treranm  diem  computamus. 

7.  Ideoque  qui  hora  sexta 
diei  kalendarum  lanuaria- 
nini  possidere  coepit,  hora 
sexta  uoctis  pridie  kalen- 
da  lanuarijis  implet  usnca- 
pioneni. 

L.  XVII.  101.  Ubi  lex 
duorum  mensium  fecit  meu- 
tionem,  et  qni  sexagésimo 
et  primo  die  venerit,  an- 
diendus;  ita  enim  et  Impe- 
rator  Antoninus  cuín  üive 
patre  sno  rescripsit. 


8.  Segiiu  ia  costumbre  de 
los  Somanos  el  día  coinieD- 
za  desde  la  media  noche,  y 
finalizrien  la  media  siguien- 
te; y  así  todo  cuanto  se  hi- 
zo en  el  término  de  esta« 
veinte  y  cuatro  horas,  esto 
es,  en  las  dos  medias  no- 
ches V  el  día  de  interme- 
t. 

dio,  es  lo  mismo  que  si  se 
hubiera  hecho  en  cualquie- 
ra hora  del  día. 

§  5.  Si  dijo  el  testador: 
Sea  libre  Estico  si  sirviere 
un  año  á  mi  heredero;  se 
[)regunta  de  (pió  mauera  se 
ha  de  entender  el  año,  si  de 
trescienl  os  sesenta  y  cinco 
días  continuos,  6  de  otra 
manera.  PomiK>nJo  escri- 
be, que  más  bien  se  ha  de 
entender  como  primero  se 
ha  dicho 

ÍJ.  En  las  prescripciones 
no  se  cuenta  de  momento  á 
momento,  sino  liasta  qae 
termine  el  último  día. 

7.  Por  lo  cual  el  que  em- 
pezó á  poseer  á  las  seis  del 
día  de  las  kalendas  de  ene- 
ro, completa  la  prescripción 
á  las  seis  de  la  noche  antes 
del  día  <le  las  kalendas  de 
enero. 

101.  Cuando  la  ley  hace 
mención  de  dos  meses,  ba 
de  ser  oido  el  que  se  pre- 
senta á  los  sesenta  v  nn 
días,  como  respondieron  el 
Emperador  Antonino  y  sn 
padre. 


COMENTARIO 


340.  Segiín  lo  observamos  en  el  prólogo^  las  reglas  con- 
cernientes á  los  plazos  son  mero  extra>cto  de  las  doctriuas 
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de  Savigny.    Bl  mejor  comentario  consiste,  pues,  en  tra- 
dncir  lo  esencial  de  su  admirable  monografía. 

Bn  mucba^  inelituciones  hallamos  una  relación  de 
tiempo  como  parte  integrante  de  los  hechos  que  sirven  de 
base  á  una  regla  general.  El  tiempo  se  nos  i)resenta  en- 
toBces  como  un  requisito  de  que  depende  la  adquisición  ó 
la  pérdida  de  los  derechos.  Sea  cual  fuere  la  diversidad  de 
esas  instituciones,  y  la  influencia  que  en  ellas  ejerce  el 
tieuipo,  éste  tiene  en  todas  una  misma  significación,  y  ^e 
sujeta  á  una  aplicación  uniformo. 

341.  Medimos  el  tiempo  según  el  sistema  cronológico 
que  regla  todas  las  relacionéis  •  <le  la  vida;  sistema  funda- 
do en  las  leyes  astronómicas  cuya  exposición  se  llama 
calendario.  Cuando  se  trata  de  un  hecho  jurídico  su- 
bordinado á  la  expiración  de  un  plazo,  tomamos  co- 
mo término  de  comparación  las  divisiones  <lel  tiempo 
establetñdas  de  una  manera  invariable  por  el  calendario. 
Pero  como  los  límites  de  los  plazos  que  se  comprenden 
en  los  hechos  jurídicos  se  determinan,  ya  por  actos  li- 
bres, ya  por  acontecimientos  naturales;  raro  es  que  estos 
límites  coincidan  con  las  divisiones  del  tiempo  estableci- 
das por  el  (calendario  de  una  manera  fija  Era  preciso, 
pues,  en  cada  caso  particular,  una  reducción  artiticinl, 
álin  de  referirá  las  divisiones  del  calendario  el  plazo  cu- 
yo punto  de  partida  es  variable.  Pava  esa  reducción  H 
derecho  positivo  tiene  regias  <i^encrales  y  exce])Ciones  re- 
lativas á  los  casos  especiales.  Las  divisiones  del  tiempo 
denotadas  por  el  calendario  se  denominan  tiempo  del  ca- 
lendario (año  del  calendario,  día  del  calendario),  y  los  es- 
pacios de  tiempo  determinados  para  los  diversos  actos  ju- 
rídicos, tiempo  movible  (año  movible,  día  movible). 

342.  Debemos  tomar  como  punto  de  partida  la  historia 
del  calendario  romano,  pnes  nuestro  calendario  actual  es 
en  realidad  el  romano,  salvo  una  modificación  (pie,  aplica- 
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da  á  las  relaciones  de  la  vida,  no   tienen  ningnna  impor- 
tancia. 

Segán  el  más  antiguo  calendario  romano,  el  año  cons- 
taba de  diez  meses  ó  de  trescienros  cuatro  días,  y  ese  año 
es  el  llamado  año  de  Rómulo. 

El  año  cuyo  origen  se  atribuye  al  rey  Nuraa,  y  que 
rigió  hasta  el  tiempo  de  Oósar,  se  componía  de  doce  meses 
equivalentes  á  trecientos  cincuenta  días.  Cada  dos  años  se 
intercalaba  un  mes  íntegro  llamado  MereedonhiSy  que  tenía, 
ya  veintidós,  ya  veintitrés  días.  La  intercalación  se  efec- 
tuaba después  del  día  que  nosotros  designamos  23  de  fe- 
brero, día  de  la  fiesta  de  los  Terminaliay  y  precedía  así  al  24 
de  febrero,  en  <iue  se  celebraba  la  fiesta  del  Eegifugium. 
Suprimíanse,  pues,  cinco  días  del  mes  de  febrero;  el  cual, 
en  el  año  de  la  intercalación,  (juedaba  reducido  á  veinti- 
trés. Los  cinco  días  se  consideraban  como  la  continuación 
de  Mercedoniu.%  que  desde  entonces  tenía  unas  veces  vein- 
tisiete y  otras  veintiocho  días.  Esta  distribución  daba  al 
año  una  duración  media  de  trescientos  sesenta  y  seis  días 
y  un  cuarto;  y  como  excedía  ella  al  año  astronómico,  des- 
pués de  un  intervalo  de  veinticuatro  anos  se  suprimían  de 
una  sola  vez  veinticuatro  díiu^  del  año  corriente;  lo  cual 
reducía  el  año  á  una  duración  media  de  trescientos  sesenta 
y  cinco  días  y  un  cuarto.  El  año  así  determinado  era  de 
uso  incómodo,  y,  además,  sujeto  á  frecuentes  perturbacio- 
nes, bien  á  causa  de  la  incuria  de  los  pontífices  encaigados 
de  supervigilar  el  calendario,  bien  por  espíritu  de  partido; 
[)orque  siendo  anuales  las  magistraturas,  prolongándose  el 
año  se  podía  prolongar  la  autoridad  de  los  cónsules  á  quie- 
nes se  quería  favorecer.  El  desarreglo  llegó  á  tanto,  que 
las  estaciones  caían  en  otros  meses  que  los  á  ellas  corres- 
pondientes. 

343.  Lo  cual  indujo  á  César  á  reformar  el  calendario  ra- 
dicalmente, reforma  que  hoy  sirve  de  base  á  todos  los  «i- 
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leñdaorios  de  los  pnebloe  eristíaoos.  La  reforma  áe  bizo  el 
año  706  (de  Boma)^  en  qne  se  corrígiéron  Ids  aberraeio- 
nes  BRcesivamenle  acnranladas,  y  qne  <luró  cíiatiocientos 
enarenta  y  cinco  días,  divididos  en  qnince  meses.  La  in- 
trodnóclón  del  nuevo  calendario  comensó  en  709,  año  que 
precedió  á  ta  muerte  de  César. 

El  reforma^ior  del  calendario  halrfa  supuesto  qne  el  ano 
astronómico  se  com[>onía  de  trescientos  sesenta  y  cinco 
días  y  seis  horas.  Por  consecuencia,  César  de<Tetó  que  el 
año  del  calendario  tuviese  trescientos  sesenta  y  cinco  días, 
y  que  en  cada  período  de  cuatro  años  hubiese  un  día  in- 
tercalar que  absorbiera  las  seis  horas  de  que  ya  hemos 
hablado.  La  intercalación  debió  efectuarse,  como  en  otro 
tiempo  la  de  un  mes  íntegro,  entre  los  Termiimlia  y  el 
Éegifuffium.  Determinado  así  el  año,  Se  dividió  en  doce 
meses  de  <lesigual  duración. 

Pero  este  cálculo  encerraba  un  error  esencial  relativo  al 
exceso  de  duración  del  año  astronómico;  [iues  el  exceden- 
te, que  se  suponía  de  seis  horas,  no  es  en  realidad  sino  de 
cinco  honis  cuarenta  y  ocho  minutos  cuarenta  y  ocho  sc- 
gun<las;  ese  error  anual  de  once  minutos  doce  segundos 
era  la  causa  de  que  el  día  intercalar  viniese  con  más  fre- 
cuencia; y  en  el  siglo  XVI  la  acumulación  de  tales  errores 
formaba  ya  diez  días  completos. 

344.  La  determinación  de  la  ñesta  de  la  pascua  suminis- 
tró al  papa  viregorip  XIII  la  ocasión  de  verittcar  y  rectifi- 
car el  calendario  Juliano.  Ctnuputóse  el  año  en  trescientos 
sesenta  y  cinco  días  cinco  honis  cuarenta  y  nueve  minu- 
tos doce  segundos;  los  <liez  días  acumulados  desde  César 
se  suprimieron  del  calendario,  y  para  prevenir  la  repeti* 
ción  del  error,  se  declaró  que  cada  cuatrocientos  años  se 
Kiiprimiríau  tres  intercalaciones.  Esta  reforma  del  calen- 
dario, hecha  en  1581,  y  practicada  en  Koma  y  en  Francia 
en  1382^  s^  aceptó,  eu  el  curso  de  los  diez  años  siguientes. 
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por  el  Emperador  y  los  Estados  católicos  de  Alemairia, 
Saiza  y  los  Países  Bajos;  así  como  en  Italia,  España  y 
Hungría.  Las  naciones  que  profesan  la  religión  protes- 
tante ó  la  griega  rehusaron  durante  mucho  tiempo  suje- 
tarse á  una  reforma  proveniente  del  papa;  pero  al  fin  fue 
reconocida  en  1701  [lor  los  Estados  protestantes  de  Alema- 
nia, de  Suiza  y  de  los  Países  Bajos;  por  Dinamarca  é  In- 
glaterra en  1752,  y  por  Suecla  en  1753.  Los  rusos  y  los  otros 
pueblos  que  profesan  la  religión  griega  conservan,  sin  mo- 
dificaciones, el  calendario  Juliano.  Hé  aquí  lo  que  consti- 
tuye la  diferencia  entre  el  antiguo  y  el  nuevo  estilo,  ó  el  ca- 
lendario Juliano  y  el  Gregoriano;  y  se  ve,  por  esta  exposi- 
ción, que  la  diferencia  debe  aumentarse  casi  en  cada  siglo. 
Importa,  sin  embargo,  precisar  bien  en  qué  consiste,  pues 
I>roviene  únicamente  de  que  las  intercalaciones  se  hagan 
con  más  ó  menos  frecuencia.  Por  lo  demás  nada  ha  cam- 
biado,  y  el  antiguo  calendario  subsiste,  aún  en  sus  reglas 
del  todo  arbitrarias. 

345.  Pasemos  al  examen  de  las  partes  esenciales  de  nues- 
tro calendario:  el  díUj  el  año,  el  mes  y  la  semana, 

346.  El  día  es  el  espacio  de  tiempo  que  emplea  la  tierra 
en  girar  completamente  sobre  su  eje.  El  principio  del  día 
es  en  sí  arbitrario,  y  por  eso  difiere  en  algunos  pueblos. 
Los  romanos  lo  habían  fijado  en  la  media  noche,  y  nosotros 
conservamos  esa  determinación,  .que  es  la  más  incómo- 
da de  todas;  porque  no  concuerda  con  ninguna  obser- 
vación directa  del  cielo.  El  día  tiene  dos  divisiones  natu- 
rales, cuya  duración  es  más  ó  menos  desigual,  y  que  varía 
constantemente:  el  día^  esto  es,  el  tiempo  en  que  el  sol 
está  en  el  horizonte  (Ihx^  dies  iiatnralls)^  y  la  iwclke  (naxj. 
El  intervalo  íntegro  de  media  noche  á  media  noche  se  lla- 
ma din  eit^il  (dies  civiles). 

347.  FA  año  se  compone  exactamente  de  trescientos  se- 
senta y  cinco  días,  pues  se  prescinde  del  exceso  de  algunas 
horas,  y  se  forma  de  éste  un  día  intei^calar.     El  ano,  como 
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el  día,  es  una  división  del  tiempo  fundada  en  un  cálenlo 
astronómico;  la  cual  ejerce  la  mayor  influencia  en  las  rela- 
ciones de  la  vida. 

Gomo  el  principio  del  ano  es  en  sí  indeferente^  se  po- 
dría, aigniéndose  un  mismo  calendario,  colocarlo  en  épo- 
cas muy  diversas.  Así,  desde  la  edad  media  algunos 
pueblos  lo  habían  fijado  en  el  primero  de  enero,  el  veinti- 
cinco de  marsso,  el  día  de  pascua,  6  el  veinticinco  de  di- 
ciembre. Hace  algunos  siglos  que  se  ha  adoptado  el  pri- 
mero de  enero,  y  este  acuerdo  tiene  importancia,  porque 
evita  confusión  en  la  cronología. 

348.  El  mes  es  la  división  intermedia  entre  el  día  y  el  año. 
Fundase  en  la  división  deh  año  en  doce  partes,  aunque 
desig^nales.  Siete  meses  tienen  á  treinta  y  un  días,  cuatro, 
á  treinta,  y  uno  ordinariamente  veintiocho  y  en  los  años 
bisiestos,  veintinueve.  Esa  división  en  doce  partes  no  es 
arbitraria,  pues  correspcmde  á  las  faces  de  la  luna;  pei*o 
aquí  se  establece  una  concordancia  muy  general  y  de  nin* 
guna  manera  rigorosa.  La  duración  de  los  meses  no  se 
determina  según  un  principio  absoluto:  César  quiso,  á  no 
dudarlo,  respetaren  cuanto  fuese  posible  el  uso  que,  esta- 
blecido por  el  antiguo  calendario,  provenia  en  parte  de  la 
religión;  por  lo  cual  no  se  modiñcaron  los  meses  sino  en 
cuanto  era  preciso  para  obtener  la  reforma.  En  los  tiem- 
pos modernos  no  se  ha  juzgado  necesaria  una  alteración 
en  esta  materia,  si  se  exceptúa  el  ensayo  transitorio,  hecho 
por  la  Bepública  francesa,  de  un  calendario  nuevo  en  que, 
modificándose  los  meses,  se  dio  á  todos  una  duración  igual 
de  treinta  días  con  cinco  días  complementarios. 

349.  Si  bien  no  debemos  omitir  la  fecha,  ó  designación 
individual  de  cada  día  con  relación  al  mes  a  que  pertenece, 
tal  designación  es  del  todo  extraña  al  calendario  propia- 
mente dicho,  así  como  á  las  reformas  de  César  y  de  Grego- 
rio XIII.  Los  cambios  reales  que  ha  experimentado  la  fe- 
cha se  han  operado  insensiblemente  por  el  ministerio  del 
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USO.  Lo^  rouiaqoH  dividían  el  mes  en  tres  partee  desígnale^ 
llamadas.  Kahnd&'S,  Nonas  é  Idfts»  Oada  una  de  éstas  de- 
terminaba una  serie  de  días  que  se  contaban  ix^trocediendo. 
La  designación  exacta  de  uu  dia  liubiera  sido^  por  ejeni-^ 
pío:  die  X  ánt^  Kalmída$  lanuariu»  (el  28  de  diciembre)* 
Pero  acostiuubrábase  alterar  el  lugar  de  la  preposición^  y 
se  decía  precisamente  en  el  mismo  sentidut  mUe  diem  X 
Kah  lan.  El  que  no  atendiese  á  e&te  capricho  de  la  lengua 
latina  pudiera  jn^gar^  tomando  la  pre[iosicióu  en  su  sentí* 
do  litei'alf  que  la  fórmula  ant4i  dmn  XK/ih  exprena  una  fe- 
cha anterior  al  áies  KaL]  cuando  no  designa  nunca  sino 
esQ  mistnó  díui 

8S0.  Bu  fin  la  semana  es  del  todo  ajena  al  calendario:  no 
es  patte  integrante  del  mes  ni  del  año;  porque  se  compo- 
ne de  un  número  determinado  de  días^  cuya  serie  continúa 
sin  interrupción  de  un  mes  y  de  un  auo  á  otros.  Los  ro* 
manos  tenían  series  de  ocho  días  que  acabalan  el  día  de 
los  nnndiíW4s;  otros  pueblos,  y- principalmente  los  judíos, 
tenían  una  semana  de  siete  días;  la  cual,  conocida  en  Bo- 
ma desde  antiguo,  fue  muy  pronto  generalmente  adopta- 
da por  los  cristianos;  y  la  celebración  del  domingo,  día  en 
que  comienza  laseman»,  da  áesta  división  mucha  ¡mpo^ 
taucia  en  todos  los  pueblos  (*ristiaDos.  La  semana  de  sie- 
te ó  de  ocho  días  tiene  [>or  base  una  observación  de  la  na* 
túrale;^,  accesible  á  todos  en  la  vida  onlitiaria.  En  efec- 
to, las  diferentes  face^  <le  la  luna  nos  conducen  á  dividir 
en  cuatro  partes  iguales  el  esi^acio.  de  tiempo  que  separa 
dos  plenilunios.  Ahom  bien,  la  cuarta .  parte  de  ese  mes 
lunar  termina  entre  el  sétimo  y  el  octavo  día;  y  á  fundar- 
se en  esa  observación  una  división  del  ttemiM>  en  df  as  com- 
pletos, debería  dividirse  en  siete  ó  en  ocho  días«  Así,  el 
mes  lunar,  como  mes  de  calendario,  se  funda  en  una  ob* 
servación  de  la  naturale;sa.  Pero  en  sa  aplicación  no  poe- 
de  conformarse  esta^ictamente  a  ella,  povque  para.  los  ivsos 
de  la  vida  xeal  era  necesario  una  serie  de  df/ns  completos. 
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Loa  iiín8  de  In  semana  no  se  designan,  como  los  del  me»^ 
por  una  feeba;  todos  tienen  nombre  e&peeíal,  y  se  repiten 
sneesivamente  según  un  orden  invariable. 

351.  En  euauto  á  las  divisiones  del  día,  las  Hacemos  en 
veintieaatro  partes  igoales,  que  llamamos  horas;  determi* 
nación  puramente  arbitraria,  que  no  se  relaciona  con  nin- 
guna observación  de  la  naturaleza.  Los  romanos  dividían 
el  díu,  esto  es,  el  tiempo  en  que  el  sol  está  en  el  horizonte, 
en  doce  partes  iguales,  qite  contaban  desde  una  hasta  do- 
ce, y  Iti  noche  en  otras  tantas  partes  iguales,  que  contaban 
de  la  misma  manera.  Así,  pues,  exceptuándose  la  época 
del  equinoxio,  las  horas  <lel  día  no  tenían  la  misma  dura- 
ción que  las  de  la  noche,  y  la  dumción  de  cada  una  au- 
mentaba ó  disminuía  diariamente. 

352.  Cuando  una  alteración  en  el  derecho  se  subordina  á 
la  expiración  de  un  plazo,  se  toma  por  medida  de  ese  pla- 
zo el  tiempo  del  calendario,  esto  es,  cierto  número  de  días, 
meses  ó  años,  cuyo  principio  y  fin  se  fijan  en  el  calendario. 
Pero  como  el  principio  de  un  plazo  no  concuerda  con  la^ 
divisiones  del  calendario  sino  en  casos  en  extremo  raros,  la 
apUcación  no  puede  efectuarse  sino  por  medio  de  una  re- 
ducción, cuyas  regUtó  vamos  á  exponer.  En  cnanto  á  hj^ 
reglas  mismas  no  hay  controversia  sino  sobre  el  nxes;  las 
otras  divisiones  del  tiempo  se  determinan  por  reglas  muy 
sinxples  y  que  no  originan  ninguna  duda;  pero  su  a^>lica- 
cióu  presenta^  en  general,  graves  dificultades.  Trátiuse, 
pues-,  de  determinar  primeramente  lo  que  <lebe  entenderse 
por  rfíff,  añOy  senuuia  y  mes  movibles. 

Bl  dia  nioeible  es  un  espacio  de  tiempo  cnya  dura* 
ción  es  igual  á  la  de  un  día  del  calendario,  esto  es,  qne  to* 
mando  por  punto  de  [lartiila  un  instante  detei*minado, 
aquel,  por  ejemplo,  en  que  el  hecho  jurídico  origina  una 
acción,  se  mide  un  espacio  de  tiempo  igual  al  que  trans-* 
CULTO  <lesde  la  media  noche  basta  la  media  noche  del  día 
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siguiente.     Supónese,   pnes,  qno  tollos  los  días  del  calen- 
dario tienen  duración  ignal. 

El  año  movible  es  la  suma  exacta  <le  trescienloB  sesenta 
y  cinco  días  inovililes,  coutados  sin  interrupción.  Se 
prescinde  razoaablemente  de  algunas  horas  de  exceso  que 
presenta  el  nño  solar,  i>orque  tal  exceso,  como  hemos  di- 
cho, es  absorbido  por  el  día  intercalar. 

La  sematui  mov^le  e«  la  serie  de  siete  días  movibles, 
la  cual  es  fácil  de  calcularse,  porque  teniendo  cada  día  de 
la  semana  un  nombre  es)>e(!Íal,  la  i-epetíción  de  uo  mismo 
nombre  indica  una  nueva semanii. 

Loque  origina  dudas  sobre  el  mes  movible  es  la  desi- 
gual duración  de  los  meses  del  calendario.  Guando  se 
trata,  pues,  de  determinar  el  número  normal  de  días  qne 
debe  tener  el  mes  para  aplicarlo  á  las  reglas  de  derecho 
que  cuentan  ]>or  rncses,  debía  ele^^inse  entre  los  números 
treinta  ó  treintii  y  «no.  Por  la  aplicaeión  de  este  ultimo 
número  podía  alegarse  que  la  mayor  parte  de  los  meses 
tienen  en  realidail  treinta  y  un  días;  pero,  en  cnanto  al 
número  treinta,  hay  riizones  más  convincentes.  De  todoa 
los  números  enteros  es  el  que  miis  se  aproxima  asíala 
duodécima  parte  del  año  (30  5/¡3)  como  al  ines  astronómi- 
co (-);  es  un  número  redondo,  susceptible  de  dividirse  en 
muchas  partes;  préstjise  fAcilmente  á  las  aplicaciones  de 
la  vida  real,  y  se  graba  con  facilidad  en  la  memoria. 

353.  Acostiim brumos  designar  cada  df a  del  mes  por  su 
feclin,  y  el  procedimiento  más  cómodo  eonsi.ste  en  que  uu 
plazo  nien.sunl  expire  en  la  misma  fecha  del  mes  signien> 
te.  Si  el  plazo  comienza  el  <Uez  y  siete  de  enero,  termina 
el  diez  y  siete  de  febrero;  si  comienza  el  siete  de  febrero, 
termina  el  siete  de  marzo;  presoindiéndose  de  la  corta  di- 
ferencia entre  los  dos  plazos,  pues  el  primero  es  en  reali- 
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dad  de  treinta  y  un  días,  y  el  segundo  de  veintiocho.  Bsa 
desigualdad,  poco  notable,  tieoe  menos  inconvenientes 
que  ana  determinación  rigorosa  de  treinta  días;  i  a  cual  in- 
dujera fácilmente  en  error.  Aplicada  á  los  plazos  de  pro^ 
cedimiento,  esa  manera  de  computar  se  funda,  desde  el  si* 
glo  XVI,  en  los  má»  notables  escritores. 

Y  no  presenta  ella  dificultades  sino  en  un  solocaw, 
cuando  el  término  comienza  en  los  últimos  días  de  un  mes 
lai^o,  y  el  mes  siguiente  es  corto.  La  manera  más  simple 
de  superar  la  dificultad  es  fijar  el  fin  del  plazo  en  el  último 
dfa  del  mes.  Si  una  letra  de  cambio  se  gira  el  31  de  di- 
ciembre á  dos  mases  fecha,  vence  el  28  de  febrero,  lo  mis- 
mo que  si  fuese  girada  el  28,  el  29  ó  el  30  <le  diciembre. 

354.  Besnmréndose  las  reglas  hasta  aquí  expuestas,  se  ve 
que  el  día  es  la  división  más  importante  del  tiempo,  por- 
que á  ella  es  á  la  que  se  refieren  todas  las  otras.  En  efecto, 
cuando  una  alteración  en  el  derecho  se  subordina  á  la  ex- 
piración de  cierto  número  de  años,  meses  ó  semanas;  es 
menester  que  el  plazo  se  reduzca  ú,  días,  para  fijar  el  día 
en  que  expira  el  tórmino  verdadero  del  tiempo  movible, 
una  vez  determinado  ese  día,  el  término  verdadero  expira 
en  el  instante  preciso  en  que  se  ha  efectuado  el  suceso, 
que  se  toma  como  punto  de  partida  del  plazo. 

355.  Se  Wmwa  plazo  vmtemdtico  el  plazo  verdadsroj  y  pla- 
zo jurídico  aquel  en  que  se  efectúa  la  alteración  en  el 
derecho;  y  debieja  haber  entre  los  dos  plazos  la  más  per- 
fecta armonía. 

Pero  la  aplicación  de  esta  regla  presentara  obstáculos 
que,  sin  exagerar,  pne<len  llamarse  insuperables. 

En  los  asuntos  urgentes  y  de  suma  i  niportancia,  ¿eó- 
mo  deteripinar  de  una  manera  rigorosa  las  horas,  mi- 
nutos, etc.T  De  ahí  proviene  que  aún  en  los  instrumen- 
tos públicos  extendidos  con  más  esmero,  si  bien  se  men- 
ciona la  fecha,  nunca  la  hora  en  que  se  han  extendido. 
Siendo  imposible  en  la  práctica.la  armonía  entre  el  plazo 
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Htatemátieo  y  el  plo/^o  jnrfdico,  «lebemos  Imsoar  nna  e^K- 
títmi  aproximadft  Pero  hay  gravee  inconveiiiuntvs  en 
at«'iier»e  íi  ene  resnltado  ii>eTnmetibe  nepttÍTo.  E)n  pri- 
mer lagar,  Ih  conceítión  de  iiiexnotitud  ptidiera  exAgwane 
y  originar  al)nsu.i;  en  ¡wguado,  las  teatotivaK  reitovatlM 
en  cada  caso  para  vencer  1»  «lifloultad  oeasionarfa  tfu  tra- 
lu^u  deeproiMiroionwlo  á  la  importancia  del  objeto.  Pa- 
ra obviar  tales  iacon venientes,  debe  preseiudine  de  la 
armonfa  eetre  el  plazo  raateinátion  y  el  plazo  jnrídíco;  pe- 
ro restringiendo  la  difiereneia  á  Ifinitos,  en  cnanto  sea 
IKwible,  ciertos  y  muy  circunscritos. 

Gl  problema  propnesto  puede  plantearse  en  estos  termi- 
nas: bailar  para  el  tieinpi>  movible  nn  plazo  jnrfdico  f&eil 
«le  reconocer  y  de  aplicaren  todas  las  eironnstancias,  Ale- 
jándose lo  nieYíos  posible  del  plazo  matemático.  ISse  (tro- 
blema  es  susceptible  de  dos  soluciones  distinta»,  qne  se 
fnmlan  en  un  mismo  principio.  Bn  efecto,  se  pnedecolo- 
oar  el  plai^o  jurídico  en  la  media  noolie  que  preoede  6  <\ne 
sigue  al  plax-o  matemático,  y  el  objetóse  consigne  ig^al- 
nténte;  porque  concordando  el  día  movible  con  el  df«  del 
ealendarío,  no  es  necesaria  nna  rednceióu  aitiflcial,  y  t>6 
Itrescinde  de  las  divisiones  secundarias  del  tiempo;  laa 
cuales  originan  totla  la  diñcultad.  Distinguir  los  díandel 
calendario  es  muy  fácil  aán  para  el  hombre  más  róistieo, 
porque  están  sej^arailos  (lor  nn  intervalo  muy  considera- 
ble, la  noche,  tiemjto  destinado  al  descanso.  Em  ma- 
nera de  coiitJir  puede  también  explictirse  de  la  man  tr»  si- 
guiente. Se  toma  el  dhtdel  calendario,  no  porlo([n«v» 
en  realidad,  un  intervalo  de  duración  cierta,  sino  por  un 
todo  indivisible,  pop  uu  elemento  del  tÍom|K). 

Resuelto  de  esa  manera  el  problema,  las  couseenencias 
de  la  expiración  del  plazo  comienzan  antes  ó  desfatés 
de  lo  que  deberían,  si  fuese  posible  olwervar  la  regla  ri¡f&- 
rosa.  KI|iliU!one  abrevia  ó  se  dilata;  jwro  la  diferenci» 
nunca  puede  ser  de  veinticuatro  homs;  y  una  de  las  bs- 
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ses  «le  la  solución  del  problema  consistía  en  que  la  des- 
viación se  circunscribiese  á  límites  ciertos  y  restringidos. 
Si  se  toma  por  término  de  comparación  el  cumplimiento 
rigoroso  de  la  regla,  sin  duda  una  de  las  partes  gana  el 
tiemp<>  (pie  la  otra  pierde;  pero  la  pérdida  y  la  ganancia 
no  «e  retieren  al  objeto  (|ue  n(M  proponemos:  es  mal  inevi- 
table que  se  acepta  para  evitar  uno  mayor. 

Hemos  dicho  (pie  estas  dos  soluciones  del  problcmíi  eran 
en  general  las  únicas  posibles;  y,  en  efecto,  ¿qué  otra  so- 
lución cabrínf  Se  pudiera  adelantar  ó  retroceder  veinti- 
cuatro horas  el  plazo  jurídico,  fijándolo  en  la  media  noche 
que  precede  ó  sigue  al  término  matem«4tico.  La  dificultad 
estaría  también  superada;  pero  se  traspasarían  los  limites 
sin  motivo  fundado;  y  alejándose  de  la  verdad,  4por 
(pié  más  bien  un  día  que  dos,  tres  ó  nms?  Jín  fin,  se  pu- 
diera también  adelantar  ó  retardar  el  plazo  matemático 
un  (lía  movible  íntegro.  Si,  por  ejemplo,  exinra  el  2  de  ene- 
ro á  medio  (h'a,  colocar  el  plazo  jurídico  el  1**.  ó  el  3  de 
enero  á  medio  dia.  Pero  ese  sistemíi  debe  ser,  á  no  du- 
darlo, rechazado,  porque  no  atenáa  en  manera  alguna  los 
inconvenientes,  y  nos  separa  de  la  verdad  sin  ninguna  ra- 
zón plausible. 

Por  cnanto  hallamos  dos  soluciones  del  problema  igual- 
mente síitisfactorias,  no  nos  (pieda  otro  medio  que  el  de 
adoptar  exclusivamente  una  lí  otra,  ó  aidicar  ambas  á  un 
tiem])o  según  las  circunstancias. 

350.  El  art.  48  del  Código  chileno  no  acepta  sino  el  pri- 
mero de  los  medios  que  Savigny  pro[mne  para  la  comim- 
taci(>n  del  termino  jurídico,  esto  es,  ([ue  el  plazo  exjnre  á  la 
medid  noche  del  último  día  del  término  vuitemático. 

357.  No  pudo  aprovechar  mejor  1).  Andrés  Bello  de  los 
trabajos  del  insigne  jiiris(íonsulto  alemán,  resumiéndolos 
en  las  reglas  que  este  artículo  encierra;  las  cuales,  si  bien 
no  pueden  formularse  con  mucha  claridad,  porque  la  ma- 
teria no  la  comporta,  una  vez  (comprendidas  no  ofrecen 
dudas  ni  dificultades. 

60 
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Art.  49.  Cuando  se  dice  que  un  acto  debe  ejecu- 
tarse en  ó  dentro  de  cierto  piase,  se  entenderá  que 
▼i^e  si  se  ejecuta  antes  de  la  media  noche  en  que 
termina  el  último  día  del  piase;  i  cuando  se  ezije 
qiie  haya  transcurrido  un  espacio  de  tiempo  para 
que  nascan  6  espiren  ciertos  derecbosi  se  enten- 
deirA  que  estos  derechos  no  nacen  6  espiran  sino 
4Q9p^és  de  la  media  i^oohe  en  que  termine  el  Ulti- 
mo día  de  dicho  espacio  de  tiempo  (-) 


REFERENCIAS. 


Plazo.  1494. 
Derechos.  676. 


CONCORDANCIAS. 


P.  (le  B.  47.  Cuaiido  se  dice  que  «n  acto  debe  ejecutarse 
m  ó  denigro  de  ciertx)  plazo,  se  entenderá  que  vale  sí  se  eje- 
(*uta  antes  de  la  media  noche  en  que  tenníiia  el  plazo  (sal- 
vas las  limitaciones  que  en  el  artículo  siguiente  se  expre- 
san), i  cuando  se  exije  que  haya  transcurrido  un  espacio 
de  tiempo  para  que  nazcan  ó  espiren  ciertos  derecbos.  se 
entenderá  que  estos  derechos  no  nacen  ó  espiran  sino  <ies- 
pués  de  la  media  noche  del  día  en  que  termina  dicho  es- 
pacio de  tiempo. 

O.  E.  44. 

C.  Arg.  27 los  actos  que  deben  ejecutarse  en  6 

dentro  de  cierto  pl«zo,  valen  si  se  ejecutan  antes  de  la 
media  noche,  en  que  termina  el  último  día  del  plazo. 

O.  O,  68. 


D.  XLIV.  VII.  6.  In  óm- 
nibus temporalibus  actioni- 
bus,  nisi  novissimus  totus 
dies  compleatur,  non  finit 
obligationem. 


(-)  Savigny.  IV.  $182-187. 


(>.  En  todas  las  acciones 
temporales,  mientras  no 
transcurra  el  último  día  ín- 
tegro, no  se  extingue  la 
obligación, 
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COMENTARIO. 

358. '  E/1  articalo  encierra  dos  reglaa: 

1^  OaaBilo  se  fija  plazo  para  la  ejecución  de  un  acto,  és- 
te es  válido  si  se  ejecuta  antes  de  la  media  noctie  del  últi- 
mo día  del  plaz(^  y 

2*.  Cuando  se  exige  que  transcurra  cierto  lapso  de  tiem- 
po para  que  nazcan  ó  expiren  derechos,  tales  derechos  no 
nacen  ó  expiran  sino  después  de  la  inedia  noche  en  que 
termine  el  último  día  de  aquel  lapso  de  tiempo. 

350.  8i  se  trata  de  actos  qne  pueden  ejecutarse  en  un  pe^ 
ríodo  dilatado,  como,  por  ejemplo,  los  qne  interrumpen  la 
preseripción,  la  regla  primera  no  sólo  es  conveniente  sino 
necesaria;  pues  por  el  minist4>^rio  de  ia  ley  se  efectúa  la 
adquisición  ó  la  pérdida  del  derecho.  En  tofiocs  los  díaa 
intermedios  desde  el  primero  hasta  el  último  día  de  un 
plazo  de  tres^  diez  ó  treinta  arios,  puede  interrumpirse  la 
preseripeión;  y  tan  luego  como  expira  el  plazo,  los  actos 
de  interrupción  no  surten  ningún  efecto. 

Pero  si  el  plazo  se  estípula  en  beneficio  de  ambas  par^ 
tes  contratantes^  el  último  día  del  plazo  es  el  único  en  que 
se  debe  ejecutar  el  acto^  so  pena  de  constituirse  el  deudor 
en  mora,  y  de  experimentar  los  gravísimas  perjuicios  qne 
ella  acarrea. 

Supóngase  que  en  un  contrato  de  venta  se  hubiese  es- 
tipula<lo  que  el  precióse  pagaría  en  nn  año,  y  qne  mien^ 
tras  t^nto  ganaba!  el  interés  legal.  Si  es  evidente,  como  lo 
es,  que  tal  plazo  consulta  la  utilidad  recíproca  de  las  pac- 
tes, sigúese  que  el  deudor  no  puede  renunciarlo^  y  que  tie- 
ne de  efectuar  el  pago  el  último  día  del  plazo.  Llegada 
la  media  noche,  la  ley  le  constituye  en  mora,  y  al  día  si- 
guiente el  vendedor  tiene  derecho  para  solicitar  la  resolu- 
ción del  contrato. 

Saltan  á  la  vista  las  dificultades  qne  al  deudor  se  le  pre- 
sentarían para  ofrecer  el  pago  en  el  día  único,  y  para  justi- 
ficar los  hechos  concernientes  á  la  oferta. 
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Acaso  proveDgan  estos  inconvenientes,  no  de  la  re. 
gla  misma  que  examinamos,  sino  de  aquella  según  la  cual 
el  deudor  ae  constituye  mi  mora  por  el  ministerio  de  la 
ley.  Más  eciuitativo  y  más  práctico  es  el  sistema,  como  el 
del  Código  de  Napoleón,  de  requerir  al  deudor  para  cons- 
tituirle en  mora. 

360.  Si  la  expiración  de  un  plazo  es  lo  que  origina  la  ad- 
quisición ó  la  pérdida  de  un  derecho,  el  día  siguiente  al 
último  es  aquel  en  que  los  derechos  nacen  ó  expiran.  Así, 
tratándose  de  la  adquisición  del  dominio  por  prescripción, 
el  poseedor  se  convierte  en  propietario  en  el  instante  que 
sigue  á  la  media  noche  del  último  día  del  plazo;  y  tratán- 
dose de  la  extinción  de  las  acciones,  el  deudor  se  liberta  de 
la  obligación  en  el  propio  inst^ante  que  signe  á  la  media 
noche  del  último  <lía  del  plazo. 

Es  de  observar  que  siendo  ideas  correlativas  la  a<l- 
quisición  de  los  derechos  por  una  parte,  y  por  otra  la 
l)órdida,  un  mismo  hecho  ejecutado  ó  omitido  surte  efec- 
tos contrarios.  En  el  ca«o  propuesto  de  la  prescripción 
adquisitiva,  el  propietario  debe  deducir  la  acción,  respec- 
tivamente, dentro  de  diez,  veinte  ó  treinta  años;  los  actos- 
de  interrupción  deben  ejecutarse  antes  <le  la  media  noche 
del  último  día,  y,  á  omitirlos,  al  día  siguiente  pasan  los 
derechos  al  poseedor  por  el  ministerio  de  la  ley.  Lueíí:o, 
la  omisión  del  acto  que,  según  la  regla  primera,  vale  cuan- 
do se  ejecuta  antes  de  la  media  noche  del  último  día  del 
plazo,  as  la  que  confiere,  al  día  siguiente,  los  derechos  que 
perdió  el  propietario. 
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Art.  50.  En  los  plazos  que  se  señalaren  en  las 
leyes,  ó  en  los  decretos  del  Presidente  de  la  &e- 
pttbllca  6  de  los  tribunales  6  Juzgados,  se  com- 
prenderán attn  los  días  feriados;  á  menos  que  el 
plazo  señalado  sea  de  días  titiles,  espresándose 
asi;  pues  en  tal  caso  no  se  contarán  los  feria- 
dos. 

líKFERExNCIAS 


Plazos.  UU. 


CONCORDANCIAS. 


P.  de  B.  48. 

O.  E.  45. 

O.  Arg.  28.  Eii  los  plazos  que  sefiahisen  las  leyes  ó  los 
tribunales  ó  los  ilecretos  del  Gobierno,  se  eoiupreiuleráu 
los  días  feriados,  á  menos  que  el  plazo  señalado  sea  de 
días  otiles,  expresándose  así. 

C.  C.  70. 

COMPÍNTARIO. 

361.  Los  días  se  divuleu  en  ntiles  y  feriados.  (1)  Útiles, 
a4|uellos  en  que,  abiertos  los  tribunal(\s,  pueden  ejecu- 
tarse actos  concernientes  á  la  administración  de  justi- 
cia;  feriados,  los  que  se  destinan  a  la  celebra(áón  de  ties- 


(1)  •*Quaiicl  le  préteur,  pourcotnblev  leH  lacinies  fie  la  lí'jjfisliitioii.  cr<5uit 
des  rt5inÍMle8  d«  (Iroit  noiiveanx,  il  accovdait  ordiiiaireiiiciit  des  <l<^lai.s  rela- 
tivísmeiit  trí'8-coiirts  poíir  en  ii.ser;  mai8  il  avait  l'habitude  do  iie  coii»pter 
«lana  c«a  d^lai»  que  les  ¡oiir»  oíi  il  avait  6\6.  poHiible  a  la  partie  de  faire  le» 
a<rtes  iif^cessaires  poiir  faire  valoir  le  droit  qui  liii  était  oftVrt.  Cesjouvs 
^taieiit  appelés  uitleSi  et.  par  huí  to,  le  dí^lai  tempus  utile  en  opposition  aux 
flélais  dans  lesquels  ou  coniptait  tons  les  jours  sans  dÍ8tinction,  temptia  vo»- 
tinuum. — Les  causes  qui,  danH  un  eas  donné.  peuvont  foruier  obstacle  a  ce 
que  iious  fassions  les  actes  ní^cessaires  pour  naer  d'  une  faveur  que  le  ina«íis- 
trat  ou  la  ioi  U09  ott're,  sout  tl■^8-va^ióe8,  niais  peuvent  «^tre  ramení^e»  aux 
quatre  faits  soÍTants:  1".  le  tribunal  du  ma^jistrat  n'cst  pas  accesible  tous 
les  jonrs;  2**.  llsepeut  qu'uneautre  partie,  dnnt  la  prí^sencc  est  nécessaire, 
8*^  tron ve  absenté;  3".  nons  ponvons  nons-nicnie  ctre  enii)cclid  par  des  niotifs 
lógitinies;  4".  notre  inactiou  pent  provenir  de  l'ií^norance  dans  laquelle 
nons  trouvons  quant  ^  Texiat^mcedn  droit  qiü  nons  est  ouvert.  Dans  tóns 
cea  cas,  il  peaty  avoir  líen  adécouipfcer  lesjours  inútiles.'*  (Maynz.  I.  }  89), 
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tas  oJvicas  ó  religiosas,  y  en  que  por  eso  no  se  a<lmiai8tra 
justicia. 

La  regla  que  tija  el  art.  50  es  obvia,  clarísima:  en  to- 
dos los  plazos  se  cucutao  atiit  los  días  feriados,  á  tuenos 
que  la  ley  ó  el  decreto  de  las  autoridades  exprese  que  en 
el  plazo  no  se  comprenden  aquellos  días. 

Cuando  el  iilthno  día  del  plazo  es  feriado,  y  en  ese 
tifa  es  necesario  ejecutar  netos  para  interrumpir  la  pres- 
cripción ó  con  cualquier  otro  objeto  necesario,  los  días 
feriados  presentan  graves  dificnitades;  y  sería  de  desear 
que  entonces  se  considere  como  líltimo  día  el  que  precetla 
ó  siga  al  día  feriado.  Eso  se  dispone  en  algunas  naciones 
en  cuanto  al  protesto  de  la  letra  de  cambio. 


MEDIDAS  479 


▲rt.  51.  Las  in^dldM  4e  MtenBión,  yeso,  dura- 
ción 1  caalesquiera  otras  de  que  se  haga  mención 
en  Imm  leyes,  ó  en  les  decretos  del  Presidente  de  la 
SepUblica,  ó  de  los  tribunales  ó  Jusgados,  se  en- 
tenderán siempre  segdn  las  definiciones  legales; 
i  &  falta  de  óstas,  en  el  sentido  Jeneral  j  popular, 
á  menos  de  espresarse  otra  cosa. 


CONCORDANCIA». 


P.  de  B.  49. 
C.  E.  46. 
O.  C.  69. 


COMENTARIO. 


362.  Tanto  en  Chile  como  en  el  Ecuador  acepta  la  ley 
el  sistema  decimal  en  las  medidas  de  extensión,  peso,  ca- 
pacidad, &.;  y  sería  conveniente  emplear  medios  coerciti- 
vos para  que  siquiera  en  los  contratos  que  consten  por  es- 
crito y  en  los  actos  de  procedimiento  no  se  use  sino  aquel 
sistema  tan  claro  y  tan  sencillo. 

Oomo  los  hábitos  tienen  grande  influencia  en  el  pue- 
blo, y  es  muy  difícil  ^lesíirraigarlos,  todavía  se  víile  és- 
te de  caballerías,  cuadras,  solares;  fanegas,  medias;  galo- 
nes, botellas,  &.,  &. 

Guando  se  trata  de  medidas  no  determinadas  por  la  ley, 
la  controversia  consiste  en  ft^c/ios,  y  el  juez  debe  decidirla 
según  las  pruebas  que  se  hubieren  rendido. 


I>ei-osraeiAn  ele  las  leye«. 

Art.  52.  La  derogación  de  las  leyes  podrá  ser 
espreaa  6  tácita. 

Es  espresa  cuando  la  nueva  lei  dice  espresa- 
mente  que  deroga  la  antigua. 

Zs  tácita  cuando  la  nueva  lei  contiene  disposi- 
ciones que  no  pueden  couoiliarse  con  las  de  la  leí 
anterior. 

La  derogación  de  una  lei  pnede  ser  total  ó  par- 
cial. (•) 

KKKRIÍEXCIAS. 

YA  h]<;ÍMi>  i«-i;iiiiitu.     Artíinlo  liiial. 

CONCOUUANCIAS. 

P.  lie  B.  50. 

C.  R.  47. 

C  (le  lu  L.  22.  La.s  leyes  iiiiedeii  stív  derogad  as,  totJil  « 
pareiatnieiit*^,  por  ofnis  leyeM. 

2.3.  La  dei-ofíficióii  es  expresa  ó  táeitii.  lís  ex|tre«i,  eiian- 
do  ellíi  se  decílara  explíeita mente  |nu'  I;i  ley  iiuevii. 

Ks  tácita,  si  la  imeva  ley  eiieierra  dispuKicioiie»  eeiitra- 
rias  á  las  de  la.s  leyes  aiitevioi'e.s,  ó  ([iie  e<iii  ellas  iio  \mK- 
deu  cone  i  liarse. 

La  derogación  de  niia  ley  (|ne  derogabn  otra,  no  tleja 
H(ib.<ii:iteiite  la  |)riniei'a. 

I.  i.  ir.  11.  Sed  iiaturalia  >  II.    Las  leyes  naturales, 

qiiideiii  inni,i|uae  !i|md  om-  í  oUservndüs    en    easí    t<i(las 

nes   gentes    jieraeigne    ser-  f  las  inieiones  y  estalil.'ciibif 

vantnr,  divina  iitiailaní  pro-  >  ¡lor  la  Divina  ProvideiicÍH, 

videntia  eonstituta,  seinper  \  punnauvcen    xieiiiprc   fijan  f 

frnut   ntqifr  inmiiUihiliti  per-  [  ¡nmntahkx;    pero    las  leyeü 

luUHi'nl.  Ea  vero  ijnae  ipsa  i  ipie  ea<la  citidail  expide,  w 

siUi  4pniei|ne  eiviíns  cons-  5  imitUiii    con    freeuenciíf,  i 

(■)  MiTliu.  r,u¡.  f  XI.  II,  1.— DhIIoü.  I.üíh.  b:«-5.W.— ToiiUirr.  I,  lúl-lTJ. 
l>eiuol«i.il.^.  I,  12l-l2(>.-ZiicliiirL.ie  (M.  V.).  1.  J  27.— Za.'IiKriap  (A.  K.).  I.  í 
2!t.— M«roa,lá.  I.  :«>.— Durjnit.m.  ],  Iftí- lOM.-lJeiii.ijite,  I.  20.— Baucir.vl^- 
L'Biitiiwrie.  I.  U7-134. 
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tituit,    saepe  raiitari  solent,  >  por  el  tácito  ooiisentimíen- 

vel  tacitu  consensu  populi,  >  to  del  pueblo,  ó  por,  otras 

vel     alia   postea   lego  lata.  <   leyes  jiosteriores. 

I>.  I.  III.  28.  Sed  etpos-  ?       28.  Las  leyes  ¡msteriores 

teriores    leges    arl    priores  S  se  refieren  á  las  anteriores, 

pertinent,    ?iisi    eontrariae  <  si  no  les  son  oontraria« 

sint ) 

T^.  XVI.  102.  Dcro^atnr  ^<  102.  La  ley  se  deroga  ó 
legi,    aut  abrogatur;   dero-      se  abroga;  abrógase  cnan- 

gatiir  legi,  quiiin    pars  de-  i  do  en  parte  se  altera;  <leró- 

tmliitur,     abrogatur     legi,  5  gase  cuando  del  todo  queda 

quiiiu  prorsu.^!  tollítnr.  (  insubsistente. 


Art.  53.  La  derogación  tácita  deja  vijente  en 
las  leyes  anteriores,  aunque  versen  sobre  la  mis- 
ma materia,  todo  aquello  que  no  pugna  con  las 
disposiciones  de  la  nueva  lei.  (-) 


CONCORDANCIAS. 

P.  de  B.  51.  La  <lerogaeión  tacita  es  parcial  por  su  na- 
turaleza, i  deja  vijente  en  las  leyes  anteriores,  aunque 
versen  sóbrela  misma  myteiia,  totío  acj^uello  que  no  pug- 
na con  las  íUsposieiones  de  la  nueva  lei. 

C.  E.  48. 

COMKNTAKIO. 

3(>3.  Los  ronmnos  distiní>uían  entre  la  abrogación  y  la 
derogación  de  la  ley.  La  primera  consistía  en  dejar  toda 
la  ley  insubsistente;  la  segundji,  en  suprimir  ó  luoditicar 
alguna  de  sus  partes. 

Las  legislaciones  modernas  no  distinguen  entre  la  ab- 
rogación y  la  derogación;  y  esta  es  más  usada  para  ex- 
[)resar  el  acto  de  a\)olir  ó  de  modificar  las  leyes. 


(-)  Merliii.  Loi.  {Xí.  2.— nnlloz   Lois.  559-5(52.— Ton!  I  i  or.    1.   15.")  - 157.— 
Ma.s.s^.  I.  To.^Zacliariae  (A.  K.),  J.  ^  2íí.— Dejnoloinlíc.  1.  127-120. 

(U 
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364.  Niula  más  evidente  que  íucuiiiIk)  al  jMxler  legislati- 
vo derogarliis  leyes  iior  medio  de  otras;  y  r^iie  puede  tle- 
rogjirlas,  ya  exiu-esamlo  que  uiui  ley  determiiiada  ijiieda 
insubsiutente,  ya  dictando  leyes  del  todo  iucom[)atilile» 
con  las  leyes  anteriores. 

De  las  definiciones  de  la  derogación  expresa  y  táci- 
ta, y  de  la  re^la  qne  la  costnriibre  no  constituye  dereclio 
sino  en  los  casos  en  que  la  ley  so  remite  áella,  se  deiliice 
jiii-ídicay  lógicamente  qne  las  leyes  no  se  derogan  por  la 
costumbre  ó  el  desnso.    (1) 

365.  La  derogación  expresa  DO  origina  ninguna  dificul- 
tad; ¡lorque  habiendo  dispnesto  el  legislador  (|ue  la  ley  an- 
tigua hq  subsistí),  claro  es  qne  en  lo  sucesivo  debe  ptes- 
cintlirse  de  ella  cuando 'se  controvierta  sobi-e  actos  eje- 
cutados de.spnésde  la  derogación. 

KI  caso  más  notable  de  derogación  expresa  es  el  artícu- 
lo final  del  Código  civil:  "Desde  el  1"  de  enero  de  1857 
(|uedan  derogadas,  aún  en  la  parte  que  no  fueren  contra- 
rias íl  id,  las  leyes  preexistentes  wtbre  todas  la.s  materias 
que  en  él  se  tratan."  De  manera  qne  pot  voluntad  iue- 
qaivoea  dei  legislador  hubo  nn  cambio  absoluto  en  la  le- 
gislación sustantiva  civil,  y  fueron  sei)uItados  los  Códigos 
españoles. 

lifíG.  La  derogación  tácita,  aunque  obvia  á  primera  vista, 
presenta  en  verdad  gravísimas  dificultades;  y  el  juez  de- 
be proceder  con  siuna  cautela  al  decidir  si  la  antigua  ley 

(1)  "Lu  loi  ii'nsl  siiai.'ojitÍblH  il'  Mre  iilil'uiíi^e  <|iie  |iar  iiiic  Irii  iiauvt>nt>. 

"Olí  nilnictuit  ikiiIrcfiiiH  qui-la  luí  fioiivnit  Mre  ahro)^  pat  iiu  ii»ii|[h  i'iiri- 
U'itin!,  »t  qii>>  il'iiulra  (lart  ello  ¡iiiiiv^it  loiiibpr  un  ili^si)i'riii\ti^;ir  Iv  iiuu-iwi- 
K<>.  UulM  tbi^Mii",  rjiii  se  iiuiiiprcntl  80I1M  lilis  inoaari'hie  ulisoluo,  iiíi  la  Ini 
Ti'i^ütijiiR  r HxptvHiiiuii  dtf  lu  Vdlniíti!  ilncli«f  lie  l'fitat,  aliiai  qiiu (lauü mi 
f¡i)nvt>rneTiieut  ili<m<H"rati<iiit',  ufi  tlh*  twt  vntíe  jiar  In  uíiiímlitií  il«8  uilD.Tein. 
cutt  iiidmii>atUi1eHvi'tMlt«i  Coimtitiitiuiiii  (iiiiotalilissHiili  Indivisiuu  clMiioti- 
viiim,  fi  nm.  ríiiiirlÍMniit  i'iitn-  illlWvenIfs  limucliua.  rexen-h-i-  lU-  In  piiií- 
sniii'u  Ip^ialiiti VI*,  Hiiuiiiniiiíiit  íl  ilfH  ciUKUtiiiiisi^t  iiiliiia  fiirmi!sapi!i-¡a)eal3 
iiti>piHÍtii>ii  vt  le  viitu  ■!«  til  tul.    Kllviie  pi-iit  iloiic  pliii  ■'tro  lulinÍHf  múoui^' 
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deroga  la  nueva.  La  discordancia,  la  contradioeión  apa- 
rente, loo  motivos  que  indujeron  á  expedir  la  nueva  ley, 
no  bastan  para  declarar  derogadas  todas  las  disposicio- 
nes de  la  ley  antigua;  pues  no  quedan  insubsistentes 
sino  las  disposiciones  que  sean  absolutamente  incom- 
patibles con  las  de  la  nueva  ley.  Oompárese  con  la  ley 
posterior  la  ley  que  se  supone  derogada,  y  sólo  á  ser  evi- 
dentísimo que  las  dos.  leyes  no  pueden  aplicarse  á  un  mis- 
mo tiempo,  hay  derogación  tácita;  de  lo  contrario,  ambas 
disposiciones  subsisten    (2) 

Muchas  veces  la  absoluta  incompatibilidad  entre  dos 
leyes  resulta  del  sistema  de  ellas;  y  entonces  la  ante- 
rior se  deroga  tácitamente  en  su  totalidad.  (3) 

367.  Como  en  el  Código  se  dan  reglas  generales  so. 
bre  la  derogación  de  la  ley,  debió  expresarse  el  princi- 
pio, aceptado  por  los  jurisconsultos  (4),  que  la  ley  especial 
no  se  deroga  tácitamente  por  la  ley  general. 


(2)  ''L'ahrogation  tactte  íV  luw.  loi  par  une  aiitre  loi  est  fondee  sn  la  máxi- 
me: posteriora  prioribnf  derogante  qii'il  faut  se  garder  d'entendro  datis  un 
sen8  trop  absoln,  tropgiiuéral.  Áiusi,  il  est  de  principe,  que  I'abrogation 
tacite  cr  míe  loi  nese  suppoHe  pas:  c^est  ii  rolui  qui  aílí»gue  Pabrogation  a 
prouver  Pincompatíbilit.(í  de  laloi  anpienne  aver  la  nonvelle.  Jiigé,  dans 
ce  aens,  auMl  fáutqn'il  y  ait  contrariet^  formelle  entre  deux  lois  nourqne 
lanoavelle  soit  censée  abroger  implicitement  Panrienne;  et  qne  rincom- 
patibilité  aoit  telle  au*  il  soit  imposaible  d'ex^cuter  la  seconde  sans  (l<5trui- 
re  la  premiére."  (Dalluz.  Lois.  53®). 

'*L'abrogatione»t  tacite,  lorsqne  les  dÍ8i)08ÍtionH  de  la  loi  nouvelle  sont 
incompatibles  avec  leg  dispositions  de  la  loi  antérleure. 

''Mais  alora  V  abrogatiou  ne  resal tant  que  de  la  contrarieti^.  entre  Ich  denx 
loix  il  ne  faut  la  reconnaltre  qn'  a  1'  <^gard  de  cellea  den  dispositions  de  la 
loi  aucienne)  quise  tronvent  moonoiliables  avec  les  diapositions  nonvellen. 

**Ce  mode  d'abrogation  im^dicite  soulrvedea  difflcultí^.s;  et  c'est  snrtont 
dans  certainee  matieres  8p<^.ciale8,  régies  par  des  lois  snccenivenient  promul- 
gnées  ^  des  époques  diñV^rentes,  nuMl  a  jot6  narfoi»  beancoup  d'iucertiiu- 
deset  de  comphcations.'*  (Demolombe.  1.  126;. 

(3)  "Lorsque  cette  contrarietí^  porte  sur  le  principe  menie  qui  servait  de 
base  á  la  loi  ancienuO)  Tabrogation  s'<^tend  a  toutes  rch  dispositions  indis* 
tinctement."  (Zaídiariac  A.  R.  I.  $  29). 

(4)  *'£u  principe^la  loi  genérale  n'est  pas  pr^.sumée  vouloir  d<^roger  s\  la 
loispéciale;  et  V  abrogatiou  tacite  n'a  pas  lieu  «lans  ce  cas,  a  moins  que  1' 
intention  contraire  du  législatenr  ne  iV^sulte  suttisamnn'nt  de  la  loi  flle-nic- 
me.'»  (Demolombe.  I.  127). 

"L'abrogation  tacite  supposant  une  inoompatibilit<^  fonnalle.  ello  ne 
«aarait,  quant  aux  lois  qui  rcglent  des  matií'res  spí^cialcs,  d<^couler  de  la 
promulgatiou  dMuie  loi  genérale  postérieure,  í\  moins  que  1'  intention  con- 
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Debemos  rottordaí"  que  seírúti  el  art,  4",  los  códigos  es- 
l>ecialesHe  a|il¡(;aii  á  lii  inuteri»  [)ecii]iai:  ile  que  tratan,  y 
que  sólo  üiiaiKlo  faltan  eu  ellas  las  respectivais  disposteio- 
ues  KB  ac'iiile  al  Cúiligo  civil. 

Ahora  bioii,  si  reforiiiáuduse  éste  se  l'edactnra  un  ar- 
tículo giie,  por  ejemplo,  pugne  ton  una  ile  las  (Usposicio- 
oes  del  CíMÜgo  de  eonieix'io,  pu<]na  dndarse  sobre  si  liay 
derogación  tácita  de  e-ste  último  Código.  Opíuamott  que 
lio  lív  lialiría,  porque  el  Código  de  comercio,  coino  esi>e- 
elal,  en  nada  atañe  al  Código  civil. 

Mas,  para  completar  1a.s  reglas  ^obre  la  derogaiñón, 
y  ]>ara  alejar  t^ado  motivo  de  duda,  conviaiera  que  se  agre- 
gue al  Código  civiJ  de  Chile  el  art.  49  del  Código  «ciiato- 
riano:  La  hiy  es¡>ei;inl  anterior  no  im  deroga  por  la  geiteral 
ponUirior,  m¡  no  se  axjtreiia. 


Iraiw  (lii  li'jf ¡uliileiir  no lísiilti- i-liiiroineiil (le  l'nliJBt  oii  iIp  l'esprililu  cotta 
loi:  (fifi  iprnalijifr  gCHeraiem  nnn  dero¡i'iliir.  Le«  luis  siiécialea  ue  peuTeot 
ilouc,  en  génécar.  htcn  liinjlcLiient  alirnifi^i'.i  imt*  piir  [I•'^*  loia  siidrinlr!!  iiouvb- 
lles."  (ZarliuTiue.  A.  Ti.  I.  »  29). 
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